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INTRODUCCIÓN 

El Derecho Constitucional, así como su vigencia y práctica efectivas, interesa en la 
medida en que pueda llegar a ser una alternativa real para las soluciones políticas 
de los Estados, que redunden en la búsqueda del bien común. El ejercicio del poder 
representa siempre un desafío a enfrentar en la relación de los detentadores de ese 
poder con la sociedad que dicen representar. 

Históricamente ha existido una tensión entre la sociedad civil y los detentadores del 
poder, lo que ha justificado las luchas por limitar ese poder, hacerlo racional y tratar 
de conducirlo por los causes del interés público, y no del personal. El desafío 
jurídico-político constitucional se torna más complejo, dado que, además de esas 
variables, debe considerarse también la económica, cuya incidencia es innegable 
para la definición de la realidad social e internacional, particularmente en un 
contexto como el actual, caracterizado por la globalización. 

El presente trabajo se encuentra dividido en cinco capítulos. En el primero se da 
cuenta del desarrollo doctrinario e histórico del constitucionalismo, partiendo desde 
la Edad Antigua, para paulatinamente llegar al momento auge, es decir, el de la 
Modernidad, con las Revoluciones Norteamericana y Francesa del siglo XVIII. Estas 
revoluciones representan el parámetro y fundamento de lo que el mundo occidental 
planteará como el modelo a seguir, el cual se materializa en la aspiración de las 
democracias liberales, que evolucionarán desde el egoísmo y el individualismo que 
le caracteriza, hasta la consideración e inclusión de las reformas sociales, 
alcanzadas con posterioridad a la Segunda Guerra Mundial. Se considera 
importante revisar los cambios en el sistema productivo al final de la Edad Media, lo 
que dará lugar al nacimiento del sistema capitalista, pero también los aportes 
ideológicos del derecho natural y la Reforma religiosa, que permitirán una nueva 
visión del hombre y su existencia. De tal manera que se realiza una revisión de las 
bases del constitucionalismo desde la Antigüedad, la Edad Media y la Moderna, 
para después estudiar el el neoconstitucionalismo, las constituciones de la segunda 
posguerra mundial y el constitucionalismo latinoamericano. Ese recorrido por la 
filosofía política permite conocer cómo se ha consolidado el constitucionalismo 
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históricamente, al punto de ser la mejor opción para la conformación de la realidad 
estatal en la actualidad. 

El capítulo 2 trata sobre el republicanismo, por lo que se estudian cuáles fueron sus 
orígenes, en particular el caso de Roma, para luego pasar a los antecedentes de la 
reflexión, su influencia en los movimientos independentistas latinoamericanos, así 
como se procede también a abordar su incidencia específica en Centroamérica con 
el liberalismo decimonónico y los procesos independentistas de España. En relación 
a Latinoamérica, es ineludible abordar el tema de las dictaduras, el caudillismo 
(fenómeno tan nuestro) y, por su importancia, la hegemonía norteamericana hacia 
el subcontinente, en la promoción de sus intereses económicos. En el último 
apartado de este capítulo se trata del modelo republicano de gobierno, en una 
caracterización de cómo se entendió y aplicó en estos países. 

A continuación, en el capítulo 3, intitulado “Democracia ai estilo latinoamericano”, 
se analiza cómo el modelo teórico democrático debió enfrentar la herencia colonial, 
la estratificación social, la dominación de clase, que históricamente fue el legado 
para las élites criollas, así como otros aspectos propios de nuestra realidad que 
representaron desafíos para el logro democrático. El mosaico étnico se estableció 
en nuestra realidad como una variable importante para el acceso al poder, y también 
incidieron experiencias como la participación en las Cortes de Cádiz, la 
conformación oligárquica, para luego analizar cómo se configuraron las repúblicas 
bananeras que serían decisivas en nuestra vida política. En el último apartado de 
este capítulo se trata lo relacionado con la experiencia democrática guatemalteca 
vivida con la Revolución de 1944, lo cual marcó un hito, y, a no dudar, permitió la 
incursión de Guatemala en el siglo XX, al desmantelar los sistemas de dominación 
colonial sobre la mayor parte de la población. 

En el capítulo 4 se estudian los recientes procesos de democratización en 
Latinoamérica, en lo que Huntington ha llamado la tercera ola democrática. Este 
fenómero inició en la década de los ochenta del pasado siglo en el subcontinente, 
en medio de un contexto histórico caracterizado por la influencia del 
neoconstitucionalismo de la segunda posguerra, la finalización de la Guerra Fría, la 
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prevalencia del conflicto armado en Centroamérica y el impulso a las políticas 
económicas neoliberales, debido a la crisis del capitalismo a nivel mundial. Se 
enmarca en el comienzo del fenómeno de la globalización, que adquirió, como nota 
distintiva, el repliegue del Estado, es decir: desregulación, privatización de 
empresas y liberalización comercial y financiera. Esto último se realizó mediante las 
políticas de ajuste estructural, impulsadas desde los centros financieros 
internacionales: Banco Mundial y Fondo Monetario Internacional. En este capítulo 
se destaca cómo el logro democrático y el impulso del neoconstitucionalismo, con 
el reconocimiento amplio en materia de derechos humanos y sociales, han debido 
enfrentar un entorno económico adverso, que no ha sido favorable para el 
cumplimiento de la justicia social tan postergada en estos países. 

Finalmente, en el capítulo 5, se analiza específicamente el caso guatemalteco. Al 
efecto, se estudia cómo se dio el retorno a la democracia y se procede a realizar 
una caracterización general de los aspectos más relevantes de los diferentes 
gobiernos que, desde 1986 hasta 2019, se han sucedido en Guatemala. En el último 
apartado de este capítulo se trata sobre el desencanto democrático, constitucional 
y republicano que el país vive, en uno de los momentos más críticos para la 
institucionalidad del mismo. 

Desde una perspectiva general, la democracia, el constitucionalismo y el 
republicanismo, representan las mejores alternativas políticas actuales para el 
desarrollo de los estados y el logro de la proyección hacia las sociedades. No 
obstante, resulta notable cómo, a pesar de la certeza en tales opciones, la variable 
económica ejerce una tendencia que somete la viabilidad de sociedades más justas, 
incluyentes y participativas, al condicionar la política y los asuntos estatales a 
intereses especialmente corporativos. El Estado nacional ha perdido poder y 
capacidades frente a las corporaciones que operan mundialmente y cuya influencia 
y poder semete voluntades, coopta, corrompe y propicia la impunidad. De esta 
cuenta, la insatisfacción en Latinoamérica, como ha sido ratificado continuamente 
mediante encuestas por parte de diversos tanques de pensamiento, oscila entre la 
nostalgia de regímenes autoritarios o militaristas, o bien, la opción democrática, 
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sobre la base de la insatisfacción, especialmente de índole económica, que los 
regímenes más recientes no han podido proveer. 

La paradoja es que nunca había existido tan alto número de regímenes 
democráticos en Latinoamérica, pero, en forma paralela, la pérdida de efectividad 
estatal se ha acrecentado, al reducir sus capacidades para la atención de las 
demandas sociales en salud, educación, protección laboral, vivienda, desnutrición, 
seguridad alimentaria, medio ambiente, etc. Prueba de ello es que nuestro principal 
producto de exportación en Centroamérica es la fuerza de trabajo: sea en forma 
presencial, con los migrantes que se dirigen a Estados Unidos, o bien, con la 
modalidad del trabajo incorporado, como lo es la maquila. 

En resumidas cuentas, lo que Latinoamérica necesita es más democracia, mejorar 
su calidad, y ello sólo puede lograrse con participación ciudadana y de la sociedad 
civil, lo que demanda reformas al sistema jurídico y político que permitan superar la 
cooptación estatal por intereses corporativos u oligárquicos. El soberano así lo 
demanda, pues, de lo contrario, Latinoamérica buscará una solución desesperada 
de ¡mpredecibles consecuencias. 


CAPÍTULO I: ANTECEDENTES Y DESARROLLO DEL 

CONSTITUCIONALISMO 

En este primer capítulo se abordan varios temas que permitirán ubicar los contextos 
político, histórico, económico, jurídico y cultural que, como antecedentes inmediatos 
previos, representan las transformaciones paulatinas que coadyuvaron al desarrollo 
del constitucionalismo. El constitucionalismo, desde la perspectiva clásica (liberal), 
puede ser entendido como el proceso de limitación del poder absoluto y el desarrollo 
del garantismo de los derechos individuales, lo que permite la organización política 
dentro de un marco jurídico al que se denomina Estado de Derecho. Su evolución 
ha permitido la inclusión de los derechos sociales, la organización de los poderes 
estatales y el establecimiento del bien común como fin estatal que justifica a la 
organización política. 

Evidentemente, el arribo a la concepción constitucional, como la base para el 
sustento del poder y el respeto de los derechos de las personas, representa un 
proceso gradual que tiene una amplia gama de antecedentes que, con el tiempo, 
llevó a su realización en la época moderna. 

En una primera línea de análisis, es necesario comprender cuáles eran las 
relaciones de poder que existían en la etapa final de la Edad Media. Ello requiere, 
pues, conocer las relaciones de dominación y de autoridad que se presentaban 
durante esa época. Esto se desarrolla en el primer apartado. 

Aunado a lo anterior, que se refiere al aspecto político, es ineludible abordar también 
la dinámica económica, especialmente en lo que atañe al progresivo avance en las 
relaciones y los procesos de producción. Se trata de analizar, aun así sea de 
manera somera, el aparecimiento del mercantilismo, que permitió sentar las bases 
de nuevas formas de producción destinadas a un mercado más amplio, que sirvió 
para romper con centurias de producción destinadas al autoconsumo y a un 
mercado más que todo local. Esto revolucionará la producción al punto de que, en 
lo sucesivo, las miras estarán puestas en generar bienes para el intercambio. Ello 
demandó la ampliación de los mercados y nuevas relaciones de producción, en 
pugna abierta con las tradicionales relaciones feudales. A su vez, la ampliación del 
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mercado requerirá de una progresiva centralización del poder, lo que llevará, mucho 
más tarde, a la conformación de los Estados nacionales y, con ello, al aparecimiento 
del Estado moderno, el desarrollo de un nuevo control administrativo centralizador 
que, al amparo de una regulación legal unificadora, permita el avance de las nuevas 
formas de producción, intercambio, imposición estandarizada de tributos, relaciones 
laborales-patronales, etc. Se trata de un replanteamiento de la relación del hombre 
con la riqueza material y la autoridad, así como con lo jurídico, que busca estar 
sustentado en la legalidad, ya no en la tradición y prácticas ancestrales, y que habrá 
de legitimarse a través de nuevos conceptos en pugna con el feudalismo, ya 
obsoleto para las nuevas formas de producción. 

En otro apartado se analiza cómo, para el desarrollo de un nuevo sistema político y 
económico, era necesaria también una nueva concepción iusfilosófica que sirviera 
de base para los cambios que debían darse en las relaciones de los hombres en 
sociedad, el sustento de la autoridad política, el reconocimiento de la libertad y los 
derechos de las personas, el innovador concepto sobre la propiedad y la riqueza, 
etc. Esa labor correspondió al desarrollo del derecho natural que, sobre la base del 
pensamiento de los estoicos griegos hasta la patrística y la escolástica 
judeocristiana, llevaría a un replanteamiento sobre legitimación del poder. Primero, 
cimentado en una concepción religiosa; más tarde, sobre una base laica, que devino 
en la construcción de una amplia gama nueva de los derechos de las personas. 

Otro aspecto que se aborda en este primer capítulo, que fue de vital importancia 
para la legitimación de nuevas modalidades de poder, se refiere al cuestionamiento 
de la prevalencia de la autoridad de la Iglesia. Había que replantear a la institución 
medieval más consolidada, cuya autoridad se extendía, con derecho propio, sobre 
lo espiritual y lo terrenal. La Iglesia católica llenó, por mucho tiempo, el vacío de 
poder unificador en lo político, al punto de constituirse en el ente legitimador de la 
autoridad, sobre la base de que todo poder provenía de Dios y que, al vicario de 
Cristo, el papa, le correspondía sancionar toda autoridad regia. El dominio político, 
militar, moral, económico y hasta espiritual de la Iglesia fue socavado mediante el 
movimiento de la Reforma luterana y calvinista, incluso de manera cruenta, pues 
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hubo guerras religiosas por toda Europa y, mucho más tarde, se traduciría en el 
establecimiento del principio de separación de la Iglesia y el Estado. 

En el dominio de la construcción política, jurídica y filosófica de nuevas fuentes 
legitimadoras del poder, los pensadores del Renacimiento y de la Ilustración se 
vuelcan hacia el pasado, especialmente enfocados en las dos grandes civilizaciones 
de la Antigüedad. Se da un redescubrimiento de las prácticas políticas griegas y 
romanas y, paulatinamente, se desarrolla el concepto de soberanía; primero en la 
persona del monarca, para más tarde arribar a la idea de la soberanía popular. 
Gradualmente se enaltece la idea de que el poder tiene por fuente al pueblo y, por 
ende, se aspira al establecimiento de un régimen democrático y republicano (este 
último, en principio, en contraposición a un régimen monárquico). El 
redescubrimiento del pensamiento clásico grecolatino servirá también de excusa 
para la especulación política que llevará incluso a concebir la posibilidad de un 
nuevo orden. 

En apartados específicos de este capítulo, por su importancia, como antecedentes, 
se analizan las diferentes concepciones que se tuvieron sobre la constitución en la 
Antigüedad y la Edad Media, hasta arribar a la Moderna, en donde se define una 
construcción que nos es más conocida. 

A continuación, se considera oportuno el análisis del desarrollo del liberalismo, lo 
que conduce al estudio de los diferentes autores que, con sus aportes, coadyuvaron 
a estructurar una doctrina que se encuentra directamente asociada al nacimiento 
del constitucionalismo moderno. 

Los escritos de los filósofos políticos, como Maquiavelo, serán decisivos para forjar 
una nueva concepción del poder, lo jurídico y los derechos de gobernantes y 
gobernados. Paulatinamente se consolida una nueva concepción de lo político que, 
en principio, parte de la revisión histórica de los regímenes y de la interpretación de 
los planteamientos de los pensadores de Grecia y Roma, con lo cual hubo de 
dársele autonomía a esta disciplina y desembarazarla del tradicionalismo medieval 
y de la religión. De este modo, se hace necesario hacer un recuento sumario de los 
principales aportes de esos pensadores que coadyuvaron decisivamente para el 
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desarrollo del nuevo concepto de lo político y, por ende, la promoción de una nueva 
forma de Estado y legitimación del poder, sobre bases constitucionales 
innovadoras. 

Ya en lo que se puede llamar la implementación del modelo constitucional histórico, 
se procede a analizar los dos eventos que representan el hito cualitativo de inflexión 
después de siglos y prácticas que tendieron al cambio: la Revolución 
Norteamericana y la Revolución Francesa. Se trata de dos experiencias 
innovadoras y ejemplificadoras de cómo, por primera vez, se arriba a la adopción 
del modelo constitucional. Ambos eventos históricos reúnen características que las 
hacen diferentes, con notas propias de singularidad y distintos grados de éxito. 

Resulta importante considerar que, para los efectos de la presente investigación, la 
incidencia e interpretación políticas que ambas revoluciones tuvieron en lo que hoy 
es Latinoamérica, fueron diversas y hasta disímiles en las distintas regiones del 
subcontinente. Si durante el siglo XVIII inició la extinción del antiguo régimen en 
Europa, como un rompimiento con el pasado, hasta prácticamente llevarlo a su 
extinción en el XIX, no ocurrió lo mismo, de manera inmediata, en las excolonias 
españolas americanas, al menos no durante las décadas que siguieron a las guerras 
de independencia. 

Un primer síntoma de la actitud asumida por patriotas y libertadores 
latinoamericanos fue, como lo señala Aguilar Rivera, que “la república en las nuevas 
naciones adquirió un carácter formal” (Aguilar Rivera y Rojas 2002, pág. 353). A esa 
forma de concebir la república, el mismo autor la llama “epidérmica” o “formal”, por 
la superficialidad que supuso (2002, pág. 58). 

En Latinoamérica se estimó que “república” era la negación de la monarquía, pero, 
como se verá al analizar los diferentres regímenes políticos, esa es una de las 
posibles acepciones que se le ha dado al término, no la única. Una república, según 
quien la definiera, bien podía adoptar la forma monárquica (este es el enfoque de, 
por ejemplo, Juan Bodin). La realidad de ese hecho se vio reflejada en cómo los 
criollos, herederos del poder político en Latinoamérica, en el seno del siglo XIX 
debatieron con discursos y armas entre la opción republicana y la realista. 
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Pasado el momento de las luchas de independencia y establecidas de algún modo 
las repúblicas, el problema para las élites dominantes se tornó jurídico-político: 
existió la urgencia, sino la premura, de promulgar constituciones. Y los criollos, 
como nóviles constituyentes, no supieron hacer sino aquello a lo que se les había 
enseñado como colonos: tornaron ansiosos sus miradas, para buscar modelos, 
hacia el coloso del norte y la grande Francia. Las dudas se hicieron presentes: 
¿cómo configurar la república? ¿monarca o presidente? ¿sistema bi o unicameral? 
¿pueblo o nación? ¿qué tipo de voto? ¿a quiénes reconocer la ciudadanía? ¿Estado 
unitario o federal? Estas y otras fueron las angustias constitucionales originarias 
para los legisladores. En Centroamérica, en un momento de desesperación y busca 
de la estabilidad, cierto grupo hasta ofreció espontáneamente la anexión del istmo 
a los Estados Unidos (petición desatendida por el país del norte, debido a la 
prioridad de asuntos domésticos propios). 

En el orden social y económico, bien puede repetirse el conocido aserto de que 
“todo cambió para que todo siguiera igual”. Las estructuras se mantuvieron 
prácticamente inamovibles, no hubo un rompimiento con el pasado. Tras las batallas 
independentistas, donde se dieron, que no fue el caso para Centroamérica, el 
sistema continuó funcionando con la única novedad de que ahora el poder político 
había sido nacionalizado para las élites criollas. Desde esa perspectiva, existió una 
ausencia de pueblo o nación, pues los movimientos fueron impulsados desde arriba, 
para así mantener el control y evitar el desbordamiento social. En una palabra, las 
repúblicas, al estilo latinoamericano, no buscaron un cambio de estructuras, sino la 
continuidad de la realidad colonial, pero sin la tutela de la metrópoli. En el caso 
centroamericano, Guatemala quiso erigirse en el epicentro metropolitano, lo que 
finalmente llevaría a la desintegración de la “Patria Grande Centroamericana”. 

El conjunto de lo tratado en este primer capítulo, en sus diferentes líneas de análisis, 
se considera será útil a efecto proporcionar los diversos elementos que permitieron 
arribar al proceso y desarrollo del modelo constitucional moderno. 

Los diferentes temas tratados pretenden dar una visión global del conjunto de 
elementos que coadyuvaron a que el Estado moderno llegara a tener por base el 
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constitucionalismo. Occidente, como se verá, en un amplio lapso, concibió y 
consolidó un modelo que revolucionó la concepción del poder y los derechos de las 
personas. Este proceso, de manera inmediata, se encuentra relacionado en lo 
político con la doctrina liberal y el impulso revolucionario que permitió, en el dominio 
de lo económico, el desarrollo del capitalismo como sistema de producción mundial, 
capaz de globalizarse. En un contexto más amplio, o sea en lo cultural, el 
movimiento de la Ilustración y el positivismo coadyuvaron a deslegitimar el rol 
político del clero en las nuevas repúblicas. Esa manera de concebir la política se 
tradujo en legitimación jurídica que habría de buscarse en una nueva rama del 
Derecho: la vertiente constitucional. 

Al proceso constitucional se sumará paulatinamente la concepción democrática, 
como fuente legitimadora del poder, pero también la vertiente republicana, que irá 
cobrando caracteres nuevos. Entre los tres fenómenos -el constitucional, el 
democrático y el republicano- se plantean tensiones en diferentes momentos. La 
dinámica de construcción por una sociedad que se cimente en los tres valores, a la 
fecha, no ha culminado. Existe una serie de conflictos constantes que no acaban 
por resolverse. El desarrollo no ha sido lineal ni falto de complicaciones. Basta 
recordar que los totalitarismos proliferaron durante el siglo XX, en manifestaciones 
de una a otra gama ideológica: nazismo, fascismo, socialismo real, dictaduras 
populares. Sin embargo, como lo ha demostrado el proceso histórico, la triada 
constitucionalista-republicana-democrática se mantiene como un ideal constante en 
el desarrollo político, jurídico y social de nuestros tiempos. Las bases del 
constitucionalismo 

El Derecho constitucional, propiamente como disciplina, es un fenómeno que se 
desarrolla a partir del siglo XIX, en el seno de los Estados nacionales. Sin embargo, 
para llegar a esta realidad jurídico-política, fueron muchas las contribuciones que 
se dieron a lo largo de la historia y del pensamiento político, comenzando desde la 
Antigüedad, para llegar a la Edad Media y a la Edad Moderna. Así lo explica Manuel 
García-Pelayo: 
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El Derecho constitucional como disciplina autónoma y sistemática no nace 
hasta entrado el siglo XIX y en virtud de circunstancias que veremos más 
adelante. Pero esto no quiere decir ni que antes del siglo XIX no existiesen 
en el seno del orden jurídico y de la organización política unas normas 
constitucionales, ni tampoco que los juristas y los tratadistas políticos, no se 
hubiesen hecho cuestión de la particularidad de estas normas (1959, pág. 
22 ). 

Otra acotación pertinente es la que formula Pedro Salazar Ligarte, en torno al 
concepto de constitución y de constitucionalismo : 

Conviene comenzar con una distinción: constitución y constitucionalismo no 
son términos sinónimos. El constitucionalismo no es compatible con todas las 
acepciones de constitución. En términos generales, esta última es cualquier 
conjunto de reglas que dan Identidad a un ordenamiento jurídico y el 
constitucionalismo implica una forma particular de concebir a dicho conjunto 
de reglas (2011, pág. 72). 

Lo dicho por García-Pelayo y por Salazar Ligarte, creemos, se complementa, 
aunque utilicen diferente denominación. El primero lo enfoca desde la perspectiva 
jurídica -el Derecho constitucional-, en tanto que el segundo lo hace a partir de una 
visión política y/o de filosofía política -el constitucionalismo-. Asimismo, sucede con 
lo que el primer autor llama normas constitucionales y el segundo conjunto de reglas 
que dan identidad a un ordenamiento jurídico. 

En este apartado se hará una rápida revisión de los principales aportes que, a lo 
largo del tiempo, sirvieron de antecedentes y base para que el Derecho 
Constitucional y el fenómeno constitucionalista pudieran llegar a materializarse en 
los Estados nacionales contemporáneos. Para hacerlo, se parte de la Antigüedad, 
para posteriormente seguir el curso en el tiempo de diversas aportaciones. 
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1.1 Las bases del constitucionalismo 

El Derecho constitucional, propiamente como disciplina, es un fenómeno que se 
desarrolla a partir del siglo XIX, en el seno de los Estados nacionales. Sin embargo, 
para llegar a esta realidad jurídico-política, fueron muchas las contribuciones que 
se dieron a lo largo de la historia y del pensamiento político, comenzando desde la 
Antigüedad, para llegar a la Edad Media y a la Edad Moderna. Así lo explica Manuel 
García-Pelayo: 

El Derecho constitucional como disciplina autónoma y sistemática no nace 
hasta entrado el siglo XIX y en virtud de circunstancias que veremos más 
adelante. Pero esto no quiere decir ni que antes del siglo XIX no existiesen 
en el seno del orden jurídico y de la organización política unas normas 
constitucionales, ni tampoco que los juristas y los tratadistas políticos, no se 
hubiesen hecho cuestión de la particularidad de estas normas (1959, pág. 
22 ). 

Otra acotación pertinente es la que formula Pedro Salazar Ligarte, en torno al 
concepto de constitución y de constitucionalismo : 

Conviene comenzar con una distinción: constitución y constitucionalismo no 
son términos sinónimos. El constitucionalismo no es compatible con todas las 
acepciones de constitución. En términos generales, esta última es cualquier 
conjunto de reglas que dan identidad a un ordenamiento jurídico y el 
constitucionalismo implica una forma particular de concebir a dicho conjunto 
de reglas (2011, pág. 72). 

Lo dicho por García-Pelayo y por Salazar Ligarte, creemos, se complementa, 
aunque utilicen diferente denominación. El primero lo enfoca desde la perspectiva 
jurídica -el Derecho constitucional-, en tanto que el segundo lo hace a partir de una 
visión política y/o de filosofía política -el constitucionalismo-. Asimismo, sucede con 
lo que el primer autor llama normas constitucionales y el segundo conjunto de reglas 
que dan identidad a un ordenamiento jurídico. 
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En este apartado se hará una rápida revisión de los principales aportes que, a lo 
largo del tiempo, sirvieron de antecedentes y base para que el Derecho 
Constitucional y el fenómeno constitucionalista pudieran llegar a materializarse en 
los Estados nacionales contemporáneos. Para hacerlo, se parte de la Antigüedad, 
para posteriormente seguir el curso en el tiempo de diversas aportaciones. 

1.1.1 La Antigüedad 

El concepto de constitución tiene sus orígenes en el mundo antiguo. La mayor parte 
de autores modernos coincide en señalar a Aristóteles como el primero en utilizar el 
concepto: 

...quien preocupado por el problema de la búsqueda de una forma de 
gobierno adecuada a su época para reforzar la unidad de la polis... utilizó la 
expresión politeia 1 para referirse a un instrumento conceptual que plasmara 
la forma de la unión de los atenienses, término que la gran mayoría de los 
autores modernos ha traducido como constitución (Vita Casado 2007, pág. 
139). 

Sobre la importancia de Aristóteles, Guillermo F. Mardagant refiere cómo el 
Estagirita: 

...hace el estudio de las constituciones de 158 ciudades griegas y no griegas. 
Finalmente, presenta el famoso esquema de las tres clases de constituciones 
(correspondientes a monarquías, aristocracias y democracias ) que pueden 
dar lugar a tres formas de degeneración ( tiranía, oligarquía y demagogia). 2 
No presenta receta alguna para un tipo ideal, pero recomienda una crecida 
clase media, 3 ya que 'ésta, generalmente, será un factor de equilibrio y de 
moderación’. 

En su obra aparece también, por primera vez, la teoría de los tres poderes, 
es decir, el deliberativo, el judicial y el ejecutivo... pero no exige aún su 


1 Las cursivas corresponden al original. 

2 Las cursivas corresponden al original. 

3 Este fortalecimiento de una clase media fuerte en una sociedad, es lo que se conoce como 
mesocracia. 
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separación absoluta, como lo hará Montesquieu dos milenios más tarde 
(1998, pág. 71-72). 

Después de Aristóteles, aunque mucho tiempo después, será también importante el 
aporte de otro griego: Polibio. Este, en el siglo II a. de C., tratará explícitamente 
sobre la constitución romana republicana, en su libro Historias, pues: “La 
constitución de un pueblo debe considerarse como la primer causa del éxito o del 
fracaso de toda acción” (VI, 2) (Bobbio y Santillán 2001, pág. 44). 

A su vez, Cicerón aludirá a la constitutio “para referirse a la búsqueda de la forma 
de gobierno ideal, el que pudiera garantizar estabilidad y equilibrio” (Margadant S. 
1998, pág. 139). 

La afirmación de Vila Casado, que se fundamenta en una cita de Maurizio 
Fioravanti, permite comprender de mejor manera las anteriores referencias en 
cuanto a que “...el concepto de constitución entre los antiguos tiene que ver con un 
tipo ideal de organización política de la comunidad y no con algo que haya existido 
realmente, lo que marca una diferencia sustancial con el significado del término en 
el mundo moderno” (2007, pág. 139). En especial en lo que respecta a Polibio: 

...Porque la intencionalidad de la obra de Polibio, y su concreta exposición 
de las diversas formas políticas de gobierno, no es otra que la de explicar 
cómo fue posible, qué sistema o estructura política fue la que procuró a los 
romanos, en muy corto espacio de tiempo, la conquista del Mediterráneo 
(Vallespín 2002, pág. 179). 

De este modo, para Polibio, como historiador, de lo que se trata es de descubrir qué 
tipo de organización real fue la que permitió a los romanos expandir sus dominios 
por el mundo conocido de su época; y así lo manifiesta explícitamente en el capítulo 
I de su libro Historias, citado por Vallespín: 

Pues ¿habrá hombre tan estúpido y negligente que no desee saber cómo y 
mediante qué estructura política ( politeia ) los romanos llegaron en apenas 
cincuenta y tres años a dominar casi toda la tierra, hecho que no ha tenido 
nunca precedente alguno? (Vallespín 2002, pág. 179). 
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La aportación de Polibio al concepto constitucional será decisiva para el futuro. 
Frente al planteamiento aristotélico de que debía darse un equilibrio social, entre 
ricos y pobres, el cual, evidentemente, no deja de ser economicista, Polibio elabora 
una visión nueva: “un discurso sobre la constitución mixta que se traduce 
esencialmente en una teoría de las magistraturas y del equilibrio entre los poderes” 
(Fioravanti 2011, pág. 26). Con ello, Polibio ve la solución al conflicto no en la 
conformación de una clase media, o en el gobierno de la misma (mesocracia), como 
Aristóteles, sino en un poder que puede limitarse mediante determinados 
mecanismos constitucionales. Como afirma Bobbio: “La teoría de Polibio es una 
teoría de los mecanismos constitucionales, que permiten una forma de gobierno 
estable, y por ello preferible a cualquier otra” (Bobbio y Santillán 2001, pág. 52). A 
lo anterior cabe agregar lo dicho por Fioravanti: 

En definitiva, la teoría de la constitución mixta que se entrevé en las páginas 
de Polibio ya no es una teoría de la disciplina social, y deviene 
exclusivamente una teoría de la disciplina del poder ; 4 propugnando su 
limitación: la única moralidad cuya falta se teme y se pone en duda es la de 
los gobernantes (Fioravanti 2011, pág. 27). 

Esta nota distintiva, polibiana, de disciplinamiento del poder, será un elemento que 
se incorporará, con el tiempo, a los caracteres propios del constitucionalismo de 
corte liberal del siglo XVIII y XIX. La afirmación resultó premonitoria, precoz en el 
tiempo, pues, como ha dicho Fioravanti: “Los antiguos no tenían ninguna 
«soberanía» que limitar ni, sobre todo, habían pensado jamás en la constitución 
como norma, la norma que en el tiempo moderno sería llamada a separar los 
poderes y a garantizar los derechos” (2011, pág. 29-30). 

Si bien es cierto que en la Antigüedad no se llega a pensar en la constitución como 
norma que separa los poderes y garantiza los derechos, también debe tomarse en 
cuenta que uno de los logros de Roma, en la fase republicana, fue la promulgación 
de la Ley de las Doce Tablas, como un avance para evitar la arbitrariedad y la 
secretividad en el uso y aplicación de las normas. Sin esta base material no hubiera 


4 Las cursivas corresponden al original. 



16 


sido posible el desarrollo de la codificación, la solemnidad material de los contratos 
(que con el tiempo devendrán en el contractualismo social que funda las 
sociedades), ni la primacía positiva del derecho escrito que, como legado, 
proveyeron los romanos al mundo. En una palabra, sin ese elemento seminal de las 
Doce Tablas no podría haberse llegado al fenómeno de los códigos fundamentales 
de los estados, representados por las constituciones escritas de la modernidad. 

Fioravanti concluye: “...no hay duda de que existió una constitución de los antiguos. 
Tal constitución obviamente no tiene relación alguna con la constitución de los 
modernos...” Y, en nota a pie de página, agrega: “Disentimos por tanto de quien 
busca las llamadas «raíces» del constitucionalismo moderno en el antiguo, y en 
particular en el llamado «constitucionalismo romano»” (2011, pág. 29-30). 

Entonces, cabe preguntar, ¿qué significaba la constitución para los antiguos? El 
mismo Fioravanti arguye que: 

...Ellos pensaban más bien en la constitución como en una exigencia a 
satisacer, como en un ideal -al mismo tiempo ético y político- a perseguir, 
que se hacía todavía más fuerte... en las fases de crisis más intensa, de más 
clara separación política y social, como en el caso de la decadencia de la 
polis griega o de la misma república romana (2011, pág. 30). 

Por tanto, el constructo histórico que paulatinamente se desarrolla sobre el tema de 
la constitución en la Antigüedad surge como un ideal no solamente político, es decir, 
en relación al poder y su ejercicio, sino también con una connotación ética que 
comprende los deberes ciudadanos para con la comunidad. Ese ideal, esa 
construcción utópica, se da en los momentos de confrontación y crisis social, 
cuando las comunidades se ven confrontadas, como lo demuestran tanto Atenas 
como Roma. Se trata, afirma Fioravanti, de “un gran proyecto de conciliación social 
y política”, cuyo enemigo principal es el tirano, quien divide a la comunidad al 
ponerse a la cabeza de una de sus partes, la que se convierte en facción, ya sea 
aristocrática o popular, con lo cual rompe el equilibrio y olvida la constitución de los 
padres, fomenta la disiencia. De esa cuenta, la constitución de los antiguos aspira 
“a la medida, al orden, a la pacificación”, por lo que, finalmente, lo que busca ser es 


17 


un “gran proyecto de disciplina social y política de las aspiraciones de todas las 
fuerzas agentes”, las cuales deberán continuamente recurrir “a la imagen y a la 
práctica de la virtud”. Esto significa que, en aplicación de la virtud, los monarcas no 
se convertirán en tiranos; los aristócratas no se transformarán en oligarquías 
cerradas; y el pueblo no oirá la voz de los demagogos (2011, pág. 30-31). El legado 
de la constitución de la antigüedad lo resume Fioravanti de la siguiente forma: 

...Los antiguos, entonces, dejan en herencia a los tiempos sucesivos esta 
gran idea: que una comunidad política tiene una forma ordenada y duradera, 
en concreto una constitución, si no está dominada unilaterlamente por un 
principio político absolutamente preferente; si las partes que la componen 
tienen la capacidad de disciplinarse; si, en definitiva, su vida concreta no es 
mero desarrollo de las aspiraciones de los vencedores (2011, pág. 31). 

En esa caracterización se atisba la necesidad de lo que posteriormente llegará a ser 
conceptualizado como un pacto, un contrato, de índole social entre la comunidad y 
los gobernantes. En él, deberá prevalecer la moderación, la preeminencia del 
interés comunitario sobre los privilegios o el predominio de una facción, de una 
clase, lo que requiere disciplina y, en definitiva, ejercicio de la virtud, cuya naturaleza 
es cívica, pues se relaciona con la vida toda de la ciudad y sus miembros. 

1.1.2 La Edad Media 

1.1.2.1 La Edad Media y el Feudalismo 

El antecedente inmediato para el desarrollo del constitucionalismo moderno no es 
otro que la etapa final de lo que se conoce como el feudalismo, o bien, la Edad 
Media. Sobre lo cual cabe preguntarse, ¿qué tanto tiempo comprende la misma? 

Hoy día son raras las controversias sobre el tiempo que abarca la expresión 
Edad Media. En general, se considera que comprende un periodo de mil 
años, aproximadamente, desde la caída del Imperio Romano 5 en el siglo V 
hasta mediados del XV (Roll et al. 2014, pág. 40). 


5 De Occidente. 
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Sobre el origen de la denominación, John M. Ferguson, en su libro de historia 
económica, planteó que: 

...La expresión tuvo su origen en la terminología empleada por un clérigo 
humanista holandés en el siglo XVII, quien dividió toda la historia humana en 
tres períodos: historia antigua, hasta el fin del reinado de Constantino el 
Grande, 337 d. C; historia medieval, desde 337 d. C. hasta la caída de 
Constantinopla en 1453; y la historia moderna, desde 1453 en adelante. A 
partir de entonces, esta división tripartita ha ido ganando general aceptación 
y las expresiones “medieval” y “Edad Media”, se han hecho ya 
convencionales y arbitrarias... (Ferguson 1994, pág. 24). 

En la apreciación del milenio que duró, se han vertido calificativos sobre la Edad 
Media según los cuales se le señala como la época del oscurantismo, para significar 
que Occidente se sumió en una época de estancamiento, de ignorancia y prejuicios, 
de supercherías y creencias infundadas, con prevalencia del pensamiento religioso, 
en principio con el dominio de la Iglesia católica, pero más tarde -al final de la Edad 
Media y principios de la Moderna- también con la intolerancia de los protestantes 
luteranos, calvinistas y adventistas, que persiguieron a ios católicos. 

La calificación de medieval, como ha observado el historiador económico Georges 
Barnes, no deja de tener sus objeciones: 

Edad Media es una denominación expuesta a extravío, por lo que hace a la 
promoción de perspectivas históricas y su interpretación adecuada. No son 
medias en sentido alguno, a no ser en el de una cronología superficial, o, lo 
que es lo mismo, que no son intermedias más que en el sentido de que sirven 
para fechar los acontecimientos ocurridos entre los tiempos antiguos y la 
Edad Moderna. No son, en modo alguno, intermedias en el orden cultural, 
entre la Antigüedad y los tiempos modernos... (Barnes 1987, pág. 93) 

Por aparte, la aceptación, sin críticas, de la denominación, adquiere un carácter 
absoluto, totalizador, pues: 
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Finalmente, en cualquier estudio extenso de la Edad Media, hay que tomar 
en cuenta también otras civilizaciones que florecieron en partes remotas del 
mundo; las de los incas del Perú y de los aztecas de México y de modo más 
especial la de China... (Ferguson 1994, pág. 25). 6 

Otro nombre que se utiliza frecuentemente para caracterizar las relaciones de 
producción, es decir, las establecidas entre el propietario de los medios de 
producción (señor feudal) y el trabajador (siervo), en parte de lo que fue este 
período, es la de feudalismo. Sobre el origen de la palabra no existe consenso, pero 
para algunos proviene del latín feudum. 

Carlos Marx, en El Capital, plantea sobre las relaciones que se dan en la Edad 
Media: 

.. .el hombre independiente ha desaparecido y todo el mundo vive sojuzgado: 
siervos y señores de la gleba, vasallos y señores feudales, seglares y 
eclesiásticos. La sujeción personal caracteriza, en esta época, así las 
condiciones sociales de la producción material como las relaciones de vida 
cimentadas sobre ella. Pero, precisamente por tratarse de una sociedad 
basada en los vínculos personales de sujeción, no es necesario que los 
trabajos y los productos revistan en ella una forma fantástica distinta de su 
realidad... el hecho es que las relaciones sociales de las personas en sus 
trabajos se revelan como relaciones personales suyas, sin disfrazarse de 
relaciones sociales entre las cosas, entre los productos de su trabajo (Marx 
1987, pág. 42). 

Desde la perspectiva marxiana, la Edad Media se caracteriza por el establecimiento 
de relaciones de subordinación de las personas, en las diferentes jerarquías -que 
son múltiples- existentes a nivel social. Esta sujeción de las personas, en donde 
existe una compleja red estamental a nivel social, se traduce en obligaciones que 
demandan obediencia y prestación de servicios y establece claramente que los 


6 Ferguson, para 1938, tenía poca o ninguna referencia respecto a la cultura Maya, que se desarrolló 
desde el 2000 a. C. hasta el siglo XVI de nuestra era. 
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sujetos se identifiquen de manera personal con el superior y también con el 
subordinado. Son relaciones entre personas, no entre personas y mercancías, como 
se desarrollará más tarde con base en el naciente nuevo modo de producción (el 
capitalista). 

Expresado en términos políticos, la desaparición progresiva del imperio romano, a 
partir del siglo V, significó la creciente prevalencia en Occidente de un poder 
descentralizado, que adquiere connotaciones de índole local, es decir, limitadas a 
un exiguo territorio, que resulta incomparable frente a la unidad imperial alcanzada 
por Roma en su mejor momento: 

...la división del Imperio por Constantino y la caída del de Occidente, que se 
produjo en la segunda mitad del siglo V, abrió las puertas a una etapa de la 
historia europea llena de situaciones confusas y a la que faltaron estructuras 
políticas estables... (De la Cueva 1996, pág. 33) 

Por aparte, es de tomar en cuenta que la Edad Media tuvo varias etapas, por lo que 
se le divide en Alta y Baja: 

...A partir de ese momento (año 962) se desenvolvió el período que los 
historiadores denominan la Alta Edad media, una etapa que se extendió hasta 
el siglo XIII; vinieron después los siglos XIV y XV, constitutivos de la Baja 
Edad media, en los que se formó el estado moderno (De la Cueva 1996, pág. 
34). 

La autoridad se visibiliza para el siervo, ante la proximidad física del señor; pero, en 
términos del dominio, significa una fragmentación en la integralidad del poder, pues 
no puede alcanzar la unidad en amplios territorios, como sucedió en la época 
antigua. Esta realidad, evidentemente, daba pauta a que en el continente europeo 
existieran diferentes dinámicas de conformación y desarrollo del poder, que hacen 
imposible la unidad para diferentes lugares y momentos históricos. Todo ello se 
resume en el concepto de la descentralización del poder durante la mayor parte de 
la Edad Media. Al respecto, Hermán Heller, citado por Mario de la Cueva, ha dicho: 
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Siguiendo a Gierke, los historiadores suelen considerar al estado estamental 
de la Edad media como un estado dualista. Su medida es el monismo de 
poder del estado actual, pero si se toma esa medida debería caracterizarse 
a la división del poder en la Edad media, no como dualista, sino, en todo caso, 
como pluralista, o mejor aún, de acuerdo con la fórmula de Hegel, como 
poliarquía. Casi todas las funciones que el estado moderno reclama para sí, 
hallábanse entonces repartidas entre los más diversos portadores: la iglesia, 
el noble propietario de tierras, los caballeros, las ciudades (las corporaciones) 
y otros privilegiados... La misma jurisdicción a la que estamos acostumbrados 
a considerar como la más antigua de las funciones del estado, había pasado 
en buena medida a manos privadas (De la Cueva 1996, pág. 35). 

Después de cinco siglos de persistir esas tendencias centrífugas en la 
administración política europea, el intento por reestructurar el dominio unificado tuvo 
un gran avance a mediados del siglo X, cuando el rey de Germania Otón I se 
apodera de Italia y recibe la corona imperial en el 962 en Roma. Así, durante la 
dinastía de los otoñes (por haberse llamado “Otón” tres reyes sucesivos) o dinastía 
sajona (por provenir los reyes de Sajonia, territorio germano) se funda lo que llegaría 
a conocerse con el nombre de Sacro Imperio Romano Germánico, que fungió como 
“principio organizador e institución política capital del Occidente cristiano hasta su 
destrucción por Napoleón” (Carpentier 2012, pág. 156). 

El Sacro Imperio Romano tratará de legitimarse sobre la base de la antigua Roma, 
y buscará reunificar los dominios alcanzados por Carlomagno en la Europa 
occidental y central. El imperio se circunscribirá, de manera efectiva, a tres regiones: 
el reino de Francia, el reino de Italia y las regiones lotaringias 7 situadas al este de 
los Cuatro Ríos 8 (Carpentier 2012, pág. 156). 


7 Se conoce como área lotaringia a los territorios que dominaron los reyes Lotario I y II, en parte de 
los actuales territorios de los Países Bajos, Bélgica, Luxemburgo, Alemania y Francia. 

8 Los Cuatro Ríos son: el Escalda (el cual nace en Francia, recorre Bélgica y los Países Bajos, hasta 
desembocar en el mar del Norte); el Meuse o Mosa (nace en Francia, recorre Bélgica y los Países 
Bajos y desemboca en el delta de los ríos Rln-Mosa-Escalda); el Saona (río que nace al oeste de 
Francia y es el principal afluente del Ródano) y el Ródano (el cual nace en Suiza y atraviesa Francia 
para desembocar en el mar Mediterráneo). De acuerdo con el tratado de Verdún (843), marcaron la 
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Desde la caída de Roma, como lo ha planteado Sabine, la Iglesia, probablemente, 
fue el depósito principal de “los antiguos ideales de autoridad pública y orden civil” 
(1976, pág. 176). La concepción del poder medieval, partiendo del análisis de 
Tomás de Aquino, llamada “tomista”, llegó a establecer que debía existir unidad 
dentro de la comunidad cristiana, pues respondía a un plan y ordenamiento divino. 
De esa cuenta, en principio, no existía oposición entre la autoridad eclesiástica y la 
secular. Mediante la teoría de las dos espadas, elaborada desde el siglo V, se 
reconoció a ambas autoridades, las cuales debían colaborar entre sí para bien 
común del pueblo cristiano (Sabine 1976, pág. 151). Es por ello que, a partir del 
comienzo del establecimiento del Imperio, el monarca germano se consideró jefe 
temporal de la Cristiandad (Carpentier 2012, pág. 156). Sin embargo, esto no 
bastaba para que se diera la sujeción a la autoridad imperial en territorios como 
España, en donde existía el Califato de Córdova, en pleno apogeo, ni tampoco por 
el rey de Dinamarca Canuto el Grande o en Polonia y Hungría, cuyos príncipes 
mantuvieron su independencia política y religiosa (Carpentier 2012, pág. 156-157). 

A pesar de la primera convergencia de intereses entre el poder secular y el papal 
que se dio a comienzos del Imperio, en el siglo XI se creó un conflicto entre ambos 
poderes. Los protagonistas que le dieron inicio fueron el papa Gregorio Vil (1020- 
1085) y el Emperador Enrique IV (1054-1106), en lo que se conoce como la “querella 
de las dos investiduras”, que dio comienzo en el 1075 y se prolongó hasta más allá 
de la muerte de sus iniciadores (1124). Todo comenzó cuando Gregorio prohibió 
que los religiosos fueran investidos por los laicos. En respuesta, Enrique intentó 
deponer al papa, quien lo excomulgó y dispensó a los vasallos del juramento de 
fidelidad al monarca (Sabine 1976, pág. 177). Esto era inaceptable, pues todo 
monarca medieval era elegido sobre la base de derechos hereditarios, un 
procedimiento de elección y “por la gracia de Dios”, expresado a través de la 
aquiescencia de la Iglesia (como representante de Dios en la tierra), y tales títulos, 
como afirma Sabine, no eran alternativos (1976, pág. 162). A partir de la disputa 


frontera entre Francia Occidental y Lotaringia. En la Edad Media, sirvieron de límite entre Francia y 
el Sacro Imperio Romano (Carpentier 2012, pág. 675). 
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imperio-papal, los escritos políticos de los siglos XI y XII se centraron alrededor de 
los límites de ambas autoridades (Sabine 1976, pág. 172). 

En medio de ese contexto, en el seno de la baja Edad Media, comenzaron a 
manifestarse en Italia tendencias heterodoxas al reconocimiento del poder político 
feudal. Esto se manifestó con la proliferación de ciudades Estado al norte de Italia 
que, bajo el principio de libertad, entendida como autonomía y autogobierno, 
favorecieron un régimen de tipo republicano, opuesto a la dominación imperial. 
Thomas Maissen ha planteado cómo, a partir del siglo XIII, al evidenciarse que el 
Sacro Imperio Romano no era capaz de asegurar la paz, los profesores de retórica 
dirigieron su atención hacia el modelo de la República romana. El derecho romano 
se esgrimiría entonces -expone Maissen-, para contrarrestar lo que se presenta 
como la interpretación imperial y defender la autonomía comunitaria (Herrero 
Sánchez 2017, pág. 96-97). 

Sin embargo, ya existían síntomas previos, pues a mediados del siglo XII el 
historiador alemán Otón de Fresinga (1114-1158) quedó sorprendido de los 
cambios ocurridos en materia de organización social y política al norte de Italia, lo 
que le llevó a afirmar que “...la sociedad italiana había perdido su carácter feudal...”. 
También observó que esas ciudades habían evolucionado a una forma de vida 
política opuesta a la monarquía hereditaria, entendida como la única forma sana de 
gobierno. En sus manifiestos deseos de libertad, las ciudades se habían convertido 
en repúblicas independientes. Fresinga consigna cómo los cónsules suplantaron a 
los gobernantes, los cuales eran cambiados cada año para contener sus 
pretensiones de poder y mantener la libertad del pueblo (Skinner 1993, pág. 23). 

Skinner señala que el primer caso conocido en donde se estableció tai régimen fue 
en Pisa (1085), a partir de lo cual se difundió por la Lombardía y la Toscana: Milán 
(1097), Arezzo (1098), y en Lucca, Bolonia y Siena (1125). En la segunda mitad del 
siglo XII ocurrió un cambio importante: el cónsul fue sustituido por el “podestá”. El 
gobierno se basó en la elección del podestá, cuyo nombre se basa en que el 
funcionario era investido con el poder supremo o “potestas” sobre la ciudad, quien 
normalmente no era ciudadano de la localidad para así asegurar su imparcialidad. 
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Era elegido por mandato popular y asesorado por dos consejos principales: el 
mayor, con hasta seiscientos miembros, y el interno o secreto, cuyo número era 
normalmente de cuarenta ciudadanos notables. Las responsabilidades del podestá 
eran judiciales y administrativas, así como diplomáticas. Su característica era ser 
un asalariado, no un gobernante autónomo. 9 Se le elegía para un período de seis 
meses y era responsable de sus actos ante la ciudadanía que lo había elegido. 
Carecía de iniciativa para la toma de decisiones políticas y, al finalizar su gestión, 
debía someterse a un escrutinio de cuentas y juicios antes de partir de la ciudad. Al 
final de ese siglo, esta forma de gobierno predominaba en las ciudades del norte de 
Italia (Skinner 1993, pág. 23-24). 

La defensa jurídica para la libertad que buscaban las ciudades italianas, fue forjada 
por autores como Bartolo de Sassoferrato (1314-1357), fundador de la escuela de 
los posglosadores. Se propuso reinterpretar el código civil romano, al punto de llegar 
a exponer que “cuando la ley y los hechos chocan, es la ley la que debe entrar en 
conformidad con los hechos”. La tradicional legitimación del poder soberano se 
basaba en que, de “iure” (derecho), el Emperador es el “dominus mundi” (dómine 
del mundo). Sassoferrato, sin embargo, introduce el argumento según el cual al 
Emperador “hay muchos pueblos que de facto no le obedecen”. También reconoce 
que el Emperador ejerce “merum Imperium”, es decir, el poder de crear leyes; pero, 
agrega: “en nuestros días, los gobernadores de las ciudades de toda Italia” también 
ejercen por sí mismos las facultades de promulgar leyes” (Skinner 1993, pág. 29- 
30). 

Al contrastar los derechos imperiales con los hechos tácticos que prevalecen en las 
ciudades del norte de Italia, Sassoferrato va forzando el análisis para ponerles en 
plano de igual legitimidad. El argumento final será que, aun si los gobernantes de 
las repúblicas italianas “no pueden mostrar una concesión del Emperador” para 
arrogarse esas competencias, “yo supongo que, mientras puedan probar que en 


9 Quizá podría decirse ahora, en términos modernos, que se trataba de un tipo de “gerente” de la 
cosa pública, no un gobernante y menos un político. Un tecnócrata, eficiente y cumplido, capaz de 
gestionar y decidir de manera limitada, quien actuaba por un mandato, pero, nótese, con las 
limitaciones de índole privada que corresponden a tales contratos. 
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realidad han estado ejerciendo el merum Imperium, entonces su pretensión de 
ejercerlo es válida”. Expresado de manera breve: si la ley no corresponde con los 
hechos, peor para la ley, porque deberá prevalecer la realidad, que se tornará fuente 
de derecho. Se trata de la incorporación del uso como fuente del derecho, o bien, 
de cómo ese uso se ha tornado ya costumbre política y, por ende, fuente jurídico- 
política para las norteñas ciudades italianas, que reclaman para sí la soberanía. La 
ciudad, desde esa perspectiva de análisis, constituye un “sibi princeps, un 
Emperador en sí mismo” (Skinner 1993, pág. 31-32). 

Pero, además, señala Maissen, Sassoferrato asocia el “Corpus luris” con la 
interpretación tomista de la Política de Aristóteles que, desde la traducción de 
Guillermo Moerbeke, presenta que el gobierno, en su forma democrática y mixta, 
facilita las aspiraciones laicas y civiles. Ya desde 1265 Brunetto Latini, siguiendo a 
Aristóteles, había definido la tercera forma de gobierno, la de los señores de los 
comunes, como “la tres miliour entre ces autres” 10 . Se busca, pues, la transmutación 
de la soberanía hacia cierta concepción de pueblo, por lo que al “regnum” se le 
considera una forma de despotismo (Herrero Sánchez 2017, pág. 97). 

Así se perfiló un concepto diferente de soberanía (no residida en el Emperador), la 
práctica democrática, la división del poder con base en la forma mixta del régimen, 
las elecciones, el mandato vinculatorio, la rendición de cuentas, la libertad, la 
proscripción del despotismo monárquico. Se trata del concepto remozado de 
república romana, entre la experiencia del pasado y la vivencia de ese presente. De 
hecho, casi un régimen de tipo constitucional como al que se aspiraría establecer a 
partir del siglo XVIII en Occidente, que define una nueva acepción de república 
(libertad con autonomía y autogobierno, sobre bases democráticas). 

Esta condición de las ciudades italianas del norte, sin embargo, hizo crisis alrededor 
del 1500, cuando el número “Comuni” comenzó a disminuir. La teoría política, 
entonces, se dirigió hacia las ciudades con mayores posibilidades de preservar su 
autonomía: Florencia y Venecia. “Las ciudades que mantienen su soberanía, afirma 


10 La mejor entre las otras. 
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Maissen, quedan divididas en dos grupos, independientemente de sus principios 
morales: ‘república’ y ‘principato’” (Herrero Sánchez 2017, pág. 99). 

Es el período en el cual Maquiavelo, basándose en Polibio, plantea y teoriza sobre 
la existencia de los principados y las repúblicas. Esto demuestra que, en cualquiera 
de ambas alternativas (principado/república), se encuentra excluida la tradicional 
forma de dominación feudal. Es el síntoma de que se busca unificar el poder: 
“...tales tareas tenían que corresponder a gobiernos de mayor campo de acción que 
la municipalidad medieval...” (Sabine 1976, pág. 250). 

El prototipo del principado será Florencia, con los Médici a la cabeza, “dividida por 
la discordia y la transitoriedad”, que se asemeja a la dinámica que llevó a la perdición 
de Roma. En contraposición a ese desasosiego, Venecia “se convirtió en la 
idealizada y estable contraposición”. Nicolás Maquiavelo (1469-1527), Francesco 
Guicciardini (1483-1540) y Donato Giannotti (1492-1573) desarrollaron el nuevo 
concepto republicano: “...estos hombres elevaron el moderno republicanismo a un 
nivel más alto de desarrollo teorético o, como alguien lo ha descrito, a su fase 
‘clásica...’” 11 (Viroli 2002, pág. 28). 

Guicciardini, afirma Maissen, aboga por la constitución mixta de Venecia en su 
“Diálogo” (1521-1525), y Giannoti admira a “la Serenissima” en su “República de’ 
Viniziani” (1526) por la mecánica electoral, que permite eliminar todo interés 
partidista, a pesar de tener una estrecha y cuestionable base social. Estos dos 
autores, entre otros florentinos, asumieron el “mito di Venezia”, que perduraría hasta 
nuestros días (Herrero Sánchez 2017, pág. 100-101), como la materialización y 
factibilidad del establecimiento de las repúblicas modernas. Esa época también fue 
la del surgimiento del protestantismo, la Reforma, que minaría el poder de la Iglesia 
católica (ver más adelante el apartado 1.4). 

La implicación de las condiciones prevalecientes durante la Edad Media respecto al 
constitucionalismo son varias. Entre ellas podemos señalar las siguientes: 


11 La cita es esta: “...these men elevated modern republicanism to a high level of theoretical 
development or, as some have described it, to ¡ts “classic” phase...” 
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a) El poder político estatal centralizado en Europa, después de la caída del 
imperio romano, había desaparecido y, en su lugar, prevalece un poder local 
y fragmentado, de reducida extensión territorial, ejercido de manera personal 
por múltiples señores feudales, quienes, respaldados por hombres armados, 
someten a un reducido número de personas, comprendidas en sus dominios. 

b) Como consecuencia de lo anterior, no existe un poder político unificador de 
grandes territorios, sino la proliferación de feudos controlados prácticamente 
por sus propietarios. 

c) En el orden social, existía una estratificación rígida, que no permitía la 
movilidad, sino que cada uno tenía una posición fija e inamovible, establecida 
por la diferenciación entre nobles y plebeyos, a lo que debe sumarse el orden 
de los religiosos (el alto clero -conformado por nobles- y el bajo clero -cuyos 
miembros eran plebeyos-). 

d) En la conformación de los diferentes órdenes sociales, existía un derecho y 
un fuero específico para los diferentes órdenes o estamentos (nobles, 
clérigos y plebeyos). Dicho de otra forma, no existía igualdad ante la ley. 

e) La tradición y las costumbres regían la vida en sus diferentes 
manifestaciones, sumiendo en un letargo que no admitía la iniciativa personal 
ni la innovación, incluso en aspectos de la producción. Se trataba de una 
sociedad que, ante todo, buscaba asegurar su reproducción mediante 
prácticas rígidas, heredadas del pasado y perpetuadas mediante la tradición. 

f) La Iglesia católica era la única institución que trascendía el modelo local y se 
extendía por toda Europa, dando preeminencia al papa como autoridad 
espiritual y terrenal, con implicaciones políticas de legitimación y de suprema 
autoridad frente a todos. 

g) Durante la baja Edad Media, los monarcas comenzaron a establecer las 
medidas necesarias para configurar un gobierno con dominio político y 
territorial más amplio, lo que supuso superar la típica circunscripción 
municipal del feudalismo. 

h) También en esa época surgieron, al norte de Italia, ciudades-estado que 
configuraron repúblicas, con gobierno mixto, mandato limitado, elecciones, 
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sobre la base de libertad como autogobierno, en contraposición al poder regio 
y una forma que puede calificarse de constitucional. El paradigma histórico 
que prevaleció en ese entonces fue la Serenísima República de Venecia. 

Esta caracterización permite formarse una idea en cuanto a que el Estado, como lo 
conocemos actualmente, no existía; los derechos de las personas no eran los 
mismos para todos y no tenían pleno reconocimiento; el sistema de dominación era 
arbitrario y discrecional, al punto de impartir justicia sin ningún tipo de garantías. La 
ignorancia, aunada a un ambiente de extremo fanatismo y dogmatismo religioso, 
permitían la prevalencia de la fuerza. 

1.1.2.2Los cambios en el sistema productivo: nacimiento del 
sistema capitalista 

La Edad Media se caracteriza, en términos económicos, por un modelo de 
producción fundamentalmente agro-pastoril, en el cual la masa campesina trabaja 
tierras del feudo, tierras de los feudos eclesiásticos y algunas tierras comunales 
para proveer a la nobleza, al clero, los impuestos y, finalmente, a ellos mismos. Es 
un mundo casi bipolar: nobleza-clero, por un lado, y pueblo o tercer Estado (al que 
después se sumará el cuarto Estado), por el otro. El comercio, los servicios y los 
trabajos artesanales (que dependen del crecimiento e independencia de las 
ciudades) comienzan desarrollarse como actividades autónomas, y producirán un 
grupo social nuevo: la burguesía, la cual acumulará riqueza de manera creciente, 
mas no poder político, hasta que las condiciones económicas harán insostenible el 
modelo antiguo. 

Al agotamiento del modelo antiguo contribuyen, entre otros factores concomitantes, 
el aparecimiento de nuevas formas de producción y, por ende, de las relaciones que 
se establecen entre los hombres en ese proceso. Esto devino en que la tradicional 
descentralización del poder, la cual prevaleció durante la Edad Media, resultara ya 
obsoleta para el desarrollo del naciente nuevo orden económico. La tensión debió 
resolverse mediante la promoción de la unificación del poder, lo que significó 
establecer una nueva realidad: el nacionalismo y el absolutismo monárquico, que 
darán lugar a la conformación de los Estados nacionales en Europa: 
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En un cierto momento de la Edad Media, aunque es imposible fijar con 
precisión su fecha, se advirtió que las disposiciones puramente locales 
resultaban ya inadecuadas y entonces se iniciaron políticas que rebasaron 
los límites locales. A partir de una época relativamente temprana, los reyes 
aspiraban a dominar a los señores feudales, advirtieron que ciertos aspectos 
del comercio exterior, la industria y la agricultura tenían importancia nacional 
(Ferguson 1994, pág. 35). 

Las nuevas condiciones materiales de la producción redundaron en un cambio 
significativo de las actitudes hacia la riqueza, antes proscrita por la Iglesia católica, 
sobre la base de rígidos cánones morales. El comercio y demás actividades 
económicas cobran auge, pero encuentran trabas que debieron superarse para su 
desarrollo. La necesidad de generar cambios estructurales en lo económico, que 
favorecieran variar los patrones medievales, se formuló a través de lo que se conoce 
como el mercantilismo: 

...tras la caída del Imperio romano, por el consiguiente fenómeno de la 
atomización del poder en Occidente, por espacio de muchos siglos los 
monarcas perdieron el poder político efectivo sobre sus dominios... A partir 
del siglo X en el seno de las ciudades en crecimiento, la clase burguesa, 
superando el esquema medieval de una economía de mera subsistencia, 
inició la acumulación de capitales a gran escala, con lo cual dio origen a un 
incipiente sistema capitalista, el cual la llevó, por fuerza de las circunstancias 
históricas, a concebir una nueva doctrina económica: el mercantilismo. La 
teoría mercantilista se basaba en la necesidad de que existiera un poder 
político efectivo que garantizara la libertad de comercio, de industria, de 
producción de manufacturas, de fijación de precios, de oferta y demanda a 
nivel interno, y protegiera las actividades productivas y el intercambio de la 
riqueza dentro de un determinado ámbito geográfico. El mercantilismo 
aspiraba así a un proteccionismo de Estado para las actividades lucrativas en 
un espacio físico amplio, aunque cerrado, que constituiría, con el correr del 
tiempo, el futuro Estado moderno (Naranjo Mesa 2003, pág. 201). 
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Es de resaltar que esta naciente burguesía, para ese momento de su desarrollo, es 
pro-estatista e incluso defiende las actividades monopólicas, y lo seguirá haciendo 
en el futuro cuando así convenga a sus intereses. Es por ello por lo que a finales de 
la Edad Media: 

...Los mercantilistas pedían un Estado lo bastante fuerte para proteger los 
intereses comerciales y para destruir las numerosas barreras medievales que 
impedían la expansión del comercio; y eran igualmente explícitos al sostener 
ei principio de reglamentación y restricción del mismo -aplicado ahora en 
escala mucho mayor mediante los monopolios y ia protección- eran una base 
esencial del Estado, pues el capital comercial necesitaba mercados más 
amplios y estables, pero suficientemente protegidos para permitir una 
explotación segura... (Roll et al. 2014, pág. 60-61). 

Desde un punto de vista realista, es posible distinguir dos vertientes diferentes en 
las propuestas mercantilistas: una pragmática, ia otra teórica. Ferguson diferencia 
entre el mercantilismo de los gobernantes, como reguladores legales, y el de los 
escritores, desde la palestra discursiva y teórica: 

...hay que distinguir dos clases de mercantilistas: el gobernante, que, 
instintivamente, cada vez se enfrasca más en la promulgación de normas 
restrictivas, en un esfuerzo por fomentar la fortaleza material de su nación, y 
el escritor, que expone articuladamente la teoría mercantilista (Ferguson 
1994, pág. 36). 

De lo apuntado, es importante resaltar que el mercantilismo, como política y 
doctrina, representa la convergencia de intereses entre los reyes -los príncipes, dirá 
Maquiavelo- y los burgueses comerciantes, que busca vencer el localismo y 
propiciar el nacionalismo. Pero la mera concomitancia de intereses no era suficiente 
para que se generaran los cambios necesarios. A esos intereses deberían sumarse 
dos fenómenos ocurridos al final de la Edad Media, que resultaron propicios para 
sentar las bases de los cambios requeridos: uno fue la crisis económica; el otro se 
refiere a los cismas de la Iglesia (tema que se abordará en un apartado específico, 
al referirnos a la Reforma). 
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En el orden económico se conjugan varios eventos durante el siglo XIV y XV, que 
resultaron en desmedro especialmente de los siervos: 

...se observan subidas periódicas de precios y salarios unidas a epidemias y 
carestías, con su séquito de alteraciones y de mortandades. Ocultan un 
fenómeno espectacular, la baja secular del precio de los cereales y de la 
tierra, vinculada a la depresión demográfica que engendra baja del consumo 
y escases de la mano de obra (Carpentier y Lebrun 2012, pág. 215). 

Las respuestas que los señores feudales dieron a la crisis económica, fueron 
variadas, como lo consignan Carpentier y Lebrun: de la parte oriental de Alemania 
hasta Rusia, se implemento un sistema de esclavitud de los campesinos (que en el 
caso ruso duró hasta el siglo XIX); en buena parte del sur de Europa se promovió la 
deserción para formar latifundios que se dedicaron a la agricultura extensiva y a la 
ganadería trashumante; y, en el oeste, se implementaron diversas soluciones como 
la mejoría en la gestión señorial hasta la búsqueda de producciones más rentables 
(vid, frutas, hortalizas, piscicultura, pero especialmente ganadería). “Pero, en todos 
los casos, estas dificultades del campo favorecen la atracción a la ciudad” 
(Carpentier y Lebrun 2012, pág. 215-216). 

También atrae la ciudad porque paulatinamente los reyes han ido dando a algunas 
de ellas “estatutos” especiales, mediante los cuales se les reconocen libertades y 
privilegios que no existían en el campo. Esto contribuye cada vez más al surgimiento 
e identidad de los “burgueses” o habitantes de la ciudad, que son casi totalmente 
libres en lo económico (salvo por el pesado pago de impuestos). 

Lo anterior provocó la migración de grandes contingentes de personas hacia los 
burgos o ciudades, que se habían visto fortalecidos con el naciente capitalismo 
comercial, atraídos por la esperanza de encontrar trabajo y someterse a las nuevas 
relaciones laborales, las asalariadas. Tales centros urbanos pugnaban con la 
estructura típica medieval y gozaban de cierta independencia de los señores 
feudales; en ellos, paulatinamente, ios burgueses habían ido adquiriendo derechos. 
Prueba de esto fue la conformación de los gremios o guildas de comerciantes, más 
tarde también de artesanos, cuya importancia fue no sólo económica -pues llegaron 
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a establecer regulaciones en cuanto a precios y calidades de las mercancías, 
duración de las jornadas de trabajo y su remuneración, etc.-, sino también política, 
cuando arribaron a puestos de gobierno en las ciudades. Barnes cita a E. B. Osborn 
para resaltar la importancia de la lucha de liberación librada por las ciudades 
medievales: 

...durante sus luchas para conseguir la libertad económica, las ciudades 
medievales se transformaron en laboratorios políticos, en los cuales 
numerosos experimentos referentes al uso de una libertad razonable y a los 
métodos democráticos de gobierno anticiparon la experiencia posterior de las 
comunidades nacionales (Barnes 1987, pág. 181). 

El que los reyes paulatinamente recobraran el poder y el control sobre amplios 
territorios, propugnando por el nacionalismo, significaba sentar las bases para el 
nacimiento del Estado moderno: 

A partir del siglo XV, pero sobre todo a lo largo del siglo XVI, se produjo el 
proceso de conformación y consolidación de los Estados nacionales en 
Europa. A ello contribuyeron factores de diversa índole: sociológicos, como 
el despertar de la conciencia nacionalista; económicos, como el desarrollo del 
comercio exterior; intelectuales, como el Renacimiento y el redescubrimiento 
del derecho romano; religiosos, como la Reforma y el establecimiento de las 
iglesias nacionales; y políticos, como el desplazamiento de funciones de los 
estamentos feudales a manos de los reyes. Todos estos factores obraron en 
el sentido de atribuir al Estado un mayor ámbito de poder. Todo ello condujo 
a la instauración de una autoridad suprema, que de hecho poseía todos los 
poderes necesarios para el cumplimiento de su misión. Teorías como la del 
derecho divino de los reyes y obras como Los seis libros de la república de 
Bodin contribuyeron a darle un fundamento jurídico al absolutismo 
monárquico que, de hecho, se impuso en casi todas partes en los siglos XVI 
y XVII. Durante este régimen, el concepto de soberanía se confundió con el 
de soberanía monárquica y este con el de soberanía estatal. De ahí la 
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expresión “El Estado soy yo” atribuida al más absolutista de los reyes 
franceses, Luis XIV (Naranjo Mesa 2003, pág. 234-235). 

La unificación del poder, el desarrollo del concepto de soberanía (radicada en una 
persona), la delimitación territorial de los estados, el paulatino rompimiento con los 
conceptos religiosos, así como el movimiento renacentista, más los aportes del 
pensamiento científico de la Ilustración, entre otros muchos elementos, dieron vida 
a una nueva realidad, que finalmente rompería con los esquemas medievales, tanto 
en la organización social, como en lo político, lo económico, lo religioso y la vida 
toda de los pueblos. 

En lo político y jurídico, autores como Frangois Hotman (1524-1590), en su obra 
Franco-Gallia, plantearán, como lo refiere Fioravanti, la preeminencia del derecho 
del pueblo sobre el gobernante: 

...Él piensa ciertamente que Francia debería buscar el camino de la 
reconstrucción de su antigua constitución medieval, con la esperanza de 
encontrar, por esta vía, un rey justo. Pero cuando eso no fuera posible, no 
duda en afirmar que el pueblo está perfectamente en grado de retomar por sí 
todo el poder que originariamente tenía, y cuyo ejercicio había confiado en el 
ámbito de la constitución histórica mixta al mismo rey, porque para Hotman 
el pueblo existe antes que el rey y, por ello, siempre puede existir también sin 
él (2011,59). 

Paulatinamente, se avanza por la vía de reconocer que el poder radica en el pueblo 
y que el rey es un depositario, cuyo mandato se fundamenta y justifica en un actuar 
justo. Otro ejemplo del desarrollo de este concepto se encuentra en la obra Vindicae 
contra tyrannos (Defensa contra los tiranos), de autor desconocido, que se publica 
por primera vez en Basilea en el año de 1579 bajo el seudónimo de Stephanus 
Junius Brutus: 

En la Vindiciae... se afirma de manera todavía más clara y radical el carácter 
originario del poder del pueblo: «Desde el momento en que el pueblo elige e 
instituye al rey, el cuerpo del pueblo es por consecuencia superior a los 
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reyes». Ei rey continúa siendo representado como piloto que guía la nave, 
pero ahora ya está claro que él es administrador de un bien, la misma nave, 
que es propiedad de otros, del pueblo (Fioravanti 2007, pág. 60). 

En la medida en que se consolidaba el absolutismo monárquico en Europa, también 
apareció el discurso que se proponía limitar los abusos y la tiranía, como en la 
Vindiciae. Es un proceso dialéctico en donde, si bien se fortalece la autoridad del 
rey, a la vez surge el argumento, y paulatinamente se desarrolla una teoría, que se 
contrapone a su poder -de manera creciente- afirmando que el derecho del pueblo 
prevalece sobre el de su mandatario. Evidentemente, se trata de los antecedentes 
de lo que llegarán a ser las teorías contractual i stas sobre el origen del poder, que 
más tarde permitirán establecer, abierta y legalmente, la soberanía popular. 

Existe otro elemento importante de señalar de la Vindicae, y que mucho tiempo 
después servirá para la definición de la democracia representativa, en 
contraposición a la democracia directa rousseauniana. Se reconoce la preocupación 
por establecer que la elección del rey no obedece a la decisión individual de las 
personas, sino que responde, más bien, a un conjunto organizado socialmente: 

Pero este pueblo, a su vez, no puede ser la «bestia de un millón de cabezas». 

De acuerdo con el modelo medieval de constitución, más bien es 
representado como un conjunto de estamentos, ciudades, órdenes, 
provincias, que a través de los estados generales, y de los oficiales y los 
magistrados del reino, es capaz de expresarse de manera unitaria, de manera 
ordenada. Más adelante se lee, en el mismo sentido, que «no son los 
particulares y los individuos los que instituyen al príncipe, sino el conjunto de 
ellos en su totalidad considerados como cuerpo» (Fioravanti 2011, pág. 60). 

Toda esta serie de cambios operados en el seno de las sociedades medievales 
sería de importancia para abonar en el desarrollo de la plataforma sobre la cual se 
conformaría el proceso constitucionalista. Así, el incipiente capitalismo demandaría, 
como condición objetiva, trascender el localismo, ampliar los mercados, fijar 
impuestos en forma centralizada, consolidar grandes territorios bajo un solo poder 
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autoridad, lograr la certeza jurídica en oposición a la discrecionalidad de los señores 
feudales, etc. 

El conjunto de todos estos elementos resultará importante para el futuro 
constitucionalismo, pues coadyuvarán al nacimiento del Estado moderno. Ese 
Estado se nutrirá de las prácticas de finales de la Edad Media para el aparecimiento 
de una estructura burocrática, la conformación del nacionalismo, el reconocimiento 
de la soberanía popular, la paulatina legitimación del ejercicio democrático del 
poder, el concepto de la existencia de ciertos derechos de las personas, como la 
libertad y la propiedad privada, el establecimiento de límites al poder y su 
secularización, así como el rechazo a la tiranía, el traslado del centro de desarrollo 
del campo a la ciudad, entre otros muchos aspectos de cambio. 

1.1.2.3EI derecho natural 

Dentro del desarrollo filosófico, fue sumamente importante el aporte del derecho 
natural que originalmente partió de la escuela griega del estoicismo: “...Fue ésta la 
cuarta y última de las grandes escuelas atenienses, fundada poco antes del año 
300 a. C. por Zenón de Cición (Citium)” (Sabine 1976, pág. 116). Con el tiempo, el 
derecho natural representó una propuesta diferente sobre cómo valorar a las 
personas, pues: “...La nueva concepción postulaba la igualdad para todos los 
hombres, incluso los esclavos, extranjeros y bárbaros...” (Sabine 1976, pág. 115). 
El estoicismo propugnaba por “...una fraternidad de todos los hombres unidos por 
los lazos de una justicia lo suficientemente amplia para que todos los hombres 
cupieran en ella...” (Sabine 1976, pág. 125). Además, en la fase imperial romana, 
los estoicos creyeron posible “...un Estado mundial con una ciudadanía común y un 
Derecho también común, basado en la razón natural...” (Bodenheimer 1989, pág. 
141). Con estos postulados, evidentemente, la concepción de lo jurídico naturalista 
se contraponía, de manera inmediata, a la realidad romana y, más tarde a la 
medieval, al propugnar por la igualdad entre los hombres y la prevalencia de un 
mismo derecho para regir a todos. 

Tras la caída del Imperio romano de Occidente (476), el legado de esa civilización 
se mantuvo en el Imperio de Oriente, es decir, en Bizancio. El emperador Justiniano 
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(483-565) se propuso, durante su régimen (527-565), restaurar la gloria del imperio, 
dentro de lo cual quedó comprendida la urgencia de recuperar y ordenar la 
legislación antigua. Esta labor se materializó en la compilación (codificación) 
ordenada por el emperador, en lo que se conoce como el “Corpus luris Civilis” 
(Cuerpo de Derecho Civil), compuesto por los siguientes libros, para lo cual nos 
basamos en lo expuesto por el connotado romanista Petit: 

El Código: Labor que comenzó en el 528 y publicada en el 529. Reunió en un 
solo cuerpo las “leges” de los Códigos Gregoriano, Hermogeniano y 
Teodosiano, a lo que se añadieron las constituciones posteriores, se tacharon 
las repeticiones, contradicciones y reglas caídas en desuso. 

Digesto o Pandectas: Se ocupó del “jus”. El trabajo se realizó entre 530 y 533. 
Contenía extractos de los jurisconsultos. Para facilitar el trabajo de la 
comisión, Justiniano publicó cincuenta constituciones, en donde se decidía 
sobre cuestiones discutidas por los antiguos jurisconsultos. 

Las Instituciones: Obra elemental elaborada para la enseñanza del derecho, 
encargada a Triboniano, Teófilo y a Doroteo en el 533. Reúnen fragmentos 
de los jurisconsultos clásicos, que se propusieron indicar los cambios del 
derecho en la época de Justiniano. 

Las Novelas: Con ellas, Justiniano se propuso que toda innovación al nuevo 
Código se recopilaría en esta publicación. Sin embargo, esto sólo se cumplió 
parcialmente (Petit 2008, pág. 71-73). 

La importancia de la codificación justiniana, para los efectos de la filosofía política 
occidental, radica en que, a través de esa labor, se preservaron los conceptos 
elaborados por los estoicos respecto a las clases de ley. Los jurisconsultos del 
“Digesto” y de la “Instituía” del siglo VI, reconocieron tres tipos principales de 
derecho: el “ius civile”, el “ius gentium” y el “ius naturale”. El “ius civile” representaba 
el derecho consuetudinario de un determinado estado, lo que hoy se llamaría el 
derecho positivo interno. No existía precisión sobre el “ius gentium” y el “ius 
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naturale”. Sin embargo, los jurisconsultos creían en “...la existencia de un derecho 
superior al positivo de cada estado determinado...” (Sabine 1976, pág. 132-133). 

Sabine realiza una observación importante: Si bien los juristas encomendados por 
Justiniano a realizar la codificación romana no tenían pretensiones filosóficas 
jurídicas ni políticas, eligieron los planteamientos estoicos para consignarlos en sus 
recopilaciones y no las individualistas y egoístas de los epicúreos y los escépticos 
(1976, pág. 132), quizá por consideraciones éticas sobre cómo lograr un derecho 
más justo que lograra la integación social. 

El aporte del derecho natural, sobre la base estoica y de Cicerón, fue suponer que 
existía un derecho tal que era superior al estatal, al promulgado por los hombres, 
específicamente por el rey o la Iglesia, como soberano. Este Derecho era atemporal, 
general para todos los hombres, debía descubrirse y se encontraba apegado a la 
justa razón (argumento este -el de la razón- que alcanzaría altos vuelos en el futuro 
de lo que será la modernidad). En un principio, el derecho natural se desarrolló al 
amparo de la Iglesia católica, con la Escolástica; sin embargo, llegado cierto punto 
de evolución en el pensamiento político, se laiciza, se seculariza, para 
desembarazarse definitivamente de sus orígenes religiosos. Ese divorcio hubo de 
manifestarse abiertamente con Hugo Grocio (1583-1643), en particular con su obra 
Del derecho de la guerra y de la paz (1624), al afirmar algo que, como dice Mario 
de la Cueva, “algunos años atrás, (le habría) conducido a su autor a la hoguera” 
(1996, pág. 39): 

El derecho natural es un dictado de la recta razón, que indica alguna acción 
por su conformidad o disconformidad con la misma naturaleza racional, tiene 
fealdad o necesidad moral, y de consiguiente está prohibida o mandada por 
Dios autor de la naturaleza... Y el derecho natural es tan inmutable que ni 
aun Dios lo puede cambiar. 12 Porque, si bien es inmenso el poder de Dios, 
pueden con todo señalarse algunas cosas a las cuales no alcanza... Así, 
pues, como ni Dios siquiera puede hacer que dos y dos no sean cuatro, así 


12 La negrilla es nuestra. 
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tampoco que lo que es malo intrínsecamente no lo sea 13 (Grocio 1925, pág. 

52 y 54). 

Los elementos señalados por Grocio sobre el derecho natural han perdurado en el 
tiempo, al punto que coinciden con la definición aportaba por un doctrinario 
moderno, como lo es Vladimiro Naranjo Mesa, quien ha afirmado que: 

Se entiende por derecho natural aquel conjunto de principios fundamentales 
que tutelan la vida del individuo y que tienen un carácter universal, 
permanente e inalienable. No son creados por el hombre ni por instituciones 
humanas, sino por la propia naturaleza; de ahí que sean reconocidos por la 
razón. 

La teoría del derecho natural afirma que existe un derecho anterior a la 
formación del Estado, un cuerpo de reglas que la razón puede descubrir 
analizando la naturaleza del hombre, tal como Dios la ha creado... En última 
instancia, el derecho natural se inspira en la noción de justiciad 4 que es, como 
él, universal, permanente e inalienable (2003, pág. 8-9). 

El significado de este concepto del derecho, tiene implicaciones diversas. En primer 
lugar, establece la existencia de un derecho superior al que discrecionalmente 
podían dictar los señores feudales, los nobles e incluso los monarcas. Sobre el 
mismo, Tomás de Aquino expresó que: “en caso de contradicción, las normas del 
derecho natural deben prevalecer sobre las del derecho positivo” (Naranjo Mesa 
2003, pág. 9). Un segundo aspecto, es que el derecho, en su expresión máxima, 
debe basarse en la justa razón, en la moral, valga decir que el derecho debe ser 
una búsqueda de la justicia, la equidad, la rectitud, y no la arbitrariedad de un 
poderoso terrenal, pues “ni Dios lo puede cambiar”, menos aún los hombres 
investidos de poder político. Además, como tercer elemento, el derecho no 
discrimina entre los hombres, pues atiende a valores superiores a la condición social 


13 Nótese cómo el argumento racional (lógico) de que dos más dos no puede ser más que cuatro, se 
eleva también al campo de lo moral y lo ético: lo malo no puede ser nunca algo bueno. Es decir, se 
antepone lo racional a lo moral-étlco-rellgloso, invirtiendo los argumentos tradicionales religiosos que 
prevalecieron durante la Edad Media, bajo el Imperio de la Iglesia, para anteponer así la razón. 

14 La cursiva corresponde al original. 
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(los estamentos) o económica (riqueza o pobreza): razón, justicia, moral. 
Finalmente, y como cuarto elemento que sobresale, el derecho natural posee una 
jerarquía superior a la del derecho de los hombres (feudal -local- o estatal - 
nacional-), lo que significa, llevado a sus últimas consecuencias, que se impone y 
puede deslegitimar e invalidar el derecho arbitrario creado por los que detentan el 
poder político. 

Así, el concepto y alcances del derecho natural adquieren una connotación 
incendiaria y revolucionaria frente a los tradicionales valores de legitimación dentro 
de los cánones de la Edad Media. Incitarán al cambio y, finalmente, a la revolución 
y trastocación del poder político. Sus consecuencias, llevadas al extremo, 
devendrán en el reconocimiento de derechos en Inglaterra con el Bill of rights, de la 
declaración del buen pueblo de Virginia en Estados Unidos, de los Derechos del 
Hombre de la Revolución francesa y, mucho más tarde, en la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos de 1948. En palabras de Naranjo Mesa: “...Las diversas 
declaraciones de derechos promulgadas en circunstancias diversas..., a lo largo de 
los siglos XVII y XVIII en Inglaterra, Estados Unidos y Francia, principalmente, no 
son otra cosa que la formulación solemne de los principios sostenidos por los 
iusnaturalistas" (2003, pág. 10). 

En su evolución, el derecho natural buscará establecer cuál es la razón que justifica 
la existencia y ejercicio del poder político. Su respuesta, sobre la base de lo 
planteado por los padres de la Iglesia, será que se justifica en función de la 
búsqueda del bien común, no en la del bien particular del gobernante o de un 
estamento o clase en particular. Este aspecto, que se mantiene como legado en las 
constituciones modernas para la conformación del Estado moderno, será la punta 
de lanza para que más tarde la soberanía se traslade de la persona del monarca a 
la persona del pueblo o de la nación, pero también para la búsqueda de la 
racionalización y la creación de los límites al poder omnímodo de los gobernantes 
absolutistas. 
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1.1.2.4 La Reforma 

Durante la Edad Media, la Iglesia católica gozó de un papel privilegiado en el orden 
de las cosas terrenales y divinas, “el centro de la vida toda de Europa fue la Iglesia” 
(Bodenheimer y Herrero 1994, pág. 150). Ese poder terrenal comprendía también 
lo económico, lo político, lo jurídico (con su propio sistema, el derecho canónico, lo 
que incluía mucho del derecho civil actual y sus tribunales), un sistema tributario 
propio y también de relaciones internacionales. El máximo poseedor de tierras era 
la Iglesia católica en Europa; recaudaba los diezmos y demás contribuciones, 
funcionaba además como una institución bancaria. Según cálculos oficiales, en 
1502 la Iglesia católica concentraba el 75% de todo el dinero que había en Francia 
y en Alemania, veinte años después, la dieta de Núremberg estimó que la Iglesia 
acaparaba el 50% de la riqueza del país (Watson 2007, pág. 725). 

El poder de los reyes debía estar legitimado por la autoridad papal, la estructura 
burocrática se extendía por todas partes y aportaba los elementos ideológicos 
necesarios para una efectiva dominación. Debido a todo eso, el proceso para el 
establecimiento de un nuevo orden y legitimación del poder no podía dejar de 
comprender también una revolución en las creencias divinas ni quedarse solamente 
en las terrenales. Se necesitaba de una nueva actitud y valores diferentes hacia el 
emprendimiento comercial e industrial. Además, en el seno de la Iglesia también 
existía una definida estratificación, representada por el alto y el bajo clero. Los 
primeros, eran hombres que provenían de la aristocracia. Basta recordar cómo la 
familia florentina de los Médicis, al enriquecerse como banqueros en el siglo XV, 
consiguió llevar a dos de sus miembros hasta el papado. Esto, evidentemente, 
dejaba a un amplio sector -el del bajo clero- resentido por los privilegios y el boato 
que existía en el seno de la Iglesia que representaba al verdadero Dios. 

El amplio poder de la Iglesia, con el paso del tiempo, se vería cuestionado desde su 
seno a través de uno de sus representantes; el movimiento original lo encabezaría 
un sacerdote alemán, Martín Lutero (1483-1456), a principios del siglo XVI: 

[La Iglesia] Controlaba la educación y la ciencia; la más importante de las 

ciencias era la teología. Sólo por revelación divina podía el hombre conocer 
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la voluntad de Dios y la revelación estaba reservada exclusivamente a la 
Iglesia. Si el hombre quería lograr acceso a Dios, no podía alcanzarlo más 
que gracias a la mediación de una jerarquía sacerdotal. Si la razón humana 
trataba de apoyarse en sus poderes propios, encontraba cerradas las 
puertas. El conocimiento emanaba sola y exclusivamente de las fuentes del 
dogma cristiano. 

Fue esta pretensión totalitaria de la Iglesia lo que atacó el protestantismo del 
siglo XVI... (Bodenheimer 1989, pág. 150). 

El surgimiento del protestantismo en tierras alemanas, primero, con Martín Lutero, 
y más tarde en Francia, representado por Juan Calvino, no fue casual. Desde el 
siglo X hasta el XIII, existió una disputa entre las pretensiones teocráticas papales 
y las cesaropapistas de los emperadores alemanes, como Federico Barbarroja. Y, 
como lo ha afirmado Max Weber, Lutero buscó apoyo en la nobleza cristiana (alta 
nobleza, principado), de igual modo que los calvinistas en Francia y Escocia, la cual 
les apoyó al darse las grandes luchas (2004, pág. 910). 

Alemania vivía un momento de esplendor económico a comienzos del siglo XVI, al 
punto que: “Esta prosperidad económica fue en gran parte la causante de la 
Reforma...” (Ortega y Medina 1999, pág. 75). Sin embargo, los burgueses se veían 
constreñidos en el desarrollo de sus potencialidades de desarrollo debido a la 
existencia de monopolios y la visión católica que proscribía la riqueza, 
desfavoreciendo la producción mercantil, al privilegiar el consumo: 

Los mayores obstáculos para el desenvolvimiento y progreso de la burguesía 
se encontraban en la barbacana espiritual levantada por la Iglesia, lo cual 
constituíase en un freno formidable para las aventuras del egoísmo 
personal... Se pueden, pues, bien apreciar las consecuencias 
entorpecedoras de un tal sistema de producción fundado estrictamente en el 
consumo y, por tanto, más atento a la calidad que a la cantidad de los 
productos, más interesado en la creación que en la fabricación de cosas... 
(Ortega y Medina 1999, pág. 76). 
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Asimismo, en el imperio se fortalecían las tendencias nacionalistas que rechazaban 
el predominio latino, por lo que Lutero abogó por utilizar la propia lengua y tradujo 
la Biblia al alemán. 

En cuanto a la crítica de Lutero al poder papal, resulta oportuna la siguiente cita de 
sus Escritos políticos, sobre la base de lo consignado por Joaquín Abellán: 

El Papa y los obispos debían ser obispos y predicar la palabra de Dios; han 
abandonado esta tarea y se han convertido en príncipes temporales, 
gobernando con leyes que sólo conciernen al cuerpo y a los bienes...; 
deberían gobernar las almas interiormente con la palabra de Dios y, sin 
embargo, gobiernan externamente palacios y ciudades, países y gentes y 
torturan las almas con tormentos indescriptibles. Los señores seculares 
deberían gobernar externamente el país y las gentes, pero no lo hacen. No 
hacen otra cosa que vejar y despojar... y quieren gobernar espiritualmente 
sobre las almas (Vallespín 2002, pág. 185). 

Las abiertas y violentas críticas dirigidas por Lutero contra la Iglesia católica, 
llevaron a que el papa León X dictara la bula “Exsurge Domine” (Levántate Señor) 
en su contra, el 15 de junio de 1520, en la que se le conminó a que, en un plazo 
máximo de seis meses, se retractara de 41 errores contenidos en las famosas 95 
tesis. Lutero no acató la disposición papal, quemó la bula y otros documentos en 
diciembre, por lo que fue excomulgado, como hereje, el 3 de enero de 1521 (Chabod 
2003, pág. 111). Federico Engels ha señalado que, en esas críticas originales contra 
la jerarquía católica, Lutero manifestó una “furia revolucionaria”, “con la vehemencia 
de su temperamento campesino”, así, por ejemplo, expresó el monje: 

Si la fuña (la de los curas romanos) debiese seguir, me parece sería el mejor 
consejo y remedio atajarla por la violencia, armándose reyes y príncipes para 
atacar a esta gente dañosa que al mundo entero envenena, y acabar con ella 
por las armas, no con palabras.'* 5 ¿No castigamos a los ladrones con espada, 
a los asesinos con garrote, a los herejes con el fuego? ¿Por qué no atacamos 


15 Las cursivas corresponden al original. 



43 


pues a estos maestros de perdición cual son papas, cardenales, obispos y 
toda la gentuza de la Sodoma romana? ¿Por qué no los atacamos con toda 
clase de armas y lavamos nuestras manos en su sangre? (Engels 2018, pág. 
37). 

La reacción papal, atendiendo a un discurso tan amenazador, no podía ser otra que 
la excomunión, especialmente después de haberle brindado la oportunidad para 
retractarse. Para marzo del mismo año, siguió el destierro del monje, decretado por 
la Dieta imperial de Worms (Vallespín 2012b, pág. 178), a requerimiento del mismo 
rey Carlos V de España, emperador de Alemania, quien les manifestó a los 
miembros su parecer, por medio de un escrito: 

...Hemos oído el discurso de Lutero y os digo que lamento el haber tardado 
tanto en intervenir contra él. No lo escucharé nunca más. Que se sirva de su 
salvoconducto, pero desde hoy lo tendré por hereje notorio y espero que de 
vuestra parte cumpliréis con vuestro deber de buenos cristianos (Chabod 
2003, pág. 1113). 

Lutero, tras escuchar el pronunciamiento de la Dieta, fue secuestrado el 4 de mayo 
por hombres armados cuando regresaba a Wittenberg, los que fueron enviados por 
Felipe el Sabio para salvarlo, y lo llevaron al castillo de Wartburg (Chabod 2003, 
pág. 1113), en donde comenzó a traducir la Biblia al alemán y a desarrollar una 
teología propia, entre 1521 y 1530. Conforme la teoría luterana, existían cuatro 
“murallas”, las barbacanas de las que habla Ortega y Medina, erigidas por el 
papado, en una concepción errónea y perjudicial para los cristianos. La primera: 
“...la afirmación romana de que el poder espiritual está por encima del poder 
secular...”. Lutero rechaza la división, por injustificada, del pueblo cristiano que 
realiza la Iglesia, según la cual existen los laicos y los eclesiásticos. El pueblo de 
Dios es uno, afirma; por tanto, no es válida la existencia de dos órdenes distintos. 
Sustenta su aserto en la Primera Carta a los Corintios. Todos los cristianos son 
sacerdotes, si bien cada uno realiza una función diferente en la sociedad (Vallespín 
2012b, pág. 180). 
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La segunda muralla, considera, “...es la atribución exclusiva al papado de la 
competencia para interpretar las Escrituras...”. Lutero rechaza el monopolio del 
papa para interpretar las Escrituras, pues, de ser así, para qué serían necesarias o 
útiles las mismas. Sustenta su afirmación en la Primera Carta a los Corintios, 14, 30 
(Vallespín 2012b, pág. 181). 

Como tercera muralla, Lutero plantea la competencia exclusiva que el papa se 
arroga para convocar a un concilio. Arguye que no existe ninguna base bíblica para 
que el papa pretenda ser el único capaz de hacerlo y que, históricamente, ya lo 
habían hecho los emperadores, con plena validez (Vallespín 2012b, pág. 182). 

Las conclusiones que se desprenden de tales planteamientos se resumen en que 
el orden eclesiástico no es un orden diferente, sino que existe unidad en la 
comunidad cristiana, por lo que toda ella está sometida al poder secular. La Iglesia 
no posee ninguna facultad exclusiva para interpretar las Escrituras ni tampoco para 
convocar a los concilios (Vallespín 2012b, pág. 182). Todo, en conjunto, sirve para 
minar la autoridad papal y promover, de hecho, una nueva forma de cristianismo. 

Evidentemente, los monarcas europeos vieron con buenos ojos la teología luterana 
y se encargaron de promoverla. Era afín a sus intereses, pues fortalecía su poder. 
Tan es así, que el historiador John Neville Figgis, político y sacerdote anglicano, 
alumno de lord Achton, dirá, a comienzos de la década de los sesenta del pasado 
siglo, que: “Si no hubiese habido un Lutero, nunca habría podido haber un Luis XIV”. 
La frase, observa Skinner, ha sido calificada de antihistórica; sin embargo, agrega: 
“...no cabe duda de que la principal influencia de la teoría política luterana sobre los 
principios de la Europa moderna consistió en fomentar y legitimar el surgimiento de 
las monarquías unificadas y absolutistas” (1993, pág. 119). 

Hasta el momento en que Lutero fue desterrado, no existía ninguna iglesia nueva 
que pusiera en práctica sus doctrinas. Sin embargo, fue precisamente en 
Wittenberg, sede del rey Federico el Sabio, protector de Lutero, donde comenzó, 
después de su destierro, la aplicación y vivencia de sus prédicas teológicas: 
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...Muchos monjes y monjas dejaron sus monasterios y se casaron. Se 
simplificó el culto, y se empezó a usar en él alemán en vez de latín. Se 
abolieron las misas por los muertos. Se cancelaron los días de ayuno y 
abstinencia. Melanchthon 16 empezó a ofrecer la comunión en ambas 
especies -es decir, a darles el cáliz a los laicos (González 2003, pág. 59). 

Al enterarse de lo que estaba sucediendo, Lutero salió del castillo en donde estuvo 
escondido por un año (1522), para hacerse cargo de la iglesia en Wittenberg. 
Mientras tanto, se gestaban varios conflictos en Alemania. Primero fue la rebelión 
de la baja nobleza (1522-1523), que se empobrecía desde hacía tiempo y de lo cual 
muchos de ellos culpaban a Roma. Esta rebelión fue sofocada por los príncipes. 
Más tarde, en 1525, estalló la de los campesinos, cuyas connotaciones y peligros 
eran mayores a los de la anterior. Este tipo de levantamientos populares no eran 
algo nuevo, pues ya se habían dado varios estallidos y revueltas en años anteriores 
(1476, 1491, 1498, 1503 y 1514). El común denominador de esos movimientos 
había sido las demandas económicas; sin embargo, en 1525 se sumaba otro factor: 
“...la predicación de los reformadores...” (González 2003, pág. 62). 

En principio, a Lutero le parecieron razonables las reivindicaciones económicas de 
los campesinos, expuestas en un petitorio de doce puntos. Sin embargo, después, 
al percatarse del rumbo y magnitud que adquirían los acontecimientos, cambió de 
opinión y apareció entonces un nuevo Lutero; según afirma Engels: “Dejó caer a los 
elementos populares del movimiento para unirse al séquito burgués, aristocrático y 
monárquico” (2018, pág. 38). Y con la misma pasión con la que antes había incitado 
contra los religiosos, ahora urgió la violencia en contra de los campesinos: «Hay 
que despedazarlos, degollarlos y apuñalarlos, en secreto y en público: ¡Como se 
mata a un perro rabioso!», gritaba Lutero. «Por esto, queridos señores, oídme y 
matad, degolladlos sin piedad; y aunque muráis ¡cuán dichosos seréis! pues jamás 
podrías recibir una más feliz muerte. ¡Nada de falsa piedad con los campesinos!» 


16 Felipe Melanchthon (1497-1560), teólogo y discípulo de Lutero. Le reemplazó en Wittenberg 
cuando su maestro fue desterrado al castillo de Wartburg, en donde Felipe el Sabio le ocultó para 
salvarle la vida. 
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(Engels 2018, pág. 39). Como resultado de la represión, se calcula que murieron 
100,000 campesinos (González 2003, pág. 64). 

¿Cómo pudo mantenerse el movimiento luterano, a pesar del rechazo del papa y 
del emperador? La clave se encuentra en que, desde 1523, la Cámara Imperial 
-que gobernó el Imperio en ausencia de Carlos V- adoptó una actitud tolerante hacia 
el protestantismo, a pesar de los reparos de los delegados del monarca y el papado. 
Después, en 1526, otro afortunado acontecimiento permitió que se consolidara la 
tolerancia: el rey de Francia Francisco I y el papa Clemente Vil se unieron en contra 
de Carlos V, por lo que la dieta de Spira no se atrevió a condenar el movimiento. 
Sin embargo, en 1529, la misma dieta privilegió el catolicismo, por lo que los 
príncipes protestaron la medida y fue a partir de entonces que se les comenzó a 
llamar protestantes (González 2003, pág. 66). 

En 1530, Carlos V regresó a Alemania dispuesto a acabar con el protestantismo en 
la Dieta de Augsburgo. Ante esa posibilidad, los príncipes luteranos se unieron para 
conformar la liga Esmalcalda y así oponerse a la eventual proscripción de su nuevo 
credo. Lutero, ante estas circunstancias, y en contravención a sus propias 
afirmaciones anteriores, aceptó “que era lícito tomar las armas en defensa propia 
contra el Emperador” (González 2003, pág. 67). 

Las condiciones políticas internacionales obraron una vez más a favor dei 
protestantismo. Carlos V se vio amenazado nuevamente por el rey de Francia y por 
los turcos. Ante tales eventos, no era estratégicamente aconsejable abrir divisiones 
internas en el imperio, por lo que se buscó una solución conciliatoria. Ésta se 
formalizó en lo que se conoce como la paz de Núremberg, firmada en 1532, por 
medio de la cual se permitió a los protestantes continuar su fe, bajo promesa de no 
expandirla hacia otros territorios, a cambio de lo cual tales fieles ofrecieron apoyar 
al emperador en la lucha contra los turcos (González 2003, pág. 68). 
Evidentemente, los protestantes no mantuvieron su promesa y continuó 
expandiéndose su fe hacia otros territorios, tanto en el Imperio como fuera de él. 

En Suiza, también se emprendió un movimiento reformador original, independiente 
del luterano. Estuvo a cargo del humanista, no eclesiástico, Ulrico Zwinglio o 
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Zuinglio (1484-1531), quien fundó la Iglesia Reformada Suiza con el respaldo del 
Concejo de Gobierno de Zurich, tras lo cual se dio el rompimiento de relaciones con 
Roma. Su teología guardó muchos puntos comunes con la de Lutero (González 
2003, pág. 71-72). En 1529 se reunieron Lutero y Zwinglio en lo que se conoce 
como la disputa de Marburgo, a instancia del rey Felipe I de Hesse, para discutir las 
diferencias en su concepción sobre si Dios se encontraba presente al momento de 
celebrar la eucaristía (González 2003, pág. 76). 

Otro movimiento religioso en Suiza, que habría de cobrar importancia, fue el de los 
“anabaptistas” (los nuevos bautizados), que se separaron de las doctrinas de 
Zwinglio, a quien tras pedirle reformas más radicales y no cumplirlas, lo 
abandonaron e iniciaron su propio movimiento en 1525. La misma dieta de Spira, 
que estableció la tolerancia hacia los luteranos, proscribió el anabaptismo, al punto 
de establecer penas de muerte para los profesantes de ese credo (González 2003, 
pág. 83). El movimiento anabaptista hizo suyas las reclamaciones campesinas y 
llegó a adquirir un carácter revolucionario, al grado de establecer la Nueva Jerusalén 
en Munster, en donde los pobres heredarían la tierra. Los católicos fueron 
desalojados, por lo que el obispo reunió un ejército, sitió la ciudad y depuso al rey 
que eligieron, el cual fue torturado y posteriormente ejecutado (González 2003, pág. 
85-86). 

Otra importante rama para el desarrollo protestante fue la del francés Juan Calvino 
(1509-1564), quien a partir de 1530 comenzó a publicar varias obras que darían 
sustancia y consistencia a las corrientes protestantes: “Sin lugar a dudas, el más 
importante sistematizador de la teología protestante en el siglo XVI fue Juan 
Calvino” (González 2003, pág. 89). 

El protestantismo se expandió, pues, partiendo de Alemania y Suiza, por la Europa 
central y al norte, pero también hacia Escocia e Inglaterra, en donde el rompimiento 
(1534) de Enrique VIII con el papado marcaría una inflexión importante, al fundar la 
Iglesia anglicana y declararse el monarca jefe de la misma (Carpentier 2012, pág. 
258). La aceptación y tolerancia del movimiento se basó en razones políticas y 
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económicas, ambas interesadas en minar la autoridad papal para así fortalecer la 
monárquica. 

En Alemania, la tolerancia hacia el protestantismo se reconoció a través de la paz 
de Augsburgo, firmada el 25 de septiembre de 1555 entre el representante del 
emperador Carlos V y los de la Liga de Esmalcalda, con lo cual se oficializaron las 
dos confesiones religiosas -católica y protestante- (Carpentier 2012, pág. 253). 

Las confrontaciones religiosas en Francia entre católicos y protestantes (hugonotes) 
ocurrieron durante el lapso comprendido entre los años 1562 a 1598, lo que significó 
que el reino viviera no menos de ocho guerras civiles (Sabine 1976, pág. 278). 

El papa y los reyes, cada uno desde su respectiva posición, buscaban imponerse 
en las cosas terrenales y espirituales. Esta lucha por el logro de la dominación 
generó polarización y se conformaron bandos en diferentes reinos. Así, por ejemplo, 
la disputa hubo de trasladarse de Alemania a Italia, en donde se definieron las 
facciones que habrían de enfrentarse abierta y cruentamente: los güelfos, que eran 
pro-papistas, y los gibelinos, partidarios del emperador. Con motivo de esta disputa, 
como se verá en otro capítulo, al hablar de las ciudades italianas, se dieron prácticas 
de tipo democrático y republicano (tal el caso de Florencia). 

Las nuevas condiciones materiales, forjadas a partir del siglo X, cuando comienza 
a desarrollarse el capitalismo comercial, aunadas a la crisis en el campo, que 
generaron la migración hacia las ciudades, permitieron que el movimiento 
protestante tuviera éxito y creciera, partiendo desde Alemania, para extenderse 
paulatinamente a prácticamente toda Europa. Frente al internacionalismo tradicional 
de la Iglesia, se privilegiaría en este movimiento el nacionalismo; el individualismo 
sería enaltecido y la riqueza adquiría plena legitimación. Así lo señala John M. 
Ferguson: 

...Un gran movimiento histórico, la Reforma Protestante iniciada por Martín 
Lutero en 1517 y que se extendió hasta 1650, sumió a una gran porción de 
Europa en un sangriento conflicto religioso y separó del dominio temporal del 
papado a la mitad de sus dominios anteriores. El nuevo protestantismo 
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sustituyó el punto de vista internacional de la iglesia católica por la idea de 
independencia nacional, prestó su apoyo al individualismo así en economía 
como en religión, y sancionó con toda franqueza la glorificación del móvil de 
lucro en la humanidad. Desapareció el anticuado estigma inherente al hecho 
de ganar dinero y al enriquecimiento personal, en favor de una forma 
enteramente nueva de mirar la vida. La industria y el comercio, quizás por 
primera vez en la historia, se juzgaron socialmente respetables y las proezas 
y éxitos comenzaron a medirse por una escala de valores pecuniarios (1994, 
pág. 33). 

Pero, además, al atacar al orden religioso en su dominio espiritual, también se 
socavaba la prevalencia del feudalismo en lo terrenal, la continuidad de los 
privilegios de los nobles y las bases jurídicas del poder, a lo cual contribuiría 
significativamente la doctrina del Derecho Natural (Bodenheimer y Herrero 1994, 
pág. 150-151). Max Weber denomina a este fenómeno de buscar la supremacía 
sacerdotal, como género, hierocracia, es decir, el dominio de lo divino, en tanto el 
cesaropapismo es una especie de éste, que se presenta como manifestación 
específica de la pugna entre los reyes y el poder papal en Europa. De cualquier 
manera, resulta típico de la hierocracia el intentar “en la práctica transformar el 
poder político en un feudo del poder eclesiástico” (2004, pág. 894), lo cual no podía 
continuar bajo las nuevas condiciones del naciente sistema capitalista. 

Esta lucha, con el tiempo, se traduciría en el principio de separación de la Iglesia y 
el Estado, lo cual es un aporte importante del liberalismo para el nacimiento del 
Estado nación moderno y, por ende, también para sentar las bases del 
constitucionalismo. El protestantismo abonó a que se estableciera una iglesia 
nacional, independiente de Roma. Así, por ejemplo, Lutero: “Quería que los clérigos 
alemanes rompieran sus vínculos con Roma y crearan una Iglesia nacional, 
encabezada por el arzobispo de Maguncia” (Watson 2007, pág. 729). Por aparte, el 
apuntalamiento del Derecho Natural, como nueva doctrina jurídica de legitimación 
del poder político, contribuiría a racionalizarlo, estableciendo límites al mismo, y 
propiciaría el reconocimiento de la existencia de un mínimo de derechos inherentes 
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a las personas. Todo eso serviría para definir las funciones que asumirá el Estado 
que habrá de crearse, dentro de esa concepción limitada del poder, y cuáles son los 
derechos inalienables de las personas dentro del conjunto de la concepción 
constitucional. 

Dentro de esa línea de ideas, que consistía en la delimitación del poder, se 
encuentra el grupo de escritores, especialmente franceses, denominado 
mocarcómaco, que expusieron varias teorías para defender la idea del derecho de 
resistencia frente a los abusos del absolutismo y que derivaban el poder regio del 
pueblo o la comunidad (Sabine 1976, pág. 279). Entre ellos destacan Frangois 
Horman (1524-1590), Philippe du Plessis-Mornay (1549-1623) y Theodore de Béze 
(1519-1602). Este último autor, por ejemplo, afirma en su De iure magistratura 17 que: 
“El poder de las autoridades, por grandes y soberanas que sean, depende del poder 
del pueblo que las ha elegido en ese nivel y no al contrario” (Vallespín 2012, pág. 
205). 

De la promesa de la felicidad personal después de la vida terrenal, como concepción 
típica católica, se pasará a la convicción de que acá, en este mundo, y ahora, deben 
darse las condiciones para gozar de la vida. Para ello se requiere del trabajo, el cual 
no es un castigo, sino un medio virtuoso para llegar a la riqueza, la cual, en adelante, 
representa y significa el beneplácito de Dios que recompensa el esfuerzo y el 
emprendlmiento personal. El mundo del futuro (vida privada, economía, sociedad, 
Estado, religión, política), paulatinamente, con todas estas transformaciones, 
propenderá a la racionalidad de la existencia que se basa en el esfuerzo y la 
creación de condiciones para la realización -la felicidad- en el aquí y el ahora, y no 
en una incierta vida posterior, ultraterrenal. 

Paulatinamente, se construye una visión que se fundamenta en el esfuerzo 
individual y no en el fatalismo de las condiciones dadas por la tradición o el dogma. 
El hombre se hace responsable de su presente y su futuro, sobre las bases del 
esfuerzo y el rompimiento de paradigmas, heredados como rémoras de 


17 Sobre los derechos del magistrado. 
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conformismo. El hombre debe soñar, atreverse a pensar, como habría de afirmar 
Kant tiempo después, pero, sobre todo, actuar para cambiar la realidad. 

Como ha señalado Joaquín Abellán, se ha vuelto un lugar común afirmar que la 
Reforma protestante coadyuvó al surgimiento del Estado moderno. Para este autor, 
tres son los elementos que permiten hacer esta afirmación: 1) La Reforma coadyuvó 
a la ruptura de la unidad de la cristiandad, lo que permitió se avanzara en la 
construcción del Estado moderno; 2) contribuyó a una desacralización tanto del 
mundo religioso-eclesiástico como también del mundo político; y 3) la formulación 
del derecho de resistencia que respaldó la Reforma tiene por base no el derecho 
natural, sino la interpretación del derecho constitucional positivo y representa un 
deber cristiano (Vallespín 2012, pág. 211). 

1.1.2.5Una nueva visión del hombre y su existencia 

Tanto el movimiento de la Reforma como el desarrollo del pensamiento 
iusnaturalista, sumado a los cambios en la estructura económica y el Renacimiento, 
al conjuntarse en el proceso histórico de finales de la Edad Media, evidencian la 
tendencia a un cambio en las estructuras tradicionales del poder terrenal y celestial, 
que conducen a una nueva visión, más libre, sobre el hombre y su destino en esta 
vida. 

Bodenheimer resume, de manera magistral, qué buscaba la concepción del 
Derecho Natural para ese nuevo personaje que reclamaba ser sujeto y actor en la 
historia: 

Su precepto fundamental era que el hombre nace libre e independiente. No 
vivía originariamente en sociedad, pero había hecho un contrato con otros 
individuos para defender su vida y su propiedad. Por este contrato transfería 
a la sociedad cierta clase de sus derechos y su libertad, y la sociedad, a su 
vez, le garantizaba la protección de su vida y propiedad contra la invasión de 
otros individuos. Los derechos básicos del individuo -es decir, gozar de la 
vida, la libertad y la propiedad- 18 no debían ser disminuidos por la sociedad, 


18 Nótese que se trata de lo que, tiempo después, John Locke definirá como los derechos individuales 
típicos del liberalismo. 
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porque esos derechos los había conferido Dios al hombre y eran anteriores a 
toda sociedad. Son derechos inalienables, “naturales” (1994, pág. 151-152). 

Plantear que el hombre nace libre e independiente -con derecho a la preservación 
de su vida, libertad y propiedad-, dentro de un contexto en el cual la realidad no 
correspondía a tales afirmaciones, significaba una incitación a la revolución, al 
cambio de las relaciones entre los hombres. El establecer que el origen de la 
sociedad radica en un contrato, significaba que el poder sólo se legitimaba en tanto 
cumpliera con la obligación de defender la vida y la propiedad de las personas, como 
hombres libres e independientes, a quienes asistían tales derechos. Además, como 
en toda relación contractual, ambas partes se encontraban obligadas a cumplir con 
lo pactado. Esto conlleva que, si una de las partes no cumplía, la sociedad debía 
ser cambiada y llevada al orden correspondiente. Además, la existencia de ciertos 
deberes sociales que se deben observar respecto a las personas, los cuales no 
pueden ser disminuidos (pues Dios ha concedido tales derechos, incluso de manera 
previa a la constitución de la sociedad), significa que nadie puede atentar contra 
tales derechos sobre la base del ejercicio arbitrario del poder. 

El hombre, así, merece respeto y protección de sus derechos en la organización y 
regimentación de la vida social. La sociedad, bajo tales supuestos, se justifica para 
la realización de la existencia de las personas. Dios y la naturaleza son las fuentes 
de esos derechos, anteriores a la sociedad misma. 

La comprensión del contenido incendiario de esas afirmaciones, que en la Alta Edad 
Media hubieran sido causa de persecución por herejía, explican cómo Europa se 
sumió en una serie de sangrientas luchas políticas, bajo la forma religiosa, que 
representaban el conflicto entre la tradición y el cambio de la organización social 
desde sus bases y fundamentos. 

Todo el proceso histórico que someramente se ha revisado, el cual se desarrolló a 
lo largo de un milenio que duró el Medievo, se integra por las condiciones diversas 
que posibilitaron un cambio significativo en las relaciones tradicionales vividas en el 
feudalismo. 
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En un proceso acumulativo y progresivo, se sentaron las bases para promover una 
nueva visión de la relación del individuo con la sociedad, que trastocarían los 
derechos de las personas frente al poder, de los vasallos con respecto al monarca, 
del hombre con la religión, del poder terrenal con relación al divino, del derecho 
natural frente al derecho estatal, de ia ciudad en contraposición al campo, de la 
servidumbre en oposición con ia libertad, de la propiedad privada respecto a la 
feudal. 

El cambio en las condiciones materiales de la vida de los hombres, sumado a la 
elucubración de centurias de pensadores religiosos y laicos, se habían conjugado 
para requerir la transformación en las tradicionales estructuras que sustentaban la 
vida en el seno de la sociedad medieval. El desafío, ahora, sería hacer realidad todo 
ese legado vivencial e intelectual, plagado de aspiraciones y sueños por una 
sociedad diferente, para impulsar un cambio rotundo que debería manifestarse en 
un proceso histórico de transformación, capaz de crear las nuevas condiciones con 
las que soñaban los hombres ya como posibles y legítimas. 

Se requería, pues, del impulso de los procesos sociales que permitieran echar a 
andar los engranajes de la historia hacia el futuro, para transformar esa sociedad 
tradicionalista que ya no satisfacía las aspiraciones ni respondía a las condiciones 
materiales de vida de los hombres. Y, para lograrlo, debía confrontarse ai poder 
político, limitándolo y obligándolo a reconocer el mínimo de derechos a que 
aspiraban los hombres con urgencia, ya no como súbditos, sino como ciudadanos; 
ya no como vasallos, sino como iguales; ya no sobre la base del abolengo de la 
cuna, sino sobre la del mérito personal, sustentado especialmente en el éxito de la 
riqueza y la iniciativa personal. Era el momento oportuno para terrenalizar la 
felicidad, para humanizar la sociedad, de regirla, en adelante, sustentándola en el 
derecho (el gobierno de las leyes, no de los hombres), de aspirar a la justicia (ideal 
ético y religioso), de cimentar un mínimo de condiciones para el respeto de los 
derechos individuales frente ai poder absoluto y eclesiástico, como estamentos 
privilegiados. 
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Esa tarea de transformar la sociedad y sus relaciones deberá cumplirse sobre la 
base de dos premisas inclaudicables: limitación del poder y reconocimiento de 
derechos individuales. El desafío será inmenso. El proceso será cruento y no dejará 
de adolecer de contradicciones. Los medios inseparables para el cambio serán el 
establecimiento de los Estados nacionales modernos, pero sobre la base del ideal 
constitucional, al cual le serán inherentes las dos premisas apuntadas, que 
permitirán constituir la nueva sociedad: la de los hombres, no ya la de los pecadores 
o la de los siervos. Se trata de alcanzar, como dijera Aristóteles, la buena vida. 

A continuación, se analizarán los antecedentes y evolución de lo que ha llegado a 
ser el constitucionalismo, desde sus más tempranos atisbos, en el proceso histórico 
del hemisferio occidental. 

Como se dijo, la Edad Media se caracterizó por la atomización del poder, la 
prevalencia de lo local. Por tanto, la constitución que podía esperarse en esta época 
presenta desafíos diferentes respecto de la antigua. 

Fioravanti resalta varias características a tomar en cuenta de esa época. En primer 
lugar, el amplio lapso que comprende: “desde la caída del edificio político romano 
en el siglo V hasta la aparición de la soberanía estatal de los modernos a partir del 
siglo XV” (2011, pág. 34). 

Adicionalmente, existían poderes que se orientaban en sentido universalista, como 
el imperial y el de la Iglesia, "pero con frecuencia escasamente dotados de 
efectividad en la vida concreta de la sociedad medieval" (Fioravanti 2011, pág. 34). 
Se encontraban también reyes, príncipes, señores, laicos y eclesiásticos. 
Finalmente, en particular a partir del siglo XI, “el extraordinario fenómeno de la 
constitución de los ordenamientos de las ciudades” (Fioravanti, 2011, pág. 34), que 
desarrollarán formas de gobierno participativas. 

Respecto a todo ello, Fioravanti pregunta qué tiene en común esa gama de poderes 
tan distintos: 

...tienen en común el hecho de no ser poderes soberanos, de no tener 
ninguna pretensión totalizadora y omnicomprensiva en relación con los 
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sujetos, los bienes, las fuerzas y los órdenes que existen en concreto dentro 
de sus respectivas jurisdicciones... (2011, pág. 35). 

Y no pueden existir pretensiones de soberanía de tales poderes, porque lo que 
prevalece, sobre todo, es la localidad, como manifestación de la dispersión 
unificadora del dominio territorial amplio. Son el resultado de la descentralización 
del poder que se vive en ese momento, por lo cual el control y el dominio sólo puede 
ejercerse de manera limitada. Falta lo que más tarde caracterizará a los Estados 
nacionales que, al amparo del concepto de soberanía, legitimación y unificación del 
poder, serán capaces de integrar grandes territorios y de vencer la diversidad de lo 
local. 

Estos poderes siguen lo que el citado autor italiano denomina “la fuerza normativa 
autónoma y primaria de la costumbre”, con lo cual denota una primera característica 
de la constitución medieval: “la intrínseca limitación de los poderes públicos” 
(Fioravanti, 2011, pág. 35). El poder se legitima e instituye, de este modo, con el 
paso del tiempo, sobre la base de la tradición y la aceptación del nuevo estado de 
cosas. Son, desde esta perspectiva, poderes tácticos que se consolidan con el 
devenir del tiempo, hasta erigirse en costumbre. 

En medio de ese ordenamiento que se crea, el peor enemigo de la constitución 
medieval -afirma Fioravanti- es el arbitrio (2011, pág. 35), o sea, la discrecionalidad, 
el abuso, la desmedida sobre lo que ha establecido la costumbre. Y, sobre la base 
de ésta, se operará una mutación significativa, pues la constitución dejará de 
pertenecer al mundo de la política y de la moral, para comenzar a “entrar en el 
mundo del derecho, a convertirse en discurso jurídico, que nace de la práctica 
social”. Al punto que “hablar de la constitución medieval significa hablar de reglas, 
de límites, de pactos y contratos, de equilibrio” (Fioravanti, 2011, pág. 35). 

En el siglo XI se comienza a evidenciar una serie de cambios en el escenario social 
de la Edad Media. La riqueza dejará de encontrarse exclusivamente en lo agrario y 
en los fundos, especialmente con el aparecimiento de mercaderes profesionales; 
así ocurre la erosión de los latifundios que servirá de base para el establecimiento 
y desarrollo de las ciudades, las cuales contarán con nuevos regímenes políticos y, 
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por tanto, gozarán de mayor autonomía (Fioravanti, 2011, pág. 39). Aquí el modelo 
relevante es la república veneciana, la de los banqueros y comerciantes. 

En el seno de las ciudades se encuentra el estamento burgués, “conformado 
principalmente por artesanos, comerciantes, profesionales, funcionarios y, en 
general los ciudadanos que desarrollaban distintas actividades” (Naranjo Mesa 
2003, pág. 34). En estas ciudades se creará una realidad diferente a lo que de 
manera típica correspondía al mundo de lo feudal. Los reyes aceptaron realizar 
diversas concesiones a estas ciudades, lo cual: 

...llevó a que a muchas de esta (sic.) ciudades -en Francia, en Inglaterra, en 
España y en otras partes- se les concediera por parte de los príncipes bajo 
cuya soberanía estaban, fueros, o cartas pueblas, o cartas de ciudad libre, 
documentos mediante los cuales se les otorgaba un amplio margen de 
autonomía tanto en la conformación de su propio gobierno -ayuntamientos o 
cabildos, alcaldes o burgomaestres- como en el manejo de sus recursos, la 
administración de justicia, el reclutamiento de tropas, el cuidado de los bienes 
públicos, etc. (Naranjo Mesa 2003, pág. 34). 

Y, como afirma Naranjo Mesa: “Aunque a esos instrumentos no se les dio el nombre 
de Constitución, es evidente que tenían el carácter de tal, aunque localmente; su 
naturaleza era de una verdadera Constitución” (2003, pág. 35). Por lo que, como 
recuerda Mardagant, se afirmaba en esa época que “el aire de la ciudad otorga la 
libertad” (1998, pág. 161). 

Los burgueses y los reyes establecieron una alianza tácita, sobre la base del 
propósito compartido: romper con las trabas feudales. Para ello, crearon los 
espacios que contravenían la lógica de lo feudal, partiendo de la libre circulación 
mercantil, la producción destinada al comercio y, consecuentemente, llegar al 
establecimiento de espacios que disfrutaron de mayor autonomía en la 
conformación de su gobierno, el manejo de lo financiero, la conducción de lo 
administrativo, la organización militar, la impartición de justicia, etc. Así, la fundación 
del Estado nacional se encuentra ligada estrechamente a la concesión de libertades 
y autonomía a las ciudades, para posteriormente poder pasar a la unificación de 
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territorios más amplios, dentro del concepto de creación de nuevas realidades que 
serán los estados, tal y como se conocen en la actualidad. 

Para formarse una idea de la trascendencia que tuvo el reaparecimiento y desarrollo 
de las ciudades en Europa, qué mejor que las palabras de Barnes: 

La primera etapa de la Edad Media tuvo por efecto la destrucción de la vida 
urbana. Del municipio romano sólo quedó su tradición... 

...Si admitimos la existencia de una Edad Media y una Edad Moderna, 
entonces la aparición de las ciudades más que ningún otro movimiento 
singular, señala la ruina de la primera y el comienzo de la segunda (Barnes 
1987, pág. 175). 

¿En dónde comenzó el aparecimiento de las ciudades? En principio, fue en el norte 
de Italia, para posteriormente continuar el proceso en Francia y al norte de España 
(Barnes, 1987, pág. 176). 

Las causas generales que condicionaron el movimiento urbano, el aparecimiento de 
los burgos, fueron las siguientes: 

...los cambios económicos y sociales, que tuvieron lugar a partir de fines del 
siglo X, y muy especialmente: 1) el lento pero firme incremento de la 
población; 2) la decadencia de la servidumbre; 3) el crecimiento del comercio 
y de la industria; 4) el elemento psicológico denominado “desenvolvimiento 
de la conciencia de grupo entre las masas”, incuestionablemente un producto 
del progreso de las fuerzas materiales. El más importante de todos estos 
cambios fué (sic.) la expansión del comercio y de la industria... (Barnes 1987, 
pág. 177). 

La afirmación de Barnes, siendo un historiador económico, podría calificarse 
fácilmente de ser un tanto economicista. Sin embargo, ai analizar qué elemento 
pudo ser el propulsor fundamental para vencer la fuerza de la costumbre y la 
tradición, que se encontraban como cimientos de las relaciones feudales, se 
evidencia que únicamente la comunidad de intereses materiales, particularmente 
entre los reyes y los burgueses, podía favorecer atreverse a alterar el legado 
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generacional para crear espacios y condiciones que no encuadraban en el mundo 
de lo medieval, propiamente dicho, y que tenían un efecto revolucionario para 
transformarlo. 

En cuanto a qué fue primero, el burgo o la burguesía, Barnes expone un relato que 
resulta ilustrativo sobre cómo se fundó la ciudad de Brujas, el que, entre otras 
posibles formas, representa una modalidad que sirvió para el establecimiento de los 
burgos: 

Una vez que se hubo construido el castillo, algunos comerciantes 
comenzaron a reunirse frente a la puerta del puente del mismo (es decir, del 
puente sobre el río); esto es, comerciantes, taberneros y luego otros 
forasteros ( hospitarii ), para suministrar comida y albergue a los que tenían 
que hacer negocios con el conde y muy a menudo, acudían allí. Se 
construyeron casas y albergues para su servicio, puesto que no había lugar 
para ellos dentro del castillo. Estas construcciones aumentaron con tanta 
rapidez que pronto hizo su aparición una gran villa que fué (sic.) denominada 
Brujas, palabra que significa puente (1980, pág. 176). 

El punto es que una serie de factores concomitantes crearon la necesidad y la 
realidad para la existencia de un espacio físico en el que se desarrollarían nuevas 
actividades, ante el desplazamiento de campesinos provenientes del campo, tras 
ser despojados de la tierra, que representaba su medio de vida. De manera lenta, 
pero segura, esos hombres habrían de llegar a constituir en el futuro una nueva 
clase: la burguesía. 

Los burgueses buscaban un espacio, en una realidad en donde no había lugar que 
les fuera propio -no eran nobles, ni clérigos ni siervos, en sentido propio-. Los reyes 
vieron que crear esos espacios, los de los burgos o ciudades, significaba sustraerlos 
de las tradicionales relaciones feudales de dominación, con notables ventajas 
económicas a su favor. Era una relación, como se diría hoy, de ganar-ganar; ganar 
con las ventajas económicas de las ciudades a costa de los señores feudales, que 
se debilitarían al sustraer a una creciente población de su dominio y de sus 
tradicionales formas de tributación a favor de los señores. 
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En lo que respecta al constitucionalismo, se vio favorecido con el aparecimiento de 
nuevas concepciones sobre el poder y sus fines, los que se vieron materializados 
en los fueros y cartas que se otorgaron a favor de las ciudades, los cuales 
concededieron mayores libertades, derechos y campos de acción, al punto que, 
incluso, permitirían el ejercicio democrático. Sobre la base de los cambios 
económicos devienieron nuevas relaciones sociales en el ámbito de lo urbano, el 
escenario a partir del cual se generarán condiciones que, paulatinamente, 
socavarán los cimientos tradicionales del poder feudal. Servirán como las bases 
para que se puedan llegar a conformar los Estados nacionales, a partir de 
concepciones distintas sobre la legitimación del poder, teniendo como sustento y 
supuesto la existencia de ciertos derechos inherentes a las personas, contrarios a 
la arbitrariedad y los tradicionales estamentos. 

El Medievo, desde la perspectiva de la historia constitucional, como lo plantea 
Fioravanti, aparece como “la edad del eclipse de la constitución", se encuentra entre 
lo antiguo y lo moderno, es “la edad en que la conciencia colectiva de la necesidad 
de una ley fundamental se disuelve”. Sin embargo, el mismo autor afirma que ello 
no es cierto. Efectivamente, el tipo de constitución medieval difiere del antiguo y del 
moderno, posee características históricas propias (2011, pág. 33-34). 

Como se mencionó, dos son las características de la constitución medieval: a) la 
intrínseca limitación de los poderes públicos, la cual se presenta de hecho y no de 
derecho, pues nadie tenía el poder para establecerlo; y un orden jurídico dado, en 
tanto “los protagonistas de esa reflexión [constitucional] presuponen la existencia 
de un orden jurídico dado, sentido como vinculante por los hombres y las fuerzas 
agentes de la sociedad medieval”. Este orden se debe preservar y defender “frente 
a todos aquellos que pretendan introducir alteraciones arbitraris en los equilibrios 
existentes”. En esta fase histórica, se operará un cambio fundamental para el 
constitucionalismo, la transición del ideal político y ético de los antiguos pasará a 
“convertirse en discurso jurídico, que nace de la práctica social. Por eso, hablar de 
la constitución medieval significa hablar de reglas, de límites, de pactos y contratos, 
de equilibrio” (Fioravanti 2011, pág. 37-38). 
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Importante fue el desarrollo doctrinario que abonaría al concepto constitucional y 
sus competencias, en particular a partir del siglo XI. Entre los autores que pueden 
mencionarse se encuentra a Juan de Salisbury (115-1180), quien en su obra 
Policraticos, establecerá una diferencia entre rey, o príncipe, y tirano. Al respecto, 
Fioravanti plantea que: “Esta diferencia sólo puede comprenderse dentro de la 
constitución medieval, cuya firme existencia evidentemente se presupone” (2011, 
pág. 39). El siguiente pensador será Tomás de Aquino (1225-1274), con dos obras: 
Summa theologica y De regimine principium, compuestas a partir de 1265 
(Fioravanti 2011, pág. 41). Aquino retomará el tema de las formas de gobierno, en 
buena parte según el modelo aristotélico. Con él renace el ideal de establecer una 
constitución mixta, pero diferente. Se trata de de lograr una virtud de la potestas, es 
decir, de la monárquica, la que ya no puede estar islada, sino que, en esa forma de 
gobierno, se valora tanto el elemento aristocrático como el democrático. De lo que 
se trata es de prevenir que el rey se convierta en un tirano. Los juristas harán suya 
la máxima “lo que a todos toca debe ser aprobado por todos”, establecida en la 
compilación justianianea. De este modo, el rey debía consultar a los estamentos, 
los oficiales, los señores feudales, para decidir sobre lo que tocaba a todos, o sea, 
buscar la aprobación de todos (Fioravanti 2011, pág. 43-45). Con ambos autores 
comenzó a forjarse el concepto de derecho de resistencia (Fioravanti 2011, pág. 
59). 

Se llegará, por esta vía, al convencimiento de que el rey es superior a toda parte 
singular del oganismo político, visto aisladamente. Sin embargo, el conjunto de las 
partes constituye la "universitas”, es decir, la comunidad política en función de la 
cual, en última instancia, existe el mismo rey (Fioravanti 2011, pág. 46). A partir de 
ahí comienza a configurarse la idea de un contrato, por lo que la comunidad “pide 
al príncipe cada vez más que jure fidelidad a esas reglas” (Fioravanti 2011, pág. 47). 
Este significado y materialización tuvo particular importancia en Inglaterra, cuando 
en los “magnates del reino, los señores feudales, el clero, pidieron y obtuvieron, en 
1215, del rey Juan” la Carta Magna (Fioravanti 2011, pág. 47). El carácter 
contractual de ella es innegable. Su contenido rescata los derechos que por 
tradición correspondían a los destinatarios, asegurados ahora en forma escrita. El 
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significado de la Carta Magna no se encuentra sólo en la limitación al monarca de 
establecer tributos o cargas de distinto género, sino en que, ahora, existe un orden 
común, de tipo constitucional, que tan siquiera en los momentos extraordinarios 
debe estar representado conjuntamente por el monarca y los magnates del reino. 
En forma mediata, ese concilio real (consilium regni) incidirá en limitación de los 
poderes del rey (Fioravanti 2011, pág. 48). 

Ese “consilium regni” devendrá paulatinamente en el parlamento, como comenzó a 
denominársele insistentemente en el curso del siglo XIII (Fioravanti 2011, pág. 51). 
Para 1322 el parlamento inglés hubo de declarar que: 

Todo lo que debe decidirse por el reino y por la totalidad de la comunidad 
política, debe ser discutido en el parlamento, por el rey nuestro señor, con el 
consenso de los prelados, de los condes, de los barones y de los commoners 
del reino, según la antigua costumbres (Fioravanti 2011, pág. 51). 

También es de mencionar a Marislio de Padua quien, en su obra Defensorpacis de 
1324, plantea que la fuerza coactiva de que dispone el gobernante no le es 
inherente, sino que debe provenir de la comunidad política, la cual la “atribuye” al 
gobernante (Fioravanti 2011, pág. 53). Sabine reconoce en Marsilio la promoción 
de una teoría del gobierno secular, basada “en la práctica y las concepciones de las 
ciudades-estados italianas”. Además, criticó al papado, con lo cual trató de minar 
su sistema de imperialismo con el que pretendía controlar la acción de los gobiernos 
seculares, al punto de “colocar a la iglesia bajo el poder del estado” (1976, pág. 
219). Importante es la afirmación sobre la “causa primera” de la ley de Marsilio, 
seminal para lo que será el constitucionalismo, cuando en un pasaje del Defensor 
pacis, citado por Fioravanti, afirma que: 

El legislador, o la causa primera y eficiente de la ley, es el pueblo o el conjunto 
del cuerpo de los ciudadanos o su parte preferente (pars valentior), mediante 
su elección o voluntad, expresada con las palabras en la asamblea general 
de los ciudadanos (I, XII, 3) (2011, pág. 53-54). 
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Con todos estos elementos, Fioravanti afirma que los fines de la constitución de los 
antiguos difiere de los correspondientes a la fase medieval: “...En pocas palabras, 
la constitución mixta de los antiguos se dirige a legitimar fuertes poderes públicos 
comúnmente reconocidos, la constitución mixta medieval se dirige a limitar esos 
mismos poderes” (2011, pág. 56). 

A partir de los siglos XVI y XVII, se observa un declive de la constitución medieval, 
debido a que su “carácter compositivo y plural es destruido crecientemente” por el 
establecimiento de regímenes absolutistas (Fioravanti 2011, pág. 56-57). 

1.1.3 La Edad Moderna 

Con la Edad Moderna, la cual se considera comienza a mediados del siglo XV, se 
percibe un discusión y producción teórico política importante, que devendrá en el 
rompimiento con las rémoras del feudalismo, para dar cabida al nacimiento de los 
Estados modernos. 

Para poder analizar el contenido de estos avances en el pensamiento y la filosofía 
política, proponemos el análisis, primero, de lo que vino a convertirse en la doctrina 
del liberalismo político y económico. Más tarde, éste devendría en una fase de 
implementación histórica que pasa por la revolución norteamericana, primero, y, 
después, por la Revolución francesa. 

En el transcurso de varios siglos, con los diferentes aportes teóricos e históricos, el 
liberalismo revolucionará el mundo del poder político conocido, para configurar el 
aparecimiento de algo nuevo y diferente: las repúblicas (Estados Unidos y países 
latinoamericanos), como modelos no monárquicos, que buscan sustentación, a 
veces, al amparo del discurso de la democracia, en las realidades estatales de la 
modernidad, pero también en el constitucionalismo. 

1.1.3.1 Modelo clásico liberal 

El liberalismo tuvo por cuna original a Europa y significó un cambio revolucionario 
en las relaciones sociales, económicas, políticas y de todo orden de la organización 
social medieval. Pero, sobre todo, tuvo como efecto posibilitar el ascenso de una 
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nueva clase que desplazaría a la que hasta entonces había dominado. De este 
modo: 

Una clase social nueva logra establecer sus títulos a una participación cabal 
en el dominio del Estado en el periodo que va de la Reforma a la Revolución 
francesa. En su ascensión al poder echó abajo las barreras que en todos los 
órdenes de la vida, salvo el eclesiástico, habían hecho del privilegio una 
función del Estado, asociando la ¡dea de los derechos con la de la posesión 
territorial. Debió realizar para llegar a ese fin un cambio fundamental en todas 
las relaciones legales (Laski y Miguélez 2013, pág. 11). 

Esta nueva clase no es otra que la burguesía, conformada por un heterogéneo 
grupo de hombres que se dedica a diversas actividades laborales y profesionales, 
las cuales les han liberado de la servidumbre y la sumisión, características de los 
siervos de la gleba medieval. Su denominador común es la acumulación de dinero, 
el ejercicio de profesiones liberales, la disponibilidad de recursos para no verse 
sometidos al vasallaje, dentro de un esquema que no encuadra dentro de la 
tradicional relación señor feudal-siervo. Son una clase aparte que cree en la 
iniciativa propia, ansiosa de liberarse de las ataduras de los linajes, los privilegios, 
las jerarquías y el destino marcado por la sangre. 

El liberalismo, a lo largo de su existencia y evolución de ya varios siglos, ha 
demostrado ser una doctrina -quienes afirman que es una filosofía- duradera en el 
tiempo. Forjado a lo largo de doscientos años, con diversos elementos que le fueron 
configurando, ha persistido hasta nuestros días, aunque a momentos pareciera 
haber declinado (en particular con el desarrollo del socialismo); sin embargo, ha 
sabido innovar y evolucionar para mantenerse vigente junto con el sistema que 
sustenta. 

Para efectos de una mejor comprensión, nada mejor que definir el liberalismo en las 
breves palabras de uno de sus seguidores. Norberto Bobbio ha dicho al respecto 
que: 
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...En la acepción más común... por liberalismo se entiende una determinada 
concepción del Estado, la concepción según la cual el Estado tiene poderes 
y funciones limitados, y como tal se contrapone tanto al Estado absoluto como 
al Estado que hoy llamamos social... (1989, reimp. 2012, pág. 7). 

El nacimiento de la nueva doctrina liberal trató, en principio, también del desarrollo 
de nuevas formas de producción que conducirían a la consolidación del sistema 
capitalista: 

En el siglo XVIII se aceleró notablemente el desarrollo del capitalismo 
industrial moderno. Su teoría, contenida en las obras de los economistas 
clásicos, llegó a su madurez en el periodo de cuarenta años que van de La 
riqueza de las naciones de Smith a los Principios de Ricardo; pero sus raíces 
se remontan a casi dos siglos antes. Cuando menos tres corrientes de 
pensamiento acompañan la transición del capitalismo comercial al industrial... 

La primera es filosófica: el desarrollo del pensamiento político desde su origen 
canónico hasta el radicalismo filosófico... la segunda: es el progreso del 
pensamiento económico inglés a partir de los últimos mercantilistas. El tercer 
pilar de la economía política es de origen francés: el sistema fisiocrático que 
desarrollaron un conjunto de pensadores de la Francia del siglo XVIII... La 
liberación del pensamiento de la dominación de la Iglesia condujo al 
desarrollo del mercantilismo... el progreso económico destruyó la autoridad 
de la Iglesia en materias terrenales... (Roll et al. 2014, pág. 81). 

También fueron esenciales nuevas formas institucionales, formales o no, de relación 
social, en donde se compartían esas ideas liberales, tales como clubes, sociedades 
-públicas y secretas-, las sociedades económicas y la masonería. Casi todos los 
revolucionarios liberales de américa, España y Francia eran masones. Sobre la 
masonería, Flowsbawm apunta: “...En su forma más general, la ideología de 1789 
era la masónica, expresada con tan inocente sublimidad en La flauta mágica, de 
Mozart (1791), una de las primeras entre las grandes obras de arte 
propagandísticas” (2015, pág. 60). 
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Para que se diera esa liberación del pensamiento de la dominación de la Iglesia, fue 
decisivo el movimiento revolucionario que se conoce con el nombre de la Reforma 
(siglo XV). Su importancia radica en que: "...La Reforma dio al traste con la 
supremacía de Roma. Al hacerlo, dio pábulo a nuevas doctrinas teológicas, originó 
profundos cambios en la distribución de la riqueza, facilitó en grado sumo el 
establecimiento del Estado secular..." (Laski y Miguélez 2013, pág. 27). 

De este modo, se promovió el establecimiento de un nuevo sentido para la vida, el 
de la búsqueda de nuevas formas de realización personal: 

El espíritu capitalista comienza a adueñarse de los hombres para fines del 
siglo XV. ¿Y qué significa esto? Pues, nada menos, que el objeto principal de 
la acción humana era la búsqueda de la riqueza. Mientras para la Edad Media 
la idea de adquirir riquezas estaba limitada por un conjunto de reglas morales 
impuestas por la autoridad religiosa (Laski y Miguélez 2013, pág. 19). 

Max Weber, en su libro La ética protestante y el espíritu del capitalismo, trabajó 
sobre el concepto del “espíritu capitalista”, el cual, según plantea, consiste en una 
determinada mentalidad económica que se sustenta en el ascetismo cristiano, cuyo 
fundamento es la religiosidad puritana del siglo XVII, con la cual se justifica el 
enriquecimiento económico. Ella adquiere mayor importancia que la formación del 
capital, según lo planteado desde la perspectiva de este pensador alemán: 

Con la conciencia de estar en plena gracia de Dios y de estar visiblemente 
bendecido por él, el empresario burgués puede perseguir su beneficio y 
debe 19 hacerlo, si se mantiene dentro de los límites de la corrección formal, 
si su conducta moral es intachable y si el uso que hace de su riqueza no es 
escandaloso. El poder del ascetismo religioso le ponía a su disposición, 
además, obreros austeros, concienzudos, muy capacitados y apegados al 
trabajo como el fin de la vida querido por Dios. Este ascetismo le daba 
también la seguridad tranquilizadora de que el reparto desigual de los bienes 
de este mundo es obra de la providencia divina, la cual, con estas diferencias, 


19 La cursiva corresponde al original. 
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así como con la concesión particular de la gracia, persigue sus objetivos 
secretos, que son desconocidos por nosotros (Weber y Abellán 2012, pág. 
269-270). 

Para arribar a ese conjunto de nuevas concepciones sobre la vida, la riqueza, el fin 
de la sociedad, el sustento del poder y demás aspectos ideológicos, fue necesario 
abonar el terreno con los aportes de diferentes pensadores. Hagamos un rápido 
recuento, mas no exhaustivo ni completo, de las diversas contribuciones. 

1.1.3.1.1 Nicolás Maquiavelo 

Maquiavelo nació cerca de Florencia el 3 de mayo de 1469 y murió el 22 de junio 
de 1527 (Machiaveili y Martínez Arancón 2008, pág. 6-7). Cuando escribió sus 
obras, Italia se encontraba dividida en cinco estados grandes, refiere George 
Sabine: “el reino de Nápoles en el sur, el ducado de Milán en el noroeste, la 
república aristocrática de Venecia en el noreste y la república de Florencia y los 
estados pontificios del centro” (Sabine 1976, pág. 252). Esta situación hacía 
vulnerable a Italia, pues impedía que lograra su unidad como estado (lo cual se 
lograría hasta el siglo XIX). 

Maquiavelo, al igual que muchos hombres de su tiempo, consideraba que esa falta 
de unidad se debía a la Iglesia, que no tenía suficiente poder para lograr unificar la 
península, pero sí para impedir que otro lo hiciera (Sabine, 1976, págs. 253-254), lo 
que le colocaba en una situación desventajosa frente al proceso de consolidación 
nacional que vivían otros estados europeos, como la vecina Francia o España. 
Maquiavelo, como Dante, soñaba “con una Italia unida y renovada” (Laski y 
Miguélez 2013, pág. 39). 

En 1512, Maquiavelo vivió la experiencia de que su ciudad natal fue invadida por 
los partidarios de los Médici, que buscaban retomar el poder en Florencia, 
respaldados por el papa Julio II y del “ejército del virrey de Nápoles con la ayuda del 
rey de España, Femando el Católico” (Muñoz Llinás 2017, pág. 455). Con esto, se 
puso fin a la república florentina, restablecida en 1494, cuando se desterró a los 
Médici (García Jurado 2013, pág. 151). 
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La reasunción del poder de los Médici en Florencia, supuso para Maquiavelo el fin 
de una carrera política de catorce años, que le había llevado a viajar por Alemania 
y Francia, conocer a gobernantes y prelados, embajadores y hombres próximos al 
poder. Ese obligado retiro del servicio público será la condición propicia para su 
reflexión política y le conducirá a escribir varias obras, entre las que destacan El 
Príncipe y Discursos sobre la primera década de Tito Livio. 

Maquiavelo en sus obras analizará, en particular, dos temas políticos: el ejercicio 
del poder, en El Príncipe, y cuál es la mejor organización que puede lograr un 
Estado, en los Discursos sobre la primera década de Tito Livio. En palabras de 
Norberto Bobbio: “...el primero es de política militante, el segundo de teoría política, 
más separado de los acontecimientos de la época” (2004, pág. 64). 

En sus estudios planteó un nuevo enfoque sobre la política y la teoría del Estado. 
Esta apreciación sobre los hombres pretende ser realista, dejando a un lado 
consideraciones de tipo moral, para establecer una base de comprensión de lo 
político como algo autónomo, distinto de la religión o del deber ser ético: 

...En un pasaje muchas veces citado vitupera a los que habían tratado de 
establecer una república ideal a su capricho. Hay que darse cuenta -decía- 
de la gran diferencia entre el hombre tal como es y tal como debiera ser; 
querer ser virtuoso en un mundo habitado por tantos que carecen de virtud, 
es correr a la ruina. Por lo tanto, en su estudio de las acciones de un príncipe 
sensato, dice que la necesidad, y no la virtud, es la guía... Desde entonces, 
la filosofía social se basó en cimientos racionales y positivos (Roll et al. 2014, 
pág. 82). 

Laski, en una caracterización general sobre el florentino, dice que: 

En Maquiavelo está todo el Renacimiento. Ahí están su codicia de poder, su 
admiración por el éxito, su indiferencia por los medios, su repugnancia por la 
esclavitud medieval; su franco paganismo, su convicción de que la fuerza de 
la patria está en la unidad nacional (2013, pág. 39). 
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En relación con El Príncipe, Laski observa que abona para la construcción de la 
concepción liberal: 

...El Príncipe de Maquiavelo puede muy bien ser el retrato del hombre nuevo 
de su época. Sabe lo que busca conseguir, es cruel sirviendo su ideal. Es 
francamente materialista, sin el estorbo de cualquiera de esas otras 
vanidades mundanas tan arraigadas en las costumbres medievales. La 
utilidad es la piedra angular de su método con el poder como criterio de 
utilidad. Sus aspiraciones son enteramente seculares, y su estado mira sólo 
a la tierra. Si la religión entra en sus cálculos, es tan sólo como un instrumento 
valioso para doblegar al hombre ai servicio de sus fines (2013, pág. 39). 

Cruel, materialista, utilitario, secular, terrenal, instrumentador de la religión. Estas 
son, pues, las características del hombre nuevo: egoísta, despreocupado de 
mojigaterías, individualista. Todos esos elementos contravienen los valores 
tradicionales medievales, son el augurio de una nueva visión y destino del hombre 
en la tierra. 

Pero, además, el príncipe no es una elucubración fantasiosa de Maquiavelo, 
especialmente para un intelectual que valora las lecciones de la historia. De acuerdo 
con Carpentier y Lebrun, de todos esos eventos que alteran la Edad Media y que 
caracterizan los siglos XIV y XV en Europa, hay un gran beneficiario: 

...es un personaje nuevo, el príncipe, sea rey, emperador o señor de una 
ciudad-Estado italiana, esté controlado o no por asambleas representativas 
de tipos diversos: Parlamento inglés, Cortes de Castilla y de Aragón, Estados 
Generales en Francia, Dieta alemana o polaca... A través de las guerras y 
las crisis, los príncipes consiguieron forjar los instrumentos del Estado 
moderno: un ejército y una fiscalidad permanente y un principio de burocracia. 
También intentaron establecer nuevas relaciones con la nobleza, distintas de 
los vínculos feudales, adscribiéndola a su poder mediante pensiones, cargos 
y oficios. Eduardo IV y Enrique Vil en Inglaterra, Carlos Vil y Luis XI en 
Francia, los Reyes Católicos Fernando de Aragón e Isabel de Castilla en 
España, los Habsburgo en el Imperio, los Jagellon en Polonia, Matías Corvino 
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en Florencia, los Sforza en Milán, los Este en Ferrara... encarnan con más o 
menos fortuna este nuevo modelo político, pronto descrito por Maquiavelo 
(2012, pág. 222). 

Los príncipes, para ese entonces, proliferan por Europa y existen pocas repúblicas 
cuando escribe Maquiavelo, sobre lo cual se queja. En los Discursos, propone una 
explicación de porqué ya no hay repúblicas, lo que supone la abundancia de 
principados: se trata de cómo y bajo qué ideales se educa a los hombres. Sabine 
cita un pasaje de los Discursos (11,2), en el que se aborda el tema: 

Nuestra religión coloca el supremo bien en la humildad, la abnegación y el 
desprecio de las normas mundanas, en tanto que la pagana, por el contrario, 
lo ponía en la grandeza de ánimo, la robustez corporal y todas las demás 
cualidades que hacen tortísimos a los hombres... A mi juicio, esa manera de 
vivir ha hecho de los pueblos más débiles y les convierte en fácil presa de los 
hombres malvados, que pueden manejarles con segundad, ya que ven a la 
mayoría de los hombres más dispuestos, con objeto de ganar el Paraíso, a 
sufrir las injurias que a vengarlas (1976, pág. 255). 

A continuación, afirma Maquiavelo que todo ello se traduce en un “afeminamiento” 
del mundo que deviene en consecuencias políticas, pues se manifiesta en la 
existencia de pocas repúblicas, porque los hombres, ahora, con ese tipo de 
educación pía, aman menos la libertad: 

...Tanto han podido esta educación y estas falsas interpretaciones, que no 
hay en el mundo tantas repúblicas como había antiguamente, y, por 
consiguiente, no se ve en los pueblos el amora la libertad que antes tenían... 
(Machiavelli y Martínez Arancón 2012a, pág. 199). 

Esta crítica evidencia las preferencias republicanas del florentino. Basándose en el 
análisis histórico de la república romana, cree, como Polibio, en la existencia de un 
ciclo de desarrollo, similar al orgánico, en la vida de los estados. Un proceso de 
crecimiento, auge y declinación. Sobre esta influencia en Maquiavelo, Bobbio ha 
dicho lo siguiente: 
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...En las páginas de Maquiavelo (segundo capítulo de los Discursos) se 
reencuentran los tres temas enunciados y desarrollados por Polibio: la 
tipología clásica de las seis formas de gobierno, la teoría de los ciclos, y la 
del gobierno mixto, ejemplificada, como en Polibio, por los gobiernos de 
Esparta y Roma... (2001, pág. 72). 

Maquiavelo vislumbra un nuevo modelo de vida social, basado en una comprensión 
realista de la política, alejada de las ataduras éticas o religiosas. Cree en la república 
y en el gobierno mixto, como las mejores opciones para la paz social y la búsqueda 
del bien común. Su tabla de valores pugna abiertamente con ios convencionalismos 
medievales, es práctico y utilitarista, pero también respalda el emprendimiento y la 
inteligencia de los hombres para crear un orden nuevo sobre la base de principios 
realistas de lo que éste es. El hombre -según opina- y no Dios, será el creador de 
ese nuevo Estado republicano. 

Edgar Bodenheimer señala otro aspecto importante en relación con lo aportado por 
Maquiavelo a la política. Sobre lo cual refiere en su libro que la doctrina del Derecho 
natural debió enfrentarse a otra: “Se trata de la doctrina de la razón de Estado, que 
recibió su formulación más influyente en los escritos del filósofo político italiano 
Nicolás Maquiavelo” (1994, pág. 152). Esa razón de Estado establece nuevos 
parámetros para el ejercicio del poder, sobre lo cual Hermán Heller comenta: 

Maquiavelo y todos los autores de la razón de Estado que de él arrancan 
llegan, incluso, a eliminar toda clase de límites normativo-morales que 
puedan trabar la autoridad del príncipe, y sólo lo someten a las normas 
técnicas del poder, a la ratio status (2015, pág. 36). 

Y, para abundar más, cabe citar lo que sobre el concepto de la razón de Estado 
junto al de equilibrio del poder ha dicho Henry Kissinger: 

La raison d’etat afirmaba que el bienestar del Estado justificaba cualesquiera 
medios que se emplearan para promoverlo; el interés nacional suplantó el 
concepto medieval de moral universal. El equilibrio del poder remplazó la 
nostalgia de una monarquía universal por el consuelo de que cada Estado, 
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buscando sus propios intereses egoístas, de alguna manera contribuiría a la 
seguridad y al progreso de todos los demás (Kissinger 2001, pág. 53). 

Se trata, pues, de la idea de que el fin justifica los medios, afirmación que sin 
sustento se ha atribuido a Maquiavelo, en relación con los intereses de la 
prosecución y conservación del poder. Ese pragmatismo le ha sido reprochado 
ampliamente desde la publicación de El Príncipe, no obstante lo cual, pasó a ser 
una práctica política regular en Europa a partir del siglo XVII, en particular desde 
que llegó a convertirse en primer ministro de Francia Armand Jean du Plessis, 
cardenal de Richelieu, llamado la eminencia roja (Kissinger, 2001, p. 53). 

Condenado moralmente por muchos, Maquiavelo fue seguido en la práctica política 
por los gobernantes europeos por largo tiempo. Su aporte es fundamental para el 
desarrollo de la ciencia política, la secularización del poder [“un Estado no se 
gobierna con padrenuestros”, dirá en la Historia de Florencia (Vallespín, 2012, pág. 
100)], la prevalencia del realismo y la objetividad en los asuntos sobre el poder, así 
como para la fundamentación de un nuevo concepto de lo que debe ser un Estado 
en el futuro. 

En sus Discursos sobre la primera década de Tito Livio, obra menos conocida que 
El Príncipe, pero no por ello de menor importancia, se encuentran elementos de 
defensa tanto del republicanismo 20 como de las bondades de un gobierno mixto [en 
el que -como Polibio- cree se puede lograr combinando el ejercicio del poder 
compartido entre patricios y plebeyos, o como lo expresaría Aristóteles, entre ricos 
y pobres (Bobbio, 2004, pág. 78)], los cuales, como se sabe, serán muy 
significativos para el ideario y el futuro político. 

El contraste del pensamiento de Maquiavelo, en lo que respecta al contenido de El 
Príncipe y Los Discursos..., entre otros, ha generado una polémica sobre cuál era 
realmente su preferencia de régimen político. Ernst Cassirer lo resume así: 


20 Ana Martínez Arancón, en la introducción a los Discursos sobre la primera década de Tito Livio, 
afirma lo siguiente: “Los Discursos se ocupan fundamentalmente del análisis de las repúblicas 
porque... Maquiavelo pensaba que ésa era la forma de gobierno más perfecta...” (Maquiavelo, 
2012a, pág. 10). 
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Con todo, sigue siendo uno de los grandes enigmas de la historia de la 
civilización humana el hecho de que un hombre como Maquiavelo, de gran y 
noble espíritu, pudiera llegar a ser el abogado de la “magnífica maldad”. Y 
este enigma nos deja más perplejos todavía cuando comparamos El Príncipe 
con los otros escritos de Maquiavelo. En estos últimos se encuentran muchas 
cosas que parecen estar en flagrante contradicción con las opiniones 
expuestas en El Príncipe. En sus Discursos, Maquiavelo habla como un 
decidido republicano. En las luchas entre la aristocracia romana y los 
plebeyos, su simpatía se inclina claramente del lado del pueblo. Lo defiende 
contra la acusación de inconstancia y veleidad (2013, 172). 

Como prueba de esa defensa, Cassirer remite al capítulo 58 del Libro I de los 
Discursos, en donde Maquiavelo afirma: 

...un pueblo es más prudente, más estable y tiene mejor juicio que un 
príncipe. Y no sin razón se compara la voz del pueblo a la de Dios, pues 
vemos que la opinión pública consigue maravillosos aciertos en sus 
pronósticos, hasta el punto de que parece tener una virtud oculta que le 
previene de su mal y de su bien... (2012, 178). 

Con esa afirmación, pareciera que Maquiavelo se muestra favorable a la creencia 
de la sabiduría popular, contrario al temor de los antiguos, que veían solamente a 
la “gran bestia”, como la llamó Platón (Sabine 1976, pág. 44), irreflexiva, pasional y 
carente de juicio. 21 En cambio, a despecho de lo expuesto en los Discursos, dice 
Cassirer: “En El Príncipe encontramos escasas huellas de estas convicciones. Aquí 
la fascinación de César Borgia es tan poderosa, que parece eclipsar completamente 
todos los ideales republicanos...”. Y, continúa: “Que un republicano pudiera adoptar 


21 Sin embargo, señala Torres del Moral, Maquiavelo posee un “muy acentuado pesimismo 
antropológico”, como lo demuestra con la cita de múltiples afirmaciones realizadas en sus obras: 
“Para el secretarlo florentino, «los hombres no hacen el bien más que a la fuerza; pero, si pueden 
hacer el mal libre e Impunemente, no dejarán de crear por doquier la turbulencia y el desorden». 
«Son Ingratos, tornadizos, hipócritas, cobardes, avariciosos; mientras los beneficias están contigo y 
te ofrecen su sangre, sus bienes, su vida, sus hijos... para el futuro; pero, cuando éste se aproxima, 
se esconden». Son leales al Estado sólo cuando lo necesitan, pero no en la adversidad. En fin, «los 
hombres no saben ser ni honorablemente malos ni perfectamente buenos»; por eso «no saben 
realizar una acción que, aunque mala, revista grandeza y magnanimidad». En resumen: son 
estúpidos y mediocres” (Torres del Moral 2017, pág. 96). 
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por héroe y por modelo al Duca Valentino, 22 es cosa que parece muy extraña...” 
(2012, pág. 173). Sin embargo, para Cassirer hay dos razones que lo explican: la 
una es general, la otra particular. La general consiste en que, según Maquiavelo, 
todos sus pensamientos políticos eran realistas, lo que se ha señalado como uno 
de sus propósitos al escribir sobre política. “...Pero cuando estudiamos su 
republicanismo, encontramos escasas huellas de realismo”, pues es más 
“'académico’ que práctico, es más contemplativo...” La razón particular consiste en 
que se encuentra persuadido de que, para dar nuevas instituciones a la comunidad, 
o bien, para reconstruir las antiguas instituciones sobre bases nuevas, “...se 
requiere un hombre solo. La multitud es impotente si no tiene una cabeza” (Cassirer 
2012, pág.173-174). 

Cassirer encuentra el sustento de esa convicción en lo expuesto por Maquiavelo en 
el capítulo 9 del libro I de los Discursos, según lo cual: 

Debe tomarse una regla general que pocas veces, o nunca, sucede que una 
república o reino esté bien ordenada desde el principio, o reordenada de 
nuevo fuera de los usos antiguos, si no ha sido ordenada por una sola 
persona. De modo que es necesario que sea uno solo aquél de cuyos 
métodos e inteligencia dependa la organización de la ciudad.... (2012, pág. 
60). 

Y, en el capítulo 44 de ese mismo libro, el título reza: “Una multitud sin cabeza es 
inútil...” (Maquiavelo 2012, pág. 144), en donde el florentino refiere un hecho 
histórico romano para sustentar su afirmación. 

Cassirer, junto a otros autores, desarrolló una teoría para explicar ese dualismo que 
se observa entre El Príncipe y otras obras de Maquiavelo. Así, afirma: 

Pero, si bien El Príncipe es cualquier cosa menos un tratado moral o 
pedagógico, de ello no se infiere que sea un libro inmoral. Ambos juicios son 
igualmente equivocados. El Príncipe no es un libro moral ni inmoral: es 
simplemente un libro técnico. En un libro técnico no hay que ir buscando 


22 César Borgia. 
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reglas de conducta ética, de bien y mal. Basta con que nos diga lo que es útil 
y lo que es inútil. Cada palabra del Príncipe tiene que ser leída y entendida 
de este modo... (2013, pág. 181-182). 

De acuerdo a este primer argumento que aporta Cassirer, debe desmarcarse a 
Maquiavelo de toda etiqueta moral o inmoral. La amoralidad de Maquiavelo, es 
decir, su desvinculación con la moral, es la que bien debe y puede tener un libro 
técnico. Y, en este caso, la utilidad e inutilidad técnica que estudia se dirige a la 
política, con la misma objetividad y frialdad como podría realizarse la disección de 
un ser viviente, o la clasificación de los minerales o cualquier otro objeto de estudio 
de tal índole. “Siguiendo el símil de Schopenhauer, dice Rafael del Águila Tejerina, 
Maquiavelo enseña el arte de la esgrima, pero no enseña al espadachín si debe 
emplear ese arte en defender a inocentes o doncellas o en asesinar venerables 
ancianos” (Vallespín 2012b, pág. 97-98). 

Pero Cassirer va más allá, y da un paso adelante cuando afirma que el juicio de 
Maquiavelo “...era el de un científico y un técnico de la vida política. Si se lee El 
Príncipe de otra manera, si se considera como la obra de un propagandista político, 
se pierde toda la substancia de la cosa” (2013, pág. 185). De este modo, la 
exculpación de Maquiavelo, su “desmaquiavelización” (entendida como la 
desadjetivación de lo “maligno” e “inmoral”), ocurre por la vía de la asepsia científico- 
técnica. Un científico no es responsable de la naturaleza o esencia del objeto que 
estudia. Por tanto, Maquiavelo sólo expone, objetiva verazmente el ser de lo político, 
tratando de lograr una descripción, lo más fiel posible, basada en la historia y sus 
vivencias como funcionario. Su labor, pues, no es prescriptiva, sino que pretende 
ser analítica, realista, de cómo ha sido y es el ejercicio del poder, a partir de lo cual, 
con un criterio prácticamente positivo, extrae los patrones y reglas del ser y la 
vivencia política. En resumen, para Cassirer y otros autores, Maquiavelo, de inmoral 
y persofinicación mal, pasa a ocupar el sitial científico y técnico en el ámbito de la 
política. 
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Quentin Skinner refuta esas apreciaciones, pues le resultan inaceptables. De 
acuerdo con Skinner, Maquiavelo defendió y estuvo del lado del concepto de libertad 
y del gobierno popular: 

...Maquiavelo sostiene la misma escala de valores en los Discursos. Esto 
hace que sea un tanto engañoso sugerir, como lo han hecho Cassirer y otros, 
que Maquiavelo no es más que ‘un científico y técnico de la vida política’, que 
desapasionadamente analiza y clasifica sus diversas formas... (1993, pág. 
184). 

Skinner privilegia entender a Maquiavelo como un republicano a favor del gobierno 
popular, a pesar de su clara afirmación en El Príncipe, según la cual: “’si ha de 
producirse un renacimiento’ en ‘un Estado que está en decadencia’, tendrá que ser 
hecho ‘por la virtü de alguna persona que por entonces viva, no por la virtü del 
pueblo en general’”. A lo cual añade: “Pero su actitud general en los Discursos hacia 
cualquier forma de gobierno monárquico es de marcada hostilidad” (1993, pág. 184). 

Resulta claro, pues, que, en un Estado en decadencia, en donde no existe la virtü 
de la mayoría, deberá ser la virtü de uno, la del príncipe, la que ponga las bases 
para el renacimiento de ese Estado. Con base en lo cual, por la importancia que 
Maquiavelo le asigna, cabe preguntar: ¿Qué es la virtü ? Este concepto, junto al de 
la “fortuna”, es clave para entender su pensamiento. Sin embargo, definirlo resulta 
problemático, pues el florentino no lo precisa, a pesar de que lo intenta a veces en 
sus obras, por lo que es necesario caracterizarlo con base en lo expuesto en sus 
escritos. Comencemos por afirmar, como lo exponen los estudiosos de este filósofo 
político, que virtü no es lo mismo que “virtud”: “...Maquiavelo no entendía por virtü 
nada parecido a esas virtudes cristianas que los humanistas de la época 
aconsejaban cultivar al gobernante y a sus súbditos” (Vallespín 2012b, pág. 118). 

Torres del Moral señala que el “primer ingrediente de la virtü” maquiavelana, 
término que preferimos para no decir “maquiavélica”, por la común connotación que 
tiene el mismo, “es la voluntad de poder” 23 (2017, pág. 105). Así, en los Discursos, 


23 Las negrillas corresponden al original. 
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capítulo 4 del libro III, el florentino expone que . .este deseo de reinar es tan grande 
que no sólo entra en los pechos de aquellos que pueden tener alguna esperanza de 
alcanzar la corona, sino también en los de quienes no esperan gobernar...” 
(Maquiavelo 2012, pág. 315-316). Pero, como señala Torres del Moral: “Poner a 
prueba esta voluntad de poder comporta un riesgo. Por eso sólo ios audaces lo 
hacen”. ¿Quiénes podrían ser así de audaces? Y Torres del Moral encuentra que 
esos rasgos de carácter corresponden, en la época de Maquiavelo, a cierta clase 
de hombres que han comenzado a aparecer en el escenario político (como los 
Médici): “Voluntad de poder, audacia, asunción del riesgo, he aquí tres típicos 
rasgos del burgués comerciante de principios del siglo XVI”. 24 Otros dos 
componentes importantes de la virtü, para los exégetas de Maquiavelo, son la fuerza 
(el león) y la astucia (la zorra) (2017, pág. 105). De este modo, el príncipe que posea 
las dotes de virtü para reconstruir un Estado que ha llegado a descomponerse, 
deberá, primero, poseer una auténtica ambición de poder, lo que deberá 
complementarse con la fuerza y la astucia, que le servirán como medios para 
alcanzarlo. Esto se traduce en El Príncipe en el uso del asesinato para la eliminación 
de contendientes, represión y todo medio que garantice obtener y preservar el poder 
(la fuerza), lo que se complementa con el engaño, la mentira, las falsas promesas 
(la astucia). Evidentemente, la virtü es un atributo personal, del príncipe en este 
caso, o bien, en forma contingente, puede corresponder a un pueblo. 

Pero, en el mundo real, no todo lo que acontece depende de la voluntad, el carácter 
y la decisión de los hombres, por muy bien dotados que se encuentren de virtü. 
Resulta innegable que existe la contingencia, lo impredecible, lo fortuito. Lo que en 
la Edad Media se llamó la Providencia, como un designio divino, y que ahora los 
contemporáneos de Maquiavelo, y él mismo, denominan con el término secular de 
“fortuna”. La fortuna representa para algunos “la renuncia de Maquiavelo a una 
comprensión total y global de la realidad”, en tanto, en opinión de otros, “nos 
hallamos ante un aspecto ‘mítico’... que sirve para nombrar lo desconocido” 
(Chabod y Cassirer), y un tercer grupo considera que la fortuna en Maquiavelo 


24 Las negrillas corresponden al original. 
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designa a un dios secularizado (Strauss) (Vallespín 2012b, pág. 120). En el capítulo 
XXV de El Príncipe, Maquiavelo afirma que: “...la fortuna es mujer, y si se la quiere 
tener sometida, es necesario castigarla y golpearla...”, tras lo cual agrega que 
“...como mujer, es siempre amiga de los jóvenes, porque son menos precavidos, 
más feroces y la dominan con más audacia” (2012b, pág. 138). 

A veces, pareciera que la fortuna es la verdadera fuerza que impera en el mundo, 
así lo plantea el florentino al comienzo del capítulo XXV de El Príncipe'. “Y no 
desconozco que muchos han opinado y opinan que las cosas del mundo están 
regidas de tal forma por la fortuna y por Dios, que los hombres, con su prudencia, 
no pueden modificarlas; bien al contrario, nada pueden hacer...” (Maquiavelo 
2012b, pág. 134). También lo dirá en los Discursos J el cual fue escrito más tarde y 
con más detenimiento, en el capítulo 29 del Libro II: “...Afirmo, pues, una vez más, 
que es muy cierto, como demuestran todas las historias, que los hombres pueden 
secundar a la fortuna, pero no oponerse a ella, que pueden tejer sus redes, pero no 
romperlas...” (Maquiavelo 2012a, pág. 292). 

Sin embargo, de nada serviría escribir sobre política, como lo hizo Maquiavelo, si 
los hombres estuvieran exclusivamente bajo el imperio de la fortuna; por el contrario, 
la virtü tendrá un carácter salvífico para los estados, es decir, repúblicas o 
principados, que se representa en la individualidad del príncipe o del gobernante. 
En los Discursos afirma (capítulo 31 del libro III) que: “...los hombres grandes son 
siempre los mismos, en toda situación que les coloque la fortuna, y si ella cambia, 
y unas veces los exalta y otras los hunde, ellos no varían, sino que siempre 
mantienen un ánimo firme, y tan acorde con su modo de vida, que cualquiera puede 
percibir fácilmente que la fortuna no tiene poder sobre ellos...” (Maquiavelo 2012a, 
pág. 405). 

Con base en lo expuesto, es factible concluir sobre algunos aspectos del 
pensamiento de Maquiavelo. Frente a la disyuntiva principado (monarquía) o 
república, el autor entiende que existen dos fuerzas poderosas que rigen el destino, 
en una concepción determinista. Una de ellas está representada por la virtü (ansia 
de poder respaldada por la fuerza y la astucia), la cual puede darse más fácilmente 
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en un individuo que en un pueblo. Si el Estado se ha corrompido, como ocurre en la 
época en la que vive Maquiavelo, la reconstrucción resulta más fácil que se dé a 
partir de la virtu de un individuo, el príncipe, pues es la vía más probable y factible, 
y no a través déla generalización de esa virtu, pues conllevaría más tiempo y 
dificultades. 

La otra fuerza que marca el destino de los hombres es la fortuna, lo que después, 
en el siglo XIX, habría de llamarse el sino o destino, que en forma casi fatal se 
impone como la poderosa corriente de un caudaloso río. Estas dos fuerzas 
-w'rtá/fortuna- pugnan entre sí, de manera continua. Sin embargo, la virtu otrece la 
posibilidad de salvación y, por tanto, el designio casi obligado para construir o 
reconstruir un Estado se encuentra, lógicamente, en el príncipe o líder, una figura 
heroica que vencerá, someterá o sabrá interpretar a la fortuna, volviéndola propicia 
a sus intenciones. Es, prácticamente, la reconstrucción del héroe clásico de la 
Antigüedad, en su manifestación griega o romana: un hombre regido por la virtud, 
fuerte, audaz, joven, osado, irreverente... ¿El prototipo del burgués? 

Desde esa perspectiva, existe continuidad entre el discurso de El Príncipe y el de 
los Discursos, virtu unipersonal es el común denominador, junto a la sabia 
interpretación de la fortuna, lo que determinará la construcción o reconstrucción de 
un Estado (república o principado). En cuanto a la preferencia entre una u otra 
opción, la circunstancia vivida en el momento que retornan los Médici motiva 
ensalzar al nuevo príncipe para que asuma su rol de héroe para la salvación del 
Estado (capítulo XVI de El Príncipe). En los Discursos, ante los acontecimientos de 
lo vivido, Maquiavelo dirige la vista, ante el fracaso de la gestión de los Médicis, 
hacia la opción republicana, un sueño en noche de verano, que sabe imposible en 
ese momento. 

Por tanto, a nuestro entender, son inaceptables, por unívocas, las diferentes 
interpretaciones sobre Maquiavelo, que pretenden encasillarle ya sea como “el 
maestro del mal, que persigue la destrucción de la moral cristiana”, como lo hizo 
Leo Strauss a mediados del siglo XX, al final de una larga lista de detractores, que 
comenzó con los contemporáneos del florentino (Vallespín 2012b, pág. 93); pero 
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tampoco la del “científico-técnico de la política”, con Cassirer a la cabeza, o bien, la 
del “republicano” convencido e incondicional de Skinner, entre otras que se han 
intentado sobre este filósofo de la política. Cada una de estas interpretaciones 
resulta apriorística y descontextualiza los momentos en que Maquiavelo escribió sus 
dos principales obras. 

Al parecer, es más equilibrado y aceptable lo expuesto por Hans Barón, ante lo 
irreconciliable que resulta la argumentación de El Príncipe y los Discursos, según lo 
cual: “...en el tiempo transcurrido entre la creación de estas dos visiones 
profundamente divergentes del mundo político, algo en el pensamiento del autor 
debió haber cambiado.. ,” 25 (1988, pág. 116-117). 

Esto que cambió fue la circunstancia política. Florencia vivió la experiencia 
republicana cuando los Médici fueron desterrados de la ciudad en 1494. Como se 
dijo, en 1512 volvieron con el apoyo del papa y del ejército español, y Maquiavelo 
salió del servicio público. Al año siguiente, fue apresado y torturado por vinculársele 
falsamente de participar en una conspiración contra los Médici (García Jurado 2013, 
pág. 171). 

Maquiavelo, ya retirado del gobierno, escribió El Príncipe, probablemente a finales 
de 1512. En el libro, a pesar de las múltiples referencias históricas que consigna, 
evitó mencionar y condenar de toda forma el gobierno que los Médicis habían 
realizado en Florencia en el siglo XV, probablemente con la intención de no herir 
susceptibilidades con los gobernantes de turno y así congraciarse con ellos para 
recuperar su puesto. En ese sentido, García Jurado expone: 

El príncipe está concebido para tratar de instruir a los Médicis y agradarlos, 
por lo cual es plenamente comprensible que Maquiavelo no aluda a muchos 
pasajes de la historia de Florencia en los cuales el papel de esa familia queda 
en entredicho o es abiertamente reprobable (2013, pág. 156). 

Como ha afirmado Antonio Gramsci: 


25 “...in the time which elapsed between the creation of these two profoundly divergent views of the 
political world, something in the author's thinking must have changed...” 
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...Maquiavelo es un hombre totalmente de su época y su ciencia política 
representa la filosofía de su tiempo que tiende a la organización de las 
monarquías nacionales absolutas, la forma política que permite y facilita un 
desarrollo ulterior de las fuerzas productivas burguesas... (Gramsci y Palos 
1999, pág. 27). 

Pero, como se mencionó antes, a Maquiavelo se le atribuye la paternidad de la 
política diplomática de la razón de Estado, o sea, la justificación de utilizar cualquier 
medio para poder privilegiar los intereses y conveniencias de ese gobierno. En tal 
sentido, tanto por razones personales, como por las firmes convicciones de que el 
Estado sólo podía ser construido o reconstruido a partir de la figura de un líder, un 
personaje salvífico, como lo es el príncipe que posee la virtü, proponemos que El 
Príncipe representa esa transigencia histórica, necesaria para esa coyuntura, que 
se ve expresada en esa obra. Es por eso que Maquiavelo calla, por de pronto, ante 
las máculas históricas de los Médicis en Florencia, y encomia el papel que un 
príncipe puede desempeñar para salvar a un Estado en descomposición (el fin 
justifica los medios). Por lo que, Maquiavelo, “...era un partidario abierto de los 
gobiernos republicanos cuando eran factibles, pero también podía aceptar y preferir 
los principados cuando las condiciones políticas y sociales del Estado lo 
requirieran...” (García Jurado 2013, pág. 160). De este modo: 

El término príncipe 26 significa en Maquiavelo algunas veces el jefe de un 
Estado monárquico o Principado, pero en la mayoría de sus páginas es el 
político que encarna el poder de modo personal y absoluto en el Estado, sea 
éste monárquico o republicano. Así, pues, también se puede ser príncipe de 
una República (Torres del Moral 2017, pág. 113-114). 

Como lo afirmó Gramsci, todo el libro de El Príncipe trata sobre “...cómo debe ser 
[ese personaje]... para conducir a un pueblo a la fundación del nuevo Estado...”, y 
en el capítulo final, el XXVI, “refleja su verdadera luz sobre la obra y hace de ella 
como un ‘manifiesto político’” (1999, pág. 14), en donde exhorta al príncipe a que 
libere a Italia, que se encontraba “más esclavizada que los hebreos, más sometida 


26 La negrilla corresponde al original. 
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que los persas, más dispersa que los atenienses”, afirma Maquiavelo, al punto de 
que se estaba “sin jefe, sin orden, vencida, expoliada, desgarrada, asolada, y... 
(había) soportado toda clase de calamidades...” (2012b, pág. 140). Este capítulo 
representa el fin de la obra, el punto central de toda la argumentación, se trata de 
conocer todos los medios para que un príncipe, poseedor de la virtü, pueda luchar 
contra la veleidosa fortuna que se ha ensañado sobre Italia. Es el argumento de un 
patriota, como con los siglos sería reconstruida la imagen de Maquiavelo, que 
exhorta, con sentido pragmático, al nuevo gobernante florentino. Y, como lo resume 
García Jurado, Maquiavelo, “...a pesar de ser partidario de los gobiernos 
republicanos, siempre estuvo dispuesto y buscó colaborar en el gobierno de los 
Médicis” (2013, pág. 172). 

Así, siguiendo esa preferencia, en los Discursos Maquiavelo enaltece todas las 
ventajas que tiene la república y el gobierno mixto. Ana Martínez Arancón, en el 
estudio introductorio que realizó para ese libro, resume las ventajas que Maquiavelo 
ve en la república: mira más por el bien común, el pueblo es libre, existe mucha más 
igualdad [Torres del Moral expresa que: “En la reducción, en última instancia, de los 
estratos sociales a sólo dos, Maquiavelo parece estar anticipando a Marx (2017, 
124)], todos tienen derechos y deberes (como la defensa de la patria, por lo que 
Maquiavelo propugna por ejércitos permanentes, como los habrá en los estados 
modernos), existe reparto de poderes entre los estamentos (atisbo de la división de 
poderes que desarrollará Montesquieu), se elimina el problema de la sucesión, no 
puede crecer dentro de ella una nobleza muy poderosa y ociosa y, por último, “en 
las repúblicas se respeta la ley, expresión objetivada de la voluntad colectiva” (idea 
básica para lo que será llamado más tarde el Estado de Derecho y la voluntad 
popular, como manifestación democrática) (Maquiavelo 2012b, pág. 15-17). 

1.1.3.1.2 Juan Bodino 

Otro aporte importante para lo que llegará a ser el liberalismo, lo realizó el francés 
Juan Bodino (1529/30-1596). En principio, Bodino era un jurista y elaboró un estudio 
histórico y comparativo del derecho, contraviniendo la acostumbrada devoción a los 
textos del derecho romano. Pero también gustaba de combinar la política, la historia 
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y la filosofía (Sabine 1976, pág. 298). Su obra Los seis libros de la República se 
publicó en 1576, cuatro años después de la masacre de la Noche de San Bartolomé, 
es decir, en un momento en el que se vivía una intensa confrontación religiosa en 
Francia (Bodin y Bravo Gala 2006, XXXVIII). Las razones que llevaron a Bodino a 
escribir la República fueron las siguientes: “Este libro fue motivado también por las 
guerras civiles y se escribió con el propósito franco de robustecer la posición del 
monarca” (Sabine 1976, pág. 297). 

Bodino pertenecía a un grupo de pensadores moderados, conocidos con el nombre 
de los políticos ( politiques ), “que veían en el poder regio el soporte fundamental de 
la paz y el orden”, por lo que “trataban de elevar al rey, como centro de la unidad 
nacional, por encima de todas las sectas religiosas y partidos políticos” (Sabine, 
1976, pág. 297). Esto, para un jurista, como lo era Bodino, y, por ende, un burgués, 
era una pretensión acorde a la estabilidad que necesitaba el Estado nacional 
francés, como condición para poder progresar. Laski lo expresa en los siguientes 
términos: 

La República, de Bodino... Es un tratado para evitar la anarquía, pues 
evidencia la necesidad, en toda sociedad política, de una autoridad suprema 
que dicte leyes a todos y que no las reciba de nadie. Fue Bodino el primer 
escritor del mundo moderno que vio esto: desde el momento en que ai Estado 
se le considera soberano, no puede haber quien legalmente le dispute su 
autoridad... (2013, pág. 41). 

Y “quien legalmente” le podía disputar su autoridad no era otra instancia que la 
Iglesia. Por lo que la doctrina de la soberanía de Bodino, junto a la razón de Estado 
aportada por Maquiavelo, bien podían operar conjuntamente a favor de los 
monarcas, pues: 

...les ofreció un arma contra las pretensiones del Sacro Romano Imperio 
universal y contra los demás Estados; a la vez la doctrina de la razón de 
Estado -que trataba de subordinar al individuo a las necesidades del Estado- 
Ies ofrecía un arma contra sus propios nacionales... (Bodenheimer y Herrero 
1994, pág. 153). 
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Es por eso que Bodino aspira, como ha dicho Laski, a un Estado secular, pero bajo 
“ciertos principios a los cuales debe ceder la primacía”. Estos son “la Ley Divina, las 
leyes fundamentales de la República y aquella ‘ley natural’ que prohíbe al príncipe 
despojar la propiedad de sus súbditos” (Lasky y Miguélez, 2013, pág. 42). 

Roll resume la importancia de la teoría de la soberanía en los siguientes términos: 

...En Los seis libros de la República (1576) sentó las bases de la teoría 
relativa a la necesidad de una autoridad soberana central. Quería que ésta 
fuese secular. En otras palabras, deseaba el Estado soberano moderno, que 
iba a ser fuente de todo derecho y de todo orden. Pero advertía los peligros 
de la autoridad ilimitada. (2014, pág. 82). 

Los elementos anteriormente consignados irán configurando nuevas bases de 
sustentación para el poder político y la legitimidad económica y social: laicidad, 
justificación del enriquecimiento, racionalización y positivización de la teoría del 
Estado, centralización y límites al poder. Con el tiempo, ese conjunto de elementos 
coadyuvará al establecimiento del Estado nacional o Estado nación que se afincará 
de manera definitiva en el siglo XIX. 

Además, como aportes adicionales, Bodino dio gran importancia al derecho de 
propiedad privada y consideraba útil la libertad de comercio, con lo cual captó una 
posible confrontación entre el Estado y la sociedad, por lo que buscó una teoría que 
basara el actuar de las autoridades en el consentimiento de los súbditos, 
configurándose, de este modo, como un precursor del liberalismo (Roll et al. 2014, 
pág. 83), pero también del constitucionalismo. 

Bobbio da gran importancia a Los seis libros de la República, al punto de expresar 
que: “sin exageración es la más amplia y sistemática obra de teoría política después 
de la Política de Aristóteles” (2001, pág. 80). Sin embargo, para Sabine, la 
apreciación de la obra bodiniana es muy otra: “La República y, en general, todos 
sus libros están mal organizados y dispuestos, llenos de repeticiones y son 
inconexos, aunque en algunas de sus partes resultan claros e interesantes... era 
más bien un anticuario que un historiador filosófico” (1976, pág. 299). 
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En todo caso, la voz de Bodino, expresada en la República, resuena con el reclamo 
de una demanda ineludible para la realidad de la época. Se trata de lo siguiente: 

...En el siglo XVI es una edad en que se forjaron nuevos principios legales 
para llenar las necesidades de una sociedad nueva, principios que pueden 
mirarse desde dos puntos de vista. Desde un ángulo son la cuna del derecho 
internacional en su sentido moderno, esto es, de un derecho que regula las 
relaciones entre los Estados vistos como unidades efectivas. Desde otro lado, 
el derecho público empieza a diferenciarse constantemente del privado, con 
el que, en el régimen feudal, se había confundido estrechamente... (Laski y 
Miguélez 2013, pág. 47-48). 

Ambos aspectos serán fundamentales para el establecimiento de la realidad que 
será el Estado nacional. Por un lado, se requiere que los Estados se independicen 
de la tutela de la Iglesia, con sus pretensiones universales de dominación y 
sancionamiento del poder, sobre la base del Derecho divino que lo legitimaba, lo 
que será posible con el derecho internacional. Además, los estados deben 
desarrollar relaciones entre iguales, autónomas, soberanas, sin mediación de otra 
instancia terrenal o de pretensión divina. 

En cuanto a la separación del derecho público y privado, es fundamental, a la luz 
de las nuevas relaciones de producción y de reconocimiento del concepto de 
propiedad -la privada-, establecer ámbitos diferenciadores entre ambas realidades. 
En otros términos, se comienza a expresar la necesidad de delimitar las 
competencias del poder estatal y de la libertad privada, lo que será fundamental en 
el Estado moderno. Y es por ello que adquiere gran relevancia el rescate de la 
tradición jurídica romana para el diseño de esa nueva sociedad, diferente a la feudal. 
Sobre esto, Castoriadis ha señalado que “la cuestión del imperio de la ley en Roma, 
la idea misma de la legalidad: fue este punto el que obnubiló a los observadores” 
modernos, a partir del Renacimiento (2012, pág. 32), lo que llevó al rescate de esa 
antigua tradición jurídica. 
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El respeto a la propiedad sí representa para Bodino, entre muchos otros hombres 
burgueses de su tiempo, un límite para el poder soberano. Sobre esto, Laski 
comenta: 

...La atribución de una santidad especial a la propiedad privada, de manera 
que su control ha de hacer, finalmente, del consentimiento de la ley, es el 
resultado de su conocimiento de que los hombres nunca están más 
dispuestos a luchar que cuando se imaginan que su propiedad peligra... 
(2013, pág. 42) 

Reconocimiento de la soberanía, secularidad, respeto a la ley natural, civil y 
especialmente a la propiedad privada y al orden jurídico, son los aportes 
fundamentales de Bodino en la construcción de la futura doctrina liberal. 

1.1.3.1.3 Francis Bacon 

En la lista de quienes abonaron con sus ideas para el desarrollo de lo que más tarde 
sería el liberalismo, figura a continuación, entre otros, el inglés Francis Bacon (1561 - 
1626), promotor del empirismo. “Bacon dio el imprimatur (sic.) filosófico a la 
autoridad del Estado”, ha afirmado Eric Roll (2014, pág. 83). Apoyaba la autoridad 
secular, lo que expresaba a través del respaldo a la monarquía, a la cual 
consideraba una institución natural. Esto sirvió de base a lo que más tarde sería 
conocido con el nombre del “derecho divino de los reyes” que devendría en el 
absolutismo monárquico. Con ello: 

Se atribuía al soberano absoluto el papel de juez supremo, que no se detenía 
ante prejuicios ni leyes y estaba por encima de las facciones sociales en 
pugna. Ésta es la quintaesencia política de la época; esta es la autoridad que 
iba a tomar el lugar del disgregado sistema feudal (Roll et al. 2014, pág. 84). 

Debe tenerse presente, insistimos, que el sistema feudal se basaba en el ejercicio 
del poder local por parte de señores, lo que significaba una proliferación de hombres 
fuertes que conducían los asuntos de su territorio para el cobro de peajes, tributos, 
exacciones de todo tipo, realización de la guerra, etc. Es por ello por lo que, en 
medio de ese escenario de falta de unidad en el ejercicio del poder para grandes 
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territorios, la solución de un monarca que lo unificara resultaba atractiva, oportuna 
y necesaria para la época. El rey o monarca confiscaría, centralizando, el poder de 
los señores feudales, dándole así unidad y coherencia al mismo, para concluir con 
la discrecionalidad y arbitrariedad típicas del feudalismo. Este poder centralizado 
serviría de preludio para la construcción de lo que más tarde será el Estado 
nacional, que en adelante representará la forma típica de organización moderna del 
poder público para Occidente. 

Abandonando la tendencia a interpretar el Estado apelando a las fuerzas 
sobrenaturales, se plantea, para la época de Bacon, una concepción inmanente del 
mismo. De acuerdo con Heller: “...la concepción inmanente... (del Estado) implica 
hacerlo derivar de la ‘naturaleza humana’” (2015, pág. 57). 

A través del sistema de conocimiento denominado “natural”, aparecido durante el 
Renacimiento, se pretendió derivar tanto la religión como la moral, el derecho y el 
Estado, “de la conexión causal condicionada, al menos en parte, por el mundo 
exterior, y que en el hombre opera” (Heller, 2015, pág. 57). Además: 

...La concepción matemático-mecánica del mundo, que tantos triunfos se apuntó 
con Kepler y Galileo, aparece trasladada por Bacon a la esfera de la sociedad 
humana. La doctrina natural del Estado, así nacida, concebía la naturaleza humana 
como un esquema, regulado por leyes, de diversas “fuerzas” o “facultades” 
constantes del hombre, siendo esas fuerzas las que, bajo el influjo del “medio”, es 
decir, de la geografía, la economía, la técnica, etc., creaban el Estado. Este 
esquema fundamental, en cuanto objetivo de una concepción inmanente de lo 
social, se ha mantenido sustancialmente hasta hoy, no obstante sus muchas y aun 
radicales transformaciones (Heller 2015, pág. 57). 

Adicionalmente, hay que decir que Bacon se sintió identificado con Maquiavelo, 
pues, como ha dicho Ernst Cassirer: 

Bacon descubrió en Maquiavelo un espíritu emparentado al suyo; vió (sic.) en 
él al filósofo que había roto con todos los métodos escolásticos y había 
tratado de estudiar la política de acuerdo con métodos empíricos. “Debemos 
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mucho a Maquiavelo y a otros escritores de esta clase, dice Bacon (en De 
argumentis scientiarum, lib. Vil, cap. II, sec. 10), los cuales manifiestan o 
describen claramente y sin ficción lo que los hombres hacen, y no lo que 
debieran hacer” (Cassirer y Nicol 2004, pág. 142). 

Bacon se siente identificado con el realismo de Maquiavelo, lo cual es una 
manifestación del reclamo por concepciones más apegadas al ser social, a la verdad 
de lo que sucede, y esto contraviene las tradicionales visiones moralizantes y 
religiosas de la época. Sin embargo, también se aspira a una transformación, a un 
deber ser, sustentado en la práctica, que se base en la razón; se apela, además, al 
logro del bien común, a la abolición de los privilegios, a un ejercicio del poder más 
congruente e inclusivo con los intereses de los otros, o sea, los de los no 
privilegiados por el sistema de los órdenes feudales. 

1.1.3.1.4 Tomás Hobbes 

Después de Bacon, abonará a la construcción del liberalismo el inglés Tomás 
Hobbes (1588-1679), quien abandona el concepto del “derecho divino” como fuente 
legitimadora del poder monárquico. Su aportación se dirige a fortalecer el principio 
de soberanía del Estado, por lo que dio gran importancia a la coerción como aspecto 
fundamental para la organización del Estado, planteó que el poder de los reyes no 
provenía de Dios, sino de la naturaleza del cargo que ocupaban. La postura de 
Hobbes para comprender a los hombres, partió de bases individualistas; reconoció 
con Maquiavelo que el móvil de las personas es el egoísmo y que el contrato 
mediante el cual los individuos se sometieron al poder del rey tuvo por base ese 
mismo egoísmo (Roll et al. 2014, pág. 84-85). Su proclividad monárquica sufrió un 
duro golpe cuando Carlos I, a quien conocía personalmente, fue decapitado e 
inmediatamente devino para el reino inglés la subsecuente crisis en el poder, cuyo 
símbolo de rebelión fue Oliver Cromwell. 

Hobbes, como teórico político, concluye respecto a lo que es el hombre que: “De 
manera que doy como primera inclinación natural de toda la humanidad un perpetuo 
e incansable deseo de conseguir poder tras poder, que sólo cesa con la muerte...” 
(1994, pág. 87). De lo cual deviene que: “La competencia por alcanzar riquezas, 
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honores, mando o cualquier otro poder, lleva al antagonismo, a la enemistad y a la 
guerra” (Hobbes y Mellizo 1994, pág. 87). Así, el hombre es para Hobbes un ser 
“íntimamente egoísta y malvado” (Bodenheimer y Herrero 1994, pág. 157). 

Además, en su concepción sobre el poder, se inclina por la indivisibilidad de la 
soberanía, por lo que es contrario a la idea que más tarde tendría tanto auge: la 
división de poderes. Así lo afirma Norberto Bobbio: “Para Hobbes, un punto 
inamovible es que el poder soberano no puede ser dividido más que a riesgo de 
destruirlo” (2001, pág. 102). En prueba de lo cual encontramos en De Cive, otro libro 
escrito por Hobbes, la siguiente afirmación: “...que la autoridad suprema puede 
dividirse es para los Estados una doctrina fatal en grado sumo” (2000, pág. 200). 

Por lo expuesto, es por lo que a Hobbes se le conoce como el defensor del poder 
absoluto monárquico, de conformidad con el cual la soberanía es plena y se 
encuentra encarnada de manera unipersonal en el rey. Además, según su 
concepción, el pacto original de fundación del Estado es indisoluble e 
inquebrantable. Sólo así, bajo absolutismo y pleno sometimiento, es posible 
alcanzar la paz y el orden, y lograr que el conglomerado de personas pueda dejar 
de ser una muchedumbre, para vivir y convertirse en una sociedad civil. 

Fernando Vallespín, en la parte final del análisis que realiza sobre los aportes de 
este autor, afirma que: “Hobbes es el primero en desprenderse de un modo radical 
de las losas metafísicas y ontológicas, y el primero en ofrecer una teoría de la 
legitimidad racional, pero es también el iniciador de la «cultura del despotismo»” 
(Vallespín 2002, pág. 316). 

A lo anterior, cabe agregar, como nota significativa de parte de un liberal, lo dicho 
por Norberto Bobbio, para quien: “Hobbes es el más grande filósofo político de la 
época moderna antes que Hegel” (2001, pág. 102). 

Irónicamente, siendo Hobbes un clérigo, sostuvo que no era el derecho divino la 
fuente que legitimaba el poder monárquico. Continuó en el desarrollo del concepto 
de soberanía, la que reconoce indivisible, pero también abonó al uso de la coerción 
en el ejercicio del poder, con lo cual se adhiere y avizora al absolutismo que ocurrirá 
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mucho más tarde, ya en la modernidad. Dentro dei orden de desarrollo y aporte a la 
concepción liberal, reconoce a los hombres como seres egoístas, que tienden al 
individualismo. Asimismo, se suma a los autores contractualistas, que aseguran que 
la base para la fundación de la sociedad civil tiene por base un pacto entre los 
hombres, lo que será sumamente enriquecedor tanto para el liberalismo como para 
el futuro constitucionalismo, ya que servirá para delimitar y contener el poder, y, 
posteriormente, para establecer ciertos derechos y obligaciones entre los 
contratantes. La concepción antropológica de Hobbes es que el hombre siempre 
aspira y busca hacerse del poder, lo cual sólo culmina con su muerte. Sobre la base 
de esta aspiración, anuncia otro aspecto que será fundamental para el liberalismo: 
la competencia que existe entre los hombres. Ésta, llevada al ámbito económico, 
representa la premonición del tema del mercado que desarrollarán los autores del 
siglo XVIII y XIX, lo que devendrá también en el reconocimiento de que existe 
antagonismo y confrontación entre los hombres (lo que más tarde será elevado a 
virtud, conforme la lógica de la competencia mercantil). 

1.1.3.1.5 John Locke 

Eric Roll y Norberto Bobbio consideran a John Locke (1632-1704), a quien se le 
pondera como el “padre del liberalismo clásico”, como el pensador más rotundo en 
el desarrollo del pensamiento político, después de Hobbes. Locke realizó su aporte 
durante la época que se conoce en la historia con el nombre de la Gloriosa 
Revolución inglesa. En ella, el parlamento inglés logró sentar las nuevas bases para 
el ejercicio del poder, las cuales perduran hasta nuestros días, al punto de controlar 
al monarca financieramente para ganar poder, hasta en el goce de las rentas que 
utilizaba para su sustento. 

De acuerdo con Norberto Bobbio: “La teoría política más importante que viene 
después [de Hobbes] es la de John Locke, expuesta en los Dos ensayos sobre el 
gobierno c/V/7(1680)” (2001, pág. 107). Si en Hobbes se encuentra una apasionada 
defensa de la unidad e indivisibilidad que debe tener la soberanía, Locke realizará 
un análisis más inclusivo: 
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Locke pasa a la historia como el teórico de la monarquía constitucional, es 
decir, de un sistema político basado en la doble distinción entre dos 
componentes del Estado, el parlamento y el rey, y entre dos funciones que 
les corresponden, la legislativa y la ejecutiva. Distingue, en cuanto el poder 
legislativo, que su poder emana del pueblo, al que representa; en tanto el 
poder ejecutivo es delegado por el parlamento al rey. Una constitución de 
este tipo no es un gobierno mixto en el sentido tradicional de la palabra (y por 
lo demás tampoco Locke lo considera así); es una constitución que se podría 
llamar, de acuerdo con la interpretación bodiniana, democrática-monárquica, 
o sea, una constitución en la cual la soberanía del Estado pertenece al 
pueblo, y el gobierno, entendido como ejercicio del poder ejecutivo, al rey. 
(Bobbio y Santillán 2001, pág. 106-107). 

Locke tenía 56 años ai momento de darse la revolución inglesa. Evidentemente, era 
de filiación whig, es decir, contrario al partido realista, pues, como lo ha expresado 
brevemente Gaetano Mosca: “el Ensayo sobre el gobierno civil, de Locke, es la 
justificación doctrinal de la revolución inglesa de 1688” (2008, pág. 248). Hobbes 
pretendió defender, en su oportunidad, el absolutismo, en respuesta a las 
circunstancias ocurridas durante el régimen de Carlos I. Locke, por su parte, vivió el 
momento histórico en que se padecen las consecuencias del absolutismo 
establecido por Jacobo II, por lo que ve, como única alternativa viable, y realizada 
históricamente en ese momento, el establecimiento de un régimen de monarquía 
constitucional, con amplios poderes radicados en el Parlamento, en desmedro dei 
poder regio. De esa cuenta, a Locke se le identifica como parlamentarista en abierta 
y clara oposición a los realistas: 

...fue en la monarquía constitucional donde el racionalismo encontró su 
expresión política. Según Locke, la libertad sólo debe restringirse para 
conservarla. Su base era la propiedad, adquirida por laboriosidad y razón y 
con derecho a la seguridad que pudiera darle el Estado. He aquí una filosofía 
adecuada a las nuevas condiciones económicas (Roll et al. 2014, pág. 85- 
86 ). 
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De acuerdo con Bertrand Russel, el Primer ensayo sobre el Gobierno Civil de Locke 
constituye el esfuerzo por desarrollar “la primera exposición comprensiva de la 
filosofía liberal” y “con ésta el desmoronamiento de las doctrinas que sustentan el 
absolutismo” (Guerrero, pág. 15). 

Locke, en esa labor original de sustentar lo que será el liberalismo, entiende que 
existe una división de clases en la Inglaterra de su tiempo, lo que se ve claramente 
expresado al pronunciarse sobre las necesidades educativas de los niños: 

“Los conocimientos y la ciencia en general -escribió- son privilegio sólo de 
quienes disponen de medios y tiempo”... para Locke el mundo ya está 
dividido en dos clases fundamentales: ricos y pobres. Para unos, el fin de la 
enseñanza es la adquisición de una habilidad para gobernar, sea los negocios 
del Estado, sea sus asuntos privados; el fin de la existencia para los otros es 
una obediencia pía y útil (Laski y Miguélez 2013, pág. 80). 

La necesidad de contar con educación, de este modo, se encuentra condicionada 
también por la propiedad, por una posición de clase. Quienes no la poseen no deben 
aspirar a realizarse como personas únicamente a través de la virtud de la 
obediencia. Con ello se establece una nueva visión y legitimación sobre la 
necesidad de contar con educación, diferente a la feudal, según la cual debe 
educarse aquel que posea riqueza, patrimonio suficiente que lo justifique y, por 
tanto, que necesita de la educación para lograr acceder al poder (la educación es 
una condición para ello). 

El acceso al poder requiere de una educación formal -según afirma Locke-, pero, a 
su vez, la educación es un privilegio exclusivo para quienes disponen de “medios y 
tiempo”, es decir, para los propietarios. Por lo que, evidentemente, el poder es 
también un patrimonio que atañe en exclusiva a los propietarios. En ese sentido, 
resulta válida la afirmación de Bobbio, consignada supra, en cuanto a que el 
liberalismo se opone tanto al totalitarismo como también al estado social. El estado 
social, como oportunamente se verá, busca una condición de igualdad, de 
equiparación, de logro de la llamada por Aristóteles justicia distributiva, de 
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compensación frente a las diferencias naturales y sociales que están dadas para un 
individuo y las personas en su conjunto, con miras a posibilitar su realización. 

En palabras que recapitulan la relación entre liberalismo y Estado, Eric Roll afirma: 

La aparición de la filosofía de Locke a fines del siglo XVII revela que el nuevo 
Estado empezaba a ser visto como lo que realmente era: la criatura del poder 
económico, no menos que su amo (Roll et al. 2014, pág. 86). 

George Sabine señala un aspecto importante en el pensamiento de Locke, que será 
seminal para el desarrollo del constitucionalismo: “...Tanto el gobierno como la 
sociedad existen para mantener los derechos del individuo, y la inviolabilidad de 
tales derechos es una limitación a la autoridad de ambos...” (1976, pág. 388). Sin 
embargo, Locke sabe que existen, al menos, dos clases en la sociedad, por lo que 
“mantener los derechos del individuo” y “la inviolabilidad de tales derechos” son 
afirmaciones discursivas a las que falta la calificación de que se refiere a los 
derechos de los propietarios. 

El tema de los derechos naturales, en particular el de la propiedad, es fundamental 
en la teoría de Locke: 

De la teoría del origen de la propiedad privada sostenida por Locke se sigue 
que el derecho es anterior aun a la sociedad primitiva que describe como 
estado de naturaleza. Como él mismo dice, la propiedad existe “sin pacto 
expreso de todos los individuos”. Es un derecho que todo individuo lleva a la 
sociedad en su propia persona, del mismo modo que la energía física de su 
cuerpo. De ahí que la sociedad no cree el derecho, y salvo dentro de ciertos 
límites no pueda ciertamente regularlo, porque tanto la sociedad como el 
gobierno existen, al menos en parte, para proteger el derecho privado de 
propiedad anteriora ellos... (Sabine 1976, pág. 389-390). 

La propiedad es anterior a la existencia de la sociedad y no es un derecho creado 
por reconocimiento social o del Estado, es anterior a la sociedad misma; se trata de 
un derecho originario, natural, un atributo de la persona, como lo es su propia 
energía. La propiedad se vuelve el epicentro tanto para la sociedad como para el 
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Estado, pues ambos deben cumplir, como fin, con la protección de ella. Además, 
como se dijo, la posesión de propiedad, su cuantía, es decir, la riqueza, condiciona 
y justifica la necesidad de educación; de lo contrario, simplemente se espera de la 
persona obediencia y sumisión para cumplir con sus quehaceres, es decir, 
conformismo con el trabajo que, como no propietario, le toque realizar para 
sobrevivir. Locke, de este modo, retoma el concepto de virtud platónico, según el 
cual cada quien posee un sino, un propósito, un destino, y el deber moral es 
ajustarse pasivamente al mismo, conformarse con lo que la vida o los dioses han 
establecido para las diferentes clases de hombres. Sin embargo, ahora, a diferencia 
de lo establecido por Platón, la virtud no radica en el intelecto del filósofo o las 
cualidades personales dadas por los arcanos o los dioses, sino en la riqueza. Esta 
hará tabla rasa entre los hombres, definiendo cuál será su destino y consecuente 
rol en la sociedad civil. La virtud, desde esta perspectiva, radica en aceptar que los 
extremos de riqueza y pobreza definen el destino de los hombres: el acaudalado 
burgués será líder, educado y gobernante; los demás, deberán cumplir con la 
obediencia a la que los obliga carecer de riqueza, su destino es acatar y someterse. 

Para la época de Locke, su propuesta de enaltecimiento de la propiedad privada no 
era el orden general de las cosas. Para nosotros, nacidos dentro de un sistema en 
donde prevalece la propiedad privada, resulta bastante extraño comprender que la 
forma predominante de propiedad medieval era la comunitaria. Sin embargo, para 
Locke, el derecho natural por antonomasia es la propiedad: 

... La expresión que emplea con mayor frecuencia al enumerar esos derechos 
es “vida, libertad y posesiones” (estáte). Sin embargo, empleó 
frecuentemente la palabra “propiedad” ( property ) donde parece querer 
significar cualquier derecho, y como fue la propiedad el único derecho natural 
que examinó in extenso, era inevitable que destacara como el derecho típico 
y más importante. En cualquier caso, concebía todos los derechos naturales 
siguiendo la misma línea que la propiedad, es decir, como atributos del 
individuo, nacidos con él y, por ende, como títulos inviolables tanto frente al 
gobierno como frente a la sociedad (Sabine 1976, pág. 390). 
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Todos estos rasgos son útiles para comprender que Locke es fundamental para la 
construcción de la doctrina liberal, pues su propuesta se basa en el individualismo, 
la propiedad privada, el condicionamiento para que la sociedad y el Estado -como 
deber- protejan los derechos naturales, en particular la propiedad, así como el límite 
que debe existir al poder estatal. Se trata de la ideología de la nueva clase que 
emerge, la burguesía. El liberalismo por el cual propugna Locke, para decirlo 
brevemente, es la expresión del pensamiento burgués que reclama para sí un nuevo 
orden, cuyo epicentro será el hombre de fortuna y emprendedor. 

De acuerdo con Edgar Bodenheimer, Locke, junto a Montesquieu, pertenece a la 
segunda fase de desarrollo de la escuela del Derecho Natural: 

La segunda época -que comienza aproximadamente con la Revolución 
puritana de 1649- está caracterizada por una tendencia hacia el capitalismo 
libre en la economía y al liberalismo de la política y la filosofía. A este período 
corresponden las opiniones de Locke y Montesquieu. La tendencia dominante 
de esta época era garantizar los derechos naturales de los individuos contra 
las invasiones indebidas por parte de los gobernantes, mediante una 
separación de poderes (1994, pág. 154). 

Gaetano Mosca afirma que: “Juan Locke... personifica la tendencia liberal, opuesta 
a la absolutista de Hobbes”. Y reafirma la idea de que Locke trata de justiciar la 
revolución triunfante: “...Su Ensayo sobre el gobierno civil fue publicado en 1690, 
menos de dos años después de la segunda revolución inglesa, acaecida a fines de 
1688, y era natural que, a tan poca distancia de tiempo un escritor de asuntos 
políticos tratase de justificar o de condenar la mencionada revolución: Locke la 
justificó” (Mosca y Legaz Lacambra 2008, pág. 246). 

Locke retomará algunos de los argumentos de Hobbes relativos al estado de 
naturaleza y del pacto social, que por lo demás eran compartidos por muchos 
autores de la época: 

En su Ensayo sobre el gobierno civil parte de la misma hipótesis de Hobbes, 
es decir, de la concepción del estado de naturaleza y del consiguiente pacto 
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social (concepción, como se ha dicho, común a muchos escritores de los 
siglos XVII y XVIII); pero llega a conclusiones opuestas. Locke, en efecto, no 
admite aquel temeroso y terrible bellium omnium contra omnes descrito por 
su antagonista, sino que sostiene que el hombre, incluso en el estado de 
naturaleza, conserva la razón que está frenada por sentimientos de equidad 
natural, por lo que, naturalmente, toda (sic.) individuo puede conservar la 
libertad personal y gozar de los frutos del propio trabajo (Mosca y Legaz 
Lacambra 2008, pág. 246-247). 

De manera que Locke niega la condición de guerra que supuso Hobbes en el estado 
de naturaleza. Los hombres no se atacaban ni destruían indefectiblemente al 
encontrarse en ese estado. Por el contrario, aún en ese remoto pasado, en el 
hombre existía la razón y poseía sentimientos de equidad natural que aseguraban 
tanto la libertad como el goce de los frutos del trabajo (propiedad). Hay, pues, en 
esta reinterpretación, un giro fundamental respecto a la hobbsiana, el hombre no es 
malo ni perverso por naturaleza. Más bien, aun en estado de naturaleza, al hombre 
lo anima la razón y los valores naturales que se dirigen al respeto de los derechos 
que Locke considera básicos, inherentes a las personas: la vida, la libertad y la 
propiedad. 

Con el propósito de garantizar el respeto y ejercicio de tales derechos es como se 
justifica el aparecimiento de la sociedad civil, es decir, el Estado, mediante la 
renuncia de una parte de los mismos: 

...Sólo falta la autoridad capaz de garantizar estos derechos, y por esto los 
individuos han consentido en despojarse de una parte de sus derechos, 
confiriendo al Estado la facultad de juzgar y de castigar, así como la misión 
de la defensa exterior... (Mosca y Legaz Lacambra 2008, pág. 247) 

La fórmula para la renuncia de esos derechos ocurre mediante un contrato o pacto: 

...Esta delimitación de los derechos individuales acaece por medio de un 
contrato, y quien está investido con la pública autoridad no puede prevalerse 
de ésta a su arbitrio, pues su misma autoridad le ha sido confiada para la 
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tutela de los derechos de los particulares, y si abusa de ella y viola el contrato, 
el pueblo asume de nuevo su soberanía originaria que, dicho en otros 
términos, significa que puede legítimamente rebelarse (Mosca y Legaz 
Lacambra 2008, pág. 247). 

Por tanto, Locke acepta la fórmula contractual para la renuncia de ciertos derechos, 
al igual que Hobbes. Sin embargo, desde este nuevo enfoque, quien haya de recibir 
y ostentar la autoridad no puede arbitrariamente valerse de ella, pues la misma se 
ha instituido para la protección de los derechos de los particulares, se encuentra 
condicionada a ese fin. En el eventual caso de abuso, no existe, como en Hobbes, 
imposibilidad de actuar revocando el contrato, sino que los súbditos (el pueblo), 
siempre, poseen el legítimo derecho de recuperar su soberanía y deponer al 
monarca, es decir, se reservan poder ejercer el derecho de rebelión. 

Todo esto, evidentemente, encuadra a cabalidad con lo sucedido en Inglaterra 
durante el régimen de Jacobo II. Se puede considerar una racionalización y 
justificación doctrinaria de lo acontecido con la monarquía inglesa durante la 
Revolución de 1688. Pero, además, representa, como legado político para el futuro, 
la fundamentación de un nuevo concepto laicizado, secular, del poder, que 
propende a la transferencia de la soberanía unipersonal a la colectiva, en este caso 
representada por el parlamento inglés (si bien un grupo elitista, que comienza a 
cimentar las bases de la representación popular). 

Locke formula, en principio, como justificación del derecho de propiedad, el que todo 
individuo tiene derecho natural a gozar de los frutos del propio trabajo. Esta idea del 
derecho de propiedad y del valor sobre la base del trabajo tiene antecedentes en 
pensadores griegos como Aristóteles, y sería desarrollada casi un siglo después, en 
la ciencia económica, por Adam Smith y, posteriormente, por David Ricardo, 
mediante lo que se conoce como la teoría del valor trabajo. De igual manera, sería 
fundamental en el pensamiento de Carlos Marx. 

Los hombres, según afirma en el capítulo IX del Segundo ensayo sobre el gobierno 
civil, se unen para formar la sociedad política y el gobierno: “para la preservación 
mutua de sus vidas, libertades y posesiones, es decir, todo aquello a que doy el 
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nombre general de 'propiedad'” (Locke y Piña 2004, pág. 89). Y a continuación 
afirma sobre cuáles son las razones para que se constituya el Estado: “Por lo tanto, 
el grande y principal fin para que los hombres se unan en Estados y se sometan a 
gobiernos es la preservación de su propiedad, hecho para el que faltan muchas 
cosas en el estado de naturaleza” (Locke y Piña 2004, pág. 89-90). Sobre esto, 
cabe preguntarse, ¿qué es lo que falta en el estado de naturaleza para la 
preservación de la propiedad? A lo que Locke responde: 

Primero, falta una ley establecida, fija y conocida, recibida y aceptada por 
consentimiento común para actuar como patrón de lo bueno y lo malo y como 
criterio para decidir en todas las controversias que surjan entre los hombres... 
Segundo, en el estado de naturaleza falta un juez conocido e imparcial, con 
autoridad para decidir todas las diferencias según la ley establecida... 

Tercero, en el estado de naturaleza a menudo falta poder para respaldar y 
apoyar la sentencia cuando es justa y para darle su debida ejecución (Locke 
y Piña 2004, pág. 90). 

Al señalar estos tres elementos que faltan en el estado de naturaleza, Locke 
establece lo que más tarde se conocerá como la división o separación de poderes. 
Mario de la Cueva comenta al respecto: 

Al determinar en el capítulo noveno del ensayo segundo aquello que falta en 
el estado de naturaleza, Locke precisó la teoría de la separación de poderes: 
lo primero que falta es una ley autorizada por común consentimiento, que 
sirva para decidir las controversias, pensamiento que es la causa del poder 
legislativo. El segundo poder es la judicatura, porque en el estado de 
naturaleza “falta un juez conocido e imparcial, con autoridad para determinar 
las diferencias según la ley establecida”. Por último, Locke menciona al poder 
ejecutivo, pues “en el estado de naturaleza falta a menudo el poder que 
sostenga y aplique la sentencia, si ella fuere recta” (1996, pág. 77-78). 

Un pensador de línea ideológica totalmente diferente a la de Mario de la Cueva, 
como lo es Gaetano Mosca, también reconoce en Locke la propuesta de separación 
de poderes: “A él se debe la casi completa elaboración de la teoría de los tres 
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poderes fundamentales, que poco después iba a ser desarrollada con algunas 
modificaciones por Montesquieu” (2008, pág. 248). 

Existe un aspecto clave en la limitación del poder regio que plantea abiertamente 
John Locke, y que se resuelve con la división de poderes. Se trata del espinoso 
tema de los impuestos. Sobre el particular, Inglaterra, a lo largo de su historia y del 
desarrollo del constitucionalismo, había tenido este tema como algo muy sensible 
para limitar el poder del soberano: 

...Así como la propiedad privada no es una creación del Estado, los 
impuestos que la gravan deben ser aprobados por el Parlamento, al que la 
sociedad confía el mandato de tutelar sus derechos (Mosca y Legaz 
Lacambra 2008, pág. 248). 

También deben considerarse otros elementos adicionales para la mejor 
comprensión del pensamiento lockeano, como, por ejemplo, el momento histórico 
que le tocó vivir en Inglaterra: 

Como se ve, en el Ensayo sobre el gobierno civil, de Locke, es la justificación 
doctrinal de la revolución inglesa de 1688. Y conviene recordar, por último, 
que, en esta obra, Locke, incidentalmente, se muestra contrario al sufragio 
universal (Mosca y Legaz Lacambra 2008, pág. 248). 

Los derechos, para Locke, para insistir en el tema, van íntimamente asociados a la 
propiedad. Así lo expone cuando se refiere a los esclavos en el capítulo Vil, párrafo 
85, en el Segundo ensayo sobre el gobierno civil, determinando, a la vez, cuál es el 
fin principal de la sociedad civil: 

... Pero hay otro tipo de siervos a los que llamamos esclavos, quienes, por ser 
cautivos tomados en una guerra justa, están por derecho natural, sometidos 
al dominio absoluto y el poder arbitrio de sus amos. Como he dicho, al haber 
renunciado estos hombres a su vida y, junto con ella, a sus libertades; y 
habiendo perdido sus bienes al pasar a un estado de esclavitud, no son 
capaces de tener propiedad alguna y no pueden ser considerados parte 
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de la sociedad civil, cuyo fin principal es la preservación de la propiedad 

(Locke y Piña 2004, pág. 61 ). 27 

Para Mario de la Cueva, la conclusión a que lleva el razonamiento de Locke es que, 
“aun sin decirlo en forma descamada, que quien no posee nada que preservar, no 
tiene por qué participar en el gobierno” (1996, pág. 78). Ya no se trata de nobleza, 
estamento o designio divino; ahora, la justificación para el ejercicio y disfrute del 
poder se encuentra en la materialidad de este mundo: la riqueza. 

En medio de ese contexto que se vive en la segunda mitad del siglo XVII en 
Inglaterra, es de observar, la teoría del contrato entre comunidad y monarca se torna 
algo real, pues responde a un quehacer político inmediato y práctico. La Gloriosa 
Revolución materializa toda la fuerza del contrato entre la comunidad que cede su 
libertad a manos del monarca, a condición de lograr la sociedad civil en la que pueda 
desarrollarse la persona. Pero existe un nuevo elemento surgido y consolidado tras 
ese proceso cruento, representado por la ejecución de Carlos II y el dominio de 
Oliverio Cromwell. Ahora se institucionaliza y legitima la intermediación del 
parlamento para conducir por los cauces adecuados al monarca (el holandés 
Guillermo de Orange) que, gracias a la nueva regulación, no puede ni debe aspirar 
llegar al absolutismo de su homólogo francés. Esto encuadra perfectamente dentro 
de ese liberalismo en construcción en el que Locke aporta sus ideas. 

Así, el poder económico, a partir de Locke y sucesores liberales, pugnará por una 
sociedad diferente a la medieval, que destronará la teoría del derecho divino como 
fuente del poder de los monarcas absolutos y erigirá el poder económico, como la 
base para la conducción social. 

Conclusión 

En la construcción del modelo clásico liberal del constitucionalismo, se viven 
diferentes fases. La primera se da en Inglaterra, en donde ocurrirá el sincretismo de 


27 El resaltado es nuestro. 
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varios siglos de reflexión política, filosófica, pero también de vivencias históricas de 
confrontación contra el poder feudal y regio. 

Entre el constitucionalismo y el liberalismo mediará una amplia gama de 
acontecimientos, como la Carta Magna, la autonomía de la Iglesia de Inglaterra, el 
parlamentarismo, la defensa del absolutismo monárquico, la Gran Revolución 
inglesa, el reconocimiento de derechos a través del Bill of Rights, la monarquía 
constitucional y la configuración básica del liberalismo con John Locke. 

Después de todos estos eventos, que cuajan en Inglaterra durante el siglo XVII, el 
posterior desarrollo habrá de darse fuera de ella, tanto en las colonias inglesas 
ubicadas en Norte América como en el continente europeo, específicamente en 
Francia, con casi un siglo de diferencia, para que lleguen a hacer crisis contra el 
antiguo régimen. 

El constitucionalismo o, más bien, el proto-constitucionalismo surgido de este 
proceso histórico, tendrá las siguientes características, algunas de las cuales no 
dejan de ser contradictorias y hasta antagónicas entre sí: 

1. El poder estatal secular. 

2. Separación de Iglesia y Estado. 

3. La política como algo autónomo de la moral. 

4. El auge del nacionalismo, en contraposición ai localismo. 

5. Reconocimiento de la soberanía estatal, de carácter unipersonal. 

6. Existencia de límites al poder soberano: derecho natural, ley civil y propiedad. 

7. El gobierno a través de la ley. 

8. Reconocimiento del derecho a la rebelión. 

9. Enaltecimiento de la propiedad, como medida del éxito personal. 

10. La búsqueda de un gobierno mixto, de carácter republicano, que se 
contraponga al monárquico. 

11. Búsqueda de la estabilidad y la paz social. 

12. Creación de una administración pública. 

13. Separación entre derecho público y privado. 

14. La división de poderes como forma de alcanzar un gobierno mixto. 
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15. Democracia y representatividad. 

16. La mirada dirigida a la antigüedad para el logro de un mejor gobierno. 

17. La creación del Estado moderno. 

18. La creencia en la maldad del hombre: egoísmo, vanidad, ansia de poder. 

19. El bien común, como aspiración de la organización política. 

El constitucionalismo y el republicanismo modernos, así como las aspiraciones 
democráticas, renacerán de la combinación de estos elementos, los que, sumados 
a las propias condiciones históricas, se presentarán en dos ámbitos diferentes -los 
Estados Unidos y Francia-, en el crucial período de finales del siglo XVIII. 

1.1.3.2Constitución norteamericana 

Todo el trabajo intelectual realizado en Europa durante los siglos XVI y XVII, desde 
Maquiavelo a Locke, tendrá eco en los eventos y los proyectos que los hombres 
nuevos, los burgueses, desean impulsar en la nueva sociedad con la que sueñan. 
Mas no será en el escenario del viejo continente en donde primero se realice la 
concreción más ambiciosa de llevar a la práctica, de una manera plena, un modelo 
constitucional, sino en las trece colonias inglesas del norte de América. 

Respecto a los Estados Unidos, no deja de ser notable, desde diferentes 
perspectivas, el hecho de que se el constitucionalismo se promueva y concrete en 
una colonia británica, pues Inglaterra, con su vocación marítima, más su complejo 
y eficiente sistema administrativo, supo expandir sus dominios y mantener sus 
colonias mejor y más duraderamente que cualquier otra potencia europea. Su 
poderío militar era incuestionable para 1776, pues era la potencia de primer orden 
cuando las trece colonias americanas se independizaron. 

Por aparte, fue primero en América, y no en Europa, en donde todo ese influjo de 
ideas, que incidirían en el constitucionalismo, habría de cobrar una forma diferente, 
en un intento de tomar lo mejor de la cultura antigua y europea de su época, para 
realizar un sincretismo que iría más allá de los modelos observados para crear un 
algo muy nuevo y diferente que serviría para el mundo, en lo sucesivo, como 
parámetro de lo que debía ser una república, un régimen constitucional y una 
democracia. Estos conceptos se entrelazaron, confundieron y fusionaron para crear 
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esa nueva realidad, como veremos en este apartado. En palabras de Giovanni 
Sartori: “...Los estadounidenses percibieron, antes, su sistema como una república 
e inmediatamente después como una democracia (1993, pág. 194). 

Ese proceso vivido en las trece colonias, con el tiempo, llevó a los norteamericanos 
a acuñar la frase, para referirse a los propulsores del nacimiento del nuevo país, los 
padres fundadores de la nación (founding fathers), en una expresión que ha 
demostrado, con el tiempo, no ser una hipérbole nacionalista o patriotera de 
ocasión. 

El genio creador de esos hombres, el de los padres fundadores, no deja de 
asombrar, incluso en la actualidad. Crearon un sistema federal, cuando no había 
existido en ninguna otra parte a ese nivel. Declinaron establecer una monarquía e 
inventaron la presidencia. Vieron la debilidad de una confederación y propusieron 
una organización más estable y duradera, a un nivel nunca visto. Retomaron el 
concepto antiguo de democracia, reelaborándolo a través de la discusión pública. 
Realizaron la hipótesis de la división de poderes por medio de una argumentación 
abierta, que daría vida a una forma de gobierno mixto, idealizado por Polibio o 
Maquiavelo, así como por otros autores. Y no dudaron en autodenominar a su país 
una república, superior a lo que jamás fue la romana. No es exagerado afirmar, visto 
todo ello en el tiempo, que comprendieron mejor las lecciones de la historia y las 
enseñanzas de la política, al punto de que se adelantaron a los herederos directos 
de los mentores europeos, de donde, en principio, provenía todo ese bagaje 
conceptual, filosófico, político y doctrinario, que fue reelaborado en una de las tantas 
colonias inglesas. 

Contrario a lo que los prejuicios de las metrópolis europeas hacían posible esperar 
de sus dominios de ultramar, en cuanto a que intelectualmente los colonos no 
pasaban de ser la expresión de la sumisión y la aquiescencia, los norteamericanos 
demostraron ingenio, creatividad e imaginación para establecer el gobierno más 
próximo al ideal burgués nacido en Europa, que se internacionaliza a través de la 
Revolución norteamericana, para adquirir un carácter de ciudadanía cosmopolita. 
Riqueza, ingenio, innovación, prosperidad, talento y, hasta cierto punto, igualdad, 
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serán elementos que caracterizarán a la joven república del norte de América, que 
se atrevió, como un David, a enfrentar al Hércules -y no a un Goliat- de su tiempo. 

Un hecho notable de resaltar entre el análisis del caso europeo con relación al 
norteamericano es que la reflexión teórica comprendió muchos siglos en Europa, en 
tanto que en Norte América hubo de darse sobre la marcha, en forma simultánea, 
conforme el curso de los acontecimientos que, como un alud, se cernía sobre las 
vidas de los actores-pensadores de la época, impulsados por las urgencias del 
proceso independentista y revolucionario. 

1.1.3.2.1 Las colonias inglesas en el norte de América 

El proceso de conformación de las trece colonias, que con el tiempo llegarían a 
formar los Estados Unidos, se dio entre el siglo XVII y el primer tercio del XVIII (Vila 
Casado 2007, pág. 29). 

Para comienzos del siglo XVII, tres potencias europeas estaban interesadas en la 
posibilidad de establecer colonias en la costa oriental del norte de América, 
específicamente hacia la parte septentrional de Florida, en un abierto desafío a 
España, que no podía ejercer un efectivo control sobre esos territorios. Los 
aspirantes para lograr establecer sus propias colonias eran Inglaterra, Francia y los 
Países Bajos (Asimov 2012, pág. 109). 

¿Qué motivaba a Inglaterra, Francia y a los Países Bajos a competir y confrontarse 
con España, a la sazón el imperio colonial más grande de la época? Quizá, parte 
de la respuesta se encuentre en el hecho de que la denominada Armada Invencible 
española, símbolo de su poderío y auge, fracasó en la guerra contra Inglaterra, 
ocurrida entre 1585 y 1604, cuando Felipe II intentó invadir Inglaterra. Pero las 
circunstancias le fueron tan adversas a España que, en el último año de la guerra, 
fueron capturados 1,000 barcos españoles y portugueses por los corsarios ingleses, 
quienes también saquearon Cádiz (Portugal se encontraba dominada por España) 
(Townson 2007, pág. 164-166). Con la derrota de su Armada, España perdió para 
siempre su primacía marítima. 
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En el ámbito económico, resulta válido generalizar lo que John H. Parry ha referido, 
como motivación por parte de Inglaterra para confrontar a España: “...No había, 
desde luego, esperanza alguna de inducir al gobierno español a aprobar el comercio 
regular con las regiones ocupadas de América...” (1994, pág. 143). Inglaterra, al 
igual que las otras potencias europeas, se encontraba deseosa de comercializar 
con las colonias americanas españolas. Les interesaban sus materias primas y sus 
mercados. Como agravante, para ese momento, la corona española había logrado 
unificar su dominio sobre América, pues Felipe II fue reconocido -en una crisis de 
sucesión-, más una acción militar oportuna, también rey portugués, desde 1680 (lo 
que se prolongó con Felipe III y IV, hasta 1640), por lo que era la dueña de todo un 
continente (Asimov 2012, pág. 104-105). 

Para poder lograr acercarse a las colonias españolas y así comerciar con ellas, se 
pensó que la mejor estrategia no era tratar de apoderarse de sus territorios, sino 
fundar colonias propias en ubicaciones que todavía se encontraban desocupadas. 
Sir Walter Raleigh propuso dos sitios: uno, en la Guayana, región pantanosa 
ubicada entre Venezuela y Brasil; y, como la otra alternativa, Virginia (Parry 1994, 
pág. 143). Así, con esta última opción, comenzaron los proyectos originales ingleses 
de colonización en América, como se verá a continuación. 

Parry plantea que casi todas las colonias inglesas se establecieron en lugares en 
los que o no había población indígena, o sólo una población dispersa que no 
representaba peligro. Además, al igual que los españoles, en teoría, la colonización 
europea que se trataba de emprender era una labor religiosa que se justificaba en 
sí misma, y se apeló al fervor misionero de las personas. Las compañías 
colonizadoras de los distintos países europeos pretendieron, así, como su causa 
principal de existencia, la propagación del Evangelio. Esto lo expresó claramente el 
primer líder inglés de los colonos ingleses, John Smith: “...el ganar provincias trae 
aumento a la corona real, pero que el reducir gente pagana a la civilización y a la 
religión verdadera trae honor al Rey del Cielo” (1994, pág. 145). Los intereses 
políticos de las potencias, más sus pretensiones económicas, se encontraban 
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moralmente justificadas por la obra pía de ganar conversos y salvar almas para el 
Dios verdadero, una empresa redentora a favor de los pueblos americanos. 

1.1.3.2.2 El primer intento de colonización inglés 

La tentativa original de colonización inglesa en el norte de América, comenzó en 
1584, cuando la reina Isabel otorgó a Walter Raleigh una Cédula de Privilegios, por 
medio de la cual se le confirió una concesión a efecto de descubrir y poblar tierras 
remotas, paganas y bárbaras (Vila Casado 2007, pág. 30). Esta disposición real 
inglesa contravenía y desafiaba el Tratado de Tordesillas de 1494, conforme el cual 
el continente americano había sido repartido entre España y Portugal (Jenkins 2005, 
pág. 33). 

Lo que más interesa sobre esa autorización real para Raleigh, se refiere a los 
alcances políticos de la carta que le fue otorgada. Vila Casado, al respecto, explica: 

La Carta fue muy importante para el futuro de la colonización norteamericana. 

En ella, la reina se reservaba para sí la quinta parte del oro y la plata que se 
obtuvieran en las tierras que se conquistaran, y a Raleigh se le entregaban 
amplios poderes para corregir, castigar y perdonar; para gobernar, ya fuera 
por sí mismo o por medio de sus ayudantes; a más de total autoridad en 
causas civiles y criminales. Es decir, se le otorgaban plenas facultades 
ejecutivas, legislativas y judiciales, demostración de que la Corona 
renunciaba a intervenir políticamente en las nuevas tierras (2007, pág. 30). 

La carta en cuestión representa, en primer lugar, un contrato. Éste se da entre la 
reina Isabel -poseedora del poder regio- y un súbdito, a cambio de obtener el quinto 
real de los metales preciosos que pudieran adquirirse de esos territorios. La corona 
cede los poderes que le son inherentes, las facultades ejecutivas, legislativas y 
judiciales, con lo cual Vila Casado plantea que, de manera incontestable, se da una 
renuncia a la intervención política en esas tierras. 

¿Cómo explicar tan significativa renuncia del poder real, a cambio de tan poco que 
podría llegar a obtener de ese negocio ? Primero, la autorización real, después del 
Tratado de Tordesillas, representaba una violación al Derecho internacional 
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sustentado en la autoridad papal (lo cual no significaba un problema para la 
Inglaterra protestante y le posibilitaba la obtención de beneficios que, de respetar el 
tratado, no podría obtener de otro modo). Además, como segundo elemento, la 
expedición se financiaba a cuenta y riesgo del contratista (Raleigh), por lo que la 
corona no realizaba erogación alguna del tesoro. En tercer lugar, la aventura de 
conquista y colonización inglesa, de tener éxito, abría la posibilidad de explorar qué 
tan factible sería continuar con tales empresas, también sin erogar ni un penique. 
Y, cuarto, en la negociación se evidenció, como aspecto motivante, una mentalidad 
meramente mercantilista: en este caso, esperar algo, sin haber aportado nada (!). 

La circunstancia tan especial de que la corona renunciara a buena parte de su 
soberanía, sino casi a toda, se debió, quizá, a que Raleigh era el favorito de la reina. 
Pero esta feliz circunstancia, aunada a que Raleigh no viajó personalmente en la 
expedición de 1586 (Asimov, 2012, pág. 102) -la reina no le permitía que, como 
favorito, pusiera en riesgo su vida-, tendría consecuencias en el futuro, pues 
significaba que los poderes para gobernar en tales colonias debían ser delegados 
en una tercera persona. Esa situación imprimió un espíritu muy particular de 
autonomía y autogestión a los gobiernos que se establecerían en el futuro en las 
colonias inglesas norteamericanas. 

1.1.3.2.3 El Mayflower y la fundación de Massachusetts 

Otro referente fundamental para la historia de los Estados Unidos, que no se puede 
dejar de mencionar, es el del grupo de 102 personas (Nevins et al. 1996, pág. 16) 
que arribó en el barco de nombre Mayflower, quienes fundaron la ciudad de 
Plymouth, Massachusetts, y eran puritanos. Como miembros de la Iglesia de 
Inglaterra, intentaron reformar o purificar sus doctrinas y, al no poder hacerlo, 
finalmente se separaron de ella (Nevins et al. 1996, pág. 17). Ellos huían también 
de la persecución religiosa en Inglaterra. Habían buscado refugio primero en ios 
Países Bajos, pero, ante el peligro de perder su identidad, buscaron el permiso del 
rey Jacobo I para trasladarse a Virginia, en donde podrían disfrutar de libertad. 
Fueron perseguidos por haber negado la supremacía eclesiástica del rey. Tres 
hombres eran sus líderes: el maestro John Robinson, que se había graduado en la 
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Universidad de Cambridge; el sabio anciano William Brewster, quien también 
estudió en Cambridge, y William Bradford, enérgico e idealista (Nevins et al. 1996, 
pág. 16). 

Viramontes de Marín y Marín plantean que los peregrinos del Mayflower 
establecieron dos principios, eminentemente democráticos, que los regirían: “Que 
el pueblo decidiría por votación el tipo de gobierno y sus leyes. Que el pueblo 
respetaría lo que la mayoría decidiera” (Viramontes de Marín y Marín 1995, pág. 
113). Esta afirmación resulta bastante exagerada. Lo cierto es que los líderes de los 
peregrinos decidieron, deliberada e ilegalmente, no trasladarse a Virginia, sino a un 
lugar más al norte, pues querían practicar con libertad su propio credo. Después de 
una penosa travesía de dos meses, llegaron en noviembre de 1620 a un lugar 
seguro para desembarcar, Plymouth, bautizada así por John Smith, quien la exploró 
y trazó un mapa de la costa, nombre que continuaron usando los peregrinos por ser 
el nombre del puerto inglés de donde zarparon (Asimov 2012, pág. 131 -132). 

Al encontrarse en territorios que no pertenecían a la circunscripción de la Compañía 
de Virginia, los colonos enfrentaron la necesidad de establecer alguna forma de 
autogobierno, pues ni la empresa ni el mismo rey les habían autorizado establecerse 
en el lugar donde fundaron su colonia. Ello, prácticamente, les obligó a elaborar el 
denominado Pacto del Mayflower. Éste se firmó a bordo del barco del mismo 
nombre el 11 de noviembre de 1620, previo a que desembarcara la tripulación, 
cuando la nave se aproximaba al cabo Cod. Su importancia radica, según Samuel 
Eliot Morison, en la misma línea hiperbólica de afirmar una supuesta intención 
política de autogobierno, sobre la base del consenso y autonomía, en que: “Muestra 
la determinación de un reducido grupo de emigrantes ingleses por vivir bajo el 
imperio de una ley basada en el consenso popular y por establecer su propio 
gobierno civil” (Boorstin y Ávila Flores 1997, pág. 15). Sin embargo, como 
evidencian los hechos, esa no fue una decisión ex ante al arribo al puerto, que 
explícitamente se hubieran propuesto al zarpar de Inglaterra o durante la travesía, 
sino ex post, al deber enfrentar la realidad de que se encontraban en un territorio 
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para el cual no habían recibido autorización alguna de trasladarse y menos de 
establecerse. 

El pacto en cuestión fue firmado por 43 hombres, en su calidad de jefes de familia, 
adultos solteros, o bien, representando a la mayor parte de los sirvientes a bordo 
(Boorstin y Ávila Flores 1997, pág. 16). La motivación para suscribirlo fue la 
posibilidad de que se diera un libertinaje por parte de los advenedizos de la 
expedición, quienes también lo suscribieron, debido a que habían llegado, por 
“error”, a territorios más allá de los autorizados originalmente por la licencia que se 
les otorgó y que, en rigor, pertenecían a la jurisdicción de la Compañía de Virginia 
del Norte. Pero también, opinan algunos, existió la convicción de que un pacto entre 
los colonos podía ser un fundamento más firme para la convivencia que iban a iniciar 
(Boorstin y Ávila Flores 1997, págs. 15-16). 

El enaltecimiento -o incluso lo que se podría llamar el mito- del pacto del Mayflower 
comenzó tempranamente, cuando en 1802, John Quincy Adams, sexto presidente 
de los Estados Unidos, en un discurso pronunciado en Plymouth dijera que: “era 
acaso la sola instancia en la historia del hombre de un pacto social, original y 
positivo, que los filósofos especulativos han imaginado como único recurso legítimo 
de gobierno” (Boorstin y Ávila Flores, 1997, pág. 19). De acuerdo con Viramontes 
de Marín y Marín, esos acuerdos llegarían a constituir los principios que “formaron 
la base de la constitución de los Estados Unidos” (1995, pág. 113). 

Los colonos eligieron a John Carver como primer gobernador de Plymouth. Sin 
embargo, Carver murió antes de que llegara la primavera, al igual que la mitad de 
los pasajeros del Mayflower. Los colonos eligieron a William Bradford como nuevo 
gobernador, quien se mantuvo en el puesto, si bien con alternancia, durante 35 años 
(Asimov 2012, pág. 133). 

Los indígenas de la región fueron amistosos con los colonos y su ayuda fue decisiva 
para el éxito de la colonización. Un indígena de nombre Squano, que había sido 
llevado años antes a Inglaterra y aprendió el inglés, les enseño a los colonos los 
métodos de cultivo utilizados por su pueblo. En 1621, los habitantes de Plymouth 
lograron una buena cosecha, por lo que organizaron una fiesta para dar gracias a 
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Dios, a la cual invitaron a los indígenas, lo que se convirtió en la tradicional fiesta 
del Día de Acción de Gracias, que se celebra el último jueves de noviembre de cada 
año (Asimov 2012, pág. 133-134). 

En 1626 se fundó el segundo asentamiento en importancia de Massachusetts, 
Salem. Sin embargo, lo que realmente puso en el mapa a la colonia fue la gran 
expedición organizada por John Winthrop en 1629, puritano educado y poseedor de 
medios. Este grupo de colonos también era de filiación puritana. Solicitaron el 
permiso al nuevo rey, Carlos I, quien autorizó la creación de la Compañía de la 
Bahía de Massachusetts. Debido a un olvido real u omisión intencional, lo cierto es 
que en la fundación de la Compañía no se estableció que sus reuniones anuales 
debían efectuarse en Londres. Esto fue aprovechado por los colonos, quienes se 
llevaron consigo a Nueva Inglaterra tanto la Compañía como su administración, lo 
que significó un paso más en dirección al autogobierno de las colonias (Asimov 
2012, pág. 134-135). 

En la primavera de 1630 llegó Winthrop a Salem con 11 barcos, en los que se 
transportaban 900 colonos, los cuales fundaron ocho pueblos nuevos, entre ellos 
Boston (Nevins et al. 1996, pág. 17). Winthrop fue el gobernador de la nueva colonia 
por 20 años, también con alternancias, que se conoció con el nombre de Bahía de 
Massachusetts, la cual opacó a Plymouth (Asimov 2012, pág. 135). 

A la colonia de este grupo de puritanos de Massachusetts se le ha calificado como 
una teocracia radical, dice Jenkins, pues consideraban su colonia como un nuevo 
Israel, en donde debían aplicarse los mandatos del Antiguo Testamento con 
especial rigor. Boston era vista por ellos como el nuevo Jerusalén, en donde se 
imponía severamente la rectitud moral y religiosa por temor al castigo de Dios. Se 
establecieron días obligatorios de ayuno y de acción de gracias. Esa tendencia se 
vio reflejada en los primeros códigos legislativos que “nos parecen draconianos”, y 
diferían poco de los establecidos por Cromwell en Inglaterra (2012, pág. 42). 

Los puritanos de Massachusetts pertenecían a la secta cristiana calvinista ortodoxa. 
Su purismo religioso se vio amenazado en 1640, con la crisis política que se vivió 
en Inglaterra, cuando proliferaron ideas sectarias radicales que se difundieron a 
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través de libros, panfletos y visitas de misioneros. Las especulaciones heréticas 
llegaron a generar crisis entre 1640 y 1670 al difundirse las ¡deas de las sectas 
familistas, antinomistas, anabaptistas “y, los más espeluznantes de todos, los 
cuáqueros” (Jenkins 2012, pág. 43). 

Una de las primeras crisis doctrinales ocurrió a mediados de la década de 1630, 
encabezada por Roger Williams y Anne Hutchinson (Jenkins 2012, pág. 43). 
Williams, quien llegó a Boston en 1631 (Asimov 2012, pág. 139), no tardó en 
manifestar tendencias de pensamiento que chocaron con las concepciones 
puritanas. A Williams se le encomendó la fundación de una nueva colonia, a la cual 
denominó Rhode Island (1636), por recordarle la isla de Rodas, en Grecia. Creía en 
la tolerancia religiosa, referida no solamente a cristianos, sino también para los 
judíos, lo cual se implemento en Rhode Island bajo su supervisión. Su pensamiento 
ético lo llevó a proclamar que “...los colonos tenían la obligación de pagar el costo 
de la tierra a los dueños indígenas antes de tomar posesión de ellas...” (Viramontes 
Marín y Marín 1995, pág. 117). Es más, sostenía que el rey de Inglaterra no poseía 
América, por lo que no podía conceder tierras a los colonos (Asimov 2012, pág. 
139). Además, en sus predicaciones, “...negaba el poder de la autoridad civil sobre 
los asuntos religiosos”, lo cual significaba promover una separación entre Estado e 
Iglesia, al punto que esa fue la primera colonia en la que se estableció tal separación 
(Viramontes Marín y Marín 1995, pág. 117), lo cual representa, de manera temprana 
y seminal, uno de los principios del constitucionalismo liberal y del Estado-nación 
de la modernidad. A Williams cabe reconocerle que, a partir de concepciones ético- 
religioso-políticas, arribó a uno de los principios básicos, por la vía empírica, de lo 
que será la formulación liberal de la separación entre los poderes de la Iglesia y el 
Estado, que más tarde adquiriría una base doctrinaria comúnmente aceptada, con 
lo cual, cabe subrayar, la praxis se anticipó a la teoría en esa colonia 
norteamericana. 

En 1634 apareció en el escenario puritano de Massachusetts Anne Hutchinson, una 
mujer que cuestionó el predominio masculino y no aceptó la intolerancia religiosa. 
La reacción ortodoxa dentro de los puritanos fue de condena, por lo que, finalmente, 
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se le acusó de herejía para poder expulsarla de la comunidad religiosa (Viramontes 
Marín y Marín 1995, pág. 117), después de lo cual se trasladó a Rhode Island, donde 
fue recibida por Williams. 

Ese espíritu pro-republicano, entendido como libre autodeterminación, se mantuvo, 
como legado, para Rhode Island. Tan es así que, como señalan Viramontes Marín 
y Marín, mucho tiempo después de que muriera Williams, esa colonia no envió 
representantes a las convenciones constitucionales de 1787 y fue el último Estado 
en ratificar la Constitución norteamericana. Sin embargo, ese espíritu se vio signado 
por una contradicción censitaria, no aceptó el voto sino de aquellos que tuvieran un 
mínimo de posesiones para ejercer el sufragio (1995, pág. 117). Se trata de un 
espíritu liberal que, a pesar de todo lo progresista que pueda presentarse por 
consideraciones ético-religiosas, no reconoce más derecho que el de los 
propietarios, es decir, los derechos económicos. 

La colonia de Maryland, fundada por el noble Lord Baltimore, fue el refugio para los 
católicos ingleses que huían también de la persecución religiosa. En ella, con el 
tiempo, se asentaron creyentes de otras denominaciones, que no eran aceptados 
en otras colonias, pues hubo un clima de tolerancia (Viramontes Marín y Marín 1995, 
pág. 119). 

Conclusión 

Ante la falta de control español de los territorios al norte de Florida, las tres potencias 
coloniales que se disputaban el dominio efectivo al norte de América fueron Francia, 
Inglaterra y los Países Bajos. 

Los intentos de colonización inglesa al norte de América comenzaron a finales del 
siglo XVI; sin embargo, sólo tendrían éxito a partir del XVII y se prolongarían hasta 
principios del XVIII, cuando lograron establecer trece colonias permanentes y 
desplazar la competencia francesa y holandesa. 

Todos los elementos apuntados anteriormente -las cartas, la ausencia de metales 
preciosos y de población indígena a la cual explotar, aunado a un espíritu capitalista 
que enaltece el trabajo-, sentaron las bases para un proceso de colonización inglés 
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distinto ai español o portugués, que permitiría configurar, en un proceso constante, 
una realidad diferente a la del resto de América. En el siglo XVIII, llegado cierto nivel 
de contradicciones con la corona inglesa, y dado el nivel de desarrollo económico 
junto a las prácticas de autogobierno, las trece colonias buscarán la promoción de 
la independencia de la principal potencia marítima y colonial de su tiempo. 

El conjunto de todos estos elementos, aportó para lo que será el futuro de la nación. 
La autonomía para gobernarse, el ejercicio electoral, el pacto del Mayflower, la 
laboriosidad que como condición produjo la falta de metales preciosos y de grandes 
concentraciones poblacionales de indígenas, el gozo del status de siervos ingleses, 
así como el encontrarse tan lejos de la metrópoli inglesa, crearon un ambiente 
propicio para que los colonos se acostumbraran a condiciones de libertad, prácticas 
de gobernanza y el desarrollo de lo que, con criterio moderno, bien podría llamarse 
la gestación de un orgullo cívico y una identidad que, poco a poco, se irá forjando 
hasta llegar a aspirar la plena autonomía. 

En las colonias existió un mosaico religioso, que incluyó no sólo a las diferentes 
denominaciones cristianas, sino también, incluso, a los judíos. Existieron dos clases 
de colonos: los acaudalados y los que buscaban la independencia económica por 
carecer de medios. Tres regiones acogieron a los inmigrantes, que se conformaron 
con base a credos religiosos, pero también condicionadas por los recursos naturales 
de que disponían en los lugares donde se asentaron y las prácticas religiosas. La 
región del norte será la que tenderá a buscar nuevas alternativas económicas, más 
a tono con el sistema capitalista. En el extremo opuesto se desarrolló el sur el cual, 
en cierta forma determinista, vio condicionado su desarrollo a la producción agrícola 
monocultivista, sobre las bases de la institución de la esclavitud. 

En todas las regiones, el poder económico determinó el acceso al poder político, al 
punto de que los propietarios, comerciantes, financistas y demás acaudalados, se 
encargaron de establecer formas censitarias de voto, participación y elección. 

1.1.3.2.4 El proceso de independencia 

Si existe un momento que pueda demarcar el inicio de lo que vendría a ser el 
conflicto entre Inglaterra y las trece colonias norteamericanas, bien puede señalarse 
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el año 1763, cuando concluyó la Guerra de los Siete Años, iniciada en 1754, en 
donde participaron las principales potencias europeas en las disputas territoriales 
por las colonias. Cuando los franceses fueron vencidos militarmente, las partes 
suscribieron el Tratado de París, con el cual se pactaron los términos de la paz: “En 
1763, por el Tratado de París, Francia debe abandonar a Inglaterra sus posesiones 
de América del Norte (Canadá, Luisiana) y sus posiciones comerciales en la India” 
(Carpentier y Lebrun 2012, pág. 300). Además, Luisiana pasó a ser dominio español 
(Anderson 1968, reimp. 1996, pág. 59). 

Durante el desarrollo de la Guerra de los Siete años, se dio la restauración 
monárquica en Inglaterra (1660), cuando recobró el trono Carlos II (1660-1685), hijo 
de Carlos I (quien murió decapitado en 1649 por orden de Oliver Cromwell). La 
restauración ocurrió después del lapso comprendido entre 1642-1646 y 1648-1649, 
cuando se sucedieron dos guerras civiles en Inglaterra, en la lucha religiosa y 
política contra el rey, que finalmente llevaron a que Cromwell estableciera el 
protectorado en Inglaterra, el país se convirtiera, por un breve período, en república 
y se promulgara una constitución en 1653, redactada por el general Lambert, 
denominada Instrumento de Gobierno (Townson 2010, pág. 206). Cromwell murió 
en 1658; le sucedió por unos meses su hijo Richard, quien demostró ser incapaz 
para gobernar. Finalmente, después de dos años, la monarquía fue restaurada en 
la persona de Carlos II, dándose fin así tanto a la república como a la constitución 
escrita (Townson 2010, pág. 209). 

La restauración trajo consigo nuevamente el temor a las pretensiones absolutistas 
en Inglaterra. De hecho, los poderes regios se mantuvieron intactos y el Parlamento 
de Caballeros se abstuvo de nombrar ministros y cargos militares, señala Townson, 
como lo había hecho el de 1641-1642. De esa cuenta, “se seguía temiendo al 
absolutismo y al papado” (2010, pág. 211), es decir, persistían, de forma latente, las 
causas de crisis política y religiosa del reinado de Carlos I. A pesar del primer 
entusiasmo que se dio con el regreso de la monarquía, el Parlamento se mostró 
desconfiado con el rey, a quien mantuvo limitado de dinero (Perry 1994, pág. 19). 
Las suspicacias del Parlamento se verían confirmadas, pues en 1679 Carlos II lo 
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disolvió, para continuar gobernando sin él durante sus últimos tres años de vida 
(Naranjo Mesa 2003, pág. 542). Ese también fue el momento en que se definieron 
las dos principales facciones que devendrían en partidos en Inglaterra: los 
caballeros se convirtieron en el partido de los torys, conservadores realistas y 
anglicanos, y los “cabezas redondas”, como se llamaba a los liderados por 
Cromwell, pasaron a conformar el grupo de los whigs (que significa cuatreros), 
liberales, anuentes a la tolerancia religiosa (Perry 1994, pág. 20-21). 

Por aparte, la derrota francesa no fue definitiva para que Gran Bretaña consolidara 
su poderío colonial. Y ello porque: 

...esa victoria total marcó el comienzo de nuevos problemas para Gran 
Bretaña. Le (sic.) derrota de sus enemigos inició una cadena de sucesos que 
condujo a la mayor derrota que Gran Bretaña sufriría en tiempos modernos, 
y al nacimiento de una nueva nación destinada, en el curso de dos siglos, a 
convertirse en la más poderosa de la historia... (Asimov 2010, pág. 10). 

En igual sentido, la apreciación de Jenkins es que: “.. .este triunfo estaba condenado 
al fracaso por el mismo hecho de su victoria, pues el éxito imperial creó las 
condiciones previas esenciales para que surgiera Estados Unidos como nación 
independiente” (Jenkins 2005, pág. 72). 

La consolidación del dominio británico en amplios territorios trajo consigo el 
problema de tener que redefinir su política colonial, tanto por los desafíos inherentes 
a la administración como por los costos que conllevaba. Esta parece ser la razón de 
fondo en las políticas que, en breve, después de la victoria sobre Francia, debió 
impulsar: 

Habiendo triunfado sobre Francia, no sólo en América del Norte, sino también 
en la India y en general en todo el mundo colonial, la Gran Bretaña se vio 
obligada a encarar un problema que había descuidado hasta entonces: la 
administración de su imperio... 

...Para defender y administrar tanto los nuevos territorios como los antiguos, 
habrían de requerirse enormes sumas de dinero a la vez que un personal más 
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numeroso. Era evidente que el “antiguo régimen colonial” no era adecuado. 
Aun durante los requerimientos de una guerra que ponía en peligro la 
existencia misma de los propios colonos, el sistema había resultado incapaz 
de lograr que los colonos brindaran su colaboración o su apoyo. ¿Qué podía 
esperarse en tiempos de paz, cuando no amenazaba ningún peligro del 
exterior? (Gray y Hofstadter 1973, pág. 27). 

Desterrada Francia del continente americano, las aspiraciones de los colonos 
ingleses eran lograr una expansión territorial hacia el oeste. Ya no existía peligro ni 
amenaza militar que se los impidiera. Desechados los franceses, sólo quedaban los 
indios. Además, se manifestaba una presión y reclamo en las colonias por la 
obtención de más territorios, debido al crecimiento demográfico y al deseo de lograr 
mayor prosperidad económica: 

...Eran los colonos de la costa quienes deseaban tierras, querían hacera un 
lado a los indios y convertir las soledades en granjas. Y los franceses, cuando 
se dispusieron a partir, susurraron todo esto al oído de los indios y no tuvieron 
escrúpulos en estimularlos a resistir, con vagas promesas de ayuda futura 
(Asimov 2010, pág. 13). 

No así, los ingleses, después de una prolongada guerra que había durado ocho 
años contra Francia, no deseaban otra confrontación con los indios, ni tampoco 
estaban de acuerdo en promover una expansión sin límites de los colonos 
norteamericanos. Es por eso por lo que Gran Bretaña zanjó el asunto mediante una 
disposición real: “El 7 de octubre de 1763, una proclama real estableció una frontera 
occidental a lo largo de las cadenas de los Apalaches más allá de la cual no podían 
crearse colonias...” (Asimov 2001, pág. 14). De resultas de la proclama real: 

...se reservó para uso de los indios todo el territorio occidental comprendido 
entre los Montes Allegheny, las Floridas, el Mississippi y Quebec. De esta 
manera, la Corona procuraba eliminar toda reclamación de territorio 
occidental de las trece colonias y poner paro a la expansión hacia el oeste... 
(Gray y Hofstadter 1973, pág. 28). 
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Si bien la disposición real nunca se cumplió a cabalidad, no dejó de generar 
malestar entre los colonos, quienes se sentían menospreciados por la corona 
británica. Por lo que: “Incansablemente, los americanos presionaron contra la Línea 
de la Proclama y aprendieron a ignorar, y por ende a despreciar, las leyes 
promulgadas en Gran Bretaña”, así como “a ver en el gobierno británico a un 
enemigo que se ponía de parte de los indios” (Asimov 2010, pág. 15). 

Pero los intereses más seriamente afectados no fueron sólo los de los grandes 
propietarios de plantaciones en Virginia, sino también los de los comerciantes de 
las ciudades costeras, en particular los de Nueva Inglaterra: 

Si Gran Bretaña hubiese conseguido mantener su lealtad, el descontento 
podía haberse conservado dentro de ciertos límites. Los americanos más 
conservadores podían haber mantenido a raya a los granjeros y hombres de 
la frontera mal organizados. 

El fracaso en conseguirlo fue el mayor error táctico de Inglaterra (Asimov 
2001, pág. 15). 

Esto, aunado al sentimiento de independencia que se había ido generando 
paulatinamente entre los colonos, no podía por menos que redundar en una actitud 
antibritánica, pues era arbitrario contener la expansión de las colonias hacia el 
oeste, una vez desaparecida la amenaza francesa, especialmente si era por 
proteger a los indios. 

El segundo cambio en la política colonial británica, después de vencer a los 
franceses, tuvo que ver con el establecimiento de fuentes para la obtención de 
recursos económicos que permitieran cubrir los crecientes gastos de la 
administración. La vía para lograrlo, evidentemente, no podía ser otra que la 
creación de nuevos tributos. 

La medida para alcanzar ese propósito, así como un control más estricto al comercio 
de las colonias, fue la adopción de la Ley del Azúcar de 1764: “Esto tenía por objeto 
allegar fondos sin tener que reglamentar el comercio”. Esta ley prohibió la 
importación de ron de dominios ajenos al británico; creó un impuesto sobre la 
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melaza y gravó el vino, la seda, el café y otros artículos suntuarios (Grau y 
Hofstadter 1973, pág. 28-29). 

Para lograr un efectivo cumplimiento de tales disposiciones reales, se utilizó la figura 
de los “mandatos de asistencia”, que concedía “a los recaudadores de impuestos 
amplios derechos de búsqueda [de contrabando] y embargo para asegurar el 
cumplimiento de la nueva norma” (Jenkins 2005, pág. 75). Se trataba de órdenes 
en blanco, por medio de las cuales “se autorizaba a los funcionarios del Rey a 
registrar las propiedades de los sospechosos” (Gray y Hofstadter 1973, pág. 29). 
De esta forma, pues, se autorizó lo que modernamente calificaríamos como una 
orden de allanamiento generalizada, por medio de la cual se facultaba a los 
funcionarios aduaneros a realizar registros en todas partes y horas, en las trece 
colonias. ¿Cómo asumieron los colonos una disposición de tal naturaleza? Asimov 
comenta al respecto: 

La cuestión era si tales mandatos de asistencia eran legales. Esas órdenes 
de búsqueda generalizadas eran ilegales en Gran Bretaña, donde un axioma 
de la ley era que «la casa de un hombre es su castillo». Por humilde o 
desvencijada que fuese la casa de un hombre, en ella no podían entrar el rey 
ni sus representantes sin un proceso judicial en regla concerniente a una casa 
específica y para un fin específico (2001, pág. 20) 

Al autorizarse tales excesos en las colonias, se establecía un trato diferenciado y 
discriminatorio entre los súbditos ingleses y los norteamericanos; se perdía la 
igualdad, reconocida desde los comienzos mismos del proceso de colonización. El 
asunto habría de cobrar vuelos insospechados, pues la argumentación de los 
colonos lo llevaría a tornarse en un tema constitucional: “En realidad, el preámbulo 
de la Ley del Azúcar brindó a los colonos la oportunidad de expresar su descontento 
por medio de argumentos basados en la constitución”. Por lo que: “La cuestión 
constitucional llegó a convertirse en una cuña introducida en el gran debate que 
habría de acabar por enajenar de Inglaterra a las colonias norteamericanas” (Gray 
y Hofstadter 1973, pág. 29). 
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La voz de protesta fue encabezada por James Otis, originario de Massachusetts, 
quien se basó en las concepciones del derecho natural y de la constitución para 
atacar lo que consideraba la arbitrariedad y falta de legitimidad de la corona británica 
al haber emitido tales disposiciones: 

Su argumento, expuesto con la mayor elocuencia, era que los derechos 
poseídos por los ingleses, como consecuencia del «derecho natural», no 
podían ser violados por decretos del rey ni por edictos del Parlamento. Había 
una «constitución» básica que, aunque no estuviese escrita, encarnaba esos 
derechos naturales, y «un decreto contra la constitución es vacío», decía. Otis 
sostenía, en efecto, que el gobierno británico, al promulgar mandatos de 
asistencia, era subversivo, y ios americanos, al negarse a obedecer a esa ley 
particular, defendían los principios básicos del derecho. (Predicaba lo que hoy 
llamamos «desobediencia civil») (Asimov 2010, pág. 21). 

La argumentación de Otis, sustentada en el derecho natural, la constitución y el 
derecho de rebelión o resistencia, resultan fundamentales y premonitorios de lo que 
será el gran alegato revolucionario norteamericano para confrontar al poder 
británico. Evidencian que, entre los colonos, se habían desarrollado los conceptos 
de dignidad, autonomía y legitimación propia frente al poder regio. Se trata, para 
resumir, de las premisas burguesas que finalmente han cuajado en tierras del norte 
de América para demandar la creación de un nuevo mundo político, sustentado en 
el derecho natural. En ese sentido, Bodenheimer ha sostenido que: 

...Puede decirse, de modo general, que en la Europa occidental y en los 
Estados Unidos triunfó la doctrina del Derecho natural, en tanto que en la 
Europa central prevaleció a menudo la doctrina de la razón de Estado, 
aunque no llegó a derrocar completamente las alegaciones de la escuela del 
Derecho natural... (1994, pág. 153) 

No obstante, Gran Bretaña fue indiferente a tales argumentos, los que en su propio 
territorio representaban pautas y límites para el ejercicio del poder, y continuó 
impulsando el establecimiento de impuesto como la Ley de Timbres (Stamp Act) en 
1765, que representó el primer impuesto directo que se creó para las colonias 
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(Asimov 2001, pág. 26). Ese mismo año se aprobó la Ley de Acuartelamiento, por 
medio de la cual se obligaba a los colonos alojaran en sus casas a las tropas 
inglesas y les proveyeran de provisiones (Gray y Hofstadter 1973, pág. 30). 

James Otis llegó a acuñar la lapidaria frase, que el liberalismo haría propia y ganaría 
muchos más adeptos al movimiento independentista colonial: “El impuesto sin 
representación es tiranía” (Taxation without representaron is tyranny), la cual 
explica Asimov de la siguiente forma: 

En otras palabras, un Parlamento americano podía promulgar una ley como 
la de Timbres y dar los ingresos a Gran Bretaña; ésta sería una acción legal. 

O delegados americanos podían sentarse en el Parlamento británico y 
oponerse a la Ley de Timbres, la cual podía ser aprobada pese a su 
oposición, y ésta también sería una acción legal. Pero aprobar tal ley sin dar 
a ningún americano ni siquiera la posibilidad de discutirla o tratar de acudir al 
Parlamento contra ella, no era legal, sino el ejercicio de la tiranía (Asimov 
2010, pág. 27). 

Esto evidencia, como principal argumento, que el Parlamento británico no 
representaba a los colonos norteamericanos, sino exclusivamente a los ingleses. Lo 
que significa que si los americanos -como pueblo soberano- no habían delegado en 
ese órgano, extraño y ajeno a su realidad, facultad legal alguna para que les 
representara, por lo que se concluía que era ilegítimo que legislara algo para ellos, 
y, por lo tanto, no tenían por qué acatarse las disposiciones que promulgara. El 
concepto es de innegable contenido constitucionalista y revolucionario; se 
encuentra a sólo un paso de promover la independencia de las trece colonias. 

Anderson resume en un párrafo lo acontecido, hasta llegar a la declaratoria de 
independencia: 

Las causas de la Guerra de Independencia de Norteamérica se pueden 
revisar aquí someramente. Los esfuerzos británicos después de 1763 por 
obtener una renta gubernamental más adecuada por medio de la tributación 
en Norteamérica produjeron un gran descontento allí. Igualmente, 
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impopulares resultaron los intentos por hacer más eficientes la administración 
real en las colonias y especialmente la recaudación de derechos aduanales. 
Los conflictos sobre los respectivos poderes de los gobernadores reales y de 
las asambleas coloniales elegidas habían sido por largo tiempo una fuente 
continua de resentimientos, en tanto que los esfuerzos del gobierno británico 
por evitar una desmedida expansión hacia el Oeste por parte de los colonos 
a expensas de los indios, y para establecer más firmemente a la iglesia 
católica en el Canadá francés por medio de la Ley de Quebec de 1774 
causaban la hostilidad de importantes sectores de la opinión norteamericana. 

El nacionalismo colonial que latía bajo todos estos asuntos y el creciente 
sentimiento, sobre todo en la Nueva Inglaterra, de que América era diferente 
de Europa y en ciertos casos superior a ella, probablemente hicieron 
imposible cualquier arreglo duradero, aunque parece ser claro que hasta fines 
de la década de 1770 sólo una minoría, probablemente muy pequeña, de los 
colonos realmente deseaba la independencia política. La idea de ser un 
dominio, solución obvia según el concepto moderno, todavía era desconocida 
y casi inconcebible para ambos bandos, aun cuando las proposiciones 
conciliatorias presentadas por el gobierno británico en 1778 como último e 
infructuoso esfuerzo para zanjar las diferencias hubieran dado a los colonos 
algo parecido a ello. Para 1775, al llegar a su clímax el desafío por un lado y 
la represión por el otro, se desató la rebelión armada en la Nueva Inglaterra. 

En julio de 1776 los representante (sic.) de las colonias continentales 
reunidas en Filadelfia, las declararon independientes de la corona británica. 
(Anderson 1968, reimp. 1996, pág. 67-68). 

La tensión surgida en 1763 entre Gran Bretaña y las trece colonias en el norte de 

América, tuvo una escalada progresiva que se evidencia en lo afirmado por el rey 

Jorge III, once años después: 

En septiembre de 1774, desdeñando una petición de los Cuáqueros de 
Filadelfia, escribió: “La suerte ya está echada, las colonias tendrán que 
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someterse o triunfar”. Con eso dejó sin alas a los realistas o “Tories” como se 
les empezaba a llamar (Gray y Hofstadter 1973, pág. 37). 

La aseveración del monarca denota la tensión a la que se había llegado. Estaba en 
lo correcto al plantear la disyuntiva, si bien, para los colonos, someterse no 
representaba opción aceptable. Sólo cabía la búsqueda del triunfo. 

El 5 de septiembre de 1774, por sugerencia de líderes de Virginia, se reunieron los 
representantes de las colonias en Filadelfia, “con el fin de examinar la desafortunada 
situación actual de las colonias” (Gray y Hofstadter 1973, pág. 35). A este evento 
se le conoció con el nombre del primer Congreso Continental. Todas las colonias, 
salvo Georgia, enviaron un representante. El Congreso buscó “analizar los motivos 
de queja de los colonos y aplicar un boicot a las manufacturas inglesas e irlandesas” 
(Jenkins 2005, pág. 78). En este congreso todavía se mantuvo un tono conciliador, 
que no buscaba radicalizarse hacia el logro de la independencia. 

A pocos meses de lo que escribiera Jorge III, el 18 de abril de 1775, se dio la primera 
confrontación armada entre el ejército real y los colonos. El evento ocurrió con 
motivo de que el general Thomas Gage, a mando de la guarnición de Boston, en un 
intento por confiscar pólvora y provisiones militares que se acopiaban en la ciudad 
de Concord, Massachusetts, envió un destacamento militar para realizar el 
decomiso de los pertrechos. Además, el destacamento también debía cumplir con 
las órdenes de arresto de dos destacados líderes rebeldes, Samuel Adams y John 
Hancock, quienes posteriormente serían deportados a Inglaterra para ser juzgados 
y, muy probablemente, sentenciados a muerte (Gray y Hofstadter 1973, pág. 37). 

Sin embargo, los colonos habían sido puestos sobre aviso, por lo que esperaron en 
el camino hacia Concord el paso de los británicos. Y fue con este motivo que se dio 
el primer derramamiento de sangre dentro de lo que sería la guerra de 
independencia en la aldea de Lexington, ubicada en dirección a Concord. El 
destacamento británico, a pesar del ataque, continuó su marcha hacia su destino 
original, pero, al retornar a su cuartel, fue sistemáticamente atacado por los rebeldes 
americanos. ¡La guerra de independencia había comenzado! Y, como dijera Jacobo 
III, la suerte estaba echada... 
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El 10 de mayo de 1775 se reunió el Segundo Congreso Continental en Filadelfia, el 
cual debió conocer de la sangrienta confrontación en Lexington y en Concord 
(Asimov 2001, pág. 66). Estos eventos despertaron un espíritu de patriotismo que 
compartían tanto los representantes como la población de las colonias. El Congreso 
fue presidido por el rico comerciante John Hancock, y también lo integraron Thomas 
Jefferson y Benjamín Franklin. La postura de los representantes quedó establecida 
en un emotivo manifiesto sobre las “Causas y la Necesidad de Levantarse en 
Armas”, que redactaron John Dickinson y Jefferson, en el cual se expresó lo 
siguiente: 

Nuestra causa es justa. Nuestra unión es perfecta. Nuestros recursos internos 
son grandes y, si es necesario, no cabe duda de que se puede obtener ayuda 
del extranjero... Las armas que nuestros enemigos nos han obligado a 
empuñar, serán... usadas para la conservación de nuestras libertades, pues 
estamos determinados como un solo hombre a morir libres antes que a vivir 
en la esclavitud (Gray y Hofstadter 1973, pág. 38). 

Y, como ha dicho Jenkins: “Para entonces, el Congreso Continental había surgido 
ya como un gobierno rebelde de facto de las colonias en armas...” (Jenkins 2005, 
pág. 78). Se creó el Ejército Continental, el cual quedó conformado el 14 de junio 
de 1775, y como comandante se nombró a George Washington al día siguiente 
(Asimov 2010, pág. 67). 

Junto a Washington se encontraban cuatro generales más, como responsables del 
Ejército Continental. Su entusiasmo era grande, mas no sus recursos y experiencia 
en confrontar a las tropas británicas. Los eventos bélicos no iban bien, al punto de 
que apenas un mes después de conformado el ejército, se promovió la búsqueda 
de una fórmula de paz con Gran Bretaña: 

...Dickinson, de Pensilvania, redactó una Petición de Paz que el Congreso 
firmó el 8 de julio de 1775 y envió al rey Jorge. Reafirmaba la lealtad de las 
colonias y le pedía algunas concesiones que pusiesen fin a las hostilidades 
(Asimov 2010, pág. 71). 
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La petición no tenía probabilidades de éxito ya que “Inglaterra no daba señas de 
estar dispuesta a entrar en arreglos y, el 23 de agosto de 1775, el Rey Jorge expidió 
una proclamación en que declaraba rebeldes a las colonias” (Gray y Hofstadter 
1973, pág. 39). Pero, además, “el 1 de septiembre, cuando se presentó la petición 
al rey Jorge, éste la rechazó arguyendo que no aceptaba comunicaciones de 
rebeldes” (Asimov 2010, pág. 72). 

Un elemento importante que ayudó a la victoria de los americanos, fue que el rey 
de Francia, Luis XVI, les financió en secreto (Jenkins 2008, pág. 81) y, en 1880, 
envió una fuerza de 6,000 hombres para combatir a su lado, al mando del conde 
Rochambeau (Gray y Hofstadter 1973, pág. 43). Francia, plantea Anderson, vio la 
oportunidad “de desquitarse de las derrotas de la Guerra de Siete Años (1996, pág. 
69). De igual manera, España realizó empréstitos a los rebeldes. 

Si bien la independencia se declaró en el segundo año de la guerra, el 4 de julio de 
1776, la lucha duró más de seis. Finalmente, la paz se firmó 1783, mediante la cual 
Inglaterra reconoció la independencia de las trece colonias con la suscripción del 
Tratado de Versalles. 

1.1.3.2.5 La Declaración de Independencia 

Un paso decisivo hacia el logro de la plena autonomía de las colonias 
norteamericanas respecto a Gran Bretaña, ocurrió el 12 de abril de 1776, cuando el 
Congreso Provincial de Carolina del Norte instruyó a sus delegados al Congreso 
Continental para que promovieran la declaratoria de independencia, como lo refiere 
Asimov. Así, Carolina del Norte: “...Fue la primera colonia que lo hizo de manera 
formal. Virginia la siguió, el 15 de mayo, y se dio por sentado que harían lo mismo 
las cuatro colonias de Nueva Inglaterra...” (Asimov 2001, pág. 79). 

Ralph Ketchan, de la Universidad de Siracusa, en su introducción a los Escritos 
Antifederalistas, ha expuesto el sentimiento que prevalecía previamente a la 
promoción de la idea de la independencia y cómo se llegó a ella: 

...A los americanos no se les hacía fácil abandonar aquella identidad 
nacional, y por ello avanzaban con recelo y lentitud hacia la independencia. 
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Muchos permanecían «leales» porque no querían sufrir una pérdida 
traumática. Sin embargo, en 1776, había tenido lugar el «cambio radical en 
los principios, opiniones, sentimientos y afectos que constituyó la verdadera 
Revolución Americana», como lo describió John Adams: los americanos no 
se consideraban ya miembros del cuerpo político británico; no formaban ya 
parte de lo que ellos, y los intelectuales más ilustrados de toda Europa, solían 
considerar la nación más libre y mejor gobernada del mundo (Ketcham 1996, 
pág. 10). 

El proceso de la guerra, aunado a la incomprensión y el maltrato sufrido por las 
colonias por parte del rey y el parlamento, finalmente, habían llegado a degenerar 
en un sentimiento independentista. La Gran Bretaña, en opinión de Occidente, podía 
ser considerada el país con mayores libertades y el mejor gobernado para ese 
momento. Sin embargo, los americanos ya no se sentían vinculados a esa 
comunidad política, pues no gozaban del mismo trato que los habitantes de la isla, 
carecían de representación ante el parlamento y se Ies reprimía como no era posible 
hacer contra la población en Inglaterra. 

La historia y la tradición intelectual obligaban a mirar a Inglaterra como el ejemplo a 
seguir para el logro de las libertades y el buen gobierno. Mas la realidad, para los 
americanos, demandaba enfrentar nuevos desafíos: 

Se necesitaban, por lo tanto, nuevas instituciones y nuevas ideas de Gobierno 
para sustituir a los modelos británicos rechazados. No obstante, en el 
momento en que aparecieron los primeros síntomas de revolución y con ellos 
de nuevo el debate sobre la nueva Constitución, los americanos se 
encontraron con que carecían de ideología y de experiencia con las que hacer 
atractiva la creación de una nueva nación... (Ketcham 1996, pág. 10). 

La respuesta fue iniciar el debate público, la discusión a través de periódicos, la 
lluvia de ideas y de inventiva para tratar de establecer, en forma consensuada, esas 
nuevas instituciones de gobierno que les aseguraran la construcción de una 
república. Una república moderna, diferente a las antiguas, en donde se diera 
cabida a la nueva clase surgida en Europa: la burguesía. Pero, además, que fuera 
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lo suficientemente amplia y abierta para responder a las aspiraciones de hombres 
de diferentes credos religiosos, orígenes y niveles de fortuna. Una república que 
fuera más inclusiva de lo que jamás se había visto: 

...Cuando los líderes políticos buscaron transformar la colonia en un país, 
usaron los conceptos británicos y sus precedentes, pero también enarbolaron 
nuevas ideas para una nueva nación en un nuevo mundo. A una revolución 
inicial leal que no buscaba una nueva nacionalidad, los americanos tuvieron 
que añadir una segunda revolución intencionada que formara ideas e 
instituciones para una nueva política. 

Entre 1776 y 1787, los americanos pusieron en marcha la creación de una 
nueva república... (Ketcham 1996, pág. 11). 

Otra idea que cobró fuerza fue la de la soberanía popular: 

...Una ciudad del oeste de Massachusetts sentenció que «lo que será la 
Constitución fundamental de esta provincia, lo que son los derechos 
innegables de las personas, el poder de los gobernantes, cuándo deberán ser 
elegidos por el pueblo, etc.» eran materias que el pueblo debía determinar 
explícitamente y partiendo de cero... (Ketcham 1996, pág. 11). 

Esto, evidentemente, devendría en la discusión sobre la democracia, si bien, para 
ese entonces, la denominación se encontraba desprestigiada por la tradición 
intelectual de la mayoría de los pensadores políticos, como se evidencia en El 
Federalista. 

El tercer elemento que aparece, en medio de ese clima revolucionario, es el de la 
promulgación de constituciones en cada una de las colonias, incluso de manera 
previa a la redacción de la declaración de independencia, iniciada en enero de 1776 
en New Hampshire. 

Presentada la moción de proclamar la independencia de las colonias de Gran 
Bretaña, el tema fue sometido al segundo Congreso Continental, que no dejaba de 
guardar ciertas reticencias sobre realizar un pronunciamiento definitivo al respecto. 
Un delegado del Congreso planteó a Benjamín Franklin: “Debemos permanecer 
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unidos”. A lo que éste respondió: “Sí, o con toda seguridad nos colgarán 
separadamente” (Asimov 2001, pág. 79). 

La valiente propuesta de proclamar la independencia, como punto a ser votado en 
el Congreso, ocurrió el 7 de junio de 1776, cuando Richard Henry Lee, delegado de 
Virginia, sometió a consideración la petición: “Se levantó y propuso que se aprobase 
una resolución en el sentido de que las colonias ‘son, y por derecho deben ser, 
Estados libres e independientes’”. El difícil tema de la votación se postergó, así, 
conformando una comisión para que preparara una declaración en donde se 
declarara la independencia. Al efecto, los integrantes que debían redactarla fueron 
Thomas Jefferson, Benjamín Franklin, John Adams, Robert Livingston y Roger 
Sherman (Asimov 2001, pág. 80). 

Los pronunciamientos de las colonias habían llevado el escabroso tema de la 
proclama de la independencia ante el Congreso Continental. El tema principal se 
torna en si éste tendrá el arrojo de cumplir con lo que las colonias más decididas 
piden, en demostrar si sus representantes se encuentran a la altura de lo que el 
momento, la historia y el pueblo les demandan. 

Finalmente, la respuesta a ese requerimiento histórico estaría a cargo de Benjamín 
Franklin, quien tuvo a su cargo, como autor, la redacción de la declaración de 
independencia. 

En este documento se resumirá el sentido de la lucha revolucionaria de las colonias 
norteamericanas, sus anhelos, sus aspiraciones republicanas, democráticas y 
constitucionalistas. Esta proclama sería el resumen histórico de siglos de 
elucubración intelectual, jurídica, filosófica y política. Era el momento cumbre para 
el sincretismo de lo antiguo y lo moderno, lo rescatable del pasado y lo innovador 
del presente, en una época llamada al cambio. Era el punto álgido de agonía 
definitiva de la Edad Media, el absolutismo, el abolengo, el tradicionalismo y el 
nacimiento de una nueva era. Franklin supo dar la talla para el momento cumbre 
que se vivía. 


127 


Este, a no dudar, es uno de los momentos cumbres de la humanidad, visto desde 
la perspectiva política y revolucionaria. Los hombres se comprometen y luchan por 
sus ideas, buscan desasirse del pasado, crear y configurar una nueva realidad, que 
responda a sus aspiraciones. En una palabra, asumen la responsabilidad de ser 
sujetos de la historia, desde la base de una concepción liberal, que les hace dueños 
del mundo, de la historia, del futuro. América es algo mejor que Europa. Europa es 
tradición, gradualismo en el desarrollo; América, la del norte, es revolución, cambio, 
innovación. Y las trece colonias contaban con hombres de talento y un pueblo 
entusiasta que les respaldaba, al punto de llegar a la lucha para vencer o morir por 
la libertad. 

Sobre la labor de Jefferson, Henry Steele Commager ha planteado que: 

...Jefferson redactó la Declaración en algo así como dos semanas, ya que 
fue revisada por el comité y sometida al Congreso el 28 de junio... Sabemos 
por su palabra que en la redacción “no consultó libro ni folleto alguno”, sino 
que “toda su autoridad descansa... en las ideas conciliadoras del momento, 
ya sean expresadas en conversaciones, epístolas, en ensayos, o bien en 
libros que abordan el derecho de los hombres, tales como Aristóteles, 
Cicerón, Locke, Sidney, etc.” (Boorstin y Ávila Flores 1997, pág. 66). 

Y así, sin consultas bibliográficas ni referencias directas de autoridades, Jefferson 
supo resumir siglos de aspiraciones por la libertad, los derechos, la igualdad y el 
sentido del gobierno entre los hombres. Las afirmaciones más memorables de la 
declaración de independencia se encuentran en estas líneas: 

Sostenemos como evidentes estas verdades: que todos los hombres son 
creados iguales; que son dotados por su Creador de ciertos derechos 
inalienables; que entre éstos están la Vida, la Libertad y la búsqueda de la 
Felicidad; que para garantizar estos derechos se instituyen entre los hombres 
los gobiernos, que derivan sus poderes legítimos del consentimiento de los 
gobernados; que cuando quiera que una forma de gobierno se haga 
destructora de estos principios, el pueblo tiene derecho de reformarla o 
aboliría e instituir un nuevo gobierno que se funde en esos principios, y a 
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organizar sus poderes en la forma que juzgue ofrecerá las mayores 
probabilidades de alcanzar su seguridad y felicidad... (Boorstin y Ávila Flores 
1997, pág. 67). 

Las afirmaciones contenidas en la Declaración de independencia norteamericana, 
resumen siglos del pensamiento político y sintetizan una historia revolucionaria que 
se patentiza en la lucha de las colonias. 

Boorstin hace un recuento de los principios expuestos, así: “Primero: Que todos los 
hombres fueron creados iguales” (Boorstin y Ávila Flores 1997, pág. 71). Esto 
significaba la abolición de las castas, los estratos, el abolengo, la sangre, la raza. 
Corresponde a una afirmación del derecho natural, pero que, ni en la sociedad de 
las trece colonias, se corresponde con la realidad. 

“Segundo, que (los hombres) están dotados de ciertos derechos ‘inalienables’”. Esta 
afirmación es rotundamente comprometedora, especialmente si se piensa en la 
realidad esclavista que se vive en Norteamérica para ese momento. Ni la sociedad, 
ni el contrato podían vulnerar tales derechos. ¡El germen de la injusticia late hacia 
el sur de la nueva república que se pretende construir! 

“Tercero, que en éstos (sic.) derechos se incluyen el derecho ‘a la Vida y la Libertad 
y la búsqueda de la Felicidad”. Derecho a la vida cuestionado por las facultades de 
los amos esclavistas. Libertad, sometida a la adquisición contractual de las 
personas. ¿Felicidad? Un ideario demasiado etéreo en una sociedad basada en 
clases. Cabe preguntar: ¿felicidad para quiénes? ¿en qué condiciones? 

“Cuarto, que con el propósito de ‘garantizar’ estos derechos, los gobiernos fueron 
instituidos entre los hombres”. No es más que la idea contractual de la fundación de 
la sociedad civil, algo que llegó a ser típicamente propio del pensamiento liberal, a 
efecto de encontrar la piedra de toque para la legitimación del poder. Se trata, en 
otras palabras, de que el gobierno y la sociedad sólo se legitiman si buscan el bien 
común. Es decir, otra herencia del derecho natural, que busca la fuente y 
justificación del poder en la garantía y prevalencia de los derechos de las personas. 
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“Quinto, que semejantes gobiernos ‘derivan’ (acaso la palabra más importante de 
toda la declaración) sus poderes -sus ‘legítimos’ poderes- del consentimiento de los 
gobernados”. Acá hay una transmutación del poder. El poder, según esta 
concepción, no deriva de Dios, sino de los hombres -a efecto del logro de 
determinados fines-. El poder tiene una naturaleza terrenal, que le sirve de 
justificación, y, si se traiciona la misma, se deslegitima, como se observa a 
continuación. 

“Sexto, que cuando una forma de gobierno se vuelva destructiva de estos principios, 
los hombres pueden ‘reformarla o aboliría’”. Cabe preguntarse, ¿qué hombres? La 
respuesta no puede ser otra que la clase de hombres de los burgueses, siempre y 
cuando el orden se torne en su contra. Porque los demás, esclavos, mujeres e 
indios, todavía no son iguales para competir contra ellos. El poder de reforma o de 
abolición, es propio de esa nueva clase. 

“Séptimo, que ellos tienen el derecho de ‘instituir’ nuevos gobiernos planeados para 
‘alcanzar su seguridad y felicidad’”. Se trata del derecho del burgués para el 
establecimiento de gobiernos que sean de su conveniencia. 

Emst Cassirer recoge la opinión del mismo autor de la Declaración de 
Independencia norteamericana, en cuanto a la naturaleza de sus principios: 

El objeto de la Declaración de Independencia, escribió Jefferson el 8 de mayo 
de 1825 en una carta a Henry Lee, no consistió en encontrar principios 
nuevos, o nuevos argumentos que nadie hubiera pensado antes, ni siquiera 
en decir cosas que nadie hubiera dicho; sino en presentar ante la humanidad 
el sentido común de la cuestión, en términos tan llanos y firmes que obligaran 
al asentimiento... No aspirando a la originalidad de principio o de sentimiento, 
ni siendo una copia de otro particular escrito anterior, se quiso que fuera una 
expresión del pensamiento americano, y que esta expresión tuviera el tono 
apropiado y el espíritu que la ocasión demandaba (Cassirer 2013, págs. 209- 
210 ). 
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Sobre la base de los principios señalados, la Declaración de Independencia 
norteamericana puede que haya logrado ser la expresión del pensamiento 
americano, consignado por ia élite dirigente americana para ese momento; mas no 
fue ia expresión de su realidad. En ese sentido, mucho de io expuesto en ella resulta 
-en el peor de los casos- una afirmación política-utópica que legitimaba, como 
discurso ideológico, ios verdaderos intereses de la burguesía que aspiraba a 
consolidar el poder a su favor. En contrapartida, en el mejor de los casos, quizá sea 
más correcto afirmar que la Declaración representó una propuesta de la naciente 
república de lo que se proponía construir, en un incierto momento del porvenir. Es 
decir, se trató de la disyuntiva objetiva entre el deber ser y el ser en el que se 
encuentra la naciente república norteamericana. 

Los Estados Unidos, desde sus principios y comienzos, no es, como república, lo 
que afirma la Declaración de Independencia; ni lo será incluso al promulgarse la 
Constitución once años después, ya que, en principio, no se reconocen los derechos 
fundamentales de las personas. Una élite dirigente, detentadora del poder, se 
encuentra posicionada para crear idealmente la primera sociedad burguesa, que 
desde la justificación liberal ha sido soñada por Occidente. Y, al momento de 
promulgar la constitución, por lo primero que se interesará habrá de ser por la 
organización del poder público, no por los derechos individuales. 

Esa élite ilustrada y demagógica será la que discuta e imponga las bases 
fundacionales de la nueva república. El síntoma antidemocrático más evidente es, 
además de que se excluye a mujeres y a la población no blanca, que se trata de 
una comunidad política limitada, basada en la representación censitaria (como lo 
señalara Locke): para ser representante se necesita del haber patrimonial; los 
demás no tienen por qué opinar o representar a nadie. O, como afirma Jenkins: 

Casi el único rasgo antidemocrático de las constituciones estatales era que 
había requisitos de propiedad para participar en el gobierno. Solamente los 
hombres cuyas propiedades superasen determinado valor podían ocupar 
cargos oficiales. (En Carolina del Sur, el gobernador tenía que poseer un 
patrimonio de al menos diez mil libras). También había requisitos de 
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propiedad para votar, aunque eran generalmente menores que antes de la 
guerra (Jenkins 2005, pág. 164). 

Los mecanismos de representación y votación adoptados durante la revolución 
norteamericana continuaron siendo excluyentes, como lo fueron en tiempos de los 
patricios romanos, los lores ingleses o los señores feudales. Pero el abolengo se 
legitimaba ahora ya no sobre aspectos de sangre o linaje, sino exclusivamente 
sobre las bases de posesión de riqueza y fortuna. Los dominados de siempre 
deberían someterse a un nuevo tipo de dominadores. Jenkins apunta que: “El 
resultado de esto era que el control de los gobiernos de los Estados estaba en 
manos de los acomodados, los grandes terratenientes o los hombres de negocios 
prósperos” (2005, pág. 164). 

Todo esto evidencia que, en la construcción de la nueva república, inspirada en la 
democracia (representación popular) y en el establecimiento del constitucionalismo, 
los burgueses liberales tuvieron siempre el control. Se trata de un proceso tutelado, 
en donde los verdaderos protagonistas buscan establecer una república a su 
conveniencia. 

Los padres fundadores, para utilizar la conocida frase norteamericana, no eran más 
que hombres promoviendo sus propios intereses de clase. Intereses que son, para 
este momento histórico, los intereses de la clase revolucionaria: la burguesía. La 
clase que necesita terminar con el anden régime como condición para construir el 
mundo que le permita avanzar desde sus ya fuertes posiciones económicas hacia 
el control del poder estatal. Su diferencia, estar a tono con los tiempos, ai punto de 
crear una sociedad diferente y, como demostraría ser, abierta discursivamente. 

1.1.3.2.6 La constitución, la república y la democracia 

Los problemas inmediatos por resolver tras el reconocimiento de Gran Bretaña de 
la independencia de las trece colonias norteamericanas, evidentemente, fueron el 
constituirse como una república, la organización política a adoptar y la definición de 
la estructura y conformación de los poderes. 
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La base real de la cual debía partir la construcción del nuevo país se encontraba en 
los Artículos de la Confederación que, como herencia de la guerra, significaba el 
sustento jurídico de la relativa unidad de las trece colonias alcanzada durante los 
años de confrontación con la metrópoli. 

En 1777 las colonias establecieron la Confederación para enfrentar a Gran Bretaña, 
la cual fue ratificada plenamente en 1781 (Jenkins 2005, pág. 84). ¿Cuáles eran las 
características que tuvo este convenio intra-colonial? ¿Cómo fue que se estableció? 
¿Representó un antecedente constitucional? 

Después que las colonias declararon su independencia de Gran Bretaña, el 
segundo Congreso Continental dedicó sus esfuerzos a la creación de una 
confederación mediante la cual se pudieran agrupar los nuevos Estados y que 
permitiera organizar diferentes aspectos, incluida la guerra contra la metrópoli. Para 
lograr estos objetivos se nombró una comisión, conformada por un representante 
de cada Estado, presidida por John Dickinson. Después de deliberar, esta comisión 
presentó el proyecto que se denominó “Artículos de Confederación y de Unión 
Perpetua” (Vila Casado 2007, pág. 65-66). 

El documento se discutió por más de un año y se aprobó por el Congreso el 15 de 
noviembre de 1777. Sin embargo, el proceso de ratificación se prolongó hasta 1781, 
cuando Maryland finalmente lo aprobó como el último Estado que dio su venia. En 
tanto, el vacío de poder fue cubierto por el segundo Congreso Continental, cuyas 
decisiones fueron adoptadas mediante el consenso de sus delegados (Vila Casado 
2007, pág. 67). 

Sobre los Artículos de la Confederación, Naranjo Mesa afirma que: 

Este nuevo acuerdo establecía un sistema supraestatal a la vez complejo y 
endeble. Cada Estado conservaba “su soberanía, libertad e independencia, y 
todo el poder, jurisdicción y derecho que no haya sido delegado a los Estados 
Unidos reunidos en Congreso”. El único órgano común era el Congreso, en 
el cual los trece Estados decidían en un plano de igualdad, cada uno con un 
voto. Al Congreso correspondía la dirección de las relaciones exteriores, 
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declarar la guerra, hacer la paz, establecer un sistema postal, resolver 
conflictos entre los Estados y otras funciones administrativas; pero carecía de 
poderes importantes en materia económica o fiscal: la percepción de los 
impuestos y la regulación del comercio quedaban en manos de los Estados. 
Como dice Jiménez de Parga, “el régimen confederal así estructurado 
presentaba muchas deficiencias. El Congreso dependía -en último término- 
de la voluntad de los Estados. Sin recursos económicos propios, sin poder 
ejecutivo y sin tribunales de justicia, difícilmente podía marchar la 
confederación” (Naranjo Mesa 2003, pág. 569). 

Una deficiencia notoria de los Artículos de la Confederación, y quizá la más 
importante, es que no previo “la instauración de un gobierno nacional genuino para 
las 13 colonias” (Gray y Hofstadter 1973, pág. 48). Esto se hizo más evidente con 
los problemas de autonomía que demostraron las colonias, una vez firmada la paz, 
en las diferentes competencias que correspondían al gobierno estatal. Así, por 
ejemplo, se dieron disputas respecto de las líneas fronterizas entre los estados, 
algunas asambleas -como las de Massachusetts, Nueva York y Pennsylvania- 
promulgaron severas leyes arancelarias, nueve estados organizaron sus propios 
ejércitos e incluso pequeñas flotas. En lo monetario, se emitió variedad de billetes 
nacionales, que se depreciaban con prontitud (Gray y Hofstadter 1973, pág. 48-49). 

Por si fuera poco, al terminar la guerra se produjo una depresión económica que 
afectó especialmente a los granjeros (Asimov 2001, págs. 164-165). 

Sin embargo, existió una serie de antecedentes importantes desde 1776 que 
perfilarían el futuro del nuevo Estado: 

Durante 1776, diversos Estados adoptaron constituciones escritas, que 
delineaban su forma de gobierno, eligieron «presidentes», etc. Algunos hasta 
lo hicieron antes de la Declaración de la Independencia -el primero de ellos 
fue New Hampshire el 5 de enero de 1776-. La más importante de las 
constituciones de los Estados fue la de Virginia, adoptada el 29 de junio, cinco 
días antes de que Hancock firmase la Declaración de la Independencia. 
Incluía una declaración de derechos que el gobierno del Estado no podía 
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violar, entre ellos la libertad de prensa y de religión, el derecho a un juicio por 
jurados, el derecho a no ser obligado a testimoniar en contra de sí mismo, 
etc. Este proyecto de Declaración de Derechos, esbozado porGeorge Masón, 
influyó en la elaboración por Jefferson de la Declaración de la Independencia 
y fue el modelo de documentos similares de otras constituciones, en los 
Estados Unidos y en Francia. La preocupación americana por las libertades 
civiles como derechos legales proviene de este documento (Asimov 2001, 
pág. 84-85). 

Sobre estos eventos en las colonias norteamericanas, Naranjo Mesa comenta: “Y 
fue así como se dieron en América los primeros frutos del movimiento 
constitucionalista liberal iniciado en Europa” (Naranjo Mesa 2003, pág. 568). 

Durante el otoño de 1786 ocurrieron revueltas de propietarios que iban a ser 
despojados legalmente de sus tierras, a causa de las deudas contraídas, lo que 
favorecía a los grandes y ricos terratenientes a costa de los pequeños productores 
empobrecidos. Asimismo, se encontraban agobiados por los impuestos que debían 
pagar. Uno de tales eventos ocurrió en Massachusetts y fue dirigido por el excapitán 
del ejército Daniel Shays. La rebelión fue controlada para febrero del siguiente año, 
pero favoreció que la legislatura adoptara medidas para aliviar la situación de los 
granjeros, al reconocer lo justo de sus peticiones (Asimov 2001, pág. 165-166). 

Bajo la presión de tantos conflictos surgidos entre las colonias, los problemas 
económicos e incluso el peligro de una guerra civil, los dirigentes fueron cobrando 
conciencia de la necesidad de lograr una fórmula política que permitiera establecer 
un orden adecuado a las necesidades de la convivencia armónica. 

Ya desde marzo de 1785, sobre la base de la convocatoria realizada por George 
Washington, se había promovido el arreglo entre delegados de Virginia y Maryland 
en cuanto a cuestiones relacionadas con la navegación por el río Potomac y la bahía 
de Chesapeake, que compartían ambos Estados. La reunión se realizó en Mount 
Vernon. En ella, James Madison propuso que se convocara a las trece colonias a 
una convención en Annapolis, Marylandad, para septiembre de 1786. Esta reunión 
fracasó. Sin embargo, el delegado de Nueva York, Alexander Hamilton, propuso 
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que se realizara una nueva convención en Filadelfia: “para adecuar la Constitución 
del gobierno federal a las exigencias de la Unión” (Vila Casado 2007, pág. 69). 
Sobre la convocatoria de Hamilton, Asimov señala lo siguiente: 

Tal como la redactó Hamilton, la convocatoria era para una convención que 
se reuniría en Filadelfia (la capital de la nación) en mayo de 1787, para 
considerar todas las cuestiones relacionadas con el establecimiento de un 
gobierno central eficaz... (Asimov 2001, pág. 169). 

La propuesta de Hamilton significó que, al decidir al respecto, los delegados se 
excedieran en las competencias propias de la convención convocada, cuyo carácter 
era limitado: 

...La Convención de Annapolis, que había sido convocada para abordar un 
problema específico de carácter limitado, no tenía ningún derecho legal a 
hacer tal convocatoria para un propósito tan vasto, pero Hamilton la presentó 
de todos modos. Confiaba en que la creciente insatisfacción por el gobierno 
débil haría que se pasase por alto la ilegalidad del llamamiento y se instara a 
designar delegados para tal fin, una vez lanzado. Tenía razón (Asimov 2001, 
pág. 169). 

La Convención Constitucional comenzó con sus sesiones a partir del 25 de mayo 
de 1787, con la participación de doce Estados, salvo el pequeño Rhode Island. Se 
encontraban presentes cincuenta y cinco delegados, cuyas deliberaciones se 
extendieron por casi cuatro meses (Asimov 2001, págs. 172-173). 

La Convención había sido facultada simplemente para redactar reformas a 
los Artículos de la Confederación pero, tal como lo escribió más tarde 
Madison, los delegados, “con una confianza viril en su país”, sencillamente 
dejaron a un lado los Artículos y procedieron a la estructuración de una forma 
de gobierno completamente nueva (Gray y Hofstadter 1973, pág. 50-51). 

En esta nueva Convención de representantes, por segunda vez, se procede en 
forma ilegal, al ir más allá del mandato para el que fueron autorizados para deliberar 
sus miembros. En ella, además de Washington, estuvieron presentes otras 
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personalidades de la época en calidad de representantes de los diferentes Estados: 
Benjamín Franklin (Pensilvanla), que a la sazón contaba ya con ochenta y un años; 
Alexander Hamiiton (Nueva York); James Madison (Virginia), quien escribió un 
detallado diario de las sesiones (Asimov 2001, pág. 173). En las discusiones que se 
dieron dentro de la Convención, se evidenciaron acuerdos generales y diferencias 
específicas sobre cómo estructurar ei futuro gobierno: 

...James Madison representaba una avanzada tendencia del pensamiento 
político ilustrado, que tenía sus raíces en el mundo inglés de finales del siglo 
XVII, del filósofo John Locke y el científico Isaac Newton. Como la mayoría 
de sus colegas, aceptaba una versión del contrato social en la que el gobierno 
es instituido por el pueblo, el cual tiene por tanto la facultad de cambiarlo a 
su gusto siempre que respete los derechos básicos e inalienables, incluido el 
de propiedad. Aunque el gobierno es necesario, tiende a sobrepasar sus 
propios límites, y hace falta un sistema de mutuos controles y contrapesos. 
Tradicionalmente, el gobierno tiene tres funciones principales -legislativa, 
ejecutiva y judicial-, y un buen sistema debe mantener la mayor separación 
posible entre ellas. En términos newtonianos, se podrían entender como unas 
fuerzas naturales que han de mantenerse en una relación estable, similar a 
la de los cuerpos celestes. Así pues, Madison era partidario de un gobierno 
nacional fuerte, pero constantemente limitado por controles y contrapesos 
internos (Jenkins 2005, pág. 88-89). 

Asimov agrega otros antecedentes acerca de Madison: 

...Había sido miembro de la convención que (sic.) la constitución de Virginia 
y su declaración de derechos. Había sido particularmente activo en el 
establecimiento de la libertad religiosa en el Estado. Fue miembro del 
Congreso en los últimos años de la guerra y le inquietaba particularmente su 
falta de poder, por lo que intentó (sin éxito) aumentarlo. Después de la guerra 
formó parte de la legislatura de Virginia, pero no cesó de abogar por un 
gobierno central más fuerte (Asimov 2001, pág. 167). 
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Las convicciones de Madison sobre el contractualismo, base popular del poder, 
derechos fundamentales de base lockeana, facultad popular de cambiar al 
gobernante, limitación del poder a través de la división de funciones, relación estable 
de tipo newtoniana entre los poderes, gobierno central fuerte, convicción en la 
tolerancia religiosa, lo señalan, pues, como un hombre ilustrado de su época. 

En contraposición a Madison se encontraba Alexander Hamilton, quien: “...prefería 
un modelo más parecido al de la monarquía y aristocracia inglesas como medio de 
controlar las pasiones populares que tanto temía” (Jenkins 2005, pág. 89). Al igual 
que Madison, “era partidario de un gobierno central fuerte” (Asimov 2001, pág. 108). 

También hubo delegados como Gouverneur Morris, quien influyó notablemente en 
la redacción final de la Constitución, que atacaban la democracia “pues desconfiaba 
del pueblo y pensaba que era más seguro dejar las riendas del gobierno en manos 
de hombres ricos y de buena familia” (Asimov 2001, pág. 174). 

Otros intereses en pugna se referían al esclavismo, planteamientos encontrados 
que contraponían al Sur contra el Norte, así como el conflicto entre la democracia y 
los intereses de las clases ricas. 

Todo ello devino en que para el diseño de lo que sería el nuevo sistema de gobierno, 
surgieran, más allá de los acuerdos generales, disputas sobre cómo estructurarlo. 

La confrontación de tesis en el seno de la Convención fue intensa; las 
sesiones fueron secretas para impedir la presión del público. Muy pronto se 
definieron dos corrientes antagónicas: (i) la que propugnaba por una amplia 
estructura de carácter nacional, capaz de conformar un gobierno fuerte al que 
estuvieran sometidos los Estados, cuyos partidarios se declaraban 
federalistas, y (ii) la que prefería mantener la confederación, con algunas 
mejoras, pero preservando la soberanía de los Estados; sus defensores se 
denominaban antifederalistas o partidarios de los derechos de los Estados 
(Vila Casado 2007, pág. 69). 

La facción federalista comenzó, paulatinamente, a imponerse: 


138 


Casi inmediatamente, los partidarios de la idea federal empezaron a obtener 
victorias. Se decidió desde el comienzo, por ejemplo, que se elaboraría una 
nueva constitución y que no serían usados como base los Artículos de la 
Confederación. También se decidió conducir los debates en secreto para no 
despertar las pasiones populares (las cuales, se daba por descontado, serían 
antifederalistas), que harían imposibles los compromisos; fue esto lo que hizo 
tan importante el diario de Madison. Finalmente, se decidió que todo lo que 
se elaborase en la Convención sería votado por convenciones elegidas por 
votación popular, no por las legislaturas estatales, que, con seguridad, por su 
misma naturaleza, serían antifederalistas (Asimov 2001, pág. 175). 

La decisión de elaborar una constitución sin utilizar los Artículos de la 
Confederación, como se dijo, significó excederse en las facultades legales 
conferidas a los representantes. La celebración de las sesiones en forma secreta, 
para evitar pronunciamientos populares, evidencia, además, una manipulación 
abierta del proceso por esa élite para el impulso de su proyecto -el federalista-. Y, 
finalmente, que lo decidido por la Convención debería ser votado por convenciones 
elegidas popularmente, y no por las legislaturas estatales, significó valerse de un 
mecanismo democrático para neutralizar a las legislaturas estatales de posibles 
sentimientos antifederalistas. 

Esta notable pérdida de ventajas por parte de los antifederalistas sólo se explica 
tomando en cuenta la composición del grupo de los representantes: “...la inmensa 
mayoría de los miembros de la Convención eran hombres acaudalados, de ideas 
conservadoras, que representaban definidos intereses económicos” (Vila Casado 
2007, pág. 70). Por tanto, podían existir pugnas sobre la forma y los procedimientos, 
mas, en el fondo, los intereses coincidían en lo esencial: la preservación de sus 
ventajas económicas y la promoción de sus intereses de clase. 

Sobre esta situación, García-Pelayo comenta sobre la versión final de la 
Constitución norteamericana y los compromisos que supuso: 

.. .aquí nos vamos a limitar a lo que representó en el momento de su aparición. 

Y en ese sentido es notable que una constitución que pervive durante más de 
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ciento sesenta años fuera resultado no ya de los compromisos generales a 
este tipo de documentos, sino de algunos bien genuinos y vinculados a la 
época... (García-Pelayo 1959, pág. 336). 

Estos compromisos se detallan por el constitucionalista español de la siguiente 
manera: 

a) Compromiso entre federalistas y antifederalistas: otorgaron a la Unión las 
competencias necesarias para su existencia, pero se mantuvo la 
autonomía de los Estados federados. Mediante este compromiso nació a 
la Historia la forma del Estado Federal... El carácter de compromiso de la 
nueva forma está bien puesto de manifiesto en un texto de El Federalista 
(XXXIX)... (García-Pelayo 1959, pág. 336). 

El texto al que se refiere el artículo número XXXIX de El Federalista, 
específicamente, es el siguiente: 

...la Constitución propuesta no es estrictamente una Constitución nacional ni 
federal, sino una combinación, un acomodamiento de ambas. Desde el punto 
de vista de su fundamento, es federal, no nacional; por el origen de donde 
proceden los poderes ordinarios del gobierno, es en parte federal y en parte 
nacional; por la actuación de estos poderes, es nacional, no federal; por la 
extensión de ellos es, otra vez, federal y no nacional, y, finalmente, por el 
modo que autoriza para introducir enmiendas, no es totalmente federal ni 
totalmente nacional (Hamilton et. al. 2014 reimp, pág. 163). 

El carácter compromisorio constitucional que se adopta en 1787 es la fórmula, 
casi diplomática, para superar los desacuerdos y arribar a un consenso. Ambos 
partidos quedan satisfechos, si bien se crea un problema de competencias que 
paulatinamente se haría evidente con el tiempo y que deberá ser resuelto por la 
Corte Suprema de Justicia, con su jurisprudencia constitucional. 

b) Compromiso entre Estados grandes y pequeños: los primeros querían un 
Congreso en el que los Estados estuvieran representados en proporción 
a su población; los segundos eran partidarios de una representación de 
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tipo confederal. El resultado fué (sic.) un sistema bicameral en el que la 
Cámara de Representantes estaría compuesta por un número de 
diputados proporcional a la población de cada Estado, mientras que el 
Senado se compondría de dos representantes por Estado, cualquiera que 
fuera su magnitud (García-Pelayo 1959, pág. 336). 

El problema de la representación se resolvió adoptando criterios diferentes para las 
distintas partes del gobierno, como lo señala Jenkins: 

...En el poder legislativo, el principio de representación popular valdría para 
la Cámara de Representantes, que sería la más sintonizada con la voluntad 
del pueblo, y cada estado tendría un representante por cada 30.000 
habitantes (la cifra actual es muy superior, clara violación de la Constitución 
que sigue existiendo porque nadie ha querido plantear la cuestión). En el 
Senado, cada estado, por fuerte o débil que fuera, tendría dos miembros. El 
hecho de que las leyes tuvieran que pasar por las dos cámaras satisfacía por 
tanto a ambas facciones -los estados grandes y los estados pequeños-... 
(Jenkins 2005, pág. 91-92). 

Pero, entonces, el problema pasaba a ser, como lo señala Jenkins, ¿a qué 
población se refería la Constitución para ser tomada en cuenta? (pág. 92). A lo que 
responde el siguiente compromiso que consigna García-Pelayo. 

c) Compromiso entre el Norte y el Sur (libres y esclavistas): los Estados del 
Sur pretendían que la población esclava contase a los efectos de la 
asignación de diputados sobre la base de la población, y que no contase, 
en cambio, para los efectos tributarios. Los Estados del Norte eran, como 
es natural, contrarios a ambas pretensiones. El resultado fué (sic.) que 
para uno y otro efecto la población esclava se computase en tres quintos. 
Para evitar que el Gobierno federal aboliera la esclavitud y concluyera 
tratados contrarios a los intereses del Sur, se estableció que la 
importación de esclavos sólo podría prohibirse después de transcurridos 
veinte años y que la ratificación de los tratados precisaría la aprobación 
de dos tercios del Senado (García-Pelayo 1959, pág. 336-337). 
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Para tener una idea de la importancia que tenía la población de descendencia 
africana, debe tomarse en cuenta que: “...En 1790, 790.000 habitantes eran 
descendientes de africanos -casi una quinta parte del total, y una proporción mayor 
que en cualquier época posterior-; y más del 90 por ciento de ellos eran esclavos...” 
(Jenkins 2005, pág. 92). La manera de sortear el escollo sin aludir directamente a 
los esclavos en la Constitución se evidencia en lo siguiente: 

...El lenguaje utilizado es realmente interesante. Los estados se repartirían a 
los representantes según el número de «personas libres... y, excluyendo a 
los indios no contribuyentes, tres quintos de todas las demás personas». La 
palabra que no aparece, por supuesto, es «esclavo», omisión que se da en 
todo el documento (Jenkins 2005, pág. 93). 

También la omisión se da en la parte que prohíbe restringir la esclavitud antes de 
veinte años: 

No por casualidad, la cláusula de la Constitución que se ocupa de este tema 
es tan oscura que quizá logre engañar a un lector ingenuo, refiriéndose como 
se refiere a que el Congreso no tiene poder para prohibir «la migración o 
importación de las personas que cualquiera de los estados actualmente 
existentes considere adecuado admitir» antes del año 1808 (Jenkins 2005, 
pág. 93). 

El último compromiso que apunta García-Pelayo, pero quizá de mayor 
trascendencia en lo que respecta al tema de la democracia, es el siguiente: 

d) Compromiso entre la democracia y los intereses de las ciases ricas: las 
sesiones de la convención e incluso las mismas páginas de Hamilton y 
Madison están traspasadas por el temor a la democracia y a que las ciases 
pobres puedan desarrollar una política favorable a sus intereses. A esto lo 
llamaban “el despotismo de las urnas”. Pero el establecimiento por la 
constitución federal de un sufragio censitario basado en la propiedad mueble 
(pues los extremistas eran los agricultores) hubiera hecho imposible la 
ratificación de la constitución, dada la magnitud numérica de los estratos 
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excluidos (sic.). Al ver cerrada esta vía, los constituyentes crearon un 
sistema de frenos y equilibrios destinado a desnaturalizar la esencia 
misma de la democracia; cierto que la Cámara de Representantes sería 
elegida directamente por los ciudadanos a quines (sic.) la legislación de cada 
Estado diera derechos de sufragio; pero sus poderes fueron limitados en 
cuanto que se le contrapuso un Senado elegido por las Asambleas de los 
Estados, ya alejadas de la multitud; mientras que los diputados eran elegidos 
cada dos años, los senadores fueron para seis, verificándose su renovación 
por tercios, con lo que el Senado obtenía mayor continuidad que la Cámara 
baja, y además se exigió mayor edad para los senadores, lo que no deja de 
ser otro elemento conservador. Frente a esta legislatura se estableció un 
Presidente fuerte, dotado de veto y elegido cada cuatro años por 
compromisarios, según procedimientos a determinar por las legislaturas de 
los Estados, método que suponía un sufragio indirecto en dos o tres grados, 
y en fin, un Tribunal Supremo compuesto de jueces vitalicios y elegido por 
los dos órganos más alejados de la masa popular (el Presidente y el Senado), 
institución que contenía en germen la competencia de declaración de nulidad 
de los actos de ios demás poderes (García-Pelayo 1959, pág. 337). 

La afirmación de que tanto las sesiones de ia convención como las páginas escritas 
por Hamilton como Madison estaban atravesadas por el miedo a la democracia, se 
evidencia, por ejemplo, en el artículo número X de El Federalista, cuya autoría se 
atribuye a Madison: 

Este examen dei problema permite concluir que una democracia pura, por la 
que entiendo una sociedad integrada por un reducido número de ciudadanos, 
que se reúnen y administran personalmente el gobierno, no puede evitar los 
peligros del espíritu sectario. En casi todos los casos, la mayoría sentirá un 
interés o una pasión comunes; la misma forma de gobierno producirá una 
comunicación y un acuerdo constantes; y nada podrá atajar las circunstancias 
que incitan a sacrificar al partido más débil o a algún sujeto odiado. Por eso 
estas democracias han dado siempre el espectáculo de su turbulencia y sus 
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pugnas; por eso han sido siempre incompatibles con la seguridad personal y 
los derechos de propiedad; y por eso, sobre todo, han sido tan breves sus 
vidas como violentas sus muertes. Los políticos teóricos que han patrocinado 
estas formas de gobierno, han supuesto erróneamente que reduciendo los 
derechos políticos del género humano a una absoluta igualdad, podrían al 
mismo tiempo igualar e identificar por completo sus posesiones, pasiones y 
opiniones... (Hamilton et. al. 2014 reimp, pág. 39). 

Madison entiende la democracia como algo impracticable en sociedades grandes, 
es decir, sólo era posible en lugares como las polis griegas o ciudades similares de 
la antigüedad. Su naturaleza, al ser la práctica directa del gobierno, genera 
turbulencia, pugnas y sectarismo de la mayoría en contra de la minoría. Cabe 
preguntar, ¿a qué minoría afecta la democracia? Y él mismo responde que se refiere 
a la seguridad personal de quienes poseen derechos de propiedad. En tal sentido, 
Salazar Ligarte ha afirmado que: 

Los autores de El federalista recogieron estas preocupaciones minoritarias 
hacia la democracia pura, en la que no existe nada que pueda “controlar los 
impulsos que tienden a sacrificar a la parte más débil”, por lo que se puede 
caer en una “tiranía de la mayoría” que arrastraría con “toda garantía para las 
personas y los objetos”. En un contexto en el que la minoría no eran 
precisamente los menos poderosos y la mayoría sólo llegaría a serlo cuando 
existiera un sistema abiertamente democrático se optó por construir un 
andamiaje constitucional que contuviera los impulsos mayoritarios. Cuando 
Robert Dahl se pregunta “How democratic is the American constitution?”, 28 se 
coloca bajo la lupa las decisiones que llevaron a los estadunidenses, en ese 
momento histórico concreto, a constitucionalizar un sistema presidencialista, 
representativo y bicameral, sobre un pacto federal en el que el voto de los 
ciudadanos tendría que pasar por el filtro de un grupo de electores en cada 
entidad federativa y con un poder judicial sumamente poderoso. En los 
Estados Unidos de América, la soberanía se expresaría en la constitución, 


28 ¿Cuán democrática es la constitución americana? 
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que sería identificada con las reglas comunes e inmodificables que el pueblo 
se había concedido. La tesis de fondo era que los límites al poder legislativo, 
lejos de negar la soberanía, terminarían por confirmarla. Ése es el sentido de 
la siguiente afirmación de Paine: “Una constitución no es producto de un 
gobierno sino del pueblo que constituye al gobierno [...] la constitución es 
anterior al gobierno y éste solamente es la criatura de la misma” (Salazar 
2011, pág. 121-122). 

Respecto a la afirmación de Thomas Paine sobre el origen soberano de la 
constitución, cabe cuestionar la calidad de representantes populares de los padres 
fundadores que en la Convención Constitucional de Filadelfia se dieron a la tarea 
de promulgar la primera constitución moderna. Robert Dahl, en el libro que 
menciona Salazar Ugarte, comenta al respecto: tendemos a asumir que los trece 
estados enviaron delegados, Rhode Island no lo hizo y los de Nueva Hampshire 
llegaron semanas después de iniciados los debates (2001, pág. 1). Esto significa 
que muchas de las decisiones se adoptaron únicamente por los representantes de 
11 de los 13 estados. Pero también que la votación se refirió a una sola propuesta, 
a pesar de las divisiones que pudieran existir dentro de cada grupo de 
representantes. Finalmente, Dahl se pregunta: ¿Por qué debemos sentirnos atados 
a un documento elaborado hace más de doscientos años por un grupo de cincuenta 
y cinco hombres, que solo firmaron treinta y nueve, un buen número de los cuales 
eran esclavistas, y que fue adoptado en trece estados mediante el voto inferior a los 
dos mil hombres? (2001, pág. 2). En igual sentido, sobre la firma de un menor 
número de firmantes que los originalmente presentes en la Convención, se 
pronuncia Anckerman: “Hubo cincuenta y cinco delegados enviados a la 
Convención, pero solo treinta y nueve permanecieron hasta la firma de la propuesta 
final”. Pero, también señala que: “Dos de los tres neoyorquinos abandonaron la 
Convención en respuesta a su deriva federalista, dejando que Hamilton firmase en 
solitario por parte del Estado...” (2015, pág. 200). 

Los problemas políticos que devienen al no ser viable la democracia hacen 
necesario encontrar una fórmula diferente que, sin apartarse en definitiva del pueblo 
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o de la mayoría, consigan evitar los peligros señalados sobre aquella. Esta fórmula 
la encuentra Madison y la formula en el mismo artículo número X de El Federalista : 

Una república, o sea, un gobierno en que tiene efecto el sistema de la 
representación, ofrece distintas perspectivas y promete el remedio que 
buscamos. Examinemos en qué puntos se distingue de la democracia pura y 
entonces comprenderemos tanto la índole del remedio cuanto la eficacia que 
ha de derivar de la Unión. 

Las dos grandes diferencias entre una democracia y una república son: 
primera, que en la segunda se delega la facultad de gobierno en un pequeño 
número de ciudadanos, elegidos por el resto; segunda, que la república 
puede comprender un número más grande de ciudadanos y una mayor 
extensión de territorio (Hamilton et. al. 2014, pág. 39). 

En este punto es necesario hacer una reflexión importante para nuestro tema. Los 
padres fundadores norteamericanos no buscaban el establecimiento de una 
democracia, sino la fundación de una república. ¿Cuál es su diferencia? El ejercicio 
del poder. En la democracia se busca el ejercicio directo por parte del pueblo. Sin 
embargo, siguiendo la tradición clásica de los críticos de la democracia (Platón, 
Aristóteles, Polibio), los ideólogos políticos norteamericanos -los padres 
fundadores- consideran que la democracia es impracticable e indeseable. No 
obstante, siendo realistas y pragmáticos, no puede erigirse un gobierno 
abiertamente aristocrático y menos uno monárquico, pues las condiciones objetivas 
de la sociedad norteamericana no lo permitirían. Así, la fórmula para conjurar la 
democracia adopta la forma republicana, en donde se elegirán representantes en 
los cuales el pueblo delega su poder para decidir. Esta transmutación de la 
soberanía se realizará a través del mecanismo constitucional, en donde se 
considera que se encuentra consagrado el mandato popular soberano de lo que 
debe hacerse. Transmisión de la soberanía ai poder constituyente, una democracia 
representativa y una división del poder en un intrincado sistema de pesos y 
contrapesos, son las características de la construcción constitucional realizada por 
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los padres fundadores norteamericanos, en un proceso de negociación y 
concesiones entre la élite de representantes. 

Antonio Negri resume el proceso de manera clara: 

...La Constitución no sólo ha absorbido el poder constituyente sino también 
el sujeto del poder constituyente. El círculo está completo. Si en Inglaterra la 
Constitución que siguió a la Glorious fíevolution había comenzado a 
transformar, a finales del siglo XVIII, la constitución mixta de las clases en 
constitución de las diversas funciones de gobierno, aquí, un siglo después, el 
genio republicano cumple un ulterior milagro: después de haber borrado, en 
la Constitución, a los sujetos que eran su origen, proporciona a la sociedad 
puros y simples productos constitucionales, los individuos jurídicos. En el 
curso de este proceso de transformación sólo se había olvidado una cosa: la 
capacidad creativa de los sujetos, de los grupos, de las clases. La potencia 
había dado lugar al poder y de ésta, nada quedaba en la Constitución (Negri 
1994, pág. 212). 

Los autores de El Federalista, en el número LXIII, señalan con orgullo cómo en el 
gobierno de los Estados Unidos se ha podido excluir, en forma total, ai pueblo, 
después de consignar que en la antigüedad se utilizó la representación para ser 
gobernadas algunas ciudades democráticas: 

De estos hechos, a los que podríamos añadir muchos otros, resalta 
claramente que el principio de la representación no era desconocido de los 
antiguos ni totalmente ajeno a sus constituciones políticas. La verdadera 
diferencia entre estos gobiernos y el americano reside en la exclusión total 
del pueblo, en su carácter colectivo, de toda participación en éste, no en la 
exclusión total de los representantes del pueblo de la administración de 
aquéllos. Condicionada así la diferencia, arroja una ventajosísima 
superioridad a favor de los Estados Unidos. Pero para que este beneficio 
surta su plenitud de efecto, debemos cuidar de no separarlo del otro de que 
disponemos, o sea un territorio extenso. Pues es increíble que cualquier 
forma de gobierno representativo hubiera podido tener éxito en los estrechos 
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límites que ocupaban las democracias griegas (Hamilton et. al. 2014, pág. 
270). 29 

En el concepto de los ideólogos liberales, como Hanna Arendt, de lo que se trata es 
del triunfo de la libertad en los Estados Unidos, de acuerdo con la cita de Negri del 
libro On Revolutiorr. 

“La idea central de la revolución americana es el establecimiento de la 
libertad, lo que es lo mismo al establecimiento de un cuerpo político que 
garantiza el espacio donde la libertad pueda operar”. Fuera de este espacio 
político, lo social tiene sólo voz como violencia y anarquía: las consecuencias 
son conocidas... En resumen, para acabar y para ir más allá de la poesía, lo 
que Arendt nos dice es que el elemento fundamental de la Constitución 
americana es el conjugarse del poder constituyente y el poder constituido en 
la emancipación de lo político (Negri 1994, pág. 213). 

Además, se trata de la concreción de inquietudes de diferentes ideólogos del 
liberalismo: 

En esta apología metafísica de la constitución americana nosotros podemos 
reconocer la confluencia de la tradición kantiana del Estado de derecho y de 
la polémica nietzscheana contra la democracia. Podemos sobre todo 
identificar aquí un esfuerzo formidable por fijar la ilusión que el liberalismo 
pueda constituir sentido y totalidad, base y límite de la comunidad humana 
(Negri 1994, pág. 214). 

El ejemplo de la configuración de un orden constitucional en Estados Unidos, como 
la punta de lanza de lo que en el futuro serán los nuevos regímenes políticos que 
aspiran a basarse en el establecimiento de códigos fundamentales, dejó planteado, 
desde un principio, la separación posible, mediante fórmulas legales y políticas, del 
poder soberano, mediante la elucubración del poder constituyente y el poder 
constituido. El republicanismo, entendido como la democracia representativa, 
posibilitó la segregación entre soberano (pueblo) y sus representantes, 


29 Las cursivas corresponden al original. 
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especialmente mediante la figura de que no existía un mandato vinculante entre 
representantes (mandatarios) y representados (mandantes) -como ocurre en el 
derecho privado-. 

En la configuración del orden político norteamericano se dará preeminencia al 
mecanismo constitucional, como la fórmula para conjurar la posibilidad de conflictos 
sociales, y el consiguiente logro del orden y la paz necesarios para el desarrollo de 
la vida social. 

En relación con el tema que a continuación se tratará, es decir, la Constitución 
Francesa, resulta oportuno lo dicho por Salazar Ligarte, quien la compara con la vía 
norteamericana: 

¿Qué es lo que tenemos? La interpretación histórica nos sugiere que, 
mientras los franceses subrayaron el ideal democrático, los americanos 
apostaron por el ideal constitucional. Pero la parte de la constitución que los 
estadunidenses consideran verdaderamente inmodificable es lo que 
conocemos como parte orgánica (relativa a la organización del poder político) 
y que es propiamente su documento constitucional. El Bill of Rights sólo será 
incorporado, como primera enmienda, hasta 1791, y para ver la abolición de 
la esclavitud tendremos que esperar hasta la decimotercera enmienda en 
1865. Y, aun así, a pesar de que en un inicio las limitaciones constitucionales 
no eran sustantivas, las restricciones a la reforma constitucional vinieron 
acompañadas de múltiples interrogantes: ¿era correcto que la generación 
presente (los vivos) se encontrara limitada por las decisiones de una 
generación pasada (los muertos)? ¿no se estaría abriendo la puerta a una 
nueva forma de tiranía, la tiranía del pasado? ¿es legítimo limitar las 
decisiones del pueblo soberano? Por ejemplo, algunos autores como Paine y 
Jefferson sostuvieron que la democracia era el gobierno de los vivos, por lo 
que cada generación debería ser libre para aprobar su constitución; otros, 
como Burke y Madison, replicaron que la sociedad es un contrato que vincula 
“a los vivos con los muertos y con los que aún no han nacido” y que la 
constitución heredada serviría para estabilizar a la democracia... el debate 
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sigue abierto hasta nuestros días, pero, en su momento, los estadunidenses 
lograron sortearlo (al menos en parte) con la práctica de las enmiendas: la 
constitución podría ser revisada sin alterar sus fundamentos y, sobre todo, 
sin poner en marcha la fuerza generadora (y frecuentemente incontrolable) 
del peligroso poder constituyente (Salazar 2011, pág. 122-123). 

Así vemos que, en el nacimiento de Estados Unidos, se prioriza la Constitución 
como basamento del sistema, por encima del ideal democrático. En tanto que, en el 
caso francés, se antepone el ideal por la democracia, si bien, con el paso del tiempo, 
se terminarán dando coincidencias entre ambos modelos. 

John Dunn ha realizado varias observaciones importantes sobre la democracia en 
el proceso de elaboración constitucional en Estados Unidos, en un libro 
relativamente reciente (2005). Así, plantea que: “El término ‘democracia’ no 
desempeñó ningún papel en el inicio de la crisis de las colonias norteamericanas, ni 
en la definición de las estructuras políticas que la llevaron a una conclusión 
sorprendentemente duradera”. Como se dijo, y lo reitera este autor, la palabra 
democracia tenía, según la predominante tendencia de los pensadores políticos, 
una connotación negativa y cuyo resultado debía ser evitado. Pero lo importante 
que señala Dunn es que: “Sólo en retrospectiva, cuando la constitución empezó a 
funcionar y la nueva nación inició su recorrido, sólo entonces el punto de vista 
cambió radicalmente”. Valiéndose de las prácticas del gobierno representativo 
inglés, si bien con una base electoral más amplia, especialmente en la elección del 
cuerpo de legisladores, “fueron rebautizadas con la lengua del mundo antiguo”, es 
decir, como prácticas democráticas, “como si ya hubieran sido demócratas sin 
saberlo” (2014, 119). 

Se trata, pues, de cómo el sistema de elección y participación ciudadana creado 
constitucionalmente por una élite de representantes de los estados, generó mayor 
inclusión, resultando así el modelo de lo que sería la nueva forma democracia, la 
moderna, la burguesa, sustentada en la representación. Si bien, por supuesto, tales 
representantes debían reunir la característica de ser propietarios, hombres con 
medios para haber sido educados, capaces así de comprender sobre los intereses 
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y lo más conveniente para el bien común. O sea, la nueva aristocracia burguesa 
que, por primera vez, en la modernidad, crea, con un sentido revolucionario, un 
Estado a “imagen y semejanza” de sus aspiraciones, en donde las anacrónicas 
formas monárquicas han sido desechadas, con base en la regulación de una ley 
fundamental que rige el Estado. Se erige así, el credo constitucional, que cimenta 
las bazas de lo que será el sistema demoliberal. 

De acuerdo con Dunn, el retrato clásico de esa transmutación del término 
democracia, es decir, de pasar de entenderse como algo indeseable para luego 
representar el paradigma en la nueva forma republicana, la realizó Alexis de 
Tocqueville, quien escribió su famoso libro casi medio siglo después de la 
independencia norteamericana (2014, pág. 119-120). En palabras de Dunn: 

...En el libro de Tocqueville La democracia en América se puede encontrar 
por primera vez el reconocimiento de que la democracia es el elemento que 
distingue la experiencia política moderna y que cualquiera que desee 
entender el carácter de dicha experiencia debe centrarse en lo que la 
democracia implica y asimilarlo (2014, pág. 120). 

Mas Dunn no considera ni alude a que Tocqueville tiene, además, el referente de la 
Revolución francesa, en donde también la palabra llegó a cobrar nuevos vuelos, por 
lo, que cuando el joven aristócrata escribe su libro, tiene en mente ambos eventos 
históricos que cambiaron la historia de Occidente, para proyectarse al mundo. 

En el proceso constitucional norteamericano, el punto crítico de la democracia fue 
visto por Alexander Hamilton de manera clara, en relación con el tema de la igualdad 
y la libertad: “Sin embargo, sabemos que ninguna sociedad ha estado compuesta 
-ni podría estarlo- de una masa tan homogénea de ciudadanos”. Las diferencias 
sociales entre los hombres, especialmente en relación a lo económico, son para 
Hamilton, así como para los liberales, algo natural. Es por eso que, en esa carta que 
escribe con fecha 24 de octubre de 1787 recuerda que: “En todas las sociedades 
civilizadas, las distinciones son muchas e inevitables”. Por lo que: “Las diferencias 
de propiedad son resultado de la protección misma que el gobierno otorga a las 
distintas facultades de adquirirla”. Con esto subraya una de las funciones y fines 


151 


básicos del gobierno, es decir, la protección de la propiedad, de la misma manera 
como lo hiciera Locke, Smith, Constant o cualquier otro liberal. Con base en lo cual, 
Hamilton concluye: “Habrá ricos y pobres, acreedores y deudores, un interés en las 
tierras, un interés mercantil, un interés en la fabricación”, etc. (Dunn 2014, pág. 126). 

En conclusión, es posible cerrar este apartado con las palabras de Castoriadis, 
quien se pronuncia escépticamente sobre el significado de la constitución 
norteamericana: 

... Dicho sea de paso, los aduladores de la república americana olvidan 
generalmente que los padres fundadores establecieron la Constitución con el 
propósito de luchar en contra de los movimientos sociales subversivos que 
se manifestaban en la época, las demandas de supresión de las deudas, 
etcétera... (2002, pág. 147). 30 

Finalmente, el proceso de ratificación del texto constitucional por los estados de la 
unión comenzó en 1787, cuando Delaware, Pensilvania y Nueva Jersey 
manifestaron su adhesión. Ocho estados más hicieron lo propio en 1788 (Jenkins 
2007, pág. 95). La previsión original estableció que con la ratificación de nueve de 
los trece estados entraría en vigor la Constitución. Así, el grupo de los federalistas, 
que había defendido el contenido de la Constitución con la promoción de artículos 
en los periódicos, había ganado. Ahora correspondía proceder a la elección del 
primer presidente de la unión. 

1.1.3.2.7 Federalistas y republicanos 

Durante este período de la historia norteamericana se comienzan a perfilar los 
partidos políticos, cuya tradición bipartita prácticamente continúa hasta nuestros 
días. 

Al momento de la primera elección presidencial se pensó que no existía mejor 
opción, en aras de la unidad, que postular al líder militar que durante los años de la 
revolución encabezó al ejército independentista que dio vida a la nueva república. 


30 Las cursivas corresponden al original. 
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Se trataba de Jorge Washington, cuyo aprecio y carisma popular eran indiscutibles 
a los ojos de la nación norteamericana. 

Washington, además, era parte del grupo de los federalistas, tanto por sus 
convicciones como por sus afinidades de clase. Fue el único candidato que se 
postuló al cargo, convirtiéndose así en el primer presidente de los Estados Unidos 
en 1789 y fue reelecto en 1792, cuando tampoco se presentó contendiente alguno. 
El segundo presidente sería el también federalista John Adams, electo en 1796, 
pero en esta ocasión sí hubo otro aspirante al cargo, se trató de un miembro del 
grupo republicano, Thomas Jefferson. 

El grupo de los federalistas permaneció en el poder durante los primeros diez años 
de vida independiente de los Estados Unidos. El hecho de que los tres gobiernos 
iniciales de la joven república correspondieran al grupo conformado por los 
federalistas es un dato importante, pues evidencia cómo el diseño constitucional 
que realizó especialmente este grupo será implementado, ya en el ejercicio del 
poder, y, paulatinamente, traspondrá los límites que originalmente se habían 
previsto, por medio de una interpretación constitucional laxa, o como se dio en 
llamar, extensiva. 

Washington, para la conformación de su gabinete, designó, entre otras importantes 
figuras, a Alexander Hamilton como responsable del Departamento del Tesoro. Este 
cargo resultaba de los más importantes en el nuevo gobierno federal, pues la 
administración se encontraba urgida de agenciarse de fuentes de ingresos propios 
para poder funcionar: “...los federalistas, liderados por John Adams y Alexander 
Hamilton... querían un gobierno central más fuerte, y simpatizaban con los intereses 
comerciales y financieros que tenían su sede sobre todo en Nueva Inglaterra” 
(Jenkins 2007, pág. 101). 

Hamilton, desde su posición, impulsó la creación de un sistema financiero nacional 
que asegurara la obtención de ingresos. Un primer tema que abordó fue el de la 
deuda pública. De acuerdo con su Informe sobre el Crédito Público, que remitió al 
Congreso el 14 de enero de 1790, el gobierno debía pagar las deudas externas e 
internas contraídas durante la revolución, las cuales ascendían a 54 millones de 
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dólares, incluidos los intereses por mora (McLaughlin 1919, pág. 203), para así 
restablecer la credibilidad y confianza en la obtención de préstamos. Hamilton, ai 
efecto, propuso que el gobierno federal aceptara recibir los viejos bonos emitidos 
por el Congreso Continental -incluida la deuda particular de los Estados- y, a 
cambio, reintegrara su valor pleno con nuevos, los cuales tendrían un interés del 6 
por ciento. Además, también sugirió la venta de tierras occidentales, la creación de 
nuevos impuestos al consumo y de aranceles. La propuesta de que se crearan 
nuevos impuestos hizo que en el seno del Congreso se recordara que ese tema 
había llevado, en principio, al inicio de la revolución contra Gran Bretaña; pero 
Hamilton desdeñó las objeciones, argumentando que las medidas sustentarían las 
bases para el progreso económico de la nación (Asimov 2010, pág. 189). 

El Congreso, en principio, estuvo de acuerdo en cancelar la deuda externa. Sin 
embargo, el pago de la deuda doméstica fue motivo de polémica debido a que 
muchos de los adquirentes originales de los bonos, al encontrarse en apuros 
económicos, los habían vendido a un bajo valor a los especuladores. Asimov 
plantea el dilema que, en términos de justicia hacia los pobres, los congresistas 
debían resolver, en los siguientes términos: 

...los especuladores pagaban por los certificados mucho menos valor 
nominal. Un hombre en apuros que tenía un trozo de papel que teóricamente 
valía cien dólares lo vendía por diez dólares en efectivo. Éste era dinero que 
al menos tenía cuando lo necesitaba. El especulador podía perder diez 
dólares si el gobierno repudiaba la deuda o ganar noventa dólares si la 
aceptaba (Asimov 2010, pág. 190). 

Como solución justa al problema se planteó que el gobierno pagara directamente a 
los adquirentes originales de los bonos y menos a los especuladores, es decir, que 
se les hiciera a éstos un descuento: 

Hamilton se opuso a esto. Tenía simpatías por la clase mercantil acomodada, 
a la que consideraba formada por miembros capaces y valiosos de la 
sociedad. Si un hombre pobre carecía de fe suficiente en el gobierno para 
retener sus certificados, ¿no era falta suya? Y, para el gobierno, discriminar 


154 


entre unos poseedores y otros sería un mal negocio y perjudicaría su crédito 
(Asimov 2010, pág. 191). 

La venta de tierras occidentales representaba una oportunidad de inversión para los 
hombres pudientes de hacerse de más propiedades inmobiliarias a un buen precio. 
El establecimiento de impuestos al consumo y aranceles, en todo caso, afectaría 
los precios que debían pagar los consumidores finales, no los empresarios, y 
quienes debían fijarlos eran los hombres representados en el Congreso, que 
también tenían intereses en los asuntos mercantiles. Esos recursos contribuirían a 
sanear el crédito público, con el aliciente de lograr una buena ganancia al honrar los 
bonos que, en buena medida, se encontraban en poder de los especuladores. 

Desde la perspectiva constitucional, se presentaban vahas objeciones al proyecto 
de Hamilton. Jenkins lo consigna así: 

...Con el conjunto de todas estas ideas se postulaba un gobierno nacional de 
un alcance mucho mayor que el descrito por la Constitución, pero Hamilton 
justificaba sus opiniones con la teoría de que, una vez una república se ha 
consolidado, necesita para conservar su salud firmes instituciones 
nacionales: en otras palabras, una versión pionera de los «poderes 
implícitos»... (Jenkins 2007, pág. 102). 

La discusión sobre estos y otros temas que impulsaba Hamilton llevaron a la división 
del Partido Federalista (Asimov 2010, pág. 191). La confrontación devino en la 
conformación de un nuevo grupo: el de los republicanos (considerados 
ascendientes del actual partido demócrata). Éstos estaban liderados por Thomas 
Jefferson y James Madison: “Los republicanos hacían hincapié en los intereses 
agrarios y los derechos de los estados, y eran fuertes en los estados del Sur, 
especialmente en Virginia” (Jenkins 2007, pág. 101). Al poco tiempo, tendieron a 
consolidarse como un partido: 

Pronto se denominó a sí mismo el partido Republicano, pero fue regularmente 
estigmatizado por sus oponentes como democrático, entonces una palabra 
de no buen aroma debido a los excesos de la Revolución Francesa cometidos 
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en nombre de la libertad y la fraternidad. Éste creía que los derechos de los 
Estados debían ser defendidos en contra de los abusos de parte del gobierno 
nacional. Desconfianza en el gobierno y fe en el pueblo fueron sus más 
preciados principios... (McLaughlin 1919, pág. 206-207). 31 

El Congreso aceptó, finalmente, la propuesta de Hamilton de que se pagara toda la 
deuda sin discriminar entre los tenedores de los bonos. Jefferson, al recordar años 
más tarde lo sucedido, señaló en sus memorias que: 

Se había aprobado ya el sistema financiero de Hamilton. Perseguía dos 
objetivos. El primero era un rompecabezas destinado a excluir la comprensión 
y el examen populares. El segundo, una maquinaria para la corrupción de la 
asamblea legislativa; pues confesó la opinión de que a los hombres sólo se 
les podía gobernar por dos motivos, la fuerza o el interés: señaló que la fuerza 
quedaba descartada en este país; y, por consiguiente, había que echar mano 
del interés para que la asamblea legislativa se mantuviese unida con el 
ejecutivo. Y hay que reconocer, con pena y vergüenza, que su maquinaria 
surtía efecto. Que incluso en el nacimiento de nuestro gobierno, se había 
descubierto que algunos de sus miembros subordinaban su deber a sus 
intereses y buscaban su bien personal antes que el público (Vidal 2004, 
pág.86). 

McLaughlin da cuenta de cómo, en oposición a los proyectos de Hamilton, se 
formaron los partidos políticos antes de que concluyera el primer período de 
Washington: 

Antes de que terminara el primer período de Washington los partidos políticos 
se encontraban organizados. Ellos se formaron en buena parte a 
consecuencia de ia simpatía o antagonismo a los planes de Hamilton, los que 
muy claramente tendían no sólo a establecer condiciones financieras sólidas, 


31 It soon called itself the Republican party, but was often stigmatized by its opponents as democratic, 
a word not then ¡n good odor because of the excesses of the French Revolution committed ¡n the 
ñame of liberty and fraternity. It belleved that the rlghts of the States should be defended agalnst 
encroachments on the part of the National Government. Distrust of government and falth ¡n the people 
were Its dearest principies. 
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sino proporcionar poder y eficiencia a la autoridad central. Se creía por 
muchos que el astuto secretario estaba haciendo uso de su posición por 
medio de varios métodos viciosos para reunir y mantener unido un partido 
monárquico, y que las instituciones republicanas estaban amenazadas por 
los esquemas y maquinaciones de lo que Jefferson llamó el “escuadrón 
corrupto” (1919, pág. 206). 32 

Contrario a lo que se decía en El Federalista, en cuanto a querer evitar las 
confrontaciones y perniciosas maquinaciones entre facciones, el ejercicio político 
avivaba las rivalidades, especialmente debido a la promoción de intereses que se 
alejaban de los de la nación y respondían, más bien, a la conveniencia de 
particulares. La virtud ciudadana y cívica parecía alejarse con el ejercicio del poder, 
incluso de algunos de los padres de la patria. Como observa agudamente Vidal: 
“Los días en que debatían a Hume y Montesquieu se habían acabado” (2004, pág. 
72). 

En nombre de la promoción de intereses públicos, respalda con buenos argumentos 
financieros, era posible lograr jugosas ganancias y el apoyo de un séquito de 
hombres dispuestos a promocionar, bajo esas premisas, el fortalecimiento del 
gobierno central. Jefferson lo señala así: 

Sumas inmensas fueron birladas así a los pobres e ignorantes, y amasaron 
fortunas los que antes habían sido también bastante pobres... Los hombres 
enriquecidos de este modo por la habilidad de un líder seguían, por supuesto, 
al jefe que les conducía a la fortuna y se convertían en los fervientes 
instrumentos de todas sus empresas... (Vidal 2004, pág. 87). 

Hamilton, posteriormente, impulsó la creación de un banco central. Una vez más se 
objetó que el proyecto contravenía los poderes constitucionales: “El principal 


32 Before the end of Washington's first term political parties were organized. They were largely formed 
¡n consequence of sympathy with or antagonism to Hamilton's plans, which plainly enough tended 
not simply to establish sound financial conditions, but to give power and efficiency to the central 
authority. It was believed by many that the wily secretary was making use of his position by varios 
vicious methods to bring and hold together a monarchical party, and that republican institutions were 
endangered by the schemes and machinations of what Jefferson called the "corrupt squadron". 
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argumento de sus oponentes era que resultaba inconstitucional, que al Gobierno 
Federal no se le había otorgado la autoridad para establecer una corporación” 
(McLaughlin 1919, pág. 205). 33 Sin embargo, también una vez más, Hamilton ganó 
la partida, pues el Banco de los Estados Unidos comenzó sus operaciones el 12 de 
diciembre de 1791. Sobre el tema, Asimov comenta: 

El Banco controló la cantidad de papel moneda en circulación, con lo cual 
impidió la caída del valor del papel moneda. Esto, en general, favoreció a las 
clases comerciales, que eran comúnmente acreedoras y no aceptaban papel 
monera barato como pago de sus deudas. En cambio, perjudicó a las clases 
rurales, que generalmente eran deudoras (Asimov 2010, pág. 196). 

Venta de tierras, pago de bonos, creación de aranceles y estabilidad monetaria eran 
medidas en congruencia con los intereses de los acomodados, hombres de 
negocios, industriales y, en general, representantes de la burguesía 
norteamericana, dignamente ubicados en el legislativo, gracias a un sistema 
censitario de postulación y elección. 

El excederse en los límites establecidos constitucionalmente, así, desde un 
principio, se tornó en una práctica regular en el ejercicio del poder. Asimov lo 
reconoce claramente: 

Así comenzó la disputa entre los «construccionistas estrictos», que se 
ajustaban estrechamente a la Constitución y no iban ni un milímetro más allá 
de sus estipulaciones claramente expresadas, y los «construccionistas 
vagos», quienes deseaban extraer todo género de implicaciones de lo que en 
ella se decía. Esta discusión ha proseguido en los Estados Unidos desde 
entonces; habitualmente, los que están en el poder son construccionistas 
vagos y los de la oposición construccionistas estrictos (Asimov 2010, págs. 
195-196). 


33 “The main argument of ¡ts opponents was that ¡t was unconstitutional, that the Federal Government 
had not been given the authority to establish a Corporation”. 
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Como prueba de ese construccionismo vago, Jefferson, férreo opositor a tal 
interpretación realizado por Hamilton, una vez estuvo a cargo de la presidencia, 
negoció lo necesario para poder comprar Luisiana a Napoleón Bonaparte, cosa para 
la cual tampoco contaba con las facultades constitucionales. Sin embargo, como ha 
dicho Gore Vidal: “Jefferson había establecido un ejemplo para los posteriores 
presidentes para actuar unilateralmente y el asunto de la Constitución comienza a 
desenredarse” (Vidal 1998, pág. 18). 34 

Otro aspecto que cabe destacar dentro del gobierno federalista de Washington, es 
que en 1791 se reconocieron los tan ansiados derechos individuales, una tarea 
pendiente que habían reclamado activamente los autores antifederalistas, a través 
de las primeras diez enmiendas a la Constitución. “El 15 de diciembre de 1791 esta 
Declaración de Derechos se convirtió en parte integrante de la Constitución” 
(Asimov 2010, pág. 187). 

La primera prueba de fuego en el respeto de la Declaración de Derechos se dio 
durante el tercer gobierno de los federalistas, cuando John Adams era el presidente, 
en 1798. Las distintas visiones de los partidos habían llevado a que cada uno se 
identificara, en cuanto al tema de las relaciones exteriores estadounidenses, con 
una nación europea. Los federalistas de Hamilton favorecían las relaciones con 
Inglaterra, en tanto los republicanos de Jefferson se apegaban a apoyar a la Francia 
revolucionaria. Inglaterra, por supuesto, representaba las simpatías de los 
aristocráticos federalistas, y la Francia revolucionaria la preferencia por el gobierno 
popular de los republicanos: 

Casi desde el comienzo de la administración de Washington, los partidos 
habían diferido con relación a la política exterior. Los Federalistas estaban 
ansiosos de mantenerse en buenos términos con Inglaterra; se les llamó “la 
facción británica” por sus oponentes, y fueron señalados de abonar a los 
intereses de ese país. Como hemos visto, los Federalistas eran 
especialmente fuertes en Nueva Inglaterra, y los intereses comerciales de 


34 “Jefferson had now set an example for later presidents to act unilaterally and the stuff of the 
Constitution ¡s beginning to come unraveled”. 
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este sector los impelía a evitar problemas con el país cuyo poder en el mar 
parecía invencible. Los Republicanos, por otra parte, tenían simpatía por 
Francia. Aún las extravagancias de la Revolución Francesa no los 
conmovieron a algunos de ellos. Inglaterra era para ellos la morada del 
despotismo, Francia el hogar de la libertad. Esta simpatía no era antinatural, 
pero, llevada al extremo por el elemento más excitable del pueblo, había 
causado problema. Había en el país muchos hombres que eran hombres sin 
valor, extranjeros quienes se regocijaban en recriminar al gobierno, 
ridiculizando a Adams, permitiéndose en general abusos respecto de 
aquellos en el poder. Esos hombres se encontraban en el partido 
Republicano, pero ese partido no debe ser juzgado por las tonterías de sus 
miembros más tontos (McLaughlin 2019,pág. 218). 35 

Los federalistas, encontrándose en el poder, decidieron promulgar leyes específicas 
contra la sedición de esos extranjeros que insultaban al poder gubernamental: 

En resumen, las lecciones que se pueden extraer de la experiencia norteamericana 
son varias. Un primer aspecto a considerar es cómo, desde las primeras 
expediciones de peregrinos, el factor religioso fue decisivo para motivar las 
migraciones, debido a la intolerancia religiosa que se vivía no solo en Inglaterra, 
sino también en Europa. Así, la búsqueda del libre ejercicio de prácticas religiosas 
fue un primer móvil para migrar. Sin embargo, también tuvo importancia la libertad 
política, pues las particulares prácticas políticas inglesas para la promoción de 
empresas de colonización otorgaron mayores libertades que permitían aspirar al 


35 Almostfrom the beginning of Washington's administration, parties had differed with regard to foreign 
policy. The Federalists were eager to keep on good terms with England; they were called "the British 
faction" by their opponents, and charged with truckling to the interest of that country. As we have 
seen, the Federalists were specially strong ¡n New England, and the comercial interests of this section 
prompted them to wlsh to keep out of trouble with the country whose power on the sea seemed 
invlncible. The Republicans, on the other hand, had fellowfeeling for France. Even the extravagances 
of the French Revolution did not shock some of them. England was to them the abode of despotism, 
France the home of liberty. This sympathy was not unnatural, but, carrled to an extreme by the more 
excitable element of the people, it had caused trouble. There were ¡n the country many men who 
were worthless fellows, forelgners who rejolced ¡n railing at the Government, ridlcullng Adams, and 
¡ndulglng in general abuse of those ¡n authority. These men were in the Republlcan party; but that 
party should not be judged by the follies of ¡ts most foollsh members. 
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gozo de mayor independencia. Esto desde las originales autorizaciones isabelinas 
para explorar y colonizar en la parte norte de América. 

No faltó tampoco el estímulo económico, debido a que en Inglaterra se daba el 
proceso de migración del campo a la ciudad, en donde los antiguos siervos veían 
cómo su destino era convertirse en obreros y, además, existía lo que consideraron 
sobrepoblación, pues no todos conseguían empleo, lo que redundaba en 
empobrecimiento. América fue la promesa también, en ese sentido, la posibilidad 
de una destino y vida mejores. El otro elemento que sirvió para los movimientos 
migratorios de colonización fue la demanda de materias primas para el comercio, 
en un proceso de expansión del capitalismo: tabaco, azúcar, esclavos, tintes, ron, 
melaza, etc., representaron esa demanda en expansión. 

En Estados Unidos, atendiendo a características naturales y geográficas, se 
definieron tres principales regiones, con su propia gama de posibilidades de 
producción, lo que se vio complementado con la diversidad de credos religiosos, 
prácticas de autogobierno, apertura a la participación política, tolerancia religiosa, 
etc. 

El contingente de migrantes hacia Norteamérica no fue homogéneo. Había hombres 
acaudalados, nobles y de altos niveles educativos, pero también, artesanos, 
campesinos, siervos bajo contrato, prisioneros, ingleses y extranjeros de diferentes 
latitudes de Europa. Se conformaron áreas dominadas por grupos teocráticos, así 
como por grupos oligárquicos de terratenientes, comerciantes, banqueros, que 
trataron de monopolizar el poder político, para lo cual instituyeron el voto censitario. 

La restauración monárquica inglesa marcó el punto de inflexión que, con 
pretensiones absolutistas y voracidad fiscal, llevaría a la promoción de la 
independencia norteamericana y, más tarde, a la conformación, por parte de una 
élite, de la primera república y también del primer régimen constitucional, que 
adoptó la forma presidencial para regirse (no monárquica), así como un sistema 
federal para organizar el Estado. 
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La Constitución norteamericana de 1787 legitimó la forma de democracia 
representativa, en sustitución de la democracia directa de la Antigüedad, que habría 
de convertirse en el parámetro para la modernidad y la construcción de los sistemas 
demoliberales (división de poderes, democracia, elecciones, delegación de la 
representación, Estado de Derecho, soberanía popular, etc.). Asimismo, comenzó 
a configurarse el sistema de partidos políticos, que resultaría propio del nuevo 
modelo de gobierno para la modernidad. 

1.6.3.1.2 Constitución francesa 

1.6.3.1.2.1 Francia antes de la revolución 

Durante el siglo XVIII, Francia era el país que poseía la mayor población de Europa. 
De 22 millones de habitantes con los que contaba al principio del siglo, aumentó en 
cerca de 25%, para alcanzar entre los 27 o 28 millones de personas al momento 
que ocurrió la Revolución (Bosher 1988, pág. 3). 

A Francia se le reconoce como la cuna de la monarquía absoluta, establecida en el 
siglo XVI, a partir del reinado de Enrique IV (Vila Casado 2007, pág. 93). Esto mismo 
explica la rigidez observada, como constante, por la cúpula gobernante por aceptar 
cambios tanto en la estructura política como en la económica. El desarrollo del 
absolutismo significó una variación de la tradición medieval en el ejercicio del poder, 
pues, antes de él, como refiere Matteucci, citado por Vila Casado, el rey estaba 
limitado en sus facultades: 

La autoridad soberana no era superior a los derechos privados de los 
súbditos... 

El monarca no podía enajenar el patrimonio real sin el control del Parlamento 
y, en especial, del Tribunal de Cuentas que vigilaba cada gasto, ordinario o 
extraordinario del rey. Además, los derechos o privilegios de los grupos 
sociales (estados) formaban parte de la pólice, razón por la cual el rey no 
podía exigir tasas o impuestos sin su consenso. Existía, pues, una estructura 
de gobierno que imponía formas y procedimientos a las manifestaciones de 
voluntad del rey, los que impedían que ésta fuera irracional y despótica (Vila 
Casado 2007, pág. 93). 
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Para una mejor comprensión de! proceso constitucional francés, es necesario tomar 
en cuenta el antecedente del absolutismo, como también ha expresado Matteucci: 

Es imposible entender el constitucionalismo en Francia sin tener presente la 
formación del Estado absoluto como nueva forma históricamente 
determinada de organización del poder. El Estado absoluto se caracteriza por 
la tendencia al monopolio del poder político y de la fuerza por parte de una 
instancia superior, que no reconoce otra autoridad ni en el plano internacional, 
ni en el plano interno, ya que no admite en su seno ninguna justicia privada 
ni instancia que pueda participar del poder político (Vila Casado 2007, pág. 
94). 

Previo a que Francia adoptara la forma republicana, prevaleció, durante el 
absolutismo, lo que se conoce como el Antiguo Régimen ( Anden Régime). Dentro 
de éste, la sociedad y el gobierno francés se organizaron bajo un esquema tripartito, 
refiere Naranjo Mesa: El clero, que representaba el primer Estado, tenía a su cargo 
la enseñanza, la beneficencia y el registro civil, no pagaba impuestos y gozaba de 
su propia jurisdicción. El clero se dividía en alto y bajo. El primero de estos, con 
acceso a los altos cargos, estaba conformado por la nobleza. En tanto el bajo clero 
recibía un salario exiguo. El segundo Estado era el de la nobleza, que se dividía, 
atendiendo a la antigüedad de sus títulos, en rancia o nueva, a estas dos se 
sumaban la nobleza de corte, que residía en Versalles con el rey, y la nobleza 
provincial, dedicada a sus labores rurales. Tanto el primero como el segundo Estado 
se encontraban exentos del pago de impuestos (2003, pág. 548-549). 

La carga tributaria recaía sobre el Estado llano, denominado también el tercer 
Estado, que debía pagar el diezmo al clero, el censo, la talla, más otras 
contribuciones que correspondían a los señores feudales, al punto de que se veía 
gravado hasta en un 80% de sus ingresos, por lo que debía sobrevivir con el quinto 
que les quedaba. Además, sus miembros se encontraban sometidos a la autoridad 
tanto del clero como de los señores. Dentro del tercer Estado quedaba comprendida 
la burguesía de las ciudades (abogados, médicos, ingenieros, comerciantes, 
artesanos) algunos de los cuales habían logrado enriquecerse, más los obreros 
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pertenecientes a los gremios y corporaciones de oficios, así como los campesinos 
que representaban la mayoría de la población (Naranjo Mesa 2003, pág. 548-549). 

En esa sociedad, todavía continuaba siendo la principal forma de riqueza la 
inmobiliaria, es decir, la tierra. Quien la poseía, dominaba como señor a quienes la 
trabajaban. Sin embargo, a comienzos del siglo XVIII ya se manifestaban algunos 
cambios en el espectro político, social y económico del reino. Los nobles habían 
perdido buena parte del poder político que originalmente poseyeron, luego de 
enfrentarse al monarca en una serie de rebeliones, la última ocurrida en el siglo 
anterior, en lo que se conoce como la insurrección de La Fronda (1648-1653). 
Mantenían su preeminencia social, como privilegiados, y se lamentaban de haber 
adquirido el estatus de súbditos, pero, en palabras de Soboul: “Después de La 
Fronda, la nobleza, vencida y en parte arruinada, fue domada” (2018, pág. 10). Por 
otro lado, gracias al resurgir del comercio y la industria, ya había aparecido una 
nueva clase, la burguesía. Esta obtuvo reconocimiento al aceptársele que 
participara en los Estados Generales desde el siglo XIV, institución medieval en la 
que se reunían los representantes de la sociedad francesa, en donde figuró con el 
nombre de Tercer Estado (Lefebvre 2017, pág. 17). En un principio, solo los 
burgueses formaron parte del Tercer Estado, es decir, “los hombres libres de 
aquellas ciudades que gozaban de un fuero o una carta puebla” 36 (Soboul 2018, 
pág.9). 

La burguesía se vio favorecida por los descubrimientos de los siglos XV y XVI, así 
como por la explotación de las nuevas colonias. Cobró importancia al financiar al 
monarca y proveerle de eficientes administradores (Lefebvre 2017, pág. 17). 

Pérdida de poder político para la aristocracia y el clero, así como menoscabo de la 
importancia de la tierra como principal fuente de riqueza, pero también se les había 
privado del derecho de regalías (“percibir el impuesto, hacer la leva de los soldados, 
acuñar moneda, hacer justicia”), reservándoselas para sí el monarca (Soboul 2017, 


36 El Diccionario de la Real Academia Española de la Lengua define carta puebla como: “1. f. p. us. 
Diploma en que se contenía el repartimiento de tierras y derechos que se concedían a los nuevos 
pobladores del sitio o lugar en que se fundaba pueblo”. 
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pág. 9-10); todo esto ocurrió, con ei consiguiente traslado del dinamismo económico 
hacia el comercio, la industria y las finanzas, o sea, el encumbramiento de la 
burguesía, sumado a su reconocimiento como clase (el Tercer Estado), eran los 
principales síntomas de que, tarde o temprano, la realidad feudal debía ceder ante 
el nuevo orden, el capitalista. Así, Soboul plantea que: “La nobleza sólo tenía un 
papel parasitario. La estructura legal de la sociedad no coincidía con las realidades 
sociales y económicas” (2017 pág. 10). Francia será, con el proceso revolucionario 
de finales del siglo XVIII, el primer país en donde se logrará esa (r)evolución, para 
después expandirse por Europa y el mundo, como lo señala Lefebvre (2017, pág. 
17). 

Los problemas que enfrentaba Francia en el siglo XVIII, desde la perspectiva 
económica, fiscal, administrativa, jurídica y territorial, se pueden resumir en pocas 
palabras: el país carecía de unidad como Estado. Cada territorio, como lo ha 
planteado Bolinaga, utilizaba un sistema monetario propio y exclusivo, pero también 
en pesos y medidas, costumbres, instituciones, organización administrativa, códigos 
legales (orales o escritos), incluso diferían en clima e idioma. El único referente 
común era la monarquía que, precisamente, se había propuesto, a lo largo de varios 
siglos, lograr la unificación, la cual, irónicamente, solo se obtendría con 
posterioridad a la Revolución, como Estado liberal centralizado (2016, pág. 7). 

Como agravante, la población, conformada en su mayoría por campesinos, debía 
soportar la pesada carga de los tributos feudales, los diezmos y gabelas que 
aumentaban con el paso del tiempo. La situación se complicaba aún más por la 
recurrente inflación que, al final de cuentas, reducía el valor del remante que les 
quedaba. De este modo, afirma Hobsbawm: “No hay duda de que en los veinte años 
anteriores a la revolución la situación de los campesinos empeoró por estas 
razones” (2015, pág. 59). 

En contraste con la generalización de la miseria que vivía Francia, Inglaterra, en el 
siglo XVIII el país más próspero en Europa, representaba el parámetro para el 
continente. Francia, no obstante, era el rival económico inglés para ese momento 
(Hobsbawm 2015, pág. 56). El poderío de Inglaterra se basó en el progreso 
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económico, cuyo elemento más dinámico se encontraba en el desarrollo industrial. 
Esto trató de ser imitado por todos los demás gobiernos continentales, aunque con 
diferentes grados de éxito. Papel importante tuvieron las ciencias, con la química a 
la cabeza, que se dedicaban a resolver los problemas de la producción, ligada a las 
prácticas de los talleres y las necesidades de la industria. Existía para ese entonces 
una convicción en el progreso a través del conocimiento, el racionalismo, la riqueza, 
la civilización, el dominio de la naturaleza, lo cual se reflejó en el movimiento cultural 
de la Ilustración, surgido a mediados del siglo XVIII. Ella “debió su fuerza, ante todo, 
al evidente progreso de la producción y el comercio, y al racionalismo económico y 
científico, que se creía asociado a ellos de manera inevitable” (Hobsbawm 2015, 
pág. 24). 

Así, la cultura material, manifiesta en grado máximo en lo que se ha llamado la 
Revolución industrial (1760 y años subsiguientes), jalonaba también a la cultura 
espiritual, en una nueva visión del hombre y su destino, que les hacía a las personas 
sentirse dueñas del futuro, sobre las bases de la razón y la ciencia. Este modo de 
pensar también tendría consecuencias filosóficas y luego políticas, sobre cómo 
organizar la sociedad, la economía, la vida toda. Se trató de la construcción de la 
modernidad, con todas sus implicaciones de reclamo de transformaciones; del 
nacimiento de una nueva estirpe de hombres, cuyo mérito no se basaba en la 
sangre ni en la herencia de rancios abolengos, sino en el emprendimiento, el 
conocimiento, el arrojo, para crear un mundo nuevo, sintiéndose seguros y 
confiados de sí mismos y sus potencialidades. Los nuevos signos del tiempo eran 
la innovación contra el tradicionalismo; el saber contra la ignorancia; la construcción 
del propio futuro en contraposición a la fatalidad del destino o la Providencia. 

Varios autores coinciden en afirmar que, después de la Revolución inglesa, el centro 
de la teoría política en el siglo XVIII se trasladó a Francia, como lo ha planteado 
Sabine. Este proceso ocurrió, en parte, como una reacción a los últimos treinta años 
del reinado de Luis XIV, entre 1685 y 1715, cuando murió, que se caracterizaron 
por ser una “época de “creciente decadencia”. Las guerras a las que el monarca 
llevó al país condujeron al reino al “borde de la bancarrota”; se establecieron “unos 
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impuestos opresores y desiguales” que “extendieron por todas partes la miseria” y 
se reinició la persecución de los protestantes. “La decadencia del gobierno absoluto 
hizo que la filosofía francesa volviese una vez más los ojos en dirección de la teoría 
política y social”, al punto de que en el período comprendido entre 1750 y la 
Revolución, la discusión sobre estos temas “llegó a ser obsesiva”. Algunos de los 
pensadores que destacaron fueron Voltaire, Diderot, D’Alembert, Turgot, Holbach, 
Montesquieu, pero la figura más señera de ese proceso fue Juan Jacobo Rousseau: 
“Él mismo lo sintió así y sufrió por ello; sus amigos lo percibieron y por ello le 
detestaron...” (1974, pág. 400-401). 

Laski, en forma más precisa, señala que el centro de desarrollo del pensamiento 
liberal se trasladó de Inglaterra a Francia durante el siglo XVIII, el llamado Siglo de 
las Luces: 

Francia es en el siglo XVIII el centro creador del pensamiento liberal. Los 
problemas a resolver exigían ahí un esfuerzo mayor, así como la necesidad 
de cambio era más honda. En Inglaterra ya se había conseguido una parte 
no pequeña del clima mental necesario para una evolución liberal. Se había 
levantado un armazón de gobierno constitucional cuya base, si bien era más 
estrecha de lo que sus admiradores querían admitir, ofrecía, con todo, 
oportunidades mucho mayores que las de cualquier pueblo del Continente 
europeo. En los setenta años anteriores a la Revolución francesa, el 
pensamiento político inglés apenas hizo algo más que desenvolver las 
inferencias de la filosofía de Locke. Puede decirse con equidad que aun Adam 
Smith desarrolló magistralmente una doctrina cuyos postulados ya existían 
antes de su época. 

...la Francia del siglo XVIII es una sociedad de fermentación; por eso es 
inagotable la presión de las ideas nuevas, en cuyo nombre se retaba al anden 
régime. Todo el genio de aquel periodo estaba al lado de lo nuevo; su 
concepción permeaba aun a los que perderían más con su victoria. El sistema 
no podía resistir el reto. A las nuevas ideas oponía una disciplina con la 
quiebra interior y la derrota en el exterior. A la larga la monarquía se vio 
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obligada a pedir consejo a la clase media; y el resultado fue su caída al 
rehusar las condiciones que ésta imponía. Se descubrió, como en la 
Inglaterra de la Revolución puritana, que las instituciones tradicionales no 
pueden desarraigarse sin una conflagración... (Laski y Miguélez 2013, pág. 
139-140). 

Ese conjunto de cambios materiales y doctrinarios se vieron reflejados también en 
la concepción política monárquica, la cual evolucionó, especialmente por los influjos 
de la Ilustración, hacia lo que se conoce domo el despotismo ilustrado (quienes 
prefieren hoy llamarle absolutismo ilustrado), el cual supuso la versión monárquica 
de credo en la razón, entre cuyos monarcas, entre otros, se cuenta al francés Luis 
XVI. El despotismo ilustrado desarrolló una versión paternalista que fue ironizada 
por los jacobinos, ala izquierda y extremista de la Revolución de 1789, con la frase: 
“Tout pour le peuple, rien par le peuple” (que literalmente significa “todo para el 
pueblo, nada por el pueblo”, que en español se traduce como «Todo para el pueblo, 
pero sin el pueblo»). Forma de absolutismo que buscaba una evolución gradual y 
pacífica de la sociedad, a través del intervencionismo estatal representado por el 
accionar de las políticas realistas. Dentro de las estrategias del despotismo 
ilustrado, punto común de referencia entre los monarcas europeos, se encontraba 
el propósito de nombrar primeros ministros capaces e incluso liberar a los siervos, 
lo cual, en definitiva, no se cumplió (Hobsbawm 2015, pág. 27). 

No obstante, el despotismo ilustrado se asemejó más a un discurso, a una pose, 
antes que a una política definida para transformar los regímenes absolutistas, no 
sólo en Francia, sino en Europa: 

Pero en la mayor parte de los países en que imperaba el «despotismo 
ilustrado», tales reformas eran inaplicables, y por eso resultaban meros 
escarceos teóricos, o incapaces de cambiar el carácter general de su 
estructura política y social, o fracasaban frente a la resistencia de las 
aristocracias locales y otros intereses intocables, dejando al país recaer en 
una nueva versión de su primitivo estado (Hobsbawm 2015, pág. 58). 
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En la víspera de la Revolución el Estado llano estaba conformado por más de 24 
millones de personas, en tanto que el clero y la nobleza eran apenas 300 mil 
(Naranjo Mesa 2003, pág. 549). 

En lo que respecta al orden económico, mucho antes de la Revolución, Luis XV 
debió afrontar un déficit financiero a partir de 1740, derivado de los gastos tanto de 
la guerra de Sucesión de Austria, así como de la de los Siete Años, cuando se hizo 
evidente que no podría salir de la crisis mediante las prácticas habituales 
(préstamos o venta de cargos), sino a través una reforma fiscal que introdujera la 
igualdad de todos, como contribuyentes, ante el fisco. De este modo, en 1749, el 
recaudador general Machault d’Arnouville intentó establecer un impuesto de un 
vigésimo que afectaba todas las rentas, es decir, un impuesto directo del 5%. La 
viva oposición de los nobles, estados provinciales y parlamentarios, impidió que se 
aplicara de manera general el mismo, cuando se exceptuó del pago a los miembros 
del clero (Carpentiery Lebrun 2012, pág. 302). 

A diferencia de lo ocurrido en Inglaterra, en Francia no hubo cabida para cambios 
graduales que permitieran el ascenso de la burguesía al poder, por lo que antes de 
que ocurriera la Revolución era de esperar una convulsión social que promoviera 
los cambios. En ese sentido, el desarrollo de las ideas de los pensadores franceses 
abonó a favor del cambio. 

Rigidez política, crisis financiera, inequidad en la tributación, privilegios para una 
minoría, ascenso de la burguesía, nuevos procesos productivos generadores de 
riqueza, más la inconformidad popular, abonada también por un flujo de 
pensamiento liberal, iluminista y humanista-cristiano, son los elementos que 
caracterizan a la Francia prerrevolucionaria. Las condiciones materiales e 
ideológicas se sumaban para favorecer la exigencia de un cambio social que 
terminó configurando la primera gran revolución de Occidente. 
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1.6.3.1.2.2 La ascensión de Luis XVI al trono 

Tras la muerte de Luis XV en 1774, la sucesión recayó en el cuarto de sus hijos, el 
delfín de Francia, 37 quien sería conocido como Luis XVI; éste, a la sazón, no había 
cumplido aún los veinte años, “y, como lo ha dicho él mismo, nada se le había 
enseñado de su oficio de rey” (Lefebvre 2012, pág. 7). 

El nuevo rey, como una de sus primeras disposiciones, despidió a los antiguos 
ministros de su padre y se rodeó de notables personalidades de su tiempo para que 
colaboraran en el nuevo gobierno. Entre los nombrados se encontraba Anne Robert 
Jacques Turgot, específicamente para atender las finanzas reales, a quien se 
reconoce como uno de los fundadores de la escuela económica de los fisiócratas 
(algunos de cuyos aportes serían incorporados a la doctrina del liberalismo 
económico en Inglaterra, específicamente a través de la obra de Adam Smith). Los 
fisiócratas creían que la fuente original y única de la riqueza provenía de la 
agricultura, 38 y consideraban a la industria y ai comercio como parásitos (Anderson 
1968, reimp. 1996, pág. 128). Así, el rechazo de Turgot hacia la nobleza, en 
consonancia con sus teorías, lo llevó a tratar de promover que la carga tributaria 
recayera sobre la aristocracia (Laski 2003, pág. 163), atendiendo a su esterilidad 
económica (no producían nada y eran parasitarios dentro del sistema económico). 
No obstante, Turgot, durante su gestión, no propuso ninguna reforma de fondo, sino 
que únicamente dirigió sus esfuerzos para tratar de reducir el déficit de las arcas 
reales “que era de 48 millones sobre 225” (Lefebvre 2012, pág. 10). 

Más tarde, en congruencia con sus convicciones económicas, Turgot promovió la 
liberación de controles gubernamentales sobre el pan, lo que devino en la llamada 
“guerra de las harinas” y terminó en el encarecimiento del producto y, como 
consecuencia de ello, se sucedieron diferentes motines populares, incluso en París. 


37 Comúnmente se alude a Luis XVI como el “delfín de Francia” o, simplemente, el “delfín”. Esto es 
correcto, sobre la base de que se trataba de un título nobiliario conforme el cual, el que lo ostentaba, 
era un hijo legítimo del monarca fallecido que podía reclamar, de manera justa, su derecho a 
ascender al trono. Desde esta perspectiva, los delfines, para ese momento, eran Luis XVI y María 
Antonleta, su esposa, que se convertirían en la pareja real. 

38 “...Todo lo creado -afirmaba-, todo el ‘producto neto’ debe su origen al que trabaja la tierra” 
(Karataev 1989, pág. 143). 
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Asimismo, propició, como política general, la liberación del comercio y de la 
industria. Todas estas medidas redundaron en que se hiciera impopular ante los 
poderosos: “Nobleza, Clero, Parlamento se coligaron contra él. Por otra parte, su 
administración financiera lo había enemistado con los hombres de negocios, con los 
cortesanos, y sobre todo con la reina” (Lefebvre 2012, pág. 11). Finalmente, 
enfrentado a tantos enemigos, Turgot termina su gestión cuando capitula en mayo 
de 1776, no sin antes advertir al rey, de manera profética: “No olvidéis nunca que la 
debilidad puso la cabeza de Carlos I bajo el hacha” (Lefebvre 2012, pág. 12). 

El sucesor inmediato de Turgot como Inspector General de las Finanzas fue Clugny 
de Nuits, quien al poco tiempo muere y le sustituye el ginebrino Jacques Necker, si 
bien, en el principio, no asume de manera directa el cargo, por su condición de 
protestante y extranjero. Necker debió afrontar la responsabilidad de apoyar 
financieramente la guerra norteamericana contra Gran Bretaña. Se le ha reprochado 
que, durante su gestión, se acrecentó la deuda pública en 600 millones (Lefebvre 
2012, pág. 13). No obstante, estuvo a cargo del ministerio en tres oportunidades. 
Su primer cargo concluyó al ser removido el 19 de mayo de 1781, agobiado también 
por una gran impopularidad y el acoso de múltiples enemigos (Lefebvre 2012, pág. 
17). 

Como se dijo oportunamente, la revolución norteamericana concluyó con la firma 
del Tratado de Versalles de 1783. Francia, en compensación al apoyo brindado 
durante el conflicto, obtuvo la devolución de Santa Lucía, Tobago y el Senegal 
(Lefebvre 2012, pág. 16). Sin embargo, tales compensaciones territoriales no fueron 
suficientes por el apoyo brindado a la revolución norteamericana, pues las finanzas 
reales se encontraban seriamente afectadas por la deuda pública y ello, como 
quedó demostrado con el devenir del tiempo, sería una causa determinante entre 
las que más tarde generaron la dinámica de la revolución. 

Los sucesivos ministros de finanzas durante el reinado de Luis XVI se encontraron 
con el mismo problema: mejorar los ingresos para reducir el déficit creciente de las 
arcas reales. La solución, como lo ha señalado Lefebvre, técnicamente era sencilla: 
debía generalizarse la tributación, obligando a que pagaran los miembros de los 
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Estados que tradicionalmente se habían encontrado exentos (la nobleza y el clero). 
Sin embargo, cuando los ministros adoptaban las medidas necesarias para ampliar 
la base de contribuyentes se enfrentaban con la férrea oposición de quienes 
gozaban de los privilegios de exención, tras lo cual terminaban siendo removidos 
por las presiones dirigidas al rey por los diferentes sectores. Así se sucedieron en 
el cargo, entre otros, Turgot, Necker y Calonne (1783-1787), este último propuso 
una subvención territorial, es decir, un impuesto sobre la propiedad de la tierra y 
una reforma del Estado (Lefebvre 2012, pág. 17), lo que también condujo a su 
despido. 

Resumiendo, Luis XVI, quien asumió a temprana edad el trono francés, heredó una 
situación financiera ya de por sí difícil, la cual se vio agravada tanto por los gastos 
reales como por su decisión de apoyar económicamente a la revolución 
norteamericana. Desde comienzos de su régimen, el rey trató de sanear las finanzas 
reales, agobiadas por un gran déficit. Para ello, designó a hombres competentes y 
capaces que, una y otra vez, concluían en la única solución técnicamente posible 
para obtener recursos: establecer impuestos directos que, de manera general, 
gravaran a los órdenes tradicionalmente exentos y privilegiados -nobleza y clero-. 
Sin embargo, la indecisión y falta de firmeza del monarca le llevó a destituir a sus 
asesores financieros -bajo el influjo de las presiones de los exentos de 
contribución-, con lo cual demostró debilidad y, en consecuencia, la situación del 
tesoro continuó deteriorándose permanentemente durante su reinado. 

1.6.3.1.2.3 De la bancarrota financiera a la convocatoria de 

los Estados Generales 

El problema del constante déficit fiscal en las arcas reales francesas, aunado a la 
resistencia de los privilegiados a tributar, llevó a que los ministros del rey buscaran 
la solución en el logro de empréstitos que permitieran paliar la situación. 

En el año previo a la Revolución, la caótica situación financiera se volvía 
insoportable por más tiempo. Al ser removido Calonne, otro más de los ministros 
que trataron de salvar las finanzas reales, le sustituyó el arzobispo de Toulouse, 
Loménie de Brienne, en abril de 1788, quien era enemigo de las reformas 
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propuestas por su antecesor. No obstante, una vez en el cargo, de Briénne pudo 
comprobar que el colapso financiero demandaba ineludibles reformas, por lo que 
retocó la propuesta de Colonne y la presentó a la Asamblea de Notables, 
conformada por prelados, grandes señores, parlamentarios, consejeros del rey, 
intendentes y magistrados municipales. No obstante, el nuevo ministro no tuvo 
mejor suerte que el anterior. La Asamblea persistió en rechazar los impuestos 
requeridos por el rey. Es más, el cuerpo colegiado se declaró incompetente para 
conocer de tales reformas fiscales y sugirió que, quizá, podrían ser aprobadas por 
los Estados Generales (Lefebvre 2012, pág. 40). 

Los Estados Generales eran “un órgano de representación de los distintos 
estamentos de Francia que no se consultaba desde hacía 175 años” (Vila Casado 
2007, pág. 94). Se había dejado de convocarlo en congruencia con la lógica 
absolutista del ejercicio del poder, es decir, el soberano, investido de plenas 
facultades, no necesitaba órganos de consulta ante los cuales someter sus 
decisiones. Los aristócratas, al intentar conservar sus privilegios y sugerir que se 
convocara a los Estados Generales, no fueron conscientes de que, con ello, 
contribuían a menoscabar la autoridad suprema del rey dentro del régimen 
absolutista, pero también sus propios privilegios. Con razón, Vila Casado señala 
que: “Al minar el poder real, la aristocracia no se daba cuenta que estaba anulando 
al defensor de sus privilegios y abriendo el camino al Estado llano” (2007, pág. 94). 

Ante la falta de apoyo de la aristocracia, Luis XVI, encontrándose en una situación 
desesperada, debió acudir ante el Parlamento de París. Este Parlamento, como 
antecedente, suspendió sus actividades en 1770 como protesta en contra del 
reinado de Luis XV, luego de lo cual fue disuelto por no haber aceptado reanudar 
sus actividades, debido a la confrontación de poder que surgió con el soberano. 
Desde 1774, al asumir Luis XVI, los parlamentos fueron restaurados, pero éstos 
mantuvieron su postura de oposición a los dictados e imposiciones reales (Naranjo 
Mesa 2003, pág. 549-550). 

En relación con el restablecimiento de los parlamentos franceses, Anderson afirma: 
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De allí en adelante (1774), hasta la crisis que precipitó la revolución, los 
parlements representaron los aspectos más conservadores de la vida política 
y social de Francia... Los parlements representaban no la libertad, sino los 
privilegios tradicionales y de clases, de una índole cada vez más difícil de 
justificar... (1996, pág. 141). 

En esta ocasión (1788), el rey tampoco obtuvo del parlamento de París el apoyo 
esperado. Una vez más, el último recurso de salvación era recurrir a un empréstito: 
“La dificultad, sin embargo, seguía siendo la misma: ¿cómo obtener el registro del 
empréstito? Entonces algunos magistrados revelaron el secreto designio de la 
aristocracia: tal vez el Parlamento cedería si se anunciaba la convocación de los 
Estados Generales” (Lefebvre 2012, pág. 41). 

La idea de convocar a los Estados Generales, en principio, fue aceptada por el 
ministro Brienne, por lo que “se resignó a prometerla para 1792 con tal que, de aquí 
a entonces, se le autorizara a tomar un préstamo de 420 millones”. Sin embargo, el 
ministro no estaba seguro de contar con el apoyo de la mayoría de los miembros 
del parlamento, por lo que optó por convocar a una sesión real para el 19 de 
noviembre de 1788. En esa reunión Luis XVI trató de forzar la aprobación del 
parlamento para la obtención del empréstito, cuando intentó obligar a que se votara 
en un foro en el que, por tradición, no era admisible que pudiera hacerse. Ante esto, 
el duque de Orleáns protestó: «“Sire -dijo-, esto es ilegal.” Luis XVI, desconcertado, 
se irritó: “Me es igual... Sí, es legal porque yo así lo quiero.” Cuando el rey se retiró, 
el Parlamento, una vez más, anuló lo que se había hecho» (Lefebvre 2012, pág. 
41). 

La situación entre el rey y el parlamento se volvió más tensa, debido a la adopción 
de medidas represivas por parte del monarca: 

...En mayo de 1788, después de denunciar abiertamente el gobierno 
supuestamente arbitrario del rey y sus ministros, los líderes del Parlamento 
de París fueron detenidos, y los poderes de los parlements de toda Francia 
fueron abolidos por decreto. El resultado fue el virtual derrumbe de la 
autoridad del gobierno. La debilidad de la monarquía, que había estado 
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aumentando durante casi tres generaciones, ahora estaba claramente 
expuesta a la luz pública. El clero y la nobleza apoyaron a los parlements, 
que también recibieron un apoyo general de la opinión publica... (Anderson 
1996, pág. 222). 

Como producto de las medidas reales, se sucedieron disturbios populares en 
diferentes ciudades, como el de Grenoble, ocurrido el 7 de junio de 1788, con motivo 
del exilio decretado en contra de los miembros del parlamento de esa ciudad 
(Lefebvre 2012, pág. 42). 

El rey, una vez más, en su intento de solventar la crítica situación financiera, se vio 
obligado a impulsar, a través del reiterado consejo de sus ministros de finanzas, una 
reforma tributaria que afectaba los privilegios de los dos principales Estados. A su 
vez, estos Estados se aliaron para no aceptar las reformas, pero tampoco 
consintieron dar vía libre para la obtención de los urgentes empréstitos para las 
cajas reales. Sin embargo, en esta ocasión las contradicciones de intereses 
económicos dieron lugar, con la disolución de los parlamentos y la persecución de 
los tribunales por disposición real, a que el conflicto deviniera en una crisis política 
que evidenciaba lo que Anderson califica, como se dijo, “el virtual derrumbe de la 
autoridad del gobierno”. 

El ministro Brienne, como sus predecesores, se vio obligado a dimitir (24 de agosto 
de 1788), no sin antes haber convocado a los Estados Generales el 8 (Bosher 1988, 
pág. 116), debido a las presiones de la Asamblea del clero y otras instancias, para 
que se reunieran en mayo del siguiente año (Lefebvre 2012, pág. 42). Una vez más, 
ante la gravedad de la situación, retornó Necker al cargo y se llamó a los parlements. 

La trascendencia de la decisión de convocar a los Estados Generales se 
evidenciaría con el tiempo, pues marcó la apertura de un espacio por el cual habría 
de canalizarse toda la inconformidad, para así formular los cuestionamientos de 
fondo en contra del antiguo régimen, al punto de llevarlo, con el tiempo, a su 
destrucción. La puerta que daría paso a la participación popular se había abierto 
con lo que Anderson denomina la “revuelta aristocrática” de 1787-88. Las 
contradicciones entre el rey y los que representaban sus principales aliados 
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naturales -la nobleza y el clero- dieron cabida a que se convocara a un actor que 
había sido anulado por el absolutismo, al cual, ahora, en forma inopinada, se le 
ofrecía un espacio para participar, de manera legítima, en la toma de decisiones de 
trascendencia suma. Se trataba del tercer Estado. Ese cuerpo representativo 
medieval, es decir, los Estados Generales, basado en los órdenes sociales, no se 
había reunido desde 1614 (Anderson 1996, pág. 223); después de 175 años de 
verse proscrito, su restablecimiento serviría para arrasar, en definitiva, con el orden 
establecido: la Revolución echaría sus cimientos a partir de ese órgano deliberativo 
para construir un nuevo régimen político, social y económico. 

Para recapitular lo expuesto en este apartado, debe tomarse en cuenta que la grave 
situación financiera (deficitaria) del tesoro real, aunado a la resistencia de los nobles 
y del clero a realizar contribuciones fiscales o a autorizar empréstitos, llevó a una 
contradicción con el poder real que terminó, ante la urgencia de recursos, por 
aceptar revivir un órgano deliberativo medieval que había sido proscrito por más de 
siglo y medio en Francia: los Estados generales. Dicho órgano, conformado por los 
miembros de los diferentes órdenes, dio cabida nuevamente a la participación de 
los súbditos aglutinados dentro de la denominación de Tercer Estado (cuyos 
representantes, al ser elegidos, pertenecían especialmente a la burguesía y demás 
miembros menos privilegiados dentro del sistema). 

1.6.3.1.2.4 Hacia la integración de los Estados Generales 

Con base en lo decidido por el Consejo del Rey el 5 de julio de 1788, se convocó a 
los Estados Generales (Sieyés 2012, pág. 10). Conforme la tradición, cada Estado 
-nobleza, clero y pueblo llano- debía contar con igual número de representantes, 
deliberar por su cuenta y emitir un voto colegiado por orden. Sin embargo, Necker, 
para favorecer la reforma financiera, apoyó la moción de la burguesía para que los 
representantes del tercer Estado fueran tantos como los de los otros dos y que, en 
la deliberación del tema que le interesaba, se contara el voto por cabeza (Lefevbre 
2012, pág. 43-44). De esa cuenta, en la convocatoria realizada mediante decreto 
real, el número de diputados estaría conformado por 300 representantes del clero, 
300 de la nobleza y 600 del Estado llano. 
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A esta primera variación de io que había sido la composición de los Estados 
Generales, debe añadirse otra: las divisiones que existían dentro de los integrantes 
de cada estamento. Algunas eran de tipo ideológico entre los nobles; otras 
sustentadas en las rentas elevadas que recibían los privilegiados del alto clero. 
Debido a que el éste estaba conformado por nobles, es importante tomar en cuenta 
los resultados de los representantes que se enviaron a Versalles, en mayo de 1789, 
para la sesión inaugural. Bosher señala que: “El primer estado envió a Versalles 
solamente 51 de los 147 obispos y arzobispos, solo 44 de los otros funcionarios 
eclesiásticos del reino, y 16 monjes o abades, pero no menos de 192 curas”. De 
este modo, el clero rural y bajo disponía de una amplia mayoría. Este sector del 
clero no era extremista, pero se encontraba preocupado por las grandes variaciones 
de riqueza y estatus social. Así, por ejemplo, entre los ricos se encontraba Roñan 
Guéménée, arzobispo de Cambrai, con ingresos anuales de 200,000 libras en 1789, 
en tanto que los sacerdotes parroquiales debían vivir con 200 libras al año. Se 
estima que menos de un sexto de los ingresos de la Iglesia francesa eran asignados 
al bajo clero (1988, pág. 282). 

Sin embargo, no solo el clero estaba dividido. También los 282 nobles que llegaron 
a Versalles lo estaban. Cerca de 46 de ellos eran de pensamiento liberal y estaban 
listos para unirse al Tercer Estado, como efectivamente io hicieron en una sesión 
del 6 de mayo; 30 más simpatizaban con esas ideas liberales, por lo que Bosher 
estima que alrededor de 90 a 100 nobles eran adeptos a esa doctrina. Su intención 
no era derogar el estado al que pertenecían, pero sí estaban dispuestos a colaborar 
con un movimiento para reformar y regenerar el reino (1988, pág. 282-283). 

De este modo, tanto el bajo clero como el estamento de los nobles se sumaron a 
las mociones promovidas por los representantes del Tercer Estado, lo cual fue 
decisivo para el curso que habría de tomar ese órgano deliberativo. 

Como era de esperarse, los diputados de los Estados Generales pertenecientes al 
clero y la nobleza serían elegidos por sus miembros. Sin embargo, en lo que 
correspondía a la elección de los diputados del Estado llano se estableció que, como 
requisito y restricción, los electores debían ser contribuyentes directos, es decir, los 
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propietarios de tierras, comerciantes, abogados, médicos, banqueros, o sea, la 
elección se realizaría entre los miembros de la burguesía (Naranjo Mesa 2003, pág. 
550). 

Además de la dispensa para elegir representantes, también se autorizó a los 
electores a que expresaran en cuadernos, o pliegos, sus quejas. Para el efecto, se 
pidió la manifestación de la opinión del reino para definir su constitución política, 
tras lo cual, en un ejercicio de libertad de prensa, se imprimieron más de 2,500 
memorias. De entre ellas sobresalió, de manera particular, lo escrito por Emanuel 
José Sieyés (2012, pág. 10-11). En los cuadernos que se presentaron se pedía, 
como lo señala Naranjo Mesa, la supresión de derechos señoriales, igualdad en la 
tributación, límites a la censura de prensa, abolición de la privación arbitraria de la 
libertad y la reorganización del sistema de justicia: “Pero, sobre todo se atribuía en 
la mayoría de ellos la causa de los males que sufría Francia al hecho de que no 
tenía Constitución, y se reclamaba entonces una Constitución escrita” (2003, pág. 
550). 

¿De dónde provenía esa aspiración de obtener una constitución escrita si no del 
ejemplo norteamericano? La influencia de la revolución norteamericana para 
realizar la propia en Francia, fue decisiva. Según Lefebvre: “De las causas 
inmediatas de la Revolución, la guerra de América fue la más eficaz. Por una parte, 
la pasión por la nueva república avivó el deseo de un cambio”. Pero también, como 
otra causa, debe tomarse en cuente el tema financiero: “Por la otra, el Estado se 
endeudó de tal manera que muy pronto Luis XVI se halló a merced de la aristocracia” 
(2012, pág. 16). En igual sentido, Hobsbawm señala que: “...Francia se vio envuelta 
en la guerra de independencia americana. La victoria sobre Inglaterra se obtuvo a 
costa de una bancarrota final, por lo que la revolución norteamericana puede 
considerarse la causa directa de la francesa” (2015, pág. 59). 

Al parecer, tanto la idea constitucional, como la republicana y democrática, habían 
permeado las aspiraciones tanto de la burguesía como las del pueblo francés, e 
incluso de algunos notables aristócratas, al punto de hacerlos pensar que sí era 
posible establecer un orden político que superara los privilegios y la rigidez del 
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absolutismo francés. Ciertamente, los móviles entre ios nobles para sumarse al 
grupo liberal del Tercer Estado permiten diferenciar dos grupos. Hubo quienes lo 
hicieron de manera sincera, por convicciones firmes. Pero también se dio el caso 
de los que pecaron de oportunismo político o económico, al punto de que incluso 
renunciaron a los privilegios que les daban sus títulos a cambio de obtener 
indemnizaciones. Entre los nobles liberales que tuvieron importancia ai sumarse al 
Tercer Estado, Lefebvre menciona al marqués de Lafayette, después Lally- 
Toilendal, Clermont-Tonnerre, el vizconde de Noailles, el duque de Aiguillon, 
Mathieu de Montmorency (2017, pág. 58). Los nobles cuestionables se vieron 
representados, por ejemplo, en figuras como el famoso Charles-Maurice de 
Talleyrand-Périgord, cuyo protagonismo se dio antes, durante y después de la 
revolución; e incluso Mirabeau, el “orador del pueblo”, de quien Lefebvre dice que: 
“Todos estaban convencidos de que la corte lo compraría cuando quisiera” (2012, 
pág. 47). 

Sin embargo, prevalecía la idea de: ¿Por qué no establecer en Francia, después del 
ejemplo norteamericano que se enfrentó exitosamente contra la máxima potencia 
europea, un orden que respondiera mejor a la realidad del mundo nuevo que venía 
gestándose desde hacía casi tres siglos? Al fin de cuentas, ia misma monarquía 
francesa había brindado su apoyo económico y militar a la causa norteamericana, 
con lo cual, moralmente, había justificado y entendido su lucha. ¿Por qué no hacer 
el mismo tipo de cambios, sobre la premisa constitucional, republicana y 
democrática, en la propia Francia? 

En resumidas cuentas, el principal abrevadero intelectual para la realización de la 
revolución norteamericana tenía su origen en Europa, con la influencia del 
movimiento renacentista y los aportes del lluminismo, el humanismo y el 
cristianismo, así como en su historia. ¿Por qué el cambio de régimen habría de ser 
posible sólo en una colonia europea y no en una de las mismas metrópolis del viejo 
mundo? ¿Qué impedía, entonces, establecer un régimen constitucional, revirtiendo 
los razonamientos de la expansión colonial europea, en la misma “cuna de la 
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civilización” occidental? ¿Por qué si Francia pudo, a un alto costo, apadrinar la lucha 
libertaria de los norteamericanos, no podía hacerlo en la de su propio pueblo? 

Como afirma Lefevbre, al integrarse los Estados Generales: “En todo caso, la 
monarquía había implícitamente cesado de ser absoluta; se regresaba a 1614. Era 
una revolución, pero la intervención de la burguesía cambió su sentido” (2012, pág. 
43). Al asegurarse tener igual número de diputados que el clero y la aristocracia, la 
burguesía consiguió el primer logro para equiparar la votación. El siguiente 
consistiría en aceptar que se contabilizaran los votos por cada diputado, y no en 
forma colegiada, lo que en parte ya había sido aconsentido por Necker. 

A pesar de los folletos y los pronunciamientos de diferentes autores sobre los 
cambios de variada índole que debían emprender los Estados Generales, las 
pretensiones reales de lo que debía hacer fueron explícitas en el discurso de la 
sesión inaugural que dio Luis XVI el 5 de mayo de 1789: “...la misión esencial de la 
asamblea debía consistir en el arreglo de las cuestiones financieras; en cuanto a la 
autoridad real y a los principios de la monarquía, nada había de modificarse...” 
(Naranjo Mesa 2003, pág. 550). 

La nobleza comenzó a trabajar al día siguiente del discurso del rey y se declaró 
constituida, como orden. El Tercer Estado no se opuso de inmediato a que la 
votación fuese por órdenes, pero sí pidió que la verificación de los poderes se 
realizara de manera conjunta por la Asamblea en pleno (Lefevbre 2012, pág. 48), lo 
cual representó un primer paso para buscar aglutinar a todos los representantes en 
una sola asamblea. Posteriormente, un sector del clero también apoyó la moción de 
la burguesía y lo mismo hicieron algunos aristócratas liberales: 

...el 17 de junio, el Tercer Estado, con el apoyo de un amplio sector de los 
delegados del clero y de un grupo de aristócratas liberales, adoptó el nombre 
de Asamblea Nacional, lo que implicaba una auténtica revolución jurídica al 
convertirse en un órgano representativo de la soberanía nacional (Vila 
Casado 2001, pág. 96). 
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A poco menos de mes y medio de su instalación, surge, en el seno de los Estados 
Generales, una propuesta que contraviene el sentido original que el poder real quiso 
imprimir a la integración de ese órgano. Bajo los auspicios del Tercer Estado, se 
logra, de ese modo, un avance más en el sentido que tendrán las deliberaciones 
que originariamente se asignaron a los Estados Generales de 1789 -como órgano 
consultivo-, para convertirse, a partir de entonces, en una Asamblea Nacional, es 
decir, en un órgano que reclama ser legítimo representante de la soberanía 
francesa. Como lo ha dicho Lefevbre: “Esto era ya una revolución, puesto que la 
constitución de los Estados Generales no podía ser legalmente modificada más que 
con el consentimiento de la nobleza y del rey” (2012, pág. 49). 

La reacción de Luis XVI, para el 20 de junio, fue clausurar la cámara en donde se 
reunían los diputados y anunciar que presidiría una sesión real. Los representantes 
decidieron ese mismo día reunirse en el salón de Juego de Pelota, en donde 
prestaron juramento de no separarse hasta promulgar una constitución. Cari 
Grimberg, citado por Vila Casado, recoge el pronunciamiento de los diputados en el 
tomo 10 de su Historia Universal : 

Se acuerda que todos los miembros de esta Asamblea presentarán en este 
instante juramento de no separarse jamás y de reunirse siempre y donde las 
circunstancia lo exigieren, hasta el momento en que la Constitución del reino 
quede establecida y afinada sobre fundamentos sólidos (2007, pág. 97). 

Tres días después, el 23, el rey anuló todo lo resuelto por el Tercer Estado y prohibió 
que los tres órdenes deliberaran conjuntamente, pero, además, notificó cuál era el 
programa de reformas que aceptaba sancionar: 

El rey consentía en convertirse en un monarca constitucional y en garantizar 
los derechos civiles... Luis XVI autorizaba también la reforma 
administrativa... Pero al aprobar de antemano la igualdad fiscal si la nobleza 
y el clero consentían en ello, prohibía el voto por cabeza en lo que concernía 
a los otros privilegios: el diezmo y los derechos señoriales. Dicho de otro 
modo, él los confirmaba, y al ponerse de parte de la aristocracia subrayaba 
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el carácter propio de la Revolución de 1789, que fue la conquista de la 
igualdad en la libertad (Lefevbre 2012, pág. 49-50). 

De este modo, el absolutismo aparece en evidente solidaridad con los privilegiados, 
por lo que el arbitraje del rey queda desacreditado (Bergeron, et. al., 2006, pág. 30- 
31). 

Después que el rey salió de la reunión del 23 de junio, Baily, al dirigirse a la 
Asamblea dijo: “La Nación reunida en asambleas no puede recibir órdenes” 
(Lefevbre 2012, pág. 50). 

Hasta ese momento llega la fase que diversos especialistas han llamado la 
revolución pacífica de la burguesía (Lefevbre, Bergeron), en donde la dinámica 
estuvo centrada dentro del recinto en donde se reunían los estamentos. 

El siguiente ámbito de lucha lo definió Luis XVI cuando realizó la convocatoria de la 
tropa el 26 de junio de 1789, conformada por aproximadamente 18 000 hombres, 
para concentrarse a inmediaciones de París y de Versalles (Lefevbre 2012, pág. SO- 
SI). El movimiento constitucionalista latente, promovido a partir de entonces en la 
Asamblea francesa por el Tercer Estado, parecía no tener salvación; pero en su 
auxilio acudió el pueblo. 

A manera de conclusión, en este apartado se ha revisado el proceso mediante el 
cual, sobre la base de la convocatoria real, se restableció en Francia el órgano 
medieval de los Estados Generales. A través de él, el Estado llano logró un espacio 
que le serviría para trascender el sentido y propósito original que históricamente 
tuvo dicho órgano. Las manifiestas pretensiones limitativas al poder regio que se 
evidencian en las deliberaciones de los Estados Generales, llevan, como era de 
esperar, a una confrontación con Luis XVI, quien, mediante presiones, pretende 
reconducirles a su sentido original. No obstante, los Estados generales, ante la 
presión real, en lugar de ceder y someterse, optan por declararse Asamblea 
Nacional, es decir, un órgano que se arroga la representación de la soberanía 
nacional, en abierta subversión a lo que históricamente se entendía debía ser esa 
instancia. Se trata del inicio de una revolución. 
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1.6.3.1.2.5 La revolución popular 

Lefevbre, al referirse a este tema, plantea cómo la convocatoria de los Estados 
Generales había generado diversas expectativas en el pueblo francés. No se sabía 
a ciencia cierta qué podía esperarse, pero, en todo caso, mientras llegaban las 
deliberaciones finales, existió “la resolución de no pagar ya impuestos ni tributos” 
(2012, pág. 51). 

Esta falta de pago de las obligaciones afectaba tanto al monarca como a ios 
privilegiados. Además, el país había padecido de calamidades agrícolas; la industria 
había decaído y el resultado era la proliferación de mendigos por el país y el 
encarecimiento hasta del pan (Lefevbre 2012, pág. 52). 

La crisis económica, aunada a la política, se vio acrecentada con la concentración 
de tropas (Lefevbre 2012, pág. 53); pero también por la destitución del ministro 
Necker ocurrida el 11 de julio (Bergeron 2006, pág. 31), todo lo cual generó más 
desconfianza e incertidumbre. Un elemento adicional, pero de crucial importancia, 
fue la falta de alimentos, lo que provocó disturbios tanto en las ciudades como en el 
campo. Estos disturbios a causa del hambre ya habían ocurrido en la Francia 
anterior al reinado de Luis XVI. Sin embargo, en julio de 1789 se marcará una nota 
distintiva en los mismos: 

...el día 14 es el día en que el pan cuesta más en todo el siglo. La caída de 
la Bastilla se inscribe así dentro de una semana de revolución popular, 
provocada a la vez por la carestía del pan y por razones políticas, y constituye 
una especie de modelo de las futuras jornadas parisinas: el viejo motín del 
hambre, clásico bajo el Antiguo régimen, encuentra una nueva salida en la 
pasión revolucionaria, en la voluntad popular de terminar con el complot de 
los causantes del hambre, o sea, los nobles y los ricos... (Bergeron 2006, 
pág. 31). 

Este proceso citadino, en el que se da la movilización popular en París, y que 
termina con la toma violenta de la prisión de la Bastilla, marca la segunda revolución, 
la popular, en opinión de Frangois Fouret (Bergeron 1986, pág. 30-31). A ella le 
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sigue la tercera revolución, la del campo. A partir de esta última, caracterizada por 
la generalización de la participación popular en el movimiento revolucionario, se 
produce lo que los historiadores han denominado la Grande Peur[e I gran miedo]: 

Toda la Francia campesina se levanta en armas. Pero en algunas regiones 
va derecha al castillo y al señor: en Normandía, Hainaut, Alsacia, Franco 
Condado, valle del Saona, el «gran miedo» es pura y simplemente una guerra 
social (Bergeron 2006, pág. 31). 

La tendencia a interpretar la Revolución francesa como la dinámica de tres procesos 
revolucionarios distintos (el burgués, el popular y el del campo), no es compartida 
por todos los historiadores (Albert Soboul y Michel Vovelle, entre otros). 
Originalmente, esa interpretación fue promovida por Frangois Furet y Denis Richet 
en su obra La Revolution (1965-1966). Es más, desde una perspectiva crítica, se ha 
entendido que la misma pretende restar unidad al proceso, atendiendo a fines 
ideológicos, que comenzaron a manifestarse a partir de la década de los años 50 
del siglo XX (albores de la Guerra Fría), para vaciar de contenido la visión según la 
cual el movimiento debe entenderse e interpretarse como una manifestación de la 
lucha de clases. Sin embargo, la interpretación clásica de la Revolución, iniciada 
después de 1830, le ha provisto de ese contenido. 39 

En ese momento, al darse la participación popular, la inconformidad y el 
resentimiento acumulado durante generaciones encuentran escape en la violencia 
que se desata, como protesta a un sistema que excluye a la mayoría en favor de 
una minoría privilegiada. Tanto la crisis económica como la política se ven 
acrecentadas por una nueva variable: la dinámica social que ha cobrado un 
peligroso giro de violencia y destrucción. Se llega a un punto crítico en el que: “Para 


39 Para un análisis detallado sobre el carácter burgués de la Revolución francesa, y la Interpretación 
de Soboul y Vovelle, en contraposición a Furet y Richet, ver el interesante artículo de Isabel 
Clemente, en el siguiente sitio de Internet: 

https://revistas.un¡andes.edu.co/do¡/pdf/10.7440/histcr¡t2.1989.03 . Asimismo, se puede consultar el 
artículo que contiene la transcripción de la conferencia dictada por Vovelle en la Universidad de 
Buenos Aires en 1988: file:///C:/Users/Jose%20Anton¡o/Downloads/1136- 

Texto%20del%20art%C3%ADculo-2363-1 -10-2012111 3.pdf . 
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salvar la propiedad burguesa había que liquidar la propiedad feudal” (Bergeron 
2006, pág. 32). 

La ahora autoproclamada Asamblea Constituyente, para conjurar la grave situación 
nacional, discute, durante la noche del 4 de agosto, si la Constitución debería ir 
precedida por una Declaración de Derechos. La decisión es adoptada 
inmediatamente. Sin embargo, “¿cómo redactarla mientras los privilegios 
subsistieran?” (Lefevbre 2012, pág. 59). De esa cuenta, para salvar la propiedad 
burguesa, afirma Furet, debían adoptarse medidas radicales: 

Este es el sentido de los famosos decretos votados desde el 4 al 11 de 
agosto, que abolían confusamente, en nombre del espíritu nacional, todo el 
sistema feudal: diezmos, derechos señoriales, privilegios personales o 
colectivos, Parlamentos, venalidad de los cargos públicos. Al declarar 
indemnizables ciertos derechos señoriales y cargos judiciales, mientras que 
los diezmos de la Iglesia se suprimen sin indemnización, la Asamblea ha 
querido salvar la propiedad privada asimilándola en adelante al derecho 
común, que se convierte en derecho burgués. El principio queda a salvo, 
aunque los campesinos no entregarán jamás el dinero de aquellas famosas 
compras (Bergeron 1986, pág. 32). 

La situación social, en la cual la nación se ha vuelto un actor más en el proceso 
revolucionario iniciado por los intereses de los burgueses, da un giro radical a la 
dinámica. En lo sucesivo, no serán únicamente los diputados, como representantes 
de los distintos órdenes, quienes definan el cauce que tomará la Revolución 
francesa. 

El Antiguo Régimen llegó a su fin, afirma Lefebvre, “y la Asamblea redactó su ‘acta 
de defunción’, al votar la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano que 
fue terminada el 26 de agosto de 1789” (2012, pág. 59). La Declaración se redactó 
en el transcurso de seis días, bajo el impulso de la convulsión social y agitación en 
que se encontraba el reino. 
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A diferencia del proceso constitucional norteamericano, en Francia, atendiendo a 
sus propias características feudales, se antepondrá la Declaración de Derechos en 
su primer texto constitucional, y la tradición se mantendrá en el futuro, creando con 
ello la estructura que puede llamarse clásica sobre el contenido de los textos 
constitucionales. Debemos recordar que en Estados Unidos se organizó primero al 
Estado, sus poderes y todo lo concerniente a la parte orgánica, para posteriormente 
incorporar, mediante el primer grupo de enmiendas, los derechos y garantías 
individuales. 

Es necesario establecer que en Estados Unidos no existía la necesidad, como sí la 
hubo en Francia, de acabar con los privilegios feudales, ni tampoco con los órdenes 
y las canonjías. Allí fue relativamente fácil identificar al poder monárquico británico 
como el obstáculo a superar y contraponerlo ai orden republicano. La sociedad 
norteamericana nació de un estado de cosas completamente diferente al europeo, 
en donde lo que primero debía hacerse era organizar, dentro del conjunto de las 
trece colonias, un orden estatal, después de un ejercicio ciudadano de amplia 
libertad. Francia, en cambio, debió comenzar por el reconocimiento de la libertad y 
la igualdad -al menos en el plano jurídico- como materialización de que se abolían 
los privilegios históricamente establecidos. 

La propaganda y el discurso habían enaltecido las cualidades del Tercer Estado. 
Basta recordar las palabras de Sieyés cuando desde el principio de ¿Qué es el 
Tercer Estado?, responde a la pregunta afirmando que lo es todo. 

En este apartado ha sido posible establecer cómo los Estados generales, al quedar 
integrados, fueron hábilmente dirigidos por los representantes del Tercer Estado 
-conformado en su mayoría por representantes de la burguesía- para lograr ampliar 
las competencias previstas por el poder regio. Así, ante la confrontación con el rey, 
que pretende restaurar la función original de ese órgano mediante amenazas y 
fuerza, se pasará a la autoproclamación de los Estados Generales como Asamblea 
Nacional, es decir, se reconocen representantes de la soberanía nacional. Sin 
embargo, a ese primer impulso revolucionario, que estuvo dirigido por los 
representantes de la burguesía, se sumará la participación popular. Esto ocurre, 
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primero, con motivo de los motines urbanos, especialmente en París, y 
posteriormente los rurales, atizados por la crisis económica, más el rechazo a un 
prolongado régimen erigido a favor de un reducido grupo de privilegiados. La 
Asamblea Nacional, para restablecer el orden y la paz, responde con la Declaración 
de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, para así acallar los tumultos y 
reivindicaciones populares, con lo cual prácticamente termina el Feudalismo en 
Francia. 


1.6.3.1.2.6 Las ideas de Sieyés en materia política y 
constitucional 40 

Como se mencionó en el apartado respectivo, con motivo de la integración de los 
Estados Generales en Francia existió una apertura para que se diera una libre 
expresión del pensamiento y se presentaran diferentes propuestas, en las que se 
manifestara cómo debía ser la constitución, lo que generó la publicación de cientos 
de folletos u opúsculos de diferente calidad y alcance. 

Dos de ellos fueron de la autoría de Emmanuel Sieyés, los que tendrían gran 
influencia en el proceso revolucionario: Ensayo sobre los privilegios {Essai sur les 
priviléges, 1788) y ¿Qué es el Tercer Estado? ( Qu’est-ce que le Tiers État?, 1789). 
El segundo es quizá el más famoso y, a no dudar, el de alcances más significativos 
para el constitucionalismo. 

¿Qué es el Tercer Estado? comienza con tres planteamientos concretos: “1,° ¿Qué 
es el Tercer Estado? Todo. 2° ¿Qué ha sido hasta hoy en el orden político? Nada. 
3.° ¿Qué pide? Llegar a ser algo” (Sieyés 2012, pág. 85). Sieyés, para poder 
justificar la afirmación de que el Tercer Estado lo es todo, arguye, desde el primer 
capítulo, que ello es así porque éste, como lo señala Negri, “comprende en sí todas 
las características que, en términos económicos, forman una nación; éste abarca 
todas las actividades productivas, es en sí libre y próspero" (1994, pág. 264). 


40 Este apartado se ha tomado, con ciertas modificaciones, del artículo de la Revista del Doctorado 
en Derecho Constitucional de la Universidad Mariano Gálvez, promoción 2017, publicado por el autor 
en octubre de 2018, intitulado “La democracia: antítesis entre la versión de los antiguos y la versión 
de los modernos”, pág. 9-77. 
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La división del trabajo, premisa fundamental en el desarrollo del nuevo sistema 
económico, aplica también como principio para la organización social. Al inicio del 
capítulo I Sieyés lo afirma así: “¿Q ué hace falta para que una nación subsista y 
prospere? Trabajos particulares y funciones públicas" (Sieyés 2012, pág. 87). Y a 
continuación realiza una clasificación, en cuatro categorías, a las que pueden 
reducirse los trabajos particulares. Se trata de la agricultura (que comprende a 
“todas las familias dedicadas a los trabajos del campo”); la industria; el comercio 
(“los comerciantes y los negociantes”); y los servicios que prestan “las profesiones 
científicas y liberales más distinguidas, hasta los servicios domésticos menos 
considerados” (Sieyés 2012, pág. 87-88). 

¿Y la función pública? El abate afirma que también cabe una clasificación 
cuatripartita de la misma: “la Espada, la Toga, la Iglesia y la Administración” (Sieyés 
2012, pág. 88). Respecto a las funciones públicas: 

...el Tercer Estado constituye los diecinueve vigésimos de las mismas, con la 
diferencia de que está encargado de todas las tareas penosas, de todas las 
ocupaciones que el orden privilegiado se niega cumplir. Sólo los puestos 
lucrativos y honoríficos están ocupados por miembros del orden privilegiado 
(Sieyés 2012, pág. 88-89). 

Esto -la división del trabajo- también aplica en relación a la función legislativa y de 
fundación de la sociedad política, por lo que Sieyés es el primer autor que introduce 
en el debate del poder constituyente el trabajo como tema exclusivo que le sustenta 
(Negri 1994, pág. 264). 

Además, en esa misma obra, Sieyés, contrario a la tradición histórica y medieval, 
planteó en su Vues sur les moyens d’exécution dont les représentants de la France 
pourront disposer en 1789 [Ideas sobre los medios de actuación de que podrán 
disponer los Diputados de Francia en 1789] que, ciertamente, en Francia, se carecía 
de constitución: “Ellos llaman [...], Constitución del Estado a lo que no es en el fondo 
más que su Constitución...” (Sieyés 2012, pág. 27). Para establecer una 
Constitución, razona, es necesario “que se nos diga según qué criterios, según qué 
intereses habría podido otorgarse una Constitución a la nación misma” (Sieyés 
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2012, pág. 142). A lo cual responde: “La nación existe ante todo, es el origen de 
todo. Su voluntad es siempre legal, ella es la propia ley. Antes y por encima de ella 
sólo existe el derecho natural’ (Sieyés 2012, pág. 142-143). 

De donde deviene claro que, si el Tercer Estado lo es todo, puesto que realiza las 
actividades productivas y de servicios necesarias para lo sociedad, la supuesta 
constitución de los privilegiados -nobleza y clero- no se justifica, es ilegítima, y, por 
tanto, la única posible y válida está aún pendiente de promulgarse en Francia. 
¿Cómo deberá hacerse para lograrlo? Mediante la consulta al verdadero soberano: 
la nación, es decir, al Tercer Estado (al todo). 

El siguiente aspecto lógico a establecer es: ¿Qué procedimiento deberá utilizarse 
para realizar la consulta? Sieyés, en este punto, se enfrenta al mismo problema que 
surgió en Estados Unidos en relación con la determinación de la voluntad popular, 
como crítica y dificultad de que exista la posibilidad del consenso democrático 
directo en las sociedades modernas: “Los asociados son demasiado numerosos y 
se hallan repartidos en una superficie demasiado extensa como para ejercer por sí 
mismos fácilmente la voluntad común” (Sieyés 2012, pág. 140). El argumento se 
verá reforzado en el seno de la Asamblea nacional por Sieyés, con motivo de una 
intervención que tuvo el 7 de septiembre de 1789, cuando se debatía sobre el veto 
real, en donde desarrolló los fundamentos de la representación. Su punto de partida, 
como lo ha afirmado David Pantoja Morán, fue la nueva sociedad: 

...los pueblos europeos modernos se parecen muy poco a los antiguos. No 
se trata entre nosotros sino de comercio, agricultura, de fábricas, etc. El 
deseo de riqueza parece no hacer de todos ios estados de Europa sino vastos 
talleres: se piensa ahí mucho más en la producción y el consumo que en la 
felicidad (2017, pág. 81). 

Sobre este párrafo, Pascuale Pasquino, citado por Pantoja Morán, ha comentado 
cómo, en la visión de Sieyés, el contenido de la modernidad se refiere a la 
circunstancia de ser una “sociedad de mercado”. El ethos que prevalece ahora es 
el consumo, la producción y la riqueza, a diferencia de la felicidad que se perseguía 
en Atenas o Esparta en la Antigüedad (Pantoja Morán 2017, pág. 81). 
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La solución para una forma moderna de democracia no podía ser otra, según 
Sieyés, que la implementación de la teoría de la representación, igualmente 
adoptada en Estados Unidos, es decir, la democracia indirecta, por lo que ios 
hombres en sociedad “...confían el ejercicio de esta porción de voluntad nacional, y 
por tanto de poder, a algunos de entre ellos. Tal es el origen de un gobierno ejercido 
por procuración” (Sieyés 2012, pág. 140). 

Sieyés, claramente, se encuentra influenciado por el pensamiento de Juan Jacobo 
Rousseau en cuanto al tema de la voluntad general (El contrato social, libro II) y en 
el reconocimiento de que la soberanía radica en el pueblo. Sin embargo, como 
señalan Lorente y Vásquez, entre otros, se aparta de la concepción del ginebrino al 
aceptar la teoría de la representación general, tema irrenunciable para Rousseau 
(Sieyés 2012, pág. 141). 

Sobre cómo estaba consciente Sieyés de la diferencia que existía entre la forma de 
gobierno en donde prevalece la democracia directa o bien la indirecta, da cuenta el 
mismo abate al referirse a las dos formas que tienen las sociedades de organizarse 
políticamente: 

Puede ejercerse de dos maneras. Los ciudadanos pueden dar su confianza 
a algunos de ellos mismos. Sin enajenar sus derechos, confían a otros su 
ejercicio. Por bien de la utilidad común, se nombran representantes mucho 
más capaces que ellos mismos de conocer el interés general, y de interpretar 
a este respecto su propia voluntad. La otra manera de ejercer su derecho a 
formar la ley es la de concurrir por sí mismos a hacerla inmediatamente. Este 
concurso inmediato es lo que caracteriza la verdadera democracia. El 
concurso mediato designa al gobierno representativo. Es enorme la diferencia 
entre estos dos sistemas políticos (Pantoja Morán 2017, pág. 82). 41 

Esa voluntad representativa, dice el abate, posee dos caracteres indelebles: a) No 
es plena ni ¡limitada entre los representantes, “sino que es una porción de la gran 


41 Las cursivas corresponden al original. 
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voluntad común nacional”; y b) los delegados no la ejercen como un derecho propio, 
pues se trata de una “comisión de la voluntad común” (Sieyés 2012, pág. 141). 

Raymond Carré de Malberg, oportunamente, en su Contribution á Ia théorie 
générale de l’État. Spécialement d'aprés les données fournies par le Droit 
Constitutionnel frangais, citado por Pantoja Morán, resalta la gran diferencia que el 
mismo Sieyés vio entre una y otra forma de democracia, pues “en el régimen 
democrático el ciudadano es legislador y en el régimen representativo no es sino 
elector” (2017, pág. 82). 

Sieyés, influido por el pensamiento del liberal Adam Smith, y de los fisiócratas 
Quesnay y Turgot, aplica la división del trabajo tanto a la elaboración del poder 
constituyente y a la función legislativa, como a la definición del mejor gobierno, el 
cual consiste en la prevalencia de la democracia representativa: 

.. .la razón, o al menos la experiencia, le dice además al hombre: tendrás tanto 
más éxito en tus ocupaciones si sabes limitarlas. Conduciendo todas las 
facultades de tu entendimiento sobre una parte solamente de los trabajos 
útiles, obtendrás un producto más grande con menos esfuerzos y menos 
gasto. De ahí viene la división del trabajo, efecto y causa del acrecentamiento 
de las riquezas y del perfeccionamiento de la industria humana. Esta materia 
está perfectamente desarrollada en la obra del doctor Smith. Esta separación 
es en beneficio común de todos los miembros de la sociedad. La separación 
corresponde a los trabajos políticos como a todos los géneros del trabajo 
productivo. El interés común, el mejoramiento del estado social mismo, nos 
exigen hacer del gobierno una profesión particular... Así, la constitución 
puramente democrática deviene no solamente imposible en una gran 
sociedad, sino aún en el Estado menos extenso; ella es mucho menos 
apropiada a las necesidades de la sociedad, mucho menos conducente al fin 
de la unión política, que la constitución representativa: tal es la segunda forma 
legítima de gobierno... (Pantoja Morán 2017, pág. 83). 

En otros términos, Sieyés utiliza la racionalidad económica de la división social del 
trabajo para justificar también la que debe ocurrir en el ámbito de lo político. La 
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especialización del trabajo que se dé en el gobierno redundará, según plantea el 
abate, en el bien común de la sociedad. Sin embargo, como quedará evidenciado 
en la Constitución de 1791, el sesgo para que gobierne una clase privilegiada de 
propietarios y hombres pudientes es el trasfondo dei concepto que permite erigir un 
sistema censitario, tanto para que voten los ciudadanos como para que se elija a 
ios representantes de ia nación. 

El siguiente gran paso teórico en la estructuración doctrinaria de Sieyés será 
plantear la dicotomía del poder constituyente y el poder constituido, con lo cual 
termina de concretarse la limitación (el secuestro) de la soberanía popular para 
depositarla en un cuerpo legislativo extraordinario y eventual. Es por eso que al 
abate se le reconoce haber perfilado la teoría del poder constituyente, su mayor 
aporte al constitucionalismo. La establece cuando define qué serie de leyes 
positivas pueden emanar de la voluntad de la nación, a través del cuerpo de 
representantes: 

...las leyes constitucionales se dividen en dos tipos: unas regulan la 
organización y las funciones del cuerpo legislativo ; otras determinan la 
organización y las funciones de los diferentes cuerpos activos. Estas leyes 
son llamadas fundamentales, no porque puedan llegar a ser independientes 
de la voluntad nacional, sino porque los cuerpos que existen y actúan a través 
de ellas no pueden modificarlas. En ambos casos, la Constitución no es obra 
del poder constituido, sino del poder constituyente (Sieyés 2012, pág. 143). 42 

Además, en ese mismo párrafo se encuentra la clave para la clasificación de las 
constituciones en flexibles o rígidas, como afirman Marta Lorente y Lidia Vásquez, 
atendiendo a la posibilidad de que la Constitución pueda ser reformada o no por una 
legislatura ordinaria (Sieyés 2012, pág. 143). 

El poder constituyente nacido en Francia, desde esa perspectiva, posee caracteres 
cualitativos distintos del norteamericano. Es un poder originario, creador, sin límites 
para el soberano que es la nación, cuyas potencialidades son, en verdad, 


42 Las cursivas corresponden al original. 
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revolucionarias. Sieyés mismo lo reconoce: “Sería ridículo suponer que la nación 
estuviera sujeta a sí misma por las formalidades o por la Constitución a que ha 
sometido a sus mandatarios” (Sieyés 2012, pág. 144-145). Es más: “No sólo la 
nación no está sometida a una Constitución, sino que no puede estarlo, no debe 
estarlo, lo que equivale a decir que no lo está” (Sieyés 2012, pág. 145). Este 
argumento, en sí mismo, significa dar altos vuelos a la razón revolucionaria, a validar 
la voluntad soberana del pueblo como la fuente original de toda constitución. Lo 
cual, llevado a sus últimas consecuencias, “conduce a localizar en el corazón de la 
sociedad política un foco permanente de posibles insurrecciones”, como lo ha 
afirmado Paul Bastid (Sieyés 2012, pág. 145). 

Sin embargo, en la exposición del abate se manifiestan dos tendencias opuestas. 
Así, en el capítulo VI, al referirse a los representantes de la nación, se contradice 
cuando afirma: “sus representantes forman toda la Asamblea Nacional; tienen todos 
los poderes. Puesto que son los únicos depositarios de la voluntad general, no 
necesitan consultar a sus comitentes sobre una distensión que no existe” (Sieyés 
2012, pág. 167). Y, como comentan Lorente y Vázquez, existen muchas 
contradicciones en ¿Qué es el Tercer Estado?, “pero ninguna tan evidente como la 
demostrada en estas líneas... (pues) aquí identifica a los diputados del Tercer 
Estado con la nación” (Sieyés 2012, pág. 167). Puede parecer, quizá, una 
transmutación de lo afirmado por Luis XIV cuando planteó “el Estado soy yo”, que 
ahora, en el razonamiento del abate, se convierte en “la nación somos nosotros, los 
diputados del Tercer Estado”. 

En Sieyés existe, como un argumento para deslegitimar al poder monárquico, un 
reclamo de la soberanía a favor de la nación, lo cual supone una visión 
revolucionaria del poder constituyente, como una facultad permanente de ese 
conglomerado, que no puede estar limitado, pues sería ridículo suponerlo así. Sin 
embargo, al mismo tiempo, en el discurso del abate subyace la intención de limitar 
ese poder, transfiriéndolo a los representantes constituidos en asamblea, es decir, 
como poder constituyente (la constituyente) o constituido (la legislación ordinaria). 
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Pero esa contradicción es inherente a la visión de la burguesía. Se trata de reclamar 
toda la soberanía a favor de la nación para destronar al absolutismo, pero, a la vez, 
existe un temor latente de cuáles podrían ser las consecuencias si ese poder 
constituyente, de manera constante, permaneciera como facultad a la que se puede 
recurrir para refundar la sociedad civil. Es por ello que, mediante la figura de la 
representación, será posible secuestrar esa soberanía que podría peligrosamente 
manifestarse a través de las facultades de refundar el Estado una y otra vez. A 
Sieyés, como lo ha dicho Lefevbre, “el aspecto social de la revolución popular le 
atemorizó” (Sieyes 2012, pág. 12), de la misma manera como los hombres ricos lo 
temieron en Estados Unidos, según lo señaló Tocqueville. 

Sieyés no fue un hombre fiel a ningún partido. Primero fue un revolucionario, cuando 
formó parte de la Asamblea. Pero cuando se opuso a la abolición de los derechos 
feudales el 4 de agosto de 1789, fue visto como un conservador. Cuando se discutió 
la Constitución se mantuvo en silencio, actitud que Mirabeau calificó como una 
“calamidad pública” (Sieyés 2012, pág. 13). En 1791, después de haber sido 
presidente de la Asamblea Nacional, sostuvo en los periódicos una polémica con 
Thomas Paine en la que defendía la superioridad de un gobierno monárquico 
respecto de uno republicano. 43 Sin embargo, al momento de la votación para abrirle 
proceso a Luis XVI, sus convicciones monárquicas no le impidieron pronunciarse a 
favor de que se le procesara. Durante el terror se mantuvo en silencio, para resurgir 
con los termidoñanos. Más tarde apoyó a Napoleón Bonaparte en el golpe de 
Estado, con lo cual Sieyés y Ducos conformaron el triunvirato de los Cónsules con 


43 En carta de fecha 8 de julio de 1791, Paine acepta el desafío de Sieyés para discutir el asunto y 
expone: “Sir, At the moment of my departure for England, I read, in the Moniteur of Tuesday last, 
your letter, in which you give the challenge on the subject of government, and offer to defend what ¡s 
called the monarchical opinión agalnst the republlcan system. / I accept of your challenge wlth 
pleaure; and I place such a confldence in the superlorlty of the republican system over that nullity of 
a system, called mocharchy, that I engage not to exceed the extent of fifty pages, and to leve you the 
liberty of taking as much latltude as you may think proper”. [“Señor. Al momento de mi partida de 
Inglaterra, leí, en el Monitor del pasado martes, su carta, en la que plantea el desafío sobre el tema 
del gobierno, y ofrece defender la llamada opinión monárquica en contra del sistema republicano. / 
Acepto su desafío con placer, y tengo tanta confianza en la superioridad del sistema republicano 
sobre esa nulidad de sistema, llamado monarquía, que me comprometo a no exceder la extensión 
de cincuenta páginas, y dejarlo a usted en libertad de tomarse cuanta latitud pueda pensar 
apropiada”] (Traducción propia). Davldson, George (impresor y publicador). The political writings of 
Thomas Paine, Secretary to the Comittee of Foreign Affairs in the American Revolution. Charlestown, 
Massachussets, Vol. II, 1824, p. 267. 
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motivo del 18 Brumario. Abdicó del poder cuando se le ofreció un castillo en 
recompensa por sus servicios, una buena renta y el título de conde del Imperio 
(Sieyés 2012, pág. 13-14). 

Resumiendo, Sieyés, desde su particular posición de representante del Tercer 
Estado, impulsa la promulgación de un texto constitucional más desarrollado que el 
estadounidense, que servirá de modelo para muchos países. Radica la soberanía 
en la nación, propugna por una democracia representativa, aporta la teoría del poder 
constituyente original y derivado, elementos todos que servirán de base para definir 
el constitucionalismo y los regímenes democráticos en el futuro. 

1.6.3.1.2.7 La Declaración de los Derechos del Hombre y del 
Ciudadano 

Christine Fauré, en la parte introductoria de su libro Las declaraciones de los 
derechos del hombre de 1789, ha planteado que: 

Cuando el 20 de agosto de 1789 los diputados, apremiados por los 
desórdenes que agitaban al país, se abocaron a la tarea de redactar la 
Declaración, primera parte de la obra constitucional, habían decidido actuar 
de prisa para responder a las expectativas de la opinión pero también para 
desactivar la tensión creciente entre los miembros de la Asamblea, que no 
lograban ponerse de acuerdo sobre este asunto (1996, pág. 15). 

En el transcurso de los seis días que llevó la redacción de la Declaración, habrían 
de fundirse diferentes tendencias de pensamiento. Néstor Pedro Sagüés identifica 
las de Montesquieu y Rousseau: 

Es evidente la paternidad que tiene Montesquieu en algunas las cláusulas de 
la Declaración: así, sobre el concepto de libertad (art. IV), o el principio de lo 
no prohibido como permitido (art. V). A su vez, el pensamiento rousseauniano 
aflora en el principio de residencia de la soberanía en la nación, y de ley como 
expresión de la voluntad general (arts. III y VI). Por lo demás, la Declaración, 
con sus apelaciones a la propiedad como derecho “inviolable y sagrado” (art. 
XVII) y a la libertad y la seguridad (art. II), daba sólido sustento al despliegue 
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del estado llano, entendido éste en sentido restrictivo y distinto al cuarto 
estado o proletariado (Sagüés 2004, pág. 28). 

Sin embargo, Sagüés señala que Jellinek niega la influencia de Rousseau en la 
Declaración y que para el autor alemán la fuente de ésta fue el Bill of fíights de 
Virginia de 1776 (2004, pág. 28). También resulta notoria la influencia de las 
constituciones norteamericanas y su Declaración de Independencia, de la Carta 
Magna inglesa, entre otras. 

Varios diputados presentaron proyectos para lo que debía comprender la 
Declaración; sin embargo, el proyecto votado por la mayoría para que se adoptara, 
si bien con algunas modificaciones, fue el elaborado por el marqués de Lafayette y 
Emanuel Sieyés (Naranjo Mesa 2003, pág. 497). 

Se ha afirmado que la declaración francesa recibió una influencia directa a través 
de Lafayette de las declaraciones de derechos norteamericanas, ya que, como se 
sabe, él participó en la guerra revolucionaria de las trece colonias inglesas. 
Independientemente de esa discusión, resulta importante consignar lo señalado por 
Gaudechot (sic.), 44 en cuanto al sentido y alcance jurídico que tuvieron las 
declaraciones de derechos de Virginia o Massachusetts, pues según afirma, lo que 
se buscaba era que: “...Los primeros, totalmente impregnados de pragmatismo, 
fueron concebidos para ser invocados ante los tribunales por los ciudadanos 
lesionados... La declaración francesa, al contrario, quiso ser universal...” (Naranjo 
Mesa 2003, pág. 497). A lo cual cabe agregar que la declaración francesa no tuvo 
las mismas pretensiones de que sus artículos fueran vinculantes, es decir, que 
sirvieran para la defensa ante los tribunales cuando se lesionaran los derechos de 
los ciudadanos. Más bien, se trató de proclamar ciertos principios, no normas, 
orientadores de lo que debía desarrollar tanto la Constitución como la demás 
legislación ordinaria, pero no podrían ser invocados nunca como preceptos válidos 
para una defensa en juicio. 


44 Al parecer, existe un error en el apellido que se consigna y, más bien, se trata del historiador 
francés Jacques Godechot (1907-1989), quien realizó amplios estudios sobre el tema de la 
Revolución francesa. 
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En un análisis del contenido de la Declaración de los Derechos del Hombre y del 

Ciudadano francesa de 1789, es procedente apuntar lo siguiente: 

En lo que se refiere a la primera parte, es decir el preámbulo: 

a) La Asamblea Nacional realiza la proclama en su calidad de representante del 
pueblo francés, lo que supone el reconocimiento de una legitimidad soberana 
que rompe con la tradicional sustentación monárquica. 

b) La Declaración, arguye, se basa en el reconocimiento de “los derechos 
naturales, inalienables y sagrados del hombre”. 

c) Busca que se mantenga la Constitución del Estado y la felicidad de los hombres, 
reconociendo la presencia y los auspicios del Ser supremo en los derechos que 
declara. 

d) Los derechos naturales, la prevalencia de la Constitución, la felicidad del hombre 
y el reconocimiento de Dios, son los sustentos doctrinarios e ideológicos que 
servirán para establecer los derechos que se reconocen en la Declaración. 

En cuanto a los 17 artículos que conforman la Declaración, se procede 

inmediatamente a establecer el contenido de cada uno -sin transcribirlo- y se realiza 

un breve análisis de su significación e importancia: 

1) Prescribe que los hombres nacen y permanecen libres e iguales (Art. 1 Q ), con lo 
cual se suprimen las restricciones a la libertad y las diferencias estamentales o 
de sangre, características del feudalismo; 

2) La asociación política se justifica para preservar los derechos naturales e 
imprescriptibles de los hombres, los cuales consisten en la libertad, la propiedad, 
la seguridad y la resistencia a la opresión (Art. 2 Q ). De esa cuenta, la primera 
afirmación define que a la asociación política, es decir, al Estado, le 
corresponden ciertos deberes que debe cumplir; que se orientan hacia la 
preservación de los derechos naturales. Los derechos naturales son 
explicitados: a) la libertad, lo que supone negar la posibilidad de sujeción servil, 
pero también la expansión al ámbito de lo social, lo político, lo jurídico y, no por 
último menos valioso, lo económico; b) la propiedad, cuyo concepto ahora es de 
tipo privado, en negación de la feudal, según lo preceptuado por el liberalismo; 
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c) la seguridad, entendida tanto desde la perspectiva personal como patrimonial 
y económica; d) la resistencia, con lo cual se afirma legaliza el derecho a la 
rebelión frente a un régimen que no cumple con sus deberes de preservar los 
derechos naturales, lo cual fue adquiriendo paulatinamente carta de 
reconocimiento como legítima defensa y reclamo de la sociedad frente a un 
poder absoluto o tiránico; 

3) Se ratifica que la soberanía, como se anuncia desde el preámbulo, reside en la 
Nación (Art. 3 Q ). Nótese que, entre los representantes burgueses de la Asamblea 
Nacional, todavía no se admite la denominación “pueblo”, quizá por temor al 
contenido revolucionario que -como se evidenciará más adelante en el 
desarrollo de este proceso- supone ese término. Adicionalmente, el 
reconocimiento de la residencia de la soberanía en la nación posee, 
evidentemente, la influencia de Rousseau y consiste en la trasmutación de la 
soberanía personal -el monarca- a la colectiva -la nación, según reza la 
Declaración, el pueblo, como se dirá durante la etapa del terror revolucionario-; 

4) La libertad consiste en hacer todo lo que no dañe a un tercero, por lo que el 
ejercicio de los derechos naturales no posee más límites que asegurar el respeto 
de los mismos a los demás. De cualquier manera, todo límite al ejercicio de la 
libertad no puede ser establecido más que por la ley (Art. 4 S ). Este artículo define 
los límites para la libertad de cada persona, la cual consiste en el ejercicio 
personal de los derechos naturales y en el respecto de los mismos a los demás 
(reciprocidad). Asimismo, promueve la idea de que sólo la ley puede válidamente 
limitar, racionalmente, esa libertad, siempre atendiendo a los derechos naturales 
que deben regir la vida social. Con esta afirmación sobre la legalidad, como 
límite a los derechos, se rescata la idea del gobierno de las leyes aristotélico (el 
gobierno de la razón y no la de los hombres), que augura la futura promoción y 
defensa del Estado de derecho, en oposición a la arbitrariedad y la 
discrecionalidad para gobernar a los hombres; 

5) La ley no puede prohibir más que lo nocivo a la sociedad; lo que no está 
prohibido legalmente se debe permitir y nadie puede ser obligado a hacer lo que 
la ley no ordena (Art. 5 Q ). Con el primer postulado se establece una racionalidad 
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al contenido de lo legal, que se sustenta en evitar lo nocivo o perjudicial, pero 
también un límite al contenido de lo regulado y al abuso de la facultad legislativa. 
Asimismo, la libertad adquiere una dimensión más amplia, la cual recibe la 
denominación de “libertad negativa”, 45 pues lo que no está prohibido legalmente 
se supone permitido y sólo la ley representa el límite para obligar a observar 
alguna conducta o cumplir con un deber. Se trata, en última instancia, de la 
promoción del imperio de la ley, único recurso racional-político que obliga, que 
se convertirá en el principio de legalidad, como límite al ejercicio del poder; 

6) La ley, se afirma en la Declaración, es expresión de la voluntad general, por lo 
que todos los ciudadanos poseen el derecho, ejercido personalmente o a través 
de representantes, a contribuir a su formación. Además, establece que la ley 
será la misma para todos, ya sea para proteger o para castigar. Esa igualdad 
ante la ley supone similares oportunidades para acceder a dignidades, puestos 
y empleos públicos, para lo cual se considerarán únicamente la capacidad, las 
virtudes y talentos personales (Art. 6 S ). La voluntad general es otro elemento 
aportado por la teoría rousseauniana; ésta se incorpora en la Declaración y, por 
ende, abona a favor de la democracia, pues el ciudadano tiene derecho a 
participar en la conformación de la ley, ya sea en forma personal (democracia 


45 Tanto el tema de la libertad negativa como el de la libertad positiva han mantenido su plena 
vigencia en la discusión de la teoría y la filosofía políticas. Uno de los connotados exponentes, y que 
representa un clásico sobre temas políticos, es Isalah Berlín. Ángel Rlvero, en la Introducción al libro 
de Isalah Berlín Dos conceptos de libertad y otros escritos , establece que: “Libertad «negativa» hace 
referencia a la ausencia de obstáculos (creados por el hombre) a la acción de los individuos. Esto 
es, esta libertad se define por la ausencia de tales estorbos y, por lo tanto, se trata de una definición 
negativa. Uno tiene más o menos libertad en función de la ausencia de tales obstáculos. Por su 
parte, la libertad «positiva» hace referencia al ejercicio del poder político, a quién manda, quién es 
el jefe. Soy más libre, en este sentido, si se hace mi santa voluntad y no tengo que obedecer a otro” 
(Berlín 2010, pág. 1516). En cuanto a la vinculación con el liberalismo, Rlvero afirma lo siguiente: 
“...el concepto de libertad negativa está en la raíz de las Instituciones liberales de protección de 
derechos Individuales, de limitación del poder político y de la defensa del pluralismo. Ésta sería la 
cara amable de la libertad negativa. La cruz, lo que Berlin denomina su perversión, sería «el iaissez 
taire económico [por el que] los propietarios están autorizados a destruir la vida de los niños en las 
minas» y los patrones de las fábricas a «quebrar la salud y el carácter de los trabajadores de la 
Industria». Sin embargo, no ha de quedar duda alguna, la libertad negativa es, para Berlín, la que ha 
tenido un rendimiento histórico más positivo” (Berlin 2010, pág. 16-17). Tras lo cual, cabe preguntar: 
¿cuál ha sido el rendimiento histórico de la libertad positiva? “En cuanto a la libertad positiva, «ha 
conducido históricamente, a perversiones mucho más terribles» (afirma Berlín): básicamente, como 
para Mili, todas las formas de despotismo. Es decir, al gobierno de una autoridad absoluta no limitada 
por las leyes, al abuso del poder y la fuerza...” (Berlin 2010, pág. 16-17). 
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directa) o por medio de representantes (democracia indirecta o representativa). 
De suma importancia es lo que se refiere a que la ley debe ser de carácter 
general, sin distinciones, lo cual es congruente con el reconocimiento de la 
igualdad de los hombres que la Declaración reconoce. Asimismo, la igualdad, en 
otra de sus facetas, debe manifestarse en la posibilidad que tiene el ciudadano 
de tener acceso a cargos y dignidades públicas, en cumplimiento de lo cual sólo 
se admitirá diferenciar en función del talento y las capacidades que se posean, 
es decir, se promociona la meritocracia y no el favoritismo arbitrario; 

7) Nadie puede ser acusado, arrestado ni detenido a no ser por los casos previstos 
en la ley, de conformidad con las formas prescritas en la misma. Se debe 
perseguir la solicitud, expedición o ejecución de órdenes arbitrarias; pero, quien 
sea llamado o designado por la ley a cumplir con un acto debe hacerlo o, de lo 
contrario, incurrirá en culpa (Art. 7 Q ). En este artículo se establecen los 
supuestos de la detención legal (la única que se reconoce válida), se establece 
la proscripción de órdenes arbitrarias y la responsabilidad en cuyo caso incurre 
quien la manda y ejecute, pero, a su vez, se reconoce el deber ciudadano de 
cumplir con un acto ai que obliga la ley; 

8) Las penas establecidas por la ley deben ser las estrictamente necesarias. Nadie 
puede ser castigado sino con base en ley previa (Art. 8 Q ). El primer postulado 
promueve una racionalidad en la imposición de penas, así como un criterio de 
proporcionalidad frente al agravio producido. La Declaración proscribe así el 
principio jurídico denominado en inglés attainder, o de corrupción de la sangre, 
consistente en la muerte civil, utilizado ampliamente en Europa durante la Edad 
Media, conforme el cual una persona convicta por un crimen no era simplemente 
castigada como individuo, sino también sus parientes y amigos, su familia 
exiliada o puesta en prisión, y su propiedad confiscada (Bosher 1988, pág. 140- 
141). Además, en el antiguo régimen se utilizaron las lettres de cachet (“cartas 
firmadas” por el rey), 46 que consistían en la autorización real, por escrito, para 
detener a una persona, sin ser necesario para ello la formulación específica de 


46 Para una descripción amplia sobre las lettres de cachet , se puede consultar el siguiente vínculo 
de la Enciclopedia Británica: https://www.britannica.com/topic/lettre-de-cachet . 
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cargos al momento de la aprehensión. Es por ello por lo que en la segunda frase 
de este artículo se establece un principio fundamental para lo que será el futuro 
derecho penal, se trata de lo que se conoce como el principio nullum poena sine 
lege (no hay pena sin ley), o bien, nullum crimen, nulla poena sine lege (no hay 
crimen, no hay pena, sin ley), es decir, el principio de legalidad dentro del ámbito 
del derecho penal, fundamental para proteger la libertad de las personas, a partir 
del cual se desarrollarán posteriormente las garantías procesales para proteger 
a la persona, que posteriormente se incorporará en los textos constitucionales; 

9) Todo hombre debe ser tenido por inocente hasta que se le declare culpable. SI 
se le detiene, debe evitarse todo rigor innecesario para asegurar su persona (Art. 
9 Q ). Se trata de un principio fundamental, el de presunción de inocencia del 
detenido, hasta en tanto no se declare su culpabilidad en juicio. 
Complementariamente, se prescribe evitar todo exceso y abuso para con el 
detenido (golpes, vejámenes, tortura, aislamiento, etc.); 47 

10) No se debe molestar a persona alguna por sus opiniones, incluidas las religiosas, 
con tal de que no se altere el orden público legal (Art. 10 Q ). Se trata de la libertad 
de opinión y cierta tolerancia religiosa. La libertad de opinión se traduciría en la 
libertad de expresión (que se desarrolla en el siguiente artículo), es decir, en el 
derecho de manifestar libremente lo que se piensa. En la Declaración no se llega 
a establecer la libertad de culto, es más, la Asamblea Nacional Constituyente 
llegará a promulgar la denominada Constitución civil del clero el 12 de julio de 
1790, a través de la cual el Estado controlará la designación de los ministros de 
culto, y los convierte en funcionarios que serán debidamente electos y 
remunerados; 

11) La libre comunicación de pensamientos y opiniones es un derecho del hombre, 
por lo que se reconoce que puede expresarlos por diferentes medios, salvo en 
el caso de los abusos reconocidos legalmente (Art. 11 Q ). La libre expresión del 


47 Dentro de la legislación penal francesa, existían dos antecedentes que habían permitido la tortura, 
con base en la Ordenanza Criminal de 1670. Una de ellas era la question préparatoire [cuestión 
preparatoria], es decir, la tortura legal para hacer confesar al prisionero; la segunda, era la 
denominada question préalable [cuestión preliminar] por medio de la cual los prisioneros eran 
torturados para que revelaran los nombres de sus cómplices (Bosher 1988, pág. 109). 
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pensamiento será fundamental para el desarrollo del periodismo, la práctica de 
la crítica social y el ejercicio de la oposición política, como un derecho básico en 
las democracias; 

12) Para la garantía de los derechos del hombre se requiere de una fuerza pública, 
la que se justifica en función del bien común y no para utilidad particular de 
aquellos a quienes se confía (Art. 12 Q ). Así, garantizar los derechos y la 
búsqueda del bien común demanda la organización del Estado, investido de 
poder, el cual se sustenta en un régimen constitucional y en la legalidad. El poder 
de la fuerza pública no tiene por fin servir a quienes se les ha encomendado, 
sino el logro del bien común; 

13) La existencia de la fuerza pública y la consiguiente administración, requieren de 
recursos, por lo cual es indispensable establecer una contribución común, que 
se repartirá por igual entre todos los ciudadanos, en razón de sus facultades (Art. 
13 Q ). Evidentemente, la existencia del Estado demanda que se le asignen los 
medios necesarios, los cuales deben ser aportados por los ciudadanos a través 
de contribuciones, es decir, los impuestos. Los impuestos serán aportados por 
todos, en razón de sus “facultades” (riqueza). Tanto la revolución inglesa, como 
la norteamericana y la francesa tuvieron, como parte de sus motivaciones, 
establecer un límite a la voracidad tributaria monárquica, según la cual, en forma 
arbitraria, se establecieron exenciones y cobros que redundaron siempre en 
oposición: parlamentaria (Inglaterra), la rebelión de las colonias (Estados 
Unidos) y la convocatoria de los Estados Generales (Francia), que trajeron a 
menos los respectivos poderes monárquicos. Los impuestos, según este 
artículo, representan la obligación contributiva para todos los ciudadanos, sin 
excepciones. Se trata de la manifestación de la igualdad en el ámbito fiscal, 
según el cual la obligación es general a todo ciudadano, pero que, sin embargo, 
admite como límite la capacidad económica de cada uno. Se trata del principio 
de equidad tributaria (contribuir de manera justa), del cual deviene también el de 
proporcionalidad (contribuir de acuerdo a la capacidad económica que se 
posea); no puede darse, como ocurría en Francia antes de la revolución, que 
unos contribuyan -los siervos, con cargas del 80% sobre sus ingresos- y otros 
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se encuentren exentos -la nobleza y el clero-. No obstante, es importante 
recordarlo, todo se hará de acuerdo a lo establecido en la ley, teniendo presente 
que deberá hacerse en interés de la prevalencia del bien común. Sobre la base 
de los impuestos, sin embargo, se establecerá una clasificación de los 
ciudadanos en “activos” -con derecho al voto y, para algunos de elección- y 
“pasivos” -los que carecen de derechos políticos, conformada por casi la mitad 
de los hombres de 25 y más años-; 

14) Se reconoce a los ciudadanos el derecho de comprobar, en forma personal o a 
través de sus representantes, la necesidad de la contribución pública, 
consentirla, vigilar su empleo, y determinar la cuantía, asiento, cobro y duración 
(Art, 14 e ). La Declaración, mediante este precepto, reconoce plenos derechos al 
contribuyente para que la administración justifique los requerimientos tributarios 
en sus diferentes aspectos (cuantía, cobro, duración), y que deberá obtenerse 
su consentimiento para fijar las contribuciones. No se trata, pues, de otorgar un 
cheque en blanco al Estado, y se pretende contener la voracidad fiscal. ¿Cómo 
se realizará ese control y aprobación o desaprobación? En verdad, sólo cabe, 
por los mecanismos establecidos, hacerlo a través de los representantes. 
¿Quiénes son éstos? Los ciudadanos activos y, de entre éstos, quienes pueden 
ser electos, es decir, aquellos a quienes el sistema censitario favorece con la 
posibilidad de ser electos: los burgueses (que se calcula eran aproximadamente 
entre 40 a 50 mil durante ese período); 

15) Se reconoce a la sociedad el derecho de pedir cuentas a los agentes de la 
administración (Art. 15 S ). Con este precepto se promueve la rendición de cuentas 
de los servidores públicos, como condición para que la sociedad pueda fiscalizar 
el ejercicio del poder y se promueve que la sociedad civil realice una auditoría 
de la administración en sus diferentes manifestaciones; 

16) La sociedad en donde no se encuentren aseguradas las garantías de los 
derechos ni establecida la separación de los poderes, carece de Constitución 
(Art. 16 e ). Garantías de ios derechos individuales y separación de poderes, pues, 
son la condición necesaria para poder hablar de la existencia de un régimen 
constitucional, representan su contenido mínimo, con lo cual se configura que el 
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constitucionalismo deberá contar con una parte dogmática (reconocimiento y 
garantía de derechos) y una orgánica (configuración de la organización estatal, 
definiendo las competencias, según un esquema de división de poderes, lo cual 
representa parte del credo republicano); 

17)La propiedad (privada), como derecho inviolable y sagrado, no puede violársele 
ni privársele a nadie, sino por casos de necesidad legalmente comprobadas que 
lo exijan, y sólo bajo el supuesto de indemnización justa y previa (Art. 17 Q ). No 
puede haber despojo arbitrio, pues, a causa de motivos como la “muerte civil” 
(ver supra en este análisis). Además, se abona, como aporte, lo que en el futuro 
será la consideración del concepto de la propiedad en función social, algo que, 
evidentemente, contraviene los principios liberales. 

Como se observa, con base en el análisis previo, el contenido de la Declaración de 
los Derechos del Hombre y del Ciudadano excede discursivamente la primigenia 
concepción liberal sobre lo que, en concreto, son los derechos naturales, para 
favorecer, de manera explícita, una ampliación. A partir de ella, encontrarán plena 
carta de reconocimiento otros derechos y libertades, sobre lo cual cabe señalar: 

1. La soberanía radica en la nación y, ese concepto colectivo, significa una 
ampliación -si se quiere coyuntural y oportuna para el momento- de la visión 
liberal, pues, por definición, ésta enaltece y promueve el individualismo; 

2. La inalienabilidad y sacralidad de los derechos naturales; 

3. El régimen político debe buscar la prevalencia de la constitución del Estado y la 
felicidad de los hombres, como fines que le justifican, sobre la base de los 
auspicios del Ser supremo; 

4. Los hombres son libres e iguales (la igualdad se introduce como un elemento 
adicional a la concepción liberal); 

5. La asociación política -el Estado- se justifica para preservar los derechos 
naturales e imprescriptibles de los hombres: libertad, propiedad, seguridad y 
resistencia; 

6. Se introduce el concepto de libertad negativa; 

7. El derecho debe tener límites racionales en su contenido; 
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8. El ejercicio de la democracia directa o representativa, como forma de legitimar 
el poder; 

9. La ley como voluntad general; 

10. El carácter general de la ley; 

11. Meritocracia para acceder a cargos y dignidades públicos; 

12. Principio de que sin ley previa penal no existe justificación para el castigo; 

13. Racionalidad en la imposición de penas; 

14. Presunción de inocencia; 

15. Libertad de pensamiento si no altera el orden público; 

16. Libertad de opiniones religiosas; 

17. Libre expresión y difusión del pensamiento; 

18. Necesidad de la fuerza pública para garantizar el bien común; 

19. Justificación del poder público para la búsqueda del bien común y no del 
particular; 

20. Legitimación de las contribuciones -tributos- para sostener al Estado; 

21. Prevalencia de los principios de equidad y proporcionalidad para las 
contribuciones a la fuerza pública (tributos); 

22. Derecho a la fiscalización, auditoría y rendición de cuentas de quienes ejercen 
el poder público; 

23. Los supuestos de un régimen constitucional son el reconocimiento de derechos 
individuales y la organización -división y limitación- de los poderes estatales; 

24. Aceptación de la posibilidad de que el sagrado derecho a la propiedad privada 
pueda violarse en caso de necesidad comprobada, previa comprobación de tal 
extremo e indemnización justa (argumento en favor de lo que será la propiedad 
en función social). 

Pocas personas habrá que, habiendo recibido una educación formal mínima, 
desconozcan de la Declaración francesa de 1789. No obstante, también, pocos 
serán los que, a pesar de esa educación, hayan escuchado sobre la Declaración de 
los Derechos de la Mujer y la Ciudadana de 1791, cuya autora fue Olimpia de 
Gouges (1748-1793). 


205 


Ya desde el 1 de enero de 1789 un sector femenino de la población del Tercer 
Estado escribió al rey para abogar a favor de las mujeres. En uno de tales textos, 
citado por Juan María Alponte, se decía lo siguiente: “...Las mujeres del Tercer 
Estado nacen, casi todas sin fortuna; su educación es muy reducida o muy viciada. 
Consiste en enviarlas a la escuela donde el maestro, él mismo, no sabe la primera 
palabra de la lengua que enseña...” (2012, pág. 101). Su destino, de una u otra 
forma, resultaba fatal y desesperanzador, por la dependencia y sujeción al hombre, 
la falta de oportunidades y, en una palabra, la desigualdad de que eran víctimas. Es 
por ello que, al dirigirse al rey, expresan que: 

Pedimos ser ilustradas, tener empleos, no para usurpar la autoridad de los 
hombres, sino para ser más estimadas; para que tengamos medios para vivir 
al abrigo del infortunio, para que la indigencia no obligue a las más débiles... 
a unirse a la loca turbulencia de las desgraciadas que pueblan las calles... 
(Alponto 2012, pág. 102). 

Al darse el anuncio de que los diferentes Estados podían pronunciarse sobre la 
mejor constitución que podía adoptar el reino y opinar sobre otras reformas sociales, 
los grupos femeninos también escribieron, como lo hizo Sieyés, sus propios 
cuadernos. A estos se les conoce como los “Cahiers des Doleances des Femmes, 
et Autres Textes, 1789” [Cuadernos de quejas de las mujeres y otros textos, 1789]. 
Es por ello que, al proclamarse la Declaración oficial en octubre de 1789, la misma 
se consideró insuficiente y, hasta cierto punto, reaccionaria. Una de las voces que 
se alzaron para protestar fue la de Olimpia de Gouges quien, como mujer y pionera 
del feminismo, en su mejor acepción, cuestiona la Declaración oficial y formula la 
propia, conocida bajo el nombre de “Declaración de los Derechos de la Mujer y la 
Ciudadana”, en 1791. 

Alponte describe a Olimpia de Gouges como la hija natural de un noble con una 
mujer pobre, de escasa instrucción formal. No obstante, ella descolló al escribir 
obras de teatro -entre ellas, una titulada “De la esclavitud de los negros”, que fue 
prohibida (Martin 2018, pág. 397) por el escabroso tema de la legitimidad de la 
esclavitud en las colonias francesas del Caribe-, así también como discursos. 
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Organizó clubes, al estilo del de los jacobinos, pero específicamente para las 
mujeres. Era de convicciones republicanas, lo que no le impidió defender la vida de 
Luis XVI, de quien consideró que no representaba ningún peligro una vez retomara 
su estatus de Luis Capeto, por lo que no se le debía ejecutar (2012, pág. 104). 

En 1791 Olimpia redactó su propia Declaración, en un desafío frontal a la visión 
revolucionaria machista. Irónicamente, el escrito será considerado una “subversión” 
por los revolucionarios y, finalmente, será llevada a la guillotina por su atrevimiento 
(lo que evidencia que todos los movimientos, hasta los más revolucionarios, 
conservan ciertas formas canónicas ideológicas que no pueden ser abatidas sin 
sufrir las consecuencias). 

La forma que adopta la Declaración de Olimpia se asemeja a la solemnidad de la 
oficial. Contiene un preámbulo y 17 artículos, más un epílogo. El primer párrafo y 
los demás del preámbulo son un reproche conmovedor, cuyo eco todavía estremece 
hasta nuestros días: 

Hombre, ¿eres capaz de ser justo? Una mujer te hace esta pregunta; por lo 
menos no le privarás ese derecho. Dime, ¿qué te da imperio soberano para 
oprimir a mi sexo? ¿Tu fuerza? ¿Tus talentos?. (Sic) Observa al Creador en 
su sabiduría, observa en toda su grandiosidad esa naturaleza con la cual 
parece que quieres estar en armonía, y dame, si te atreves, un ejemplo de su 
imperio tiránico. 48 

En el primer artículo se proclama la igualdad entre mujer y hombre, y cómo las 
diferencias sociales únicamente pueden basarse en la utilidad. A continuación, en 
el siguiente, se consignan los derechos naturales de la mujer y el hombre que, como 
fin, debe toda asociación política preservar, ios cuales son: libertad, propiedad, 
seguridad y resistencia a la opresión. 

En el artículo tres se hace residir la soberanía en las mujeres y hombres de la 
nación, y cómo toda autoridad debe emanar de la misma. La libertad y la justicia, se 


48 El testo de la Declaración de Olimpia de Gouges se ha tomado del siguiente sitio de la Universidad 
Nacional Autónoma de México, en donde se puede consultar: 
http://www.pudh.unam.mx/perseo/declaracion-de-los-derechos-de-la-muier-y-la-ciudadana-2/ . 
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afirma en el siguiente artículo, consiste en devolver todo lo que pertenece a los 
otros; por lo que las leyes de la naturaleza y de la razón deben corregir la sujeción 
a la que los hombres han sometido a las mujeres. En el quinto precepto se plantea 
un principio de legalidad y libertad, de acuerdo con el cual todo lo no prohibido por 
las leyes, sobre la base de la prudencia y la lógica, no puede ser impedido que se 
realice. 

El artículo seis prevé la igualdad ante la ley para toda persona, la cual debe ser 
expresión de la voluntad de hombres y mujeres. El siete refiere la imputabilidad para 
la mujer, de la misma forma que el hombre se encuentra sujeto a ella por causas 
legales. En el artículo ocho se define el principio de la racionalidad y 
proporcionalidad de las penas, las cuales podrán aplicarse con base en ley previa 
que las hubiere establecido, lo que se complementa con el siguiente artículo, en 
donde se prevé la aplicación de la pena con base en lo establecido en la ley. 

En el artículo 10, se establece la libertad de opinión y que nadie puede ser 
molestado por ello, y se arguye que, así como la mujer tiene derecho de subir al 
cadalso, debe tenerlo también de hacerlo a la tribuna. El precepto 11 es muy 
femenino y protector de ios hijos naturales, pues se refiere al derecho de decir 
libremente quién es el padre del niño. El siguiente plantea la utilidad que tiene la 
garantía de los derechos de la mujer y la ciudadana para lo sociedad. 

En el precepto 13 se atiende al principio de igualdad tributaria para la mujer y el 
hombre, pero también al derecho de las mujeres a acceder a puestos, empleos y 
dignidades de todo tipo. En el 14, se prescribe el derecho a la fiscalización sobre la 
justificación de las contribuciones públicas, pero, además, requiere un reparto igual 
entre hombres y mujeres en la fortuna y puestos de la administración para que sea 
aprobada, más los otros elementos determinantes de los tributos. 

El antepenúltimo artículo establece el derecho de los contribuyentes, mujeres y 
hombres en conjunto, de exigir rendición de cuentas a todos los administradores 
estatales. En el 16 se reelabora un artículo de la Declaración oficial, al afirmar que: 
“Toda sociedad en la que la garantía de los derechos no esté asegurada, ni la 
separación de los poderes determinada, no tiene constitución”, a lo que agrega: “la 
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constitución es nula si la mayoría de los individuos que componen la Nación no ha 
cooperado en su redacción”. Este, podría afirmarse, es, después del citado párrafo 
del preámbulo, a nuestro entender, el contenido más valioso de la Declaración de 
Olimpia, pues señala, en su primera parte, la desigualdad social en toda su gama, 
ya que la constitución debe ser inclusiva desde toda perspectiva: racial, económica, 
de género, política, cultural, etc. Luego, si la primera condición no se cumple, la 
constitución carece de validez alguna. 

En el último precepto se defiende el derecho a la propiedad para “todos los sexos, 
reunidos o separados”, lo cual evidencia un reproche al desconocimiento de plenos 
derechos de propiedad para las mujeres. Además, en el mismo, se reconoce el 
derecho a la expropiación, tras justa remuneración, por interés social justificado. 

En el epílogo, Olimpia realiza una elocuente exhortativa a sus compañeras, la cual 
comienza diciendo: “¡Mujer despierta!” Luego, ya para concluir, plantea un reproche 
histórico a la misma Revolución, ai formular una pregunta retórica a sus 
compañeras: “¿qué ventajas habéis obtenido de la revolución?: un desprecio más 
marcado, un desdén más visible”. 

La Declaración de Olimpia de Gouges, como lo ha dicho Nere Besabe, “supone la 
primera denuncia seria contra el pretendido universalismo de los Derechos” a que 
aspiraba la Revolución francesa. Pero, además, “critica en su texto el individualismo 
que impregna la Declaración de 1789”, elemento típico liberal, frente a lo cual, en 
oposición, “opta por un sentido de libertad vinculado a la justicia, a la manera antigua 
(lo justo entendido como dar a cada uno lo que le corresponde)” (2011, pág. 55). 

La Declaración francesa de 1789, como ha quedado evidenciado, aceptó la 
propuesta de planteamientos innovadores respecto de la concepción liberal, incluso 
calificables de tipo revolucionario, que excedían lo que hasta ese momento se había 
desarrollado. Se encontraba en un punto, el previo a la Revolución, en el que debía 
realizar algunas concesiones. Es por ello que Carlos Marx y Federico Engels 
afirman en el Manifiesto del partido comunista, si bien en forma irónica, que: “La 
burguesía ha desempeñado en la historia un papel altamente revolucionario”, ya 
que: 
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Dondequiera que ha conquistado el Poder, la burguesía ha destruido las 
relaciones feudales, patriarcales, idílicas. Las abigarradas ligaduras feudales 
que ataban al hombre a sus ‘superiores naturales’ las ha desgarrado sin 
piedad para no dejar subsistir otro vínculo entre los hombres que el frío 
interés, el cruel ‘pago al contado’ (1969, pág. 25). 

La burguesía en Francia, junto a elementos del bajo clero y algunos nobles que se 
sumaron al proceso, como la vanguardia del liberalismo de finales del siglo XVIII, 
supieron hacer las concesiones necesarias, de acuerdo a la coyuntura, para 
promover el advenimiento del Estado liberal y, consecuentemente, la doctrina 
económica de la libre “competencia”. Ese era el precio necesario a pagar en Francia 
para barrer con el absolutismo monárquico y obtener el apoyo popular. Por de 
pronto, la meta inmediata era destronar al monarca, aun así, para ello, debiera 
claudicar a favor de las proclamas “populistas” de la época, que de manera 
amenazante surgían por toda Francia. 

Georges Lefebvre reconoce la mentalidad realista y práctica que tuvo la Asamblea 
Nacional francesa en su desempeño. En primer lugar, la Declaración de los 
Derechos significó un hito histórico que, de manera indudable, ha permanecido en 
el tiempo como un logro para el avance de los derechos humanos, debido a que: 
“los principios de 1789 no valen solamente para los franceses, sino para todos los 
hombres; en ellos se perpetúa la universalidad del humanismo antiguo y de la 
cristiandad” (Lefebvre 2012, pág. 64). 

Sin embargo, sería un error suponer que Francia, en toda la complejidad que 
supone la vida social de ese momento, cambió de un día para otro, una vez 
aprobada la Declaración. Así, por ejemplo, la Asamblea Nacional, al convertirse en 
Constituyente, establecerá límites al individualismo en el que cree. Ese límite a la 
libertad operará a través de las restricciones que la ley defina. Sobre lo cual cabe 
afirmar que: 

La Declaración no es pues un código, sino una serie de sugestiones que 
prescribe al legislador dejar al individuo todo el margen de libertad compatible 
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con el interés general y los derechos de los demás, pero le confía el cuidado 
de marcar el límite según las circunstancias (Lefebvre 2012, pág. 64). 

Juan Pablo Marat, como se sabe contemporáneo de la Revolución, lo expresará 
claramente en crítica no sólo a la Declaración... sino respecto al conjunto de la 
Constitución francesa de 1791: 

Pero es falso que (...) hayan abolido, como se ufanan, toda institución que 
lesione la libertad y la igualdad de derechos, ya que han comenzado por 
establecer como base de su trabajo las distinciones más humillantes, las más 
injuriosas y las más injustas, excluyendo del derecho de ciudadanía, de 
elegibilidad a los cargos, y del honor de servir a la patria, a la multitud 
innumerable de los de ciudadanos declarados no activos. Marat, L’ami du 
peuple, n Q 531, 16 de agosto de 1791 (lanni , pág. 37). 49 

La Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano será incorporada, como 
preámbulo, a la primera Constitución francesa, promulgada el 3 de septiembre de 
1791. 

En conclusión, en este apartado hemos podido ver cómo se gestó la Declaración de 
Derechos del Hombre y del Ciudadano, en medio de circunstancias de movilización 
popular y revueltas, así como por un clima intelectual favorable al reconocimiento 
de derechos de una manera tan amplia que trascendía la especificidad de la nación 
francesa y aspiraba a ser universal. Esto marca un hito importante en lo que será el 
desarrollo de los derechos humanos, lo que tendrá duradera continuidad en los 
siglos siguientes y continúa proyectándose hasta nuestros días. 

1.6.3.1.2.8 La primera Constitución francesa 

Después de la Declaración de Derechos, la situación social continuó complicándose 
para las autoridades establecidas: “...la crisis económica conjugó sus efectos con 


49 Se puede consultar el artículo publicado en L’ami du peuple en el siguiente sitio de internet: 
https://babel.hathitrust.orq/cqi/pt?id=msu.31293106912797;view=1 up;seq=255;size=150 . 
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la crisis política; el desempleo se extendía, la cosecha era buena pero no había sido 
levantada, y el pan continuaba siendo escaso y caro” (Lefebvre 2012, pág. 60). 

El rey no había aún sancionado nada de lo aprobado por la Asamblea. La sospecha 
de que se llamaría al ejército para contener a la multitud y así disolver a la Asamblea, 
había sido estimulada por diversos actos reales. El 5 de octubre de 1789, millares 
de mujeres se enfilaron rumbo a Versalles para reclamar que se les proveyera de 
pan, y la manifestación no fue detenida por nadie. Después de ciertos sucesos de 
violencia en el palacio (asesinato de soldados por el “populacho”), el rey fue 
“invitado”, el 6 de octubre, a que trasladara su residencia, y la de su esposa, a París, 
lo que finalmente, a su pesar, se vio obligado a aceptar (Lefebvre 2012, pág. 61). 
Se le sugierió que huyera, pero Luis XVI se negó a hacerlo: “Se resignó a aceptar 
los decretos constitucionales, sin pensar que se le exigiría algo más” (Lefebvre 
2012, pág. 60). 

La dinámica de los acontecimientos, paulatinamente, va forzando a que el rey ceda 
a las pretensiones tanto de los diputados como del pueblo que se manifiesta en las 
calles y hasta en Versalles. La consolidación del proceso constitucional, a diferencia 
de lo ocurrido en Estados Unidos, tiene como aditamento en Francia y rasgo 
particular la movilización popular, atizada por la crisis económica (hambre, 
desempleo, carencia de granos, encarecimiento del pan). 

La efervescencia entre la población, manifiesta en actos de insurrección y revuelta 
en contra de los propietarios y sus bienes, motiva a que la Asamblea se proponga 
restablecer el orden, para lo cual promulga la ley marcial (un estado de excepción) 
el 21 de octubre de 1789. 50 Se trata del primer antecedente histórico moderno 
mediante el cual se posibilita la transferencia de las competencias propias de la 
autoridad civil a la militar, una vez se declara el estado de sitio de una ciudad o 


50 Guillermo Cabanellas, en su famoso diccionario, define la ley marcial como: “La de orden público 
que entra en vigor al decretarse el estado de sitio", a lo cual agrega: “La denominación de ley marcial 
proviene de la dictada en Francia en 1789, en el año de la Revolución, que determina los deberes 
de las autoridades municipales ante los motines y reuniones armadas que requirieran el empleo de 
la fuerza militar. / El duque de Welllngton, uno de los vencedores de Napoleón, declaraba ante el 
Parlamento inglés: ‘La ley marcial no es más ni menos que la voluntad del general en jefe; en el 
fondo, la ley marcial es la ausencia de toda ley...’” (Cabanellas 2003, pág. 164). 
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comuna, para hacer frente a situaciones de desorden público. Con ello, la Asamblea 
evidencia su temor a la pérdida del orden y del control sobre la población. No se 
trata, pues, desde la perspectiva moderada de la Asamblea, de promover una 
revolución popular-a la cual, como lo demuestra esta ley, se recela-, ni tampoco de 
caer en la temible anarquía, sino de destronar a un régimen monárquico y 
absolutista. No deja de ser irónico el hecho de que la misma Asamblea que 
proclama el pleno reconocimiento de los derechos naturales e imprescriptibles del 
hombre, sea la que promueve el primer sustento jurídico para que, a partir de 
entonces, se puedan establecer los estados de excepción en los modernos estados 
nacionales. 

La Asamblea Nacional francesa se convierte en Asamblea Nacional Constituyente 
el 9 de julio de 1789, siguiendo las orientaciones de Sieyés (Vila Casado 2007, pág. 
98), por lo que su labor se orienta a dotar a Francia de su primera Constitución 
escrita, la que estuvo terminada para el 3 de septiembre de 1791. En ella se 
adoptará la estructura clásica de la forma constitucional, que tendrá tanta influencia 
en los países latinoamericanos, entre muchos otros, cuyo contenido consistirá en 
tres partes definidas: un preámbulo, la parte dogmática y la parte orgánica. Se trata 
de una constitución plenamente desarrollada. 

En lo que se refiere a lo político, se adopta la forma de gobierno democrática; de 
este modo: “Se acogió así la tesis de Sieyés sobre la democracia representativa y 
se descartó la democracia directa, esbozada por Rousseau” (Vila Casado 2007, 
pág. 99). 

Pero, ¿qué tipo de democracia se estableció en Francia? En primer lugar, el derecho 
al voto se reservó para los ciudadanos “activos”, es decir, para aquellos que 
contribuían -tributaban- de manera directa al Estado con una determinada suma de 
dinero (Vila Casado 2007, pág. 99). El tema se encuentra regulado en el Título III, 
Capítulo I, Sección II, Art. 2, de la Constitución francesa de 1791, según el cual: 

Para ser ciudadano activo es necesario: ...Tener cumplidos los veinticinco 

años de edad; ...Pagar, en cualquier lugar del reino, una contribución directa 
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igual al menos al valor de tres jornales y presentar el recibo; No encontrarse 
en estado de domesticidad, es decir, de servidora sueldo... 

Lo que no se dice, pero se supone, es que para ser ciudadano se debe ser hombre 
y saber leer y escribir. La edad de veinticinco, como también se establecerá en 
múltiples constituciones latinoamericanas, es una manera de restringir la 
participación. Por si fuera poco, se define un sistema de reconocimiento de la 
ciudadanía de tipo censitario, es decir, basado en la posesión de riqueza. 
Evidentemente, ello rompe con toda la lógica del principio de igualdad que se 
plantea en la Declaración de derechos, que sirve de preámbulo a la Constitución, y 
que se ratifican en otros artículos del texto definitivo. 

Además, la denominación “ciudadanos activos” permite suponer la existencia de un 
conjunto de “ciudadanos pasivos”. Efectivamente, así se calificó a aquel grupo de 
hombres que no realizaban una contribución directa de tres jornales al año. 

Pero tampoco dentro del grupo de los ciudadanos activos existía plena igualdad. De 
conformidad con el sistema de elección establecido constitucionalmente, se definió 
un mecanismo de elección indirecta, es decir, no hubo voto directo para elegir a los 
representantes de la nación, sino dos grados, por medio de los cuales, primero, se 
elegía a los electores y, posteriormente, a los representantes. De manera lógica, 
era de suponer que los electores deberían ser ciudadanos activos. Sin embargo, no 
todos los ciudadanos activos podían ser candidatos a electores ni candidatos, pues 
el Art. 7, que se encuentra a continuación del anteriormente citado, estableció 
nuevos criterios para el efecto: 

Nadie podrá ser nombrado elector si no reúne las condiciones necesarias 
para ser ciudadano activo, a saber: 

- En las ciudades por encima de seis mil almas, ser propietario o usufructuario 
de un bien evaluado atendiendo a los registros de contribución en una renta 
igual al valor local de doscientas jornadas de trabajo o ser arrendador de una 
habitación evaluada, por los mismos registros, en una renta igual al valor de 
ciento cincuenta jornadas de trabajo; 
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- En ciudades por debajo de seis mil almas, ser propietario o usufructuario de 
un bien evaluado atendiendo a los registros de contribución en una renta igual 
al valor local de ciento cincuenta jornadas de trabajo o ser arrendador de una 
habitación evaluada, por los mismos registros, en una renta igual al valor de 
cien jornadas de trabajo; y en el campo, ser propietario o usufructuario de un 
bien evaluado atendiendo a los registros de contribución en una renta igual al 
valor local de ciento cincuenta jornadas de trabajo o ser arrendador o 
aparcero de bienes evaluados, según los mismos registros, al valor de 
cuatrocientas jornadas de trabajo; 

-Con respecto a quienes sean al mismo tiempo propietarios o usufructuarios, 
de una parte, y arrendadores y aparceros, de otra, sus facultades, en atención 
a estos diferentes títulos, se acumularán hasta el porcentaje necesario para 
establecer su elegibilidad. 

Ser propietario o usufructuario, pues, fue el criterio final para poder ser elector y 
candidato. Esto, como no podía ser de otra manera, significaba limitar el número de 
electores a la clase de los propietarios. 

Por tanto, se observa que: “Con el sistema adoptado quedaba por fuera del derecho 
al voto el 85% de la nación, lo que permitía a la burguesía asegurar el control 
absoluto de las instituciones democráticas” (Vila Casado 2007, pág. 100). Se había 
establecido un nuevo sistema de exclusión, cuyo carácter antidemocrático es 
evidente, al punto de que, como manifiesta Juan María Alponte, “no hubo más de 
30,000 o 40,000 ‘grandes electores’ y ese número persistirá hasta 1848” (2012, pág. 
109), cuando se unlversalizará el sufragio en Francia. 

Como un aspecto adicional, no se llegó a declarar la república ya que: “La 
constitución es todavía monárquica, pero el rey es concebido como delegado de la 
nación y sujeto a la soberanía de la ley; por consiguiente, queda convertido en 
órgano del Estado...” (García Pelayo 1959, pág. 466). Con esto “se configuró el 
Estado liberal de Derecho”, como afirma Vila Casado, y se acogió la división de 
poderes promovida por Montesquieu, con la característica de que al rey 
correspondió el poder ejecutivo, pero sin reconocérsele iniciativa de ley, aunque sí 


215 


derecho a veto. En cuanto al órgano que mayor prevalencia tuvo de acuerdo con 
ese diseño constitucional de 1791, el predominio político correspondió al legislativo, 
mediante un órgano unicameral, la Asamblea Legislativa, que no podía ser disuelta 
y a la cual se dotó de amplias facultades (2007, pág. 100). Y, como resume 
Lefevbre, gracias a ese monopolio legislativo, “la burguesía censataria 51 era dueña 
del Estado” (2012, pág. 66). 

Francia contaba ahora con una nueva facción de notables que hábilmente se había 
hecho del poder. Una vez más en la historia, como vimos sucedió en la experiencia 
norteamericana, se repetía el evento de que la burguesía lograba monopolizar el 
proceso de promulgación del texto constitucional, y con ello pudo diseñar la 
estructura estatal a su conveniencia. La gran diferencia es que, de manera abierta 
y sin ambages, la Asamblea Constituyente francesa, en evidente traición al confeso 
ideal revolucionario de la igualdad, estructura un sistema censitario que restringe 
tanto el número de votantes, pero especialmente el de electores y candidatos, lo 
que, junto a medidas complementarias, le permite adueñarse del Estado. 

Este conjunto de disposiciones, unido a otras más, fue el que, como afirma Lefebvre, 
comprometieron a la Constituyente (2012, pág. 66). La Revolución, al crear 
expectativas que no se cumplieron tras la emisión de la Constitución, pero 
especialmente por lo afirmado en la Declaración de derechos, devino en revueltas 
e inconformidades de diversos sectores sociales. 

Entre las expectativas fallidas se encontró la posibilidad de una reforma agraria. Se 
esperaba que las nuevas tierras nacionales, producto de la expropiación a la Iglesia, 
se adjudicaran gratuitamente o a muy bajo precio a los antiguos siervos. Esto no 
ocurrió así, pues, en lugar de lo esperado, mediante decreto de 14 de mayo de 
1790, se sometieron esos bienes a pública subasta (Lefebvre 2012, pág. 70), con lo 
que el pueblo no obtuvo prácticamente nada. 


51 El término censataria se refiere a quienes estaban obligados a pagar anualmente el gravamen 
(contribución al Estado), con base en el censo de riqueza que suponían las normas para ser 
aceptado un ciudadano como elector. 
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En lo que respecta a la normativa laboral, el régimen monárquico había prohibido 
tanto las huelgas como las cofradías. Los legisladores, en la era revolucionaria, 
hicieron lo propio al emitir la ley Le Chapelier (14 de junio de 1791), con la cual, 
frente a la reivindicación de los trabajadores de obtener mejores salarios, se 
prohibieron las asociaciones y corporaciones gremiales de todo tipo, así como las 
huelgas, bajo admonición de que, en caso de incumplimiento, se procedería a 
encauzamiento penal. Dicha ley, así, restringía la libertad de asociación de los 
trabajadores y evidentemente favorecía a la burguesía, y se mantuvo vigente hasta 
1884. 52 

En complemento a la ley Le Chapelier, se promulgó el código penal (septiembre de 
1791) y, más tarde, en la era napoleónica, el código civil (marzo de 1804). El código 
penal estableció que “jamás pueda ser ejecutada tortura alguna contra los 
condenados” (Art. 2, Título I, Primera Parte) y, en el siguiente artículo, se dispuso 
que, para la imposición de la pena de muerte, “todo condenado será decapitado” 
(Guzmán Dálbora 2009, pág. 487), en reconocimiento de la igualdad de los 
hombres, adoptando, al efecto, la máquina cuya invención tradicionalmente se 
atribuye al doctor Guillotin. El código civil representó el establecimiento de la 
concepción legal liberal en el orden de las relaciones civiles. Mario de la Cueva 
destaca de él los siguientes aspectos: 

...la ley civil es igual para todos, lo que hacía imposible un derecho de 
excepción para un grupo o una clase social; la libertad en las contrataciones, 
expresada en el principio de la autonomía de la voluntad ; la responsabilidad 
por los daños causados a otra persona sería únicamente exigible si hubo 
culpa en el hecho del autor de la acción dañina ; finalmente, la propiedad 
privada sobre las cosas forma parte de los derechos del hombre... (1999, 
pág. 9). 53 


52 El contenido específico de la Ley Le Chapelier se puede consultar en el siguiente sitio en inglés 
con opciones de traducción automática: http://chnm.qmu.edU/revolution/d/370/ . 

53 Las cursivas corresponden al original. 
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Para el citado autor, esta triada de cuerpos legales -Ley de Le Chapelier, el Código 
Penal y el Código Civil- “representan en Francia los principios fundamentales del 
noueveau régime ;y contienen... los lineamientos generales del nuevo orden político 
y jurídico europeo, y fueron además determinantes en la construcción del derecho 
de la América Latina” (De la Cueva 1999, pág. 8). A diferencia de la Declaración de 
derechos que, como hemos visto, constituye un ideario no vinculante, en estos 
cuerpos legales se desarrollan las bases ciertas del nuevo régimen que 
construyeron los legisladores burgueses, bajo los auspicios de la ideología liberal. 

En este apartado hemos podido revisar cómo la primera Constitución francesa 
(1791), a pesar de lo afirmado en el preámbulo, es decir, en la Declaración de los 
Derechos del Hombre y del Ciudadano, establece la desigualdad política, sobre la 
base de la posesión económica. Realiza la división de poderes, fundamenta el 
Estado de Derecho burgués, adopta la modalidad de la democracia representativa 
y posibilita el apoderamiento de la burguesía del nuevo Estado. La estructura de la 
Constitución francesa servirá como modelo para la promulgación de posteriores 
constituciones en el mundo. 

1.6.3.1.2.9 Las revueltas populares y la aprobación de la 

Constitución de 1791 

Debe tomarse en consideración que, en el proceso revolucionario francés, existían 
diferentes tendencias, formas de pensamiento y desempeños políticos. Si bien la 
Asamblea había sido dominada por los burgueses, existió un grupo de 
representantes cuyo pensamiento era verdaderamente revolucionario, incluidos 
dentro del mismo tanto a miembros de la burguesía baja y media, como nobles y 
religiosos. Además, no debe olvidarse, existía también el grupo de los aristócratas 
promonárquicos. 

Desde la perspectiva de lo económico, hubo dos tendencias latentes, innovadoras 
y antagónicas, que se habían manifestado a lo largo del siglo XIX en Francia. Una 
de ellas era la de los fisiócratas, influenciada directamente por el pensamiento de 
sus máximos exponentes: Francisco Quesnay (1694-1774), médico de cabecera de 
Luis XV y líder del grupo (Anderson 1996, pág. 128), y Roberto Turgot (1727-1781). 
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Ambos realizaron valiosos aportes doctrinarios que más tarde serían incorporados 
a la versión del liberalismo económico, que alcanzaría su desarrollo sistemático y 
sincrético en los planteamientos del inglés Adam Smith, “padre de la economía”. En 
Turgot se encuentra ya la firme idea de que al feudalismo deberá suceder una nueva 
era, la del capitalismo, por lo que no se propone rescatar a aquél, sino sentar las 
bases para el advenimiento de lo nuevo, que será liderado por la burguesía. 

Sin embargo, junto a la doctrina económica fisiocrática francesa de la segunda mitad 
del siglo XVIII, hubo de desarrollarse también, de manera temprana, la del 
socialismo utópico, con algunos precursores como Morelli (el cual es un pseudónimo 
y de quien no se sabe su verdadero nombre ni demás datos), Gabriel Bonnot Mably 
(1709-1785) y Juan Meslier (1664-1729). 54 

Dentro de la línea de pensamiento del socialismo utópico destaca Noel (llamado 
Graco) Babeuf (1760-1797), quien a pesar de su corta vida pudo, en el seno de la 
Revolución francesa, ante las actuaciones de la Asamblea y de los constituyentes, 
manifestar su inconformidad por la arbitrariedad de la legislación que pretendía 
legitimar la visión burguesa. En una carta dirigida en septiembre de 1791 a su amigo 
Jacques-Michel Coupé, quien recién había sido elegido miembro de la Asamblea, 
Babeuf manifiesta, en forma sintética, las reclamaciones que se deben promover 
ante ese foro: 

...deben dejar de existir las divisiones de ciudadanos en diversas clases; 
admisión de todos ellos en todos los cargos; derecho de voto para todos, 
derecho de expresar sus opiniones en todas las asambleas; de vigilar 
atentamente la Asamblea de los legisladores; libertad de reunión en las 
plazas públicas; no más ley marcial... De todo esto nacerá, naturalmente, una 
gran emulación, un robusto espíritu de libertad, de igualdad... y de ello se 
seguirá la reclamación de los principales derechos del hombre, a 
consecuencia del pan honestamente garantizado a todos: la ley agraria (Gayá 
y Babeuf 1969, pág. 15). 


54 Sobre el tema de los socialistas utópicos, puede consultarse el siguiente sitio de Internet: 
http://www.filosofia.orq/enc/ros/soc7.htm . 
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Babeuf también recuerda cómo uno de los representantes de la Asamblea que 
declaró los derechos del hombre en 1789, Jérome Pétion (1756-1794), 55 promovió 
los derechos sociales en uno de los tantos proyectos que se elaboraron, como 
propuestas, para lo que sería el contenido de la Declaración de derechos...: 

...En 1789, Pétion consagró, en un proyecto de declaración de los derechos 
del hombre, un artículo al más importante de estos derechos, que luego se 
quiso pasar por alto en la Declaración votada, artículo que se refería a la 
obligación, por parte de la sociedad, de asegurar a todos sus miembros una 
subsistencia digna... (Gayá y Babeuf 1969, pág. 19). 

Efectivamente, en el proyecto presentado por Pétion, compuesto de 19 artículos, se 
previo en el 8 Q que: “Cualquier ciudadano debe obtener una existencia asegurada, 
bien sea por la renta de sus propiedades, bien por su trabajo y su industria; y si 
lisiaduras o desgracias lo reducen a la miseria, la sociedad debe ver por su 
subsistencia” (Fauré 1996, pág. 79). 

La propuesta de Pétion evidencia que, contrario a lo que tradicionalmente se ha 
pensado, tempranamente, desde la Asamblea Nacional de 1789, existieron entre 
los diputados consideraciones que, apartándose de los conceptos liberales, se 
propusieron establecer una regulación social protectora a favor de todas las 
personas, como responsabilidad del Estado. Fauré, sobre el tema, comenta: 

Los proyectos (presentados por los diputados para lo que sería la Declaración 
de derechos), al contrario (de la suposición tradicional de que sólo existió la 
versión liberal), muestran la profunda contemporaneidad de los derechos 
liberales y los derechos sociales, percibidos con un mismo espíritu por los 
mismos constituyentes. Sólo que la posición de autoridad de los diputados no 
era idéntica cuando proponían, cuando delimitaban su campo de intervención 


55 Pétion fue Abogado, diputado del Tercer Estado por la bailía de Chartres para los Estados 
Generales y la Constituyente, como se dijo, presentó una Declaración de los Derechos del hombre. 
Fue Secretarlo de la Asamblea, apoyó la asamblea única y se opuso al rey. Estuvo a favor de la 
abolición de las órdenes religiosas (1790), una reforma judicial y que se reconociera el derecho de 
guerra y de paz a la Nación. En su momento, votó por la muerte del rey. Fue proscrito por los 
Montañeses, por lo que huye y, al encontrarse acorralado, se suicida junto a Buzot (Fauré 1996, pág. 
313). 
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mediante la escritura de los proyectos y cuando decretaban los artículos de 
la Declaración final. Además, cabe señalar que la mayor parte de los 
redactores de los proyectos ocuparon en la Asamblea puestos de 
responsabilidad como los de presidente o secretario. Esto nos lleva a 
considerar las Declaraciones a partir de esa posición de autoridad que 
depende del poder y de los límites del acto de declarar derechos (1996, pág. 
27). 

Expresado en otros términos, la argumentación final de la cita afirma que la moción 
de incluir los derechos sociales en la Declaración, si bien existió y se materializó en 
proyectos específicos, no prosperó debido al juego político, al ejercicio de poder de 
las facciones, a la estructura jerárquica existente en el seno de ese órgano de 
deliberación, según la cual, todo dependía del respaldo de las diferentes fuerzas, 
por lo que, al carecer de ese apoyo por parte de la mayoría dominante, fue omitida. 

Esa inquietud por el impulso temprano de los derechos sociales en los comienzos 
mismos de la Revolución -no debe olvidarse que se trata del año 1789-, evidencia 
que, en el seno de la Asamblea, existieron representantes que comprendían la 
grave situación que afectaba a millones de franceses, para quienes la igualdad ante 
la ley resultaba insuficiente. Babeuf lo dirá claramente en el Manifiesto de la 
igualdad : 

¿Qué es lo que necesitamos, además de la igualdad de derechos? 

No solamente tenemos necesidad de esta igualdad, cual resulta de la 
Declaración de los derechos del hombre y del ciudadano; la queremos ver en 
nosotros, bajo el techo de nuestras casas. Estamos dispuestos a todo, a 
hacer tabla rasa de todo lo demás sólo por conservar a ésta. ¡ Perezcan, si es 
necesario, todas las artes, con tal de que quede la igualdad real! 

...Nosotros tendemos a algo más sublime y más equitativo: ¡el bien común, 
o la comunidad de bienes! Nosotros reclamamos, nosotros queremos el 
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disfrute común de los frutos de la tierra: los frutos pertenecen a todos (Gayá 
y Babeuf 1969, pág. 22-23). 56 

En contraste con lo insatisfechos, entre los que se encontraban pensadores como 
Babeuf, dentro de la Asamblea privaba un sentimiento de satisfacción por lo 
legislado en la Constitución. Sin embargo, el orden creado constitucionalmente 
representaba una fórmula de compromiso más que un rompimiento con el antiguo 
régimen. Para el sector dirigente que encabezaba la Asamblea, tras las 
transformaciones logradas, era posible pensar que la Revolución había terminado 
(lanni 2013, pág. 40). 

Sin embargo, la situación social, económica y política que afectaba a los más de 25 
millones de franceses desposeídos, llegó a convertirse en crisis, la que se tradujo 
en el movimiento de radicalización popular del proceso revolucionario francés. 

Ante lo que Bosher califica como la ausencia de una clara y firme autoridad política, 
las insurrecciones comenzaron desde 1789: “En el verano... grupos de hombres de 
todas las ciudades más grandes, a excepción de dos, expulsaron a los gobiernos 
municipales y formaron comités de gobierno y ramas de la Guardia Nacional ...” 
(1988, pág. 153). Incluso, en la primera mitad de 1790, se comenzaron a organizar 
Federaciones por parte de la Guardia Nacional. 

En el ámbito de lo político, también desde 1789 comenzó a gestarse el grupo de los 
“demócratas”, con pocos representantes dentro de la Asamblea, uno de los cuales 
era Maximiliano Robespierre (1758-1794), cuya popularidad hizo que fuera ganando 
adeptos en la opinión pública (Lefebvre 2012, pág. 74). 

Robespierre, desde la Asamblea Constituyente, expuso la causa popular. Como 
representante electo por Arras mantuvo durante 1789 y principios de 1790 una 
decidida defensa en contra del reconocimiento del derecho de veto al rey, también 
se opuso a que el pago de impuestos sirviera de cualificación para la vida política y 
que se utilizara a la fuerza militar para reprimir los levantamientos de campesinos 


56 Las cursivas corresponden al original. 
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en Quercy, Ruergüe, Périgord, baja Lemosín y baja Bretaña (Bosher 1988, pág. 
153 ). 

El grupo de los demócratas comenzó a organizarse en clubes populares, de entre 
los cuales el más importante fue el de los Franciscanos (Lefebvre 2012, pág. 74). 
La denominación de los clubes, que a primera vista podría evidenciar vínculos 
religiosos, se debió a que tomaron por sede los antiguos conventos, a la sazón 
clausurados por disposición constitucional, y por nombre el que originalmente había 
correspondido a cada establecimiento (lanni 2013, pág. 41). 

Al club de los Franciscanos se fueron sumando poco a poco figuras como Georges- 
Jacques Danton (1759-1794), Lude Desmoulins (1760-1794) y Jean-Paul Marat 
(1743-1793), quien era responsable del periódico “El amigo del pueblo”. Para 1791 
ya habían formado el comité central del club y algunos se declararon republicanos 
(Lefebvre 2012, pág. 74). 

Resulta interesante reparar en dos personajes de la Revolución, cuyos nombres se 
asocian a la época del terror, es decir, al período en el que ocurre la radicalización 
del proceso y se torna violenta la revolución, haciendo ajusticiar a muchos 
personajes acusados de traición a la patria. El primero es Juan Pablo Marat, quien 
era médico y escritor. En septiembre de 1789 comenzó a publicar el periódico “El 
amigo del pueblo” ( L’ami du peuple), en donde evidenció una tendencia liberal- 
monárquica (Bosher 1988, pág. 155). Sin embargo, a lo largo del proceso, cambió 
su filiación partidaria hacia el grupo de los demócratas: “Después, cada vez más 
cansado de los procesos parlamentarios, Marat manifestó pronto una violencia 
amarga y sedienta de sangre en contra de casi toda autoridad y las clases 
dominantes en general” (Bosher 1988, pág. 155). 

Maximiliano Robespierre, por su parte, era monárquico cuando se integró a la 
Asamblea Nacional (Laski 2003, pág. 140). A pesar de que se le recuerda como la 
personificación misma del terror, existe suficiente evidencia sobre cómo se 
pronunció públicamente ante las Asamblea Nacional y Constituyente en contra de 
la guerra y la violencia. El cambio radical que tuvo Robespierre, como el del mismo 
Marat y otros revolucionarios, ocurrió como parte de la dinámica de los eventos de 
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la Revolución, en donde se definieron diferentes facciones, unas a favor, otras en 
contra, en el desarrollo y alcances que debía tener la misma. 

La Revolución atravesaba por un momento difícil, tanto a nivel nacional como 
internacional. En el plano nacional, existían tendencias restauradoras, que 
buscaban reformar la Constitución para empoderar más al rey. Los burgueses 
consideraban terminado el proceso con las reformas alcanzadas. Los demócratas 
promovían mayores concesiones para lograr tanto una libertad como una igualdad 
efectivas. 

En el plano internacional, los monarcas europeos veían el peligro que significaba el 
desmoronamiento de la monarquía francesa para sus propios intereses y 
estabilidad. No podía permitirse ni tolerarse la consolidación de la Revolución, pues 
se temía que luego vendría una réplica a lo largo del continente. El papa Pío VI, al 
ver afectados ios intereses de la Iglesia con la Constitución civil para el clero, se 
pronunció finalmente para marzo-abril de 1791 en una abierta condena contra los 
principios de 1789 y la Constitución civil (Lefebvre 2012, pág. 73). 

Todos estos elementos y tendencias partidarias se encontraban latentes en 1791, 
cuando ocurrió un evento que contribuiría a forzar una definición del rumbo que 
tomaría la Revolución. Se trata del intento de fuga de Luis XVI y su familia durante 
la noche del 27 de junio de 1791, quienes salieron de las Tullerías por una puerta 
que no estaba vigilada por orden de Lafayette, en atención a las visitas secretas 
que el austríaco Hans Axel de Fersen realizaba a la reina (Lefebvre 2012, pág. 79). 
Este incidente se conoció como “el acontecimiento de Varennes”, en virtud de que 
fue en esa población en donde se detuvo a la familia real en su intento de fuga a 
Austria, tras lo cual fue reconducida a París. Su propósito, además de huir, era 
unirse a las tropas que se proponían invadir Francia (lani 2013, pág. 40). 

En relación a lo acontecido, las sospechas de complicidad por la fuga recayeron 
sobre el general Marie-Joseph marqués de Lafayette (1757-1834), jefe de la 
Guardia Nacional, y Jean Sylvain Bailly (1736-1793), quien fuera el primer 
presidente de la Asamblea Nacional y Alcalde de París (Lefebvre 2012, pág. 81 -82). 
El grupo afecto al rey inventó una historia inverosímil para tratar de exculparlo de 
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toda responsabilidad ante la opinión pública: la familia real había sido secuestrada 
(lani 2013, pág. 41 ). 57 

El frustrado intento de fuga del rey confrontó a los diferentes partidos, lo que devino 
en profundos e insalvables conflictos, especialmente cuando la Asamblea exculpó 
al rey del intento de fuga mediante los decretos del 15 y 16 de julio de 1791 
(Lefebvre 2012, pág. 81). En protesta a esa decisión, el grupo de los Franciscanos 
hizo el llamado a una manifestación popular en el campo de Marte el 17, en donde 
seis mil personas firmaron la petición para que la Asamblea destituyera al rey (lani 
2013, pág. 42). La respuesta de la Asamblea Constituyente fue llamar a La Fayette 
y a Bailly, jefe de la guardia nacional y alcalde de París, respectivamente, para que 
atendieran la protesta. Lo hicieron declarando la ley marcial, y se produjo lo que se 
conoce como la masacre del campo de Marte (Bosher 1988, pág. 157): la 
manifestación fue dispersada a tiros, con saldo de varios muertos, heridos y 
prisioneros, además se persiguió al grupo de los demócratas por conspiración 
(Lefebvre 2012, pág. 81). Sin embargo, la represión no concluyó ahí, sino que 
continuó por muchos días, al punto de que el número de asesinatos fue superior al 
que se había producido por los linchamientos de las multitudes desde que inició la 
Revolución (lani 2013, pág. 42). Este puede considerarse como el comienzo del 
terrorismo de Estado que en adelante se conocerá como la fase del terror 
revolucionario. 

El club de los Jacobinos, que contaba con algunos miembros a favor de la 
democracia, sufrió entonces una escisión, cuando la mayoría de los diputados optó 
por fundar el club de los fuldenses (Lefebvre 2012, pág. 81), en rechazo a la causa 
revolucionaria a favor de la democracia y por su hostilidad hacia la monarquía 
(Bosher 1988, pág. 156), cuya tendencia era más moderada (lani 2013, pág. 41). El 
remanente de los jacobinos tuvo ahora como líder a Maximillien Robespierre, quien 
junto a sus pocos amigos en la Asamblea representaba, como lo ha dicho Bosher, 
la punta parlamentaria idealista de un movimiento revolucionario que crecía entre la 
población de París (1988, pág. 154). 


57 Mirabeau, La Fayette y Bailly representaban a la alta burguesía. 
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Este es el momento en el que ocurre la radicalización popular de la Revolución, 
justo cuando los sans-culottes (llamados así porque no vestían los calzones cortos 
que acostumbraban usar los ricos) se presentan como el grupo más decidido a 
promover la democracia (lani 2013, pág. 41) y la república (Lefebvre 2012, pág. 82), 
por lo que desconfía de la nobleza y del diletantismo de la Asamblea. Pertenecían 
al club de los jacobinos o al de los cordeleros, y llegarían, por un tiempo, a dirigir el 
movimiento revolucionario. 

El emperador Leopoldo II de Austria -hermano de la reina María Antonieta-, 
después del arresto de la familia real, hizo un llamado (6 de julio de 1791) a los 
reyes de Europa para unirse en contra de la Revolución (lani 2013, pág. 41) y salvar 
a la familia real (Lefebvre 2012, pág. 82). Francia, ante la amenaza latente de una 
guerra, comenzó a prepararse para la defensa. La Asamblea, todavía Constituyente 
para ese entonces, se declaró en sesión permanente y llamó a la guardia, 
adicionalmente, se produjo la quema popular de algunos palacios (lani 2013, pág. 
41), por lo que se produjo otro gran miedo en el país. 

La Asamblea, a pesar de los hechos, no se decidió a remover al rey, únicamente 
suspendió su autoridad y le retuvo prisionero. De hecho, pues, en ese momento 
existía una república (Lefebvre 2012, pág. 80) al desconocerse la autoridad real. 
Destronar al rey implicaba asumir enfrentar la guerra con las monarquías europeas. 
La Constitución había renunciado a toda aspiración bélica de conquista, por lo que 
ir a la guerra significaba contravenirla. Un peligro adicional que se percibía era que 
con la guerra la Revolución tornaría a dar vida a las reclamaciones democráticas, al 
incentivar los sentimientos antimonárquicos y revivir el descontento por la 
desigualdad censitaria. 

El nuevo club de los fuldenses (también llamados constitucionalistas) promovió un 
movimiento de restauración desde el seno de la Asamblea Constituyente, para lo 
cual entró en negociaciones directas con el rey y le propuso revisar la Constitución 
sobre la base de las críticas que él había formulado. El contenido de las reformas 
se orientaba a restringir la dimensión democrática alcanzada, por lo que promovía 
mayor limitación de los derechos al sufragio, que se eligiera para los cargos de 
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funcionarios a una minoría rica, ampliación de las competencias monárquicas, y la 
división de la asamblea en dos cámaras, a la manera inglesa (lani 2013, pág. 42- 
43). Sin embargo, el ala izquierda 58 de la Asamblea, en donde se encontraban 
sentados los jacobinos, impulsores de la democracia y la república, ofrecieron la 
suficiente resistencia para que no prosperara el proyecto fuldense, y fueron mínimas 
las reformas que lograron aprobar. 

Después de ios anteriores eventos se llegó a un cierto arreglo que se proponía 
lograr la paz social: Luis XVI aceptó la Constitución el 27 de septiembre de 1791 
(Bosher 1988, pág. 161), no la sancionó, como observa Artola, pues eso hubiera 
sido un reconocimiento de su soberanía (recuérdese que, según Sieyés, la 
soberanía radica en el pueblo y, preferentemente, en sus representantes), y al 
jurarla aceptó la superioridad de la ley (2005, pág. 20), luego de lo cual fue 
restablecida su autoridad y la Constituyente quedó disuelta el 30. Al día siguiente 
se instaló la Asamblea Legislativa, compuesta por gran número de 
“constitucionales”, es decir, la burguesía censataria (Lefebvre 2012, pág. 82-83). 

La monarquía absoluta había desaparecido en Francia, para dejar lugar a la 
monarquía constitucional. Un nuevo avance de la Revolución para destruir al 
antiguo régimen, aún no el definitivo, pero sí la base para hacerlo, a partir de la 
conformación de un régimen constitucional. 

Resumiendo, en este apartado hemos podido analizar cómo se gestó la 
Constitución francesa hasta su aprobación en 1791. Durante ese proceso, se 
intensifica la confrontación entre los diferentes clubes que tratan de imponer su 


58 De acá procede la tradicional clasificación ideológica de “izquierda” y “derecha” que se ha 
mantenido hasta nuestros días, para evidenciar las tendencias de pensamiento político. Sobre este 
asunto, Bosher comenta: “As the radical deputies with democratic republican opinions tended to sit 
on the extreme left of the chamber. and the conservatives and royalists on the extreme right, people 
soon began to use the terms "left" and "right" to denote political tendencies. Here began the modern 
image of the political "spectrum," a device by which all opinions, principies, interests, and those who 
hold them may be classified on a scale from left to right (1988, pág. 134). [Como los diputados 
radicales con opiniones democráticas y republicanas tendieron a sentarse en el extremo izquierdo 
de la sala y los conservadores y realistas en el extremo derecho, pronto el pueblo comenzó a utilizar 
los términos “izquierda” y “derecha” para denotar las tendencias políticas. Aquí comenzó la imagen 
moderna del “espectro” político, un mecanismo por el cual todas las opiniones, principios, intereses 
y a aquellos que los acogen pueden ser clasificados conforme la escala de izquierda o derecha 
(traducción propia)]. 
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propia visión sobre los alcances que debía tener la Revolución. Por el momento, al 
promulgarse la Constitución, prevalece el pensamiento de los constitucionalistas, es 
decir, el de los burgueses. Sin embargo, existe una creciente insatisfacción popular, 
que se encarna en el club de los jacobinos, a las que se sumarán las de los sans- 
culottes, cuyas tendencias democráticas y republicanas se oponen al contenido 
transaccional que se ha alcanzado con el texto aprobado. Comienza una nueva fase 
revolucionaria, que se caracteriza por la abierta incorporación de los sectores 
populares y sus líderes para conducir el proceso. El cuarto estado reclama su lugar 
y derecho a la participación. La Constitución, en principio, podría haber aspirado a 
ser tan duradera como la de los Estados Unidos, sin embargo, como lo ha 
expresado Bosher, una segunda ola revolucionaria barrió con ella en menos de un 
año (1988, pág. 157). 

1.6.3.1.2.10 Derogación de la Constitución de 1791, democracia y 

republicanismo 

En el lapso comprendido entre 1792 y 1799 se sucedieron tres facciones que 
gobernarían Francia: los girondinos, los montañeses y los termidorianos (Bergeron 
1996, pág. 46). 

Los girondinos fueron liderados por Brissot, por lo que se les conoció como 
bñssotianos. Después que Lamartine publicó su Historia de los Girondinos (1847), 
les quedó ese nombre (Lefebvre 2012, pág. 83-84). En cuanto a su posición política, 
se les califica de izquierdistas, si bien no debe confundírseles con los jacobinos, 
pues ambos grupos se confrontaron desde los comienzos de la Asamblea 
legislativa. La Gironda estuvo integrada por hombres de la pequeña burguesía rural; 
eran demócratas, moderados y se les acusó de promover el federalismo en Francia. 
Desde su posición en la Asamblea legislativa promovieron declarar la guerra contra 
Austria, lo que efectivamente consiguieron el 20 de abril de 1792 (lani 20123, pág. 
46). Robespierre se opuso a ella hasta el fin, pues consideraba que sólo favorecería 
a la corte y conduciría a la dictadura; además, de las 48 secciones en que se había 
dividido París, sólo tres apoyaban ir a la guerra (Bosher 1988, pág. 163). Con motivo 
de la discusión sobre la declaratoria de guerra, el grupo demócrata se dividió en 
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girondinos y montañeses (Lefebvre 2012, pág. 85-86); a este último grupo se 
adhirieron los jacobinos y los cordeleros. 59 

En el plano económico, la Asamblea creó lo que se denominó el “asignado”, una 
especie de papel moneda que poseía características de bono, pagadero a futuro, 
que vino a sustituir la falta de metálico (oro y plata) y tuvo por garantía las tierras 
nacionales y las expropiadas a la Iglesia. Al cobrar auge la facción girondina y 
encontrarse Francia en guerra, el asignado comenzó devaluarse hasta en un 50% 
(Lefebvre 2012, pág. 87); esto, sumado a la escasez de granos y la triplicación del 
precio del azúcar, por el levantamiento de los esclavos en Haití en agosto de 1791 
(lani 2013, pág. 46-47), devino también en una nueva crisis social: motines, 
linchamientos, despojo a los ricos. La población, desesperada, asaltó centros de 
distribución y exigió el establecimiento de precios tope para frenar la especulación. 
Esos precios tope llegarían a fijarse posteriormente, a través de la figura del 
“maximun”, es decir, el máximo precio al que podían venderse los productos, cuyo 
espectro original se fue ampliando con el tiempo hasta comprender una gran 
variedad de productos. 

En el contexto general, debe considerarse que la Revolución contaba con varios 
enemigos. En primer lugar, la nobleza y la Iglesia, quienes aspiraban a lograr la 
restauración de la monarquía y el restablecimiento de la Iglesia romana. Además, 
por si fuera poco, entre ciertos grupos de la población también existían aquellos a 
ios que poco importaba la libertad si no proveía de comida y empleo (Bosher 1988, 
pág. 158). También se contaba con la amenaza de las monarquías europeas, que 
tendían a coaligarse en un movimiento contrarrevolucionario externo y belicoso. Se 
trataba, por si fuera poco, de los reinos europeos, incluida Rusia, que se 
enfrentarían contra la Revolución francesa. 


59 El grupo de los cordeleros estaba conformado por los sans-culottes, su composición era la más 
popular y radical. Sus aspiraciones se orientaban hacia la democracia directa, por lo que rechazaban 
la limitación establecida entre ciudadanos activos y pasivos, y propugnaban por el establecimiento 
de la república, es decir, eran antimonárquicos. Entre los fundadores de club estuvo Danton, que lo 
presidió (Bosher 1988, pág. XXIV). 
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Desde otra perspectiva, como contraste, la declaratoria de guerra contravenía tanto 
el espíritu como la letra de la Constitución francesa, que de manera clara se 
pronunció en contra de cualquier pretensión de conquista territorial. Así, en el Título 
VI constitucional de 1791, se estableció que: “La Nación francesa renuncia a 
emprender ninguna guerra con el objeto de realizar conquistas, y jamás empleará 
sus fuerzas contra la libertad de ningún pueblo”. 

Sin embargo, para justificar la declaratoria que llamó a la guerra, el nacionalismo 
fue llevado a su máxima exacerbación. Brissot, por ejemplo, dijo, en su llamamiento 
ante la Asamblea legislativa, que: “El momento ha llegado para una nueva cruzada, 
una cruzada por la libertad universal”, a lo que Condorcet añadiría, tiempo después, 
que: “Fue porque detesto la guerra que voté por su declaración” (Bosher 1988, pág. 
159-160). Esto evidencia que, desde la perspectiva girondina, la mayor amenaza 
contrarrevolucionario provenía de los monarcas europeos. 

La Revolución, pues, con la influencia girondina como facción dominante para ese 
momento en la Asamblea legislativa, adquiría aspiraciones francamente 
universales. No se trataba ya solamente de salvar a Francia de las amenazas 
contrarrevolucionarias por parte de enemigos internos y externos, sino de promover 
la liberación de cuanto pueblo estuviera sometido al dominio y la restricción de la 
libertad. Este fenómeno puede considerarse, visto en el tiempo, un antecedente de 
la doctrina del destino manifiesto norteamericano del 845, que emprendería cuanta 
lucha “libertaria” fuera necesaria para ganar territorios a su favor (y cuya expresión 
máxima, para la Revolución francesa, sería el régimen napoleónico). La virtud 
francesa y la de sus instituciones, imponía el deber de extenderlas, en una especie 
de mesianismo nacional. El pueblo llamado a liberar a Europa y, por qué no, quizá 
al mundo, debía asumir su misión. 

Se trata del imaginario según el cual un pueblo “elegido” ha encontrado la clave 
para la solución y la vía a seguir; en este caso, no era otra cosa que expandir la 
revolución dentro del propio continente, para más tarde proyectarse también al 
mundo. La tarea, pues, será reproducir, por de pronto, la Revolución y sus logros 
por toda la Europa monárquica. Y los monarcas continentales comprendieron que 
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esa era la amenaza latente, desde antes de la declaratoria de guerra. La sola 
existencia de una monarquía constitucional -al ejemplo de la inglesa- dentro de 
Europa, significaba un peligro para la continuidad de los reyes y emperadores. Por 
eso, su deber era unirse (no era una opción), combatir y derrotar a la Revolución, 
acallando así cualquier intento subversivo. El ancient régime debía defenderse. 

Cualquier expectativa racional sobre el resultado de la guerra, no podía ser otra que 
considerara que, al final de cuentas, los monarcas europeos, con suma facilidad, 
lograrían hacer sucumbir a la Revolución francesa. Pero la historia demuestra el 
error sobre esa ligera apreciación. Para alcanzar ese resultado, Lefebvre resalta 
que Francia logró integrar el primer ejército nacional en la era moderna -una fuerza 
de más de un millón hombres para 1794 (2012, pág. 118-119)-. Se conformó a 
través de una leva de desarrapados, sin entrenamiento, equipados deficientemente 
y con muchas dificultades, pero imbuidos de un ideal diferente al de los ejércitos 
mercenarios de los monarcas. Luchaban por su nación, por su patria, por la 
revolución, por la libertad; es decir, se encontraban inspirados en los ideales de una 
nueva era, a la cual, gustosamente, estaban dispuestos a aportar su sangre y, de 
ser necesario, hasta su vida. La primera victoria (29 de abril), sin embargo, 
correspondió a los austríacos, pues dos batallones del ejército francés, al avistar al 
enemigo, corrieron en desbandada (Lefebvre 2012, pág. 86). 

De esta manera, en medio de contradicciones y apremios nacionales, la Revolución 
comienza a expandirse más allá de las fronteras francesas, y se convertirá en un 
fenómeno continental, a través de la guerra. Sobre tales bases, Carlos Marx podrá 
decir que “la violencia es la comadrona de toda sociedad vieja que lleva en sus 
entrañas otra nueva” (1959 [reimpresión 1982], pág. 639), lo que finalmente, de una 
manera resumida, se tradujo en el apotegma según el cual “la violencia es la partera 
de la historia”. 

El rey, debido a los disturbios que se generalizaban por el país, y sintiéndose fuerte 
por el avance de las tropas promonárquicas en junio de 1792, destituyó a los 
ministros girondinos, vetó el decreto que condenaba a los curas refractarios y 
también el que disponía que 20 mil soldados se instalaran a las afueras de París. 
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En lugar de los ministros girondinos, Luis XVI nombró para los respectivos cargos a 
representantes del grupo de los fuldenses (Lefebvre 2012, pág. 88). Los girondinos, 
en respuesta, convocaron a una manifestación popular de repudio. El 20 del mismo 
mes, al calor de la protesta, la multitud pedía la revocatoria de los vetos reales y la 
restitución de los ministros y, para tal fin, se enfiló hacia el palacio de las Tullerías, 
en donde estuvo a punto de linchar a la familia real. El rey, para evitar mayores 
consecuencias, aceptó, frente a los invasores de palacio, ponerse el gorro frigio de 
los revolucionarios -símbolo de la libertad-, y brindó a la salud de la nación (lani 
2013, pág. 46). El gorro frigio, que por error se creyó era el símbolo de los esclavos 
libertos romanos, identificaba a los saris culottes y fue uno de los tantos elementos 
que se impuso como moda durante la Revolución. Asimismo, por ejemplo, se 
proscribió el uso de las palabras “Monsieur” (una palabra compuesta: morí = mase, 
mi, y sieur= señor) y “Madame” (ma= fem. mi, dame = dama), que fueron sustituidas 
por los vocablos “citoyen” (ciudadano) y “citoyenne” (ciudadana); el “vous” (usted) 
fue sustituido por el “tu”, e incluso, el 31 de octubre de 1793, se presentó una moción 
por los representantes de París ante la Asamblea que proponía prohibir el uso del 
“vous”. Incluso muchas personas llegaron a cambiar sus nombres cristianos por los 
de héroes -como Bruto o Guillermo Tell-, o bien, por cosas de la naturaleza -Tabaco, 
Amaranta- (Bosher 1988, pág. 216). 

lani resalta cómo, por la dinámica de los eventos, en ese momento, prácticamente 
se disolvía la distinción entre ciudadanos activos y pasivos. Estaba ocurriendo un 
fenómeno que consistía en la politización de las masas, que las llevaba a 
incorporarse al ejército como voluntarios, protestar y hasta organizarse en 
sociedades fraternales (2013, pág. 47). Para tener una idea sobre el carácter 
innovador y revolucionario de estas sociedades fraternales, basta recordar que una 
de ellas, de corte “feminista”, liderada por Anne-Pauline Léon y Théroigne de 
Méricourt ( sans-culottes ), planteó que se organizaran grupos voluntarios de mujeres 
para defender la Revolución. 

Sin embargo, Luis XVI no dio marcha atrás en las medidas adoptadas. La 
humillación que había sufrido animó a que los fuldenses (o constitucionalistas) le 
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propusieran un golpe de estado. Sin embargo, él no lo aceptó, pues esperaba ser 
salvado por las tropas extranjeras y se dispuso a resistir hasta que ellas llegaran a 
París (Lefebvre 2012, pág. 88). El 30 de julio, la Sección radical del Teatro francés 
publicó un manifiesto -esbozado por Danton, el periodista Chaumette y el impresor 
Momoro-, aboliendo la distinción entre ciudadanos activos y pasivos (Bosher 1988, 
pág. 174). 

Los girondinos se sorprendieron de los vuelos que cobraba la participación popular; 
entraron en negociaciones con el rey para que se les restituyeran los puestos de 
ministros y hacer un llamado a la población a la calma (lani 2013, pág. 48). El 3 de 
julio (1792) el diputado Vergniaud había denunciado la traición del rey, y más tarde, 
el 11, declarado que la patria se hallaba en peligro, lo que exaltó los ánimos de la 
opinión pública (Lefebvre 2012, pág. 88). 

El 10 de agosto se dio una nueva revolución en Francia cuando se declaró abolida 
la monarquía (Bosher 1988, pág. 168). Esta declaración estuvo impulsada, al 
principio, por varios municipios del interior del país, especialmente por Marsella. 
Desde el 17 de julio, Robespierre había redactado una petición para que se 
suspendiera al rey. Cuarenta secciones, de las cuarenta y ocho que formaban París, 
se pronunciaron en el mismo sentido (Lefebvre 2012, pág. 89). Los sans-culottes 
(artesanos, tenderos, trabajadores, etc.) actuaron de forma decisiva, pues 
invadieron el palacio de las Tullerías el 10 de agosto y, tras un cruento 
enfrentamiento con la guardia, solicitaron a la Asamblea que decretara abolida la 
monarquía y se instalara la Comuna Insurreccional de París, conformada por las 
cuarenta y ocho secciones de la ciudad (lani 2013, pág. 49). 

La Asamblea no se atrevió a deponer al rey, sólo se limitó a suspenderlo. La 
Comuna Insurreccional de París aprisionó al monarca en el Temple, se eligió a la 
convención por sufragio universal y ésta sí abolió la monarquía. Luego se conformó 
un consejo ejecutivo provisional en el que figuraron varios girondinos (Lefebvre 
2012, pág. 91). El antiguo régimen había caído finalmente; con lo cual se dio vida a 
la primera república francesa. 
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La intención popular y de sus líderes, como afirma Bosher, era “fundar una república 
democrática que expresaría los principios de unidad, libertad, igualdad y fraternidad, 
y que movilizaría a la nación a luchar contra sus enemigos en casa y en el 
extranjero” (1988, pág. 168-169). Los poco más de tres años de gobierno liberal 
habían terminado. Iniciaba una nueva fase, en donde el liderazgo se desplazaba de 
la burguesía hacia los líderes que representaban a los sectores populares. “Las 
medidas restrictivas de la Constitución de 1791 quedaron en el olvido y las 
secciones ejercitaron la democracia directa como nunca antes había ocurrido” (lani 
2013, pág. 51). 

Las previsiones para luchar contra el enemigo extranjero fueron adoptar la leva 
popular, sin diferenciar entre ciudadanos activos y pasivos. Además, para enfrentar 
las amenazas internas, se instituyó el Tribunal criminal extraordinario (10 de marzo 
de 1793), más tarde sería llamado Tribunal revolucionario, que tendría a su cargo 
penar cualquier atentado en contra de la unidad e indivisibilidad de la República 
(Sales y Ferré 1923, pág. 397). Con ello se sucede la primera fase del Terror, a la 
que se conoce con el nombre de “Terror rojo” (color que identificaba a los 
revolucionarios -el gorro frigio era rojo-; tiempo después -durante la fase 
termidoriana- le sucederá el “Terror blanco”, es decir, el de los restauradores 
termidorianos). 

La primera Constitución francesa de 1791 tuvo una vida corta, poco más de un año, 
desde que la aceptara Luis XVI. Las amenazas externas e internas a la Revolución, 
junto al intento de fuga del rey y sus maquinaciones para restablecer el antiguo 
régimen, provocaron que, ante la tibieza de la dirigencia liberal, el movimiento 
popular cobrara auge y propugnara por la instauración de una república democrática 
en Francia. Además, la Revolución afrontará tanto a los enemigos externos, por 
medio de la guerra, y a los internos, por medio del Terror. Es el momento en el que 
se reniega de la visión constitucionalista liberal y se promueve, de hecho, una 
revisión a la misma, que sea más incluyente y leal a los principios de libertad, 
igualdad y fraternidad, propugnados por el espíritu revolucionario original. El antiguo 
régimen desaparece y se pugna por establecer uno nuevo. 
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En este apartado hemos podido establecer cómo la primera Constitución francesa, 
frente a los acontecimientos y amenazas internas y externas a la Revolución, es 
derogada y al proceso se incorpora activamente la participación popular, que llega 
a realizar formas prácticas de democracia directa, se incorpora al ejército, supera 
las diferencias censitarias y desconoce la autoridad real. Francia, liderada por los 
girondinos, inicia la guerra contra los monarcas europeos y combate a los 
contrarrevolucionarios domésticos mediante el terror rojo. La monarquía 
constitucional da paso a la primera república francesa. 

1.6.3.1.2.11 La Convención de 1793 

De acuerdo con Georges Lefebvre, Robespierre impulsó que se eligiera a una 
Convención mediante sufragio universal: “La palabra, tomada de los anglosajones, 
designaba una asamblea destinada a redactar o revisar una constitución” (2012, 
pág. 89-90). 

La Convención se reunió por primera vez el 20 de septiembre de 1792, el mismo 
día en que Francia obtuvo la victoria militar en Valmy. 60 Sustituyó a la Asamblea 
Legislativa, por disposición propia de ésta. Al día siguiente de quedar establecida, 
procedió a abolir la monarquía y la Constitución (Vila Casado 2007, pág. 101), y el 
22 decretó que iniciaba el año I de la República. Este nuevo órgano legislativo y 
constitucional fue elegido mediante el primer ejercicio de sufragio universal 
moderno, habiendo participado todos los hombres de 21 años y más (anteriormente 
se reconocía la ciudadanía limitada a los de 25 años y más), a excepción de quienes 
fueran sirvientes (Bosher 1988, pág. 177), pues podían ser influenciados por sus 
patrones para votar en determinado sentido. 

En el seno de la Convención cobró auge la disputa entre los girondinos y los 
jacobinos. Entre otros temas de discordia que confrontaban a los diferentes grupos, 
el de mayor trascendencia fue el decidir si se juzgaba al rey. Danton previo que si 
se procedía a hacerlo no tendría más destino que ser condenado a muerte. Como 


60 Johann Wolfgang von Goethe, que se encontraba acompañando al ejército de Brunswick, dijo en 
la noche de la victoria francesa a sus compañeros: “Hoy y en este lugar se ha iniciado una nueva 
era en la historia del mundo. En adelante ustedes podrán decir: yo estuve allí” (lani 2013, pág. 54). 
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agravante, el 20 de noviembre de 1792 se descubrió, en un armario de hierro, que 
Luis XVI guardaba documentos que lo comprometían aún más, por lo que 
procesarle resultó inevitable (Lefebvre 2012, pág. 99). 

El rey fue juzgado por la Convención en enero de 1793, la que por unanimidad lo 
encontró culpable y por mayoría (387 votos contra 334) fue condenado a morir en 
la guillotina, sentencia que fue cumplida el 21 del mismo mes (Lefebvre 2012, pág. 
100). La Revolución se radicalizaba aún más, pues la ejecución del rey representó 
un parteaguas que evidenciaba la imposibilidad de lograr un arreglo con los 
monarcas europeos. Luis XVI había muerto, y junto con él el antiguo régimen. 

Después de la ejecución, era de suponer que se desataría una desenfrenada 
persecución contra todo monárquico, es decir, cobraría auge lo que se conoce como 
el Terror Rojo. Efectivamente, para ello se estableció el Tribunal Revolucionario (9 
de marzo de 1793); y el 5 y 6 de abril el Comité de Salud Pública (Lefebvre 2012, 
pág. 102), presidido por Danton. Así, la Convención asumió la dirección del gobierno 
y, desde entonces “instauró una cruenta dictadura, la del llamado ‘Régimen del 
Terror’”, pero la Convención llegaría a ser el verdadero gobierno. El Tribunal 
Revolucionario inicia la persecución de los enemigos internos, en donde serán 
juzgados, con veredictos inapelables, también los opositores, los tibios y los 
indiferentes (Vita Casado 2007, pág. 101). Se trata del momento en que los 
jacobinos buscan concentrar el poder. 

García-Pelayo ha señalado cómo el gobierno revolucionario que se instituyó 
mediante la Convención, pasó por tres momentos: durante el primero, el poder 
corresponde a la Convención propiamente, a través de los comisarios, el Tribunal 
criminal, los Comités comunales y métodos de proscripción; en el segundo, el poder 
se ejerció por los Comités de la Convención, en particular el Comité de Salud 
Pública y el de Seguridad General; finalmente, el tercero, se caracterizó por que el 
poder lo concentró, en forma de dictadura personal, Maximiliano Robespierre (1959, 
pág. 466). 

Recapitulando, la Convención, llamada a revisar la constitución u otorgar una nueva, 
asume el poder, juzga al rey y manda ejecutarlo. La lucha entre girondinos y 


236 


jacobinos se intensifica y, paulatinamente, el segundo grupo se impone, ejerce el 
gobierno e inicia la persecución sumarial de los contrarrevolucionarios. La 
democracia directa se ejercita por parte del mismo pueblo. 

1.6.3.1.2.12 La Constitución de 1793 

La Convención, según se dijo, tenía como función original revisar o promulgar una 
nueva Constitución. Hubo un texto acabado para el 15 de febrero de 1793, al cual 
se conoce como el de la Constitución Girondina. El Comité Constitucional que la 
redactó incluyó a Danton, Pétion, Brissot, Vergniaud, Gensonné, Condorcet y a 
Thomas Paine (Bosher 1988, pág. 178). Este texto no fue aprobado. Los jacobinos 
procedieron a disolver el referido Comité Constitucional, con lo cual consiguieron 
que se prolongara la discusión sobre el proyecto de la nueva Constitución (Artola 
2005, pág. 21). Los girondinos fueron finalmente expulsados del gobierno en junio 
de 1793 (lani 2013, pág. 55). 

El espíritu jacobino que animó llamar a que se integrara la Convención, fue el de 
proveer a Francia de una nueva base constitucional de corte republicano y 
democrático, en contraposición a la versión censitaria y liberal establecida en 1791. 
No podía continuar vigente el mismo texto, pues la monarquía constitucional había 
muerto con el rey. Y, en efecto, la Convención aprobó una nueva constitución que, 
de acuerdo al enfoque histórico tradicional, nunca llegó a cobrar vigencia. Sin 
embargo, existe actualmente un movimiento de historiadores franceses que afirma 
que sí la tuvo. Entre ellos se puede citar a Florence Gauthier, quien expone: 

La experiencia de la República democrática y social de soberanía popular ha 
sido marginada por algunas corrientes, que no quieren ver en ella más que 
una “revolución burguesa”. Otros han camuflado desde finales del siglo XIX 
las políticas coloniales de la época y el hecho de que la abolición de la 
esclavitud fue obra de la Convención de la Montaña, mientras otros fueron 
capaces de difundir la loca idea de que la Constitución de 1793 “nunca se 
aplicó” y que habría establecido una “dictadura” de la Montaña y gobernado 
“por el terror”. Pero estos esfuerzos se han estudiado y criticado en las últimas 
décadas y es innegable que estamos pasando por un período de nuevas 
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investigaciones sobre estos temas, que son temas de mucha actualidad 
(2015, pág. 4-5). 

El valor de ese documento es innegable, pues representa “el más acabado ejemplo 
de constitución democrática” (García-Pelayo 1959, pág. 466-467). En cuanto a 
quién puede atribuirse la autoría y tendencias predominantes en el texto existe 
consenso entre los autores, salvo para Juan Alberto Carbajal que la denomina la 
“Constitución de Sieyés” (2006, pág. 6), 61 en atribuirla al club de los jacobinos 
(montañeses). 

¿Qué de novedoso contiene la Constitución francesa de 1793? ¿Por qué se dice 
que representa el ejemplo acabado de una constitución democrática? ¿En qué se 
diferencia de la anterior constitución de 1791 ? Un primer aspecto a destacar es que 
se declara en el artículo primero que: “La República Francesa es una e indivisible” 
(la République frangaise est une et indivisible). Con lo cual se ratifica la abolición de 
la monarquía constitucional establecida en 1791. El republicanismo se consolida en 
el proceso revolucionario francés, al igual que en Estados Unidos, a pesar de que, 
en un principio, se había considerado inviable. Así lo hace notar Thomas Maissen: 

El mismo Robespierre rechazó en un principio el republicanismo como 
régimen de los revolucionarios. En el verano de 1791 negaba ser un 
«républicain» y, hasta el asalto a las Tullerías (10 de agosto de 1792), 
seguiría defendiendo una «république avec un monarque» 62 (Herrero 
Sánchez 2017, pág. 115). 

El siguiente aspecto a destacar, es que se reconoce el derecho al voto a todo 
hombre de 21 años y más, sin distinción alguna, incluso pueden votar los 
analfabetos, 63 lo que significa descartar la clasificación entre ciudadanos activos y 
pasivos de la anterior constitución. Se trata, pues, de un concepto democrático que 
da el derecho al voto a todos los hombres mayores de edad, a los que reconoce la 


61 Sieyés propugnaba por la democracia representativa, lo cual es contrario, entre otras cosas, al 
espíritu que prevalece en la Constitución francesa de 1793. 

62 República con un monarca. 

63 Artículo 18. Los escrutadores harán constar el voto de aquellos ciudadanos que, no sabiendo 
escribir, prefieran votar por escrutinio. 
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ciudadanía igualitaria, no censitaria (artículo 4). 64 Además, el voto sería directo, 
abandonando el sistema de dos grados anterior, en el que se reconocía la figura de 
los electores. 65 También supone un acceso libre a los cargos públicos: “Artículo 28. 
Todo francés que esté en ejercicio de sus derechos de ciudadano es considerado 
elegible en todo el territorio de la república”. 

El contenido de la soberanía cambia, pues ya no se afirma que radica en la nación, 
sino en el pueblo, 66 lo cual, para ese momento, significa dar preeminencia al cuarto 
estado, a los sans-culottes. Carré de Malberg ha sido el primero en plantear la 
diferencia en el concepto de soberanía: 

...bajo el impulso de los acontecimientos revolucionarios, la soberanía 
nacional había de recibir una interpretación muy distinta: había de 
transformarse en soberanía popular. Después de la caída de la monarquía, 
la Convención funda el sistema constitucional de 1793 en la idea de que la 
soberanía se contiene indistinta e igualmente en todos los ciudadanos. Pero 
esta interpretación, tomada del Contrato social, desnaturalizaba el alcance 
inicial del principio de la soberanía de la nación, tal como se deduce de sus 
orígenes históricos... (2001, pág. 894). 

Pero, además, en el artículo 28 se reconoció el ejercicio del poder constituyente 
originario y vivo al conjunto de los ciudadanos, cuando se afirma que: “Un pueblo 
tiene siempre el derecho a revisar, reformar y cambiar su constitución”. Como ha 
dicho Antonio Negri, es en el artículo 26 “cuando la tensión explota, el poder 
constituyente sale de su latencia, se organiza y se lleva a figura subjetiva” (1994, 
pág. 260): “Ninguna porción del pueblo puede ejercer el poder que corresponde a 
todo él; pero cada sección del soberano, reunida en asamblea, debe tener el 


64 Artículo 4. Todo hombre nacido y domiciliado en Francia, con veintiún años de edad cumplidos. - 
Todo extranjero con veintiún años de edad, domiciliado en Francia desde hace un año, que viva aquí 
de su trabajo, o adquiera una propiedad, o despose una francesa, o adopte un niño, o alimente a un 
viejo; todo extranjero, en fin, que el Cuerpo Legislativo considere que ha merecido bien la humanidad. 
- Será admitido al ejercicio de los derechos de ciudadano francés. 

65 Artículo 16. Las elecciones se realizan por escrutinio o a viva voz, según decida cada votante. 
Artículo 24. El nombramiento (de los diputados) se hace por mayoría absoluta de sufragios. 

66 Artículo 7. El pueblo soberano es la universalidad de los ciudadanos franceses. Artículo 25. La 
soberanía reside en el pueblo; es una, indivisible, imprescriptible e inalienable. 
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derecho a expresar su voluntad con entera libertad”. Y, a continuación, en el artículo 
27, lleva al máximo el castigo a quien individualmente pretenda arrogarse el ejercicio 
de la soberanía popular: “Que todo individuo que usurpe la soberanía sea al instante 
ejecutado por los hombres libres”. A lo que Fioravanti agrega: 

...la Constitución de 1793... sobre todo diseñaba un procedimiento de 
revisión constitucional que sólo se podía activar desde abajo, a partir de las 
asambleas primarias dentro de las cuales estaba reunido el pueblo soberano, 
contrapuesto de manera clara al procedimiento casi exclusivamente 
parlamentario previsto en la Constitución de 1791 (2011, pág. 117). 

El poder constituyente, así, se reconoce que reside en el pueblo soberano, quien 
está facultado a “expresar su voluntad con entera libertad”. Esto no se parece en 
nada al concepto de Sieyés, que tendía a coartar el poder constituyente, 
secuestrándolo a través de la Asamblea, con un carácter extraordinario para ser 
invocado. El poder constituyente, según la Constitución de 1793, se mantiene 
latente y vivo, en todo momento puede ser ejercitado mediante asamblea popular. 
Es por eso que, en la siguiente fase, una vez desplazados los jacobinos, los 
termidorianos, al estar al mando, reaccionarán “ferozmente en este terreno. El poder 
constituyente, como derecho de ejercicio permanente de la constitutividad de las 
masas, es su pesadilla y su terror” (Negri 1994, pág. 261). 

Para asegurar que ese poder constitucional originario será preservado, se reconoce 
el derecho a la insurrección o resistencia en el artículo 35: “Cuando el gobierno viola 
los derechos del pueblo, la insurrección es, para el pueblo y para cada una de sus 
porciones, el más sagrado de los derechos y el más indispensable de los deberes”. 
El derecho de resistencia será negado en la constitución termidoriana de 1795. Así 
se evidencia, como afirma Negri, en los artículos 9, 17, 18 y 19: “Todos estos 
artículos desarrollan la negación del derecho de resistencia y de la dinámica del 
poder constituyente en la forma más radical y feroz” (1994, pág. 261). 
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Adicionalmente, en 1793 se establece que las leyes serán sometidas a referéndum 
para su aprobación, 67 lo que significa que ninguna norma podrá cobrar vigencia sin 
la discusión, votación y aprobación popular. El contenido democrático es radical. A 
este sistema lo califica Vila Casado de “democracia semidirecta” (2007, pág. 104). 

Otro aspecto significativo de la Constitución jacobina, es cómo desarrolla los 
derechos sociales en una nueva Declaración de Derechos del Hombre y del 
Ciudadano, incluida también como preámbulo al acta constitucional, como se hizo 
en 1791. El reconocimiento de los derechos se amplía, pues se incorporan no sólo 
los individuales, sino también los sociales, con lo cual se define la sociedad deberá 
proporcionar socorro, subsistencia y trabajo a las personas que lo necesiten, y 
también deberá proveerse, como un derecho, la educación. 68 

Se proclama también el derecho a ia libre expresión del pensamiento, asociación y 
culto: “Artículo 7. El derecho a manifestar el propio pensamiento y las propias 
opiniones, ya sea por medio de la prensa, ya sea de otra manera; el derecho de 
reunirse pacíficamente; el libre ejercicio de los cultos; no pueden ser prohibidos”. A 
los derechos de libertad, igualdad y propiedad, adiciona el de la seguridad (Art. 1 Q ), 
la cual define en el Art. 8: “La seguridad consiste en la protección concedida por la 
sociedad a cada uno de sus miembros para la conservación de su persona, de sus 
derechos y de sus propiedades”. Incorpora el principio de inocencia (Art. 13), 
derecho a un juicio justo, existencia de ley penal previa, irretroactividad de la ley 
(Art. 14) y prohíbe la servidumbre (Art. 18). 

Recapitulando, en este apartado hemos podido establecer cómo en la lucha entre 
la Gironda y los jacobinos, encabezados por Robespierre, este último grupo logra 
imponerse en junio de 1793, con lo cual aprovecha para que se promulgue la 
Constitución de 1793. En ella se establece la primera república democrática en 
Francia, se amplía la gama de derechos al contemplar, además de los individuales, 

67 Artículo 19. Los sufragios sobre las leyes serán dados mediante sí y no. 

68 Artículo 21. Las ayudas públicas son una deuda sagrada. La sociedad debe la subsistencia a los 
ciudadanos desgraciados, ya sea procurándoles trabajo, ya sea proporcionando los medios de 
existencia a los que no estén en condiciones de trabajar. 

Artículo 22. La Instrucción es una necesidad para todos. La sociedad debe favorecer con todas sus 
fuerzas los progresos de la razón pública, y poner la Instrucción al alcance de todos los ciudadanos. 
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los sociales. Propone, también, un modelo en el que la soberanía popular se 
mantenga de continuo vigente y el poder constituyente originario latente, pues sólo 
desde la base de las asambleas populares podía provenir la iniciativa de reforma 
constitucional. Este modelo, evidentemente, pugna con los intereses tanto de la 
burguesía como con los de los realistas o monárquicos, por lo que la lucha intestina 
en Francia continuará hasta encontrar un nuevo equilibrio en el poder. 

1.6.3.1.2.13 El régimen termidoriano y la Constitución de 

1795 

El período jacobino que dio vida al corto lapso republicano-democrático en el seno 
de la Revolución francesa, terminó simbólicamente el 28 de julio de 1794 (10 
termidor del año II en el calendario revolucionario) con la ejecución en la guillotina 
de Maximiliano Robespierre (acusado de aspirar a la dictadura) y su hermano, junto 
a más de cien correligionarios (Lefebvre 2012, pág. 129). Y, como afirma Patiño 
Camarena: “Finalmente irrumpe el grupo de los Termidorianos que ‘enterraron a la 
revolución’ y entre cuyos líderes figuran varios a los que se les conoce como ‘los 
carniceros’ como Fouché, Tallien Frerón y Barras” (2014, pág. 24). 

El poder, al que se accede mediante golpe de Estado, corresponderá ejercitarlo en 
ese momento a los sectores conservadores y moderados de la burguesía, afirma 
Vila Casado (2007, pág. 105). El 2 de diciembre de 1794 vuelven a la Convención 
78 diputados girondinos a ocupar sus cargos (Lefebvre 2012, pág. 131). En otros 
términos, esto significó que la burguesía dejó de ser “revolucionaria”, no buscará 
más alianzas con el sector popular, pues sus intereses de clase la llevaron a 
promover el orden y la paz social, para lo cual era conveniente, en esa coyuntura, 
vincularse con los conservadores. Los motivos que le animaron a aliarse con el 
cuarto Estado se habían alcanzado: el antiguo régimen fue destruido, el rey fue 
ejecutado, la monarquía constitucional no parecía posible se restableciera y había 
nacido el republicanismo en Francia. Es el momento para consolidar la paz y el 
orden, abandonando los discursos “populistas”, para utilizar una expresión actual. 

Después de la deposición de los jacobinos, como ya era normal sucediera con el 
adversario depuesto en los momentos de crisis revolucionaria, la facción dominante 
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inició la persecución de quienes anteriormente estuvieron en el poder. El club 
jacobino fue cerrado por sus adversarios el 2 de diciembre de 1794. Es el momento 
del “Terror blanco”, el cual inició en febrero de 1795 (Lefebvre 2012, pág. 131). En 
París, en una premonición de lo que serían los grupos de jóvenes extremistas en el 
siglo XX, organizados para ejercer violencia en Europa, se constituyó lo que se 
conoció como la “juventud dorada”, llamados por el pueblo los “muscadins” 
(petimetres, por su manera estrafalaria de vestir), 69 que Bosher estima entre 2,000 
y 3,000 miembros, estaban a las órdenes de Paul Barras, Tarrien y Fréron (1988, 
pág. 232). Estos grupos “apaleaban a trabajadores y a cualquiera que hubiera tenido 
vinculación con los sans-culottes o los jacobinos” (lani 2013, pág. 94). 

Europa estaba preocupada por lo ocurrido en la Francia revolucionaria, no sólo en 
referente a la guerra, sino por las consecuencias políticas y sociales que a partir de 
ella podían darse en el continente. Es el momento en que alzó la voz un importante 
ideólogo conservador de la época, se trató del inglés Edmund Burke, quien en su 
momento respaldó el movimiento revolucionario norteamericano (Negri 1994, pág. 
288). Sin embargo, “calificó a la Constitución francesa de 1793 de ‘compendio de 
anarquía’, y para él, la doctrina de los derechos inalienables era ‘una invitación a la 
rebelión y una causa permanente de anarquía’” (Cassirer 2013, pág. 212). Es por 
eso que se afirma como impostergable, tanto por monárquicos como por liberales, 
una idea que resurgirá varias veces en el devenir próximo de la historia francesa: 
es necesario acabar con la revolución. 

En el año tercero de la primera república francesa, atendiendo a esa lógica de 
concluir la Revolución, se promulgará una nueva constitución (22 de agosto de 
1795), cuyo contenido básico fue esbozado por Pierre-Claude-Frangois Daunou 
(1761-1840), en colaboración con diez redactores más (Bosher 1985, pág. 226). 


69 Esa moda estrafalaria que impusieron los burgueses durante el período termidoriano, quizá, puede 
considerarse una reacción contra la moda establecida por los sans-culottes, que era austera e 
identificaba lo popular, en protesta a los nobles y burgueses. 
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Esta constitución puede reconocerse como la de los girondinos, quienes se rehacen 
del poder en la Convención termidoriana. 70 

Para comenzar a analizar el contenido y alcances de la tercera Constitución 
francesa, partamos de lo afirmado por Bosher: “La constitución previo un 
complicado sistema de elección por medio del cual los terratenientes enviaron a 750 
diputados de edad mediana al Cuerpo legislativo en París, el corazón de la 
república” (1983, pág. 229). 71 Efectivamente, en el artículo 44 de dicha Constitución 
se prevé, respecto al poder legislativo, la conformación de dos cámaras, lo cual imita 
el sistema inglés: “El Cuerpo legislativo está compuesto de un Consejo de los 
Ancianos y de un Consejo de los Quinientos”. En cuanto a este último, se previo lo 
siguiente: “73. El Consejo de los Quinientos se fija invariablemente en ese número 
de miembros”. En cuanto a los requisitos para poder ser diputado de esta cámara, 
el siguiente artículo define una edad que, durante los primeros años, cuenta con 
una salvedad temporal: “74. Para ser elegido miembro del Consejo de los 
Quinientos, es necesario tener treinta años cumplidos, y haber estado domiciliado 
en el territorio de la República durante los diez años que han precedido 
inmediatamente a la elección. La condición de los treinta años no se exigirá hasta 
el año séptimo de la República: hasta entonces, la edad de los veinticinco años 
cumplidos será suficiente”. 

Respecto al otro cuerpo legislativo, los artículos que lo regulan son los siguientes: 
“82. El Consejo de los Ancianos está compuesto por 250 miembros”. Así como el 
“83. Nadie puede ser elegido al Consejo de los Ancianos: si no ha cumplido los 
cuarenta años; si además no está casado o es viudo; si no se ha domiciliado en el 
territorio de la República durante los quince años que han precedido la elección”. 

Siguiendo a Lefebvre, dos fueron los fines que tuvo esta Constitución: “En primer 
lugar, suprimir la democracia política, y con ello la democracia social” (2012, pág. 


70 El término termidor alude al undécimo mes del año que estableció el calendario revolucionario al 
Iniciarse la primera república francesa. Se conoce como Reacción Termidor o Convención 
Termidoriana al período de la Revolución que Inició el 28 de julio de 1794 y concluyó el 26 de octubre 
de 1795, cuando cobró vigencia la Constitución de ese año que estableció el Directorio. 

71 “The constltutlon provided for an elabórate system of electlon whereby property owners sent 750 
middle-aged deputles to the Corps léglslatlf in Paris, the heart of the republic” (traducción propia). 
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138). La democracia política se verá restringida al no reconocerse ya el voto 
universal y restablecerse el censitario (los ciudadanos activos): “...para ser 
ciudadano francés era necesario, además de las circunstancias ordinarias, pagar 
una contribución directa que, para el derecho de sufragio, fué (sic.) valorada más 
tarde entre 150 y 200 jornadas de trabajo” (García-Pelayo 1959, pág. 468). La 
elección torna a ser indirecta, pero, además, tampoco pueden postularse como 
diputados todos los ciudadanos ni cualquiera llegar a ser elector, sino sólo aquellos 
que gozan de un buen patrimonio: “para ser elector e ra necesario ser propietario o 
locatario de una tierra o una casa de valor variable, según las localidades”, con lo 
cual el número de ellos se redujo a “aproximadamente veinte mil” y “el predominio 
de los ‘notables’ pareció asegurado” (Lefebvre 2012, pág. 138-139). A ello debe 
agregarse lo señalado por Bosher: “Pero la Convención también decretó que en las 
elecciones de 1795 los electores deberían elegir dos tercios de los diputados entre 
los miembros de la Convención” (1988, pág. 229), mediante Decreto concerniente 
al modo de reelección de dos tercios de la Convención nacional, del 13 fructidor del 
año II (30 de agosto de 1795) (Maury, 1998). 72 De esa cuenta, al tiempo que se 
restringían los derechos políticos para la mayoría de los franceses, el grupo en el 
poder que emitió la Constitución (predominantemente girondino) se aseguraba 
lograr continuidad en la legislatura ordinaria a ser electa ese año, al contar con 500 
diputados del total de 750 que debían ser electos. 

El menoscabo de la democracia social, como la llama Lefebvre, se evidencia desde 
la nueva Declaración de Derechos, que continúa sirviendo de preámbulo al texto 
constitucional: así desaparecen “el derecho al trabajo, a los socorros públicos y a la 
insurrección” (García-Pelayo 1959, pág. 468). Por si fuera poco, el concepto de 
soberanía dejará de residir en la nación (como en 1791) o en el pueblo (Constitución 
de 1793), para volatilizarse, al pasar a definir que reside en “la universalidad de los 
ciudadanos franceses” (artículo 2 9 ). El temor y rechazo de la Convención a todo lo 
que se asemejara a la figura de la colectividad o conglomerado, es evidente. 


72 El decreto, en francés (con opción de traducción automática), puede ser consultado en la siguiente 
dirección de internet: http://mip.univ-perp.fr/france/d1795fructidor.htm . 
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El derecho de resistencia, como mecanismo que aseguraba la potestad soberana 
popular, es proscrito en esa nueva Constitución y se glorifica el respeto a la 
legalidad, medida única de lo permitido y posible para los hombres. Ello se evidencia 
en los siguientes artículos: “Artículo 9. Aquellos que ordenen, expidan, firmen, 
ejecuten, o hagan ejecutar actos arbitrarios, son culpables y deben ser castigados”. 
Este artículo guarda identidad con el 12 de la Constitución anterior. 73 Sin embargo, 
las facultades que se reconocen para el castigo de quienes actúan así, son 
diferentes. Los siguientes artículos del texto de 1795 lo demuestran: “Artículo 18. 
Ningún individuo, ninguna parte de ios ciudadanos puede atribuirse la soberanía. 
Artículo 19. Nadie puede, sin delegación legal, ejercer ninguna autoridad, ni 
desempeñar ninguna función pública”. Los anteriores preceptos termidorianos 
contrastan con lo prescrito en la Constitución de 1793: “Artículo 26. Ninguna porción 
del pueblo puede ejercer el poder que corresponde a todo él; pero cada sección del 
soberano, reunida en asamblea, debe tener el derecho a expresar su voluntad con 
entera libertad. Artículo 27. Que todo individuo que usurpe la soberanía sea al 
instante ejecutado por los hombres libres”. Sobre tales diferencias, Negri comenta: 

...estamos... frente a una completa inversión del discurso: porque quien aquí 
es castigado, inmediatamente, por la sanción es el movimiento constituyente, 
el derecho de resistencia... Todos estos artículos desarrollan la negación del 
derecho de resistencia y de la dinámica del poder constituyente, en la forma 
más radical y feroz. Hasta el punto de que, en la Declaración de 1795, el 
discurso sobre el poder constituyente se cambia en discursos sobre los 
“deberes” de los ciudadanos; una descolorida proposición del deber de 
obediencia que toda teoría contractualista proponía con el fin de fijar la 
obligación política. Horroriza la inversión que alcanza límites absurdos; sin 
ironía muestra la obligación política como alienación requerida y 
convencida... (1994, pág. 261). 


73 Artículo 12. Los que soliciten, expidan, firmen, ejecuten o hagan ejecutar actos arbitrarios, serán 
culpables y deberán ser castigados. 
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Esa alienación, que llega a connotaciones moralizantes, se pone de manifiesto para 
Negri en los artículos 3 al 7 del apartado de los Deberes del hombre, establecidos 
en la Constitución de 1795: 

Artículo tercero. Las obligaciones de cada quien hacia la sociedad consisten 
en defenderla, servirla, vivir obediente a sus leyes y respetar a quienes 
constituyen sus órganos. 

Artículo cuarto. Nadie es buen ciudadano si no es un buen hijo, buen padre, 
buen hermano, buen amigo, buen esposo. 

Artículo quinto. Nadie es hombre de bien si no observa franca y 
religiosamente las leyes. 

Artículo sexto. Quien viole abiertamente las leyes se declara en estado de 
guerra contra la sociedad. 

Artículo séptimo. Aquel que, sin transgredir abiertamente las leyes, las evada 
mediante artimañas o tretas, daña los intereses de todos: se vuelve indigno 
de la benevolencia y la estima de ellos (Fauré 1995, pág. 382). 

En lo que se refiere al poder Ejecutivo, éste pasó a ejercitarse en forma colegiada 
en el denominado Directorio, conformado por cinco miembros, los cuales fueron 
elegidos por los Ancianos a propuesta de los Quinientos (Art. 132) para un período 
de cinco años. El primer Directorio estuvo integrado por Jean-Frangois Reubell, Paul 
Barras, Louis-Marie de La Révelliére-Lépeaux, Étienne-Frangois Le Tourneur y 
Lazare Carnot. 

La Constitución de 1795 estableció una rígida separación entre los diferentes 
poderes, que imposibilitaba la comunicación y el manejo de situaciones de crisis, lo 
que, como resalta García-Pelayo, llevó a que, “cuando se produjeron estos 
conflictos, una y otra parte tuvo necesidad de recurrir a los golpes de Estado” (1959, 
pág. 469). 

Recapitulando, en este apartado se ha revisado la tercera fase constitucional 
francesa que marca el inicio del declive en las aspiraciones revolucionarias, cuando 
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reasume el poder la burguesía y que finalmente devendrá en el golpe de Estado 
bonapartista del 18 brumario. Es también cuando resurge el protagonismo de 
Emanuel Sieyés, quien, como afirma Alfonso Noriega, era “una especie de 
fabricante de constituciones” (1972, pág. 209). Es el segundo gran momento del 
abate para incidir en lo que será el contenido constitucional, pero con la experiencia 
ganada con motivo de la promulgación de las constituciones de 1791, la constitución 
liberal (censitaria), la de 1793, la constitución jacobina (radical democrática), y la 
termidoriana de 1795. Nacerá el Consulado, del cual formó parte el buen abate, 
hasta que Napoleón imponga su voluntad imperial. 

Carlos Marx resume este gran período de la Revolución francesa en su libro El 18 
brumario de Luis Bonaparte, en los siguientes términos: 

...Camilo Desmoulins, Dantón, Robespierre, Saint-Just, Napoleón, los 
héroes, lo mismo que los partidos y la masa de la antigua revolución francesa, 
cumplieron, bajo el ropaje romano y con frases romanas, la misión de su 
tiempo: librar de las cadenas e instaurar la sociedad burguesa moderna. Los 
unos hicieron añicos las instituciones feudales y segaron las cabezas 
feudales que habían brotado en él. El otro creó en el interior de Francia las 
condiciones bajo las cuales ya podía desarrollarse la libre concurrencia, 
explotarse la propiedad territorial parcelada, aplicarse las fuerzas productivas 
industriales de la nación, que habían sido liberadas; y del otro lado de las 
fronteras francesas barrió por todas partes las formaciones feudales, en el 
grado en que esto era necesario para rodear a la sociedad burguesa de 
Francia en el continente europeo de un ambiente adecuado, acomodado a 
los tiempos. Una vez instaurada la nueva formación social, desaparecieron 
los colosos antediluvianos, y con ellos el romanismo resucitado: los Bruto, los 
Graco, los Publicóla, los tribunos, los senadores y hasta el mismo César 
(2003, pág. 11). 

Y más adelante, Marx también se refiere a la Gloriosa Revolución inglesa: 

Así, en otra fase de desarrollo, un siglo antes, Cromwell y el pueblo inglés 
habían ido a buscar en el Antiguo Testamento el lenguaje, las pasiones y las 
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ilusiones para su revolución burguesa. Alcanzada la verdadera meta, 
realizada la transformación burguesa de la sociedad inglesa, Locke desplazó 
a Habacuc (2003, pág. 12). 

La experiencia francesa, aunque inestable y accidentada, dio nacimiento a los 
regímenes que más tarde, durante el siglo XIX, llegarían a establecerse bajo las 
premisas constitucionales, partiendo de las bases que la burguesía había 
establecido, impulsada por la ideología liberal. El tiempo y las luchas sociales, 
paulatinamente, incorporarán nuevos elementos a ese primer fenómeno 
constitucionalista. Sin embargo, la semilla estaba plantada, y los beneficios en los 
diferentes órdenes de la vida social se harían sentir, hasta conformar una realidad 
radicalmente distinta a la de las antiguas comunidades feudales. 

1 . 6 . 3 . 1.3 Cotejo del modelo constitucional norteamericano y el 
francés 

En las páginas precedentes, hemos podido analizar cómo se desarrolló el 
movimiento constitucionalista en Estados Unidos y en Francia, casi 
simultáneamente, en las postrimerías del siglo XVIII. Ambos representan los 
referentes históricos originales para la construcción de los posteriores regímenes 
constitucionales que paulatinamente se desarrollarán en el mundo. 

Ahora, es procedente establecer cuáles fueron los puntos de coincidencia y 
divergencia entre ambos modelos, para comprender las rutas que originalmente se 
establecieron para el desarrollo del constitucionalismo. 

Un primer aspecto, fácil de identificar, es que el constitucionalismo norteamericano 
pudo desarrollarse de manera más estable y continua a lo largo del tiempo, lo cual 
se evidencia en la perduración de la Constitución norteamericana, que goza ya de 
más de doscientos años de estabilidad y, al parecer, continuará inamovible. En 
contraposición a esa estabilidad, Francia, desde un principio, evidenció uno de los 
fenómenos más preocupantes en la construcción del constitucionalismo moderno: 
la inestabilidad, el cambio por la vía violenta, el agobio de la vida política para 
establecer un régimen que gozara de continuidad, lo que, visto en el tiempo, 
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representó un síntoma alarmante, cuya ruta seguirían otros Estados, tanto en 
Europa como en América Latina. 

Los dos modelos constitucionales comparten, formalmente, ciertos rasgos 
comunes, pero también diferencias de fondo que permiten caracterizarles: 

a) Elaboran una constitución escrita: En Estados Unidos, esto significa asumir 
la tradición constitucional previa, que había sido sentada por las colonias, por 
ejemplo, con la Constitución de Virginia y la de Massachusetts. Pero también 
materializar la oposición al dominio británico y la creación de un orden que, 
sobre la base de la tradición inglesa, crea una realidad nueva y materializa la 
independencia para formar un nuevo Estado. En Francia el significado es 
otro, se trató de romper con ei feudalismo, los privilegios, es decir, con el 
tradicionalismo que paralizaba el desarrollo en sus diferentes aspectos. Con 
el énfasis en la forma escrita, el constitucionalismo adquirirá uno de sus 
rasgos característicos: elaborar un código que funde el Estado, limitando su 
poder, pero que también reconozca un mínimo de derechos a las personas. 

b) Rigidez para la reforma constitucional: El procedimiento de reforma se 
reconoce en ambos modelos, el cual, sin embargo, es distinto para cada uno, 
aunque comparten el ser complicados. En el caso francés, en el numeral 2 
del Título Vil de la Constitución de 1791, se estableció, como primera 
condición, que: “Cuando tres legislaturas consecutivas hayan expresado una 
voluntad uniforme en favor de la reforma de aquel artículo constitucional, 
tendrá lugar la revisión propuesta”. A continuación, para complicar aún más 
la posibilidad de reforma, se prescribe en el artículo 3: “La próxima legislatura 
y la siguiente no podrán proponer la reforma de ningún artículo 
constitucional”. Las tres siguientes legislaturas podrán “proponer cambios” 
(Art. 4) y, finalmente, la siguiente legislatura, es decir la cuarta, podrá 
conformar la Asamblea de Revisión, aumentada en 249 representantes, 
deberán jurar vivir libres o morir, así como mantener lo establecido 
previamente y limitarse a revisar sólo el artículo que se les ha encomendado. 
Si se toma en cuenta que cada legislatura tenía una duración de dos años 
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(Art 2, Ca. I, Título II), resulta que, para lograr cualquier reforma, debían 
conocer 9 legislaturas, o sea, se trata de un proceso que conllevaría, como 
mínimo, 18 años. Esto matiza y desmiente la afirmación de que “la Nación 
tiene el derecho imprescriptible de cambiar su Constitución” (Art. 1, Título 
Vil). El procedimiento para realizar lo que en la Constitución norteamericana 
se denominan las enmiendas, en cambio, se encuentra establecido en el Art. 
5, según el cual corresponde promover una enmienda cuando las dos 
terceras partes de ambas cámaras lo juzguen necesario, o bien, mediante lo 
solicitado por una convención nacional llamada por el Congreso con base en 
la petición de dos tercios de los estados que forman la unión. La enmienda 
pasa a formar parte de la Constitución una vez es ratificada por las 
asambleas legislativas de tres cuartas partes de los estados, o bien, por la 
aprobación de las convenciones que al efecto se hubieren realizado, también 
en igual número de estados. En cuanto al procedimiento a utilizar para la 
ratificación de una propuesta de enmienda, corresponde definirlo al 
Congreso, así como el tiempo del que dispondrán los estados para discutirla. 
Regularmente, el Congreso ha establecido un lapso de 7 años para que los 
estados analicen y se pronuncien sobre alguna propuesta de enmienda 
constitucional. 74 En Estados Unidos se han realizado, hasta el momento, 27 
enmiendas en más de 200 años. En Francia, por el contrario, no prosperó 
ninguna reforma para sus tres constituciones revolucionarias (1791, 1793 y 
1795), pues se optó por la vía práctica, es decir la derogación de hecho 
(rompimiento del orden constitucional), acompañada previa e 
indefectiblemente de una crisis política y social. 75 


74 Sobre la Constitución norteamericana, se puede consultar una versión oficial del Departamento de 
Estado en la siguiente dirección de internet, de donde se ha obtenido la referencia sobre los 7 años: 
https://photos.state.qov/libraries/amqov/30145/publications-spanish/constitution sp.pdf . 

75 Karl Loewenstein alude a la importancia que tiene lo que denomina el “sentimiento constitucional”, 
el cual describe: “...como aquella conciencia de la comunidad que, trascendiendo a todos los 
antagonismos y tensiones existentes politicopartidistas, economicosociales, religiosos o de otro tipo, 
integra a detentadores y destinatarios del poder en el marco de un orden comunitario obligatorio, 
justamente la constitución, sometiendo el proceso político a los intereses de la comunidad”. De tal 
sentimiento, goza, de manera paradigmática, el pueblo estadounidense y unos pocos más, gracias 
a la perduración de sus constituciones. En tanto que a “los franceses... les es completamente 
indiferente la constitución que se encuentre, respectivamente, en vigor... los franceses no han 
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c) División de poderes: Siguiendo los postulados de Montesquieu, en ambos 
modelos constitucionales se incorpora la teoría de la división de poderes, a 
efecto de evitar la concentración histórica del mismo que habían practicado 
ios monarcas, y así diluirlo, como garantía y resguardo de los derechos de 
los gobernados. Sin embargo, la forma y metodología adoptada para ello 
difiere en cada modelo. En el norteamericano, el poder ejecutivo corresponde 
a una nueva figura, la del presidente (obra de ese constitucionalismo, que 
seguirían como paradigma los países latinoamericanos; de lo cual surge el 
republicanismo, como antítesis a la monarquía). El poder legislativo, 
siguiendo la tradición inglesa, se erige de forma bicameral: el senado y el 
congreso (conciliación entre las ideas de representación aristocrática y 
popular, a efecto de lograr una forma que tendiera al gobierno mixto 
plubiano). En la rama judicial, existen las jurisdicciones estadales, pero 
también la federal, cuya cumbre máxima para conocer, tanto dentro del 
ámbito legal como constitucional, es la Corte Suprema. Notable resulta que 
prácticamente desde un principio se reconocen a esta corte las facultades de 
control constitucional, sentándose jurisprudencia con el emblemático caso 
Marbury versus Madison (1803), en donde la influencia del juez Alfred 
Marshall fue decisiva para sentar las bases ese control. 76 Además, el control 
de constitucionalidad estadounidense posee la característica, según se 
define desde el mismo texto político, de ser difuso, es decir, puede conocer 
cualquier órgano jurisdiccional para declarar la inaplicación de una norma 
que contravenga a la Constitución. En contraste con lo ocurrido en Estados 
Unidos, en Francia, por sus antecedentes históricos y políticos para el 
momento revolucionario, se crea una “aparente” división de poderes. En lo 
que respecta a la rama ejecutiva, en principio, se le reconoce la misma al rey, 
es decir, se da continuidad a la monarquía, por lo que no se declara una 


llegado a mostrar jamás ni aun el contorno de un auténtico sentimiento constitucional” (1986, pág. 
200 - 201 ). 

76 En el sistema europeo, sin embargo, los tribunales constitucionales se desarrollarán hasta 1920, 
en Austria, bajo la Influencia de Hans Kelsen. La modalidad europea consistió en crear un control 
concentrado, es decir, a través de un órgano especializado, el Tribunal Constitucional, para conocer 
específicamente sobre esa materia. 
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república, sino una monarquía constitucional. Sin embargo, como resultado 
de los recelos respecto al poder monárquico, en proceso de ser destronado, 
las facultades que se le reconocen al rey son pocas, siendo la más importante 
la del veto. El Estado francés será unitario, por lo que no acepta el 
federalismo estadounidense. En cuanto al poder judicial, existe en la realidad 
gala una desconfianza hacia el mismo, puesto que tradicionalmente los 
jueces eran afines y contestes a resolver conforme la voluntad del rey, quien 
para el efecto les nombraba. Expresión de esa desconfianza y el rol pasivo 
del juzgador, de quien no se espera cree el derecho ni que lo interprete, es 
el ideal manifiesto en el espíritu con el que se promulgó el código civil francés. 
Napoleón, promotor del mismo, esperaba que con ese instrumento jurídico 
se cerrara toda posible interpretación judicial y se diera la mera aplicación 
del derecho (esta visión es el augurio de lo que será el positivismo jurídico, 
el cual aspirará a que el juez sea la boca de la ley). La Asamblea, como 
expresión del unicameralismo, concentrará el mayor poder, estableciéndose 
así un desequilibrio a su favor, con lo cual se traiciona lo afirmado en el 
famoso artículo 16 de la Declaración de los Derechos del Hombre y del 
Ciudadano. La visión expresa que prevalece tanto en la Declaración como 
en la Constitución, es que la ley representa la garantía de los derechos, lo 
cual supone también la preservación de la libertad. Existe, pues, en el modelo 
francés una veneración, enaltecimiento y voluntad de sometimiento a la ley, 
a la norma estatal, con lo que se atisba también la posibilidad del positivismo 
jurídico, que más tarde se desarrollará en Europa e influirá en múltiples 
sistemas jurídicos. Y la ley, según hemos visto, será promulgada por una 
Asamblea que sienta sus bases sobre un sistema censitario, que aplicará 
tanto para el ejercicio del voto como para lograr ser electo representante de 
la nación. Por tanto, resulta evidente y abrumador el sesgo de clase en 
Francia. El poder político, así, es monopolizado por una clase de propietarios 
que lo legitima para sí, constitucionalmente, 
d) Reconocimiento de derechos: La declaración de derechos no se da 
inmediatamente en Estados Unidos con la aprobación de la Constitución en 
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1787 por los representantes reunidos en Filadelfia, ratificada en 1789, sino 
que será el resultado de las diez enmiendas que se incorporan al texto 
original, hasta 1791, a las que se les conoce como la Carta de Derechos. Las 
libertades en esas reformas se expresan en forma negativa y su contenido 
se complementa con las constituciones estadales. La Constitución 
norteamericana, pues, comienza por organizar los poderes del Estado y 
posterga, para más tarde, la proclama de los derechos. La Constitución 
francesa de 1791, por el contrario, comienza con el reconocimiento de 
derechos de los hombres desde el preámbulo, el cual consiste en la 
incorporación de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano 
(y así se mantendrá esa tradición en las dos subsiguientes constituciones). 
Esa diferencia entre ambos modelos, en lo que respecta a las prioridades de 
lo que debe regular la constitución, responde a realidades sociales, políticas, 
económicas e históricas, de suyo diferentes. En Francia, el 
constitucionalismo debía primero destruir el antiguo régimen para crear uno 
nuevo. En Estados Unidos, por su calidad colonial, la prioridad era construir 
un orden, un régimen, que se materializa en algo totalmente innovador. En 
ese sentido, desde la perspectiva creativa, el modelo norteamericano resultó 
en extremo novedoso y más revolucionario que el francés, pues respondía 
totalmente a la necesidad de establecer un orden nuevo e inusitado, el cual 
adquiere un carácter republicano, en clara oposición al monárquico. A esto 
debe sumarse que, desde la óptica norteamericana, la constitución adquiere 
un valor único y privilegiado: ninguna ley puede contravenirla. Esto se traduce 
en que el ciudadano puede invocar su prevalencia por sobre cualquier otra 
ley, como defensa efectiva y real, cuando existe una amenaza para conculcar 
sus derechos. En Francia, por el contrario, el modelo es diferente. Se 
privilegia a la ley, es decir, a la ordinaria, creada por el poder Legislativo, al 
que le corresponde delimitar el ámbito de los derechos y el ejercicio de las 
libertades. La constitución, pues, adquiere un valor semántico, meramente 
declarativo, no efectivo para la defensa de los derechos, no reclamable frente 
a los tribunales. 
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e) Discusión sobre el contenido de la constitución: En Estados Unidos se abrió 
un amplio espectro de discusión sobre el contenido constitucional, que se 
manifestó en pronunciamientos a favor y en contra, reflejados en los escritos 
federalistas y antifederalistas. Desde esa perspectiva, el contenido 
constitucional resulta más racional y consensuado. Se intentó, pues, 
convencer a lo que llamaríamos ahora la opinión pública, la sociedad civil. 
Tiene, así, un carácter altamente democrático y, a partir de ella, se 
establecerá el ejercicio democrático en Estados Unidos. En Francia, la 
Asamblea, amparándose en la premisa de la representación, no establece 
ningún mecanismo para validar el contenido constitucional y posteriormente 
aprobarlo. A pesar de la afirmación de que la soberanía radica en la nación, 
no existe la más mínima preocupación por validar lo que los representantes 
proponen, por lo que su carácter es menos democrático que en 
Norteamérica, al menos en la constitución de 1791. La constitución de 1793 
tratará de corregir ese defecto, al establecer que debe ser ratificada mediante 
plebiscito, pero la misma nunca llegó a tener pleba vigencia, por lo que se 
mantuvo ese carácter antidemocrático en el sistema francés, el cual perduró 
sucesivamente para posteriores textos constitucionales. 

f) Control constitucional: Esta es la diferencia cualitativa más significativa que, 
desde el punto de vista del constitucionalismo, se evidencia entre ambos 
modelos. Independientemente de afirmaciones grandilocuentes y 
discursivas, el valor que adquieren las normas constitucionales -el 
reconocimiento de derechos y libertades- es significativamente distinto entre 
ambos modelos. Para el constitucionalismo norteamericano, el texto del 
código político es, de manera efectiva e incontestable, la ley suprema. Para 
darle tal valor, crea el control de constitucionalidad como una garantía para 
que cualquier norma o acto de los otros poderes pueda ser revisado, 
cuestionado y eventualmente desechado, si contradice al texto básico. La 
visión norteamericana es eminentemente pragmática: si contraviene a la 
constitución cualquier norma o acto, debe rechazarse del sistema. En 
Francia, por el contrario, se realiza una prospección axiológica a través de la 
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constitución, que se traduce en el deber ser expresado en una serie de 
principios no vinculantes, por lo que no se establece ninguna garantía para 
dar efectividad a lo expresado en la norma fundamental y, por el contrario, 
se privilegia lo establecido por la legislación ordinaria, controlada 
censitariamente por una clase privilegiada (la burguesía). 

Todo esto es resumido en un importante artículo de José Ignacio Núñez Leiva. De 
acuerdo con él, en los modelos estadounidense y francés se definieron dos visiones 
diferentes sobre los alcances constitucionales. En el norteamericano se estableció 
la constitución como una “regla de juego”, en tanto que, en el francés, “una 
estrategia de juego”. En palabras del propio autor: 

Una alternativa consistió en instalar a la Constitución como Regla de Juego, 
esto es, una norma lógicamente superior a toda otra emanada de los poderes 
constituidos y a la que debe subordinarse la actividad de estos, pero que 
confiere un importante margen de acción a los órganos de Estado a efectos 
de que adopten los cursos de acción que estimen pertinentes, siempre y 
cuando no excedan sus competencias. La otra, en diseñarla como Estrategia 
de Juego, es decir, como elemento vertebrador de la organización política, 
fundante pero no jurídicamente superior y en la cual su virtualidad no depende 
de una jerarquía normativa sino de la superioridad de los objetivos axiológicos 
predefinidos y a los cuales deben subordinarse y orientarse los poderes 
estatales. El primer modelo corresponde al concepto originario de la 
Constitución de los Estado Unidos de Norteamérica, mientras que el segundo 
se plasmó en las constituciones francesas prenapoleónicas (2016, pág. 133- 
134). 

La diferencia entre ambos modelos se encuentra en “la presencia/ausencia de dos 
factores: el contenido axiológico y la garantía constitucional” (Núñez Leiva 2016, 
pág. 134). En los Estados Unidos, la lucha revolucionaria estuvo motivada por el 
hecho de que los pobladores de las colonias percibieron que el Parlamento inglés 
les privaba de sus derechos, lo cual se encontraba agravado debido a que ese 
órgano no les representaba, pues no existía mecanismo para que las colonias 
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enviaran representantes al mismo. De ese modo, el proceso de independencia 
buscaba restaurar los derechos conculcados arbitrariamente, como lo señala Núñez 
Leiva: “...No se luchaba por la emancipación de un régimen, sino solo contra un 
Parlamento que no respetaba los principios básicos del orden establecido...” Es 
evidente el contraste entre el proceso revolucionario norteamericano y el francés. 
La lucha de 1789 era en contra del antiguo régimen, los privilegios de los dos 
estamentos preminentes y el logro de libertades y derechos que no se habían 
gozado nunca. No era su propósito restaurar derechos, sino crearlos. El legado 
histórico, en cada caso, condicionó el sentido de las reivindicaciones. 

Y, finalmente, esos valores definieron los mecanismos de garantía que se 
establecieron en uno y otro modelo. La Constitución norteamericana adquirió 
aplicabilidad inmediata, a través del organismo Judicial y la instancia de la Corte 
Suprema. En Francia, como se dijo, la mayor preeminencia estuvo del lado de la 
legislación ordinaria, por medio de la cual se definirían los derechos y libertades, 
con lo cual adquirió mayor protagonismo el órgano Legislativo ordinario, en preludio 
de lo que más tarde sería el desarrollo del positivismo jurídico. 

En la definición del constitucionalismo moderno, sobresale el concepto de soberanía 
popular, pero también el vínculo directo con la democracia. La Revolución francesa 
planteó el dilema de colocarse del lado del pueblo soberano, o bien, del lado de la 
constitución, “como ideal de estabilidad y de equilibrio, y así contra la desmedida y 
amenazante idea del pueblo soberano” (Fioravanti 2011, pág. 163). La democracia 
será constitucional, con lo cual se aspira a un justo equilibrio, afirma Fioravanti, entre 
el principio democrático y la idea de los “límites de la política” que se materializan a 
través de la fuerza normativa de la constitución y del control de constitucionalidad 
(Fioravanti 2011, pág. 163-164), que habría de adquirir gran relevancia, como se 
verá, en la fase neoconstitucional. 

1.2 De la Constitución de Weimar al totalitarismo 
1.2.1 Constitución de Weimar 

El desarrollo del constitucionalismo alemán posee ciertas características propias 
que lo diferencian del proceso seguido por el resto países de Europa. Un primer 
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elemento a considerar es que Alemania se integró como Estado nacional en forma 
tardía. Los territorios que actualmente comprende formaron parte del Sacro Imperio 
Romano Germánico, el que se conoce como el primer Reich (962-1806), 
conformado por reinos, principados y ciudades libres, poco vinculados entre sí, 
dispersos entre Austria, Alemania e Italia (Vila Casado 2007, pág. 120). 

La unidad alemana, como Estado, se construyó hasta el siglo XIX bajo la 
preeminencia de Prusia, impulsada activamente por el primer ministro Otto von 
Bismarck (1815-1898), llamado el Canciller de Hierro, nombrado en 1862. El 
Canciller era de ideas conservadoras, contrario al liberalismo y a los planteamientos 
parlamentarios. Bismarck promovió la unificación alemana en forma astuta, pues 
urdió una trama para que Napoleón III le declarara la guerra a Prusia en julio de 
1870, cuando el monarca francés exigió garantías al rey Guillermo I de que ningún 
miembro de la familia Hohenzollern reclamaría la corona española que se 
encontraba vacante (Kissinger 2004, pág. 113). Con motivo de la guerra, los estados 
alemanes se coaligaron para enfrentar a los franceses. El segundo Reich (imperio) 
quedó proclamado formalmente el 18 de enero de 1871, cuando la Alemania 
vencedora y Francia firmaron, en la Galería de los Espejos de Versalles, un tratado 
que ponía fin a la guerra; Alsacia y Lorena pasaron a formar parte del territorio 
alemán (Carpentier y Lebrun 2012, pág. 374). Este segundo Reich duró hasta 
noviembre de 1918. 

En 1871 se promulgó una Constitución para que rigiera a ese segundo imperio, la 
cual, prácticamente, fue otorgada, es decir, concedida por el káiser (emperador). En 
ella se estableció que el rey de Prusia, Guillermo I, era también káiser de Alemania. 
Asimismo, se configuró una estructura federal formada por cuatro reinos, seis 
ducados, cuatro condados, ocho principados, tres ciudades libres y un territorio 
(Alsacia y Lorena). Se creó la Dieta Nacional ( Reichstag ), elegida a través de 
sufragio universal igual y directo, con limitadas facultades legislativos y carente de 
control político (Vila Casado 2007, pág. 122-123). 

Lo anterior nos permite señalar que Alemania surge como Estado nacional, contrario 
a lo ocurrido en otros países europeos, no como producto de un movimiento liberal 
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revolucionario que impulsara cambios estructurales, sino debido a la consolidación 
de una monarquía que se vale del constitucionalismo (otorgándole un texto básico 
a la nación) para alcanzar la unidad y superar la fragmentación históricamente 
heredada. Debido a la visión conservadora que prevalece en la Constitución de 
1871, no se configura una democracia parlamentaria al estilo inglés, y se enaltecen, 
desde un principio, los valores nacionalistas. 

De este modo, el constitucionalismo alemán del segundo fíeich posee caracteres 
marcados de conservadurismo monárquico, que para la segunda mitad del siglo XIX 
ya parecían anacrónicos en otros países. En Alemania se “había producido el 
fracaso histórico del liberalismo a raíz de la victoria de la línea de Bismarck” 
(Salvadori 2013, pág. 27). En lo económico, la burguesía tenía preeminencia, pero 
en lo político su papel era secundario, pues el Estado se hallaba dominado “por un 
bloque formado por la aristocracia, la alta burocracia y la casta militar” (Salvadori 
2013, pág. 57). Es por eso que, como lo señala Patiño Camarena, la “doctrina 
alemana conviene en caracterizar a la constitución de 1871 como ‘imperialista y 
federalista’” (2014, pág. 86). Esto se ve confirmado por el hecho de que el 
constitucionalismo social, es decir, el que tiende a trascender más allá de la 
concepción liberal-individualista, ya había comenzado a gestarse en otros países 
europeos desde el siglo XIX, bajo el influjo de las reivindicaciones socialistas. De 
esa cuenta, la primera constitución socialista del mundo fue la de Francia de 1848, 
promulgada en el seno de la llamada tercera revolución (Naranjo Mesa 2003, pág. 
48). En tanto, Alemania nacía como Estado nacional en 1871, con una constitución 
otorgada, similar a la de Francia de 1814. 

En el desarrollo del constitucionalismo social, figura la Constitución francesa de 
1848, la mexicana de 1917, que fue resultado de la revolución de 1910, y la 
Constitución de Weimar de 1919 (Naranjo Mesa 2003, pág. 48). 

Antes de que pudiera llegar a consolidarse el constitucionalismo social como la 
tendencia predominante, el de corte liberal padeció una severa crisis durante el 
período de entreguerras, es decir, de 1919 a 1939, al que Naranjo Mesa califica 
como el del constitucionalismo “corporativo” de tipo fascista, el cual prevaleció en 
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varios países europeos (2003, pág. 49). Fue esta también la fase de crisis 
democrática y de la ascensión del totalitarismo, tanto en su modalidad fascista 
(Mussolini, Hitler, Franco, Salazar) como comunista (que inició en Rusia con Lenin 
y, tras su muerte, se radicalizó aún más con Stalin). 

En este apartado se estudiará el proceso histórico de cómo se gestó la Constitución 
de la República de Weimar en Alemania, las bases que sirvieron para su elaboración 
y el análisis de su principal contenido. 

1.2.1.1 La revolución de noviembre de 1918 

La Constitución de Weimar es el resultado inmediato de la revolución popular 
incruenta de noviembre de 1918, mediante la cual Alemania se declaró república e 
inmediatamente después aceptó el armisticio que ponía fin a la Primera Guerra 
Mundial (Eyck 1962, pág. 44). Esta revolución tuvo como detonante la orden de los 
jefes de la Marina, dada a finales de octubre, de realizar un último ataque suicida 
contra los ingleses para salvar el honor alemán, cuando era un secreto a voces que 
de un momento a otro se firmaría el armisticio (Orlow 1999, pág. 96). El 28 de ese 
mes, el alto mando ordenó que partiera la flota de Wilhelmshaven. Los marineros 
desobedecieron la orden, prefiriendo salvar sus vidas antes que el honor nacional, 
por lo que se amotinaron (Silva Triste 2005, pág. 48). A esto le siguió otra rebelión 
en el puerto de Kiel (3 de noviembre), que se extendió pronto por toda Alemania en 
forma de huelgas, dando lugar a que el régimen fuera finalmente depuesto 
(Thomson 2000, pág. 86). Los marineros desarrollaron una forma de organización 
que cobraría importancia en Alemania; se trató de los comités que, emulando los 
soviets rusos, significaron una forma de organización democrática que se esparció 
también, entre otros países, en Italia, Hungría y Austria (Wietz 2015, pág. 20-21). 

Todos estos eventos ocurrieron cuando el país aún se encontraba en guerra con los 
aliados. El alto mando militar sabía que la guerra estaba perdida y que ya se 
presentaba un problema de gobernabilidad para el país. El canciller del Reich, el 
príncipe Max von Badén, y su gabinete habían urgido al káiser Guillermo II unos 
días antes para que abdicara a favor de uno de sus hijos más jóvenes, pero el 
emperador dudó hacerlo hasta que fue muy tarde. El 9 de noviembre, von Badén 
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tomó por su cuenta dos importantes decisiones: la primera, anunciar que el 
emperador había abdicado (lo que realmente no hizo, sino hasta el 28 del mismo 
mes y oponiendo objeciones) y, segundo, pidió al líder del partido de los 
socialdemócratas mayoritarios, Friedrich Ebert (1871-1925), que le sucediera en el 
cargo de canciller del Reich. Von Badén carecía de toda facultad constitucional para 
designar a su sucesor y, para colmo, el Parlamento no se encontraba reunido ese 
día (Orlow 1999, pág. 97). Ebert, después de una rápida consulta con la dirigencia 
del partido, aceptó el cargo, para así gobernar junto a cinco personas más. 

Von Badén, tiempo después, confesaría cuáles fueron sus verdaderas intenciones 
al ofrecerle su puesto a Ebert: 

Me dije a mi mismo: la revolución está en la víspera del éxito; no podemos 
aplastarla, pero quizás podamos estrangularla... si Ebert es introducido ante 
mí como el tribuno del pueblo, entonces tendremos una república; si es 
Liebknecht, bolchevismo; pero si el emperador abdicante nombra a Ebert 
canciller, existe aún una ligera esperanza para la monarquía (Carr 1987, pág. 
240-241). 

Además, a las maquinaciones del saliente canciller debía sumarse la de los 
generales Erich Ludendorff (1865-1937) y Paul von Hindenburg (1847-1934), 
principales promotores de la continuación de la guerra, quienes “...pretendían que 
la responsabilidad de la inminente derrota, lejos de atribuirse al káiser y al Ejército, 
recayese en el Parlamento...” (Weitz 2015, pág. 19). 

Sin embargo, de acuerdo con William Carr, todas esas maniobras se vieron 
amenazadas cuando a Philip Heinrich Scheidemann, miembro del gabinete 
provisional y del grupo de los socialistas mayoritarios, llegó la noticia, ese mismo 9 
de noviembre, de que el líder comunista Karl Liebknecht tenía intención de 
proclamar una república soviética desde el balcón de un castillo. El reporte era 
erróneo, pues lo que pretendía Liebknecht era una “república socialista libre”, pero 
Scheidemann y sus colegas no estaban para hacer sutiles distinciones entre lo que 
se proponía el líder extremista. Scheidemann se apresuró al balcón del Reichstag, 
con la determinación de prevenir que Liebknecht volviera a Alemania una “provincia 
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rusa”. Arengó a la multitud y finalizó su perorata con las fatídicas palabas para la 
monarquía: “Larga vida a la gran república germana”. Ebert, lívido de rabia, espetó 
a Scheidemann: “Tú no tienes derecho a proclamar la república”, ya que “si 
Alemania se vuelve una república o cualquier cosa más es un asunto a decidir por 
una asamblea constituyente”. Ebert había esperado, incluso en esa última hora, 
salvar la monarquía, evitando cualquier mención de la palabra “república” hasta que 
se reuniera la asamblea constituyente. Después del discurso de Scheidemann, esta 
esperanza estaba enterrada para siempre (Carr 1987, pág. 241). 

Las expectativas que el príncipe von Badén puso en Ebert estaban fundadas, pues 
trató de salvar la monarquía hasta el último momento. Sin embargo, de acuerdo 
también a lo previsto por el antiguo canciller, ahora Ebert, ante la imposibilidad de 
restituir el anterior régimen, habría de encargarse de que en Alemania se 
estableciera una república y no un satélite soviético, como temían los 
socialdemócratas mayoritarios, los monárquicos y la burguesía. Ebert expidió su 
primera proclama popular el 9 de noviembre, la cual firmó bajo la denominación de 
“canciller imperial”. En ella manifestó que el objetivo del gobierno era traer paz a 
Alemania tan pronto como fuera posible y “establecer firmemente la libertad que ella 
había logrado”, frase significativa que claramente implicaba que la revolución había 
finalizado (Carr 1987, pág. 241). Acá, una vez más, se evidencia cómo, de manera 
similar a lo sucedido en Estados Unidos y en Francia en sus momentos 
revolucionarios, existió la preocupación de la dirigencia alemana de acabar, tan 
pronto fuera posible, con la revolución, para así tranquilizar a los grupos 
gobernantes tradicionales y asegurar que no habría cambios radicales que temer. 

En la conformación de un gobierno provisional inmediatamente después de la 
deposición del káiser, los socialdemócratas buscaron como estrategia asociarse 
con otras tendencias políticas (noviembre de 1918). Sus miras para cogobernar se 
orientaron hacia el grupo del Partido Socialdemócrata Independiente, el cual puso 
varias condiciones para sumarse al régimen. Una de ellas fue que se aceptara el 
principio de una “república social”, lo cual, como lo señala Eyck, eran palabras que 
cada hombre estaba en libertad de interpretar como deseara (1962, pág. 49). 
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Adicionalmente, se pidió que sólo socialistas deberían participar en el gobierno (no 
liberales, como habría esperado Ebert), el gobierno debía reconocer que todos los 
poderes residían en los consejos de los trabajadores y de los soldados y, finalmente, 
que el llamado a la asamblea constituyente se postergaría hasta que la revolución 
estuviera consolidada. Ebert aceptó renuentemente y el nuevo gobierno se integró 
el 10 de noviembre (Carr 1987, pág. 242). 

El gabinete del nuevo gobierno, si bien desechó esa denominación “burguesa” y 
adoptó la de Consejo de Representantes del Pueblo, asumió el poder con carácter 
transitorio y se conformó con tres representantes de los socialistas mayoritarios y 
tres de los independientes, a quienes se les llamó comisarios, con lo cual se 
ratificaba su carácter incluyente y popular, no dominado exclusivamente por los 
primeros. Los tres comisarios de la mayoría socialista eran Friedrich Ebert (1871- 
1925), quien llegaría a ser el primer presidente en la república de Weimar; Philip 
Heinrich Scheidemann (1865-1939), más tarde canciller de la misma y al que se 
atribuye la prematura proclamación de la República del 9 de noviembre de 1918; y 
Otto Landsberg (1869-1957), quien después fue ministro de justicia; y los tres 
comisarios independientes fueron Hugo Haase (1863-1919, fue asesinado), 
Wiihelm Dittman (1874-1954) y Emil Barth (1879-1941), este último el izquierdista 
más radical del grupo. 

El establecimiento de la república significó la abolición de la monarquía 
constitucional, por lo que Guillermo II huyó, sin ningún problema, a los países bajos 
y terminó así el predominio de la Casa dinástica de los Hohenzollern, que desde el 
siglo XI o XII había tenido tanto poder para regir a Alemania; previamente, todos los 
príncipes habían abdicado en los diferentes lánder (Orlow 1999, pág. 97). La 
Primera Guerra Mundial finalizó dos días después de la proclama republicana, el 11 
de noviembre, cuando Alemania aceptó el armisticio ante los aliados, en medio de 
la convicción de que la resistencia no podía continuar bajo el ambiente de una 
revolución en marcha (Eyck 1962, pág. 64). 

En lo político, el ala izquierda en Alemania, representada por el partido socialista, 
se encontraba dividida y confrontada, en un principio, por al menos dos tendencias 
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desde antes de comienzos de la guerra (1914). Las discrepancias internas se 
debían ai dilema que se presentó entre los marxistas sobre la vía a seguir para 
hacerse del poder. Por un lado, estaba el grupo de los socialdemócratas 
mayoritarios, quienes creían en el reformismo, es decir, aceptaban el capitalismo y, 
para transformarlo, hacerse del poder no por la vía revolucionaria, sino mediante 
elecciones libres. En tanto el otro grupo consideraba la ruta revolucionaria, como la 
única posible, para así destruir el capitalismo y sustituirle con el socialismo. 

En la resolución del partido socialdemócrata del 4 de agosto de 1914, se aceptó la 
propuesta del líder Hugo Haase según la cual: “No vamos a abandonar a la patria 
en su hora de peligro” (Eyck 1962, pág. 47), lo cual significaba apoyar la guerra y 
enaltecer el nacionalismo alemán. Para los miembros del partido socialista, la 
resolución de la dirigencia representó traicionar las consignas de la Segunda 
Internacional Socialista, así como sus principios básicos. Eyck lo consigna así: “Mil 
veces habían jurado que la sociedad burguesa era su enemiga mortal, pero ahora 
los líderes del partido se convertían en ‘socialistas burgueses’; por el gobierno que 
dirigieron eran sin duda burgueses, no socialistas” (1962, pág. 48). Además, 
ofrecieron que habría una tregua en la realización de las huelgas y reivindicaciones 
populares en tanto durara la guerra. 

Por el otro lado, estaba el grupo más radical, que buscaba fundar una república al 
estilo soviético, desechaba el capitalismo, propugnaba por el establecimiento de un 
Estado obrero y se oponía a la guerra. Esta tendencia era la del grupo de los 
socialistas independientes, que habrían de separarse del partido socialista alemán. 
Del seno de este grupo, al darse el apoyo de los líderes socialdemócratas al káiser, 
se escindió un ala para conformar el grupo de los espartaquistas, quienes finalmente 
fundarían el Partido Comunista Alemán a finales de 1918. Los espartaquistas 
alentaron y trataron de liderar y orientar la revolución popular de noviembre de 1918, 
para ello contaron con el apoyo de la revolución rusa, la cual les proveyó en parte 
de armas (Eyck 1962, pág. 48). 

No obstante, gracias a las previsiones del príncipe von Badén, el poder correspondió 
ejercerlo de manera inmediata a los socialdemócratas encabezados por Ebert, 
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quienes habían apoyado al káiser durante la guerra al aprobar los créditos 
necesarios para financiar la guerra. Por tanto, eran corresponsables de los trágicos 
resultados de la guerra para el pueblo alemán, no sólo los ocurridos durante el 
conflicto bélico, sino también de la desventajosa paz que se logró con el tratado de 
Versalles. 

Sin embargo, la cuestión política de fondo estaba entre quienes proponían 
establecer una democracia en Alemania y aquellos que demandaban una dictadura 
del proletariado á la russe [a la rusa] (Eyck 1962, pág. 49). Los primeros pasos 
republicanos en Alemania también suponían una redefinición muy importante: 
¿quién debía ser el depositario del poder en esa nueva circunstancia de la vida 
nacional? ¿una constituyente, electa democráticamente mediante sufragio 
universal, o bien, los trabajadores y el ejército, para establecer la dictadura del 
proletariado? El Partido Socialista Mayoritario de Ebert se pronunciaba a favor de la 
elección de una asamblea constituyente. Los independientes favorecían la opción 
de depositar el poder en manos de los representantes de los trabajadores y del 
ejército (Eyck 1962, pág. 49). 

La gran convención de trabajadores y soldados del 10 de noviembre de 1918, 
desechó la moción de que el poder radicara en ellos (Eyck 1962, pág. 49), por lo 
que reconocieron el gobierno provisional que se había conformado y la elección de 
una asamblea constituyente mediante votación universal. Sin embargo, esto no fue 
suficiente para apaciguar la efervescencia que vivía Alemania para ese momento. 
El retorno y reincorporación a la vida social de ocho millones de soldados que se 
encontraban en activo y volvían de los diferentes frentes de batalla (Weitz 2015, 
pág. 12), junto al escenario desolador que encontraron en su patria a su regreso, 
generó también la proliferación de focos de violencia y agitación, al no encontrar 
empleo ni ubicación, y sumirse en el hambre y la pobreza. Este ambiente se vivía 
en el mismo Berlín, en donde ni siquiera el gobierno estaba por completo a salvo, 
pues en las calles se escuchaban disparos de día y de noche. 

El día 10 de noviembre, el general Wilhelm Groener, a la sazón nuevo Primer 
Comandante General del Ejército, bajo el consentimiento de Paul von Hindenburg 
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(que había dirigido la política alemana durante los últimos dos años), le ofreció a 
Ebert un pacto: a cambio de que se mantuviera al cuerpo de oficiales libre de la 
interferencia “política”, es decir, del parlamento, y apoyar los esfuerzos para limitar 
las actividades de los consejos (populares) de soldados, el ejército asistiría al 
gobierno en el mantenimiento del orden interno (especialmente en Berlín, en donde 
la policía había demostrado su ineficacia y había grupos armados en las calles) y 
administraría la desmovilización de las tropas del frente (más de tres millones de 
soldados posicionados en Francia y Bélgica, que debían ser retirados a más tardar 
el 12 de diciembre). Además, adentrándose en la arena política, Groener fue claro 
con Ebert al decirle que el cuerpo de oficiales esperaba que defendiera a Alemania 
contra el bolchevismo, el cual se ponía a disposición del gobierno para este 
propósito (Carr 1987, pág. 244). 

Ebert, sin consultar a sus colegas del gobierno provisional, aceptó lo que se conoció 
como el pacto Ebert-Groener (Orlow 1999, pág. 99). El 12 de noviembre, para sellar 
el pacto, el gabinete telegrafió a Hindenburg un mensaje en el que se le informaba 
que conservada el poder de mando sobre los oficiales. Ese acuerdo, con los años, 
sería denunciado por el ala izquierda socialista como la prueba de la traición de 
Ebert a la revolución. En el concepto de Ebert, no se trató de una felonía sino, 
simplemente, de una precaución necesaria contra la violencia de la izquierda 
extrema (Carr 1987, pág. 244). Lo cierto es que a través del pacto se formalizó la 
alianza entre el partido socialdemócrata mayoritario y el alto mando del ejército 
alemán que serviría para reprimir, en forma violenta, la pretensión del ala izquierda 
socialista de llevar a una fase más radical a la revolución popular. 

Ante la inestabilidad social en ascenso, así como por los motines y ataques de 
violencia que se vivían en Berlín, Friedrich Ebert hizo que se movilizaran tropas 
militares para apaciguar la capital el 24 de diciembre de 2018. Los tres comisarios 
independientes, en un error táctico que fortaleció al gobierno de Ebert, anunciaron 
su renuncia del gabinete tres días después, lo cual también estuvo motivado por el 
hecho de que los trabajadores y el ejército se pronunciaron a favor de los socialistas 
mayoritarios y rechazaron la moción de crear una república socialista al estilo ruso. 
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Las vacantes fueron cubiertas por miembros del partido de Ebert. De manera previa, 
el Congreso aprobó el 19 de diciembre, por una amplia mayoría (400 votos a favor 
y 50 en contra), el proyecto de que se convocara a elecciones generales para 
integrar la asamblea constituyente, las cuales se realizarían el 19 de enero de 1919 
(Eyck 1962, pág. 51). 

El único respaldo con el que contaban los opositores a los socialistas mayoritarios 
se encontraba en las calles, en donde se evidenciaba la ingobernabilidad en que se 
sumía Alemania. Se temía una guerra civil y la anarquía. Para restablecer el orden, 
Ebert utilizó al ejército y reprimió las manifestaciones y revueltas populares en forma 
violenta. El punto álgido de la confrontación ocurrió cuando los espartaquistas 
intentaron hacerse del poder, en los días comprendidos entre el 5 y el 12 de enero 
de 1919, para llevar a sus últimas consecuencias la revolución, en lo que se conoce 
como la semana Espartaco (Orlow 1999, pág. 100). Sin embargo, inmediatamente 
devino la reacción del ejército para reprimir el movimiento y los dos máximos líderes 
comunistas, Rosa Luxemburgo y Karl Lierknecht, fueron secuestrados y asesinados 
en Berlín por un grupo militar durante la llamada “semana sangrienta” que se dio del 
6 al 12 de enero de 1919, con lo cual los comunistas fueron derrotados (Carpentier 
y Lebrun 2012, pág. 495). Había concluido la segunda revolución alemana, dejando 
temor entre la clase media al marxismo (Orlow 1999, pág. 100-101). Los 
socialdemócratas en el poder, podían promover la promulgación de la Constitución 
de la República de Weimar. 

Había pasado el momento crítico para Alemania, según el cual existía el peligro de 
que se creara una emulación del régimen soviético. Bajo el liderazgo 
socialdemócrata de Ebert la opción que se adoptó fue la de buscar la vía occidental 
para construir una sociedad pluralista, a través de la promulgación de una 
constitución republicana y democrática. 

El historiador William Carr, al referirse a este período, ha señalado varias 
conclusiones importantes sobre los alcances de la “Revolución de Noviembre” de 
1918 en Alemania (las mayúsculas son de él). Así, destaca que los logros de la 
misma fueron indudablemente limitados. Ya no existía el imperio ni las dinastías, 
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pero ambas eran ya anacronismos inocuos para la época. El sufragio universal y el 
voto secreto se introdujeron en todos los estados federados ( lánder ) y comenzó el 
reino de la democracia parlamentaria, pero esto se había logrado antes de la 
Revolución de Noviembre, la cual no hizo más que confirmar un nuevo orden político 
creado por decreto del Comando Supremo. La República se aceptó por muchos 
alemanes no como una forma superior de gobierno, sino como un medio 
conveniente para llenar el vacío dejado por el colapso de la monarquía. Se creyó 
amplia, pero erróneamente, que la alternativa del parlamentarismo conservador era 
una dictadura roja, la cual era querida sólo por una reducida minoría. La estructura 
social alemana se vio apenas afectada por la revolución. El espíritu de la Alemania 
imperial continuó viviendo en el no reformado servicio civil, y en los cuerpos de la 
judicatura y de la oficialidad. Tampoco el poder de los barones de la industria tuvo 
mucho que temer a la revolución. Si uno cree, como muchos socialistas lo hicieron 
en 1918, que la democracia es fatalmente debilitada a menos que los reductos del 
poder y el privilegio sean asaltados y sujetados a la voluntad general, entonces la 
Revolución Alemana ciertamente fue un fracaso por el que los tres partidos 
socialistas deben cargar con la responsabilidad (Carr 1987, pág. 249-250). 

A lo afirmado por Carr, debe destacarse que la izquierda alemana, debido a 
confrontaciones internas, no supo aprovechar el poder que las circunstancias 
hicieron recayera en sus manos. Los disensos sobre el rumbo a seguir, las 
traiciones o abdicación a los ideales, así como el temor a lo vivido en Rusia, hicieron 
que resultara inocua la gestión socialista para introducir cambios estructurales en lo 
económico, lo social y lo político. Sin embargo, había caído la monarquía 
constitucional y Alemania iniciaba la vida republicana, si bien en medio de las 
dificultades que supuso la paz establecida conforme el Tratado de Versalles, como 
oportunamente se expuso. 

El partido socialista mayoritario de Ebert nunca fue perdonado por los comunistas a 
causa de lo que calificaron como la “traición a la revolución”; de igual manera, el ala 
derecha y conservadora alemana olvidó lo que Ebert había hecho por ellos, y acusó 
a todos los socialistas de ser los “traidores de noviembre” y de haber apuñalado por 
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la espalda a la madre patria, un legado que pesó sobre el partido en tanto existió la 
república de Weimar (Carr 1987, pág. 250). 

Resumiendo, en este apartado se ha analizado cómo se llegó, en medio de la guerra 
y con el beneplácito del alto mando del ejército, a la conclusión de la monarquía 
milenaria en Alemania, así como del régimen monárquico constitucional, para 
establecer una república. Las fuerzas políticas en confrontación se dieron entre los 
socialistas, que se escinden y radicalizan hasta llegar a conformar el partido 
socialista mayoritario, el independiente y el comunista. Ante el temor de que se 
estableciera una república socialista, de manera violenta se eliminó al ala 
comunista, mediante el asesinato de sus dos máximos líderes. Sin embargo, la 
opinión de la mayoría parlamentaria fue decisiva para evitar la vía revolucionaria al 
estilo bolchevique y optar por la parlamentaria y democrática, lo que definiría la 
senda que seguiría Alemania en su primera experiencia republicana. Importante es 
el hecho de que el armisticio de la guerra correspondió aceptarlo al gobierno civil, 
con lo cual la cúpula militar, y más tarde los nazis, obtuvieron una bandera para 
crear la leyenda de que Alemania había sido derrotada por la traición de esos malos 
hijos, para así ser sometida. 

1.2.1.2 La asamblea constituyente 

Como lo ha señalado Dietrich Orlow, en teoría, las grandes decisiones a adoptar en 
la nueva república alemana se dejarían a la asamblea constituyente a elegir en 
1919. Sin embargo, existió una serie de acuerdos previos que definirían el contenido 
de la Constitución (1999, pág. 99). Así, por ejemplo, se respetarían los “derechos 
bien adquiridos”, con lo cual se evitaba toda purga de los oficiales del antiguo 
imperio, es decir, se cumplía lo previsto en el pacto Ebert-Groener a favor del alto 
mando del ejército, quienes en verdad habían gobernado durante los últimos años 
de la guerra. En lo que respecta al trabajo, los sindicatos, al sentirse amenazados 
de que pudieran ser desplazados por los comités populares de trabajadores, 
negociaron con los representantes de la industria, del 9 al 12 de noviembre de 1918, 
hasta arribar a lo que se conoce como el pacto Stinnes-Legien, firmado el 15 del 
mismo mes. Los trabajadores consiguieron las siguientes ventajas: jornada laboral 
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de ocho horas, mejoras salariales y la promesa de que los veteranos que habían 
vuelto serían recontratados sin la pérdida de su antigüedad en los puestos de 
trabajo que ocuparon (Orlow 1999, pág. 99). A cambio de estas concesiones, los 
sindicatos se comprometieron a suspender las huelgas en el país, asegurar una 
producción ordenada, neutralizar a ios consejos de trabajadores e impedir la 
socialización de la producción. Complementariamente, ambas partes acordaron que 
toda negociación sobre cuestiones laborales se haría entre ellas, desechando así a 
los consejos populares y descartaando todo lo relacionado con la socialización de 
la producción. En una palabra, los sindicatos y los industriales se aliaron para iniciar 
un programa reformista que evitara el “peligro rojo”. 

El tema de llamar a una asamblea constituyente no fue motivo de discordia entre 
los socialistas mayoritarios y los socialistas independientes. Quienes no estuvieron 
de acuerdo en ello, atendiendo al reclamo de conceder el poder ai pueblo, fueron 
los espartaquistas. El disenso sobre la constituyente giró en torno a cuál sería el 
momento para realizar la elección. Los socialistas independientes pensaban que, 
dada la tradición autoritaria y la concentración del poder político y económico en 
Alemania, debía darse primero un período de vivencia socialista y democratización 
del país, para más tarde integrar la asamblea (Carr 1987, pág. 243). Los socialistas 
mayoritarios, por el contrario, urgían a que, lo más pronto posible, se llamara a la 
constituyente. 

Ese disenso entre los socialistas devino en una lucha silenciosa entre los dos 
partidos en el poder. Los socialistas mayoritarios apuraron el programa de reformas 
sociales que por tanto tiempo habían esperado los trabajadores. Así, durante 
noviembre y diciembre de 1918 comenzaron a implementarse una serie de medidas 
de contenido social: 

...El gobierno extendió el sistema de asistencia social en estos meses; se 
reconoció el día laboral de ocho horas, a los trabajadores agrícolas y a los 
oficiales se les otorgó el derecho de formar sindicatos, hubo legislación para 
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proveer trabajo a los soldados desmovilizados y mejoras en el seguro por 
enfermedad y beneficios para los desempleados... 77 (Carr 1987, pág. 243). 

Una vez los tres miembros del partido socialista independiente se retiraron del 
gabinete, a finales de diciembre de 1918, los socialistas mayoritarios pudieron 
establecer su agenda sin oposición alguna. 

En cuanto al proceso que llevaría a integrar la asamblea constituyente, el gobierno 
provisional estableció que el sufragio sería igualitario -es decir, no censitario ni de 
tres clases como el que existía anteriormente (Silva Triste 2005, pág. 49)- y 
universal para todos los alemanes de 20 años y más, incluyendo por primera vez el 
voto femenino. La edad para el ejercicio del voto, así, se redujo de 25 a 20 años y, 
además, se introdujo el sistema electoral proporcional, en lugar del de mayoría 
(Móiler 2016, pág. 59). “El principio básico de la representación proporcional 
-explica Duverger- es que asegura una representación de las minorías en cada 
circunscripción en proporción exacta al número de votos obtenidos” (1992, pág. 
109). El sistema obtuvo rango constitucional, pues se estableció en el artículo 22. 
Favoreció la representación de las minorías, pero, de igual modo, en 1930, posibilitó 
que el partido nazi se convirtiera en uno de masas (Moller 2016, pág. 59). 

Las elecciones, según lo programado, se realizaron el 19 de enero de 1919. Los 
resultados, de manera contraria a lo esperado, fueron desfavorables para los 
socialistas, pues ios independientes obtuvieron sólo el 5% de los asientos y los 
mayoritarios 39%, con lo cual, sumados los resultados, eran un bloque minoritario. 
En tanto, los partidos burgueses y de derecha, aunque divididos entre sí, eran 
mayoría y podían reafirmarse en el nuevo Estado alemán (Silva Triste 2005, pág. 
49). El voto femenino se manifestó a favor de los partidos que promovían la 
prevalencia del status quo (Carr 1987, pág. 253). La asamblea, dominada por las 
clases medias, se opuso a los experimentos socialistas (Carr 1987, pág. 248). Estos 


77 ...The government extended the social-welfare system ¡n these months; the eight-hour day was 
recognised, agricultural workers and officials were given the right to form trade unions, there was 
legislation to provide work for demobilises soldiers and improvements in sickness insurance and 
unemployment benefits... 
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resultados no dejan de ser irónicos, pues evidencian que, a pesar de la revolución, 
los partidos tradicionales, por la vía democrática, consiguieron recuperar el poder. 

Para marzo de 1919, en Berlín se vivieron confrontaciones entre socialistas 
independientes y los consejos de trabajadores que las autoridades intentaban 
desarticular en las fábricas. El gobierno, a través de su ministro de la defensa, 
Gustav Noske (1868-1946), utilizó del grupo de tipo paramilitar denominado 
Cuerpos Libres {Frei Korps) y, en forma violenta, reprimió las protestas (Carr 1987, 
pág. 248). 

Esa situación de inestabilidad en Berlín obligó a que la Asamblea Nacional 
( Nationalversammlung ) se reuniera en Weimar, Turingia, ciudad famosa porque en 
ella vivió Goethe. La labor constitucional de la Asamblea se realizó entre el 6 de 
febrero de 1919 y el 6 de junio de 1920. Algo importante respecto de la Asamblea 
es que tuvo una doble función, pues le correspondió desempeñarse tanto como 
legislatura provisional del Reich y también asumir el rol de una convención 
constitucional (Orlow 1999, pág. 103). 

Mientras tanto, el partido de Ebert, para poder continuar en el poder, buscó aliarse 
con los grupos menos reaccionarios, lo que permitió que la Asamblea reunida en 
Weimar lo designara en febrero de 1919 como el primer presidente de la república 
(Silva Trieste 2005, pág. 51). 

Los socialistas independientes, debido al curso de los acontecimientos, plantearon 
una alternativa diferente desde 1919-1920; es la que se conoce como la “tercera 
vía”, la cual pretendía evitar los errores de los socialistas mayoritarios y la brutalidad 
bolchevique para la transformación de la sociedad. Los socialistas independientes 
argüían que, en tanto los capitalistas controlaran los “altos mandos” de la economía 
y de la administración pública, la dominación socialista de las instituciones políticas 
carecía de sentido. Por esta razón, el ala izquierda de la social democracia deseaba 
mantener los consejos de trabajadores y soldados como los vehículos para el 
control proletario y la implementación de cambios estructurales que se requerían en 
la sociedad alemana, para así transformarla del capitalismo al socialismo (Orlow 
1999, pág. 102). 
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Para resumir, una vez desaparecida la monarquía alemana, la república debía 
legitimarse mediante la forma constitucional. Sin embargo, las visiones encontradas 
dentro de los partidos socialistas evidenciaban distintos rumbos para conducir a 
Alemania. El grupo de Ebert deseaba la convocatoria inmediata de la constituyente, 
para así posibilitar un régimen parlamentario y democrático, al estilo de la tradición 
liberal. El grupo más revolucionario, por el contrario, buscaba se postergara ese 
momento para más adelante. 

Los sectores tradicionales de poder supieron aprovechar el momento para que toda 
la responsabilidad de la paz y el establecimiento de la república quedara como la 
traición a la madre patria, y recuperaron espacios de poder mediante las elecciones 
de la Asamblea Constituyente. 

1.2.1.3EI contenido de la Constitución de Weimar 

Una de las primeras decisiones de la Asamblea Nacional de Weimar fue legitimar 
los cambios políticos ocurridos desde noviembre y reemplazar el Consejo Popular 
de Comisarios y lo que quedaba de los consejos de obreros y soldados, mediante 
la creación de la presidencia del Reich y un gabinete que le asistiera para gobernar. 
Al efecto, se eligió a Ebert como presidente, quien obtuvo 277 de los 379 votos 
emitidos (Eyck 1962, pág. 64), y éste eligió al socialista mayoritario Philipp 
Scheidemann como canciller dentro de una coalición de partidos -socialistas, 
demócratas y centristas (Eyck 1962, pág. 65)- que conformaron el gabinete (Orlow 
1999, pág. 103). 

Cuando se reunió la Asamblea el 6 de febrero en su sesión inaugural, tres partidos 
-el Socialdemócrata de Alemania (SPD, por sus siglas en alemán), Zentrum 
(católico) y el también centrista Partido Democrático Alemán- tuvieron por objetivo 
“dar fin a la revolución mediante la elección de un órgano constitutivo”. En poco 
menos de una semana, los representantes dictaminaron una constitución de 
transición “con la que daba por terminado el proceso revolucionario”, la cual rigió 
por medio año, en tanto se promulgaba la definitiva. Esos tres partidos se hicieron 
del gobierno provisional (Móller 2016, pág. 83). 
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En diciembre del 918 el gobierno transitorio pidió al reconocido académico Hugo 
Preuss, un judío miembro del Partido Democrático Alemán y designado por Ebert 
Secretario de Estado, que preparara un borrador de constitución para presentarlo a 
la futura Asamblea. Preuss, en junio del año anterior, había dirigido un 
memorándum al gobierno en donde exponía la necesidad de que, mediante la 
emisión de una constitución, se diera un cambio político de fondo en Alemania (Eyck 
1962, pág. 54-55). 

En el orden puramente constitucional, existieron dos asuntos en particular que 
generaron largos y apasionados debates en la Asamblea. Uno de ellos era cuál 
debía ser la futura estructura política del Reich, la otra si debía revisarse la 
organización federal alemana (Orlow 1999, pág. 103). La propuesta presentada por 
Preuss en el borrador constitucional publicado el 6 de enero de 1919, se inclinó 
hacia la conformación de un estado alemán cuya base fuera unitaria, lo cual, en su 
momento, había sido eludido por Otto von Bismarck. Además, se pronunció por la 
creación de una división política que diera vida a nuevos estados ( lánder), es decir, 
una estructura federal distinta para el país, atendiendo a afinidades étnicas, 
económicas e históricas (Eyck 1962, pág. 56). Ambos aspectos contravenían la 
tradición alemana, pues la federación del imperio estuvo compuesta por reinos, 
principados y ciudades (Artola 2005, pág. 207); además, existía la amenaza de 
diferentes tendencias separatistas para ese momento, como en Baviera. 

El 24 de febrero de 1919, Preuss, en un discurso introductorio y explicativo, dirigió 
la Asamblea Nacional en el comienzo de su labor de redactar la primera constitución 
republicana en Alemania. Tomó tres días el que los distintos grupos de 
representantes definieran su posición respecto al establecimiento de un estado 
unitario o federal, republicano o monárquico. A continuación, el borrador de la 
constitución presentado por Preuss fue trasladado al Comité Constitucional en el 
cual cada artículo fue discutido dos veces, entre marzo y julio de ese mismo año. 
En las deliberaciones que siguieron en el pleno, Preuss mantuvo el dominio 
intelectual sobre la Asamblea (Eyck 1962, pág. 65-66). Finalmente, una versión 
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revisada del borrador de Preuss fue adoptada por la Asamblea por 262 votos contra 
75 (Carr 1987, pág. 254). 

Cari Schmitt, opositor de la Constitución de Weimar, al analizar la particular 
situación de la Asamblea Nacional alemana de 1919, ve en ella el establecimiento 
de una dictadura, desde la perspectiva del derecho constitucional: 

En la terminología de la Teoría constitucional del Estado burgués de Derecho, 
esta situación de la concentración en un único órgano de todos los poderes 
del Estado se denomina «dictadura». La peculiar situación de una Asamblea 
«constituyente» que se reúna tras la abolición de las anteriores leyes 
constitucionales, puede designarse con la mayor propiedad «dictadura 
soberana»... El volumen de facultades de su poder y de su encargo depende, 
por entero, de su criterio; también esta vinculación de facultad y criterio del 
facultado es una nota de la dictadura. Pero como falta todo marco de una 
normación legal-constitucional, esta dictadura no es comisaria, es decir, 
limitada por leyes constitucionales ya existentes y formuladas, sino soberana. 
Pero, por otra parte, sigue siendo dictadura, encargo. No es, por tanto, el 
soberano mismo, sino que obra siempre en nombre y por encargo del Pueblo, 
que puede en todo momento desautorizar a sus comisionados, por medio de 
una acción política (1996, pág. 78). 

Lo señalado por Schmitt es de la mayor importancia, pues evidencia una nota crítica 
no sólo respecto de la Asamblea Nacional alemana de 1919, sino de toda asamblea 
constitucional. El mecanismo de la representación traslada un mandato a ese 
cuerpo colegiado, el cual, una vez lo recibe, el poder y facultades que le asisten no 
tienen límite. Schmitt apunta que el soberano “puede en todo momento desautorizar 
a sus comisionados, por medio de una acción política”. Sobre lo cual cabe 
preguntar: ¿qué acción política puede emprender el soberano si no existe un marco 
legal definido, o bien, si lo hubiere, qué acciones legítimas podrían emprenderse? 
El caso alemán de 1919 es el resultado de una revolución. Por tanto, sólo cabría, 
como posible acción política, la adopción de medidas de hecho. Eso fue, 
precisamente, lo que pretendieron los espartaquistas desde antes de la integración 
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de la Asamblea Nacional, al percatarse que el ejercicio político llevaba al predominio 
de los partidos de las clases medias que se aliaban con los representantes del 
antiguo régimen, en particular con el alto mando del ejército. Y el conflicto se 
resolvió mediante acciones represivas y hasta el asesinato de los líderes opositores. 

En cuanto a la posibilidad de que existiera un marco jurídico de referencia, como 
sería el caso al darse una reforma constitucional, el problema consiste en establecer 
si la Asamblea Constituyente, una vez integrada, está dispuesta a reconocer los 
límites establecidos y no procedería a la promulgación de una total y nueva 
constitución. Acá también existe la dificultad de cuáles son las posibilidades del 
soberano, la nación/pueblo, de poder, en forma válida, proceder a una acción 
política que descalifique lo actuado por sus delegados. Y, una vez más, pareciera 
que la única vía sigue siendo la de las medidas de hecho, la promoción del 
amotinamiento (¿revolución?) contra los delegados. 

Schmitt señala al final del capítulo citado, el 6, cuál fue la decisión política más 
importante adoptada en la Constitución de Weimar: 

...La decisión política más importante se halla contenida en el preámbulo: «El 
pueblo alemán se ha dado esta Constitución», y en el art. 1,2: «El poder del 
Estado emana del pueblo». Estas frases indican como decisiones políticas 
concretas el fundamento jurídico-positivo de la Constitución de Weimar: el 
Poder constituyente del Pueblo alemán como Nación, esto es, unidad con 
capacidad de obrar y consciente de su existencia política (1996, pág. 79). 

No obstante, cabe preguntar: ¿qué hubiera pasado si la decisión se hubiera 
orientado a que continuara el régimen monárquico?, ¿qué acciones podría haber 
emprendido el soberano?, ¿qué acciones habrían realizado los aliados, que se 
encontraban vigilantes de los resultados del proceso constitucional en Alemania? 
Todo parece indicar que habría sido necesario, como única alternativa, promover 
medidas de hecho, al no existir alternativas de derecho. 

En cuanto a la preservación de la tradicional estructura federal alemana, Karl 
Loewenstein señala al respecto: 
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Aquel que quiere estudiar el federalismo hasta en su más fina elaboración, 
tendrá que pararse en Alemania, que lo ha practicado desde hace siglos. En 
el Reich de Bismarck se imposibilitó el funcionamiento de un auténtico 
federalismo por la hegemonía de Prusia. Prusia poseía no sólo dos tercios 
del territorio y de la población del Reich, sino que el rey de Prusia era 
constitucionalmente el detentador hereditario de la dignidad del emperador, y 
el primer ministro prusiano era, ex officio, canciller del Reich. Por el veto de 
Prusia en el Consejo Federal, se podía evitar cualquier enmienda 
constitucional, el resultado real de este federalismo híbrido fue la progresiva 
«prusianización» del Reich. Weimar aceleró la irresistible tendencia hacia el 
Estado unitario. La industrialización y el crecimiento de las ciudades minaron 
los derechos de los Lánder. La administración financiera del Reich, creada 
por la reforma de Erzberger (1919), se convirtió en el vehículo más importante 
de la centralización. Aun el órgano constitucional representando a los Lánder, 
el Consejo del Reich, se convirtió, contra todas las esperanzas, en un 
instrumento de la administración federal (1986, pág. 375-376). 

De esa cuenta, como lo consigna Artola, “la Constitución de Weimar redujo el 
número de los estados {Lánder), hasta quedar solamente 17 en 1933 y limitó el peso 
político de Prusia en el fíeichsrat (2005, pág. 171). 

Uno de los artículos más controversiales de la Constitución es el 48, que otorgó 
poderes extraordinarios para el presidente a efecto de disolver el gabinete cuando 
discrecionalmente lo considerase oportuno: 

Si un País no cumple los deberes que le impone la Constitución o las leyes 
del Imperio el Presidente de éste podrá obligarle a ello, con ayuda de la fuerza 
armada. 

Cuando se hayan alterado gravemente o estén en peligro la seguridad y el 
orden públicos en el Imperio, el Presidente puede adoptar las medidas 
indispensables para el restablecimiento de los mismos, incluso en caso 
necesario con ayuda de la fuerza armada. Con este fin puede suspender 
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temporalmente en todo o en parte los derechos fundamentales fijados en los 
artículos 114, 115, 117, 118, 123, 124 Y 153. 

El Presidente del Imperio habrá de dar conocimiento inmediatamente al 
Reichstag de todas las medidas que adopte con arreglo a los párrafos I 9 y 
2.° de este artículo. A requerimiento de éste dichas medidas quedarán sin 
efecto. 

El Gobierno de un País podrá aplicar provisionalmente en su territorio 
medidas de ias expresadas en el párrafo 2.°de este artículo cuando implique 
peligro el retraso en adoptarlas. Tales medidas quedarán sin efecto si lo 
reclaman el Presidente del Imperio o el Reichstag. 

Una ley del Imperio regulará los detalles. 

Las amplias facultades que este artículo daban al presidente sólo fueron utilizadas 
por Ebert en una ocasión, en tanto Hindenburg se valió de él varias veces, con lo 
cual debilitó el sistema parlamentario y su credibilidad. Hitler lo llevó ai extremo y lo 
utilizó para perpetuarse en el poder. 

En lo que respecta al avance en el reconocimiento de los derechos fundamentales, 
se establecieron 57 artículos que debían ser protegidos por el Estado, así como 
disposiciones relacionadas con los derechos sociales, “aunque a un nivel muy 
general y abstracto, entre los que se incluye el de la asistencia pública en salud” 
(López Oliva 2010, pág. 236). 78 

La Constitución de la República de Weimar está formada por 181 artículos, y se 
divide en Parte Primera: Organización y atribuciones del Imperio (artículos 1 al 108); 
Parte Segunda: Derechos y deberes fundamentales de los alemanes (artículos 109 
al 165); más las Disposiciones transitorias y finales (artículos 166 al 181). Cada una 
de las partes que comprende se encuentra dividida en secciones. 

La Parte Segunda: Derechos y deberes fundamentales de los alemanes, que es la 
que nos interesa, cuenta con cinco secciones, a saber: 


78 Las negrillas corresponden al original. 
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Sección I: La persona individual, artículos 109 al 118 (10 artículos). 

Sección II: La vida social, artículos 119 al 134 (26 artículos). 

Sección III: Religión y confesiones religiosas, artículos 135 al 141 (7 artículos). 
Sección IV: Educación y enseñanza, artículos 142 al 150 (9 artículos). 

Sección V: La vida económica, artículos 151 al 165 (15 artículos). 

El contenido de lo regulado en cada Sección es el siguiente: 


Sección 1: La persona individual 

Artículo 

Tema que regula 

109 

Igualdad de todos los alemanes ante la ley 

110 

Adquisición y pérdida de la nacionalidad 

111 

Derecho a la libre circulación en el territorio nacional 

112 

Derecho a emigrar a otros países 

113 

Derecho de la población a hablar un idioma extranjero sin que se 

establezcan dificultades legislativas ni administrativas 

114 

Inviolabilidad de la libertad personal 

115 

Inviolabilidad del domicilio 

116 

Sólo son penarse hechos regulados legalmente con anterioridad a 

su perpetración 

117 

Inviolabilidad de la correspondencia y comunicaciones 

118 

Libertad de emisión del pensamiento 


En esta primera sección, como se ve, se encuentran regulados los típicos derechos 
individuales de corte liberal. Para Alemania representó un avance especialmente la 
igualdad de las personas (art. 109), tanto para hombres como para mujeres, pero 
también en relación a títulos nobiliarios que servían para dar tratos especiales a las 


personas. 


Sección II: La vida social 

Artículo 

Tema que regula 
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119 

Protección constitucional al matrimonio. Igualdad de sexos. 

Obligación del Estado y de los municipios para la sanidad y el 

mejoramiento de la familia. Derecho a la compensación para familias 

numerosas y protección y auxilio estatal a la maternidad. 

120 

Priorización de educar a los niños 

121 

Igualdad para hijos legítimos e ilegítimos 

122 

Protección para la juventud 

123 

Derecho de reunión pacífica y sin armas, sin permiso especial 

124 

Derecho a la libre asociación 

125 

Libertad y secretividad del voto 

126 

Derecho de petición 

127 

Autonomía municipal 

128 

Derecho de los ciudadanos a acceder a cargos públicos 

129 

Nombramiento vitalicio de los funcionarios, salvo disposición legal 

en contrario. Respeto a los derechos adquiridos por los funcionarios, 

que se reconocen inviolables, en particular a los militares. 79 

130 

Se reconoce a los funcionarios como servidores de la comunidad y 

no de un partido. Se les garantiza la libertad de opinión política y de 

asociación. 

131 

Responsabilidad estatal o de la corporación por las infracciones de 

los funcionarios contra terceros. 

132 

Obligación para los ciudadanos de aceptar cargos no retribuidos. 

133 

Obligación ciudadana de prestar servicios personales al Estado y al 

municipio. El servicio militar se regulará en ley específica. 

134 

Obligación ciudadana de contribuir a las cargas públicas en 

proporción a su haber y conforme a la ley. 


Acá se evidencia, precisamente, el carácter general y abstracto de protección que 
se establece de los derechos sociales, como lo señala López Oliva. Destaca cómo 


79 Se consagra así, con rango constitucional, el compromiso de Ebert con la cúpula militar alemana 
en el sentido de preservarles los derechos a la oficialidad. 
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se regula la protección a los derechos de la oficialidad, conforme el compromiso de 
Ebert con el alto mando, y el carácter vitalicio de los nombramientos de funcionarlos, 
para proteger a una burocracia conservadora y privilegiada. 


Sección III: Religión y confesiones religiosas 

Artículo 

Tema que regula 

135 

Libertad religiosa y de conciencia 

136 

Separación entre creencia religiosas y garantía de los derechos y 

deberes políticos. Anticonfesionalismo estatal. 

137 

No existe iglesia oficial en Alemania. Reconocimiento a las iglesias 

del derecho a cobrar impuestos. 

138 

Obligación de suprimir legaimente las prestaciones que en los 

Estados corran a cargo de confesiones religiosas. 

139 

Reconocimiento de la vigencia del domingo y días festivos como 

fechas para el descanso y la perfección espiritual. 

140 

Garantía a la fuerza militar del tiempo necesario para cumplir sus 

deberes religiosos. 

141 

Reconocimiento para que en ei Ejército, hospitales, prisiones y 

establecimientos públicos se admitan las confesiones para las 

correspondientes prácticas, sin que se ejerza coacción alguna. 


En principio, en la sección precedente se reconoce la libertad de culto, pero también 
se prescribe tolerancia religiosa en las instituciones públicas para no obstaculizar el 
ejercicio de las diferentes confesiones. Se tiende a materializar ia separación entre 
Iglesia y Estado. 


Sección IV: Educación y enseñanza 

Artículo 

Tema que regula 

142 

Reconocimiento de la libertad en el arte, ciencia y enseñanza, los 

cuales gozan de protección estatal y apoyo para su 

desenvolvimiento. 
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143 

Establecimiento de la educación pública. Los docentes oficiales 

gozan del estatus de funcionarios públicos. 

144 

Inspección estatal de la enseñanza. 

145 

Escolaridad obligatoria para niños y jóvenes, con opción a crear 

establecimientos públicos gratuitos. 

146 

Establecimiento de la enseñanza conforme un plan, y aceptación de 

confesiones religiosas y filosóficas de las familias para fundarlas. 

147 

Obligación de que las escuelas privadas las autorice el Estado y 

estén sometidas a las leyes de los Estados federados. 

148 

Contenido obligatorio de la enseñanza comprenderá moral, civismo 

y perfeccionamiento personal y profesional, con tolerancia a las 

diversas formas de pensamiento. Todos los alumnos, al final de sus 

estudios, recibirán un ejemplar de la Constitución. 

149 

El plan escolar podrá ser laico o religioso. Es optativo al maestro 

participar en actos religiosos, para los niños será decisión de los 

padres. Se preservan las facultades de Teología. 

150 

Protección estatal al patrimonio cultural y la naturaleza. 


En materia educativa, en esta sección se establece la libertad, la enseñanza 
obligatoria, la provisión de servicios públicos, la tolerancia religiosa para quienes 
deseen practicar alguna denominación, la supervisión pública de todos los 
establecimientos educativos y el estatus de los docentes. 


Sección V: La vida económica 


Artículo 

Tema que regula 

151 

Establece que la organización de la vida económica debe responder 

al principio de justicia y asegurar la existencia digna del hombre. Así, 

dentro de tales parámetros, reconoce la libertad económica, 

comercio e industria conforme las leyes. 

152 

Consagra la libertad de contratación conforme a las leyes. Prohíbe 

la usura y declara nulos los actos jurídicos contrarios a las buenas 

costumbres. 
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153 

Garantiza la propiedad, cuyo contenido y límites fijará la ley. Admite 

expropiación por utilidad pública con sujeción a la ley, con 

indemnización adecuada. Reconoce que el uso de la propiedad, al 

mismo tiempo, será un servicio para el bien general. 

154 

Reconoce el derecho de sucesión conforme el Derecho civil y que la 

participación del Estado la fijarán las leyes. 

155 

Atribuye competencias en el reparto y utilización del suelo al Estado, 

para impedir el abuso y se busque proporcionar a todo alemán y su 

familia una morada sana y patrimonio, especialmente a las 

numerosas y las de excombatientes. Suprime los fideicomisos 

(sobre tierras). Define el cultivo y explotación de la tierra como un 

deber del propietario para con la comunidad. Todas las riquezas 

naturales y las fuerzas físicas utilizables económicamente quedan 

sujetas a la inspección estatal. Las regalías privadas se trasladarán 

al Estado mediante regulación legal. 

156 

Posibilita la expropiación empresas, a reserva de indemnización, o 

bien, asegurar su administración. Admite que el Imperio, mediante 

ley, en caso de urgente necesidad, asegure la producción, creación, 

distribución, consumo y precios, importación y exportación de 

bienes, con arreglo a principios socializadores de una economía 

colectiva. 

157 

Protección especial al trabajo y obligación de crear un derecho 

obrero uniforme. 

158 

Protección y tutela al trabajo intelectual y la propiedad de autores, 

inventores y artistas. Promoción de acuerdos internacionales para 

promover la ciencia, el arte y la técnica alemanas y su protección en 

el extranjero. 

159 

Libertad de asociación profesional para la defensa y mejora de sus 

condiciones de trabajo y económicas. 
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160 

Reconoce el derecho a trabajadores dependientes a ejercitar sus 

derechos políticos y desempeñarse en cargos públicos no 

remunerados, siempre que no cause daño grave a la empresa. 

161 

Reconoce los derechos de asistencia en salud para los trabajadores, 

así como protección a la maternidad, vejez, enfermedad y vicisitudes 

de la vida. 

162 

Establece el objetivo de obtener una reglamentación internacional a 

favor de los trabajadores, con un mínimo de derechos sociales. 

163 

Proclama el deber de todo alemán de emplear sus fuerzas 

intelectuales y físicas para el bien común, sin perjuicio de su libertad. 

Reconoce el derecho al trabajo y, en caso de no podérsele proveer, 

se atenderá a su sustento, para lo cual se dictarán leyes especiales. 

164 

Define protección para la clase media independiente agrícola, 

industrial y comercial, que se protegerá mediante legislación, y se 

evitará hacerles cargas excesivas para que no desaparezcan. 

165 

Los trabajadores colaborarán con los patronos en la reglamentación 

y retribución del trabajo y desarrollo de las fuerzas productivas. 

Reconoce a las organizaciones laborales y patronales. Establece 

consejos económicos y de obreros para definir las políticas 

adecuadas. 


Los principios constitucionales sobre la vida económica establecidos en la 
Constitución de Weimar, atemperan el derecho de propiedad y la libertad de 
contratación, reconoce el interés social, la función social de la propiedad y la 
posibilidad de la intervención estatal en la actividad económica para el bien común. 
Da cabida al derecho laboral, reconoce las organizaciones laborales y patronales, 
establece un sistema de protección para la salud, protege el derecho al trabajo y la 
manutención que debe proveerse en caso de no tenerlo. Incluso promueve la 
dotación de vivienda, la protección de la clase media independiente, con lo cual el 
Estado adquiere un moderado rol para la intervención económica y social con miras 
a velar por la protección de las clases sociales, cuya existencia reconoce 
explícitamente. 
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La estructura de poder construida mediante la Constitución de Weimar, con el apoyo 
de la socialdemocracia para evitar el peligro rojo, sería aprovechada al máximo por 
los nazis. Esto significó que los socialdemócratas, en su afán de coartar todo 
movimiento bolchevique, se asociaron con sus antiguos contendientes políticos: 
monárquicos, militares, burgueses, conservadores. Es por ello que Weitz ha 
afirmado lo siguiente: 

Entre 1933 y 1945, los doce largos años que duró el Tercer Reich, los 
socialdemócratas no dejarían de echarse en cara ia escasa resolución de que 
hicieron gala, en aquel invierno de 1918-1919, para socavar los poderes de 
quienes habían sido sus adversarios durante tanto tiempo (2015, pág. 30). 

Y, de igual manera, al observar los eventos en Alemania, se tiene la sensación de 
que la revolución de 1918 fue un proceso inacabado, que “estableció un 
ordenamiento constitucional de corte occidental, que no llegó a calar entre las clases 
dirigentes, enfrentadas con uñas y dientes a la democracia” (Weitz 2015, pág. 327). 

Weimar, en definitiva, “fue destruida por decisión de la derecha alemana, 
antidemocrática, antisocialista y antisemita, que, en último momento, eligió a los 
nazis, a la oposición más extrema, desproporcionada y virulenta, como compañeros 
de cama” (Weitz 2015, pág. 329). 

Recapitulando, la Constitución de la República de Weimar fue la primera en dar 
cabida a los derechos sociales en la Europa del siglo XX, manteniendo los derechos 
individuales que ya se habían logrado con el movimiento liberal en el continente. Tal 
reconocimiento ocurrió en un momento en el que se trató de contener la fiebre 
revolucionaria y el peligro rojo que se percibía inminente. Los avances logrados 
fueron modestos, si bien significaron un logro y un importante antecedente para lo 
que sería el neoconstitucionalismo de la segunda posguerra mundial. 

La socialdemocracia logró, de manera inmediata, conjurar el peligro rojo. No 
obstante, en el tiempo hubo de desarrollarse otro que no fue percibido 
oportunamente, que se valió del sistema constitucional creado para hacerse del 
poder y establecer el tercer Reich alemán, de corte ultraderechista, con aspiraciones 
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a durar mil años. Con el ascenso del nazismo, en connivencia con el poder 
económico y demás sectores conservadores nacionalistas, la república de Weimar 
fue destruida “legalmente”, conforme los parámetros jurídicos que había creado: 
representación proporcional que permitió sobrevivir a un partido insignificante hasta 
convertirse en uno de masas, suspender garantías, y demás mecanismos que 
fueron creados en la coyuntura del temor a la “bolchevización” de Alemania. 


1.2.2 El caso fascista 

La democracia liberal se erigió en el ideal y aspiración para la mayoría de los 
pueblos europeos a comienzos del siglo XX. Sin embargo, esa mentalidad cambió 
tras la gran confrontación de la Primera Guerra Mundial (1914-1018): “...después 
de la guerra; hay de hecho tres Europas por lo menos: la Europa de la revolución, 
la de la contrarrevolución y la de la democracia parlamentaria...” (Carpentier 2012, 
pág. 506-507). Se definieron, pues, las posturas extremas de izquierda, derecha y 
centro en las propuestas políticas. 

La avanzada del movimiento revolucionario estaba representada por el bolchevismo 
en Rusia (1917). La contrarrevolución se irá definiendo a partir, precisamente, de 
movimientos nacionalistas, dentro de lo cual, tempranamente, se comprende el 
fascismo. El parlamentarismo se encuentra significado en las democracias inglesa 
y alemana. 

De acuerdo con Giovanni Gentile (1875-1944), uno de los pocos ideólogos del 
fascismo italiano, y que, según se dice, escribió el libro “La doctrina del fascismo” 
para cederle la autoría a Mussolini, definió que este movimiento era 
antiindividualista, es decir, antiliberal, pues el liberalismo “ha agotado su función 
histórica desde el momento en que el Estado se transformó en conciencia y voluntad 
popular” (Carpentier 2012, pág. 509), o sea, desde que tendió a democratizarse. La 
libertad y la realización personal, desde la perspectiva fascista, sólo podían darse a 
través del Estado (Naranjo Mesa 2003, pág. 616). Pero, además, el fascismo 
también estaba contra el socialismo y la democracia: 
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...el fascismo está contra el socialismo que constriñe todo el movimiento 
histórico a la lucha de clases e ignora la unidad estatal que funde las clases 
en una sola realidad económica y moral, y análogamente está contra el 
sindicalismo de clase [...]. 

El fascismo está contra la democracia que identifica al pueblo con el mayor 
número rebajándolos al nivel de los más; pero es la forma más genuina de 
democracia siempre que el pueblo sea concebido como debe serlo, 
cualitativa y no cuantitativamente... (Carpentier 2012, pág. 509-510). 

Así, tres son las negaciones fascistas: el legado liberal, la amenaza socialista (y 
comunista) y la tendencia democrática (Carpentier 2012, pág. 510). A ello debe 
añadirse otra nota distintiva del fascismo, el nacionalismo, en contraposición al 
internacionalismo tanto del liberalismo, como del socialismo/comunismo y de la 
democracia, que pretendían unlversalizar los valores propios que defendían. 

El fascismo, en el ámbito de lo político, representa un quiebre en cuanto al 
racionalismo que venía promoviéndose en toda argumentación teórico-social de 
Occidente. El positivismo, como oportunamente se dijo, cifró sus aspiraciones en el 
racionalismo, poniendo por base los logros del método científico en el campo de las 
ciencias naturales, para prescribir que todo conocimiento debía basarse en los 
hechos empíricos, observables y comprobables, en contraposición a las 
especulaciones metafísicas y de cualquier otra índole filosófica que no respondieran 
a la realidad. El liberalismo, a lo largo del siglo XIX, se vio permeado por esa 
corriente racionalista, al punto de incorporar, paulatinamente, ciertos valores y 
principios que le eran ajenos originalmente. La misma Iglesia católica se sensibilizó 
por los planteamientos racionalistas a finales de ese siglo, lo que se evidencia en 
las encíclicas papales, como la Rerum Novarum (1891), que demandaba un 
capitalismo más humano y condenaba el socialismo. No obstante, frente a esa 
tradición racional, comienzan también a postularse planteamientos de índole 
contraria (irracional) durante el siglo XIX, particularmente en dos filósofos alemanes: 
Arthur Schopenhauer (1788-1860), de quien Cassirer, entre otros, dijera que fue “el 
opuesto filosófico de Hegel” (2013, pág. 302), y Friedrich Nietzsche (1844-1900). 
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No obstante que al fascismo se le ha señalado de carecer de la necesaria 
sistematización de sus planteamientos, principios, fundamentos y propósitos, a 
través de un ideólogo o de una obra definitiva, eso no significa que no haya tenido 
influencias por parte de esa irracionalidad que se manifestó en el movimiento 
filosófico decimonónico, encarnado en pensadores como Schopenhauer o 
Nietzsche, que se pronunciaron, como reacción, en contra del racionalismo liberal 
(Naranjo Mesa 2003, pág. 613). 

Schopenhauer planteó una visión negativa del ser humano. Frente a la creencia 
clásica y predominante de que el hombre es un ser racional, el filósofo alemán negó 
esa afirmación y tampoco creyó que debía existir optimismo respecto al destino del 
ser humano. Pilar López de Santa María, en la introducción al libro más importante 
de Schopenhauer, “El mundo como voluntad y representación”, comenta: 

Schopenhauer es en muchos aspectos el primer filósofo contemporáneo; su 
reflexión abre el camino a nuevos modos de filosofar como los de Nietzsche 
y Wittgenstein, además de dejar una importante huella en la música y la 
literatura posteriores: es el caso, por citar solo a algunos, de Wagner, Thomas 
Mann y Borges. Pero es, además, el primero en romper con muchos de los 
planteamientos fundamentales de la época moderna, empezando por el 
racionalismo y el optimismo parejo a él. Desde su perspectiva histórica, puede 
ver ya lo que ha dado de sí una razón omnipotente que todo lo justifica y para 
la que todo está bien como está. Quedan atrás las ideas de una razón capaz 
de conocerlo todo con un buen método (Descartes), de un progreso indefinido 
del género humano (Ilustración) y de un mundo que es el mejor de los 
posibles (Leibniz). Incluso quedan atrás para él los intentos de su 
contemporáneo y principal enemigo, Hegel, esforzándose aún por demostrar 
que: "Todo lo racional es real y todo lo real es racional". Porque para 
Schopenhauer no es verdad ni lo uno ni lo otro: ni lo racional es real, porque 
el mundo de la razón es un mundo de sueños y de engaño, ni lo real es 
racional, porque el verdadero ser de las cosas es una voluntad irracional y 
ciega. Es el momento de ocuparse de lo que la filosofía anterior soslayó o 


288 


menospreció por considerarlo inexistente o accesorio: el sufrimiento y la 
maldad, la contradicción y la injusticia, la enfermedad y la muerte; en suma, 
el mal. Es hora de explicar el porqué de este "valle de lágrimas" que es la 
existencia humana. Y la respuesta de Schopenhauer no será precisamente 
consoladora, ya que para él no cabe otro consuelo que la verdad 
(Schopenhauer 2016, pág. 4). 

Schopenhauer es el filósofo pesimista por excelencia del siglo XIX: “Ninguno es 
feliz, todos aspiran durante su vida entera a una supuesta felicidad” (Spierling 1996, 
pág. 26). Para Naranjo Mesa, Schopenhauer, “detrás de la naturaleza y la vida 
humana(,) veía la lucha constante de una fuerza ciega, que denomina ‘voluntad’, en 
la que solo triunfan los hombres capaces de dominar a esta, por su heroísmo, su 
santidad u otros valores superiores” (2003, pág. 614). Sentía un profundo desprecio 
por los valores y virtudes burgueses, a quienes llama filisteos (Sabine 1977, 
pág.636), es decir, hombres vulgares, ignorantes y faltos de sensibilidad artística. 

Volker Spierling afirma que Schopenhauer y Nietzsche “comparten por igual el 
conocimiento del absurdo del mundo, ambos toman partido contra la metafísica 
tradicional del espíritu, el uno y el otro acentúan la primacía de la voluntad frente al 
entendimiento” (1996, pág. 23). Además, Schopenhauer asegura que el hombre es 
por naturaleza egoísta: “Cómo procede el hombre con el hombre se pone de 
manifiesto, por ejemplo, en la esclavitud de los negros, cuyo fin último es el azúcar 
y el café” (Spierling 1996, pág. 25). Pero también se evidencia cotidianamente en el 
trabajo infantil, la explotación en la fábrica o en cómo ocurre el aprovechamiento 
brutal de los animales (Spierling 1996, pág. 26). 

Nietzsche, en tanto, irá más allá en el desarrollo de esa filosofía irracional. En “Así 
habló Zaratustra” (1885) planteó la teoría del superhombre, el culto de la fuerza, 
combate al cristianismo, al que recrimina de ser la causa de la decadencia moral, y 
condena las leyes, pues limitan el desarrollo y el poder de los superhombres (Mosca 
2008, pág. 374). Asegura que en el hombre existe, como móvil principal, la voluntad 
de poder: “En todos los lugares donde encontré seres vivos encontré voluntad de 
poder; e incluso en la voluntad del que sirve encontré voluntad de ser señor” 
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(Nietzsche 2011, pág. 107). Su afirmación radical es que Dios ha muerto, por lo que 
debe vivir plenamente el superhombre: “Muertos están todos los dioses: ahora 
queremos que viva el superhombre” (Nietzsche 2011, pág. 79). Se trata, desde una 
perspectiva del siglo XX, de un preludio del posmodernismo: “Para (Jean-Frangois) 
Lyotard ‘el posmodernismo aparece como un gran movimiento de deslegitimación 
de la modernidad europea, deslegitimación de la cual la filosofía de Nietzsche 
representan (sic.) un documento temprano y central”. Pero, además, el filósofo 
alemán tenía “un odio sincero por la democracia y el cristianismo” (Sabine 1977, 
pág. 637). 

Influencias adicionales a la de los dos pensadores citados, como fuentes 
inspiradoras para el desarrollo del fascismo y del nacional socialismo (nazismo), 
fueron también las del francés Henri Bergson (1859-1941) y George Sorel (1847- 

1922) , quien, a principios del siglo XX, en su obra “Reflexiones sobre la violencia” 
(1908), introduce el irracionalismo filosófico decimonónico en la política (Naranjo 
Mesa 2003, pág. 614). También tuvieron influencia el italiano Vilfredo Pareto (1848- 

1923) , con su teoría sobre la circulación de las élites, y el inglés Houston Stewart 
Chamberlain (1855-1927), abiertamente racista. 

En conclusión, el desarrollo de los movimientos extremistas de derecha en Europa 
estuvo precedido por el pesimismo, la pérdida de fe en los logros del racionalismo, 
el lluminismo, la ciencia, el naturalismo y demás concepciones que sirvieron para 
construir la modernidad, manifestado en el pensamiento de filósofos y pensadores 
sociales, hasta llegar al ámbito político. La encarnación de ese fracaso social era la 
burguesía y, en lo ideológico, el liberalismo, junto a sus creaciones: el 
parlamentarismo y la democracia. En lo jurídico, la manifestación de ese 
irracionalismo se traduce en el abandono de la moral y los valores como premisas 
para su justificación, abonadas directamente por el positivismo jurídico. 

Ese abandono del naturalismo -con su profundo sentido de confianza en el futuro y 
la bondad humanas- por tal postura irracional, se conjugará con el positivismo, en 
el sentido de que coinciden en el rechazo de lo que consideran la falsedad de los 
valores “burgueses” y la preeminencia del poder, que finalmente se traducirá en la 
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entronización del Estado, como alternativa de redención a las falencias metafísicas 
e idealistas que empoderaron a la masa. Esto, en lo político, se manifestará como 
el rechazo a la democracia y al parlamentarismo, y en la subsiguiente 
instrumentalización del republicanismo, deformado en nacionalismo extremo, y del 
constitucionalismo, que se distorsionará para convertirle en instrumento al servicio 
de fines ideológicos sectarios y excluyentes. 

1.2.2.1 Los orígenes del fascismo 

Uno de los reconocidos estudiosos del fascismo es el norteamericano Stanley G. 
Payne, quien ha manifestado que: “Antes de 1919 no existía un partido fascista ni 
una doctrina fascista como tales” (2014, pág. 6). En cuanto a la organización del 
partido, esta comenzó a promoverse a partir de ese año, justo después de finalizada 
la Primera Guerra Mundial; en lo que respecta a la doctrina, ella nunca llegó a 
definirse de una manera profunda y sistemática. 

Al principio de la Primera Guerra Mundial (1914), Italia se mantuvo en una posición 
neutral que evitó interviniera directamente en el conflicto armado. Benito Mussolini 
(1883-1945), para ese entonces, era un ortodoxo miembro activo del Partido 
Socialista Italiano, con lo cual honraba las tendencias políticas de su padre, quien 
le bautizó Benito Amílcar Andrea, en honor a Benito Juárez, el liberal mexicano del 
siglo XIX, y a los revolucionarios italianos Amílcar Cipriano y Andrea Costa 
(Bolinaga 2011, pág. 6). 

Con base en lo resuelto en la Segunda Internacional Socialista, fundada en 1889, 
los obreros se habían pronunciado en contra de la guerra, bajo la consigna: “aquí 
no hay franceses ni alemanes, sino obreros explotados. No vayas a la guerra. Paz 
entre pueblos y guerra entre clases”. Los socialistas denunciaban esa guerra como 
una manifestación imperialista ajena a la clase trabajadora, lo cual, a pesar de las 
proclamas, solamente fue asumido por las facciones de Rusia e Italia (Bolinaga 
2011, pág. 9). Sin embargo, Mussolini, como miembro del partido socialista, se 
opuso a tal decisión, por lo que terminó siendo expulsado del mismo. Después de 
esto, Guiseppe Prezzolini, quien trató y fue influenciado en Francia directamente 


291 


por Sorel y Bergson, le telegrafió: “El Partido Socialista te expulsa, Italia te acoge” 
(Bolinaga 2011, pág. 10). 

De cualquier manera, concepciones ideológicas aparte, lo cierto es que el fascismo 
aprovecharía para desarrollarse en el seno de una difícil coyuntura económica y 
social para Italia, que se intensificó una vez terminada la Primera Guerra Mundial. 
Concluido el conflicto armado, Europa dejó de ser el centro del capitalismo mundial, 
para ceder su lugar a Estados Unidos: 

El desastre económico que produce la guerra tiene varios componentes. En 
primer lugar, las destrucciones materiales, sobre todo en las regiones 
invadidas: el norte y este de Francia. Bélgica, el norte de Italia y la Rusia 
europea; casas destruidas, millones de hectáreas en las que ha desaparecido 
el suelo por la acción de los bombardeos, la infraestructura ferroviaria, las 
carreteras y los puentes arruinados, las minas inundadas, los barcos 
mercantes hundidos (Solar 1986, pág. 10). 

Complementariamente, hubo una caída en los niveles de producción en el período 
inmediato posterior a la finalización del conflicto armado, “en Europa el potencial 
agrícola se reduce en el 30 por 100 y el industrial en el 40 por 100” (Solar 1986, 
pág. 10). De acuerdo con Thomson, Europa perdió el liderazgo industrial que tenía 
en el mundo, debido al desarrollo que durante la guerra lograron Estados Unidos, 
Japón y algunos países de Sudamérica (2000, pág. 102). Por si fuera poco, el viejo 
continente dejó de ser el banquero del mundo debido a la crisis financiera que se 
generó como resultado de los gastos de la guerra, al punto que, de ser acreedores, 
se convierten en deudores: “.. .los Estados Unidos habían prestado diez mil millones 
de dólares al resto del mundo, mientras almacenaban la mitad del stock mundial de 
oro” (Solar 1986, pág. 10). Los gobiernos se vieron en la necesidad de devaluar sus 
monedas y se generó un proceso inflacionario que afectó severamente a la 
población. Para Italia, ese proceso inflacionario se evidencia en el hecho de que en 
1914 había 657 millones de liras en circulación yen 1918 superó los 2,000 millones 
(Solar 1986, pág. 72). 
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A esto debe agregarse el descontento político hacia el gobierno liberal, “al cual se 
acusaba de debilidad frente a las presiones de los países vencedores” (Naranjo 
Mesa 2003, pág. 618). De igual manera, existía un temor, prácticamente en una 
gran parte de los países europeos, hacia los movimientos revolucionarios de corte 
marxista: 

En un sentido estrecho, los movimientos fascistas significaron una reacción 
de temor violento respecto a la expansión del comunismo. En Italia en 1922, 
en Alemania en 1932, en España en 1936, se trataba, en parte, de 
movimientos de militares cuyo propósito era combatir la propagación del 
comunismo. Encontraron apoyo en todos aquellos que temían un ataque a la 
propiedad privada y al capitalismo, y explotaron de modo especial los 
agravios nacionalistas... Italia había ganado la guerra, pero perdido la paz... 
y... la culpa era de los liberales, de los socialistas y de los pacifistas... 
(Thomson 2000, pág. 145). 

El Partido Nacional Fascista, finalmente, se creó en noviembre de 1921, para lo cual 
logró reunir a un significativo número de adeptos, 700,000 miembros (Carpentier 
2012, pág. 500). Las negaciones ideológicas del fascismo giraron en torno a tres 
aspectos puntuales: antiliberalismo, anticomunismo, anticonservadurismo (Payne 
2014, pág. 8). No así, el fascismo, para su promoción inicial, aceptaba una nueva 
forma de socialismo -como también habría de ocurrir en Alemania con el partido 
Nazi-, pero con el aditamento de una alta dosis de nacionalismo: 

El programa inaugural de los Fascios Italianos de Combate aúna un rabioso 
nacionalismo con demandas de corte social, tales como el salario mínimo, la 
jornada laboral de ocho horas, el voto femenino, la participación de los 
trabajadores en la gestión de la industria, el retiro a los cincuenta y cinco 
años, la nacionalización de las fábricas de armas y municiones, confiscación 
de los bienes de las congregaciones religiosas y abolición de las rentas 
episcopales (Bolinaga 2011, pág. 11). 

Se trataba de establecer una relación de identificación individual y colectiva con el 
Estado, por lo cual: “El fascismo -dirá Mussolini- es una concepción religiosa que 
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considera al hombre en su relación inmanente con una ley superior, con una 
voluntad objetiva que trasciende del individuo particular y lo eleva convirtiéndolo en 
miembro consciente de una sociedad espiritual” (1937, pág. 2). El individuo, de ese 
modo, habría de sumirse dentro de una visión más amplia a la personal: el Estado, 
que adquirirá caracteres corporativistas. 

¿De qué trata el corporativísimo en el Estado? Claus Offe, citado por Jorge Mario 
Audelo Cruz, plantea que: 

...los esquemas corporativistas constituyen potenciales sociopolíticos de 
regulación que en ningún caso están previstos en el Estado democrático 
constitucional: se trata de formas que mantienen una existencia no oficial, 
meramente táctica, entre la asociación y la agrupación de intereses, por un 
lado, y el gobierno, la administración, las instituciones públicas de obligada 
participación, las instituciones de la competencia entre partidos y del 
parlamentarismo, por el otro, en la medida en que no coinciden por su 
estructura con ninguna de estas figuras, aunque por su función compitan 
desde luego, de cierta manera, con estos conocidos elementos estructurales 
del orden político social (Fernández Ruiz et al. 2005, pág. 5-6). 

Para establecer una dominación corporativista, los fascistas buscaron hacerse del 
poder y, una vez asegurado éste, se vincularon con los sectores industriales para la 
promoción de sus intereses, descalificaron otras formas de organización (partidos y 
sindicatos) y socavaron la democracia misma. En palabras de Arend Lijphart: “El 
corporativismo es considerado como la incorporación institucional de los grupos de 
interés al proceso de formulación de políticas públicas (concertación) (Fernández 
Ruiz et al. 2005, pág. 6). 

La propuesta fascista italiana se basó en una visión que trató de encontrar sus 
raíces en la antigua Roma, lo que representaba el ideal, la savia nacionalista que 
debía nutrir al Estado italiano. Como lo ha dicho Duverger, el fascismo, a diferencia 
de la concepción marxista, que mira hacia el futuro, canta al ayer, “trata de encontrar 
una tradición perdida” (2002, pág. 290). Es por eso que, al adoptar el término 
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fascismo, se alude y rescata un símbolo romano, “el haz de varas inquebrantable 
con el hacha en medio” (Naranjo Mesa 2003, pág. 618). 

Italia, sin embargo, al igual que Alemania, no debe creerse que representa un caso 
aislado en donde surgió un movimiento totalitario de corte derechista: 

...Y no se piense que el fenómeno del fascismo fue privativo de Italia y de 
Alemania: todas las principales naciones europeas, incluyendo a la Gran 
Bretaña y a Francia, produjeron movimientos fascistas internos de diversos 
tipos durante la década de los 1930, independientemente de los movimientos 
en Italia y en Alemania. Las raíces del fascismo y de la dictadura de un partido 
único eran de índole europea, todas las condiciones necesarias para su 
proliferación existían ya en los años de 1920, salvo la condición fundamental 
de una aguda zozobra económica entre las clases medias... (Thomson 2000, 
pág. 144). 

El clima político y social prevaleciente durante la primera mitad del siglo XX en 
Europa se encontraba cargado de extremismo, significados tanto por el comunismo 
como por el fascismo, y ambos tenían como meta la lucha contra la democracia 
liberal. Sobre ese ambiente que prevalecía, y evitar así considerarlo como algo 
casuístico, es oportuno citar lo planteado por Massimo Salvadori: 

Las ideologías y los sistemas políticos de la primera mitad del siglo XX se 
caracterizaron por las divisiones radicales y las contraposiciones violentas... 

Pero la peculiaridad de estas violentas antítesis ideológicas y políticas estriba 
en que todas fueron hijas del proceso de modernización económica y social 
que supuso la irrupción de las masas y su creciente inserción en el proceso 
histórico, es decir de lo que se ha denominado «masificación de la política» 
(2013, pág. 64). 

La evolución del sistema capitalista, en lo que se conoce como el industrialismo del 
siglo XIX, y la centralización de los procesos productivos en el ámbito urbano, 
generaron una dinámica social nunca vista, muy diferente a la feudal, en donde la 
concentración de las personas en las ciudades, talleres y, posteriormente, en las 


295 


fábricas, devino en interrelaciones y realidades nuevas. Colé da cuenta sobre lo 
vivido en Inglaterra durante esa época: 

Gracias a los informes que nos han dejado los reformadores sociales de 
principios del siglo XIX, es habitual pintar un cuadro tenebroso de la situación 
económica de las clases trabajadoras en Inglaterra durante el período que 
culminó en los llamados “años del hambre” (quinta década), y atribuir 
principalmente al nuevo industrialismo la miseria y el horror que revelan esos 
documentos de la época (1985, pág. 70). 

Otro historiador económico inglés, si bien mejor identificado con el liberalismo, es 
Thomas Southcliffe Ashton, quien no puede dejar de reconocer que la Revolución 
Industrial, que manifestó sus efectos originales en Inglaterra: 

...Siempre va acompañada por el crecimiento de la población, por la 
aplicación de la ciencia a la industria y por un empleo del capital más intenso 
y más extenso a la vez; también coexiste con la conversión de comunidades 
rurales en urbanas y con el nacimiento de nuevas clases sociales... (2014, 
pág. 182). 

El crecimiento de la población se traduciría en la masticación urbana. La aplicación 
de la ciencia a la industria, en el desplazamiento del trabajo humano que sería 
sustituido por la tecnología (comenzando por la máquina de vapor, que se aplicó 
tanto a la navegación como a los ferrocarriles). También se desarrolló el empleo del 
capital más intenso y extenso a través de las sociedades anónimas, ávidas de 
ganancias, como una mejor forma de financiar las grandes empresas, con riesgos 
individuales menores. La migración de las comunidades rurales hacia los centros 
urbanos fue analizada por Marx y la caracterizó dentro del proceso de acumulación 
originaria de capital, mediante el cual los antiguos siervos pasaron a ser obreros, al 
ser despojados de la antigua propiedad medieval de sus medios de producción. En 
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esa realidad capitalista, los nuevos obreros eran poseedores únicamente de su 
fuerza de trabajo para poder subsistir. 80 

La democracia, ante esa dinámica de desarrollo de las urbes urbanas, debió 
ampliarse. A ello se refiere Salvadori: 

Los sistemas parlamentarios habían nacido del sufragio restringido, que daba 
voz a las clases altas y medias, con la idea de que sólo la propiedad y, más 
tarde, la instrucción justificaban el derecho al voto. Pero la industrialización, 
la escolarización, la participación activa de las masas en el desarrollo 
socioeconómico, la fuerza cada vez mayor de los sindicatos socialistas, de 
los sindicatos y de las organizaciones populares vinculadas a las distintas 
iglesias forzaron el paso del liberalismo burgués a la democracia y del 
sufragio restringido al sufragio universal, cuando menos masculino (2013, 
pág. 65). 

Los obreros, al padecer una explotación y miseria nunca vistas, tendieron a 
organizarse y a reclamar la igualdad económica, lo cual encuentra cauce en las 
reivindicaciones sindicales, socialistas y comunistas. Esa masa, pues, no sólo 
aspiraba a la igualdad en lo político, lo que se tradujo en la apertura de espacios 
más democráticos de participación, sino también en lo económico, lo cual encontró 
cabida en los planteamientos comunistas y socialistas que, en medio de las malas 
condiciones laborales, los métodos de explotación extrema y pobreza a que se 
sometía a los obreros en las fábricas, representaron la promesa de un futuro mejor. 

En lo demográfico, tanto el mejoramiento en la producción de alimentos, a través 
del incremento de la tierra cultivada, así como el avance en la medicina, posibilitaron 
que se diera un significativo aumento de la población mundial, un fenómeno que no 

80 Marx expone, en el tomo I de El Capital, lo siguiente: “En la historia de la acumulación originarla 
hacen época todas las transformaciones que sirven de punto de apoyo a la naciente clase capitalista, 
y sobre todo los momentos en que grandes masas de hombres se ven despojadas repentina y 
violentamente de sus medios de producción para ser lanzadas al mercado de trabajo como 
proletarios libres, y privados de todo medio de vida. Sirve de base a todo este proceso la expropiación 
que priva de su tierra ai productor rural, ai campesino. Su historia presenta una modalidad diversa 
en cada país, y en cada uno de ellos recorre las diferentes fases en distinta gradación y en épocas 
históricas diversas. Pero donde reviste su forma clásica es en Inglaterra, país que aquí tomamos, 
por tanto, como modelo” (Marx 1987, pág. 609). 
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pasó desapercibido para los pensadores sociales del siglo XIX y los de principios 
del XX. Dentro de tales pensadores se encuentra Ortega y Gasset, quien, en “La 
rebelión de las masas”, citado por Thomson, expuso: “...han sido proyectados a 
bocanadas sobre la historia montones y montones de hombres en ritmo tan 
acelerado, que no era fácil saturarlos de la cultura tradicional...” (2000, pág. 59). 
Sobre el incremento de la población mundial, Colé escribió, a inicios de la década 
de los años cincuenta del siglo pasado, lo siguiente: “.. .sabemos ya que la población 
mundial ha llegado a más del doble en los últimos cien años, y, comparada con la 
de 1750, a más del triple” (1985, pág. 184). 

El aumento de la población y la ampliación del derecho al voto, plantearon una 
nueva problemática respecto de las posibles formas de gobierno en sociedades que 
se modernizaban aceleradamente (Salvadori 2013, pág. 66). El viejo temor a la 
democracia rousseauniana aparecía como próxima a realizarse. ¿Qué haría esa 
“masa” inculta, mal preparada e improvisada, de llegar a hacerse con el poder? ¿Por 
qué el liberalismo, en su dinámica de reconocer derechos, había permitido esa 
ascensión de la masa, cuando ello significaba una amenaza misma para su 
existencia? ¿Conseguiría el socialismo, o peor aún, el comunismo, hacerse del 
poder? El sistema capitalista, según visiones conservadoras, se encontraba en 
peligro de desaparecer al amparo de concepciones colectivistas y populares. Como 
ha señalado Salvadori, los “sistemas parlamentarios habían nacido del sufragio 
restringido”; qué pasaría, entonces, con esa “masificación de la política” (2013, pág. 
64-63). Se trataba, pues, de realizar “un ostensible esfuerzo para acabar con la 
lucha de clases. Este tomó la forma de un capitalismo militante y dictatorial bajo la 
denominación de fascismo”, para así conseguir “preservar el capitalismo por la 
fuerza, suprimiendo incidentalmente la democracia y el gobierno representativo” 
(Barnes 1980, pág. 741). 

Pensadores como Gustave Le Bon captaron el problema desde 1895: “En su 
Psicología de las masas, Le Bon apuntaba que las sociedades contemporáneas 
tendrían que enfrentarse «en su organización [...] a un poder nuevo, al más reciente 
soberano de la época moderna: el vulgo»” (Salvadori 2013, pág. 66). 
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Es por eso que surgieron, o se avivaron, los movimientos antidemocráticos. Existía 
el grupo de los que negaban la democracia en sí misma, por representar un mito de 
gran peligro al que debía combatirse, afirma Salvadori. Este bando se dividía en el 
grupo de los antidemócratas tradicionales y el de los antidemócratas modernos. Los 
primeros estaban representados por la nobleza, los que nunca aceptaron la 
Revolución francesa, monárquicos y clericales. El segundo grupo era de la ¡dea de 
que debía aceptarse la masificación de la política, pero a condición de que fuera 
dirigida por élites autoritarias (2013, pág. 66-67). Por eso -plantea Barnes- se “ha 
sostenido por muchos comentadores que el Marx del movimiento fascista es el sabio 
italiano Vilfredo Pareto” (1980, pág. 741), promotor del elitismo y de la teoría de la 
circulación de las élites. De esa cuenta, el fascismo buscará incorporar a las masas 
a su movimiento, pero con un sentido completamente diferente al marxista. 

Thomson resalta cómo, para el arribo de los movimientos fascistas al poder, fue 
necesaria la participación y anuencia de esas masas surgidas como resultado de 
los efectos del industrialismo: 

...en un sentido más lato, los movimientos fascistas fueron la cosecha de la 
extensión del sufragio universal acaecida durante el siglo XIX, la cosecha de 
una civilización de masas... Concentraron sus esfuerzos... en alcanzar el 
poder en la medida de lo posible por medios constitucionales, y para hacer 
eso tuvieron que invocar en el pueblo las emociones más a flor de piel del 
populacho... (2000, pág. 145). 

¿Cuál era el objetivo de los partidos fascistas? A este interrogante, Maurice 
Duverger responde: “En Italia y en Alemania el fascismo tuvo como objetivo principal 
conservar el poder para la burguesía: en ambos países fue subvencionado por los 
grandes capitalistas, reunió a las clases medias, que le dieron su fuerza principal” 
(2002, pág. 291-292). Es decir que el antiliberalismo fascista no significó la 
confrontación con la burguesía, sino la vía necesaria, ante la amenaza comunista, 
para conservar para ella el poder y así continuarse desarrollando el sistema 
capitalista en esos países. 
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Laski considera que: “La esencia del fascismo es la destrucción de las ideas e 
instituciones liberales en beneficio de los que poseen los instrumentos del poder 
económico” (2003, pág. 210). El fascismo reniega del liberalismo que ha dado 
cabida a las masas por la vía de la democracia, así como a las organizaciones que, 
como los sindicatos y el partido comunista, pugnaban contra la hegemonía del poder 
económico industrial y financiero. El partido único significó la evidente negación al 
pluralismo ideológico y la posibilidad del disenso, así como a los avances en los 
derechos del constitucionalismo, y, como contrapartida, la promoción del 
totalitarismo, desde la perspectiva de un movimiento de ultraderecha, con carácter 
abiertamente antidemocrático. 

Además, como otro elemento a considerar, el fascismo demostró una franca y 
abierta aspiración imperialista, lo que se tradujo en la promoción de la guerra como 
la vía para la expansión territorial, la búsqueda de la hegemonía, el dominio de 
mercados y la conquista de países proveedores de materias primas. Esto era 
congruente con las necesidades mismas de desarrollo del capitalismo. Así lo avizoró 
con claridad el entonces liberal inglés John A. Hobson (1858-1940), quien más 
tarde, al terminar la Primera Guerra Mundial, se uniría al partido laborista (Hobson 
1981, pág. 15-16). En 1902 publicó su obra “Estudio del imperialismo”, siendo el 
primero en formular una teoría al respecto, que influiría sobre Lenin y Hannah Arendt 
en el análisis de ese fenómeno económico de expansión del capitalismo. Según 
Hobson: 

A medida que una nación tras otra se va industrializando cada vez más y más 
eficientemente, más difícil resulta para sus fabricantes, comerciantes y 
financieros conseguir que sean rentables sus recursos económicos, y más 
tentados se sienten a recurrir a sus respectivos gobiernos para asegurar para 
su uso particular, por medio de la anexión y el sistema de protectorado, algún 
remoto país subdesarrollado [...] (Hobson 1981, pág. 93-94). 

No debe olvidarse que durante el siglo XIX se intensificó la expansión colonial 
europea. Desde el punto de vista económico, Hobson evidencia que el problema se 
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encontraba en los bajos niveles de consumo, lo cual generó que se dieran 
excedentes de producción recurrentes: 

...Por todas partes vemos demasiada capacidad de producción y demasiado 
capital en busca de inversiones. Todos los hombres de negocios coinciden 
en que el crecimiento de la producción de sus países es superior al 
crecimiento del consumo, que pueden fabricarse más bienes de los que 
pueden venderse a precios rentables y que hay más capital del que puede 
invertirse lucrativamente. 

Este fenómeno económico constituye la clave del imperialismo. Si el público 
consumidor de nuestro país elevara su nivel de consumo cada vez que se 
registra un aumento de la producción, de modo que se mantuviera el equilibrio 
entre aquél y ésta, no habría un exceso de mercancías ni de capital pidiendo 
a gritos que se eche mano del imperialismo para encontrar mercados... 
(1981, pág. 94). 

Se trataba, pues, de las anunciadas crisis de sobreproducción que, desde la 
perspectiva del análisis marxista-leninista, eran recurrentes y llevarían 
ineludiblemente a la autodestrucción del sistema capitalista. 

Este escenario en lo económico, requería de correctivos políticos en las metrópolis 
del capitalismo. Es por ello que, para hacerse del poder, un elemento clave que 
utilizaron los partidos fascistas en su accionar social y político, fue el valerse de 
medidas de hecho para ejercer presión sobre las autoridades establecidas. En Italia, 
Mussolini organizó una marcha en Roma en 1922, después de la cual fue llamado 
por el rey Víctor Manuel III (1869-1947) para que formara parte del gobierno. Hasta 
lograr el control del Parlamento, el líder fascista se sometió a los procedimientos de 
la democracia representativa. En 1926, Mussolini proscribió al partido socialista, 
declarándolo ilegal (Nomad 1964, pág. 159). Más tarde, el partido fascista fue 
institucionalizado, al punto de llegar a formar parte del gobierno, por medio de la 
incorporación del Gran Consejo Nacional del Fascismo en 1927 y, posteriormente, 
en una de las cámaras del Parlamento, bajo el nombre de “Cámara de los Fascios 
y las Corporaciones” (Naranjo Mesa 2003, pág. 619). Con esto se estableció un 
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régimen de partido único en Italia, en donde no había otra alternativa de voto más 
que la del fascismo. 

Como manifestación del corporativismo que se estableció con el régimen fascista, 
basta analizar la composición que tuvo la Cámara de los Fascios: “320 
representaban las organizaciones patronales, 320 las organizaciones obreras, 160 
a las profesiones liberales y 200 a los organismos culturales y morales” (Naranjo 
Mesa 2003, pág. 619). 

A lo anterior debe agregarse la variable económica, y nada mejor para ello que 
hacerlo a través de un economista ya clásico, John Maynard Keynes, cuyos 
planteamientos teóricos serían de suma importancia para la transformación y 
continuidad del sistema capitalista después de la Segunda Guerra Mundial. Keynes 
participó como representante de Gran Bretaña en las negociaciones que se 
formalizaron en el Tratado de Versalles, que dio fin al primer gran conflicto mundial 
y estableció las condiciones de las reparaciones de guerra para las naciones 
vencidas. Sin embargo, manifestó su inconformidad con la manera como se 
condujeron dichas negociaciones, por lo que, en un acto ético y firme, renunció, en 
protesta a los términos gravosos impuestos a los países vencidos, particularmente 
a Alemania. Después de ello, el economista inglés escribió en 1919 su famoso libro 
“Las consecuencias de la paz”, en donde analiza tanto el conflicto como los 
acuerdos de la paz suscrita. En una premonición temible de que nuevamente se 
pudiera llegar a la guerra y la violencia, Keynes describió el escenario prevaleciente 
en Europa tras la firma de la paz en Versalles: 

...El peligro que nos acosa, por tanto, es el descenso rápido del nivel de vida 
de las poblaciones europeas, hasta llegar a significar para algunas el hambre 
(punto a que ya se ha llegado en Rusia y pronto se llegará en Austria). Pero 
los hombres no siempre morirán con tranquilidad. Porque el hambre, que lleva 
a algunos al letargo y a la desesperación inerte, lleva a otros temperamentos 
a la inquietud nerviosa del histerismo y a la desesperación loca. Y éstos, en 
su miseria, pueden acabar de trastornar los restos de organización y hundir 
la civilización toda en sus intentos desesperados para satisfacer las 
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necesidades apremiantes del individuo. Éste es el peligro contra el cual 
debemos aunar ahora todos nuestros recursos, nuestro valor y nuestro 
idealismo... (Keynes 1919, pág. 81). 

Recapitulando, en este apartado hemos podido establecer cómo el fascismo, cuyas 
manifestaciones no eran exclusivas de Italia, se desarrolló hasta formar el partido 
que paulatinamente se haría del poder absoluto, con Benito Mussolini a la cabeza. 
El fascismo representa, en cierto sentido, una respuesta a los temores hacia el 
socialismo y el comunismo, que fue apoyado por industriales y financieros, quienes 
les respaldaron económicamente. Los adversarios para el fascismo eran no sólo los 
izquierdistas, sino también los liberales, la democracia y el pluralismo político. Nació 
el movimiento en un contexto de desarrollo del capitalismo imperialista, urgido de 
nuevos mercados y de materias primas, que se basó en el colonialismo. La crisis 
económica de la posguerra fue favorable para que se consolidara el fascismo. 

1.2.2.2EI fascismo en el poder 

Todo lo anteriormente expuesto sobre la severa crisis que en lo económico vivió 
Italia durante la posguerra, ha justificado la aseveración de que “senza crisi 
económica, niente fascismo” [sin crisis económica, ningún fascismo] (Solar 1986, 
pág. 74). La inflación de la primera posguerra mundial generó un empobrecimiento 
amplio entre la pequeña y mediana burguesía, dentro de la cual estaba comprendida 
la oficialidad y la tropa del ejército que veía cómo su reinserción social, después de 
grandes sacrificios, no estaba asegurada por el gobierno democrático. Entre ellos 
se encontraba el grupo de los “arditi”, es decir, los antiguos voluntarios de las tropas 
de asalto, que habían jugado un papel importante en los campos de batalla, quienes 
pasaron a formar parte de las filas fascistas (Solar 1986, pág. 74-75). 

La violencia, surgida por la pobreza y el hambre, no se hizo esperar, frente a la 
indolencia del gobierno. A mediados de 1919 los campesinos iniciaron la ocupación 
de las fincas en el interior del país; en las ciudades, los obreros, después de ver 
frustrada la colectivización de la producción que se les había prometido, iniciaron 
huelgas y se lanzaron al pillaje y saqueo de almacenes. En Florencia se llegó a 
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constituir una “república de los soviets” que duró apenas tres días (Solar 1986, pág. 
76). 

Todos estos eventos, más la inacción del gobierno, generaron un fundado temor 
entre los capitalistas, tanto al peligro de que se diera una revolución o a que se 
llegara a la anarquía, quienes llegaron al convencimiento de que debía 
restablecerse el orden y la paz a través de los medios que fueran necesarios. Y es 
por ello que se ha afirmado que “il fascismo era figlio de la paura” [el fascismo fue 
hijo del miedo] (Solar 1986, pág. 76). 

Debido a las huelgas y desórdenes sociales, la burguesía optó por respaldar a los 
fascistas: 

...Ante semejante situación, la burguesía no tuvo más remedio que echarse 
en los brazos del único movimiento que les aseguraba el enfrentamiento 
abierto contra el comunismo y que podía encargarse de lo que la policía, 
legalmente, no podía hacer. Frente a la amenaza roja no cabían medias 
tintas, de manera que las autoridades miraban a otro lado para hacer como 
que no se apercibían de los excesos fascistas cuando estos empezaron a 
amenazar, asaltar o incluso asesinar a militantes socialistas. De este modo, 
Italia se convirtió en un auténtico campo de batalla... (Bolinaga 2011, pág. 
12 ). 

A los conflictos internos del país debe añadirse el incumplimiento de los aliados a 
las reivindicaciones territoriales que Italia planteó, y que fueron aceptadas en 1915, 
cuando se le atrajo con tales ofrecimientos para que participara en la guerra. Las 
pretensiones de ampliación de sus dominios estuvieron puestas en: “la anexión del 
Trentino hasta el paso del Brennero, la anexión de Trieste y de Istria, la Dalmacia 
septentrional y las islas próximas y las garantías de que el resto de las costas 
dálmata y albanesa iban a quedar neutralizadas” (Solar 1986, pág, 79). Se trata de 
los denominados territorios irredentos que, desde 1870, reivindicaba un movimiento 
político italiano respecto de posesiones en el imperio austro-húngaro. 
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Durante las negociaciones ocurridas durante marzo y abril de 1919 entre los aliados, 
el presidente norteamericano Woodrow Wilson (1913-1921), ei primer ministro 
inglés David Lloyd George (1916-1922), pero especialmente el jefe de gobierno y 
primer ministro francés Georges Clemenceau (1917-1920), se negaron a cumplir las 
pretensiones que mediante el convenio de Londres se habían ofrecido en 1915 a 
Italia. El primer ministro italiano, Vittorio Emanuele Orlando (1917-1919), indignado, 
y como protesta, abandonó el 24 de abril de 1919 la conferencia de los aliados 
(Solar 1986, pág. 80), ante la decisión de que se otorgaría independencia a la ciudad 
de Fiume, en donde existía desde siglos atrás un predominio de población italiana 
(Bolinaga 2011, pág. 15). 

Mussolini, desde el periódico II Poppollo d’ltalia, el cual fundó y dirigió desde que 
fue expulsado del partido socialista, se dedicó a animar la invasión y toma por la 
fuerza de Fiume, una pequeña ciudad que probablemente quedaría en poder de 
Yugoslavia. Esa acción militar era respaldada por el famoso poeta y héroe nacional 
Gabrielle D’Anunzio (1863-1938). 

Debido a la crisis que el Fiume generó, se decidió conformar una comisión 
interaliada, en donde se decidiría sobre la procedencia o no de anexar la ciudad a 
Italia. La decisión fue contraria a los intereses italianos y se ordenó proceder al 
desalojo de los granaderos de Cerdeña destacados en Fiume, y a que se disolviera 
el batallón de voluntarios de Fiume. Los granaderos de Cerdeña definieron su 
postura: O Fiume, o morte. D’Anunzio procedió, junto a un grupo de 2,500 arditis, a 
invadir Fiume (Solar 1986, pág, 82), tras lo cual le declararon un Estado soberano 
que perduró entre 1920 y 1924, para más tarde, cuando Mussolini estuvo en el 
poder (1922), ordenar invadirla y, luego de dos años, anexarla a Italia. Realizada la 
invasión, D’Anunzio se hizo proclamar gobernador de la ciudad, emitió una 
constitución, estableció una sociedad corporativista, dividida en diez gremios, en la 
cual la décima corporación era la de los hombres superiores que debían gobernar 
(Bolinaga 2011, pág. 19). Esta fue la primera manifestación de un nuevo tipo de 
constitucionalismo, diferente al liberal, que Naranjo Mesa ha planteado podría 
denominarse “corporativo”, y se implementará primero en Italia (1922), luego en la 
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Alemania Nazi (1933), y más tarde en Portugal (1932) y en España (1939) (2003, 
pág. 49). 

En el orden político, cabe destacar que en las primeras elecciones en las que 
participó el Partido Fascista (1919) obtuvo resultados insatisfactorios. Sin embargo, 
en 1921 consiguió llevar al parlamento a 21 diputados, encontrándose dentro del 
grupo de electos el mismo Mussolini. Mas el momento decisivo para el ascenso al 
poder del fascismo en Italia, estuvo marcado previamente por una huelga 
generalizada en el país, que generó el golpe de Estado a la democracia. Para 
lograrlo, Mussolini organizó la marcha sobre Roma de 1922 de 100,000 camisas 
negras (Bolinaga 2011, pág. 26), 81 los cuales iban armados con palos, barras de 
hierro y algunas pistolas, partiendo el líder desde Nápoles y demás correligionarios 
de todo el país, quienes pedían la disolución del parlamento. 

Ante la presión ejercida, y la indecisión del rey de declarar el estado de sitio para 
detener a los fascistas, Mussolini se presentó ante Víctor Manuel III y le dijo: “Vengo 
directamente de la batalla que se ha desarrollado felizmente sin derramamiento de 
sangre” (Solar 1986, pág. 89). Así pasó a formar parte del gobierno como primer 
ministro por “invitación” del monarca y, en un ascenso progresivo, concentró el 
poder, en forma dictatorial, para sí y su partido. Era el momento en el que 
formalmente inició la debacle de las democracias liberales y el fascismo cobraba 
carta de reconocimiento en Europa, en un ascenso inusitado y poco creíble para el 
continente cuna de la civilización occidental. 

De manera inmediata, Mussolini hizo gobierno con representantes de diversos 
partidos (liberales, nacionalistas y católicos), exceptuando a los marxistas o 
socialistas, y sólo nombró a tres ministros fascistas. Se propuso impulsar un 
programa que se orientaba a la economía, el orden y la disciplina, lo que fue 
aprobado por 306 votos contra 106 en la Cámara de representantes. Para finales 


81 Sobre la marcha sobre Roma del 27 al 29 de octubre de 1922, se puede ver un vídeo alusivo en 
la siguiente dirección: https://www.voutube.com/watch?v=IU5F¡pvKqrO , última comprobación 19 de 
diciembre de 2018. 
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de ese mismo año, en noviembre, ambas cámaras dieron plenos poderes al Duce 
(Solar 1986, pág. 90). 

A pesar de la fuerza y presión demostradas con la marcha sobre Roma, el gobierno 
inicial de Mussolini se consideraba aún legal, pues se basaba en la renuncia del 
anterior gabinete. Ese nuevo gobierno de transición estaría en el poder, con 
facultades extraordinarias, por un año, luego de lo cual debía convocar a elecciones. 
Sin embargo, en 1923 Mussolini presentó el proyecto de una nueva ley electoral, de 
acuerdo con la cual el partido o coalición que obtuviera mayoría, siempre que ella 
fuera superior al 25% de los sufragios, tendría para sí dos tercios de la cámara de 
representantes (Bolinaga 2011, pág. 30). La ley Acerbo, nombrada así por el 
diputado que la redactó, Giacomo Acerbo, se discutió mientras las milicias de 
camisas negras patrullaban las calles de Roma y con la advertencia de Mussolini 
de que, si la misma era rechazada, dejaría que la revolución siguiera su curso (Solar 
1986, pág. 90-91). 

El proyecto fue aprobado gracias al apoyo de los conservadores liberales, quienes 
se coaligaron con los fascistas. Una vez aprobada la ley electoral, el siguiente 
objetivo fue que se disolviera el parlamento, lo cual fue logrado el 24 de enero de 
1924, para así convocar a elecciones para el 6 de abril del mismo año (Solar 1986, 
pág. 91). En esas elecciones el partido fascista obtuvo el poder parlamentario 
“legítimamente”, en votaciones amañadas (Bolinaga 2011, pág. 30), logrando un 
65% de los sufragios emitidos (Halperin 1964, pág. 42). 

La indignación de la oposición por el fraude cometido cobró voz a través de un 
diputado: Giacomo Matteoti, “un líder de los socialistas y un hombre de 
extraordinario coraje” (Halperin 1964, pág. 64). El 24 de mayo quedó instalado el 
nuevo parlamento; el 30 del mismo mes, Matteoti pronunció un discurso ante sus 
homólogos denunciando el fraude y la intimidación de que fueron objeto tanto los 
partidos de la oposición como los electores, por lo que pidió se anularan las 
elecciones y se convocara a unas nuevas. Diez días después fue secuestrado y su 
cadáver apareció en un bosque en octubre de 1924. 
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Tras la noticia de la muerte de Matteoti, prácticamente desapareció la vida 
parlamentaria en Italia, pues ya no se permitió que ningún diputado ingresara a la 
cámara. La prensa fue censurada, los partidos y los sindicatos fueron disueltos, todo 
lo cual favoreció que con el plebiscito de 1929 Mussolini continuara en el poder 
(Solar 1986, pág. 92). 

El fascismo, a partir de su establecimiento como un régimen totalitario en 1929, 
continuará hasta 1945, y sólo acabará prácticamente con la finalización de la 
Segunda Guerra Mundial. Oportunamente se dará la identificación con el nazismo 
alemán, a partir de 1933, hasta el estallido del segundo conflicto mundial. 

En esta apartado se ha podido establecer cómo en Italia, por la crisis económica de 
la posguerra y los conflictos sociales, se estableció un gobierno dictatorial de corte 
derechista, que buscaba evitar el denominado “peligro rojo”, con el apoyo de la 
burguesía. La tendencia hacia ese cambio ya se encontraba latente desde el siglo 
XIX, con el desarrollo de formas de pensamiento filosófico de corte irracional, que 
se oponían al optimismo del futuro y del progreso, y la manifiesta desconfianza en 
la bondad del hombre. Resurge así esa tendencia hobseana de fatalismo en la 
humanidad, el hombre es lobo del hombre, se enaltece la voluntad, el poder se 
concibe como fin último de la vida, y debe darse la anulación de la individualidad en 
aras del ideal del Estado, como forma única para el logro del destino de los pueblos, 
en un ámbito exacerbado nacionalismo. 

El liberalismo cedió su lugar a un mayor conservadurismo y extremismo, al punto 
que la burguesía, temerosa de la revolución o de la anarquía, terminó aliándose con 
los movimientos de ultraderecha. Esa subordinación de la política a la razón 
económica, destruyó el sistema de valores y principios democráticos, republicanos 
y constitucionales no sólo en Italia, sino en Europa. 

La expresión máxima de esa tragedia en la conducción política la representan las 
dos guerras mundiales, con su elevado saldo en vidas humanas y destrucción 
generalizada, pero también en la pérdida del liderazgo económico para Europa y el 
traslado del epicentro del capitalismo hacia Estados Unidos. Irónicamente, las 
guerras mundiales, como manifestación del expansionismo imperialista generado 
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por el desarrollo del sistema capitalista en Europa, se tradujo en el ocaso de las 
potencias del viejo continente, que vieron sucumbir los imperios (el ruso, el austro- 
húngaro y el otomano). 

En Italia se exalto el nacionalismo y se generalizó la ¡dea de que, siendo vencedora 
en la guerra, había sido derrotada en la paz, al no concedérsele los territorios 
irredentos a que aspiraba. 

Es de resaltar que, frente a ese belicismo europeo de la primera mitad del siglo XX, 
Estados Unidos, como país republicano, democrático y con un constitucionalismo 
fuerte, supo mantenerse estable y continuar con su proceso de desarrollo, ai punto 
de que, cuando finalmente se vio obligado a intervenir en ambas guerras, fue para 
salir fortalecido y con un liderazgo que hasta la fecha continúa en los asuntos 
internacionales. 

1.2.2.3¿Fue totalitario el régimen fascista? 

El significado del término totalitarismo ha sido utilizado de manera restrictiva y 
extensiva por las diferentes ideologías. En principio, al parecer, el paradigma de su 
significación comenzó a forjarse, como coinciden en afirmar Biscaretti de Ruffía y 
Rodrigo Borja, entre otros autores, en el aforismo formulado por Mussolini en el 
discurso que pronunció el 28 de septiembre de 1925 en ei famoso teatro Scala de 
Milán: “Todo dentro del Estado, nada fuera del Estado, nada contra el Estado” 
(Biscaretti di Ruffia 2006, pág. 138). 

El nuevo concepto de totalitarismo, invención del siglo XX, ha sido aplicado al 
nazismo, al stalinismo y al fascismo. Esto ha generado diferentes grados de 
aceptación y rechazo a su uso. Sartori comenta: “La óptica es nueva, porque los 
regímenes políticos siempre han sido definidos en términos de legitimidad, o de 
ejercicio del poder, o con base en el número de los regidores (gobierno de uno, de 
los pocos, de los muchos)” (1993, pág. 123). 

Sabine fue uno de los pioneros en ocuparse de la caracterización del totalitarismo, 
desde que publicó por primera vez su obra en los años treinta y en ediciones 
posteriores. En ella califica, en principio, de totalitario al fascismo y al nazismo: “...el 
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resultado práctico de ambos, por racionalizado que fuera, fue la organización interna 
totalitaria del estado” (1976, pág. 653). Más tarde, Hanna Arendt abrió la discusión 
sobre qué regímenes debían calificarse como totalitarios con su trabajo “Los 
orígenes del totalitarismo”, publicado en 1951. No incluyó al fascismo como 
subespecie totalitaria, pero sí al estalinismo, y se concentró más en el nazismo. Le 
seguirían, en 1956, Cari Friedrich y Zbigniew Brzezinski, con su libro “Dictadura 
totalitaria y autocracia”, quienes extienden el análisis hacia el estalinismo y 
periféricamente aceptan incluir al fascismo (Sartori 1993, pág. 124). 

Giovanni Sartori plantea que tanto el término “totalitarismo” como “autoritarismo” 
fueron acuñados por los fascistas: “Pero el fascismo nunca fue, en la medida de 
ningún criterio preciso, una dictadura totalitaria; en cambio, sí lo fueron el nazismo 
y el estalinismo” (1993, pág. 122). Biscaretti di Ruffia coincide en esa afirmación en 
lo que respecta al fascismo: “el Estado italiano no se transformó jamás en un 
verdadero Estafo totalitario” 82 (2006, pág. 475). 

El connotado constitucionalista italiano sustenta su afirmación de que el Estado 
fascista fue autoritario, no totalitario, con base en que no llegó a establecerse un 
control completo de toda la sociedad y del Estado, pues algunas instituciones 
permanecieron fuera del control del duce (líder) y de su partido, es decir, se 
mantuvieron fuera de la tutela estatal (Biscaretti di Ruffia 2006, pág. 138). Con base 
en esto, es posible afirmar que el autoritarismo representa el género próximo de 
esta forma de Estado, en tanto el totalitarismo es una especie del mismo: todo 
Estado totalitario es autoritario, pero no todo Estado autoritario es totalitario. 

En relación a la Italia fascista es pertinente preguntar: ¿Qué sectores 
permanecieron fuera del control estatal fascista? Uno de ellos fue el religioso, pues, 
con base en los Pactos Lateranenses de 1929, se acogió la enseñanza religiosa en 
las escuelas públicas, se reconoció cierta autonomía a las asociaciones dirigidas 
por la Acción Católica, prevalecieron ciertos efectos civiles de los matrimonios 
católicos y el reconocimiento de la competencia de los tribunales eclesiásticos para 
calificar su validez. También la economía mantuvo su autonomía, ya que siempre 


82 Las cursivas pertenecen al original. 
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estuvo dirigida por el sector privado, a pesar de cierto intervencionismo estatal. 
Finalmente, pero no por ello menos importante, la institución constitucional que se 
mantuvo fue la monarquía, la cual fue decisiva, como fuerza política, para destituir 
a Mussolini del cargo el 25 de junio de 1943 (Biscaretti di Ruffia 2006, pág. 476). 

El establecimiento del autoritarismo en Italia, de acuerdo con Biscaretti di Ruffia, se 
realizó en tres fases, dentro de un proceso de “fascistización” del Estado que se 
completó en 1940, antes de que el país entrara en la Segunda Guerra Mundial. La 
primera fase (1922-1925), consistió en la degradación del régimen parlamentario 
que había prevalecido desde el estatuto Albertino (1848), al punto de llegar a 
convertirse en un “semiparlamentarismo”, es decir, sólo sobrevivió formalmente. 
Comprende dos eventos significativos: la marcha sobre Roma (1922), hasta el 
asesinato del diputado Matteotti (1924), cuando se retiran los diputados del 
Parlamento (2006, pág. 476-477). 

La segunda fase va de 1925 a 1929, cuando se dio una transformación del gobierno 
en sentido autoritario, se abolió el sistema parlamentario y estableció un claro 
predominio del poder ejecutivo. Esta preeminencia se demuestra con la Ley de 31 
de enero de 1926, número 100, mediante la cual al poder ejecutivo se le faculta para 
expedir leyes delegadas, decretos ley y reglamentos. En 1928, conforme expedición 
de la Ley de 17 de mayo, número 1019, se estableció el procedimiento electoral 
plebiscitario, conforme el cual los ciudadanos sólo podían pronunciarse con un “sí” 
o un “no” sobre una lista de 400 candidatos para la Cámara de Diputados, en tanto 
los restantes 600 eran designados corporativamente. Por último, es significativa la 
Ley número 2693, de fecha 9 de diciembre de 1928, que convirtió al Gran Consejo 
del Fascismo en órgano constitucional del Estado (Biscaretti di Ruffia 2006, pág. 
477-479). 

En 1930 inicia lo que Biscaretti di Ruffia califica como la fase de “personalización 
del régimen”, en donde adquiere el dominio el jefe de gobierno, lo que en 1937 se 
traduce en la asunción oficial para Mussolini, ad personara, del título de “Caudillo 
( duce ) del fascismo”. En 1939, mediante la Ley número 129 de 19 de enero, se 
suprimieron por completo las elecciones políticas. Asimismo, en el Senado, los 
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integrantes perdieron el puesto vitalicio para ser sustituidos por quienes designaba 
el jefe de gobierno. Finalmente, siguiendo el ejemplo del nazismo alemán, se 
expidieron las leyes raciales antisemitas, entre 1938 y 1939 (2006, pág. 479-480). 

En este punto, resulta oportuna la caracterización que Rodrigo Borja realiza, en su 
Enciclopedia Política, sobre los regímenes autoritarios: 

En un esfuerzo por comprender a todas las tipologías autoritarias y de buscar 
su común denominador, pueden señalarse como características peculiares a 
todas ellas: la concentración de la autoridad pública en una elite, la 
exoneración de limitaciones jurídicas al ejercicio del poder, la mediatización 
de la participación popular, la conculcación de los derechos humanos, la 
reducción de la libertad, la exclusión de los partidos políticos, sindicatos y 
otras organizaciones populares, la supresión del sufragio en todas sus 
modalidades —iniciativa popular, plebiscito, referéndum, elecciones—, el 
imperio de la inseguridad jurídica, eliminación de todo pluralismo ideológico 
y, por supuesto, de la oposición política, inexistencia de división de poderes 
o un mero simulacro de ella, ausencia de mecanismos de rendición de 
cuentas de los gobernantes y eliminación de la opinión pública como factor 
democrático (2018). 

Resumiendo lo expuesto en este apartado, con la instauración del fascismo en 
Italia, que anula el parlamentarismo, la democracia y establece el partido único 
para gobernar, nace la concepción del totalitarismo, una nueva modalidad de 
régimen político surgida en el siglo XX. Esto fue posible gracias al temor 
existente hacia el bolchevismo ruso, la grave situación económica que se tradujo 
en huelgas y revueltas, y la necesidad de la burguesía de restablecer la paz y el 
orden, que se alía al fascismo para lograrlo. También apareció un nuevo 
fenómeno: el culto a la personalidad, es decir, al endiosamiento del líder, que 
adquiere connotaciones casi religiosas. Ejemplo de ello fue la conocida consigna 
fascista: “El duce no se equivoca nunca” (Biscaretti di Ruffia 2006, pág. 137). 
Esto también ocurrirá en Alemania, la Unión Soviécia y China, entre otros países. 
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En el siguiente apartado se tratará sobre el nazismo, es decir, el complemento 
que sirvió para la expansión del fascismo en Europa, para así llevarla a un nuevo 
conflicto bélico de repercusiones mundiales. 

1.2.3 El caso nazi 

1.2.3.1 El armisticio y la paz del Tratado de Versalles 

Para la comprensión del ascenso del nazismo, como expresión nacionalista en 
Alemania, es necesario hacer referencia a los acuerdos de paz que dieron fin a la 
Primera Guerra Mundial. El tratado de Versalles, firmado el 28 de junio de 1919, 
después del armisticio de noviembre del año anterior, puso oficialmente fin a la 
Primera Guerra Mundial (Lozano Cutanda 2016, pág. 81) y estableció los términos 
de la paz. Este tratado debe considerarse para explicar cómo Alemania pudo 
emprender, después de dos décadas de finalizado el conflicto, nuevamente la 
guerra en Europa. 

En el apartado anterior se dijo que Italia quedó frustrada en 1919 por el 
incumplimiento de los aliados en concederle los denominados territorios irredentos, 
de conformidad con lo resuelto por Estados Unidos, Inglaterra y, especialmente, 
Francia. Si los acuerdos de paz fueron insatisfactorios para Italia, en lo que respecta 
a Alemania la situación resultó mucho más grave. 

Acá es oportuno recordar, una vez más, lo afirmado por John Maynard Keynes en 
su ensayo “Las consecuencias económicas de la paz”, citado por Salvadori: 

El Tratado no contiene ninguna cláusula que facilite el renacimiento 
económico de Europa, nada que pueda transformar en buenos vecinos a los 
imperios centrales derrotados, nada que sirva para consolidar los nuevos 
Estados europeos, nada que facilite otras formas de vida en Rusia; en última 
instancia, ni siquiera fomenta una estrecha solidaridad entre los propios 
aliados [...] Observando en concreto el empobrecimiento de la Europa 
central, me atrevo a predecir que la venganza no tardará en llegar. Nada 
podrá entonces retrasar por mucho tiempo la guerra civil definitiva entre las 
fuerzas de la reacción y las desesperadas convulsiones revolucionarias, 
frente a la cual los horrores de la última guerra alemana serán una bagatela, 
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que destruirá, sea cual sea el vencedor, la cultura y el progreso de nuestra 
generación (2013, pág. 32). 

Para explicar el pobre contenido del tratado de Versalles, en cuanto a asegurar la 
paz, deben tomarse en cuenta varios elementos sobre cómo se gestó. Un aspecto 
a destacar de la Conferencia de Paz de París de enero de 1919, que dio por 
resultado el tratado de Versalles, es que en ella no se incluyó a las potencias 
vencidas (Kissinger 2004, pág. 227), por lo que no se tomaron en cuenta, de manera 
directa, sus intereses, ni se pudo conocer su opinión sobre los efectos de lo 
acordado; todos los tratados, así, fueron impuestos, no negociados (Thomson 2000, 
pág. 90). Esta ausencia de los vencidos contrasta con el hecho de que a la 
Conferencia se citó a 27 Estados (Kissinger 2004, pág. 228); así, se incluyó a 
Bolivia, Ecuador, Perú, Uruguay, China y Siam, entre otros, que a última hora 
declararon la guerra a Alemania (Thomson 2000, pág. 90). 

Otra importante omisión en las negociaciones fue que tampoco se incluyó dentro de 
la Conferencia a la Rusia de Lenin, sobre lo cual Kissinger acota: 

.. .Se dio así el caso de que la paz en que concluyó la guerra para poner fin a 
todas las guerras no incluyó a las dos naciones más fuertes de Europa 
-Alemania y Rusia- que, unidas, contenían bastante más de la mitad de la 
población de Europa y, con mucho, el mayor potencial militar. Este hecho, por 
sí solo, bastó para condenar los acuerdos de Versalles (2004, pág. 228). 

El gobierno de los Estados Unidos, consciente de lo decisiva que había sido su 
intervención para la conclusión del conflicto, se arrogó el papel de árbitro para definir 
los términos de la paz. El presidente Woodrow Wilson (1856-1924) propuso los 
denominados Catorce Puntos, que definían, desde su perspectiva, los aspectos a 
considerar para establecer la paz duradera en Europa, una vez finalizada la guerra. 
En la sesión conjunta del 8 de enero de 1918 los expuso al Congreso de su país, 
divididos en dos partes. Afirmó que ocho eran obligatorios y que “debían” cumplirse: 
“...Eran una diplomacia abierta, libertad de navegación marítima, desarme general, 
supresión de barreras comerciales, solución imparcial de reclamaciones coloniales, 
restauración de Bélgica, evacuación del territorio ruso y, como broche de oro, el 
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establecimiento de una Sociedad de Naciones” (Kissinger 2004, pág. 221). Sobre 
este aspecto, Carpentier y Lebrun comentan: “Por primera vez en su historia, los 
países europeos no eran dueños de sí mismos” (2012, pág. 479). Los otros seis 
puntos, que el presidente norteamericano no consideraba de obligado 
cumplimiento, fueron: 

...Por asombroso que pareciera, la devolución de Alsacia-Lorena a Francia... 
la autonomía para las minorías de los imperios austro-húngaro y otomano, el 
nuevo trazo de las fronteras de Italia, la evacuación de los Balcanes, la 
internacionalización de los Dardanelos y la creación de una Polonia 
independiente con acceso al mar (Kissinger 2004, pág. 221). 

Para asegurarse la observancia de su propuesta, Wilson viajó a París, lo que 
significó que por primera vez un presidente estadounidense en ejercicio abandonó 
el suelo americano (Carpentier 2012, pág. 479). 

¿Cuáles fueron las consecuencias para Alemania del Tratado de Versalles y demás 
arreglos entre los aliados? En primer lugar, conforme el artículo 231 del Tratado, 
toda la responsabilidad moral recayó sobre Alemania y sus aliados, en lo que se 
conoce como la “cláusula de responsabilidad (Thomson 2000, pág. 93): 

Los Gobiernos aliados y asociados declaran y Alemania reconoce que 
Alemania y sus aliados son responsables, por haberlos causado, de todas las 
pérdidas y de todos los daños sufridos por los Gobiernos aliados y asociados 
y sus nacionales como consecuencia de la guerra, que les ha sido impuesta 
por la agresión de Alemania y de sus aliados (Carpentier y Lebrun 2012, pág. 
487). 

En lo económico, se exigió no solamente el pago de reparaciones, sino también de 
indemnizaciones por los daños causados, cosa que, como comenta Kissinger, 
nunca se había acordado en ningún arreglo de paz (2004, pág. 236). El 
reconocimiento de la imposibilidad de cumplir con tales compromisos se afirma en 
el mismo documento, pero igual se crearon las obligaciones, conforme el artículo 
232: 
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Los Gobiernos aliados y asociados reconocen que los recursos de Alemania 
no son suficientes... para asegurar la completa reparación de todas estas 
pérdidas y de todos estos daños. 

Los Gobiernos aliados y asociados exigen no obstante, y Alemania se 
compromete a ello, que serán reparados todos los daños causados a la 
población civil de cada una de las Potencias aliadas y asociadas y a sus 
bienes [...] (Carpentiery Lebrun 2012, pág. 487-488). 

Además, se estableció la pérdida de todas las colonias alemanas, las que se 
repartieron entre sí los aliados, y de un 13% de su territorio, más la reducción del 
ejército a 100,000 hombres y la armada a seis cruceros y unos pocos navios. Las 
concesiones territoriales significaron la pérdida de 10% de la población germana, la 
cual quedó comprendida en los territorios que sirvieron para la conformación de 
nuevos Estados (Kissinger 2004, pág. 235-236). Finalmente, el Tratado de Versalles 
fue firmado el 28 de junio de 1919 (Lozano Cutanda 2016, pág. 81). 

Con base en términos de paz tan perjudiciales para Alemania, la propaganda 
nacionalista desarrolló lo que se conoce como la “leyenda de la puñalada en la 
espalda” (en alemán DolchstoBlegende). De acuerdo con ella, Alemania no perdió 
la guerra en los campos de batalla, sino entre los corrillos de los políticos que 
traicionaron a la patria al establecerse la república el 9 de noviembre de 1918 (el 
armisticio se firmó dos días después), es decir, a causa de los líderes del gobierno 
civil, encabezado por los socialistas, que aceptaron esa afrenta y no supieron 
defender el honor nacional. Esta explicación sería aprovechada por los nazis para 
inculpar a los judíos y comunistas, a la democracia, a los civiles y al republicanismo 
de la pérdida de la guerra. Thomson lo reseña así: 

...Se proclamó la República Alemana, y dos días más tarde, el 11 de 
noviembre, fue firmado el armisticio. El Alto Mando había obtenido para sí la 
victoria de la irresponsabilidad de la derrota. La guerra terminó con los 
ejércitos alemanes ocupando el territorio de Francia y sin que Alemania 
hubiere sido invadida, de manera que se pudo fabricar el mito de que el 
ejército alemán no fue derrotado; y en la nueva república democrática gravitó 
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la culpa de haber firmado el armisticio y de haber aceptado las condiciones 
de la paz. La casta militar, que supo hacer de Prusia el alma del Reich, 
sobrevivió el desastre para intentar más adelante otra guerra... (2000, pág. 
86-87). 

El resultado del tratado de Versalles fue contrario a lo que el presidente Woodrow 
Wilson, de conformidad con los explícitos propósitos de lograr una paz justa y 
duradera al concluir la guerra, planteara ante el Congreso estadounidense el 8 de 
enero de 1918, al presentar los Catorce Puntos de su plan, en donde afirmó: 

No habrá anexiones, compensaciones ni represalias [...] Se respetarán las 
aspiraciones de todas las naciones: los pueblos serán dirigidos y gobernados 
sólo con su consentimiento. La «autodeterminación» es el principio 
fundamental de la acción, y habrán de rendir cuentas los estadistas que, en 
adelante, no se den por enterados (Weitz 2015, pág. 18). 

En resumen, la Alemania de la primera posguerra se vio afectada por los gravosos 
términos del tratado de Versalles, lo que posteriormente serviría de bandera para 
avivar el nacionalismo. Esa paz no fue negociada por los dirigentes y responsables 
de la guerra, sino por el gobierno socialista provisional de Ebert, lo que sería útil 
para responsabilizarles políticamente de la afrenta contra Alemania y serviría como 
argumento para convertirles en enemigos del pueblo, desde la perspectiva nazi. De 
cualquier manera, hubo un cambio importante: surgió la república en Alemania y 
acabó la monarquía, y con ella el segundo Reich. Sin embargo, el tratado impuesto 
no logró garantizar la paz duradera en Europa y hacía predecible un nuevo conflicto 
bélico en el futuro. 

1.2.3.2La república de Alemania 

Declarada la república de Alemania el 9 de noviembre y, dos días después, firmado 
el armisticio que marcaba el cese de las hostilidades de la Primera Guerra Mundial, 
el país sentó las bases para una nueva fase de su vida social. El desafío político, 
ante la abolición de la monarquía, fue entonces promulgar una constitución, lo que 
se materializará con la Constitución de Weimar de 1920. Ésta pretendió, como se 
estudia más adelante en otro apartado, establecer una democracia parlamentaria, 
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al estilo de la británica o la francesa, así como el impulso de lo que se conoce como 
el constitucionalismo social, que supuso superar, desde el punto de vista doctrinario 
y jurídico, la fase del constitucionalismo liberal. Sin embargo, en el ambiente social 
y político, Alemania vivió una confrontación entre las diferentes tendencias 
ideológicas en los meses previos a la promulgación de la constitución. 

Si bien la Constitución de Weimar se gestó originalmente bajo el impulso de una 
revolución incruenta, lo cierto es que no se dieron mayores cambios en lo 
económico ni en lo político, pues la sociedad alemana continuó básicamente bajo el 
mismo esquema previo a la guerra. El “peligro rojo” logró conjurarse gracias a las 
divisiones internas de los socialistas y a que el ala representada por el nuevo 
canciller del gobierno provisional, Friedrich Ebert, se alió con el alto mando del 
ejército alemán. En tanto, el ala izquierda de los socialistas, representada por ios 
espartaquistas, de tendencias marxistas y bolcheviques, fue neutralizado por la 
fuerza. En 1919 se organizaron grupos que el historiador Peter Frietzsche califica 
como “bandas armadas de forajidos de derecha”, las cuales sofocaron 
insurrecciones comunistas en Berlín, Bremen y Múnich, y rompieron huelgas 
generales en Halle, Magdeburgo y Braunschweig. Estas bandas eran los Freikorps 
[cuerpos libres], que más tarde, al disolverse, dejaron tras de sí grupos de veteranos 
y clubes de tiro al blanco que incluían las nacientes SA o Sturmabteilung [secciones 
de asalto] de Hitler, fundadas en 1920, al punto que entre ellos fueron reclutados 
más de un millón de hombres para servir como paramilitares (1988, pág. 86). 

Los Freikorps fueron recibidos como libertadores, en la primavera de 1919, por los 
burgueses en las ciudades donde sofocaron las huelgas obreras e incluso realizaron 
intentos golpistas (Frietzsche 1988, pág. 88). 

Además de lo político, los términos gravosos de la paz impuesta por ios vencedores 
aliados, junto a la situación económica que se deterioró con el transcurso del tiempo 
-desempleo de al menos 10% e hiperinflación entre 1922-1923 (Frietzsche 1988, 
pág. 86 y 88)-, permitieron que creciera el sentimiento nacionalista, se avivara el 
sueño de la reunificación de Alemania y el rescate de su dignidad. 
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En el plano de las relaciones internacionales y la preservación de la paz mundial, 
se adoptó la propuesta del presidente Wilson de crear la Sociedad de las Naciones, 
en donde Estados Unidos se esperaba tendría un papel de peso para darle 
consistencia a esa organización. Sin embargo, el Congreso de los Estados Unidos 
rechazó la moción de adherirse a la Sociedad, al denegar la ratificación del tratado 
de Versalles, por lo que la naciente organización no cumpliría con las grandes 
expectativas que se habían cifrado en ella. En principio, Alemania no fue admitida 
en la misma, ni tampoco Rusia (Carpentier y Lebrun 2012, pág. 489-484). 

En Alemania, los socialistas, al acrecer las frustraciones por la paz y los magros 
logros de la democracia parlamentaria, fueron acusados del fracaso de la guerra y 
el armisticio fue juzgado como una traición, que se vio agravada por las 
reparaciones e indemnizaciones impuestas a Alemania, las cuales eran imposibles 
de cumplir. Con el aditamento del trauma que significó la gran depresión de 1929, 
estuvo listo el escenario para que el pueblo alemán, sumido en la desesperación 
del paro y la pobreza, hiciera eco a los llamados que le hiciera el Partido Nacional 
Socialista (Nazi, por sus siglas en alemán). 

1.2.3.3Hitler antes de 1933 

Inmediatamente después de la promulgación de la Constitución de Weimar, 
Alemania se vio amenazada por el golpe de Estado de Kapp (en alemán se conoce 
como el Kapp-Putsch), ocurrido entre el 13 y el 17 de marzo de 1920, con el apoyo 
de los Freikorps (cuerpos libres). Se trató de un movimiento militar, el cual fue 
financiado por los industriales, entre los que se contó, entre otros, a Walther 
Rathenau, propietario de la poderosa AEG ( Allgemeine Elektricitáts-Gesellschaft 
-AEG-, Compañía General de Electricidad). Los nazis enaltecieron los Freikorps 
como héroes y cuerpos de avance de tipo fascista (Frietzsche 1988, pág. 89), por 
haber participado en ese golpe de Estado. 

El movimiento golpista fue encabezado por Wolfgang Kapp (1858-1922), conocido 
por sus ideas pangermanistas desde la época de la guerra, quien entró a Berlín al 
frente de divisiones de Freikorps y proclamó un nuevo gobierno (Frietzsche 1988, 
pág. 91). El movimiento derechista, sin embargo, no obtuvo respaldo de la población 
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ni del ejército y se vio neutralizado por una huelga generalizada en el país (Lozano 
Cutanda 2016, pág. 98). 

La república de Weimar se caracterizó por la persistente confrontación entre 
izquierdistas y derechistas, ambos con posiciones radicales. Las insatisfacciones 
de ambos grupos provenían en parte de los duros términos establecidos por el 
Tratado de Versalles. A ello vino a sumarse la creación del Corredor Polaco (1919), 
el cual permitió el acceso del restaurado Estado de Polonia al mar Báltico, y la 
partición de Silesia (1921), la que fue dividida entre Polonia y Checoslovaquia 
(Frietzsche 1988, pág. 93). Todos estos eventos contribuyeron a reavivar el 
nacionalismo en Alemania, que se sentía humillada y postrada internacionalmente, 
pero también debía afrontar los peligros internos de las facciones extremistas que 
pugnaban por el poder. 

Desde 1918 se desató una intensa propaganda en contra del gobierno 
socialdemócrata y de los revolucionarios. Frietzsche da cuenta de ello: 

Los periódicos conservadores prodigaban su atención a difamadores de 
derecha que se burlaban de miembros del gobierno, como Ebert y Erzberger, 
en descomunales procesos judiciales. Una red alternativa de publicaciones 
surgió de la nada para imprimir cientos de panfletos, postales y libros de 
ilustraciones que detallaban las supuestas atrocidades cometidas por los 
revolucionarios. En diciembre de 1918, Eduard Stadtler, un efectivo 
propagandista de la Liga Antibolchevique, imprimió 50.000 copias de El 
bolchevismo y su eliminación; poco después, su Bolchevismo y la vida 
económica gozó de un tiraje de 100.000 copias. En Múnich, los futuros nazis 
Alfred Rosenberg y Dietrich Eckart distribuyeron diligentemente 100.000 
panfletos antisemitas. El conocido racista Theodor Fritsch publicó no menos 
de 2 millones de panfletos entre noviembre de 1918 y marzo de 1919. Sólo 
en el año 1920, el Deutschevólkischer Schutz-und Trutzbund (Liga de 
Defensa y Lucha del Pueblo Alemán) declaró haber distribuido un total de 
7.642.000 artículos de propaganda. La pared de Zille fue empapelada una y 
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otra vez con diatribas antisemitas, declaraciones patrióticas, acusaciones 
difamatorias de miembros del parlamento (1988, pág. 93). 

Durante los años difíciles que siguieron a la conclusión de la guerra, fue 
desarrollándose entre los sectores de derecha alemanes el ideal por encontrar un 
líder popular que pudiera salvar a la nación de los peligros que le acechaban. El 
káiser nunca supo asumir ese liderazgo y fue una gran desilusión para el pueblo. La 
imagen de este líder esperado para salvar la situación, adquirió, a momentos, un 
carácter mesiánico: “La salvación sólo podía tener lugar por medio de un líder, 
elegido, y bendito por la «Providencia», un líder que sacaría a Alemania de su 
aprieto y restauraría su grandeza”, comenta Kershaw. Así: «En nuestra miseria», 
decía un escritor de la fase posrevolucionaria, «anhelamos un Líder. El (sic.) nos 
mostrará el camino y las acciones que podrían devolver la honra a nuestro pueblo» 
(Kershaw 1987, pág. 34). 

Adolfo Hitler (1889-19745) se propuso encarnar a ese esperado líder al que 
aspiraban los sectores conservadores y asumir el rol de salvador de la patria. Como 
dato curioso, Hitler no era alemán de nacimiento, pues vino al mundo en Braunau 
am Inn, actual Austria, que pertenecía en ese entonces al imperio Austro-húngaro. 
En 1913 se trasladó a Múnich y solicitó ingresar en el ejército como voluntario, en 
donde fue aceptado. Sirvió en Francia y en Bélgica como mensajero. Por su valor 
se le ascendió a cabo y fue condecorado dos veces (1914 y 1918); sin embargo, 
por no poseer la ciudadanía alemana, no fue favorecido con más promociones 
(Agosto 2008, pág. 11 -12). 

Al terminar la guerra, Hitler continuó trabajando para el ejército alemán como espía 
y se le comisionó para vigilar a los socialistas. En julio de 1919 regresó a Múnich en 
donde fue nombrado V-Mann, designación utilizada para identificar a los espías de 
la policía, en el Comando de Inteligencia de la fíeichswehr, organización militar 
alemana que funcionó entre 1919 y 1935. Se le encomendó infiltrarse en el Partido 
Obrero Alemán, un pequeño partido nacionalista de extrema derecha, al cual se 
adhirió, comenzó su carrera política y demostró poseer dotes de gran orador 
(Agosto 2008, pág. 13). 
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El Partido Obrero Alemán se refundó en 1921 y adoptó el nombre de Partido 
Nacional Socialista Alemán de los Trabajadores (NSDAP, Nationalsozialistische 
Deutsche Arbeiterpartei). Ese mismo año se crearon las SA, es decir, los cuerpos 
de asalto del partido, integrados por los camisas pardas, para atacar a sus 
principales enemigos: comunistas, socialistas y judíos (Agosto 2008, pág. 14). 

El 11 de enero de 1923, el primer ministro francés Raymond Poincaré (1922-1924) 
ordenó a sus tropas, acompañadas de las belgas, la invasión del Ruhr, principal 
región industrial alemana, vital en la producción de carbón, acero y hierro, para así 
asegurar los pagos atrasados por concepto de indemnizaciones. Poincaré actuó sin 
consultar a los aliados. El gobierno alemán ordenó la resistencia pasiva; para 
boicotear la invasión decidió pagar a los trabajadores y así asegurar que se 
mantuvieran en huelga (lo cual hizo que el país sufriera una grave hiperinflación). 83 
La ocupación franco-belga fue un fracaso, por lo que las tropas invasoras debieron 
replegarse para el otoño del mismo año (Kissinger 2004, pág. 264-265). 

La ocupación de la región del Ruhr también provocó insurrecciones y protestas 
alemanas tanto de la izquierda, en Sajonia, como de la derecha, en Baviera. Los 
enardecidos grupos nacionalistas de derecha tuvieron la idea de imitar la marcha 
sobre Roma, haciendo lo propio hacia Berlín. El partido nazi, con una mínima 
representación en el parlamento, pedía antes que se castigara a los “traidores de 
noviembre”, en alusión a los socialdemócratas en el poder (Carr 1987, pág. 273). 

En Baviera cobró auge el nacionalismo y creció el clamor por abandonar la 
resistencia pasiva. El gobierno de Eugen von Knilling, en ese lánder, declaró el 
estado de emergencia y el ala derecha en el poder designó a Gustav von Kahr como 
Comisario de Estado ( Staatskomissar ), dándole poderes dictatoriales (Thornton 
1967, pág. 28). Kahr mantenía vínculos con grupos nacionalistas bávaros, entre los 
cuales se encontraba el partido nazi, que promovían se realizara una marcha como 

83 Sobre la hiperinflación en Alemania durante 1923, Carr ha señalado lo siguiente: “The markfell to 
a quite meaningless level; early in 1923 the dollar was worth 18,000 marks; by August it was worth 
4,600,000 marks and by November it reached the astronomical figure of four billion marks” (1987, 
pág. 274). [El marco cayó a un nivel insignificante; a comienzos de 1923 el dólar valía 18,000 marcos; 
para agosto valía 4,600,000 marcos y para noviembre alcanzó la astronómica cifra de cuatro mil 
millones de marcos]. 
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la de Roma y, al llegar a Berlín, depusiera al gobierno “marxista” y estableciera una 
dictadura en Alemania (Carr 1987, pág. 275-276). Kahr conformó un triunvirato junto 
al coronel Hans Ritter von Seisser, jefe de la policía bávara, y el general Reichswehr 
Otto von Lossow, comandante jefe de la Reichswehr (defensa imperial) bávara. 
Juntos, decidieron desconocer la autoridad del gobierno berlinés (Thornton 1967, 
pág. 28). 

El gobierno federal, con sede en Berlín, debió afrontar también la insurrección 
comunista en Sajonia y en el Ruhr, la cual fue aplastada por Otto Gessler, ministro 
de defensa, quien manifestó que haría lo mismo en Baviera. El triunvirato perdió el 
ánimo de continuar rebelándose ante tal amenaza (Thornton 1967, pág. 28). 

Todo lo anterior llevó a que Hitler, el 8 de noviembre de 1923, intentara dar un golpe 
de Estado en Múnich para así promover la revolución. Al efecto, Hitler irrumpió en 
la cervecería Bürgerbráukeller, seguido por una partida de camisas pardas, en 
donde se reunían miembros del gobierno bávaro. Apuntando con su pistola a Kahr, 
le exigió que aceptara la marcha a Berlín. Asimismo, declaró que el gobierno bávaro 
y el del Reich estaban disueltos y que asumía el liderazgo del gobierno provisional 
alemán. Además, nombro al exgeneral Erich Ludendorff, uno de sus admiradores y 
patrocinadores, jefe del ejército (Carr 1987, pág. 277). 

Kahr logró escapar y, al día siguiente, Hitler, después de un tiroteo, fue capturado 
por la policía y llevado a juicio junto a otros siete seguidores. Se le procesó y fue 
condenado a purgar cinco años de prisión, aunque sólo cumplió ocho meses, pues, 
en medio de un clima político que le resultó favorable, fue indultado. Ese período en 
la cárcel le sirvió a Hitler para reflexionar, leer y comenzar la primera versión de su 
libro autobiográfico y programático: Mi lucha (Mein Kampf). A pesar del fracaso del 
intento del golpe de Estado, ese evento significó que la imagen de Hitler dejara de 
ser exclusivamente bávara y pasara a ser nacional (Agosto 2008, pág. 14-15). 

Al salir de la cárcel, en diciembre de 1924, Hitler se dedicó con ahínco a fortalecer 
la organización del partido nazi, el cual estaba en peligro de extinción. El logro de 
este propósito se evidencia si se toma en cuenta que cuando entró por vez primera 
en contacto con el Partido Obrero Alemán de Múnich, en septiembre de 1919, éste 
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contaba con alrededor de cincuenta miembros. Para 1931, el número de afiliados al 
partido superaba los 800,000 y el de las tropas de asalto (SA) cuadruplicaba al de 
los elementos del ejército alemán. Además, esa fracasada experiencia golpista le 
hizo adquirir el firme convencimiento, como lección política, de que la vía de los 
atentados no era la indicada para hacerse del poder; más bien, debía utilizar los 
canales constitucionales para obtenerlo y luego hacer todo lo necesario para 
conservarlo (Thornton 1967, pág. 23 y 29). 

Hitler promovió el ascenso de su partido en la vida política alemana apelando a un 
ultranacionalismo radical de derecha. Los movimientos de extrema derecha, sin 
embargo, deben ser vistos dentro de un contexto más amplio, como expresión de la 
crisis del sistema parlamentario y de la democracia liberal en la Europa de la 
posguerra (1919-1939). No fueron sólo Italia o Alemania, como se señaló 
anteriormente, los países en donde cobraron auge esos grupos. En varios estados 
más de la Europa central y mediterránea se establecieron regímenes autoritarios o 
semiautoritarios, después de una breve experiencia de democracia parlamentaria, 
como lo ha observado Carpentier y Lebrun: Ese fue el caso en Hungría con el 
general Horthy (1920), de Monseñor Seipel en Austria (1922), del general Primo de 
Rivera en España y de Mustafá Kemal en Turquía (1923), del mariscal Pilsudski en 
Polonia (1926) y de Salazar en Portugal (1928) (2012, pág. 500). Es más, si se 
observa la cronología de la imposición de esos regímenes en los distintos países, 
pareciera que Alemania llegó tarde al establecimiento de un gobierno fuerte, 
especialmente si se consideran las cargas que le fueron impuestas con la paz por 
los aliados y la crisis económica en que se encontraba. 

En el orden estatal, comenzaron a evidenciarse formas de intervencionismo y 
dirigismo económico, lo cual también era contrario a los principios liberales. El 
desarrollo del capitalismo alemán era el síntoma más evidente de ese fenómeno, 
por lo que los socialistas revolucionarios concluyeron que esto “demostraba la 
decadencia de la función histórica del empresariado burgués y la posibilidad de una 
regulación directa de la economía por los aparatos administrativos del Estado” 
(Salvadori 2013, pág. 48). El mito liberal de la libre competencia cedía su lugar, ante 
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la evidente realidad, al desarrollo de los monopolios, ios cárteles (acuerdos entre 
empresas para eliminar la competencia) y los trusts (asociación de empresas que 
producen similares productos, para fijar precios y monopolizar mercados nacional e 
internacionalmente), los cuales se apoyaban en el Estado para poder funcionar. Se 
trata, de manera complementaria al monopolismo, de la fase imperialista del 
capitalismo. En medio de esa situación económica nueva, el Estado no podía 
continuar siendo “neutral” (¿cuándo lo había sido?) como afirmaba la doctrina 
liberal; debía, ahora, a la luz de las nuevas condiciones de feroz competencia 
internacional, desarrollar un rol activo para la promoción de la burguesía nacional, 
si se deseaba continuar vigente como economía líder. En ese sentido, Saivadori 
plantea: 

...Los sujetos más poderosos de la industria fueron aquellos que 
manifestaron una gran capacidad de concentración: los carteles, que 
fusionaban en sentido horizontal empresas de la misma rama y que echaron 
raíces sobre todo en Alemania, y los trusts, que reunían bajo una misma 
dirección, en sentido vertical, las distintas ramas necesarias para cubrir un 
ciclo productivo desde los orígenes hasta el producto final y que prosperaron 
sobre todo en Estados Unidos. La lógica de la concentración era fuertemente 
monopolística y tendía a un sistema de interrelaciones orgánicas, por un lado, 
entre el capital financiero y el industrial y entre la banca y los centros de 
producción, y por otro lado, entre la economía y el Estado, al que se le pedía 
que orientara sus estrategias de política interna e internacional para que 
resultaran favorables a los intereses de la industria y las finanzas (2013, pág. 
45). 

Los marxistas consideraron que este era el irremediable cumplimiento de la profecía 
de la autodestrucción del sistema capitalista. Así, Lenin, en 1916, en su famoso libro 
El imperialismo, fase superior del capitalismo, planteó: 

Hace medio siglo, cuando Marx escribió El Capital, la libre competencia era 
para la mayor parte de los economistas una “ley natural”. La ciencia oficial 
intentó aniquilar mediante la conspiración del silencio la obra de Marx, el cual 
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había demostrado, con un análisis teórico e histórico del capitalismo, que la 
libre competencia origina la concentración de la producción, y que dicha 
concentración, en un cierto grado de su desarrollo conduce al monopolio. 
Ahora el monopolio es un hecho... (1976, pág. 386-387). 

Por tanto, en esa nueva fase, la del “capitalismo de Estado”, en donde los grandes 
industriales y financistas detentaban el poder a través de los fascistas, “sólo 
quedaba abolir la propiedad privada de los medios de producción e introducir un 
sistema de planificación a la alemana pero dirigido por un Estado socialista” 
(Salvadori 2013, pág. 49). 

En este apartado, para resumir, se ha establecido cómo Hitler, una vez ingresa a un 
partido de derecha y se vuelve el líder del mismo, trata de asaltar el poder, para lo 
cual promueve un fallido golpe de Estado, que le lleva a prisión. Estando detenido, 
escribe su libro, que se convertirá en la base de la doctrina nacional socialista 
alemana, y adquiere notoriedad por todo el país. El esperado rol de líder alemán, 
que salvaría al país de las desgracias de la paz de Versalles, decide asumirlo Hitler, 
con un sentido de nacionalismo extremo, en donde comienza a identificar que el 
parlamentarismo, la democracia, los socialistas, los comunistas y los judíos son, 
según su doctrina, los enemigos para la restauración alemana. 

No obstante, el fenómeno fascista, la “derechización” en Europa, no fue un 
fenómeno exclusivo de Alemania e Italia. Existió como tendencia en buena parte del 
continente, durante la época de la posguerra, como una manifestación, entre otras 
causas, de la crisis del capitalismo, que se encontraba en una fase imperialista y 
había arribado a la era monopolística con los carteles y los trusts. En ese estado de 
cosas, los industriales, financistas y demás elementos de la burguesía, estuvieron 
dispuestos a apoyar movimientos extremistas de derecha, en alianza con el Estado, 
para promover sus propios intereses y evitar el “peligro rojo”, es decir, al socialismo 
y al comunismo bolchevique. 

A continuación, en el siguiente apartado, se analiza la forma como los nazis se 
hicieron del poder en Alemania. 
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1.2.3.4 El ascenso al poder de los nazis 

En 1925 llegó a su fin el gobierno de Ebert, quien fue sustituido por el general Paul 
von Hindenburg, en un relevo de ios socialdemócratas por los conservadores 
alemanes. Con la asunción a la presidencia de Hindenburg parecía darse una 
conciliación entre la república y los movimientos de derecha en Alemania, que 
resultaba poco favorable para la preservación del partido nazi. Sin embargo, Hitler 
afrontó la situación expandiendo la organización social de su partido. Fortaleció las 
fuerzas de asalto a nivel nacional (SA), que alcanzaron a tener 300,000 miembros 
para 1932; también creó la Schutzstaffel (cuerpo de protección, llamada SS), como 
el grupo encargado de su seguridad personal, y la organización de las Juventudes 
Hitlerianas que acogían a jóvenes de 15 a 18 años, más la Liga de Escolares en 
donde se agrupaba a los niños de 10 años en adelante. Mujeres, estudiantes, 
maestros, funcionarios, doctores y abogados, todos tenían sus respectivas 
organizaciones; en cuanto a los intelectuales y artistas fueron acogidos en la 
Kulturbund [liga de cultura] (Thornton 1967, pág. 31). 

Un evento extrapolítico que vino a favorecer el ascenso del nazismo al poder en 
Alemania, fue la gran depresión económica de 1929. Efectivamente, durante las 
elecciones de 1928 el nazismo obtuvo apenas 2% de los votos, con lo cual logró 12 
diputados, por lo que: “Sin la crisis, es muy posible que esa situación no hubiera 
cambiado: la crisis fue la oportunidad de Hitler” (Carpentier y Lebrun 2012, pág. 
520). 

La Gran Depresión de 1929, la cual fue precedida por el crash [caída] de la bolsa 
de valores de Nueva York durante el Jueves Negro (29 de octubre), tuvo efectos 
negativos para todo el mundo. El nuevo orden económico internacional, establecido 
con posterioridad a la Primera Guerra Mundial, dependía de la dinámica de Estados 
Unidos, que se convirtió en el prestamista europeo. Al colapsar la bolsa de valores 
de Wall Street, y posteriormente los bancos, concluía el boom [auge] de los “alegres 
años veinte”. El economista John Kenneth Galbraith dirá posteriormente, al referirse 
al crash, que deberá reconsiderarse la inexorable ley de compensación: “...los diez 
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buenos años veinte habían de pagarse con diez malos... en los treinta” (2009, pág. 
17). 

El primer síntoma de la crisis para Europa fue la quiebra del mayor banco austríaco, 
el Kredit Anstalt de Viena, ocurrida el 14 de mayo de 1930, a la que le siguió la de 
uno de los tres principales bancos alemanes, el Danat Bank, el 13 de julio del mismo 
año. En Alemania, con miras a recuperar la calma y tratar de detener el retiro de 
fondos masivo, todos los bancos cerraron durante los tres días siguientes 
(Carpentiery Lebrun 2012, pág. 515). 

El presidente Hindenburg, para afrontar la crisis, y al amparo de las amplias 
facultades que le otorgaba el artículo 48 (para declarar situaciones de emergencia 
y suspender garantías) y el 51 (para nombrar y remover al canciller) de la 
Constitución de Weimar, 84 nombró en marzo de 1930 a Heinrich Brüning como 
canciller, quien introdujo medidas antiinflacionarias que comprendían el recorte del 
gasto público e incremento de los impuestos (Lozano Cutanda 2016, pág. 100). 

Estas medidas, si bien se tenían como convencionales para la época, eran 
contraproducentes, pues la recesión ya suponía un proceso deflacionario; al 
aplicarlas, desestimularon la demanda agregada, por lo que sólo sirvieron para 
agravar la depresión, al profundizar el desempleo y castigar el consumo. Tomando 
como base el año 1928, la renta nacional descendió a 91.4% en 1931, y a 58.8% 
en 1932. Los desempleados, que en 1929 sumaban 1,900,000, llegaron a 3,100,000 
durante el verano de 1930, a 5,600,000 en 1932 y a 6,000,000 a comienzos de 
1933, es decir, un asalariado de cada tres se encontraba en el paro. Los efectos de 
una crisis económica nunca habían sido tan extensos (Carpentier y Lebrun 2012, 
pág. 516). 

La república, asediada por la situación política, sucumbía así ante los embates 
económicos de una época de crisis. A Brüning le sucedieron dos cancilleres más: 
Franz von Papen, del partido católico del centro, y el general conservador Kurt von 
Schleicher (Lozano Cutanda 2016, pág. 100), último canciller de la república de 


84 Para mayores detalles sobre el artículo 48, ver más adelante el apartado 1.8.1.3 El contenido de 
la Constitución de Weimar. 
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Weimar. Ambos fracasaron también en el manejo del descalabro económico. La 
propaganda nazi, recurso de suma importancia para acrecentar la imagen de Hitler 
antes y después de su ascenso al poder, supo aprovechar el momento para atacar 
al gobierno conservador de Hindenburg y presentarse como la mejor opción para 
salvar a Alemania. El terreno estaba preparado para la asunción política de una 
figura de corte mesiánico, que ofreciera el rescate tanto de la crisis económica como 
de la política en la que se encontraba el país. Adolfo Hitler, en ese momento de 
penurias, se ofrecía como la única opción posible. 

El 30 de enero de 1933, Hindenburg, influenciado por los grandes empresarios y 
oficiales del ejército, designó a Hitler Canciller de Alemania (Lozana Cutanda 2011, 
pág. 50). De este modo, Hitler llegó al poder, al amparo de los artículos 48 y 51 de 
la Constitución de Weimar, y no por haber triunfado su partido en las elecciones 
(Lozano Cutanda 2011, pág. 46). Esto significó el fin de la república de Weimar y el 
inicio del tercer Reich. “Ahora -comenta Kissinger- el gobierno de Alemania estaba 
en manos de un canciller que había proclamado su intención de anular el acuerdo 
de Versalles, rearmarse y luego emprender una política de expansión” (2004, pág. 
288). 

La aclamación de los camisas pardas y de los civiles en la toma de posesión del 
nuevo canciller superó lo esperado por el mismo jefe de propaganda del partido 
Nazi, Joseph Goebbels. Esa misma noche comenzó la represión contra judíos, 
socialistas y comunistas extranjeros, como lo reportaron a sus embajadas tras ser 
golpeados. Al día siguiente, el 31, se enfrentaron los nazis contra socialdemócratas 
y comunistas en diferentes ciudades como Breslau, Düsseldorf, Essen, Lübeck, 
Schweinfurt, Wormsy Homburg (Frietzsche 1988, pág. 98-100). 

El 31 se publicó un importante artículo en el periódico conservador Münchner 
Neueste Nachrichten, que había sido hostil a los nazis, escrito por el monárquico 
Erwein Freiherr von Aretin, en donde se planteaba cómo Hitler podría ganar 
popularidad, el cual es citado por Thornton: 

...El mayor problema económico de nuestros días, el desempleo, se alza ante 

el nuevo gobierno como una enorme montaña que ha de ser coronada. 
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Ninguno de sus predecesores fue capaz de abordar eficazmente este 
problema. El gabinete Hitler debe ser consciente de que nada podría 
granjearle tanta confianza como el éxito en este terreno. Aquí nadie puede 
rehusar un apoyo activo. En la lucha contra la necesidad y el hambre no 
puede haber partidos. Aquí, el que fuera crítico durante tantos años previos 
debe mostrar que puede hacerlo mejor. Entonces, ningún alemán negará al 
nuevo gabinete una gratitud cuya consecución debe constituir su primer 
empeño (1967, pág. 72). 

Sobre ese período, Lozano Cutanda comenta: “...la guerra no desacreditó ni 
destruyó el viejo orden en Alemania y hacia 1930 las viejas élites regresaron”, 
después del evidente fracaso de los dos gobiernos que tuvo la república de Weimar, 
“todo lo que necesitaban era apoyo popular, un líder que atrajese a las masas y 
Adolf Hitler parecía ser ese hombre” (2016, pág. 101). 

A partir de 1933, el gobierno de Hitler requirió de dos años para establecer un 
régimen totalitario que significó la desaparición de la democracia, concentración de 
todos los poderes, establecimiento del partido único (el nazi), reclutamiento forzoso 
en organizaciones como el Frente del Trabajo, implementación de la Gestapo 
(Geheime Staatspolizei, o sea, la policía secreta del Estado), creación de los 
campos de concentración en donde se confinaría, entre otros, a comunistas, 
socialistas y demócratas. Los judíos fueron privados de sus derechos como 
alemanes y excluidos de la nación mediante las Leyes de Núremberg de 1935 
(Carpentiery Lebrun 2012, pág. 521). 

Así, a pesar de no haber gozado del favor popular en las urnas, los nazis llegaron 
al poder en enero de 1933, favorecidos por el respaldo de la burguesía y de la casta 
militar, que incidió para que el presidente Hindenburg nombrara canciller a Hitler. La 
posibilidad de hacerlo se encontró en la misma Constitución de Weimar, que 
permitía tan amplias facultades al Presidente, con base en los artículos 48 y 51. A 
partir de ese momento, el partido nazi comenzó el proceso para establecer un 
régimen totalitario que prevalecería hasta 1945. 
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Resumiendo, el partido nazi de Hitler aprovechó la crisis provocada por la gran 
depresión de los años 30 para poder llegar al poder, ante la incapacidad de los 
cancilleres nombrados para paliar la situación económica, con el apoyo de la 
burguesía y de la casta militar alemana. El partido nazi se había fortalecido con la 
proliferación de organizaciones que comprendían no sólo a los adultos, sino incluso 
a los niños. Esta estructura organizacional se vio reforzada con las fuerzas de 
choque (SA, camisas pardas), la Gestapo (policía secreta) y las SS (segundad 
personal de Hitler) que estableció el partido. Con el nombramiento de Hitler como 
canciller, la república de Weimar llegó a su fin, lo que significó el fin del 
parlamentarismo, la democracia y la república misma, pues Alemania se 
encaminaría desde entonces hacia la construcción del tercer Reich (imperio), de 
tipo nazi. 

1.2.3.5La recuperación económica: el milagro alemán 

Hitler comprendió que antes de proceder con la proyección internacional que 
deseaba, el problema social más urgente en Alemania, debido a las consecuencias 
de la depresión, eran el desempleo y la pobreza, por lo que había que encontrar 
una fórmula para salir de la crisis económica. Sin embargo, como ha apuntado Carr, 
cuando los nazis llegaron al poder no tenían planes económicos detallados. Hitler 
tuvo cuidado de evitar todo comentario específico sobre qué haría cuando anunció, 
en febrero de 1933, la implementación de un plan de cuatro años para abatir el 
desempleo y rescatar a las comunidades agrarias. Una vez se sintió seguro en el 
poder, ordenó al partido dejar de interferir en los asuntos económicos y se dirigió a 
los magnates de la industria, sin cuya cooperación no podría resolver el desempleo 
ni obtener el armamento para la ambiciosa política exterior que esperaba 
implementar. En mayo de 1933 ofreció a la industria el recorte de impuestos, 
reducción de las contribuciones sociales y fijar los salarios a los niveles de 1932. 
Este paquete, aparejado a la supresión de los sindicatos realizada el mismo mes, 
permitió vencer cierta suspicacia generalizada de la industria en cuanto al régimen 
y la conducción que haría de la economía alemana el nuevo canciller para la 
recuperación (1987, pág. 327). 
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La situación económica era demasiado compleja como para que bastara el sólo 
congraciarse con los industriales. Alemania se encontraba en una grave situación, 
pues no tenía posibilidades de echar mano de ningún crédito internacional, ya que 
la recesión había llevado a que el capital norteamericano se repatriara para afrontar 
su propia crisis. Tampoco era factible aumentar los impuestos a los trabajadores, 
quienes ya sufrían bastante con el desempleo; ni podía recurrirse a la emisión 
monetaria, pues todavía estaba en la memoria colectiva el trauma de la 
hiperinflación de 1923. Se necesitaba del ingenio de un financiero para saber qué 
hacer y realizar un verdadero milagro económico. 

El hombre capacitado para afrontar el desafío de reactivar la economía, sin poder 
echar mano de las tradicionales fuentes de financiamiento público -crédito, 
impuestos o emisión monetaria-, era el banquero Hjalmar Schacht (1877-1970). Se 
le conocía como el mago de las finanzas, y era ampliamente respetado en los 
círculos bancarios e industriales, tanto nacionales como extranjeros. Poseía una 
amplia experiencia en el sector privado y público (fue presidente del Reichsbank de 
1923 a 1930). Hitler lo nombró ministro de economía durante el período 1934-1937. 
Pero, en contraste, también nombró como responsable de la política económica nazi 
a Hermann Goering, quien en 1936 contendería con Schacht sobre el rumbo que 
debía tomar Alemania para rearmarse (Agosto 2008, pág. 56). 

Schacht era conocido en Alemania debido a que creó una nueva moneda, el 
Rentenmark, que permitió superar la hiperinflación de 1923. Para promover la 
reactivación económica del país, Schacht se inclinó por una teoría económica 
heterodoxa para la época, que más tarde sería asociada a John Maynard Keynes 
(quien ciertamente no publicó su trabajo seminal hasta 1936, Teoría general del 
empleo, el interés y el dinero). De conformidad con esa teoría, a la que se anticipó 
en la praxis el financista alemán, los gobiernos debían incrementar sus gastos, no 
reducirlos, para propulsar la economía y así salir de una crisis recesiva. Con estos 
planteamientos se identificaron los líderes nazis de la política económica desde 
1932, según afirma Carr, cuando Brüning diseñó, sobre esa base, programas de 
trabajo que luego fueron introducidos por von Papen (1987, pág. 327). 
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De conformidad con el Nuevo Plan Económico diseñado por Schacht, presentado 
en septiembre de 1934, el gobierno debía asumir enormes poderes para la 
regulación del comercio y las transacciones económicas. Asimismo, propuso 
implementar un gigantesco programa de inversión pública para reducir el 
desempleo (lo que en su momento también hizo el presidente Franklin D. Roosevelt 
en Estados Unidos), para lo cual el gobierno debería invertir millones de marcos en 
su realización. Schacht lo expone de la siguiente manera: 

La tarea más urgente de Hitler después de asumir el gobierno en 1933 fue 
eliminar el desempleo. Seis millones y medio de personas tenían que volver 
al trabajo productivo. El problema consistía no sólo en la provisión del 
respaldo financiero necesario, sino también en encontrar el trabajo productivo 
para emplear a las personas en las regiones en las que vivían. Las obras 
públicas -construcción de carreteras, túneles, canales y diques- fueron una 
excelente fuente de empleo... (1967, pág. 111 ). 85 

Para la generación del empleo masivo que se necesitaba, se utilizaron tres métodos: 
el primero fue un extenso programa de reparaciones, para lo cual se hicieron 
préstamos para que se restauraran casas, fábricas y maquinaria, que se habían 
deteriorado durante la época de la recesión; el segundo método consistió en la 
construcción de autopistas por todo el país. Al evidenciarse que ambos generaban 
las fuentes de empleo esperadas, el Reichsbank proveyó de préstamos directos a 
esas actividades. Un millardo de marcos para el primero y 600 millones para el de 
las autobahns (autopistas). El tercer método, fundamental para Hitler, se refirió al 
programa de defensa, con el cual se emprendió la construcción de cuarteles y el 
equipamiento de la tropa por todo el país (Schacht 1967, pág. 111-112). 

El aspecto regulador e intervencionista estatal era vital para el éxito del plan, por lo 
que el nuevo ministro requirió que se diera un aumento de impuestos (si bien no de 


85 “Hitler's most urgent task after taking over the government in 1933 was to get rid of unemployment. 
Six and a half million people had to be brought back to productive work. The problem consisted not 
only in the provisión of the necessary financial backing; but also in finding productive work to employ 
people in the regions in which they lived. Public works -building roads, tunnels, canals and dykes- 
were an excellent source of employment...” 
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manera inmediata), bajos sueldos y precios estables, lo cual no era difícil de obtener 
dentro del esquema del capitalismo de Estado nazi, en donde el gobierno podía 
fácilmente crear esos controles (Lozano Cutanda 2016, 155). 

Debido a la vasta inversión que se necesitaba para el rearme alemán, Schacht sabía 
que no podía utilizarse el financiamiento directo del Reichsbank, pues ello generaría 
de inmediato una hiperinflación en el país, al perderse el control sobre la política 
monetaria. Schacht lo explica así: 

Como el costo de esta parte del programa para asegurar el empleo a todos 
era tan grande y el período de repago tan largo, el método por el cual el 
crédito fuera otorgado directamente al Reich no podía aquí ser utilizado. 
Había un peligro demasiado grande de que el Reichsbank, al otorgar un 
crédito directo, perdiera el control de la política monetaria. Había que 
encontrar una forma de asegurar que el Reichsbank pudiera restringir y limitar 
el monto de dinero en circulación. En el Reichsbank nos tomó un año y medio 
encontrar un sistema que se ajustara y que todavía nos permitiera continuar 
una política monetaria responsable. La provisión de dinero para defensa, por 
lo tanto, no comenzó hasta finales del verano de 1934 (1967, pág. 112). 86 

Para financiar los proyectos de rearme, sin aumentar los impuestos ni generar 
inflación, Schacht introdujo las “obligaciones Mefo” (Lozano Cutanda 2016, pág. 
155). El ministro, mago de las finanzas, describe el sistema de la siguiente manera: 
se formó una empresa con un capital pagado de un millón de marcos. Una cuarta 
parte del capital fue suscrita por cada una de las cuatro empresas (siguientes:) 
Siemens, A. G. Gutehoffunungshiitte, Rheinstahl y Krupps. A los proveedores que 
satisfacían los pedidos estatales se les giraron letras de cambio por sus mercancías, 
y éstas eran aceptadas por la empresa. A esta empresa se le otorgó el nombre 


86 “As the-cost of this part of the programme to secure employment for everyone was so great and 
the repayment period so long, the method by which credit was granted directly to the Reich could not 
be used here. There was too great a danger that the Reichsbank, in granting direct credit, would lose 
control of currency policy. A way had to be found which would ensure that the Reichsbank was able 
to restrict and limit the amount of money ¡n clrculatlon. It took us in the Reichsbank a year and a half 
to find a system which was suitable, and would stlll enable us to pursue a responslble currency policy. 
The provisión of money for defence did not therefore begin until the late summer of 1934”. 
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registrado de Metallforschungsgesellschaft (Compañía de Investigación 
Metalúrgica, ‘MEFO’ para abreviar), y por esta razón las letras giradas por ella 
fueron llamadas letras MEFO. El Reich garantizaba todas las obligaciones 
adquiridas por (la empresa) MEFO y, por lo tanto, también la totalidad de las letras 
MEFO. En esencia, este sistema cumplía todos los requisitos formales del 
Reichsbank. Se trataba de financiar la adquisición de bienes; por lo que las letras 
MEFO eran, por lo tanto, letras (para la adquisición) de bienes. Se basaban en una 
triple obligación: la del emisor, la del aceptante y la del Reich. Esto proporcionó al 
Reichsbank toda la justificación para descontar las letras de cambio y, aunque fue 
puesto a prueba por el directorio del Reichsbank en colaboración con las mejores 
mentes jurídicas y económicas del país, aceptaron unánimemente que era algo 
válido (Schacht 1967, pág. 112). 

Los MEFO se utilizaron exclusivamente para pagar los contratos de obras y 
equipamiento del rearme. En principio, se emitieron para ser pagados en un plazo 
de tres meses, pero éste podía extenderse hasta un máximo de cinco años por el 
banco central alemán, lo cual era un procedimiento inusual, y permitía que cada 
letra de cambio pudiera prorrogarse otros tres meses, diecinueve veces seguidas. 
Lo extraordinario fue que el Reichsbank aceptó pagar las letras MEFO en cualquier 
momento y monto, con una tasa de descuento del 4%. Todo esto, como lo señala 
Schacht, le dio casi un carácter de dinero a los MEFO (hoy se le llamaría 
cuasidinero) y portador de intereses (1967, pág. 113). 

El mecanismo establecido por ese sistema tenía un carácter extraordinario y 
emergente, no podía utilizarse permanentemente, pues, al final, generaría una 
peligrosa “bomba inflacionaria” de continuarse utilizando. Conforme el diseño 
original, deberían utilizarse las letras MEFO por un período de cuatro años, tiempo 
suficiente para reactivar la economía y recuperar el empleo. Se esperaba que 
paralelamente la recaudación tributaria mejorara, permitiendo al fisco contar con los 
fondos para cubrir las obligaciones contraídas con las MEFO. Esto resultaría 
factible, pues se previo que se pagaría un máximo de tres mil millones de marcos 
anualmente. El valor total de la emisión de las letras para 1938 fue de doce mil 
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millones de marcos, en tanto que la recaudación acumulada llegó a los catorce mil 
millones. Los tenedores, gracias a las garantías ofrecidas, retuvieron las letras y no 
las presentaron al Rechsbank, pues tenían plena confianza en ellas, para hacerlas 
efectivas en dinero. Schacht propuso suspender la emisión de letras en 1937, 
cuando comenzaron a evidenciarse síntomas inflacionarios y casi se había 
alcanzado la meta del pleno empleo, lo cual aceptó Hitler (Schacht 1967, pág. 113- 
114 ). 

El plan económico fue un total éxito en el logro de las metas propuestas. Alemania 
había logrado, gracias a su audaz y heterodoxa política económica, superar la Gran 
Depresión antes que cualquier otro país capitalista, incluidos los Estados Unidos. El 
desempleo de más de seis millones de trabajadores se redujo para 1934 a 2.7 
millones; en 1935 fue de 1.7 millones, y en vísperas de la guerra hacían falta 
trabajadores calificados en varias industrias (Carr 1987, pág. 327). El producto 
interno bruto alemán aumento en un 50% en cuatro años, y los salarios de los 
trabajadores se incrementaron diez veces respecto a los de 1933. La producción 
industrial había aumentado 60% en 1936 en comparación a la de 1933 (Lozano 
Cutanda 2016, pág. 156). 

Después del éxito económico alcanzado, el cual contribuyó decisivamente para que 
se consolidara el régimen nazi, Schacht dejó el puesto de ministro de economía (a 
finales de 1937) ante las serias contradicciones con Hermann Goering, en relación 
a continuar el rearme, por considerar que llevaría a una crisis inflacionaria al país y 
que Alemania no contaba con los recursos necesarios para emprender una nueva 
guerra (Lozano Cutanda 2016, pág. 156), como con el tiempo demostrarían los 
hechos. 

Después de 1936, la producción de los bienes de consumo se redujo y los gastos 
en armamento se incrementaron bruscamente de 5,400 millones de marcos en 1935 
a 17,200 millones para 1938, lo que significó el 44% del total de los gastos estatales 
(Carr 1967, pág. 328). El propósito de Hitler era expandir el ejército hasta alcanzar 
500,000 hombres y restablecer el servicio militar obligatorio (Lozano Cutanda 2011, 
pág. 86), contraviniendo ambos aspectos el Tratado de Versalles de 1919. 
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Para concluir, en este apartado se ha establecido cómo la prioridad económica de 
Hitler, generar empleo y lograr recuperar la economía alemana, tuvo éxito gracias 
al plan económico propuesto e implementado por Schacht, quien utilizó políticas 
que más tarde se calificarían de corte keynesiano, anticipándose al mismo Keynes. 
Alemania logró el pleno empleo y la recuperación, pero, inmediatamente, en 1935, 
inició el programa de rearme, bajo la dirección de Goebbels. Schacht consideró 
temerario e insostenible ese programa, pues creía que el país no se encontraba en 
la capacidad de promover y soportar una guerra de gran alcance. El pronóstico del 
exministro de economía se cumplió en 1943, cuando Alemania padecía por la falta 
de materias primas para continuar luchando en tantos frentes (Lozano Cutanda 
2016, pág. 156). 

1.2.3.6La dictadura nazi 

En lo que se refiere a lo político, el primer año de gobierno nazi fue decisivo para la 
creación de una estructura férrea de dominio del partido que devendría en un 
régimen totalitario. Como se dijo al referirse al fascismo italiano, éste no llegó a ser 
totalitario, sino meramente autoritario. Por lo que cabe preguntar: ¿Qué 
características posee un régimen totalitario, el cual se corresponde 
indefectiblemente con el nazismo y, contingentemente (dependiendo del autor), con 
el fascismo y/o el estalinismo? Siguiendo a Cari Friedrich (1954), citado por Sartori, 
el totalitarismo posee cinco características: “una ideología oficial; un partido único 
de masas, controlado por una oligarquía; el monopolio de las armas; el monopolio 
de todos los instrumentos de comunicación; un sistema aterrorizante de policía” 
(1993, pág. 124). A través de estas invasiones de la vida social, el Estado podría 
intervenir en todos los ámbitos de la vida individual y poner a su servicio a los 
ciudadanos. 

En el caso de Alemania, la correspondencia con esas características es la siguiente: 
la ideología oficial fue la del Nacional Socialismo (nazi), con cierta formulación 
“precisa” en el libro “Mi lucha” de Hitler; el partido único de masas fue el Nacional 
Socialista, cuya oligarquía correspondió a la cúpula del partido, con Hitler a la 
cabeza, en asociación con los grandes industriales; el monopolio de las armas, que 
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inició con las SA (fuerzas de asalto), luego es desbaratado en la Noche de los 
Cuchillos Largos y sustituido por las SS y la fidelidad del Ejército; el monopolio de 
los medios de comunicación y la propaganda, como medio de control y manipulación 
social, estuvo a cargo de Joseph Goebbels (1897-1945); el establecimiento de un 
sistema aterrorizante de policía correspondió, primero, a las SA (fuerzas de asalto), 
posteriormente a la SS y la Gestapo (contracción del nombre alemán Geheime 
Staatspolizei - Policía Secreta del Estado- creada en 1936, subordinada a las SS). 

El proceso para el establecimiento de ese Estado totalitario inició inmediatamente 
con la toma de posesión de Hitler. A poco más de una semana de haber asumido el 
puesto de Canciller, el 10 de febrero de 1933, manifestó su intención de destruir la 
amenaza marxista, comprendiendo dentro de ella tanto a comunistas como a 
socialistas. El 24 de febrero fueron asaltadas y destruidas las oficinas centrales del 
partido comunista (Lozano Cutanda 2016, pág. 51). Tres días después, el 27, fue 
incendiado el Reichstag (Fritzsche 1998, pág. 102) y el gobierno acusó a Marinus 
van der Lubbe, a quien se le vinculó con el partido comunista, para darle 
connotación de que habían iniciado la toma del poder (Thornton, pág. 60). Lubbe 
fue juzgado y guillotinado días antes de cumplir los 25 años. 

Durante el verano de 1934, dos acontecimientos contribuyeron decisivamente a la 
consolidación del Führer (líder) en el poder: la liquidación de la supuesta «conjura 
Rohm», y la fusión de los cargos de canciller y de presidente del Reich en la persona 
de Hitler tras la muerte de Hindenburg el 2 de agosto de 1934 (Kershaw 1987, pág. 
101 ). 

Ernts Rohm era el segundo hombre más poderoso en el partido nazi, superado sólo 
por Hitler. Rohm, como jefe de las SA (fuerzas de asalto, los camisas pardas), 
fundadas en 1921, representaba una amenaza para el nuevo Canciller, ya que el 
contingente a su mando llegó a tener tres millones de miembros. Los integrantes de 
las SA provenían de la masa de desempleados y excombatientes de la guerra. 
Rohm aspiraba a establecer un gobierno dirigido por los trabajadores y las SA, por 
lo que encarnaba el ala izquierda del partido nazi. El 30 de junio de 1934, en la 
llamada operación “Colibrí” o “Noche de los Cuchillos Largos”, Hitler procedió a 
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eliminar a las SA como fuerza política y militar, acusándoles de depravación 
(homosexualidad y libertinaje). Rohm y los máximos líderes de las SA fueron 
fusilados, así como otros opositores al régimen (Lozano Cutanda 2016, pág. 153). 
El acto fue posteriormente legalizado, comenta Bodenheimer, a través de la emisión 
de una ley de efecto retroactivo (Ley del 3 de julio de 1934, publicada en la Gaceta 
Oficial Alemana, 1934, Parte I, pág. 529), “firmada por el autor de las ejecuciones y 
dos miembros de su gabinete” (1989, pág. 24), en un inusitado acto legislativo de 
positivismo jurídico expost. 

Para suerte de Hitler, el 2 de agosto falleció el presidente Hindenburg, lo que le 
permitió al canciller que se unificara en su persona el cargo de presidente y que el 
ejército le jurara lealtad. A los pocos días, el 19, el electorado alemán dio respaldo 
al nuevo dictador al obtener 90% de los votos en el plebiscito de consulta que se 
efectuó para ratificar sus poderes (Lozano Cutanda 2016, pág. 154). La democracia 
parlamentaria creada por la Constitución de Weimar había formalmente concluido y 
se construía el tercer Reich alemán. Como era de esperar, Hitler disolvió el 
Parlamento y la organización federal, declaró el nacional socialismo como la 
ideología oficial del Reich y se proclamó el Führer (Vila Casado 2007, pág. 125). 

En conclusión, en estos apartados sobre el nazismo, se ha establecido cómo el 
partido de Hitler supo aprovechar las diferentes crisis (política, económica, social y 
la de la misma paz alcanzada por el tratado de Versalles) que se presentaban en 
Alemania, para ascender al poder. Dentro del orden jurídico creado con la 
Constitución de Weimar existían mecanismos, de los que se valió la oligarquía y los 
conservadores, para que pudiera designarse a Hitler, primero, como canciller, y más 
tarde, al morir Hindenburg, ya no se eligiera presidente y se disolviera el parlamento. 
Así pudo establecerse la dictadura monopartidista, eliminar a los adversarios 
políticos (comunistas y socialistas) y crear el tercer Reich. El apoyo de los 
industriales y financieros, y más tarde del mismo ejército, fue decisivo. Alemania 
adoptó un modelo heterodoxo para la recuperación económica que fue exitoso y le 
permitió salir de la crisis generada por la gran depresión de 1929, incluso antes que 
los Estados Unidos. El logro del pleno empleo y el retorno de la bonanza, dieron el 
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apoyo popular necesario para que el régimen se consolidara. Hitler impulsó el 
rearme y, finalmente, llevó a Europa y al mundo a una nueva y desastrosa guerra 
mundial. 

En lo que respecta al Derecho, Bodenheimer señaló, en 1940, los peligros que había 
en esa fusión entre el positivismo y el nazismo, ya que: “Si consideramos el Derecho 
-como hacen los positivistas- meramente como un mandato del Estado, 
promulgado en forma legal, esta Alemania hitleriana sería un Estado de Derecho 
par excellence” (1989, pág. 10). El Derecho se tornó arbitrario, injusto, una 
característica de los regímenes totalitarios, ya que fue capaz de modificar las leyes 
y el derecho de manera ilimitada: “Este rasgo característico del totalitarismo 
moderno es más visible en Alemania que en ningún otro país” (Bodenheimer 1989, 
pág. 23). 

1.2.4 El caso soviético 

El proceso que llevaría a la explosión revolucionaria en Europa durante las primeras 
décadas del siglo XX dio inicio en Rusia. La antigua Rusia zarista, al encontrarse en 
desarrollo la Primera Guerra Mundial, cayó durante 1914 y 1915 en lo que 
Carpentier califica como la “desintegración del Estado” en los planos administrativo, 
económico (una inflación galopante, falta de alimentos) y social. Ese descalabro 
llevó al descontento tanto de la facción de derecha como de izquierda en el país, y 
a que se buscara deponer al zar (emperador) Nicolás II, para luego establecer un 
régimen parlamentario (2012, pág. 493). 

El movimiento socialista de corte marxista fundó un partido en 1898; más tarde, en 
1903, el mismo se dividió en dos: el de los mencheviques y el de los bolcheviques, 
este último dirigido por Vladimir lllich Ulianov, conocido con el nombre de Lenin 87 
(Lozano Cutanda 2016, pág. 70). Los bolcheviques eran los más radicales, pues 
buscaban una fuerte centralización del poder político y eran intransigentes con otros 


87 La primera vez que utilizó Ulianov el pseudónimo de Lenin, fue al publicar su libro “¿Qué hacer?” 
en 1902. Se cree que el nombre deriva del río Lena (Bollnaga 2010, pág. 190), uno de los más largos 
del mundo. 
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partidos. Los mencheviques, en tanto, favorecían la descentralización y aceptaban 
colaborar con otros partidos democráticos (Naranjo Mesa 2003, pág. 597). 

1.2.4.1 La revolución rusa de febrero de 1917 

El momento decisivo en el que comenzó a cobrar importancia mundial Rusia, fue en 
1917. El 23 de febrero de ese año (conforme el antiguo calendario gregoriano) 
estalló la revolución (Carpentier 2012, pág. 493). No se trató del éxito de una conjura 
que buscara un cambio en el gobierno, sino, una vez más, como en 1905, de la 
reacción espontánea frente a la represión gubernamental. Se había ordenado a las 
tropas disparar contra los manifestantes en Petrogrado, lo que devino en el 
amotinamiento de los soldados al oponerse a cumplir la orden (Bullock 2018, pág. 
108-109). 

La población marchó por las calles portando pancartas en las que podía leerse: 
“¡Abajo la autocracia!" “¡Abajo la guerra!” (Milosevich 2017, pág. 57). El régimen 
zarista duró poco, pues una semana después, el 2 de marzo, Nicolás II (1868-1918) 
abdicó y se conformó un gobierno provisional (Rojas 2017, página 109). La 
abdicación al trono la hizo el zar tanto en nombre propio como en el de su hijo, lo 
cual era ilegal conforme la Ley de Sucesión de 1797 (Milosevich 2017, pág. 58) y, 
para salvar la monarquía, cedió los derechos de sucesión a su hermano, el Gran 
Duque Miguel, que a los pocos días también renunció a la corona (Bolinaga 2010, 
pág. 61). La monarquía rusa de los Romanov, que durante tres siglos gobernó la 
vasta Rusia, había caído (Milosevich 2017, pág. 56). El nuevo gobierno fue 
encabezado primero por un liberal, el príncipe Gueorgui Lvov (1861-1925), dentro 
de cuyo gabinete, dominado por los conservadores, para sorpresa de muchos, se 
nombró como ministro de Economía a Aleksandr Konoválov (1875-1948), un 
industrial, y a Mijaíl Teréshchenko (1886-1956), un magnate del azúcar, para el de 
Industria y Comercio. Alexander Kerensky (1881-1970) fue el único personaje de 
izquierda dentro del gabinete; aceptó el modesto cargo de ministro de Justicia, a 
pesar de que su partido, el social-revolucionario, declinó participar en el gobierno 
(Milosevich 2017, pág. 59). 
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A la vez que se organizaba el gobierno provisional, bajo la iniciativa de la Duma, 
surgió un poder de tacto en Petrogrado (la capital): el de los “soviets” [comités], 
conformado por obreros y soldados, germen de lo que llegaría a ser el gobierno 
revolucionario. Las nuevas autoridades estaban conscientes de que necesitaban el 
apoyo de los soviets para mantener la gobernabilidad. El soviet de Petrogrado 
replicó por todo el país la creación de comités, ios cuales estarían bajo su mando, 
y se conformarían tanto por obreros y soldados como por campesinos (Bolinaga 
2010, pág. 62-63). Así, en ese momento, existieron dos poderes paralelos en la 
Rusia postzarista. Trotski lo resumió así: “Los soviets tenían la fuerza, pero no el 
poder. Mientras que la burguesía tenía el poder, pero no la fuerza” (Bolinaga 2010, 
pág. 64). 

El gobierno Provisional de Lvov hizo público su “Programa de principios y objetivos 
democráticos” el 8 de marzo. En él se propuso una transformación de corte liberal 
para el país, conforme la cual se aseguraban los derechos civiles y mayor 
autonomía para las minorías nacionales, así como la convocatoria a la elección 
democrática de una Asamblea Constituyente, que definiría la forma del Estado ruso 
(Milosevich 2017, pág. 60). 

Inmediatamente se comenzó a adoptar una serie de medidas reformistas, con las 
cuales el gobierno esperaba obtener el respaldo popular y así mejorar su posición 
y permanencia. Sin embargo, ese primer gobierno provisional se mantuvo sólo de 
marzo a julio; luego fue reemplazado por el de Alexander Kerensky, socialista 
moderado que procedió a convocar una asamblea constituyente que proclamó la 
república el 14 de septiembre del mismo año (Naranjo Mesa 2003, pág. 597). 

Lenin, al inicio de la revolución, se encontraba exiliado en Suiza (Lozano 2011, pág. 
275). Regresó apresuradamente a la capital (Petrogrado) 88 el 3 de abril de 1917, en 
compañía de otros emigrados rusos. En su viaje por tren hacia Finlandia, debió 
atravesar Alemania, único país que le permitió pasar con garantías de no ser 


88 San Petersburgo fue la capital de Rusia hasta 1918 (cuando se estableció que la nueva era 
Moscú). Fue rebautizada como Petrogrado en 1914, nombre que conservó hasta 1924. 
Posteriormente se le llamó Lenlngrado, entre 1924 y 1991. 
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detenido. A las autoridades alemanas les interesaba que prosperara la Revolución 
rusa para promover el retiro de las tropas de ese país de la contienda armada. Lenin, 
debido a ese viaje y al salvoconducto concedido por el gobierno alemán, fue 
acusado en ese momento, y también después, de ser un traidor y de operar como 
espía. Sin embargo, él decidió asumir el riesgo, consciente del peligro que existía 
de que se formularan tales acusaciones, para apersonarse lo más pronto posible a 
Rusia, retomar la dirigencia del partido bolchevique y avanzar en el proceso 
revolucionario que veía estaba en peligro bajo el gobierno provisional (Walter 1959, 
pág. 255-263). 89 

Una vez en Rusia, Lenin, bajo el eslogan de “paz, pan y tierra”, se dedicó a 
organizar, junto a León Trotski 90 (1879-1940), los soviets bolcheviques, cuyo fin 
sería hacerse del poder por la vía revolucionaria (Lozano 2011, pág. 275). Los 
bolcheviques aumentaron de 5,000 miembros a principios de 1917 a 200,000 para 
finales de julio. Durante ese último mes fracasó una insurrección que buscaba 
alcanzar el poder y Lenin, con la ayuda de Josef Stalin 91 (1878-1953), debió huir a 
Finlandia (Rojas 2017, página 110) debido a que Kerensky lo acusó de ser un espía 
(de donde regresaría tres meses después). Además, el presidente proscribió al 
partido bolchevique, declarándolo “enemigo del Estado”, e inició una persecución 
en contra de sus principales líderes, entre ellos Trotski, quien fue detenido (Bolinaga 
2016, pág. 73), junto a 800 correligionarios más. 


89 Gerard Walter, autor de una amplia biografía de Lenin, proporciona los detalles sobre cómo se 
planeó el regreso de Lenin y otros emigrados rusos que se encontraban en Suiza en abril de 1917. 
Al efecto, se establecieron negociaciones que estuvieron a cargo de Platten con la embajada 
alemana en Suiza y se definieron los términos y condiciones. En previsión de las acusaciones que 
se les harían a los retornados, en particular a Lenin como líder bolchevique, se firmó un documento, 
“una especie de certificado extendido por socialistas de diferentes países europeos”, adhiriéndose a 
la decisión y la vía adoptada para retornar a Rusia. El documento fue firmado por un suizo, un 
alemán, un polaco y un francés (1959, pág. 254 y ss). 

90 Su verdadero nombre era León Davldovlch Bronsteln, el apellido Troskl lo adoptó en recuerdo de 
uno de sus carceleros (Bolinaga 2010, pág. 190), cuando estuvo prisionero en Odesa. 

91 Stalin significa “acero” en ruso. Su verdadero nombre era losif Vlssarlonovich Dujasvili (Bolinaga 
2010, pág. 190). 
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1.2.4.2Los bolcheviques al poder 

Los bolcheviques buscaban hacer realidad las teorías marxistas de transformación 
de la sociedad capitalista, a través de métodos revolucionarios radicales. En este 
punto, cabe distinguir entre socialismo y comunismo. De acuerdo con Thomson: 

...socialismo, pese a una variedad de sentidos, se ha empleado aquí para 
aludir a la creencia de que la sociedad debe quedar organizada de tal manera 
que las formas de producción y de distribución de la riqueza sirvan para 
satisfacer las necesidades primarias de todos los miembros de la sociedad, 
con prioridad a la satisfacción de las necesidades secundarias de cualquiera 
de sus miembros. Difiere, por consiguiente, de modo fundamental, del 
comunismo, el cual, en todas sus formas contemporáneas vigentes 
(marxismo, leninismo, estalinismo, trotskismo y las teorías de Mao Tse-tung), 
pretende la “previa liquidación de la burguesía” por medios revolucionarios y 
violentos... (2000, pág. 21). 

Si bien Lenin se propuso, como objetivo mediato, llegar a establecer la “dictadura 
del proletariado”, comprendió que antes era necesario hacerse del poder a través 
de los soviets. Los bolcheviques obtuvieron la mayoría de los soviets en Petrogrado 
en septiembre de 1917-en donde Trotski, tras ser liberado de la cárcel, fue elegido 
presidente- al igual que en Moscú (Rojas 2017, pág. 110). El gobierno de Kerensky, 
de tendencias conservadoras y “antirrevolucionarias”, fue incapaz de solucionar la 
situación económica, política, social y bélica rusa (persistió en continuar en la 
guerra), lo que le hizo impopular. Tal era el descontento que, entre febrero y octubre, 
se registraron 1,119 huelgas (Milosevich 2017, pág. 66) y también se dio la 
deserción masiva de los soldados en el frente. Bajo la consigna de Lenin “todo el 
poder para los soviets”, los bolcheviques se anticiparon a los sectores 
conservadores a dar un golpe de Estado el 26 de octubre y procedieron a formar un 
Consejo de Comisarios del Pueblo, bajo la presidencia de aquél (Carpentier 2012, 
pág. 494) y proclamaron “la dictadura del proletariado” (Naranjo Mesa 2003, pág. 
598). Se había establecido el primer Estado socialista del mundo, al que Lenin 
denominó Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS). 


344 


El gobierno que se conformó, como era de esperarse, no fue de coalición, sino 
dominado completamente por los bolcheviques. En él, Lenin fungió como 
presidente, Trotski asumió el cargo de comisario (ministro) de asuntos exteriores y 
Stalin el de comisario para los asuntos de las nacionalidades (Milosevich 2017, pág. 
68), el cual debía atender el problema de las tendencias separatistas en varias 
regiones del país. 

Sin embargo, en resguardo de las formalidades y la legitimidad, el gobierno de los 
bolcheviques asumió el control con carácter temporal. El decreto redactado por 
Lenin, el cual adoptó el Congreso de los Soviets, así lo previo. Walter cita el decreto, 
en cuya parte conducente se establece el gobierno transitorio: “En espera de la 
convocación de la Asamblea Constituyente, se formará un Gobierno obrero y 
campesino provisional, llamado Consejo de los Comisarios del Pueblo” (1959, pág. 
372). 

Lenin planteó en 1914, en su libro “Tesis de la guerra”, que Rusia y los demás países 
debían renunciar al derecho a defenderse en la dinámica del conflicto mundial, para 
así emprender la revolución interna en contra de sus propios gobiernos (Milosevich 
2017, pág. 54). Según las predicciones de Marx, el último país de Europa en donde 
se realizaría una revolución sería Rusia, debido a su atraso y a ser una economía 
semifeudal. Lenin mismo lo reconoce al dirigirse a los obreros suizos en su viaje de 
regreso a la patria en abril de 1917: “Rusia es un país campesino, uno de los más 
atrasados de Europa. El socialismo no puede vencer directamente, en el acto” 
(Walter 1959, pág. 259). 92 Sin embargo, supo ser innovador y adaptar el marxismo 
a su país y circunstancias, reinterpretando, reinventando y adaptando la teoría 
revolucionaria a la época que le tocó vivir, que no se ajustaba plenamente a las 
predicciones de su maestro Marx. El foco de la revolución pasaba ahora, pues, 
desde la perspectiva del planteamiento leninista, a un país atrasado, Rusia, a partir 
del cual se expandiría como una ola a todo el mundo. Como lo ha señalado el 
marxista Alan Woods: “La revolución no triunfó en un país capitalista desarrollado 


92 Las cursivas corresponden al original. 
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como había esperado Marx, triunfó en medio dei más espantoso de los atrasos” 
(Trotsky 1936, pág. 8). 

El programa de gobierno bolchevique, formulado por Lenin, contenía cuatro puntos: 
dotar de tierra a los campesinos; dar comida a los hambrientos; poder para los 
soviets; y formalizar la paz con Alemania (Thomson 2000, pág. 110). Al siguiente 
día del golpe de Estado, Lenin, como presidente, procedió a cumplir dos de las 
reclamaciones populares que desacreditaron al gobierno provisional anterior por no 
implementarlas. Promulgó dos decretos: el primero fue sobre la paz, mediante el 
cual, unilateralmente, dio fin a la diplomacia secreta y retiró a Rusia de la guerra, 
sin reclamo de anexiones, indemnizaciones y el reconocimiento de la 
autodeterminación de los pueblos. La paz se formalizó a través del gravoso tratado 
de Brest-Litovsk (3 de marzo de 1918) impuesto por Alemania, que significó para 
Rusia la renuncia de grandes porciones territoriales -Finlandia, Polonia, Livonia, 
Estonia, Lituania, Curlandia, Ucrania y Besarabia- que recuperaría parcialmente 
más de veinte años después. El segundo fue el Decreto sobre la Tierra, que permitió 
legalmente la confiscación de granjas para los campesinos sin ofrecer 
compensación alguna a sus propietarios, es decir, a la Iglesia y a los terratenientes. 
De este modo, los campesinos estaban facultados a apropiarse de tanta tierra como 
pudieran trabajar sin contratar a nadie. El cumplimiento inmediato de estas dos 
expectativas populares dio gran prestigio y credibilidad a los bolcheviques. Ahora sí 
se trataba de una revolución y no del mero relevo de un monarca inepto, como dijera 
Max Weber en abril (Milosevich 2017, pág. 68). 

En el ministerio de relaciones exteriores los bolcheviques encontraron ios tratados 
secretos conforme los cuales los aliados, Inglaterra y Francia, prometían a Rusia 
que Constantinopla pasaría a ser su dominio, así como los ofrecimientos a Italia de 
concederle nuevos dominios coloniales. Estos tratados se dieron a la publicidad, lo 
cual comprometía la pretendida superioridad moral anglo-francesa ante la opinión 
pública. Inglaterra y Francia optaron por financiar a la oposición para que combatiera 
la revolución, por medio del Ejército Blanco (esta denominación proviene de la 
Revolución francesa, pues así se llamó desde entonces al ejército de los 
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contrarrevolucionarios) (Milosevich 2017, pág. 77); éste estuvo conformado por 
monárquicos, liberales demócratas, mencheviques y socialdemócratas (Lozano 
Cutanda 2016, pág. 73). También la diplomacia estadounidense vio un peligro en el 
triunfo bolchevique en Rusia, así lo afirmó Henry Wilson: «Nuestro auténtico peligro 
ahora no son ya los alemanes, sino el bolchevismo» (Lozano Cutanda 2016, pág. 
80), en una premonición de lo que llegaría a ser, décadas después, la Guerra Fría, 
tras la conclusión de la Segunda Guerra Mundial. 

Henry Kissinger, mucho tiempo después, resumió claramente la percepción de lo 
que sucedía en Rusia: 

Desde la Revolución francesa no había aparecido en el horizonte de la 
diplomacia europea nada que siquiera remotamente se asemejara a la Unión 
Soviética. Por primera vez en más de un siglo, un país se había dedicado 
oficialmente a derribar el orden establecido. Los revolucionarios franceses se 
habían esforzado por modificar el carácter del Estado. Los bolcheviques, 
dando un paso más, se proponían abolir por completo el Estado. Una vez que 
el Estado hubiese desaparecido, según la frase de Lenin, no habría ya 
necesidad de diplomacia ni de política exterior (2004, pág. 255). 

Para diciembre de 1917, en medio de la hostilidad y las amenazas internas y 
externas al régimen, Lenin creó dos organismos que consolidarían su poder. Uno 
de ellos fue la “Comisión Extraordinaria Pan-Rusa de Lucha contra la Contra- 
Revolución, Especulación y Sabotaje”, conocida más brevemente como la CHEKA, 
es decir, la policía secreta, tal como la había tenido el régimen zarista. 93 Un mes 
después, bajo la dirección de Trotski, se creó el segundo, el Ejército Rojo (Thomson 
2000, pág. 110-111). 

En el plano internacional, el tratado de Versalles acogió ese pánico al fantasma 
revolucionario, lo cual se vio reflejado en la configuración del nuevo mapa europeo. 
Se estableció lo que Lozano Cutanda denomina un “cordón sanitario”, creando 
nuevos estados que servirían para prevenir tanto la expansión rusa como para 


93 La policía secreta zarista fue la Ojrana, que se creó en 1866 y, finalmente, fue disuelta después 
de la Revolución de Febrero de 1917 (Milosevich 2017, pág. 72). 
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contener también una posible amenaza alemana, que iba desde el Báltico hasta el 
mar Negro. Entre estos nuevos estados destacó el resurgimiento del desaparecido 
estado de Polonia, al que el ministro de asuntos exteriores ruso, Viacheslav Molotov 
(1890-1986), calificó como “el bastardo monstruoso de la Paz de Versalles” y del 
cual diría John Maynard Keynes que era “una imposibilidad económica cuya única 
industria es atormentar a los judíos” (Lozano Cutanda 2016, pág. 82). La creación 
de Polonia estaba en congruencia con los catorce puntos de Wilson, lo que fue 
aprovechado por Francia para promover esa contención de las dos amenazas para 
su país (Alemania y Rusia). 

En el plano nacional, no era suficiente la toma del poder realizada por los 
bolcheviques en octubre de 1917. Para Lenin, el problema a resolver estaba claro: 
“La cuestión clave en cualquier revolución es la cuestión del poder en el Estado”. 
Además de la CHEKA y del Ejército Rojo, se echó mano de la propaganda y del 
terror como los instrumentos políticos para enfrentar la guerra civil en la fase que se 
conoce como la del “comunismo de guerra” (Milosevich 2017, pág. 70), que se 
desarrolló entre los años 1917 y principios de 1922. Los enemigos eran tanto 
nacionales como internacionales: monárquicos, campesinos, exsoldados rusos, 
pero también norteamericanos, ingleses, franceses y japoneses que llegaron a 
combatir al “terror rojo”. Los efectos en la demografía rusa dan cuenta de la tragedia: 
la población de 147.6 millones en 1917, se redujo para 1922 a 134.9 millones. El 
desglose de las cifras es el siguiente: dos millones fueron las víctimas directas de 
los combates y el terror político, casi dos millones emigraron, dos más por las 
epidemias y cinco millones por las hambrunas. En total, cerca de trece millones de 
personas (Rojas 2017, pág. 108). 

En el ámbito de la organización estatal, se crearon nuevas instituciones que 
desplazarían a los soviets que sirvieron de base para la toma del poder. Se 
estableció así una nueva estructura burocrática para administrar los asuntos 
estatales. Entre las instituciones más importantes destacaron, además del Ejército 
Rojo y la CHEKA, las siguientes: el Sorvnarkom (Consejo de Comisarios del Pueblo, 
presidido por Lenin), el Consejo de Defensa; la Gosplan (Comisión General Estatal 
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de Planificación) y la Vesenka (Consejo Supremo de Economía Nacional) 
(Milosevich 2018, pág. 70-71). 

El terror comenzó en julio de 1918, con la ejecución del zar y su familia por parte de 
la CHEKA, sin haber mediado formalidad alguna de juicio. Más tarde, el 30 de 
agosto, fue asesinado el jefe de la CHEKA en Petrogrado, Moiséi Uritski (1873- 
1918), y se realizó un atentado contra Lenin, cometido por Fanni Kaplán, quien 
acertó dos de los tres disparos que le dirigió. Después de ambos atentados, se 
emitió el Decreto del Terror Rojo, el 5 de septiembre, que daba plena autorización 
a la CHEKA para internar a los enemigos en campos de trabajo forzado (que ya 
existían desde la época zarista) e incluso asesinar a contrarrevolucionarios 
(Milosevich 2017, pág. 72). Oficialmente, esa fase de terror se prolongó hasta 
octubre del mismo año; sin embargo, para algunos historiadores soviéticos la 
represión perduró por más tiempo. 

1.2.4.3EI constitucionalismo ruso 

1.2.4.3.1 Las Leyes Fundamentales de 1906 

La situación social de Rusia a comienzos del siglo XX aparecía mucho más 
compleja que en el resto de países europeos, debido a que se mantenían 
estructuras cuasi-feudales. Rusia contaba con tres clases dominantes: la 
aristocracia, el clero y la burguesía. El poder político estaba en manos de la 
aristocracia, representada por el zar, la cual poseía los inmensos latifundios que 
caracterizaban al país; el dominio económico correspondía a la burguesía industrial 
y financiera, que cobró auge desde comienzos de la centuria. Esto permitió el 
desarrollo del proletariado que, junto al campesinado, formaban la clase explotada. 
Para 1913 existía un total de 17.8 millones de proletarios, el resto de trabajadores, 
que representaba el 80% respecto de la población total de 159.2 millones, eran 
campesinos. No menos de 70 millones de éstos eran arrendatarios, bajo la 
modalidad de servidumbre sometida a los nobles terratenientes. A lo anterior debe 
sumarse que, dentro de los dominios zaristas, estaban comprendidas más de cien 
nacionalidades no rusas, 57% de la población del imperio, las cuales carecían de 
derechos políticos, no podían elegir su domicilio, carecían del derecho a la 
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educación e incluso el de utilizar su propio idioma (Krutogolov, M. A. et al 1980, pág. 
9-10). La situación interna se veía agravada por la derrota sufrida en la guerra 
imperialista ruso-japonesa, librada entre febrero de 1904 y septiembre de 1905. 

En medio de ese escenario, se realizó el primer ensayo constitucional en Rusia con 
motivo de la revolución de 1905-1907, cuando se estableció lo que Mira Milosevich 
califica como un sistema “semiconstitucional” (2017, pág. 10). La revolución tuvo 
como preludio las manifestaciones realizadas en enero de 1905, en protesta por el 
despido injustificado de tres obreros de la planta metalúrgica de Putilov (Colé 1974, 
pág. 415-416). El 9 de enero (según el calendario juliano, que corresponde al 22 de 
enero del gregoriano), el padre Gueorgui Apollonovich Gapón (1870-1906) dirigió 
una manifestación de 200 mil obreros frente al Palacio de Invierno del zar en San 
Petersburgo. Gapón formuló una petición a Nicolás II, que Bolinaga califica de 
afectada, en la que decía: “Acudimos a vos, oh majestad, en busca de justicia y 
protección [...] Somos pobres; nos oprimen, nos cargan con un trabajo excesivo, 
somos tratados despectivamente [...] la muerte es mejor que la prolongación de 
nuestros insoportables sufrimientos” (2010, pág. 14-15). 

Se pedía al zar, a quien llamaban “nuestro padre”, incremento de los salarios, 
reducción de la jornada laboral de once a ocho horas, la promulgación de una 
constitución y que se realizaran elecciones libres sobre la base del sufragio 
universal y directo (Milosevich 2017, pág. 37). Sin embargo, Nicolás II, insensible a 
las peticiones populares, ordenó la noche anterior a la manifestación el despliegue 
de doce mil soldados para “defender” el palacio. Después de que el ejército 
advirtiera a los manifestantes que se disolvieran o les dispararían por la fuerza, 
éstos continuaron su marcha, entonando el himno nacional, “Dios salve al zar”, en 
muestra de adhesión al máximo líder nacional (Bolinaga 2010, pág. 15). La 
multitudinaria manifestación fue disuelta a tiros, con el saldo de cientos de muertos, 
entre los que se contaba no sólo a hombres, sino también a mujeres y niños (Colé 
1974, pág. 413). 

La opinión pública quedó indignada ante lo que se llamó la jornada del “Domingo 
Sangriento” o del “Domingo Rojo”. A continuación, los obreros declararon una 
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huelga general que se extendió por todo el país; los campesinos se sumaron con 
revueltas en tres provincias y los terroristas asesinaron al gran duque Serguéi, 
gobernador de Moscú (Milosevich 2017, pág. 38). El dramatismo de la lucha popular 
contra el poder zarista puede apreciarse, si bien como propaganda bolchevique, en 
la famosa película del cineasta ruso Serguéi Eisenstein de 1925, “El acorazado 
Potemkin” (la cual fue calificada como la mejor película de la historia en 1958 en la 
Exposición General de Bruselas). 94 

El 18 de febrero de 1905, el zar aceptó, bajo la presión social y ante su pérdida de 
popularidad, la elección de una Asamblea Consultiva (Milosevich 2017, pág. 38). No 
obstante, los disturbios continuaron hasta alcanzar su punto álgido en octubre del 
mismo año, con la proliferación de huelgas y motines por todo el país, al grado de 
que los soldados no podían movilizarse para reprimir las manifestaciones por la 
paralización de los ferrocarriles (Colé 1974, pág. 410). 

En el seno de esa dinámica social, se creó una nueva forma de organización entre 
los obreros, surgida de manera espontánea, que tendría gran significación para el 
futuro ruso. Se estableció el primer “soviet” (consejo de trabajadores) en una 
pequeña población industrial cercana a Moscú, Ivanovo-Voznesensk. La estructura 
de ese primer soviet se asemejaba a una especie de parlamento, el cual era 
escogido por sufragio universal y directo por los trabajadores de todas las fábricas 
de la ciudad. El ejemplo de la organización se copió y mejoró en San Petersburgo, 
principal centro industrial del país, el cual llegaría a ser el más dinámico, siendo 
fundado el 14 de octubre de 1905. Éste, en el que figuró como líder León Trotski, 
duró apenas 50 días, pues las autoridades lo clausuraron. Antes de desaparecer, el 
soviet de San Petersburgo estableció que por cada mil obreros se constituiría un 
diputado (Bolinaga 2010, pág. 23-24). 

Los soviets tenían a su cargo funciones públicas; se sustentaron en las 
observaciones realizadas por Carlos Marx sobre los eventos de la Comuna de París 
de 1871, en su estudio “La guerra civil en Francia” (Biscaretti di Ruffia, pág. 349), 


94 La película completa se puede ver en el siguiente enlace, consultado el 20 de enero de 2019: 
https://www.youtube.com/watch?v=u13TMI9pnZA . 
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en donde, por primera vez, los obreros asumieron el poder por el breve lapso de 
dos meses. Como lo ha señalado Colé, en su amplia “Historia del pensamiento 
socialista”: “Los Soviets en modo alguno fueron invención de los bolcheviques, ni 
los bolcheviques en 1905 le dieron especial importancia” (1974, pág. 429). Sin 
embargo, serían la bandera organizacional de batalla que utilizarían más tarde los 
bolcheviques en la revolución de octubre de 1917 para hacerse del poder y más 
tarde neutralizarla para la prevalencia del partido. 

El enfoque de Marx sobre la organización adoptada por los obreros en el proceso 
de la Comuna de París, se refiere a una experiencia democrática distinta a la 
burguesa, pues, como lo plantea en “La guerra civil en Francia”: 

...estas asambleas, a su vez, enviarían diputados a la Asamblea Nacional de 
delegados de París, entendiéndose que todos los delegados serían 
revocables en todo momento y se hallarían obligados por el mandato 
imperativo (instrucciones) de sus electores... En vez de decidir una vez cada 
tres o seis años qué miembros de la clase dominante han de representar y 
aplastar al pueblo en el parlamento, el sufragio universal habría de servir al 
pueblo organizado en comunas, como el sufragio individual sirve a los 
patronos que buscan obreros y administradores para sus negocios. Y es bien 
sabido que lo mismo las compañías que los particulares, cuando se trata de 
negocios saben generalmente colocar a cada hombre en el puesto que le 
corresponde y, si alguna vez se equivocan, reparan su error con presteza. 

Por otra parte, nada podía ser más ajeno al espíritu de la Comuna que 
sustituir el sufragio universal por una investidura jerárquica (Marx 2003, pág. 
66 ). 

El concepto marxista, elaborado con base en el análisis de la experiencia vivida en 
la Comuna de París de 1871, rescataba la acepción de democracia directa, al mejor 
estilo rousseauniano. Los soviets rusos lo ponían en práctica, a través de un 
mandado directo a los representantes, electos libremente, el cual mantendría un 
carácter revocable y vinculante -como en el derecho privado-, con el permanente 
control del mandatario, es decir, el soberano (el pueblo). Todo esto daba una 
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connotación por completo distinta al concepto de democracia representativa 
moderna, forjada a través del constitucionalismo liberal dieciochesco 
norteamericano de Madison o del francés de Sieyés. 

El movimiento dejaba de ser la mera movilización de protestas laborales para 
adquirir un carácter revolucionario, el cual no fue provisto por partido político alguno, 
sino por los obreros, organizados en los soviets (Milosevich 2017, pág. 38). 

Ante el deterioro de la gobernabilidad del país, el primer ministro Sergei Witte habló 
claramente con el zar: o se realizaban reformas con carácter urgente, o el sistema 
zarista estaba condenado a la extinción. Este fue el momento cuando el zar accedió 
a introducir ciertas reformas, en lo que se conoce como el “Manifiesto de Octubre”, 
por haber sido publicado el 17 de ese mes. Conforme el decreto mediante el cual 
se dio a conocer lo resuelto, se sancionaban derechos tales como las libertades 
individuales, los derechos de reunión, asociación y libertad religiosa, y se preveía 
crear una Duma (asamblea) representativa electa por sufragio. Además, se 
establecería la condonación de las deudas de los campesinos, con lo cual se 
convertirían en dueños de las parcelas que trabajaban. Complementariamente, se 
decretó tanto una amnistía como una ley de prensa que resultaba relativamente 
permisiva. Sin embargo, en medio de todas las promesas vagas del manifiesto, no 
se decía nada sobre convocar a una Asamblea Constituyente, como lo pedían los 
partidos de izquierda y los cadetes (Partido Democrático Constitucional, a cuyos 
miembros se les llamó kadetes por las siglas del partido en ruso -KD-). Los soviets, 
sin embargo, mantuvieron su oposición al manifiesto zarista y continuaron 
organizados como fuerza opositora ai régimen (Bolinaga 2010, pág. 22-23). 

El efecto del Manifiesto de Octubre consiguió, a pesar de las objeciones de la 
oposición, los efectos esperados por el gobierno: el país volvió a la calma, pues se 
suspendieron las huelgas y las manifestaciones. Adicionalmente, se aplazó la crisis 
y la oposición al zar se dividió, pues algunos partidos estaban a favor de las 
reformas, en tanto otros las rechazaban (Bruun 1964, pág. 215). A continuación, se 
decretó el “Manifiesto de Febrero” de 1906, en el que se establecía cómo se 
procedería para crear el sistema de representación parlamentario. Se formarían dos 
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cámaras: la Cámara Alta, llamada Consejo del Estado, y la Cámara Baja, o sea, la 
Duma o Asamblea Legislativa. La mitad de los miembros de la Cámara Alta serían 
nombrados directamente por el zar, en tanto la otra la designaría el zemstvo (forma 
de autogobierno local dominada por ios nobles, el clero y la burguesía). La Cámara 
Baja, o sea la Duma, sería electa mediante sufragio universal (Milosevich 2017, pág. 
40), de una restringida categoría de ciudadanos (Biscaretti di Ruffia, pág. 348). 

Colé analiza a fondo la configuración política que se le dio al pretendido sistema 
parlamentario propuesto por el zarismo. En primer lugar, destaca que el Consejo 
del Imperio restablecía un cuerpo colegiado que ya había existido y representaba 
“un organismo completamente reaccionario”. En cuanto al sistema adoptado para la 
elección de la Duma, se calculó de forma tal que daba preponderancia a los 
terratenientes y a los aldeanos. Adicionalmente, las elecciones serían indirectas, a 
través de colegios electorales en cada distrito. Los colegios serían elegidos por tres 
clases, que votarían por separado: los terratenientes, los habitantes de las ciudades 
y los aldeanos, de manera tal que los terratenientes ricos lograran una posición 
privilegiada y los obreros industriales quedaran en una categoría inferior. En cuanto 
a representación, el diseño otorgaba dominio a los distritos rusos a costa de los no 
rusos. Por si fuera poco, el zar se reservaba el derecho de anular cualquier decisión 
de la Duma que fuera contraria a su parecer; los ministros, nombrados directamente 
por el monarca, responderían sólo ante él; y la Duma podía ser disuelta en cualquier 
momento por el zar (1974, pág. 432). El zar se valió de las facultades que le daba 
el artículo 87 para disolver la Duma y así legislar por sí mismo, al punto de que se 
crearon y desaparecieron tres entre 1906 y 1912; la cuarta, dominada por partidos 
conservadores, fue la más duradera (1912-1917) (Milosevich 2017, pág. 40-41). 

Todos estos ofrecimientos del zarismo se materializaron parcialmente el 23 de abril 
de 1906, cuando, en vísperas de la instalación de la Duma, se publicó la primera 
Constitución Rusa, bajo el nombre de Leyes Fundamentales (Milosevich 2017, pág. 
40). Nicolás II, en un típico acto autocrático, no esperó a que la Duma se reuniera 
para que promulgara la constitución, como lo ha dicho Bruun, y optó por dictar por 
sí mismo las leyes fundamentales del imperio (1964, pág. 216). La índole y el 
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carácter de esta ley constitucional se encuentra claramente definido en el artículo 
4 o , conforme el cual: “El poder supremo autocrático pertenece al Emperador de 
todas las Rusias. La obediencia a sus mandatos, no sólo por temor, sino como deber 
de conciencia, está ordenada por el mismo Dios” (García-Pelayo 1959, pág. 572). 

La oportunidad histórica para que se creara un sistema parlamentario de corte 
liberal en Rusia se había esfumado, debido a las tradiciones y mentalidad 
autocrática todavía imperantes, pues no se supo aprovechar el momento para 
innovar la monarquía imperial que, de otro modo, quizá hubiera podido sobrevivir 
bajo la forma constitucional. Bruun, sobre las circunstancias futuras en Rusia, 
comenta: “Se acercaba el momento en que las derrotas militares desatarían una 
revolución que ya no podría frenarse, una revolución a la que el zarismo no habría 
de sobrevivir” (1964, pág. 217). 

En 1914 Rusia entró a participar en la Primera Guerra Mundial, la cual fue 
desastrosa para el régimen, por las derrotas y el alto número de bajas sufridas. La 
situación social se vio agravada por el hambre y el descontento generalizado contra 
el zar. Los partidos socialistas que se habían opuesto a participar en la guerra 
supieron aprovechar el descontento social y las derrotas para promover los cambios 
institucionales en el régimen. 

A manera de resumen, en este apartado hemos podido establecer cómo Rusia, un 
país sumido en el atraso respecto del resto de Europa, realizó su primera tentativa 
constitucional dentro del seno de un movimiento revolucionario. Sin embargo, tanto 
la revolución como la reforma que se buscaba por la vía constitucional se vieron 
frustradas por el hecho de que el zar otorgó, desde arriba, la ley fundamental, sin 
esperar a que delibere al respecto la Duma que estaba por comenzar a funcionar. 
La rigidez del zarismo representó la pérdida de la única oportunidad que tuvo para 
autorreformarse y así sobrevivir. 

Importante resulta que, dentro de ese movimiento revolucionario, se creó el 
movimiento de los soviets, como expresión de una organización obrera de tipo 
democrático, que funcionó sobre las bases de lo vivido en la Comuna de París, 
conforme lo estudiado por Carlos Marx respecto a ese movimiento de 1871. Esta 
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forma de organización espontánea sería aprovechada más tarde por el Lenin y sus 
seguidores para hacerse del poder en 1917. 

1.2.4.3.2 La revolución bolchevique de 1917 en relación a la 
convocatoria de la Asamblea Constituyente y la primera 
Constitución Soviética 

El segundo intento proconstitucionalista en Rusia se realizó también en medio de 
una atmósfera revolucionaria, pero influenciada por los bolcheviques, a pocos 
meses de que finalizara la Primera Guerra Mundial. 

La revolución rusa, como se estudió anteriormente, comenzó en febrero de 1917, lo 
que llevó a la deposición de la monarquía, la fundación de la república y el 
establecimiento de varios gobiernos provisionales. De conformidad con lo ofrecido 
por el gobierno de transición encabezado por Kerensky, en cumplimiento de las 
peticiones populares y de los partidos socialistas, se estableció que se convocaría 
a una Asamblea Constituyente. En el “catecismo” elaborado por Lenin en abril del 
mismo año, cuando su partido formaba parte de esa oposición, escribió, 
contestando a la pregunta “¿Hay que reunir a la Asamblea Constituyente?: Sí, y lo 
más rápidamente posible” (Walter 1959, pág. 373). 

En abril, los proyectos de Lenin para arribar a la conformación de una Asamblea 
Constituyente de carácter revolucionario se basaban en la “bolchevización” de los 
soviets. Se proponía lograr el predominio político de los obreros y campesinos en 
las estructuras de los comités a nivel nacional, al punto de que fueran capaces de 
prevalecer como la principal fuerza organizada al realizarse las elecciones para la 
Asamblea Constituyente. Sin embargo, una vez asumido el poder por los soviets en 
octubre, se estableció que un mes después se realizarían las elecciones para la 
conformación de la Asamblea Constituyente, y ese objetivo no había sido 
alcanzado. Lenin trató de encontrar alguna forma para postergar las elecciones, 
pero la dirigencia del partido lo disuadió de hacerlo, pues esa estrategia había 
ayudado a desacreditar al anterior gobierno y, además, en esas circunstancias, se 
vería como la intención de perpetuarse en el poder. Aceptó que se realizaran las 
elecciones, pero antes señaló: “Es un error. ¡Es evidentemente un error que puede 
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costamos caro! ¡Ojalá no le cueste la cabeza a la revolución!” (Walter 1959, pág. 
373). 

Los bolcheviques aceptaron cumplir con el cronograma de las elecciones para que 
se integrara la Asamblea, de conformidad con la convocatoria que había realizado 
el anterior gobierno provisional, y las mismas se realizaron entre el 14 y 27 de 
noviembre de 1917. Sin embargo, ese ejercicio democrático no les fue favorable, 
pues, de los 707 escaños, los bolcheviques únicamente obtuvieron 175, es decir, 
casi la cuarta parte, lo que los dejaba como minoría en la Asamblea (Milosevich 
2017, pág. 74). Además: “...La ley electoral elaborada y aplicada por el Gobierno 
de Kerenski había facilitado la victoria de los socialistas-revolucionarios de 
derecha... los vencedores indiscutibles de la prueba electoral...” (Walter 1959, pág. 
373). 

Las reservas y aprensiones de Lenin para llamar a la Asamblea se hacían realidad, 
los bolcheviques habían sido calificados desfavorablemente por el electorado, si 
bien en unas elecciones cuyo esquema para el sufragio fue diseñado por el gobierno 
anterior para favorecer a los sectores de derecha. “La asamblea constituyente 
(elegida en noviembre de 1917), afirma Neil Harding, contaba con una mayoría 
revisionista que no estaba dispuesta a aceptar las exigencias bolcheviques” (Ball y 
Bellamy 2013, pág. 428). En esa circunstancia, era necesario adoptar medidas 
radicales para neutralizar los resultados de las elecciones o la revolución, que 
apenas comenzaba, estaría acabada. La Asamblea conforme lo programado debía 
reunirse el 5 de enero de 1918. Las semanas que mediaron entre la elección y la 
integración de la Asamblea Constituyente fueron de tensos y agrios debates entre 
las diferentes facciones. Lenin sufrió un atentado al vehículo en el que se conducía 
el uno de enero, del cual salió ileso (Foyaca de la Concha 1978, pág. 121). 

Desde el día anterior a la integración de la Asamblea (4 de enero), por órdenes del 
gobierno, se habían desplegado tropas de soldados alrededor del lugar donde se 
instalaría la reunión. Los bolcheviques no estaban dispuestos a trasladar “Todo el 
poder para la Asamblea Constituyente”, como rezaban las pancartas de los 
manifestantes que acudieron por la mañana a la sede donde se realizaría la sesión 
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inaugural del esperado cuerpo colegiado, cuyo número estiman algunos fue de 
50,000 personas. Al enfilar los manifestantes rumbo al palacio de Táurida, sede de 
la Asamblea Constituyente, coreaban a gritos: “¡Viva la Constituyente!” En 
determinado momento, en un suceso que nunca llegó a esclarecerse, las tropas 
comenzaron a disparar, con el saldo de entre 9 y 21 víctimas mortales, más una 
veintena de heridos. El evento fue comparado, incluso por Máximo Gorki, con el 
Domingo Sangriento de 1905 que había desencadenado la revolución de ese año 
(Pipes 1990, pág. 929). 

En la apertura de la sesión, ocurrida alrededor de las cuatro de la tarde, Yákov 
Sverdlov (1885-1919), violentando el protocolo sobre quién daría el discurso inicial, 
inauguró la Asamblea como presidente del Comité Ejecutivo Central de los soviets. 
Sverdlov procedió a leer la Declaración de Derechos del Pueblo Trabajador y 
Explotado, publicada en el periódico Pravda (verdad) el día anterior y aprobada por 
el Comité Ejecutivo Central del Partido Bolchevique, tras lo cual exigió fuera 
sancionada también por la Asamblea (Foyaca de la Concha 1978, pág. 122). Según 
este documento, la Asamblea Constituyente debía aceptar subordinarse al 
Congreso de los soviets y a los decretos del Sovnarkom (acrónimo de Soviet 
Narodnykh Komissarov o Soviet de Comisarios del Pueblo, presidido por Lenin) 
(Bolinaga 2010, pág. 90). Los representantes votaron respecto a la moción 
presentada por Sverdlov y, después de ocho horas de sesión, la misma fue 
rechazada por 237 votos y 138 a favor, tras lo cual se declaró un receso (Milosevich 
2017, pág. 74). 

Durante el lapso que se suspendió la sesión, los representantes bolcheviques y 
socialrevolucionarios discutieron qué iban a hacer. Decidieron retirarse de la 
reunión, no sin antes escribir Lenin una nota -quien había presenciado los eventos 
desde un palco- que debía ser leída al pleno al reanudarse la reunión: 

Una enorme mayoría de la Rusia trabajadora exigió a la Asamblea 

Constituyente que reconociera las conquistas de la gran revolución de 

octubre... El Comité Ejecutivo Central de Rusia... propuso a la Asamblea 
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someterse a esta voluntad. Sin embargo, la mayoría de la Asamblea 
Constituyente... rechazó la proposición... 

La Asamblea Constituyente... es el resultado de la correlación de fuerzas 
existentes antes de la gran revolución de octubre... Representa el ayer y trata 
de obstaculizar el camino del movimiento obrero y campesino. 

Todo un día de discusiones ponen (sic.) en evidencia que el partido de los 
socialistas-revolucionarios de derecha... alimenta al pueblo con promesas..., 
pero, de hecho, ha resuelto luchar contra el poder de los soviets... 

No deseando encubrir, ni por un minuto, los crímenes de los enemigos del 
pueblo, declaramos que hacemos abandono de la Asamblea Constituyente 
con el propósito de delegar en el poder soviético la definitiva solución del 
problema creado por la parte contrarrevolucionaria de la Asamblea 
Constituyente (Foyacade la Concha 1978, pág. 124). 

La sesión continuó con los diputados que se encontraban presentes y se prolongó 
hasta las cinco de la mañana del 6 de enero, cuando el jefe de la guardia argumentó, 
para que se suspendiera la reunión, que sus hombres estaban cansados. 
Apresuradamente, la Asamblea aprobó una última ley y se retiró, con la expectativa 
de volver a reunirse, tras descansar un poco, al mediodía. Sin embargo, cuando 
nuevamente se presentaron al palacio encontraron con que este se encontraba 
cerrado, era custodiado por soldados y se habían desplazado dos cañones para su 
resguardo. Los diputados nunca más pudieron volver a sesionar. Ese mismo día 
Lenin disolvió la Asamblea Constituyente bajo el argumento de que “los 
socialrevolucionarios de izquierda no estaban adecuadamente representados” 
(Milosevich 2017, pág. 74). La “Tesis” de Lenin para la disolución de la Asamblea 
Constituyente, fue aprobada por el Consejo de Comisarios del Pueblo y se 
sancionaron, en forma de decreto, por el Comité Ejecutivo Central de los soviets 
esa misma noche (Foyaca de la Concha 1978, pág. 126). 

Tres días después (9) Máximo Gorki, quien originalmente había apoyado a Lenin, 
publicó en el periódico Nóvaia Zhis el primero de una señe de artículos en los que 
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condenaba la represión contra los manifestantes del 5 de enero y el curso que 
habían tomado los acontecimientos que llevaron a los bolcheviques a hacerse del 
poder: 

Desde hace un siglo, los mejores hijos de Rusia han vivido para la idea de 
una Asamblea Constituyente, el órgano democrático que daría al país la 
posibilidad de expresar su voluntad con toda libertad. Por esta idea millares 
de intelectuales y decenas de millares de obreros y campesinos han muerto 
en prisión, deportación o en las mazmorras, han sido ahorcados o fusilados... 
Pravda miente cuando dice que la manifestación fue organizada por la 
burguesía, los banqueros, etc. Ella no ignora que los obreros de las fábricas 
de Vassiliotrovsk, de Viborg y de otros barrios industriales desfilaron con 
banderas rojas del Partido Social Demócrata de Rusia. Estos obreros fueron 
muertos. Y por grandes que sean las mentiras de Pravda no podrá disimular 
este hecho ignominioso (Foyacade la Concha 1978, pág. 127). 

A partir de ese momento, en una serie progresiva de medidas represivas y violentas, 
el régimen bolchevique se convertirá en el primer gobierno unipartidista de la historia 
contemporánea, al cual le seguirán el fascista y el nacionalsocialista en Italia y 
Alemania, respectivamente, si bien con una tendencia ultraderechista muy distinta 
a la bolchevique. En tales regímenes, se comparte, como rasgo común, el uso de la 
represión y la violencia en pro del ideal de Estado que se persigue. 

Tal uso de medidas fue justificado explícitamente por León Trotsky, creador del 
Ejército Rojo, quien escribió un libro intitulado “Terrorismo y comunismo” (1920), en 
réplica a un ensayo del mismo nombre (1919) del marxista, opositor al bolchevismo, 
Karl Kautsky (1854-1938). En ese ensayo, Trotsky comenta sobre el terrorismo 
comunista que señala el “revisionista” Kautsky: 

El que en principio renuncia al terrorismo, esto es, a las medidas de 
intimidación y represión con respecto a la contrarrevolución armada, debe 
renunciar también a la dominación política de la clase obrera, a su dictadura 
revolucionaria. Quien renuncia a la dictadura del proletariado, renuncia a la 
revolución social y pone una cruz sobre el socialismo (Trotsky 2016, pág. 66). 
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El uso de la violencia contra los enemigos de la revolución era algo “justificado” 
históricamente desde la perspectiva marxista, no era nada nuevo. Tal acusación, 
por tanto, no ruborizaba a un verdadero revolucionario. Es más, su utilización, 
creían, era legítima si se realizaba una breve revisión de la historia europea. Trotsky 
señala algunos eventos de la Europa moderna que así lo evidenciaban: 

Recordaremos en primer lugar la Reforma, que traza una especie de 
demarcación entre la historia de la Edad Media y la Moderna: cuanto más 
abarcaba los intereses profundos de las masas populares, más amplitud 
tomaba, más encarnizada se hacía la guerra civil que se desarrollaba bajo los 
estandartes religiosos y más despiadado era el terror por ambas partes. 

En el siglo XVII, Inglaterra hizo dos revoluciones: la primera, que promovió 
violentas conmociones sociales y largas guerras, llevó, sobre todo, a la 
ejecución de Carlos I; la segunda, finalizó con el feliz advenimiento al trono 
de una dinastía nueva. La burguesía inglesa y sus historiadores consideran 
estas dos revoluciones desde puntos de vista muy diferentes: la primera es, 
a sus ojos, una abominable jacquerie, 95 una «Gran Rebelión»; la segunda, ha 
sido bautizada con el nombre de «Revolución gloriosa» (2016, pág. 66). 

De este modo, Trotsky entiende que el uso de la violencia en los procesos de la 
lucha de clases es algo normal. El punto es que su calificación final, su valoración, 
dependía de quién los había realizado y si había triunfado. Los actos perpetrados 
por los vencidos serían señalados de “abominables”, los de los vencedores, de 
“gloriosos”. Con base en lo expuesto en este ensayo, como lo señala Slavoj Zizek 
en el prólogo de una reciente edición de Trotsky: “Nada tiene de extraño que de 
Terrorismo y comunismo renieguen incluso muchos trotskistas, desde Isaac 
Deutscher hasta Ernest Mandel (que lo calificó como «el peor libro» de Trotsky, su 
recaída en la dictadura antidemocrática)” (Trotsky 2016, pág. 6). 

Sin embargo, el exterminio de la oposición y la intolerancia no son privativos de las 
corrientes marxistas-leninistas. En una modalidad similar, aunque con una ideología 


95 Revuelta campesina francesa de 1358, en plena Edad Media. 
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diferente, Cari Schmitt tratará de legitimar a los regímenes autoritarios, para lo cual 
se apoya en eventos históricos ocurridos desde la Antigüedad: 

En su libro La dictadura (1921), una historia de las instituciones desde el 
Imperio romano hasta la «dictadura del proletariado» soviética, intenta 
restaurar sutilmente la legitimidad conceptual de la dictadura, afirmando que 
el rechazo a admitir la necesidad de dictadores moderados y transitorios 
permitió el nacimiento de las dictaduras absolutas (Lilla 2013, pág. 45). 

Años más tarde, Schmitt irá más lejos. Partiendo del concepto amigo-enemigo, en 
su libro El concepto de lo político (1932), defenderá la promulgación nazi de las 
leyes de Núremberg que -como vimos- privaron de derechos a los judíos, en donde 
expondrá que: 

...El sentido de la distinción amigo-enemigo es marcar el grado máximo de 
intensidad de una unión o separación, de una asociación o disociación. Y este 
criterio puede sostenerse tanto en la teoría como en la práctica sin necesidad 
de aplicar simultáneamente todas aquellas otras distinciones morales, 
estéticas, económicas y demás. El enemigo político no necesita ser 
moralmente malo, ni estéticamente feo; no hace falta que se erija en 
competidor económico, e incluso puede tener sus ventajas hacer negocios 
con él. Simplemente es el otro, el extraño, y para determinar su esencia basta 
con que sea existencialmente distinto y extraño en un sentido particularmente 
intensivo... (2002, pág. 57). 

La política y su ejercicio, desde la perspectiva de Schmitt, deben basarse en esa 
diferenciación entre amigo-enemigo, no en el derecho o la moral, como ha 
pretendido el liberalismo burgués. 

El uso de la violencia y la persecución despiadada del enemigo -al amparo del 
enfoque de pensadores diametralmente opuestos en lo ideológico, pero 
coincidentes en los medios para el ejercicio del poder-, representan rasgos 
característicos de los regímenes extremistas de izquierda o de derecha, llámeseles 
totalitarios, dictatoriales o autoritarios. 
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Resumiendo, en lo que antecede se ha establecido cómo los bolcheviques lograron 
capitalizar la revolución de febrero de 1917 a su favor, al punto de llegar a dar un 
golpe de Estado en octubre del mismo año. Las secuelas de la Primera Guerra 
Mundial, hambre y desesperación, demandaban cambios políticos que llevaron a la 
deposición de la monarquía de los Romanov. Rusia se convirtió en república y los 
gobiernos que le sucedieron incumplieron las promesas de alcanzar la paz, realizar 
una reforma agraria y democratizar el país. El movimiento bolchevique aprovechó 
la situación, dio el golpe de Estado y convocó a la Asamblea Constituyente. Sin 
embargo, la Asamblea fue disuelta el mismo día de su instalación bajo el argumento 
de que la representación alcanzada no era legítima, pues los diputados 
bolcheviques quedaron como minoría y las elecciones se realizaron según el 
esquema establecido por el régimen anterior. La revolución de octubre, bajo el 
liderazgo de Lenin, se radicalizó e impulsó el establecimiento de la dictadura del 
proletariado, para lo cual creó instituciones de naturaleza represiva y de control 
social para imponer el nuevo orden. 

1.2.4.3.3 La Constitución bolchevique 

El predominio del partido único en Rusia se forjó a partir de lo que García-Pelayo 
denomina la “expresión jurídico-constitucional” bolchevique que, en medio de esa 
nueva realidad política, comenzó a plasmarse con la Declaración de Derechos del 
Pueblo Trabajador y Explotado de 23 de enero de 1918, luego con la Constitución 
de la República Socialista Soviética Rusa, del 10 de julio del mismo año y, 
posteriormente, con la Constitución de la Unión de Repúblicas Socialistas 
Soviéticas de julio de 1924 (1959, pág. 576). Este conjunto de leyes, 
interrelacionado entre sí, dio vida al constitucionalismo soviético, desde una 
perspectiva totalmente ajena a la concepción demoliberal (democracia + 
liberalismo). 

La Declaración de Derechos del Pueblo Trabajador y Explotado, como se dijo, fue 
redactada por Lenin en enero, previamente a que se reuniera la Asamblea 
Constituyente. Incluso se publicó en los periódicos el 4 de enero de 1918. Este fue, 
a no dudar, un acto intimidatorio y de provocación que atentaba, conforme la teoría 
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constitucional, en contra de la independencia y los poderes de representación 
soberana de ese cuerpo colegiado. 

Manuel Foyaca de la Concha, en quien nos basamos para esta exposición, ha 
sintetizado el contenido principal de la Declaración. El escrito constaba de cuatro 
partes. En la primera se proclamaba la república de los soviets como Federación de 
Repúblicas Soviéticas nacionales, las cuales eran independientes, cuyo todo poder 
pertenecía a los soviets. En la segunda se definió cuál era la misión esencial de esa 
república que, entre sus principales objetivos, previo: a) abolición de toda forma de 
explotación del hombre por el hombre; b) supresión de la visión de la sociedad en 
clases; c) represión a la resistencia de los explotadores; d) organización socialista 
de la sociedad; e) victoria del socialismo en todos los países; f) abolición de la 
propiedad privada de la tierra por la Asamblea Constituyente; g) obligación de la 
misma de confirmar las leyes dictadas por los soviets; h) ratificación de la 
nacionalización de los bancos; i) establecimiento del trabajo obligatorio para todos; 
h) armamento para los trabajadores; i) creación del ejército rojo. En la tercera parte 
se formularon las líneas a seguir en materia de política exterior (ruptura de tratados 
secretos, fraternización de los ejércitos, paz democrática sin anexiones ni 
indemnizaciones, con pleno respeto de la autodeterminación de los pueblos), 
renuncia al colonialismo y anulación de los empréstitos realizados por el régimen 
zarista. Por último, en la cuarta parte, se establecía la dependencia de la Asamblea 
Constituyente -elegida conforme las listas elaboradas previamente a la revolución 
de octubre- del poder de los soviets (1978, pág. 120). 

El documento concluía con afirmaciones que resultaban en absoluto inaceptables 
para la Asamblea Constituyente, cuyo supuesto era el ser depositaría de la 
soberanía popular, pues la sujetaba a un poder superior, el de los soviets: 

El poder debe pertenecer completa y exclusivamente a las masas 
trabajadoras y a sus representantes plenipotenciarios, los Soviets de 
Diputados obreros, soldados y campesinos. 

La Asamblea Constituyente estima que “sus funciones se limitan a establecer 
las bases fundamentales de la transformación socialista de la sociedad... y 
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de ia Federación de Repúblicas Soviéticas de Rusia” (Foyaca de la Concha 
1978, pág. 120). 

Se reconoció que se trataba de un documento temporal, que atendía al 
requerimiento inmediato de contar con un marco formal, y porque el clamor por la 
promulgación de una ley fundamental provenía desde el siglo XIX (Milosevich 2017, 
pág. 121), lo cual llevaría a la promulgación de una constitución. 

Después de la resistencia de la Asamblea Constituyente a aceptar el “ultimátum” 
bolchevique de someterse al poder de los soviets, la misma fue disuelta y, pasados 
algunos días, el régimen, ya sin oposición alguna, aprobó la Declaración. 

El segundo documento constitucional soviético, es decir, la Constitución de la 
República Socialista Soviética Rusa del 10 de julio, incorporó, como título I, la 
Declaración de enero. 

A pesar de la radicalidad con que aparecía el régimen, existía una cierta premura 
por proveerle de un ropaje constitucional que le permitiera legitimarse. No debe 
pasar desapercibido que, a pesar del manifiesto desprecio por todas las 
instituciones y las formas burguesas, los bolcheviques (¿Lenin en particular?) 
buscarán dar credibilidad al proyecto de la dictadura proletaria a través de una ley 
fundamental, nacido como un constructo jurídico “netamente burgués”. Se optó por 
adoptar esa forma, la constitucional, si bien con un contenido completamente nuevo 
y en pugna con lo conocido: un partido único que, en principio, con miras al 
establecimiento de una dictadura que se llamaba proletaria, definiría unilateralmente 
el ideario y fines del primer Estado socialista. 

El elemento democrático para validar esas leyes constitucionales, quizá, podía 
encontrarse en el concepto original de los soviets. Sin embargo, para 1918, esas 
formas de organización popular comenzaron a ser absorbidas y dominadas por el 
liderazgo del partido único, que llegaría a desnaturalizar su estructura original, al 
punto de anularlas, para hacer prevalecer su voluntad en la conducción del futuro 
del Estado. Así, habría de erigirse una dictadura, pero no la del proletariado, sino la 
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del partido único, y más específicamente la de la élite dirigente, como lo demostraría 
el futuro, cuando el proceso revolucionario traicionara su ideario original. 

Robert Fossaert, en una caracterización del partido comunista soviético, plantea 
que: 

El Partido Comunista de la URSS soporta mal la comparación con los partidos 
de las repúblicas burguesas. No es una asociación voluntaria con fines 
políticos, una máquina electoral o un organismo de propaganda. No es ni 
siquiera un instrumento de poder, comparable con otros aparatos de Estado. 

Es esencialmente una federación de clases sociales (1994, pág. 245). 

En él se aglutinó al conjunto de las clases dominantes de la sociedad soviética, cuyo 
poder se extendía a los diferentes ámbitos: economía, ejército, administración y 
cultura. De manera que, como concluye Fossaert: “El Partido Comunista de la URSS 
era más que un partido-Estado, era un partido-clases-Estadd’ (1994, pág. 245 y 
248). 96 

Es de hacer notar que el establecimiento de ese primer régimen unipartidista en 
Rusia se caracterizó por circunstancias diferentes a los establecidos, aunque de tipo 
derechista, en la Europa de las siguientes dos décadas. Rusia nunca había gozado 
de un verdadero sistema de gobierno parlamentario o democrático. Tampoco había 
contado con un auténtico régimen constitucional ni vivido el pluripartidismo. Por el 
contrario, Rusia pasó de la autocracia zarista a la dictadura monopartidista 
bolchevique, es decir, de un régimen abiertamente represor a otro similar, que se 
decía establecido en nombre del pueblo. 

La Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas nació con la Constitución de 31 de 
enero de 1924 (Biscaretti di Ruffia 2006, pág. 353), la cual fue aprobada por Lenin 
el 6 de julio de 1923 (Bolinaga 2010, pág. 148), y se adoptó una forma federal para 
el país. Un nuevo tipo de constitucionalismo apócrifo había nacido en Rusia, que 


96 Las cursivas corresponden al original. 
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sirvió para sustentar un régimen que devino en totalitario, de una forma como nunca 
se había visto en la historia de la humanidad. 

El denominado socialismo real o científico, traicionó su preceptos y principios 
originales, al punto de convertirse en una temible dictadura que erigió a un nuevo 
tipo de autócrata, sustentado en el poder unipartidista. Una nueva forma de 
oligarquía, de tipo burocrático, con su “monarca” de turno. 

En conclusión, el segundo intento constitucional en Rusia llevó al establecimiento 
de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, regidas por un partido único, que 
promovía la dictadura del proletariado, pero que, en verdad, creó una forma de 
dominación de una élite burocrática que controlaba al Estado y toda la vida social. 
Ese tipo de constitucionalismo, desde la perspectiva del positivismo jurídico, 
representaba pleno derecho al ser promulgado por las vías “legales” reconocidas 
estatalmente, o más bien, por el régimen de facto que imperaba. En este punto se 
evidenciaba el peligro que tal concepción jurídica podía tener en la práctica, al 
establecerse el primer régimen unipartidista de la historia. 

1.2.4.4¿Qué hacer: comunismo o socialismo? 

En la dinámica de los acontecimientos ocurridos en Rusia a finales de 1917, en 
donde el partido bolchevique buscaba llegar al poder, Lenin escribió dos libros entre 
agosto y septiembre: “El Estado y la revolución” y “¿Pueden los bolcheviques 
conservar el poder del estado?” La propuesta que se realizaba en ellos era 
establecer el socialismo, entendido como autogobierno. “Todos los poderes hasta 
entonces atribuidos al Estado iban a ser reclamados por el pueblo en armas” (Dunn 
1995, pág. 179). 

En “El Estado y la revolución” Lenin plantea que, partiendo de la teoría del Estado 
de Marx, “la dictadura de una clase es necesaria... también para todo el período 
histórico que separa al capitalismo de la ‘sociedad sin clases’, del comunismo”, y 
que la esencia de las formas políticas que puede adoptar pasa por la dictadura del 
proletariado (Lenin 2009, pág. 57). 
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¿Y qué pasaría con la democracia? ¿Cómo debería entenderse, entonces, la 
democracia dentro de la fase de la dictadura del proletariado? ¿O sólo sería una 
dictadura? Lo que sucede, explica Lenin, es que la sedicente democracia capitalista 
siempre ha sido la “dictadura de la burguesía”, la “democracia para los ricos”: “...en 
la sociedad capitalista tenemos una democracia amputada, mezquina, falsa, una 
democracia solamente para los ricos, para la minoría” (Lenin 2009, pág. 111). En la 
fase de la dictadura del proletariado, la democracia continuará, como en cualquier 
orden estatal, siendo clasista; la diferencia cualitativa y cuantitativa es que ahora 
correspondería para los pobres y la mayoría. Y así continuaría siendo hasta llegar 
a la desaparición del Estado y de las clases, en la fase comunista. 

Lenin justifica en su propuesta que durante esa transición debe reprimirse al 
enemigo, a la burguesía y sus aliados: “...la dictadura del proletariado implica una 
serie de restricciones impuestas a la libertad de los opresores, de los explotadores 
capitalistas... hay que vencer por la fuerza su resistencia, y es evidente que allí 
donde hay represión hay violencia, no hay libertad ni democracia” (2009, pág. 110). 
Esas restricciones a la libertad, que supone la necesidad de vencer la resistencia 
por la fuerza, implicaban también el riesgo de que se cometieran abusos y excesos, 
Lenin lo sabía, y por eso afirmó: “...No somos utopistas y no negamos lo más 
mínimo que es posible e inevitable que algunos individuos cometan excesos, como 
tampoco negamos la necesidad de reprimir tales excesos...” (2009, pág. 112). 97 

Partiendo de la premisa de que “todo el poder para los soviets” constituía la base 
de la propuesta bolchevique, Lenin asigna un papel protagónico al pueblo, por lo 
que los abusos se evitarían con la participación de ese sujeto activo en la vida del 
nuevo Estado: 

...no hace falta una máquina especial, un aparato especial de represión; esto 
lo hará el propio pueblo armado, con la misma sencillez y facilidad con que 
un grupo cualquiera de personas civilizadas, incluso en la sociedad actual, 


97 Las cursivas pertenecen al original. 
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separa a los que se están peleando o impide que se maltrate a una mujer... 

(2009, pág. 112). 

Después del éxito del golpe de Estado bolchevique de octubre de 1917, mediante 
el cual se hizo del poder, Lenin, en congruencia con sus escritos, promoverá durante 
nueve meses ese autogobierno. De acuerdo con la base teórica aportada por Marx, 
en el análisis de la Comuna de París de 1871, lo primero a formalizar era la 
disolución de las instituciones tradicionales de dominación: la policía, el ejército 
permanente y la burocracia. Además, la Comuna había sido un cuerpo legislativo, 
ejecutivo, judicial y defensivo. “La democracia tenía que ser directa, participativa y 
transformadora” (Dunn 1995, pág. 179-180). El experimento leninista trató de 
orientarse por esa vía. En definitiva, con base en todos los planteamientos teóricos 
de Lenin de agosto y septiembre de 1917, contenidos en “El Estado y la revolución” 
y “¿Pueden los bolcheviques conservar el poder del estado?”, de lo que se trataba 
“de un proyecto que se proponía eliminar las relaciones de poder, de dominación y 
subordinación que siempre habían caracterizado la sociedad. El socialismo se 
identificaba con el autogobierno” (Dunn 1995, pág. 179). Sin embargo, a los meses 
de implementación fue necesario dar marcha atrás. 

En el orden económico, el intento de transformación social se definió en la política 
adoptada con el “comunismo de guerra”. Según la “Enciclopedia de la Historia 
Soviética” de 1963 (pág. 600), citada por Pipes, el comunismo de guerra se refiere 
al: 


...nombre que recibió la política económica del gobierno soviético durante los 
años de la guerra civil y de la intervención exterior en la URSS, de 1918 a 
1920. La política del comunismo de guerra fue dictada por las dificultades 
excepcionales derivadas de la guerra civil [y] de la devastación económica 
(2018, pág. 1132). 

No deja de ser curioso que el primer uso oficial de la expresión “comunismo de 
guerra” se dio, precisamente, cuando se adoptó una nueva orientación para la 
economía rusa, con el nombre de Nueva Política Económica (NEP) en 1921 (Pipes 
2018, pág.1132). La política económica contenida en la fase del comunismo de 
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guerra, representó la serie de planes orientados a establecer la dirección y gestión 
de la economía (Ball y Bellamy 2013, pág. 434) por los bolcheviques, o más bien, 
por el partido comunista. Fue, en palabras de Pipes, “...un intento ambicioso y 
prematuro, como se terminó demostrando, de introducir un comunismo propiamente 
dicho” (2018, pág. 1133). Y, efectivamente, el momento era oportuno para realizar 
ese experimento social: tratar de poner en práctica las ideas de la Comuna de París, 
conforme lo planteado por Marx, desmantelando toda forma tradicional de poder, 
incluido no sólo el aparato estatal, sino también la estructura económica capitalista. 

En forma sucinta, Pipes establece cuáles fueron las medidas que supuso el 
comunismo de guerra en términos económicos: 

1. La nacionalización de (a) los medios de producción, con la destacable 
(aunque temporal) excepción de la agricultura, (b) el transporte y (c) todas 
las empresas salvo las más pequeñas. 

2. La liquidación del comercio privado por medio de la nacionalización del 
mercado minorista y mayorista, y su sustitución por un sistema de 
distribución controlado por el gobierno. 

3. La eliminación del dinero como unidad de intercambio y de contabilidad 
en favor de un sistema de trueque regulado por el Estado. 

4. La imposición en toda la economía nacional de un solo plan. 

5. La introducción del trabajo obligatorio para todos los varones adultos 
aptos, y en algunos casos también para las mujeres, los niños y los 
ancianos (2018, pág. 1134-1135). 

Visto en el tiempo, el plan evidencia, cuando menos, una gran ingenuidad, sino un 
craso desconocimiento sobre cómo funciona un sistema económico. 
Probablemente, aunque para algunos inequívocamente, por un acto de fe en los 
postulados marxistas y, ahora, leninistas. Para hacerse una idea, se podría decir, 
en un símil muy gráfico, que se trató de pretender remover todas las patas que 
sirven de soporte a una mesa, esperando que aun así se sostuviera en pie, por obra 
quizá de una levitación milagrosa. Renunciar a la “mano invisible del mercado” para 
encomendarse a la “racional del determinismo histórico marxista”. 
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La nacionalización de los medios de producción, especialmente para ese momento 
de la revolución, en donde se carecía de la organización administrativa y técnica 
necesarias para asumir el control, significaba condenar el aparato económico a su 
paralización y colapso. A una indudable declinación que se traduciría en la 
reducción del producto nacional, lo cual resultaba más grave dada la secuela de 
problemas que en los años inmediatos anteriores había afrontado Rusia por la 
guerra mundial, más la nacional contra los opositores domésticos e internacionales. 

La nacionalización del mercado, tanto minorista como mayorista, significó 
entorpecer los canales de distribución e intercambio, también, sin poseer la logística 
ni la estructura organizacional estatal para asumir tan grande responsabilidad. En 
términos prácticos, significaba ralentizar el intercambio, con el consecuente 
deterioro para la provisión de bienes de consumo personal y productivo y, en 
consecuencia, deterioro de la calidad de vida (escasez y aparecimiento de los 
mercados negros) y de la producción en el país (atrasos que harían más eficiente 
la producción al no contar con materias primas ni con los mecanismos para la 
realización de la producción -ventas- en los mercados). Todo esto, atendiendo a la 
improvisada coorte de nuevos burócratas, aseguraba que se desarrollaría la 
corrupción como sistema paralelo para afrontar el bloqueo oficial a los intercambios 
económicos. 

La eliminación del dinero como unidad de intercambio y de contabilidad evidencia 
el desconocimiento de la importancia que el mismo Marx daba a la moneda para 
dinamizar los procesos de intercambio, distribución y realización de la producción. 
El dinero no es una invención capitalista, pero sí un dinamizador económico que 
permite superar las complicaciones de un sistema de trueque, como el mismo Marx 
analizó especialmente en El Capital. Eliminar el uso del dinero significó, en términos 
prácticos, una involución a formas precapitaiistas e incluso prefeudales y 
preesclavistas de intercambio, que soslayaron la misma comprensión del 
funcionamiento del sistema económico históricamente vigente en Rusia en ese 
momento. 
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La planificación económica, de igual manera, resultaba prematura y 
desaconsejable, porque significaba trasladar y centralizar las competencias de 
cómo resolver el problema económico (¿qué, cómo, cuánto y para quién producir?) 
a una estructura burocrática improvisada, en un país que se encontraba en guerra 
interna y, por io mismo, carecía del necesario control para llevarla a cabo en un 
territorio tan vasto. 

El trabajo obligatorio, bajo el lema “el que no trabaja no come”, de contenido 
moralista y origen bíblico (una epístola de Pablo), resultaba irreal cuando todo el 
conjunto de medidas contenidas en esa política apuntaba a un cisma y paralización 
de la estructura económica. 

El plan económico resultó impracticable, gracias a lo cual, por los mecanismos 
informales e ilegales (mercado negro), no se llegó a la hambruna que hubiera 
generado. 

No obstante, Lenin tenía plena confianza en el éxito que en breve se alcanzaría con 
la implementación del plan, sin prever la grave situación que devendría por el 
mismo. Así lo señala Trotski, citado por Pipes, cuando en 1924 escribió: 

En la Tesis sobre la paz de Lenin, escrita a principios de 1918, se dice que 
«el triunfo del socialismo en Rusia [requería] de un cierto intervalo de tiempo, 
de al menos unos cuantos meses»... Lenin siempre insistía en que 
implantaríamos el socialismo en cuestión de medio año y en que nos 
convertiríamos en la nación más poderosa (2018, pág. 1138). 

¿Voluntarismo? ¿Dogmatismo? ¿Desconocimiento sobre lo económico? 
¿Balandronadas para infundir confianza en el futuro? De cualquier manera, lo cierto 
es que el plan económico de la fase del comunismo de guerra poseyó y marcó 
también una inflexión, un cambio, en el contenido político de transición que se 
proponía la revolución. Se trata del abandono de la concepción de la Comuna de 
París, que suponía el traslado del poder estatal a los soviets, para ahora pasar a 
promover la “dictadura del proletariado” que, en la práctica, significaba la 
centralización del poder en el Estado o, más correctamente, en el partido comunista, 
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a través del Consejo de Comisarios del Pueblo, para lo cual se adujo la gravedad 
de las crisis que afrontaba la revolución. Así, los soviets fueron suspendidos en sus 
actividades casi por completo y acallada la oposición política (Dunn 1995, pág. 182). 

El cambio en la concepción ocurrirá dentro de los mismos cánones del credo 
marxista, pues no se trataba de ser un iconoclasta. De cierta forma, se asemejó a 
la transformación operada dentro de la concepción bíblica judeo-cristiana, pero en 
sentido contrario. En el cristianismo, el creyente se encuentra primero con la 
doctrina de la ley del Taleón, es decir, la del “ojo por ojo, diente por diente”, para 
posteriormente evolucionar, en el Nuevo Testamento, a la doctrina del amor y del 
perdón, sustentos de la prédica de Jesucristo. En la interpretación leninista de los 
cánones marxistas, el cambio opera de la democracia, las comunas democráticas 
de los soviets que se hacen y ejercen el poder, hacia la dictadura del proletariado 
cuyo poder ostentarán sus representantes (la cúpula del partido), sobre la base 
también de textos sacros: “El manifiesto del partido comunista” y, especialmente, en 
la “Crítica al Programa de Gotha” (Ball y Bellamy 2013, pág. 429-430). Esto se ve 
reflejado en Lenin cuando expresa, por ejemplo, en 1920: “No prometemos libertad 
ni democracia”. O bien, cuando afirma: “La industria es indispensable, la democracia 
no” (Ball y Bellamy 2013, pág. 430). El Estado deja de ser el enemigo a vencer y 
desmantelar, ai que se debe privar de cuanto poder ha ostentado, para convertirlo 
en el principal instrumento para la realización del socialismo, otorgándole cuanta 
facultad sea necesaria, dirigido por los miembros del partido comunista, excluyendo 
así a los soviets. 

Es el momento en el cual Lenin comienza a aplicar lo que diversos autores califican 
como una teoría elitista del poder, en donde los llamados a gobernar son los 
elegidos que conforman el partido. Algo que también se asemeja a ciertas doctrinas 
salvíficas protestantes, según las cuales sólo cierto número de predestinados 
podrán ser llamados a estar en el reino de los cielos, pero, en este caso, llevado al 
plano político de este mundo “socialista”, se excluye, en su nombre, al pueblo. 
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En “¿Qué hacer?”, escrito en 1902, Lenin sostiene que ia clase obrera, como masa, 
es incapaz de acceder a la conciencia revolucionaria, señala Salvadori (2013, pág. 
73). El pasaje en el que Lenin se refiere al asunto, es el siguiente: 

Hemos dicho que los obreros no podían tener conciencia socialdemócrata. 
Esta sólo podía ser traída desde fuera. La historia de todos los países 
demuestra que la clase obrera está en condiciones de elaborar 
exclusivamente con sus propias fuerzas sólo una conciencia tradeunionista, 
es decir, la convicción de que es necesario agruparse en sindicatos, luchar 
contra los patronos, reclamar al gobierno la promulgación de tales o cuales 
leyes necesarias para los obreros, etc. (Lenin 2010, pág. 51). 

La conciencia revolucionaria, pues, vendrá “de una élite de intelectuales y 
revolucionarios profesionales unidos en un partido dotado de una estructura 
radicalmente centralista” (Salvadori 2013, pág. 73). En palabras del propio Lenin: 

...En cambio, la doctrina del socialismo ha surgido de teorías filosóficas, 
históricas y económicas elaboradas por intelectuales, por hombres instruidos 
de las clases poseedoras. Por su posición social, los propios fundadores del 
socialismo científico moderno, Marx y Engels, pertenecían a la intelectualidad 
burguesa. De igual modo, la doctrina teórica de la socialdemocracia ha 
surgido en Rusia independiente por completo del crecimiento espontáneo del 
movimiento obrero, ha surgido como resultado natural e ineludible del 
desarrollo del pensamiento entre los intelectuales revolucionarios socialistas 
(2010, pág. 52). 

En resumen, en este apartado hemos podido establecer cómo la Revolución 
bolchevique de 1917, que en un inicio pretendió basarse en una concepción de 
democracia directa, el autogobierno y la participación de los soviets, tuvo su 
manifestación en la política económica del comunismo de guerra. Esta política, al 
pretender prematuramente establecer el comunismo en Rusia, resultó un total 
fracaso al desmantelar los mecanismos de producción, distribución, intercambio y, 
en consecuencia, del consumo. Esa política también significó, en lo político, 
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trasladar el poder a la cúpula del Partido Comunista y el debilitamiento de los 
soviets. 

Tras el fracaso del comunismo de guerra, se impulsó la Nueva Política Económica, 
cuyo contenido fue más liberal, y tuvo por mira, para corregir el plan inicial, 
establecer como pivote para la construcción del socialismo fortalecer las estructuras 
estatales, sometidas plenamente al partido. La dictadura del proletariado, como se 
le llamó, significaba en realidad la dictadura del partido. La democracia y la libertad 
dejaron de ser los objetivos, para priorizar en adelante el desarrollo económico. La 
prioridad, así, se estableció en el desarrollo de las fuerzas productivas, conforme la 
concepción marxista, para crear las condiciones objetivas que permitieran la 
construcción del socialismo, como primera fase del comunismo, para 
posteriormente poder alcanzar la fase superior, en donde ya no existiría el Estado. 

1.2.4.5La muerte de Lenin y la disputa de la sucesión en el partido 
Comunista 

En mayo de 1922, ocurrió uno de los primeros eventos que marcaron el deterioro 
de la salud de Lenin, al verse aquejado de un ictus (derrame cerebral) (Milosevich 
2017, pág. 95), que lo incapacitó parcialmente: quedaron paralizados su pierna y 
brazo derechos. Otros dos infartos cerebrales le aquejaron en diciembre de 1922 y 
marzo de 1923. Este último lo privó del habla y, después de mayo, “vivió todavía 
ocho meses una existencia de ruina humana” (Walter 1959, pág. 441 y 444). Todo 
esto provocó entre los miembros del partido la inquietud sobre quién habría de 
sucederle. Lenin, finalmente, murió el 21 de enero de 1924, a las 18:50 horas 
(Milosevich 2017, pág. 95), a la edad de 53 años. 

En el proceso de evolución del creciente deterioro de la salud de Lenin, Josef Stalin, 
a la sazón secretario general del Partido Comunista, elegido en abril de 1922 
(Lozano Cutanda 2012, pág. 63), estableció un riguroso control para evitar que al 
enfermo le llegara todo tipo de información (Bolinaga 2010, pág. 148). 

Varios historiadores, como Bolinaga (2010, pág. 149) y Alan Bullock (2018, pág. 
359), han planteado que, durante su lenta agonía, Lenin redactó un testamento 
político no favorable a que le sucediera Stalin en el poder. De acuerdo con el 
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periodista norteamericano Max Eastman, quien publicó el presunto testamento en 
el New York Herald, y posteriormente un libro intitulado Después de la muerte de 
Lenin (1925), 98 el favorecido era León Trotsky (cosa que este, molesto, desmintió) 
(Walter 1959, pág. 443). Lo que sí es comprobable, por la coincidencia de las 
diferentes fuentes, es que Lenin manifestó en varias cartas aprensión por el poder 
que había ganado Stalin al ser electo secretario general del partido comunista. 
Walter consigna que “...el 15 de diciembre [de 1922]... redacta una nota que dice: 
‘Stalin ha concentrado en sus manos un poder inmenso y no estoy seguro de que 
pueda usarlo siempre con suficiente prudencia...”, luego, en una posdata, agregada 
el 4 de enero de 1923, recomienda a los camaradas bolcheviques del partido 
“...reflexionar sobre los medios de desplazar a Stalin de su puesto...” (Walter 1959, 
pág. 442). Lozano Cutanda refiere el mismo episodio en los siguientes términos y, 
según cita, Lenin manifestó: “...El camarada Stalin, desde que se convirtió en 
secretario del Partido en 1922, ha concentrado un poder sin límites en sus manos, 
y no estoy convencido de que sepa usar ese poder con suficiente prudencia...” 
(2016, pág. 61). 

José Stalin, como aspirante al poder, fraguó toda una serie de intrigas y maniobras 
que le permitieron desplazar paulatinamente al presunto elegido como sucesor, 
León Trotsky. Así, consiguió apartarlo de la dirección del partido en 1925 y, más 
tarde, que fuera expulsado del mismo en 1927. En 1928 Trotsky fue deportado a 
Kazajistán, para finalmente desterrarlo en 1929. El desenlace de todo este complot 
se dio cuando Stalin hizo asesinar a Trotsky al encontrarse exiliado en México, único 
país que aceptó acogerlo, por el agente soviético Ramón Mercader, de nacionalidad 
española (Trotsky 1936, pág. 238). 

Stalin representa un quiebre en la línea de conducción de la revolución bolchevique 
de 1917. De acuerdo con Trotsky, Stalin fue “el enterrador de la revolución” (Lozano 
Cutanda 2012, pág. 13). Esteban Volkov, nieto de Trotsky, planteó en 1991 que: 


98 El libro en cuestión se puede consultar, en versión en inglés con opciones de traducción automática 
al español, en la siguiente dirección de internet, conforme consulta realizada el 27 de enero de 2019: 
https://www.marxists.Org/historv/etol/writers/eastman/1 925/lenin/index.htm . 
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León Trotsky hace más de medio siglo vaticinó el inexorable colapso histórico 
del anacrónico e injusto régimen estalinista, nos describe la Unión Soviética 
como una sociedad contradictoria, a medio camino entre el capitalismo y el 
socialismo, y entrevé dos opciones en el desarrollo futuro: un retorno al 
capitalismo si la relación de fuerzas es desfavorable a la clase obrera y un 
avance hacia el auténtico socialismo si la clase obrera reconquista el poder 
(Trotsky 1936, pág. 5). 

Para Volkov, según conferencia de prensa realizada en el centenario (2017) de la 
revolución rusa en la ciudad de México, el régimen de Stalin representó la fase 
termidoriana y bonapartista de la revolución rusa, es decir, el momento reaccionario 
que hizo que se perdiera el sentido del movimiento, como ocurrió durante la 
revolución francesa. Estas tendencias, según afirma, aparecieron cinco o seis años 
después del triunfo revolucionario, con un carácter burocrática, que erigió a una 
casta privilegiada como grupo dominante. Esta casta, según expresó, pudo convertir 
la dictadura del proletariado en un proletariado sojuzgado por la burocracia, y los 
soviets en simple figura decorativa (Volkov 2017). Sin embargo, como se estableció 
en el apartado anterior, las tendencias básicas sobre el predominio del partido se 
crearon durante el liderazgo de Lenin, inmediatamente después del triunfo de la 
Revolución de octubre. 

Tras la muerte de Lenin se conformó un triunvirato provisional para gobernar, una 
troika, en términos rusos, conformada por Stalin, Grigori Zinóviev y Lev Kámenev, 
que temían a Trotsky y “le acusaron de tener aspiraciones bonapartistas a instaurar 
un gobierno autocrático” (Milosevich 2018, pág. 95). Ambos, Zinóviev y Kámerev, 
serían ejecutados en 1936 bajo el cargo de oponerse a Stalin. Esta fue la primera 
fase, de las cuatro que señala Milosevich, mediante las cuales Stalin se hizo del 
poder. En la segunda, finales de 1924, Stalin plantea que la revolución debía 
realizarse, primero, en un solo Estado, contrario al internacionalismo trotskiano 
(ortodoxo para la corriente marxista-leninista) que proponía la revolución 
permanente. En la tercera fase, 1926-1927, se produjo lo que Milosevich, con razón, 
califica de una alianza incomprensible, denominada “oposición unida”, en la cual 
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Zinóviev y Kámerev se unieron a Trotsky contra Stalin. La última se realizó en 1929, 
cuando Stalin atacó a la “oposición de la derecha” en el debate sobre cómo debía 
industrializarse el país, discusión iniciada en 1924 (Milosevich 2018, pág. 95). 

De acuerdo con Thomson, el triunfo de Stalin sobre Trotsky se completó con las 
purgas de 1935 y la nueva constitución “liberal” de 1936 (2000, pág. 157). 

Recapitulando, la muerte de Lenin creó un vacío de poder en la continuidad del 
liderazgo, el cual se resolvió a base de intrigas y confabulaciones que permitieron a 
Stalin hacerse del poder, para lo cual atacó progresivamente a Trotsky, y el 
desenlace final de la pugna fue el asesinato del opositor cuando se encontraba 
exiliado en México. Con Stalin, la revolución bolchevique adopta una estructura de 
partido que traiciona a los soviets para establecer una organización burocratizada, 
centralista, dando nacimiento a una nueva forma de monarca: el líder máximo del 
partido, que somete y controla a todos los que están a su servicio a base de terror. 

1.2.4.6¿Totalitarismo soviético? 

Salvadori señala que el totalitarismo aparecido en el siglo XX, dio lugar a un nuevo 
cesarismo, o sea, la dictadura de un jefe supremo. Unificó todos los poderes, para 
quedar sometidos a un centro de mando. Eliminó el pluralismo de los partidos, para 
crear el predominio de un partido único. Prohibió la libertad de prensa y creó una 
prensa oficial, afín al régimen. Finalmente, también asumió el control directo de las 
asociaciones culturales (2013, pág. 79). 

Estos rasgos de dominación aplican tanto al nazismo como al bolchevismo. En 
ambos regímenes existió, pues, desde esta perspectiva, una manifiesta intención 
de destruir las instituciones liberales y democráticas. 

Como se dijo en un apartado previo, el término parece haber surgido en Italia, y 
sirvió, primero, para calificar tanto al fascismo como al nazismo. Lo utilizó Mussolini 
en Italia, pero también Cari Schmitt, e incluso Goebbels, en Alemania. Los marxistas 
hicieron lo propio, como lo ha planteado Rafael del Águila, pues “empezaron a 
calificar de ese modo a los fascismos en general”. A lo cual agrega: “Pronto, sin 
embargo, el concepto empezó a aplicarse también al comunismo y al estalinismo... 
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Y, paulatinamente, el totalitarismo se convirtió en un arma arrojadiza en tiempos de 
guerra fría” (Vallespín 2012, pág. 227). “Pero -como advierte Sartori- poner a la par 
al nazismo y al estalinismo ha sido, para muchos, un ultraje” (1993, pág. 122). 

El Estado totalitario para Salvadori se basó en un principio superior, o sea, en un 
dios político-ideológico, que varió dependiendo de la forma específica del régimen 
de que se tratara: “...el dominio del proletariado, para el régimen comunista de 
Stalin; la comunidad racial, para el nacionalsocialismo de Hitler, y el Estado, para el 
régimen fascista de Mussolini” (2013, pág. 80). 

Trotsky llamó a Stalin el enterrador de la revolución (Lozano Cutanda 2012, pág. 
13). Sin embargo, el régimen bolchevique prevaleció durante 69 años en Rusia, 
hasta que finalmente colapso. Resulta innegable que el país dejó el atraso original 
en que se encontraba, hasta llegar a ser el segundo país en el mundo en desarrollar 
la bomba atómica y el primero en impulsar expediciones espaciales. Pero su 
subsistencia se basó en el terror y en un alto control social, de tipo represivo, sobre 
la población. Es por ello que Milosevich no duda en calificar de totalitario al régimen 
soviético, adjetivo con el que se comenzó a caracterizarlo desde los años treinta: 

A pesar de algunos contrastes ideológicos, fascismo, nazismo y comunismo 
compartían características básicas en sus métodos de gobierno: un líder 
dominante y un Estado controlado por un solo partido que monopoliza los 
instrumentos de coacción y los medios de comunicación; la persecución de 
cualquier individuo independiente, organización o institución capaz de 
desafiar la ideología oficial o de interponerse entre los órganos centrales 
estatales y los ciudadanos ordinarios; fin de la separación entre la vida 
privada y pública. 

A esto añade Salvadori que el totalitarismo soviético y nazi compartían otra 
característica: “su índole milenarista y salvífica” (2013, pág. 81). El sentido de su 
lucha se basaba en un concepto retorcido del “bien” y el “mal”; su triunfo 
representaría el cambio del destino de la humanidad. Para lograrlo, debían crear un 
“hombre nuevo” (Salvadori 2013, pág. 82). 
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En conclusión, a pesar de las objeciones de los pensadores de izquierda, el régimen 
soviético fue, atendiendo a la tipificación correspondiente, un régimen totalitario, si 
bien con fines diametralmente opuestos a los del nazismo. 

El sedicente constitucionalismo soviético sirvió para establecer la dictadura de un 
partido único, el comunista, y la preeminencia de una clase burocrática, la de la 
cúpula dirigente del partido. El republicanismo soviético englobó dentro de un solo 
Estado a varios pequeños estados que logró dominar por la fuerza. La democracia 
estuvo determinada por el concepto de la “dictadura del proletariado”, con lo cual se 
le reconocía un sesgo de clase del cual incluso se enorgullecía, pero que finalmente 
devino en un régimen dictatorial, encabezado por el gobernante de turno, cuyo 
ejemplo más temible fue encarnado por Josef Stalin. Se estableció así una 
“democracia de partido único”, el cual servía de epicentro para todas las decisiones 
de la vida social. Es más, el Estado socialista soviético evidenció pretensiones 
hegemónicas e imperialistas en Europa del Este, al dominar militarmente e imponer 
regímenes afines a Moscú, al punto de llegar a configurar el bloque socialista 
conformado por los países satélites que controló. 

1.3 Neoconstitucionalismo 

Después de la Segunda Guerra Mundial, inició un proceso de reconstrucción en 
Europa, el cual, una vez más, como ocurrió después del primer gran conflicto, debió 
tomar en cuenta la situación política en la Unión de Repúblicas Socialistas 
Soviéticas (URSS), anticapitalista, promotora de la dictadura del proletariado y con 
miras intemacionalistas. 

El mundo, una vez concluido el conflicto armado, quedó polarizado entre las dos 
superpotencias: los Estados Unidos de América y la URSS, cuya manifestación fue 
la denominada Guerra Fría, que habría de prolongarse y expandirse hasta 1991. 
Una de las características de esta nueva modalidad de guerra sería que las batallas 
se librarían no en los territorios de las superpotencias, sino en los de los países 
satélites; Latinoamérica sería uno de tales escenarios. 

En el orden social, económico y político, debía darse la reconstrucción de Europa, 
como primer frente ideológico, atendiendo al “peligro rojo”. Era necesario impulsar 
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la democracia, el restablecimiento de los partidos políticos (incluso aceptando a los 
de corte socialista), incentivar el pluralismo, recrear el capitalismo -que debía 
renovarse para no desaparecer- y respaldar un programa reformista desde el 
Estado, que diera esperanza a la población europea de la posguerra y salvara al 
sistema del peligro comunista. 

Esta renovación se impulsó también por las vías jurídicas, a través de un proceso 
de “constitucionalización” nuevo, que recibió, con el tiempo, el nombre de 
neoconstitucionalismo. Sin embargo, su primera manifestación en Europa se dio 
antes de la Segunda Guerra mundial, a través de ia Constitución alemana de 1919, 
que se conoce como constitución de Weimar, que precedió al período del nazismo 
en ese país, pero cuyo contenido es importante, pues representó un parámetro para 
lo que habría de desarrollarse después de 1945. 

Terminada la guerra se inició ese proceso de constitucionalización de las 
democracias occidentales, que tiene sus más significativos ejemplos en Alemania, 
Italia y España, es decir, en los países en donde más firmemente florecieron las 
tendencias fascistas. A continuación, en varios apartados, se analizarán estas 
cuatro constituciones que sintetizan las nuevas tendencias constitucionales, es 
decir, las postliberales. Su importancia es mundial, pues a partir de ellas se 
desarrollará, en distintas regiones del globo, el impulso de ese nuevo concepto. 

Como lo plantea Néstor Pedro Sagüés, el constitucionalismo liberal enfrenta 
entonces una crisis, debido a que emerge con toda fuerza un problema gravísimo e 
insoportable: la cuestión social. Son varias y diversas las doctrinas políticas que 
demandaron un nuevo orden, diferente al dei individualismo, entre las cuales se 
encontraban: el socialismo (con múltiples versiones), el sindicalismo, el solidañsmo, 
el social cristianismo, el marxismo, los anarquismos, el corporativismo, etc. Incluso, 
el propio liberalismo termina por reconocer la urgencia de una reformuiación 
sistemática, lo que se encarna en el neoliberalismo, que tendrá su expresión 
económica en la noción de "economía social de mercado" (2007, pág. 9). 
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1.3.1 Ley Fundamental de Bonn 

La Ley Fundamental de la República Federal de Alemania se promulgó en medio 
de un contexto histórico marcado por las penalidades de la derrota del segundo 
conflicto bélico mundial. El país quedó dividido en su territorio, al punto de que sobre 
esa extensión se configuraron dos Estados diferentes: la República Federal de 
Alemania, bajo la tutela de ios Aliados (Estados Unidos, Gran Bretaña y Francia); y 
la República Democrática de Alemania, controlada por la Unión Soviética. 

Esta división del país también fue el reconocimiento de la existencia de dos bloques 
ideológicos y políticos -el del Este y el del Oeste- que dejó la Segunda Guerra 
Mundial, así como el desarrollo de una nueva modalidad de conflicto: la Guerra Fría, 
iniciada incluso antes de que fueran vencidos los nazis. 

Alemania pasó a ser el centro y símbolo de la confrontación entre los dos nuevos 
bloques de poder, cuyas propuestas de desarrollo pugnaban por legitimarse en el 
mundo de la posguerra. 

Desde la perspectiva que nos interesa, la Ley Fundamental de Bonn representa la 
consolidación de la república en Alemania, después de la desaparición del Tercer 
Reich que promoviera Adolfo Hitler. Con ello, en definitiva, desaparecen las 
pretensiones monárquicas e imperiales del Estado alemán. Por aparte, también se 
consolida el régimen constitucional, si bien se decidió no llamarle constitución, sino 
Ley Fundamental, a la espera de que en el futuro se diera la reunificación de la 
Alemania dividida. Es importante la decisión de establecer el Tribunal 
Constitucional, con lo cual, en esta nueva fase en Europa, Alemania es el segundo 
país, después de Italia, en crear un órgano jurisdiccional con tales competencias. 
También es de la mayor importancia la adopción de la democracia parlamentaria, 
en donde el espectro de participación política incluyó a los socialdemócratas y otras 
variantes propiamente socialistas, con lo cual se evidenció una gran apertura y sirvió 
de modelo, como síntoma de tolerancia, para lo que serían los nuevos regímenes 
en el viejo continente. Con todo ello se configuraron los nuevos sistemas de 
gobierno en la Europa de la posguerra, en un movimiento progresista que traería 
nuevo auge y progreso para la población. 
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A continuación, se analizará en varios apartados cómo se promulgó la segunda 
constitución republicana alemana en medio de un contexto particular, pues el país 
se encontraba ocupado por cuatro de los países vencedores de la Segunda Guerra 
Mundial. 


1.3.1.1 La rendición alemana de 1945 

El 7 de mayo de 1945, los Aliados impusieron la rendición incondicional de Alemania 
(Sánchez Agesta 1963, pág. 305), tras vahos años de cruenta confrontación y 
destrucción material como nunca se había visto en el mundo. La población alemana 
sufrió grandes pérdidas: 3,000,000 de soldados muertos más un 1,800,000 civiles; 
se destruyeron 3,600,000 viviendas, es decir, el 20% del total, por lo que 7,500,000 
de personas quedaron sin techo; 16,500,000 de alemanes fueron expulsados de 
sus hogares, de los cuales más de 2,250,000 murieron al movilizarse en busca de 
otra ubicación para establecerse. A este momento se le conoce en la historia de 
Alemania con el nombre de Stunde Nuil [hora cero] (MacDonogh 2018, pág. 16). 

Al terminar la guerra se descubrieron los horrores de los campos de concentración, 
de los cuales se escucharon rumores desde 1942 que no habían sido comprobados. 
Europa había perdido 30 millones de habitantes, el triple de muertos de la Primera 
Guerra Mundial. En la Europa central se observaron bandadas de niños que 
vagaban sin rumbo fijo, intentando sobrevivir a la destrucción, el hambre y la pérdida 
de sus familias (Carpentier 2012, pág. 549). 

La reacción de los Aliados contra los vencidos alemanes fue severa, al punto de 
que reutilizaron todos los temibles campos de concentración: “...los rusos, 
Auschwitz-Birkenau, Sachsenhausen y Buchenwald; los norteamericanos, Dachau; 
y los británicos, Bergen-Belsen; por no mencionar el espeluznante Ebensee, en la 
región Salzkammergut, donde los americanos retuvieron a 44.000 hombres de la 
SS...” (MacDonogh 2018, pág. 18). 

La cooperación forzada y circunstancial que tuvieron Inglaterra, Francia y los 
Estados Unidos con la Unión Soviética para vencer la amenaza nazi, llegaba a su 
fin, incluso antes de que concluyera la guerra. Era el momento del reparto territorial, 
la definición de las zonas de influencia, la demarcación geopolítica entre las dos 
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grandes potencias surgidas tras la conclusión del conflicto bélico. También la 
tradicional preeminencia europea, que durante siglos marcó el pulso del mundo, 
había llegado a su fin, por la devastación material, para pasar a ser un poder de 
segundo orden. El liderazgo recaía ahora en los Estados Unidos y en la Unión de 
Repúblicas Socialistas Soviéticas que, como polos opuestos, pretendían promover 
sus propios intereses en el nuevo orden internacional de la posguerra. Ambas 
superpotencias se constituyeron en los dos árbitros del destino del mundo, pues, 
como afirma Salvadori, eran “los únicos países que disfrutaban íntegramente de los 
atributos de la soberanía entendida como posibilidad de una auténtica 
autodeterminación que en otro tiempo había sido propia de una multiplicidad de 
potencias competidoras” (2013, pág. 103). 

El nuevo orden internacional comenzó a fraguarse en la segunda mitad de los años 
cuarenta. Se estableció en relación a tres aspectos: el primero, la contraposición, 
sino confrontación, política y social entre el bloque de Oriente y el de Occidente, 
cuya manifestación más aguda se encontraba en el plano militar (Churchill temía 
qué sucedería si se retiraba el ejército norteamericano de Europa, para acudir a 
hacer realidad la derrota de Japón, ante la amenaza soviética); el segundo elemento 
se refiere a la organización interna dentro de cada uno de los bandos rivales; y el 
tercero, la “esfera de influencia” de cada una de las superpotencias, afirma 
Salvadori. Ese orden mundial fue bautizado con el nombre de Guerra Fría, la cual 
surgió entre 1947-1948, y se prolongaría por casi medio siglo, con la particularidad 
de que los conflictos y enfrentamientos armados ocurrieron únicamente en las zonas 
“periféricas” (2013, pág. 103-104). 

Los primeros síntomas de los desacuerdos surgieron en febrero de 1945, cuando 
se realizó la conferencia de Yalta, en la cual se dieron cita los “tres grandes” (Stalin, 
Roosevelt y Churchill). En esa cumbre se discutió sobre el futuro del mundo y, en 
particular, el de Europa. Los principales problemas eran determinar el régimen 
político que adoptarían ios países liberados o vencidos y la definición de sus 
fronteras (Carpentier 2012, pág. 550). 
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Winston Churchill, como Primer Ministro inglés, manifestó en marzo de 1946 la 
aprensión sobre el expansionismo soviético y acuño la expresión “cortina de hierro” 
o “telón de acero” que se levantaba sobre Europa, en la zona de influencia que 
dominaba Stalin, cuando afirmó: 

De Stettin en el Báltico a Trieste en el Adriático, ha descendido una cortina 
de hierro que cruza el Continente. Detrás de esa línea están todas las 
capitales de los antiguos Estados de Europa central y oriental [...] Todas 
estas famosas ciudades y sus poblaciones [...] están sometidas de una u otra 
forma no sólo a la influencia soviética, sino en una medida alta y creciente a 
control desde Moscú (Gaddis 2011, pág. 121). 

Los ejércitos soviéticos fueron los primeros en llegar a Berlín, tras de sí crearon un 
área de dominación e influencia, conquistada militarmente, que no abandonarían 
fácilmente, pues el costo en vidas y penalidades había sido muy alto. La Unión 
Soviética se había expandido territorialmente en forma militar, y no dejaría, porque 
sí, todos esos territorios. 

La réplica del nuevo presidente estadounidense a lo afirmado por Churchill, Harry 
Truman (1945-1953), que en calidad de vicepresidente primero asumió el cargo 
para sustituir al fallecido Roosevelt y más tarde fue electo, se dio en su declaración 
del 2 de marzo de 1947, en donde hizo un llamado a “contener el comunismo” en 
alusión a las amenazas que existían en Grecia y Turquía de que ese partido se 
hiciera del poder, para sentar así las bases de lo que se conoce como la “Doctrina 
Truman” (Carpentier 2012, pág. 553). Truman planteó a una comisión de 
Congresistas republicanos en la oficina Oval su visión de defender la libertad y la 
democracia en Grecia y Turquía, de cara a la amenaza comunista, y así proveer el 
apoyo norteamericano a esos países para salvarles del “terror” y la “opresión”: 

Un modo de vida se basa en la voluntad de la mayoría, y se distingue por 
instituciones libres, gobierno representativo, elecciones libres, garantías a la 
libertad individual, libertad de expresión y de religión, y estar libre de toda 
opresión política. El segundo modo de vida se basa en la voluntad de una 
minoría impuesta por la fuerza a la mayoría. Depende del terror y la opresión, 
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de una prensa y una radio controladas, de elecciones amañadas y de la 
supresión de las libertades personales (Kissinger 2004, pág. 439). 

Como lo señala Gaddis, en el discurso del presidente Truman: “Su justificación 
ideológica de estas medidas es wilsoniana: el mundo estaba ahora dividido entre 
‘dos modos de vida’, no el comunismo frente al capitalismo, sino la democracia 
frente al autoritarismo” (2011, pág. 121). Esta justificación y argumento en la política 
exterior norteamericana, de luchar por la promoción de la democracia, perduraría 
por mucho tiempo, incluso hasta la actualidad. 

Un aspecto complementario para esa lucha contra el comunismo, se materializó en 
el Plan Marshall, denominado oficialmente como “European Recovery Program” 
[Programa de Recuperación Europea], el cual fue estructurado por el Secretario de 
Estado George C. Marshall. El Secretario de Estado norteamericano quedó 
vivamente preocupado después de una visita a Moscú, en donde fue recibido por 
Stalin junto a otros representantes de gobiernos extranjeros. En su viaje a Estados 
Unidos: “Todo el camino de regreso a Washington -recordó después un ayudante- 
habló de la importancia de encontrar alguna iniciativa que evitara el derrumbe 
completo de Europa occidental” (Gaddis 2011, pág. 48). 

El programa se anunció en junio de 1947 y significó el compromiso de Estados 
Unidos para la reconstrucción de Europa. En principio, el plan no distinguía entre 
las regiones dominadas por una u otra superpotencia. Sin embargo, “Stalin cayó en 
la trampa que le puso el Plan Marshall, que consistía en dejarlo a él construir el 
muro que dividiría Europa” (Gaddis 2011, pág. 49)." Se trataba, como recordaría 
tiempo después uno de los redactores del discurso de Truman, de mostrar al mundo 
“que tenemos algo positivo y atractivo que ofrecer y no sólo anticomunismo” (Gaddis 
2011, pág. 124). El Plan Marshall benefició a diecisiete países europeos por un total 
de 13,500 millones de dólares, durante el período comprendido entre 1948 y 1952 
(Herrera de Noble 2005, pág. 16). 


99 Las cursivas corresponden al original. 
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Existían otros problemas que atender urgentemente. Alemania, en su integralidad 
territorial, había quedado desmembrada en cuatro zonas, controladas por la Unión 
Soviética, Estados Unidos, Inglaterra y Francia. Los aliados controlaban dos tercios 
del territorio alemán (Gaddis 2011, pág. 39). En 1946, Estados Unidos lanzó la 
iniciativa para que se unificara la zona que controlaba con cualquiera de las otras 
en que se encontraba dividido el país. Inglaterra aceptó integrar la suya a la 
norteamericana, con lo cual se constituyó la Bizona o Bizonia. Más tarde, en 1949, 
se uniría también Francia, en lo que se conoce como la Trizona, lo que posibilitó la 
conformación de lo que se llamó la Alemania Occidental, que más tarde llegaría a 
constituir la República Federal de Alemania. La importancia que ello tuvo la señala 
MacDonogh cuando afirma que: 

...Las zonas unidas tendrían un nivel de vida común, recursos conjuntos y 
una política de exportación también común, y fijarían las exportaciones 
necesarias para complementar los recursos locales. La Bizona, anunciada en 
el discurso pronunciado en Harvard por el general George Marshall, que 
sentó las bases del famoso “plan” para dar alivio a una Europa empobrecida 
y desgarrada por la guerra, echó a andar con la creación de un Consejo 
Económico en Fráncfort en junio de 1947... (2018, pág. 515). 

Desde un punto de vista estratégico, los Estados Unidos debían impedir que los 
recursos industrial-militares de Alemania Occidental y Japón, cayeran en manos de 
la Unión Soviética. Como alternativas para impedirlo existían tres posibilidades: 
destruirlos, lo que llevaría a la inanición e impediría la recuperación económica de 
ambos países; restaurar los regímenes autoritarios en Alemania y Japón, lo cual 
restaría sentido al esfuerzo bélico; y, como tercera alternativa, revivir las economías 
de ambos países, asegurando así la perduración del capitalismo tanto en ellos como 
en las zonas adyacentes, pero a condición de transformar a Alemania y Japón en 
democracias (Gaddis 2011, pág. 129). 

Reunificación territorial del Estado alemán, para dar nacimiento a una república 
federal; promover la reconstrucción europea, financiándola con un programa en 
dólares multimillonario; e impulsar la democracia, eran las claves, todo dentro de un 
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régimen constitucional, para prevenir el peligro rojo y contener las pretensiones 
expansionistas de Stalin y el cumplimiento de la profecía marxista de que el 
capitalismo se autodestruiría en breve. Estados Unidos, por primera vez, desde una 
posición de liderazgo, asumió el compromiso político y económico de promover un 
orden internacional que rompió con su tradición aislacionista. Las circunstancias 
históricas y su posición para ese momento así lo demandaban, de lo contrario, el 
expansionismo soviético, con sus miras de exportar la revolución al mundo, tendría 
éxito. 

Europa occidental se volvió el centro más notable de esa contienda silenciosa entre 
ambas superpotencias. Stalin endureció su política de dominación en la Europa 
oeste, lo cual quedó demostrado cuando sucumbió la última democracia que 
sobrevivía en esa parte del hemisferio, Checoslovaquia, y se impuso un régimen 
afín a Moscú. 

En lo político, los estadounidenses, en un acto de tolerancia inusitado, no tuvieron 
problemas en aceptar trabajar con los socialistas europeos para vencer el avance 
de los comunistas soviéticos. Al fin de cuentas, la misma historia alemana y europea 
demostraba que existían diferencias sustanciales entre ambas posturas políticas. 
Las reivindicaciones socialistas no llegaban a pretender destruir el sistema 
capitalista, sino transformarlo, darle un enfoque diferente, menos polarizado que el 
de la propuesta liberal, a través de un reformismo aceptable (los derechos sociales). 
Un capitalismo con rostro humano, en donde se aceptaría la participación 
económica estatal, para corregir las abismales diferencias de una economía de libre 
mercado. Intervencionismo estatal moderado, no comunismo. Era el anuncio y 
promoción del Estado del bienestar, que se propondría la protección de la persona 
“desde la cuna hasta la tumba”, el cual fue impulsado por el nuevo epicentro del 
capitalismo mundial, los Estados Unidos. La concepción misma del Plan Marshall 
era una clara muestra de ese nuevo rol intervencionista del Estado, no sólo a nivel 
interno, sino incluso del nuevo orden mundial. Los Estados Unidos, así, salvaron a 
Europa de la amenaza stalinista y sus pretensiones expansionistas. 
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Dentro de ese contexto, Alemania era el máximo símbolo de la confrontación política 
e ideológica en el hemisferio occidental. Alemania no podía caer, y por ello se 
convirtió en el laboratorio en el que ambos sistemas -el capitalista y el comunista- 
librarían la batalla política, económica y social, para ejemplo del mundo. En la región 
del Pacífico, ese lugar correspondió a Japón, especialmente tras el triunfo de la 
revolución en China (1949). 

1.3.1.2La Asamblea Constituyente 

Para 1948, los países de Occidente, encabezados por Estados Unidos, tenían claro 
que debía crearse un Estado alemán excluyendo la zona soviética (MacDonogh 
2018, pág. 519). Esta posibilidad se vio reforzada al establecerse la Trizona, es 
decir, cuando se sumó a la Bizona el sector francés. 

El 23 de febrero de 1948, se realizó la Conferencia de Londres, en donde se 
reunieron los titulares de Asuntos Exteriores de Gran Bretaña, Bélgica, Francia, 
Holanda, Luxemburgo y Estados Unidos, quienes dieron forma al Estado de 
Alemania occidental. El 17 de marzo se suscribió el pacto de Bruselas, primer paso 
en la conformación de la Organización del Tratado del Atlántico Norte (OTAN), es 
decir, la instancia militar permanente de los países europeos occidentales con 
Estados Unidos para defender a Europa de posibles amenazas (MacDonogh 2018, 
pág. 527). 

Mediante las Resoluciones de Londres, acordadas en junio por los países 
mencionados, se refirieron a lo siguiente: a) Creación de una asamblea 
constituyente y un gobierno para la trizona; b) promulgación de un Estatuto de 
ocupación aliada, el cual regularía las relaciones entre los aliados y las autoridades 
alemanas; c) Fusión económica entre la bizona y la zona ocupada por Francia; d) 
Establecimiento de un comité de seguridad militar aliado para la desmilitarización 
de Alemania; e) Institución de una autoridad internacional, que serviría para 
controlar la industria del carbón y la del acero en la región del Ruhr (Sánchez Agesta 
1963, pág. 307). 

La Unión Soviética, que fue excluida de todas esas decisiones por su sistemática 
oposición y falta de voluntad para encontrar alternativas viables para la reintegración 
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de Alemania, inició un bloqueo a Berlín en junio de 1948. Como respuesta, se 
estableció un puente aéreo británico-norteamericano para asegurar el 
abastecimiento de Berlín Occidental. Sin embargo, el conflicto se agravó para la 
primavera de 1949 cuando fue suspendido todo comercio entre la Alemania Oriental 
y la Occidental (Thomson 2000, pág. 215). 

El 27 de julio del mismo año, una alta comisión reunida en Londres decidió 
finalmente la creación de un Estado alemán occidental. Lo que se necesitaba ahora 
era una ley básica, una constitución, y se reconocía la posibilidad de que el país 
lograra autogobernarse (MacDonogh 2018, pág. 534-535). Sin embargo, la mayoría 
de los políticos alemanes se opusieron a la idea de promulgar una constitución, 
pues temían que al hacerlo se consolidaría la división de Alemania. Es por ello que, 
tras largas discusiones, se acordó constituir con los delegados de los parlamentos 
de los Lánder un “Consejo Parlamentario” que tendría a su cargo elaborar una “ley 
fundamental”, no una constitución que creara un Estado separado, sino una ley 
provisoria (Bulkay Luecking 1984, pág. 69). 

El Consejo Parlamentario comenzó sus sesiones en Bonn el 1 de septiembre de 
1948. Se eligió como presidente a Konrad Adenauer, dirigente de la Unión 
Demócrata Cristiana. En el seno del Consejo se dio un agudo enfrentamiento entre 
las dos fuerzas políticas más importancia de Alemania occidental, afirma Vila 
Casado: la coalición de la Unión Demócrata Cristiana y la Unión Cristiano Social, de 
una parte, y el Partido Social Demócrata, de la otra (2007, pág. 131). En las 
deliberaciones que se dieron, “la Constitución de Weimar, y su experiencia, influyó 
positiva y negativamente en la elaboración del nuevo texto”. Después de trabajar 
durante siete meses, el Consejo entregó la versión final el 8 de mayo de 1949, la 
cual fue “sometida a la aprobación de los Gobernadores militares aliados”. Los 
Gobernadores plantearon varias reservas, la más importante fue que no se incluyera 
a Berlín como Land número doce dentro de la Federación (Sánchez Agesta 1963, 
pág. 308). El Consejo Parlamentario aprobó lo que se conoce como la Ley 
Fundamental, por 53 votos a favor contra 12 (Bulka y Luecking 1984, pág. 69-71), y 
la misma fue promulgada el 23 de mayo de 1949. 
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1.3.1.3Contenido de la Ley Fundamental de Alemania 

La Ley Fundamental de Alemania se encuentra conformada por el preámbulo y once 
capítulos, de los cuales el VIII y el X se dividen en dos partes, y posee, en total, 146 
artículos. 

El artículo 144 de la Ley Fundamental estableció, como en Estados Unidos, que la 
misma debía ser ratificada por ios dos tercios de los Lánder para que estuviera 
vigente. Con la aprobación de diez de ellos, cobró vigencia el 23 de mayo de 1949, 
si bien Baviera no la ratificó. En agosto se realizaron elecciones para el Bundestag 
[Parlamento o Dieta], en septiembre se procedió a la designación de los miembros 
del Bundesrat (Consejo Federal de representación de los Lánder) y a la elección del 
Presidente de la República (Sánchez Agesta 1963, pág. 308). 

El Bundestag, dentro del sistema de gobierno alemán, representa políticamente al 
pueblo (art. 38) y es elegido para un período de cuatro años (art. 39). Sus funciones 
principales son cuatro: legislar, elegir al canciller federal, controlar al gobierno y 
constituir la representación política de la nación. La responsabilidad del canciller 
corresponde realizarla ante este órgano. En cuanto al Bundesrat, representa a los 
Lánder (art. 50), los cuales deben colaborar en la legislación y administración de la 
república federada (Naranjo Mesa 2003, pág. 559). 

Respecto a la organización del ejecutivo, el poder es dualista. Se cuenta, de una 
parte, con la figura del presidente de la República Federal, quien es el jefe del 
Estado, elegido para un período de cinco años (art. 54); y, de otra, existe el gobierno 
propiamente dicho, que se encuentra encabezado por el canciller federal, quien es 
el jefe del gobierno. Como afirma Naranjo Mesa: “Las funciones del presidente 
fueron muy recortadas en la Constitución de 1949 y se limitan casi exclusivamente 
a tareas representativas o protocolarias” (2003, pág. 559). El presidente es elegido 
por una asamblea especial, la que se compone de una mitad conformada por 
miembros del Bundestag, y la otra mitad por miembros de las Dietas provinciales, 
elegidos proporcionalmente. Se prescindió de la elección directa del presidente 
como lo establecía la Constitución de Weimar (Duverger 1992, pág. 246). 
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De esa cuenta, quien posee en la práctica el poder y lo ejerce es el canciller federal 
y sus ministros. El procedimiento para el nombramiento del canciller es muy 
complicado. En principio, conforme el art. 63, el presidente federal designa un 
candidato que, para ser elegido, debe obtener la mayoría absoluta de los votos 
emitidos por los representantes del Bundestag. En caso de no obtener el candidato 
propuesto la mayoría necesaria, el Bundestag está facultado para elegir por sí 
mismo un canciller, el cual deberá obtener también la mayoría absoluta, dentro del 
plazo de quince días transcurridos desde la primera elección fallida. Una tercera 
posibilidad consiste en que, si tampoco es electo el candidato del Bundestag, el 
presidente federal está facultado o bien para nombrar a uno de los candidatos que 
ha obtenido la mayoría relativa o a disolver el Bundestag (Duverger 1992, pág. 246- 
247). 

En lo que respecta a los principios que se sustentan en la Ley Fundamental, destaca 
la transitoriedad de la misma, pues no se atrevieron a llamarla Constitución, aunque 
de hecho sí lo fue y lo sigue siendo hasta el presente, ya reunificada Alemania. Se 
esperaba, antes de promulgar una constitución, alcanzar la “unidad y libertad” del 
país, como se plantea en el preámbulo. De ese modo, llegado ese momento, 
debería procederse a promulgar una Constitución alemana, como se establece en 
el último artículo, el 146, lo cual, finalmente, no sucedió después de la reunificación 
del país. 

Sánchez Agesta destaca el marcado carácter de rigidez constitucional que posee la 
Ley Fundamental, previsto en el art. 79, pues dificulta tanto su reforma como 
cualquier posibilidad de revisión que se refiera a la estructura federal, la 
organización de los Lándero los principios que se establecen en la Declaración de 
derechos fundamentales y la definición del Estado que crea (1963, pág. 309). 

En el preámbulo se alude a la conciencia que se tiene de responsabilidad ante Dios, 
tema de invocación que no existió en el referente constitucional anterior (la 
Constitución de Weimar). Esto, seguramente, evidencia la prevalencia de los 
partidos demócrata cristiano, social demócrata y liberal que, en conjunto, sumaron 
32 de los 53 representantes (60.4%) elegidos para elaborar la Ley Fundamental. 
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La República Federal de Alemania se proclama, en el artículo 20, como un Estado 
federal, democrático y social. Y, a continuación, en el segundo párrafo del mismo 
artículo, se define la democracia en el sentido de que todo poder estatal emana del 
pueblo, que lo ejerce a través de las elecciones y votaciones, así como por los 
órganos especiales de la legislación, del poder ejecutivo y de la administración de 
justicia. Además, conforme el preámbulo, al pueblo alemán le corresponde la 
titularidad del poder constituyente. Sobre esto Sánchez Agesta comenta: “...Sin 
embargo, no se prevé procedimiento alguno de democracia directa” en toda la Ley. 

Para Karl Loewenstein, el problema no consiste sólo en la falta de procedimientos 
para la democracia directa. De acuerdo con este autor, con base en la experiencia 
de la Constitución de Weimar, se introdujo una variante de lo que entendieron los 
constituyentes debía ser el verdadero parlamentarismo. Sí se cumple con la 
elección democrática del canciller federal, “de manera impecable”, conforme lo 
previsto en el artículo 63: “es elegido sin debate por el Bundestag a propuesta del 
Presidente Federal... quien obtenga los votos de la mayoría de los miembros...”. 
Después, el elegido es nombrado por el presidente federal, el cual, una vez en el 
cargo, no podrá ser, prácticamente, destituido durante el período que rija el 
Bundestag (cuatro años). Esto significa que se logra una “envidiable estabilidad del 
gobierno”, como no la hubo en la República de Weimar ni la hay en Francia, pero 
se ha alcanzado: “...tras haber cercenado considerablemente el derecho del 
gobierno de disolver el Bundestag y, viceversa, la posibilidad del Bundestag de 
destituir al gobierno por el voto de no confianza...” (1986, pág. 113). 

Esta característica del sistema de gobierno alemán, es de la mayor importancia, 
debido a que, como plantea Naranjo Mesa: “La responsabilidad política del ejecutivo 
ante el Parlamento puede considerarse como el elemento esencial del régimen 
parlamentario”. Por lo regular, la cámara que disuelve al ejecutivo, en caso de existir 
dos cuerpos de representantes, es la elegida por sufragio universal. Además, 
agrega el mismo autor: “El régimen parlamentario supone... el derecho, por parte, 
del gobierno de disolver el Parlamento...”, es decir, precisamente al órgano que 
tiene la facultad de hacerlo con el ejecutivo. El objetivo de esas facultades 
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recíprocas de disolución es, obviamente, garantizar el equilibrio entre ambos 
poderes. En tales casos, se prevé en el sistema parlamentario que debe llamarse al 
pueblo para que arbitre en el conflicto político que se presenta. ¿Cómo? A través 
de las elecciones, por lo que “el sufragio universal directo, viene a ser un elemento 
clave para el funcionamiento del sistema parlamentario”. La disolución ocurre como 
consecuencia del voto de censura del Parlamento contra el gobierno, que se ve 
obligado a dimitir. El gobierno, a su vez, puede, antes de cumplirse el plazo para el 
que se eligió al Parlamento, proponer su disolución y llamar a elecciones anticipadas 
(2005, pág. 300-301). 

Así, el parlamentarismo alemán, establecido mediante la emisión de la Ley 
Fundamental, rompe o incumple con supuestos inherentes a ese sistema de 
gobierno, al no existir, de manera inmediata, la posibilidad de disolución del 
gobierno ni del parlamento, y carecer de los mecanismos de consulta para que 
mediante el sufragio se resuelva el conflicto político que pudiera existir entre ambos 
poderes. 

Con esta particular forma de parlamentarismo, apunta Duverger: 

...Se ha querido evitar la reproducción del fenómeno que provocó la caída 
del régimen de Weimar: la conjunción de los extremos (nacionalistas de 
derecha y comunistas) que da una mayoría negativa, capaz de derribar todos 
los gobiernos pero incapaz de sostener uno... (1996, pág. 247). 

El Bundestag sólo puede reemplazar al gobierno mediante la elección de un sucesor 
del canciller, que sea electo por mayoría absoluta. En caso de que el canciller 
plantee por sí mismo el voto de confianza y no obtenga la mayoría de los miembros 
del Bundestag, podrá solicitar al presidente que disuelva esta cámara en un plazo 
de tres semanas. Sin embargo, bastará que el Busdestag elija al sucesor del 
canciller para que la disolución de la misma cámara deje de ser posible (Duverger 
1996, pág. 247). 

Loewenstein, con base en todos esos elementos, señala que: “La posición del 
canciller es tan fuerte que, tanto sus enemigos como sus partidarios, se quejan del 
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desempeño autoritario de su cargo”. Para salvar los peligros que se dieron con la 
Constitución de Weimar, y dar estabilidad al gabinete, “se ha pagado, de hecho, un 
alto precio: el proceso democrático ha sido, en parte, paralizado” (1986, pág. 114). 
Duverger también afirma que el sistema da “un poder extraordinario” al canciller, 
“que excede visiblemente la noción de régimen parlamentario y que puede llegar a 
ser peligroso” (1996, pág. 247). 

La conclusión es que, con ese diseño, se establece un régimen “demoautoritario”, 100 
conforme al cual “se debe entender que, si bien el gobierno llega al cargo en forma 
democrática, el liderazgo político será posteriormente ejercido autoritariamente y sin 
ninguna limitación ejercida por el parlamento o el electorado”. Es por ello, concluye 
Loewenstein, que el “actual sistema es difícilmente apropiado para transmitir el 
funcionamiento parlamentario o de la democracia” (1986, pág. 115). 

Finalmente, a esa estructura del poder estatal, debe añadirse el control de 
constitucionalidad de las leyes, ejercido por el Tribunal Constitucional (artículo 92). 
Éste se compone de 24 miembros, cuya mitad elige cada cámara (art. 94); ocho de 
sus miembros deben ser magistrados de carrera. Una facultad muy particular de 
este Tribunal, señala Duverger, es que puede disolver a los partidos políticos que 
se considere atenten contra el estatuto libre y democrático o comprometan la 
existencia de la República Federal. Ello supone que tales disposiciones puedan ser 
peligrosas, dada su vaguedad y generalidad. Efectivamente, se utilizaron para 
disolver un partido neonazi en 1952 y, posteriormente, al Partido Comunista en 
1956. 


1.3.1.4EI primer canciller de la República Federal de Alemania: 
Konrad Adenauer 

La decisión política de los aliados de integrar las tres zonas a su cargo, para luego 
iniciar el proceso constitucional y así el reconocimiento progresivo de la soberanía 
de un nuevo Estado, no podía, por menos, que llevar a la declaratoria también de la 
creación de la República Democrática de Alemania, lo cual se dio el 7 de octubre 


100 Este concepto fue elaborado por Loewenstein en 1952, como se aclara en nota a pie de página 
del texto citado. 
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de 1949, en el sector controlado por la Unión Soviética. Es por ello que resulta poco 
convincente la afirmación de Konrad Adenauer, quien sería elegido como el primer 
canciller de la República Federal, según la cual la Grundgesetz, es decir, la Ley 
Fundamental, constituía “una gran contribución a la reunificación del pueblo alemán” 
(MacDonough 2018, pág. 546). Con el tiempo, se cuestionaría la sinceridad de 
Adenauer en buscar realmente la reunificación de Alemania. 

Las primeras elecciones para el establecimiento de las nuevas autoridades 
alemanas se fijaron para el 14 de agosto de 1949. El demócrata cristiano Konrad 
Adenauer promovió su candidatura. El resultado de las votaciones no otorgó la 
mayoría a ningún partido, por lo que Adenauer buscó coaligarse con el partido de 
los demócratas liberales y ofreció a su líder, Theodor Heuss, el cargo honorífico de 
la presidencia. El 15 de septiembre se procedió a la elección del canciller, en la cual 
Adenauer obtuvo el cargo por un voto de diferencia, “el suyo”, respecto del 
contrincante (MacDonough 2018, pág. 547). 

Esta muestra de astucia de Adenauer para conseguir los arreglos políticos 
necesarios que le favorecieran, fue el primer indicio de la tónica que tendría su larga 
administración. Asumió el cargo de canciller a la edad de 73 años y se mantuvo en 
él hasta 1963, cuando, al encontrarse a la mitad de su cuarto período, se vio 
obligado a renunciar, debido a un escándalo político. El régimen de Adenauer y el 
de su partido duró más que el de la República de Weimar y el de Hitler. 

El diseño constitucional logrado con la Ley Fundamental permitió que Adenauer 
estableciere “la autoritaria dirección de la República Federal” (Loewenstein 1986, 
pág. 514). 

Ese estilo de gobernar hizo incluso que se postergara una posible solución al tema 
de la reunificación de Alemania. Stalin ofreció a Adenauer, el 10 de marzo de 1952, 
establecer una “Alemania armada y unificada”. La única condición para lograrlo 
consistía en que Alemania -al igual como lo hizo Austria después de 1955- no se 
adhiriera a ninguna alianza militar. Sin embargo, “Adenauer se guardó la nota en el 
bolsillo”. Afirmó que no había nada nuevo en la propuesa y prefirió integrar el Estado 
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a Occidente antes que “unirse con sus hermanos del otro lado del Elba” 
(MacDonogh 2018, pág. 546-547). 

El que la República Federal Alemana se adhiriera a los tratados de la Comunidad 
Europea de defensa suponía el restablecimiento del ejército, lo cual, evidentemente, 
“carecía de fundamentos constitucionales” y, por ende, violaba la Ley Fundamental 
de Bonn, lo cual fue reconocido por el mismo gobierno de Adenauer cuando 
procedió a crear esa competencia federal, por vía de enmienda constitucional 
realizada en 1954. “El Tribunal Constitucional Federal, al que se recurrió, mostró no 
estar en condiciones de resolver la controversia constitucional” (Loewenstein 1986, 
pág. 225-226). 

La pasividad de la política y el autoritarismo de la cancillería, la forma 
“demoautoritaria” que señala Loewenstein, fue acosada por la opinión pública en 
1963, cuando Adenauer se vio obligado a renunciar por el denominado escándalo 
Spiegel (Loewenstein 1986, pág. 515). El Spiegel es un prestigioso semanario que 
en 1962 publicó la baja calificación que la OTAN daba al ejército alemán para 
proceder a la defensa convencional del país, ante un eventual ataque nuclear, al 
punto que sólo dejaba lugar a que Occidente respondiera de igual forma. El gobierno 
acusó de traición a la patria a los responsables del semanario, en procedimientos 
jurídicos cuestionables, que finalmente llevaron a la dimisión de Adenauer y de su 
ministro de la defensa. Esto también generó un cambio en lo político y posibilitó 
superar el autoritarismo que privó en la primera época de la República Federal de 
Alemania. 


1.3.1.5Contenido social en la Ley Fundamental de Alemania 

El artículo 20 de la Ley Fundamental, define la República Federal de Alemania como 
“un Estado federal, democrático y social”. Este concepto, el de ser un “Estado 
social”, se incorpora, por segunda vez, a un texto constitucional (le antecedió la 
Constitución italiana de 1947). ¿Qué significa esa autodefinición en un texto 
constitucional? Como lo señala Gerd Renken, citado por Vila Casado: “el principio 
‘Estado social’ se basa en el continuo esfuerzo por implantar la justicia social, obliga 
al Estado a proteger a los estratos sociales desfavorecidos y permite que se 
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configuren como fundamentales los derechos económicos y sociales que sean 
consustanciales a la dignidad del hombre” (2007, pág. 132). 

A pesar de esa definición que se realiza en el artículo 20 de la Ley Fundamental de 
1949, en cuanto a que el Estado alemán es social, “no se encuentra ninguno de los 
derechos sociales de la (Constitución) de Weimar”, como lo ha señalado Miguel 
Artola (2005, pág. 67). En el primer capítulo de la Ley Fundamental, se establece 
cuáles son los derechos fundamentales de las personas, a partir del artículo 1 al 19, 
pero ninguno corresponde a los del tipo social. Sobre el particular, Leonardo Martins 
expone: 

Como se sabe, el caso más elocuente de normas constitucionales 
desclasificadas a categoría de normas programáticas fue el capítulo de los 
derechos sociales de la República de Weimar. La respuesta de los 
constituyentes alemanes de 1949 fue justamente retirar del texto 
constitucional los derechos fundamentales sociales, sustituyéndolos por la 
consagración del principio del Estado social y delegando al legislador 
ordinario el deber de crear la organización y el procedimiento para su 
realización (2015, pág. 257). 

¿Entonces, cuál es el contenido específico de los derechos sociales, en esta nueva 
fase constitucional? El parámetro se encuentra en un evento casi simultáneo, la 
Declaración Universal de los Derechos Flumanos, dictada en el seno de la nueva 
Organización de las Naciones Unidas (ONU), fundada en octubre de 1945, con 
posterioridad a la conclusión del conflicto bélico mundial, que vino a sustituir a la 
fallida Sociedad de las Naciones, y se esperaba jugaría un rol importante en la 
prevención y mediación de los conflictos internacionales, dentro del nuevo orden 
mundial que comenzaba a configurarse. 

La Declaración Universal de los Derechos Humanas fue adoptada el 10 de 
diciembre de 1948. Se compone de un preámbulo y 30 artículos. Del 22 al 27, es 
decir, es seis artículos, se consignan los principales derechos sociales, los cuales, 
básicamente, se refieren a lo siguiente: a) derecho a un empleo y a un salario justo; 
b) derecho a la protección social en casos de necesidad (seguridad social, bajas 
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laborales, desempleo, jubilación, maternidad, etc.); c) derecho a la vivienda; d) 
derecho a la educación gratuita y de calidad; e) derecho a la sanidad; f) derecho a 
un entorno saludable, al acceso a la cultura y a todos los ámbitos de la vida pública 
de la comunidad; derecho a la alimentación y a la soberanía alimentaria. 

Estos preceptos servirían en lo sucesivo para definir a los subsiguientes Estados 
sociales; en Alemania se adoptó el principio, a nivel de rango jurídico constitucional, 
de establecer un Estado social mediante la Ley Fundamental de Bonn. 

El referente filosófico, dentro de ese nuevo orden, era dado por la ONU. La 
condición política la proveyó la nueva “constitución” alemana. Sin embargo, ambos 
elementos eran necesarios, pero no suficientes, para promover un estatus real que 
configurara un Estado social. Para ello, se requería un nuevo rol del Estado, tanto 
en lo económico como en lo social, que le permitiera hacerse de los medios 
materiales para posibilitar su concreción. Un primer aporte se obtendría a través del 
Plan Marshall para la reconstrucción de Europa, pero, además, se necesitaba de 
recursos permanentes que sólo podían lograrse mediante una imposición tributaria 
progresiva que, contrariaba la neutralidad estatal promovida por el liberalismo. En 
una palabra, la aplicación del keynesianismo en la política económica, que se 
traduce en: intervencionismo estatal, planificación, gravámenes fiscales, 
redistribución del ingreso, estímulo al consumo, regulación. La conjunción de tales 
elementos haría sustentable económica, política, social y jurídicamente lo que llegó 
a conocerse como el Estado del bienestar ( Welfare State). 

Las implicaciones del Estado del bienestar suponían los ámbitos político, jurídico, 
económico y social, en un afán de reformar el capitalismo posindustrial, que 
posibilitara la contención del avance del comunismo y satisfaciera las amplias 
necesidades de la población europea, tras la devastación de la guerra. Una de las 
premisas del Plan Marshall era que la amenaza más grave para los intereses 
norteamericanos en Europa no era una posible intervención militar soviética, “sino 
más bien el riesgo de que el hambre, la pobreza y la desesperación pudieran hacer 
que Europa votara para dar cargos a sus propios comunistas (Gaddis 2011, pág. 
49). Se trataba, pues, de evitar la polarización interna de los países, de la manera 
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como se había presentado en Europa después de 1918 entre socialistas, 
comunistas, nacionalistas y conservadores -cuyo ejemplo más palpable fue 
Alemania-, pero, ahora, con la diferencia de que existía el desprestigio de los 
movimientos de derecha y el ascenso de un ejército soviético victorioso, decisivo 
para la derrota del fascismo, en plena expansión territorial, política y económica. 

Tales políticas reformistas, que buscaban remozar el capitalismo, rindieron sus 
frutos; lo que se tradujo en un incremento de la riqueza inmediatamente después de 
concluida la guerra: 

...el mundo en general era más rico que nunca y la mayor parte de las 
naciones participaron en este aumento de riqueza. Para 1948 -apenas el 
tercer año de paz- la mayor parte de las naciones europeas occidentales se 
aproximaban mucho, o hasta excedían, sus niveles de producción e ingresos 
de antes de la guerra... (Thomson 2000, pág. 224). 

Los Estados Unidos, plantea Salvadori, se mostraron decididos a que no se repitiera 
una crisis económico-social similar a la de la primera posguerra. Esto significó 
adoptar una estrategia de gran alcance que comenzó en 1943 con la creación de la 
United Nations Relief Rehabilitation Administration (UNRRA); la firma de los 
acuerdos de Bretton Woods en 1944, en donde no participó la Unión Soviética, que 
permitieron la creación del Banco Mundial y del Fondo Monetario Internacional, y en 
1947 el General Agreement of Tarifs and Trade [Acuerdo General sobre Tarifas y 
Comercio] conocido como GATT, por sus siglas en inglés. Estas instituciones 
tendrían a su cargo el control y supervisión de las economías a nivel mundial, para 
evitar las crisis y la debacle económica; más la implementación del Plan Marshall 
en 1948 (2013, pág. 146). Desde una perspectiva más amplia: 

...El objetivo de este conjunto de instituciones consistía en impulsar el 
crecimiento económico del mundo capitalista, asegurando la estabilidad 
monetaria a través de un sistema internacional que sustituyera al patrón oro 
vigente desde el fin de la primera Guerra, proporcionando fondos para la 
reconstrucción de la infraestructura productiva destruida y promoviendo la 
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ampliación del comercio internacional (Flores Olea y Mariña Flores 1999, pág. 
194). 

La dinámica para la conformación del bloque occidental en Europa, tuvo también su 
contrapartida en la parte oriental, así, en el plano político, se creó el Communist 
Information Bureau, en 1947; en lo económico el CAME (Consejo de Ayuda Mutua 
Económica), en 1949; y, en lo referente al aspecto militar, el Pacto de Varsovia, en 
1955 (Flores Olea y Mariña Flores 1999, pág. 194). 

A todo esto, debe añadirse un elemento más, la existencia del poderío nuclear, 
primero a disposición exclusiva de los Estados Unidos, y cuya utilización en Japón 
sorprendió al mundo y puso fin a la guerra en el Atlántico. La posibilidad de la 
expansión militar soviética en Europa contaba con este elemento de disuasión, ello 
evitaría el temor de Churchill de que Stalin extendiera sus dominios hasta la Europa 
occidental. Sin embargo, esa ventaja duró poco para Estados Unidos: “...el 29 de 
agosto de 1949, la Unión Soviética logró su propia bomba...” (Gaddis 2011, pág. 
53). Esto marcaría una nota distintiva de la Guerra Fría: el inicio de la carrera 
armamentista entre las dos superpotencias, cuya dinámica se mantendría como un 
peligro latente hasta la disolución de la Unión Soviética a principios de los años 
noventa. 

El conjunto de estos elementos debe ser considerado para comprender la 
importancia y significación que tuvo la Ley Fundamental de Bonn, pues si bien no 
se desarrolla dentro del texto una enumeración exhaustiva y programática de lo que 
comprende el Estado social, el enunciado sirvió de base para la formulación de 
políticas públicas que dieran vida a esa nueva forma estatal. 

1.3.1.6 Estado social, Estado del bienestar y el inicio de la Guerra 
Fría 

¿Qué relación existe entre el Estado social y el Estado del bienestar? ¿Son 
sinónimos? ¿Subsume alguno de ellos al otro? ¿Cada uno corresponde a una 
realidad diferente? Estos interrogantes son válidos de aclarar, especialmente en la 
actualidad, cuando el Estado del bienestar tiende a convertirse en el “Estado del 
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malestar”, por el incumplimiento de proveer los satisfactores que supone para las 
personas. 

Lo cierto es que, en la segunda mitad de los años cuarenta, tanto la formulación del 
Estado del bienestar, entendido en una dimensión socioeconómica, y la del Estado 
social, como un principio constitucional, comenzaron a definirse y promoverse 
simultáneamente, en medio del contexto de la reconstrucción europea, y devinieron 
en políticas públicas que permitirían configurar un cambio sustancial dentro del 
capitalismo. 

Ambos conceptos responden a una realidad histórica específica, a las necesidades, 
en sus múltiples manifestaciones, que se planteaban para definir un nuevo orden, 
en un escenario de dos superpotencias que se sentían amenazadas una por otra. 

Sin embargo, debe tenerse claro que el concepto de Estado social corresponde a 
un principio jurídico; en tanto que el de Estado de bienestar no es normativo, sino 
descriptivo, sociopolítico y socio-económico (Fernández-Miranda Campoamor, pág. 
140) e incluso contingente. 

El concepto de Estado social se constitucionalizó primero en Italia (1947), luego en 
Alemania (1949) y, a partir de allí, en otras legislaciones europeas, hasta volverse 
un parámetro, un rasero, característico del nuevo constitucionalismo y democracia 
occidentales de la segunda posguerra mundial. 

Desde una perspectiva taxonómica, pues, un concepto pertenece al ámbito 
normativo, al punto de erigirse en principio y valor constitucional, en tanto el otro, se 
adscribe al económico, como política a implementar, atendiendo a doctrinas 
aceptadas en determinado momento histórico. Tal diferenciación, es decir, el 
principio constitucional y la política económica, permiten comprender que cabe la 
posibilidad de que coincidan o no, dependiendo de la coyuntura que se dé en el 
ejercicio del poder. 

En el momento inmediatamente posterior a la Segunda Guerra Mundial, la 
convergencia entre ambos conceptos llevó incluso a que se les entendiera como 
sinónimos o, al menos, a que se creyera que uno suponía al otro. La expansión de 
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los derechos sociales, al amparo del principio del Estado social, junto a la política 
económica keynesiana, que favoreció el desarrollo del estado del bienestar, se 
tradujeron en el impulso de un mejoramiento sustantivo en las condiciones de vida 
de la población, en particular con el crecimiento de la clase media, la redistribución 
del ingreso, seguridad social, vivienda, prestaciones laborales, etc. Así se dio el 
“espectacular progreso económico de Europa occidental” que “se caracterizó por la 
intervención estatal, una política de nacionalizaciones, la programación y la 
planificación” (Salvadori 2013, pág. 147). 

Thomson describe lo ocurrido durante los años posteriores a la conclusión de la 
guerra: 

...En las naciones occidentales las actividades del Estado benefactor estaban 
logrando una distribución más justa de los satisfactores básicos para la vida 
entre sus pueblos. A pesar de que quedaba mucho por hacer, era indudable 
que la educación pública y las pensiones para la vejez, el seguro social y los 
planes para evitar el desempleo, los servicios sanitarios y un sistema de 
imposición redistributiva hacían una vida más larga y más valedera para los 
pueblos de Europa (2000, pág. 225-226). 

Un aspecto importante a tomar en cuenta, es el señalado por Celia Lessa 
Kertenetzky sobre el Estado del bienestar: “Las sociedades capitalistas 
socialdemócratas, que construyen Estados de bienestar social, son menos 
desiguales y más solidarias que las sociedades meramente liberales. En aquéllas, 
las diferencias entre los jefes y los subordinados son menores, y las mutuas 
relaciones, menos conflictivas” (2017, pág. 10). Esto significa que, en los países en 
donde se aceptó el pluralismo político y el libre ejercicio democrático, fue posible 
establecer un tipo de capitalismo que superara las tradicionales diferencias de clase 
que se manifiestan en los regímenes liberales. 

La socialdemocracia supo incorporar las reivindicaciones de izquierda. Salvadori 
afirma así que: 
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“...El sostén ideológico del intervencionismo estatal, combatido con decisión 
por los liberales, fue la izquierda en sus distintas corrientes, desde la liberal y 
católica, pasando por la laborista y socialdemócrata, hasta la comunista 
(aunque la finalidad de esta última, a diferencia de las otras, era suprimir la 
propiedad privada y el mercado e implantar la colectivización y la planificación 
de tipo soviético). Los países europeos de las grandes nacionalizaciones 
fueron Gran Bretaña, por obra de gobiernos laboristas; Francia, por iniciativa 
de gobiernos de izquierdas y también de los gaullistas; los países 
escandinavos y Holanda, gracias a gobiernos socialdemócratas; Austria, 
Alemania e Italia... Fuera de Europa fueron importantes las nacionalizaciones 
canadienses. También en Japón intervino el Estado, pero no con la creación 
de un importante sector de economía pública, sino con un dirigismo 
planificador guiado por el Ministerio de Industria y Comercio Internacional 
(2013, pág. 147-148). 

A partir del Plan Marshall, Alemania comenzó el proceso de recuperación 
económica, el cual se vio reforzado por la política de la economía social de mercado 
con conducción global, cuya autoría se atribuye al ministro de economía de Konrad 
Adenauer, Ludwig Erhard (1897-1977). El sistema económico que propicia esta 
doctrina consiste en abandonar el principio liberal del laissez faire [dejar hacer], pero 
también el rechazo al dirigismo estatal. Pretende vincular la libre iniciativa de la 
persona con los principios del progreso social, lo que se refleja en su lema: “tan 
poco Estado como sea posible y tanto como sea necesario”. Con ello propone una 
economía de mercado en la que el Estado cumple una misión preferentemente 
ordenadora. Cree en fortalecer la libre competencia, por lo que el Estado 
propenderá a evitar los monopolios mediante ley (sancionada en Alemania en 
1957), si bien en determinadas circunstancias se aceptó la conformación de 
cárteles. Ciertos sectores no competitivos, como la agricultura, el ferrocarril y el 
correo, tradicionalmente han pertenecido al Estado, pues el criterio para su 
existencia no está regido por la ganancia, sino por el servicio a la comunidad (Bulka 
y Luecking 1984, pág. 162-165). 
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El éxito económico de la economía social de mercado, al punto de llegar a 
convertirse en el “milagro alemán”, se debió a varios factores, entre los cuales cabe 
señalar la inexistencia de gastos en el ejército que pesaran sobre el presupuesto y 
la disposición de la población a trabajar con dedicación por el padecimiento de 
privaciones y limitaciones que conllevaba el período inmediato posterior a la 
conclusión de la guerra (Bulka y Luecking 1984, pág. 86) 

La contención económica y política del avance comunista era prioritario para 
Occidente no sólo en Europa, pues en 1949 triunfó la Revolución china e iniciaron 
las luchas por el poder en el Sudeste asiático, específicamente en Corea y Vietnam, 
que se convertirían en los primeros escenarios para la confrontación de la Guerra 
Fría. Estados Unidos apoyó el gobierno de Formosa para oponerse al de China 
continental; también la guerra de Corea, que se tradujo en la división del país, lo 
que hasta el presente perdura; así como la guerra de Vietnam (1955-1975), pero 
que realmente inició diez años antes (cuando Francia intentó recuperar su antigua 
colonia), cuyo costo político fue muy alto para la administración del presidente 
Richard Nixon. 

El desarrollo de los conflictos en Corea y Vietnam evidenciaron dos tendencias en 
lo que sería la Guerra Fría. En Europa, la estrategia occidental para la contención 
del avance comunista, encabezada por Estados Unidos, adoptó la vía política 
(democracia), económica (Estado del bienestar) y la organización preventiva de la 
defensa militar (la OTAN). En Asia, de manera inmediata, se definió únicamente la 
abierta confrontación militar. 

En medio de ese entusiasmo occidental por la democracia, la libertad, la igualdad y 
la condena del despotismo y la prevalencia del Estado de derecho, se planteó el 
movimiento a favor de la descolonización, herencia del imperialismo expansionista 
que, como elemento coadyuvante, llevó a las dos guerras mundiales de las 
potencias capitalistas: 

...Las potencias imperialistas estaban demasiado debilitadas por el esfuerzo 
de la guerra y los problemas nacionales de la posguerra para resistir con vigor 
la creciente demanda de independencia de los pueblos coloniales; en la 
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mayoría de ellos no tenían siquiera un gran deseo de resistir. Todos 
favorecían la emancipación colonial (Thomson 2000, pág.230). 

El éxito de la reconstrucción europea era una prioridad dentro de ese nuevo orden 
internacional, y de especial significación el de Alemania, pues significaba dar 
alternativa en el contexto de un país partido en dos tanto geográfica como 
políticamente. Y más aún Berlín, una isla de Occidente rodeada por fronteras con la 
Alemania Democrática, lo que sería palpable con la construcción del muro en agosto 
de 1961. 


1.3.2 Constitución italiana 

Italia logra su unificación para conformar un Estado nacional, respecto del resto de 
Europa, de manera tardía. “Italia estaba retrasada dentro del proceso del Estado 
unitario nacional burgués, y estaba condenada a proceder confundida en la tentativa 
de recuperar como fuese el tiempo perdido” (Maranini 1986, pág. 89). 

La causa de tal atraso en el logro de la unidad se debió a que la península itálica 
estaba conformada por diferentes reinos y principados, en donde había posesiones 
que incluso no correspondían a soberanos italianos, tales como los Habsburgo 
(austríacos) y los Borbones (de origen francés). 

El primer texto constitucional que cobró vigencia en la Italia unificada fue el Estatuto 
Albertino de 1848, el cual representa un ejemplo típico de una Carta, pues fue 
“concedida u otorgada (este último vocablo tomado del francés octroyé) por el 
soberano anteriormente absoluto... o bien cuando ha sido redactado por una 
asamblea pero posteriormente aceptado por el monarca...” (Biscaretti di Ruffia 
2006, pág. 501). Posteriormente, sirvió de fundamento para el establecimiento de la 
monarquía constitucional: 

En 1861, bajo el reinado de Víctor Emmanuel II, hijo de Carlos Alberto y 
regida por el Estatuto Albertino, Italia estaba unificada como una monarquía 
constitucional, la península italiana comprendía diversos pequeños estados, 
algunos dentro del control de Austria, otros reinos o ducados independientes 
y algunos regulados por el Papa (Díaz Pinzón 2008, pág. 160). 
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Algo importante de señalar es que el Estatuto Albertino de 1848 no representa la 
primera Constitución formal italiana, sino la documental. ¿Cuál es la diferencia? 
Biscaretti di Ruffia explica que una Constitución es formal cuando “todas las normas 
jurídicas" que la conforman son “diversas de las legislativas ordinarias, a causa de 
su procedimiento de elaboración más difícil, más solemne y más amplio ”. 101 Estas 
normas, pues, no son formuladas por el órgano legislativo ordinario ni por sus 
procedimientos regulares, sino expedidas por órganos especialmente constituidos 
(asambleas constituyentes, elegidas específicamente para promulgar ese tipo de 
normas), o bien, por el órgano legislativo ordinario, pero con procedimientos “más 
complejos y elaborados (llamados “procedimientos dificultados”, que requieren 
mayoría calificada; ratificación de una o varias legislaturas en períodos posteriores, 
referéndum, etc.). Con lo cual se contrapone el poder legislativo ordinario al 
extraordinario, que es el poder constituyente o de reforma constitucional (2006, pág. 
499-500). 

Durante el período comprendido entre 1860, añade Díaz Pinzón, hasta la marcha 
de Roma en 1922, Italia estuvo dominada por las élites liberales (2008, pág. 160). 
Posteriormente, como vimos, se instauró el régimen fascista de Mussolini; su 
expulsión estuvo a cargo de “una coalición ad hoc de la vieja derecha -monarquía, 
ejército y clase alta-, con la cual Mussolini había tenido que transigir desde un 
principio, y un grupo considerable de los dirigentes fascistas más moderados y 
responsables” (Payne 2014, pág. 64), con lo que se pretendió evitar la invasión de 
los aliados a Italia. El 24 de julio de 1943, en una sesión histórica del Gran Consejo, 
fue aprobada la orden que privó a Mussolini del poder y el rey mandó arrestarle. Sin 
embargo, fue liberado por los alemanes y se constituyó la República social italiana, 
con sede en Salo. Posteriormente, retornó a Italia y conformó un nuevo gobierno. 
En 1945, al ser inevitable la derrota, Mussolini intentó escapar hacia Suiza, pero fue 
capturado por los partisanos y fusilado (Díaz Pinzón 2008, pág. 33). 

El Estatuto Albertino continuó vigente hasta el 25 de junio de 1944, día en el que se 
dictó el Decreto Lugartenencial por medio del cual se realizó la convocatoria a una 


101 Las cursivas corresponden al original. 
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Asamblea Constituyente para proveer a Italia de su primera Constitución. Los 
partidos que obtuvieron mayoría de votos fueron tres: demo-cristiano, socialista y 
comunista (Quinteros Marengo 1967, pág. 130). 

Al concluir la Segunda Guerra Mundial se restableció el régimen democrático 
parlamentario en Italia, de la misma manera como se haría en Alemania. En 1946 
se convocó a los italianos para que eligieran una Asamblea Nacional Constituyente 
(Naranjo Mesa 2003, pág. 561). A la vez, se realizaron los comicios para definir la 
forma de gobierno que adoptaría Italia, los resultados fueron los siguientes: 
12,717,923 de votos a favor de la República, 10,719,284 en pro de la monarquía, y 
a 1,498,136 ascendieron los nulos. Al proclamarse la república, el príncipe 
Humberto abandonó el país (Sánchez Agesta, 1963, pág. 333). El republicanismo 
había finalmente desplazado al régimen monárquico en Italia. 

Italia, pues, en forma democrática, optó por constituirse en república, cerrando así, 
en definitiva, la página de las monarquías que históricamente habían regido en su 
territorio. Además, desarrolló, en esta nueva fase, la primera constitución de 
contenido social, con un amplio reconocimiento de derechos, en una negociación 
que logró alcanzar el consenso entre políticos de diferentes convicciones. Ello 
significó que, en el país donde surgiera el fascismo, los valores democráticos, 
constitucionales y republicanos cuajaran, como un modelo a seguir en el continente 
europeo tras el fin de la Segunda Guerra Mundial. 

1.3.2.1 La Asamblea Constituyente 

La Asamblea Constituyente italiana debió enfrentar un gran desafío al iniciar su 
trabajo. Paolo Grossi, quien fuera presidente del Tribunal Constitucional italiano 
hasta febrero de 2018, lo resume así: 

De hecho, en Italia, cuando en 1946 los Padres constituyentes pusieron en 
marcha su trabajo, no sólo tenían tras de sí la caída de un régimen 
institucional y una tragedia bélica aún más monstruosa que la denominada 
“Gran Guerra”. Tenían también, con toda su abrumadora pesadez, los veinte 
años de un régimen dictatorial que, en 1922, había interrumpido casi en su 
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nacimiento la fragilísima vida de una democracia parlamentaria (pues, en 
sustancia, así podía calificarse a partir de 1913) (2014, pág. 6). 

En el segundo semestre de 1946 se eligieron a 75 personajes para que integraran 
la Asamblea Constituyente. Se estableció la primera subcomisión, conformada por 
18 miembros, que “tuvo que enfrentarse a la solución de la cuestión más difícil: la 
relativa a los ‘derechos y deberes de los ciudadanos’” (Grossi 2014, pág. 7). 
Democristianos, socialistas y comunistas, en su calidad de fuerzas predominantes 
en el hemiciclo constituyente, a pesar de sus diferencias ideológicas, debían buscar 
ponerse de acuerdo para la configuración de las bases que servirían a Italia para el 
inicio de una nueva era de su vida política, social, jurídica y económica. Como lo ha 
afirmado Vila Casado: “Esa situación los obligó a establecer los compromisos que 
se expresaron en el contenido del documento constitucional, es decir, ninguno de 
ellos pudo imponer su propio modelo de Estado” (2007, pág. 129). 

La primera subcomisión tomó en cuenta, para comenzar su trabajo, la ponencia 
presentada por Giorgio La Pira, de acuerdo con la cual se “rechazaba tanto el 
estatalismo fascista”, el cual negaba los derechos de los ciudadanos, pero también 
“la visión individualista de los derechos que había defendido la modernidad 
burguesa”, y ponía énfasis en “una adecuada protección y tutela a los así llamados 
derechos sociales”, es decir, “los derechos al trabajo, al descanso, a la seguridad 
social, a la educación”, que fue defendida en las intervenciones del diputado Palmiro 
Togliatti (Grossi 2014, pág. 9). 

Esta tendencia se corresponde con lo señalado por Biscaretti di Ruffia, quien 
plantea que, al concluir la Segunda Guerra Mundial, los constituyentes de Europa 
occidental se sintieron obligados a mantenerse fieles a los esquemas 
constitucionales clásicos, pero con un giro importante: intentaron actualizar, de 
manera sustancial, el contenido social y racionalizar las formas de gobierno 
parlamentario, dando origen así al tipo de constituciones democrático-sociales 
(2006, pág. 514). 
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1.3.2.2 Contenido social de la Constitución 

La Constitución italiana fue aprobada el 22 de diciembre de 1947 y promulgada el 
27 del mismo mes; cobró vigencia el 1 de enero de 1948 (Vila Casado 2007, pág. 
129). 

La Constitución inicia con la formulación de los Principios Fundamentales, que se 
encuentran contenidos desde el artículo 1 al 12. Luego, se establecen dos partes, 
siguiendo la tradicional división de los códigos fundamentales: 1) Derechos y 
deberes de los ciudadanos (artículos 13 al 54); y 2) ordenamiento de la República 
(artículos 55 al 139). Concluye con las disposiciones transitorias y finales (artículos 
I al XVIII). 

Los artículos del 1 al 54, es decir, el contenido que comprende los principios y la 
primera parte, inciden en la nueva visión garantista y social que se crea con esta 
Constitución republicana, democrática y social en Italia. 

Sobre la base de los principios enunciados, Pergolesi, citado por Remedio Sánchez, 
establece los siguientes rasgos para el régimen político italiano: 

a) Es nacional en el sentido de que el pueblo que lo constituye pertenece a una 
misma nacionalidad [...] salvo algunas pequeñas minorías; 

b) Es regional; 

c) Es constitucional; 

d) Es democrático; 

e) Instaura un “estado regional” con una forma de gobierno republicana y 
parlamentaria; 

f) Es un régimen pluralista por lo que el artículo 2 reconoce y garantiza los 
derechos del hombre tanto en su individualidad como en “las formaciones 
sociales en las que se desarrolla su personalidad y, más aún, la Constitución 
reconoce los diversos aspectos del pluralismo: el político (art. 49), el social 
(art. 39), el cultural (arts. 9 y 33), lingüístico (art. 6), el religioso (arts. 8 y 19) 
y el territorial (art. 5); 

g) Es social, como dice el artículo 1: ‘fundado en el trabajo’... (Díaz Pinzón 
2008, pág. 112). 
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La parte que se refiere a los principios fundamentales, es de primordial interés. A 
continuación, se detalla su contenido temático: 


Título 1: De las relaciones civiles. 

Artículo 

Tema que regula 

1 

Proclama a Italia una república democrática fundada en el trabajo, 

cuya soberanía pertenece al pueblo, que la ejercitará conforme la 

Constitución. 

2 

La República reconoce y garantiza los derechos inviolables del 

hombre individual y socialmente, y demanda cumplir la solidaridad 

política, económica y social. 

3 

Igualdad de los ciudadanos en dignidad social y ante la ley, sin 

discriminación. Afirma que: “Constituye obligación de la República 

suprimir los obstáculos de orden económico y social que, limitando 

de hecho la libertad y la igualdad de los ciudadanos, impiden el pleno 

desarrollo de la persona humana y la participación efectiva de todos 

los trabajadores en la organización política, económica y social del 

país”. 

4 

Reconoce el derecho al trabajo a los ciudadanos y la promoción que 

debe hacer la República al respecto. 

5 

Reconocimiento de las autonomías locales, promoción de la 

descentralización administrativo y métodos que las propicien. 

6 

Protección a las minorías lingüísticas. 

7 

Separación de la Iglesia católica y el Estado, aunque reconoce los 

Pactos lateranenses. 

8 

Libertad de culto. 

9 

Promoción de la cultura y la investigación. Salvaguarda del paisaje 

y el patrimonio histórico y artístico. 

10 

Prescribe que la legislación italiana se ajustará al derecho 

internacional reconocido. El estatus de los extranjeros se regulará 
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por ley. Derecho al asilo. Inadmisibilidad de la extradición por 

motivos políticos. 

11 

Repudio de Italia a la guerra como instrumento de ataque a la 

libertad de los demás pueblos. 

12 

Adopción de la bandera tricolor para la república, con tres franjas de 

igual dimensión: verde, blanca y roja. 


En relación a los derechos sociales, resulta muy importante la obligación de la 
República para suprimir los obstáculos económicos y sociales que limitan la libertad 
e igualdad de los ciudadanos, e impiden su desarrollo. Éste se establece como 
como un principio. 

La parte primera de la Constitución, que trata sobre los Derechos y deberes de los 
ciudadanos, se encuentra dividida en cuatro Títulos, a saber: 

Título I: De las relaciones civiles; 

Título II: De las relaciones ético/sociales; 

Título III: De las relaciones económicas; 

Título IV: De las relaciones políticas. 

El contenido de lo regulado en cada Título es el siguiente: 


Título 1: De las relaciones civiles. 

Artículo 

Tema que regula 

13 

Libertad personal 

14 

Inviolabilidad del domicilio 

15 

Secretividad de la correspondencia 

16 

Libertad de circulación y residencia 

17 

Derecho de reunión 

18 

Derecho de asociación 

19 

Libertad de culto 

20 

Libertad de constitución para asociaciones religiosas 
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21 

Libertad de emisión del pensamiento 

22 

Prohibición de privar de la capacidad jurídica, la ciudadanía y el 

nombre por motivos políticos 

23 

Prohibición de imponer prestaciones personales o patrimoniales, si 

no están basadas en ley 

24 

Libre acceso a los tribunales para defender sus derechos, 

inviolabilidad del derecho de defensa, garantía de defensa para 

quienes carezcan de medios para hacerlo, previsión de que la ley 

establecerá cómo reparar los errores judiciales 

25 

Prohibición de sustraer a la persona de que conozca el juez natural. 

Obligación de que toda pena esté prevista en ley anterior a la 

comisión del delito. Toda medida de seguridad que se imponga debe 

estar prevista por la ley. 

26 

Sólo procede la extradición en caso de existir convenios 

internacionales que lo faculten. Se prohíbe la extradición por delitos 

políticos. 

27 

Responsabilidad penal personal. Sólo se considerará culpable a 

alguien hasta que exista sentencia condenatoria firme. Las penas no 

pueden ser inhumanas y tenderán a la reeducación del condenado. 

28 

Responsabilidad penal, civil y administrativa de los funcionarios, 

empleados del Estado y entidades por los actos que violen cualquier 

derecho 


En el Título I, como se ve, se encuentran regulados los derechos individuales que 
protegen a la persona de los abusos del Estado, al proveerle de garantías y 
reconocer las libertades que corresponden a las personas. 


Título II: De las relaciones ético/sociales 


Artículo 

Tema que regula 
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29 

Reconocimiento de los derechos de la familia, como sociedad que 

se basa en el matrimonio. El matrimonio debe regirse por la igualdad 

moral y jurídica de los cónyuges. 

30 

Deber y derecho de los padres a educar a sus hijos, incluso los 

habidos fuera del matrimonio. Igualdad de los hijos nacidos dentro y 

fuera del matrimonio. 

31 

Protección económica de la república a la familia, la maternidad, la 

infancia y la juventud. 

32 

Protección a la salud, como derecho fundamental. Nadie será 

sometido a tratamientos en forma obligada, y si la ley lo autoriza, 

siempre debe respetarse la dignidad humana. 

33 

Libertad del arte y la ciencia, así como su enseñanza 

34 

Escolaridad con acceso para todo. Enseñanza primaria de ocho 

años obligatoria y gratuita. Oferta de becas, subsidios y otras 

medidas para estudiar 


En este título se encuentran ya algunos de los innovadores derechos sociales que 
caracterizan a este tipo de constituciones de la posguerra, tales como la protección 
económica a la familia, maternidad, infancia y juventud. Derecho a la salud y a la 
educación, estableciendo la obligatoriedad de subsidios y becas para hacerlo 
efectivo el Estado. 


Título III: De las relaciones económicas 

Artículo 

Tema que regula 

35 

Obligación de la república de proteger el trabajo, cuidar la formación 

profesional y promoción de los trabajadores, y prescribe la 

promoción de acuerdos y organizaciones internacionales en pro de 

los derechos del trabajo, y reconoce la libertad de emigración 

36 

Derecho a una retribución suficiente para el trabajador y su familia, 

que asegure la existencia libre y decorosa. Se regulará la jornada 
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máxima de trabajo. Derecho al descanso semanal, vacaciones 

anuales pagadas e irrenunciabilidad de estos derechos. 

37 

Igualdad de derechos laborales para la mujer, incluida la 

remuneración. Las condiciones de trabajo permitirán a la mujer 

cumplir su misión familiar y asegurarán a la madre y al niño 

protección adecuada. Se regulará el límite máximo de edad para el 

trabajo. Protección al trabajo de menores y la igualdad en su 

retribución. 

38 

Protección a los ciudadanos que no puedan trabajar y carezcas de 

medios para vivir, mediante mantenimiento y asistencia social. 

Protección laboral en caso de accidente, enfermedad, invalidez, 

ancianidad y desempleo involuntario. Formación profesional para 

incapacitados y minusválidos, lo que estará a cargo de instituciones 

estatales. Libertad para la asistencia privada. 

39 

Libertad para la organización sindical, la cual deberá ser 

democrática y gozarán de personalidad jurídica 

40 

Reconocimiento del derecho de huelga, conforme lo regulado 

legalmente 

41 

Libertad de iniciativa económica privada, pero no podrá 

desenvolverse en oposición al interés social, La establecerá 

programas y controles para la actividad económica pública y privada 

para que se encamine y coordine con los fines sociales 

42 

Reconoce la existencia de la propiedad pública o privada. Admite la 

expropiación por causa de interés general, en casos previstos 

legalmente y mediante indemnización. Establece regular legalmente 

la sucesión legítima y testamentaria y los derechos del Estado en 

esas materias. 

43 

Prevé la expropiación de empresas que presten servicios públicos o 

de carácter monopólico a causa de interés general, con base en ley 

y mediante indemnización. 











415 


44 

Para promover aprovechamiento racional del suelo y establecer 

relaciones sociales equitativas, prevé que la ley impondrá 

obligaciones y cargas a la propiedad privada rústica, fijará limites a 

su superficie por regiones y zonas agrarias, bonificará las tierras, 

transformará el latifundio y ayudará a la pequeña y mediana 

propiedad 

45 

Reconoce la función social de la cooperación, con carácter 

mutualista y sin fines de lucro, la que se promoverá y favorecerá por 

la ley, así como la protección y desarrollo del artesanado. 

46 

Reconoce el derecho de los trabajadores a colaborar, según la ley, 

en la gestión de las empresas. 

47 

Prevé el estímulo y protección del ahorro, así como la disciplinación 

y ejercicio del crédito. Favorece el ahorro popular para la vivienda, 

la propiedad agraria directa y la inversión directa en complejos 

productivos. 


En el Título III, se encuentra la fusión entre el interés por la promoción de los 
derechos sociales y la realidad que pretende dársele a través de prescripciones de 
política económica que deben ser desarrolladas mediante legislación ordinaria. Así, 
uno de los grandes temas que aborda es el del trabajo: protección en caso de 
accidente, invalidez, vejez, organización sindical, remuneración suficiente, 
desempleo, igual remuneración para la mujer, protección a los niños, asistencia 
social a quienes no puedan trabajar, derecho de huelga, posibilidad de cogestión de 
las empresas. 

El segundo gran tema es el de la propiedad, que puede ser pública o privada, 
siempre con fines sociales y posible expropiación mediante indemnización. Este 
enfoque sobre la propiedad privada se ha legitimado como una orientación 
constitucional regular. Sin embargo, la Constitución italiana va más allá, pues 
establece prescripciones productivas y sociales sobre cómo debe entenderse la 
posibilidad de expropiar: en lo agrícola, para promover una mejor distribución de la 
tierra y por zonas, es decir, atendiendo a la vocación o destino productivo, y llega 
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también al punto de aceptar la expropiación de empresas de servicios públicos o de 
carácter monopólico. 

El tercer tema es el del cooperativismo, con carácter mutualista y no lucrativo, junto 
a la protección del artesanado. El cuarto se refiere a la protección del ahorro y la 
regulación del crédito que favorecerá la adquisición de vivienda, propiedad agraria 
directa y la inversión en complejos productivos. 

Como se aprecia, la Constitución italiana va más allá del contenido social 
desarrollado en relación a la de Weimar, puesto que prescribe políticas económicas 
y públicas desde su mismo texto, que deben desarrollarse en la legislación ordinaria. 
No así, como vimos, la Ley Fundamental de Alemania establece el principio del 
Estado social, sin prever normas programáticas específicas sobre cómo se 
procedería para impiementario. 


Título IV: De las relaciones políticas 

Artículo 

Tema que regula 

48 

Universalización del voto para todos los ciudadanos 

49 

Libertad para conformar partidos políticos 

50 

Derecho de petición 

51 

Derecho de acceder a cargos públicos y electivos 

52 

Obligatoriedad del servicio militar conforme lo regulado en la ley 

53 

Obligación de tributar, sobre la base de criterios de progresividad 

54 

Establece la obligación ciudadana de fidelidad a la República y de 

observancia de la Constitución y las leyes 


En el último título de la primera parte de la Constitución italiana, se reconocen 
derechos políticos (voto y formación de partidos), administrativos (petición y acceso 
a cargos públicos), y obligaciones como la prestación del servicio militar y el de 
contribución a los gastos públicos. Esta última obligación sobre la base del criterio 
de progresividad, es decir, que las obligaciones tributarias serán mayores para 
quienes posean más ingresos o patrimonio, por lo que se favorecerá la gravación 
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directa que toma en cuenta la riqueza de las personas. Así, define una política 
tributaria que se considera más equitativa económica y socialmente para el 
cumplimiento de los fines del Estado. 

1.3.2.30tros caracteres de la Constitución 

Dentro de la orientación democrática que establece, se prevé en varios artículos la 
posibilidad de “una intervención directa del pueblo mediante referéndum. Si bien 
hay que hacer constar que estos métodos de democracia directa siguen siendo 
inéditos en la vida política italiana” (Sánchez Agesta 1963, pág. 335). 

Prevalece, como principio general, el sometimiento de las actuaciones de las 
autoridades al Estado de derecho. De igual modo, se postula fomentar y reconocer 
la autonomía local, así como la descentralización administrativa (Sánchez Agesta 
1963, pág. 336). 

El parlamento mantuvo una estructura bicameral: la Cámara de diputados, que se 
integra por 630 miembros, cuya edad mínima para ser electo es de 25 años y sus 
miembros acceden al cargo mediante sufragio universal, bajo un esquema de 
representación proporcional; el Senado de la República lo conforman 315 
miembros, electos mediante votación por los ciudadanos de más de 25 años, en 
forma proporcional, a los que se suman los expresidentes de la República (art. 59), 
más cinco designados por el jefe del Estado en forma vitalicia, atendiendo a méritos 
en el ámbito social, científico, artístico y literario (art. 59). Ambas cámaras se 
encuentran en un plano de igualdad jurídica en lo que respecta a la aprobación de 
las leyes, así como en el control político del gobierno, y la duración de las dos 
cámaras es de cinco años (Biscaretti di Ruffia 2006, pág. 270). 

El presidente de la República representa la unidad nacional italiana, y se encuentra, 
como dice Biscaretti di Ruffia, “fuera de cada uno de los poderes clásicos” (2006, 
pág. 271). Para ser electo presidente debe contar con la edad mínima de 50 (art. 
84), lo eligen las dos cámaras, más tres delegados por cada consejo regional (art. 
83), para un período de siete años (art. 85). 
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La dirección política de la República, en sus aspectos generales, corresponde 
realizarla al gobierno, específicamente al presidente del Consejo de Ministros (art. 
95), y los correspondientes encargados de las carteras ministeriales (art. 92). Es 
necesario que el gobierno goce de la confianza de ambas cámaras tras su 
constitución y continuidad; en caso de dársele voto de desconfianza deberá 
renunciar ante el presidente. La moción de desconfianza debe ser votada por al 
menos la décima parte de la cámara que lo propone, para posteriormente ser 
discutida y, en su caso, aprobada (art. 94). 

La Constitución de 1947 creó un Tribunal Constitucional, el que se encuentra 
regulado entre los artículos 134 al 137. Se conforma de quince jueces, cinco de los 
cuales son nombrados por los tradicionales tres poderes estatales para un período 
de nueve años. Pueden acceder al cargo exmagistrados, incluso jubilados, 
catedráticos universitarios de disciplinas jurídicas y abogados con ejercicio 
profesional de más de 20 años (art. 135). 

Después de la Segunda Guerra Mundial, comenzó la tendencia a la creación de los 
tribunales constitucionales, lo que con el tiempo se convertiría en una característica 
del neocontitucionalismo de la segunda mitad del siglo XX. El proceso dio inicio en 
Europa en cuatro países: Austria, Italia, Alemania y Francia. En Austria se procedió 
a restablecer la Constitución de 1920, conforme los parámetros propuestos por 
Hans Kelsen, en donde se creó el primer tribunal constitucional europeo. En Italia, 
en donde no existía antecedente específico alguno de este tipo de judicatura, se le 
dio vida con la Constitución de 1947, a lo que le seguirá Alemania en 1948 y Francia 
en 1958, con el Consejo constitucional francés, en lo que se conoce como la 
Constitución de De Gaulle (Astudillo 2004, pág. 38-39). 

No obstante que la Constitución italiana cobró vigencia el 1 de enero de 1948, los 
primeros jueces constitucionales no fueron elegidos sino hasta 1955 (Sánchez 
Agesta 1963, pág. 349), y comenzó a funcionar en 1956 (Vila Casado 2007, pág. 
130). 

Sobre el desempeño del Tribunal Constitucional, Biscaretti di Ruffia comenta: 
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No debe pasarse por alto el papel relevante asumido por la Corte 
Constitucional en el mecanismo de la vida pública italiana. En efecto, debe 
tenerse presente la consideración de que la Corte, por medio de un control 
de la constitucionalidad de las leyes efectuado con mucha amplitud, ha 
influido sobre la dirección política del gobierno y sobre la misma actividad 
legislativa de las cámaras, ya que éstas deben colmar necesariamente los 
“vacíos normativos” producidos por las frecuentes sentencias de 
inconstltucionalidad de las leyes (2006, pág. 276-277). 

Algo importante a tomar en cuenta en materia procesal constitucional, es que en la 
legislación italiana no existe el recurso de amparo, al cual Peter Haberle califica 
como la “reina de las vías de acceso al Tribunal Constitucional”, de la manera en 
que ha sido previsto en Alemania, mediante las reformas de 1959 y 1961 (Astudilio 
Reyes 2004, pág. 40) y España. Esto, sin embargo, se suple con “el control 
incidental de constitucionalidad por vía de excepción” (Vila Casado 2007, pág. 130). 

1.3.3 Constitución española 

Los dos países de la península ibérica, España y Portugal, comparten el no haber 
intervenido directamente en la Segunda Guerra Mundial, pues se mantuvieron 
neutrales dentro del conflicto, a pesar de la simpatía de ambos regímenes con los 
fascistas. Asimismo, una vez concluida la guerra, ambos países mantuvieron sus 
gobiernos autoritarios, no obstante la ola democratizadora y en favor del 
parlamentarismo en el continente europeo. Pareciera como si los dos hubieran 
escapado de considerárseles parte de Europa en la estrategia global 
norteamericana y occidental, y que su neutralidad durante la guerra les aseguró que 
los aliados obviaran el carácter autoritario y antidemocrático de ambos regímenes. 
Otras notas comunes fueron que, tanto en España como en Portugal, se vio 
fortalecido el catolicismo, al grado de establecerse como religión oficial de cada 
Estado (Salvadori 2013, pág. 186) y que esos gobiernos perduraron hasta la mitad 
de la década de los años setenta del pasado siglo. Todo esto contrasta con la 
preocupación manifiesta y el activismo desplegado en Grecia y en Turquía por los 
aliados, frente a la amenaza del totalitarismo de corte soviético. 
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Como afirma Gerardo Pisarello, ios casos de Portugal y España representan, desde 
ei punto de vista de la implementación de la democracia, las “excepciones que las 
potencias aliadas -comenzando por los Estados Unidos- decidieron tolerar en razón 
del papel de ‘contención del comunismo’ que podían desempeñaren la Guerra Fría” 
(2012, pág. 134). 

Sin embargo, España se caracterizó además porque el franquismo fue “la forma de 
Estado autoritario que más se prolongó en Europa”, desde 1936 hasta la muerte del 
general Francisco Franco, ocurrida el 20 de noviembre de 1975 (Biscaretti di Ruffia 
2006, pág. 490). 

El general Francisco Franco dio un golpe de Estado el 1 de octubre de 1936, con el 
apoyo de Italia y Alemania, que lo ayudaron con hombres y equipo, por medio del 
cual se estableció como Jefe de Estado y comandante supremo del ejército. Previo 
al golpe de Estado, el 17 de julio inició la cruenta guerra civil, que duró hasta el 1 de 
abril de 1939, con lo cual llegó a su fin la segunda república democrática y 
parlamentaria española (1931-1939) (Biscaretti di Ruffia 2006, pág. 490). La 
dictadura se prolongó por 40 años en España. Todos los partidos fueron declarados 
ilegales, con excepción del Movimiento Nacional (Díaz Pinzón 2008, pág. 95). 

En su primera fase, que se prolongó hasta fines de 1942, el régimen franquista trató 
de imitar los modelos fascistas, en particular el italiano. Sin embargo, a partir de ese 
año, ante los claros indicios de la derrota de los fascistas, se estableció un régimen 
que pretendió adoptar la forma de una “democracia aparente”, orientado a la 
restauración monárquica, cuyo fin último era que el poder pasara de Franco a los 
sucesores reales, como en efecto sucedió mucho tiempo después (Biscaretti di 
Ruffia 2006, pág. 490-491). 

1.3.3.1 Antecedentes histórico-constitucionales de España 

Si bien los tratadistas españoles no toman en cuenta el Estatuto de Bayona como 
su primer código fundamental, por haber sido otorgado durante el régimen de 
dominación napoleónico (1808-1813), ese documento representa ei antecedente 
constitucional inmediato del país. Para la doctrina española, sin embargo, su primer 
texto constitucional fue la “Pepa”, llamada también la “Gaditana”, en alusión a la 
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Constitución de Cádiz de 1812. A esta le siguieron: el Estatuto Real de 1834 y las 
Constituciones de 1837, 1845, 1869, 1876 (la de mayor vigencia, hasta el 
momento), 1931 y, finalmente, la vigente, cuya promulgación se dio en 1978. 

Ese recuento sumario de las constituciones españolas, evidencia la inestabilidad 
política que ha caracterizado a ese país. De acuerdo con Torres del Moral: 

...La historia del constitucionalismo español es la de la constante supremacía 
de los hechos sobre el Derecho y puede resumirse en el dicho ‘cada partido 
una Constitución y un general para imponerla’; pero no debe olvidarse que 
casi siempre vencían los mismos (1991, pág. 13). 

Sin embargo, la muerte del General Franco tuvo una significación especial, pues 
después de casi cuarenta años en los que se careció de un Estado de derecho y el 
país estuvo gobernado discrecionalmente por la voluntad del caudillo, no se sabía 
qué tipo de régimen habría de establecerse. ¿Una monarquía? ¿Una monarquía 
constitucional? ¿Una república parlamentaria y democrática? Si bien había muerto 
el líder del franquismo, no así el régimen que estableció, pues continuaba vivo 
dentro de los sectores sociales y gubernamentales. 

A esa incertidumbre se sumaba el hecho de que en España no existía una tradición 
democrática; antes bien, la turbulencia y la inestabilidad caracterizaron la vida 
política nacional desde la Guerra de la Independencia (1808-1814), cuando el país 
luchó para librarse de la dominación napoleónica. Además de la inestabilidad del 
régimen constitucional, Charles Powell añade otros elementos que favorecían el 
escepticismo respecto a establecer una democracia tras la muerte del general 
Franco: 

...(España) padeció otros tantos pronunciamientos (en 1820, 1843, 1854, 

1868,1874, 1923 y 1936), asistió a cuatro abdicaciones reales y dos cambios 
de dinastía, fue gobernada por dos repúblicas y dos dictaduras, conoció 
cuatro guerras civiles (1833-40; 1846-49, 1872-75, y 1936-39), y sufrió el 
asesinato de cinco presidentes del gobierno (Juan Prim en 1879; Antonio 


422 


Cánovas del Castillo en 1897; José Canalejas en 1912; Eduardo Dato en 
1921; y Luis Carrero Blanco en 1973) (Alba Moreno 2015, pág. 181). 

Debido al relativo subdesarrollo económico y social de España, se han estimado 
estas variables como los motivos fundamentales para que no arraigaran firmemente 
las instituciones y prácticas democráticas en el país, como lo ha planteado Powell. 
Para el año 1930, todavía el 45% de la población española vivía de la agricultura; 
los altos niveles de analfabetismo y la desigualdad social, especialmente en el área 
rural, también dan cuenta del atraso en que se encontraba el país. El Estado, a 
pesar de una política intervencionista nacida desde el siglo anterior, padecía de una 
notable escasez de ingresos y recursos, lo que limitó su efectividad. El Estado liberal 
que trató de promoverse fue tan débil que la Iglesia católica “ni siquiera lo reconoció 
oficialmente hasta 1857”. Además, un particular rasgo de España en comparación 
con otros estados europeos, es la “tradición pretoriana” del Ejército, el cual, 
frecuentemente, realizó irrupciones en el proceso político (Alba Moreno 2015, pág. 
182). 

El proceso de transición de España hacia la democracia no debe ser visto 
aisladamente, sino dentro del contexto de la tercera ola democrática internacional. 
En Europa inició en 1974, cuando Grecia restableció el régimen parlamentario, y a 
continuación siguió Portugal y luego España, lo que significó el desaparecimiento 
de “las dictaduras no totalitarias y de derechas”. Finalmente, el sur de Europa 
también se democratizaba y quedaban atrás los regímenes semifascistas de la 
posguerra, que por tanto tiempo se habían prolongado, como lo ha expresado Javier 
Tusell: 

Estos tres países de la «semiperiferia» del mundo más desarrollado habían 
tenido no sólo un desarrollo económico más lento que el del resto de Europa, 
sino también unos regímenes liberales imperfectos y una experiencia 
democrática en el pasado muy limitada e inestable, lo que explica la 
existencia en estos países de esos regímenes dictatoriales (Tusell 2014, pág. 

8 ). 
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La tercera ola democrática habría de trasladarse al otro lado del Atlántico, incluso 
durante la década de los años setenta y en la siguiente, generándose así el 
impulso de regímenes constitucionales en Latinoamérica. Es por ello que el 
análisis del neoconstitucionalismo hispanoamericano, que prácticamente inicia 
con el caso español, es de importancia tanto por la alternativa que representó 
frente a regímenes autoritarios como por el impulso de la democracia y el retorno 
a la institucionalidad, sobre la base del desarrollo del reconocimiento de nuevos 
valores para la construcción del Estado social. 

De acuerdo con Payne, la transición española “fue la primera en ofrecer el 
modelo básico de lo que sería la ‘tercera ola’ de democratización en el mundo 
del siglo XX” (2018, pág. 171). 

1.3.3.2La Transición hacia la democracia 

Al comenzar este apartado, resulta oportuno formularse varios interrogantes, los 
cuales servirán para comprender el contexto dentro del cual España debió 
desarrollar una intensa labor social y política para solventar la crisis de poder a la 
que condujeron los eventos de 1975: ¿Qué sucedió tras la muerte del Generalísimo 
Francisco Franco, el Caudillo? ¿Quién, de manera inmediata, asumió el poder? 
¿Cuál fue la vía y el conjunto de acontecimientos que permitió reconducir a España 
por la senda democrática? ¿Cuáles eran las fuerzas en pugna y ios intereses que 
existían en el escenario político tras la muerte de Franco, y sus correspondientes 
cuotas de poder para incidir en lo que sería el proceso de relevo de la figura máxima 
del Estado? Y, para resumirlo como lo hacen Contreras Casado y Cebrián Zazurca, 
la pregunta para el pueblo español fue: “después de Franco ¿qué?” (2015, pág. 79). 

La premisa teórica de la que se debe partir para responder a los interrogantes 
formulados, debe atender a la naturaleza del régimen franquista que, como se dijo, 
ha sido caracterizado de autoritario. El autoritarismo del régimen, así, establece una 
precondición que debe considerarse sobre el entorno, que condicionará las 
posibilidades para la dinámica social y política. 

Siguiendo a Juan Linz, citado por Charles Powell, el franquismo representa el 
prototipo de régimen autoritario. Este debe entenderse como un sistema no- 
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democrático que se diferencia de aquellos de naturaleza totalitaria (como el de la 
Alemania nazi) y postotalitaria (como el régimen de Hungría previo a la caída del 
muro de Berlín). En los regímenes autoritarios, afirma Linz, el pluralismo político es 
limitado; no existe, en sentido propio, una ideología que sirva como directora (pero 
sí posee una mentalidad peculiar); se carece de una movilización política intensa y 
extensa (salvo en algunos momentos); en donde un líder, o un pequeño grupo 
elitista, ejerce el poder dentro de límites formalmente establecidos, pero predecibles 
(Alba Moreno 2015, pág. 184-185). 

La falta de pluralismo político significa que el franquismo no permitió el libre juego 
de las tendencias y la oposición expresadas institucional y legalmente, dentro del 
régimen. En contrapartida, el régimen creó espacios que favorecieron a los grupos 
afines, conformados por lo que Powell caracteriza como la “coalición reaccionaria” 
forjada en 1936, dentro de los cuales se encontraban “militares, falangistas, 
monárquicos alfonsinos, carlistas y católicos de diversas adscripciones”. Esa 
heterogeneidad de fuerzas explicaría la falta de una ideología definida en el 
franquismo, lo que se tradujo en el diseño y defensa de proyectos políticos tan 
diversos y hasta contradictorios (Alba Moreno 2015, pág. 185). 

Como oportunamente vimos, en los regímenes totalitarios el desarrollo de lo que 
será el partido único ocurre antes de tener acceso al poder; en los autoritarios el 
partido se crea tras haber llegado al poder. Es por ello que Powells indica que: 

...En el caso español, la Falange Española Tradicionalista y de las JONS 102 
fue creada desde el poder -mediante el Decreto de Unificación de abril de 
1937- para someter a la autoridad personal del dictador a la constelación de 
fuerzas civiles que habían apoyado el golpe militar del 18 de julio de 1936... 
(Alba Moreno 2015, pág. 185). 

Pero, además, la creación del partido oficial no tuvo mayor trascendencia, debido a 
que no llegó a servir de mediador entre la sociedad y el Estado, adoctrinar a la 


102 Juntas de Ofensiva Nacional Sindicalista (JONS). Fue un movimiento que, a través del 
sindicalismo nacionalista, pretendió combatir a los partidos políticos, y fue afín al Estado. Duró poco 
tiempo (1931-1934). 
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ciudadanía y servir de reservorio para la formación de líderes políticos. Franco no 
quiso darle ese rol, por lo que no le dio la autonomía necesaria para cumplir sus 
fines. Esta falta de estructura de partido sólida facilitó el relevo político al ocurrir su 
muerte. Ese vacío del partido único, señala Powell, normalmente es suplido en los 
regímenes autoritarios por el protagonismo del ejército. Efectivamente, Franco se 
apoyó en el ejército al comienzo del régimen, pero, a finales de los años cincuenta, 
ese protagonismo disminuyó. Esto viene a significar otro elemento positivo para la 
transición del régimen, pues el franquismo no “fue tanto una dictadura militar como 
la dictadura de un militar” (Alba Moreno 2015, pág. 185), y que el poder se 
encontraba en manos de civiles, no de militares que se estuvieran arraigados dentro 
de la estructura dirigencial. 

Otros aspectos previos a la transición, deben tomarse en cuenta. Uno de ellos es 
que, de conformidad con la Ley Orgánica del Estado (1966), Franco trató de 
asegurar la continuidad del régimen a través de la figura del presidente del gobierno, 
quien sería prácticamente el “albacea testamentario del dictador”. Franco, quien ya 
comenzaba a mostrar el deterioro progresivo de su salud, designó presidente del 
gobierno a su hombre de confianza, el almirante Luis Carrero Blanco, en junio de 
1973. Sin embargo, la ETA (Euskadi Ta Askatasuna), organización terrorista vasca, 
lo asesinó en diciembre del mismo año. En sustitución de Carrero Blanco, Franco 
nombró presidente a Carlos Arias Navarro en enero de 1974 (Alba Moreno 2015, 
pág. 185). 

En 1969, Franco proclamó a Juan Carlos como sucesor al título de Rey, con lo cual 
pretendió instaurar una nueva dinastía que no se relacionara con la anterior a la de 
1936 (Alba Moreno 2015, pág. 186). En palabras de Franco, pronunciadas el día de 
la investidura de Juan Carlos: “[Para] cuando por ley natural, mi capitanía llegue a 
faltaros, lo que inexorablemente tiene que llegar algún día [...] todo quede atado y 
bien atado para el futuro” (Rodríguez López 2016, pág. 52). Esto, en rigor, planteaba 
ciertos problemas de sucesión debido a que el rey, padre de Juan Carlos, podía 
reclamar su propio derecho para acceder al trono. Esto lo resumiría uno de los 
principales políticos allegados a Franco, José María de Areilza, quien tendría un 
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importante papel en la transición hacia la democracia, cuando expresó que: “El 
conde de Barcelona es sin discusión el jefe de la Casa Real Española y el 
depositario de la legalidad dinástica. El príncipe de España tiene la legitimidad legal, 
por decirlo así” (Morán 2016, pág. 28). Franco 

Al morir Franco el 20 de noviembre, asumió la función de jefatura del Estado el 
Consejo de Regencia en forma transitoria y el 22 fue coronado Juan Carlos como 
rey de España. El príncipe, como se le conocía en España a Juan Carlos, contaba 
en su haber político el haber estado a cargo del gobierno por poco tiempo en dos 
oportunidades: la primera ocasión por 45 días, durante el verano de 1974, debido a 
la tromboflebitis que aquejaba al Caudillo; la segunda, a partir del 31 de octubre de 
1975, cuando Franco ya agonizaba (Morán 2016, pág. 29). 

Tusell ha dicho que “...si el modelo de colapso de la democracia puede ser la 
República de Weimar en Alemania, la transición española resulta el ejemplo del 
modelo inverso” (2014, pág. 16). Diferentes autores, como Powell y Morán, 
coinciden en que la transición comenzó con la muerte de Franco. 

¿Qué debe entenderse por transición? Siguiendo a Powell, “...suele entenderse por 
transición el intervalo que se produce entre la desaparición del régimen existente y 
la aparición de uno democrático, siendo esta etapa aquella en la que surgen las 
principales instituciones del nuevo sistema democrático, así como las reglas básicas 
del juego político” (Alba Moreno 2015, pág.187). 

En ese momento, finales de 1975, España reunía las condiciones necesarias para 
establecer una democracia: 

La profunda modernización de la estructura social y económica fue un 
requisito fundamental para que la democracia pudiera funcionar con una 
nueva y amplia sociedad civil próspera, urbana y más sofisticada, basada en 
una amplia clase media, armonizada cada vez más con las costumbres de la 
vida y la cultura social de la Europa occidental democrática. Esta sociedad 
civil surgió en los últimos años, más «apertuñstas», del franquismo, sobre 
todo tras la reforma de la censura con la Ley de Prensa de 1966, que permitió 
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la creación de un «Parlamento de papel» de discusión más libre (Payne 2018, 
pág. 153). 

El clima internacional era propicio, pues en “todo Occidente se deseaba la 
democracia para España y muchos países, como la República Federal de Alemania, 
la apoyaron con gran cantidad de recursos” (Payne 2018, pág. 161). Incluso 
Portugal, con la llamada Revolución de los Claveles de octubre de 1974, había 
logrado terminar con la larga dictadura del régimen de Antonio Salazar, establecida 
en 1926, que se prolongó seis años más tras su obligado retiro en 1968. Ese mismo 
año también concluyó la Dictadura de los Coroneles establecida en 1967 en Grecia. 
El único régimen dictatorial que quedaba pendiente de democratizar en Occidente 
era España. 

En el aspecto cultural, ocurrió una ampliación de la educación desde 1966, lo cual 
favoreció la discusión política a nivel social, lo que se hizo sentir durante los últimos 
años del franquismo (Payne 2018, pág. 153). 

Después de la coronación del rey Juan Carlos, el monarca organizó un nuevo 
gobierno, presidido por Carlos Arias Navarro, quien también fuera presidente 
durante los últimos años de Franco. Un personaje famoso por los actos represivos 
cometidos a comienzos del régimen, que le valieron el sobrenombre de “el carnicero 
de Málaga” (en donde murieron más de 4,000 personas) (Rodríguez López 2016, 
pág. 52). Las dudas sobre el futuro del régimen se resumían en las tres posibles 
vías a adoptar: la continuista, la rupturista o la reformista (Contreras Casado y 
Cebrián Zazurca 2015, pág. 79). 

Juan Carlos contaba con la simpatía del ejército, así como de la clase política, 
quienes confiaban en él para que se diera una transición serena, sin exabruptos ni 
imprevistos. Además, recibió el aval del presidente norteamericano Gerald Ford y 
de Henry Kissinger, secretario de Estado para ese entonces (Rodríguez López 
2016, pág. 60). Sin embargo, los comunistas y los socialistas desconfiaban del 
designado por Franco. La izquierda, a través de su líder Santiago Carrillo, manifestó 
que el nuevo monarca quedaría en la historia de España como “Juan Carlos el 
breve”, en reclamo de la necesidad de que abdicara para dar lugar al 
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establecimiento de una república; en tanto, el Partido Socialista Obrero Español, 
tras el discurso pronunciado por Juan Carlos, publicó una nota en la que afirmaba 
que “no había sorprendido a nadie” y “ha cumplido su compromiso con el régimen 
franquista” (Tusell 2014, pág. 24). 

El nombramiento de Arias Navarro para que continuara fungiendo como presidente 
del gobierno no fue esperanzador ni tampoco una buena señal de cambio para la 
sociedad española. Como se evidenció en corto tiempo, Arias Navarro no fue capaz 
de realizar una propuesta de reforma viable, y el rechazo popular, especialmente 
del movimiento obrero y la oposición al proyecto de una amplia amnistía, llevaron a 
que, después de seis meses, el rey, tras calificarle de ser “un desastre sin 
paliativos”, le pidiera la renuncia al cargo. A la incapacidad de maniobra política de 
Arias Navarro se sumaban dos hechos de violencia en los que hubo muertos y de 
los cuales se responsabilizó al gobierno (Rodríguez López 2016, pág. 61). Con la 
salida del gobierno de Arias Navarro concluyó la primera fase de la Transición, 
caracterizada por el impasse político en que se había caído, y ello posibilitó el 
impulso de la Ley para la reforma política, promovida por Torcuato Fernández 
Miranda, presidente de las Cortes y del Consejo del Rey, antiguo mentor de Juan 
Carlos (Alba Moreno 2015, pág. 189), con la cual se establecía una precondición 
para poder arribar a un proceso constituyente. A partir de entonces, se desechó la 
vía lenta para la transición y se adoptó a la más acelerada, promovida firmemente 
por Fernández Miranda y que finalmente fue apoyada por el rey (Payne 2018, pág. 
163). 

Juan Carlos estaba consciente de que “no heredaría ni la autoridad personal ni la 
legitimidad carismática del dictador”, y que, de aceptar el destino prefijado por 
Franco, se convertiría en “el rehén de una oligarquía renovada” (Alba Moreno 2015, 
pág. 186). Para labrar un futuro diferente, el rey “dependió siempre de los cerebros 
de la reforma, especialmente de Fernández-Miranda” (Rodríguez López 2016, pág. 
60). 

Para el relevo de Arias Navarro se propuso en julio de 1976 una terna de posibles 
presidentes, entre los cuales figuró el político Adolfo Suárez González (1932-2014), 
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un franquista poco conocido por la sociedad española, reformista y que luego se 
identificó con el movimiento político centrista, quien “siendo de procedencia 
falangista no levantaba prevenciones, dada la mezcla entre su aparente inanidad y 
su simpatía” (Tusell 2014, pág. 48). Juan Carlos lo designa presidente el 5 de julio, 
lo cual no es bien visto por la clase política ni por la sociedad, llegándose a calificar 
el nombramiento como el “error Suárez” en el titular de un periódico, y en otro se le 
tildó de: “¡Qué error, qué inmenso error!”. De cualquier modo, el rey dio su apoyo a 
Suárez, quien comprendió que con su designación el monarca se jugaba el reino, 
según afirmó años más tarde. 

La designación de Suárez, desde otra perspectiva, marcó el primer acto de 
independencia política demostrado por el rey, al desembarazarse del presidente 
legado directamente por Franco y un indicio del comienzo del progresivo alejamiento 
que tendría con los sectores tradicionales falangistas. Suárez resultó una alternativa 
moderada y oportuna para iniciar ese alejamiento de la ortodoxia franquista: 

De todas las especulaciones que puedan desarrollarse sobre los motivos de 
esta decisión, seguramente lo más acertado sea pensar que Suárez era, de 
entre todos los posibles candidatos, la figura menos moldeada, menos 
«hecha» política e ideológicamente (ni tenía un programa ni una ideología 
asentada que defender), por lo tanto la más adaptable a la voluntad de la 
Corona, la que mejor ligaría, por así decirlo, con el Rey en un proyecto de 
reforma política hacia la democracia: Suárez tendría el apoyo del Rey pero a 
la vez sus decisiones políticas serían entendidas como expresión también de 
la voluntad de la Corona (Contreras Casado y Cebrián Zazurca 2015, pág. 
85). 

Con el concurso y colaboración de dos personas de confianza para el rey, Torcuato 
Fernández Miranda, presidente de las Cortes y del Consejo del Rey, y de Adolfo 
Suárez, como presidente del gobierno, se creaban las condiciones para promover 
una transición más acelerada; pero primero debía definirse la vía a seguir. 
Fernández Miranda planteó la ruta al afirmar que el cambio debía consistir en ir “de 
la ley a la ley”, con lo cual significó que debía procederse sin romper el orden jurídico 
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existente, como sí ocurrió durante el establecimiento de la segunda República 
(1931). El reformismo debía crear las condiciones necesarias, sobre la base del 
consenso con las diferentes fuerzas políticas, para llegar al establecimiento de un 
régimen democrático y constitucional. Para lograrlo, se procedió durante el verano 
de 1976 a la elaboración del proyecto de Ley de Reforma Política (Tusell 2014, pág. 
54). Otro aspecto que debe tomarse en cuenta, es la percepción internacional que 
había sobre el proceso que se desarrollaba en España. Existía interés por que el 
país se incorporara a la Comunidad Europea. Pero el mensaje fue claro: “No habrá 
admisión sin democracia fue el significado de la resolución aprobada por el 
Parlamento Europeo a mediados de mayo de 1976” 103 (Labastida 1994, pág. 115). 

Suárez promovió un acercamiento con la oposición política, con cuyos 
representantes se entrevistó, especialmente con la dirigencia democristiana, liberal 
y socialista. Al poco tiempo se concedió una amnistía política parcial, pero de la cual 
se excluyó a los comunistas y a los grupos opositores revolucionarios, quienes 
quedaban excluidos de la vida legal y de las discusiones para la reforma del Código 
penal, en el cual se declaraba ilícitas las asociaciones “sometidas a disciplina 
internacional que pretendan instaurar un régimen totalitario” (Colomer 1990, pág. 
72). 

La siguiente aproximación de Suárez con los sectores fue hacia la cúpula militar, 
con la cual logró un visto bueno genérico sobre el proyecto de reforma tras prometer 
“el mantenimiento de la ‘unidad de España’ y la exclusión de los comunistas y 
afirmar con aplomo que no había peligro de perder las elecciones”. Ese apoyo del 
ejército al proyecto político de reforma quedó manifiesto en un comunicado del 
entonces jefe del Estado Mayor Central del Ejército, el teniente general Manuel 
Gutiérrez Mellado, en donde instruía a la oficialidad que debía abstenerse de 
involucrarse y expresar opiniones políticas y advertía que “el que no se sienta capaz 
de esto y tenga unos ideales tan imperiosos que, según él, sean superiores a los 
que le exige el Ejército, debe abandonar éste y muy honrosamente por cierto” y, en 
consecuencia, “el Ejército está dispuesto a expulsar de sus filas”, a quienes no 


103 Las cursivas corresponden al original. 
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observaran la disciplina. La ocasión para hacer efectiva la advertencia ocurrió dos 
semanas después, nada menos que en la persona del primer vicepresidente del 
gobierno, el teniente general Fernando Santiago y Díaz de Mendívili, que fue cesado 
por Suárez al manifestar su discrepancia con el proyecto de establecer la libertad 
sindical en el país (Colomer 1990, pág. 72-73). 

Sin embargo, el siguiente paso era el más difícil, pues consistía en que las Cortes 
franquistas aceptaran legislar su auto-purga y exclusión inmediata del poder 
legislativo. En principio, la composición de las Cortes no permitía esperar una 
acogida favorable para la aprobación del proyecto de Ley de Reforma Política, pues 
Suárez era apoyado por una minoría. Sobre la integración de las Cortes, debe 
tenerse presente que estaban conformadas por 531 procuradores, agrupados de la 
siguiente manera: alrededor de 60 se adscribían a tendencias reformistas y pro 
gubernamentales (tales como Unión del Pueblo Español, fundado por Suárez, Unión 
Democrática Española y Grupo Independiente); otro, quizá con igual número, pero 
identificados como los ultras; por lo menos 183 adscritos al grupo aperturista Alianza 
Popular (AP), liderado por Manuel Fraga, quien no era procurador para ese 
momento; y más de 200 sin adscripción definida, pero en su mayoría identificables 
como continuistas (Colomer 1990, pág. 73). 

Suárez logró convencerles de la ineludible necesidad de la reforma. A cambio de la 
autodepuración, o del “harakiri” de los procuradores como se le llamó, les ofreció la 
posibilidad de ser electos como diputados, o bien, seleccionados por el rey para el 
Senado. En palabras de Suárez, expresadas un año más tarde: “¡Pero hombre!, si 
yo no hubiera tenido a mano escaños de senador para ofrecer a los procuradores 
del harakiri, ¿cómo habría sacado adelante la reforma política?” (Colomer 1990, 
pág. 75). 

Esta ley, como lo ha dicho Varela Suanzes-Carpegna, fue la última del franquismo 
y la primera de la democracia. La versión final se sometió a votación mediante 
referéndum realizado el 15 de diciembre de 1976. La oposición democrática 
promovió la abstención, en tanto la derecha antidemocrática el voto negativo. El 
electorado no siguió ninguno de los dos dictados, ya que la participación en las 
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urnas llegó al 77% del padrón. De los votos emitidos, 1.97% fue en contra de la 
aprobación de la ley, en tanto el 72.38% lo hizo afirmativamente (2003, pág. 42). 

El contenido de la ley sancionada por el rey el 4 de enero de 1977, es breve, apenas 
cinco artículos y tres disposiciones transitorias, pero significativo para lo que sería 
el futuro de España. En el artículo primero se encuentra la clave del rumbo que 
seguiría la transición y los eventos posteriores que se esperaban, en donde se 
afirma lo siguiente: “Uno. La democracia, en el Estado español, se basa en la 
supremacía de la Ley, expresión de la voluntad soberana del pueblo. / Los derechos 
fundamentales de la persona son inviolables y vinculan a todos los órganos del 
Estado”. 

A continuación, en el segundo artículo, se establece que deberán ser elegidas las 
Cortes, las cuales se componen del Congreso de Diputados y del Senado. Los 
diputados serán elegidos por sufragio universal, directo y secreto; y los miembros 
del Senado lo serán en representación de las Entidades territoriales, pudiendo el 
rey designar para cada legislatura Senadores en número no superior a la quinta 
parte de los elegidos. Todos durarán en el cargo cuatro años. En el artículo tercero 
se prevé el cometido de las Cortes: la reforma constitucional. 

Ahora sí, España se encaminaba, por la vía de la reforma, y no del rompimiento 
jurídico, hacia el restablecimiento de un régimen constitucional y democrático. Bien 
podían afirmar los españoles: ¡ Alea ¡acta est\ (la suerte está echada). 

La muerte de Franco trajo, finalmente, la oportunidad de que el último país europeo 
en donde todavía subsistía un régimen de reconocidas simpatías hacia el fascismo 
y el nazismo, se estableciera una democracia parlamentaria sobre bases 
constitucionales. Sin embargo, el republicanismo no pudo llegar a consolidarse, si 
bien existieron algunos planteamientos a favor, debido a la coyuntura e inestabilidad 
que se vivía en España en ese momento. Si bien Franco había muerto, no así el 
franquismo y los franquistas, que durante décadas le habían seguido. En medio de 
ese escenario, la opción para llamar a la unidad nacional y la transición pacífica 
hacia un nuevo régimen estuvo representada en la persona del joven rey Juan 
Carlos. Las bases constitucionales permitieron un mayor pluralismo político y, por 
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ende, el fortalecimiento de la democracia, pues dejaron de estar proscritos los 
partidos de izquierda, tanto el comunista como el socialista. La nueva España, 
monárquica constitucional y democrática, entraba así al concierto de las naciones 
europeas de la segunda posguerra mundial, que con las premisas 
neoconstitucionales buscaba modernizarse y progresar, para compensar el rezago 
que le significaron las décadas de la dictadura. 

1.3.3.3EI camino hacia las Cortes Constituyentes 

El giro que tomaba el proceso de transición, posibilitó el consenso entre las 
diferentes tendencias políticas, incluidas las extremas. Así, por ejemplo, llegó a 
darse la inscripción del Partido Comunista Español el 9 de abril de 1977 (Rodríguez 
López 2016, pág. 92), y hasta su líder máximo, Santiago Carrillo, “mostraba las 
mismas preferencias adaptativas que los líderes de los partidos de oposición”. Tan 
es así que después de haber hablado de “Juan Carlos el breve”, dejó de promover 
la república frente a la monarquía, y mostró su deseo de participar en las elecciones, 
y sobre el monarca expresó: “El Rey es una realidad, y yo estaría dispuesto a 
entrevistarme con él” (Colomer 1990, pág. 82-83). La legalización del partido 
comunista español contó con el apoyo de sus pares franceses e italianos, que en 
abril de ese mismo año se dieron cita en Madrid, ofrecieron una conferencia de 
prensa y definieron la línea del “eurocomunismo”, el cual se declaraba autónomo de 
la tendencia soviética, cuya consigna fue: “Socialismo en la democracia y libertad” 
(Rodríguez López 2016, pág. 93). Con ello, el partido comunista en España 
abandonaba la línea estalinista y se identificaba con el parlamentarismo 
democrático, por lo que descartó el enfoque del comunismo clásico y tendió a 
asemejarse más a la tendencia socialista (Payne 2018, pág. 167). 

Después de sortear varias dificultades, en tan solo seis meses a partir del 
referéndum de la Ley de Reforma Política, España estaba lista para la elección de 
la Asamblea Constituyente (Tusell 2014, pág. 60). Sin embargo, el entorno 
económico resultaba poco favorable para la paz social, pues desde el verano de 
1976 la economía se había ralentizado: 
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El crecimiento del PNB 104 no llegó al 2 por 100, las cifras de paro ascendieron 
hasta el 6 por 100 —cifra hasta entonces impensable—y la inflación se situó 
en el 20 por 100; el Estado aumentó su endeudamiento y la balanza exterior 
se convirtió en fuertemente deficitaria. No sólo no se realizó el ajuste 
económico que hubiera sido necesario en condiciones normales, sino que 
voluntariamente se aplazó, y así, mientras se sufrían las consecuencias de la 
grave crisis económica, se aceptaban subidas salariales e incrementos en los 
gastos sociales que, lógicamente, no se hubieran podido aplicar en otras 
circunstancias políticas. Sólo con el Partido Socialista, ya después de las 
elecciones, se planteó un programa de política económica coherente (Tusell 
2014, pág. 61). 

Evidentemente, el saneamiento económico se postergó a efecto de no incidir 
perniciosamente en el proceso político con las medidas de ajuste que la política 
económica requería. Era un costo necesario para consolidar la democratización de 
España. Así lo entendieron los líderes gubernamentales del momento, al punto de 
soportar el alto costo que significaba postergar la adopción de políticas correctivas. 
Tuvieron el suficiente sentido histórico para no poner en riesgo el mayor tema de 
fondo e interés para España: su democratización por la vía constitucional. 

En medio de esas dificultades, se procedió a realizar las primeras elecciones libres 
en 41 años, desde el establecimiento de la segunda República, el 15 de junio de 
1977, para elegir a ios diputados y senadores que tendrían a su cargo la redacción 
de la nueva Constitución. En palabras de Julián Marías Aguilera, filósofo y el 
discípulo más notable de Ortega y Gasset: “España había sido devuelta a los 
españoles en el transcurso de aquellos meses”. El país, finalmente, con ese acto de 
elección, había llegado a ser una democracia (Tusell 2014, pág. 78). 

1.3.3.4 Las elecciones para las Cortes Constituyentes 

Las elecciones para las Cortes contaron con una alta participación, 78%. El partido 
Unión de Centro Democrático (UCD), liderado por Adolfo Suárez, obtuvo 
aproximadamente el 34% de los votos emitidos, lo que significó tuviera 165 


104 Producto Nacional Bruto. 
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diputados. Esto le convirtió en la “mayor minoría parlamentaria”, pero sin llegar a 
significar la mayoría absoluta. La segunda fuerza como grupo parlamentario 
correspondió al Partido Socialista Obrero Español (PSOE), el cual obtuvo 29% de 
los votos y 118 diputados en total. El Partido Comunista Español (PCE) la elección 
de 20 diputados y Alianza Popular (AP) 16 (Tusell 2014, pág. 79). Ni el partido 
comunista ni el heredero más directo del franquismo (AP), obtuvieron el apoyo que 
se temió pudieran lograr como tendencias extremistas; antes bien, las opciones 
centristas fueron la preferencia del electorado en las elecciones. Al grupo de los 
representantes elegidos para la elaboración del texto fundamental se les conoció 
más tarde como los “padres de la Constitución” (Varela Suanzes-Carpegna 2003, 
pág. 44). 

Una vez constituidas las cámaras, el siguiente paso fue crear una Comisión de 
Asuntos Constitucionales y Libertades Públicas y, técnicamente, proceder a elegir 
una subcomisión de redactores de una ponencia constitucional. En un primer 
momento, el gobierno intentó imponer “el monopolio constitucional”, como le llama 
Rodríguez López, pero la oposición hizo valer sus puntos y se abrió la posibilidad 
de arribar a un acuerdo entre los dos grandes partidos, es decir, UCD y el PSOE. 
Éstos, a su vez, quisieron limitar el número de redactores a cinco miembros, tres 
para el primero y dos para el segundo. Una vez más, la oposición manifestó su 
desacuerdo y se logró ampliar el número de participantes a siete, sumándose un 
representante de AP y otro del PCE. Todos los miembros de la subcomisión eran 
abogados. Cuatro habían trabajado directamente con el régimen anterior, y tres 
habían sido abiertamente opositores al franquismo (Rodríguez López 2016, pág. 
102-103). 

El siguiente punto a definir fue ¿qué tipo de Constitución se pretendía? ¿Debía ser 
una constitución breve, al estilo norteamericano, o desarrollada, conforme la 
tradición francesa? La preferencia por una versión corta estuvo apoyada por el 
partido de gobierno UCD, el que planteó que “el texto debía ser corto y evitar las 
bienintencionadas y genéricas declaraciones de propósitos en materias económicas 
y sociales” (Tusell 2014, pág. 88). De igual manera, “las derechas optaron, desde el 
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principio, por la ‘solución anglosajona’, esto es, un texto mínimo y reducido a 
grandes principios” (Rodríguez López 2016, pág. 103). El reclamo por un texto largo 
provino de la izquierda, que se preocupó por el pasado político inmediato anterior, 
e insistió en la especificación de los contenidos sociales. 

1.3.3.5Aprobación de la Constitución española de 1978 

La subcomisión a cargo del primer borrador del proyecto constitucional comenzó a 
trabajar en agosto de 1977, y mantuvo en secreto tanto sus deliberaciones como el 
texto que paulatinamente fue elaborando, hasta que en noviembre se dio una 
filtración periodística por parte del diputado socialista Pablo Castellano (Tusell 2014, 
pág. 89). 

Un elemento importante dentro del proceso de transición en España, fue el de la 
concertación, los acuerdos entre las diferentes fuerzas políticas y los sectores 
económicos y sociales, que servirían de base para la construcción de un régimen 
democrática. Con posterioridad al inicio de los trabajos de las Cortes para la 
elaboración del proyecto constitucional, se dio una importante serie de acuerdos, 
firmados el 25 de octubre de 1977, que se conocen como los acuerdos o pactos de 
la Moncloa, por haber sido suscritos en ese palacio. Su contenido es de tipo político, 
económico y social. Mediante ellos, por primera vez, como ha dicho Rodríguez 
López, “todas las fuerzas políticas se comprometieron en un gran acuerdo de 
Estado”. Los pactos reconocieron las libertades sindicales, los derechos de 
asociación y prensa, se liquidó la estructura política del Movimiento (2016, pág. 
118). Formalmente, los pactos fueron dos, a saber: el Acuerdo sobre el Programa 
de Saneamiento y Reforma de la Economía y el Acuerdo sobre el Programa de 
Actuación Jurídica y Política. 

En julio de 1978 fue aprobada la Constitución. Ha sido, como lo señala Payne, “la 
primera Carta en la Historia de España plenamente consensuada” (2018, pág. 166). 
Parte de esos consensos fue el reconocimiento de la legitimidad de la monarquía y 
el abandono de la pretensión de establecer un régimen republicano, como 
originalmente propusieron tanto los socialistas como los comunistas. Un tema de 
conflicto, como se evidenció con la filtración periodística de noviembre, fue el de la 
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educación, que tradicionalmente había estado a cargo de la Iglesia católica y 
representaba su “principal negocio”. La negociación y el consenso llegaron a quedar 
consagradas en un arreglo plasmado en el artículo 27 -apenas presentable, dice 
Rodríguez López-, conforme el cual se reconoció el “derecho que asiste a los padres 
para que sus hijos reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con 
sus propias convicciones”. Esta fue la base para establecer un sistema educativo 
dual, mediante el cual la educación privada recibe fondos públicos (subsidios) para 
su sostenimiento (Rodríguez López 2016, pág. 104). 

El texto elaborado por la Ponencia, comenta Varela Suanzes-Carpegna, se aprobó 
primero en el Congreso y luego en el Senado. Posteriormente, se sometió al 
dictamen de una Comisión Mixta formada por representantes de ambas Cámaras, 
la cual debió resolver las diferencias entre los textos presentados por cada una de 
ellas. El texto definitivo se sometió al voto final de ambas cámaras el 31 de octubre 
de 1978 en sesiones simultáneas, en donde se aprobó por una mayoría significativa. 
Votaron en contra la extrema derecha y la extrema izquierda (que sumadas no 
alcanzaron más que seis votos en el Congreso y cinco en el Senado). El proyecto 
constitucional fue sometido a referéndum el 6 de diciembre del mismo año. En éste 
participó el 67% de los electores, el sufragio a favor del texto constitucional fue del 
87% y en contra el 7.8% (2003, pág. 44). 

El proceso para la promulgación de la Constitución, desde la elección de las Cortes 
hasta el plebiscito de aprobación popular, llevó un año y medio. España era ahora, 
formalmente, una democracia parlamentaria, con una monarquía constitucional. 

1.3.3.6Circunstancias y aspectos a considerar sobre el proceso 
constitucional español 

Como se indicó anteriormente, en octubre de 1977 fueron suscritos los pactos de la 
Moncloa. Uno de ellos fue fundamental para definir el compromiso de establecer un 
Estado del bienestar en España, o Estado social (desde la perspectiva jurídica): el 
Acuerdo sobre el Programa de Saneamiento y Reforma de la Economía. En él se 
definieron las líneas básicas para la reforma fiscal, el incremento del gasto social, 
control de la especulación urbanística y se atendió el punto más crucial, es decir, 
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las relaciones capital/trabajo (Rodríguez López 2016, pág. 119). Especialmente, se 
acordó una tregua en el requerimiento de incrementos salariales por parte de los 
sindicatos, a lo que se atribuyó la crisis inflacionaria que vivía el país en ese 
momento, superior al 30% un mes después de las elecciones, e incluso pudo llegar 
al 50%, de acuerdo con Tusell (2014, pág. 165). Las negociaciones de incremento 
salarial, hasta entonces, se habían basado en la inflación real y no sobre la inflación 
prevista. Los sindicatos aceptaron, como medida para frenar la inflación, negociar 
sobre la base de la segunda, para así estimular también la recuperación de los 
beneficios para el capital y con ello propiciar la inversión. El tope salarial, como 
posibilidad de incremento, se estableció en 1977 en un “increíble 22%” (Rodríguez 
López 2016, pág. 119). 

Los problemas de la economía española se habían visto agravados por la 
triplicación de los precios del petróleo, ocurrida a principios de la década de los años 
setenta. Pero también por otros factores de índole interna, como la disminución de 
la tasa de crecimiento del producto nacional bruto, que llegó a tener un promedio 
anual durante el período 1976-1982 de tan sólo 1.4%. Por lo “que la transición 
política se produjo en las peores condiciones económicas imaginables” y, como “en 
1931, daba la sensación de que la democracia llegaba en el momento menos 
oportuno desde el punto de vista económico” (Tusell 2014, pág. 164). Se necesitaba 
también una reforma del Estado, capaz de modernizar la administración pública. 

Como hemos podido analizar, la transición española fue un caso único pues se dio 
dentro del marco de las leyes heredadas del régimen anterior, sin llegar a darse una 
movilización social, como ocurrió en Portugal. Payne lo resume así: “la Transición 
española fue un caso único en la historia por haber logrado la democratización de 
una dictadura institucionalizada mediante sus propias leyes” (2018, pág. 171). 

Así, en España prevaleció una decidida voluntad de consenso y conciencia para 
transformar el país de un régimen dictatorial a una democracia parlamentaria, en 
medio de un espectro político que pudo superar la polarización y el ataque abierto 
del adversario. No ocurrió una movilización de masas, por lo que la transición se dio 
a nivel de las élites políticas que estuvieron dispuestas a concertar y lograr un 
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acuerdo social que viabilizara el nuevo rumbo democrático para la nación. A pesar 
de las dificultades económicas de mediados de la década de los setenta y principios 
de los ochenta, España se modernizó e intentó ponerse en plano de igualdad con 
el resto de las democracias occidentales. Esto también hace notable el caso 
español, pues en Italia y Alemania la transición a la democracia ocurrió en medio de 
un contexto de recuperación económica, impulsado a partir del plan Marshall para 
la reconstrucción europea durante la posguerra. 

1.3.3.7EI contenido social en la Constitución española de 1978 

La Constitución española está formada de 169 artículos, por lo que se le considera 
una Constitución extensa, pero no tanto como la de 1812 (384 artículos). Ese 
conjunto de preceptos se encuentra organizado en títulos, los que se subdividen en 
capítulos y secciones. Cuenta con un preámbulo, parte dogmática (artículos 1 al 55) 
y orgánica (artículo 56 al 165), y las siguientes disposiciones: cuatro adicionales, 
nueve transitorias, una derogatoria y la final. 

En el preámbulo, siguiendo el modelo clásico establecido en la Constitución 
norteamericana de 1787, se establecen las directrices y principios que sirven de 
base para la promulgación del texto. En los siete párrafos que conforman el 
preámbulo, está contenida una amplia gama de conceptos, valores y principios. Por 
ejemplo, comienza hablando de la Nación, con mayúscula. Continúa planteando el 
propósito de establecer la justicia, la libertad, la seguridad y promover el bien, en 
uso de la soberanía. Además, se habla de democracia, Estado de Derecho, todo 
dentro de la Constitución y las leyes, conforme un orden económico y social; imperio 
de la ley como expresión popular, proteger a los españoles y a los pueblos en sus 
derechos humanos, culturas y tradiciones, lenguas e instituciones, progreso de la 
cultura y de la economía para asegurar una digna calidad de vida, relaciones 
pacíficas y de cooperación con los pueblos de la Tierra. 

Este primer antecedente del contenido constitucional español de 1978, evidencia 
que adopta una tendencia expansiva en materia de regulación, más allá del 
tradicional formalismo de las constituciones liberales anteriores a las dos guerras 
mundiales. Como afirma Pierre Bon, en sintonía con la tendencia actual del 
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constitucionalismo, la Constitución española no se limita a proclamar los principios 
fundamentales del Estado, sino que procede a consignar el catálogo de los 
derechos fundamentales, a definir el régimen y competencias de las principales 
instituciones públicas y cómo puede reformarse el texto. Ahora, en la práctica, 
regula todos los aspectos de la vida jurídica, e incluso más allá, pues “todo, o casi 
todo, puede ser objeto de reglas constitucionales; no existe ya un contenido natural 
(y cuasi-inmutable) de las Constituciones”. Por supuesto, esa tendencia responde a 
los antecedentes de otras constituciones, como la italiana y la alemana, que le 
precedieron. Las consecuencias de esa amplia gama de materias, como lo expresa 
el mismo autor, es que la Constitución ya no sólo es política, sino también 
administrativa, económica, etc., pues regula (o puede hacerlo) cuanta materia legal 
(e incluso meta-jurídica) pueda imaginarse (2003, pág. 17-18). Todo es posible de 
ser constitucionalizado. 105 

Bon, además, señala un rasgo característico del derecho constitucional 
contemporáneo, dentro del cual se inscribe la Constitución española de 1978, que 
consiste en la apertura de los constituyentes a las experiencias extranjeras, la cual 
ha dejado de ser latente y ocasional, como ocurría en el pasado, para convertirse 
hoy en una pretensión sistemática. Dentro de los aspectos que la definen, entre 
otros, se encuentra “la creencia, no siempre fundada, de que es mejor lo de fuera” 
(2003, pág. 19). Ciertamente, esa “apertura” ha adoptado tendencias 
distorsionadoras no sólo en el ámbito constitucional, en donde se “copian” artículos 
aislados, 106 sino que también se ha dado el contagio en el ámbito de la legislación 


105 Un ejemplo reciente de esa expansión en la constitucionalización de diversos temas, se encuentra 
en la Constitución de Ecuador de 2008, en donde, en el capítulo séptimo del Título II, se prescriben 
los Derechos de la Naturaleza (artículos 71 al 74). Ecuador es el primer país en donde se han 
constitucionalizado los derechos de la naturaleza. Otro caso, muy particular, es el que se observa 
en el artículo 79 la Constitución Política de la República de Guatemala de 1985, en el que se 
prescribe, a nivel de rango constitucional, una norma que define la obligada asignación 
presupuestarla para una institución educativa: la Escuela Nacional Central de Agricultura. Pero 
también se le reconocen varios estatus jurídicos: entidad descentralizada, autónoma, con 
personalidad jurídica y patrimonio propio, como si se tratara de un poder estatal, y no de una 
institución educativa. 

106 A manera de muestra, en el primer párrafo del artículo 92 de la Constitución española de 1978 se 
prescribe que: “Las decisiones políticas de especial trascendencia podrán ser sometidas a 
referéndum consultivo de todos los ciudadanos”. En la Constitución guatemalteca de 1985, se 
introdujo, mediante reforma al artículo 173, el siguiente texto: “Las decisiones políticas de especial 
trascendencia deberán ser sometidas a procedimiento consultivo de todos los ciudadanos” (en 
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ordinaria, al punto de casi adoptar textos jurídicos completos. 107 Así, resulta que las 
constituciones contemporáneas, como tendencia, son sincréticas, pues tienden a 
incorporar las experiencias que se juzgan exitosas en otros países (Bon 2003, pág. 
19). 


A continuación del preámbulo, se encuentra el título denominado Preliminar, en el 
cual se establecen diversos aspectos relacionados con el Estado español. En lo que 
sigue, se analiza cuál es el contenido de ese Título Preliminar: 


Título Preliminar 

Artículo 

Tema que regula 

1 

Constituye el Estado social y democrático de derecho y propugna 

los valores como valores superiores del ordenamiento jurídico la 

libertad, justicia, igualdad y pluralismo político. 

Reconoce ia residencia de la soberanía en el pueblo. Adopta como 

forma política del Estado la Monarquía parlamentaria. 

2 

Fundamenta la Constitución en la unidad de la nación, reconoce y 

garantiza la autonomía de las nacionalidades y regiones y la 

solidaridad entre ellas. 

3 

Define el castellano como lengua oficial y también las demás 

lenguas españolas. 

Afirma la riqueza lingüística de España como patrimonio cultural. 

4 

Define las características de la bandera nacional y autoriza se 

adopten banderas y enseñas para las Comunidades Autónomas. 

5 

Establece como capital del Estado la villa de Madrid. 


negrilla se resaltan las tres palabras que evidencian las mínimas modificaciones realizadas en el 
texto guatemalteco al precepto español). 

107 La Ley de extinción de dominio guatemalteca, Decreto No. 55-2010, se basó directamente en la 
colombiana, al punto de introducir “mutaciones” Importantes en los procedimientos penales 
regulados en nuestro ordenamiento jurídico. Tal el caso de la inversión de la carga de la prueba en 
esta materia, realizada con base en la Convención de Palermo y la Convención Antlcorrupclón. Para 
mayores detalles sobre el contenido de la ley, cuando todavía era un proyecto, consultar el siguiente 
enlace: 

http://www.mvrnamack.orq.qt/imaqes/stories/fmm/archivos/analisis/2010/Anlisis Jurdico de la inic 

iativa de lev No 4021.pdf . Otro caso es el ocurrido en México, en donde tres diputadas se copiaron 
entre sí en la preparación de un proyecto de ley, ver el siguiente artículo periodístico en el llnk: 
https://7delunio.com/diputada-de-morena-lustifica-copv-paste-en-modificacion-de-reforma . 
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6 

Reconoce y autoriza la formación libre de los partidos, con base en 

lo establecido en la Constitución y la ley, sobre bases democráticas. 

7 

Reconocimiento de sindicatos y de asociaciones empresariales, 

para la promoción de sus intereses económicos. 

8 

Reconocimiento de las Fuerzas Armadas y sus fines; establece que 

una ley específica le regirá. 

9 

Define que tanto los ciudadanos como los poderes públicos están 

sujetos a la Constitución. 

Obligación de los poderes públicos de promover la libertad y la 

igualdad efectiva de los individuos y promover su participación en la 

vida política, económica, cultural y social. 

Define que la constitución garantiza el principio de legalidad, 

jerarquía normativa, publicidad de las normas, irretroactividad de 

leyes sancionatorias, seguridad jurídica, la responsabilidad y la 

interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos. 


Sobre el contenido del preámbulo y del Título Preliminar, Lucas Verdú ha dicho que 
“declaran con precisión la fórmula política de la nueva Carta en cuanto expresión 
ideológica, jurídicamente organizada, en una estructura socioeconómica (Labastida 
1994, pág. 121). 

Es de suma importancia la fórmula del primer artículo, en donde se establece que 
“España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho”. La expresión 
fue utilizada por primera vez durante la revolución de París de 1848 (Torres del 
Moral 2009, pág. 33). Más recientemente, fue en Italia y Alemania en donde 
comenzó a configurarse el denominado Estado social, que serviría de parámetro 
constitucional, dentro de esa nueva fase de esta rama del derecho, para Europa y, 
posteriormente, para Iberoamérica, África y demás latitudes. ¿Qué contenido 
adicional tiene, entonces, añadir al Estado social la nota de democrático? El 
referente más directo de la figura del “Estado social y democrático de Derecho” se 
encuentra en la Ley Fundamental de Bonn de 1949, específicamente en el artículo 
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20.1, en donde define a la República Federal de Alemania como “Estado federal, 
democrático y social”. Asimismo, en el artículo 28.1 del mismo texto, prescribe cómo 
la organización de los Estados ( Lánder ) se hará desde “el Estado de derecho 
republicano, democrático y social” (Fernández Miranda-Campoamor 2003, pág. 
152). 

En España, la fórmula quiso entenderse por algunos académicos como una 
concesión del capitalismo frente al socialismo, una vía de tránsito por la cual se 
pasaría de una sociedad individualista a una socialista. Así, lo plantea José Luis 
Cascajo Castro: 

Se insiste en que el concepto de Estado democrático de Derecho es una 
síntesis de democracia y socialismo, significando prácticamente lo mismo que 
la denominación Estado Socialista de Derecho, es decir, “fase superior 
superado del Estado social (neocapitalista) de Derecho”, lo cual puede 
entenderse como una respetable postura académica” (1992, pág. 13). 

Sin embargo, Cascajo Castro critica, por inaceptable, la interpretación que quiere 
dársele a lo prescrito en la Constitución española: “Lo que ya no parece de recibo 
es que se pretenda convertir en un único y seguro criterio de interpretación auténtica 
del artículo 1.1 de nuestra Constitución”. En vista de que: “El voluntarismo doctrinal 
no se traduce, en este caso, en una voluntad de la Constitución por pasar de un 
modo de producción capitalista a un sistema socioeconómico de carácter socialista” 
(1992, pág. 13). En abono a esa interpretación, Robert Alexy, al referirse a la Ley 
Fundamental de Alemania recuerda que, sin equívoco alguno: “...la Ley 
Fundamental, desde el punto de vista de su texto y de su génesis, tiene 
primariamente el carácter de una Constitución burguesa y de Estado de derecho 
orientada hacia los derechos de defensa” 108 (1993, pág. 421). Esto también aplica 
para España, en cuanto a la vía adoptada para la transición, reforma de la ley dentro 
de la ley, y no una revolución que pretendiera un nuevo orden económico y social 
de tipo socialista. Las condiciones políticas no lo posibilitaban tampoco, la 
concertación no pretendía fines revolucionarios, sino reformistas, cosa que hasta 


108 Las cursivas corresponden al original. 
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los comunistas comprendieron y aceptaron transigir para participar en las 
elecciones. 

El criterio para comprender a qué se defiere el Estado social y democrático de 
derecho, probablemente lo provea mejor García Pelayo, en un artículo inédito que 
cita Cascajo Castro: 

La vinculación del principio democrático con el social y de Derecho implica 
-ajuicio de García Pelayo- lo siguiente: 

- La cancelación de la oposición entre la democracia formal y la democracia 
social. 

- La cancelación, también, del viejo antagonismo entre el liberalismo y la 
democracia. 

- Que las decisiones de la mayoría no están sobre el Derecho, sino bajo el 
Derecho. 

- Que las decisiones tomadas por la mayoría parlamentaria no son eo ipso 
justas ni constitucionales (1992, pág. 15). 

No obstante que la Constitución española adopta el principio del Estado social, 
especialmente con base en el modelo de la Ley Fundamental alemana, pero se 
aparta de ese referente en la enumeración de los derechos, al punto de adoptar una 
configuración programática explícita, que se asemeja más al modelo de la 
Constitución de Weimar. 

Las normas programáticas, como se sabe, se caracterizan por ser reglas de orden 
constitucional que no se aplican ni operan por sí mismas, pues requieren -para su 
efectividad- que se dicten leyes o reglas ordinarias que las complementen o 
reglamentarias para que puedan funcionar. Es por eso que Goldschmidt las llama 
“imperfectas o incompletas” (Sagüés 2007, pág. 62). En cambio, el modelo alemán, 
a diferencia del español, se abstuvo de proceder a la enumeración de normas 
programáticas en el texto básico; como lo manifiesta Alexy, “la Ley Fundamental es 
muy cautelosa por lo que respecta a la formulación de los derechos a prestaciones” 
(1993, pág. 420). 
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Esta diferencia de enfoques, tiene importancia en la formación del sentimiento que 
señala Loewenstein pueda adquirir el ciudadano en la relación con la Constitución. 
Finalmente, para el ciudadano, consideraciones hermenéuticas aparte, cuando la 
Constitución plantea el derecho a la vivienda, a la salud, al trabajo, etc., se crean 
expectativas y pretensiones que se representan en demandas y esperanza de 
obtener las correspondientes prestaciones. 


A continuación, veremos en detalle cómo se consignan esas normas programáticas 
dentro del texto constitucional español de 1978: 


Título Primero: De los derechos y deberes fundamentales 

Artículo 

Tema que regula 

10 

Define que el fundamento del orden político y de la paz social es la 

dignidad de la persona, sus derechos inviolables inherentes, su libre 

desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos. 

Prescribe que los derechos fundamentales y libertades 

constitucionales se interpretarán de conformidad con la Declaración 

Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos 

internaciones de la materia ratificados por España. 

Capítulo Primero: De los españoles y extranjeros 

11 

La nacionalidad se adquiere y conserva conforme lo establecido en 

la ley. Derecho a conservar la nacionalidad de origen. Reconoce la 

posibilidad de doble nacionalidad concertada por el Estado mediante 

tratados. 

12 

Mayoría de edad a los 18 años. 

13 

Estatus de libertad para los extranjeros. Extradición con base en 

base a la existencia de un tratado o la ley. Prescribe la regulación 

del derecho de asilo para extranjeros y apátridas. 

Capítulo II: Derechos y libertades 

14 

Igualdad de los españoles ante la ley sin discriminación por ningún 

motivo. 

Sección Primera: De los derechos fundamentales y de las libertades públicas 
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15 

Derecho a la vida a integridad física para todos, sin más limitación 

que la establecida en ley. Prohíbe la tortura, así como las penas o 

tratos inhumanos o degradantes. Abóle la pena de muerte, salvo lo 

que puedan disponer leyes penales militares en tiempo de guerra. 

16 

Reconoce la libertad ideológica, religiosa y de culto. No se puede 

obligar a declarar a nadie sobre su ideología, religión o creencias. 

Anti-confesionalismo estatal, pero a la vez reconoce la “cooperación 

con la Iglesia Católica y las demás confesiones”. 

17 

Derecho a la libertad. Detención preventiva por máximo de 72 horas 

o puesto a disposición de autoridad judicial. Derecho a ser informado 

de la detención y a la asistencia de un abogado. La ley regulará el 

habeas Corpus y el máximo de duración de la prisión provisional. 

18 

Garantiza el derecho al honor, intimidad personal, familiar y a la 

propia imagen. Inviolabilidad del domicilio, salvo orden judicial o 

flagrancia. Garantiza el secreto de las comunicaciones, salvo 

resolución judicial. Límite que la ley regulará a las comunicaciones 

informáticas para salvaguardad el honor, intimidad personal y 

familiar. 

19 

Derecho a elegir libremente la residencia y a circular por el territorio, 

así como a salir de España o a entrar, lo que no podrá ser limitado 

por motivos políticos o ideológicos. 

20 

Reconocimiento y protección a los siguientes derechos: a) expresar 

y difundir libremente los pensamientos por cualquier medio; b) 

producción literaria, artística, científica y técnica; c) libertad de 

cátedra; d) recibir libremente información, la ley regulará el derecho 

a la cláusula de conciencia y al secreto profesional. No podrá haber 

censura respecto a estos derechos. Estos derechos tienen por límite 

el respeto a los derechos reconocidos en este Título, las leyes, el 

honor, intimidad, protección a la juventud e infancia. 

21 

Reconocimiento del derecho de reunión. 

22 

Reconocimiento del derecho de asociación. 
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23 

Derecho de los ciudadanos a participar en los asuntos públicos 

directamente o por medio de representantes elegidos mediante voto, 

así como a acceder a cargos públicos. 

24 

Derecho a la tutela judicial y a la asistencia de letrados para su 

defensa. 

25 

Nadie puede ser condenado o sancionado sin la existencia de ley 

previa que tipifique delito o falta. Las penas de privativas de libertad 

y medidas de seguridad se orientarán hacia la reeducación y 

reinserción social. 

26 

Prohibición de los tribunales de honor en la administración civil y 

organizaciones profesionales. 

27 

Reconocimiento del derecho universal a la educación y los “poderes 

públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus 

hijos reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con 

sus propias convicciones”. Enseñanza básica obligatoria. Reconoce 

la autonomía de las universidades en los términos previstos 

legalmente. 

28 

Reconocimiento del derecho a sindicarse libremente y a la huelga. 

29 

Reconocimiento del derecho de petición para todos. 


A efecto de hacer más asimilable y comprensible los temas tratados, se ha dividido 
en dos la exposición y el análisis del Título Primero, siguiendo la propia separación 
en dos secciones que establece la Constitución. La anterior, que corresponde a la 
primera, contiene algunos aspectos novedosos dentro del constitucionalismo 
español. Destaca, por ejemplo, la abolición de la pena de muerte (art. 15). Como 
antecedente, la pena de muerte fue abolida en 1932 mediante reforma al código 
penal durante la Segunda República. Sin embargo, Franco la restableció en 1934 
para los delitos de terrorismo y bandolerismo, y la reintrodujo al código penal en 
1938. Las últimas aplicaciones de la pena se dieron en 1975, cuando se condenó a 
muerte a miembros de la ETA y del Frente Revolucionario Antifascista y Patriota 
(Amnistía Internacional s. f.). Destaca también, especialmente para nosotros, la 
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prohibición de los tribunales de honor profesionales, que sí se obliga a conformarlos 
en Guatemala. 

Además, por primera vez se da el reconocimiento de la “cláusula de conciencia” en 
España, literal d) del art. 20, lo cual se encuentra directamente relacionado con el 
ejercicio del periodismo. En su momento, José Beaumont comentó sobre el 
particular, en el diario El País del sábado 20 de mayo de 1978, lo siguiente: 

El reconocimiento de la cláusula de conciencia contemplada desde hace años 
en las legislaciones de la mayoría de los países europeos, aunque no en las 
leyes constitucionales, supone el derecho del profesional a la rescisión 
unilateral de su contrato que le une con la empresa en caso de modificación 
radical de la línea política, filosófica o religiosa del medio informativo en el 
que trabaja, y el derecho de éste a reclamar una indemnización, como si se 
tratara de un despido improcedente (1978). 

Como lo ha señalado Varela Suanzes-Carpegna, “el artículo 16.3 establece la 
aconfesionalidad del Estado, pero a la vez no deja de mencionar a la Iglesia católica, 
con quien el Estado mantendrá relaciones de cooperación” (2003, pág. 46). 

Después de haber revisado los aspectos más novedosos de la primera sección del 
Título Primero, a continuación, veremos la segunda: 


Sección Segunda: De los derechos y deberes de los ciudadanos 

Artículo 

Tema que regula 

30 

Defensa de España. Servicio militar, aunque admite la objeción de 

conciencia y una prestación social sustitutoria. Posibilidad de 

servicio civil, que se regulará en la ley. 

31 

Deber ciudadano de contribuir ai sostenimiento de los fastos 

públicos, de acuerdo a la capacidad económica personal, sobre la 

base de los principios de igualdad y progresividad, sin llegar a tener 

carácter confiscatorio. El gasto público se regirá por los criterios de 

eficiencia y economía. ]Toda prestación personal o patrimonio será 

con arreglo a la ley. 
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32 

Derecho de igualdad para el hombre y la mujer a contraer 

matrimonio, conforme regulación legal. 

33 

Reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia, 

derechos cuya función social será delimitada legalmente. Acepta la 

expropiación por causa justificada y utilidad pública o interés social, 

mediante indemnización conforme lo dispuesto en la ley. 

34 

Derecho a crear fundaciones con arreglo a la ley. 

35 

El trabajo como deber y derecho, libremente electa la profesión u 

oficio, derecho a una remuneración suficiente para el trabajador y su 

familia, sin discriminación por razón de sexo. La ley regulará ia 

materia. 

36 

La ley regulará ei tema de los Colegios Profesionales, que deberán 

ser democráticos, y el ejercicio de las profesiones. 

37 

La ley regulará la negociación colectiva laboral. 

38 

Reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de 

mercado. Defensa de la productividad conforme exigencias de ia 

economía general y, en su caso, de la planificación. 

Capítulo III: 

De los principios rectores de ia política social y económica 

Artículo 

Tema que regula 

39 

Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y 

jurídica de la familia. Buscarán la protección de los hijos, conforme 

la ley. Deber de asistencia délos padres a los hijos. Los niños serán 

protegidos conforme acuerdos internacionales que velen por sus 

derechos. 

40 

Los poderes públicos promoverán ei progreso social y económico, 

distribución equitativa de la renta regional y personal. Buscarán una 

política de pleno empleo, la formación y readaptación profesionales, 

seguridad e higiene, descanso y jornada laboral, vacaciones. 

41 

Los poderes públicos mantendrán un régimen público de seguridad 

social para todos, incluido el desempleo. 
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42 

El Estado velará por salvaguardar los derechos económicos y 

sociales de los trabajadores españoles en el extranjero y buscará su 

retorno. 

43 

Reconoce el derecho a la protección de la salud, lo que incluye 

fomento de la educación sanitaria, educación física, el deporte y 

utilización del ocio. 

44 

Promoción y tutelaje del acceso a la cultura, promoción de la ciencia 

y la investigación. 

45 

Reconoce el derecho a un medio ambiente adecuado y los poderes 

públicos velarán por el uso racional de los recursos naturales. 

46 

Promoción del patrimonios histórico, cultural y artístico de los 

pueblos de España y de los bienes que comprende. 

47 

Derecho a una vivienda digna y adecuada para todos los españoles. 

48 

Participación de la juventud en el desarrollo político, social, 

económico y cultural. 

49 

Políticas a favor de disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos en 

previsión, tratamiento, rehabilitación e integración. 

50 

Protección a las personas de la tercera edad, garantizando los 

poderes públicos pensiones adecuadas, actualizadas 

periódicamente y suficientes económicamente. 

51 

Defensa del consumidor, informándole y educándole y favoreciendo 

su organización. 

52 

La ley regulará las organizaciones profesionales para protección de 

sus intereses. 


Capítulo IV: De las garantías de las libertades y derechos fundamentales 


Artículo 

Tema que regula 

53 

Afirma que los derechos y libertades reconocidos en el capítulo 

segundo de este título vinculan a todo poder público. Reconoce el 

derecho de accionar ante tribunales ordinarios al vulnerarse los 

derechos del artículo 14 y la Sección primera del Capítulo segundo 

e, incluso, plantear el recurso de amparo ante el Tribunal 
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Constitucional. Luego plantea que los principios reconocidos en el 

capítulo tercero “informarán la legislación positiva, la práctica judicial 

y la actuación de los poderes públicos. Sólo podrán ser alegados 

ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las 

leyes que los desarrollen”. 

54 

Prescribe la emisión de la ley sobre la institución del Defensor del 

Pueblo, como comisionado de las Cortes. 

Capítulo V: 

De la suspensión de los derechos y libertades 

Artículo 

Tema que regula 
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Prevé qué derechos podrán ser suspendidos en una estado de 

excepción o de sitio conforme lo previsto en la Constitución, así 

como los casos en que se trate de bandas armadas o elementos 

terroristas. 


De los primeros artículos de esta sección, comprendidos del 30 al 38, sólo en el 
último no se prescribe la emisión de una ley ordinaria que desarrolle la materia, con 
lo cual se evidencia el sentido programático de la Constitución respecto a estos 
derechos. Estas leyes que manda emitir la Constitución se les conoce con el nombre 
de leyes orgánicas. 

En el capítulo III, que se integra del artículo 39 al 52, se desarrolla la concepción 
social de la Constitución en una amplia gama de derechos: protección social, 
económica y jurídica de la familia, búsqueda del pleno empleo, distribución de la 
renta, protección a la salud, la cultura, la investigación, medio ambiente, recursos 
naturales, patrimonio cultural, histórico y artístico, derecho a una vivienda digna y 
adecuada, participación de la juventud, protección a personas con discapacidades, 
protección a las personas de la tercera edad, defensa del consumidor, 
organizaciones profesionales. Todo esto, entendido como deberes que deben 
cumplir los poderes públicos. 

Sin embargo, después de tan amplio reconocimiento de derechos, en el tercer 
párrafo del artículo 53 se atempera todo lo dicho cuando se afirma que los principios 
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establecidos en el Capítulo tercero: “informarán la legislación positiva, la práctica 
judicial y la actuación de los poderes públicos”. Lo cual significa que los principios 
únicamente “informan”, es decir, sirven de orientación y guía para las diferentes 
prácticas y ejercicios gubernamentales del poder, pero no son preceptos de 
aplicación propia o inmediata. Esto se ratifica inequívocamente en la última frase de 
ese artículo, en donde se concluye que: “Sólo podrán ser alegados (los principios) 
ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los 
desarrollen”. 

Atendiendo a esa característica en la formulación de los principios en donde se 
establecen los derechos sociales, como se dijo, se ha hablado de normas 
programáticas, pero, junto a ella, también existen otras calificaciones en la doctrina, 
como las que recoge Robert Alexy: 

...se habla de “fórmulas lapidarias y de disposiciones de principios que 
carecen en sí mismas de univocidad de contenido”, de “frases 
programáticas”, de una “aglomeración de cláusulas generales y de 
conceptos-plastilina”, de la falta de “independencia conceptual”, de “fórmulas 
vacías bajo las cuales pueden ser subsumidos cualesquiera estados de 
cosas”... (1993, pág. 21-22). 

A esta vaguedad e imprecisión legislativa constitucional, influenciada por las 
consideraciones de imposibilidad de establecer programas económicos rígidos de 
imposible cumplimiento, y sujetos a la eventual oportunidad de que puedan lograrse 
los fines propuestos, debe añadirse el efecto psicológico y moral que pueda tener 
sobre el ciudadano al ver que se afirma un “derecho” en la ley básica, pero en la 
realidad no existen las políticas o programas para su implementación u observancia. 
Fernández-Miranda Campoamor, al referirse a los principios sociales de la 
Constitución española de 1978, lo señala de la siguiente manera: 

No sabría decir si la incorporación expresa de esta prolija tabla de principios, 
a veces bajo el vocablo de derechos (a la vivienda, a la salud...) fue un acierto 
o un error constitucional. Lo que no puedo dejar de preguntarme es si no 
comporta un serio riesgo: que el lector profano de la Constitución, el no jurista, 
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incapaz de una interpretación sistemática del texto y desconocedor, 
seguramente, del significado del artículo 53.3 CE, 109 no deje de tener la 
sensación de que la Constitución se incumple, por ejemplo, por sus 
dificultades para hacer viable «su derecho» a una vivienda digna (2003, pág. 
158). 

Sobre esta afirmación habría que agregar cómo, en la actualidad, en el contexto de 
una política económica de austeridad y manejo de la crisis del Estado, el desencanto 
y la frustración se estaría dando ya no sólo en bienes o prestaciones tan onerosas 
como el de la dotación de vivienda, sino en aspectos como la posibilidad de contar 
con trabajo (derecho-obligación), la salud, protección frente al desempleo, etc. 
Evidentemente, el entorno económico condiciona la oportunidad política para que 
tales derechos o, mejor dicho, los principios, puedan realizarse de manera inmediata 
o mediata, pero también -lo cual es motivo de mayor conflictividad- que los 
derechos y prestaciones ya adquiridos puedan continuar manteniéndose. Y esto 
pone de relieve el divorcio que puede existir, y de hecho existe, entre la regulación 
jurídica sobre los derechos sociales y la factibilidad económica del Estado del 
bienestar. 

Como complemento a esa amplia legislación social, existen dos instituciones 
nuevas que aparecen de manera característica con el neoconstitucionalismo de la 
segunda posguerra mundial. Se trata de la figura del Defensor del Pueblo (art. 54), 
el Ombudsman, que defenderá los derechos consagrados en este título, y del 
Tribunal Constitucional (arts. 159 al 165). Además, se reconoce, como figura jurídica 
procesal para la defensa de los derechos, el recurso de amparo, de origen 
mexicano, para accionar ante la jurisdicción ordinaria y ante la constitucional (arts. 
22.3, 53.2, 161 .b, 162.b). 

El diseño y configuración del Tribunal Constitucional es de suma importancia en la 
efectividad e implementación de los derechos sociales. Alexy, al referirse al caso 
alemán, plantea lo siguiente: “Lo que hoy son los derechos fundamentales es 
definido, principalmente, sobre la base de la jurisprudencia del Tribunal 


109 Constitución española. 
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Constitucional Federal” (1993, pág. 23). Lo mismo ha sucedido en Italia y en 
España. Para Bon, en España “el Tribunal se ha convertido, sobre todo, en juez de 
los derechos fundamentales y no es juez de la ley” (2003, pág. 16). Fernández- 
Miranda Campoamor ha seleccionado la jurisprudencia del Tribunal Constitucional 
de los años 1995 a 2002, período en el cual se dictaron 1637 sentencias de todo 
tipo, si bien la mayoría en recursos de amparo. De ellas, únicamente en diez se 
invocó la cláusula social del artículo 1.1 110 o el mandato del artículo 9.2 * * 111 , sin que 
la cita supusiera que serviría de ratio decidendi. Es más, de las diez, sólo en seis 
se invoca directamente el Estado social y nunca en el sentido de ampliar la 
aplicación de la cláusula social o el mandato a los poderes públicos (2003, pág. 175- 
176). Con base en ese análisis, Fernández-Miranda Campoamor concluye: 

Y esto es todo. Se comprenderá que la operatividad de la cláusula del Estado 
social, en estas 1637 sentencias, es prácticamente irrelevante. O se invoca 
para desestimar su aplicabilidad o se invoca para reiterar jurisprudencia ya 
ampliamente establecida, y doctrinal y políticamente pacífica (2003, pág. 
177). 

De lo apuntado se infiere que lo que lo que se denomina la “densidad normativa”, 
es decir, de acuerdo a como lo define el Diccionario del español jurídico, “la 
intensidad o pormenor de la regulación establecida en una norma con rango de ley 
que deja poco margen de discrecionalidad para su aplicación a los órganos 
administrativos o para su interpretación a los jueces y tribunales” (Real Academia 
Española 2016) es poca o nula en relación a la cláusula social. 

Ese poco o pobre cumplimiento a las reclamaciones sociales, se convierten en 
reproches tanto hacia el constitucionalismo como a la democracia por las 


110 España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores 

superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político. 

111 Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad 
del Individuo y de los grupos en que se Integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que 
impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, 
económica, cultural y social. 
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expectativas frustradas, en lo que Norberto Bobbio ha llamado las “falsas promesas” 
(2010, pág. 28). 

1.3.4 Una perspectiva general sobre las constituciones de la 
posguerra en Europa 

Antonio Torres del Moral señala en un interesante artículo que: “Fue en la 
Constitución de la Primera República (francesa) (1793) donde se hizo la primera 
formulación histórica de los derechos económicos y sociales”, que también estuvo 
acompañada del impulso de principios de contenido democrático. Así, en el primer 
artículo se estableció que “el fin de la sociedad es el bienestar común”. En tanto, en 
el 21 se definió que: “El socorro público es una deuda sagrada. La sociedad debe 
asistencia a los ciudadanos desgraciados bien procurándoles trabajo, bien 
asegurando los medios de existencia para aquellos que no están en situación de 
trabajar”. El establecimiento de tales derechos se hizo sobre la base de dos vectores 
ideológicos que inspiraron a Rousseau, Babeuf y a Robespierre: los principios de 
igualdad y solidaridad. Así, por ejemplo, Robespierre se opuso ai voto censitario 
que apoyaba Sieyés, argumentando que: “Si sólo unos cuantos tienen el privilegio 
de votar y de elegir a las autoridades de la nación, entonces los demás no son 
ciudadanos”. Esta propuesta se puso en práctica en las elecciones realizadas en 
1792 y se incorporó en un artículo de la Constitución de 1793 que, como se dijo 
antes, no llegó a cobrar vigencia. Incluso Condorcet, reconocido girondino, se 
mostró favorable a que se aceptara el voto femenino, a la abolición de la esclavitud 
y a que se extendiera el reconocimiento de derechos a todas las razas. Por aparte, 
no debe olvidarse que también por esa época se dio la proclama de la “Declaración 
de derechos de las mujeres y de las ciudadanas” de Olimpia de Gouges (Torres del 
Moral 2009, pág. 31-32). De este modo, la preocupación por el logro de una 
legislación social surge originalmente en los grupos políticos de izquierda y en un 
momento revolucionario. 

Pero esa tendencia original hacia el reconocimiento de los derechos sociales fue 
socavada dentro del mismo proceso revolucionario francés con el régimen 
termidoriano y, más tarde, con el bonapartismo. Como bien lo señala Torres del 
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Moral, ese movimiento de derechos sociales habría de ser olvidado por doscientos 
años en manuales, tratados y monografías (2009, pág. 32). 

Robespierre se convirtió en la temida personificación jacobina del terror, por lo que 
sus ideales y propuestas, junto a las de sus partidarios, fueron objeto de abierto 
rechazo. Pasado el dominio bonapartista, en Europa se desarrollaron unas formas 
de gobierno que conciliaron el Antiguo Régimen con monarquías moderadas, 
sufragio limitado (censitaño) y libertades económicas con escaso contenido social. 
Así se instauró el liberalismo, con lo que se “quiere significar un liberalismo 
económicamente acentuado, políticamente tibio y socialmente muy bajo” (Torres del 
Moral 2009, pág. 33), que permitió la expansión del capitalismo en medio de un 
entorno político que le era propicio. Centurias de aportación teórica y luchas sociales 
habían permitido finalmente la prevalencia del mercado, la destrucción del 
feudalismo, la liberación de las rémoras medievales, la pérdida de la tutela papal 
sobre nobles y laicos. Constitucionalismo, republicanismo y democracia cobrarían 
fuerza a lo largo del siglo XIX para configurar una nueva realidad política, así como 
una distinta legitimación del poder, y crear las nuevas estructuras socioeconómicas 
del mundo moderno. Laski lo resume al afirmar que el “siglo XIX es la época del 
triunfo liberal” (2003, pág. 202). 

El constitucionalismo se convierte en el factor clave para legitimar los poderes 
públicos. El republicanismo y la democracia, atendiendo a la experiencia 
norteamericana, se convertirán en un modelo a imitar para los nuevos Estados que 
se conforman en América. Los estados avanzados de Europa, afirma Hobsbawm, 
reconocieron, aunque con cierto desgano, “no sólo que la ‘democracia’ (es decir, 
una constitución parlamentaria basada en un amplio sufragio) era inevitable, sino 
también que, a pesar de ser probablemente una molestia, era políticamente 
inofensiva” (2015, pág. 11). Se sucede una transmutación de la soberanía: de la 
monárquica, de origen divino, se traslada al pueblo o a la nación, bajo el auspicio 
constitucional. La Revolución industrial propulsa al capitalismo a nuevos niveles de 
riqueza material y, a finales del siglo XIX, se da un nuevo aliento al colonialismo de 
carácter imperialista. Es la época del “laissez faire, laissez passer” (dejar hacer, 
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dejar pasar), es decir, de la interesada neutralidad estatal frente al emprendimiento 
burgués. 

Sin embargo, incluso con ser el siglo XIX el del liberalismo, éste debió enfrentar el 
rechazo por parte de diferentes adversarios. De un lado, como lo señala Laski 
(2003, pág. 203),se encontraban las posturas conservadoras de hombres como 
Joseph de Maistre (1753-1821), cuyo pensamiento se inclinaba por la monarquía, 
el papel rector de la Iglesia católica en lo social y político, el rechazo a la democracia 
y al legado de la Revolución francesa (a la cual juzgaba como algo satánico), de la 
que en sus Considérations sur la France (1797) expresó que era: “el mal radical [...] 
el grado de corrupción más alto jamás conocido; la más pura impureza” (Pisarello 
2012, pág. 93); y Federico Hegel, quien fue el filósofo oficial en Alemania con la 
restauración monárquica de Federico Guillermo III, al punto de que, según Karl 
Popper, el “hegelianismo... se convirtió en apología del prusianísimo” y de cuyo 
pensamiento afirma que: “...Casi todas las ideas más importantes del totalitarismo 
moderno están heredadas directamente de Hegel...” (2006, pág. 278). Hegel 
defendió la monarquía constitucional, así lo afirma en su “Filosofía del Derecho”: “El 
desenvolvimiento del Estado como monarquía constitucional es la obra del mundo 
moderno, en el cual la Idea sustancial ha adquirido la forma infinita...” (2015, pág. 
208). Por otro lado, también se encontraban pensadores como Saint Simón, el cual 
consideraba que la libertad que se limitaba a los propietarios no era verdadera 
libertad y que se requería “de la intervención deliberada y decidida del Estado”; así 
como el positivista Augusto Comte, que atacaba el ideal liberal y también pedía la 
intervención estatal en nombre del concepto de ciencia que él mismo elaboró (Laski 
2003, pág. 203). 

Pero el más efectivo cuestionamiento al nuevo orden liberal provino del ala 
socialista, pasando por sus diversos planteamientos y concepciones, en la lucha por 
lograr formas lícitas de organización y participación política. Ante esa afirmación de 
que el mayor contendiente a la ideología liberal ha sido el socialismo, cabe 
preguntar: ¿qué es el socialismo? ¿qué se entiende por socialismo? ¿qué busca y 
propone? Para poder precisar sobre los alcances del término, partamos de lo 
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expuesto por Colé: “Generalmente hasta 1848 la palabra ‘socialismo’ no sugería en 
la mente de los hombres la idea de movimiento político, excepto hasta que Louis 
Blancy Pecueuren la década de 1840 le dieron en Francia esta significación” (1975, 
pág. 306). 

La imprecisión o falta de definición sobre qué debe entenderse por socialismo ha 
provocado confusiones importantes, al punto de que un autor como Ludvig von 
Mises, durante los años cuarenta del siglo XX, calificara a John Stuart Mili de 
impulsar el socialismo, cuando afirma en su libro “Liberalismo” que, a pesar de ser 
un “epígono del liberalismo clásico”: “En su vejez, influido por su mujer, cedió a toda 
una serie de compromisos, hasta deslizarse lentamente hacia el socialismo”. Esto 
le hizo culpable de llegar a ser: “...el responsable de la desenvuelta mescolanza de 
¡deas liberales y socialistas que llevó a la decadencia del liberalismo inglés e hizo 
vacilar el bienestar de la población inglesa...” La máxima acusación de von Mises 
contra Stuart Mili es la de que se convirtió en “el mayor defensor del socialismo”, ya 
que “todos los argumentos posibles a favor del socialismo fueron cuidadosamente 
elaborados por él”, de tal manera que: “Junto a Mili todos los demás autores 
socialistas -Marx, Engels y Lasalle incluidos- casi desaparecen” (2014b, pág. 164). 
Von Mises, así, condena a uno de las figuras más notables del liberalismo del siglo 
XIX bajo el señalamiento de apostasía, y de ser el mayor promotor del socialismo 
superando incluso a los más radicales líderes decimonónicos de ese movimiento. 
La inconsistencia de tales argumentos resulta más que evidente y 
abrumadoramente injusta. 

Por lo antes expuesto, es necesario establecer los puntos comunes de los diferentes 
planteamientos socialistas. De acuerdo con G. H. Colé, quien escribió una vasta y 
completa historia del socialismo en siete tomos, pueden señalarse los siguientes 
aspectos políticos como típicos de las diferentes teorías socialistas: a) parten del 
reconocimiento del “problema social”, el cual creen debe resolverse mediante 
alguna acción colectiva; b) son hostiles al laissez faire, a la concepción de que una 
ley natural, sin la intervención humana colectiva, dará un buen resultado; c) todas 
creen en las virtudes de la colaboración y están en contra de la competencia, o bien, 
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a favor de la planificación en oposición a la “libre empresa”; d) exigen una mayor 
actitud de cooperación a los hombres; y, concluye: e) el “factor más manifiesto en 
todos los ‘socialismos’ descritos en este volumen es la censura del espíritu de 
competencia tal como se manifiesta en la industria capitalista y de sus 
consecuencias en el malestar y opresión humanos” (1975, pág. 300-301). 

De lo señalado por Colé destaca la preocupación por lo social, frente a las 
consecuencias de una competencia de mercado, que reclama la solidaridad en 
oposición al individualismo, por la vía de la planificación económica, obviamente a 
cargo del Estado, para contrarrestar tanto el malestar como la opresión de los 
humanos. De lo dicho, es interesante que no existe entre las diferentes 
concepciones y teorías socialistas, según este autor de pensamiento socialista él 
mismo, el interés por la destrucción del sistema capitalista, sino su moderación, lo 
que posteriormente habría de llamarse, mucho tiempo después, un “capitalismo con 
rostro humano”, en oposición al laissez faire y laissez passer (dejar hacer y dejar 
pasar), que conllevan una tolerancia y pasividad del Estado en la evolución del 
capitalismo bajo la concepción liberal. 

Así como existían diferentes puntos de vista en lo político dentro de las 
concepciones socialistas, en lo económico no eran menos acusadas. Colé señala 
las diferentes visiones y desacuerdos: a) la mayor parte de la izquierda coincidía en 
censurar los monopolios, pero no coincidían en definir qué era un monopolio, pues 
para algunos lo eran las grandes fortunas, para la mayoría se refería a privilegios 
legalizados incluso de origen feudal; b) los saint-simonianos deseaban grandes 
empresas de servicios públicos, en tanto otros eran anti-industriales y abogaban por 
pequeñas comunidades agrícolas o artesanales; c) en cuanto a la propiedad, 
algunos querían difundirla, otros concentrarla en formas de propiedad común o 
colectiva; d) respecto a los ingresos, hubo quienes buscaban que fueran ¡guales 
para todos y otros que se diera una distribución con arreglo a las necesidades, pero 
también algunos creyeron que debían darse en función de los servicios prestados a 
la comunidad; e) ciertos grupos se pronunciaron a favor de la progresividad de los 
impuestos; f) otros propusieron la abolición de la herencia, pero algunos estuvieron 
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en desacuerdo pues consideraron que favorecía la unión y continuidad de la familia; 
g) algunos se pronunciaron por que el Estado o la constitución garantizara un nivel 
mínimo de vida y también el derecho al trabajo, pero otros veían en esto la 
destrucción del estímulo para trabajar; h) en relación al trabajo femenino, algunos 
consideraron que debía dárseles acceso a las mujeres libremente, lo que para otros 
significaba destruir a la familia y lo veían como algo inmoral; i) respecto a la 
conducción del proceso económico, ciertos grupos se pronunciaron a favor de la 
dirección obrera siguiendo líneas democráticas, a lo que otros contrapusieron la 
propuesta de que era preferible el gobierno de los técnicamente capaces (1975, 
pág. 302-303). Como se ve, existía todo un caleidoscopio de propuestas, visiones y 
alternativas entre los llamados socialistas. 

Esta falta de unidad, y su consiguiente divergencia sobre cuál debía ser el proyecto 
revolucionario, llevó a que dentro de los socialistas surgiera un grupo que, al 
reunirse en Londres en junio de 1847, decide adoptar el nombre de “Liga 
Comunista”. Colé explica que: “...eligieron este nombre, en lugar de ‘Socialista’, 
sobre todo porque la palabra socialismo estaba demasiado asociada según ellos 
con sueños de utopías y demasiado poco con las luchas de la clase obrera...” (1975, 
pág. 310-311). Los socialistas apelaban a la fraternidad entre los hombres, no a la 
solidaridad de clase, como promovía Carlos Marx y Federico Engels. La palabra 
comunista adquiriría un nuevo significado: “.. .Quisieron asustar con ella a las clases 
ricas, y lo consiguieron...” (Colé 1975, pág. 311). 

Esta diferencia en los alcances del término “socialista” y “comunista”, con el tiempo, 
sería de gran significación, pues suponía dos proyectos políticos, económicos y 
sociales distintos. Dentro del socialismo cabía la posibilidad de reformismo 
conforme los parámetros del sistema capitalista, es decir, la atenuación del 
liberalismo. En tanto el comunismo era abiertamente hostil al capitalismo y se 
proponía, explícitamente, destruirlo en pro de sus ideales. La disyuntiva era, pues, 
fraternidad o lucha de clases. 

En un sentido muy importante, el socialismo significó el reclamo por el paso de la 
igualdad formal, reconocida especialmente en el plano legal, al de la igualdad real, 
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que, ineludiblemente, supone el “buen vivir”, el derecho a la “felicidad” de los 
hombres en este y no en ningún otro mundo. Sin embargo, para los liberales 
extremos del decimonónico, así como para sus herederos del próximo siglo -como 
von Mises-, toda concesión a favor de la “igualdad”, por mínima que fuera, como las 
concebidas por progresistas liberales como Stuart Mili, significaba ser un socialista, 
un subversor, un traidor a la causa de las “leyes naturales” que daban por supuesto 
que los hombres son desiguales, y deben seguirlo siendo, siempre. 

En este punto cabe preguntar: ¿por qué prosperaron los movimientos socialistas? 
¿qué razones sirvieron de justificación para la movilización social? Los efectos de 
la innovación en la producción en Inglaterra, por ejemplo, dieron lugar a lo que se 
conoce como la migración del campo a la ciudad de las personas, debido a que las 
tierras que antiguamente servían para cultivo resultaban ahora, con el desarrollo de 
la industria textil, más lucrativas si se dedicaban al pastoreo de ovejas, cuya lana 
servía de materia prima para esa industria. Donde hubo cientos de personas 
cultivando la tierra, ahora había unas cuantas que se dedicaban a pastorear ovejas. 
Walter Montenegro refiere las terribles condiciones en que trabajaban hombres, 
mujeres y niños en las minas y en las fábricas en 1840. Los niños eran encadenados 
a las máquinas y se les limaban los dientes para que comieran menos. El pago a 
los trabajadores era de 8 chelines, pero necesitaban de 14 para sobrevivir, por lo 
que el resto se obtenía mediante la prostitución, la mendicidad o el robo. La jornada 
laboral era de 11 horas diarias durante 6 días de la semana (en el siglo anterior al 
XIX, había sido de 18 horas) (2006, pág. 37-38). 

Incluso von Mises, en su libro “La acción humana” de 1949, reconoce en parte las 
penurias de los trabajadores, cuando afirma que: 

Durante las primeras décadas de la Revolución Industrial, el nivel de vida de 
los obreros era tremendamente bajo, comparado con el de las clases a la 
sazón privilegiadas o con el de las modernas masas proletarias. Se trabajaba 
muchas horas, en malas condiciones higiénicas. El hombre consumía 
rápidamente su capacidad laboral (2014a, pág. 634). 
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Pero la interpretación que von Mises realiza sobre el rol de la industria y esa realidad 
difiere de la de otros autores, ya que “las fábricas abrían un camino de salvación a 
aquellas masas a las que los sistemas restrictivos imperantes habían condenado a 
la miseria”. De ese modo, plantea, esos “desgraciados acudieron en tropel a las 
plantas fabriles única y exclusivamente porque éstas les permitían elevar su nivel 
de vida”. Es más: “Las fábricas eran la única salvación posible. El taller los rescató, 
en el estricto sentido de la palabra, de la muerte por inanición” (2014a, pág. 634). 

Sin embargo, el peligro revolucionario existía de manera latente. Así, por ejemplo, 
Alexis de Tocqueville lo manifestó en la asamblea francesa, cuando dijo a principios 
de 1848: “Estamos durmiendo sobre un volcán... ¿No se dan ustedes cuenta de 
que la tierra tiembla de nuevo? Sopla un viento revolucionario, y la tempestad se ve 
ya en el horizonte” (Hobsbawm 2015, pág. 15). En el contexto social y político, los 
movimientos populares de corte revolucionario ocurridos en Europa durante 1848, 
conocidos como “la primavera de los pueblos” (Pisarello 2012, pág. 104), iniciaron 
en Italia para extenderse posteriormente a Francia, Alemania, Austria-Hungría, pero 
terminaron en total fracaso para 1850 (Colé 1975, pág. 286); así como la Comuna 
de París de 1871, otra derrota, pero sirvieron para evidenciar el desasosiego social 
y la creciente inestabilidad política por los reclamos de mejores condiciones de vida 
para los trabajadores y sus familias. 

Previamente a estos movimientos sociales, en enero de 1848, Carlos Marx y 
Federico Engels publicaron el “Manifiesto del partido comunista”. Con este y otros 
aportes teóricos paulatinamente el socialismo, en especial gracias a la coherencia 
que Marx y Engels le dieron, llegó a convertirse en un peligro real para la estabilidad 
en varios estados, y en un serio cuestionamiento para el liberalismo clásico 
decimonónico, pues, como lo indica Bertrand Russell: “Se debe a Marx, en 
colaboración con Engels, el haber sistematizado en un cuerpo coherente la doctrina 
socialista, en forma bastante plausible y clara para conquistar el espíritu de grandes 
multitudes, y también la formación del movimiento socialista internacional” (2013, 
pág. 18). 
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Pisarello afirma que la reacción de los gobernantes después de estos movimientos 
de descontento social se manifestó, básicamente, en dos posturas. Por una parte, 
los conservadores más lúcidos intentaron combinar la represión y exclusión política 
de las organizaciones obreras con la adopción de políticas sociales, que servirían 
para neutralizar las reclamaciones democráticas. Por la otra, en algunos lugares se 
optó por la abierta represión del movimiento popular al punto que el cerco represivo 
acabó por quebrarse (2012, pág. 104). 

Colé señala que después de 1848 se dio el fenómeno de la ampliación del derecho 
al voto en la mayoría de los países de Europa occidental, con lo cual: “...A medida 
que el derecho al voto fue extendiéndose, la posibilidad de un ‘Estado Benefactor’ 
basado en la presión democrática ejercida sin violencia llegó a verse poco a poco”. 
El proceso de democratización, al ampliarse el derecho al voto, vino a cambiar las 
posibilidades de establecer un orden social de tipo socialista, pues hasta antes de 
1850, e incluso un poco después, las únicas dos alternativas para hacerlo eran la 
revolución violenta o la cooperación sin el concurso del Estado (1975, pág. 313). 

En la segunda mitad del siglo XIX comenzaron a adquirir importancia dos 
instituciones de nuevo cuño: los sindicatos, que fueron importantes para canalizar 
las reclamaciones económicas, laborales y de seguridad social; y los partidos 
políticos, como la alternativa para acceder legítimamente al poder y posibilitar la 
participación democrática de la ciudadanía. Ambas aparecieron como instancias 
importantes en la vida social ya para 1860 en Inglaterra como en Estados Unidos y 
Suiza, no así en otros países europeos, aunque sólo era cuestión de tiempo que se 
desarrollaran también en ellos (Colé 1974, pág. 8). 

El momento decisivo para que finalmente apareciera en ciernes el “Estado 
benefactor” (o del bienestar) no deja de contener cierta ironía, pues ocurrió en 
Alemania, en el momento en el cual Prusia se aprestaba a intentar hacer valer su 
hegemonía y conseguir la unificación nacional, y estaba dirigida por un régimen 
conservador, no por un gobierno socialista, con el “Canciller de hierro” Otto von 
Bismarck a la cabeza. Laski afirma que: “...Bismarck trató de paralizar el progreso 
del socialismo en Alemania con medidas como su plan de seguro social” (2003, pág. 
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216). Para que el Canciller alemán llegara a tal convencimiento y promoviera las 
bases para el nacimiento del Estado del bienestar con medidas que abarcan los 
años 1860 a 1890 (Pisarello 2012, pág. 104), existieron diferentes influencias de 
pensamiento. Entre ellas las de Hegel, Lorenz von Stein (1815-1902), Ferdinand 
Lasalle (1825-1864), así como los llamados “socialistas de cátedra”, partidarios 
estos de soluciones reformistas promovidas desde el Estado (Pisarello 2012, pág. 
106). 

Hegel, apunta Pisarello, fue de los primeros pensadores que vieron la relación 
conflictiva que existía dentro del marco de las relaciones capitalistas entre sociedad 
civil y el mercado, de tal forma que esa sociedad civil correspondía a un ámbito 
desigual y jerárquico, en el que la posibilidad de satisfacer las necesidades se 
encontraba subordinada a las relaciones que se tuvieron con el mercado productivo. 
El Estado, pensaba Hegel, podía mediar a favor de las clases en conflicto para así 
evitar una ruptura (2012, pág. 105), es decir, una revolución. 

Las ideas de Hegel tuvieron continuidad y desarrollo en el sociólogo y jurista Lorenz 
von Stein, quien después de publicar una obra sobre el desarrollo del socialismo en 
Francia planteó que tanto el socialismo como el comunismo partían de la 
abstracción de la soberanía popular, así como de un horizonte, el de la superación 
de las clases sociales, lo que sólo podía lograrse mediante la guerra civil, es decir, 
una vez más, la revolución. Por tanto, para von Stein, la Constitución debía ser 
realista y partir del contexto histórico para contribuir a la supervivencia del Estado y 
al mantenimiento del orden social existente. Para lograrlo, propuso que, atendiendo 
a las condiciones del capitalismo de la época, sólo era posible a través del 
establecimiento de la “Monarquía social”, la que buscaría ubicarse por encima de 
las disputas sociales, mejoraría las condiciones de las clases trabajadoras y así 
lograría evitar la revolución (Pisarello 2012, pág. 105-106). Von Stein, citado por 
Pisarello, afirmó que: 

Cuanto más pobre la comunidad entera -escribió- más débil el poder del 

Estado, más fácil la perturbación de la paz en el conflicto siempre creciente 

de los dos elementos de la sociedad”. De ahí que la misión del Estado “en su 
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propio interés, [sea] preocuparse [preventivamente] por la clase inferior”, de 
manera que esta, “una vez reconocido lo irrealizable de las teorías 
comunistas y socialistas, se dirija al Estado [...] para conseguir de él la 
realización de sus ideas” (2012, pág. 106). 

En cuanto a Ferdinand Lasalle, quien es famoso en la literatura constitucional por 
su opúsculo “¿Qué es una constitución?”, su influencia sobre Bismarck se basa en 
su afirmación de que los problemas constitucionales no son primordialmente 
problemas de derecho, sino de poder. Por lo que si la Constitución no refleja esos 
factores reales y efectivos de poder que rigen al país, la misma queda reducida poco 
más que a una simple hoja de papel (das Blatt Papier), es decir, a casi nada 
(Pisarello 2012, pág. 107). 

Bismarck supo aprovechar este conjunto de ideas. Su pragmatismo para privilegiar 
la estrategia de la razón de Estado (raison d’état), que los alemanes denominaron 
fíealpolitik, “sin modificar, empero, su significado” (Kissinger 2004, pág. 98), le 
permitió aceptar diferentes fuentes de ideas, incluso las socialistas de Lasalle, para 
conjurar la posibilidad de una revolución en Alemania y contrarrestar también la 
influencia de la burguesía, con lo cual pretendió fortalecer al Estado y a la 
monarquía misma. Su fin era, y logró conseguirlo, erigir el segundo Reich alemán, 
y si para ello era necesario impulsar el reformismo jurídico, laboral y económico, 
estaba dispuesto a hacerlo. 

¿Cómo inició el Estado de bienestar, en cuanto seguro social, durante el período de 
Bismarck? Se creó el primer programa que contempló compensaciones para los 
accidentes de trabajo (1871) (Kerstenetzky 2017, pág. 43), luego el primer programa 
de seguros de salud específicamente para los trabajadores (1883), dentro de lo cual 
se incluía la cobertura por maternidad, y a continuación se establecieron las 
pensiones tanto para los adultos mayores trabajadores como para los 
permanentemente discapacitados (1889), este último financiado en forma mixta por 
patronos y trabajadores (Pisarello 2012, pág. 107). 

El carácter autoritario y conservador de la iniciativa alemana ha sido citado muchas 
veces; así, Stein Kuhnle y Anne Sander, como lo señala Kerstenetzky, destacan 
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dentro de los objetivos de esa política social tanto el intento de cooptar a los 
trabajadores como contrarrestar la influencia del movimiento socialista, pero 
también la construcción del Estado-nación, en donde se daría preponderancia al 
Estado prusiano y se aislaría la influencia de la Iglesia católica como fuerza política 
(2017, pág. 43). Estas medidas sociales tuvieron por complemento la prohibición de 
los partidos socialistas, las restricciones de los derechos de asociación y huelga, 
más la creación de un fuerte aparato policial para servir a esos objetivos (Pisarello 
2012, pág. 107). 

Es importante tomar en cuenta cómo, desde el registro histórico, el Estado de 
bienestar se “difundió desde los países por entonces menos desarrollados, 
industrializados y democráticos hasta los más desarrollados, más industrializados y 
más democráticos”, señala Cecilia L. Kerstenetzky (2017, pág. 41). Es decir, inició 
en Alemania y continuó en Austria y Francia, los países “menos” en varios aspectos, 
para después incidir en los países “más”: Inglaterra y los Estados Unidos. Lo que sí 
se evidencia en el surgimiento de estas primeras políticas es que para su adopción 
contó mucho el voluntarismo político, dentro del contexto de una agenda reformista 
que tiene como detonante un acontecimiento crucial, ya fuera una crisis, guerra, 
construcción del Estado nacional o subdesarrollo, señala la misma autora (2017, 
pág. 42-43). 

Esa especie de contagio de las políticas sociales sirvió para contrarrestar la 
influencia socialista y fueron adoptadas paulatinamente en una nueva concepción 
de filosofía social que pretendía tener un carácter preventivo frente al conflicto. La 
Iglesia católica evidenció esa influencia en la encíclica Rerum Novarum (De las 
cosas nuevas), expedida por el papa León XIII en 1891 a todos los obispos y 
catedráticos, en donde el pontífice finalmente reconoce, después de siglos de oficial 
reticencia, “que la propiedad privada nace del derecho natural” (Von Mises 2013, 
pág. 681). Sin embargo, en el noveno párrafo afirma cuáles son las causas del 
descontento obrero: 

Pues, destruidos en el pasado siglo los antiguos gremios de obreros, y no 

habiéndoseles dado en su lugar defensa alguna, por haberse apartado las 
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instituciones y las leyes públicas de la religión de nuestros padres, poco a 
poco ha sucedido hallarse los obreros entregados, solos e indefensos, por la 
condición de los tiempos, a la inhumanidad de sus amos y a la desenfrenada 
codicia de sus competidores. A aumentar el mal, vino la voraz usura: la cual, 
aunque más de una vez condenada por sentencia de la Iglesia, sigue siempre 
bajo diversas formas, la misma en su ser, ejercida por hombres avaros y 
codiciosos. Júntase a ésto que la producción y el comercio de todas las cosas 
está casi todo en manos de pocos, de tal suerte que unos cuantos hombres 
opulentos y riquísimos han puesto sobre la multitud innumerable de 
proletarios, un yugo que difiere poco del de los esclavos. 

Pero el papa también advierte de los peligros del socialismo, a continuación, en el 
décimo párrafo, expone: 

Para remedio de este mal, "los socialistas", después de excitar en los pobres 
el odio a los ricos, pretenden que es preciso acabar con la propiedad privada 
y sustituirla con la colectiva, en que los bienes a su conservación y 
distribución, los que rigen el municipio o tienen el gobierno general del 
Estado. Con este pasar los bienes de las manos de los particulares a las de 
la comunidad y repartir luego esos mismos bienes y sus utilidades con 
igualdad perfecta entre los ciudadanos, creen que podrán curar la 
enfermedad presente. 

Sin embargo, en última instancia, como afirma María Cristina Gómez Isaza, "...aquí 
de lo que se trata es de defender al Estado de la revolución mediante la reforma 
social. No se trata de fines positivos, sino de actitudes defensivas. No se trata del 
bien común de la sociedad, sino de la permanencia del Estado" (2006, pág. 85). En 
Inglaterra, Arthur James Balfour, uno de los propulsores de las políticas sociales 
incentivadas “desde arriba”, sostenía en 1890, según cita de Pisarello, que: “la 
legislación social no sólo ha de ser distinguida de la legislación socialista, sino que 
es su más directo antagonista y su más eficaz antídoto” (2012, pág. 107). 
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El éxito de contención para el asedio socialista fue rotundo, al punto de que “hasta 
la primera Guerra Mundial casi todos los países de Europa ya contaban con el 
núcleo inicial del programa [del Estado del bienestar] (Kerstenetzky 2017, pág. 44). 

A esta fase inicial de impulso del Estado del bienestar, que comprende desde finales 
del siglo XIX hasta la conclusión de la Primera Guerra Mundial, seguirá la 
consolidación ocurrida durante el período entre las dos guerras mundiales, para que 
más tarde llegara la franca expansión en lo que se ha llamado la época dorada, que 
se extiende desde finales de los años cuarenta hasta mediados de los años setenta 
(Kerstenetzky 2017, pág. 44-45). 

Dentro del período de las entreguerras mundiales destaca el New Dea! [Nuevo 
Pacto] en Estados Unidos y la famosa Alianza Red-Green sueca (Kerstenetzky 
2017, pág. 45-46). El New Dea!se dio en el contexto de la gran depresión de 1929. 
El presidente norteamericano Franklin Delano Roosevelt fue electo en 1933 y 
comenzó a impulsar el programa decididamente en 1935, ante la evidencia de que 
el mercado no se autorregulaba y la necesidad de afrontar el hecho de las penurias 
económicas y sociales que agobiaban a buena parte de la población del país. 
Roosevelt se propuso “embridar a los grandes capitales monopolistas y 
especulativos”, como lo califica Pisarello, a quienes el mandatario llamaba los 
“monarcas económicos”, para así reactivar la producción (2012, pág. 139). Esto le 
valió, y le vale, al presidente Roosevelt ser acusado falsamente de promover el 
socialismo (Montenegro 2006, pág. 17). Von Mises, en “La acción humana”, lo 
afirma contundentemente: “El New Deal americano, a través de la National 
Recovery Administraron, sabía bien lo que pretendía alcanzar; ni el gobierno ni su 
célebre «trust de cerebros» ocultaban que pretendían regular la actividad 
económica; en otras palabras, implantar un sistema socialista” (2014a, pág. 820). Y 
como lo dirá su discípulo, Friedrich Hayek, en “Los fundamentos de la libertad”, “el 
socialismo significa la desaparición de la libertad individual” (1961, pág. 13). 

Roosevelt debió enfrentar la mayor resistencia a su programa en la Corte Suprema 
de Justicia, la que se caracterizaba por “una visión económica ultraliberal”. Los Nine 
Oíd Men [nueve ancianos], como les llamaba Roosevelt a los jueces que 
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conformaban el alto tribunal, se habían mostrado insensibles “a la discriminación 
social y racial de obreros, mujeres y población india y negra”. No estaban dispuestos 
a tolerar el intento del gobierno de “limitar la libertad contractual y de empresa” 
(Pisarello 2012, pág. 139). Roosevelt consiguió en parte vencer la resistencia de la 
Corte Suprema. 

Para la implementación del Estado del bienestar fue decisiva la influencia de la 
teoría de John Maynard Keynes, formulada en su libro “Teoría general del empleo, 
el interés y el dinero” (1936). Keynes dirigió una carta al presidente Roosevelt el 31 
de diciembre de 1933, en la que le planteaba una serie de consejos sobre cómo 
encarar la crisis económica estadounidense, cuya base consistía en una 
intervención directa del Estado, a través del gasto público, para promover la 
reactivación económica, incluso mediante la aceptación del déficit presupuestario. 
En una frase de esa carta se resumía el planteamiento de Keynes, al decir de 
Galbraith: “Hago especial hincapié en el aumento del poder adquisitivo nacional, 
resultante de los gastos públicos financiados con préstamos...” (2017, pág. 145). 

Sin embargo, la plena implementación de las medidas keynesianas, asegura el 
economista John Kenneth Galbraith, se dio con la participación de Estados Unidos 
en la Segunda Guerra Mundial, en 1941. De manera que: “Entonces, la guerra trajo 
de repente el remedio keynesiano. Los gastos se redoblaron. Lo mismo hizo el 
déficit. Antes de terminar 1942, el desempleo era mínimo. En muchos lugares 
escaseaba la mano de obra”. En un sentido irónico, Galbraith expresa sobre lo 
ocurrido: “Hay otra manera de considerar este episodio. Hitler, terminado el 
desempleo en Alemania, lo había terminado también para sus enemigos. Fue el 
verdadero protagonista de las ideas keynesianas” (2017, pág. 149-150). Como 
vimos oportunamente, Alemania superó la crisis económica antes que ningún otro 
país, gracias a la política dirigida por Hjalmar Schacht, quien anticipándose a la 
teoría keynesiana básicamente implemento el intervencionismo estatal con éxito 
(ver supra el apartado 1.7.3.5 La recuperación económica: el milagro alemán). 

En cuanto a la Alianza Red-Green sueca, se trata de un exitoso modelo de 
concertación política con implicaciones económicas y sociales. Suecia enfrentó la 
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gran depresión, refiere Kerstenetzky, con una reforma social. Esta contó con el 
apoyo de los trabajadores urbanos y de la socialdemocracia, así como de los 
agricultores que se encontraban en penurias, para asegurar el pleno empleo y el 
apoyo al precio de los productos agrícolas. El país suscribió lo que se ha 
denominado “el compromiso histórico” entre los trabajadores y los capitalistas. 
Mediante éste, se logró el compromiso con el crecimiento económico, manteniendo 
las prerrogativas del capital y el derecho a la sindicalización, por una parte, y, por la 
otra, la adopción de políticas para asegurar el pleno empleo, la progresividad 
tributaria, para reducir la desigualdad económica y financiar necesidades colectivas 
como la educación, la salud y la vivienda (2017, pág. 46). También los economistas, 
en la denominada escuela de Estocolmo, se anticiparon a los planteamientos 
keynesianos, y coadyuvaron con sus ideas a la implementación del Estado 
providencia. 

Vistos en su conjunto todos estos eventos, resulta claro que el liberalismo 
decimonónico, con su propuesta del “dejar hacer, dejar pasar”, enfrentó una crisis 
social que se encausó por varias vías de tipo revolucionario, tales como la 
anarquista, la socialista y la nacionalista. En medio de ese contexto, fue en Alemania 
en donde comenzó el reformismo social, que promovió dejar atrás la pregonada 
neutralidad estatal de corte liberal frente a los problemas sociales, y con ello 
comenzaron a sentarse las bases de lo que más tarde se conocería como el Estado 
del bienestar. El ejemplo alemán fue diseminándose por otros países gracias a que 
demostró ser un efectivo recurso disuasivo para la promoción de las consignas 
socialistas. 

El segundo momento para el avance del Estado social ocurrió con la crisis 
económica que representó la gran depresión de 1929. Los Estados Unidos y Suecia 
promovieron dos modelos diferentes, pero ambos orientados a crear unas 
condiciones socioeconómicas que atendieran las necesidades de la población, a 
través de la intervención activa del Estado en la economía, la planificación y el 
manejo del gasto público como herramienta para promover la reactivación 
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económica, influenciados por concepciones económicas heterodoxas al liberalismo 
clásico de Adam Smith y David Ricardo. 

Sin embargo, también los países fascistas, entendido el concepto en sentido amplio, 
utilizaron del intervencionismo estatal, la regulación y la planificación, aunque en 
diferentes grados, para superar la crisis económica. Es más, Alemania, bajo el 
régimen nazi, fue el primer país industrializado en superar la crisis y lograr 
prácticamente el pleno empleo, lo que le dio amplia popularidad al régimen. Los 
países de corte fascista, recuérdese que tales movimientos existieron no sólo en 
Alemania e Italia, representaron la construcción de regímenes políticos que 
buscaron aliarse con la burguesía nacional, en un momento de crisis del capitalismo. 

El Estado demoliberal, en su conjunto, debió abandonar la tradicional neutralidad e 
incorporar elementos de intervencionismo público en la conducción económica, lo 
que se entiende como cierta forma de “socialización”, es decir, la incorporación de 
algunos aspectos propios del socialismo, para asegurar la sobrevivencia del sistema 
capitalista. El desafío, pues, era innovar y reformar, dentro del marco de lo legal, o 
bien, aceptar la polarización y el conflicto social, que tendía a alcanzar tendencias 
revolucionarias y de desintegración del sistema. 

Pero la crisis económica capitalista de las primeras décadas del siglo XX se tradujo 
también en crisis política después de la Primera Guerra Mundial. El sistema de 
relaciones internacionales de la posguerra fue frágil y permitía prever, como lo 
percibió Keynes, que sólo era cuestión de tiempo para que pudiera darse un nuevo 
conflicto bélico. 

Con el advenimiento de la Segunda Guerra Mundial, el totalitarismo, surgido como 
un nuevo fenómeno político propio del siglo XX, apareció como la negación de la 
democracia y la amenaza a la libertad individual y colectiva. Occidente promovió, 
como parte de la confrontación con los países del Eje, el discurso a favor de la 
democracia, el respeto a los derechos de las personas y la libertad de los pueblos, 
por lo que terminado el conflicto armado debía darse una reestructuración política, 
económica, social y de las relaciones internacionales, que redefiniera ai sistema 
capitalista. Sin embargo, dentro del escenario internacional de la posguerra 


472 


apareció, como nuevo sujeto a tomar en cuenta, la Unión Soviética, cuyo dominio 
territorial se expandió considerablemente y su propuesta de una alternativa de 
ordenamiento social era por completo diferente y hostil al capitalismo. El mundo, en 
el contexto de la paz, había quedado polarizado, con dos superpotencias definidas: 
los Estados Unidos y la Unión Soviética. 

Concluida la guerra, fue necesario redefinir la democracia, valerse de ella para 
cumplir las exigencias del nuevo orden mundial: 

...Sólo cuando la guerra había terminado y el dominio de la Unión Soviética 
sobre Europa del Este se había vuelto más firme, se hizo necesario definir la 
democracia con mayor resolución para explicar las bases de la alianza o la 
enemistad políticas, tanto en casa como en el mundo... (Dunn 2014, pág. 
247) 

La reconstrucción de Europa y la salvación del capitalismo debieron darse desde la 
perspectiva de tres enfoques: el económico, lo que se consiguió a través de la 
promoción del Plan Marshall; el político, mediante el impulso de los procesos de 
democratización, sobre la base del neoconstitucionalismo; y el social, con la 
creación de un sistema que permitiera la movilidad, fuera incluyente y atendiera las 
necesidades personales y colectivas para el buen vivir, es decir, la implementación 
del Estado del bienestar. 

Debe entenderse que, si los primeros programas de contenido social en Europa 
sirvieron para la contención de la amenaza socialista, como algo posible, en el 
mundo de la segunda posguerra el apremio era evitar el avance del comunismo, 
como algo real, lo que demandaba una sociedad más abierta, democrática, 
participativa, incluyente hasta en lo político, al aceptar la diversidad ideológica. Para 
ese momento, sobre la base de la experiencia histórica, la fobia liberal a la izquierda 
debía ceder para comprender que no eran equiparables el socialismo reformista que 
el comunismo revolucionario. La contención comunista no era factible desde el 
tradicional enfoque liberal, por sus planteamientos inflexibles. 
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Desde esa perspectiva debe ser analizado el neoconsitucionalismo de la segunda 
posguerra mundial, cuyas características fueron diferentes al constitucionalismo 
liberal, en cuanto a que incorporó decididamente los derechos sociales y estableció 
los principios para crear un Estado social de derecho. Las constituciones de Italia, 
Alemania y España, que revisamos anteriormente, así lo demuestran. 

Una afortunada convergencia de intereses políticos, económicos, sociales e 
históricos, posibilitaron así la construcción de regímenes democráticos y 
constitucionales en Europa que dieron vida al Estado social jurídico, materializado 
en el Estado providencia. Se constituyó así un “compromiso de clase” entre el capital 
y la fuerza de trabajo, para la paz y la tranquilidad en el ámbito doméstico, afirma 
Harvey (2017, pág. 14). 

Sin embargo, el Estado del bienestar, como se dijo, para su implementación estaba 
sujeto a las decisiones políticas y éstas condicionadas, en parte, por las 
circunstancias económicas y la competencia con el sistema económico rival. El ciclo 
de milagros económicos que favoreció la prosperidad y el Estado social llegaron a 
un punto máximo, para entrar en crisis a mediados de la década de los años setenta 
del pasado siglo. El Estado del bienestar “comenzó a hacer aguas”, se acumularon 
grandes déficits y a ello se sumó también la desintegración del bloque de países 
socialistas en Europa, que se hizo evidente desde la llegada de Mijail Gorbachov al 
poder en la Unión Soviética y concluyó en 1991 con la disolución de la Unión de 
Repúblicas Socialistas Soviéticas y la pérdida del poder por parte del Partido 
Comunista. De la fase anterior, que algunos caracterizan como la de un “liberalismo 
embridado” (Harvey 2017, pág. 14), hubo de buscar el neoliberalismo el 
“desembridamiento” del sistema. 

El contenido social en la letra de las constituciones no cambió ni ha cambiado; lo 
que sí lo hizo fue la política junto a la realidad económica y social, cuando la doctrina 
keynesiana fue sustituida por el neoliberalismo, que impulsa el ajuste estructural, el 
equilibrio presupuestario, la racionalización y control del gasto público, más la 
reducción del tamaño del Estado. Pero también hubo un cambio fundamental en lo 
económico, ahora se trataba de estimular la oferta, es decir, se favorecería a las 
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empresas, en desmedro de la demanda, o sea, de los consumidores, quienes 
debían tener garantizado un mínimo de ingresos y de ello se había encargado el 
Estado benefactor. La desregulación fue la prioridad, para favorecer la libre 
empresa. El Estado volvió a concebirse en forma minimalista. Este proceso inicia 
en Estados Unidos con el presidente Ronald Reagan (1981-1989) y en Inglaterra 
con la primera ministra Margaret Thatcher (1979-1990), para esparcirse 
paulatinamente por el mundo, en lo que se conoce como el período “reaganomics” 
y el “thatcherismo” para caracterizar las medidas de política económica que se 
impulsaron, con la participación de los organismos financieros internacionales como 
el Fondo Monetario Internacional, el Banco Mundial y la Organización Mundial del 
Comercio (que sustituyó al anterior GATT -General Agreement of Trade and Tarifs- 
). Pero también comprendió, dentro de ese pequeño grupo de líderes, a Deng 
Xiaoping, quien en 1978 inició la apertura de la China comunista, una economía 
cerrada y atrasada, que le llevaría en dos décadas a convertirse en la economía 
más dinámica del mundo capitalista, con tasas de crecimiento sostenido del 
producto nunca vistas anteriormente en la historia (Harvey 2017, pág. 5). 

Thatcher, expone Harvey, en una famosa frase, afirmó que no había “eso que se 
llama sociedad, sino únicamente hombres y mujeres individuales (2017, pág. 22). 
La política de “la Dama de Hierro” tendió a alejarse del consenso social de 
posguerra. Promovió la privatización de servicios públicos, minimizó el derecho 
laboral y favoreció la refundamentalización del libre mercado, y atacó lo que 
consideró el “lastre generado por la dependencia del bienestar”, afirma Pisarello 
(2006, pág. 166). En cuanto al presidente Reagan, propició una política de 
desregulación financiera que atenuara la llamada Ley Glass-Steagall de 1933, 
promulgada durante el gobierno de Roosevelt para evitar se repitiera el descalabro 
de 1929 por la irresponsable especulación bancaria y financiera. Además, impuso 
un severo recorte de las prestaciones sociales, pero favoreció el incremento de los 
gastos de defensa hasta en un 30%, en relación a la década anterior. Este conjunto 
de cambios en la política ordinaria y en la jurisprudencia significaron para 
constitucionalistas como Mark Tushnet una suerte de “nuevo orden constitucional”, 
afirma Pisarello, que trastocó lo que hasta entonces había sido el consenso con 


475 


base en el cual había operado el constitucionalismo social de posguerra (2012, pág. 
166). 

El neoliberalismo permitió el advenimiento pleno y pujante del proceso de 
globalización, que básicamente consiste, al decir de Santiago Niño Becerra, en 
eliminar las fronteras a fin de que los factores de la producción, básicamente el 
capital y subsidiariamente el trabajo, puedan moverse sin restricciones de 
regulación ni controles (2011, pág. 89), en búsqueda del abatimiento de costos. 
Quizá el ejemplo más paradigmático sería la Unión Europea, pero también los 
tratados de libre comercio como como el de América del Norte y el de Centroamérica 
y el Caribe, junto a muchos más acuerdos y tratados impulsados globalmente. 

Así, desde la década de los años ochenta del pasado siglo, hasta la actualidad, el 
Estado del bienestar retrocede frente a la pujanza del neoliberalismo, aunque con 
resistencia de parte de los trabajadores y de la sociedad civil, aunque en forma 
desorganizada, sin la integración de una ideología, desde perspectivas minoritarias. 
No obstante, el derecho, y en particular el constitucional, continúa siendo el mismo 
de la posguerra. La diferencia se encuentra en el ejercicio del poder y en la política 
económica, no en la legislación “principalista” del Estado social. 

A principios de la década de los años noventa del pasado siglo, se anunciaba con 
orgullo el triunfo del liberalismo sobre el marxismo. En prueba de ese triunfalismo 
Fukuyama escribió su famoso ensayo “¿El fin de la historia?”, con lo cual se 
anunciaba el fin del mundo bipolar. Al comienzo de ese escrito, Fukuyama plantea: 

...el siglo que comenzó lleno de confianza en el triunfo final de la democracia 
liberal occidental parece, cuando está próximo a concluir, que ha descrito un 
círculo al volver a su punto de partida inicial: no a un “fin de la ideología” o a 
una convergencia entre capitalismo y socialismo, como se predijo tiempo 
atrás, sino a la inquebrantable victoria del liberalismo económico y político 
(2015, pág. 26). 

Cabe resaltar de la cita anterior, que Fukuyama proclama la victoria del liberalismo 
económico, no la de la economía social de mercado o cualquier otra variable que 
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combine elementos de tipo socialista, surgidos históricamente como parte del 
manejo del conflicto social tenido durante las dos posguerras mundiales. El 
liberalismo económico, pues, significa reasumir la consigna del “dejar hacer, dejar 
pasar”, o sea, la neutralidad estatal, la preeminencia del capital, o bien, como le 
llamara el papa Juan Pablo II, el “capitalismo salvaje”. El liberalismo, en su vertiente 
política, conlleva el discurso y la práctica democrática, entendido como forma de 
legitimación del poder. Sin embargo, con una connotación por completo distinta a la 
de la democracia liberal decimonónica, pues ahora, para ese momento, se ha 
universalizado el voto, sin discriminación de sexo, credo religioso, grupo étnico. 

A continuación, dos párrafos más adelante, Fukuyama formula la afirmación que le 
hizo famoso: 

Lo que podríamos estar presenciando no es simplemente el fin de la Guerra 
Fría o la desaparición de un determinado período de la historia de la 
postguerra, sino el fin de la historia como tal: esto es, el punto final de la 
evolución ideológica de la humanidad y la universalización de la democracia 
liberal occidental como la forma final de gobierno humano... (2015, pág. 26- 
27). 

Así, desde esa perspectiva, la historia está resuelta, el largo camino de la 
humanidad en la búsqueda de la mejor opción económica y política ha concluido. Y 
ha concluido porque Occidente, como agente civilizador de la humanidad, ha 
encontrado la piedra de toque para que terminen los afanes de cientos de 
generaciones que han luchado por encontrar la respuesta para su realización 
individual, social y planetaria: liberalismo y democracia son la respuesta final. 

Sin embargo, la historia misma, en su plena vitalidad, se ha encargado de demostrar 
lo apresurado de tales afirmaciones. Efectivamente, el mundo de la posguerra fría 
ha cambiado, pero han surgido nuevos problemas y desafíos que no hacen posible 
pensar en ese mundo pacífico, ahistórico e inocuo que creyó Fukuyama a principios 
de los años noventa. 
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El nuevo estado de cosas plantea diferentes clases de desafíos para la continuidad 
del Estado social de derecho, pero también para la perduración de la democracia y 
el republicanismo. El neoliberalismo campea como la ideología rectora de la 
globalización. Los conflictos no han acabado, ni las guerras, ni el hambre, y la paz 
continúa escurridiza por todas partes. 

1.4 Constitucionalismo latinoamericano 

Samuel Huntington, en un famoso libro intitulado “La tercera ola: la democratización 
a finales del siglo XX” (1991), plantea que han existido tres fases democratizadoras 
en el mundo moderno: a) la primera, entre 1828 y 1926; b) la siguiente, se refiere a 
los años del período 1943-1962; y la última, que arranca en 1974 y se expande a 
diferentes países y continentes durante la década de los años ochenta (si bien 
Huntington no establece un año específico de conclusión a este período). 
Evidentemente, tras cada ola, como lo demuestran la primera y la segunda, ha 
existido el consiguiente período antidemocrático, el de olas inversas o “contraolas”. 
Pero, cabe preguntar, qué es una ola democratizadora. Huntington la define así: 
“Una ola de democratización es un conjunto de transiciones de un régimen no 
democrático a otro democrático, que ocurren en determinado período de tiempo y 
que superan significativamente a las transiciones en dirección opuesta durante ese 
mismo período” (1994, pág. 26). 

De acuerdo con Huntington, la primera ola de democratización tuvo sus raíces en 
las revoluciones norteamericana y francesa. ¿Sobre la base de qué criterios se 
puede establecer la prevalencia de una democracia? ¿Cuáles son los requisitos que 
deben existir para que un país pueda calificarse de democrático? Siguiendo a 
Jonathan Sunshine, Huntington adopta los dos criterios que propone este autor para 
la calificación democrática mínima en el contexto del siglo XIX, a saber: “(1) el 50% 
de los varones pueden ser elegidos para votar y (2) un Poder Ejecutivo responsable, 
que debe mantener el apoyo de la mayoría en un Parlamento elegido, o al que se 
elige en elecciones populares periódicas” (1994, pág. 27). 

Con base en los dos criterios apuntados, Huntington establece que la primera ola 
democratizadora comenzó en Estados Unidos en 1828, para continuar 
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expandiéndose paulatinamente, al punto que para 1926 existían más de treinta 
países en donde se establecieron, “por lo menos mínimamente, instituciones 
nacionales y democráticas” (1994, pág. 27). En 1830, Tocqueville predijo este 
proceso. En la introducción a su libro más famoso (“La democracia en América”) 
afirma que: “...Vi ... que... la misma democracia, que gobernaba las sociedades 
norteamericanas, me pareció avanzar rápidamente hacia el poder en Europa...” 
(2000, pág. 31). Y en 1920, el historiador James Bryce dedujo que “el movimiento 
hacia la democracia, hoy ampliamente visible, es un movimiento natural, debido a 
una ley general del progreso social” (Huntington 1994, pág. 27). De este modo, la 
democracia moderna tiene sus antecedentes en el siglo XVIII, pero comienza a 
desarrollarse durante el XIX en Occidente, específicamente a partir del primer caso 
que corresponde a los Estados Unidos. 

Si bien Huntington señala como antecedentes para la democracia tanto la revolución 
norteamericana como la francesa, y su periodización sobre la democracia moderna 
arranca a partir de la experiencia en Estados Unidos, él no toma en cuenta la 
influencia y relación que pueda haber entre proceso democratizador y el 
constitucionalismo. ¿Por qué omite esta relación Huntington? Desde la perspectiva 
teórica, la íntima relación se encuentra manifiesta en la expresión “democracia 
constitucional”. Sin embargo, existe, por extraño que pueda parecer, lo que a nivel 
doctrinario se denomina una “tensión” entre la idea de democracia y la de 
constitución, es decir, una cierta oposición u hostilidad entre ambos conceptos. ¿De 
qué manera? ¿En qué sentido? ¿Cómo puede un concepto oponerse al otro? De 
acuerdo con Roberto Gargarella, el “conflicto entre ambas ideas surge, ante todo, 
del hecho de que ellas apelan a principios opuestos (Fabra Zamora et. al. 2015, 
pág. 1991). La democracia parte de la premisa de que la voluntad general no 
reconoce autoridad superior a ella, es decir, se trata del concepto de soberanía que 
radica en el pueblo o la nación, elaborado en los procesos revolucionarios 
norteamericano y francés, que cobra fuerza a lo largo del siglo XIX. Se asocia al 
concepto de democracia radical que Rousseau planteó en “El contrato social”, que 
como crítica de los conservadores tuvo el señalamiento del peligro que significaba 
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la dictadura de la mayoría, representada ejemplarmente por Edmund Burke. En sus 
“Reflexiones sobre la Revolución francesa”, Burke expone: 

...Si mal no me acuerdo, Aristóteles observa que la democracia se roza en 
muchos puntos con la tiranía; de lo que estoy cierto es que en una democracia 
la mayoría de ciudadanos es capaz de ejercer la más cruel opresión sobre la 
minoría... esta opresión será mucho más extensa y excesiva en sus furores, 
de lo que podría serlo jamás la que proviniera de la crueldad de un solo 
monarca (2016, pág. 69). 

Para abundar más, Keane plantea que para Edmund Burke “la democracia era una 
receta para un gobierno degenerado a cargo de los estúpidos” (2018, pág. 574). 

En tanto que el concepto de constitución significa contención y definición de límites 
al poder, se trata, dice Gargarella, de “límites infranqueables, capaces de resistir la 
presión de cualquier grupo y aun, y especialmente, las presiones de un grupo 
mayoritario” (Fabra Zamora et. al. 2015, pág. 1991). 

La posible incompatibilidad y discordancia entre democracia y constitucionalismo 
fue percibida en el siglo XVIII, entre los pensadores que reflexionaron sobre el 
significado de las revoluciones norteamericana y francesa. Así, frente al 
conservadurismo de Burke, quien favorecía la estabilidad constitucional encarnada 
por el régimen “constitucional” nacido de la Gloriosa revolución inglesa de finales 
del siglo XVIII, Thomas Paine y Thomas Jefferson defendían el derecho de las 
generaciones a otorgarse su propia constitución y dejar así de ser esclavos de los 
muertos. Jefferson planteó en sus “Notas para el estado de Virginia”, cuya versión 
definitiva se publicó en 1785, su oposición a una constitución permanente y que 
cada generación debía otorgarse una nueva cada veinte años (Fabra Zamora et. al. 
2015, pág. 1992). 

Los liberales, como promotores del constitucionalismo, recuerda Keane que 
“estaban convencidos de que hablar de democracia liberal era un oxímoron” e 
intelectuales como Johann Fichte (1762-1814) plantearon que la democracia era 
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“inconstitucional” (2018, pág. 574-575). Sobre el particular, Pedro Salazar Ligarte 
ha expuesto lo siguiente: 

...entre el constitucionalismo y la democracia existen tensiones que fueron 
detectadas desde los debates entre los protagonistas de las revoluciones 
francesa y americana. El hecho de que el liberalismo sea, teórica e (incluso) 
históricamente, compatible con formas de gobierno autocráticas y que la 
democracia haya adoptado formas absolutistas demuestra que esta última no 
es necesariamente constitucional y que el constitucionalismo no es 
necesariamente democrático... (2011, pág. 140-141). 

Movimientos en nombre de la democracia fueron, por ejemplo, el de los jacobinos 
franceses, las revoluciones europeas de 1848 y la Comuna de París de 1871. 
Regímenes constitucionales, y no democráticos, fueron el termidoriano, el de la 
misma constitución norteamericana de 1787, el de la Unión Soviética y, para no 
abundar más, el latinoamericano del siglo XIX, por ser excluyentes y por privilegiar 
a una clase (la aristocracia, la burguesía) o a la élite en el poder (a los miembros 
del partido, a los criollos). En el caso específico de Guatemala, el caso más 
paradigmático de la vigencia de una constitución es la liberal de 1879, que estuvo 
vigente casi por más de 60 años y fue puesta al servicio de los regímenes 
autoritarios y dictatoriales de Justo Rufino Barrios, Manuel Estrada Cabrera y Jorge 
Ubico. 

A manera de antecedente sobre el contexto latinoamericano, Naranjo Mesa 
recuerda que: 

Los regímenes autocráticos tradicionalistas más característicos del mundo 
contemporáneo son, tal vez, las dictaduras militares de América Latina. Casi 
desde el inicio mismo de su vida independiente, la mayoría de los países 
latinoamericanos ha tenido que soportar este tipo de regímenes, que en no 
pocos casos han revestido la forma de verdaderos totalitarismos (2003, pág. 
624). 
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En los siguientes apartados se abordará el tema de la democratización 
latinoamericana de la tercera ola, es decir, el fenómeno ocurrido a finales del siglo 
XX, pues es el que corresponde a los objetivos de esta investigación, en particular 
en lo que respecta al caso de Guatemala. 


1.4.1 La Guerra Fría y el conflicto armado 

En forma convencional, la Guerra Fría es vista como un fenómeno posterior a la 
conclusión de la Segunda Guerra Mundial, cuyas manifestaciones bélicas aparecen, 
en forma evidente con la guerra de Corea de 1950. Sin embargo, la Guerra Fría, 
entendida como la polarización entre dos sistemas económicos y políticos, es un 
conflicto que, de manera latente, existió con anterioridad, cuyos orígenes se 
remontan a la primera gran guerra. 

El momento crucial para que surgiera el conflicto fue el advenimiento de una 
república socialista en el mundo, en la Rusia de 1917, con sus aspiraciones de 
establecer la dictadura del proletariado no solo en su propio territorio, sino con miras 
internacionales. La revolución marxista-leninista de octubre, al consolidarse 
paulatinamente durante el período de entreguerras, representó una amenaza 
creciente y objetiva para el “mundo libre”, lo que se vio agravado con la gran 
depresión de 1929. 

La democracia y el parlamentarismo liberal, como los modelos burgueses 
decimonónicos, parecían haber dejado de ser los parámetros para el desarrollo 
lineal de la humanidad. El mundo y sus perspectivas se tornaron bipolares no tras 
finalizar la Segunda Guerra Mundial, sino en 1917 con el aparecimiento de un 
estado socialista que inició la confrontación ideológica entre el Este y el Oeste. La 
Rusia bolchevique dio un salto cualitativo sorprendente al promover no solo dejar 
atrás el absolutismo monárquico, sino también superar la fase capitalista del 
desarrollo histórico, bajo parámetros subversivos a la concepción burguesa 
unívoca. 
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Tanto el fascismo como el nacionalsocialismo, siendo concepciones extremas 
dentro de la dinámica industrial e imperialista burguesas, buscaron aniquilar los 
movimientos socialistas, pero especialmente el marxista-leninista. Marx, incluso, era 
posible de tolerársele por ser un teórico, utópico e idealista, como lo demuestra la 
proliferación de partidos socialistas en los principales centros del capitalismo a 
comienzos del siglo XX. En cambio, a Lenin no, por su pragmatismo e irreverencia, 
incluso frente a las teorías de su maestro, lo que lo llevó a innovar y llegar al extremo 
-a través de la dictadura proletaria- en la realización de una sociedad diferente. 

La actitud diplomática de los Estados Unidos al inicio de los dos conflictos mundiales 
fue mantenerse al margen, tratando de evitar comprometer al país en la vorágine 
de la dinámica internacional, para salvaguardarse como país independiente. Todo 
un océano los separaba del escenario de la guerra y les salvaguardó de las 
confrontaciones y la devastación en Europa. Sin embargo, el presidente Franklin D. 
Roosevelt comprendió que, una vez finalizada la guerra, la postura estadounidense 
frente a la situación mundial no podía continuar siendo aislacionista. No volvería a 
repetirse el mismo error de la primera posguerra, con el tratado de Versalles, que 
demostró ser ineficiente para asegurar la paz en Europa. Ahora la administración 
norteamericana debía ineludiblemente asumir una postura de liderazgo 
internacional, ante la amenaza de la promoción mundial del marxismo-leninismo, 
que pretendía exportar la revolución a cuanto país pudiere. 

Finalizada la Segunda Guerra Mundial, los Estados Unidos aparecían como el 
adalid de la democracia y la libertad: 

A pesar del legado de esclavitud, el casi exterminio de los norteamericanos 
nativos, y la persistente discriminación racial, sexual y social, los ciudadanos 
de los Estados Unidos podían presumir plausiblemente, en 1945, de vivir en 
la sociedad más libre sobre la faz de la tierra (Gaddis 2011, pág. 21). 

En cambio, la Unión Soviética aparecía como una sociedad dominada por un 
régimen totalitario, con Stalin a la cabeza, era un mundo extraño al occidental. Se 
había derrotado a los regímenes fascistas, pero el futuro de las relaciones 
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internacionales se auguraba sería conflictivo en el mundo, por la existencia de dos 
bloques antagónicos. 

Estas diferencias entre ambos polos dieron lugar a que en la década de los años 
cincuenta surgiera la concepción de que existían tres mundos. El primero, 
encabezado por Estados Unidos y los países occidentales. El segundo, con la Unión 
Soviética como líder y los estados que se encontraban directamente bajo su 
influencia. Y, finalmente, el tercer mundo, conformado por los países de África, Asia, 
América y Oceanía, que sufrirían la influencia de las disputas entre los dos bloques 
antagónicos, los cuales se presentaban a sí mismos como el modelo a seguir 
(Agnew 2015, pág. 50). Salvadori resume la situación prevaleciente para ese 
entonces: 

...Así pues, en la segunda posguerra los Estados Unidos y la Unión Soviética 
se convirtieron en árbitros del destino del mundo, por ser los únicos países 
que disfrutaban íntegramente de los atributos de la soberanía entendida 
como posibilidad de una auténtica autodeterminación que en otro tiempo 
había sido propia de una multiplicidad de potencias competidoras (2013, pág. 
103). 

En 1947, de acuerdo con Stewart Ross, el asesor presidencial estadounidense 
Bernard Baruch (1870-1965) utilizó por primera vez la frase “Guerra Fría” para 
describir la lucha entre el bloque de países del Oeste, liderado por Estados Unidos, 
y el bloque de los del Este, encabezado por la Unión Soviética. A diferencia de una 
guerra convencional, o “guerra caliente”, esta lucha no siempre supondría el uso de 
las armas, pero significaba para cada bando la construcción de ellas para 
contrarrestar el poderío militar del oponente. Esta carrera armamentista se convirtió 
en el asunto más significativo de la Guerra Fría (Ross 2002, pág. 5). 

Sin embargo, quien realmente acuño la frase fue el famoso escritor George Orwell, 
en un artículo publicado en “Tribune” el 19 de octubre de 1945, bajo el título “Usted 
y la bomba”, 112 en alusión al temible poderío de destrucción que significaba la 


112 El artículo en cuestión, se puede leer, en versión al español en la siguiente dirección, (consulta 
realizada el 1 de febrero de 2019): http://www.elbarrioantiquo.com/usted-v-la-bomba-atomica/ . El 
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bomba atómica. Orwell muestra en ese breve artículo no sólo su reconocida 
genialidad como escritor, sino también la de visionario político, que capta con 
certeza el desarrollo de una guerra que ni siquiera se había formalizado en el plano 
internacional, cuando apenas acababa la Segunda Guerra Mundial. Orwell afirma 
en ese artículo que: 

...Puede que no nos estemos dirigiendo hacia el colapso general, sino hacia 
una época tan terriblemente estable como los imperios esclavistas de la 
antigüedad. La teoría de James Burnham ha sido muy discutida, pero pocos 
han considerado sus implicaciones ideológicas, es decir, qué tipo de visión 
del mundo, qué tipo de creencias y qué estructura social prevalecerá, 
posiblemente, en un estado que es, al mismo tiempo, inconquistable y se 
mantiene en un estado de “guerra fría” permanente con sus vecinos. 

Si la bomba atómica se hubiese convertido en algo tan barato y fácil de 
fabricar como una bicicleta o un reloj despertador, podría habernos hundido 
de nuevo en la edad oscura, pero, por otra parte, podría haber significado el 
final de la soberanía y de los estados policiales altamente centralizados. Si, 
como parece, es un producto escaso y costoso, tan difícil de construir como 
un acorazado, es más probable que ponga fin a las guerras a gran escala, a 
costa de prolongar indefinidamente una “paz sin paz” (Orwell 2015). 

De una manera convencional, la Guerra Fría se considera que comenzó con la 
Conferencia de Yalta, realizada entre el 4 y el 11 de febrero 1945, que precedió a la 
finalización de la Segunda Guerra Mundial. En ella participaron los líderes de las 
tres principales fuerzas aliadas: Estados Unidos, representada por el presidente 
Franklin D. Roosevelt; Gran Bretaña, a través del canciller Winston Churchill; y José 
Stalin, jefe de la URSS. En esa conferencia se dio una fricción en cuanto al futuro 
de Europa y el mundo, las áreas de influencia que mantendrían los aliados, una vez 
vencida Alemania. Los dos principales problemas de ese futuro eran: uno, el 


Diccionario Oxford avala la autoría de Orwell respecto al término, para referirse a este nuevo 
conflicto, ver el siguiente enlace, consultado el 2 de febrero de 2019: 
https://bloq.oxforddictionaries.com/201 5/10/19/cold-war-oriqin/ . 
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régimen político que adoptarían los países liberados o vencidos; y, dos, cómo se 
trazarían sus fronteras (Carpentier 2012, pág. 550). Fue el encuentro en el cual 
quedó demostrada la falta de confianza que existía entre la Unión Soviética, por un 
lado, y Estados Unidos e Inglaterra, por el otro. Esta desconfianza, surgida en Yalta, 
tendría gran influencia en las relaciones de Estados Unidos con la URSS durante la 
siguiente década (Ross 2002, pág. 7). 

El equilibrio internacional surgido con posterioridad a la Segunda Guerra Mundial, 
era diferente a los dos de la era moderna que le antecedieron, establecidos 
mediante la formalización de tratados. El primero fue el sistema que se creó a través 
del Congreso de Viena de 1815, el cual puso fin a las guerras napoleónicas y al 
expansionismo de la revolución francesa. Fue el de mayor duración y se elaboró 
con un espíritu restaurador monárquico. Durante su vigencia surgió la denominada 
“Realpolitik” en Alemania (1871), que pretendía ser pragmática, renunciando a los 
valores y principios de la teoría política, para hacer prevalecer intereses prioritarios 
del Estado. El segundo, que correspondió al siglo XX, fue el nacido mediante el 
tratado de Versalles de 1919, que demostró ser inestable e incapaz de asegurar la 
paz internacional por más de veinte años. Paradójicamente, el Congreso de Viena, 
a pesar de su origen pro monárquico, fue más eficiente que el “liberal” de Versalles. 
De cualquier manera, en ambos, los vencedores habían formalizado los términos 
de la paz y las condiciones precisas, en una convergencia de intereses, para 
establecer un orden que aspiraba a la estabilidad. En cambio, en 1945 no existió un 
tratado vinculatorio entre la URSS y los aliados como vencedores del conflicto, que 
buscara proveer de un sistema internacional estable para asegurar la paz y la 
concordia (Romero 2018, pág. 8-13). 

Las circunstancias de la guerra prevalecientes durante el período comprendido 
entre 1941 y 1945, habían conducido a una alianza militar, prácticamente obligada, 
entre Estados Unidos e Inglaterra con la Unión Soviética, para poder afrontar el 
problema del expansionismo nazi. Esto, desde la perspectiva occidental, ocurrió 
soslayando las diferencias ideológicas y políticas entre ambos bandos, pues uno se 
consideraba democrático y parlamentarista, en tanto al otro (a la URSS) se le 
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calificaba de promotor de ia dictadura dei proletariado y la abolición del sistema 
burgués de la representación, es decir, del “totalitarismo” bolchevique. El éxito de la 
Gran Alianza, como lo ha dicho el norteamericano Gaddis, “había dependido 
siempre de buscar objetivos compatibles por sistemas incompatibles” (2011, pág. 
20). Una vez vencidas las amenazas nazi y japonesa, los conflictos ideológicos, 
irremediablemente, volvieron a aflorar (Salvadori 2013, pág. 83). 

La Unión Soviética había sufrido un alto costo en vidas y destrucción material en su 
territorio para ganar la guerra a los alemanes. El total de ciudadanos soviéticos 
muertos, como resultado directo de la guerra, se estima en 27 millones, 90 veces 
más que Estados Unidos. Gran Bretaña sufrió alrededor de 357,000 bajas y Estados 
Unidos, en todos los frentes, menos de 300,000 (Gaddis 2011, pág. 22-23). 

Los primeros en ocupar Berlín fueron los soviéticos, para más tarde unírseles los 
ejércitos de los Aliados. En su recorrido a la capital alemana, el ejército soviético 
había liberado (u ocupado) Polonia, Checoslovaquia, Bulgaria, Hungría, Rumania, 
Yugoslavia y Albania (Carpentier 2012, pág. 552). Era el momento no sólo para que 
la Unión Soviética recuperara los territorios perdidos mediante el tratado Brest- 
Litovsk de marzo de 1918, sino también para que ampliara su área de influencia en 
Europa y cumplir con el propósito geopolítico de expandir la revolución por ese 
continente. Asimismo, era la oportunidad para cobrarse que Rusia no fue tomada 
en cuenta, como aliada, en las reparaciones y arreglos alcanzados con el tratado 
de Versalles de 1919. Todos estos argumentos, aunados al hecho de que la Unión 
Soviética gozaba de una posición militar fuerte en Europa, permitían suponer que 
Stalin aprovecharía las circunstancias para consolidar la hegemonía de su país en 
cuanto lugar le fuere posible. 

En medio de esas tensiones políticas que evidenciaban una creciente polarización, 
¿qué futuro esperaba a la población europea? El porvenir se presentaba incierto. El 
aparato productivo se encontraba destruido y no existían en el continente los 
recursos financieros para la reconstrucción. ¿Volverían los aciagos días de la 
depresión para someter a vencidos y victoriosos a las condiciones del desempleo y 
la pobreza? 
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Como vimos, en Europa se implemento el Plan Marshall para la reconstrucción. Se 
restablecieron los regímenes democráticos, con excepción de España y Portugal, y 
se impulsó un nuevo modelo constitucional, que con el tiempo se identificaría con el 
neoconstitucionalismo, bajo el modelo del Estado social y democrático de derecho. 

Sin embargo, los conflictos paulatinamente se fueron trasladando hacia todos los 
continentes. Así, por ejemplo, basta mencionar algunos de los conflictos más 
famosos y cruentos: Corea, Vietnam, Indonesia, el Congo, Cuba, El Salvador, 
Guatemala, Nicaragua. De acuerdo con el enfoque de Powaski, el conflicto duró 
más de setenta años, comenzando en 1917 hasta 1991 (2019, pág. 6). 

En resumen, antes de concluir la Segunda Guerra Mundial se avizoraba ya que el 
nuevo orden mundial estaría signado por el conflicto entre dos bloques nuevos: el 
de las superpotencias, representadas por Estados Unidos y la Unión Soviética. Esa 
competencia comprendía la expansión territorial, la confrontación ideológica, los 
ideales sobre la organización social. Ambos países promoverían su expansión 
hegemónica por el mundo, estableciéndose así una nueva dinámica que no 
representó la prevalencia de la paz, como se creyó sucedería después de derrotar 
al fascismo que llevó a la guerra al mundo. 

El pulso de la Guerra Fría habría de definir, por varias décadas, la dinámica de las 
relaciones internacionales, el surgimiento de guerras de baja intensidad, y el 
desarrollo de nuevas estrategias tanto de las superpotencias, como de los países 
periféricos. 

1.4.1.1 La histeria contra el comunismo doméstico en Estados 
Unidos 

El temor generado por el avance militar soviético sobre la Europa central, tuvo como 
alivio y consuelo que sólo Estados Unidos contaba con el arma más poderosa jamás 
construida por la humanidad: la bomba atómica, cuyos devastadores efectos habían 
sido demostrados en Nagasaki e Hiroshima, para forzar a la rendición japonesa. Sin 
embargo, esos sentimientos reconfortantes duraron poco tiempo, ya que el 29 de 
agosto de 1949 la Unión Soviética realizó la primera prueba de su propia bomba en 
el desierto de Kazajstán (Gaddis 2011, pág. 53). 
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Estados Unidos había esperado mantener el monopolio del poder atómico por varios 
años, por lo que grande fue la sorpresa del éxito soviético al desarrollar su propia 
versión en lapso tan corto. El presidente Truman optó por impulsar tres medidas 
para enfrentar la nueva situación que conllevaba el que la Unión Soviética poseyera 
la bomba atómica: a) mejorar las fuerzas convencionales del ejército, incluso 
estacionando tropas en Europa, lo cual no se previo originalmente en el Tratado del 
Atlántico Norte; b) producir más bombas atómicas para mantener la ventaja frente 
a la Unión Soviética; y c) desarrollar una “superbomba”, es decir, una bomba 
termonuclear o de hidrógeno, como se le llama actualmente (Gaddis 2011, pág. 54). 
El “éxito” en la construcción de la bomba H, o de hidrógeno, se consiguió por 
Estados Unidos en 1952, y en 1953 la Unión Soviética desarrolló la propia (Fontana 
2019, pág. 248). Una bomba de hidrógeno promedio es por lo menos mil veces más 
potente que la Little Boy, es decir, la lanzada sobre Hiroshima. 

Otro elemento desestabilizador se sumó tras el anuncio oficial del presidente 
Truman de que la Unión Soviética había desarrollado su propia versión de la bomba 
atómica, pues una semana después, el 1 de octubre de 1949, Mao Zedong 
proclamaba el establecimiento de la República Popular de China (Gaddis 2011, pág. 
55). Esto implicaba que el bloque socialista se expandía también hacia el Asia, 
además de los avances ya obtenidos en la Europa del Este. Dos meses más tarde, 
Mao viajó a la Unión Soviética para entrevistarse con Stalin y el resultado, como era 
de esperarse, fue un Tratado Sino-Soviético, parecido al del Tratado del Atlántico 
Norte (1948), mediante el cual ambos países comunistas se comprometieron a 
brindar asistencia militar al otro en caso de ataque (Gaddis 2011, pág. 58). 
Evidentemente, como lo expresa Agnew, la “pérdida” de China fue un elemento que 
vino a profundizar la hostilidad estadounidense-soviética (2015, pág. 140). 

En 1947, después de que el presidente Truman anunciara su doctrina de lucha 
contra el comunismo alrededor del mundo, se creó la Agencia Central de 
Inteligencia (CIA, por sus siglas en inglés), la cual tendría un papel crucial durante 
la Guerra Fría, que apenas comenzaba. La CIA sustituyó a la “Office of Strategic 
Services” [OSS, Oficina de Servicios Estratégicos], creada por el presidente 
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Roosevelt durante la guerra, como una oficina de carácter temporal para proveer 
información de inteligencia necesaria durante el conflicto (Weiner 2009, pág. 27-28). 
Para la creación y la definición de las labores que realizaría la CIA, jugaron un papel 
importante los hermanos Foster Dulles: Alian, quien ilegó a ser director de la 
agencia, y John, que alcanzó el cargo de Secretario de Estado. 

Desde que el Proyecto Manhattan comenzó a desarrollar las investigaciones que 
llevarían a buen término la construcción de la bomba atómica, inició también el 
espionaje soviético para infiltrar la seguridad y, según Gaddis, al menos tres intentos 
tuvieron de esos agentes tuvieron éxito. Con base en esto, después de la guerra 
iniciaría toda una campaña para descubrir a posibles espías soviéticos que 
estuvieran operando en las diferentes esferas gubernamentales (2011, pág. 41). 

El senador republicano Joseph McCarthy (1908-1957), en febrero de 1950, 
comenzó a formular la pregunta sobre cómo la Unión Soviética había podido 
desarrollar tan pronto la bomba atómica, para luego plantear la acusación de que 
todo era culpa de traidores norteamericanos que habían colaborado con los 
comunistas. Ante el revuelo producido en los círculos políticos, el senador recibió la 
autorización del Congreso para que se investigara formalmente sobre la infiltración 
soviética a la administración gubernamental. En la cacería contra comunistas 
iniciada por McCarthy, las acusaciones se dirigieron a todo tipo de personas, 
incluidas personalidades como el general George Marshall, el autor del plan para la 
reconstrucción de Europa; Arthur Miller, dramaturgo y guionista, que, en principio, 
fue condenado a cadena perpetua (si bien, más tarde, se revocó la sentencia en 
apelación); y Lillian Helman, dramaturga y guionista (Saunders 1999, pág. 159). 

La persecución contra sospechosos también alcanzó al campo de la cultura: se 
prohibieron los libros de muchos autores y fueron retirados de las bibliotecas 
públicas, incluso de las embajadas estadounidenses por todo el mundo. “Muchos 
libros eliminados de las bibliotecas habían sido quemados por los nazis”, asegura 
Francés Stonor Saunders. Entre ellos estaban “La montaña mágica” de Thomas 
Mann, las “Obras escogidas” de Tom Paine, “La teoría de la relatividad” de Albert 
Einstein, los escritos de Sigmund Freud, etc. (1999, pág. 160-161). 
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A tal grado llegó la histeria contra el comunismo, que el capitán América, el famoso 
personaje de Marvel de las tiras cómicas infantiles, tuvo que tomar partido y 
anunciar en un número: “¡Ojo, rojos, espías, traidores y agentes extranjeros! ¡El 
Capitán América, apoyado por todos los hombres leales y libres, os está buscando 
dispuesto a luchar hasta que el último de vosotros, cobarde inmundicia, quede al 
descubierto!” (Saunders 1999, pág. 160). 

Después de cuatro años de persecución indiscriminada y graves excesos, a pesar 
de haber contado con el apoyo entusiasta de personajes como el vicepresidente de 
Eisenhower Richard Nixon (quien también ganó prestigio por el caso contra Alger 
Hiss, acusado de espionaje), McCarthy fue desbancado por su propio partido, en 
1954, de la cima en la que se encontraba. Tres años más tarde murió alcoholizado 
(Saunders 1999, pág. 175). Había muerto McCarthy, mas no el macartismo, pues la 
persecución “roja” siguió su camino. 

En este apartado se ha analizado cómo la dinámica exterior e interior 
estadounidense, una vez vencidos los países del Eje, fue definiendo en Estados 
Unidos una ideología antagónica y confrontativa contra todo lo que pudiera parecer 
el avance comunista en el mundo o la infiltración doméstica. El presidente Truman 
estableció como prioridad la lucha contra el comunismo, en la doctrina que lleva su 
nombre, con lo cual inició la estrategia de la contención del avance soviético. El 
escenario estaba listo para desarrollar una escalada internacional para detener la 
“amenaza roja”, vía el armamentismo y con las guerras de baja intensidad. 

1.4.1.2Nuevas guerras después de la pacificación en Europa 

De conformidad con la lógica de la Guerra Fría, los nuevos escenarios de 
confrontación estarían alejados de los territorios de las dos grandes potencias y se 
trasladarían a otros países, especialmente a los del llamado tercer mundo. La 
primera de esas guerras fue la de Corea (1950-1953), a la que le sucedieron, entre 
otras, la de Vietnam (1955-1975); la revolución cubana (1956-1959); los procesos 
de independencia de los países africanos y asiáticos (especialmente durante la 
década de los años sesenta), así como la invasión de la Unión Soviética a 
Afganistán (1979-1989). 
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Al concluir la Segunda Guerra Mundial, la península de Corea quedó liberada del 
dominio japonés (Corea fue anexionada en 1910 por Japón), gracias a la 
intervención de las Naciones Unidas, que dividieron el territorio en dos países, tal 
como se hizo con Alemania: la parte norte conformó un régimen comunista, 
respaldado por la Unión Soviética, bajo el liderazgo de Kim II Sung (1912-1994), 
que se mantuvo en el poder hasta su muerte; le sucedió su hijo, Kim Jong-il (1942- 
2011) y, al fallecer éste, el mando ha continuado hasta el presente en su nieto, Kim 
Jong-un (nacido en 1983). En el sur de Corea se creó un estado “democrático”, cuyo 
primer mandatario fue designado a instancias de Estados Unidos, Syngman Rhee 
(1875-1965). Desde muy joven, Rhee, de origen aristocrático, se involucró en 
actividades políticas, lo que significó que bajo la dominación japonesa partiera al 
exilio hacia Estados Unidos, en donde se doctoró en Ciencias Políticas en la 
Universidad de Princeton en 1910. Al ser electo presidente llevaba treinta años de 
ausencia de Corea. Fue reelecto en tres ocasiones más para el cargo, en eventos 
electorales seriamente cuestionados, y su régimen adquirió connotaciones 
dictatoriales (Field 2015, pág. 115). 

El 25 de junio de 1950, Corea del sur fue invadida por el vecino del norte y, en tres 
días, ocupada su capital, Seúl. El paralelo 38 era la frontera establecida como 
división entre ambos países, por lo que, a la acción militar norcoreana, Naciones 
Unidas organizó una fuerza multinacional para intervenir, encabezada por Estados 
Unidos. Luego intervino en el conflicto China, la cual forzó al repliegue de las fuerzas 
norteamericanas de la parte norte de la península hasta expulsarlas. Las batallas, 
entre avances y repliegues, se mantuvieron hasta que el 27 de julio de 1953, cuando 
se firmó un armisticio que dejó los límites entre ambos países tal y como se 
encontraban originalmente previo a la invasión norcoreana (Herrera de Noble 2005, 
pág. 15). 

La primera guerra dentro del nuevo orden mundial que se configuraba entre las dos 
potencias líderes, tuvo una significación más allá de lo militar. Gaddis lo resume 
bien: “Uno de los aspectos más chocantes para los norteamericanos acerca de la 
Guerra de Corea había sido la rapidez con la cual un interés periférico -la defensa 
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de Corea del Sur- se había repentinamente vuelto vital” (2011, pág. 152). Además, 
cabe señalar, existió el aval de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) para 
la movilización militar internacional y así repeler la invasión norcoreana. Esto era 
una muestra del rol activo que esta organización internacional tendría a nivel 
mundial, frente a la ineficacia de su predecesora (la Sociedad de las Naciones 
wilsoniana). 

La guerra de Corea puso de manifiesto la importancia que podían adquirir para los 
Estados Unidos incluso los países del tercer mundo, ante la amenaza de caer bajo 
la influencia y el control de la Unión Soviética. El riesgo estaba representado por la 
posibilidad del efecto dominó, como lo comprendió bien el presidente Dwight 
Eisenhower (1953-1961) al expresar el 7 de diciembre de 1954, en la que Gaddis 
califica como “la más famosa de todas las metáforas” de la Guerra Fría, que: “Tiene 
usted una fila de fichas de dominó de pie, tira usted la primera, y [...] la última [...] 
caerá muy pronto. Así que puede usted tener [...] una desintegración que tendría 
las más profundas influencias” (2011, pág. 152). La última “ficha” que podría caer 
en ese efecto dominó provocado por el comunismo, conforme esa lógica, serían los 
propios Estados Unidos. Lo cual, por supuesto, era por completo inaceptable para 
la superpotencia del Oeste, y justificaba cualquier esfuerzo para impedirlo. 

A todo esto, debe agregarse que después de 1945 inició el proceso de 
descolonización europea. Siguiendo a John Springhall, la descolonización se 
extendió hasta 1999 (2003, pág. xii-xiii). En total, fueron descolonizados 95 
territorios por Inglaterra, Holanda, Portugal, Francia, Bélgica y Alemania. Los dos 
países con mayores dominios territoriales eran Inglaterra y Francia. 


La tendencia creciente a la descolonización se mantuvo entre las décadas de los 
cuarenta a sesenta (ver Anexo A), para decaer entre las de los setenta a noventa. 
Para comienzos de los años setenta, 67 territorios habían sido descolonizados, es 
decir, el 70.5% de los 95 consignados. Este proceso se vio reflejado en el número 
de estados que conformaban la Organización de las Naciones Unidas (ONU). En 
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1945, año de su fundación, la ONU contó con 51 miembros; en 1977 eran ya 149 
(Montenegro 2006, pág. 314). Actualmente, 2019, cuenta con 193 integrantes. 113 

En cuanto a ese fenómeno, cabe preguntar: ¿Qué provocó la descolonización 
europea? ¿Por qué las metrópolis aceptaron replegarse de las posesiones que 
mantenían alrededor del mundo? ¿Era algo necesario que ocurriera después de 
concluido el conflicto mundial? Existen varios factores que pueden ayudar a 
responder estos interrogantes. Como antecedente, en las conversaciones del 
presidente Roosevelt y Churchill, que dieron por resultado la Carta del Atlántico 
(1941), el tema se perfiló ya como parte de la política internacional para la 
posguerra. Roosevelt dijo a Churchill que la Carta habría de aplicarse no sólo en 
Europa, sino en todo el mundo; lo que comprendía, para pesar del ministro de la 
Gran Bretaña, las regiones coloniales (Kissinger 2004, pág. 386). Los mismos 
Estados Unidos tenían motivos históricos para rechazar el colonialismo, pues el país 
se había construido a partir de la lucha de las trece colonias por lograr su 
independencia. Es más, el presidente Roosevelt temía que la lucha por la 
autodeterminación de las colonias podía llegar a convertirse en una pugna racial, 
como se lo confió a su asesor Charles Taussig: 

El Presidente dijo que le preocupaban los pueblos oscuros del Este. Dijo que 
había 1,100 millones de personas de piel oscura. En muchos países del Este, 
los gobierna un puñado de blancos, y esto lo resienten. Nuestra meta debe 
ser ayudarlos a lograr la independencia. Mil cien millones de enemigos 
potenciales son peligrosos (Kissinger 2004, pág. 387). 

Esta era la visión de Roosevelt antes de la conclusión de la guerra y la abierta 
polarización de las potencias. Con la evolución de la Guerra Fría, las antiguas 
colonias, convertidas en países, evidenciaron, desde su fundación como estados, 
una tendencia nacionalista, antiimperialista. Así, por ejemplo, el líder vietnamita Ho 
Chi Min, luego de que las tropas nacionalistas derrotaran a los japoneses, proclamó 


113 El listado detallado de los estados miembros de la ONU se puede consultar en el siguiente sitio, 
consultado el 23 de mayo de 2019: https://www.un.Org/es/member-states/index.html#top . 
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la independencia de su país. En su discurso, pronunciado el 2 de septiembre de 
1945, afirmó: 

«Todos los hombres son creados iguales. Son dotados por su creador de 
ciertos derechos inalienables, entre ellos la vida, la libertad y la búsqueda de 
la felicidad». Esta imperecedera afirmación fue realizada en la Declaración 
de Independencia de los Estados Unidos de 1776. En un sentido más amplio, 
significa que todos los pueblos de la Tierra son iguales desde el nacimiento, 
todos los pueblos tienen derecho a vivir, a ser felices y libres. La Declaración 
de la Revolución Francesa realizada en 1791 y que recogía los principios de 
la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, publicada poco 
antes, también establece que: «Todos los hombres nacen libres y con los 
mismos derechos y deben permanecer siempre libres y con los mismos 
derechos». Son verdades innegables. Sin embargo, durante más de ochenta 
años los imperialistas franceses, haciendo mal uso de los valores de libertad, 
igualdad y fraternidad, han violado nuestra patria y oprimido a nuestros 
conciudadanos. Han actuado contrariamente a los ideales de humanidad y 
justicia. En el ámbito de la política, han privado a nuestro pueblo de toda 
libertad democrática (Field 2015, pág. 109-110). 

Ho Chi Min también reprochaba a Francia haber “construido más prisiones que 
escuelas”, haber “masacrado sin piedad a nuestros patriotas” y haber “ahogado 
nuestros alzamientos en ríos de sangre”. La declaración de independencia de 
Vietnam no tuvo reconocimiento internacional alguno. Francia mantuvo sus 
pretensiones colonialistas al concluir la guerra, por lo que envió tropas para 
recuperar la posesión territorial. Este nuevo conflicto se prolongó hasta 1954, 
cuando fueron expulsadas los franceses de la península. El país, al igual que Corea, 
quedó dividido en dos Estados: Vietnam del Norte, a cargo de Ho Chi Min, apoyado 
por la Unión Soviética; y Vietnam del Sur, en donde se estableció una dictadura 
militar que contó con el soporte de los Estados Unidos (Field 2015, pág. 110). Como 
lo señala John Agnew: 
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Al final, se presentó a Vietnam ‘del Norte’ como ‘invasor’ de Vietnam ‘del Sur’, 
para definir el conflicto como consecuencia de un acto de invasión 
internacional y no como una guerra civil entre facciones políticas rivales que 
en una época -durante las últimas fases del gobierno colonial francés- habían 
actuado ambas en todo el país” (2015, pág. 24). 

En otra región conflictiva, también surgió el nacionalismo anticolonial. En Irán, el 
primer ministro Muhammad Mossadegh nacionalizó la industria petrolera en 1951, 
para luego demandar que las tropas británicas, ubicadas en el complejo petrolero 
de Abadán, se retiraran. Gran Bretaña ya no pudo responder militarmente, como 
tradicionalmente lo habría hecho, en particular, debido a la proximidad de las tropas 
soviéticas y la denegatoria de apoyo de los Estados Unidos para ocupar el país. Sin 
embargo, dos años después, el desafío de Mossadegh concluyó “cuando los 
Estados Unidos promovieron un golpe de Estado para derrocarlo”. En aquellos días, 
comenta Kissinger, Washington privilegió las operaciones encubiertas en lugar de 
las abiertas intervenciones militares (2004, pág. 512). 

Corea, Vietnam, Irán, representan ejemplos de guerra e intervención, dentro de la 
larga lista de conflictos internacionales influenciados por el antagonismo de las dos 
potencias mundiales. De acuerdo con Kissinger, para el caso del conflicto del Medio 
Oriente, los Estados Unidos fueron atraídos por la teoría de la contención, “que 
exigía oponerse en cada región a la expansión soviética”, y también por la doctrina 
de la seguridad colectiva, según la cual se “favorecía la creación de organizaciones 
como la OTAN para resistir a amenazas militares, reales o potenciales” (2004, pág. 
513). Pero ambas, es decir, tanto la teoría de la contención como la doctrina de la 
segundad colectiva, fueron promovidas en otras partes del mundo. Así, por ejemplo, 
ya en 1950, el gobierno del presidente Truman había decidido que “la seguridad del 
mundo libre exigía que Indochina no cayera en manos de comunistas”, lo que 
significaba que Estados Unidos haría a un lado sus principios anticoloniales y 
apoyaría a la metrópoli colonial francesa (Kissinger 2004, pág. 617). Ese apoyo le 
llevó a involucrarse en la guerra de Vietnam, para finalmente firmar la paz en 1973, 
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lo que para los Estados Unidos representó “su primera experiencia de una guerra 
en que no habían triunfado” (Kissinger 2004, pág. 667). 

Tanto los Estados Unidos como la Unión Soviética se pronunciaron en contra del 
colonialismo, “aunque estuvieran enzarzados en una competencia imperial” (Agnew 
2015, pág. 139). Cada uno, desde su particular enfoque, promovía la idea de lo que 
debía ser el futuro de los nuevos estados. Occidente, apoyaba el proyecto 
democrático, el libre mercado, la libertad. La Unión Soviética, promovía su versión 
de democracia popular, revolucionaria, la lucha de clases, la construcción del 
socialismo que llevaría al triunfo del comunismo. Como corolario de ambos 
enfoques, la ONU favorecía la libertad, la soberanía y la independencia de los 
Estados, sintetizado en la versión de la proclama de los Derechos Humanos de 
1948. 

Sin embargo, en la contienda ideológica, se demonizó al enemigo, al contendiente. 
Así, por ejemplo, llegó a desarrollarse en Occidente un cierto maniqueísmo 
religioso, afirma Agnew: “el infierno y el Demonio estaban en Oriente”, 
representados por la Unión Soviética y la China, de la misma manera como habían 
sido situados en el “submundo” medieval descrito por Dante Alighieri. El Otro 
satánico, al que el presidente Ronald Reagan, en la década de los ochenta, llamó 
el “Imperio del mal”, era la causa de todos los males y amenazas para el género 
humano. De acuerdo a su estrategia, atacaba no directamente a los más fuertes, 
sino a las partes más débiles para luego pasar “a los eslabones más fuertes del 
ejército de los Justos” (2015, pág. 49-50). 

En medio de ese escenario de descolonización, contención, efecto dominó, 
promoción de la autodeterminación de los pueblos, característico todo del mundo 
de la Guerra Fría, surgió el movimiento de la no alineación entre cierta clase de 
Estados, los del llamado tercer mundo (no desarrollados, como se les llamó, para 
diferenciarlos de los industrializados y los “sovietizados” o “comunisteados”). De 
acuerdo con Gaddis, el origen de lo que llegaría a ser la Organización de los Países 
No Alineados se encuentra en la propuesta del gobernante yugoslavo Jozip Broz 
Tito (1892-1980). Yugoslavia no pertenecía al grupo de los países del tercer mundo. 
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Sin embargo, la revolución socialista promovida por Tito se mantuvo alejada de la 
ortodoxia soviética y demostró ser más independiente y recelosa de su soberanía, 
al punto de no someterse a la tutela de Stalin. Estados Unidos, al ver la ruptura de 
Tito con Stalin, apresuradamente le ofrecieron asistencia económica. Fue el 
momento en el que Tito pensó que, con el apoyo occidental, a través de la OTAN, 
la Unión Soviética no se atrevería a proceder militarmente para someter a 
Yugoslavia a su dominio. Sin embargo, Tito tampoco quería plegarse a la tutela 
norteamericana, por lo que imaginó la alternativa de la no alineación: “la idea era no 
comprometerse con ninguno de los bandos en la Guerra Fría, sino dejar abierta la 
posibilidad de tal compromiso”. Esto proveería al país de mayor independencia, 
puesto que: “De ese modo, si se volvía excesiva la presión de una superpotencia, 
una potencia menor podría defenderse amenazando con alinearse con la otra 
superpotencia” (2011, pág. 152-153). 114 

El movimiento de los no alineados promovido por Tito fue apoyado por Sri 
Jawaharlal Nehru (1889-1964), primer ministro de la India; Zhou Enlai (1898-1976), 
primer ministro de China; y por Gamal Nasser (1918-1970), presidente de Egipto. 
Con este movimiento, trataron de “subvertir la mera idea de tener que limitarse a 
elegir entre los Estados Unidos y la Unión Soviética” (Agnew 2015, pág. 146). 

Cada uno de estos líderes contaba con sus propios motivos para apoyar la no 
alineación. Así, Nehru, de tendencias socialistas, se encontraba preocupado con la 
política de Estados Unidos y Pakistán, en la región del subcontinente asiático que 
compartía con este último. Pakistán se declaró abiertamente anticomunista y se 
adhirió a la Organización del Tratado Central (Cento) y a la Organización del Tratado 
del Sudeste Asiático (SEATO), apadrinadas ambas por el secretario de Estado del 
presidente Eisenhower, John Foster Dulles, “para rodear a la Unión Soviética con 
alianzas militares patrocinadas por norteamericanos” (Gaddis 2011, pág. 154). La 
no alineación, para Nehru, significaba rechazar a los norteamericanos y a los 
pakistaníes. 


114 La cursiva corresponde al original. 



498 


Los motivos del primer ministro chino Zhou, que eran los mismo de Mao Zedong, se 
relacionaban con una potencial invasión a la China continental por parte de los 
nacionalistas que huyeron a Taiwán, quienes contaban con el apoyo 
norteamericano. Los líderes chinos no confiaban plenamente que la Alianza Sino- 
Soviética de 1950 les salvara de ese peligro (Gaddis 2011, pág. 155). 

Esa convergencia de intereses particulares en pro de la no alineación, permitió que 
se llevara a cabo la primera conferencia de naciones “no alineadas” en Bandung, 
Indonesia, en abril de 1955, con la participación de 29 Estados. Uno de los 
gobernantes que asistieron fue el coronel Gamal Abdel Nasser de Egipto, quien 
llegó al poder mediante un golpe de Estado en su país y “pronto demostraría ser el 
más hábil de todos los que practicaban el ‘no alineamiento’” (Gaddis 2011, pág. 
155). 

Nasser solicitó, en septiembre de 1955, un préstamo a Estados Unidos para 
financiar la construcción de la presa del Nilo en Asuán, proyecto que representaba 
la base de su gobeierno para el desarrollo económico de Egipto. En principio, 
Estados Unidos aceptó realizar el empréstito. Sin embargo, de acuerdo con 
Fontana, el Secretario de Estado John Foster Dulles se lo negó, para así castigar el 
“neutralismo activo” pregonado por los países del grupo de los no alineados (2019, 
pág. 253). Al mismo tiempo que Nasser solicitó el financiamiento norteamericano 
para la construcción de la presa, compró armas a Checoslovaquia (Gaddis 2011, 
pág. 156), lo que sirvió de excusa, en parte, para la denegación de Dulles de 
concedérselo. 

Nasser supo hábilmente manipular para que se confrontaran los intereses de las 
superpotencias para así obtener ventajas. Apelando al nacionalismo, es decir, a la 
lucha contra el imperialismo occidental, se convirtió en el líder de los países árabes 
en la lucha por la liberación del dominio occidental. En el momento álgido de su 
liderazgo -después de reconocer a la República Popular de China, en agravio de 
Taiwán-, mediante una acción militar, Nasser nacionalizó el canal de Suez, cuyos 
ingresos -provenientes de los cobros a los navios que transitaran por él- le servirían 
para financiar la presa de Asuán (Fontana 2019, pág. 253). 
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El canal se encontraba bajo el dominio de una empresa británica y representaba la 
vía de comunicación marítima vital entre Europa y ei Medio Oriente, así como con 
la India y Asia sudorienta! (Gaddis 2011, pág. 155-156). El anuncio de la toma militar 
del canal ia hizo Nasser en un discurso que dio el 26 de julio de 1956, como lo 
consigna Kissinger. A mitad de su arenga, pronunció ei nombre de Ferdinand de 
Lesseps, el francés que dirigió la construcción del canal de Suez (2004, pág. 518). 
El nombre del empresario francés era la palabra clave para que iniciara la operación 
militar, por lo que, al final de su discurso, Nasser dijo: 

En este momento, mientras yo os hablo, algunos de vuestros hermanos 
egipcios [...] han empezado a ocupar la Compañía del Canal y sus 
propiedades y controlar la navegación en el canal, ese canal que está situado 
en territorio egipcio, que [...] es parte de Egipto y que es propiedad de Egipto 
(Kissinger 2004, pág. 519). 

La Unión Soviética había provisto de armas a Nasser, y éste, a su vez, las facilitó a 
otros movimientos árabes anticoloniaiistas y a favor de la independencia, como 
Marruecos y Argelia, dominados por Francia. De este modo, el líder egipcio 
representaba el símbolo panárabe y también de la efectividad que podía tener la no 
alineación. En congruencia con esta línea de acción, Nasser boicoteó el Pacto de 
Bagdad, conformado por Turquía, Irán, Pakistán y Gran Bretaña, el cual era una 
alianza militar que pretendía emular a la OTAN del Medio Oriente, y que más tarde 
(al salir de ella Irán en 1958) se convertiría en la CENTO (Central Treaty 
Organization: Organización del Tratado Central). Estados Unidos, si bien patrocinó 
la conformación de ia organización, no perteneció al pacto, pues no deseaba 
distanciarse de los países árabes que se oponían a la hegemonía británica en la 
región (Powaski 2019, pág. 162-163). 

La “ocupación” egipcia del canal de Suez, habiendo ocurrido en su mismo territorio, 
resultó totalmente inaceptable para Gran Bretaña y Francia, cuyos gobiernos 
reaccionaron violentamente. El primer ministro inglés, Robert A. Edén, cablegrafió 
al siguiente día de la ocupación al presidente Eisenhower: “Si no adoptamos [una 
actitud firme] nuestra influencia y la vuestra, estamos convencidos, finalmente serán 
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destruidas en todo el Medio Oriente”. No menos terminante fue la postura del 
gobierno francés, pues, a través de su embajador en Londres, manifestó su 
disponibilidad de poner las tropas francesas de la región bajo las órdenes del alto 
mando británico, incluidas las fuerzas de Argelia (Kissinger 2004, pág. 520). 

En tanto, Estados Unidos se opuso a toda acción militar en contra de Egipto. 
Washington optó por intentar ganarse a los nacionalistas radicales, primero, a través 
de su disociación diplomática con Gran Bretaña y Francia y, luego, oponiéndose a 
los dictados militares de ambos países, lo que, en otras palabras, dice Kissinger, 
significó hacerles “comprender el fin de su papel de grandes potencias” (2004, pág. 
522). 

Francia e Inglaterra, ante el apremio de recuperar la vía marítima, promovían la idea 
de que los miembros de la OTAN debían participar en la solución militar de la crisis 
del canal de Suez. El secretario de Estado Foster Dulles no compartía esa idea; 
sobre la base de una interpretación jurídica restrictiva, dijo: “En algunas zonas, las 
tres naciones están unidas por tratados, como la zona del Pacto del Atlántico [...] 
En ésas las tres [...] están unidas”. La OTAN, pues, se refería específicamente a la 
protección del área europea. Por lo que, según la interpretación del Secretario de 
Estado: “Otros problemas se relacionan con otras zonas y tocan de una manera u 
otra el llamado problema del colonialismo. En esos problemas, los Estados Unidos 
desempeñan un papel un tanto independiente”. Los Estados Unidos, a partir de ese 
enfoque, podían no coincidir con los intereses de sus aliados europeos a la hora de 
atender el problema del colonialismo en otras zonas. Este argumento, señala 
Kissinger, sería utilizado años después por los aliados europeos de la OTAN para 
no intervenir en apoyo de conflictos norteamericanos, tales como el de Vietnam y el 
de otras regiones (2004, pág. 525). 

Los europeos planteaban el problema del canal de Suez como parte de la política 
de contención contra la Unión Soviética. Foster Dulles, en tanto, le daba un enfoque 
distinto; parapetado en la idea de que se trataba de la continuidad del colonialismo 
anterior a la guerra mundial, denegaba el apoyo de su país a Francia y Gran Bretaña 
para recuperar el dominio del canal. 
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Francia y Gran Bretaña buscaron aliarse con el recién fundado Estado de Israel, 
para así proceder militarmente a la recuperación del canal. Francia propuso el plan 
de que Israel invadiera Egipto, con lo cual, en nombre de la libertad de navegación, 
se justificaría la intervención anglo-francesa, para requerir, tanto a Egipto como a 
Israel, que sus tropas se retiraran a una distancia del 6 kilómetros de la vía marítima. 
Kissinger comenta sobre esto: “...la maniobra hecha por franceses y británicos fue 
demasiado transparente y demasiado cínica” (2004, pág. 529). 

La invasión anglofrancoisraelí se realizó a finales de octubre de 1956, cuando se 
encontraba en el momento álgido la crisis de Polonia y Hungría. Jruschov amenazó 
con atacar a las fuerzas trinacionales con misiles nucleares si no cesaban 
inmediatamente las acciones militares. El presidente Eisenhower estaba furioso, 
pues se vería obligado a aplicar sanciones a sus aliados, en caso de que no 
procedieran a la desocupación de Egipto (Giddens 2011, pág. 156-157). 

Nasser salió airoso del conflicto, pues se reconoció el derecho soberano de Egipto 
sobre el canal de Suez. Políticamente, había sabido llevar el juego a su favor al 
punto de que la crisis del Medio Oriente trascendiera no sólo para convertirse en 
conflicto entre las superpotencias, sino también entre Estados Unidos y sus aliados. 
Además, la imagen del gobernante egipcio se vio acrecentada entre los países 
árabes y los no alineados. 

Para Estados Unidos, según Agnew: 

...existía la necesidad de oponerse a los gobiernos que llegaban al poder sin 
una adhesión clara a la política de EE. UU. Desde Guatemala en 1954 a 
Granada en 1986 (sic.) 115 la intervención estadounidense en el extranjero se 
justificaba por alguna de estas razones. La URSS siguió una lógica similar en 
Hungría, Checoslovaquia y Afganistán. (2015, pág. 146). 

El movimiento de los países no alineados se vio fortalecido, y fueron decenas de 
países los que se sumaron al mismo. En la conferencia de 1973, realizada en Argel, 
y a la cual asistieron 53 jefes de Estado más otros representantes de 17 países, 


115 La intervención a Granada ocurrió en 1983. 
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Fidel Castro planteó su oposición a que se aplicara “a la Unión Soviética la misma 
acusación de imperialismo que a los Estados Unidos”, lo cual fue recibido por la 
audiencia “con asombro y desconcierto”, pues ese supuesto bipolar sobre ambas 
superpotencias formaba parte de las bases de la organización (Montenegro 2006, 
pág. 199). Castro, además, preguntó en dónde se encontraban las corporaciones 
monopolistas de la Unión Soviética, dónde su participación en compañías 
multinacionales; qué fábricas, minas, yacimientos petrolíferos poseía en el mundo 
desarrollado; a qué trabajadores explotaba el capital soviético en algún país de Asia, 
África o América Latina (Johnson 2016, pág. 698). 

Efectivamente, era ajeno al sistema económico soviético todo ese cúmulo de 
características empresariales y de mercado por las cuales preguntaba Castro en 
Argelia y, formalmente, desde esa perspectiva, la Unión Soviética no podía ser 
calificada de “imperialista”. Sin embargo, Cuba, a pesar de ser miembro de la 
organización de países no alineados, tenía un sesgo en las declaraciones que podía 
expresar su líder máximo, pues se encontraba en franca dependencia del apoyo 
económico que le pudiera brindar la Unión Soviética. Johnson, sobre el particular, 
refiere: “Durante los años sesenta, Rusia soviética compró bastante barata la 
fidelidad cubana: menos de 500 millones de dólares anuales. Obtuvo a cambio el 
apoyo verbal: Castro defendió enérgicamente la invasión soviética de 
Checoslovaquia en 1968” (2016, pág. 698). 

Después de la conferencia en Argel, la Unión Soviética requirió a Cuba que 
interviniera en África, suministrando fuerzas militares “no imperialistas”. Desde los 
arreglos de la Unión Soviética con Nasser en 1955, se habían enviado misiones de 
“cooperación” al África, las cuales fueron tildadas de imperialistas al estar 
conformadas por hombres blancos. Los cubanos, desde esa perspectiva del color 
de piel, no podían ser calificados de esa forma. Así: “En diciembre de 1975, 
protegidas por una escolta naval soviética, las primeras tropas cubanas 
desembarcaron en Angola”. Al siguiente año se movilizaron a Abisinia, que 
pertenecía al grupo de países bajo influencia soviética y, luego, continuaron hacia 
el África Central y Oriental (Johnson 2016, 698). 
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Ese mismo año de 1973, en enero, Estados Unidos, siendo presidente Richard 
Nixon, anunció que finalmente se había llegado a un arreglo con Vietnam del Norte, 
la República de Vietnam del Sur y el Gobierno Revolucionario Provisional, 
representantes de las guerrillas del sur, y que se firmaría la paz en París, la cual 
entraría en vigor el 27 del mismo mes, para concluir la tan prolongada guerra 
(Fontana 2019, pág. 312). 

Nixon -quien gobernó Estados Unidos entre el 20 de enero de 1969 y el 9 de agosto 
de 1974-, según el hombre más influyente para la definición de su política exterior, 
Henry Kissinger, tomó “posesión de la presidencia convencido, como muchos 
adversarios de la guerra, de que ya no era posible -si algún día lo había sido- 
obtener una victoria clara en Vietnam” (Kissinger 2004, pág. 669). Sin embargo, esto 
no significa que, en forma apresurada, o bien desinteresada, hiciera cualquier 
esfuerzo por terminar rápidamente el conflicto en Vietnam. La conclusión de la 
guerra estuvo supeditada a la oportunidad y conveniencia de los intereses políticos 
del presidente Nixon. Siendo candidato, boicoteó la oportunidad de que la 
insurgencia vietnamita arribara a un armisticio con el presidente Johnson, pues la 
persistencia del conflicto le favorecía para llegar a la presidencia, aunque esto 
significó que, a un alto costo en vidas, se prolongara la guerra por cuatro años más. 
El presidente Johnson llegó a enterarse, con base en pruebas cablegráficas e 
intercepciones telefónicas, del boicot de Nixon en la negociación con el gobierno de 
Vietnam del Sur; sin embargo, siguiendo el consejo de sus asesores, para evitar un 
escándalo que afectara la candidatura del republicano, y probablemente la 
presidencia, prefirió callar y no dar a conocer el incidente (Fontana 2019, pág. 276). 

Y a pesar de todo, como lo plantea Fontana: la “gran aportación de Nixon a la política 
mundial fue el inicio de la distensión en la guerra fría”, dentro de lo cual quedó 
comprendido llegar a acuerdos con Moscú y Pekín, y acabar la guerra de Vietnam 
(2019, pág. 304). 

Para comprender el contexto dentro del cual el presidente Nixon inició la 
aproximación a Moscú y Pekín, es necesario tomar en cuenta que, entre los eventos 
más destacados de la Guerra Fría -además de la guerra de Vietnam, la crisis de los 
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misiles en Cuba (1962) y la construcción del muro de Berlín (1963)- ocupa un lugar 
importante lo que se ha llamado “la ruptura sino-soviética”. Ésta consistió en el 
distanciamiento, por motivos ideológicos sobre los alcances internacionales que 
debía tener la revolución y la denegación de Stalin a compartir el secreto para la 
construcción de la bomba atómica, entre los dos aliados comunistas más grandes, 
que comenzó a finales de los años cincuenta y representó el quiebre de la unidad 
del bloque de los países socialistas. Como se mencionó, inmediatamente después 
del triunfo de la revolución, China se declaró aliada de la Unión Soviética. En la 
década siguiente, tras ocurrir el distanciamiento, Mao intentó erigir a su país en el 
líder del tercer mundo contra las dos superpotencias (Huntington 2019, pág. 180). 
Pero, en la década de los años setenta, con el presidente Nixon al frente de la 
administración norteamericana, surgió posibilidad de que China se alineara con los 
Estados Unidos, después de dos décadas en las que sus relaciones estuvieron 
suspendidas debido a las fricciones que generó la guerra de Corea (en ella, Mao 
perdió a su hijo) (Powaski 2019, pág. 125). Además, como elemento favorable para 
el acercamiento, existía el temor de China de que pudiera ser invadida como lo fue 
Checoslovaquia en 1968, al amparo de la doctrina Breznev, según la cual la Unión 
Soviética se reconocía el derecho de invadir a los países vecinos en donde peligrara 
el socialismo. China se vio apoyada con la llamada “doctrina revolucionaria” de 
Nixon, planteada en 1969, conforme la cual “los intereses de Estados Unidos no 
saldrían beneficiados si la Unión Soviética ‘destruía’ militarmente a China” (Powaski 
2019, pág. 233-234). 

¿Qué importancia daba Nixon al acercamiento con la China de Mao? Johnson 
provee la versión de lo que el presidente comentó, en forma visionaria, al plantel de 
sus hombres de confianza: 

«Una cuarta parte de la población mundial vive en China comunista. Hoy no 
es un poder importante, pero de aquí a veinticinco años será decisivo. Que 
Estados Unidos no haga todo lo posible en este momento, cuando puede 
hacerlo, llevaría a una situación de grave peligro. Podemos alcanzar una 
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detente 116 total con la Unión Soviética, pero eso no significará nada si los 
chinos están fuera de la comunidad internacional» (2016, pág. 662). 

Finalmente, Nixon llegó a Beijing el 21 de febrero de 1972, en el año de campaña 
para su reelección, en donde mantuvo una sola entrevista con Mao (Fontana 2019, 
pág. 310). Como afirma Gaddis respecto a esa visita oficial, “Nixon y Mao 
ciertamente habían querido perturbar a los rusos” (2011, pág. 185), y lo 
consiguieron. Se trataba de dar cabida a lo que se llamó la “Ostpolitik” [política del 
este, en alemán], cuyo principal arquitecto fue Willy Brandt (quien la propuso siendo 
ministro de relaciones exteriores y le dio impulso cuando fue electo canciller de 
Alemania occidental para el período 1969-1974). Brandt la ideó como una forma de 
lograr el acercamiento con la Alemania Democrática, para proveer de estabilidad 
geopolítica y social al aceptarse que la reunificación de Alemania no ocurriría pronto 
(Gaddis 2011, pág. 187). 

Pese a las primeras reticencias de Nixon y Kissinger, “llegaron a considerar 
necesaria la Ostpolitit (Kissinger 2004, pág. 729) y supieron ajustarla como una 
estrategia más amplia: la necesidad económica podía combinarse con la apertura 
de China para inducir a la Unión Soviética a negociar con Estados Unidos en varios 
temas. Entre ellos la limitación de armas estratégicas, fin de la guerra de Vietnam, 
incremento del comercio este-oeste (Gaddis 2011, pág. 187-188). 

Después de que Nixon dijera, “eufórico, y animado por la bebida”, en un brindis en 
China: “Ésta ha sido la semana que ha cambiado el mundo”, el presidente preparó 
su siguiente viaje, con rumbo a Moscú (Fontana 2019, pág. 310). El 22 de mayo de 
1972 Nixon arribó con su comitiva a Moscú. La visita de una semana obtuvo logros 
concretos: se suscribió el tratado de limitación de armas SALT I, que comprendía a 
las instalaciones antimisiles y a los misiles disparados desde submarinos, primer 
acuerdo mediante el cual se ponía un alto a la carrera armamentista entre las dos 
superpotencias. Además, también se firmó el texto que contenía los “Principios 


116 Distensión. Término francés que significa aflojamiento, aligeramiento. Se utilizó desde la década 
de los años setenta para referirse a la disminución de tensiones en el ámbito internacional, dentro 
de la Guerra Fría. 
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básicos de las relaciones entre Estados Unidos y la URSS”, en cuyo primer punto 
se estableció que “las diferencias en la ideología y en los sistemas sociales de 
Estados Unidos y la URSS no eran obstáculo para que se respetasen mutuamente 
los principios de soberanía, igualdad y no interferencia en los asuntos internos” 
(Fontana 2019, pág. 311). 

El éxito presidencial en las negociaciones con China y la Unión Soviética se vería 
empañado por lo ocurrido el 17 de junio de 1972 en Washington, cuando se dio la 
irrupción de supuestos asaltantes a la sede del cuartel general del Comité Nacional 
Demócrata en el edificio Watergate, con el aval del propio Nixon. El vergonzoso 
evento llevaría a “la primera renuncia de un presidente norteamericano” (Gaddis 
2011, pág. 191). Sin embargo, no fue la única renuncia de ese gobierno. En 1973, 
el también reelecto vicepresidente para un segundo período, Spero Agnew, debió 
renunciar el 1 de octubre, a causa de habérsele acusado y condenado por recibir 
sobornos cuando fue gobernador de Maryland (Fontana 2017, pág. 410). 

A Nixon le sucedió en el cargo el vicepresidente Gerald Ford (1974-1976), quien le 
otorgó el perdón por todos los delitos que hubiera podido cometer desde 1969, para 
que no fuera a la cárcel (Fontana 2017, pág. 419), hecho que, según algunos, le 
significó no ganar las elecciones. Los republicanos, como era de esperar ante el 
escándalo de la administración de Nixon, fueron desplazados por los demócratas 
encabezados por Jimmy Cárter (1977-1981). 

Cárter es juzgado severamente por diferentes autores. Así, por ejemplo, Paul 
Johnson, al hablar sobre su nominación como candidato, dice: “Había poca 
competencia y los demócratas eligieron como candidato a Jimmy Cárter, un 
georgiano mediocre que fue vendido como un paquete televisivo por Gerald 
Rafshoon, un sagaz ejecutivo de publicidad de Atlanta” (2016, pág. 686). Joseph 
Fontana, en tanto, dice: “Por desgracia, la sucesión de Nixon y Ford fue a recaer en 
un hombre incompetente, que no sólo fracasó en cuanto abordaba, sino que reavivó 
la guerra fría y alimentó el nacimiento del terrorismo islámico” (2019, pág. 330). 

En el ámbito económico, Cárter inició el proceso de desregulación económica que 
profundizaría su sucesor Ronald Reagan (Harvey 2017, pág. 21). Así, por ejemplo, 
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en 1979, ei presidente de la Reserva Federal de Estados Unidos, Paul Volcker, ideó 
una transformación de la política monetaria, que significó abandonar las políticas 
fiscales y monetarias keynesianas impulsadas con el New Deal rooseveltiano. La 
prioridad, en ese momento, se cifró en sofocar la inflación sin que importaran las 
consecuencias que pudiera tener sobre el empleo. El tipo de interés real, que 
regularmente había sido negativo durante la cresta inflacionaria de dos dígitos de la 
década de los años setenta, “se volvió positivo por orden de la reserva federal”. El 
tipo de interés nominal subió al 20% para 1981, con lo cual “comenzó una larga y 
profunda recesión que vaciaría las fábricas y resquebrajaría los sindicatos en 
Estados Unidos y llevaría al borde de la insolvencia a los países deudores, 
iniciándose la larga era del ajuste estructural” (Harvey 2017, pág. 22). Un presidente 
demócrata, así, a finales de los años setenta, sentaba las bases, desde la política 
económica, para desmantelar el Estado del bienestar alcanzado con base en lo 
cimentado por otro demócrata en los años treinta. Fontana afirma que: 

Fue así Cárter, y no Reagan, quien puso fin a una larga época de política 
reformista favorable a las capas populares y a los trabajadores, que se había 
prolongado desde Roosevelt hasta Johnson como un objetivo de gobierno 
propio de los demócratas, y que tanto Eisenhower como Nixon habían 
respetado (2019, pág. 490). 

Durante la administración Cárter también cobró auge el tema de los derechos 
humanos. En parte, esto se debió al legado que dejó el presidente Ford y a la 
importancia que oficialmente se le dio en la conferencia de Helsinki, es decir, la 
Conferencia sobre la Seguridad y la Cooperación en Europa, suscrita por 35 
Estados. En ella participaron los Estados Unidos, la Unión Soviética, Canadá, todos 
los países europeos y Turquía. Se desarrolló entre julio de 1973 y agosto de 1975, 
a través de un ciclo de cumbres. En la tercera y última, que inició el 30 de julio, se 
arribó a la suscripción de lo que se conoce como el Acta Final de Helsinki, la cual 
marcó el abandono de la etapa de distensión o detente (1969-1975), iniciada 
durante la administración de Nixon. El reavivamiento de la Guerra Fría del que 
acusa Fontana a Cárter, se debe, probablemente, a que el presidente se opuso a la 
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ratificación del acuerdo SALT II con la Unión Soviética sobre armas nucleares, por 
la invasión que este país realizó a Afganistán en 1979 (2019, pág. 392-393). 

Después de la cumbre de Helsinki, se “acusó al presidente Ford de haberse 
vendido, por asistir a la conferencia y por firmar el principal documento, la llamada 
Acta Final en 1975” (Kissinger 2004, pág. 755). El punto objeto de crítica fue que, 
con la suscripción del acta, Estados Unidos y sus aliados “reconocían las fronteras 
existentes en Europa oriental”, es decir, se legitimaban los dominios soviéticos de 
la posguerra (Gaddis 2011, pág. 230). En cuanto al tema de los derechos humanos, 
éste cobró auge en los Estados Unidos, al punto de que “los liberales y 
conservadores denunciaron por igual a Ford y Kissinger por haber abandonado la 
causa de los derechos humanos”. 117 En la campaña presidencial de 1976, tanto el 
candidato republicano, Ronald Reagan, como el demócrata, Jimmy Cárter, 
condenaron el acuerdo de Helsinki (Gaddis 2011, pág. 229). Pero también su 
inclusión significó abrir una peligrosa puerta para Brézhnev y el régimen comunista, 
al comprometerse a respetar un mínimo de derechos que, visto en el tiempo, 
cumplirían un doble papel: “moderó la conducta soviética en Europa, y más adelante 
aceleró el desplome del Imperio soviético” (Kissinger 2004, pág. 755). 

Cárter incluyó el tema de los derechos humanos en su primer gran discurso de 
política exterior, cuando expresó: “Estamos hoy lejos del exagerado temor del 
comunismo que nos llevaba a asociarnos con cualquier dictador que coincidía con 
nosotros en este temor” (Fontana 2019, pág. 486). Sin embargo, en lo que se refiere 
a su implementación, el proceder de la administración fue contradictorio. Así, a 
Cárter se le señala de haber apoyado a dirigentes despóticos como el Shah de Irán, 
el dictador Zia-ul-Haq de Pakistán, a su “amigo” Sadat, al presidente filipino Marcos 
o a Mobutu en Zaire, quien recibió ayuda norteamericana para no ser derrocado. 
Aumentó la ayuda militar a Suharto, gobernante de Timor, y apoyó a Pol Pot 118 en 


117 La cursiva corresponde al original. 

118 Sobre el apoyo de la administración Cárter al régimen de Pol Pot, se puede consultar el siguiente 
artículo del Washington Post, de 1980 (consultado el 28 de mayo de 2019): 
https://translate.qooqle.com/translate?hl=es&sl=en&u=https://www.wash¡nqtonpost.com/arch¡ve/pol¡ 

tics/1980/09/16/us-to-support-pol-pot-reqime-for-un-seat/58b8b124-7dd7-448f-b4f7- 

80231683ec57/&prev=search . 
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Camboya, que fue acusado de genocidio (Fontana 2019, pág. 486-487). En el caso 
de Nicaragua, el presidente trató de persuadir a la Organización de Estados 
Americanos (OEA) en junio de 1979, cuando cayó el gobierno de Anastasio Somoza 
frente a los sandinistas, que invadiera el país. Fue la primera vez que la OEA se 
negó a complacer al gobierno norteamericano en una petición que le hiciera 
(Powaski 2019, pág. 296). 

El siguiente gobierno al de Cárter, el de Ronald Reagan, sería el más radical y 
confrontativo de toda la Guerra Fría contra la Unión Soviética. A su salida, “Cárter 
dejó la presidencia con su política soviética sumida en el caos”, y “sin duda Cárter 
fue responsable en gran parte del fracaso de la distensión”, afirma Powaski (2019, 
pág. 308). Fontana es más contundente en establecer cuáles fueron los alcances 
de su administración, pues dice que fue “Cárter quien puso en marcha el proceso 
de reactivación de la guerra fría que Reagan iba a continuar” (2017, pág. 502). 

Con Reagan en el poder se produjo una aceleración en la carrera armamentista, los 
conflictos bélicos se intensificaron, la política económica se tornó abiertamente 
neoliberal, aunque paralelamente se impulsó el retorno a la democracia formal. 
Flenry Kissinger, con razón, llama a Reagan “el azote del comunismo” y afirma que 
“fue elegido con base en su promesa de un anticomunismo militante, y cumplió su 
palabra” (2004, pág. 766 y 763). 

A lo largo del período que comprendió la Guerra Fría, se pueden observar varias 
fases, así, Agnew señala que el concepto de contención adquirió un carácter cada 
vez más expansivo. Desde los años cuarenta a los ochenta, la sucesión de 
presidentes norteamericanos produjo una serie de cambio. Refiere que O’Loughlin 
y Grant encontraron la siguiente tendencia: 

En los años cuarenta y cincuenta, se hacía hincapié en la amenaza que se 
percibía en el «margen continental», zona de contención que abarcaría un 
semicírculo trazado alrededor del corazón continental soviético. En los años 
sesenta, al tema principal de la rivalidad entre los EE UU y la URSS se le 
añadió una atención especial a los conflictos de Cuba y Vietnam. En los 
setenta, década de distensión, se redujo la atención a la política exterior, que 
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resurgirá con fuerza en forma de interés regional a finales de los setenta y 
principios de los ochenta, con los presidentes Cárter y Reagan. Durante los 
años ochenta, la atención prestada a la rivalidad EEUU/URSS se desplazó 
hacia Oriente Medio, África del Sur y América Central (Agnew 2015, pág. 
149). 

Cuando Reagan asumió la presidencia, encontró “la desastrosa situación en que 
Cárter dejaba la economía, con paro y unos elevados tipos de interés”, por lo que el 
nuevo presidente “prometía resolver (la situación) disminuyendo el gasto 
gubernamental y rebajando los impuestos, pese a comprometerse a mantener un 
alto presupuesto de defensa de acuerdo con su reivindicación de la guerra fría” 
(Fontana 2017, pág. 511). La fórmula era incongruente y no se cumplió. El gasto 
público aumento sensiblemente en defensa y el déficit fiscal alcanzó carácter 
constante y a niveles nunca vistos, fue el momento en el que Estados Unidos se 
encaminó a convertirse en el país con la mayor deuda pública en el mundo. Philip 
Jenkins provee información que ¡lustra sobre estos aspectos: 

...La administración Reagan financió ese desarrollo de la defensa a través de 
un déficit de una escala sin precedentes en tiempos de paz. Aun en los peores 
momentos de la Guerra de Vietnam, el gobierno de Estados Unidos sólo 
había incurrido, excepcionalmente, en un déficit de unos 25.000 millones (el 
3 por ciento del PIB) en un solo año, y en 1969 el presupuesto nacional tuvo 
incluso superávit. Con el gobierno de Reagan, sin embargo, se abandonaron 
las restricciones anteriores y los déficit anuales de 200.000 millones de 
dólares (el 5-6 por ciento del PIB) fueron habituales a mediados de la década 
de 1980. La deuda pública total se duplicó entre 1980 y 1985, y en 1987 se 
superó finalmente el límite del billón de dólares de gasto. La crisis del déficit 
fue en gran medida una consecuencia directa de los extraordinarios gastos 
militares de Reagan (2007, pág. 368). 

El tema de los derechos humanos fue abandonado por Reagan, a no ser como un 
arma en contra de los enemigos de los Estados Unidos. Al encontrarse con 
Gorbachov en Reikiavik e insistirle el gobernante soviético que discutieran los temas 
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del desarme, Reagan le respondió que “había que hablar sobre derechos humanos 
en Afganistán”, mientras se rehusaba a hacerlo, “en contrapartida, de las violaciones 
de derechos humanos que los Estados Unidos patrocinaban en América Central” 
(Fontana 2017, pág. 512) 

En el ámbito de lo social, ocurrió una reevaluación sobre las causas de esa 
problemática: “...los comportamientos perniciosos y desviados obedecían al pecado 
y la maldad personal, no a disfunciones sociales o económicas...” Desde esa 
perspectiva conservadora, cada individuo debía asumir su responsabilidad en lo 
moral como en lo económico. Por lo que: “La política social de Reagan supuso 
grandes recortes en el gasto de bienestar social, al mismo tiempo que se 
incrementaban los presupuestos de la policía y el sistema penitenciario” (Jenkins 
2007, pág. 373). 

Resumiendo, en este apartado se ha podido revisar el curso adoptado 
inmediatamente después de la conclusión de la Segunda Guerra Mundial en 
relación al surgimiento de conflictos en diferentes partes del mundo. Dentro del 
nuevo orden mundial que se configuró, los conflictos se presentaron como la 
confrontación entre las dos superpotencias, en su intento de prevalecer y ganar 
hegemonía. Esto llevó a la carrera armamentista, al desarrollo de las intervenciones 
encubiertas y a la proliferación de conflictos de baja intensidad en una sucesión 
expansionista a lo largo de varias décadas. 

En Occidente, durante la última fase de la Guerra Fría, el conflicto pasó de la 
distensión de Nixon, al rearme acelerado con Reagan, incluso a costa del Estado 
del bienestar construido después de la gran depresión de 1929. De igual manera, la 
democracia se vio vulnerada en distintos momentos, al punto de que los Estados 
Unidos optaron por apoyar a regímenes dictatoriales, promover golpes de Estado, 
y desarrollar la Doctrina de la Seguridad Nacional, para el logro de la estabilidad y 
abortar toda posibilidad de cambios sociales que se consideraran contrarios a sus 
intereses. 

En el siguiente apartado se verá el efecto de la política del gobierno del presidente 
Reagan en la región centroamericana, que incidió en recrudecimiento del conflicto 
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armado, para después pasar a promover la democratización en esos países, cuando 
ya era evidente el desplome de la Unión Soviética. 

1.4.2 El conflicto armado en Latinoamérica 

El fin de la Segunda Guerra Mundial en Europa, generó un amplio apoyo económico 
de Estados Unidos (el Plan Marshall) para evitar la catástrofe social que podía 
conducir a los estados a sumarse al bloque comunista, representado por la Unión 
Soviética (Fontana 2017, pág. 423). El programa económico estuvo acompañado 
del proceso de democratización y el desarrollo del constitucionalismo social, como 
anteriormente se estudió. 

Pero lo que se hizo en Europa no se replicó en América Latina. No hubo apoyo 
económico, democratización ni desarrollo del constitucionalismo social. El 
Departamento de Estado norteamericano consideró que el comunismo “no era 
seriamente peligroso” en esta región, por lo que no ameritaba el uso de recursos 
para la región. Esto explica lo expresado en privado por Dean Acheson, Secretario 
de Estado 1949-1953 y consejero de cuatro presidentes posteriores sobre política 
exterior en lo referente a la Guerra Fría: “...puesto que de todos modos van a estar 
con nosotros, ¿para qué molestarnos en ayudarles?” (Fontana 2017, pág. 423). 

En Latinoamérica, primero Cuba y después en el subcontinente, fueron distintos 
países el escenario de la Guerra Fría. Al comienzo, los movimientos nacionalistas 
resultaron ser los más molestos dentro de la lógica de la confrontación, “partidarios 
del proteccionismo como forma de favorecer el crecimiento industrial propio, y 
opuestos a las inversiones norteamericanas” (Fontana 2017, pág. 423). Salvadori 
afirma que: “En el continente iberoamericano, donde predominaban los regímenes 
autoritarios y populistas, la democracia era muy frágil” (2013, pág. 87). Y lo fue más 
debido al intervencionismo norteamericano. De esto da cuenta John Keane, cuando 
expone que: “...En el periodo de 20 años que va de 1890 a 1910 las fuerzas 
estadunidenses invadieron la región 20 veces. Regresaron 19 veces entre 1910 y 
1945, y otras 20 veces desde entonces hasta 2004” (2018, pág. 394). Todo, agrega, 
en apego a la Doctrina Monroe, con el corolario del presidente Roosevelt, según la 
cual América debía ser para los americanos. Para el logro de ese objetivo: 
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...La ocupación podía durar de días a años, y la gama de los intereses que 
según la percepción de los estadunidenses estaban en juego era en verdad 
muy amplia. Se hizo uso de la fuerza para apagar una revuelta que, 
encabezada por trabajadores negros, se oponía al intento de los 
estadunidenses de adueñarse de la isla Navassa en Haití (1891). A veces el 
blanco de la ocupación lo constituían los sindicalistas (Guatemala en 1920 y 
Panamá en 1925). Se recurrió repetidamente a tropas y embarcaciones para 
repeler las amenazas que representaban para los intereses estadunidenses 
los nacionalistas mexicanos (1914-1916). En el caso de una serie de países 
se enviaron tropas para configurar o reconfigurar ios resultados o las secuelas 
de las elecciones, como ocurrió en Cuba (1906-1909), varias veces en 
Panamá (1908, 1912 y 1918-1920) y dos veces en Honduras (1919, 1924- 
1925). Las intervenciones también iban dirigidas comúnmente a asegurar las 
inversiones o hacer acopio de los recursos, como en el caso de la República 
Dominicana (1903-1904), en el protectorado de “la Diplomacia del Dólar” 
implantado en Nicaragua (1907), en dos intervenciones en Honduras (1911, 

1912) y en la ocupación prolongada de Cuba (1917-1933) (2018, pág. 395). 

En el período comprendido entre 1920 y 1950, siguiendo a Jonathan Hartlyn y Arturo 
Valenzuela, hubo tres eventos que incidieron en las posibilidades del 
establecimiento de democracias en Latinoamérica: a) la gran depresión de 1929, 
que se proyectó negativa y prolongadamente sobre las economías regionales; b) el 
triunfo aliado en la Segunda Guerra Mundial, el cual inspiró el anhelo democrático 
por el triunfo sobre el fascismo, bajo el discurso de la famosa Carta del Atlántico del 
presidente Roosevelt; y c) el advenimiento de la Guerra Fría (Bethell 1997, pág. 44). 

Hubo un lapso en el cual pareció podría romperse con esa lógica autoritaria o 
populista heredada del pasado reciente en Latinoamérica y en el que floreció la 
democracia en varios países de la región. Ocurrió durante el desarrollo de la 
Segunda Guerra Mundial, en la década de los cuarenta, cuando países como 
Uruguay, Brasil, Costa Rica (1948); en 1946 Argentina, Colombia, Perú y Venezuela 
(Huntington 1994, pág. 14); Bolivia, Ecuador, Chile; en 1944 Guatemala y El 
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Salvador, establecieron regímenes democráticos. Es decir, en doce de los veinte 
países latinoamericanos, se establecieron regímenes democráticos. En tanto que 
en “1954 trece de las veinte naciones latinoamericanas tenían regímenes 
dictatoriales y Estados Unidos había decidido no sólo tolerarlos, sino darles pleno 
apoyo” (Fontana 2019, pág. 257). 

La administración norteamericana conjugaba esfuerzos con grupos políticos 
nacionales en diferentes países de la región, para así deponer a regímenes que no 
le eran aceptables. En Argentina, en 1945, se realizó un golpe de Estado contra el 
general Edelmiro Farrell y encarceló al vicepresidente y ministro de trabajo, Juan 
Domingo Perón. La intervención norteamericana buscó evitar que llegara a la 
presidencia de manera democrática, después de una dictadura, Juan Domingo 
Perón. El movimiento popular hizo fracasar el golpe de Estado. En Colombia, en 
ese mismo año 1945, con el respaldo del ejército y la embajada estadounidense, se 
forzó la renuncia del presidente Alfonso López Pumarejo, lo que permitiría llegar al 
poder al conservador Mariano Ospina Pérez, quien finalmente se convirtió en un 
dictador (Suárez 2006, pág. 224-225). 

El 29 de abril de 1945, en Brasil, se produjo un “cuartelazo” que depuso al presidente 
Getulio Vargas, después de lo cual se proscribió al partido comunista y rompió 
relaciones diplomáticas con la Unión Soviética. El 21 de julio de 1946, con el apoyo 
estadounidense, fue depuesto en Bolivia el presidente Gualberto Villarroel. En 1947, 
el presidente Gabriel González Videla, que llegó al poder con el apoyo de una 
alianza que incluyó al partido comunista chileno, inició la represión violenta del 
movimiento obrero y de los líderes comunistas. En Paraguay, ese mismo año, con 
motivo de una guerra civil, se consolidó en el poder Higinio Morínigo Martínez (1940- 
1948), para lo cual recibió el apoyo estadounidense y del general Alfredo Stroessner 
(quien más tarde se erigiría en el dictador de mayor duración en Latinoamérica, 
después de Castro). En México, fue electo Miguel Alemán Valdés (1946-1952); con 
él inició la fase del “charrismo” (corporativismo político) que devino en la estructura 
del “régimen de Partido-Estado”, instaurado a través del famoso Partido 
Revolucionario Institucional (PRI). En entrevista al diario El Excélsior, publicada el 
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22 de marzo de 1949, el presidente Alemán declaró: “se combatirá al comunismo 
en el país con hechos, no con palabras”. En 1947, se dio un “cuartelazo” en la 
república de Ecuador al presidente José María Velasco Ibarra; después de un 
régimen transitorio, encabezado por Carlos Arosemena, fue electo presidente el 
terrateniente y exabogado de la United Fruit Company (UFCO) Galo Plaza Lasso 
(1948-1952) (Suárez 2006, pág. 225-228). También se pueden mencionar los 
regímenes dictatoriales más conocidos de Rafael Leónidas Trujillo (1930-1961), en 
República Dominicana, y el de la familia Somoza (1937-1979), en Nicaragua. 
Venezuela padeció la dictadura de Marcos Pérez Jiménez durante el lapso 
comprendido entre 1952 y 1958 (Fontana 2019, pág. 259). 

A finales de la década de los cuarenta se desarrolló la doctrina Truman, según la 
cual existía la firme decisión de “contener el avance del comunismo en todo el 
mundo”, pero, como lo demuestran los hechos, el intervencionismo norteamericano 
en Latinoamérica era anterior al surgimiento de la Guerra Fría. 

El primer revés en Latinoamérica para los regímenes nacionalistas o izquierdistas, 
y de corte democrático, fue proferido en Guatemala, cuando en 1954 el coronel 
Jacobo Arbenz Guzmán, tras impulsar un gobierno progresista, fue acosado por una 
invasión que lo condujo a renunciar. Esta invasión fue organizada, financiada y 
ejecutada por el gobierno norteamericano, como se ha reconocido amplia y 
sólidamente incluso por el secretario de Estado Henry Kissinger (2004, pág. 530) o 
por ideólogos conservadores como John Lewis Gaddis, asesor del presidente Bush 
hijo, quien sobre la política norteamericana para Latinoamérica afirma que: “...los 
Estados Unidos emplearon una acción encubierta para derribar el gobierno de Irán 
en 1953, de Guatemala en 1954 e intentaron hacerlo en Cuba en 1961 y en Chile 
una década después” (2011, pág. 195). Para la planificación y consumación de la 
caída de Arbenz Guzmán, se contó con el concurso de la Agencia Central de 
Inteligencia (CIA, por sus siglas en inglés), fundada en 1947, que elaboró la 
denominada Operation PB Success : 

Los rumores de implicación norteamericana en los golpes de Irán y 

Guatemala empezaron a circular casi de inmediato, y aunque no serían 
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confirmados oficialmente durante muchos años, eran lo suficientemente 
persuasivos en aquel tiempo para dar a la CIA una publicidad que no deseaba 
(Gaddis 2011, pág. 202). 

Esta estrategia para la desestabilización y deposición de gobiernos en 
Latinoamérica, debe ser comprendida dentro de una concepción más amplia, y no 
vista en forma aislada, ya que respondió al contexto de la Guerra Fría. Así lo afirma 
Alan Angelí: 

...La guerra fría dio origen a una intensa presión de los Estados Unidos en 
América Latina en general y, sobre todo, en América Central y el Caribe, cuyo 
objetivo era frenar los movimientos reformistas de cualquier tipo que pudieran 
identificarse con la izquierda (Bethell 1997, pág. 100). 

Es por ello que el triunfo de la revolución cubana de 1959 significó un punto de 
inflexión para los movimientos izquierdistas. En 1958, la administración 
norteamericana se encontraba ya dispuesta a deponer al general Fulgencio Batista, 
gobernante de Cuba durante el período 1952-1958, quien se había asociado con la 
mafia estadounidense para convertir en un burdel al país. William Wieland, 
funcionario del Departamento de Estado a cargo de la sección del Caribe, instruyó 
en 1957 al embajador acreditado en Cuba, Earl Smith, de la siguiente forma: “Usted 
va a Cuba a dirigir la caída de Batista. Se ha adoptado la decisión de eliminarlo” 
(Johnson 2016, pág. 633). 

Al triunfar Castro y tomar la Flabana en enero de 1959, el movimiento encabezado 
por él “no se caracterizaba en absoluto por una impronta comunista” (Salvadori 
2013, pág. 111). Sin embargo, una de las primeras medidas que adoptó el nuevo 
gobierno cubano fue prohibir el juego, lo que afectaba los intereses de la mafia 
norteamericana, y también procedió a nacionalizar hoteles y latifundios azucareros 
de propietarios estadounidenses (Fontana 2017, pág. 181). 

Ante la tendencia nacionalista que manifestaba el nuevo gobierno cubano, los 
Estados Unidos, desde 1959, tomaron la decisión de deponerlo. Según Fontana, se 
establecieron “contactos con la mafia para envenenar al líder cubano”, pero, 
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además, se inició una serie de sabotajes y embargos en connivencia con grupos 
contrarios al régimen. Los opositores quemaron cañaverales, aviones 
norteamericanos apoyaron incluso con bombardeos; además, la administración de 
Eisenhower recortó, casi hasta anularla, la cuota de azúcar que Estados Unidos 
compraba a Cuba (2017, pág. 181-182). Por ello, afirma Salvadori, cuando los 
Estados Unidos rechazaron la política de Castro, quien estaba decidido a concluir 
las relaciones económicas que sometieron a su país a la condición de Estado 
semicolonial, “se activó el mecanismo que arrojó a Cuba en brazos del «campo 
socialista»” (2011, pág. 111). 

La solución que buscó la administración norteamericana, ante el fracaso en la 
deposición del régimen castrista, fue la misma que fue utilizada en Guatemala en 
1954, con el plan PB Success. Y fue precisamente en Guatemala, en la finca 
Helvetia del empresario Roberto Alejos, en donde se entrenaron los agentes de la 
CIA para deponer a Castro, con el consentimiento del gobierno del presidente 
Miguel Ydígoras Fuentes (Luján Muñoz 2004, pág. 307), en apoyo a los planes del 
presidente John F. Kennedy. En enero de 1961, Estados Unidos rompió las 
relaciones diplomáticas con Cuba (Jenkins 2007, pág. 327). El presidente Kennedy 
autorizó la preparación y ejecución del plan por parte de la CIA, y se procedió a la 
invasión de bahía Cochinos el 17 de abril del mismo año. Ese día, como lo expresa 
Cuevas Mardones, se realizó una acción de guerra (no declarada) en la que 
participaron barcos de la marina de guerra y el apoyo de la aviación militar 
estadounidense (1976, pág. 17). 

Estados Unidos, como lo declaró muchos años después Félix Rodríguez, uno de los 
agentes de la CIA que participó en la invasión, proveyó de un portaviones, dos 
submarinos, cuatro destructores y varias lanchas con “marines” a bordo. La defensa 
cubana fue encabezada por el mismo Fidel Castro. En tres días fueron derrotados 
los invasores, de los cuales se capturó a más de 1183, quienes fueron procesados. 
La fallida invasión a Cuba ayudó a que se consolidara el régimen castrista y, en el 
tercer mundo, ese fracasado intento de derrocamiento norteamericano se vio como 
la victoria de David contra Goliat (Discovery Channel 2016). 
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Salvadori, citando a Hugh Thomas, expone que el resultado fue que “después del 
fracaso de la invasión, Cuba se vio empujada a entrar en la alianza comunista con 
todas las consecuencias” (2011, pág. 111). Fontana señala que, cuatro meses 
después de la invasión, el 17 de agosto de 1961, el gobierno cubano trató de lograr 
un acuerdo con un representante de Estados Unidos en Uruguay, Dick Goodwin, 
por medio de Ernesto “Che” Guevara, a quien ofreció concesiones para llegar a un 
modus vivendi. La propuesta cubana no fue aceptada y Cuba estrechó vínculos con 
la Unión Soviética en 1962 lo que, en última instancia, permitió la instalación de 
misiles soviéticos en la isla caribeña y dio origen a la llamada crisis de los misiles 
de 1962 (2017, pág. 264). Este fue el momento de peligro más conocido de la 
Guerra Fría, en el que la guerra pudo llegar a “calentarse” entre las dos 
superpotencias. 

La situación en Cuba significó, en términos del conflicto entre las superpotencias, 
que el “bloque socialista” se había extendido a Latinoamérica, en donde se 
“consolidó un régimen comunista, financiado, armado y protegido por la URSS”, a 
pocos kilómetros de las costas norteamericanas. Esto indujo desde entonces a los 
Estados Unidos “a actuar con rigor en el apoyo directo o indirecto a la represión de 
las fuerzas que les eran hostiles en Iberoamérica” (Salvadori 2007, pág. 111). 

Dentro de esa lógica de contención, el presidente Kennedy impulsó la Alianza para 
el Progreso, “un programa de ayuda económica para América Latina puesto en 
marcha entre 1961 y 1970 con el objetivo de incentivar iniciativas desarrollistas”. El 
propósito a largo plazo era neutralizar proyectos nacionalistas o socialistas en los 
países de la región (Pisarello 2012, pág. 161). Sin embargo, también continuaron 
las operaciones encubiertas para deponer a gobiernos desafectos. Sólo durante 
1961 y 1963, período de la administración del presidente Kennedy, fueron 
relevados, mediante golpes de estado, seis gobiernos elegidos en la región 
latinoamericana (Fontana 2017, pág. 264). 

El siguiente movimiento político y social que preocuparía a los Estados Unidos en 
la región ocurrió en Chile, con el ascenso al poder en forma democrática de 
Salvador Allende el 3 de noviembre de 1970, respaldado por la alianza de partidos 
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de izquierda y centroizquierda. El nuevo régimen se planteó un programa que 
contenía lo que se denominó “la vía chilena al socialismo” (Pisarello 2012, pág. 161). 
Para ese entonces, ya habían sido derrotados los primeros movimientos guerrilleros 
surgidos a principios de los años sesenta en diferentes países latinoamericanos, 
cuya inspiración estuvo basada en la revolución cubana. Chile, por el contrario, optó 
por un proceso pacífico, a través de la vía democrática, en donde, al hacerse del 
poder, el movimiento buscaba impulsar el socialismo (Bethell 1997, pág. 76). 

Allende, con miras a lograr establecer el socialismo, promovió la estatización de 
áreas clave de la economía: nacionalizó el cobre (para lo cual promovió una reforma 
constitucional), aceleró la reforma agraria (apoyada por la Iglesia católica - la cual 
repartió sus propiedades- y por los Estados Unidos, dentro de la lógica del programa 
de la Alianza para el Progreso, e iniciada por el gobierno democristiano de Eduardo 
Frei Montaiva) 119 y la expansión de derechos políticos y sociales básicos (Pisarello 
2012, pág. 162). 

El presidente Allende anunció a la multitud reunida el 21 de diciembre de 1970, 
desde el balcón de la Casa de la Moneda, que venía de firmar el proyecto de reforma 
constitucional que permitiría la nacionalización de la minería. La nacionalización de 
los yacimientos de cobre significó la afectación de dos grandes corporaciones 
norteamericanas: la Anaconda Copper Mining Co. y la Kennecott Coppet Co., 
vinculadas entre sí (Galeano 1975, pág. 222). 

El gobierno chileno encontró dentro del país un “muro” de oposición en el poder 
judicial, en la administración y en el ejército, afirma Pisarello (2012, pág. 162), más 
un clima de hostilidad internacional, encabezado por los Estados Unidos. 

Finalmente, el 11 de septiembre de 1973, se produjo el golpe de Estado, “al que 
tanto habían contribuido Nixon y Kissinger” (Fontana 2017, pág. 410), encabezado 
por el general Augusto Pinochet, comandante en jefe de las fuerzas armadas. 
Salvador Allende enfrentó desde el palacio de gobierno, ametralladora en mano, el 


119 Para mayores detalles sobre el proceso de reforma agraria en Chile, ver el siguiente link de la 
Biblioteca Nacional de Chile, consultado el 3 de junio de 2019: 
http://www.memonachilena.qob.cl/602/w3-article-3536.html . 




520 


levantamiento y murió, no se sabe si en la confrontación o por propia mano. La 
interrupción del proceso democrático chileno por la intervención externa, representó 
un ejemplo para el mundo, pues, como señala Pisarello: 

...A partir de entonces, la crítica igualitaria y democratizadora a los límites de 
las constituciones sociales (y socialistas) de posguerra, daría paso a un 
período de fuerte restauración liberal doctrinaria cuyo aleccionador Termidor 
había tenido en Chile un laboratorio privilegiado (2012, pág. 162). 

Previamente, en 1972, Allende denunció ante la Asamblea General de las Naciones 
Unidas la interferencia de las transnacionales para desestabilizar su gobierno, con 
lo cual, afirma Pisarello, “estaba adelantando uno de los temas centrales del 
constitucionalismo contemporáneo” (2012, pág. 162). 

Ante los señalamientos de la implicación norteamericana en el golpe de Estado, la 
administración comenzó una campaña según la cual el gobierno de Allende había 
sido derrocado por su errática conducción económica, el descontento social y la 
reacción ante los males provocados por el mismo régimen. Un ejemplo de cómo se 
adoptó este discurso, el cual perdura hasta el presente en ciertos círculos 
académicos, es el siguiente, con base en lo expuesto por Paul Johnson: 

Cuando Allende asumió el poder, en enero de 1971, la inflación había 
descendido alrededor del 23 por ciento. En el lapso de unos meses se 
convirtió en hiperinflación. En 1972 se elevaba al 163 por ciento. En el verano 
de 1973 alcanzó el 190 por ciento, de lejos el índice más elevado del mundo. 
Esto sucedió antes de que se cuadruplicaran los precios del petróleo: la 
inflación de Allende fue obra enteramente suya. En noviembre de 1971 Chile 
declaró una moratoria unilateral de sus deudas externas, es decir, entró en 
quiebra. Los bancos cortaron el crédito y el capital huyó; como el caos reinaba 
en las explotaciones agrícolas, que producían poco, y las fábricas estaban 
ocupadas y producían aún menos, desaparecieron las exportaciones, 
aumentaron las importaciones y éstas finalmente también desaparecieron 
cuando se acabó el dinero. Las tiendas se vaciaron. La clase media comenzó 
a apelar a la huelga. Los trabajadores, que comprobaron que sus salarios 
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habían descendido en términos reales, también lucharon. La estructura oficial 
de precios llegó a ser irracional y después careció de sentido porque se 
impuso el mercado negro... (2016, pág. 752-753). 

Como ya advertían Petras y Morley en 1974, esta posición fue repetidamente 
impulsada por los hacedores de política estadounidenses, y tuvo eco en 
publicaciones semioficiales del gobierno, así como en círculos académicos. La 
deposición de Allende, conforme este enfoque, se debió a las complicaciones 
económicas por las políticas adoptadas, es decir, en última instancia, a su 
incompetencia e ineptitud (1974, pág. 7). Pero estos autores, además, señalan que 
la inflación, la incapacidad de pagar la deuda, por créditos con destino improductivo, 
fueron una herencia de gobiernos anteriores, y cómo los bancos bajo influencia 
estadounidense cortaron el crédito a Chile. Los requerimientos de pago se 
convirtieron en instrumento para ejercer presión económica y desestabilizar al 
gobierno, así como el cese de los créditos, llevándole a una situación desesperada. 
Asimismo, evidencian que los programas militares y el personal aportado por 
Estados Unidos complementaron las actividades oficiales en lo político y económico, 
y éstos contribuyeron al mismo objetivo político. De este modo, en pocas palabras, 
la política exterior estadounidense orquestada contra Chile contribuyó sustancial y 
directamente al desplome del gobierno de Allende, concluyen (1974, pág. 9). 

El derrocamiento de Allende en Chile, tuvo un significado regional y mundial, pues: 
“...Antes del golpe de Estado de 1973, Chile era la democracia más antigua y 
consolidada de Latinoamérica, apuntalada por sólidas normas democráticas...” 
(Levitsky y Ziblatt 2019, pág. 100). La vía democrática había sido abortada de raíz 
y estaba claro que no se toleraría ni el socialismo ni el nacionalismo en 
Latinoamérica, como tampoco en las áreas de influencia norteamericanas, incluso 
si ello significaba apoyar férreas dictaduras como la del general Augusto Pinochet. 

Después del golpe de Estado en Chile, el siguiente conflicto más intenso en 
Latinoamérica se focalizó en Centroamérica, específicamente en Nicaragua, El 
Salvador y Guatemala, a finales de la década de los setenta y ochenta. Esta 
escalada de confrontación ocurrió al amparo de la Doctrina de la Seguridad Nacional 
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(DSN), promovida por Estados Unidos hacia los países del subcontinente 
latinoamericano desde mediados de la década de los cincuenta del pasado siglo. 

¿A qué se refiere la Doctrina de la Seguridad Nacional? ¿Qué comprende? ¿Cuáles 
fueron los cambios que promovió en los diferentes estados? La Doctrina de la 
Seguridad Nacional surgió debido a la confrontación sui géneris de la Guerra Fría 
de las dos superpotencias. En un principio, Estados Unidos trató de afrontar el 
peligro de la amenaza soviética con una estrategia militar convencional, 
preparándose para una guerra entre ambos bloques. Sin embargo, debido a 
factores como el logro de la bomba atómica en la Unión Soviética, la intervención 
en países como Corea y Vietnam, que no eran sus aliados ni países que significaran 
intereses estratégicos, más el problema del aparecimiento de democracias de 
posguerra con tendencias nacionalistas, socialistas o comunistas, especialmente en 
el tercer mundo, el concepto para afrontar estos peligros de los intereses políticos y 
económicos norteamericanos debió cambiar. 

Ese cambio, según plantea Tapia Valdés, se vio reflejado en la fusión de la política 
exterior y la política de defensa estadounidenses, que tradicionalmente se habían 
manejado como temas diferenciados, sin vinculación inmediata posible: 

Alrededor de 1955 esta política cambió. Por una parte, la política exterior y la 
de defensa nacional fueron combinadas y pasaron a ser conocidas como la 
política de "Seguridad Nacional", La política exterior norteamericana, en otras 
palabras, fue "militarizada", en la medida en que la política interna de defensa 
nacional se convirtió en la política internacional de Estados Unidos (1980, 
pág. 45). 

El nuevo tipo de guerra requería que una y otra política se complementaran para el 
logro de la prevalencia de los intereses norteamericanos. Para ello, se pensó en 
una nueva estrategia de acuerdo con la cual las fuerzas armadas de los países 
latinoamericanos, para comenzar, debían involucrarse en temas más amplios, que 
incluyeran los de tipo político, social, cultural, académico, sindical, a efecto de 
detener los posibles brotes “subversivos” y así proveer de las tan anheladas 
seguridad y estabilidad. Puesto que la lucha entre los bloques contendientes habría 
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de librarse no en sus territorios, sino, especialmente, en los países del tercer mundo, 
debían implementarse nuevos conceptos en esos países. Un tercer mundo díscolo, 
con aspiraciones de libertad, democracia e independencia de las potencias 
colonialistas, imperialistas o hegemónicas, representaba el mayor peligro. 

La autodeterminación de los pueblos, la democracia misma, los principios de 
libertad y autonomía, entraban en contradicción con las aspiraciones de dominación 
de los Estados Unidos. Cualquier movimiento que no se ajustara a esos intereses 
era, por definición, subversivo y pro comunista, es decir, estaba con los soviéticos. 
Quien no era amigo de Estados Unidos, era su enemigo, fuera por principios, 
acciones, omisiones, ideología o tendencias. Ese maniqueísmo marcaría la política 
exterior norteamericana hasta el fin de la Guerra Fría, a principios de los años 
noventa. Fontana, en referencia a la efervescencia en Latinoamérica, ha señalado 
que: “No era el comunismo soviético, sino unas fuerzas internas que respondían a 
problemas reales de sus sociedades, lo que estaba engendrando en América Latina 
los primeros signos de los grandes cambios que se avecinaban” (2019, pág. 258). 

La Unión Soviética también practicó ese intervencionismo, establecido como el 
derecho de defender al socialismo en las proximidades de sus fronteras, en Hungría, 
Checoslovaquia yAfganistán (Fontana 2019, pág. 146). 

El triunfo de la revolución Sandinista, ocurrido en julio de 1979, cuando fue depuesto 
el último dictador de la dinastía de los Somoza, Anastasio, marcó también el 
reavivamiento de la idea revolucionaria de que la vía armada era la mejor forma de 
promover los cambios estructurales necesarios para estos países. Lo cierto, como 
afirma Luis Suárez, es que “bajo el aliento de las tres revoluciones mencionadas (la 
cubana, la nicaragüense y la de Granada), y a lo largo del decenio de 1980, una 
nueva ‘ola revolucionaria’ sacudió al continente latinoamericano” (2006, pág. 369). 

La década de los ochenta fue también la era del presidente Ronald Reagan en los 
Estados Unidos (1981-1989), cuya política exterior se caracterizó por la 
intensificación de la Guerra Fría, en la medida que se dio la aceleración del rearme 
y la intervención en los países a través de la promoción de golpes de Estado y 
operaciones encubiertas. En palabras de Salvadori: 
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...El intérprete más resuelto del recrudecimiento de la Guerra Fría por parte 
estadounidense fue el presidente Ronald Reagan, que no sólo fomentó una 
cruzada contra lo que él mismo denominó “Imperio del Mal”, con el propósito 
-como ha observado Arthur M. Schlesinger, Jr.- de resucitar “el sueño 
estadounidense de nación redentora”, sino que proyectó una política de 
rearme a gran escala, cuya expresión típica fue la programación de un 
sistema para proteger el territorio estadounidense de un posible ataque de 
misiles (Strategic Defense InitiativeY 20 (2013, pág. 127). 

Reagan atacó a Cárter durante la campaña presidencial en lo referente a la 
promoción de los derechos humanos, pues esa preocupación, según él, “habría 
contribuido a que ‘se perdiesen’ Nicaragua e Irán, y a que hubiese disminuido el 
prestigio de Estados Unidos en el mundo” (Fontana 2019, pág. 353). 

El triunfo de la revolución sandinista en Nicaragua alentó en El Salvador el 
establecimiento en 1980 del Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional 
(FMLN), con lo cual se dio la “la consiguiente unificación de los mandos y los 
recursos político-militares de todas las organizaciones insurreccionales previamente 
existentes”. El ejemplo fue seguido en Guatemala, en donde se creó en 1982 la 
Unión Revolucionaria Nacional Guatemalteca (URNG), que aglutinó a las cuatro 
organizaciones guerrilleras que habían operado autónomamente durante varios 
años (Suárez 2006, pág. 370). 

Flonduras, dentro de ese contexto de conflicto en tres de los cinco países 
centroamericanos, sirvió a los intereses norteamericanos para la promoción de los 
Contras, movimiento integrado por antiguos soldados de la guardia nacional 
somocista (Fontana 2019, pág. 370), que accionarían para derrocar al gobierno 
sandinista y fueron presentados pos Estados Unidos como “luchadores de la 
libertad”. La administración del presidente Reagan, de este modo, transformó un 
malestar regional en una amenaza global (Kornbluh 1987, pág. ix), en donde la 
Unión Soviética y Cuba proveían armas, entrenamiento y asesoría. 


120 Las cursivas corresponden al original. 
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La política estadounidense para remover al gobierno sandinista se vio afectada por 
el escándalo Irán-contras, conocido también como Irangate, ocurrido entre 1985- 
1986. Con este caso se evidenció que Estados Unidos, a través de la CIA, había 
contravenido dos prohibiciones del Congreso: la venta de armas a Irán, país sobre 
el cual pesaba un embargo, y el financiamiento para derrocar al gobierno sandinista. 
El teniente coronel Oliver North, subdirector adjunto para asuntos político-militares 
del Consejo Nacional de Seguridad, fue el responsable de las operaciones 
realizadas en el plan Irán-contras (Kombluh 1987, pág. 62). North llegó a obtener 
47 millones de dólares que fueron encubiertos mediante el manejo de cuentas 
bancarias en Suiza. Además de la venta de armas, también se dieron implicaciones 
con el tráfico de drogas a través de cárteles colombianos y operaciones en México 
para introducir el producto a Estados Unidos para su venta y consumo. Kombluh ha 
planteado que, para 1985: 

...La evidencia conducía a tres cargos principales: que los contras y sus 
patrocinadores estaban asistiendo a los traficantes de drogas colombianos 
en la transportación de narcóticos a través de Costa Rica hacia los Estaos 
Unidos; que las fuerzas contra habían recibido fondos de conocidos 
traficantes de drogas; y que los miembros rebeldes estaban directamente 
relacionados en el comercio de droga (1987, pág. 201-202). 

El escándalo llevó a la remoción de North y a la obligada renuncia del Vicealmirante 
John Poindexter, Consejero de Seguridad Nacional, en 1986, para proteger al 
presidente Reagan (Kombluh 1987, pág.). Ambos, junto a otros funcionarios, fueron 
acusados, encontrados culpables, pero mediante acciones legales, en unos casos, 
y en otros gracias al perdón presidencial otorgado por Reagan y su sucesor, George 
Bush padre, ninguno estuvo en la cárcel. Es más, varios ocuparon altos cargos en 
la administración de los presidentes Bush padre e hijo (Chomsky 2019, pág. 102- 
103 ). 

Las acciones promovidas por Estados Unidos en contra de Nicaragua, fueron 
condenadas tanto por el Tribunal Internacional de Justicia y por el Consejo de 
Seguridad de las Naciones Unidas en 1986 (Chomsky 2018, pág. pág. 8), luego de 
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que el presidente Daniel Ortega promoviera el caso en 1984 ante el órgano 
jurisdiccional en la Haya. Se condenó a Estados Unidos al pago de 17 mil millones 
de dólares, lo cual fue perdonado posteriormente por la presidenta Violeta 
Chamorro. La Asamblea General de la ONU, al conocer sobre la sentencia, resolvió 
en su 53 a sesión plenaria, realizada el 3 de noviembre de 1986, lo siguiente: 

1. Hace un llamamiento urgente para que se aplique en forma cabal e 
inmediata el fallo de la Corte Internacional de Justicia emitido el 27 de 
junio de 1986 en el caso “Actividades militares y paramilitares en y contra 
Nicaragua”, de conformidad con las disposiciones pertinentes de la Carta 
de las Naciones Unidas. 

2. Pide al Secretario General que mantenga informada a la Asamblea 
General acerca de la aplicación de la presente resolución. 121 

Los Estados Unidos se rehusaron a aceptar el fallo de la Corte, argumentando que 
la misma no tenía competencia para conocer sobre el asunto. 122 Sin embargo, el 
mayor costo para la administración del presidente Reagan fue la total pérdida de 
credibilidad en su anunciada política exterior hacia Centroamérica, conforme la cual 
el objetivo era: “apoyar la democracia, los derechos humanos y el crecimiento 
económico, al mismo tiempo que preservar la paz”. La política norteamericana 
contra Nicaragua afectó a toda la región centroamericana, pues involucró 
directamente a Honduras y a Costa Rica como sedes de las tropas de los contras, 
e indirectamente a El Salvador y Guatemala, que también vivían sus propias 
confrontaciones internas. A partir de 1980, los Estados Unidos exportaron en equipo 
militar más de mil millones de dólares hacia Centroamérica para fortalecer a las 
instituciones castrenses por sobre los frágiles gobiernos civiles (Kombluh 1987, pág. 
215-216). De igual manera, como contrapartida, existió el apoyo soviético-cubano 


121 Las cursivas corresponden al original. La resolución de la Asamblea General de la ONU se puede 
ver en el siguiente sitio, consultado el 9 de junio de 2019: https://documents-dds- 
nv.un.orq/doc/RESOLUTION/GEN/NR0/501/81/IMG/NF¡050181.pdf?QpenElement . 

122 Para conocer en detalle el proceso que concluyó con la sentencia en contra de Estados Unidos, 
se puede acudir al siguiente sitio, consultado el 9 de junio de 2019: 
http://www.sandinovive.Org/1 7b/PSR1 .htm . 
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al conflicto centroamericano, sin el cual no hubiera sido posible, pero también la 
simpatía de países de Europa occidental y de Latinoamérica. 

Mientras tanto, en la Unión Soviética se observaron cambios significativos que 
incidirían en los movimientos de izquierda a nivel mundial. En 1985, Mijaíl 
Gorbachov fue elegido jefe del Partido Comunista, y desde entonces pudieron 
observarse significativos cambios en la tradicional política exterior soviética, 
sustentada en la doctrina Brézhnev, o “doctrina de la soberanía limitada”, de los 
años sesenta, que legitimaba la intervención de ese país al peligrar el socialismo en 
otro. Gorbachov impulso la perestroika (apertura) y la glasnot (transparencia); 
ambas políticas significaron un remozamiento de la tradicional concepción 
socialista, que sirvió de válvula de escape a toda la represión de los regímenes 
anteriores al punto de llegar, finalmente, a la desintegración de la Unión Soviética 
en 1991. Este proceso tendría diferentes consecuencias, una de las más obvias “fue 
la disminución del interés de la Unión Soviética por los movimientos comunistas 
locales y del apoyo que les prestaba” (Bethell 1997, pág. 129). 

En 1983 surgió la iniciativa del llamado plan de Contadora, propuesto por México, 
Colombia, Venezuela y Panamá, que buscaba la pacificación, a la cual, en principio, 
se opusieron los Estados Unidos. Los ministros de relaciones de esos cuatro países 
se reunieron en la isla Contadora, en Panamá, y con base en los acuerdos obtenidos 
definieron 21 objetivos, de entre los cuales destacan los siguientes: 

• Iniciar el diálogo y negociaciones de paz en Honduras, El Salvador y 
Nicaragua. 

• Encontrar una salida pacífica a los movimientos guerrilleros en estos países. 

• Evitar el establecimiento de bases militares de países ajenos a la región, así 
como evitar el apoyo de éstos para dar golpes de Estado. 

• Impulsar un proceso de desarrollo económico y social en la región (Cortés 
Macías 2017, pág. 6). 

Contadora contó con el apoyo de los países no alineados y de la Comunidad 
Europea, y también fue respaldada por la ONU, OEA y el Consejo de Seguridad. El 
grupo de Contadora devendría en el posterior desarrollo del proceso de Esquipulas 
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I y II para la pacificación, convocado a través de las reuniones de los presidentes 
centroamericanos (Cortés Maclas 2017, pág. 6). 

El cambio decisivo en la política soviética para Centroamérica llegó en enero de 
1989, cuando Gorbachov suspendió unilateralmente la ayuda al gobierno sandinista 
para concluir la guerra civil, y apoyó el plan de Contadora que adoptaron los 
presidentes del área. Los soviéticos, afirma Powaski, persuadieron a los sandinistas 
de celebrar elecciones en febrero de 1990 (las cuales perdieron). A esto se sumó la 
decisión del gobierno de George Bush de cesar el apoyo a la contra. Otro avance 
fue el compromiso adoptado el 16 de marzo de 1991 por ambas superpotencias, 
conforme el cual se comprometieron a colaborar para terminar la guerra civil de El 
Salvador, lo cual se alcanzó con la firma de un acuerdo de paz en enero de 1992 
(2019, pág. 374). En Guatemala, el retorno a la democracia y al establecimiento de 
un régimen constitucional se consolidó con las elecciones presidenciales y la 
promulgación de un nuevo texto fundamental; la Constitución cobró vigencia y el 
presidente tomó posesión el 14 de enero de 1986 (Luján Muñoz 2004, pág. 355). 
Diez años más tarde se logró la firma de los acuerdos de paz que pusieron fin al 
conflicto armado interno. 

En Centroamérica, paulatinamente, volvía a prevalecer la paz. El derrumbe del 
bloque socialista encabezado por la Unión Soviética en 1991, trajo consigo el 
acrecentamiento de la tercera ola democrática de la que antes se habló. La Guerra 
Fría, al desaparecer del escenario internacional el país que encarnaba el “imperio 
del mal” como lo proclamó Reagan, había concluido. 

En 1981, la embajadora norteamericana Jeane Kirkpatrick ante la ONU había 
expresado que: “América Central era la parte más importante del mundo” para los 
intereses de la política exterior norteamericana (Fontana 2017, pág. 432). Diez años 
más tarde, ante el giro inesperado de los acontecimientos, el istmo perdería ese 
carácter prioritario para los Estados Unidos e iniciaría una nueva fase en la historia 
de estos países. 

A manera de síntesis, acá se ha revisado cómo incidió la Guerra Fría en 
Latinoamérica, en particular con posterioridad al triunfo de la revolución cubana de 
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1959. A partir de entonces, ocurrió una escalada en el establecimiento de regímenes 
autoritarios, caracterizados por la adopción de la Doctrina de la Seguridad Nacional 
promovida por los Estados Unidos, en cumplimiento de la estrategia de contención 
del avance del bloque socialista, pero también para deponer a gobiernos de corte 
nacionalista o socialista, que se consideraron inconvenientes para los intereses del 
país del norte. Desde la década de los sesenta hasta los noventa, Latinoamérica 
padeció las consecuencias de la bipolaridad entre las dos superpotencias. El 
conflicto hubo de concluir cuando uno de los dos contendientes, debilitado y 
exhausto, se resquebraja internamente hasta disolverse su unidad nacional y 
claudicar en el internacionalismo revolucionario que promovió por décadas. 

La paz, la democracia, el constitucionalismo, en adelante, serán las opciones para 
el subcontinente, en una nueva fase para su historia. Cómo se dio este proceso, es 
el tema del siguiente apartado. 

1.4.3 El retorno a la democracia en Centroamérica 

En 1983 el Departamento Ecuménico de Investigaciones (DEI) publicó el libro 
intitulado El reto democrático en Centro América, en donde se reunieron más de 
veinte entrevistas a políticos, académicos y analistas del área quienes, desde 
diferentes perspectivas ideológicas, plantearon qué se esperaba de la democracia 
en el futuro próximo para resolver la problemática de esta subregión americana. 

Oscar Arias Sánchez, quien más tarde llegaría a ser dos veces Presidente de Costa 
Rica (1986-1990 y 2006-2010) y sería galardonado con el premio Nobel de la Paz 
(1987) por su promoción de la pacificación centroamericana, fue una de las 
personalidades que respondió al cuestionario del DEI. En una apreciación general 
sobre la problemática centroamericana, planteó en ese artículo lo siguiente: 

El mayor problema en el área centroamericana es el hambre, que trae la crisis 
económica que vive hoy el mundo subdesarrollado, el Tercer Mundo. Para 
nadie es un secreto que en los últimos años la situación del Tercer Mundo se 
ha deteriorado sustancialmente y que los países en vías de desarrollo ya no 
van a tener las tasas de crecimiento que tuvieron en los años 60 ó 70 (Sol, 
Ricardo (editor), et. al. 1983, pág. 93). 
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La situación económica, según Arias Sánchez, tendía a agravarse a causa de la 
elevada deuda externa y al deterioro de los términos de intercambio, es decir, la 
reducción de los precios de los productos que exportaba el tercer mundo en relación 
con los productos que importa de los países industrializados, los cuales tendían a 
elevarse. Así, desde la perspectiva de este líder centroamericano en 1983, un 
primer elemento a tomar en cuenta en relación con la coyuntura centroamericana 
en particular, y para los países del tercer mundo en general, eran los problemas de 
las economías que se encontraban endeudadas y en un proceso de depreciación 
de los precios de los productos tradicionales de exportación. Todo ello, como lo 
indicó claramente, se traducía en hambre para la población. 

Lo señalado por Arias Sánchez representa una primera condición objetiva, respecto 
al entorno económico dependiente de nuestras economías que, para ese momento, 
habría de enfrentar Centroamérica al iniciar el proceso de retorno a la democracia. 

El futuro económico general no se presentaba para nada prometedor. La década de 
los ochentas, en efecto, fue una década adversa en lo económico, en donde la 
región vio cómo la bonanza de los años sesenta y setenta del Mercado Común 
Centroamericano se perdía en el tiempo y se iniciaba un proceso de fuga de 
capitales de la región, debido a la inestable situación política de confrontación 
armada interna, devaluación monetaria, desindustrialización y ralentización del 
crecimiento económico en general. 

A ese escenario de comienzos de la década de los ochenta, adverso en lo 
económico, se sumaba el conflicto armado que vivían directamente Guatemala, El 
Salvador y Nicaragua, así como Honduras y Costa Rica, involucrados 
“indirectamente”. 

Oscar Arias, en la citada entrevista, señalaba otro elemento más de índole 
económica que existía en Centroamérica, relacionado con la posibilidad del 
establecimiento de regímenes democráticos. Así, señaló la necesidad de que 
existiera tanto una democracia política como una democracia económica: 
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Es necesario que exista una democracia económica, porque no es suficiente 
la democracia política liberal, (sic.) Hay que profundizar un poco más en 
cuanto a la distribución de riqueza se refiere, teniendo claro que una política 
de salarios crecientes y una reforma tributaria no resuelve el problema (Sol, 
Ricardo (editor), et. al. 1983, pág. 93). 

Arias reconoció que las condiciones de Costa Rica eran diferentes a las del resto 
de los países centroamericanos, pues: 

Si bien es cierto que nosotros desde la colonia tenemos un sistema de 
propiedad distinto al del resto de Centroamérica -hay una mayor distribución 
de la propiedad aquí- tampoco es como para que eso nos haga sentir 
satisfechos y orgullosos, pero en comparación con el resto de Centroamérica, 
la propiedad agrícola, por ejemplo, está muchísimo mejor distribuida que en 
el resto del istmo centroamericano (Sol, Ricardo (editor), et. al. 1983, pág. 
93). 

Por aparte, Costa Rica había destinado buena parte de sus recursos a inversión 
social: 

Nosotros destinamos un 7% del producto interno bruto a la educación; ningún 
país centroamericano destina una suma ni siquiera parecida. Lo mismo 
sucede en el campo de la seguridad social: existe la Caja del Seguro Social, 
con un servicio médico que cubre a la totalidad de la población. En este 
terreno no existe punto de comparación con El Salvador, Honduras y 
Guatemala, países en los que es un porcentaje ínfimo el que está cubierto 
por cualquier tipo de seguridad social; sin embargo, este logro no es suficiente 
en nuestro caso y es mucho lo que hay que mejorarle a nuestro sistema de 
asistencia social (Sol, Ricardo (editor), et. al. 1983, pág. 93). 

Mejor régimen de tenencia de la propiedad, claridad en cuanto a que la democracia 
debe trascender de lo político a lo económico, inversión social que garantice mejor 
protección para la población y desarrollo educativo y cultural en general. Esto se 
traduce en diversos efectos: 
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En otro orden de cosas, tener una mayor educación le ha permitido al 
costarricense ser un poco más amplio en su pensamiento político y aceptar 
cierto grado de solidaridad, no lo suficiente, pero que contrasta con el resto 
de Centroamérica. El costarricense que tiene privilegios es menos egoísta y 
ha cedido parte de esos privilegios dentro del esquema democrático en el que 
se negocia y en el que hay que saber transigir y saber llegar a compromisos, 
esa es la esencia del sistema democrático en Costa Rica (Sol, Ricardo 
(editor), et. al. 1983, pág. 93). 

La educación -según afirma Arias- incide en la tolerancia política y en que exista 
mayor solidaridad social entre los grupos privilegiados, que se comportan de 
manera “menos egoísta”, al punto de llegar a compromisos y concesiones. En esto 
encuentra el líder costarricense Oscar Arias Sánchez la esencia del sistema 
democrático costarricense, tras lo cual señala lo ocurrido en los demás países 
centroamericanos: “La intransigencia que han demostrado los grupos oligárquicos 
en Centroamérica es lo que ha hecho que los pobres tengan que acudir a la 
violencia” (Sol, Ricardo (editor), et. al. 1983, pág. 93). 

Esa afirmación sobre la intransigencia de las oligarquías centroamericanas resulta 
el diagnóstico del futuro premio Nobel de la Paz del porqué de la confrontación 
armada que se vive en los años ochenta en Centroamérica. La idea no es nueva ni 
original. Se ha planteado por diferentes sectores y en diferentes momentos. Sin 
embargo, en la voz de un líder democrático y de reconocida trayectoria por la 
búsqueda de la pacificación centroamericana, cobra especial significación. 

En resumidas cuentas, para Oscar Arias la democracia en Centroamérica se 
encuentra, desde los albores de la década de los años ochenta, con el desafío de 
lograr la paz, superar un entorno económico adverso, establecer un sistema que 
mejore la distribución de la riqueza -no sólo a través del salario y de la reforma 
tributaria-, lo cual pasa por un mejor régimen de propiedad -incluida la tenencia de 
la tierra-, y el logro de mayor tolerancia política así como mayores niveles de 
solidaridad y menos egoísmo de las oligarquías regionales. 
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Más adelante, en el texto citado, Oscar Arias señala la importancia que ha tenido la 
existencia de la clase media en Costa Rica: “Parte de la estabilidad social de este 
país se debe a la existencia de un sector medio grande, poderoso, producto de la 
educación” (Sol, Ricardo (editor), et. ai. 1983, pág. 93). Esa clase media se 
desarrolló a partir del acceso a la educación formal, “lo que le ha permitido al 
costarricense tener gran movilidad social”; además, esta “clase tuvo posibilidades 
de encontrar trabajo porque los servicios del país, sobre todo los públicos, crecieron 
muy aceleradamente en los últimos 30 años, en parte, producto del desarrollo del 
Estado costarricense” (Sol, Ricardo (editor), et. al. 1983, pág. 93). 

Las guerras en el istmo, poco a poco, iban terminando. Sin embargo, después de 
tantas víctimas, muertes, destrucción, cabe formular varias preguntas: ¿Qué 
lograron los movimientos armados en Centroamérica? ¿O sólo fueron el escenario 
de confrontación, los “tontos útiles”, de las dos superpotencias? ¿Además de poner 
las armas Estados Unidos y la Unión Soviética, y los centroamericanos los muertos, 
qué era esperanzador después de alcanzar la paz? ¿Podía la región iniciar el 
proceso de democratización con la expectativa de alcanzar las transformaciones 
sociales, políticas y económicas que no se lograron por la vía armada? 

En busca de una explicación acerca de los motivos internos que propiciaron la 
proliferación de conflictos armados en Centroamérica, es oportuno tomar en cuenta 
lo afirmado por Dirk Kruijt, quien expone que: 

Para muchos centroamericanos quienes crecieron entre los años sesenta y 
ochenta, la solución a la pobreza masiva, la discriminación y la exclusión 
social, estaba en la toma de armas contra las estructuras afianzadas de 
autoritarismo, dictadura militar y elites oligárquicas (, pág. 255). 

Sin embargo, es necesario añadir, también existía el obstáculo que los espacios 
políticos en la región se habían cerrado en la década del cincuenta, cuando se 
dieron procesos que, apoyados por el gobierno norteamericano, depusieron a 
regímenes democráticos. Esto ocurrió en Guatemala (1954) y, a partir de entonces, 
se sucedieron en el poder mayormente figuras militares, desde Carlos Castillo 
Armas hasta Oscar Humberto Mejía Víctores (1983-1986). En El Salvador, la 
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sucesión de regímenes militares, impuestos en su mayoría a través de golpes de 
estado, inició en 1931, cuando el vicepresidente, general Maximiliano Hernández 
Martínez, depuso al presidente, ingeniero Arturo Araujo. El ciclo terminó en 1979, 
con la deposición del presidente, coronel Arturo Armando Molina, y, a continuación, 
El Salvador se sumió en la guerra interna que duraría hasta 1992. Nicaragua 
continuaba bajo la dictadura de los Somoza. Como afirma Rodolfo Pastor, para 
1960, en Centroamérica “sólo quedaban en pie los gobiernos democráticos de 
Honduras y Costa Rica” (1990, pág. 225). 

En la década de los sesenta se impulsó, junto con la Alianza para el Progreso, el 
Mercado Común Centroamericano, como una estrategia para la industrialización del 
área, la ampliación del mercado para asegurar la demanda de lo que se produjera 
y la búsqueda de alternativas para el desarrollo económico y social. Pero, después 
de una coyuntura económica favorable, el proceso de integración centroamericano 
declinó en los años ochenta, agravado por una crisis económica internacional que 
llegó a conocerse como la década perdida, más los conflictos armados en la región 
que propiciaron la fuga de capitales y la desindustrialización. 

La crisis política, social y económica que caracterizo la década de los años ochenta, 
representa el antecedente inmediato en medio del cual se dieron las negociaciones 
de paz y el retorno a la democracia en Guatemala, El Salvador y Nicaragua. La 
bonanza de los años sesenta y setenta se miraba con nostalgia, frente al entorno 
difícil que se presentó en esa década. Así, por ejemplo, fue el momento de la crisis 
de la deuda pública internacional, que llegó a manifestarse como la incapacidad de 
pago de varios estados latinoamericanos frente a los acreedores internacionales. El 
neoliberalismo, manifiesto en lo que se conoce como el Consenso de Washington, 
pondría fin a las políticas keynesianas impulsadas con posterioridad a la conclusión 
de la Segunda Guerra Mundial. El estado del bienestar, impulsado desde la 
posguerra, hizo crisis y se adoptaron medidas de ajuste estructural, con el 
apadrinamiento del Fondo Monetario Internacional, el Banco Mundial y el Banco 
Interameñcano de Reconstrucción y Fomento. El Estado debía decrecer, sanear las 
finanzas, es decir, mantener un presupuesto equilibrado para evitar la inflación, y 
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privatizar las empresas públicas, como las de telefonía, ferrocarriles, eléctricas, etc., 
todo para lograr la estabilidad macroeconómica. 

De este modo, el retorno a la democracia en Centroamérica ocurrió en medio de un 
nuevo contexto económico de crisis, que se sumaba a la devastación de la guerra 
y los procesos de pacificación y reconciliación. 

Los procesos revolucionarios por los cuales apostaron los movimientos insurgentes, 
no consiguieron sus objetivos y no obtuvieron mayores logros en cuanto a lo que se 
habían propuesto: desarrollar el socialismo, reducir la pobreza y la desigualdad, 
terminar la dependencia económica y política de los Estados Unidos, acabar con el 
poder de las oligarquías locales. Sí se logró abatir las dictaduras, establecer un 
sistema político multipartidario que dio lugar a la democracia, promulgar nuevas 
constituciones de inspiración moderna en el Estado social de derecho. Sin embargo, 
dada la situación económica de crisis, la posibilidad de hacer realidad el Estado del 
bienestar no fue posible y la región continuó, salvo en Costa Rica, siendo precaria 
para la mayor parte de la población centroamericana. 

Retomando lo afirmado por Arias, en sus respuestas a las diversas preguntas evoca 
un tema clásico en el pensamiento político, desde Aristóteles y Platón: el papel 
conciliador que juega en una sociedad la existencia de una clase intermedia entre 
ricos y pobres. En Centroamérica las políticas de ajuste estructural, de corte 
neoliberal, incidieron en una reducción progresiva en la participación estatal dentro 
de la economía, lo que se tradujo también en una disminución en la generación de 
empleo público y, por ende, disminución de la clase media. También el salario se 
deterioró a partir de la liberación del tipo de cambio y el proceso inflacionario. 

Para resumir, en este apartado hemos expuesto cuáles eran las prioridades que 
según Arias Sánchez debía enfrentar la democracia en Centroamérica, lo cual 
comprendía tanto la variable política como la económica y social. Las carencias de 
la mayor parte de nuestras sociedades eran muchas y fueron la bandera que alzaron 
los movimientos revolucionarios en Guatemala, El Salvador y Nicaragua. Sin 
embargo, los logros fueron mínimos y el conflicto armado concluyó especialmente 
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por el desplome de la Unión Soviética, con lo cual perdía sentido la polarización y 
las fuentes de financiamiento para la guerra. 

1.9.3.1 La construcción de la democracia política en Guatemala 

En el informe del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) 
capítulo Guatemala de 1998, intitulado Guatemala: los contrastes del desarrollo 
humano, se aborda el tema de la transición democrática ocurrida en el país durante 
la década de los años ochenta. En el primer apartado, que sirve de introducción al 
análisis, el informe de PNUD da cuenta de los antecedentes del país: 

El pasado autoritario tiene raíces muy profundas en la historia de la sociedad 
guatemalteca. Destacan al menos dos: la forma cómo se produjo la 
colonización española y la manera en que surgió la vida económica, social y 
cultural en el período independiente... En general, la historia de Guatemala 
se ha caracterizado por el ejercicio de la violencia y la arbitrariedad en las 
relaciones entre gobernantes y gran parte de los gobernados... (Programa de 
las Naciones Unidas para el Desarrollo 1998, pág. 117). 

El informe de PNUD señala cómo el siglo XX inició con la dictadura de Manuel 
Estrada Cabrera, que duró 21 años; luego de un breve período, a ella siguió la de 
Jorge Ubico, después de lo cual se sucedieron los gobiernos de la Revolución de 
1944 de Juan José Arévalo y Jacobo Arbenz Guzmán. Estos dos últimos gobiernos 
han representado en la vida política nacional, en opinión de un amplio sector de 
guatemaltecos, los dos únicos verdaderamente democráticos. 

El período revolucionario sucumbió en 1954 con el llamado Movimiento de 
Liberación Nacional, que se promovió con el ahora ampliamente reconocido 
financiamiento por parte de los Estados Unidos. La justificación ideológica para 
derrocar al gobierno arbenzista fue su supuesta filiación al comunismo internacional, 
si bien un tema fundamental para la deposición fue el haber promovido la reforma 
agraria, mediante el Decreto 900 (Ley de Reforma Agraria), que según se estima 
benefició a 100,000 familias (Schlesinger et al. 1984, pág. 68) y que afectó los 
intereses de la empresa norteamericana United Fruit Company, dedicada a la 
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explotación de banano, al expropiársele tierra ociosa obtenida en buena parte por 
concesiones gratuitas realizadas por la dictadura de Estrada Cabrera. 

Para poder hacerse una idea de la importancia que tuvo desde comienzos del siglo 
XX la producción de banano en Guatemala, es oportuna la siguiente cita: 

Además del café, que se hallaba en crisis constante, el gobierno estimuló la 
producción del henequén y, sobre todo, del plátano. En 1901, se concedió 
exención de impuestos al plátano, como artículo de exportación. En 1906, la 
United Fruit Company firmó su primer contrato para la compra y exportación 
de plátano. Mediante una concesión de 68,800 hectáreas de las mejores 
tierras (a cambio de terminar la construcción del ferrocarril), la UFC consolidó 
un monopolio de producción platanera. A ello contribuyó el monopolio de las 
instalaciones ferrocarrileras y portuarias de la UFC. En un principio, la UFC 
compraba plátano a los productores independientes y luego los obligó a 
liquidar en favor de la compañía. El contrato de la UFC preveía la utilización 
ilimitada de las mejores tierras durante 25 a 99 años, el acceso a los recursos 
(el agua), con exención tanto de impuestos de timbre, portuarios y de otros 
tipos, como de gravámenes de todas las importaciones. La compañía también 
podía hacer remesas ilimitadas de utilidades (Joñas y Tobis 1976, pág. 42). 

El período iniciado tras el derrocamiento de Arbenz en 1954 marcará una nueva 
etapa para el país, la cual, prácticamente, tendrá continuidad hasta que se dé el 
retorno a la democracia en la década de los años ochenta. En principio, se 
estableció, dentro de la lógica de la confrontación de la Guerra Fría, una fase 
caracterizada por el anticomunismo. En nombre de la democracia, la libertad y el 
rechazo a las ideologías internacionales, se creó un ambiente de intolerancia que, 
partiendo de la persecución dirigida en contra de los líderes políticos y populares - 
desarrollados durante los dos gobiernos anteriores-, pasará progresivamente a la 
purga sistemática, el silenciamiento e incluso la desaparición forzada de toda forma 
opositora a los sucesivos regímenes que se establecen, al punto de afectar a 
población no beligerante, es decir, población civil. Disentir, o la sospecha de poder 
hacerlo, será motivo suficiente para desaparecer y hasta morir. 
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El citado informe de PNUD señala: 

Una década de gobiernos civiles electos -entre 1944 y 1954- terminó 
abruptamente y luego se inició un largo período de gobiernos militares. Y a 
partir de 1964, el desencadenamiento de la lucha guerrillera sirvió de 
justificación a la presencia de gobiernos autoritarios que buscaron defender 
el orden a través de medios violentos. El Estado se modificó profundamente: 
las fuerzas armadas se convirtieron en su eje director. 

En 1960 inició el movimiento insurgente guatemalteco, que devendría en el conflicto 
armado interno, el cual, en buena medida, se inspiró en la revolución cubana, como 
alternativa para la solución de la problemática nacional. Este movimiento nació el 
13 de noviembre de 1960 en el seno del mismo ejército guatemalteco, en parte, 
según expone Luján Muñoz, en respuesta a la indignación que produjo el que 
Guatemala sirviera de base de entrenamiento para invadir Cuba al contingente 
militar organizado por la CIA que procedió al desembarco en bahía Cochinos. Los 
objetivos, en esta primera fase de la insurgencia, eran deponer al gobierno y 
cambiarlo por otro (2004, pág. 329). 

El ejército guatemalteco pudo controlar fácilmente las primeras acciones de la 
insurgencia, pero las mismas continuaron. En tanto, la situación política interna se 
vio agravada en 1963 por el golpe de Estado encabezado por el coronel Enrique 
Peralta Azurdia, ministro de la Defensa del general Miguel Ydígoras Fuentes, con lo 
cual se evitó la participación en las próximas elecciones de Juan José Arévalo, quien 
clandestinamente había retornado al país. Al día siguiente de su retorno, Azurdia 
procedió con el golpe de Estado, en congruencia con el anticomunismo 
prevaleciente desde que el Movimiento de Liberación Nacional se hiciera del poder 
en 1954 con el coronel Carlos Castillo Armas. En 1965 se promulgó una nueva 
Constitución en Guatemala que estaría vigente hasta marzo de 1982. Su nota 
distintiva era la prohibición de partidos con filiación internacional, específicamente 
el comunista, y la creación de una Corte de Constitucionalidad adscrita al 
Organismo Judicial, de eventual integración. 
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Para 1968, ante las particularidades que poseía el conflicto armado interno (guerra 
de guerrillas), las fuerzas armadas, en seguimiento con las enseñanzas promovidas 
por la Escuela de las Américas con sede en Panamá, adoptó la Doctrina de la 
Seguridad Nacional. Al respecto, Luján Muñoz expone: “El ejército, aplicando la 
llamada ‘doctrina de la seguridad nacional’, consideró que no le era posible, en una 
lucha así, adecuarse a los procedimientos legales, por lo que recurrió al 
apresamiento clandestino, la tortura y el ‘ajusticiamiento’ extrajudicial” (2004, pág. 
331). 

El primer gobierno electo con base en los parámetros de la nueva Constitución, fue 
el del Lie. César Méndez Montenegro (1966-1970), quien estuvo bajo la tutela de la 
cúpula militar. En adelante, se sucedieron en la presidencia, con serios 
cuestionamientos sobre la pureza de las elecciones, los generales: Carlos Arana 
Osorio (1970-1974), Kjel Eugenio Laugerud García (1974-1978) y Fernando Romeo 
Lucas García (1978-1982). En 1982, el sucesor presidencial “electo” fue el General 
Aníbal Guevara. Ante el evidente fraude electoral, los niveles de corrupción y una 
crisis económica que tendía a empeorar, el ejército, encabezado por la oficialidad 
joven, depuso el 23 de marzo de 1982 al presidente Fernando Romeo Lucas García, 
mediante una acción militar incruenta, que llevó al poder a una Junta de Gobierno. 
La Constitución fue derogada y el triunvirato que habría de gobernar estuvo 
conformado por los generales José Efraín Ríos Montt, Horacio Maldonado Schaad 
y el coronel Francisco Gordillo. 

Sobre el general Ríos, es de tomar en cuenta que no participó directamente en el 
cuartelazo, pues en ese momento ya se encontraba en situación de retiro. Se le 
recordaba por haber sido candidato presidencial por el partido Democracia Cristiana 
Guatemalteca en 1974, en unas elecciones que se dice ganó, pero, gracias al 
fraude, favorecieron al candidato oficialista. Luego fue enviado como agregado 
militar a la embajada de Guatemala en España, en donde se convirtió al 
protestantismo y, al regresar al país, colaboró en la fundación de la secta del Verbo. 
Este hecho, el de las convicciones religiosas, sería decisivo en la definición de su 
gobierno, pues al imponerse en la Junta de Gobierno, para más tarde desplazar a 
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los otros triunviros, mezcló su rol de gobernante con el de moralizador religioso, y 
quiso imponer una mística que se resumía en el eslogan “no miento, no robo, no 
abuso”. 

Ríos Montt desarrolló una intensificación en la ofensiva contrainsurgente aunado al 
desarrollo de una actitud fundamentalista impulsada desde el gobierno. Los 
señalamientos nacionales e internacionales por la violación de los derechos 
humanos condujeron a un nuevo relevo en el mando, encabezado una vez más en 
la historia nacional por el ministro de la defensa de turno, el general Oscar Mejía 
Víctores (1983-1986). 

Ríos Montt fue un personaje polémico desde que fuera candidato a la presidencia 
en 1974; en ese entonces, representó, según Carlos Sabino, la alternativa 
democrática de la izquierda institucional (2013, pág. 138) y, tras escamoteársele las 
elecciones, prefirió claudicar y aceptar un exilio dorado en España, antes que 
promover una confrontación social. Luego, ocho años después, estando ya retirado 
del ejército y de la vida política nacional, terminó siendo el líder de un movimiento 
golpista en el que originalmente no participó ni promovió, el cual, en un principio 
generó diversas expectativas. Durante su breve régimen de facto, que se 
caracterizó por ser el más contundente en la lucha contra la subversión y por afectar 
a la población civil, fue temido y odiado; para más tarde, ya inserta Guatemala en la 
vía constitucional y democrática, erigirse en el caudillo de un partido conservador y 
de declarados valores religiosos protestantes que llegó al poder. Su vida concluyó 
también con una intensa polémica y reavivamiento dentro de la sociedad 
guatemalteca de las secuelas del conflicto, al ser enjuiciado por genocidio y, tras la 
suspensión amañada de la sentencia que lo condenó, ser condenado, cuando ya 
no podía, por su edad, purgar condena alguna. La victoria para sus opositores, 
representada en la sentencia condenatoria, terminó siendo histórica y moral, pero 
no personal, debido a que, por su avanzada edad y el deterioro de su salud mental, 
se le estimó inimputable. 

Carlos Sabino, autor argentino a quien en absoluto podría calificarse como un 
historiador influenciado por la ideología izquierdista, recoge las diferentes 
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caracterizaciones y apreciaciones que se han hecho de Ríos Montt, de la siguiente 
manera: 

...Hay quienes piensan que fue un ambicioso que deseaba perpetuarse en el 
poder y otros que lo recuerdan como un verdadero estadista; quienes lo 
consideran un “psicópata” “deschavetado” que realizó un despiadado 
genocidio o un gobernante valiente y sincero, que llevó a cauces más 
racionales el enfrentamiento armado existente; algunos estiman que podría 
haber luchado más en los días tensos que siguieron a las elecciones de 1974 
o después, cuando se vio forzado a abandonar el poder en 1983, tras su corto 
gobierno, pero que no lo hizo porque no quería contribuir a ensangrentar más 
al país; otros, en cambio, lo ven como el auténtico responsable de todos los 
males de Guatemala, como la encarnación de lo peor que le ha sucedido al 
país. Los más ecuánimes consideran que el general era hombre “de mil y una 
gavetas”, de conducta difícil de predecir, astuto y reflexivo, pero a la vez 
demasiado frontal en sus expresiones y personalista en sus métodos (2013, 
pág. 307). 

Lo anterior se ve contrastado con la expuesto por otros autores. Entre ellos se puede 
citar al norteamericano Noam Chomsky, acérrimo crítico -entre otros temas- de la 
política exterior de su país, quien afirma que: 

La concepción reaganista de la democracia también queda ilustrada por sus 
figuras centroamericanas favoritas. Entre ellas se contaba el peor exponente 
de la banda de extraordinarios asesinos de Guatemala, Ríos Montt, que era 
víctima de «acusaciones falsas» y estaba «totalmente a la democracia», 
explicó Reagan” (2018, pág. 133-134). 123 

El español Josep Fontana, en tanto, afirma en relación a Ríos Montt lo siguiente: 


123 Para mayores detalles se puede consultar el artículo de Prensa Libre, publicado el 12 de mayo 
de 2018, intitulado “Así miraba el gobierno de Estados Unidos a Ríos Montt”, en el siguiente link, 
consultado el 14 de junio de 2019: https://www.prensalibre.com/quatemala/lusticia/asi-miraba-el- 
qobierno-de-ee-uu-a-rios-montt/ . 
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Reagan se entrevistó con él en Honduras en diciembre de 1982 y dijo a los 
periodistas que lo acompañaban que Ríos Montt era «un hombre de una gran 
integridad personal... totalmente dedicado a la democracia», a quien las 
organizaciones de defensa de los derechos humanos atacaban porque 
combatía a guerrillas izquierdistas. Al día siguiente de estas declaraciones, el 
6 de diciembre de 1982, uno de los pelotones de élite de Guatemala, conocido 
como los «Kaibiles», entró en un poblado de la selva llamado Las Dos Erres 
y exterminó por completo a sus más de 250 habitantes. Los soldados 
estrellaban las cabezas de los niños contra la pared y decapitaban a los 
adultos con sus machetes, después de torturarlos. Violaron a una selección 
de mujeres y jovencitas que habían reservado para el final, las echaron a la 
fuente «y la llenaron de basura, enterrando vivas a unas pocas desdichadas» 
(2017, pág. 429). 

Para concluir las citas sobre este gobernante guatemalteco, el reconocido 

investigador mexicano Guillermo de la Peña, en una apreciación más amplia, 

expone que: 

...Lucas García (1978-1982) y Ríos Montt (1982-1983) lanzaron una ofensiva 
genocida contra las aldeas indias -150.000 personas fueron muertas en siete 
años- nutrida por un discurso racista contra «los bárbaros» parecido a las 
justificaciones ideológicas de las matanzas de indios perpetradas en Bolivia 
a finales del siglo XIX y en El Salvador en 1932 (Bethell 1997, pág. 254). 

Daniel Contreras y Silvia Castro señalan cómo Ríos Montt combatió a la subversión: 

Pero su condición de ministro cristiano no impidió a Ríos Montt tomar medidas 
drásticas contra la subversión guerrillera comunista, a la que combatió con 
más dureza que el gobierno anterior. La política de tierra arrasada aumentó 
el número de campesinos refugiados en México; pero, al mismo tiempo, 
diseñó una nueva estrategia dirigida a ganar la confianza y el apoyo de las 
poblaciones de la zona de conflicto. Sus programas ‘Fusiles y Frijoles’, 
Trabajo, Techo y Tortillas’, las Patrullas de Autodefensa Civil (PAC), las 
Aldeas Modelos y los Polos de Desarrollo, lograron restar apoyo popular a la 
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guerrilla. También fue drástico con el crimen común urbano y creó los 
llamados Tribunales de Fuero Especial, concebidos para hacer más 
inmediata la expedición de sentencias. Fueron condenados a muerte 15 
supuestos criminales y algunos de ellos fusilados pocos días antes de la 
primera visita del Papa Juan Pablo II a Guatemala en marzo de 1983 (Luján 
Muñoz et al. 1997, pág. 68). 

A pesar de la rigidez del régimen de Ríos Montt, durante los meses que gobernó 
dictó tres leyes, a efecto de demostrar la aparente voluntad de retorno a la 
institucionalidad, que servirían para el proceso de transición y recomposición 
constituyente, las cuales señala García Laguardia: “...el decreto-ley 30-83, Ley 
Orgánica del Tribunal Supremo Electoral; el decreto-ley 31-83, Ley del Registro de 
Ciudadanos, y el decreto-ley 32-83, Ley de Organizaciones Políticas...” (1993, pág. 
45). Sin embargo, el gobernante comenzó en sus discursos a plantear que se 
requeriría de “siete años de trabajo duro” para poner en orden el país (Sabino 2013, 
pág. 328), lo que resultó preocupante para la sociedad guatemalteca, incluso para 
las fuerzas armadas. 

Con base en la evolución de los acontecimientos, un primer intento para deponer a 
Ríos Montt ocurrió el 29 de junio de 1983, pero el golpe de Estado fracasó 
“aparentemente porque el general (Héctor Alejandro) Gramajo se abstuvo de 
participar a última hora” (Sabino 2013, pág. 330). Finalmente, el 8 de agosto del 
mismo año, la cúpula militar se reunió y removió del poder pacíficamente a Ríos 
Montt. El comunicado oficial resumía los motivos que se habían tenido para adoptar 
esa decisión: 

En la proclama del ejército están enunciadas las causas principales de la 
caída de Ríos Montt: la injerencia de la Iglesia protestante en el gobierno, la 
continuación de actos de corrupción en la administración pública, el posible 
desafío de Ríos Montt al Alto Mando, lo cual podía romper la unidad del 
ejército (Luján Muñoz et. al. 1997, pág. 68). 

A partir de agosto de agosto de 1983, cuando el general Mejía Víctores llega al 
poder, el proceso de retorno a la democracia se vio acelerado en Guatemala, el cual 
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formaba parte de la estrategia para aislar a la guerrilla de sus contactos 
internacionales y ganar tiempo en tanto se cambiaba el curso de la guerra (Poitevin 
2004, pág. 62). Se suprimieron los tribunales de fuero especial y también el Consejo 
de Estado, que era encabezado por Jorge Serrano Elias (Poitevin 2004, pág. 66). 
En enero de 1984 se emitió el decreto-ley 3-84, Ley Electoral, mediante la cual se 
procedería a la elección de la Asamblea Nacional Constituyente, la cual habría de 
promulgar la nueva Constitución más dos leyes constitucionales: la Ley Electoral y 
la de Garantías Constitucionales. La Asamblea Nacional Constituyente fue electa el 
1 de julio del mismo año y estuvo conformada por 88 diputados, “23 electos por lista 
nacional y el resto por listas distritales, según el modelo alemán del doble voto” 
(García Laguardia 1993, pág. 46); su instalación ocurrió el 1 de agosto del mismo 
año. Sobre los diputados electos cabe señalar que: 

En 1984, la coalición MLN-CAN obtiene mayoría de diputados en la asamblea 
constituyente gracias a las normas electorales promulgadas por el régimen 
militar, a pesar de obtener menos votos (12.5%) que el Partido Demócrata 
Cristiano (16.3%) y la Unión del Centro Nacional (13.7%) (Rouquié y Arnaud 
1994, pág. 115). 

La Constitución fue promulgada el 31 de mayo de 1985, para cobrar vigencia el 14 
de enero de 1986, día en el cual habría de tomar posesión el presidente que sería 
electo en las futuras elecciones de ese mismo año (Luján Muñoz et. al 1997, pág. 
70). 

Como aspectos sobresalientes de la nueva Constitución guatemalteca destacan los 
siguientes puntos: 

• Un régimen de propiedad que excluye su función social. 

• Un énfasis especial para la preservación y defensa de los derechos 
humanos. 

• La posibilidad de realizar una segunda vuelta electoral para facilitar la 
legitimidad de los gobernantes y obviar la elección de segundo grado por 
parte del Congreso, como había sido hasta 1982. 

• La independencia del Tribunal Supremo Electoral. 
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• La creación de la Procuraduría de los Derechos Humanos y la figura del 
respectivo procurador. 

• El establecimiento de la Corte de Constitucionalidad. 

• La creación de mecanismos de postulación y elección de magistrados del 
Organismo Judicial, Procurador y Corte de Constitucionalidad que 
garantizan el requerimiento de independencia. 

• La prohibición de la reelección presidencial y de la elección de personas 
que hayan participado en golpes de Estado. 

• Énfasis en el desarrollo, la descentralización y el fortalecimiento del poder 
local (Poitevin 2004, pág. 68). 

Las elecciones generales, mediante las cuales habría de elegirse presidente, 
vicepresidente, diputados del Congreso y a los miembros de las corporaciones 
municipales, se realizaron el 3 de noviembre de 1985. La gama de partidos políticos 
que participaron estuvo dominada por la derecha, con candidatos tales como Mario 
Sandoval Alarcón, postulado por el MLN (Movimiento de Liberación Nacional), 
partido que él mismo fundó en 1954, y por el PID (Partido Institucional Democrático, 
creado en 1962 por Enrique Peralta Azurdia y que en adelante postuló a militares 
en la década del setenta); Mario David García, apoyado por el CAN (Central 
Auténtica Nacionalista, partido nacido de las cenizas del CAO -Central Aranista 
Organizada-), quien fue acompañado, como candidato a la vicepresidencia, por el 
ex ministro aranista Carlos Molina Meneos; Alejandro Maldonado Aguirre, antiguo 
miembro de las juventudes liberacionistas y ex ministro de Arana y Laugerud, 
postulado por el PNR (Partido Nacional Renovador); y Leonel Sisniega Otero, 
liberacionista que participó en la deposición a Arbenz, apoyado por la coalición de 
tres partidos pequeños: PUA-FUN-MEC (Partido de Unificación Anticomunista, 
Frente de Unidad Nacional, Partido Emergente de Concordia) (Sabino 2013, pág. 
341-342). El candidato de la UCN (Unión del Centro Nacional) fue su fundador, 
Jorge Carpió Nicolle, que no obstante su aparente centrismo era “un partido que 
recib[ía] el apoyo de las distintas corrientes de la extrema derecha civil y militar” 
(Rouquié y Arnaud 1994, pág. 122). Además, se encontraban Vinicio Cerezo 
Arévalo, como presidenciable, acompañado por Roberto Carpió Nicolle, como 
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vicepresidenciable (hermano del candidato de UCN), postulados por el partido 
Democracia Cristiana Guatemalteca. El partido demócrata-cristiano se fundó en 
1954 con el apoyo del arzobispo Rossel y Arellano, quien estuvo en contra del 
gobierno arbenzista y apoyó al movimiento de la liberación que depuso al gobierno. 
Originalmente se desarrolló como un partido anticomunista, planteamiento que 
nunca abandonó, pero en la década de los sesenta, con la participación de 
universitarios un ala del partido adoptó una línea de centroizquierda (Poitevin 2004, 
pág. 75). El único candidato de izquierda que participo en las elecciones de 1985 
fue Mario Solórzano Martínez, postulado por el Partido Socialista Democrático. 

Ningún binomio presidencial obtuvo la necesaria mayoría, por lo que la elección se 
definió en una segunda vuelta a favor de Marco Vinicio Cerezo Arévalo y de Roberto 
Carpió Nicolle (Luján Muñoz et. al. 1997, pág. 70). Sin embargo, debe tenerse 
presente que el retorno a la democracia se daba en forma tutelada, pues existía un 
régimen militar que controló todo el proceso, estableció qué tipo de partidos podían 
participar, tanto para la elección de la Asamblea Constituyente como para las 
elecciones generales, y ello no significaba perder el control ni claudicar en la lucha 
contrainsurgente. La paz se postergaría por diez años más, incluso más allá de la 
desintegración del bloque soviético. 

Como prueba del control y continuidad del régimen, “Cerezo se ve obligado a 
incorporar a tres personalidades del gobierno de Mejía: Rafael Quiñónez Amézquita 
(ministro de Relaciones Exteriores), Lizardo Sosa (Hacienda) y Juan José Rodil 
Peralta (Interior). Además de la imposición de funcionarios clave, Vinicio Cerezo 
debió afrontar desde “el comienzo de su mandato... no menos de 10 rebeliones 
militares, todas más o menos influidas por el MLN” (Rouquié y Arnaud 1994, pág. 
123). 

Las presiones ejercidas sobre Vinicio Cerezo, así como en los gobernantes 
posteriores, da validez a una frase que se atribuye a ese primer gobernante 
democrático, según la cual dijo, al día siguiente de su elección: “He conquistado el 
gobierno, pero no el poder” (Rouquié y Arnaud 1994, pág. 137). 
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El período de gobierno establecido en la Constitución originalmente, fue de cinco 
años. Cerezo gobernó así entre 1986 y 1991. Durante su régimen existieron cinco 
programas económicos de gobierno, a razón de uno por año: 

...en 1986, el de Reordenamiento Económico y Social; en 1987, el Programa 
de Reorganización Nacional, que perseguía la reactivación económica y el 
pago de la ‘deuda social’; en 1988, el Plan Guatemala 2000; en 1989, el Plan 
de los 500 días; y, por último, en 1990, el Programa de Modernización de la 
Economía... (Luján Muñoz et. al. 1997, pág. 70). 

La profusión planificadora no significó que se hubieran alcanzado las metas o los 
objetivos para cada año, sino la reformulación de acciones y estrategias para 
intentar encontrar soluciones a la problemática económica nacional. Es más, incluso 
la instancia técnica encargada de elaborar esos planes, la Secretaría General de 
Planificación Económica (SEGEPLAN), hubo de reconocer en el último año de 
gobierno el fracaso: “En resumen se quiso hacer todo a la vez y no se consiguió 
nada. Sin duda la acusación más grave que señala el estudio [de SEGEPLAN] es 
que se benefició a sectores específicos y no a las grandes mayorías del país”, 
consignó la revista Crónica el 20 de diciembre de 1990, a pocos días que se diera 
el relevo de gobierno (Luján Muñoz et. al. 1997, pág. 70), cuando oficialmente se 
registró que la inflación interanual era del 59.81% y Lizardo Sosa era el presidente 
del Banco de Guatemala. 

Desde el primer gobierno de facto, se evidenció la crítica situación económica del 
país y de las finanzas públicas, pues se creó el impuesto al valor agregado (IVA) 
bajo la presión de los organismos financieros internacionales, se devaluó la moneda 
a un tipo de cambio de Q2.50 por dólar, abandonando la paridad que se había 
mantenido desde los años treinta y ante la posibilidad de incrementar los impuestos 
directos, específicamente uno para la guerra, el empresariado guatemalteco, 
representado por CACIF [Comité Coordinador de Asociaciones Agrícolas, 
Comerciales, Industriales y Financieras, fundado en 1957 (Luján Muñoz et. al. 1997, 
pág. 103)], se negó y resistió fuertemente. Esta sería una característica que los 
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empresarios conservarían en adelante, incluso ya durante la fase democrática, con 
lo cual el Estado de Guatemala padecería constantemente de carencia de recursos. 

Cerezo intentó establecer una reforma fiscal en 1987 que fue atacada fuertemente 
por CACIF y llevó al peligro de que fuera depuesto el gobierno. En una negociación 
realizada en la finca estatal Santo Tomás se impusieron los términos obligados que 
debió aceptar, en donde estuvieron presentes los dos Estados Mayores (el 
económico y el militar). Él mismo lo consignó en entrevista que le realizó Mario 
Monteforte Toledo y que se reproduce en el libro “Vinicio” (1998): 

Tuve que aceptar veintiséis de las veintisiete enmiendas contra el proyecto 
de Reforma Fiscal, así como renunciar a cualquier política reformista que 
afectara los intereses del poder económico. Todo esto era, en pocas 
palabras, un pacto donde yo virtualmente renunciaba a gobernar el país. La 
alternativa era el golpe de Estado y la entrega del poder civil al poder 
económico, aparte del fin del proceso democratizador que había comenzado 
en 1986, después de más de treinta años de dictadura y de luchas (Poitevin 
2004, pág. 72). 

1.9.3.2 La viabilidad fiscal de la democracia y la deuda social 

Para hacer justicia al primer gobierno democrático en Guatemala, debe señalarse 
que la visión de la administración del presidente Cerezo reconoció que existía un 
incumplimiento histórico del Estado con respecto a la sociedad. Ese pendiente era 
económico, jurídico, político, social, de prestación de servicios. En una palabra, era 
el tema de la justicia social, el cual correspondía al Estado cumplir, de cara a la 
historia nacional y sus notables carencias. Sin embargo, además de la voluntad 
política, se requería de recursos para cumplir con esa deuda. Pero los deudores 
históricos no se encontraban dispuestos, ni sujetos, a cumplir con ese compromiso 
fiscal. 

Los apuros del primer gobierno democrático para tratar de cumplir con los 
compromisos sociales, hacían necesaria la disponibilidd de recursos. Para tener 
una idea acerca del problema fiscal que tendría ese primer régimen constitucional, 
así como los posteriores, se analizó la serie histórica correspondiente (ver Anexo 
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B), que resume el período 1980-2018, en lo que respecta a los ingresos totales del 
Gobierno central (que comprende los ingresos tributarios, no tributarios, de capital 
y donaciones). Asimismo, se revisó lo que correspondió exclusivamente a los 
ingresos tributarios. Todas las cifras fueron expresadas en millones de quetzales de 
cada año. 

En 1980, los ingresos tributarios en Guatemala para el gobierno central ascendieron 
a Q678.3 millones de quetzales y en 1985, la variación fue apenas de un millón 
(Q679.1). La inflexión histórica en la recaudación, dentro de la serie que se analiza, 
ocurrió en 1990, cuando se recaudó un récord de Q2.3 millardos. En adelante, los 
incrementos tributarios serían en millardos, hasta lograr una recaudación de Q58.8 
miles de millones. Esto significa que, en el lapso de 38 años, la recaudación 
tributaria pasó de Q678.3 millones a Q58,835.6, o sea al equivalente a 85.7 veces 
de lo recaudado en el año que sirve de referencia, lo cual podría parecer un logro 
tributario significativo, si se ve en forma aislada. 

Sin embargo, para lograr una mejor comprensión, es necesario contrastar los 
recaudos tributarios versus el comportamiento de la deuda externa e interna, para 
conocer la verdadera situación de las finanzas públicas guatemaltecas. Para ello, 
se estableció cómo evolucionó la deuda pública interna bonificada durante el mismo 
período, 1980-2018 (ver Anexo C). Esto permite señalar que hubo una inflexión 
brusca cuando la deuda pasó de Q742.0 millones en 1980 a Q2,303.2 para 1985, 
es decir, se incrementó en más del doble. En ios dos años posteriores que se 
presentan, 1990 y 1995, el aumento para cada año de la serie fue superior a los mil 
cien millones de quetzales; en tanto que en los siguientes tres (2000, 2005 y 2015) 
se mantuvo un ritmo que duplicó el adeudo respecto a cada año anterior. En 2015 
y 2018, el saldo de la deuda fue de Q61,623.3 y Q82,446.0 millones, 
respectivamente. El incremento en la deuda pública interna, de este modo, entre 
1980 y 2018 fue de 11,011.32%, lo que significa que, respecto al año base de la 
serie, Guatemala debía en 2018 Q110.11 por cada unidad monetaria contratada en 
1980. Se trata de un incremento abrumador, para cuya comprensión deben tomarse 
en cuenta diferentes variables: la devaluación del quetzal, la inflación, las 
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variaciones en el tipo de cambio y las tasas de interés, la adversa coyuntura 
económica internacional (baja de los precios de los productos de exportación), más 
las crisis por las cuales atravesó tanto el país como la economía mundial, así como 
la reorientación sufrida en lo que debía ser el papel del Estado en la economía, 
impulsadas por el consenso de Washington, con los consiguientes ajustes 
estructurales, disminución de la participación del Estado en la economía, 
desregulación, privatizaciones, liberación y tratados de libre comercio. En una 
palabra, el enfoque, las políticas y la realidad económica cambiaron de manera 
radical. La democracia en Guatemala, en lo que respecta al reconocimiento de los 
derechos sociales, llegaba tarde, tanto por las condiciones económicas 
internacionales como por la resistencia del poder económico a realizar concesiones 
en lo tributario. 

A la deuda pública interna debe agregarse lo correspondiente al endeudamiento 
externo. Para ello, se obtuvo la información correspondiente para el mismo período 
1980-2018, pero los valores se expresan en dólares de los Estados Unidos (ver 
Anexo D). La deuda externa de Guatemala fue de $722.4 millones en 1980 y, de 
igual manera como ocurrió con la interna, para 1985 tuvo un cambio brusco al 
incrementarse en más del doble; para 1990 el aumento respecto al anterior 
quinquenio fue moderado, con apenas $14 millones y en 1995 se redujo en $310.0 
millones. Sin embargo, a partir de 2000 a 2018 se observó una tendencia alcista, 
hasta alcanzar los $8,224.6 millones, a razón de un incremento promedio para cada 
quinquenio de $1,223.5 millones. Esto significa que la deuda pública externa en 
Guatemala se incrementó en 1,038.5% respecto a las obligaciones que el Estado 
tenía en 1980. 

No debe pasar desapercibido que el incremento brusco de la deuda interna en 
Guatemala, se vio reflejado, dentro de la serie que se consigna, en 1995, año para 
el cual ya estaba en vigencia la onerosa reforma constitucional de 1993, conforme 
la cual se estableció la prohibición de que el Banco de Guatemala proveyera al 
gobierno central de financiamiento, y que el mismo, en consecuencia, no podía 
obtenerse más que por financiamiento de la banca privada, a un costo de tasas de 
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interés de mercado. Con ello, evidentemente, se desnaturalizó la función de la 
banca central y, como reconoció uno de los mismos representantes del sector 
bancario y financiero nacional, Jorge Skinner Klee, ese artículo constitucional no 
debió haberse reformado (Tenas Arévalo 1995, pág. 65). 

A efecto de lograr apreciar mejor el comportamiento de las variables ingresos 
tributarios versus deuda interna, se contrastaron los diferentes desempeños, con lo 
cual se evidencia el desenvolvimiento correspondiente durante el período 1980- 
2018 (ver Anexo E). Del cotejo de la información entre ingresos tributarios y deuda 
interna, resalta que la tendencia demuestra que si el gobierno dedicara todo lo 
recaudado al pago de la deuda flotante no le sería posible cubrirla, a excepción de 
lo que se observa respecto a los años 1995, 2000 y 2005. Entre 2010 y 2018, ese 
déficit se incrementó, pues los montos de la deuda superaron con creces a los 
ingresos tributarios. 

Como corolario, debe señalarse que, de la información provista en concepto de 
ingresos tributarios versus la deuda interna y externa, el Estado guatemalteco 
adoleció, y adolece hasta el presente, de una grave crisis deficitaria en sus ingresos, 
lo que le ha obligado a recurrir a préstamos; esto se ve claramente reflejado en el 
comportamiento tanto interno como externo de la deuda pública. 

Ante la resistencia del sector privado a aceptar una reforma fiscal que aliviara la 
problemática de financiamiento del sector público, el recurso recurrente que se ha 
utilizado es el de acudir a los préstamos, ya sea internos e internos. Esto tiene como 
agravante que, en el tiempo, ello significa una mayor merma de dinero para el 
gobierno, pues deben cubrirse los servicios de la deuda, es decir, el pago de 
intereses, con lo cual se ven reducidos aún más los recursos con los cuales cuenta. 

Otra manera de evidenciar la gravedad de la crisis fiscal, es a través de la 
denominada carga tributaria. Ésta representa el porcentaje que los tributos tienen 
respecto al producto interno bruto del país. El producto interno bruto es el valor total 
de la riqueza producida cada año por una economía, a precios de mercado. Al 
respecto, la Comisión Económica para América Latina presentó, en una publicación 
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de 2018 (CEPAL 2018, pág. 49), las cifras de 18 países, correspondientes a 
ingresos tributarios para 1990 y 2015, como porcentajes del PIB (ver Anexo F). 

La información evidencia que, en 1990, de los 18 países de Latinoamérica que 
consigna CEPAL, Guatemala se encontraba con una carga tributaria de 9% del PIB, 
superior a la de cuatro países: República Dominicana, Paraguay, Ecuador y Bolivia; 
en tanto que, para 2015, de esos 18, pasó a ocupar el último lugar, con un 11 % de 
carga tributaria. Por lo que Guatemala es el país con la menor carga tributaria 
respecto al PIB a nivel regional y latinoamericano. Los Acuerdos de Paz, que 
pusieron fin al conflicto armado interno en el país, fijaron una meta de 12% de carga 
tributaria, a efecto de que el Estado pudiera cumplir con lo pactado, en términos de 
inversión social y demás aspectos. El promedio latinoamericano de la carga 
tributaria, para 2015, era de 21%. Guatemala se encontraba, prácticamente, a la 
mitad de ese parámetro. 

En cuanto a las necesidades de la población a la que debe atender el Estado, para 
la búsqueda del bien común, según se establece como el fin supremo del mismo en 
la Constitución Política de la República de Guatemala, es pertinente aludir sobre 
cómo ha aumentado la población. De conformidad con los censos de 1981,1994, y 
2002, la población total de Guatemala fue de: 6.4, 8.3 y 11.2 millones de habitantes 
(INE 2002, pág. 17). Para 2008, 2015 y 2018, las estimaciones demográficas del 
INE, expresadas en millones de habitantes, fueron las siguientes: 13.7, 16.2 y 17.3 
( http://www.o¡.qob.qt/estadistica¡/reportes/poblacion-total-por-municipio(1).pdf) . 

Esto significa que la población guatemalteca era, para 2018, más del doble (2.7) 
que la existente en 1981. Pero, ante ese incremento ocurrido a lo largo de 37 años, 
las capacidades económicas del Estado habían mermado respecto a la capacidad 
de sostenibilidad tributaria interna. En otras palabras, se disponía de menos 
recursos para atender las necesidades de mayor cantidad de población, a pesar de 
que la generación de riqueza en el país, reflejada en el PIB guatemalteco (el de 
mayor valor en Centroamérica), había aumentado durante ese período. 
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De acuerdo con el “Análisis de la situación de país 1998-2008” correspondiente a 
Guatemala, publicado en por el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD), la situación se resume de la siguiente forma: 

Durante los últimos 27 años, ocho gobiernos centrales intentaron impulsar 
diversas reformas fiscales para aumentar los recursos del Estado. En casi 
todos los casos, el CACIF se opuso. Los resultados de tales esfuerzos son 
mixtos: se crearon el IVA, ISR, IUSI y una serie de impuestos temporales 
directos, pero los ingresos por impuestos aún son muy bajos, el incremento 
en este período apenas alcanza el 12% del PIB, lo cual no cumple con las 
metas de los Acuerdos de Paz (Sistema de las Naciones Unidas en 
Guatemala 2009, pág. 19). 

La realidad fiscal guatemalteca, pone en evidencia una paradoja. En la Constitución 
Política de la República de Guatemala, se dio un amplio reconocimiento a los 
derechos humanos, entre los cuales fueron incluidos los derechos sociales, 
reflejado en el objetivo central y razón de la existencia del Estado, “la búsqueda del 
bien común”. 124 A pesar de las dificultades económicas de la década de los años 
ochenta, el país logró superar los desafíos y salir adelante, al punto de dinamizar el 
crecimiento. Sin embargo, los recursos del Estado no aumentaron, atendiendo a la 
recurrente baja carga tributaria. Ante el intento de ocho gobiernos, como lo señala 
PNUD, de establecer reformas fiscales que mejoraran los ingresos, el poder 
económico nacional se opuso, lo que condicionó que las necesidades financieras 
se cubrieran mediante préstamos externos, pero especialmente a través de los 
internos. 

Es decir, se reconocieron los derechos sociales, lo que, como oportunamente se 
apuntó, significa que, en Guatemala, constitucionalmente se estableció un Estado 
social de derecho, desde la ley fundamental misma. Si bien, al comienzo de la vida 
democrática nacional, existieron condiciones económicas adversas, el esfuerzo 


124 El artículo 1 de la Constitución Política de la República de Guatemala de 1985, establece lo 
siguiente: “Protección a la Persona. El Estado de Guatemala se organiza para proteger a la persona 
y a la familia; su fin supremo es la realización del bien común”. 
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realizado permitió superar la crisis y orientarse hacia ei crecimiento. Pero, al existir 
las condiciones legales y económicas para impulsar ei Estado del bienestar, al que 
el gobierno del presidente Vinicio Cerezo llamó la “deuda social”, no existió la 
capacidad ni la fortaleza necesaria para que los diferentes regímenes hicieran 
prevalecer el interés común sobre el particular; el poder económico logró 
condicionar, al negarse a pagar más impuestos, el rumbo fiscal que debían seguir 
los débiles gobiernos. Evidentemente, esa sumisión, aquiescencia o pasividad del 
poder público va más allá de consideraciones legales y económicas, para 
trascender al ámbito de lo político, al ejercicio real del poder, y cuestiona la validez 
misma del sistema democrático guatemalteco. 

En una palabra, el Estado social de derecho llegó tarde a Guatemala para que se 
diera el Estado del bienestar, no por la carencia de condiciones para establecerlo, 
sino por la influencia de una doctrina económica radicalmente a favor del mercado, 
el neoliberalismo, impulsado por ei consenso de Washington y los organismos 
financieros internacionales (FMI, BM, BIRF), y por una oligarquía nacional, en 
extremo conservadora, que aceptó la paz, como una condición para su propio 
desarrollo, pero no los alcances sociales que ella debía tener, después de 36 años 
de lucha armada interna. 

La democracia así establecida, tuvo un sesgo que se ha acrecentado con el tiempo: 
desregular, privatizar, reducir el tamaño del Estado, desatender las necesidades 
sociales, favorecer el mercado. Esto se ha visto reflejado en los recursos destinados 
a la inversión social, los cuales han sido insuficientes para atender los 
requerimientos nacionales. En la realidad guatemalteca de 2009, el citado informe 
de país de PNUD hacía el siguiente señalamiento, que mantiene su vigencia diez 
años después: 

La insuficiencia de recursos tributarios, constituye un problema central en la 
condición de debilidad del Estado guatemalteco para aumentar y sostener la 
inversión social y financiar bienes esenciales para el crecimiento. Dentro del 
esquema impositivo actual, son notoriamente bajos los ingresos por concepto 
de impuestos directos. Las razones más importantes por las cuales la carga 
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tributaria es tan baja son: primero, la oposición del Comité Coordinador de 
Asociaciones Agrícolas, Comerciales, Industriales y Financieras (CACIF) a 
cualquier incremento de la carga impositiva; y segundo, los sacrificios fiscales 
que realiza el Estado para promover la actividad productiva (Sistema de las 
Naciones Unidas en Guatemala 2009, pág. 19). 

Los “sacrificios fiscales” a los que se alude, son el resultado de la desregulación, el 
abatimiento de los aranceles, la desgravación para dar “competitividad” a las 
empresas nacionales y permitir el libre comercio internacional, con un grave 
perjuicio económico y social para la dependiente economía nacional. Así, las 
exportaciones pagan poco o ningún impuesto, la Ley de Maquilas es el paraguas 
con el cual “legalmente” se puede practicar la evasión o la elusión fiscal. La principal 
fuente de ingresos tributarios radica en los impuestos indirectos, particularmente el 
IVA, el cual grava el consumo y afecta más a las personas de ingresos fijos y más 
bajos (los asalariados). A esto debe sumarse el desmedido crecimiento del sector 
informal de la economía, el cual supera el 75%. 

El tipo de cambio respecto a la divisa dólar se encuentra liberado, no existen 
controles de precios, el salario mínimo es insuficiente para la adquisición de la 
canasta básica y no se diga para la canasta ampliada, incluso, en 2015, se promovió 
y estuvo a punto de cobrar vigencia el establecimiento del salario diferenciado, con 
lo cual se reduciría legalmente el salario mínimo en ciertos municipios 
depauperados del país. En 2019, por decisión del presidente de la República Jimmy 
Morales, el salario mínimo se mantuvo sin ningún incremento, atendiendo al 
argumento de que la inflación había sido baja (si bien lo que sucedió es que se 
amplió la gama de productos de la canasta básica que se cotizan para la definición 
del indicador en cuestión, lo que hizo “se redujera” la inflación). 

A toda esta problemática deben añadirse los altos niveles de corrupción en la 
administración pública, el empoderamiento de los llamados “poderes tácticos” 
(narcotráfico, crimen organizado, trata de personas) y el contrabando de 
mercancías, que inciden también en la merma de los recursos económicos para la 
atención de las necesidades sociales. Todo ello hizo crisis en 2015, al punto de que 
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el presidente, vicepresidenta, ministros y altos funcionarios, poco a poco, fueron 
capturados y enviados a juicio. Los cargos de varios de los procesados se han visto 
agravados al vinculárseles a algunos altos funcionarios, como a la exvicepresidenta 
Roxana Baldetti y el exministro de gobiernación Héctor López Bonilla, con el 
narcotráfico y ser requeridos por la justicia norteamericana para ser juzgados. 

Los expresidentes encausados por la justicia son: Alfonso Portillo, Otto Pérez 
Molina, Alvaro Colom y también, con una acusación en su contra, Alvaro Arzú, quien 
ya no podrá ser procesado pues falleció en 2018. A lo cual hay que añadir que se 
encuentra vigente la orden de captura en contra del expresidente Jorge Serrano 
Elias, por el autogolpe de 1993, quien se encuentra exiliado en Panamá, y la 
acusación de financiamiento electoral ilícito en contra del presidente Jimmy Morales. 

1.4.4 El constitucionalismo como modelo teórico-político 

El desarrollo del constitucionalismo moderno supone la adopción de un modelo, un 
patrón, un ideal teórico-político, que se propone implementar dentro de la realidad 
estatal. ¿Cuál es ese modelo teórico-político que impulsa el constitucionalismo? 

Siguiendo a Juan Alberto Carbajal, el fin político que persigue el constitucionalismo: 

...es el garantizar dos conceptos fundamentales: una democracia, con 
cualquiera de sus vertientes, ya sea representativa, directorial, mixta, o en 
cualquiera de sus formas organizativas de la misma, y que ello se dé dentro 
de una república, que también garantice la rotación de los gobernantes y el 
acceso al gobierno de los ciudadanos, así como que se ventilen las cosas del 
cuerpo social en público, como es la naturaleza de la república, es decir, la 
res = cosa y publicum = de todos (2006, pág. 49). 

Este enfoque resalta, precisamente, el interés del presente trabajo, es decir, la 
interrelación que existe entre constitucionalismo, democracia y republicanismo. 

Para el logro de los objetivos políticos contitucionales, se cuenta también con ciertos 
objetivos axiológicos, a saber: “el garantizar un catálogo de derechos 
fundamentales del ser humanos”. Dentro de tales derechos se encuentran, como 
mínimo, la libertad, la igualdad, la seguridad, la propiedad y los políticos, más los 
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civiles y los de tercera generación, o sea, los sociales, también llamados de 
solidaridad (Carbajal 2006, pág. 50). 

El constitucionalismo también persigue un fin jurídico; éste se refiere al 
establecimiento del Estado de Derecho, que tiene como base el principio de 
legalidad, a efecto de proveer de seguridad a los ciudadanos, ya que el poder 
público, a la luz de este principio, debe basar sus actuaciones sujeto a reglas 
establecidas desde la Constitución y las leyes que de ella se derivan en forma 
legítima. A ello se agrega, como señala Carbajal, promover el establecimiento del 
Estado Social de Derecho, de estar previsto dentro del texto fundamental (2006, 
pág. 50). 

Naranjo Mesa señala que, en cuanto al significado del derecho constitucional, en su 
sentido más profundo, en lo que podría llamarse su misión, Hauriou establece que 
es “organizar, en el marco del Estado-Nación, una coexistencia pacífica del poder y 
de la libertad” (2003, pág. 28). Con ello se resalta la tensión que pretende resolver 
el constitucionalismo: por un lado, el poder que detentan los gobernantes, el cual, 
fácilmente tiende a que se den abusos y excesos; por el otro, la libertad individual y 
colectiva, que requiere del reconocimiento de derechos y las consiguientes 
garantías para evitar esos abusos del poder, así como son necesarios también para 
la convivencia pacífica. Dependiendo del énfasis que se ponga en uno u otro 
aspecto, algunos autores entienden el derecho constitucional como “técnica de la 
autoridad”, en tanto otros como “técnica de la libertad” (Naranjo Mesa, pág. 29). 

Ambos aspectos son atendidos dentro de los textos constitucionales, pues los 
derechos se consagran en la llamada parte dogmática de la Constitución; en tanto 
que la regulación sobre los poderes estatales encuentra cobijo en la parte orgánica 
de la misma. 

Karl Loewenstein, al referirse a estos aspectos, resalta lo siguiente: 

La historia del constitucionalismo no es sino la búsqueda por el hombre 
político de las limitaciones al poder absoluto ejercido por los detentadores del 
poder, así como el esfuerzo de establecer una justificación espiritual, moral o 
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ética de la autoridad, en lugar del sometimiento ciego a la facilidad de la 
autoridad existentes. Estas aspiraciones quedaron concretadas en la 
necesaria aprobación por parte de los destinatarios del poder de los controles 
sociales ejercidos por los dominadores y, consecuentemente, en la 
participación activa de los dominados en el proceso político (1986, pág. 150). 

Ese poder absoluto al que alude Loewenstein es el que correspondió a los monarcas 
que no tenían mayores límites en el ejercicio del poder. Frente a tantos abusos, 
históricamente, mediante luchas sociales, se llegó a buscar una fundamentación 
ética del poder, que radicara en la búsqueda del bien de la comunidad y no en la 
prevalencia de los intereses de los gobernantes. Y, finalmente, ese control sobre el 
poder se concretó a través de los mecanismos de control ejercidos sobre los 
dominadores, es decir, la regulación legal de esos límites, que se obtuvo a través la 
participación activa de los dominados en el ejercicio del poder, o sea, con el 
reconocimiento de derechos políticos y su ejercicio en la democracia. Como 
consecuencia, las personas podrían disfrutar de las libertades, garantizadas 
mediante el reconociiento de derechos. 

Además, Loewenstein señala que: “En un sentido ontológico, se deberá considerar 
como el telos de toda constitución la creación de instituciones para limitar y controlar 
el poder político”. Y añade que, “[djesde un punto de vista histórico, por tanto, el 
constitucionalismo, y en general el constitucionalismo moderno, es un producto de 
la ideología liberal” (1986, pág. 151). Efectivamente, como se estudió 
oportunamente, el constitucionalismo fue la respuesta a los abusos del absolutismo 
monárquico. Partió de las trece colonias inglesas en América del Norte, para 
posteriormente enfrentarse abiertamente, dentro del mismo continente europeo, en 
el seno mismo de donde surgió el absolutismo, con la revolución francesa. La triada 
conformada por el constitucionalismo, la democracia y el republicanismo, a partir de 
esos procesos revolucionarios ocurridos en dos continentes, fueron la base para la 
posterior evolución y desarrollo del nuevo régimen de gobierno que tendería a 
cobrar fuerza por todo el mundo. 


CAPÍTULO II: EL REPUBLICANISMO 
2.1 Orígenes 

El republicanismo, así como el concepto de república, cuenta en su haber tanto de 
devotos como de detractores. Es oportuno establecerlo desde el principio de la 
discusión del tema. 

Alguien contemporáneo que asegura desconocer de qué tratan ambos términos es, 
nada menos, Norberto Bobbio, conocido e influyente pensador italiano. En el año 
2000 se celebró un diálogo entre este filósofo del derecho con el historiador del 
pensamiento político, profesor de la Universidad de Princeton, Mauricio Viroli. En 
esa ocasión, Bobbio, con motivo de la pregunta de Viroli: “¿Piensas que puede 
hablarse de una teoría y de una tradición política republicana, distinguible tanto de 
la tradición democrática como de la liberal?”, al responder, adujo: 

En mi formación como estudioso de política, no me he encontrado con el 
republicanismo ni con la república. Conozco poco, o nada, de los teóricos del 
republicanismo, tus inspiradores. A decir verdad, se ha publicado 
recientemente una recopilación de escritos míos -alrededor de setecientas 
páginas-, Teoría generaíe della política, y en el índice -minuciosísimo- no 
aparece la voz «republicanismo», ni tampoco, y me duele decírtelo, 
«república». Hace tiempo publiqué un artículo, «Gobernó delle leggi o 
governo degli uomíní?», 125 donde se traza la historia del problema, partiendo 
de la contraposición entre Aristóteles, partidario de lo primero, y Platón, a 
favor de lo segundo. Y esbozo, así, una tipología de los gobiernos más 
conocidos entre los hombres. La «república» no aparece por ningún lado. 

Como ya te he comentado en otras ocasiones, lo cierto es que para mí, como 
para la inmensa mayoría de los estudiosos de política y derecho, «república» 
es el nombre de una forma de gobierno que se contrapone a «monarquía» o 
«principado», y eso desde nuestro Maquiavelo. Piensa en todas las 
discusiones habidas, que conoces perfectamente, sobre la comparación 

125 El cual aparece en el capítulo Vil del libro de Bobbio Intitulado El futuro de la democracia (2010, 
ver referencia bibliográfica en la correspondiente sección de este trabajo). 
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entre repúblicas democráticas y repúblicas aristocráticas, y acerca de la 
superioridad de una u otra, incluso a propósito de Montesquieu, uno de sus 
autores. Sin embargo, ninguna de las dos se asemeja a la república de los 
republicanos, como tú mismo reconoces (Pardos 2000, pág. 1). 

En igual rechazo, aunque con más de un siglo de anterioridad, existieron actitudes 
escépticas sobre la existencia real de la república al momento de fundarla en los 
Estados Unidos. Thomas Maissen señala al respecto cómo John Adams, en una 
misiva dirigida a M. Warren, de fecha 20 de julio de 1807, manifestó que “nunca 
llegó a entender qué era una república, «and I believe no other man ever did or ever 
will» 126 ” (Herrero Sánchez 2017, pág. 93). 

Este tipo de actitud, reacia a aceptar el continente o el contenido, o incluso la 
existencia o inexistencia de un concepto, no es extraño en ciencia, filosofía o historia 
políticas. Ello se evidencia, por ejemplo, en el cuestionamiento de si en la 
Antigüedad existió algo parecido a la democracia en Atenas, a la luz de la 
prevalencia de la esclavitud, la no participación femenina o por lo limitado de la 
ciudadanía. 

En igual sentido, el constitucionalismo norteamericano, que proclama el credo en la 
libertad, estableció, desde su fundación, una clara diferencia entre los hombres 
blancos, ciudadanos libres, y los esclavos negros, cuyo sufragio equivalía a 2/3 de 
los de un pleno ciudadano blanco. Pero, además, tampoco existía, para ese 
momento de la república norteamericana, voto universal ni igualdad de derechos 
para las mujeres, lo que no se resolvería sino a través de la Guerra de Secesión 
norteamericana, en la década de los 60 del siglo XIX, y, un siglo después, con la 
lucha por los derechos civiles, encabezada por Martin Luther King. 

La elaboración de constructos a lo largo de la historia política es una constante, lo 
cual significa apostar por la realización de ideales, la puesta en juego de la 
imaginación y la construcción de sueños que se proponen el logro de una realidad 
social diferente. 


126 Y creo que ningún otro hombre jamás lo hizo ni jamás lo hará. 
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Tanto el republicanismo, la democracia y el constitucionalismo son, como diría Max 
Weber, tipos ideales que responden a la búsqueda de una sociedad diferente, justa, 
participativa, inclusiva, que posibilite la felicidad, como se afirma en el acta de 
independencia de los Estados Unidos de Norteamérica de 1776. Esto no sólo es 
legítimo, sino también necesario para la construcción de escenarios sociales de 
realización personal y colectiva más inclusivos. 

Giovanni Sartori, con base en consideraciones históricas, plantea que: “Durante casi 
dos mil años ya casi no se habló de ‘democracia’, y cuando era recordada la palabra 
era para usarla de modo derogatorio”. Y, a continuación, afirma: “Durante dos mil 
años, el régimen óptimo, la forma ideal, ha sido llamada res publica, república. Y 
decir república es muy diferente a decir democracia” (1993, pág. 146). 

¿En qué difiere el significado de democracia respecto al de república? ¿Poseen 
contenidos antagónicos? ¿Se excluyen entre sí? Sartori recurre, para establecer las 
diferencias entre ambos conceptos, a la raíz etimológica de ambos términos: “Res 
publica es ‘cosa de todos’, mientras que la democracia estaba, en Aristóteles, por 
‘cosa de una parte’ (el demos como parte del todo)” (1993, pág. 146). En efecto, los 
demos en Atenas, como explica Romero, hacían referencia a los barrios populares, 
a un lugar geográfico, en la polis : “...Pero ya en Homero, en algunos pasajes, 
sorprendemos esa palabra usada para significar la muchedumbre por oposición a 
los señores” (2012, pág. 286). En ese sentido la entiende Aristóteles en la “Política”. 
Entre otros apartados, en el libro III, capítulo V, afirma: 

De las formas de gobierno mencionadas sus respectivas desviaciones son: 
de la monarquía, la tiranía; de la aristocracia, la oligarquía; de la república, la 
democracia. La tiranía, en efecto, es la monarquía en interés del monarca; la 
oligarquía, en interés de los ricos, y la democracia en el de los pobres, y 
ninguna de ellas mira a la utilidad común (1982, pág. 205). 

Sin embargo, de manera previa, en el mismo párrafo, Aristóteles advierte que tanto 
la monarquía, como la oligarquía y la democracia pueden adoptar la forma de 
“constituciones rectas” -es decir, no la de desviaciones-, cuando “uno, los pocos o 
los más gobiernan para el bien público”. A la forma “no desviada” cuando gobierna 
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la multitud, “llámase este régimen con el nombre común a todos los gobiernos 
constitucionales, es decir república o gobierno constitucional” (1982, pág. 204). 

Cabe resaltar que ambos términos de la última frase del texto citado, “república” y 
“constitucionalismo”, fueron rescatados durante la revolución norteamericana, 
especialmente al proceder a redactar la Constitución de 1787, y se proscribió, 
siguiendo a Aristóteles, la “democracia directa”, por ser excluyente y propiciadora 
de injusticias contra los propietarios. De este modo se arribó al concepto 
constitucional, republicano y de democracia representativa en Estados Unidos; 
formas adoptadas también durante la revolución francesa de 1789 
(constitucionalismo y democracia indirecta), con Sieyés a la cabeza, no así el de 
republicanismo (por la prevalencia del régimen monárquico en la Constitución de 
1791). 

El connotado pensador Bertrand Russel afirma, en su “Historia de la Filosofía 
Occidental” (cap. XXI), sobre la “Política” de Aristóteles: “No creo que haya mucho 
en ella que pudiera servir de uso práctico a un estadista de nuestros días...” (pág. 
184). Sin embargo, pareciera que algunas de las conclusiones del Estagirita siguen 
siendo de gran utilidad para el ciudadano contemporáneo. Así, por ejemplo, 
Aristóteles concluye que lo significativo respecto de los regímenes que estudia, no 
es el número de los que gobiernan, aspecto cuantitativo, sino el cualitativo: 

...pues en lo que verdaderamente difieren entre sí democracia y oligarquía 
es en la pobreza y la riqueza. Dondequiera que un grupo de hombres, sean 
pocos o muchos, gobiernan por la riqueza, habrá necesariamente una 
oligarquía, y donde gobiernan los pobres, una democracia. Acontece no 
obstante, como hemos dicho, que los ricos son pocos y los pobres muchos. 
Porque pocos son los que están en prosperidad. De la libertad, en cambio, 
todos participan; y por estas causas unos y otros se disputan el poder en la 
ciudad (1982, pág. 205). 

De esta cuenta, desde la perspectiva aristotélica, la diferencia entre democracia y 
república es cuestión de grado, si bien terminan siendo antagónicas por el contenido 
(virtud/no virtud). La democracia es la forma extrema, excluyente -por privilegiar a 
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una clase social, los pobres- y, por lo tanto, envilecida; la república, en tanto, es la 
acepción noble, que busca el “bien común”, a tono con la constitución de la ciudad, 
cuyo fin “es la vida mejor”, es decir, señala Aristóteles, “en nuestro concepto, para 
una vida bella y feliz” (1982, pág. 207). 

Cabe resaltar que -para los efectos de dar continuidad a los temas que hemos 
tratado-, desde la perspectiva de Aristóteles, el planteamiento bolchevique de 
establecer una “dictadura del proletariado”, entendida como la única forma 
auténticamente democrática, no resulta descabellada, pues vendría a ser la 
expresión de la forma desviada del gobierno de la multitud (el de los pobres). 
Ratifica, en la praxis, el gobierno de una clase pobre que se erige en el poder por 
sobre las demás, con todos los defectos de anularlas. En tanto que las formas 
fascistas, por el contenido de los intereses que promueven, corresponderían a la 
forma viciada de la oligarquía. 

Otro aspecto seminal del aporte aristotélico, que será rescatado por la modernidad 
para la configuración republicana, es el del Estado de derecho, cuando plantea que 
es mejor el gobierno de las leyes que el de los hombres. Se trata del aforismo de 
que “la ley es la razón desprovista de pasión”, que propone también el Estagirita en 
el libro III, capítulo XI (1982, pág. 217). 

Siglos más tarde, Emanuel Kant, en su ensayo “La paz perpetua” (1795), rescatará 
varios elementos del enfoque aristotélico cuando afirma: 

Para no confundir la constitución republicana con la democrática -como suele 
acontecer- es necesario observar lo siguiente: Las formas de un Estado 
-civitas- pueden dividirse, o bien por la diferencia de las personas que tienen 
el poder soberano, o bien por la manera como el soberano -fuere quien fuere- 
gobierna al pueblo (Kant 2010, pág. 254). 

En estas dos frases, Kant, con un bagaje político ya más elaborado por las centurias 
que le separan de Aristóteles, funde lo que anteriormente denominamos el aspecto 
cuantitativo y el cualitativo para las “formas del Estado”: “La primera es propiamente 
forma de la soberanía -forma imperii-, y sólo tres son posibles, a saber: que la 
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soberanía la posea ‘uno’ o ‘varios’ o ‘todos’ los que constituyen la sociedad política, 
esto es, ‘autocracia’, ‘aristocracia, ‘democracia’” (Kant 2010, pág. 254). El aporte 
más enriquecedor de Kant se encuentra en las siguientes afirmaciones: 

La segunda es forma de gobierno -forma regiminis-, y se refiere al modo 
como el Estado hace uso de ia integridad de su poder; ese modo está fundado 
en ia constitución, 127 acto de la voluntad general, que convierte a una 
muchedumbre en un pueblo. En este respecto sólo caben dos formas: la 
“republicana” o la “despótica”. El “republicanismo” es el principio político de la 
separación del poder ejecutivo -gobierno- y del poder legislativo; el 
despotismo es el principio del gobierno del Estado por leyes que el propio 
gobernante ha dado; es, pues, la voluntad pública manejada y aplicada por el 
regente como voluntad privada (Kant 2010, pág. 254). 

La negrilla en la cita es nuestra y se debe a que, para el momento cuando Kant 
escribe su ensayo (1795), el constitucionalismo ha dejado de manifestarse como 
una tradición medieval, basada en el pasado histórico, para adoptar en adelante, de 
manera preferente, la forma escrita, como se evidenció en los procesos 
norteamericano y francés. Es por ello que Kant subraya el carácter de “voluntad 
general” que tiene la constitución, lo cual hace que una muchedumbre se convierta 
en un pueblo. No se trata ya de las constituciones otorgadas, como la carta Magna 
inglesa de 1215, sino del consenso de un conglomerado social (pueblo), o sea, 
posee un carácter contractualista, convencional, elaborado durante varios siglos a 
través de los aportes de pensadores como Thomas Hobbes, John Locke y Juan 
Jacobo Rousseau, entre otros. 

Además, la forma no republicana posee una connotación despótica, término 
históricamente aplicado a las formas monárquicas europeas (la segunda mitad del 
siglo XVIII, justo cuando escribió Kant su ensayo, es la época del “despotismo 
ilustrado” europeo, término acuñado por los alemanes). Y, para mayores luces, 
establece que el republicanismo se basa en la separación de poderes, con lo cual 
resuenan los aportes de Montesquieu en el planteamiento kanteano, entre el 


127 El resaltado es nuestro. 
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ejecutivo y el legislativo. La esencia del despotismo, según afirma, consiste en que 
el ejecutivo dicta las leyes, en una clara manifestación de invasión de funciones. Sin 
embargo, Kant, contraviniendo la tradicional e histórica acepción de despotismo 
plantea: 

De las tres formas posibles del Estado, es la democracia -en el estricto 
sentido de la palabra- necesariamente despotismo, porque funda un poder 
ejecutivo en el que todos deciden sobre uno y hasta a veces contra uno -si 
no da su consentimiento-; todos, por tanto, deciden sin ser en realidad todos, 
lo cual es una contradicción de la voluntad general consigo misma y con la 
libertad (Kant 2010, pág. 254-255). 

La calificación de despótica que Kant lanza contra la democracia, dentro del 
contexto histórico en que vive, resulta especulativa, a no ser que se dirija la vista 
hacia los jacobinos, la época del terror y su espanto ante los giros de la revolución 
francesa. La acusación que lanza es en contra de la democracia directa, entendida 
como el extremismo del gobierno de la mayoría. Esto se confirma al inicio del 
siguiente párrafo citado, en donde afirma: “Una forma de gobierno que no sea 
‘representativa’ no es forma de gobierno...” (Kant 2010, pág. 255). En igual sentido, 
años antes, James Madison, en “El Federalista” X, utilizó el término república para 
referirse al sistema representativo y “democracia” para aludir a la democracia directa 
(Sartori 1993, pág. 147). 

Algo adicional que interesa en Kant, y que cobrará mucha importancia en el futuro 
al discutir la compatibilidad entre democracia y libertad, es su condena sobre cómo 
“todos deciden sobre uno y hasta a veces contra uno”. Se trata del problema de 
cómo las mayorías, al votar y adoptar decisiones, tienden a imponer su voluntad a 
costa del sacrificio de los intereses y derechos de las minorías. Brevemente, se trata 
de la dictadura de la mayoría, con lo cual Kant se adelanta a plantear un problema 
que ocupará la atención política dos siglos después, para evitar ese tipo de 
injusticia. 

En esta parte introductoria al tema del republicanismo, hemos podido establecer un 
escenario general sobre cómo el concepto tiene sus orígenes en la Antigüedad, 
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para luego ser retomado, de manera definitiva, durante la era Moderna, 
particularmente, en principio, en los Estados Unidos. Asimismo, ha quedado 
evidenciado el vínculo que existe entre republicanismo y democracia representativa, 
entendida como la forma para realizar la división o separación de poderes, aunado 
todo ello al constitucionalismo, como vía jurídica para legitimar el sistema político. 

2.2 El republicanismo histórico: Roma 

Formalmente, el republicanismo es una invención de la Antigüedad que se asocia 
específicamente a Roma. Desde una perspectiva histórica, la cual es innegable -a 
pesar de cualquier objeción doctrinaria antigua o contemporánea-, en el desarrollo 
romano se pueden apreciar tres fases distintas: la monárquica, la republicana y la 
imperial. El régimen republicano -es decir, la forma de gobierno que adoptó 
Roma-, se extiende desde el año 509 a. C., cuando fue expulsado el último rey, 
Lucio Tarquino -llamado el Soberbio-, hasta el año 27 a. C. 

..."La ciudad de Roma estuvo en un principio en poder de los reyes; después 
L. Bruto estableció la libertad y el consulado"... La expulsión de Tarquino es 
obra del rey de Clusium Porsena, probablemente en los años 509-508... 
Respecto a la fundación de la República, es el resultado de un levantamiento 
de la aristocracia (llamémosla el patriciado) de Roma contra un dominio 
tiránico y extranjero. No ocurrió, tal vez, antes de los años 504, según unos, 
y 480-475, según otros (Le Glay 2001, pág. 76). 

Sobre la época republicana en Roma, Reginald. H. Barrow afirma que: 

La época de la República, desde el año 509 hasta el 27 a. c., es aquella en 
que Roma conquistó la supremacía en Italia primero y luego en el 
Mediterráneo; la época en que adquirió, entre éxitos y derrotas, su 
experiencia política y administrativa y asimiló la civilización de otros pueblos. 

El último siglo (desde el año 133 a. c.) es un siglo de desbarajuste político, 
de expansión comercial y financiera y de confusión moral... (Barrow 2010, 
pág. 28-29). 
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De este modo, ios historiadores arrojan luces más favorables para aceptar el 
fenómeno de la república en la antigua Roma, a pesar de la reticencia de algunos 
filósofos políticos como Bobbio o de padres fundadores norteamericanos, como 
John Adams. 

El fenómeno republicano en Roma posee características interesantes. Una de ellas 
consiste en que se adopta una forma de gobierno distinta a la monárquica, al punto 
de que república será entendida como el antónimo de monarquía. Este aspecto 
habrá de resaltarse de manera enfática en el futuro, por ejemplo, por Nicolás 
Maquiavelo, quien, en la introducción de El Príncipe, afirma: “Todos los estados, 
todos los dominios que han tenido y tienen imperio sobre los hombres han sido y 
son o repúblicas o principados...” (Machiavelli y Napoleón 1999, pág. 13). Según 
Bobbio, de este fragmento de El Príncipe “se desprende que Maquiavelo presenta 
una bipartición (de las formas de gobierno) en vez de la tripartición clásica 
aristotélico-polibiana. El principado corresponde al reino, la república abarca tanto 
la aristocracia como la democracia” (Bobbio y Santillán 2001, pág. 64). 

En la Antigüedad, Cicerón dará una definición orientadora sobre qué debe 
entenderse por república: 

Así, pues, república es cosa del pueblo; pueblo no es toda reunión de 

hombres congregados de cualquiera manera, sino sociedad formada bajo la 

garantía de las leyes y con objeto de utilidad común... (Cicerón 1999, pág. 

20 ). 

Lo expresado por Cicerón ayuda a comprender el significado de república: es un 
régimen de gobierno en donde lo que se busca es realizar un poder que prioriza su 
ejercicio como la cosa del pueblo, en donde la sociedad tiene por garantía las leyes 
(elemento fundamental en la cultura romana), y ello está condicionado por la utilidad 
común (o, como se llamará más tarde -incluso hasta nuestros días-, el bien común). 
En palabras de George Sabine, la república, “es, pues, un cuerpo, la pertenencia al 
cual es posesión común de todos sus ciudadanos: existe para dar a sus miembros 
las ventajas de la ayuda mutua y de un gobierno justo”. De esta afirmación, Sabine 
concluye en tres características importantes de la república: la primera consiste en 
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que, si el Estado y el derecho son bien común del pueblo, la autoridad que posee 
surge del poder colectivo del pueblo. “Segunda, el poder político, cuando se ejerce 
recta y legítimamente, es en realidad el poder del pueblo como cuerpo”. Y, como 
tercera, “el estado y su derecho están sometidos siempre a la ley de Dios o a la ley 
moral o natural -a aquella norma superior de justicia que transciende (sic.) de la 
elección y de las instituciones humanas” (Sabine, 1976, pág. 131). 

El siguiente problema que se propone resolver Cicerón en El tratado de la 
República, se refiere a cómo debe ser la autoridad que rija a la república. Con lo 
cual, desde un principio, establece que no es una, sino varias las formas como ella 
puede presentarse: 

Ahora bien; todo pueblo o toda reunión establecida bajo estos principios que 
acabo de exponer; toda ciudad, es decir, toda constitución de un pueblo, 128 
toda república, que, como ya he dicho, es cosa del pueblo, necesita para no 
desaparecer que sea gobernada con inteligencia y con autoridad. Esta 
autoridad debe ante todo estar en relación con el principio mismo que ha 
producido la ciudad. La autoridad puede ejercerse por uno solo, por algunos 
hombres escogidos o por la muchedumbre misma... Cualesquiera de estos 
tres géneros de gobierno puede, con tal de que se mantenga en todo su vigor 
el lazo que han formado las sociedades humanas, ser, no diré perfecto y 
excelente, sino tolerable, y, según las circunstancias, preferible la una a la 
otra. Un rey justo y sabio, un conjunto de ciudadanos escogidos, el pueblo 
mismo (aunque el gobierno popular es el más peligroso), si no les ciegan la 
iniquidad y las pasiones, pueden establecer un estado de cosas bastante 
regular (Cicerón et al. 1999, pág. 21). 

La preferencia de Cicerón (106 a. C.-43 a. C), como antes de él lo había planteado 
el historiador griego Polibio de Megalópolis (200 a. C.-118 a. C) en su estudio sobre 
el desarrollo de Roma, se inclina al establecimiento de un gobierno mixto, que 
combine las tres formas que ha descrito: 


128 Karl Loewensteing, con base en lo consignado, afirma que: “El concepto de «constitución» fue 
usado por primera vez en el sentido actual por Cicerón (de Re publica, I, 40) (1986, pág. 150). 
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...Esto me hace considerar como la mejor forma de gobierno aquella que se 
establece con la reunión de las tres que antes mencionamos moderándose y 
templándose recíprocamente (Cicerón etal. 1999, pág. 22). 

Así, a partir de lo planteado por Cicerón, una república puede ser gobernada en 
forma monárquica, aristocrática o popular. Por tanto, el concepto república no 
excluye la posibilidad de un régimen monárquico; no son conceptos contrarios, 
como lo pretendiera Maquiavelo. Asimismo, tampoco república significa 
necesariamente un gobierno popular o democrático, como modernamente se ha 
intentado comprender. 

Según la interpretación de Bobbio sobre lo afirmado por Maquiavelo: “...Dicho de 
otro modo: o el poder reside en la voluntad de uno solo, y se tiene el principado, o 
el poder radica en una voluntad colectiva, que se expresa en un colegio o en una 
asamblea, y se tiene la república en sus diversas formas... (Bobbio y Santillán, 
2001, pág. 65). 

En igual sentido a lo expresado por Bobbio, el connotado constitucionalista Karl 
Loewenstein señala sobre Maquiavelo lo siguiente: 

La tradición nos ha provisto dos diferentes, pero claramente relacionados, 
esquemas de clasificación, y la teoría política no se ha cansado desde 
entonces de enfrentarlos y combinarlos en variaciones más o menos 
ingeniosas. La clasificación tripartita aristotélica fue recogida con una 
inteligente simplificación por Maquiavelo...Distanciándose del nominalismo 
cuantitativo de la vieja escuela, Maquiavelo no reconoce a la aristocracia 
como una forma especial y la adscribe a la república. Aristocracia y 
democracia constituirán entonces una sola categoría, la de la república, ya 
que si ambas formas políticas presentan una diferente substancia 
sociológica, poseen la misma estructura gubernamental (Loewenstein y 
Gallego Anabitarte 1976 (1986 imp), pág. 44). 

El concepto que provee Juan Jacobo Rousseau, en El contrato social, es diferente 
al de Maquiavelo: 
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Llamo, pues, República a todo Estado regido por leyes, bajo cualquier tipo de 
administración que pueda hallarse; porque entonces solamente gobierna el 
interés público y la cosa pública es algo. Todo gobierno legítimo es 
republicano... (Rousseau y Villaverde Rico DL 1993, pág. 38). 

Por tanto, a Rousseau interesa el gobierno de las leyes, independientemente de 
cómo se integre el poder superior del gobierno, pues la ley asegurará que 
prevalezca el interés público -bien común-, con lo cual la cosa pública significará 
algo. En esto, según el ginebrino, radica la legitimidad de un gobierno republicano, 
en la ley que busca el bien común. Y, de manera más explícita aún, en nota a pie 
de página aclara sobre las formas de gobierno en una república: 

Por esta palabra (republicano) no entiendo solamente una aristocracia o una 
democracia, sino, en general, todo gobierno guiado por la voluntad general, 
que es la ley. Para ser legítimo, no es preciso que el gobierno se confunda 
con el soberano, sino que sea su ministro; entonces la monarquía misma es 
república... (Rousseau y Villaverde Rico DL 1993, pág. 38). 

Por tanto, la cosa del pueblo -la república- debe estar regida por leyes, como 
garantía en contra de la arbitrariedad, las cuales se sustentan en el bien común. 129 

Mas no se agota en esto el concepto republicano, sino que comprende otros 
elementos. De acuerdo con la vivencia en Roma, deben añadirse lo que Le Glay 
señala como “dos características esenciales de la república romana, que, en 
oposición a los principios monárquicos, son la colegialidad y la anualidad de las 
magistraturas” (2001, pág. 77). Sobre ambos aspectos Barrow plantea que: 

...con la creación de los cónsules da comienzo ese curioso principio de 
“colegialidad”, que perdura durante toda la historia de la magistratura romana, 
principio según el cual los colegas que desempeñan un cargo tienen el 


129 Según Loewenstein, el criterio clasificatorio de Maquiavelo se mantuvo, por lo que: “En tiempos posteriores, esta 
alternativa monarquía-república fue aceptada sin mucha reflexión y espíritu crítico por la mayor parte de los teóricos de la 
política -Hobbes, Rousseau-, la Revolución francesa y el primer liberalismo del siglo XIX, y esto pese a que había sido 
abandonada por Montesquieu con su orientación sociológica...” (Loewenstein, 1986, pág. 44). Sin embargo, lo citado de 
El contrato social parece demostrar que, al menos en cuanto a Rousseau, su concepto no se encasilló en lo establecido 
por Maquiavelo. 
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derecho de poner el veto a las propuestas de sus colegas. Por tanto, para 
hacer algo positivo era necesario que los colegas estuvieran de acuerdo... 

Los cónsules ejercían el poder durante un año; eran elegidos por todo el 
pueblo en asamblea; de éste recibían su imperium, y el Senado ratificaba la 
elección... (Barrow 2010, pág. 47-48). 

Para comprender mejor la importancia de la colegialidad y la anualidad, es 
necesario tomar en cuenta lo apuntado por Guillermo Mardagant, quien plantea que 
después de que se depuso a Tarquino en el 510 a. C., el monarca fue sustituido por 
un dictador, cuyo período de nombramiento era de un año, designado por el 
Senado, y no podía elegir sucesor. Más tarde, c. 450 a. C., el dictador es sustituido 
por dos funcionarios anuales, a los que en un principio se les dio el título de praetor, 
que más tarde pasa a ser el de cónsul (Margadant S. 1998, pág. 89). 

El hecho de que el tirano no pudiera elegir sucesor implicó un traslado del poder 
Ejecutivo al Senado, como lo indica también Mardagant. Esto tiene dos significados 
importantes. El primero de ellos es que se buscó una forma de ejercicio del poder 
que evitara la concentración unipersonal del mismo, con el mecanismo adicional de 
que, para adoptar decisiones, cada cónsul poseía el derecho de veto sobre la 
decisión del otro, estableciéndose así la necesidad de consenso para decidir 
cualquier cosa. Además, como segundo elemento, la institución del consulado 
significó el traslado del poder hacia ios patricios, representado por el Senado, con 
lo cual se evidencia lo dicho por Le Clay, en cuanto a que en Roma: “Si existió 
revolución, fue una revolución aristocrática. Al día siguiente de la expulsión de los 
reyes, el patriciado es dueño de Roma” (Le Glay 2001, pág. 77). 

El desplazamiento del poder hacia los patricios generó una reacción, propia de la 
dinámica que corresponde en materia política. Se trata de la lucha de la plebe por 
lograr espaciosde participación dentro del poder: 

...Y, tal vez, son estos excesos de poder los que van a ocasionar con 
bastante rapidez una agitación política, la coalición de los rebeldes y el 
surgimiento de la plebe. Se conoce la historia de su secesión en el Monte 
Sacro, y en el 494, se dice, la creación de los tribunos cuya finalidad consiste 
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en proteger al pueblo contra los plenos poderes (el imperium) de los cónsules 
y cuya persona es, como medida de precaución, inviolable y sagrada... (Le 
Glay 2001, pág. 77). 

Así, la deposición del tirano Tarquino no trajo consigo la paz, sino la efervescencia 
y lucha por el poder entre lo que se diría representaban dos facciones. Es la 
dinámica política que ahora, en un ámbito republicano, se intenta resolver entre 
patricios y plebeyos: 

...Como escribió muy acertadamente M. Humbert, en adelante se enfrentan 
dos Estados: «El Estado de derecho, en poder de los patricios que pretenden 
representar a toda la Ciudad; el Estado de hecho con la plebe organizada. 
Como el globo terráqueo, la Ciudad tiene dos polos»... (Le Glay 2001, pág. 
77). 

El siguiente paso, en ese pulso de fuerzas entre los protagonistas, fue que los 
plebeyos buscaran un mecanismo para evitar los abusos de los cónsules. Y, con 
ello, comenzará a manifestarse un recurso que caracterizará al pueblo romano, que 
será visto como ejemplar en la modernidad: la promulgación de una ley para 
garantizar la certeza jurídica, la firmeza y continuidad en las decisiones, como 
remedio a la arbitrariedad. Se trata, nada menos, que de la expedición de las Doce 
Tablas: 

A continuación vino una petición para restringir el poder del cónsul por medio 
de la ley, a la cual se contestó con la promesa de redactar y publicar un código 
de leyes. Este código es el de las célebres Doce Tablas, que probablemente 
no hizo más que expresar públicamente lo que ya existía como usos 
establecidos; pero fue un acontecimiento de enorme significación en la 
historia del derecho y de Europa (Barrow 2010, pág. 50). 

El evento fue de especial trascendencia, ya que: 

...Hacia el año 450 a. C., apareció la primera codificación escrita de leyes 
romanas. Para elaborar este código se eligieron diez patricios, llamados 
decenviros, quienes ocuparon el poder en lugar de los cónsules hasta que el 
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código fuera elaborado. Este se llamó la ley de las Doce Tablas, y durante 
siglos sirvió de fundamento al derecho romano... (Naranjo Mesa 2003, pág. 
168). 

En cuanto al contenido de las Doce Tablas, Eugéne Petit ha dicho: 

La ley de las XII tablas reglamentó a la vez el derecho público y el derecho 
privado. Los romanos la consideraron como la fuente propia de su derecho. 

Es la ley, por excelencia, y todo lo que de ella deriva es calificado de 
legitimum. Además, las leyes posteriores no han hecho frecuentemente más 
que desenvolver el derecho de las XII tablas, y jamás, hasta Justiniano, 
ninguna de sus disposiciones ha sido objeto de una revocación expresa... 
(Petit 2008, pág. 47). 130 

El profundo significado que tendrán las Doce Tablas es que, por primera vez en 
Europa, se intenta regular el poder mediante un código escrito, cuya significación 
es servir de límite para los gobernantes y proveer de certeza a los gobernados en 
materia legal, evitando así la discrecionalidad en la aplicación de la ley. Esto será 
uno de los legados más perdurables de la civilización romana para los tiempos, ya 
que así comienza, en ciernes, a forjarse en la realidad la aspiración del 
establecimiento de un Estado de Derecho, lo que aún persiste como ideal en nuestro 
tiempo. Esto, a su vez, formará parte del constitucionalismo, el límite al poder y la 
certeza jurídica mediante el establecimiento de la ley escrita. Significó también el 
inicio del proceso de codificación que más tarde, en el siglo XIX, sería un 
requerimiento indispensable para la consolidación de los estados modernos. 

Adicionalmente, como partes inherentes al republicanismo, deben tomarse en 
cuenta dos elementos adicionales: la virtud cívica, entendida como la preeminencia 
del bien común, incluso al punto del sacrificio personal y de los intereses propios; y 
el amor a la libertad de los ciudadanos, entendida como autonomía y no sujeción 
personal a ningún poder o persona. 


130 Las cursivas corresponden al original. 
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2.3 El momento de la reflexión sobre la república 
2.3.1 Polibio 

Los romanos, a diferencia de los griegos, no fueron un pueblo que se dedicara a la 
reflexión o a la especulación, su sentido práctico es ampliamente reconocido. Es 
por ello por lo que Javier Arce ha podido afirmar lo siguiente: 

...Esta declarada aversión a la especulación doctrinaria ha supuesto, para los 
romanos, un cierto desprestigio como pensadores y les ha convertido -en 
gran medida con una buena dosis de tópico estereotipado- en representantes 
del pragmatismo sin otra capacidad creativa que el derecho... (Vallespín 
2002a, pág. 176). 

La reflexión sobre el republicanismo se dará en un momento de crisis, cuando éste 
decae irremediablemente, en el siglo II a. de C. El iniciador de tal reflexión fue un 
griego, Polibio de Megalópolis (este tema se abordó en el apartado 1.6.1, al tratar 
sobre la constitución en la Antigüedad, ver. Acá desarrollaremos aspectos 
complementarios relacionados con la república). Como afirma Sabine: “Se debe a 
Polibio la más antigua de las historias de Roma que se conservan y el primer estudio 
de las instituciones romanas” (1976, pág. 122). 

Polibio nació hacia el año 200 a. de C. y murió en Grecia en el 118 a. de C. Era un 
hombre culto que participó en política en su país natal desde muy joven. “Por su 
obra Historias, conocemos que tenía conocimientos de música, geografía 
geometría, astronomía” (Sierra Narganes 2014, pág. 6). 

Polibio “fue deportado a Roma después de la conquista de Grecia, y se relacionó 
con los círculos más altos de la ciudad, especialmente con el ambiente de los 
Escipión” (Bobbio y Santillán 2001, pág. 44). Polibio, considerado antirromano, vivió 
diecisiete años en Roma, si bien gozando de privilegios, debido a que previo a la 
batalla de Pydna, en la que fue vencida Macedonia, había conocido al romano Paulo 
Emilio, quien era el padre de Escipión Emiliano. Polibio se convirtió en amigo y guía 
de Escipión (Vallespín 2002a, pág. 180). 
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Polibio será el primer pensador que unirá la reflexión sobre los tres conceptos que 
nos interesan -republicanismo, constitución y democracia-. Investigó, como se 
señaló antes, el período republicano romano conforme el cual, en poco más de 
cincuenta años, pudo dominar el Mediterráneo. Esto motivó al historiador griego a 
averiguar sobre qué tipo de constitución hizo posible este notable evento, nunca 
visto en la historia. Y, finalmente, encuentra la clave del éxito romano cuando se 
percata de que las diferentes formas de gobierno se combinaron durante ese 
período, tras lo cual concluye que la mejor posible es aquella que reúna los 
elementos para el establecimiento de un gobierno mixto, en donde se incluya la 
monarquía, la aristocracia y la democracia. Javier Arce, citando la obra de Polibio, 
así lo consigna: 

...los que escriben sobre política señalan tres clases de gobierno: real, 
aristocrático y democrático. Separadamente no son ninguna de ellas las 
mejores: «pues es evidente, y lo comprueba no sólo la razón, sino la 
experiencia, que la mejor forma de gobierno es la que se compone de las tres 
sobredichas, tal como la que estableció Licurgo el primero en Esparta» 
(Vallespín 2002a, pág. 182). 

Polibio, como se mencionó en el apartado 1.6.3, tuvo una concepción orgánica 
sobre la evolución de los gobiernos, signada por el ciclo de que nacen, crecen y 
declinan; es una teoría que se conoce con el nombre de anaciclosis, conforme la 
cual todo gobierno tiende a degenerar. Al concluir el ciclo, éste habrá de repetirse. 
De cierta manera, así, su visión es fatalista y lineal. A no dudar, determinista, pues 
un Estado no puede eludir el ciclo natural en el que se encuentra (Vallespín 2002a, 
pág. 183). 

Polibio piensa en la forma de gobierno republicana romana, la que considera la 
mejor y que, en teoría, no habría de tender a la anaciclosis. La forma mixta 
republicana que se alcanza en Roma, supone que sus órganos cumplen también la 
función de realizar una división de poderes: “...Si se considera la potestad de los 
cónsules se dirá que es absolutamente una monarquía; si a la autoridad del Senado, 
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parece una aristocracia, y si al poder del pueblo, una democracia...” (Vallespín 
2002a, pág. 187). 

En cuanto a la democracia, Polibio señala que cuando el pueblo, en esa forma de 
gobierno, desprecia las leyes, la misma degenera en la oclocracia, es decir, el 
gobierno del populacho (Vallespín 2002a, pág. 183). Por lo que, para él, es 
fundamental el respeto de las leyes, lo cual ocurre plenamente en una república. 

Cicerón desarrolla, en la misma línea, sus observaciones sobre la república, como 
se mencionó anteriormente. Por lo que no se dirá más respecto a este pensador. 

Lo importante es que, en líneas generales, desde la Antigüedad adquiere un 
significado diferente el término república y democracia. República será el equilibrio, 
el gobierno mixto, la cosa pública que se interesa por el bien común. La democracia 
es un peligro, al ser un gobierno sectario que enaltece al populacho, a costa de 
aplastar a las demás clases. La república supone, por la mixtura de formas de 
gobierno, la adopción de un sistema de división de poderes, manera ideal de evitar 
el peligro de la monarquía. Probablemente por ello, el historiador Gordon Wood, en 
su libro “The Radicalism of the American Revolution”, citado por Sydney Tarrow, ha 
afirmado que: “Los americanos no tuvieron que inventar el republicanismo en 1776; 
sólo tuvieron que sacarlo a la superficie” (1997, pág. 94). 

2.3.2 Inglaterra y los republicanos Harrington, Milton y Sidney 

Como oportunamente se dijo, Maquiavelo dio un contenido realista a la política, 
separándola de la moral y consideraciones religiosas (ver supra apartado 1.6.3.1, 
Modelo clásico liberal). De acuerdo a su enfoque, todo Estado (término que él 
introduce) es un principado o una república, según afirma al comienzo de “El 
Príncipe”. A partir de este aserto, el contenido del concepto de república 
preferentemente se entenderá como lo opuesto a la monarquía. En tal sentido, Juan 
José Rodríguez Pratz comenta: “...Creo que Maquiavelo insiste mucho en que la 
República se define por lo que no es: no es monarquía...”, y luego afirma que 
“Oceanía, la obra utópica de Harrington (...) es sin duda la obra precursora de la 
democracia” (Valadés y Barceló Rojas 2005, pág. 277). En la misma obra citada en 
donde ha escrito Rodríguez Pratz, aparece un artículo de Pedro Salazar Ligarte, 
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quien pondera las contribuciones de “Harrington, Milton y Sydney en el siglo XVII 
hasta las teorías contemporáneas de autores como Pettit”, como definitorias para 
que el republicanismo se presente “como una teoría en cierto sentido progresista 
que recupera del pasado clásico elementos teóricos para combatir la concentración 
autocrática del poder”, pero, además, “promete la conformación de una comunidad 
política ( Commonwealth ) fundada en la libertad y en la igualdad políticas” (Valadés 
y Barceló Rojas 2005, pág. 255). 

Por lo anterior, los tres autores ingleses del siglo XVII interesan, tanto desde la 
perspectiva republicana como democrática, en el crucial momento anterior ai de la 
revolución gloriosa inglesa, cuyos resultados fueron el Bill of rights y el 
empoderamiento definitivo del Parlamento por sobre la autoridad real. Siguiendo a 
George Sabine, en la revolución puritana de 1648 no parece haber existido la 
disyuntiva entre establecer un gobierno monárquico o uno republicano. Sin 
embargo, “es cierto que hubo un pequeño grupo de teoría decididamente 
republicano”, que no llegó a estar organizada (1976, pág. 367). Skinner refiere que, 
dentro de ese grupo de hombres de ideas progresistas, se incluye a Henry Parker, 
quien, en medio de la crisis constitucional que se vivía bajo el régimen de Carlos I, 
escribió en 1642 que, al menos en momentos de crisis: “la suprema judicatura, tanto 
en asuntos de Estado como de derecho” debía residir en las cámaras del 
parlamento, representantes del pueblo, como último soberano. En sus 
“Observations” declara Parker que: “Toda ciencia de la soberanía” depende de 
reconocer que “el poder de los Príncipes es secundario y derivado”. Y agrega: “La 
fuente y la causa eficiente es el pueblo”, por lo que lo representantes elegidos por 
él deben decidir sobre las necesidades públicas, sin que intervenga el rey (Skinner 
2004, pág. 15). 

John Milton (1608-1674) es el autor del famoso “El paraíso perdido”, pero también 
es conocido por ser un defensor del establecimiento de la república en Inglaterra, 
durante los veinte años que supuso la guerra civil puritana en contra del poder 
monárquico durante la primera mitad del siglo XVII. Propugnó por la libertad de 
imprenta o de prensa, para oponerse a la censura oficial, lo cual defendió en la obra 
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“Areopagítica”, publicada en 1644. Estaba a favor del divorcio y creía en “la libertad 
de acción, de conciencia y de responsabilidad”. Como afirma John Keane, “...el 
panfleto es sin duda una de las interpretaciones más tempranas y perdurables del 
significado político de la imprenta” (2018, pág. 254-255). Joaquín Antonio Peñalosa, 
en la introducción a “El paraíso perdido”, señala que, con motivo de la ejecución del 
rey Carlos I, Milton escribió el opúsculo “The tenure of kings and magistrates” (1649, 
El título de reyes y magistrados), en donde justifica la sentencia que llevó al cadalso 
al monarca. En un escrito posterior, “Pro populo anglican defenso” (1651), afirmó “el 
derecho que tiene el pueblo para juzgar y castigar al tirano traidor”. También 
defendió la idea de separación de la Iglesia y el Estado. Al volver los Estuardos al 
poder en 1660, Milton se ocultó y después fue encarcelado. Murió pobre, 
abandonado, ciego y en el retiro de su vida privada (Milton 2004, pág. xv). 

Algernon Sidney (1623-1683) escribió sus “Discursos sobre el gobierno” en 
respuesta al libro de Robert Filmer “Patriarca” (1680), como defensa al 
republicanismo y al gobierno popular. Sidney se opuso a las teorías de Filmer sobre 
el absolutismo monárquico y el derecho divino de los reyes para gobernar. Insistió 
que el título para gobernar debería estar basado en el mérito y no en el nacimiento; 
y las repúblicas, pensó, eran más propicias para honrar el mérito que las 
monarquías (Sidney 1996, pág. 2). 

Sabine señala que Filmer, quien murió en 1853, escribió su libro treinta años antes 
de que se publicara. Los monárquicos, es decir los tories, lo rescataron del olvido 
justo en el momento en el que se avizoraba el problema de quién sucedería a Carlos 
II. El tema era que, atendiendo al derecho hereditario, probablemente le 
correspondería gobernar a un católico (1976, pág. 378). Efectivamente, al morir 
Carlos II (1685), el cual no tuvo hijos legítimos para sucederle, fue coronado su 
hermano Jacobo II, quien era católico, con el respaldo de los tories, en un país que 
había roto con el poder papal y que oficialmente tenía por religión la anglicana 
(Trevelyan 1996, pág. 35). 

Sidney era protestante y escribió su libro entre 1680 y 1683. Fue ejecutado, acusado 
de alta traición, por conspirar contra el rey en lo que se conoce como el complot de 
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Rye House, en 1683. Dentro del conjunto de las escasas pruebas que se 
presentaron en su contra, figuró el borrador de los “Discursos sobre el gobierno”. El 
libro fue publicado postumamente en 1698. También John Locke escribió para 
atacar el libro de Filmer (1976, pág. 378-379). Thomas Jefferson tuvo en gran estima 
a Sidney y a Locke como inspiradores que sirvieron a los norteamericanos para 
comprender los principios de libertad y los derechos de la humanidad (Sidney 1996, 
pág. 10). 

Sobre la concepción republicana de Milton y Sidney, Sabine señala que se 
sustentaba “en el argumento abstracto de que estaba implícito en el derecho natural 
y el poder soberano del pueblo”. En tanto la elaboración teórica que realiza James 
Harrington (1611 -1677) en su obra “Océana”, es por completo diferente, pues fue el 
único pensador de la época que se percató de que el gobierno se encuentra 
determinado, tanto en su estructura como en su funcionamiento, “por las fuerzas 
sociales y económicas subyacentes” (1976, pág. 366-367). 

La obra “Océana”, a primera vista, puede clasificarse dentro del género utópico que 
inició el inglés Tomás Moro (1478-1535) con “Utopía” (1516), la cual tuvo 
continuidad, entre otros, con el italiano Tomás Campanella (1568-1639) en “La 
ciudad del sol” (publicada en 1623). Sin embargo, la de Harrington, a diferencia de 
las que le precedieron, no trató acerca de supuestas islas en donde un navegante 
cuya nave había zozobrado llegaba a descubrir un orden social, económico y 
político desconocido y más justo, con formas de comunismo. Harrington utiliza como 
metáfora a la isla “Océana” (1656) para tratar el momento que vivía Inglaterra, desde 
una perspectiva realista, la cual se basa en la historia, la situación social y 
económica de ese país. Según el autor, las condiciones están dadas para la 
conformación de un orden político de tipo republicano, por lo que propone algo que 
sí es aplicable a esa circunstancia específica. Es un mundo posible, no es una 
utopía; es más, afirma que Inglaterra, de hecho, es una república, aunque continúe 
llamándose monarquía. 

Según resume Ángel Alloza Aparicio, Harrington analizó la revolución inglesa desde 
una perspectiva histórica, con lo cual estableció que habían existido tres épocas 
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diferenciadas: la de los antiguos, que adoptó la forma política de la república, dada 
por Dios a los hebreos y adoptada más tarde por griegos y romanos, y se perdió 
con el dominio de los emperadores; a ella le siguió la del equilibrio gótico, cuya 
forma política, en un principio, se caracterizó por la detentación del poder por parte 
de la aristocracia. Sin embargo, al desarrollarse las clases medias, a través de la 
adquisición de propiedad (en particular la de la tierra), éstas se independizan de la 
aristocracia y la monarquía, pues con sus impuestos se pagará al ejército, lo que 
permitió el advenimiento de la tercera época, cuando se restablece la republicana 
(Herrero Sánchez 2017, pág. 353). 

Harrington, al identificar la propiedad de la tierra como la principal causa para la 
definición del tipo de gobierno que regirá en Océana, se ve forzado, atendiendo al 
método inductivo-empírico que utiliza, a aportar las pruebas necesarias que validen 
ese aserto. Normalmente, las utopías de la época utilizaron el método deductivo- 
especulativo, por ser hijas de la abstracción, por lo que finalmente planteaban la 
conformación de un Estado ideal. En cambio, en Océana, “...que no es una utopía 
por el contenido, tampoco lo es por el método...” Antes que él, ese método fue 
utilizado, dentro de la tradición realista-historicista, por Aristóteles, Maquiavelo y 
Bodino (Harrington 1996, pág. 31-32). 

Harrington establece que la reclamación de que se conformara un gobierno popular 
en Inglaterra, había surgido durante la dinastía de los Tudor (Sabine 1976, pág. 
368). Esta casa noble llegó al poder con la coronación de Enrique Vil (1485-1509), 
inmediatamente después de que concluyó la Guerra de las dos Rosas, que duró 
treinta y dos años (1455-1487). El nombre de la guerra se atribuye a sir Walter Scott, 
quien se basó en que los dos bandos contendientes por la corona, la casa Lancaster 
y la York, utilizaban como símbolo una rosa para identificarse: la roja y la blanca, 
respectivamente (Townson 2010, pág. 90 y 100). Al acceder al trono Enrique Vil, 
fusionó ambos símbolos, mediante la adopción de uno que también consistió en una 
rosa, pero de diez pétalos: cinco blancos en el centro y cinco rojos en el borde 
exterior. 
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La Guerra de las dos Rosas, vista en el tiempo, significó la destrucción de la casa 
York y Lancaster, que contendieron para hacerse del trono inglés, con lo cual, 
finalmente, la dinastía Tudor logró que la corona resultara reforzada, pues no 
solamente se hizo del poder, sino que se apropió de todas las tierras de los ducados 
que pertenecieron a esas familias. Todos los territorios de los dos principales clanes 
nobles extintos fueron confiscados a favor de Enrique Vil, quien se convirtió en el 
mayor terrateniente del reino. Además, como un efecto colateral, el monarca 
consiguió debilitar a la aristocracia inglesa al punto de que: “...De las veinte familias 
que constituían la alta nobleza en 1485 (duques, condes y marqueses), sólo la mitad 
conservó su título en 1509...” (Townson 2010, pág. 101). Esta clase dejó de 
representar una amenaza para la monarquía; en contraposición, se inició el ascenso 
de los “pequeños propietarios”, entre quienes se repartieron las tierras para así 
poder cobrarles tributos, es decir, se favoreció el crecimiento de la burguesía rural 
a costa del debilitamiento de la aristocracia. 

En este proceso, una vez más, se puede observar algo que se señaló anteriormente, 
al hablar de la fase final del feudalismo, que preparó el nacimiento del capitalismo. 
La burguesía y el monarca se unían, tácita o explícitamente, para así debilitar a la 
nobleza, disminuir sus poderes, privarle de derechos políticos y con ello se 
contribuiría a formar un Estado nacional unificado en lo social, económico, 
administrativo y político. Todo esto era congruente con el logro de un fin: la 
destrucción de las relaciones feudales, caracterizadas por el dominio de duques, 
condes y marqueses, propietarios de amplias porciones territoriales, que 
sustentaban su dominación. Lo paradigmático del caso inglés, lo que le hace tan 
prototípico según Marx, es cómo esa alianza se evidencia con un claro trasfondo de 
intereses económicos entre la corona y la naciente burguesía para desplazar a la 
aristocracia, cuyo poder residía en la base de producción agrícola y de control 
territorial feudal. 

La lógica de la producción capitalista demandaba, para continuar desarrollándose, 
de fuerza de trabajo en las ciudades. Por tanto, la estructura productiva feudal, o 
sus remanentes, en el campo (ámbito rural), al proveer al siervo de los medios de 
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producción necesarios para su subsistencia, en su condición de productor y 
tributario, pero también con derechos a contar con una casa y una parcela, así como 
a hacer uso de las tierras comunales para obtener ciertos medios de vida (leña, 
caza, pesca), debía ser desmantelado, para privarles de su independencia para 
subsistir. Marx, con amplias bases históricas y bibliográficas de sustentación, lo 
reseña así en el capítulo XXIV del Tomo I de “El capital” (1867). En el apartado 2 de 
ese capítulo señala: 

En Inglaterra, la servidumbre había desaparecido ya, de hecho, en los últimos 
años del siglo XIV. En esta época, y más todavía en el transcurso del siglo 
XV, la inmensa mayoría de la población se componía de campesinos libres, 
dueños de la tierra que trabajaban, cualquiera que fuese la etiqueta feudal 
bajo la que ocultasen su propiedad. En las grandes fincas señoriales, el bailiff 
(baiiío), 131 había sido desplazado por el arrendatario libre (Marx 1987, pág. 
610). 

Al atajar el problema de tenencia de la tierra, o bien, para expresarlo en términos 
contemporáneos, al establecerse una reforma agraria desde arriba, propiciada por 
el monarca en pro de sus intereses tributarios, se favoreció la adquisición de bienes 
inmobiliarios por quienes disponían del dinero para hacerlo, o sea, los burgueses 
comerciantes, quienes se habían enriquecido al introducir nuevas formas de 
producción y poseían la capacidad de pago. A través de ese proceso, y sólo 
Harrington lo percibe en su época con una agudeza genial, se crearon las 
condiciones económicas y sociales necesarias (objetivas, diría Marx) para que, a 
partir de ese momento, la burguesía comenzara a demandar los complementarios 
derechos políticos que había perdido la aristocracia. Harrington lo percibió con 
lucidez palmaria. La lucha por el logro de ese poder político habrá de manifestarse 
a través de la contienda librada entre el poder real y el del parlamento. 


131 Sobre el término “bailía”, Cabanellas la define, en la segunda acepción, como: “En la orden de 
San Juan, territorio de una encomienda" (Cabanellas 2003a, pág. 443). Por encomienda, señala el 
mismo autor, debe entenderse: “...En el Derecho feudal o señorial, renta o merced vitalicia con que 
estaba gravado un heredamiento o territorio” (Cabanellas 2003b, pág. 448). 
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La acrecencia del poder del parlamento en el tiempo, representaría el eclipse del 
monárquico. Es por ello que la teoría promonárquica de Flitz, en 1680, no podía ser 
aceptada por Milton o Sidney. Pero la mejor explicación sobre el proceso, al punto 
de ser casi “científica”, como lo señala Sabine, fue aportada por Harrington. 


2.3.3 Los distintos significados de república y republicanismo 

Thomas Maissen sostiene que el término “res publica” mantuvo un carácter 
polisémico en Occidente. Así, da cuenta de siete significados distintos. Veamos: 

a) Como sociedad humana basada en la igualdad de intereses y condiciones 
más allá de las fronteras lingüísticas, políticas y corporativas, como es el 
caso de la “Res publica literaria” de Erasmo, que se conforma en 
oposición a la plebe inculta (Herrero Sánchez 2017, pág. 95). 

El primer libro de Erasmo de Rotterdam tuvo por título “Antibarbari” (1520). En él 
realiza una argumentación en contra de los bárbaros y se pronuncia a favor del 
estudio de los clásicos de la antigüedad (Rincón Álvarez 2010, pág. 156). Como 
humanista, Erasmo propuso tener una actitud de apertura hacia otras culturas, 
incluidos los paganos. Así lo dirá un personaje de esa obra: 

Hasta tal punto es cierto que, nosotros los cristianos no tenemos nada que 
no haya sido heredado del mundo pagano. El hecho de que escribamos en 
latín y hablemos de una forma o de otra, nos viene de los paganos; ellos 
descubrieron la escritura y ellos inventaron las lenguas (Rincón Álvarez 2010, 
pág. 156). 

Propondrá el ideal de alcanzar una cultura amplia, universal, inclusiva para todos 
los pueblos, en un momento en el que el conocimiento ha roto con las ataduras 
tradicionales en Europa. Stefan Zweig, autor de una biografía sobre Erasmo, plantea 


584 


así ese ideal de la república literaria que favoreció el humanista neerlandés: “...por 
primera vez, desde la ruina de la civilización romana -¡glorifiquemos este hecho!-, 
gracias a la república de sabios de Erasmo, volvía a estar en formación una cultura 
europea colectiva..Se trataba del triunfo de la razón, movimiento abanderado por 
Erasmo, para lo cual se propuso: “...Convocar a todos estos espíritus selectos de 
todos los países, razas y clases para formar una gran liga de gente cultivada, esta 
elevada tentativa tomóla a su cargo Erasmo como meta propia de su vida”. Para 
lograrlo se valió del latín, la lengua que estaba sobre las lenguas, dándole una 
nueva forma artística y capacidad de exposición, que sirviera para el entendimiento 
de los pueblos de Europa y la consecución de “una forma supernacional y unitaria 
de pensamiento y expresión” (Zweig s. f., pág. 8-9). 

La siguiente acepción de república que plantea Maissen, se relaciona con el orden: 

b) Como fundamento del orden establecido por un soberano en 
contraposición a la anarquía o la barbarie, como ocurre con Bodin en De 
república (Rincón Álvarez 2010, pág. 156). 

Efectivamente, Bodino acepta que existen sólo tres formas de república: la 
monárquica, la aristocrática y la popular; rechaza las otras tres que, como 
degeneración de las anteriores, tradicionalmente han señalado los diferentes 
autores. En todo caso, “...sucede que al extinguirse el estado (real, aristocrático o 
popular) se produce la pura anarquía y no hay ni soberanía, ni magistrado, ni 
comisarios que tengan poder de mando...” (Bodin 2006, pág. 167). Sin embargo, 
finalmente, su preferencia se encuentra a favor de la monarquía, pues: 

...al comprobar los pueblos, a través de los siglos, que las monarquías eran 
más seguras, más útiles y más duraderas que los estados populares y 
aristocráticos, en especial las monarquías fundadas sobre el derecho 
hereditario del varón más próximo, éstas se propagaron por doquier... (Bodin 
2006, pág. 169). 

Las siguientes acepciones -que no sustenta Maissen aportando referencias 
específicas de autores- son: 
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c) Como una autoridad respetuosa con las leyes y orientada al bien común, 
a diferencia del poder interesado, ilegítimo y tiránico, o sea, absoluto, de 
uno o de muchos (Rincón Álvarez 2010, pág. 156). 

En parte, ese respeto a la ley y la búsqueda del bien común se encuentra en 
Aristóteles, como se dijo (ver supra apartado 2.1). 

d) Como una constitución mixta estable, que reproduce una estructura social 
análoga, lo que la distingue de las efímeras formas de gobierno puro, 
como se pone de manifiesto en la contraposición de Roma/Esparta con la 
Atenas democrática (Rincón Álvarez 2010, pág. 156-157). 

El tema de la constitución mixta se encuentra tanto en Aristóteles, y es desarrollado 
más ampliamente por Polibio y Cicerón (ver supra apartados 2.1,2.2 y 2.3.1). 

e) Como una “universitas quae superiorem non recognoscit” 132 
independiente, al menos “de facto” del emperador, dentro de la cual se 
dan dos situaciones diferentes: f) y g). 

f) Como Estado libre (“república libera”) en contraposición jurídica con la 
monarquía ( regnum ); en este caso se enfatiza la libertad doméstica ante 
actos arbitrarios (Bruto) o la independencia soberana (Escipión). 

g) Como democracia con la participación de todos los ciudadanos en 
contraste con los sistemas aristocráticos, en la medida en que el pueblo 
tiende a la “libertas”, mientras que la nobleza lo hace a la “dignitas” 
(Rincón Álvarez 2010, pág. 156-157). 


2.4 Los procesos de independencia en Latinoamérica 

Las colonias españolas en América se vieron afectadas en su relación con la 
metrópoli, frente al hecho de la invasión napoleónica a España de 1808, que 
redundó en la abdicación del rey Carlos IV a favor de su hijo Fernando. La reacción 
popular fue desfavorable al nuevo rey, lo que se vio agravado por la cesión que hizo 


132 El todo que no reconoce superior. 
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este de sus derechos a “su amigo” Napoleón Bonaparte, quien urdió un 
procedimiento “legal” para que se elevara a la dignidad soberana a su hermano, que 
fue coronado como José Bonaparte I. 

El antecedente más inmediato para que iniciaran las luchas de independencia de 
las colonias hispanas en América, durante el siglo XIX, se gestó en la misma 
España. En marzo de 1808 las tropas francesas de Napoleón Bonaparte ingresaron 
incontenibles al territorio español hasta ocupar Madrid. Para abril, Carlos IV y su hijo 
Fernando abdicaron a favor de Napoleón: “La cabeza del imperio más grande de la 
cristiandad parecía haber renunciado a su dignidad y a su orgullo” (Centro de 
Estudios Históricos 1997, pág. 604), pues ninguna de sus altezas opuso mayor 
resistencia al invasor. 

José Bonaparte I se hizo del trono en España y, ante el vacío de poder creado por 
la ausencia de un monarca legítimo, el pueblo español comenzó la rebelión el 2 de 
mayo, a través de las juntas de ciudadanos: “A la degradación de la Corona 
responde la soberanía del pueblo”, comenta Luis Villoro (Centro de Estudios 
Históricos 1997, pág. 604). La noticia, una vez conocida en América, generó 
diversas reacciones, pues, aunque todo formalmente continuó igual, lo que hasta 
antes había sido un problema teórico, como lo indica el mismo autor, se convirtió en 
algo real: “¿en quién recae la soberanía?” (Centro de Estudios Históricos ,1997 pág. 
605). La dinámica de los acontecimientos forzaba a asumir una postura también en 
las colonias americanas. 

Si bien es cierto que existieron actos expresos de fidelidad para restaurar a la 
corona española, al punto de hacer contribucions económicas para apoyar la guerra 
contra el invasor galo, también lo es que la situación devino, desde 1809, en la 
proliferación de insurrecciones en las provincias, que una a una fueron declarando 
su independencia. La primera en independizarse fue Quito (10 de agosto de 1809), 
tras lo cual, en 1810 se iniciaron las luchas en México, Caracas, Buenos Aires, 
Santa Fe de Bogotá y así sucesivamente, en un ciclo progresivo que llegó hasta 
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1830, 133 cuando España había perdido la mayor parte de sus dominios en el 
subcontinente. 

México es el ejemplo más palpable de la lucha entre las dos facciones que se 
formaron en las colonias: los realistas y los patriotas. Asimismo, la rebelión 
mexicana adquirió un carácter particular. Originalmente el movimiento comenzó con 
la insurrección encabezada por el sacerdote criollo Miguel Hidalgo y Costilla (1810), 
con el denominado grito de Dolores. En su evolución, adquirió el carácter de una 
insurrección popular cuando Hidalgo pasó, de promover la restauración, a 
convertirse en promotor de la confiscación de bienes de los europeos y dictar la 
primera medida agraria para restituir a las comunidades indígenas las tierras que 
les pertenecían. Finalmente, el cura cayó abatido el 30 de julio de 1811 por las 
fuerzas realistas y su cabeza, para ejemplo público, fue puesta en una jaula y 
exhibida en la plaza (Centro de Estudios Históricos ,1997 pág. 605). 

El movimiento insurreccional mexicano continuó bajo el liderazgo de José María 
Morelos. El 6 de noviembre de 1813 el congreso de Chilpancingo “proclamó 
formalmente la independencia de México, rechazó la monarquía y la independencia 
de México”. Al siguiente año se decretó en Apatzingán la primera constitución 
mexicana, el 27 de octubre, inspirada en las constituciones francesas de 1793 y 
1795. El artículo 5 Q reconoció que la soberanía residía en el pueblo (Centro de 
Estudios Históricos ,1997 pág. 628-629). El conflicto se resolvió, después de once 
años de lucha por la independencia, con el establecemiento del primer imperio 
mexicano en 1821, y la posterior coronación de Agustín Iturbide, un hacendado y 
militar, como emperador (1822). 

A lo ocurrido en México le siguió la complaciente anexión de Centroamérica, 
promovida y consumada por la élite gobernante de Guatemala, a poco más de tres 
meses de suscrita el acta de independencia de septiembre de 1821, en cuyo texto 
resalta que no se mencionan ni una vez las palabras libertad o república (Townsend 


133 Para mayores referencias de la cronología del proceso de independización de las colonias, se 
puede visitar el siguiente sitio, consultado el 11 de febrero de 2019: 
https://www.cervantes.es/lenqua y ensenanza/hispanismo/monoqraficos/independencia american 

a/bicentenario independencia calendario.htm . 
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Ezcurra 1958, pág. 16), en previsión quizá de una posible restauración. Es más, 
conforme el primer artículo del acta del 15 de septiembre, la independencia fue 
declarada como algo ineludible y con base en el temor a que lo hiciera el propio 
pueblo, como lo consignó el redactor de la misma, José Cecilio del Valle: 

1 Q Que siendo la independencia del gobierno Español, la voluntad general del 
pueblo de Guatemala, y sin perjuicio de lo que determine sobre ella el 
Congreso que debe formarse, el Señor Jefe Político la mande publicar para 
prevenir las consecuencias que serían temibles en el caso de que la 
proclamase de hecho el mismo pueblo (Cabezas Carcache 2010, pág. 90). 

Pero ese temor al posible ascenso popular al poder, no era exclusivo de Guatemala. 
De acuerdo con Hamill, probablemente la aprensión existió, de forma generalizada, 
en las nuevas naciones latinoamericanas que se conformaron en las primeras 
décadas del siglo XIX: “Es probable que la mayoría de hombres de riqueza y 
posición social temieran las consecuencias sociales y económicas de trasladar el 
poder político a las manos de los plebeyos, y eran, además, monárquicos” (1966, 
pág. 89). 

Las consecuencias inmediatas del dilema república-monarquía para Centroamérica 
fueron, tras la caída del efímero emperador (1823), la pérdida de Chiapas y 
Soconusco, al separarse de México. 

Un aspecto importante a considerar sobre la independencia de Centroamérica del 
dominio español, lo representa el hecho de que la Capitanía General de Guatemala 
se encontraba asediada por movimientos ¡ndependentistas provenientes tanto del 
norte como del sur del continente. A ello se debe sumar que dentro del propio 
territorio se habían presentado ya varios conatos a favor de la independencia, en 
distintas provincias. Debido a esas circunstancias, un grupo de criollos, conformado 
por Juan José y Mariano de Aycinena, Pedro Molina, Mariano Beltraneta y José 
Francisco Barrundia, elaboraron el llamado “Plan Pacífico de Independencia” en 
agosto de 1821 (Luján Muñoz 2004, pág. 107), con el cual pretendían evitar un 
convulsionamiento social y que los cambios fueran más nominales, para así 
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mantener el poder. Sobre este plan, Horacio Cabezas Carcache ha señalado lo 
siguiente: 

El objetivo principal del Plan Pacífico era crear condiciones políticas 
adecuadas para que las mismas autoridades del Reino de Guatemala fueran 
las que decidieran la separación en forma pacífica de la Monarquía española 
y solicitaran ayuda militar a sectores conservadores y al alto clero de México, 
encabezados entonces por Agustín de Iturbide, para garantizar la continuidad 
del sistema económico, político y social que hasta entonces había imperado 
(2010, pág. 68). 

Las maquinaciones para que después de declarada la independencia se procediera 
a la anexión del Reino de Guatemala a México, se evidencian con la carta dirigida 
por el síndico Mariano de Aycinena a Agustín de Iturbide el 3 de abril de 1821, la 
cual cita Julio Vielman: 

Mi amado amigo y Sr... Trabajamos secretamente. Pr. desimpresionar a los 
necios, y creemos con algún fundamento decidir al Govno. Pa. q. nos 
sujetemos a ese Reyno. Concluida la obra ahí, aquí debe serlo igualmente. 

Sin embargo, pr. q. estos ignorantes se consideran capaces de ser 
independientes de ese Reyno, deseamos q. se cuente con Guatemala, como 
una de esas Provs. Y que en su caso divulgue V. q. embiará una División a 
conquistarnos, q. con solo verlo en un impreso, ios viles flaquearán mucho 
más, y nos abandonarán el campo (2013, pág. 445). 

El ofrecimiento de Aycinena a Iturbide representa la propuesta de que 
Centroamérica se anexara a la monarquía constitucional mexicana y, para ello, 
prácticamente le invitó a que anunciara la movilización de tropas hacia estos 
territorios. La propuesta de Aycinena habría de cumplirse meses más tarde. El 19 
de octubre de 1821, Iturbide, en respuesta a una carta que le dirigiera Gabino 
Gaínza el 18 de septiembre, le anuncia que, por la felicidad y bienestar, “ha 
marchado ya y debe en breve tocar en la frontera una división numerosa y bien 
disciplinada”, cuya misión consiste en “proteger con las armas los proyectos 
saludables de los amantes de su patria” (Luján Muñoz et. al. 1995a, pág. 446). Esa 
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división del ejército mexicano era encabezada por Vicente Filísola, que ingresó a la 
capital el 12 de junio y, en poco tiempo, desplazó a Gaínza del gobierno (Luján 
Muñoz 2004, pág. 114). 

Townsend Ezcurra comenta sobre tales acontecimientos: 

...Los criollos hispanizantes, que se habían inclinado ante lo inevitable [la 
independencia], pusieron sus esperanzas, hasta ese momento imprecisas y 
vagas, en que ocurriera, antes de la reunión del Congreso, algo que los 
salvara de una república resueltamente democrática. No tardó en aparecer el 
providencial auxilio de la intervención imperial mexicana, Entre tanto, todos 
los asuntos podían ser postergados hasta que aquella asamblea pudiera 
reunirse (1958, pág. 17). 

De este modo, como se aprecia, la independencia centroamericana se realizó sin 
movilización social, ni guerra; fue totalmente incruenta, pacífica, concertada entre la 
cúpula dirigencial, al punto de que se mantuvieron las mismas autoridades en sus 
respectivos puestos. “Vale decir, -como lo afirmó Tonwsend Ezcurra- que la 
estructura colonial seguía intacta en lo interno: «colonia sin rey»” (1958, pág. 17). 

En cuanto a la decisión de la anexión a México, hubo voces que se opusieron a ella. 
Sin embargo, después de un hecho violento ocurrido en la ciudad de Guatemala el 
30 de noviembre de 1821, en el que murieron dos personas, luego de salir de una 
tertulia de “patriotas”, adversos a unirse a México, Manuel Vela, Tesorero de las 
Reales Cajas, afirma que “se apagó por de pronto el espíritu Republicano, con lo 
que los Imperiales avanzaron en su empresa” (Luján Muñoz et. al. 1995a, pág. 447). 

La independencia centroamericana nacía sin un verdadero espíritu republicano y no 
existía siquiera la mención de la libertad en el acta de 1821, mucho menos un anhelo 
democrático. El conservadurismo era lo que prevalecía entre la dirigencia del 
movimiento, para que nada cambiara y evitar así ver afectados sus intereses. 

Para mantener el orden, las familias pudientes buscaron resguardarse al amparo 
del recién fundado imperio mexicano, lo cual fue gravoso para el antiguo Reino. 
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Alejandro Marure, contemporáneo de esos eventos, escribió el significado de la 
anexión a México, el cual es citado por Luján Muñoz: 

En los 18 meses ‘que duró la infausta agregación al imperio, aun los más 
obstinados se convencieron de que en el falso supuesto de no tener 
Guatemala [es decir, Centro América] elementos de ser nación, México en 
vez de dárselos, le quitaría los pocos que tuviera’. Por ejemplo, las exhaustas 
arcas se vieron afectadas por ‘contribuciones, aranceles bárbaros, papel 
moneda, donativos, préstamos, gastos considerables’, tanto en las Juras del 
Emperador como en las dos expediciones contra San Salvador. La 
experiencia empobreció y desmoralizó al país. Tales fueron las ventajas que 
produce a Guatemala su agregación a México, tales los beneficios que 
hicieron a su patria los hombres inexpertos que buscaron estabilidad y 
protección en un Gobierno que sólo pudo dar cruces de la orden imperial 
Guadalupana’ (1995, pág. 451). 

2.5 El republicanismo: ¿un modelo liberal aplicado en 
Centroamérica? 

Los procesos de independencia que se realizaron durante los primeras tres décadas 
del siglo XIX en Latinoamérica, para liberarse de la dominación española, estuvieron 
caracterizados por haber tenido en mente una forma de gobierno: la república, salvo 
México, en donde se promovió la conformación de un régimen imperial, que duró 
corto tiempo, y Brasil, en donde la monarquía duró casi hasta finales del siglo. Los 
nuevos estados también adoptaron la forma constitucional, en donde se proclamó 
la existencia de derechos naturales inalienables, establecieron la libertad de prensa 
y en algunas se adoptó el juicio por jurados, así como la separación de poderes, 
con el predominio del legislativo (Aguilar Rivera y Rojas 2002, pág. 57). 

Frente a lo antes afirmado, cabe preguntar: ¿qué significado tuvo el concepto 
república en la región latinoamericana? Siguiendo a Aguilar Rivera y Rojas, cabe 
apuntar lo siguiente: “...En la historiorafía de la región, ‘república’ no es sino una 
forma de gobierno antitética de la monarquía. Ésta es la concepción ‘epidérmica’ o 
‘formal’ del gobierno republicano” (Aguilar Rivera y Rojas 2002, pág. 58). Esta 
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concepción, en parte, se dio bajo el influjo del proceso político norteamericano, en 
donde, al momento de su independencia, ante la disyuntiva sobre qué tipo de 
gobierno se adoptaría, se estableció el sistema presidencialista, basado no en los 
cánones monárquicos de sangre u origen, sino en el proceso electivo, lo que 
suponía sentar las base para un futuro sistema democrático, que se alcanzaría 
paulatinamente. 

Al iniciarse el siglo XIX, se percibía la influencia de las dos grandes revoluciones del 
siglo anterior: la norteamericana y la francesa, en donde se habían sentado las 
bases para lo que llegarían a ser los modelos políticos en la construcción de los 
Estados nacionales contemporáneos. Con ambos procesos dio inicio la triada 
constitucionalismo-democracia-republicanismo. 

Carmagnani observa algo importante sobre el recuplicanismo latinoamericano del 
siglo XIX: 

Aunque la doctrina republicana es de origen europeo, con un punto de 
referencia esencial en la Revolución francesa, en los hechos su realización 
es americana. La mayoría de los países americanos eran repúblicas, mientras 
que casi todos los países europeos eran monárquicos (2011, pág. 140). 

El hecho de que comenzaran a proliferar estados republicanos supuso el 
rompimiento del orden internacional desde el Tratado de Westfalia (1648), el cual 
estableció el principio monárquico y dinástico en Europa (Carmagnani 2011, pág. 
141). Esto significó trastocar las bases de la organización estatal y legitimación del 
poder, pues el principio monárquico se basaba en la concepción dinástica, en el 
derecho a la sucesión atendiendo a una estirpe nobiliaria, en el principio de la 
sangre para continuar gobernando; en tanto la república, por el contrario, supuso el 
establecimiento del principio electivo, es decir, el reconocimiento del derecho de los 
gobernados -si bien, en un principio, para un reducido número- de elegir a quien 
había de ostentar el poder. Con ello, el republicanismo supuso por base el germen 
de la democracia, que paulatinamente habría de desarrollarse hasta llegar a 
establecerse como un principio en sí mismo. 
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Las distintas relaciones de poder e influencia internacional, supusieron que los 
jóvenes estados latinoamericanos no se les reconociera como tales por parte de 
Europa, especialmente porque después de la independencia de las colonias 
americanas se dio un movimiento de restauración monárquica que pretendió 
recuperar los dominios españoles en América, el cual fracasó. Era la pugna entre la 
soberanía monárquica y la republicana, y esta última, como ocurrió en Estados 
Unidos, no podía sino sustentarse en el pueblo, el nuevo soberano (recuérdese 
cómo inicia el preámbulo de la Constitución de Estados Unidos: “Nosotros, el pueblo 
de los Estados Unidos...”; o bien, la Declaración de los Derechos del Hombre y del 
Ciudadano francesa: “Los representantes del pueblo francés...”). 

En las naciones latinoamericanas, el espectro político fue cobrando forma y se 
definieron los partidos políticos. Casi al mismo tiempo que se desarrollaron los 
procesos independentistas latinoamericanos, comenzaron también a definirse los 
dos típicos partidos del subcontinente: los liberales y los conservadores, que 
dominarían la escena ideológica del siglo XIX, incluso utilizando esas 
denominaciones para identificarse en los respectivos países. Como lo afirma José 
Antonio Aguilar Rivera en otro de sus escritos, “el liberalismo es un mito fundador: 
se encuentra lastrado en la historia patria” (2010, pág. 11). En varios sentidos, el 
liberalismo representó una ideología revolucionaria y subversiva, equiparable quizá, 
en su sentido desafiante, sólo a lo que posteriormente sería el marxismo en el siglo 
XX. 

Ser liberal en el siglo XIX, era apostar por la innovación, la modernización, el cambio 
y el progreso. Sin embargo, como muchas veces sucede con las ideologías 
originales, al ser exportada a otros países adquirió caracteres y connotaciones 
específicas, tanto dependiendo del país como de la época de que se tratare. Así, 
por ejemplo, en la historia nacional guatemalteca, liberales fueron Mariano Gálvez, 
Justo Rufino Barrios y Jorge Ubico. Sin embargo, el significado de cada uno de los 
regímenes que establecieron esos gobernantes en su época tuvo distinto alcance 
para la historia de Guatemala. 
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Un aspecto característico del liberalismo es que en el centro del proyecto que 
impulsó se encontraba el constitucionalismo. Todos los regímenes liberales, una 
vez lograda la independencia de España, se dedicaron a promulgar constituciones, 
con lo cual el liberalismo adoptó “un carácter excesivamente legalista y formal”. De 
manera que la “tradición liberal latinoamericana es rica en constituciones y pobre en 
ideas” (Aguilar Rivera 2010, pág. 12). 

En Centroamérica, inmediatamente después de la desanexión a México, ocurrida 
en junio de 1823, se comenzó a discutir lo que sería la primera constitución de 
nuestra historia. El 20 de noviembre de 1824 se promulgó este documento que dio 
inicio a la tradición constitucional en istmo y, con base en ello, es importante señalar 
algunas de sus características. En el preámbulo se enuncian algunas ideas básicas, 
que definen el contenido de la Constitución: 

a) La asamblea decreta la Constitución en nombre de Dios, 

b) Desde el preámbulo reconoce los derechos del hombre y del ciudadano, con 
lo cual evidencia la influencia que tuvo la revolución francesa, 

c) Reconoce los derechos liberales, como principios, de libertad, igualdad, 
seguridad y propiedad, 

d) Se propone establecer el orden público y formar una perfecta unión. 

El decretar el texto en nombre de Dios se corresponde con el reconocimiento del 
catolicismo como la religión oficial, pues se afirma que en la República: “Su religión 
es: la católica, apostólica, romana, con exclusión del exercicio público de cualquier 
otra” (artículo 11). Con ello se excluye, como se hizo también en otros países 
latinoamericanos, un elemento propio del liberalismo, la tolerancia religiosa. Esto 
evidencia que la Iglesia continuaría teniendo un gran peso de poder en el nuevo 
Estado y que se respetarían sus privilegios, por lo que no se daba una separación 
entre la Iglesia y el Estado. 

El reconocimiento de los derechos del hombre y del ciudadano, tiene su primer 
desarrollo a partir del artículo 13, en donde se afirma el derecho a la libertad: “Todo 
hombre es libre en la República. No puede ser esclavo el que se acoja a sus leyes, 
ni ciudadano el que trafique en esclavos”. Esta afirmación tan rotunda, en la que se 
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reconoce la libertad a toda persona en Centroamérica, de por sí, significaba 
desmantelar las bases del sistema de trabajo colonial impuestos a los indígenas, 
que habían permitido la explotación económica de la población guatemalteca para 
favorecer el producto de exportación de aquel entonces, el añil, así como otros 
cultivos agrícolas y la producción ganadera. 

En este punto es oportuno preguntarse: ¿existió algún cambio en la condición del 
indígena y del resto de la población, después de consolidada la independencia y 
promulgada la Constitución Federal de 1824? Con base en el citado artículo 13 
constitucional, la respuesta no podría ser otra que sí. Sin embargo, la realidad social 
e histórica desmienten la validez del precepto. Para hacernos una idea de la 
estructura social que existía, es oportuno tomar en cuénta lo que ha consignado 
Luján Muñoz sobre su composición: 

2.5% para la clase alta; 8% a 10% para la clase media, de lo cual entre un 
3% o 4%, es decir, menos de la mitad, era media superior o media ilustrada. 

La media inferior habría sido de alrededor del 5% del total, y el resto, cerca 
del 75%, correspondía a la clase baja. En este última habría que distinguir el 
sector urbano, con un 10%, y el segmento rural o campesino (Luján Muñoz 
et. al. 1995b, pág. 416). 

Las principales familias de la ciudad de Guatemala, es decir, las más pudientes, 
según George A. Thompson, se dedicaban a las siguientes actividades económicas 
en 1825: comercio, haciendas, añil, ingenios de azúcar (una familia); en tanto que 
dos familias, de las 35 que se reportan, tenían como actividades la abogacía y el 
desempeño en empleos oficiales (Luján Muñoz et. al. 1995b, pág. 417). Esta 
información evidencia la importancia de la tenencia tierra y, por consiguiente, 
también de la fuerza de trabajo para hacerla producir. 

Según la composición social apuntada por Luján Muñoz, el 65% de la población del 
Estado de Guatemala se encontraba ubicado en el área rural y la mayoría era 
indígena. Severo Martínez Peláez es claro al referirse a la situación social y 
económica del indígena, tanto con motivo de la independencia como con la posterior 
Reforma liberal de 1871: 
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...el final de la plena situación colonial no fue el final de todos los procesos 
propios de la estructura colonial. Ni la Independencia ni la Reforma rompieron 
aquella estructura. Y ello se entiende sin dificultad: los grupos sociales que 
respectivamente tomaron el poder en ambos momentos -los criollos y los 
terratenientes medios en crecimiento- lo tomaron precisamente para 
beneficiarse con la estructura colonial, no para transformarla... (1975, pág. 
575). 

La dominación sobre los pueblos indígenas se vio agravada aún más en 1871 que 
durante la colonia, con el movimiento encabezado por Miguel García Granados y 
Justo Rufino Barrios, ya que: 

Los nuevos terratenientes consiguieron, por fin, ser los verdaderos amos de 
los indios. De eso dependía todo lo demás: roturar terrenos aptos para crear 
nuevas fincas cafetaleras, hacerlas productivas con mano de obra forzosa 
semigratuira, abrir caminos y puertos para sacar el grano hacia los mercados, 
levantar los postes y tender los hilos de una red telefónica y telegráfica que 
comunicaría las fincas con las ciudades y éstas con los compradores del 
extranjero, etc. (Martínez Peláez 1975, pág. 578). 

Fueron suprimidas gradualmente las tierras comunales de los llamados “pueblos de 
indios”; conforme la doctrina liberal, se intentó crear nuevos propietarios de la tierra, 
pero los destinatarios eran los “ladinos” de los pueblos, con lo que se lanzó al 
mercado laboral a “una masa creciente de indios despojados de sus tierras y 
espantados”. Asimismo, aumentó el número de fincas con grandes extensiones y 
se incrementó el minifundio. Barrios impulsó el “Reglamento de Jornaleros” y 
posteriormente, ya en el siglo XX, Jorge Ubico la “Ley contra la vagancia”. “[Djesde 
Barrios hasta Ubico estuvo vigente el ‘libreto de jornaleros’, inventado e instituido 
por el gobierno del primer dictador citado”. Con este documento, el indígena 
comprobaba si se estaba solvente con su patrono; de no estarlo, las autoridades lo 
conducían con el patrono-acreedor, pues se le consideraba un “prófugo insolvente”. 
Ubico añadió a la funcionalidad del libreto el que sirviera para comprobar que la 
persona había cumplido con los jornales anuales obligatorios (servicios inventados 
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con tal carácter por él durante la recesión económica de los años treinta). Este 
documento fue suprimido hasta 1945, con la Revolución de Octubre, cuando el 
Congreso abolió toda forma de trabajo obligatorio (Martínez Peláez 1975, pag. 576- 
531). Un autor más reciente, Víctor Bulmer Thomas, extiende la afirmación de que 
no hubo cambios en otros países para los indígenas, pues: “Para las mayorías 
indígenas de México, Guatemala, Perú y Bolivia la Independencia no representó un 
cambio perceptible”; y en cuanto a los esclavos: “...en Brasil independiente los 
esclavos negros se encontraron en posición muy similar a la de sus equivalentes en 
las colonias españolas de Cuba y Puerto Rico” (2003, pág. 45). 

Con lo apuntado hasta el momento sobre la libertad, resulta evidente que el principio 
de igualdad no pasó de ser una simple afirmación legal. El racismo heredado de la 
colonia continuó vigente, con lo cual la sociedad guatemalteca no pudo integrarse 
como nación dentro de la organización del Estado nacional. La libertad, la seguridad 
y la propiedad, operarían como principios funcionales para la clase alta, que trataba 
de mantener la “blancura” con arreglos matrimoniales concertados con peninsulares 
recién llegados, a pesar de cierto mestizaje que ya manifestaba (Luján Muñoz 
1995b, pág. 416). 

Resulta evidente que, en los comienzos de la vida independiente centroamericana, 
a la condición étnica de ser blanco, mestizo o indígena, correspondía un estatus 
social y económico que, en buena parte, marcaría las oportunidades de desarrollo, 
acceso a servicios y calidad de vida en general para la población. 

El orden público fue una preocupación de la élite gobernante centroamericana y 
latinoamericana, pero la pretendida “perfecta unión” fue un imposible, pues desde 
la conformación del primer gobierno de la federación centroamericana comenzaron 
las disenciones que devendrían en guerras, hasta finalmente llegar a la disolución 
de la unidad estatal y la conformación de cinco débiles naciones independientes en 
la primera mitad del siglo XIX. Durante este siglo, se dieron las disputas políticas 
entre liberales y conservadores, que incluso condujeron a la guerra y a la 
desintegración del Estado federal en 1839, tras lo cual se restablecieron los 
regímenes conservadores en los cinco países (Luján Muñoz 1995b, pág. 238). 
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En Guatemala, al gobierno liberal le siguieron treinta años de conservadurismo, 
encabezados la mayor parte del tiempo por Rafael Carrera, quien gobernó el país 
hasta su muerte y fue declarado gobernante vitalicio. Carrera proclamó la república 
en 1853, siendo ya gobernante vitalicio; caso único el guatemalteco: declararse 
oficialmente el Estado una república, bajo un régimen de gobierno vitalicio, en donde 
sólo faltó que se le proclamara rey al gobernante para hacer evidente la antinomia. 

2.6 Dictadura y república en Latinoamérica 

Los problemas de luchas entre facciones, hasta llegar a las guerras internas y 
externas, no fueron exclusivas de la región centroamericana. Así, por ejemplo, 
México inició su proceso independentista en 1810, con Miguel Hidalgo y Costilla, 
pero, al acrecentarse el elemento popular y aumentar las reivincidaciones sociales, 
el país se sumió en una serie de luchas internas que llevaron al establecimiento del 
imperio de Iturbide, de corta duración. 

En Sudamérica, la serie de libertadores como Bolívar, San Martín, Sucre, O’Higgins, 
enfrentaron a las facciones conservadoras y restauradoras. Todos ellos tuvieron 
momentos de éxito, pero finalmente fueron derrotados por las luchas entre 
facciones. La “Gran Colombia [fundada por Bolívar] se dividió en cinco países y el 
libertador murió derrotado”. Antonio José de Sucre fue traicionado y asesinado. 

Asimismo, “[traicionado por Buenos Aires, San Martín se despojó de las insignias 
del mando” y terminó exiliado en Francia, donde murió. O’Higgins dimitió en 1823 
cuando gobernaba Chile y se exilió en Perú, en donde falleció. Francisco Morazán, 
“creador de la república federal de Centroamérica, murió fusilado, y la cintura de 
América se fragmentó en cinco pedazos” (Galeano 1973, pág. 407). 

Pero incluso entre los renombrados líderes que lucharon por la libertad, existieron 
tendencias hacia la monarquía. Hamill afirma que: 

...Los destacados luchadores, con la posible excepción de José Artigas, 
Francisco de Paula Santander y Simón Bolívar (durante su carrera temprana), 
estaban en contra de las repúblicas, al menos respecto de las repúblicas 
democráticas. José de San Martín, Manuel Belgrano, Marcelo T. Alvear, 
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Agustín Iturbide, Rafael Urdaneta y muchos otros estaban francamente a 
favor de las monarquías. Bolívar más tarde promovió senadurías y 
presidencias vitalicias; José Antonio Sucre (sic.) aceptó en parte las ideas 
conservadoras de su gran jefe; Iturbide asió el cetro real; Bernardo O’Higgins 
se convirtió en el autócrata de Chile; José Antonio Páez ofreció a Bolívar una 
corona; y los Negros de Haití se convirtieron en reyes y emperadores (1966, 
pág. 89). 

No obstante, salvo en Brasil, ningún régimen monárquico pudo consolidarse en 
Latinoamérica y prevaleció la figura presidencial, como la encarnación del 
gobernante. Bolívar, el Libertador, daría sobre este aspecto político, como en 
muchos otros, los parámetros de lo que debía ser un presidente. En su exposición 
realizada ante el Congreso sobre la Constitución de Bolivia (1826), elaborada por él 
mismo, Bolívar planteó que: 

El Presidente de la República será en nuestra constitución como el sol, 
establecido en el centro, dando luz al universo. Esta suprema autoridad debe 
ser perpetua, porque en estos sistemas sin jerarquías debe haber, más que 
en otros, un punto fijo alrededor del cual los magistrados, los ciudadanos, y 
todos los elementos puedan girar. Dadme un punto de apoyo, dijo el antiguo, 
y os moveré el mundo (Hamill 1966, pág. 210). 

Cuando Bolívar inició su lucha libertaria en Suramérica, Estados Unidos era 
entonces la única república del mundo y la primera en donde se institucionalizó el 
régimen presidencial, con la elección de Jorge Washington, como primer 
gobernante. Al aproximarse la conclusión de su período, se le ofreció al gobernante 
norteamericana una segunda postulación, la cual aceptó y cuya elección ganó. Al 
terminar su segundo período, Washington no aceptó una tercera vez. A no dudar, 
Bolívar, como hombre culto, sabía de la experiencia norteamericana, así como de 
las razones y consideraciones políticas que dieron pie a que se consolidara esa 
tradición en Estados Unidos, consistente en que el presidente no se postularía por 
una tercera vez (lo cual fue posteriormente incorporado como una enmienda 
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constitucional, luego de que muriera Roosevelt, quien fue el único presidente que 
rompió con esa larga tradición). 

En Latinoamérica, sin embargo, esa pretensión de la presidencia vitalicia o 
perpetua, cuajó entre los gobernantes de estos países, lo que devino en el 
establecimiento de férreas dictaduras, establecidas tanto en el siglo XIX como en el 
XX. Hamill afirma que: “Toda la América hispana estaba destinada a ser una tierra 
de repúblicas democráticas ostensibles y de anarquía real, alternando con 
dictaduras” (1966, pág. 89). 

Larga es la lista de dictadores que durante el siglo XIX existieron en Latinoamérica. 
Para mencionar a algunos, recordemos a: Juan Manuel de Rosas y Facundo 
Quiroga, en Argentina; Diego Portales, en Chile; Gabriel García Moreno, en 
Ecuador; Rafael Núñez, en Colombia; Gaudilio Vargas, en Brasil; José Rodríguez 
de Francia, en Paraguay; Rafael Carrera y Justo Rufino Barrios, en Guatemala; 
Antonio Guzmán Blanco, en Venezuela; Pedro Santana, en República Dominicana; 
Antonio López de Santa Anna y Porfirio Díaz, en México. 

En Latinoamérica se forjó el término caudillismo, así como el de caciquismo, para 
connotar el tipo de liderazgo político-militar ejercido por hombres carismáticos, que 
atraían la adhesión popular, al punto de convertirles en gobernantes en sus 
territorios, dándoles autoridad y prestigio para la dirección de los asuntos públicos. 
Ambos fenómenos, con el tiempo, podrían devenir en dictaduras. Sin embargo, 
como lo señala Juan Pivel Devoto, el caudillismo tuvo origen en España. Alfonso X 
“el sabio”, en las Siete Partidas (redactadas entre 1256 y 1265), le dedica varias 
prescripciones sobre la importancia que tiene para el reinado: “Esfuerzo, maestría 
y seso, son tres cosas que conviene en todas maneras tengan los que bien quieren 
guerrear”, como “se expresa en la Partida Segunda, título XXIII, ley V” (Herrera y 
Obes y Berro 1966, pág. X). La acepción original de caudillo es pues positiva. 
Caudillos fueron quienes reconquistaron lo que sería España al desalojar a los 
moros y los que conquistaron América. 

El caudillo reaparece en América en el momento mismo de enfrentarse los 
promotores de la independencia en contra de las fuerzas realistas, y representa el 
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liderazgo surgido entre personalidades que enarbolan la bandera de la libertad: 
“...apareció en el proceso revolucionario, como intérprete y orientador de los 
sentimientos populares, la figura dominante del caudillo” (Herrera y Obes y Berro 
1966, pág. IX). 

El caudillo, en principio, “debía ser un hombre del pueblo, surgido de su entraña, 
capaz de interpretar los sentimientos de cada uno de los elementos que forman la 
masa social”. Sin embargo, caben excepciones, pues: “Si el caudillo no ha salido de 
la entraña del pueblo, debe adaptarse a él para ganar su adhesión. Tal es el caso 
admirable de Simón Bolívar” (Herrera y Obes y Berro 1966, pág. XV). 

¿Dónde comenzó el caudillismo? ¿Quién fue su primera personificación durante el 
proceso de independencia de Latinoamérica? ¿Qué hizo para merecer el 
desprestigio y pasar a utilizarse el término como una forma de denostación? 
Siguiendo a Juan Pivel Devoto: “El caudillo de masas, llamado a sublevar pueblos 
y a comandar ejércitos, a unificar esas energías y sentimientos, apareció en nuestra 
historia con todos sus atributos, el día en que Artigas fue proclamado Jefe de los 
Orientales...” (Herrera y Obes y Berro 1966, pág. XV). 

José Gervasio Artigas (1764-1850) fue un hombre que nació en una posición 
acomodada en Uruguay, comprendido en los límites del antiguio Virreinato del Río 
de la Plata. Fue gaucho, contrabandista, militar y libertador. Abandonó el ejército 
español para luchar por la independencia en 1810. Declaró la independencia de 
Argentina un año antes de que lo hicieran los liberales en Tucumán, 9 de julio de 
1816, la fecha oficialmente reconocida. Su proyecto para la organización estatal era 
federalista, a efecto de favorecer la igualdad entre las provincias, que padecían del 
dominio de Buenos Aires, la cual planteaba una visión centralista, para seguir 
gozando de los privilegios coloniales (como quedarse con las recaudaciones 
aduanales y tributarias, así como ejercer dominio sobre el resto de las demás 
provincias). Impulsó un concepto de justicia social que se adelantó a su tiempo, 
dentro del cual se promovió el resarcimiento de los indígenas por el despojo colonial, 
lo cual, necesariamente, suponía la posesión de la tierra. Su concepción era 
republicana y democrática (Menéndez 1955, pág. 23 y 53). Estas ideas le llevaron 
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a impulsar la primera reforma agraria en Latinoamérica. Eduardo Galeano consigna 
sobre Artigas lo siguiente: 

Al sur, José Artigas encarnó la revolución agraria. Este caudillo, con tanta 
saña calumniado y tan desfigurado por la historia oficial, encabezó a las 
masas populares de los territorios que hoy ocupan Uruguay y las provincias 
argentinas de santa Fe, Corrientes, Entre Ríos, Misiones y Córdoba, en el 
ciclo heroico de 1811 a 1820... (1975, pág. 178-179). 

Con el código agrario de 1815, Artigas, bajo el lema “tierra libre, hombres libres”, 
impulsó “la más avanzada y gloriosa constitución” de cuantas conocerían los 
uruguayos. Entonces, Buenos Aires se alió con los portugueses, quienes desde 
Brasil emprendieron la lucha hasta derrotar a Artigas y revertir la adjudicación de 
tierras a tiros (Galeano 1975, pág. 180). 

Fue entonces, tan tempranamente como 1815, cuando la palabra caudillo comenzó 
a adquirir un significado negativo: “...ya en esa época se quería distinguir con ella 
al jefe de un movimiento popular”. Y, después de 1820, la reacción española, los 
propios dirigentes directorislistas y el unitarismo en Argentina, que recogió su 
ideario, “difundieron la expresión caudillo y caudillismo con un sentido condenatorio” 
(Herrera y Obes y Berro 1966, pág. XIX). 

Independientemente de cuál fuera la facción dominante de turno, es decir, liberales 
o conservadores, lo cierto es que los procesos de independencia no significaron 
grandes reformas sociales, económicas o políticas para la mayoría de la población. 
El continuismo del sistema colonial establecido por España sería el mejor término 
que definiría la situación inmediata, con tendencias al establecimiento de 
dictaduras, para preservar el orden. Discursos e ideologías aparte, los hechos así 
lo confirman. Esto condicionó la vía de desarrollo que habría de seguir el 
subcontinente: 

...Se pusieron de moda las más altisonantes consignas republicanas de la 
burguesía europea: nuestros países se ponían al servicio de los industriales 
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ingleses 134 y de los pensadores franceses. ¿Pero qué «burguesía nacional» 
era la nuestra, formada por los terratenientes, los grandes traficantes, 
comerciantes y especuladores, los políticos de levita y los doctores sin 
arraigo? América Latina tuvo pronto sus constituciones burguesas, muy 
barnizadas de liberalismo, pero no tuvo, en cambio, una burguesía creadora, 
al estilo europeo o norteamericano, que se propusiera como misión histórica 
el desarrollo de un capitalismo nacional pujante... (Galeano 1975, pág. 177- 
178). 

Esta continuidad del sistema productivo colonial determinó que Latinoamérica, una 
vez independiente de España, optara por insertarse dentro del sistema económico 
internacional, es decir, en el capitalismo, a través de “políticas congruentes a favor 
del desarrollo en las exportaciones” (Bulmer-Thomas 2003, pág. 60), lo que 
devendría en la continuidad de los tradicionales productos primarios de exportación. 
De esta forma, se perpetuaba la dependencia respecto de los centros económicas 
más dinámicos en Europa (Inglaterra, Francia, Alemania). La élite política en 
Latinoamérica se aferró a lo que parecía la opción más viable y fácil en lo 
económico: 

...En todo el subcontinente se pensaba, en general, que la mejor esperanza 
de un rápido avance económico en América Latina se basaba en una 
integración más directa a la economía mundial por medio de la exportación 
de productos y la importación de capitales; algunos países también 
favorecían la inmigración europea 135 ... (Bulmer-Thomas 2003, pág. 63). 

Los liberales adoptaron tanto el discurso republicano como el democrático (al hablar 
de la soberanía popular), se estableció la forma constitucional y, mediante ella, se 

134 Belmer-Thomas apunta el siguiente dato sobre la inversión británica: “En 1824-1825 se formaron 
nada menos que 25 sociedades mineras británicas para operar en América Latina, con un capital 
total de 3.5 millones de libras esterlinas. Sus actividades se extendieron desde México hasta Chile; 
Paraguay fue el único país excluido”. Las cuales, finalmente, fracasaron, pero evidencian la 
prestancia para recibir la inversión británica (2003, pág. 49). 

135 Entre 1834 y 1854 se intentó en Guatemala promover la migración europea (ingleses, belgas), 
para lo cual se les ofrecieron terrenos baldíos y otros recursos públicos, concesiones y privilegios 
especiales. También los gobiernos conservadores y liberales, comprendidos entre 1874 y 1877 
trataron, si bien con un concepto distinto, de estimular tales migraciones (Luján Muñoz et. al. 1995b, 
págg. 335-336). 
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incorporaron principios importados, “altisonantes” -como dice Galeano-, pero todo 
esto no fue suficiente para cambiar la compleja realidad, debido a que la clase 
heredera de la colonia, conformada por las oligarquías nacionales, no estaban 
dispuestas a cambiar ni innovar, como lo hubiera requerido estructuralmente la 
economía para adquirir un verdadero dinamismo capitalista. 

Es por ello posible afirmar que: “Hubo continuidad con el colonialismo no sólo en la 
esfera económica sino también en la organización política” (Bulmer-Thomas 2003, 
pág. 45). En Guatemala, con ocasión de la declaración de independencia, el ejemplo 
fue pasmoso en cuanto al evidente continuismo para Centroamérica, en donde ni 
siquiera hubo relevo de autoridades. 

Para colmo, en Centroamérica, pero también en otras latitudes latinoamericanas, el 
liberalismo terminó estableciendo dictaduras. Tal el caso de Justo Rufino Barrios, 
quien prácticamente, bajo amenazas militares, desplazó del poder a su antiguo 
aliado, Miguel García Granados. Con Barrios dio inicio el ciclo de dictaduras 
liberales (Estrada Cabrera -22 años- y Ubico -14 años-, para sólo mencionar las 
más largas) que no concluirían en Guatemala sino hasta 1944, con la Revolución 
de octubre. 

La influencia política de Guatemala sobre el resto de países centroamericanos, 
desde la disolución de la Federación, se hizo sentir al promover y consolidar 
regímenes que fueran afectos y afines a la antigua Capitanía General. Se darán, a 
partir de Barrios, tres generaciones de dictadores en Centroamérica, sobre lo que 
da cuentas Rodolfo Pastor: 

...Bajo la influencia de Barrios se inaugura el régimen de las revoluciones 
liberales que proliferan y se articulan en un nuevo eje, apoyado en los 
gobiernos de Santiago González en El Salvador, Celso Arias (luego sustituido 
por Ponciano Leiva) en Honduras, así como -en otra calidad- el de Tomás 
Guardia en Costa Rica, quienes forman la primera generación de dictadores 
liberales, que fomentan el crecimiento económico de tipo capitalista (1990, 
pág. 192). 
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Sólo queda gobernada por conservadores Nicaragua, hasta 1892, cuando José 
Santos Zelaya promueve una revolución que significa un cambio generacional, con 
la cual se da la segunda generación de dictadores liberales. En Guatemala, Estrada 
Cabrera; los Meléndez y Tomás Regalado, en El Salvador; los Bonilla, Policarpo y 
Manuel, y Terencio Sierra, en Honduras, expone Pastor. El dominio hegemónico de 
este nuevo grupo de gobernantes se prolongará por veinte años, hasta 1910 (1990, 
pág. 192). No obstante, en Guatemala el régimen de Estrada Cabrera se prolonga 
hasta 1920, cuando existe una posibilidad democratizadora con el Movimiento 
Unionista, que finalmente también fracasa. 

La tercera y última generación de dictadores liberales en Centroamérica, se 
consolida en los años treinta del pasado siglo, con ocasión de la crisis económica 
de 1929, “ungidos por los intereses de Estados Unidos: Jorge Ubico en Guatemala, 
Maximiliano Hernádez Martínez en El Salvador, Tiburcio Carias Andino en 
Honduras y Anastasio Somoza padre en Nicaragua” (Pastor 1990, pag. 193). 

Este liberalismo de finales del siglo XIX y principios del XX, era totalmente distinto 
del observado durante el proceso de independencia: “...estaba claramente teñido 
de positivismo y evolucionismo social... maduró en pragmatismo y luevo involucionó 
hasta desembocar en el fascismo capitalista de los años treinta, al que le quedaba 
muy poco de liberal” (Pastor 1990, pág. 193). Su carácter represivo y dictatorial, 
desdecían totalmente los ideales que decía promover el liberalismo, al punto de 
adquirir una connotación reaccionaria y “fascista” como la califica Pastor. 

El liberalismo, con su promoción de valores como el constitucionalismo, cierto 
republicanismo y alguna democracia, había fracasado en Centroamérica, sino en 
todo el subcontinente Latinoamericano, en forma palmaria. En Centroamérica 
prevalecían las dictaduras, con sus procedimientos de tortura, exilio, 
desapariciones, intolerancia y persecución política, desde la plataforma de 
“presidentes constitucionales, democráticamente electos, para el bien de la 
república” (paz y orden). 
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2.7 La hegemonía norteamericana y su incidencia en los 
regímenes latinoamericanos 

La serie de movimientos independentistas impulsados en Latinoamérica durante las 
primeras décadas del siglo XIX, incidirían en la redefinición de la política exterior de 
las potencias europeas. En 1815, Rusia, Prusia y Austria crearon la Santa Alianza, 
por medio de la cual se propusieron sofocar cualquier movimiento revolucionario de 
tipo liberal en Europa. En la década de los veinte, la Santa Alianza intentó sofocar 
el proceso revolucionario en España y, eventualmente, ante el desarrollo de los 
acontecimientos, también restablecer el dominio español en América. El secretario 
de relaciones británico, George Canning, propuso a los Estados Unidos una acción 
conjunta para que las colonias españolas en América se mantuvieran a salvo de la 
Santa Alianza (Kissinger 2004, pág. 29). 

La respuesta de Estados Unidos a tales acontecimientos fue la proclamación de la 
doctrina Monroe en 1823 (Jenkins 2007, pág. 109), que se resumió en la frase: 
“américa para los americanos” (Pastor 1990, pág. 181), con lo cual se significó que 
ese país no toleraría el colonialismo europeo en el continente. El presidente James 
Monroe declaró, a manera de advertencia, que “los Estados Unidos considerarían 
toda extensión del poder europeo ‘a cualquier parte de este hemisferio como algo 
peligroso para nuestra paz y seguridad’” (Kissinger 2004, pág. 29-30). 

Aunado a ese planteamiento de rechazo al colonialismo europeo, se consolidó la 
propia visión norteamericana respecto al continente, a la que se le denomina la 
doctrina del “Destino Manifiesto”. Ésta justificaba la dominación y el logro de la 
hegemonía del país del norte en lo que se consideraba su región natural de 
expansión. Estados Unidos, así, se encontraban llamados (¿por Dios?) a controlar 
y dominar Latinoamérica. De acuerdo con lo planteado por Kissinger: 

...Al amparo de la Doctrina Monroe, los Estados Unidos podían aplicar unas 
políticas que no eran muy distintas de los sueños de cualquier rey europeo 
-extender su comercio y su influencia, anexarse territorios-, en suma, 
convertirse en una gran potencia sin tener que practicar la política del poder. 
Nunca chocaron el afán de expansión de los Estados Unidos y su creencia 
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de que constituían un país más puro y de mejores principios que ninguno de 
Europa... (2004, pág. 30). 

Los Estados Unidos, después de su independencia, iniciaron un proceso de 
expansión territorial hacia el Oeste. En 1845, la “Democratic Review” planteó a sus 
lectores que el “destino manifiesto” de la nación norteamericana era “extenderse por 
el continnte designado por la providencia para el libre desarrollo de nuestros 
millones de habitantes, que se multiplican cada año” (Jenkins 2007, pág. 160). El 
crecimiento poblacional, conformado por inmigrantes, junto al desarrollo de las 
plantaciones agrícolas del sur, requerían de más tierras. Esa expansión se logró, 
primero, mediante el despojo de tierras a la población indígena y, más tarde, a 
través de la ocupación de Texas, la guerra con México y arreglos con Inglaterra, 
compra de tierras a Francia (Luisiana) y a España (Florida). Esto se ve reflejado en 
el número de nuevos estados que se admitieron durante el período comprendido 
entre 1836 y 1864, en total 12: Arkansas, Michigan, Florida, Texas, lowa, Wisconsin, 
California, Minnesota, Oregón, Kansas, Virginia Occidental y Nevada (Jenkins 2007, 
pág. 159). 

Las implicaciones de la doctrina Monroe para América Latina, cuya vigencia se 
prolongaría prácticamente hasta mediados del siglo XX, comenzaron a evidenciarse 
con la guerra entre Estados Unidos y México de 1846. En septiembre de 1847, las 
tropas estadounidenses ocuparon la capital mexicana. Al año siguiente se formalizó 
el tratado Guadalupe-Hidalgo, mediante el cual Estados Unidos “adquirió” los 
territorios que conformarían los estados de Arizona, Nuevo México, Nevada, Utah y 
California (Jenkins 2007, pág. 160-161). El titular del diario “Tiempo de México” del 
día siguiente a la suscripción del tratado, rezaba lo siguiente: “Se firmó la paz. 
México pierde la mitad de su territorio”. 136 En total, fueron más de dos millones de 
kilómetros cuadrados los que ganó Estados Unidos como resultado de la ocupación 
a México. Jenkins agrega que: “Entre 1845 y 1848 el tamaño de Estados Unidos se 


136 La imagen de la publicación se puede ver en el siguiente link, consulta realizada el 26 de junio de 
2019: https://reqeneracion.mx/2-febrero-1848-mexico-pierde-parte-de-su-territorio-a-manos-de-eu/ . 
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había incrementado en unos 3,1 millones de kilómetros cuadrados, una extensión 
cinco veces más grande que Francia” (2007, pág. 162). 

En cuanto a Centroamérica, los intereses norteamericanos comenzaron a 
manifestarse con la idea de construir un “canal americano, como expresión de esa 
predestinación” (Pastor 1990, pág. 181). Las pretensiones oficiales 
norteamericanas se acrecentaron con la asunción al poder de los demócratas en 
1842 cuando: 

...Estados Unidos forzó al gobierno de Nicaragua a cederle el derecho del 
canal, arrogándose en 1846 un “derecho” de tránsito o “paso natural” por el 
istmo de Panamá. Ese año, varios congresistas de la Unión Americana 
abogaron por la conquista de México y Centroamérica; un año después, los 
estadounidenses pasaron de la palabra a la acción con la ocupación militar 
de San Juan del Norte, en poder de los ingleses, y el presidente Polk enunció 
su célebre corolario: Estados Unidos impondría el destino (Pastor 1990, pág. 
181). 

El interés norteamericano por Centroamérica se acrecentó con la fiebre del oro que, 
desde 1850, atrajo una migración incontenible hacia California. Esto hizo que se 
buscara la vía más rápida para que se transportaran los buscadores de oro. 
Atravesar los Estados Unidos desde la costa Este hasta California era demasiado 
tardado y peligroso. La vía más rápida era la marítima, viajando hacia Nicaragua, 
para atravesar el río San Juan, en cuyo recorrido existe un trecho fronterizo entre 
Nicaragua y Costa Rica. Como escribió Hernán Cortés en carta dirigida al 
emperador Carlos V en 1524: “el que posea el paso entre los dos océanos podrá 
considerarse el dueño del mundo” (Rabella 2013, pág. 22), y Estados Unidos 
aspiraba a ese sitial para controlar el comercio interoceánico mundial. 

El caso más emblemático de las pretensiones norteamericanas sobre Nicaragua y 
Centromérica estuvo representado por el filibustero (pirata del Caribe) William 
Walker (1824-1860), un sureño norteamericano, “la personificación del Destino 
Manifiesto”, como le ha llamado Alejandro Bolaños Geyer (1994, pág. 1). En 1854, 
Walker llegó a Nicaragua con una banda de 56 hombres, ha expuesto Thomas 
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Leonard, para supuestamente sumarse a las fuerzas liberales confrontadas con las 
conservadoras en una guerra civil (Luján Muñoz et. al. 1995b, pág. 240). 
Previamente, había emprendido acciones en Sonora para tratar de establecer un 
gobierno encabezado por él (Bolaños Geyer 1994, pág. 1). 

La visión de Walker, insuflada por la concepción de la predestinación del hombre 
blanco norteamericano para dominar el sur, se ve manifiesta en el siguiente párrafo, 
citado por Bolaños Geyer: 

Dicen simples tonterías quienes hablan de establecer relaciones fijas entre la 
raza blanca americana pura, como existe en los Estados Unidos, y la raza 
mixta indo-hispana que existe en México y Centroamérica, sin el uso de la 
fuerza. La histona del mundo no presenta tal visión utópica cual es la de una 
raza inferior sometiéndose dócil y pacíficamente al control de un pueblo 
superior. Cuando la barbarie y la civilización, o dos formas distintas de 
civilización, se encuentran cara a cara, la guerra es inevitable (1994, pág. 1). 

Dos años después de desembarcar en Nicaragua, se autoproclamó presidente del 
país y, bajo su mando, pretendió unificar Centroamérica. Debido al apoyo que el 
filibustero Walker recibió de los Estados Unidos, en Centroamérica se generalizó la 
aprensión sobre las pretensions imperialistas de ese país para el istmo. Como 
justificación de tal percepción, se contaba con el hecho de que en 1856 el ministro 
estadounidense en Nicaragua, John Wheeler, otorgó el reconocimiento oficial al 
gobierno de Walker. Después de varios años de generar conflicto en el istmo, 
Walker fue enfrentado y desechado en 1857 por las fuerzas militares de Guatemala, 
El Salvador, Honduras y Costa Rica, en el episodio histórico que se conoce como 
la Guerra Nacional Centroamericana. Finalmente, Walker fue fusilado el 12 de 
septiembre de 1860 en Honduras, cuando intentó volver a causar problemas en la 
región (Luján Muñoz et. al. 1995b, pág. 240). 

En relación a Guatemala, años más tarde, el presidente Abraham Lincoln (1861- 
1865) propuso a Rafael Carrera el traslado de “negros libres de Estados Unidos” y 
“frenar cualquier plan de colonización europea en la región”. En un principio, Carrera 
se adhirió a la idea, pero luego cambió de opinión en 1862, debido al temor de que 
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fuera una manera de aumentar la “intervención” de Washington en los problemas 
sociales de Guatemala (Luján Muñoz et. al. 1995b, pág. 242). 

En la década de los años sesenta del siglo XIX surgió el tema de la unidad 
centroamericana, con motivo del conflicto entre Rafael Carrera y el gobernante 
liberal Gerardo Barrios de El Salvador. Carrera buscó la mediación de Estados 
Unidos en 1863, el secretario de Estado William Seward aceptó servir de mediador, 
pero sin llegar a ofrecer que su gobierno fuera garante, para no comprometerle a 
favor de ninguno de los dos países implicados. Gerardo Barrios fue derrotado por 
Carrera ese mismo año, cuando El Salvador fue invadido por tropas guatemaltecas, 
por lo que huyó hacia Estados Unidos y, cuando regresó a su país en 1865, Carrera 
ya había muerto (Luján Muñoz et. al. 1995b, pág. 242). Barrios fue juzgado por alta 
traición y fusilado el mismo año de su regreso bajo la influencia del gobernante de 
turno, el conservador Francisco Dueñas. 

Estados Unidos comenzó a contemplar la posibilidad de que Centroamérica se 
reunificara como una manera de neutralizar la influencia europea en la región, 
particularmente la inglesa y la presencia francesa en México, para comienzos de la 
década del setenta. En 1873 llegó al poder en Guatemala Justo Rufino Barrios, 
quien se identificó con la idea de la unificación de las cinco repúblicas, de 
conformidad con un esquema que daría preeminencia su país, que impulsaría hasta 
su muerte en 1885. En el año de su muerte, Barrios proclamó unilateralmente la 
reunificación de Centroamérica el 28 de febrero, a lo cual sólo se adhirió Honduras. 
Estados Unidos se opuso a que la unidad se lograra por la fuerza y envió buques 
de guerra a la región para garantizar la seguridad de sus ciudadanos en el área; el 
presidene mexicano Porfirio Díaz, en apoyo al mandatario costarricense, desplegó 
fuerzas militares a lo largo de la frontera entre México y Guatemala. La guerra no 
pudo evitarse, pues Barrios inició la invasión a El Salvador el 31 de marzo de 1885 
y murió al comienzo de la misma en Chalchuapa (Luján Muñoz et. al. 1995b, pág. 
242-243). 

Estados Unidos mantuvo su interés en la reunificación centroamericana durante la 
siguiente década, la de los ochenta, pues veía que encajaba bien con su política 
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hacia la región de que no hubiera guerras y permitía prever un incremento en el 
comercio que favorecería sus intereses (Luján Muñoz et. al. 1995b, pág. 243). 

Así como los conservadores tuvieron su época de hegemonía en la región, con 
Carrera a la cabeza, los liberales volvieron a gobernar en Centroamérica durante la 
última parte del siglo XIX, liderados por Justo Rufino Barrios. Fue el momento 
cuando el liberalismo centroamericano se identificó con el positivismo, el “cual 
postulaba que el desarrollo de una economía orientada hacia las exportaciones 
conduciría a la modernización económica y al progreso de la sociedad”, afirma 
Thomas Leonard (Luján Muñoz et. al. 1995b, pág. 244). En tanto, Estados Unidos 
buscaba mercados en el exterior para los excedentes de producción que no podía 
absorver su propia conomía. 

Leonard plantea que: “Del mismo modo que sus contemporáneos liberales, el 
Presidente Barrios creyó que el positivismo facilitaría el crecimiento económico y la 
prosperidad, antes de que la verdadera democracia política se arraigara en Centro 
América”. Es por eso que: “Barrios demostró una verdadera obsesión por el 
desarrollo material, por la educación técnica y científica, y por la imitación de los 
valores de Estados Unidos” (Luján Muñoz et. al. 1995b, pág. 244). 

La afirmación de Leonard es importante, pues, como vimos al referirnos al 
positivismo, la modalidad que se pensó por los liberales centroamericanos se refería 
a una élite dirigente que encausara por la senda del desarrollo a la región. Por 
supuesto, ello excluía toda idea democrática inmediata. La ciencia, la tecnología y 
la educación, habrían de traer, tiempo después, el desarrollo político democrático a 
estos países. Se trataba de crear las condiciones materiales en lo productivo, es 
decir, económicas, y no políticas, para el despegue centroamericano. Tal visión era 
ad hoc a los intereses de la clase dominante, pues le permitiría ser modernizadora 
e innovadora en lo material, pero no en lo social, es decir, podría continuar sin 
atender los problemas heredados de la estructura colonial. Además, significaba 
reforzar el tradicional modelo de desarrollo basado en la exportación de productos 
primarios, en este caso, el café. Asimismo, no deja de resultar contradictoria la 
divisa de “imitación de los valores de Estados Unidos”, circunscribiéndolos 
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únicamente a la modernización de la estructura productiva, sin pasar por lo social o 
político. Una sociedad parcialmente “abierta” (como diría Popper) en lo económico, 
para así modernizarse, con una estructura cerrada en los demás aspectos, la cual 
no sería útil sino para perpetuar a la tradicional clase dominante y a los grupos 
medios en ascenso que impulsó la Reforma (representados por Barrios, quien no 
era criollo, como sí lo era García Granados, sino mestizo o “ladino”). 

En congruencia con la visión positivista y la orientación hacia el estímulo de las 
exportaciones, con la que se identificaron los liberales centroamericanos, debió 
haber ocurrido una diversificación de la producción y un mejoramiento de las vías 
de comunicación. Lo que se buscó, como estrategia, fue atraer al capital extranjero, 
solución que se volvería recurrente en la mentalidad empresarial latinoamericana. 
Para conseguir esos objetivos, en Guatemala “se firmaron contratos que 
aseguraban el máximo de ganancias y el mínimo de riesgos para los empresarios 
extranjeros, pero que prestaban poca atención al desarrollo interno”. Muchas de las 
empresas que llegaron eran de origen norteamericano y “recibieron generosas 
concesiones de tierras, subsidios en efectivo, exoneraciones fiscales y garantías de 
mano de obra barata”. De todo ello, pues, no extraña que “los generosos contratos 
únicamente convirtieron a Guatemala en víctima de la explotación extranjera”, 
afirma Leonard (Luján Muñoz et. al. 1995b, pág. 244). 

Centroamérica continuó cobrando importancia desde la perspectiva de la 
construcción de un canal interoceánico durante el resto del siglo XIX. Y, por 
supuesto, “[tjodos los que abogaban en Estados Unidos por un canal interoceánico 
no esperaban que éste beneficiara a Centroa América” (Luján Muñoz et. al. 1995b, 
pág. 246). 

Mientras tanto, en otros países latinoamericanos, continuó la expansión imperial 
norteamericana: 

Los Estados Unidos ocuparon Cuba en 1898, después de que su victoria en 
la guerra con España condujera a la independencia de la isla, y de nuevo 
entre 1906 y 1909. La República Dominicana estuvo ocupada entre 1916 y 
1924, y Nicaragua también, en dos ocasiones, de 1912 a 1925 y de 1926 a 
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1933. Haití estuvo «protegido» por la infantería de marina norteamericana 
ininterrumpidamente entre 1915 y 1934 (Bethell, pág. 283). 

En este apartado ha sido posible establecer el creciente interés de los Estados 
Unidos que se evidenció desde la formulación de la doctrina Monroe de 1923 más 
la doctrina del Destino Manifiesto. Ambas doctrinas determinarían la política exterior 
estadounidense durante el siglo XIX y la primera mitad del XX. De conformidad con 
ella, el imperialismo norteamericano hacia el subcontinente latinoamericano 
adoptaría diferentes manifestaciones: económica, política, diplomática, hasta llegar 
a la militar, todo en subordinación de sus intereses. 

La definición de Latinoamérica como el traspatio norteamericano, condicionaría 
diversas formas de intervencionismo que restarían autonomía a nuestros nacientes 
estados nacionales. Las clases dominantes de la región adquirirían un rol de 
subordinación y buscarían conjugar los propios intereses con los norteamericanos, 
para así asegurarse estabilidad y respaldo internacional. Todo esto favoreció a las 
élites latinoamericanas que aceptaron armonizar sus interses con los de los 
norteamericanos, para así perpetuarse en el poder, continuar con una estructura 
social rígida y debilitar las posibilidades republicanas y democráticas nacionales. El 
constitucionalismo, sin embargo, continuó siendo la forma de mimetismo 
preferencia! para legitimar regímenes autoritarios y dictatoriales. En caso de no 
existir la debida alineación entre los gobiernos y los intereses norteamericanos, 
siempre existía la posibilidad de acudir al recurso de la ocupación militar hasta 
restablecer el debido orden para que todo continuara normalmente. 

2.8 Diferentes narrativas sobre la república (para abordar las 
versiones de derecha, centro e izquierda) 

Ya se ha aludido a la idea de que el término “república” en Hispanoamérica tuvo por 
significado lo contrario a monarquía, a lo que José Antonio Aguilar llama el 
“republicanismo epidérmico”, por superficial y no trascender de esa visión simplista. 
Desde esa perspectiva, pareciera que, entre quienes promovieron la independencia 
-los llamados patriotas- e incluso los que estaban en contra de ella -los realistas-, 
lo primero que se desarrolló fue un concenso básico, de tipo republicano, como la 
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manifestación política legitimadora para oponerse al dominio de la corona española. 
Pero, ¿qué clase de republicanismo fue el que se promovió en Latinoamérica? ¿Qué 
significado tuvo el republicanismo entre las antiguas colonias? La respuesta no es 
sencilla ni tampoco una sola, todo dependió del lugar, las circunstancias y las 
personas. No existió, pues, una concepción homogénea ni uniforme sobre el 
republicanismo a impulsar en los nuevos países fundados por los criollos. 

Uno de los primeros dilemas que debieron enfrentar los dirigentes al tener que 
definir cómo se organizarían las nuevas repúblicas, se refirió a la administración 
estatal: ¿federalismo o unitarismo? Los liberales, debido a principios doctrinarios, 
promovieron el federalismo, en un gesto que emulaba el diseño estatal 
norteamericano y su aspiración por llegar a tener un futuro tan promisorio como el 
del vecino del norte. Los realistas, que se definirían posteriormente como los 
representantes del conservadurismo, preferían la opción centralista, unitaria, de 
organización estatal, aduciendo que la misma se correspondía de mejor forma con 
la tradición histórica colonial vivida en estas tierras, para así evitar el descalabro en 
la administración. Sin embargo, en todo el subcontinente, “las constituciones que se 
fundaron inicialmente en el ideal federalista fracasaron en consolidar una autoridad 
nacional estable” (Aguilar Rivera y Rojas 2002, pág. 216). 

Para el caso centroamericano, al procederse a elaborar la Constitución Federal en 
1823, Miguel García Granados refiere que la Asamblea estaba dominada por los 
liberales: “Éstos estaban decididos a establecer, en imitación de los Estados Unidos 
de América, el sistema federal...” (1952a, pág. 62). En su opinión, como liberal de 
la segunda mitad del siglo XIX, entre los errores que cometió la Asamblea, “el 
principal [fue] la adopción del sistema federal como forma de gobierno” (1952a, pág. 
65). 

Ante lo impracticable que resultó el federalismo latinoamericano, se comenzaron a 
adoptar, de iure o de facto, “formas unitarias de gobierno o formas centralizadas de 
federalismo”, para así “limitar y controlar la autonomía política de las entidades 
locales”. El primer diseño de organización estatal, por tanto, redundó en el 
establecimiento de ejecutivos débiles y asambleas legislativas todopoderosas, lo 
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que se percibió por la clase dirigencial como la fuente original de la inestabilidad 
política y el desorden social, afirma Gabriel Negretto (Aguilar Rivera y Rojas 2002, 
pág. 216). 

Fue entonces cuando, frente a los hechos, comenzó a manifestarse el revisionismo 
constitucional que, amparado en interpretaciones del concepto republicano clásico, 
especialmente el de la constitución mixta, se buscó establecer “equilibrios” que 
sirvieran para empoderar al ejecutivo y restar peso a los parlamentos. Así se 
otorgaron competencias más amplias al ejecutivo, tales como el poder de veto sobre 
la legislación y la asunción de facultades para decidir en materias de emergencia 
(Aguilar Rivera y Rojas 2002, pág. 216). Para lograrlo, surgió tempranamente la 
promoción de las reformas constitucionales. 

García Granados, para el caso nuestro, expone cómo: “Hacía tiempo que en toda 
Centro América se había comprendido la necesidad de hacer reformas a la 
Constitución federal”, lo que se intensificó en 1832 y 1833, sin que llegara a 
materializarse la modificación al texto fundamental en esos años (1952c, pág. 379- 
380). Los ideales y modelos doctrinarios no cuadraban con la realidad política y 
social. 

Simón Bolívar, quizá mejor que nadie, según Negretto, comprendió en 1919 la 
conclusión a que arribarían las corrientes dominantes del republicanismo 
latinoamericano, en cuanto a lo que debía ser el diseño institucional, y lo manifestó 
en el discurso de Angostura, 137 en donde se reunía la Asamblea Constituyente 
venezolana: 

Abandonemos las formas federales que no nos convienen; abandonemos el 
triunvirato del poder ejecutivo y, concentrándolo en un presidente, 
confiémosle la autoridad suficiente para que logre mantenerse luchando 
contra los inconvenientes anexos a nuestra reciente situación, al estado de 


137 El discurso puede obtenerse en la siguiente dirección de internet, consulta realizada el 29 de junio 
de 2019: 

https://storicamente.Org/sites/default/imaqes/articles/media/1 880/Bolivar Discurso de Angostura.p 

df. 
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guerra que sufrimos y a la especie de los enemigos externos y domésticos, 
contra quienes tendremos largo tiempo de (sic.) combatir... (Aguilar Rivera y 
Rojas 2002, pág. 217). 

En la Constitución de Bolivia de 1826 que, como se dijo, fue redactada por el mismo 
Libertador, se estableció la presidencia vitalicia y heredable. Sobre ello, al defender 
la idea ante el Congreso de ese país, dijo que “su duración es la de los Presidentes 
de Haití. Yo he tomado para Bolivia el Ejecutivo de la República más democrática 
del mundo” (Bolívar y Pérez Vila 2009, pág. 280). Pero el modelo constitucional 
boliviano iba más allá, pues contemplaba: una “república centralista con senado 
hereditario y presidente vitalicio, autorizado para nombrar sucesor, que Bolívar y 
Sucre promovieron a partir de 1826”; sin embargo, dicho modelo “fue rechazado por 
Vidaurre, Rocafuerte, Mier, Heredia y otros letrados y políticos hispanoamericanos 
de la misma generación” (Rojas 2009, pág. 16). 

De acuerdo con Negretto, los liberales dieron una interpretación distinta a la 
tradición republicana clásica del gobierno mixto, que se fundó en el modelo de 
frenos y contrapesos planteado por los federalistas norteamericanos. De esa 
cuenta, buscaron fortalecer al ejecutivo, lo sujetaron a mandatos breves, rechazaron 
en general la reelección inmediata y le reconocieron poder de veto limitado, que 
podía ser anulado por la insistencia de la asamblea al ratificar el proyecto de ley 
(Aguilar Rivera y Rojas 2002, pág. 219). 

En cuanto a los grupos más conservadores de la clase política, Negretto señala que 
buscaron sustentar su visión en las repúblicas antiguas y en el modelo de la 
monarquía británica para establecer una constitución mixta que favoreciera el 
equilibrio entre los estamentos sociales y formas de gobierno contrapuetas. 
Proponían un ejecutivo que fuera independiente de la legislatura, al punto de 
“otorgarle una organización lo más cercana posible a la de un monarca 
constitucional”. Para lograrlo, desarrollaron tres elementos que destacan: otorgar 
constitucionalmente al ejecutivo un mandato largo, con posibilidad de reelección y 
hasta mandato vitalicio. El ejemplo, según este autor, es la Constitución mexicana 
de 1836, en donde se estableció que el presidente duraba ocho años en el cargo 


617 


con posibilidad de reelegirse. El segundo aspecto, fue dotar de poderes legislativos 
al ejecutivo, al estilo británico, mediante el reconocimiento del veto absoluto o cuasi 
absoluto sobre lo aprobado por el legislativo. Finalmente, este tipo de constituciones 
buscaron liberar al ejecutivo de cualquier responsabilidad política por sus 
actuaciones, con lo cual se desecho la figura del juicio político. También 
promovieron el funcionamiento de dos cámaras legislativas, la segunda tenía un 
carácter aristocrático, fuera de toda influencia popular. Este elitismo se alcanzaría 
definiendo estrictas calificaciones de propiedadpara portularse como senador, 
mediante nombramientos no electivos, o bien, pr elecciones indirectas. La 
Constitución argentina de 1819 creó un senado que estaba compuesto por 
representantes provinciales y también representantes de la milicia, el clero, las 
universidades y ex directores de Estado (Aguilar Rivera y Rojas 2002, pág. 217- 
218). 

Un tema de preocupación para liberales y conservadores fue el lugar que debía 
ocupar la moralidad pública, la religión y los derechos individuales en lo que serían 
ios nuevos Estados. En la vertiente conservadora, Juan Egaña propuso que se 
previera en la Constitución de 1823 el estableciiento de un senado, que tendría a 
su cargo velar pos “las costumbres y la moralidad católica” (Aguilar Rivera y Rojas 
2002, pág. 220). Bolívar, en tanto, con la Constitución de Bolivia de 1826, creó la 
Cámara de los Censores. Según exposición del mismo Bolívar al Congreso: 

Los censores ejercen una potestad política y moral que tiene alguna 
semejanza con la del Areópago de Atenas, y de los Censores de Roma. 
Serán ellos los fiscales contra el Gobierno para celar si la Constitución y los 
tratados públicos se observan con religión. He puesto bajo su égida el Juicio 
Nacional, que debe decidir de la buena o mala administración del Ejecutivo. 

Son los censores los que protegen la moral, las ciencias, las artes, la 
instrucción y la imprenta... (Bolívar y Pérez Vila 2009, pág. 279). 

En contraposición a la postura conservadora y la bolivariana, el liberalesmo 
doctrinadlo defendió, al estilo de lo observado en Estados Unidos, “el pluralismo de 
valores, la tolerancia religiosa y la protección de los derechos individuales” (Aguilar 
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Rivera y Rojas 2002, pág. 220). Sin embargo, entre los criollos latinoamericanos, de 
manera inmediata, existió el consenso de preservar la religión católica como la 
oficial: “querían la continuidad tanto como el cambio -una república católica-”, afirma 
Luis Barrón (Aguilar Rivera y Rojas 2002, pág. 249). 

Otro aspecto vital dentro de ese republicanismo decimonónico latinoamericano, 
consistió en aceptar, como auto de fe, la promulgación de códigos constitucionales. 
El paradigma estaba representado por Estados Unidos y Francia; la forma 
constitucional era indispensable para dar legitimidad al poder y, dentro de ella, el 
reconocimiento de la radicación de la soberanía en la nación. Curioso resulta el 
hecho de que ese concepto, el de nación, como tal, era un proyecto, un constructo, 
que debía trabajarse en ese proceso fundacional de los estados nacionales; no se 
encontraba definido y, para ello, la forma constitucional resultaba indispensable. 
Asimismo, el concepto de patria debía forjarse, paulatinamente, en un proceso 
histórico de largo alcance. 

Sin embargo, como lo demuestra la historia latinoamericana, acá ha existido un 
cierto escepticismo respecto al régimen constitucional. Esto contrasta con la 
experiencia tenida por Hanna Arendt al llegar a los Estados Unidos y percatarse de 
que en ese país “existía una consideración cuasi religiosa del texto constitucional” 
(García-Huidobro 2013, pág. 207). Como ejemplo de esa actitud escéptica puede 
citarse lo expuesto por Miguel García Granados respecto a la promulgación de la 
Constitución centroamericana de 1824: 

El error del partido exagerado [el liberal], consistió en creer que a un pueblo 
se le puede transformar en un día, por medio de un decreto o de un librito, 
que se llama Constitución, haciendo de gentes ignorantes y bárbaras, 
ciudadanos ilustrados, que conocen sus deberes y derechos, con posibilidad 
de cumplir aquéllos, y voluntad y capacidad para defender éstos. Pero esta 
transformación es la obra de la educación, del tiempo y de una larga práctica 
de las nuevas instituciones que se desea establecer (1952b, pág. 286-287). 

En Suramérica, un ejemplo de tal escepticismo se encuentra encarnado en el 
conservador Diego Portales (1793-1837), quien fuera Ministro e influyente redactor 
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de la Constitución chilena de 1833, que en carta personal dirigida a Antonio Garfias 
escribió lo siguiente: 

Con ios hombres de ley no puede uno entenderse; y así ¿para qué ¡carajo! 
sirven las constituciones y papeles, si son incapaces de poner remedio a un 
mal que se sabe existe, que se va a producir y que no puede conjurarse de 
antemano, tomando las medidas que pueden cortarlo? Pues es preciso que 
el delito sea infraganti. 

En Chile la ley no sirve para otra cosa que no sea para producir la anarquía, 
ia ausencia de sanciones, el libertinaje, el pleito eterno, el compadrazgo y la 
amistad. Si yo, por ejemplo, apreso a un individuo que sé que está urdiendo 
una conspiración, violo ia ley. ¡Maldita ley, entonces, si no deja al brazo del 
Gobierno proceder libremente en el momento oportuno! Para proceder, 
llegado el caso del delito infraganti, se agotan las pruebas y las contra 
pruebas, se reciben testigos, que muchas veces no saben io que van a 
declarar, se complica la causa y el juez queda perplejo. Este respeto por el 
delincuente, o presunto delincuente, acabará con el país en poco tiempo. El 
gobierno parece dispuesto a perpetuar una orientación de esta especie, 
enseñando una consideración a la ley que me parece sencillamente indigna. 

Los jóvenes aprenden que el delincuente merece más consideración que el 
hombre probo; por eso ios abogados que he conocido son cabezas 
dispuestas a la conmiseración en un grado que los hace ridículos. De mí sé 
decirle que con ley o sin ella, esa señora que llaman la Constitución, hay que 
violarla cuando las circunstancias son extremas. Y ¡qué importa que lo sea, 
cuando en un año ia parvulita lo ha sido tantas veces por su perfecta inutilidad 
(sic.) (García-Huidobro 2013, pág. 209-210). 

De lo expuesto por esos hombres notables en sus respectivas latitudes, se 
evidencia, además del escepticismo constitucional, la afirmación de que esa forma 
no corresponde aplicarla en estos países. García Granados considera que se 
necesita de educación y un largo proceso histórico para que se den los cambios 
necesarios en la cultura nacional para transformar a los bárbaros, y así desarrollen 
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el civismo necesario. Portales manifiesta su malestar al ordenamiento jurídico, por 
entorpecer el ejercicio del poder en el mantenimiento del orden, al punto que 
descaradamente expone su decisión de violar la Constitución para hacer que 
prevalezca el orden y la paz sociales. 

Debe establecerse que, si estos problemas eran comunes a las nacientes naciones 
latinoamericanas, las circunstancias eran diferentes en las diversas latitudes. Tal el 
caso, para poner un ejemplo, de lo ocurrido en México, en donde se manifestó la 
tendencia al establecimiento de un imperio, o bien, el de los países del sur, en donde 
sí hubo luchas cruentas y efectivamente un esfuerzo con movilización popular por 
lograr la emancipación, lo cual era muy ditinto a lo ocurrido en Centroamérica, en 
donde, como afirmó Miguel García Granados en su memorias: “Mientras que toda 
la América española luchaba encarnizadamente por su independencia, el Reino de 
Guatemala vivía en paz sometido a la madre patria” (1952a, pág. 19). 

La falta de rompimiento en Centroamérica con el sistema colonial se manifestó 
incluso en lo jurídico, pues continuó teniendo vigencia la legislación española, salvo 
el intento realizado por Mariano Gálvez en Guatemala con los Códigos de 
Linvingston y la regulación civil, que tanto repudio le generó y coadyuvó a que se 
debilitara su régimen. Para este país, la generación de una normativa propia 
ocurriría hasta el establecimiento de los liberales en el poder, específicamente con 
Justo Rufino Barrios. 

De todo lo expuesto se desprende que, tanto liberales como conservadores, incluso 
antes de definir sus propias corrientes de pensamiento, convergieron en la idea 
republicana para la estructuración de las nuevas naciones. Sin embargo, las 
interpretaciones que podían darse para definir lo que sería el republicanismo en 
cada país, variaron, tanto dependiendo del lugar, como de la facción que dominara, 
e incluso entre los partidos liberales y conservadores, hubo distintas versiones de 
lo que se entendía como adecuado para construir la república específica de que se 
tratata. Es por ello que resulta válida la afirmación de José Antonio Aguilar, según 
la cual: “Desde el punto de vista ideológico, el republicanismo adoptó en los 
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diferentes países de Hispanoamérica distintos significados sustantivos...” (Aguilar 
Rivera y Rojas 2002, pág.72). 

Los puntos comunes fueron la adopción del republicanismo (como oposición a la 
monarquía), la forma constitucional escrita, gobiernos electivos, el reconocimiento 
de la soberanía popular, la independencia de poderes, reconocimiento de derechos 
individuales e igualdad jurídica, y la adopción del catolicismo como el credo oficial. 
Frente a la realidad del fracaso de la fórmula federal, paulatinamente se llegó al 
convencimiento de que la única opción era la unitaria y el fortalecimiento del 
ejecutivo, representado por el presidente. Se adoptó también la representación 
como forma de ejercicio democrático, si bien con la fórmula del voto censitario, por 
considerar, tanto liberales como conservadores, que sólo los hombres ilustrados 
podían decidir sobre los temas de la cosa pública. Así, la clase política dominante, 
en los distintos países, coincidió en el argumento de clase de que sólo ellos, los 
criollos -hombres acaudalados e ilustres-, en principio, podían gobernar la América 
libre, soberana e independiente. Estaba en construcción, pues, como diría Severo 
Martínez Peláez, la “patria del criollo”. 
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CAPÍTULO III: DEMOCRACIA AL ESTILO LATINOAMERICANO 

En el primer capítulo, al estudiar las revoluciones norteamericana y francesa, quedó 
establecido que la burguesía, representada por los potentados y acaudalados en 
ambos países, manifestaron un evidene temor al encumbramiento del poder 
popular. La afirmación nominal de que la soberanía radicaba en el pueblo sirvió 
especialmente para legitimar el repudio al régimen monárquico e impulsar el propio 
proyecto republicano. La fórmula de la representación, en sus diferentes variantes, 
modificó el concepto clásico de democracia directa para transformarlo en el de la 
versión representativa. 

Al momento de comenzar a configurarse las nacionalidades latinoamericanas, 
inmediatamente después del triunfo de los movimientos independentistas, las 
repúblicas liberales ya existían tanto en Estados Unidos como en Europa. De esa 
cuenta: “Cuando los hispanoamericanos enfrentaron la tarea de diseñar las 
instituciones de sus nuevas naciones, el modelo de la república liberal ya existía”. 
Es más: “Las repúblicas de la América hispana nacieron en un mundo liberal: la 
encrucijada entre la vieja y la nueva república había quedado atrás” (Aguilar Rivera 
y Rojas 2002, pág. 73). Pocos fueron los hombres que, como Bolívar, se atrevieron 
a realizar propuestas propias sobre cómo debía ser entendido el republicanismo 
para el desarrollo de las nuevas naciones latinoamericanas. 

Dentro de la ideología de ese republicanismo oficioso y liberal, prevalecía el 
concepto de la democracia representativa. ¿Qué significado podía tener ese 
concepto en el mundo poscolonial latinoamericano, inmediatamente después de los 
procesos de independencia? ¿Hasta dónde intentarían llevarlo las élites políticas en 
una geografía caracterizada por la existencia de estamentos heredados de España, 
tan diferenciados por factores económicos, como sociales y étnicos, que incidirían 
también en lo político? 

Para el desarrollo del republicanismo, la democracia, el constitucionalismo y la 
definición de los nuevos Estados, debe tenerse presente que el subcontinente partía 
de una experiencia histórica diferente a la de las trece colonias norteamericanas: 
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Los pueblos de los países Latinoamericanos tuvieron poca experiencia 
práctica con la democracia durante el período colonial. No existieron en las 
colonias españolas, portuguesas y francesas instituciones comparables a las 
legislaturas coloniales que caracterizaron las dependencias ubicadas a lo 
largo del margen este de Norte América. El poder de la cartera, el control 
sobre la milicia y la administración general se mantuvieron firmemente en las 
manos de los oficiales nombrados por los gobernantes de las “madres patrias” 
(Porter y Alexander 1961, pág. 9). 

Asimismo, en las colonias no inglesas se careció de la experiencia del autogobierno 
y la elección de representantes que, como vimos, comenzó a manifestarse 
tempranamente desde las primeras expediciones, en casos tales como los de los 
viajeros del Mayflower al arribar a América, como oportunamente se vio en apartado 
anterior. La única experiencia de las colonias españolas en América para la 
formulación constitucional fue la convocatoria de 1810, realizada por la Junta 
Central Gubernativa del Reino (en la que residía el poder letímo de lo Monarquía), 
posterior a ia ocupación francesa de España, para que participaran las colonias en 
las Cortes de Cádiz, lo que redundó en la promulgación de la Constitución gaditana 
de 1812 (llamada la Pepa, por haber sido aprobada el día de San José -). Con esta 
Constitución se pretendió llenar el vacío por la abdicación del rey Carlos IV y su hijo 
Fernando Vil a favor de Napoleón. El cabildo de la ciudad de Guatemala envió como 
representante al clérigo Antonio de Larrazábal (a quien se le proveyó de 
instrucciones para que las presentara ante las cortes, las cuales fueron redactadas 
por José María Peinado) (Mariñas Otero 1958, pág. 33-34). 

A ese denominador común, compartido entre los nuevos países latinoamericanos, 
debe agregarse que, para el caso centroamericano, la independencia no supuso 
batallas, guerra ni forma de violencia alguna. En cambio, lo que sí existió fue una 
negociación entre españoles y criollos, que ni siquiera supuso el relevo de las 
autoridades establecidas para ese momento. Es más, ni la anexión a México ni su 
posterior separación supusieron confrontación armada alguna, sino que se mantuvo 
la misma línea de negociación y arribo a acuerdos. La incidencia de tal proceso, 
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como nota distintiva del logro de la independencia y fundación del Estado 
centroamericano, es que todo se realizó sin participación popular, y la vía adoptada 
vino condicionada desde arriba, es decir, fue definida por la clase política 
dominante. Esto, en pocas palabras, significa que, así como la experiencia colonial 
latinoamericana careció de vivencias democráticas, republicanas y muy poca 
constitucional, la asunción de la independencia y la fundación del Estado tampoco 
tuvieron ningún atisbo democrático en Centroamérica. Todo ello, evidentemente, 
favorecía el continuismo del régimen colonial sin corona, para establecer en lo 
sucesivo el centro de poder localmente en el istmo, pero en manos de una oligarquía 
que priorizaba sus intereses. 

Otra diferencia entre la metrópoli inglesa y la española, que tendría incidencias 
políticas, fue el desarrollo parlamentario, que también se reflejó en sus respectivas 
colonias. Como oportunamente se estudió, el parlamento en Inglaterra comenzó a 
desarrollarse durante la Edad Media, se consolidó con la Revolución gloriosa 
inglesa de 1688, mediante la cual, gracias al control sobre los impuestos y las 
correspondientes asignaciones gubernamentales, aquél estableció su preeminencia 
sobre el monarca. En España, el parlamentarismo no se desarrolló, pues cuando la 
lucha se presentó en el siglo XVI, fácilmente el emperador Carlos V pudo imponerse 
debido a que no necesitaba agenciarse de fondos con la aprobación del parlamento, 
gracias al flujo de oro y plata proveniente de las colonias americanas. Prácticamente 
lo mismo sucedió en Portugal (Porter y Alexander 1961, pág. 12). 

La religión, siguiendo a Porter y Alexander, fue otro elemento que reforzó el poder 
soberano español, gracias al absolutismo de la Iglesia en ese país. La Reforma 
nunca tuvo lugar en España (pero sí la contra Reforma, basta recordar a Ignacio de 
Loyola), y la Inquisición sirvió para remover de raíz cualquier disidencia religiosa, lo 
que también fortaleció la uniformidad religiosa que caracterizó a la América 
española. Esa uniformidad prevaleció incluso hasta después de la independencia. 
Los efectos del rol de la Iglesia católica trascenderían del ámbito religioso al social 
y político, pues la diversidad de credos forzó en los países cierto grado de tolerancia 
y compromiso para la convivencia social, aspectos integrales para la política 
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democrática (1961, pág. 12). De acuerdo con Lucas Alamán (1792-1853), 
importante político conservador de la época, después de la independencia, el 
catolicismo es “el único vínculo que une a todos los mexicanos en un momento en 
que los demás lazos se han cortado”. Se trata, explica Marcelo Carmagnani, del 
momento cuando “la Iglesia consolida su poder gracias a la persistencia del 
patronato, la unidad entre Estado e Iglesia, que incluso los liberales defienden como 
un derecho en las repúblicas independientes” (2011, pág. 189). 

Tanto la administración colonial española, como la portuguesa y francesa, se 
caracterizaron por que el gobierno se encontraba en manos de oficiales nombrados 
desde Europa; ello significó la exclusión para indígenas y población de origen 
africano, e incluso para los criollos. Como lo señala Waldo Ansaldi, a las 
tradicionales exclusiones ideadas en Europa-las clases “peligrosas”, las mujeres y 
los dementes- las metrópolis añadieron en Latinoamérica “una cuarta, de orden 
étnico: los pueblos originarios y los afroamericanos” (pág. 4). Esta exclusión 
perduraría como herencia cultural para nuestros pueblos, en forma de 
discriminación racial y segmentación social, y dificultaría (aún en la actualidad) la 
integración de la identidad nacional. Los criollos impulsaron la independencia por la 
marginación que les afectaba, y para la defensa y promoción de sus intereses. Sin 
embargo, los movimientos que realizaron durante el primer cuarto del siglo XIX 
hicieron poco por establecer gobiernos más democráticos en los nuevos países 
(Porter y Alexander 1961, pág. 12-13). 

Si bien algunos procesos independentistas surgieron por el alzamiento de masas, 
como en el caso de México, o al menos por el levantamiento de las clases medias 
urbanas, para el final de los mismos el efecto neto fue que el poder había pasado 
de las manos de los oficiales españoles a las de los miembros de la aristocracia 
nacida en América y de la oligarquía terrateniente (Portes y Alexander 1961, pág. 
14). 

No obstante esa realidad, tirios y troyanos, es decir, todos -republicanos, liberales, 
conservadores, caudillos y hasta dictadores- gustaban de usar las formas de la 
democracia, tal y como se postulaba en las constituciones promulgadas por los 
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intelectuales criollos, pero en lo cual creían poco los terratenientes oligarcas que 
detentaron el poder real. Estos últimos supieron oportunamente aliarse con los 
líderes (o caudillos) de las nacientes fuerzas armadas, las que comenzaron a cobrar 
un mayor rol político en los países latinoamericanos. De este modo, los ejércitos y 
la Iglesia fueron las instituciones que protegieron del caos a estos países (Portes y 
Alexander 1961, pág. 15). 

El ejército representaba la tan ansiada estabilidad y la urgente defensa del nuevo 
status quo. Representaba un bloque contra los intentos de la clase baja de proveer 
al movimiento independentista de un contenido social, segúnn Portes y Alexander: 
“Los militares se tornaron defensores del sistema de las grandes propiedades y, 
peor aún, los ‘generales’ compartieron el poder político con los ‘doctores’ 
provenientes de la aristocracia” (1961, pág. 16). 

Pasado un tiempo, a mediados del siglo XIX, ocurrió un reacomodo en las 
instituciones estabilizadores dentro del orden social posindependentista. 
Seguramente por el influjo del pensamiento liberal, tanto en lo económico como en 
lo político, se dio un creciente sentimiento de rechazo entre las clases altas y medias 
en contra del predominio de la Iglesia. Es por ello que los partidos liberales o 
anticlericales atacaron a los grupos conservadores o ultramontanos en 
prácticamente todas las repúblicas latinoamericanas. En un proceso continuo, la 
Iglesia fue despojada de sus privilegios y de sus tierras. Con la venida a menos de 
los religiosos las fuerzas armadas cobraron mayor importancia, fueron copartícipes 
de la victoria de los liberales y, en correspondencia, se convirtieron en los más 
decididos defensores de los derechos y privilegios de la clase terrateniente (Portes 
y Alexander 1961, pág. 17). 

Atendiendo a esa dinámica establecida, pasados cincuenta años desde que la 
mayoría de los países latinoamericanos adquirieron su independencia, estas 
naciones se encontraban aún dominadas por pequeñas oligarquías. La tierra, 
principal fuente de riqueza e ingreso, era poseída por un reducido grupo que, en su 
mayoría, eran descendientes de los conquistadores de los tres siglos y medio 
anteriores. La nación prácticamente no existía, en la mayoría de países no se había 
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logrado la unidad como nación (Portes y Alexander 1961, pág. 18). La siguiente 
afirmación de Portes y Alexander da cuenta del estado social en que se encontraban 
estos países: 

Los grupos económicos y sociales bajos tenían escaso sentimiento de lealtad 
a sus “naciones”, y, ciertamente, era frecuente que ignoraran su existencia. 

El indio todavía tendía a ser leal a su tribu o grupo lingüístico; la lealtad del 
negro era aún hacia el jefe patriarcal o a su grupo racial. La europeizada clase 
alta sentía que tenía mucho más en común con las clases educadas del Viejo 
Mundo que con las masas de personas de sus propias naciones (1961, pág. 
19). 

Este síntoma entre la clase dominante latinoamericana, el identificarse con Europa, 
llevó a muchos criollos, desde la colonia, pero también después de la 
independencia, a buscar educar a sus hijos en ese continente. Tradición que, en 
parte, aún se mantiene, pues luego se dio también la opción de enviarlos a estudiar 
a Estados Unidos. La tierra natal, la patria del criollo, se figuraba, así, como una 
vasta propiedad, una finca, hacienda, estancia, fundo, de donde poder obtener 
medios para así salir al extranjero a europeizarse o norteamericanizarse, sin el 
menor apego patrio o nacionalista, sino con el desprendimiento con el que se 
administra una unidad económica para la obtención de riqueza. 

En la segunda mitad del siglo XIX, comenzaron a sucederse diferentes eventos de 
índole económica que incidirían en el rumbo que habría de tomar Latinoamérica. 
Los efectos de la Revolución industrial se hicieron sentir en el subcontinente. La 
demanda de productos, especialmente de materias primas, alimentos y minerales, 
requería la renovación del aparato productivo tradicional en los distintos países. 

De acuerdo con Celso Furtado, los países latinoamericanos se insertan en las 
nuevas líneas en expansión del comercio internacional a partir de los años cuarenta 
del siglo XIX y tienden a configurarse tres grupos dedicados a la exportación de 
productos primarios: “a) países exportadores de productos agrícolas de clima 
templado; b) países exportadores de productos agrícolas tropicales, y c) países 
exportadores de productos minerales”. Dependiendo de la actividad comercial 
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exterior a que se dedicaran, ello contribuyó a configurar una estructura económica 
particular en cada país (1974, pág. 50). 

Dentro del primer grupo de países se encuentra esencialmente Argentina y 
Uruguay, en donde se realizará un uso extensivo de la tierra. El grupo de países 
dedicados a la explotación de productos agrícolas “congrega a más de la mitad de 
la población latinoamericana”. Comprende a Brasil, Colombia, Ecuador, América 
Central y el Caribe, también algunas regiones de México y Venezuela. Estos países 
competirán con áreas coloniales y con la región de Estados Unidos. Mantuvieron 
los productos típicamente coloniales, el azúcar y el tabaco, hasta finalizar el siglo. 
Y se introdujeron el café y el cacao, los cuales tuvieron una rápida expansión de la 
demanda que favoreció a los productos tropicales tener un papel dinámico en la 
integración de estas economías en el comercio internacional. Algo importante a 
considerar es que, en estas economías, y atendiendo a la naturaleza de su 
producción, “por sus características, en general no exigieron la construcción de una 
importante infraestructura; por el contrario, en muchas regiones se continuaron 
utilizando los medios de transporte anteriores” (Furtado 1974, pág. 50-51). 

En cuanto al tercer grupo de países, estuvo constituido por los que exportaron 
productos minerales, en donde se incluye a México, Chile, Perú y Bolivia. Más tarde 
se sumará Venezuela, como exportador de petróleo, durante el tercer decenio del 
siglo XX (Furtado 1974, pág. 52). 

Esta segunda mitad del siglo XIX, fue también la del predominio liberal en 
Latinoamérica. Momento en el cual se evidenciará las contradicciones que asume 
esa ideología, pues, por una parte, es liberal en lo económico, en tanto, por otra, 
manifiesta signos de conservadurismo político. En cuanto a la dinámica económica, 
resulta válida la afirmación de Dení Trejo Barajas, según la cual: 

Las diversas actividades económicas, en especial la agricultura y la minería, 
en las condiciones en que podían ser explotadas productivamente, o aún 
más, en aquellas situaciones en que no era así, imponían la perpetuidad de 
las estructuras del mundo colonial, de la servidumbre, de la esclavitud, de la 
extrema concentración de la renta y el monopolio del poder por reducidas 
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élites. Con ello hacían prevalecer una estructura social en evidente 
contradicción con los supuestos teóricos del liberalismo (1988, pág. 117). 

Al final de cuentas, la variable política y la económica darán una connotación 
sesgada a ese liberalismo que favorece a una oligarquía, en un principio criolla, 
terrateniente, que monopolizará el poder político sin buscar las transformaciones 
sociales en la construcción de los Estados nacionales latinoamericanos. 
Discursivamente, serán estados republicanos, democráticos y, de letra muerta, 
constitucionalistas, pero, de hecho, continuarán preservando el orden colonial hasta 
donde les sea posible, porque les favorece. La inserción latinoamericana en el 
mercado mundial, con lo que se definirá su rol dentro de la división internacional del 
trabajo, les dará a estos países un lugar marginal, como proveedores de materias 
primas, y definirá economías dependientes dentro del orden del sistema capitalista. 
Todo ello se traducirá en el subdesarrollo regional, al no haber roto las élites con las 
estructuras productivas heredadas de España. 

3.1 Origen y evolución 

En 2018, se publicó en español el valioso trabajo de John Keane intitulado “Vida y 
muerte de la democracia”. En el primer capítulo, Keane aborda el tema del origen 
de la democracia: “...hace 2600 años... los griegos... reivindicaron una invención 
cuya importancia hoy se compara con la rueda, la imprenta, la máquina de vapor y 
la clonación de células madre...[,] los griegos la llamaron démokratia ..Sin 
embargo, este autor plantea que la democracia “no fue una invención griega, como 
este libro demuestra por primera vez”, de manera que “uno de los primeros asuntos 
que se debe aclarar en toda historia actual de la democracia es lo que podría 
describirse como el plagio griego de la democracia” (2018, pág. 13-14). 

¿Cómo se adjudicó la autoría o invención de la democracia a los griegos? Keane 
afirma que esta idea fue “[difundida por la mayoría de las obras teatrales, poemas 
y tratados filosóficos griegos”. De esta manera, se consolidó “la versión de que la 
Atenas del siglo V se lleva el crédito de haber creado la idea y la aplicación de la 
democracia”, la cual “convencía a sus contemporáneos y sigue convenciendo hasta 
hoy a la mayoría de los observadores; sin embargo, es falsa” (2018, pág. 14-15). 
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Keane señala que las raíces de la democracia se encuentran entre siete y 10 siglos 
atrás del siglo V, que corresponde a la civilización de la Edad del Bronce tardía (ca. 
1500-1200 a.C.), la cual se extendió especialmente en Micenas y otros lugares del 
Peloponeso. De acuerdo con descubrimientos de los arqueólogos contemporáneos, 
“la práctica democrática de las asambleas autogobernadas tampoco es una 
innovación griega”. El modelo democrático asambleario tuvo origen, por vez 
primera, en el Oriente, “en las tierras que corresponden geográficamene a los 
actuales países de Siria, Irak, e Irán”. Posteriormente, la práctica del autogobierno 
popular fue transportada hacia el este, con dirección al subcontinente indio, en 
donde después del 1500 a.C., durante el período védico temprano, “se tomaron 
comunes las repúblicas gobernadas por asambleas”. De igual manera, la costumbre 
viajó rumbo al oeste, a través de las ciudades fenicias, Biblos y Sidón, luego Atenas, 
en donde, en el siglo V antes de nuestra era, “se proclamó como un sistema 
exclusivo de Occidente, un signo de su superioridad sobre el ‘barbarísimo’ del 
Oriente” (2018, pág. 15). 

¿Qué implicaciones tuvo la invención de la democracia? ¿Qué trajo de nuevo? ¿Por 
qué resultó tan importante al punto de convertirse en un legado para la humanidad? 
Según Keane, la implicación radical que tuvo y sigue perdurando es que “suponía 
que los seres humanos podían inventar y hacer uso de instituciones diseñadas 
específicamente para dejarlos decidir por sí mismos, como iguales, cómo habrían 
de vivir juntos en la Tierra” (2018, pág. 15). El gobierno, de este modo, era una 
invención humana, no divina, que como institución estaba sujeta a la voluntad de 
las personas, quienes podían y debían decidir la manera de convivir socialmente. 
Esto significó asumir una responsabilidad frente al poder para crear formas más 
tolerables de convivencia en una comunidad que se autodirige, se crea y recrea, de 
acuerdo a sus intereses y prioridades específicas. Conllevó también volverse sujeto 
comunitario del poder, al compartir y participar de la responsabilidad política, 
haciendo a un lado la tradicional concepción individualista o elitista de una clase 
gobernante. El gobierno pasó a ser un interés de todos, en donde era necesario 
participar, la asunción del ser político o la afirmación del zoon politikón (animal 
político) de Aristóteles. 
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Para Keane, es posible definir la existencia de tres fases históricas en el desarrollo 
de la democracia. La primera corresponde a la manera original, según la cual se 
concibió a la democracia como forma “participativa” o “directa”, es decir, “entendida 
como la participación de toda la ciudadanía en las decisiones que afectan sus vidas, 
por ejemplo mediante el sufragio y la aceptación de la decisión de la mayoría”. En 
esta fase se crearon y difundieron las asambleas públicas. Todo esto ocurrió a partir 
del año 2500 a.C. en la región del Medio Oñnete. Luego se amplió a la cultura griega 
y romana, hasta comprender el islam temprano antes del 950 d.C., para concluir 
con la difusión de asambleas rurales a través Islandia, las Islas Feroe y otros lugares 
(Keane 2018, pág. 19). 

De acuerdo con la concepción tradicional, después de la desaparición de la 
República romana la democracia prácticamente desapareció de Europa. Así lo han 
expuesto Robert Dahl y James Bryce, como lo señale Keane. Sin embargo, “[ejsta 
percepción, empapada en prejuicios occidentales modernos, es rotundamente 
falsa”, debido a que en esta primera fase de la democracia instituciones que le son 
esenciales -como el autogobierno- se diseminaron a lo largo de bastas regiones 
como el subcontinente indio y en el imperio fenicio hasta la región costera de la 
provincia europea. Las asambleas populares arraigaron junto a otras normas y 
costumbres subordinadas, como las constituciones escritas, el pago a los miembros 
del jurado y también a funcionarios electos, libertad de hablar en público, el voto por 
sorteo o juicio ante jurados electos o designados, expone Keane. Otros elementos 
complementarios que también se dieron fueron el de la elección obligatoria de reyes, 
el establecimiento de períodos de mandato limitados y el ostracismo de los 
demagogos por la asamblea que así lo decidiera por voto mayoritaño (2018, pág. 
19-20). 

La segunda fase del desarrollo histórico de la democracia comienza alrededor del 
siglo X de nuestra era, la cual se caracteriza por comprender la región del Atlántico, 
conformada por Europa y América, desde las costas del viejo continente hasta las 
de la parte norte y sur del nuevo mundo, que configuran un triángulo. Esta fase 
concluiría hasta la primera mitad del siglo XX, por lo que comprende una amplia 
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gama de eventos. En un inicio, se caracterizó por la resistencia en la península 
ibérica a la dominación islámita, que en el siglo XII propició la invención de las 
asambleas parlamentarias. Su conclusión, ya en el siglo XX, estuvo marcada por la 
destrucción de las instituciones y formas de la vida democrática mediante las 
guerras mecanizada, las dictaduras y los gobiernos totalitarios, significados en los 
eventos de la Primera y Segunda Guerra Mundial (Keane, 2018, pág. 21). 

Dentro de ese período de casi mil años, se dio el renacimiento de las ciudades, las 
luchas religiosas de la Reforma e importantes revoluciones como las de los Países 
Bajos (1581), Inglaterra (1644), Suecia (1720), Estados Unidos (1776) y Francia 
(1789). Sin embargo, el significado original de la democracia cambió de 
“participativa” o “directa”, para convertirse en “representativa”, como oportunamente 
se estudió al revisar tanto la revolución norteamericana como la francesa (Keane 
2018, pág. 21). Tal y como lo ha expresado John Dunn: “Fueron [estas] dos grandes 
crisis políticas en cada costa del Noratlántico las que regresaron la democracia a la 
vida política cuando ya estaba bien avanzado el siglo XVIII” (2014, pág. 118). 

No se sabe con exactitud quién fue la primera persona que utilizó la expresión 
“democracia representativa”; lo cierto es que uno de los precursores fue el marqués 
René d’Argenson (1694-1752), durante el reinado de Luis XV. Sobre el nuevo 
significado que adquiriría la democracia, Keane cita lo escrito por d’Argenson en sus 
“Considérations sur le gouvernement anden et présent de la France” (1765), quien 
expone que: “...En la verdadera democracia uno opera a través de representantes 
que han sido autorizados por medio de elecciones; la misión de quienes han sido 
elegidos por el pueblo y la autoridad que representan constituye el poder público” 
(2018, pág. 21). 

El buen gobierno, en adelante, no suponía la participación de todos los ciudadanos, 
así el sentido de la afirmación de Thomas Paine: “Si Atenas hubiese adoptado el 
sistema de representación habría superado a su propia democracia” (Keane 2018, 
pág. 22). Esta era una visión defendida por los liberales de finales del siglo XVIII 
que, como vimos oportunamente, expusieron el argumento tanto en Estados Unidos 
como en Francia de lo impracticable que resultaba la democracia directa. En El 
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Federalista número diez, Madison planteó que la diferencia entre democracia y 
república se basaba en la representación, en donde se delega la facultad de 
gobernar, y que con ello se podía comprender a un mayor número de ciudadanos y 
también de territorio (ver pág. 163 para la correspondiente cita). 

Sin embargo, también existió la defensa radical de la democracia, en personajes 
como Rousseau o Babeuf. De acuerdo con María José Viilaverde: 

La diferencia radical entre Rousseau y los teóricos del derecho natural estriba 
en que para el primero la soberanía debe residir siempre en el pueblo, sin 
que le sea posible a éste delegarla en unos representantes. El pueblo debe 
obligatoriamente hacer las leyes por sí mismo, siendo el gobierno un simple 
comisionado encargado de la ejecución de los mandatos del soberano, 
obligado a rendir cuentas, y pudlendo ser destituido por éste en cualquier 
momento. 

Mientras que la doctrina liberal se basa en la división de poderes y en el 
principio de delegación, que nuestro sistema político democrático del siglo 
XVII (sic.), Rousseau, con su rechazo del sistema representativo, se distancia 
de ella ostensiblemente (Rousseau 1993, pág. XXII-XXIII). 

En el siglo XIX los ataques contra Rousseau continuaron, tal el caso del realizado 
por Benjamín Constant, quien acusa al ginebrino de haber pretendido “implantar un 
modelo de sociedad obsoleto que se caracterizaba por el predominio de la libertad 
‘antigua’”, en su célebre discurso de 1819 “Sobre la libertad de los antiguos 
comparada a la de los modernos”, pronunciado en el Ateneo de París. Libertad que 
consistía en el sometimiento del individuo a la colectividad, e implicaba la pérdida 
de la independencia y de la libertad individuales, en aras del interés común” 
(Rousseau 1993, pág. XXVI). Constant lo manifiesta claramente así, cuando critica 
de dónde provienen esas tendencias de preferir la libertad anacrónica del pasado: 

Pero esos hombres sacaron varias de sus teorías de las obras de dos 
filósofos que no habían reparado en los cambios que suponen dos mil años 
en la disposición del género humano. Analizaré el sistema del más ilustre de 
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estos filósofos, Juan Jacobo Rousseau, y mostraré que extrapolando a 
nuestra época moderna un alcance del poder social, de soberanía colectiva, 
que pertenecía a otros siglos, este genio sublime que animaba el amor más 
puro de la libertad, ha proporcionado sin embargo los más funestos pretextos 
a más de una clase de tiranía (Constant 2013, pág. 89). 

Para Constant, así como para los liberales, en la Antigüedad se privilegió la libertad 
“positiva”, es decir, la participación del individuo para la consecución del bien 
común, en un tiempo en el que no existía la individualidad, la persona como sujeto 
único, con intereses propios que no necesariamente coinciden con los de la 
comunidad: “...El peligro de la libertad antigua consistía en que atendiendo 
únicamente a asegurar la repartición del poder social, los hombres no privilegiaron 
los derechos ni los goces individuales...” Pero, la libertad de los modernos, es decir, 
la negativa, también conlleva sus riesgos, pues: “El peligro de la libertad moderna 
consiste en que, absortos en el disfrute de nuestra independencia privada y en la 
procuración de nuestros intereses particulares, renunciamos fácilmente a nuestro 
derecho de repartición del poder político” (Constant 2013, pág. 94). Este peligro que 
señala Constant, sería una preocupación que se evidenciaría para principios del 
siglo XXI, después del triunfo de la democracia en Latinoamérica, en donde existe 
nostalgia por la estabilidad económica, valga decir, observada en los anteriores 
regímenes milistaristas, como se muestra en el informe sobre la democracia en 
América Latina del Programa de Naciones Unidas de 2004: “...una proporción 
sustancial de latinoamericanos valora al desarrollo económico por sobre la 
democracia y estaría dispuesta a dejar de lado la democracia en caso de que un 
gobierno no democrático pudiera solucionar sus problemas económicos” (Caputo 
2004, pag. 132). 

Otra manifestación simbiótica del invldidualismo (el estar bien personal) se 
evidencia en países como Guatemala también en el famoso “clientelismo” político- 
electoral, específicamente en tiempo de las elecciones populares, en donde a 
cambio de regalos (playeras, gorras, láminas, etc) y estímulos económicos en dinero 
o en especie (rifas de electrodomésticos, bicicletas, cuadernos, baldes plásticos, 
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posillos y hasta carteritas de fósforos), el voto se vuelve una mercancía barata para 
obtener algo a cambio, en medio de un escenario de pobreza y pobreza extrema. 

En medio de este contexto doctrinario, la democracia llegó a los países 
latinoamericanos fundida con el constitucionalismo y el republicanismo, la fundación 
del Estado y de la patria, la identidad nacional y la construcción de una identidad. 
Sin embargo, como ha quedado evidenciado en apartados anteriores, nuestra 
deocracia fue limitada, discursiva (aparecía prácticamente en todas las 
constituciones latinoamericanas) y desmentida en la realidad, debido a las 
estructuras de poder de oligarquías que, en la práctica, resultaban conservadoras y 
afines al continuismo del sistema colonial heredado; sin ánimo de buscar 
verdaderos cambios sociales, económicos y, por supuesto, menos políticos. 

En Latinoamérica se leyó la doctrina, pero pocos fueron quienes quisieron 
implementar los cambios necesarios en la realidad de los nuevos países. Y esos 
soñadores, con todos sus defectos y limitaciones, fueron rápidamente depuestos, 
sustituidos y posteriormente enaltecidos en nombre de una libertad, democracia y 
republicanismo que nunca llegaron. Ahí están los nombres de Hidalgo, Morelos, San 
Martín, Bolívar, Sucre, O’Higuins y otros más: su memoria fue consagrada en un 
patriotismo oficial, mas no sus ideales para transformar la realidad latinoamericana. 

En esta segunda fase de la democracia, Guatemala vivió una década en la que, por 
vez primera, se buscó hacer efectivo el modelo, en el período 1944-1954. A 
comienzos de este perído se promulgó la Constitución de 1945, en donde se 
incorporó una gama de normas de contenido social que, con un sentido reformista, 
pretendieron modernizar el país, impulsar el crecimiento del mercado interno, 
establecer condiciones para el desarrollo del capitalismo que rompiera con las 
rémoras coloniales de servidumbre, todavía existentes para ese momento. El 
programa de reformas se propuso atender el problema estructural básico de la 
economía interna, es decir, la distribución de la tierra que, con la Reforma liberal de 
Barrios, agudizó la concentración de la propiedad, política que continuó con el 
presidente Manuel Estrada Cabrera, quien realizó importantes concesiones a lo que 
sería la empresa norteamericana United Fruit Company (UFCO). 
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Durante el segundo gobierno democrático, el presidente Jacobo Arbenz Guzmán, 
con la promulgación del Decreto 900, Ley de Reforma Agraria, implemento la 
expropiación de tierras ociosas, que fueron pagadas con bonos del tesoro conforme 
el valor declarado para el cobro de impuestos. La reforma agraria, en los dos años 
que duró, favoreció a 100,000 familias y tuvo impacto positivo. Sin embargo, debido 
al plan organizado por el gobierno norteamericano para deponer al régimen 
guatemalteco, el país fue invadido por tropas mercenarias desde Honduras, con el 
financiamiento, asesoría, apoyo aéreo y dotación de armamento de Estados Unidos. 
Al no oponer resistencia el ejército guatemalteco, “triunfó” el denominado 
Movimiento de Liberación Nacional (MLN); Arbenz renunció en julio de 1954 y se 
estableció el gobierno de facto del coronel Carlos Castillo Armas. Este régimen dio 
inicio a una fase de autoritarismo que se prolongaría hasta 1986, cuando ocurrió el 
retorno a la democracia, en la siguiente fase internacional de la democracia. 

Esta segunda fase de la democracia, en la parte final, se vio afectada por la 
prevalencia del conflicto de la Guerra Fría, surgida inmediatamente después de la 
conclusión de la Segunda Guerra Mundial. Y esa guerra, cruenta para los países 
periféricos y no para las dos superpotencias en contienda, concluyó hasta que se 
dio el desmonoramiento del bloque socialista, encabezado por la Unión Soviética, 
iniciado a mediados de los años ochenta, hasta el cisma final de 1991. 

No obstante, dentro de esta segunda fase se dio lo que Keane denomina “la era de 
la representación”, la cual desató lo que Alexis de Tocqueville llamó, al observar la 
vivencia de los Estados Unidos a principios del siglo XIX, la “gran revolución 
democrática” a favor de la igualdad política y social (Keane 2018, pág. 24). 
Tocqueville lo plantea desde la introducción de su obra “La democracia en América”, 
en donde afirma lo siguiente: 

Entre las cosas nuevas que durante mi permanencia en los Estados Unidos, 
han llamado mi atención, ninguna me sorprendió más que la igualdad de 
condiciones. Descubrí sin dificultad la influencia prodigiosa que ejerce este 
primer hecho sobre la marcha de la sociedad. Da al espíritu público cierta 
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dirección, determinado giro a las leyes; a los gobernantes máximas nuevas, 
y costumbres particulares a los gobernados (2000, pág. 31). 

Tocqueville, al analizar la experiencia democrática estadounidense, no puede evitar 
pensar en Francia, su propio país, y, al hacerlo, señala lo que considera son las 
condiciones para la dominación y el sometimiento de la mayoría por un sector 
privilegiado: 

Me remonto por un momento a lo que era Francia hace setecientos años. La 
veo repartida entre un pequeño número de familias que poseen la tierra y 
gobiernan a los habitantes. El derecho de mandar pasa de generación en 
generación con la herencia. Los hombres no tienen más que un solo medio 
de dominar unos a los otros: la fuerza. No se reconoce otro origen del poder 
que la propiedad inmobiliaria (2000, pág. 31). 

De lo expuesto por Tocqueville se desprenden argumentos importantes para la 
existencia real de la democracia: en un régimen tal debe existir la igualdad, la cual 
no sólo comprende el aspecto político, sino también el social y el económico; la 
propiedad de la tierra, arguye, condicionó en Francia la posibilidad de que fuera 
gobernada por un pequeño número de familias, las cuales adquieran el derecho de 
mandar y lo trasladaron de generación en generación, al punto de convertirse en 
parte de su herencia; el dominio entre los hombres sólo puede darse a través de la 
fuerza; y finalmente, concluye, el origen del poder se encuentra en la propiedad 
inmobiliaria, es decir, en una causa económica que hace posible el dominio sobre 
los demás. 

En verdad, es muy esclarecedora la visión de Tocqueville en los albores de la 
democracia en el país que, para ese momento, representa su mejor lugar de 
vivencia y el laboratorio en donde se experimenta cuáles pueden ser sus mejores 
resultados. 

En esta fase de la democracia queda planteda, pues, la disyuntiva, el dilema, entre 
la libertad que señala Constant y la igualdad que agudamente observa Tocqueville, 
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los que servirían como los dos hilos conductores para la definición de hasta dónde 
puede llegar la democracia. ¿Qué priorizar: libertad individual o igualdad colectiva? 

Las luchas sociales dieron cuenta de la búsqueda de la igualdad, como condición 
para la libertad. La representación se vio estrechada, afirma Keane, “con la 
anulación del derecho a voto de ciertos grupos, en particular la población negra, 
pobre e indígena” (2018, pág. 24). La universalización del derecho al voto comenzó 
a principios del siglo XX. Primero lo obtuvieron los hombres adultos y, más tarde, 
también las mujeres. Pero fue también ese el momento de las manifestaciones 
totalitarias y las dictaduras militares que, a manera de reacción, buscaron limitar la 
expansión de la democracia al asaltar el poder e imponer regímenes represivos, 
como sucedió en Europa y Latinoamérica. 

Y, finalmente, se ha llegado a la tercera fase de la democracia, la denominada 
“tercera ola” por Huntington, ocurrida a finales del siglo XX. De acuerdo con este 
autor, ella comenzó: “...veinticinco minutos después de medianoche, el martes 25 
de abril de 1974, en Lisboa, Portugal, cuando una estación de radio transmitió la 
canción ‘Granóla Vila Morena’”, señal para que se procediera a ejecutar el golpe de 
Estado en contra del dictador Marcello Caetano (1994, pág. 17), en lo que se conoce 
como la Revolución de los Claveles. 

Keane, en relación a esa nueva fase democratizadora, propone una comprensión 
más amplia cuando plantea que 

...Este renacimiento no fue consecuencia de la Revolución de los Claveles 
de Portugal en 1974 ni de las revoluciones de Terciopelo de Europa Central 
y Oriental de 1989, como suele pensarse; es un proceso mucho más viejo 
que de ninguna manera ha concluido, aun cuando ha llevado a la democracia 
más allá de los horizontes habituales hacia un territorio desconocido. El 
desarrollo más obvio es la transformación de la democracia en una fuerza 
global... (2018, pág. 25-26). 

El escenario ha cambiado radicalmente. Así, por ejemplo, en 1941 sólo existían 11 
democracias en el planeta, después de la prevalencia de regímenes fascistas y 
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autoritarios. Existe una exacerbación del entusiasmo, al punto que la organización 
“Freedom House”, en su informe de 1990, ha llamado al siglo XX el democrático. 
En él se resalta que, para 1990, predominaban las monarquías y los imperios, en 
tanto, para finales del siglo XX, “119 países de un total de 192 podían definirse como 
‘democracias electorales’”, y “...el reporte intenta probar que todo apunta hacia un 
triunfo global de la democracia representativa...” Keane no está de acuerdo con ese 
planteamiento, pues “las tendencias actuales son bastante diferentes” (Keane 2018, 
pág. 26-27). 

Sin embargo, a pesar de que la información oficial sobre la prevalencia de 
regímenes democráticos resulta apabullante, pues nunca había habido tal grado de 
democracia a nivel mundial, se evidencian problemas y cuestionamientos. En 
respuesta a esas preocupaciones sobre la democracia, han comenzado a proliferar 
diversas propuestas teóricas que tratan sobre la “posdemocracia”, al punto de que 
existe una abundante literatura al respecto. 

¿Qué debe entenderse con la afirmación de “posdemocracia”? ¿Cuáles son los 
síntomas que aquejan a la democracia en esta tercera ola? ¿En qué se diferencia 
de las fases anteriores? No existe consenso para dar respuesta unánime a estos 
interrogantes, pero sí tendencias en establecer cuáles son los síntomas que aquejan 
a la democracia. Keane, por ejemplo, afirma que: “...la democracia actual está 
plagada de fallos en el mercado y lastrada por la desigualdad social...” (2018, pág. 
33). Estos aspectos corresponden a las falencias económicas que ocurren dentro 
de la democracia, que se resumen en injusticia social. 

Sin embargo, también hay otras manifestaciones como, por ejemplo: 

...[La] merma en la filiación a los partidos políticos y, principalmente entre los 
jóvenes y los pobres inconformes, una participación fluctuante en las 
elecciones y una creciente falta de respeto por los “políticos” y las “políticas” 
oficiales, al grado de orquestar boicots y campañas satíricas en contra de 
todos los partidos y sus candidatos (Keane 2018, pág. 33-34). 
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La crisis de la democracia es percibida por el líder español del movimiento Podemos 
en una dimensión económica y política, de forma que: 

En tiempos de crisis, la compatibilidad entre el capitalismo y la democracia 
regresa como interrogante. 

La financiarización de la economía, la desregulación económica y la 
capacidad de presión de las grandes empresas son factores que limitan la 
capacidad de gestión del Estado. Igualmente, la cartelización de los partidos 
políticos, la saturación audiovisual, el imaginario hegemónico consumista y la 
asunción por parte de las clases medias del “capitalismo popular” debilitaron 
el compromiso de posguerra con los valores socialdemócratas. Esto lleva a 
una mirada nostálgica sobre la “democracia” perdida. Pero detrás de la 
“posdemocracia” se esconde un proceso de mayor calado: la centralidad de 
la “pospolítica”, que neutraliza el elemento central de la democracia: el 
conflicto (Monedero 2012, pág. 68). 

Diferentes pensadores contemporáneos han formulado estas preocupaciones en 
expresiones tales como: democracia “delegativa”, “de baja intensidad”, 
“incompleta”, “incierta” o, como plantea Moreno, “en la exacerbación de la paradoja, 
‘autoritaria’” (2012, pág. 81). 

Norberto Bobbio ha planteado que existen seis “falsas promesas” de la democracia 
(2010, pág. 28), que sucintamente son las siguientes: 

a) El nacimiento de la sociedad pluralista: El ideal que se forjó para la sociedad 
democrática, dice Bobbio, era el de una sociedad centrípeta. Sin embargo, 
en la práctica, lo que se ha logrado es una sociedad centrífuga, que no tiene 
por centro la voluntad general de Rousseau, sino muchos centros, al punto 
de poder llamarse policéntrica, poliárquica, o -lo que es más fuerte- 
policrática. La soberanía popular fue forjada a imagen y smejanza de la 
soberanía del príncipe, debía ser el modelo para una sociedad monista. Sin 
embargo, la sociedad real que subyace en los gobiernos democráticos 
actuales es pluralista (2010, pág. 30). Evidentemente, no existe convergencia 
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hacia un centro de interés, que sería el bien común, sino la proliferación de 
intereses sectoriales, y eso deviene en una sociedad que adopta decisiones 
contradictorias e incluso en pugna unas con otras. 

b) La reivindicación de los intereses: Una preocupación en el diseño de la 
representación para Sieyés y otros ideólogos de la representación, fue que 
el elegido representante no podía ser sometido a un mandato obligatorio, que 
les permitiera a los electores el cumplimiento de ciertos intereses o 
promesas. “...El mandato libre, expresión incuestionable de la soberanía, fue 
transferido de la soberanía del rey a la soberanía de la asamblea elegida por 
el pueblo...”. Esto, muy convenientemente, significó despojar ai pueblo de la 
soberanía para radicaría en el órgano de representación, ya que: “Desde 
entonces, la prohibición de mandato imperativo se transformó en una regla 
constante de todas las constituciones de democracia representativa”. No 
obstante, resalta Bobbio: “Jamás una norma constitucional ha sido tan 
violada como la prohibición de mandato imperativo; jamás un principio ha 
sido tan menospreciado como el de la representación política” (2010, pág. 
31). El modelo surgió apenas en la década de los setenta del siglo XX y se 
le ha llamado “neocorporativista”, “la sociedad neocorporativa” se define 
“como una forma de solución de los conflictos sociales que utiliza un 
procedimiento, el acuerdo entre las grandes organizaciones”, con lo cual se 
ha traicionado la representación política, “y que, en cambio, es una típica 
expresión de la representación de intereses” (2010, pág. 32). ¿Qué 
intereses? Los de las corporaciones, trutsts, cárteles, transnacionales. Con 
ello, la efectividad del poder estatal se ha visto disminuida para llegar a 
convertirse en un árbitro, generalmente impotente, señala Bobbio. 

c) Persistencia de las oligarquías: Una tercera falsa promesa de la democracia 
fue la derrota de las oligarquías. Gaetano Mosca expuso a finales del siglo 
XIX la teoría de la clase política que, gracias a Pareto, se le denominó teoría 
de las élites. El principio fundamental de la democracia ha sido la libertad, lo 
que se traduce en autonomía, la capacidad de legislar por sí mismo, de 
manera que quien gobernaba se otorgaba sus propias leyes. Mas, como lo 
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señala Bobbio, “la democracia representativa, que es la única forma de 
democracia existente y practicable, es en sí misma la renuncia al principio de 
la libertad como autonomía”. Se trata, pues, de una democracia que no lo es, 
en donde el pueblo ha renunciado a su fundamental soberanía, a su libertad, 
para trasladarla a una élite, a una clase política que legisla sin mandato 
obligatorio con respecto al pueblo, pero sí con respecto a las corporaciones. 
Porque para pensadores como Bobbio, así como para esas élites: “Nada es 
más peligroso para la democracia que el exceso de democracia” (2010, pág. 
33). 

d) El espacio limitado: La democria buscó forjarse en el ámbito de lo político. 
Sin embargo, ella debía ampliarse para llegar a convertirse en democracia 
social: “no tanto en la respuesta a la pregunta ¿quién vota? como en la 
contestación a la interrogante ¿dónde vota?” De lo que se trata, dice Bobbio, 
es de saber de “los espacios en los que pueden ejercer ese derecho” al voto. 
Y, en ese sentido, la democracia debería aspirar a “los dos grandes bloques 
de poder que existen en lo alto de las sociedades avanzadas, la empresa y 
el aparato adinistrativo”, pues en tanto no lleguen a incidir en ellos “el proceso 
de democratización no podrá considerarse realizado plenamente” (2010, 
pág. 35). Y, en efecto, esos dos grandes bloques de poder, la empresa y el 
aparato administrativo, en nada pretenden ser democráticos, ni lo son; por el 
contrario, son organizaciones típicamente jerarquizadas, autoritarias y 
avasalladoras en su funcionamiento y desarrollo, administradas por élites: los 
propietarios o sus representantes (con mandatos indiscutiblemente 
obligatorios) y por la clase política de turno (representantes de los partidos). 
Curiosamente, tanto los propietarios como sus ejecutivos, pueden y 
efectivamente llegan a convertirse en parte de la clase política, para así 
promover sus intereses corporativos. 138 


138 Sobre la converción de empresarios y ejecutivos a políticos, para promover intereses corporativos, 
es ilustrativo el documental de Charles Ferguson “Inside Job” (“Trabajo confidencial) de 2010, que 
trata sobre la crisis financiera de las hipotecas basura que llevó a la peor recesión mundial desde la 
Gran Depresión de 1929. Es posible ver un tráiler sobre este documental en el siguiene link, 
consultado el 12 de julio de 2019: https://www.voutube.com/watch?v=93ewqPVBpK4 . 
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e) El poder invisible: Como quinta falsa promesa de la democracia ideal, 
incumplida en la democracia real, Bobbio señala la eliminación del poder 
invisible. En la filosofía política, la publicidad de los actos de gobierno ha 
tenido un papel fundamental. Platón, como lo refiere Bobbio, expuso en “La 
República” que: “solamente [al tirano]... le está permitido hacer en público 
actos escandalosos que el común de los mortales sólo realiza en sueños”. 
En tanto Kant, en “La paz perpetua”, planteó el principio según el cual “todas 
las acciones referentes al derecho de otros hombres cuya máxma no puede 
ser publicada, son injustas”. Paradójicamente, la posibilidad del poder 
invisible se ha acrecentado, a través de pactos, acuerdos y convenios 
desconocidos para los gobernados, en donde los gobernantes se asocian y 
promueven los intereses de los grupos de presión y las corporaciones; en 
tanto que el control que se puede ejercer sobre la población, gracias a la 
tecnología, es cada vez más factible de realizarse. De la vieja fórmula, dice 
Bobbio, de “¿quién cuida a los cuidadores?” se ha pasado hoy a la 
interrogante de “¿quién controla a los controladores?” Se ha debilitado la 
posibilidad de cumplir el ideal de controlar al poder, en tanto se ha llegado al 
“máximo control de los súbditos por parte del poder” (2010, pág. 37-38). En 
el período comprendido entre 2013 a 2015, se evidenció la existencia de la 
red de vigilancia mundial, cuya denuncia fue realizada por Edward Snowden, 
promovida por las agencias gubernamentales de inteligencia de Estados 
Unidos en cooperación con otras similares de gobiernos amigos para el 
monitoreo de las comunicaciones electrónicas, telefónicas, informáticas, 
cámaras de vigilancia, de las personas a nivel global, incluidos jefes de 
gobierno. 139 Con ello se ha hecho realidad la premonisión de George Orwell 
planteada en su obra “1984”, escrita con posterioridad a la conclusión de la 
Segunda Guerra Mundial. 


139 En internet existe mucha información que documenta la existencia de la red de vigilancia. A 
manera de ejemplo, se pueden visitar los siguientes sitios de YouTube, consultados ambos el 12 de 
julio de 2019: https://www.youtube.com/watch?v=TrlGDnq1 Aqq, 

https://www.youtube.com/watch?v=2SVJQHMrDtA . 
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f) El ciudadano no educado: La universalización del voto, al ser incluidos 
hombres y mujeres adultos, supuso que causaría una mayor democratización 
de las sociedades, al lograr establecer en el poder a gobernantes que les 
representaran. Sin embargo, en lo que respecta a la realidad: “En las 
democracias más consolidadas se asiste impotentes al fenómeno de la 
apatía política, que frecuentementeinvolucra a cerca de la mitad de quienes 
tienen derecho al voto” (2010, pág. 40). Pero el problema va más allá, pues 
en lo que se relaciona a la satisfacción con la democracia, el promedio para 
América Latina para el período 1996-2013 es de 35.2%. En Centroamérica, 
por país, el nivel más alto de satisfacción correspondió, para el mismo 
período, a Costa Rica con 52.8%, y el más bajo, no sólo en el istmo sino 
respecto a todo el subcontinente, fue el de Guatemala, con 29.6% (Romero 
Ballivián 2014, párrafo 56). Algunas de las conclusiones de Romero Ballivián 
son las siguientes: 

En este contexto político, América Central debe reconsiderar antiguos 
dilemas. Uno es el planteado por Hobbes: ¿sobre cuáles principios 
construir un pacto para asegurar la convivencia pacífica de los miembros 
de un Estado que sólo confían en ellos mismos para garantizar su vida? 

El dilema, junto con el planteado por el declive de la participación y la 
persistencia de agudas inequidades, remite a su vez a las reflexiones de 
Rousseau: ¿cómo lograr un contrato social que acerque al cumplimiento 
de la igualdad y la libertad de todos bajo una ley común?, ¿cómo evitar 
que la participación se convierta en una palabra desprovista de sentido si 
ella se da al margen de la igualdad, quedando reservada a una fracción 
que, por la indiferencia del resto o por la progresiva exclusión de grupos 
de la población, termina decidiendo por todos? ¿Cómo lograr que la 
participación realice su potencial si se manifiesta en contextos en los 
cuales la libertad personal, el pluralismo y el derecho al disenso, se 
encuentran coartados y es el comodín del autoritarismo para dotarse de 
una fachada democrática? Como vislumbró Rousseau en el contrato 
social, el desafío, siempre renovado en democracia, exige que la 
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participación se de (sic.) en el marco de la libertad y la igualdad 
ciudadanas (2014, párrafo 101). 

g) El gobierno de los técnicos: La séptima y última de las falsas promesas de la 
democracia señaladas por Bobbio, se refiere a que el ideario democrático 
moderno “fue pensado para sociedad mucho menos compleja que la que hoy 
tenemos” (2010, pág. 41). Dentro de esa línea de comprensión, las 
transformaciones sociales ocurridas y de mayor significación, fueron tres: el 
económico, el brocrático y las demandas sociales. La transformación 
económica se dio con el paso de una economía familiar a una de mercado, 
luego se transformó en una economía protegida, regulada, planificada que 
requirió de soluciones técnicas y el consecuente desarrollo de la tecnocracia. 
“La tecnocracia y la democracia son antitéticas”, afirma Bobbio. Contrario a 
lo afirmado por la democracia, en donde todos pueden tomar decisiones, 
sobre todo, en la tecnocracia sólo pueden y deben hacerlo los especialistas, 
conocedores expertos, quienes sí entienden sobre la naturaleza específica 
de los problemas (2010, pág. 41-42). 

El segundo obstáculo que se presenta como novedad dentro de la 
complejidad social, se refiere al crecimiento constante del aparato 
burocrático, jerarquizado y, por tanto, contrario a las pretensiones 
democráticas. “En la sociedad democrática el poder fluye de la base al 
vértice; en una sociedad burocrática, por el contrario, se mueve del vértice a 
la base” (Bobbio 2010, pág. 42). AI ampliarse la base con derecho al voto, se 
incrementaron las demandas democráticas al gobierno: escuelas gratuitas, 
protección contra la desocupación, seguridad social contra las 
enfermedades, contra la vejez, previsión en favor de la maternidad, vivienda 
barata, etc. “De esta manera ha sucedido que el Estado benefactor, el Estado 
social, ha sido, guste o no, la respuesta a una demanda proveniente de abajo, 
a una petición, en el sentido pleno de la palabra, democrática” (Bobbio 2010, 
pág. 43). Y, en efecto, para atender esas demandas, se requirió de mayor 
burocracia, el crecimiento de las competencias estatales propio de la era 
keynesiana. Esto duró hasta los años setenta del siglo XX, cuando comenzó 
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a observarse la implementación de un nuevo modelo, el neoliberal, que aún 
persiste y se manifiesta como la crisis del Estado para afrontar los nuevos 
desafíos globales, que exceden su limitada, y ahora cuestionada, 
competencia nacional. 

El tercer obstáculo se asocia con el rendimiento del sistema democrático en 
su conjunto, que recientemente se manifiesta en forma de ingobernabilidad. 
La sociedad civil se ha vuleto una fuente inagotable de demandas al 
gobierno, plantea Bobbio. Sin embargo, las peticiones son cada vez más 
numerosas, más inalcanzables y más costosas. “En conclusión, en la 
democracia la demanda es fácil y la respuesta difícil” (2010, pág. 43-44). Esto 
quizá es válido para las democracias de los principales centros capitalistas 
(Estados Unidos, Europa occidental, Japón, Suecia, Noruega, Dinamarca y 
otros pocos países más). Sin embargo, no lo es para los países 
Latinoamericanas, en donde existe el mayor grado de concentración de 
riqueza y de desigualdan en el mundo, de acuerdo a lo afirmado por la 
Comisión Económica para América Latina (CEPAL), 140 y también de la tierra 
según la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la 
Agricultura, conocida por sus siglas en inglés como FAO. 141 

Sobre la desigualdad en América Latina, en una publicación de 2004 patrocinada 

por el Banco Mundial, se afirma lo siguiente: 

América Latina es y ha sido históricamente la región del mundo con mayor 
desigualdad. La desigualdad en América Latina es grande: el país de la región 
con la menor desigualdad de ingreso tiene mayor desigualdad que cualquier 
país de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
(ocde) o del este de Europa. La calificación de América Latina como una 
región de alta desigualdad no se restringe sólo al ingreso. Se puede llegar a 
la misma conclusión cuando se considera la distribución del consumo, 

140 Ver el siguiente link de CEPAL, consultado el 12 de julio de 2019: 

https://www.cepal.orq/es/articulos/2016-america-latina-caribe-es-la-reqion-mas-desiqual-mundo- 

corno-solucionarlo . 

141 Ver el siguiente link de la FAO, consultado el 12 de julio de 2019: 

http://www.fao.Org/americas/noticias/ver/es/c/879000/ . 
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tenencia de tierra, estado de salud y algunas variables de representatividad 
política. La desigualdad en América Latina es generalizada, afectando todos 
los aspectos de la vida, y persistente, ya que ha sobrevivido a diferentes 
regímenes políticos y económicos, desde la etapa intervencionista y de 
sustitución de importaciones hasta las políticas más orientadas al mercado. 

Así mismo persisten importantes diferencias raciales y étnicas (pág. 5). 

En medio de este contexto tan complejo en el que evoluciona la tercera ola 
democratizadora en el mundo, Keane sugiere que la democracia representativa se 
ha agotado y existe la demanda por lo que él llama la “democracia monitorizada”. 
¿En qué consiste? Keane responde al interrogante así: “...la forma histórica 
emergente de democracia ‘monitorizada’ es una forma de democracia ‘post- 
Wesminster’en la que los aparatos de monitoreo del poder y de control del poder se 
han comenzado a extender a los costados y hacia abajo a través de todo el orden 
político” (2018, pág. 30). La democracia Westminster, nombre asignado por el 
palacio en donde se reúne el parlamento británico, se convirtió en el siglo XIX, por 
antonomasia, en el modelo de democracia representativa, cuya clave fue la 
radicación de la soberanía en el parlamento, hasta conformar el prototipo de la 
democracia parlamentaria. 

Naranjo Mesa abunda más en referencias sobre el parlamento inglés. El 20 de enero 
de 1265, Simón de Montfort, quien asumió la dictadura en Inglaterra, convocó al 
parlamento en Westminster. “Esta reunión ha sido considerada como el primer 
Parlamento en sentido moderno”. Luego, en el siglo XIX, se dieron las reformas más 
importantes en el parlamento inglés, en particular en 1832 cuando se dio 
participación al pueblo para que eligiera a los miembros de la Cámara de los 
Comunes. Este parlamento se convirtió en modelo para la organización y 
funcionamiento de los que serían los demás parlamentos en las democracias 
europeas surgidas durante ese siglo (2003, pág. 254). 

De modo que, en lo que Keane denomina la “democracia monitorizada”, se da lugar, 
después de prevalecer la forma representativa, a una nueva que se caracteriza por 
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la fiscalización ciudadana organizada en diversidad de instancias de participación 
ciudadana e institucional: 

...Algunas de esas instituciones extraparlamentarias de monitorización del 
poder son las comisiones de integridad pública, el activismo judicial, las cortes 
locales, los tribunales laborales, las conferencias de consenso, los 
parlamentos para minorías, el litigio pro bono, ios jurados de ciudadanos, los 
asambleas ciudadanas, las consultas públicas independientes, los think- 
tanks (comités de grandes cerebros o laboratorios de ideas), los reportes de 
grupos de expertos, el presupuesto participativo, los observadores vigías, el 
blogging y otras formas nuevas de escrutinio de medios (2018, pág. 30). 

El efecto final que se busca es el “de imprimir mayor humildad al modelo establecido 
del gobierno y la política representativos que se hallan en manos de un partido”, lo 
cual también adquiere dimensiones internacionales y diversidad de temas, como la 
modificación genética de los alimentos, la investigación de células madre, la 
nanotecnología y la experimentación con animales de laboratorio (Keane 2018, pág. 
30-31). 

Evidentemente, se trata de un modelo en construcción, inacabado, que busca 
reforzar la soberanía ciudadana que fue coartada a través del modelo puro de la 
representación, el cual se considera agotado. Los desafíos son muchos y las 
esperanzas inmensas, para así redefinir, de una manera más efectiva, lo que debe 
ser la democracia. 

3.2 Las cortes de Cádiz y la elección del representante 
Larrazábal 

Una experiencia original, que motivó un ejercicio democrático, constitucional y 
republicano en España, Centroamérica y demás colonias españolas en América, se 
dio con motivo de la imposición de José Bonaparte como rey de España en 1808, 
cuando Napoleón Bonaparte invadió España y depuso a la monarquía legítima 
radicada en Carlos IV y, a continuación, en su hijo Felipe Vil. Naturalmente, tanto 
España como las colonias reaccionaron airadamente contra los invasores franceses 
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y se llegó a la lucha armada en la península, en lo que se conoce como la guerra 
de independencia española (1808-1814). 

Napoleón Bonaparte, para legitimar el nuevo régimen, promovió que se elaborara y 
otorgara un texto con pretensiones constitucionales a España: el Estatuto de 
Bayona. En él, afirma Torres del Moral, se mezcla liberalismo, corporativismo del 
Antiguo Régimen y pragmatismo napoleónico, sin llegar a definirse un Estado 
representativo; tiene el mérito de separarse del absolutismo borbónico anterior 
(1991, pág. 32). Uno de los aportes del Estatuto fue que “se cobra conciencia, por 
primera vez en los dominios españoles, de la posibilidad de establecer un orden 
sobre la base constitucional” (Gracias González 2015, pág. 89). 

Ante el obligado vacío de poder en la metrópoli, se crearon las denominadas juntas 
locales y provinciales, con lo cual se asumieron de hecho funciones 
gubernamentales de tipo soberano, anteriormente reservadas exclusivamente al 
monarca y sus representantes. Algunas de esas juntas adquieran gran importancia 
y se autodenominaron supremas. La de Sevilla, para darse más notoriedad y 
preeminencia, se autoproclamó “Suprema de España e Indias” (García Laguardia 
1994, pág. 97). 

Con la proliferación de juntas, se pudo observar una “dispersión ejecutiva” en la 
península, por lo que comenzaron a escucharse voces que pedían constituir una 
Junta Central. Esto se consiguió el 25 de septiembre de 1808 en Aranjuez, al 
establecerse la Junta Suprema Gubernativa del Reino, presidida por José Moñino 
conde de Floridablanca (1728-1808). La Junta se declaró soberana, creó una 
comisión ejecutiva y el 25 de junio de 1809 nació el Consejo y Tribunal Supremo de 
España e Indias, con lo cual desaparecieron todos los consejos existentes, afirma 
García Laguardia. En esa primera Junta Central no se tomó en cuenta la 
participación de representantes de las colonias, atendiendo al conservatismo del 
conde Floridablanca. Sin embargo, la misma junta concedió representación a estas 
colonias a través del derecreto de 22 de enero de 1809 (1994, pág. 100). 

Entre los móviles para que se diera ese reconocimiento del derecho a enviar 
representantes, se encontraban las generosas contribuciones en dinero de las 
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colonias para financiar el nuevo gobierno y la guerra contra los franceses. El conde 
de Toreno, citado por García Laguardia, señaló en su “Historia del levantamiento, 
guerra y revolución de España” (París, 1851) que “no menos de doscientos ochenta 
y cuatro millones de reales vinieron para el gobierno de la Central el año de 1809”, 

y: 

...tan desinteresado y general pronunciamiento provocó en la Central el 
memorable decreto de 22 de enero, por el cual declarándose que no eran los 
vastos dominios de Indias propiamente colonias sino parte esencial de 
integrante de la Monarquía, se convocaba para representarlos a individuos 
que debían ser nombrados al efecto por sus ayuntamientos (1994, pág. 100- 
101 ). 

Como se recordará, el proceso de independencia norteamericano tuvo entre sus 
detonantes, precisamente, el reclamo de las trece colonias de que no tenían 
representación ante el Parlamento que les imponía severos gravámenes, lo cual 
sirvió para acuñar la frase, generalmente atribuida a James Otis, en 1761: “taxation 
without representation is tirany” [gravación sin representación es tiranía]. En este 
caso, la crisis política y la visión española para manejarla fueron los aspectos 
decisivos para otorgar esa participación a las colonias, dándoles un estatuto 
esencial en la integración de la monarquía. Un paso pro democrático y republicano 
que tendría significativas incidencias constitucionales, como se verá a continuación. 

La noticia sobre la disposición de la junta de elegir representantes se conoció el 30 
de abril de 1809 en Guatemala, y se procedió inmediatamente a organizar las 
primeras “elecciones” populares en estas tierras. El sistema de elección que se 
definió era mixto y, siguiendo a García Laguardia, “parece haber influido en las 
aberraciones posteriores qu con esta hermosa práctica se han cometido”. El puesto 
de representante ante las Cortes fue muy apetecido entre los notables de la época, 
pues significaba un viaje a España, establecerse en la Cádiz y 6,000 pesos anuales 
de sueldo (1994, pág. 102). 

La Junta Suprema, sgún se estableció, se integraría con 39 representantes 
españoles y 10 de las colonias (Mariñas Otero 1958, pág. 27), incluido el de Filipinas 
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[García Laguardia refiere que sólo eran nueve los de las colonias (1994, pág. 102)]. 
No obstante, la Junta Central, tras tener que afrontar muchas derrotas frente a los 
franceses, depositaron el mando en una institución más centralizada: el Consejo de 
Regencia, conformado por cinco personas, el cual quedó en funcionamiento a partir 
del 31 de enero de 1810. 

Como acto de rebelión contra el invasor y su intento de imponer el estatuto de 
Bayona, la respuesta de la Regencia fue proponer la constitucionalización del poder, 
promulgando un texto propio. Para ello, debía realizarse la convocatoria de 
representantes. Pero, ¿a cuáles? ¿Sólo los de la península? ¿O también a los de 
las colonias? En un primer momento, la idea fue que se conformaran las cortes sólo 
con representantes de la propia España; sin embargo, en una decisión 
trascendental, finalmente se optó por convocar a las colonias americanas a que 
enviaran a sus delegados. 

Después de un período de inactividad de la Regencia para cumplir su propósito de 
llamar a las cortes, después del amotinamiento de la turba promovida por los 
liberales, se hizo la convocatoria el 18 de junio de 1810. Originalmente se había 
pensado en que la representación en las cortes conjuntara a los diferentes 
estamentos: nobleza, clero y pueblo llano. Sin embargo, para evitar mayores 
dilaciones, se aceptó que los representantes de las provincias conformaran las 
Cortes ya que en ellas se encontrarían miembros de los diferentes estamentos. La 
asamblea quedó instalada el 24 de septiembre del mismo año (García Laguardia 
1994, pág. 111). 

En su primera reunión, las Cortes declararon que “la soberanía residía en la Nación”, 
y a continuación, se procedió a aprobar múltiples disposiciones que 
institucionalizaban el programa liberal: libertad de imprenta, abolición de la 
Inquisición, supresión del tributo del voto de Santiago, abolición de mitas y 
repartimientos de indios, libertad de industria, libre comercio, entre otras medidas. 
Y, como lo ha afirmado Luis Cornelias: “Aquella noche (la del 24 de septiembre de 
la sesión inaugural) aunque casi nadie -aun entre los protagonistas- se diese 
cuenta, había caído en España el antiguo régimen” (García Laguardia 1994, pág. 
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112). España y sus colonias de ultramar, en ese momento parte orgánica del reino, 
habían irrumpido victoriosas al ámbito constitucional, con una importante carga 
ideológica liberal que se reflejaría tanto en leyes ordinarias como en la Constitución, 
a través de un ejercicio democrático que establecía una monarquía constitucional, 
inspirada en principios republicanos de limitación y control del poder regio. 

El esfuerzo dio por resultado la primera Constitución española en 1812, llamada 
Constitución de Cádiz, Gaditana o, más familiarmente, “la Pepa”. Esta última 
denominación, como lo consigna Cabezas Carache, por haber sido aprobada el 12 
de marzo, día de San José (Gracias González 2015, pág. 92). 

La convocatoria para nombrar representante se dio a conocer en Guatemala el 4 de 
junio de 1810. Tras realizarse la elección en la ciudad de Guatemala, se definió que 
entre los delegados de ultramar ante las Cortes de Cádiz se encontraría el canónigo 
y doctor don Antonio de Larrazábal y Arrivillaga, a quien se le entregaron varias 
instrucciones que debía presentar en España. En la elaboración de ellas jugó un 
papel protagónico don José María Peinado. De esa cuenta: "Larrazábal llevó a 
España tres instrucciones: las del Ayuntamiento, redactadas por Peinado; las 
redactadas por cuatro regidores del Ayuntamiento, que en algunos puntos 
disintieron de la mayoría, y las del Real Consulado de Comercio, limitadas a 
materias económicas" (Mariñas Otero 1958, pág. 35). Los documentos preparados 
por Peinado incluían una “Declaración de los Derechos del Hombre” y un “Proyecto 
constitucional” de 112 artículos. 

Larrazábal partió hacia España el 24 de octubre de 1810; casi diez meses después 
de un penoso viaje logró llegar a Cádiz el 17 de agosto de 1811, y el 25 del mismo 
mes tomó posesión de su cargo. Sobre el respeto a que se hizo acreedor don 
Antonio de Larrazábal dan cuenta los hechos de haber sido elegidodo uno de los 37 
personajes que presidieron las Cortes, a tan sólo dos meses después de su llegada; 
también la asamblea le eligió miembro permanente por unanimidad (único 
representante que logró esa distinción) (García Laguardia 1994, pág. 155-156). 

En todo caso, esas instrucciones representan el primer antecedente constitucional 
centroamericano, especialmente por la declaración de derechos y el proyecto de 
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constitución de Peinado. Representan tales documentos el prolegómeno 
constitucional para nuestra vida política, y de alto valor teórico y doctrinario. 

La importancia de todos estos eventos se resume en que la convocatoria para 
participar en las Cortes de Cádiz fue el primer ejercicio eleccionario para las colonias 
americanas, pero también el despertar del ideario constitucionalista, democrático y 
republicano en estos territorios. 

3.3 De la servidumbre a la ciudadanía 

Uno de los desafíos más significativos después de los procesos independentistas 
latinoamericanos, que tarde o temprano debía operarse en las relaciones sociales 
y políticas en estos nuevos países, se refiere a la condición-relación de las personas 
con el Estado. Durante más de 300 años, las relaciones coloniales de dominación 
definieron la condición de servidumbre para los habitantes de América, así como 
prevalecían en España, Portugal, Francia o Inglaterra. Con los procesos de 
independencia surge la necesidad de definir la ciudadanía de las personas, lo que 
se hará especialmente por la vía constitucional, desde el punto de vista jurídico, 
pero también supuso el cambio en dimensiones políticas, económicas y sociales. 

¿Cuál fue el cambio que sufrió la relación de las personas de la condición de 
servidumbre a la de ciudadanía en la Latinoamérica independiente? ¿Cómo operó? 
¿En qué medida fue distinta la interacción social en las nuevas “naciones”? ¿Qué 
características tuvo la nueva condición? ¿Ocurrió de la misma manera para todos 
los grupos, estratos o clases sociales? 

Siguiendo a Boaventura de Sousa Santos, es un lugar común en la doctrina 
occidental sustentar la organización política en el contrato social. De manera que el 
“contrato social es el metarrelato sobre el que se asienta la moderna obligación 
política”. Esta obligación es compleja y contradictoria, ya que, al establecerse entre 
hombres libres, define su propósito -especialmente en Rousseau- en maximizar, y 
no de minimizar, la libertad. Pero el argumento de Santos va más allá, pues, como 
afirma, todo contrado supone ciertos criterios de inclusión y otros de exclusión. Al 
referirse a los criterios de exclusión, es claro que dentro del “contrato social sólo [se] 
incluye a los individuos y a sus asociaciones; la naturaleza queda excluida; todo 
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aquello que procede o permanece fuera del contrato social se ve relegado a ese 
ámbito significativamente llamado estado de naturaleza”. El segundo criterio 
excluyente está asociado al “de la ciudadanía territorialmente fundada”, según el 
cual, “sólo los ciudadanos son parte del contrato social”. Por lo que: “Todos los 
demás -ya sean mujeres, extranjeros, inmigrantes, minorías (y a veces mayorías) 
étnicas- quedan excluidos; viven en el estado de naturaleza por mucho que puedan 
cohabitar con ciudadanos” (2006, pág. 243-244). Sin embargo, a la territorialidad 
que señala Santos, debe añadirse, como de sus mismos argumentos se desprende, 
que para gozar del estatus de ciudadano también se debe ser varón, pertenecer a 
un determinado grupo étnico, y -aunque no lo menciona- estar comprendido dentro 
de un grupo etario de adultez legal y, muchas veces, poseer cierto peculio -es decir, 
una forma censitaria de conceder el derecho de elector- y, para poder postularse, 
mayor patrimonio, de manera similar a como se estableció la ciudadanía activa y 
pasiva en Francia con la Constitución de 1791, como antes se consignó en este 
trabajo. El último criterio es el de la comercialización pública de los intereses, 
conforme el cual, sólo los intereses que se expresen en la sociedad civil son objeto 
del contrato. Lo referente a la vida privada, los propios intereses personales de la 
intimidad y los del ámbito doméstico, quedan excluidos (2006, pág. 244). 

De lo expuesto anteriormente, interesa la posibilidad de que, debido a criterios de 
exclusión elaborados legalmente, especialmente por la vía constitucional, pero 
también ideológicamente por las élites políticas, es factible, en principio, neutralizar 
la ciudadanía para ciertos grupos: mujeres, indígenas, esclavos, mestizos, pobres, 
menores de edad. Y eso, precisamente, fue el mecanismo utilizado en 
Latinoamérica para imposibilitar los cambios sociales con posterioridad a los 
procesos de independencia. Atendiendo a los prejuicios liberales de que sólo los 
hombres que fueran propietarios, tuvieran educación e interés en la cosa pública 
podían legítimamente postularse a los altos cargos gubernamentales, es decir los 
criollos, se creó un sistema excluyente para marginar la participación de los demás 
“hombres libres”. Como se señaló al estudiar a Locke, esto coincidía legítimamente 
con la doctrina y el bagaje liberal, el cual fue aceptado rápidamente por los criollos 
en expansión, dentro de la Latinoamérica posindependendiente, si bien en un 
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contexto totalmente distinto al europeo. Sin embargo, acá, en estos territorios, el 
aspecto étnico adquierió una connotación inexistente en Europa, al existir los grupos 
étnicos definidos de criollos, mestizos (ladinos), indígenas y afroamericanos. 

Algunos indicios de lo ocurrido después de la independencia sobre la ciudadanía 
indígena, pueden encontrarse en afirmaciones como la siguiente: “Con la 
Independencia de Ecuador, los indígenas quedaron al margen de la ciudadanía y 
no fueron incluidos como tales casi hasta finales del siglo XX (Bello 2004, pág. 149). 
En tanto, Maud Yvinec plantea sobre el Perú cómo se utilizó el recurso legislativo 
para establecer la igualdad, ya que: 

A los pocos días de declarar la Independencia, San Martín decretó que ya 
«no se denominarla] los aborígenes, indios o naturales» sino «peruanos», 
por ser ellos «hijos y ciudadanos del Perú». Así se suprimía la división jurídica 
colonial entre la «república de españoles» y la «república de indios», 
suponiéndose reunidas las poblaciones blanca e india en un solo cuerpo de 
nación. Sin embargo, medio siglo después, la derrota peruana frente a Chile 
en la Guerra del Pacífico evidenció el fracaso de la integración de los 
indígenas y motivó el surgimiento de algunas críticas frente a la situación de 
exclusión en la que los mantenía la República: de ahí el nacimiento del 
indigenismo peruano, estrechamente vinculado a las figuras de Manuel 
González Prada en la ensayística y Clorinda Matto de Turner en las letras 
(Yvinec 2013, pág. 287). 

De acuerdo con Santiago Bastos, desde una perspectiva general, “[e]n definitiva, 
cuando los criollos logran la independencia de ‘sus’ estados y se ponen a forjar ‘su’ 
nación, se borrarán, en virtud de las doctrinas de la soberanía popular, las 
diferencias legales existentes entre los indios y el resto de la población”. Y se 
borrarán gracias a la obra legislativa constitucional. Sin embargo, agrega que: “En 
teoría todos serán ciudadanos del mismo país, pero no se harán muchos esfuerzos 
por borrar las barreras culturales ni por cambiar la situación de subordinación 
económica de los [indígenas]” (Dary 1998, pág. 100-101). 
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Para Hermelinda Magzul Patal, al referirse a Guatemala, que en realidad 
comprendía a Centroamérica en el momento inmediato posterior al de la 
independencia: 

El Estado entonces se crea con una estructura donde los pueblos indígenas 
se mantienen al margen, de donde surgen leyes para una población 
homogénea (ladina), y emanan y se traslada sistemáticamente una ideología 
desvalorizante de las culturas indígenas porque la existencia de “los indias” 
(sic.) significa “atraso”, “vergüenza” para el país (Dary 1998, pág. 281). 

De acuerdo con Mario Taracena, durante la vigencia de la República federal de 
Centroamérica, dentro del concepto de ciudadanos “no se vieron implicados en 
general todos los habitantes de la república, sino una minoría civil y militar, con 
solvencia económica... Esa era la forma restringida en que se hacía coincidir 
nacionalidad con ciudadanía” (Taracena y Piel 1995, párrafo 13). 

Al principio de igualdad ciudadana originalmente consignado en la Constitución 
federal Centroamericana de 1824, de corte liberal, habría de sucederle después del 
intento separatista áltense, la visión conservadora. De acuerdo con ella, se recreó 
la “república de indios” por medio del uso de la “Recopilación de Indias”, lo que 
significó para las comunidades indígenas “una política calculada de aislamiento de 
las mismas en el proceso de construcción del Estado” (Taracena y Piel 1995, párrafo 
13). 

Sin embargo, para Edgar Esquit, la incidencia del liberalismo del siglo XIX sería el 
factor más determinante para el agravamiento de la condición del indígena en 
Guatemala: 

Pero a pesar de que el sistema colonial ha sido el germen de la desigualdad, 
en la actualidad, el proceso que ha afectado en gran medida la convivencia 
nacional y democrática es la perspectiva política e ideológica generada desde 
el siglo XIX, por el liberalismo. En Guatemala aunque este sistema se 
inaugura a principios del siglo mencionado, se le da mayor énfasis al finalizar 
éste (Dary 1998, pág. 294). 
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De conformidad con los estudios que siguen la orientación del materialismo 
histórico, Robert Carmack señala que “la situación de los indígenas en los primeros 
años de la vida independiente no fue muy diferente de lo que había sido durante el 
último siglo de la época colonial” (Luján Muñoz et. al. 1995b, pág. 350). 

A esto debe agregarse otro elemento, que no debe pasar desapercibido, según el 
cual, ya en la vida independiente centroamericana, la pretensión de forjar la 
identidad nacional, “en los siglos XIX y XX se definió un etnocentrismo y el 
marginamiento de los grupos étnicos”. Las ideas en torno al progreso y civilización 
prevalecientes en el siglo XIX, condicionaron que “las naciones dominantes fueron 
entendidas como las civilizadas y las minoritarias o los grupos étnicos fueron 
pensados como primitivos”. Los procesos que se generaron posteriormente para 
integrar a los indígenas, ya sea mediante asimilación o aculturación, fueron 
justificados “en esos planteamientos ideológicos del siglo XIX y la mayor parte del 
presente”, afirma Edgar Esquit (Dary 1998, pág. 295-296). 

Desde el punto de vista económico, en Guatemala, después de la independencia 
hasta el fin del Régimen de Rafael Carrera, se mantuvieron formas precapitalistas 
de producción. El desarrollo de las propiamente capitalistas se dará con la Reforma 
liberal de 1871, especialmente durante el régimen de Justo Rufino Barrios. 
Ciertamente, “se estableció un capitalismo dependiente”; se utilizó de mecanismos 
represivos por parte del Estado “para asegurar que las tierras y la fuerza de trabajo 
de los indígenas sirvieran los intereses económicos de una burguesía ladina en 
expansión” (Luján Muñoz et. al. 1995b, pág. 350). 

Los gobernantes ladinos procedieron a expropiar “despiadadamente grandes 
porciones de tierras comunales a los nativos”, lo que tuvo un impacto mayor que el 
de forzarles “a trabajar en las fincas de café aunque, por supuesto, los dos procesos 
estaban relacionados”. Los indígenas opusieron una resistencia violenta por la 
pérdida de sus tierras, al punto de generarse rebeliones e incluso “una guerra de 
guerrilas contra las fuerzas militares de los liberales”, lo que Carmack califica como 
“un presagio de lo que sucedería en el siguiente siglo” (Luján Muñoz et. al. 1995b, 
pág. 350-351). 
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Iniciado el siglo XX, es decir, con el continuismo de los regímenes liberales en 
Guatemala hasta 1944, la condición del indígena no mejoró, aunque sí hubo 
disposiciones legislativas que le sujetaron aún más, como la ya aludida tarjeta de 
vialidad y el Reglamento de Jornaleros. Se dieron iniciativas a principios de ese siglo 
para promover la integración y el indigenismo; sin embargo, afirma Edgar Esquit, 
“no pretendieron otorgar derechos a los pueblos indígenas sino vincularlos al Estado 
y a la nación guatemalteca” (Dary 1998, pág. 298). Richard Adams resume la 
condición del indígena en Guatemala en forma puntual: 

Desde de (sic.) la Independencia hasta 1944, con una interrupción en el siglo 
XIX durante la administración de Rafael Carrera, la ‘solución’ ideológica de 
los liberales para ‘el problema indígena’ fue tratar de hacerlos ladinos y, al 
mismo tiempo, aprovechar su subordinación étnica para explotar su fuerza 
laboral (Luján Muñoz et. ai. 1997, pág. 317). 

Para este autor, incluso la revolución de 1944 “no tuvo ningún interés de cambiar el 
lugar otorgado a los indígenas desde la época colonial” (Dary 1998, pág. 298). 

¿Qué ocurrió con la Revolución de 1944? 

3.4 Linaje y ciudadanía censitaria 

Para poder comprender cómo se configuraron los estados latinoamericanos, es 
necesario tomar en cuenta, por su incidencia, la dinámica de los grupos oligárquicos 
surgidos desde la época colonial, conformados por criollos, que se consolidarían 
como élites dominantes después de la independencia. 

En forma específica, la oligarquía la define Casaús Arzú como “las redes de familias 
que, en Guatemala, tienen el poder de los medios de producción y han conservado 
el poder político desde 1531 hasta la fecha” (Díaz 2016, pág. 52). De acuerdo con 
esta autora, la red familiar se define “como el conjunto de familias que configuran la 
élite de poder y que conforman en cada país el núcleo oligárquico” (Casaús Arzú 
2010, pág. 8). 

Los orígenes de la oligarquía guatemalteca se remontan al siglo XVI, 
específicamente al conquistador Bernal Díaz del Castillo, antecesor de una de las 
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familias que ha poseído poder económico y político en el país, incluso hasta 
nuestros días. Sobre esto, Casaús Arzú explica: “Estas redes familiares empiezan 
a configurarse en las sociedades coloniales en torno a los primeros conquistadores 
y pobladores que comienzan a acaparar las principales fuentes de riqueza: la 
encomienda, el repartimiento, la mita, la tierra” (2010, pág. 9). Las primeras tres 
-encomienda, repartimiento y mita- fueron formas de trabajo forzado de los 
indígenas. De la encomienda y el repartimiento se beneficiaron los españoles y 
criollos para la explotación agrícola; surgieron en América tempranamente cuando 
las implemento, por primera vez, Cristóbal Colón en las Antillas y, posteriormente, 
pasaron con la conquista al continente (Martínez Peláez 1975, pág. 62). La mita, en 
tanto, tiene origen incaico, y consistía en prestación de trabajo forzado indígena 
para obras de infraetructura pública (puentes, caminos, etc.) (Martínez Peláez 1975, 
pág. 662). 

Para el logro del poder político, los criollos utilizaron la estrategia durante la colonia 
de hacerse del control de los cargos públicos, especialmente en el Cabildo, las 
Alcaldías menores y Corregimientos, e incluso compraron después otros cargos a 
la corona española (Casaús Arzú 2010, pág. 9), los cuales eran heredables. 

Como grupo, trataron, a lo largo del tiempo y por generaciones, de mantenerse 
cohesionados a través de matrimonios endógenos, tanto entre las mismas familias 
(primos hermanos, primos en segundo grado) como con otras familias afines, pero, 
cuando fue necesario, aceptaron las uniones con elementos provenientes tanto de 
España como de diferentes países europeos (con disponibilidad de capital), para 
así acrecentar y acaparar el poder político y económico. De esta manera, el grupo 
se configuró como una entidad étnica “blanca”, discriminadora del “indio”, del 
mestizo y de los “negros”. El ideal de la “pureza de sangre”, pasó a ser uno de los 
elementos característicos de la oligarquía (Casaús Arzú 2010, pág. 15). 

Estas redes familiares, sobre todo a partir de la Independencia, “copan la sociedad 
política y ejercen su dominio desde el Estado” (Casaús Arzú 2010, pág. 17), lo que 
en el tiempo dará lugar a que se desarrolle una actitud patrimonialista de la 
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oligarquía en relación al Estado. Reyes lllescas caracteriza de la siguiente forma a 
ese Estado de tipo patrimonialista en Guatemala: 

...un Estado con rasgos patrimoniales es un aparato público en el cual, una 
minoría, normalmente de origen histórico colonial, se entrelaza con políticos 
y funcionarios prebendalistas para dominar por la fuerza y con formas de 
patronazgo a las mayorías y particularmente a las comunidades de las etnias 
nativas... (1998, pág. 14). 

En Suramérica, Bolívar y San Martín adoptaron una serie de medidas que se 
dirigían, desde su concepción, a tratar de suprimir “todas las diferencias coloniales 
entre indios y no-indios: abolición del trabajo forzado, del tributo, supresión de la 
comunidad e instauración de la propiedad privada” (Yvinec 2013, pág. 289). Para 
atender lo que llegó a denominarse “el problema del indio”, los criollos 
latinoamericanos, especialmente en Sur y Centroamérica, idearon formas que 
pasaban por el “blanqueo”, es decir, estimulando la migración de europeos, pero 
también procesos “civilizatorios” que conllevaban procesos educativos para 
establecer lo que Yvinec llama una “nación desindianizada” para el caso de Perú 
(2013, pág. 290), aplicable también en Centroamérica. 

En el caso centroamericano, en lo que representa el antecedente directo para el 
establecimiento de la república, es decir, la declaración de independencia de 15 de 
septiembre de 1821, como lo señala Juan Fernando Cifuentes, se “ignoró al noventa 
por ciento de los habitantes de la república federal naciente”, de modo que “el 
proceso emancipador de los criollos fue ajeno a la gran mayoría indígena (1998, 
pág. 1). Reyes lllescas refiere cómo el Estado ideado por lo criollos liberales trató 
de construir la nación a partir del reconocimiento a todos como ciudadanos. Sin 
embargo, buscó “la eliminación de las culturas y pueblos pre-coloniales” (1998, pág. 
41). El derecho a la ciudadanía se estableció en el artículo 14 de la Constitución de 
la República Federal de Centro América de 1824, el cual definió que: “Son 
ciudadanos todos los habitantes de la República naturales del país, o naturalizados 
en él que fueren casados, o mayores de diez y ocho años, siempre que ejerzan 
alguna profesión útil o tengan medios conocidos de subsistencia”. Es de hacer notar 
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que el estatus de “casados” que se menciona, suponía el matrimonio religioso, pues 
sólo la Iglesia, legalmente, podía consagrar esa unión. Sin embargo, entre los 
indígenas, normalmente, lo que se daba era el amancebamiento, al menos en 
Guatemala, lo que fue explícitamente reconocido por la Constitución de 1945, con 
la cual se crearía la figura tan nuestra de la “unión de hecho”. 142 

Jorge Skiner Klee consigna que, una vez instalado el Congreso Constituyente de 
1824, se decretó, el 29 de octubre, una disposición conforme la cual: “Los párrocos 
(sic.) de acuerdo con las municipalidades de los pueblos, procuraran (sic.)... 
extinguir el idioma de los primeros indígenas...” El siguiente año, el 27 de enero, se 
“decretó la ley contra la vagancia según la cual los vagos debían trabajar dos años 
en las haciendas o en servicio militar”. Y más tarde, el 3 de noviembre de 1829, se 
estableció que: “Serán obligados a trabajar en las haciendas y labores, el que no 
tenga modo de vivir conocido... Los alcaldes dudaran (sic.) del cumplimiento de 
esta ley” (Reyes lllescas 1998, pág. 41). 

Las consecuencias de la prevalencia de los valores de la oligarquía en el poder, 
para el caso guatemalteco (y probablemente también centroamericano), es que se 
conformó, desde el origen mismo del Estado impulsado por los liberales, un “Estado 
racista y eugenésico”, de acuerdo con Casaús Arzú (Arrazola 20/02/2017, s. p.). 
Ralph Lee Woodward afirma sobre los liberales que: “Aunque en teoría eran 
republicanos y demócratas, les avergonzaba y hasta despreciaban la herencia 
indígena de Guatemala”. Si bien, en un principio, acogieron el utilitarismo de 
Jeremías Benthan, “más tarde su ‘liberalismo clásico’ fue muy modificado por el 
materialisto positivista de Augusto Comte y por el darwinismo social de Herbert 
Spencer” (Luján Muñoz et. al. 1995b, pág. 98). El darwinismo social, como se sabe, 
fue la formulación para aplicar las teorías de la selección natural en el ámbito 
humano, que se resume en la sobrevivencia del más fuerte, el más apto, por lo que, 
desde esa perspectiva, resulta legítimo, “natural”, eliminar a quienes no lo son. 

142 El artículo en cuestión es el siguiente: “Artículo 74. El Estado promoverá la organización de la 
familia sobre la base jurídica del matrimonio, el cual descansa en la Igualdad absoluta de derechos 
para ambos cónyuges. / La ley determina los casos en que, por razón de equidad, la unión entre 
personas con capacidad legal para contraer matrimonio, debe ser equiparada, por su estabilidad y 
singularidad, al matrimonio civil”. 
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Estos cuyos planteamientos devendrían en el siglo XX en formulaciones racistas 
como las de los nazis. Esa preferencia por el darwinismo social se mantendría 
presente, como una constante, entre los liberales centroamericanos hasta principios 
del siglo XX, señala Guillermo de la Peña (Bethell 1997, pág. 208). 

Reyes lllescas ha señalado que, en Guatemala, durante el gobierno liberal del 
Doctor Mariano Gálvez, se adoptaron medidas que “exacerbaron a los indígenas y 
a los ladinos pobres de oriente”. Ellas consistieron en leyes, políticas municipales, 
a través del Código de Linvingstone, y la política agraria. El efecto fue que “se 
alteraba la organización local y el sistema de tenencia de la tierra” heredado de la 
colonia. En adelante, se autorizaba la venta de las tierras ejidales y se propiciaba el 
registro de tierras a favor del Estado. A todo esto, se debe sumar la política de 
migración de europeos que autorizó la adquisición de tierras en las regiones de 
Verapaz y Chiquimula. “Gálvez comprendía que la esperanza del país radica en la 
venida de inmigración europea y la buscó y la halagó de todas maneras...”, dirá 
Jorge García Granados en un panegírico por el retorno de los restos mortales del 
presidente a Guatemala (1925, pág. 144). 

Despojo de tierras y política para “blanquear” el país significaban trastocar el orden 
económico y social, por lo que todo ese conjunto de medidas llevó a la insurrección 
campesina encabezada por Rafael Carrera, quien derrotó a los liberales y se hizo 
de la capital de Guatemala en 1837, para posteriormente disolver la federación de 
repúblicas centroamericanas (1998, pág. 41-42). 

Durante el régimen conservador de los treinta años que encabezó Carrera, se emitió 
el “Acta Constitutiva de los guatemaltecos y su deberes y derechos” de octubre de 
1851 y se proclamó al Estado de Guatemala como república. En el artículo I 9 del 
Acta se establecieron los requisitos para el goce de la ciudadanía en forma casi 
similar a como se hizo con la Constitución Federal de 1824: nacimiento en el 
territorio o encontrarse en él al momento de la independencia de España, y tener 
“una profesión, oficio o propiedad que les proporcione medios de subsistir con 
independencia”; se obvió la condición de estar casado legalmente. Importantes 
fueron las competencias que se reconocieron para la elección de presidente de la 
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república en el artículo cinco: “El Presidente de la República será elegido cada 
cuatro años, por una Asamblea General compuesta de la Cámara de 
Representantes, del M. R. 143 Arzobispo Metropolitano, de los individuos de la Corte 
de justicia y de los vocales del Consejo de Estado; y podrá ser reelecto”. Con ello, 
“se facultaba a los conservadores criollos a elegir al presidente de la república, y a 
la Iglesia, a intervenir en los asuntos políticos” (Reyes lllescas 1998, pág. 42). 

Los conservadores, durante el régimen de Carrera, defendieron la idea de soberanía 
del Estado guatemalteco, rechazaron a los extranjeros, al protestantismo, la 
democracia y la modernización, afirma Woodward. No querían “trastornar los 
modelos de trabajo y de tenencia de la tierra de los aborígenes”, de manera que se 
opusieron a que se entregaran los recursos nacionales a capitalistas extranjeros 
que, con los cambios que proponían, pudieran amenazar su estatus de privilegio en 
la estructura social de las provincias centroamericanas (Luján Muñoz et. al. 1995b, 
pag. 97). 

Rafael Carrera murió el 14 de abril de 1865, tras lo cual asumió interinamente el 
poder Pedro de Aycinena, ministro de Relaciones Exteriores, el hombre más 
importante del gabinete. Conforme lo regulado en el Acta Constitutiva, se procedió 
a elegir al nuevo presidente. El mariscal Vicente Cerna fue electo de conformidad 
con los designios de Carrera, según se dice. Se propuso dar continuidad al régimen 
de Carrera, no cambiar a los ministros y seguir como si nada hubiera pasado. Sin 
embargo, las condiciones objetivas demandaban cambios políticos y económicos 
(Luján Muñoz et. al. 1995b, pág. 173). 

El cultivo de la grana, principal producto de exportación, se encontraba en crisis y 
la alternativa más viable para sustituirle era la explotación del café. Sin embargo, a 
diferencia de la gana, el café requería de un uso extensivo de la tierra, así como 
demandaba de más fuerza de trabajo. Esto hacía necesario impulsar reformas 
estructurales en el país: una modificación radical en la tenencia de la tierra y la 
“liberación” de fuerza de trabajo para que trabajara cíclicamente en las nuevas 


143 “Missionarius Rector” (misionario rector). 
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fincas destinadas a ese cultivo. El gobierno liberal no fue capaz de realizar esas 
reformas. 

El predominio de las familias oligárquicas se ha mantenido a lo largo de la historia 
soberana e independiente de Guatemala. En cuanto a su número, Díaz señala que 
para Casaús Arzú son 22 familias, Paul Dosal amplía el número a 50 y Juan Alberto 
Fuentes Knight habla del G-8 para aludir a las ocho familias que considera las de 
mayor poder económico (2016, pág. 55). Entre las principales familias, además de 
la Castillo, se encuentran los Aycinena, Arzú, Klee, Kong, Ibargüen, Samayoa, 
Herrera, Berger, Asturias, Irigoyen, Botrán, y otras más, que han mantenido su 
vigencia en el poder económico y político, particularmente con su vuelta a participar 
en elecciones municipales y presidenciales, y que consiguieron llevar al poder a dos 
de sus representantes: Alvaro Arzú y Oscar Berger, más el séquito de funcionarios 
de las redes familiares que les acompañaron. 

Las redes familiares en Latinoamérica, pero especialmente en Centroamérica, 
buscaron perpetuarse en el poder inmediatamente después de la independencia. 
Sus estrategias endogámicas, ubicación en puestos de la administración, 
discriminación hacia el indígena, concentración de poder económico y político, 
control del Estado, se han mantenido a lo largo de la historia, a pesar de eventuales 
repliegues, en circunstancias que les fueron desfavorables. Este sería el caso, por 
ejemplo, cuando Francisco Morazán desterró a los Aycinena, o bien, durante el 
período de la década revolucionaria guatemalteca de 1944-1954. Sin embargo, 
siempre vuelven, como recientemente ha ocurrido en el segundo período 
democrático guatemalteco de finales del siglo XX. 

Ver el texto de Guastini “Kelsen y marx”, guardado en pdf en la carpeta Positivismo. 

3.5 Los primeros regímenes dictatoriales en Guatemala 

El inicio de la vida independiente en Centroamérica, el republicanismo, la 
democracia censitaria y el constitucionalismo, devinieron rápidamente en dictadura. 
La primera elección de presidente de la Federación centroamericana fue disputada 
por dos personajes de características totalmente diferentes: el hondureño José 
Cecilio del Valle, llamado el “sabio”, carente de experiencia militar y conservador; y 
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el salvadoreño Manuel José Arce, con prestigio militar y de orientación liberal. Del 
Valle, en rigor, fue el ganador de las primeraas elecciones presidenciales 
centroamericanas; sin embargo, debido a una argucia en el criterio para el recuento 
de los votos (fraude se diría hoy), según el cual se contaron no sólo los de los 
electores presentes, sino también los de los ausentes, se estableció que del Valle 
no contaba con la mayoría, por lo que la designación de quién habría de gobernar 
se la arrogó el Congreso. Éste, con la aprobación de los conservadores, se decidió 
por Arce, quien tomó posesión del cargo el 29 de abril de 1825 (Luján Muñoz 2004, 
pág.126-127). 

Sin embargo, Arce, ai tratar de integrar su gabinete, debió enfrentar la renuencia de 
los liberales a participar, quienes se excusaron de una u otra manera: “Mariano 
Gálvez rechazó la cartera de Hacienda y Pedro Molina la de Relaciones Interiores 
y Exteriores”. Arce, en sus Memorias, hubo de quejarse de la actitud renuente de 
Gálvez, Molina y José Barrundia: 

Estos tres sujetos son, en la ciudad de Guatemala (donde a la sazón estaba 
instalada la capital), los personajes del partido liberal, y a ellos tocaba facilitar 
la marcha de un Gobierno a cuya creación concurrieron muy eficazmente; y 
era en política una contradicción chocante que huyeran de su propia obra 
(Mariñas Otero 1958, pág. 80). 

A esto debe añadirse la observación del propio Mariñas Otero, para quien: 

Esta renuncia de la aristocracia centroamericana a la función histórica que le 
correspondía, que sólo ella estaba en condiciones de llenar y que únicamente 
realizara a la fuerza, empujada por las circunstancias, o cuando sus intereses 
se ven directamente amenazados, abrirá amplio campo a la actuación de 
aventureros extranjeros, cuyo deseo es el medro personal y que constituyen 
factor primordial en el fomento de la guerra civil que, desde 1826, impera en 
Centroamérica sin interrupción (1958, pág. 80). 

Ante esta actitud, Arce debió apoyarse en los conservadores. Luego vinieron las 
pugnas con el gobierno de Guatemala, encabezado por Juan Barrundia. El primer 
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desacuerdo se dio en junio por el oficio de una misa conmemorando el aniversario 
de la instalación de la Asamblea Constituyente. La discordia se debió a los lugares 
que ocuparían los representantes del gobierno federal y el guatemalteco. Los 
miembros del gobierno de Guatemala se negaron a asistir, y promovieron otra 
ceremonia. Arce ordenó a la tropa que se les condujera por la fuerza. El segundo 
incidente fue por la ocupación de dos inmuebles privados en la ciudad de 
Guatemala, para que el gobierno nacional contara con una sede. El punto más 
crítico ocurrió cuando Arce ordenó encarcelar al presidente Barrundia el 6 de 
septiembre de 1816, debido al conflicto surgido por causa del coronel francés 
Nicolás Raoul (Luján Muñoz et. al. 1995b, pág. 48). 

El conflicto surgido entre Arce, como presidente nacional, y el Congreso, más el que 
se desarrolló con las autoridades del Estado de Guatemala, condujo a que 
sucesivamente se disolvieran “el Congreso, el Senado y la Corte Superior de 
Justicia nacionales, con lo cual Arce quedó como única autoridad y árbitro de la 
situación” (Luján Muñoz et. al. 1995b, pág. 50). 

Arce, en adelante, asumió poderes dictatoriales (Luján Muñoz 2004, pág. 128). 
Ordenó que se eligiera un Congreso Federal extraordinario, el cual debía reunirse 
en Cojutepeque. Asimismo, convocó a elecciones para dotar de autoridades 
ejecutivas al Estado de Guatemala, las cuales surgieron de las filas del partido 
conservador, siendo electos: “Mariano de Aycinena, como Jefe, y Mariano Córdova, 
como Vicejefe”. Con ello, “Arce se encontró definitivamente vinculado con las 
‘familias’ capitalinas, tan odiadas en su provincia natal” (Luján Muñoz et. al. 1995b, 
pág. 51). 

Todas estas pugnas condujeron a que el presidente, en plena guerra civil, 
renunciara al cargo en febrero de 1828, pero no fue suficiente para terminar la lucha 
armada y ella continuó su curso. Meses después, apareció en el escenario el joven 
hondureño Francisco Morazán, quien tras vencer al ejército federal conservador 
irrumpió en la capital guatemalteca al frente del “Ejército Aliado Protector de la Ley” 
el 12 de abril de 1829, refiere Siang Aguado de Seidner. Al día siguiente, ordenó la 
captura de Arce, Beltranena y Aycinena, Presidente y Vicepresidente de la 
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Federación, y Jefe del Estado de Guatemala, respectivamente, así como a varios 
ministros (Luján Muñoz et. al 1995b, pág. 63). 

Mariano Aycinena y Piñol, quien fuera uno de los primeros en firmar el acta de 
Independencia de 1821 y meses más tarde, convertido en ferviente monárquico, 
apoyó la anexión a México, jefe del Estado de Guatemala durante el período 1827- 
1829, fue expulsado por Francisco Morazán junto a Manuel Montúfar y Cordonado, 
Mariano Beltranena y el arzobispo Casaús y Torres. Éste fue el primer evento en 
que las redes familiares se vieron debilitadas en Guatemala, en particular la familia 
Aycinena (2010, Casaús Arzú, pág. 76). Muchos conservadores fueron 
encarcelados o exiliados y por primera vez se persiguió a la Iglesia (Luján Muñoz 
2004, pág. 129). 

Después de que asumiera en forma interina la presidencia federal José Francisco 
Barrundia, Francisco Morazán fue electo para el cargo en 1830 y el doctor Mariano 
Gálvez como jefe del Estado de Guatemala, en 1831. Los conservadores intentaron 
invadir Guatemala desde México en 1832, encabezados por Arce. En 1834 se 
realizaron nuevamente elecciones para la presidencia federal, habiendo obtenido el 
triunfo José Cecilio del Valle al competir contra Morazán. Sin embargo, del Valle no 
pudo tomar posesión debido a que falleció el 3 de marzo del mismo. Se convocó a 
nuevas elecciones en 1935, en las que obtuvo la victoria Francisco Morazán (Luján 
Muñoz 2004, pág. 129-130). Para Mariñas Otero, el régimen encabezado por 
Morazán, “a pesar de sus protestas de liberalismo”, también “hubo de imponer la 
dictadura” (1958, pág. 81). 

Simultáneamente, en 1835, comenzó la rebelión de Rafael Carrera en el oriente de 
Guatemala, cuando éste contaba con poco más de 20 años. Este líder “eficiente y 
carismático”, como lo califica Luján Muñoz, se puso al frente de pequeños y 
medianos propietarios ladinos, inconformes con las reformas de Gálvez, hasta que 
finalmente llegaría al poder. Para obtener el triunfo definitivo contra Morazán (1840), 
contó con el respaldo de los conservadores y de la Iglesia. Una vez victorioso, 
separó a Guatemala de la federación para así dar inicio a la primera dictadura en lo 
que sería el nuevo Estado: la de los treinta años (Luján Muñoz 2004, pág. 136). 
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En este punto cabe preguntar: ¿qué motivó el desarrollo de un movimiento popular 
en contra del régimen liberal de Mariano Gálvez en Guatemala? ¿por qué existió 
tanto descontento también en las demás provincias de la República? ¿cómo se 
conjugaron los intereses locales y de las facciones, hasta llegar a la disolución de 
la Federación? ¿cómo fue posible que, con Guatemala a la cabeza, se establecieran 
dictaduras conservadoras en Centroamérica, una vez disuelta la Federación? 

A comienzos de la década del treinta del siglo XIX, todo parecía demotrar que en 
Centroamérica había triunfado la opción política liberal. Morazán y Gálvez, junto a 
otros liberales de la región, gobernaban en forma legítima. Aparentemente, se había 
conjurado la guerra civil que durante el trienio 1927-1929 caracterizaron a la 
República centroamericana. 

Gálvez fue reelecto para un segundo período, luego de comenzar una política 
progresista, si bien, como lo ha dicho Luján Muñoz: “Su plan de reforma tenía un 
carácter excesivamente europeo, sin tomaren cuenta las realidades locales” (2004, 
pág. 131). William Griffith comenta que Gálvez “llegó al poder decidido a aplicar los 
preceptos de la Ilustración que constituían la esencia de la ideología liberal” (Luján 
Muñoz et. al. 1995b, pág. 75). El conjunto de sus programas significaba la “pérdida 
del poder y de la influencia de los grupos tradicionales, que se opusieron 
tenazmente” (2004, pág. 131). ¿Cuáles grupos? Los criollos, la Iglesia y la 
estructura socioeconómica de los pueblos indígenas. 

Como un elemento favorable durante su administración, la década liberal, 
encabezada por Gálvez en Guatemala, gozó del auge en la producción de la grana 
o cochinilla, que vino a sustituir la del añil y se mantendría como el principal producto 
de exportación centroamericano hasta ser sustuido por el café. Además, mediante 
políticas conciliatorias, Gálvez logró acomodar los intereses de los criollos y de los 
ladinos de la clase media alta, al punto de lograr un frágil consenso que le permitió 
maniobrar con éxito inicialmente, afirma Griffith (Luján Muñoz et. al. 1995, pág. 76). 

Con el propósito de lograr la modernización económica que sirviera de base para 
brindar comodidad y abundancia a la población, y la ampliación en la prestación de 
servicios públicos, se requería de una mayor productividad. Gálvez comprendía que 
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se necesitaba para ello de un mayor rendimiento agrícola junto a nuevas empresas 
industriales, lo cual hacía necesaria una infraestructura que no existía, señala 
Griffith (Luján Muñoz et. al. 1995, pág. 76). Se trataba, pues, de una empresa 
innovadora, que daría un giro diferente y decisivo a la economía y, por tanto, 
requería de cambios, del impulso de reformas que contravenían el tradicionalismo 
y harían perder continuidad al sistema colonial que se había heredado con la 
independencia. 

En el esfuerzo por realizar tales cambios, Gálvez trató de garantizar el 
abastecimiento interno de alimentos, seguridad alimentaria se le llamaría hoy, y 
aumentar la productividad agrícola. Esto supuso introducir nuevas semillas, 
incorporar herramientas agrícolas, implementos y maquinaria, fundar una 
asociación de productores, con lo cual esperaba no sólo mejorar la tecnología 
agraria en uso, sino diversificar e incrementar la producción agrícola. 

Una de las medidas laborales de Gálvez fue la abolición de la Ley del Trabajo de 
1829, de manera que impulsó la libertad de contratación de trabajo. Asimismo, en 
cuanto a las obras públicas, estableció el “boleto de caminos” con lo cual se liberaba 
de la obligación del trabajo personal a la población más pobre (Solórzano Fernández 
1947, pág. 233). Si bien las medidas laborales de Gálvez no tuvieron mayor 
cumplimiento, la opinión respecto a ellas por los propietarios no debió ser en nada 
favorable, pues minaban las bases del sistema productivo colonial heredado. 

La reforma educativa impulsada por Gálvez, significó quitarle el monopolio a la 
Iglesia católica en esa materia, esta sería “la fuerza democratizadora esencial en la 
sociedad”. Se trataba de establecer la enseñanza gratuita, pública y universal en el 
Estado de Guatemala, en todos los niveles educativos. Los coegios privados 
continuarían funcionando, pero bajo la tutela del Estado. Todo ello bajo la dirección 
de la Academia de Estudios, que gozaba de subvención estatal, a la que se le dotó 
de una imprenta. A ella se sumaron otrs instituciones como el Museo de 
Curiosidades del Estado de Guatemala, la Academia de Artes y la Sociedad de 
Música (Luján Muñoz et. al. 1995b, pág. 79). 
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En cuanto a la educación de los indígenas, se exigió a cada cabecera departamental 
que sostuviera un colegio para niños comprendidos entre las edades de 7 y 14, “lo 
cual animaría a los estudiantes a adoptar normas, vestimentas y hábitos 
‘civilizados’”, se trataba de “estimular a los niños indígenas a que abandonaran su 
cultura vernácula” (Lujan Muñoz et. al. 1995b, pág. 79-80). 

Gálvez favoreció la tolerancia religiosa, por lo que aprovechó la ley federal de 22 de 
mayo de 1832 que permitía el ejercicio público de todas las religiones. Asimismo, 
secularizó los cementerios, antes a cargo exclusivo de la Iglesia, y prohibió los 
entierros en el interior de las iglesias. Las monjas, según permiso legal, podrían 
anular sus votos, reclamar sus dotes y abandonar los conventos; el matrimonio se 
legisló como un contrato civil, se permitió el divorcio, se derogó el diezmo y se 
estableció la contribución territorial y, en lo sucesivo, las autoridades civiles debieron 
mantener las estadísticas demográficas y redujo el número de fiestas religiosas, 
“para disminuir las borracheras” (Lujan Muñoz et. al. 1995b, pág. 78-79). 

En materia hacendaria, estableció el impuesto territorial sobre la base del registro 
de la propiedad inmueble, así como una contribución directa en forma de impuesto 
personal anual, que debían pagar todos los residentes masculinos comprendidos 
entres los 18 y 46 años (Lujan Muñoz et. al. 1995b, pág. 78). 

En lo judicial, Gálvez creo la Corte Superior de Justicia en marzo de 1832, dividida 
en tres cámaras: la Cámara de Súplica, la Cámara de Apelación, como tribunales 
de segunda instancia, más la Corte Plena, la de mayor jerarquía del Estado, 
conformada por ocho jueces y un fiscal. Para la reforma política democrática, Gálvez 
consideró oportuno adoptar los cinco códigos de justicia elaborados por Edward 
Livingston, quien se los proporcionó a la Federación. Fueron traducidos por José 
Francisco Barrundia, Senador Presidente, y José Antonio Azmitia, quienes además 
los adaptaron y fueron aprobados por la Asamblea en abril de 1834 y agosto de 
1836, para que entraran en vigor el 1 de agosto de 1836 (Lujan Muñoz et. al. 1995b, 
pág. 81). En una descripción sobre su contenido, es oportuno consignar lo que 
Griffith ha señalado sobre ellos: 
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Los Códigos de Lívingston concebían un procedimiento democrático, 
idealista, destinado a conocer de los delitos y las penas. Se basaban en la 
premisa de que los valores humanos son superiores a los que se vinculan a 
la propiedad; de que la prevención, más que el castigo del crimen, es la meta 
de la justicia; de que la pena busca la rehabilitación más que la destrucción 
de la vida; y que, cuando fuera necesario, el castigo debía ser humano más 
que vindicativo. Los Códigos incorporaban la idea del derecho del ciudadano 
ordinario a servir en jurados para determinar la culpabilidad o inocencia de un 
acusado, lo que hacía que el sistema fuera el logro principal de una sociedad 
democrática, así como la garantía de los derechos individuales, 
principalmente en cuanto a asegurar que un gobierno corrupto no pudiera 
esclavizar y oprimir a sus ciudadanos (Lujan Muñoz et. al. 1995b, pág. 81). 

La implementación del nuevo sistema penal, sin embargo, resultó impracticable por 
los requerimientos de mayor cantidad de personal judicial, el costo de las 
instalaciones, la falta de remuneración a los jurados, las barreras idiomáticas, etc. 

El conjunto de medidas promovidas por Gálvez, tendían a la descentralización, lo 
que hacía perder poder al ejecutivo en la capital. Esto fue resentido por las mismas 
autoridades, las que comenzaron a criticar al Jefe de. Estado, al que se le acusó de 
pretender erigirse en dictador. Los liberales abandonaron paulatinamente a Gálvez 
y surgió la insurrección que encabezaría Rafael Carrera. El Jefe pidió ayuda al 
presidente Federal, pero Morazán no le dio importancia a la rebelión y declinó acudir 
en su ayuda. Gálvez renunció al cargo en 1838. 

El régimen de los 30 años encabezado por Carrera, triunfó en 1839 y, como se dijo, 
trató de mantener la estructura tradicional en lo económico y social. Woodward ha 
señalado que: “La principal beneficiaría del alzameinto de Carrera fue la élite 
conservadora de la ciudad de Guatemala”. Gálvez autorizó en 1837 el retorno de 
los conservadores desterrados por Morazán en 1829. Éstos fueron reorganizados 
como fuerza política por Juan José de Aycinena y se reposicionaron en importantes 
cargos tanto del sector privado como del público. Carrera pidió se restaurara el 
derecho de propiedad de la Iglesia, su lugar preeminente en materia educativa y en 
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la sociedad y, por último, que se restableciera la vigencia de las leyes y la estructura 
política española, para la consecución de la paz y la prosperidad (Luján Muñoz et. 
al. 1995b, pág. 102). 

En 1839, año de la victoria carrerista, se reunió una Asamblea Constituyente, que 
sirvió para cimentar el régimen conservador de más de tres décadas, y promulgó la 
“Declaración de los Derechos del Estado y sus Habitantes en diciembre del mismo 
año”. Este cuerpo legal se vio influenciado por Juan José de Aycinena y “de las 
ideas que había adquirido en su destierro en los Estados Unidos” al punto que “era 
evidente en la primera parte” del texto. En ella se estableció que el Estado de 
Guatemala era “soberano, libre e independiente”. El segundo negó el derecho a la 
secesión o reclamo de soberanía por ninguna de las partes. El artículo 10 versó 
sobre la unión centroamericana. El confesionismo a favor de la Iglesia católica se 
mantuvo en el tercer artículo, y ordenaba su protección, aunque admitía que los 
otros credos no fueran molestados. El resto de artículos se refería a cómo el Estado 
existía para asegurar a los habitantes el disfrute de derechos: la vida, el honor, la 
propiedad y la facultad de obtener por medios honestos su bienestar y que, de 
ninguna manera, se establecía para porteger interés privado, provecho personal o 
bien exclusivo de individuo, familia o clase, como señala Woodward (Luján Muñoz 
et. al. 1995b, pág. 103). 

En la sección 2 se plantea la visión conservadora en forma más acabada. Así, por 
ejemplo, Woodward resalta el contenido del artículo tercero. En este se establece 
como premisa que: “Aunque todos los hombres tienen por naturaleza iguales 
derechos, su condición en la sociedad no es la misma, lo que depende de 
circunstancias que no es dado nivelar a ningún poder humano...” (Corte de 
Constitucionalidad 2005, pág. 226). La afirmación encierra un contenido filosófico y 
una visión del constructo social. En el estado de naturaleza, es decir, antes del 
contrato social, y por naturaleza, los hombres son ¡guales y esto se manifiesta en la 
igualdad de derechos. Sin embargo, tras el pacto social que funda la organización 
social, lo “normal” es la desigualdad, su condición no es la misma, existe la 
diferenciación, lo cual “no es dado nivelar a ningún poder humano”. Esto conlleva 
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que en la organización histérico-social, creación humana, la desigualdad existe 
como condición insuperable y ningún poder humana pueda alterarla. Por tanto, el 
Estado no puede pretender, bajo la influencia de concepciones igualitarias, alterar 
esa condición de desigualdad, pues es humanamente imposible. El Estado, así, 
debe reconocer sus propios límites. Se trata de la constitucionalización de una 
distopía; la renuncia a la búsqueda de la felicidad. Es por ello que, frente a esa 
realidad, se asume una concepción paternalista. El artículo continúa así: 

...Para fundar y mantener el equilibrio social, las leyes amparan al débil 
contra el fuerte, y por esta necesidad en todas las naciones, aun las menos 
cultas, son protegidas particularmene aquellas personas que por su sexo, 
edad o falta de capacidad actual, carecen de ilustración suficiente para 
conocer y defender sus propios derechos. Por tanto, hallándose la 
generalidad de los indígenas en este último caso, las leyes deben protegerlos 
a fin de que se mejore su educación; de evitar que sean defraudados de lo 
mejor que les pertenece en común o en particular; y que no sean molestados 
en aquellos usos y habilidades aprendidos de sus mayores, y que no sean 
contrarios a las buenas costumbres (Mariñas Otero 1958, pág. 378). 

El Estado, conforme este artículo, protegerá al más débil socialmente: al indígena, 
en particular, pues la “generalidad” se encuentra en ese caso. Tal pareciera que ese 
es el fin social del Estado. Al indígena se le reconoce en estado de debilidad, debe 
ser protegido atendiendo a condiciones de sexo, edad y, especialmente, falta de 
“capacidad actual”, pues carece de ilustración para defender sus derechos (son 
ignorantes, ¿o tontos?). Las leyes deben buscar que se les eduque, evitar que se 
les defraude de lo que les pertenece en común (especialmente las tierras ejidales y 
comunales); y respetar el legado de sus mayores, en tanto no sean contrarios a las 
buenas costumbres. El Estado y la cultura oficial, con esta última afirmación, se 
reserva el monopolio de establecer qué es aceptable y qué debe ser desechado. 
Una visión del conquistador frente al vencido. 

La precariedad constitucional, como renuncia frente a la paz y el orden social, se 
evidencia en el hecho de que la prometida y supuestamente ansiada Constitución, 


675 


no fue promulgada sino después de doce años después de 1839, es decir, en 1851. 
Las llamadas leyes constitutivas, que rigieron como normas constitucionales a falta 
de un código fundamental, fueron los decretos números 65, 73 y 76. Mediante ellos 
se organizó ei poder Ejecutivo y Judicial, y se procedió a la declaración de derechos 
del Estado y sus habitantes. Sin embargo, a todas faltó siempre, a pesar de 
mencionarse el tema, una ley que organizara las facultades del Legislativo (Mariñas 
Otero 1958, pág. 110). 

Esa falta de regulación sobre las facultades y competencias del Legislativo no fue 
casual. Más bien, representa un rasgo característico en todo orden que pretende 
ser constitucional, y que adopta un documento que funge como código fundamental, 
sin llegar a establecer un Estado constitucional. Siguiendo a Bernardino Bravo Lira, 
al referirse a los países hispanoamericanos, se evidencia que: 

...se produce en estos países un peligroso contraste entre parlamento y 
gobierno. Mientras el parlamento es una institución reciente, que sólo 
encuentra resonancia en algunos sectores de la minoría ilustrada, ei gobierno 
aparece como heredero natural de una larga tradición monocrática, renovada 
bajo el absolutismo ilustrado; como tal, puede apelar, en todo momento, al 
anhelo general y siempre presto a resurgir, de una poder fuerte y realizador. 

En estas condiciones, al gobierno le resulta demasiado fácil deshacerse del 
parlamento. Lo cual explica, en buena parte, por qué en los países de habla 
castellana y portuguesa la existencia del parlamento ha sido tan precaria 
(1992, pág. 16). 

Efectivamente, el parlamento es la institución básica para la construcción de un 
Estado constitucional. Así lo afirma la experiencia histórica de Inglaterra, Estados 
Unidos y Francia, para sólo hablar de los primeros. Pero también cobró importancia 
en la construcción de la democracia liberal del siglo XIX, hasta llegar a configurar 
los regímenes parlamentarios europeos, que dieron paso al constitucionalismo 
democrático y republicano. 

La experiencia colonial en América, efectivamente, fue pobre en el ejercicio 
parlamentario. De ahí la importancia que tuvo la vivencia de las Cortes de Cádiz, 
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como se dijo, pues fue un antecedente para la constitucionalización 
hispanoamericana. Sin embargo, debe tenerse presente que, como lo ha 
demostrado Keane, el origen del parlamentarismo es hispano, no inglés. Surgió en 
León, con el rey Alfonso IX, en 1188 (2018, pág. 195). 

Bajo el régimen carrerista, así, se lograron la estabilidad y la paz social por algún 
tiempo. El cambio económico y social llegó a ser ineludible con la crisis de la grana 
y la sustitución de cultivo que se dio con el café, como principal producto de 
exportación. En palabras de García Laguardia: “Mientras en Guatemala, la 
economía estuvo basada en la explotación del cultivo de la grana y del añil, el orden 
colonial restaurado por los conservadores pudo mantenerse” (2010, pág. 55). Ese 
cambio hacia el desarrollo del café sería la tarea a emprender por los regímenes 
liberales centroamericanos. En palabras de Daniel Armas: “...las condiciones para 
el desarrollo del nuevo cultivo requerían más tierras que la grana, mano de obra 
abundante, más y mejores vías de comunicación, créditos bancarios y hasta capital 
extranjero; todo lo cual demandaba reformas fundamentales” (Luján Muñoz et. al. 
1995b, p. 173). 

Luján Muñoz, al referirse al período gubernamental guatemalteco de la segunda 
mitad del siglo XIX, ha planteado que: “Los liberales del 71 sustituyeron un régimen 
dictatorial y autoritario por otro con ¡guales características, pero que no respetó las 
propiedades ancestrales de las comunidades indígenas y las sometió a un proceso 
destructivo y de sufrimiento” (2004, pág. 173-174). El país se volvió beneficiario de 
los grandes cafetaleros, sus intereses se convirtieron en el hilo conductor para la 
dirección estatal y la búsqueda de la modernización del país para su inserción en el 
orden mundial capitalista; la política se puso a su servicio. A partir de Justo Rufino 
Barrios, las dictaduras liberales, tanto en Guatemala como en el resto de 
Centroamérica, prosperaron hasta la década del cuarenta del siglo XX. Al respecto, 
Rodolfo Pastor ha señalado lo siguiente: 

...Bajo la influencia de Barrios se inaugura el régimen de las revoluciones 
liberales que proliferan y se articulan en un nuevo eje, apoyado en los 
gobiernos de Santiago González en El Salador, Celso Arias (luego sustituido 
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por Ponciano Leiva) en Honduras, así como -en otra calidad- el de Tomás 
Guardia en Costa Rica, quienes forman la primera generación de dictadores 
liberales, que fomentan el crecimiento económico de tipo capitalista. 
Nicaragua queda rezagada y sigue gobernada por conservadores 
moderados: Vicente Cuadra, Fernando Guzmán, Pedro Joaquín Chamorro y 
luego por los militares Evaristo Carazo y Roberto Sacasa hasta 1892 (1990, 
pág. 192). 

En materia constitucional, los liberales guatemaltecos de 1871 tardaron ocho años 
en promulgar un texto, no obstante que fue uno de los objetivos planteados desde 
el Acta de Patzicía de 3 de junio de ese año, en el artículo 3 e (Gracias González 
2015, pág. 291). Este liberalismo marca un tercer momento constitucional en la vida 
posindependiente guatemalteca, ya que, después del primer liberalismo y el período 
conservador, se inauguró la fase en que un texto constitucional tendría la vigencia 
más prolongada en Guatemala (hasta nuestros días). La Constitución de 1879 
estuvo vigente hasta que se promulgó la nueva de 1945, es decir, perduró por cerca 
de 65 años. Para ese entonces, “habían sido reformados 62 artículos de los 104 
que constituían su texto original” (Mariñas Otero 1958, p. 152), mediante diez 
reformas y, en tanto rigió, con ella pudieron gobernar, además de Barrios, los otros 
dos regímenes dictatoriales más notables del período: Manuel Estrada Cabrera 
(1900-1922) y Jorge Ubico (1930-1944). 

3.6 Banana republics 

En 1904, O. Henry, seudónimo utilizado por el norteamericano William Sidney 
Porter, publicó una colección de cuentos bajo el título “Repollos y reyes”. En “El 
Almirante” utiliza por primera vez la expresión “banana republic”, que habría de 
adquirir tanta notoriedad. El pasaje específico en donde se utiliza trata sobre cómo, 
en forma providencial, en Anchuria, un país centroamericano imaginario, el gobierno 
consigue incautar un barco contrabandista, con el cual el gabinete de gobierno 
decide que podrá fundar su marina: “En la constitución de esta pequeña y marítima 
república bananera había una sección olvidada que preveía el mantenimiento de 
una marina...” (Henry 1904, pág. 132). 
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Antes de escribir sobre Anchuria, Henry vivió algún tiempo en Honduras y pudo 
percatarse de la corrupción gubernamental y de cómo el país era dirigido a favor de 
los intereses de la United Fruit Company, la UFCO, y protegida por la administración 
norteamericana, que tanta influencia tendría en Centroamérica, Colombia, Cuba, 
Jamaica, Panamá y Santo Domingo. 

Ese mismo año de 1904, el escritor polaco-inglés Joseph Conrad publicó la novela 
“Nostramo”, en donde narra la historia de un país minero suramericano e imaginario, 
“Costaguana”. Éste se ve asediado por la intervención de Estados Unidos, que 
promueve la protección de sus intereses económicos por los minerales, las luchas 
de los criollos entre finales del siglo XIX y principios del XX, y la supuesta 
incorruptibilidad del principal líder nacional, el presidente. Charles Gould, uno de los 
personajes de la novela, citado por Javier Fernández Sebastián, formula una crítica 
al liberalismo latinoamericano: «Liberales, como se llaman a sí mismos. ¡Liberales! 
Las palabras que uno conoce bien tienen un significado de pesadilla en este país. 
Libertad, democracia, patriotismo, gobierno: todas esas palabras tienen aquí un 
sabor de locura y de asesinato». A lo que agrega Fernández Sebastián que, a casi 
un siglo de distancia de las revoluciones iberoamericanas, éste era el pésimo juicio 
que le merecía elliberalismo de la región al británico personaje” de Conrad en esa 
novela (2012, pág. 9). Sin embargo, esa percepción era más generalizada, pues: 

No se trataba de un testimonio aislado. Por el contrario, la evaluación 
negativa de las experiencias liberales en Iberoamérica constituía a esas 
alturas un lugar común -no sólo en la literatura, no sólo en el mundo 
anglófono-, un lugar común que pronto iba a cristalizar en la expresión 
injuriosa banana republic y que ha llegado hasta nuestros días (Fernández 
Sebastián et. al., pág. 9). 

Para el caso guatemalteco, se dio lo que hoy podría bien denominarse el 
“entreguismo de los dictadores”, con base en que concedieron todo tipo de ventajas, 
tales como la concesión de territorios, exenciones fiscales, permisión de la violación 
de leyes laborales, conformación de monopolios, integración del pool de empresas 
(producción bananera, ferrocarriles, electricidad y telégrafos) para favorecer a la 


679 


UFCO, comenzó con el gobierno de Manuel Estrada Cabrera en 1998 y concluyó 
con el de Jorge Ubico en 1944. Paul Dosal, con base en la desclasificación de 
documentos oficiales estadounidenses, aporta las pruebas necesarias para 
respaldar estas afirmaciones, y así plantear que “la United Fruit descubrió que era 
más rentable hacer negocios con un dictador que con un presidente democrático”. 
“Por cuarenta años, la UFCO monopolizó la red ferroviaria del país, controló los 
muelles de Puerto Barrios y San José, dominó la navegación y operó el sistema 
telegráfico”, a lo cual agrega que: “La tragedia en la historia política es que los 
líderes autorizaron las operaciones de la compañía, ignoraron las alternativas 
viables y virtualmente abdicaron a todo poder regulatorio sobre la infraestructura 
respecto a los dos productos líderes de las exportaciones, el café y el banano, de 
los cuales dependían” (1993, pág. 3). 

En cuanto a la producción agrícola guatemalteca y la importancia de la UFCO, 
Susanne Joñas y David Tobis señalan la condición prevaleciente a principios del 
pasado siglo: 

Además del café, que se hallaba en crisis constante, el gobierno estimuló la 
producción del henequén y, sobre todo, del plátano. En 1901, se concedió 
exención de impuesto al plátano, como artículo de exportación. En 1906, la 
United Fruit Company firmó su primer contrato para la compra y exportación 
de plátano. Mediante una concesión de 68 800 hectáreas de las mejores 
tierras (a cambio de terminar la construcción del ferrocarril), la UFC consolidó 
un monopolio de producción platanera. A ello contribuyó el monopolio de las 
instalaciones ferrocarrileras y portuarias de la UFC. En un principio, la UFC 
compraba plátano a los productores independientes y luego los obligó a 
liquidar en favor de la compañía. El contrato de la UFC preveía la utilización 
ilimitada de las mejores tierras durante 25 a 99 años, el acceso a los recursos 
(el agua), con exención tanto de impuestos de timbre, portuarios y de otros 
tipos, como de gravámenes de todas las importaciones. La compañía también 
podía hacer remesas ilimitadas de utilidades (1976, pág. 42). 
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Carlos González Orellana establece cómo el presidente Estrada Cabrera formalizó 
el primer contrato para que operara la UFCO en Guatemala: 

En 1901 el gobierno de Estrada Cabrera celebró un contrato con la United 
Fruit Company, por medio del cual se le vendería la producción de racimos 
de plátano y se emplearían los servicios de transporte marítimo para el 
comercio de Guatemala: así empezó a operar el poderoso monopolio en 
nuestra patria (1960, pág. 277-278). 

Pero las granjerias a favor de la empresa continuaron después, con gobiernos 
posteriores al de Estrada Cabrera, ya que: 

El segundo contrato fue celebrado por el gobierno del General José María 
Orellana en el año de 1924. Por este documento se permite extender las 
plantaciones, ferrocarriles y líneas telegráficas y telefónicas por 25 años; en 
1930 y 1936 [estando Ubico ya en el poder] se autoriza a la compañía para 
extender sus actividades a la Costa Sur (Tiquisate) (González Orellana 1960, 
pág. 278). 

En relación a la empresa generadora de energía eléctrica, González Orellana refiere 
cómo ésta fue una compañía almana, la cual fue expropiada por el gobierno al 
concluir la Primera Guerra Mundial, “como indemnización por los daños causados 
por ese conflicto internacional”. Posteriormente, Estrada Cabrera vendió el 
monopolio de la empresa a la Bond & Share “por un precio nominal de $400,000, 
cuando su valor era de un millón de pesos, y su valor financiero llegaba a los dos 
millones” (1960, pág. 279). 

Banano, ferrocarriles y generación eléctrica fueron los tres monopolios que a la 
norteamericana UFCO le dieron gran influencia en las actividades económicas y 
políticas en Guatemala. Sobre estos aspectos, González Orellana expone que: 

En lo económico representan la explotación más bárbara de las riquezas 
materiales y de la energía humana. Los convenios que hemos señalado son 
ventajosos para sus intereses sin que reporten para el país ninguna 
posibilidad de progreso. En lo político han sabido sembrar la corrupción en 


681 


los gobernantes inescrupulosos, los cuales, para garantizarse la permanencia 
en el poder con el beneplático de los Estados Unidos, no han reparado en 
entregar nuestras riquezas y liquidar nuestra soberanía. Este es el panorama 
que antecedió a la gesta revolucionaria de octubre de 1944, en que se inició 
la recuperación de la soberanía y se marcó un alto a los desenfrenados 
intereses del capitalismo monopoista de Norteamérica (1960, pág. 279). 

Si bien el apoyo del gobierno estadounidense era necesario para mantenerse en el 
poder, como variable exógena, hacia el interior era necesario también obtener el 
correspondiente respaldo. “La base del poder de Jorge Ubico radicaba en la 
oligarquía cafetalera; en vez de diversificar la economía, Ubico trató de fortalecer el 
sitema existente” (Joñas y Tobis 1976, pág. 43). Ubico, como último representante 
de las dictaduras liberales surgidas con el movimiento de 1871, cuyos regímenes 
buscaron consolidar la producción del café como bastión de la economía 
agroexpodadora, se apoyó, en forma natural, en ese grupo oligárquico que le era 
afín. 

Con la deposición de Ubico, concluiría el momento histórico del moviento liberal 
guatemalteco con un fracaso, pues, a pesar de su triunfo político por más de 60 
años, cerraba su protagonismo en la vida nacional con el saldo de no haber logrado 
una transformación social y condenado al país a una senda económica de 
dependencia y atraso; junto a ello, tampoco promovió el establecimiento de una 
república democrática, sobre bases constitucionales firmes, y prefirió ser fiel al 
desarrollo de una élite oligárquica. En todo caso, a los liberales guatemaltecos, y 
probablemente a los latinoamericanos de la segunda mitad del siglo XIX y principios 
del XX, se les puede señalar de lo que los sicólogos llamán una “disonancia 
cognitiva”, como explica Rafael Correa, conforme la cual, existe “incoherencia entre 
los valores expresados y los valores practicados” (2009, pág. 195). 

3.7 La Revolución de 1944: el momento democrático en 
Guatemala 

Al estudiar la historia política guatemalteca, resulta casi ineludible la sensación de 
que la vida colonial se prolongó en nuestro país hasta la gesta revolucionaria de 
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1944. La invisibilización del indígena y el enaltecimiento y perduración de la 
oligarquía, aportan fuertes elementos de convicción para creer en esta afirmación. 

Hasta octubre de 1944, prácticamente ei único momento cívico-político en el que se 
atisbo la posibilidad de un cambio fue con el movimiento Unionista de la década dei 
veinte, que depuso al dictador Manuel Estrada Cabrera. Finalmente, el unionismo 
se vio frustrado por el desempeño del presidente Carlos Herrera, al volver a las 
viejas prácticas de los gobiernos liberales y plegarse al imperialismo 
norteamericano. 

Guillermo Díaz Romeu, al referirse al período de ios años veinte del pasado siglo, 
expone que: 

En la década de 1920, gobernaron Guatemala los presidentes Carlos 
Herrera, José María Orellana y Lázaro Chacón. Esta, una etapa poco 
estudiada, estuvo marcada por la frustración cívica, derivada del fracaso de 
ios dirigentes del movimiento unionista. Estos, en efecto, después de la caída 
de la dictadura de Estrada Cabrera, fueron incapaces, por sus ambiciones 
personales y luchas estériles, de conducir al país hacia una democracia. Al 
cabo de poco tiempo, por lo tanto, el país volvió a los antiguos esquemas 
políticos (Contreras y Luján Muñoz 1996, pág. 37). 

Los unionistas se coaligaron con los liberales para llevar a la presidencia a Carlos 
Herrera (1920-1921), quien era un finquero y figuraba como el primer designado 
para suceder a Estrada Cabrera. No hubo, tan siquiera, un relevo en las figuras 
políticas heredadas de la etapa anterior. El gobierno se conformó con miembros del 
partido liberal y del conservador, y el presidente no supo congraciarse ni con uno ni 
con otro bando. Los liberales, separados al poco tiempo del gobierno, conformaron 
el partido Liberal Federalista, desde el cual se orquestó el golpe de Estado que 
habría de deponer al presidente. Herrera fue derrocado por el general José María 
Orellana en diciembre de 1921. 

Lo más notable del gobierno de Orellana (1921-1926) fue la reforma monetaria que 
creó el quetzal y la fundación del Crédito Hipotecario Nacional. Durante su 
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administración se formalizó el contrato mediante el cual la Empresa Eléctrica fue 
expropiada a los alemanes y entregada a la Electric Bond and Share Company 
norteamericana, gracias a la presión de los Estados Unidos. Orellana falleció de una 
angina de pecho el 26 de septiembre de 1926 y le sustituyó el general Lázaro 
Chacón, quien como primer designado asumió el gobierno provisionalmente 
(Contreras y Luján Muñoz 1996, pág. 39). 

De la presidencia provisoria Chacón pasó a su postulación, impulsada por los 
liberales. El otro contendiente a la magistratura fue el general Jorge Ubico. Las 
elecciones se realizaron el 5 de dicembre de 1926 y la victoria correspondió al 
oficialismo: “Hubo protestas y acusaciones de fraude, y hasta se esperaba que los 
ubiquistas tomaran el poder por medio de las armas...” Sin embargo, Ubico se 
opuso a la adopción de medidas de hecho y Chacón tomó posesión oficial del cargo 
(Contreras y Luján Muñoz 1996, pág. 39). 

Durante su gestión, Chacón fue acusado de corrupción y debió enfrentar un 
movimiento armado para deponerlo, del cual salió airoso. Sin embargo, no pudo 
concluir su período ya que en diciembre de 1930 sufrió un derrame que lo inhabilitó 
para continuar fungiendo en el cargo. Después de varias complicaciones en la 
designación del presidente provisional, por obra de las presiones del Ministro de 
Estados Unidos, señor Wheldon Whitehouse, “quien deseaba ver en la presidencia 
al General Jorge Ubico”, se crearon las condiciones para que ello ocurriera. En el 
siguiente llamado a elecciones Ubico figuró como el único candidato (Contreras y 
Luján Muñoz 1996, pág. 40-41), quien estaría en el poder en el período comprendido 
entre 1931 a 1944. 

Cuando Ubico llegó al poder, se encontraba el país sufriendo las consecuencias de 
la gran depresión de 1929, de manera que encontró como “saldo en la Tesorería 
Naciona... $27.00” (Contreras y Luján Muñoz 1996, pág. 43). Ubico tenía el prestigio 
de ser un buen administrador; gozaba de la confianza de la oligarquía nacional y de 
la simpatía de los Estados Unidos, “era hijo del Licenciado Arturo Ubico, un 
distinguido abogado relacionado con el Partido Liberal y con el gobierno de Justo 
Rufino Barrios”, como lo plantea Kenneth J. Grieb. Este autor señala sobre las 
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elecciones que: “Algunos observadores extranjeros opinaron que los comicios 
habían sido realizados, en general, limpiamente, y los consideraron, por lo tanto, 
como una muestra irrefutable de la voluntad popular...” (Contreras y Luján Muñoz 
1996, pág. 43). Pero, como el mismo Grieb apunta, Ubico fue candidato único, por 
lo que cualquier resultado no podía ser otro que el esperado y, por lo mismo, no 
existía necesidad de que el proceso fuera señalado de no ser limpio, o bien, qué 
otra opción existía para encausar la “voluntad popular”. 

Algunos indicios sobre la naturaleza del régimen ubiquista en materia educativa, 
son señalados por González Orellana, ya que se militarizaron los centros de 
enseñanza, se suprimió la gratuidad de la educación media y se restringió la libertad 
de enseñanza. Las maestras fueron reprimidas, pues en cuanto una de ellas 
contraía matrimonio era removida de inmediato del puesto, ya que, desde la 
perspectiva presidencial, debía dedicarse por entero a cuidar del hogar. Fue el 
momento en el que se establecieron los desfiles escolares en Guatemala, en donde 
“marchaban también los maestros portando uniforme estilo militar y sujetos a una 
drástica disciplina” (1960, pág. 305), tradición que práctiamente se ha mantenido 
hasta el presente, en donde los estudiantes portan uniformes de tipo militar y son 
acompañados de “bandas escolares” que pretenden ser marciales. 

Grieb afirma que: “El régimen de Ubico fue oligárquico por naturaleza y sus políticas 
beneficiaron principalmene a la clase terrateniente” (Contreras y Luján Muñoz 1996, 
pág. 44). No obstante, este autor plantea que: “La promulgación de la Ley contra la 
Vagancia, en 1934, fue otra demostración del interés de Ubico por los indígenas”. 
Y, a continuación, refiere cómo Ubico, en su informe anual de gobierno presentado 
a la Asamblea Legislativa en 1937, “explicó el alcance de la nueva ley e indicó que 
ésta había sido diseñada con el objeto de ‘liberar’ al indígena de la ‘esclavitud’ y 
permitirle ‘trabajar con dignidad’, al igual que cualquier otro asalariado” (Contreras 
y Luján Muñoz 1996, pág. 46). La verdad es que dicha ley fue una forma jurídica 
para actualizar, en su momento, la disponibilidad de trabajo forzado del indígena a 
favor de los terratenientes, especial los cafetaleros. Piero Gleijeses sintetiza lo 
ocurrido de la siguiente forma: 
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La prosperidad de Guatemala descansaba sobre los hombros de esta bestia. 

“El indio”, señalaba la Embajada estadounidense, “analfabeto, descalzo, 
enfermo, es el trabajador guaemalteco”. Hasta 1934, estaba atado al patrón 
por las deudas contraídas debido al sistema de peonaje. Después de 1934, 
estaba atado al Estado por las leyes contra la vagancia dictadas por Ubico... 
Teóricamente, los indios podían escoger a sus empleadores y negociar sus 
contratos, según las leyes de la oferta y la demanda. Pero en un mundo 
gobernado por la violencia de los amos, estas leyes carecían de validez. 
Cuando surgí algún problema, los terratenientes se unían. Así, en el 
departamento de Quetzaltenango “unieron sus fuerzas para crear un 
consorcio... que mantendría un nivel salarial de 15 centavos diarios... Se 
acordó sancionar a quienes desobedecieran esta norma” (2008, pág. 8). 

Las concepciones económicas de Ubico, resultaban retrógradas para la época: “Se 
oponía al desarrollo industrial porque las fábricas engendraban un proletariado del 
que saldrían los comunistas”. Dentro de sus fobias, tres eran las principales: los 
comunistas, ios criminales y los intelectuales. El mito de la honradez de Ubico, que 
ha permanecido en el imaginario social guatemalteco, se ve desvanecido al tomar 
en cuenta que: “...Un informe de inteligencia estadounidense, fechado en 1944, 
señalaba que después de ascender a la presidencia, Ubico ‘se convirtió en el mayor 
terrateniente privado de Guatemala, a pesar de su muy publicitada campaña de 
honestidad en el gobierno”. Esto debido a que compró “muchas propiedades a un 
precio fijado por él mismo”. En 1940, de buen grado, aceptó el regalo de 
“US$200,000 que le hizo servilmente el Congreso”. Tal gesto de generosidad hacia 
el presidente, generó críticas en la sociedad, tras lo cual la legación norteamericana 
informó que “unas noventa personas han sido encarceladas en Guatemala por 
hablar mal de este regalo” (Gleijeses 2008, pág. 14-15). 

Es en medio de ese contexto nacional de dictadura y violencia en el que sucedió el 
movimiento revolucionario de 1944 en Guatemala, así como en otros países 
latinoamericanos que tendieron a democratizarse. Entre los países que se 
democratizaron en la región cabe mencionar a Uruguay (1942), Brasil y Costa Rica, 
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a finales de los años cuarenta. Entre 1945 y 1946 Argentina, Colombia, Perú y 
Venezuela (Huntington 1994, pág. 30-31). Elementos favorables que coadyuvaron 
al reclamo de libertad y democracia en estos países lo fueron el avance en la derrota 
de los miembros del Eje que avanzaba dentro del proceso de la Segunda Guerra 
Mundial; también la Carta del Atlántico (1941), con su afirmación sobre “el derecho 
que tienen todos los pueblos a escoger la forma de gobierno bajo la cual quieren 
vivir” y el logro de una paz que había de proporcionar “a todos los hombres de todos 
los países una existencia libre, sin miedo ni pobreza” (Fontana 2017, pág. 2). 

En junio de 1944 iniciaron los movimientos de protestas magisteriales y estudiantiles 
en Guatemala, en contra del régimen de Ubico. En El Salvador, Maximiliano 
Hernández Martínez enfrentó similares protestas y el 11 de mayo pidió asilo en 
Guatemala (Gleijeses 2008, pág. 22). El 1 de julio, ya sin el apoyo de Estados 
Unidos, Ubico renunció y, contraviniendo la Constitución, dejó el poder a un 
triunvirato conformado por los generales Federico Ponce Vaides, Francisco 
Villagrán Ariza y Buenaventura Pineda. En rigor, la sucesión debió haberse 
realizado entre los tres designados, pero Ubico no lo hizo así (Contreras y Luján 
Muñoz 1996, pág.80). 

El líder del triunvirato era Ponce Vaides, el 4 de julio presionó al Congreso para que 
lo eligiera presidente provisorio, que así lo hizo, (Gleijeses 2008, pág. 27) y convocó 
a elecciones para los días 17, 18 y 19 de diciembre de 1944. Ponce mismo se 
postuló, apoyado por un grupo de militares; además también lo hizo Adrián Recinos, 
quien durante la mayor parte del régimen ubiquista había sido embajador de 
Guatemala en Estados Unidos y, como un candidato del todo diferente, figuró Juan 
José Arévalo Bermejo, quien regresó de Argentina para participar. Sin embargo, los 
poncistas iniciaron un ciclo de represión, cuyo punto álgido fue el asesinato del 
periodista Alejandro Córdova, director del periódico “El Imparcial”. El hecho provocó 
que muchos se asilaran en diferentes embajadas, entre ellos se encontraba Arévalo 
que se refugió en la sede diplomática mexicana (Luján Muñoz 2004, pág. 239). 

El 19 de octubre se produjo el movimiento militar que asaltó la sede de la Guardia 
de Honor, dirigido por el teniente Jacobo Arbenz Guzmán, quien como protesta 
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contra el régimen ubiquista había renunciado a principios de julio del ejército, y 
luego, en el momento del asalto al cuartel, se sumó el mayor Francisco Arana, a la 
sazón comandante de los tanques de esa sede militar (Gleijeses 2008, pág. 29). El 
20 se logró la victoria sobre las fuerzas armadas fieles al gobierno; Ponce firmó la 
renuncia al cargo en la sede de la Embajada de los Estados Unidos, en presencia 
del cuerpo diplomático y se instauró una junta provisional de gobierno conformada 
por Arbenz, Arana y el comerciante Jorge Toriello (Contreras y Luján Muñoz 1996, 
pág. 83). Ubico y Ponce partieron al exilio. Como lo ha afirmado Luján Muñoz: “Se 
cerró en ese momento el ciclo de dominio ‘liberal’ (de nombre, que no de fondo) 
iniciado el 30 de junio de 1871” (2004, pág. 239). Después de 73 años, el saldo del 
liberalismo era que había regido en forma dictatorial y autoritaria, incumpliendo con 
el ideario y las promesas democráticas, constitucionales y republicanas que le eran 
teóricamente inherentes. 

Con el establecimiento de la Junta Revolucionaria dio comienzo la revolución 
guatemalteca. Gleijeses observa lo siguiente: “Fue una revolución singular que vio 
celebrar juntos a los trabajadores urbanos, a la clase media, a la élite terrateniente 
y al cuerpo de oficiales del ejército”. Según Guerra Borges: “La búsqueda de la 
democracia los había unido”, a lo que añade Gleijeses, “pero la definición de 
democracia los dividiría” (2008, pág. 33). 

El movimiento revolucionario, como era tradicional en los procesos de la historia 
guatemalteca, fue de tipo urbano; no existió movilización en el interior de la 
república. Sin embargo, a diferencia de otros eventos, sí incluyó una participación 
amplia de los diferentes sectores, con lo cual llegó a adquirir un carácter de 
movilización masiva en la capital. 

Lo importante a resaltar en relación a la Revolución de 1944, es que ha sido, hasta 
el presente, el movimiento histórico más democrático, popular y legítimo en 
Guatemala, que vino a romper con lo que estudiosos como Ventura Ramos, 
Jonathan Harlyn y Arturo Valenzuela, entre otros, denominan la “democracia 
oligárquica”. ¿Cuáles son las características de la democracia oligárquica? Ventura 
Ramos, planteó durante la década del ochenta del siglo XX lo siguiente: “Existen 
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dos conceptos de democracia, la oligárquica y la popular; la primera, en el poder, y 
la segunda como un propósito de las organizaciones políticas populares”. Esto 
determina que “...la autodeterminación popular sigue siendo un ideal no alcanzado, 
ya que en la práctica el pueblo sólo puede votar por los candidatos de la clase 
dominante y no por los suyos propios, aunque se hable de pluralismo político e 
ideológico”. Y añade que: “La democracia oligárquica es producto de la evolución 
frustrada del capitalismo dependiente” (Sol, Ricardo et. al. 1983, pág. 215). Por 
tanto: 

Es la democracia oligárquica la única que conoce el pueblo hondureño, no la 
otra, la democracia popular. Por esta razón, la política actual no funde en un 
solo concepto a las dos vertientes principales de la soberanía popular: la 
democracia política y la democracia económica y social (1983, pág. 215). 

La autonomía e independencia alcanzada en estos países en los años cuarenta, se 
vería afectada por el desarrollo de la Guerra Fría, al definirse el antagonismo 
ideológico, estratégico y geopolítico de las dos superpotencias. Como 
oportunamente se estableció, la Guerra Fría tuvo como una de sus más señaladas 
características el haberse desarrollado en los territorios periféricos, no en el de los 
propios contendientes. 

El plan PB-Succes, mediante el cual el gobierno de los Estados Unidos promovió 
directamente el derrocamiento del presidente Jacobo Arbenz Guzmán, sirvió de 
experimento exitoso para la CIA, para así utilizar esa estrategia en lo que serían 
otros frentes para combatir la “amenaza roja”. Toda forma de nacionalismo que se 
opusiera a los intereses de las empresas norteamericanas, sería desprestigiada con 
el calificativo de “comunismo”. Es por ello que, durante la década de los cincuenta 
del pasado siglo, se observa una contraola democrática en Latinoamérica. 

En el ámbito guatemalteco, con el triunfo contrarrevolucionario se establecieron 
regímenes autoritarios que por mucho tiempo vedaron la oportunidad de la 
prevalencia de la democracia, y un verdadero Estado constitucional y republicano. 
La oligarquía cobró nuevamente auge y el protagonismo de las fuerzas armadas 
cobró importancia en estos países, especialmente al amparo de la doctrina nacional 
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difundida por los Estados Unidos, desde la famosa Escuela de las Américas, con 
sede en Panamá. La formación impartida en dicha escuela fue importante para la 
lucha contra la guerrilla que se libraría en distintos países del subcontinente, 
especialmente a partir de los años sesenta (Tapia Valdés 1980, pág. 71). 

Cárter tuvo también que hacer frente a otra revolución en El Salvador, donde un 
pequeño grupo de terratenientes —las Cuarenta Familias— llevaban gobernando 
cien años y recurriendo a todos los medios a su disposición para someter a ios 
ciudadanos (La historia silenciada, Oliver Stone, pág. 441). 
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CAPÍTULO IV: LA RECIENTE DEMOCRACIÓN LATINOAMERICANA DE 
FINALES DEL SIGLO XX: ¿UTOPÍA O DISTOPÍA? 

En el período comprendido entre la década de los años sesenta y ochenta del 
pasado siglo, se desarrolló en buena parte de Latinoamérica, una serie de conflictos 
armados internos, caracterizados por la confrontación entre grupos de izquierda, 
organizados en guerrillas, y las fuerzas armadas. Lo que bien podría denominarse 
la “ola revolucionaria” creció en Latinoamérica, y tuvo por respuesta la intervención 
directa e indirecta de Estados Unidos para tratar de contener a tales movimientos, 
que estuvieron apoyados por Cuba y la Unión Soviética. 

Es por ello que el acelerado declive de la Unión Soviética, iniciado a mediados de 
los años ochenta, hasta llegar a su disolución en 1991, marcaría no sólo la 
conclusión de la Guerra Fría, sino también la paulatina pacificación de los países 
periféricos, hasta posibilitar el notable auge de la democracia alrededor del mundo 
a finales del siglo XX. 

La democracia irá respaldada por los procesos constitucionales, de manera que 
ambos fenómenos se presentan de manera conjunta: auge democrático significa 
también auge constitucional. 

4.1 Los nuevos parámetros constitucionales y republicanos 
frente al neoliberalismo 

El nuevo constitucionalismo se caracteriza por el fortalecimiento del Estado de 
derecho en dos sentidos: uno, se establecen los tribunales constitucionales, con 
base en el modelo de control constitucional concentrado, surgido en Europa 
después de la Segunda Guerra Mundial, particularmente en Italia, Alemania y, más 
recientemente, en España, como oportunamente se estableció. El otro elemento 
constitucional que se suma en esta nueva fase, se refiere al amplio reconocimiento 
de los derechos humanos que se consagra en los códigos fundamentales más allá 
de los derechos individuales de corte liberal. 

La democracia y el Estado constitucional, representan un requisito en la nueva fase 
del capitalismo que comienza a perfilarse a partir de la década del setenta. Es el 
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momento en el que el modelo keynesiano, el cual propició el intervencionismo 
estatal y su actividad reguladora (Olave Castillo 2001, pág. 12), el Estado 
benefactor, en conjunción afortunada con el Estado social de derecho, comienza a 
evidenciar un agotamiento económico. La crisis fiscal, el desfinanciamiento de los 
programas sociales, la imposibilidad financiera de cumplir con las crecientes 
demandas sociales, más el agotamiento del modelo industrial de desarrollo, 
empiezan a ser evidentes, aunado a las crisis de sobreproducción, el 
encarecimiento del petróleo, etc. 

En forma paralela, comenzó a cobrar auge una nueva concepción, tanto sobre el 
orden económico y político, como respecto a la cosmovisión social. Una doctrina 
totalizadora, omnicomprensiva. Se trató del neoliberalismo. Antes se dijo que cobró 
auge con el ascenso al poder de Margaret Thatcher en Gran Bretaña y la llegada a 
la presidencia de Ronald Reagan. Pero, cuáles fueron y continúan siendo 
actualmente las características del neoliberalismo. Siguiendo a Paul Masón: 

El neoliberalismo es la doctrina que aboga por la ausencia de controles en 
los mercados: nos dice que la ruta óptima hacia la prosperidad pasa por que 
los individuos persigan su propio interés particular, y que el mercado es la 
única vía de expresión de ese interés propio. Nos dice también que el Estado 
debe ser mínimo (reducido a las brigadas antidisturbios y la policía secreta), 
que la especulación financiera es positiva, que la desigualdad es buena y 
que, en su estado natural, la humanidad no es más que un conjunto de 
individuos despiadados que compiten ferozmente entre sí. 

El prestigio del neoliberalismo descansa sobre ciertos éxitos tangibles: 
durante los últimos veinticinco años, la aplicación de sus postulados ha 
propiciado la mayor oleada de desarrollo jamás vista en el mundo y ha 
favorecido también una mejora exponencial de ciertas tecnologías de la 
información fundamentales. Pero, al mismo tiempo, ha reavivado la 
desigualdad hasta condiciones parecidas a las imperantes cien años atrás y 
ha desencadenado una dinámica que pone en peligro la supervivencia misma 
del sistema (2016, pág. 8). 
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De este modo, el neoliberalismo propugna por la desregulación, es decir, la 
reducción de los controles legales sobre el quehacer empresarial, la no intervención 
del gobierno en la actividad económica: el retorno del “laissez taire, laissez passer” 
[dejar hacer, dejar pasar]. Frente a los valores sociales, comunitarios y de 
solidaridad, el neoliberalismo enaltece y rescata, como bastión fundamental, el 
individualismo a ultranza; esto fue expresado, con toda crudeza, por Margaret 
Thatcher cuando afirmó que “la sociedad no existe, sólo los individuos” (Hobsbawm 
2015, pág. 335). En congruencia con ese planteamiento, el enemigo -casi natural¬ 
es el Estado (el Leviatán de Hobbs), por lo que debe reducírsele, y lo social deviene 
en algo anacrónico, irreal, quimérico, para dar paso, en todo su esplendor, a la 
acción humana individual y la libertad de mercado, hasta poder lograr una existencia 
minimalista de lo estatal. El culto al emprendimiento individual rindió sus frutos, en 
términos de productividad y avances científicos y tecnológicos, como nunca se 
había visto. Pero, desde la perspectiva social, trajo consigo una involución, el 
retorno del creciente proceso de diferenciación social, es decir, la desigualdad que, 
como constante, se mantiene y tiende a agudizarse a partir de la década de los años 
ochenta hasta el presente. 

El filósofo Zygmunt Bauman resalta la importancia que históricamente ha tenido la 
solidaridad a nivel social: 

La solidaridad —o, más bien, la densa red de solidaridades (grandes y 
pequeñas, superpuestas y entrecruzadas)— sirvió en todas las sociedades 
(aunque sea imperfectamente) como refugio y garantía de certidumbre y, por 
lo tanto, de autoconfianza y de seguridad, proporcionando el coraje 
imprescindible para ejercer la libertad y el deseo de experimentar. La teoría y 
la práctica neoliberales han hecho de esa solidaridad su primera víctima. «La 
sociedad no existe», afirmaba la desafortunada alocución en la que Margaret 
Thatcher proclamó su credo neoliberal. Existen, agregaba, hombres y 
mujeres en su carácter de individuos, y familias (2016, pág. 32). 

Esta pérdida de valores de solidaridad, ha dado lugar a sentimientos de abandono, 
desesperanza e incertidumbre que se reflejan en una visión pesimista sobre el 
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presente y de angustia respecto al futuro: las condiciones, como lo demuestran los 
hechos, siempre pueden empeorar a nivel individual y social, en el mundo neoliberal 
de encarnizada competencia. De modo que, ese mundo al revés, afirma Eduardo 
Galeano, “desprecia la honestidad, castiga el trabajo, recompensa la falta de 
escrúpulos y alimenta el canibalismo” (2003, pág. 12). El nóbel en economía Joseph 
Stiglitz, da cuenta también de lo observado en Egipto en 2011, dentro de la dinámica 
de lo que se conoce como la Primavera Árabe (2010-2013, que se dio en 18 países), 
en una de sus visitas: 

Durante mi visita pude ver por qué: aunque el país estaba creciendo, los 
beneficios no llegaban a la mayoría de los egipcios. El socialismo de Gamal 
Abdel Nasser no les había servido de nada. El neoliberalismo de Hosni 
Mubarak, tampoco. La desesperación por probar con algo nuevo era 
palpable. Mustafá Nabil, más tarde gobernador del banco central de Túnez, 
me explicó las razones del malestar. No era sólo el alto nivel de desempleo. 
Eran las injusticias del sistema, las desigualdades. Los que conseguían 
triunfar eran los que tenían conexiones políticas, los que estaban dispuestos 
a dejarse corromper por el sistema, no quienes trabajaban duro, estudiaban 
y respetaban las reglas teóricas (2016, pág. 78). 

Y en relación a las “políticas fundamentalistas de mercado”, conocidas también 
como neoliberalismo, señala que: “Como he explicado, no están basadas en una 
profunda comprensión de la teoría económica contemporánea, sino en una lectura 
ingenua de la ciencia económica, basada en supuestos de la competencia perfecta, 
de unos mercados perfectos y de una información perfecta” (2016, pág. 284). En 
esos supuestos de perfección, sin embargo, se favorece un mundo desigual, que 
parte de la imperfecta distribución de la riqueza. 

En 2018, la organización no gubernamental OXFAM, que se autodefine como una 
confederación internacional de 19 organizaciones y trabaja en más de 90 países, 
reportó, con base en el estudio realizado en 2017, lo siguiente: 

El año pasado se produjo el mayor aumento de la historia en el número de 
personas cuyas fortunas superan los mil millones de dólares, con un nuevo 
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milmillonario cada dos días. En 12 meses, la riqueza de esta élite ha 
aumentado en 762 000 millones de dólares. Este incremento podría haber 
terminado con la pobreza extrema en el mundo hasta siete veces. El 82% de 
la riqueza generada durante el último año fue a parar a manos del 1% más 
rico, mientras que la riqueza del 50% más pobre no aumentó lo más mínimo. 

La riqueza extrema de unos pocos se erige sobre el trabajo peligroso y mal 
remunerado de una mayoría. Mientras las mujeres ocupan mayoritariamente 
los empleos más precarios, prácticamente todos los súper ricos son varones. 
Los Gobiernos deben favorecer la creación de una sociedad más igualitaria 
a base de dar prioridad a los trabajadores y a los pequeños productores 
agrarios en vez de a los más ricos y poderosos (Vázquez Pimentel et. al. 
2018, pág. 2). 

Dentro de ese contexto, el neoconstitucionaliso llegó tarde a Latinoamérica, pues 
arribó justo cuando cobraba importancia la globalización, auspiciada en forma 
sesgada por los enfoques neoliberales. En principio, debe entenderse, como lo 
señala el nóbel de economía Amartya Sen, que la globalización no es un fenómeno 
surgido de la nada durante la segunda mitad del siglo XX, sino un proceso 
continuado a lo largo de la humanidad. Es más: “La globalización se ha visto 
frecuentemente como parte de un proceso de occidentalización del mundo”, y, por 
lo mismo, ha sido rechazada como una modalidad de imperialismo. Sin embargo, 
en un enfoque integral, la globalización ha desempeñado un rol constante en el 
desarrollo de la humanidad desde hace mucho tiempo. En el enfoque que entiende 
privilegia el origen occidental del fenómeno: “primero fue el Renacimiento, luego la 
Ilustración y tras ella la Revolución Industrial, y por último el gran aumento del nivel 
de vida en Occidente”; es “una especie de regalo de Occidente al mundo” (Sen 
2017, pág. 42). 

Sin embargo, Sen aclara sobre el origen de la globalización, partiendo de una 
pregunta: 


Pero ¿es la globalización realmente una nueva maldición occidental? De 
hecho no es ni nueva ni necesariamente occidental; tampoco es una 
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maldición. Durante miles de años la globalización ha contribuido al progreso 
del mundo a través de los viajes, el comercio, las migraciones, las mutuas 
influencias culturales y la diseminación del conocimiento y el saber 
(incluyendo la ciencia y la tecnología)... Además, no necesariamente se trata 
del resultado de la influencia occidental, pues de hecho los agentes más 
activos de la globalización se encuentran con frecuencia localizados fuera del 
área occidental (2017, pág. 42). 

Este desembarazar la globalización del neoliberalismo, es un aspecto importante, 
pues permite diferenciar entre un proceso cultural y una doctrina económica que se 
convierte en ideología para la dominación. Al efecto, resulta ineludible adoptar un 
enfoque histórico, ya que: 

Habría que considerar el mundo al comienzo del pasado milenio en lugar de 
al final. En el año 1000 d. C., la expansión global de la ciencia, la tecnología 
y las matemáticas habían cambiado la naturaleza del Viejo Mundo, pero su 
difusión se llevó a cabo en dirección opuesta a la que observamos hoy. La 
alta tecnología en el año 1000 d. C. incluía el papel, la imprenta, el arco, la 
pólvora, la suspensión de puentes con cadenas de acero, la brújula 
magnética y la rueda de molino. Todos estos instrumentos, comunes en 
China, eran prácticamente desconocidos en otras partes del mundo. La 
globalización los llevó a todo el orbe, incluyendo Europa. Un movimiento 
similar ocurrió con la influencia de Oriente en las matemáticas occidentales. 

El sistema decimal surgió y se desarrolló en la India entre los siglos II d. C. y 
VI d. C.; después fue utilizado por los matemáticos árabes (Sen 2017, pág. 
42-43). 

Frente a una visión pro-occidental, capaz de apropiarse ideológica y culturalmente 
de la globalización, quizá en un enfoque neocolonial, debe tomarse en cuenta para 
comprender que ella no representa un “enemigo” a vencer. Comprender que la 
globalización, desde esa perspectiva más amplia a la oficialmente aceptada, se 
presenta como una constante en el proceso de desarrollo de la humanidad, que 
conlleva posibilidades irrenunciables: 
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En realidad, los agentes de esa globalización ni fueron sólo europeos, ni 
exclusivamente occidentales; tampoco estaban necesariamente vinculados 
al dominio occidental. De hecho, Europa habría sido mucho más pobre 
—económica, cultural y científicamente— si se hubiera resistido a la 
globalización en aquél tiempo. Hoy estamos ante el mismo principio, aunque 
en dirección inversa (de Occidente a Oriente). Rechazar la globalización de 
la ciencia y la tecnología porque representan la influencia y el imperialismo 
occidentales no sólo significa prescindir de contribuciones globales 
—provenientes de muchas partes del mundo— que se hallan sólidamente 
ancladas en las llamadas ciencia y tecnología occidentales, sino que también 
representa una decisión bastante estúpida desde el punto de vista práctico, 
dada la magnitud del beneficio que puede obtener el mundo entero de ellas, 
un beneficio que ya está obteniendo (Sen 2017, pág. 43). 

En contraposición al rechazo oficioso a la globalización, lo que importa es tener 
presente que: “El reto principal se relaciona con la inequidad -tanto internacional 
como intranacional-” (Sen 2017, pág. 45). En otras palabras, el problema no es 
productivo, tecnológico o de falta de recursos, sino de distribución de la riqueza, 
como reiteradamente se ha señalado, llámesele inequidad o desigualdad. 

En medio de ese entorno económicamente hostil a los recientes procesos 
democratizadores y neoconstitucionales, los países latinoamericanos han debido 
enfrentar que la amplia gama de derechos sociales reconocidos 
constitucionalmente, enfrenten las limitaciones materiales para poder cumplirlos. 
Esto, en parte, explica el desencanto por la democracia, y la apatía ciudadana. 

Es por ello que la actual globalización, en manos del capital, posee ciertas 
características esenciales: “la disminución de ios niveles de empleo, el recorte de 
los gastos sociales, las políticas de austeridad y la consecuente disminución de los 
salarios”, todo con el propósito de lograr “el restableciiento de la tasa de 
recuperación del capital” (Flores Olea y Mariña Flores 1999, pág. 148). 
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4.2 Ajuste estructural versus democracia y la versión 
democrática neoliberal 

Bertrand Russell, al referirse a “El capital”, afirmó que las profecías de Carlos Marx 
no se cumplieron, pues el obrero en los países “civilizados” gozaba a principios del 
siglo XX de mejores condiciones que las previstas por aquél, de tal modo que: 

...Si ahora (1918) queremos encontrar ejemplos de la barbarie capitalista 
análogos a los que llenan el libro de Marx, tenemos que ir por la mayor parte 
de nuestro material a los trópicos o, por lo menos, a las regiones donde hay 
hombres de una raza inferior a explotar... (2013, pág. 28). 

Efectivamente, en los trópicos y entre los hombres de “raza inferior” -es decir, los 
no europeos (entiéndase “blancos”)- son los lugares y las personas en los que se 
manifiesta el rostro más amargo y cruel del capitalismo. Resumido esto, significa 
que, fuera de Europa y probablemente Estados Unidos, el capitalismo continuaba 
dando esos ejemplos de lo que Russell calificaba como la “barbarie capitalista”, 
seguramente en los trópicos, en donde se encontraban los “hombres de una raza 
inferior a explotar”. 

Russell, para ese ya lejano 1918, no podía utilizar la aséptica expresión actual que, 
para referirse a las diferencias entre los países “civilizados” y los “tropicales”, se 
acuñó durante la segunda mitad del siglo XX, según la cual, los términos 
contrapuestos son los de “norte-sur”. El norte es el hemisferio rico, civilizado y 
pujante; el sur, el tropical, pobre, ignorante y atrasado, lugar de las “razas inferiores”. 
Antes de ello, la Guerra Fría permitió hablar de varios mundos: el primero, por 
supuesto, correspondía al de los países occidentales; el segundo, la constelación 
de países socialistas, encabezada por la Unión Soviética; y el resto, es decir, el 
tercer mundo, el de la pobreza, de las “razas inferiores”, subdesarrollado, a los que 
podía explotar el primero o el segundo mundo, según sus áreas de influencia. 

En los años posteriores a la conclusión de la Segunda Guerra Mundial, surgieron 
las teorías desarrollistas para el impulso de las deprimidas economías del tercer 
mundo. A la cabeza de tales formulaciones se encontraba el economista Raúl 
Prebisch. Estos proyectos se basaban en la sustitución de importaciones mediante 
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el desarrollo de la industria, a lo cual muchos países destinaron buena parte de sus 
ingresos por concepto de exportaciones, para así modernizarse. Sin embargo, al 
comenzar la década de los setenta ocurrió la crisis del petróleo, que encareció el 
combustible a nivel mundial, pero, en forma paralela, cayeron los precios de las 
materias primas en los mercados internacionales. 

Para corregir los desequilibrios entre el “centro”, los principales países capitalistas, 
y la “periferia”, las economías dependientes del tercer mundo, se propuso crear un 
Nuevo Orden Económico Internacional. La Organización de las Naciones Unidas 
(ONU) emitió una resolución el 1 de mayo de 1974 en la que planteaba cómo el 
desequilirio en el crecimiento económico había redundado en que “las naciones en 
vías de desarrollo, que representan el 70% de la población mundial, reciban tan sólo 
el 30% de los ingresos del mundo”, lo que se había visto agravado con la crisis del 
petróleo de 1970 (Fontana 2019, pág. 329). 

Sin embargo, la problemática económica era más compleja. Si bien desde el 
comienzo de la década del setenta se percibió una disminución en el ritmo de 
crecimiento de la producción, así como de la inversión productiva y aumento de las 
presiones inflacionarias, fue en el período 1974-1975 cuando se presentó “la 
primera recesión generalizada de la economía capitalista desde la segunda Guerra 
Mundial”. Fue también el momento cuando comenzó a manifestarse un nuevo 
fenómeno económico: la estanflación, es decir, el estancamiento en el aumento de 
la producción, acompañado de un creciente proceso inflacionario, el cual se 
prolongó a nivel mundial durante la mayorparte de la década de los setenta (Harvey 
2017, pág. 15). La estanflación “permitió disminuir el valor de la fuerza de trabajo y, 
por consiguiente, reducir los costos laborales del capital sin necesidad de disminuir 
en términos absolutos los salarios” (Flores Olea y Mariña Flores 1999, pág. 211- 
212 ). 

El mecanismo inflacionario permitió que los salarios perdieran su valor, para con 
ello beneficiar la rentabilidad del capital. Los tipos de cambio fijos para las monedas 
fueron abandonados en 1971 (Harvey 2017, pág. 15), lo que favorecía aún más el 
incremento de la inflación. Sin embargo, en determinado momento, los costos de la 
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estanflación fueron más altos que sus beneficios, por lo que se criticó y sustituyeron 
las políticas económicas keynesianas (Flores Olea y Mariña Flores 1999, pág. 212). 

¿Cuál fue la nueva orientación de la política económica que sustituiría a la 
keynesiana, adoptada tras la conclusión del segundo conflicto bélico mundial? La 
respuesta estuvo condicionada por el ataque a la inflación y la la promoción del 
crecimiento. En 1981, el 21 de octubre, se reunieron en Cancún los líderes de los 
ocho principales países industrializados junto a catorce gobernantes de países en 
vías de desarrollo. La afirmación del presidente Ronald Reagan fue que “él creía 
que el libre juego de las fuerzas del mercado era lo más provechoso para los países 
pobres, y Thatcher estuvo de acuerdo con esta opinión” (Fontana 2019, pág. 329), 
lo que significó poner fin al sueño del Nuevo Orden Económico Internacional, para 
optar por lo que se conoce como el neoliberalismo. 

Desde esa nueva perspectiva de política económica, “el Estado del bienestar , 144 en 
sus diversas variantes nacionales, se convierte en el principal objetivo del ataque” 
(Flores Olea y Mariña Flores 1999, pág. 213). Sin embargo, el efecto de tal objetivo 
tendría diferentes significados, dependiendo de qué países fueran ios que 
implementaran las nuevas medidas. En los países industrializados se estableció el 
paradigma del Estado del bienestar, especialmente después de que iniciara la 
reconstrucción de la posguerra en Europa. No así, en Latinoamérica, al igual que 
en África y Asia, los diferentes países no llegaron jamás a establecer con tal 
efectividad esas condiciones de protección, en particular si se piensa que estuvieron 
inmersos en la dinámica de la confrontación generada por la Guerra Fría. Las 
dictaduras, los golpes de Estado, los conflictos armados internos, la pérdida de los 
regímenes democráticos, sumados a la crisis económica internacional, impidieron 
la implementación del Estado del bienestar en estos países. 

En términos prácticos, las decisiones sobre conducción de la economía mundial 
fueron impulsadas a través de dos de los organismos financieros internacionales de 
la posguerra, creados en Bretton Woods, es decir, el Fondo Monetario Internacional 
y el Banco Mundial. Al efecto, promovieron la implementación de los Programas de 


144 Las cursivas corresponden al original. 
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Estabilización (PE), primero, para más tarde, en forma sistemática, los llamados 
Programas de Ajuste Estructural (PAE). De este modo: 

...a partir de la década de 1980 se propone la reestructuración de las 
economías centroamericanas. Costa Rica y Honduras (1985) fueron los 
primeros países de la región en formalizar los programas de ajuste y en dar 
inicio a todo el proceso de implementación de políticas orientadas a la 
reestructuración productiva, la liberalización comercial y la reforma del 
Estado, programas que se extenderían durante toda esa década y la 
siguiente... (Almeyraet. al. 2014, pág. 22). 

¿En qué consistieron estos programas? ¿Qué nuevos escenarios establecieron en 
lo económico? Las respuestas a estos interrogantes para Costa Rica, pero también 
para el resto de Centroamérica, refieren que: 

Los programas de ajuste estructural (precedidos por algunas medidas de 
“estabilización monetaria” a partir de 1982) se aplicaron con el objetivo 
inmediato de asegurar el pago de la deuda externa (mediante la contención 
del gasto público), iniciar un proceso de apertura y liberalización comercial y 
financiera, favorecer la reestructuración productiva para avanzar hacia una 
economía basada en la exportación de bienes “no tradicionales” 
(fundamentalmente agropecuarios), permitir la libre circulación de capitales, 
privatizar las empresas públicas y transformar el Estado mediante la 
restricción de políticas de inversión pública y contención del gasto. La 
imposición de medidas liberalizantes afectó de esa forma a la economía y la 
sociedad costarricenses, particularmente y de forma abrupta, y produjo 
transformaciones en el ámbito rural (Almeyra et. al. 2014, pág. 22-23). 

En relación a El Salvador, Remberto Nolasco y Edgardo Mira han señalado que el 
supuesto fundamental para la doctrina neoliberal era que la crisis económica se 
debía al intervencionismo estatal en las actividades económicas, el cual controlaba 
monopólicamente la producción y venta de servicios, lo que le daba capacidad de 
dirigir el mercado interno y externo. De lo que se trataba era de definir un nuevo 
modelo de acumulación del capital, basado especialmente en sectores más 
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rentables de la producción, en donde el asignador de recursos sería el mercado. 
Para lograrlo, se procedió a la privatización de empresas pública, entre ellas la 
banca, se liberazó la economía, es decir, el comercio exterior, los precios, etc. 
(Almeyra et. al. 2014, pág. 82). 

En verdad, de lo que se trataba era de definir una nueva división internacional del 
trabajo, como lo expresa Alonso-Fradejas (Almeyra et. al. 2014, pág. 96), impulsada 
desde los principales organismos financieros internacionales. Prioritaria era la 
reducción del déficit público, para lo cual se procedió al recorte del gasto social 
(Fontana 2019, 330), lo que se tradujo en menor inversión en educación, salud, 
vivienda, saneamiento, etc. 

En Guatemala, la liberalización comercial comienza con la misma Asamblea 
Nacional Constituyente que promulgó la Constitución de 1985, la cual dio inicio al 
proceso de desgravación arancelaria en productos como el maíz, para continuar 
con el primer gobierno democrático, presidido por Vinicio Cerezo Arévalo (Almeyra 
et. al. 2014, pág. 97). 

Una variante económica que repercutió en el agro guatemalteco, fue el colapso en 
1989 del régimen de cuotas para la exportación del café, que se había mantenido 
desde 1962 con el Acuerdo Internacional del Café, lo que significó que los precios 
tendieran a la baja por el exceso de oferta del producto en los mercados 
internacionales (Almeyra et. al, 2014, pág. 101). El sistema dejó de funcionar por 
las críticas de Estados Unidos al mismo, de conformidad con la lógica neoliberal 
que requería el libre juego de la oferta y la demanda. 

La reducción del tamaño del sector público, es decir, su participación activa en la 
economía, sumano a la desgravación arancelaria (pérdida de ingresos), 
liberalización del comercio, desregulación, menor inversión social, etc., significaron 
en su conjunto que los grupos sociales más vulnerables quedaran más expuestos 
a la lógica del mercado. Esto ha significado pobreza, desempleo y un deterioro del 
tejido social, que se sintetiza en el incremento de la desigualdad, al existir una alta 
concentración de la riqueza a nivel mundial, en tanto amplios sectores poblacionales 
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quedan excluidos y son marginados de los beneficios de la prosperidad que ha 
generado la globalización. 

Para ia década del noventa, el neoliberalismo se consolidó como la política oficial a 
a seguir, en lo que se conoce como ei “Consenso de Washington” (Harvey 2017, 
pág. 16); esta expresión fue “ideada en 1989 por John Williamson para sintetizar la 
doctrina del Fondo Monetario Internacional” (Fontana 2019, pág. 431). Sobre el 
Consenso de Washington, Fontana señala lo siguiente: 

...Una clase capitalista transnacional que emergía en aquellos momentos 
optó por reconstruir su poder rompiendo con los obstáculos que el estado- 
nación y las demandas de las clases populares de sus países oponían a la 
acumulación. Crearon entonces lo que se conoce como «el consenso de 
Washington»: un acuerdo para una reestructuración económica mundial 
como base de un nuevo orden corporativo transnacional, y pasaron a la 
ofensiva en su guerra contra las clases populares y trabajadoras (2019, pág. 
506). 

El modelo capitalista adoptado a nivel mundial, ha tendido a favorecer el capital 
financiero en lugar del productivo, teniendo “como pilares la desvalorización de la 
fuerza laboral y la destrucción de empleos, que se han profundizado y convertido 
en rasgos estructurales del capitalismo contemporáneo” (Flores Olea y Mariña 
Flores 1999, pág. 270). En ese proceso, resultaron claves los roles desempeñados 
por el Fondo Monetario Internacional (FMI) y el Banco Mundial (BM), que 
aprovecharon la crisis de la deuda latinoamericana, surgida en 1982, cuando México 
fue el primer país en declarar que caería en mora, para promover las medidas 
neoliberales de ajuste estructural. El FMI condicionó el salvamento de los diferentes 
países a la estricta adopción de ios Programas de Estabilización y los Programas 
de Ajuste Estructural, con lo que se redujo el tamaño del sector público en la región. 

Estas presiones, con el tiempo, han hecho que resulte notorio “el debilitamiento 
general del Estado-nación en sus competencias tradicionales, siendo cada vez más 
vulnerable a las presiones de las corporaciones económicas nacionales y 
transnacionales, así como de los estados más fuertes”. Para los apologistas de la 
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globalización de corte neoliberal, es evidente “la obsolescencia de los estados 
nacionales y de la soberanía. Incluso se ha llegado a plantear la necesidad de un 
‘gobierno global’” (Flores Olea y Mariña Flores 1999, pág. 265). 

Después de la época vivida con posterioridad a la Segunda Guerra Mundial, que 
culmina en la década de los años setenta, cuando se creyó que era posible avatir la 
desigualdad, hoy se trata de justificar que la misma siempre ha existido y continuará 
como una realidad ineludible: 

Tal es el caso de Thomas Piketty en su libro El capital en el siglo XXI, donde 
niega que haya habido en el siglo XX una dinámica que haya favorecido el 
aumento de la igualdad. La desigualdad es un rasgo permanente de la historia 
humana. «En todas las sociedades y en todas las épocas la mitad de la 
población más pobre en patrimonio no posee casi nada (generalmente en 
torno a un 5 % del patrimonio total), la décima parte superior de la jerarquía 
de los patrimonios posee una clara mayoría del total (generalmente más de 
un 60 % del patrimonio total, y en ocasiones hasta un 90 %), y la población 
comprendida entre estos dos grupos... tiene una parte entre el 5 % y el 35 
%» (Fontana 2019, pág. 506). 

En el informede del Programa de la Naciones Unidas para el Desarrollo sobre 
Centroamérica, correspondiente a 2009, se resalta lo siguiente: 

Lo primero que hoy tienen en común los países centroamericanos es el estar 
inmersos en el proceso de globalización, lo cual afecta profundamente a 
todos los subsistemas sociales y por supuesto es una fuente de grandes 
oportunidades, pero también de graves retos para la seguridad ciudadana. 
Estos retos consisten tanto en (a) aumentar las oportunidades para el delito 
y la fortaleza de las organizaciones criminales, como en (b) inducir o agravar 
ciertos desajustes que erosionan el tejido social (Gómez Buendía 2009, pág. 
156-157). 

En el informe se destaca que, desde hace quince años, respecto a 2009, “la región 
pasó, ora a exportar mano de obra (migración y maquila), ora a atraer capitales 
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desde el sector servicios (banca, turismo y otrs inversiones); pero ambas vías 
dependen de los ciclos internacionales...” Esto se evidencia en el hecho de que 
“entre el 40 y el 95% del ingreso nacional de nuestros países proviene de las 
exportaciones, las remesas, el turismo y la asistencia oficial al desarrollo” (Gómez 
Buendía 2009, pág. 158). En el caso de la exportación de mano de obra, la misma 
adopta dos formas: trabajo presencial, con los migrantes, y trabajo incorporado, con 
la maquila. 

¿Cuál ha sido el resultado del proceso de globalización en Centroamérica? ¿Cuáles 
son las características de los países como resultado de ese proceso? En el informe 
de PNUD de 2009 se realiza un rápido recuento de los aspectos más notables que 
se podían observar para ese año en la región, atendiendo a cada país: 

• El Salvador, Guatemala y Honduras han vivido más los efectos 
desestabilizadores de la maquila y de la migración (y además, recordemos, 
los del narcotráfico, en especial Guatemala). 

• Nicaragua tiene mucha migración, principalmente hacia Estados Unidos y 
Costa Rica, pero relativamente menos maquila y menos narcotráfico. 

• En Belice el narcotráfico y la migración dan impulso respectivamente, a la 
economía gris y a las remesas. Con la crisis mundial, el narcotráfico tomó 
más impulso, lo cual se palpa en el aumento de las detenciones por delitos 
de narcoactividad. 

• En Costa Rica el narcotráfico es un actor financiero pero menos violento. La 
maquila ha observado mejores prácticas laborales y ha dado cierto impulso a 
la oferta de formación tecnológica para los jóvenes. En cambio, el turismo 
sexual parece estar más arraigado en el país. 

• Panamá es caso especial. El Canal, donde circula el 5% del comercio 
mundial, generó casi un tercio de su PIB en 2006 y sus ingresos han crecido 
más de 15% anual desde 2002 (Agencia EFE, 2007). El Canal además 
estimula el comercio exportador y los servicios financieros, a tal punto que en 
el Istmo funcionan 41 bancos, 24 de los cuales son extranjeros (Ministerio de 
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Economía y Finanzas de Panamá, 2007). Si se agrega el crecimiento 
acelerado del turismo, queda claro que Panamá es especialmente vulnerable 
al contrabando, al lavado de activos y a la corrupción que acompaña al 
narcotráfico (Gómez Buendía 2009, pág. 159). 

En cuanto a esta apretada caracterización, es necesario realizar algunas 
observañones. Así, en cuanto a que la maquila tiene un efecto desestabilizador, 
según el mismo informe, esto se debe a que: 

La maquila generó pues empleos, pero no empleos de buena calidad: 
contratos de corta duración, jornadas extendidas, instalaciones inadecuadas, 
salarios bajos y privación de beneficios sociales han sido comunes y han 
afectado a los estratos populares -en especial a las mujeres, que constituyen 
entre 60 y 90% de la planta-(Gómez Buendía 2009, pág. 159). 

De este modo, la maquila no representa una solución, sino una estrategia de 
sobrevivencia. Los diferentes estados la han aceptado como un paliativo, aunque 
pobre, para mitigar el desempleo, pero a costa de la vulneración de los derechos 
laborales (reconocidos constitucionalmente por todos los países y en su legislación 
ordinaria), y ha incidido en formas de explotación especialmente contra las mujeres, 
que representan el grueso de trabajadoras que se dedican a esa actividad. El 
Estado, pues, ha caído en tolerancia y aquiescencia no sólo en la violación de 
derechos laborales, sino también con la promulgación de leyes especiales para 
atraer ese tipo de inversión, exonerándoles del pago de impuestos, con lo cual 
sacrifica más ingresos tributarios. 

La migración ha sido un fenómeno creciente en la región, al punto de que en 2018- 
2019 se dio la crisis surgida originalmente en Honduras, a la que se sumaron 
personas de El Salvador y Guatemala, para tratar de ingresar a México y dirigirse a 
la frontera sur de los Estados Unidos, en un éxodo masivo nunca visto en 
Latinoamérica, que evidencia la pobreza, la desesperación y la falta de 
oportunidades de nuestros países del llamado triángulo norte. El desborde de la 
situación se ha dado con la forzosa aceptación de Guatemala en agosto de 2019 a 
convertirse en “tercer país seguro” (refugio temporal para quienes quieran solicitar 
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asilo a los Estados Unidos), ante las amenazas de ser sancionados los productos 
de exportación con aranceles específicos por parte de la administración del 
presidente norteamericano Donald Trump, así como la gravación a las remesas 
familiares que, en 2018, superaron los nueve mil millones de dólares para el país 
(ver Anexo G). 

La llamada “economía gris” se refiere a los ingresos generados por las actividades 
económicas propiamente informales, las cuales representan también una sangría 
para el fisco de estos países. El narcotráfico es una realidad de flujos que alimentan 
los sistemas financieros centroamericanos. El turismo sexual en Costa Rica, aunque 
no le es exclusivo, demuestra la urgencia y desesperación de ciertos sectores por 
lograr medios para la sobrevivencia. 

De acuerdo con la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la 
Alimentación, conocida por sus siglas en inglés como FAO, para el año 2000, se 
evidenció que “el 30% de la población centroamericana trabaja(ba) en el sector 
formal, el 39% en actividades informales y el 31% restante en actividades 
agropecuarias”. El empleo formal es el legalmente regido con el reconocimiento de 
todos los derechos y obligaciones económicas y sociales para el trabajador. Sin 
embargo, al desglosar la información por país, se evidencia que Guatemala era el 
país con menor grado de formalidad laboral, pues para ese año contaba con apenas 
19.9% de la población económicamente activa en tal condición, en tanto que en 
Costa Rica y Panamá el empleo formal era del 50 y 45.9%, respectivamente. Pero, 
además, el porcentaje para El Salvador, Honduras y Nicaragua, con 35.7, 27.0 y 
25.5%, superaron al empleo formal guatemalteco, con lo cual se demuestra que 
Guatemala es el país de la región con el nivel de empleo más precario y vulnerable, 
peor remunerado e inestable (Alfaro s. f.). 

En suma, resulta evidente que el retorno a la democracia en Latinoamérica, durante 
la llamada tercera ola democratizadora, ocurrió en forma paralela al cambio en la 
política económica global, signada por el enfoque neoliberal. Esto determinaría que, 
a pesar de la incorporación de los derechos sociales a los textos constitucionales, 
la disponibilidad real de los medios para construir estados del bienestar en la región 


708 


se volvería más difícil, con lo cual la democracia social y económica resultaría en 
desencanto. Las promesas de la democracia no se cumplirían y únicamente se 
lograría la formalidad democrática. 


CAPÍTULO V: EL CASO GUATEMALTECO 


5.1 El proceso de retorno a la democracia y el primer gobierno 
democrático 

El retorno a la democracia en Centroamérica se produjo durante la década de los 
años ochenta, en medio de un contexto internacional en el que paulatinamente la 
Guerra Fría perdía vigencia. 

El proceso en Guatemala estuvo precedido de un período crítico entre 1982 y 1986, 
cuando el conflicto armado y la crisis política alcanzaron puntos álgidos. El 23 de 
marzo de 1982 se dio el movimiento de la oficialidad joven del ejército que llevó a la 
deposición del gobierno del general Fernando Romeo Lucas García. En su lugar se 
estableció un triunvirato, conformado por tres militares: el general José Efraín Ríos 
Montt, quien presidió la junta militar, el general Horacio Maldonado Schaad y el 
coronel Luis Gordillo Martínez. A los pocos meses, Ríos Montt desplazó a los otros 
dos miembros de la junta y pretendió “postergar 7 años la convocatoria a elecciones” 
(Sáenz de Tejada 2013, pág. 1). Ríos Montt, a su vez, fue depuesto el 8 de agosto 
de 1983 mediante golpe de Estado por su ministro de la Defensa, coronel Oscar 
Humberto Mejía Víctores (Luján Muñoz 2004, pág. 352), quien estableció un 
cronograma para el retorno de la institucionalidad en el país. 

El retorno final a la democracia en Guatemala se dio bajo un régimen de facto, de 
corte militar, en medio del conflicto armado que habría de prolongarse por más de 
diez años, desde el establecimiento del régimen constitucional y las primeras 
elecciones democráticas de 1985, y la posterior toma de gobierno de Vinicio Cerezo 
Arévalo el 14 de enero de 1986. El proceso estuvo acompañado de la promulgación 
de una nueva Constitución, para lo cual se eligió una Asamblea Nacional 
Constituyente en 1984, y el nuevo texto fundamental se terminó de redactar el 31 
de mayo de 1985 (Luján Muñoz 2004, pág. 354). 

Para Sáenz de Tejada el retorno a la democracia en Guatemala conllevó ciertas 
características: 
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...la democracia se instituía sobre la base de limpiar la mesa para abrir paso a 
una suerte de pacto de exclusión, por el que los militares cedían parte del control 
del gobierno a los civiles con la condición de que se mantuviera la preeminencia 
del ejército no sólo en el campo de la guerra contrainsurgente, sino como el gran 
decidor en materia política; otro elemento de dicho pacto fue la continuidad del 
statu quo económico y social, sobre todo en el sentido de bloquear cualquier 
posibilidad de implementar políticas distributivas; y, la continuidad de la 
proscripción de la izquierda revolucionaria (2013, pág. 2). 

Desde esa perspectiva, la democracia adoptada en Guatemala se encontró limitada 
en lo militar, lo político y económico. De manera inmediata, no se logró la paz 
interna. Tampoco se amplió el espectro político de participación partidaria, pues 
únicamente pudieron postular candidatos a las elecciones los partidos que 
aceptaban el marco no sólo jurídico, sino también de poder en el que se dio la 
convocatoria. En lo económico, junto a reivindicaciones sociales de diferente índole, 
las posibilidades de cambio eran prácticamente nulas, a lo cual deben sumarse las 
presiones de ajuste estructural impulsadas por los organismos financieros 
internacionales. De esta cuenta, las elecciones no fraudulentas, aunque con un 
espectro político limitado, se realizaron en medio de una guerra interna (Sáenz de 
Tejada 2013, pág. 4). 

A manera de ejemplo de la continuidad militar en el poder, se ha señalado lo ocurrido 
durante ese primer gobierno democrático, a cargo de Vinicio Cerezo: 

Se acusó al Estado Mayor Presidencial -la guardia encargada de la seguridad 
del Presidente- de controlar mediante el espionaje, prácticamente todos los 
actos públicos o privados del mandatario, de manejar la agenda, las visitas, 
las conversaciones y, lo más importante, los informes que leía y toda la 
información que recibía. El resultado fue que la figura del Presidente como tal 
quedó cercada y completamente controlada por un grupo militar que tenía 
poder y rivalidad con otros oficiales del Ejército (Poitevin 2004, pág. 71). 

El gobierno de Cerezo se vio agobiado por las demandas sociales (tierras, 
incrementos salariales, etc.) y la resistencia del empresariado organizado, que se 
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opuso al incremento de la carga tributaria y a cualquier posibilidad de reforma 
agraria, con lo cual la administración, al serle imposible resolver el problema fiscal, 
no dispuso de los recursos necesarios para atender las necesidades de la 
población. Asimismo, Cerezo cedió al planteamiento de mantener la línea dura de 
lograr el triunfo militar contra la insurgencia guerrillera, antes que privilegiar una paz 
pronta y negociada. Los procesos de Esquipulas I y II, que fueron el inicio de las 
conversaciones para la pacificación, se prolongarían hasta 1996, cuando se dio el 
efectivo arreglo entre la insurgencia y el gobierno guatemalteco (Poitevin 2004, pág. 
74). 

De acuerdo con Luján Muñoz, Vinicio Cerezo debió enfrentar “lo difícil que era 
transformar las estructuras político-administrativas, configuradas en lo que se ha 
llamado un ‘Estado contrainsurgente’, dominado por el ejército, a uno en que 
hubiera una coparticipación civil y militar”. Esto hizo vulnerable al gobierno a 
tensiones internas que se manifestaron en diez intentonas de golpes de Estado, “la 
incapacidad del gobierno para controlar la violencia de Estado y las violaciones 
contra los derechos humanos, que se acrecentaron en los últimos tres años del 
gobierno democristiano”, a lo cual hay que agregar la peor inflación del país y el 
descontento, “el desencanto popular y las crecientes exigencias de todas las 
organizacione sociales” (2004, pág. 358-359), así como la crisis regional de la deuda 
externa, en lo que se conoce como la década perdida para América Latina (con lo 
que se significa el decrecimiento económico ocurrido en estos países). 

Además de todos esos cconflictos con los diferentes sectores sociales, el gobierno 
de Cerezo Arévalo no supo salvarse del señalamiento de corrupción que caracterizó 
a los regímenes militares en Guatemala, y que se ha mantenido como uno de los 
mayores problemas de todos los gobiernos democráticos en esta nueva era. El caso 
más sonado durante el régimen demócrata cristiano fue el de la compañía nacional 
de aviación AVIATECA (Poitevin 2004, pág. 74). La significativa diferencia es que 
esta nueva corrupción ocurría en el nuevo contexto de las privatizaciones 
promovidas por el neoliberlismo ya que “al disminuir el control estatal sobre sectores 
estratégicos (finanzas y comunicaciones, por ejemplo) se abrieron nuevas 
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oportunidades para la corrupción de gran escala -por ejemplo en el manejo de las 
privatizaciones-” (Gómez Buendía 2009, pág. 161). 

Al darse las siguientes elecciones democráticas en Guatemala, el partido oficial, la 
Democracia Cristiana, postuló a Alfonso Cabrera Hidalgo para la presidencia, y la 
población hizo sentir su rechazo al dar la victoria, en segunda vuelta, a Jorge 
Serrano Elias. 

El gobierno de Vinicio Cerezo, conforme la evidencia presentada, se caracterizó en 
lo democrático por haberse establecido con un espectro de participación de 
opciones políticas limitadas, debido a la vigencia del conflicto armado. Prevalecieron 
las ofertas político-partidarias de tendencia conservadora que no representaran 
preligro a la confrontación interna que todavía se vivía. La participación del 
electorado fue amplia y el partido oficial, la Democracia Cristiana, logró un 
predominio envidiable tanto con la elección presidencial como en el legislativo, en 
donde obtuvo una mayoría significativa de diputados, al punto de llegarse a acuñar 
la frase sobre la “aplanadora verde”. En lo republicano, Guatemala afirma 
constitucionalmente su vocación histórica de constituirse en una república. Sin 
embargo, entendida la república como autonomía y autodeterminación, la injerencia 
norteamericana, en medio del contexto de la Guerra Fría, continuó condicionando 
la vigencia de la doctrina de la seguridad nacional y, por ende, otorgando gran 
protagonismo al Ejército en las decisiones de Estado para el logro de la pacificación 
interna. De igual manera, la independencia del país en lo económico y financiero 
hubo de estar condicionado a los dictados de los organismos financieros 
internacionales, quienes, en última instancia, habrían de definir la política 
macroeconómica del país para el logro de la estabilidad y el impulso de los 
programas de ajuste estructural. 

La ¡mplementación de los dictados neoliberales en materia económica, incidieron 
en la reducción del Estado y la prestación de servicios públicos. Desde un primer 
momento, el nuevo gobierno democrático debió enfrentar la impotencia para 
implementar una reforma fiscal que permitiera mejorar la carga tributaria, lo que 
también condicionó el incumplimiento en las demandas populares por la obtención 
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tierras para los campesinos. El deterioro económico se vio significado por un nivel 
inflacionario récord de 60% durante el último año de gobierno. 

Los señalamientos de corrupción de ese primer gobierno democrático incidieron en 
un fenómeno que se volvería recurrente: el desprestigio del partido oficial, tras el 
ejercicio del poder, haría imposible pensar en un segundo gobierno, a pesar de los 
esfuerzos interesados por lograrlo. 

La preservación del orden constitucional se evidenció frágil, ante las frecuentes 
tentativas de golpe de Estado. En materia del cumplimiento de los mandatos 
constitucionales para promulgar leyes específicas, el síntoma más claro fue el veto 
presidencial al Código Tributario Municipal, con lo cual se imposibilitó el 
empoderamiento tributario de los gobiernos locales, como una medida que pudiera 
evitar el clientelismo respecto al gobierno central y que hubiera asegurado la 
actualización de los arbitrios municipales. 

La alianza entre el sector económico empresarial y el ejército, representó un 
condicionamiento constante que limitó las facultades para el ejercicio del poder 
efectivo al Ejecutivo. 

5.2 El segundo gobierno democrático y el autogolpe de Estado 
de Jorge Serrano Elias 

En noviembre del 990 se celebraron las segundas elecciones democráticas en esta 
nueva fase de la vida política de Guatemala. A la contienda se presentaron 12 
candidatos, aunque, en principio, dos eran los que contaban con mayores 
probabilidades de ser electos: el oficial, representado por Alfonso Cabrera Hidalgo, 
y Jorge Carpió Nicolle, de la Unión del Centro Nacional. En la primera vuelta 
electoral, la mayor cantidad de votos fue lograda por Carpió Nicolle; el segundo 
lugar correspondió a Jorge Serrano Elias, del nuevo partido de nombre Movimiento 
de Acción Solidaria (MAS). De acuerdo con Luján Muñoz, la candidatura de Serrano 
Elias se vio fortalecida por el hecho de no haber sido inscrito Ríos Montt, del Frente 
Republicano Guatemalteco (FRG), de filiación protestante, quien por prohibición 
constitucional no podía participar para optar al cargo. Este voto “protestante”, al no 
inscribirse a Ríos Montt, fue capitalizado por Serrano Elias, quien también lo era. El 
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candidato de! MAS, Serrano Elias, fue el ganador de la segunda vuelta electoral al 
obtener 68% de los votos (2004, pág. 359). 

Al analizar el triunfo de este candidato se perciben varios aspectos a considerar en 
la realidad política guatemalteca. Uno, pareciera evidente que la decepción por la 
gestión del primer gobierno democrático, impidió la posible reelección del partido 
oficial, tendencia que se ha mantenido como constante en los posteriores procesos 
electorales en Guatemala. Es más, el partido de la Democracia Cristiana 
Guatemalteca se encaminó hacia su desaparición, como sucedería con otros 
partidos oficialistas posteriores. Dos, por primera vez, el protestantismo en 
Guatemala tiende a convertirse en una fuerza no sólo religiosa sino también político- 
electoral, que cobraría importancia en el espectro nacional, hasta convertirse en uno 
de los actores más importantes para futuras elecciones. Tres, también por vez 
primera, un partido político sin trayectoria ni cuadros técnicos, carente de base 
organizacional, ideológica y popular, llega al poder, con un candidato de corte 
“carismático”, sin equipo técnico de respaldo y que habrá de improvisar, lo que lo 
obligará a buscar alianzas para conformar su gabinete, carente de fortalezas 
suficientes en el oganismo Legislativo. Este fenómeno habrá de repetirse en 
Guatemala en el futuro, con la elección del presidente Jimmy Morales en 2015 y, 
aparentemente, en 2019, con el presidente electo, Alejandro Giammatei. 

Durante el gobierno de Serrano Elias, se evidenció la tendencia a adoptar una 
política económica de corte neoliberal, lo que se vio reflejado incluso hasta en la 
conformación de su gabinete, en donde se encontraban representantes del sector 
empresarial y académico, identificados con esa línea de pensamiento, tales como 
Manuel Benfeldt, María Luisa Beltranena, Richard Aitkenhead, Ricardo Castillo 
Sinibaldi y Alvaro Arzú Irigoyen. Las privatizaciones continuaron, por ejemplo, con 
la empresa de telecomunicaciones GUATEL y los derechos de vía del ferrocarril, 
propiedad de la empresa Ferrocarrilles de Guatemala (FEGUA) (Alveño Ovando 
2018, pág. 115). 

Al respecto, Antonio Mobil, citado por Alveño Ovando, afirma que con Serrano Elias: 
“El sector privado se transformó en la columna vertebral del régimen y de esta 
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manera logró impulsar sus proyectos sin ninguna dificultad” (2018, pág. 115). 
Durante su gobierno, el Banco Mundial, así como otros organismos financieros, 
suspendieron el desembolso de préstamos al aumentar la deuda pública. Para 
compensar la falta de ingresos, y atender la urgencia de que el Banco de Guatemala 
se quedó sin reservas de divisas internacionales, se promovió la emisión de bonos 
y depósitos a plazo tanto del público como de los bancos, a una tasa del 33% de 
interés anual. Esto estimuló la creación de bancos, de manera que durante este 
régimen se crearon cuatro: Banco Uno, Banco Corporativo, Banco de Comercio y 
Vivibanco (todos ya desaparecidos) (Molina Calderón 2011, pág. 67). De este modo, 
afirma Luján Muñoz, “han proliferado los bancos privados que obtienen sus 
ganancias de negociar los títulos emitidos por el gobierno a través del Banco de 
Guatemala, con elevados intereses...” (2004, pág. 377). De esta forma, la 
resistencia del sector privado al incremento de la carga tributaria forzó al gobierno 
a recurrir al endeudamiento, lo cual fue ocasión para un lucrativo negocio al obtener 
los bancos privados nuevas fuentes de enriquecimiento con la adquicisión de los 
títulos de crédito emitidos por la banca central. 

A lo anterior debe añadirse que durante el régimen de Serrano Elias se dio el 
“surgimiento (d)el narcotráico que... se convertiría en financista de no pocos 
partidos políticos, iniciándose así, también, la cooptación del Estado” (Alveño 
Ovando 2018, pág. 116). Es más, el propio Serrano Elias reconoce que entre los 
móviles para el autogolpe estuvo el “garantizar que nuestra Guatemala no sea presa 
del narcotráfico” (Serrano Elias 2012, pág. 34). También comenzó la inversión 
inmobiliara para el “lavado” de dinero (Luján Muñoz 2004, pág. 378) proveniente del 
narcotráfico, que encareció las propiedades en el país. Además, se reconoció a 
Belice como Estado. 

La frágil institucionalidad alcanzada en Guatemala, se evidenció cuando el 
presidente Serrano Elias promovió el autogolpe de Estado, conocido como “el 
serranazo”, en un intento por emular lo realizado por Alberto Fujimori en el Perú. La 
excusa para el autogolpe fue la corrupción, especialmente en el Congreso de la 
República, lo cual llegó a “escándalo cuando la prensa reveló que por cada ley 
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pendiente de aprobar por parte del Ejecutivo, cada diputado debía recibir una suma 
considerable por la compra de su voto (Poitevin 2004, pág. 76). 

Serrano, el 25 de mayo de 1993, disolvió el Congreso, el Organismo Judicial, la 
Corte Suprema de Justicia, la Corte de Constitucionalidad y destituyó al Procurador 
de los Derechos Humanos, Ramiro de León Carpió. “El mismo día del golpe, la Corte 
de Constitucionalidad declaró inconstitucional y nulo ipso iure lo actuado, y el 
Tribunal Supremo Electoral se negó a convocar a las elecciones de nuevo Congreso 
que pretendía el mandatario” (Luján Muñoz 2004, pág. 362). Después de quince 
días de incertidumbre y movilización social, ante el rechazo al autogolpe tanto a 
nivel nacional como internacional, fue removido Serrano Elias por el ejército y se 
descartó que le sustituyera el vicepresidente, Espina Salguero, por haber apoyado 
el movimiento golpista. El Congreso de la República volvió a reunirse y eligió al 
nuevo presidente y vicepresidente de la República: Ramiro de León Carpió y Arturo 
Herbruger, para que concluyeran el período de gobierno (Poitevin 2004, pág. 81). 

El segundo gobierno democrático guatemalteco, representó, en sus inicios, el 
cumplimiento de la alternancia en el poder. Las elecciones se realizaron con 
normalidad y dejó de existir el temor a un fraude electoral. La democracia parecía 
consolidarse en el país. Serrano Elias gozaba del apoyo del sector empresarial y 
existió menor suspicacia del poder económico hacia su gobierno. Después de todo, 
el Presidente había figurado y colaborado con gobiernos anteriores al período 
democrático y eso le daba mayor credibilidad ante los sectores conservadores del 
país. 

Desde la perspectiva política, el pequeño e improvisado partido político que llevó al 
poder a Serrano Elias, el MAS, no aseguró al gobierno la suficiente representación 
en el Congreso. Ante ese hecho, los niveles de corrupción comenzaron a 
manifestarse y, por ende, la venalidad para el logro del impulso de proyectos de ley 
en el legislativo. 

La dinámica gubernamental, sumada a la personalidad del gobernante, llevaron a 
la concresión del autogolpe de Estado de Serrano Elias el 25 de mayo de 1993. El 
Ejército, en principio, no definió rechazo al rompimiento del orden constitucional. Sin 
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embargo, en términos del orden constitucional, fue decisivo el papel de la Corte de 
Constitucionalidad que, en respuesta a la institucionalidad y con el respaldo de la 
ciudadanía, rechazó el autogolpe de Estado y desconoció las medidas autoritarias 
del gobernante. 

La república se vio amenazada con el autogolpe de Estado de Serrano Elias, al 
existir la posibilidad de erigir una dictadura y la conformación de una élite que de 
hecho pretendía hacerse del poder, con miras a perpetuarse. El auge de las políticas 
neoliberales continuó incidiendo en la definición de la política económica; la vía del 
endeudamiento, ante la imposibilidad de una reforma tributaria, continuó siendo la 
alternativa para el financimiento por la falta de recursos para el fisco. 

En cuanto al nuevo gobierno, encabezado por Ramiro de León Carpió, electo por el 
Congreso de la República, demostró ser débil, por carecer de partido político propio 
que le apoyara y por la continuidad de las autoridades del legislativo y judicial que 
se negaron a entregar sus puestos a pesar del clamor popular, de manera que 
permanecieron en ellos hasta que se realizaron las elecciones en agosto de 1994 
para sustituirles. De León Carpió carecía de experiencia administrativa, a pesar de 
sus buenas intenciones, lo que se reflejó, por ejemplo, en la política económica, que 
“fue errática, indecisa y hasta contradictoria” (Luján Muñoz 2004, pág. 364). Según 
el Informe de la Recuperación de la Memoria Histórica (REHMI): “El gobierno de 
Ramiro de León, iniciado con la promesa de mejorar el Gobierno y la política del 
país, terminó participando de la corrupción y el compadrazgo que desde 1985 han 
acompañado a los presidentes civiles” (tomo 3, pág. 254) 

El impuesto al valor agregado (IVA) subió de un 7 a un 10%, con lo cual se castigaba 
el consumo, por ser un impuesto indirecto. Dentro de la reforma constitucional que 
se promovió en noviembre de 1993, con motivo de la crisis política provocada por 
el golpe de Estado, importante fue la del artículo 133. Mediante consulta popular, 
realizada en una boleta en donde sólo se podía optar por el “sí” o el “no”, se 
sometieron a consideración del electorado las reformas institucionales en el 
Congreso de la República, e Organismo Ejecutivo y Judicial. También se separó el 
Ministerio Público y la Procuraduría General de la Nación. Adicionalmente se 
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introdujo un tema económico de trascendencia financiera, referido a las 
competencias de la Junta Monetaria, mediante el cual se prohibió todo 
financiamiento directo o indirecto, garantía o aval del Banco de Guatemala al 
gobierno central, sus instituciones descentralizadas o autónomas y a las entidades 
no bancadas. 

El contenido de la reforma al artículo 133 constitucional, no era un tema político ni 
de clamor popular, más bien se ubica dentro de las directrices neoliberales, al tener 
que recurrir el gobierno, en caso de necesidad de liquidez, a la banca privada, que 
le prestaría a tasas de interés de mercado, induciéndose así el incrementó de la 
deuda pública y logrando un lucrativo negocio para la banca privada. 

En 2015, el Instituto de Investigaciones Políticas y Sociales de la Universidad de 
San Carlos de Guatemala, intentó obtener información por parte del Banco de 
Guatemala y de la Superintendencia de Bancos “sobre cuáles habían sido los 
bancos privados que más crédito le habían otorgado al Estado de Guatemala y a 
qué tasa de interés”. La información fue denegada, bajo la existencia legal del 
secreto bancario por ambas entidades que rehusaron dar la información (Dabroy 
Araujo 2016, pág. 54). El secreto bancario ha servido así no sólo para encubrir el 
lavado de dinero, el enriquecimiento ilícito y la evasión tributaria, sino también para 
evitar la transparencia en las cuentas que se refieren al crédito público. 

Finalmente, es de reconocer que el logro del gobierno de Ramiro De León fue el 
reimpulso decidido del proceso de paz y el inicio del retorno de refugiados, que 
permitiría al siguiente gobernante la suscripción de la paz con la insurgencia 
guatemalteca. 

El gobierno de De León Carpió representó la alternativa para salvar el proceso 
constitucional, republicano y democrático en Guatemala, recién iniciado. No 
obstante, el oportunismo sectorial quedó evidenciado con la inclusión de un tema 
económico que en nada se relacionaba con la crisis política e institucional que vivía 
el país, al reformar el artículo que permitía el financiamiento al sector público por 
parte de la banca central. La reforma de ese artículo se inscribe dentro de la lógica 
neoliberal y, desde esa perspectiva, incide en la autonomía republicana del país, al 
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quedar sometido a los empréstitos extranjeros e internos para la obtención de 
recursos. Desde la perspectiva constitucional, se evidenció una de las falencias del 
texto de 1985, pues, al realizar la reforma se demostró que no existía un 
procedimiento formalmente definido para que procediera el Congreso de la 
República, solamente principios. Esto daba lugar a que, en forma discrecional, el 
Congreso procediera como mejor juzgara para aprobar el proyecto de reformas. 
Además, tampoco se definieron constitucionalmente criterios que sivieran de base 
para validar con qué porcentaje de votos emitidos respecto al total se declararía 
procedente la reforma constitucional. El tercer elemento cuestionable sobre la 
indefinición de parámetros constitucionales para la reforma, referente a la 
modificación de 43 artículos, consistió en únicamente dejaba la posibilidad de 
pronunciarse con un “sí” o un “no”, en una papeleta única. Este procedimiento 
imposibilitó la discusión, el desacuerdo y el disenso sobre los distintos aspectos 
contenidos en los artículos a que se refería la consulta popular. 

5.3 Los gobiernos de Alvaro Arzú, Alfonso Portillo, Oscar 
Berger, Alvaro Colom, Otto Pérez Molina, Maldonado Aguirre 
y Jimmy Morales 

De acuerdo con la versión de Jorge Serrano Elias, su remoción del cargo 
presidencial fue impulsada por el entonces coronel Otto Pérez Molina, quien estaba 
en arreglos con el grupo empresarial Pirámide, en particular con los empresarios 
Dionisio Gutiérrez y Leonel Toriello (2012, pág. 39 y 54). El interés empresarial iba 
orientado hacia la privatización de las empresas públicas como GUATEL, el Instituto 
Nacional de Electrificación (INDE), entre otros posibles negocios, y el logro de la 
paz, dentro de lo cual quedaba comprendida la reducción misma del ejército. 

Al respecto de las incidencias empresariales para ese momento, cabe consignar lo 
señalado por el Instituto Nacional Demócrata: 

El Cacif es una organización de máxima integración, conservadora pero 
flexible, cada vez más sofisticada. Reúne a las cámaras gremiales más 
relevantes a través de una asamblea permanente de presidentes, y es capaz 
de convocar, mediante mecanismos no formales (asambleas ampliadas), a 


720 


cabezas de consorcios y grupos familiares con peso determinante en diversos 
sectores económicos, como ocurrió a inicios de la década de 1990 con el 
denominado Grupo Pirámide. A través de ese Comité los actores económicos 
han llevado de manera ordenada la transición quizá más desafiante de los 
últimos tiempos (Núñez Vargas et. al. 2017, pág. 102). 

Sobre la incidencia de Otto Pérez Molina durante el gobierno de De León Carpió, 
en el informe del REHMI se consigna lo siguiente: 

Durante 1995 la imagen del presidente llegó a los niveles más bajos de 
popularidad. En octubre, la revista Crónica afirmaba: Ramiro de León ha sido 
el gobernante que más daño ha hecho a Guatemala, al reforzar la estructura 
de control militar sobre el Ejecutivo. Desde el 22 de mayo el país fue 
gobernado por un llamado Comité de Crisis, formado por los ministros de la 
Defensa, Relaciones Exteriores y Gobernación, además del Fiscal General, 
el presidente de la Comisión de Paz (COPAZ), el presidente de la Comisión 
Presidencial de Derechos Humanos (COPREDEH) y el Presidente de la 
República. Sin embargo este Comité de Crisis fue manejado, de hecho, por 
el jefe del EMP, 145 general Otto Pérez Molina. 146 

De acuerdo con Edgar Rubio Castañeda, a las 22 familias poderosas que ha 
señalado Casaús Arzú rigieron el país desde el siglo XVI al XIX, en la centuria del 
XX el grupo se redujo a 12 familias y, dentro de ellas, cinco son las de mayor 
preeminencia, a saber: Gutiérrez Bosch, Castillo, Herrera, Paiz y Novella. La familia 
Gutiérrez Bosch, plantea Rubio Castañeda, ha desplazado a la familia Castillo a un 
segundo plano desde comienzos de la década de los noventa. Su incidencia política 
es tal que “...ejerció de manera directa y contundente el poder con los gobiernos de 
Ramiro de León Carpió, Alvaro Arzú Irigoyen, Óscar Berger Perdomo y Otto Pérez 
Molina” (2012, pág. 21). 


145 Estado Mayor Presidencial. 

146 La referencia específica sobre el tema procede del siguiente sitio, consultado el 19 de agosto de 
2019: http://www.odhaa.org.qt/html/TOM03C8.HTM . 
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Rubio Castañeda señala que De León Carpió y Pérez Molina, quien fue ascendido 
a general, comparten, como común denominador, “su llegada a puestos clave” 
debido a la “gran amistad con el multimillonario Dionisio Gutiérrez Mayorga, quien 
se convirtió automáticamente en el poder tras el trono del gobierno transitorio” de 
De León. Pero: “Lo más delicado es que reformaron la Constitución Política para 
consolidar legalmente su control económico y financiero sobre el Estado” (2012, 
pág. 22-23). A lo cual cabe agregar lo afirmado por Serrano Elias en 2012, para 
quien del nuevo gobierno se beneficiaron “sobre todo los Gutiérrez-Bosch, quienes 
han usufructuado el poder al máximo. Incluso, llegaron a privatizar la presidencia de 
la República en tiempo de Oscar Berger Perdomo”. Ese año comenzaba la 
presidencia del general Pérez Molina, y a lo dicho añade: 

Lo que falta por ver es si su compañero de la aventura del 93, general Otto 
Pérez Molina, ya como Presidente de la República de Guatemala, se les 
subordinará y les hará caso; o bien, ya con la banda en el pecho, buscará su 
autonomía e independencia. Esto solo lo podremos saber, cuando se 
empiecen a pelear entre ellos (2012, pág. 191 -192). 

Resulta interesante percatarse que tanto Ramiro De León Carpió como el 
subsiguiente presidente, Alvaro Arzú, militaron de jóvenes en el partido Movimiento 
de Liberación Nacional (MLN), heredero político del golpe de Estado contra Jacobo 
Arbenz Guzmán. Arzú salió del MLN al apoyar la cantidatura presidencial de un civil: 
Alejandro Maldonado Aguirre (Alveño Ovando 2018, pág. 122). Óscar Berger fue 
compañero de estudios universitarios de Alvaro Arzú, gracias a él, a mediados de 
los años ochenta, incursionó en política al apoyar a su amigo en la campaña por 
llegar a la alcaldía de Guatemala, la cual obtuvo Arzú. 

De esta cuenta, en una rápida revisión, se evidencia que, de los cuatro presidentes 
señalados por Rubio Castañeda, dos -De León Carpió y Arzú- provinieron 
directamente del seno del MLN. A la lista habría que añadir la presidencia pro 
tempore de Alejandro Maldonado Aguirre, tras la renuncia de Otto Pérez Molina, en 
2015. Berger fue cofundador del Partido de Avanzada Nacional (PAN), un partido 
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conservador, que llevó al poder a Arzú; y Pérez Molina, de igual manera, tiene 
filiación política similar con el Partido Patriota. 

Alvaro Arzú comenzó a ser conocido en la administración pública durante el 
gobierno del general Romeo Lucas García, quien lo nombró Director del Instituto 
Guatemalteco de Turismo (INGUAT), en donde fungió entre 1978-1981. Se postuló 
como alcalde de Guatemala y ganó en 1982, pero ya no pudo tomar posesión por 
el golpe de Estado del 23 de marzo. Luego, ya con el restablecimiento de la 
democracia, fue electo cuatro veces alcalde de esta ciudad. En las elecciones 
presidenciales de 1995 obtuvo la presidencia. Durante su gobierno se firmó el 
Acuerdo de Paz Firme y Duradera con la Unidad Revolucionaria Nacional 
Guatemaltea (URNG), que puso fin al conflicto armado interno de 36 años en que 
estuvo sumida Guatemala. Los programas neoliberales de privatización de 
empresas estatales continuaron en forma agresiva durante su gobierno. Redujo las 
prestaciones laborales de los empleados públicos con el fortalecimiento de los 
contratos 029 por servicios técnicos y profesionales, carentes de toda prestación. 
En 2017 la Comisión Internacional Contra la Impunidad (CICIG) 147 y el Ministerio 
Público (MP) solicitaron antejuicio en su contra por “posible utilización de recursos 
públicos para las campañas de reelección del alcalde Arzú” (Alveño Ovando 2018, 
pág. 129). 

El gobierno de Alvaro Arzú, desde la perspectiva democrática formal, cumplió con 
los requisitos constitucionales necesarios, establecidos legalmente para ser electo. 
Sin embargo, en lo político, representó el fenómeno de la reincursión de sectores 
sociales tradicionales, de naturaleza oligárquica, para la conducción gubernamental 
en Guatemala. Desde el enfoque constitucional, un señalamiento que puede 
hacerse a su gestión es que, según lo preceptuado en el artículo 173, la firma de la 
Paz Firme y Duradera de 31 de diciembre de 1996 debió haberse sometido a 
procedimiento consultivo, puesto que las “decisiones políticas de especial 


147 La CICIG fue creada mediante el convenio entre el gobierno de Guatemala y la Organización de 
Naciones Unidas en diciembre de 2006, para combatir ciertos fenómenos criminales bajo el concepto 
general de cuerpos ¡legales y aparatos clandestinos de seguridad (CIACS). El financiamiento contó 
con el apoyo de 20 Estados y de la Unión Europea. 
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trascendencia deberán ser sometidas a procedimiento consultivo de todos ios 
ciudadanos”. En lo que se refiere a consideraciones republicanas, el gobierno de 
Arzú permitió el pleno impulso de los programas de ajuste estructural, promovidos 
por los organismos financieros internacionales, para la ¡mplementación de la 
privatización de empresas y bienes del Estado. Con ello se incrementó la 
vulnerabilidad para amplios sectores sociales y se inició el repliegue de las fuerzas 
armadas, que también se verían reducidas, dando lugar a que se redujera el efectivo 
control sobre el territorio nacional, lo que favoreció el auge del narcotráfico y que 
Guatemala se convirtiera en puente para esa actividad ilícita. Las privatizaciones 
lesivas a ios intereses del Estado, así como el despojo para aprovechamiento 
privado de bienes públicos, evidenció un entreguismo promovido desde las esferas 
gubernamentales, en agravio del bien común. 

El siguiente gobierno estuvo presidido por Alfonso Portillo (2000-2004). 
Políticamente, Portillo recorrió por diferentes partidos y corrientes ideológicas antes 
de alcanzar el poder: estuvo con el partido Social Demócrata, luego con la 
Democracia Cristiana Gutemalteca, con la cual alcanzó una curul en el Congreso 
de la República, hasta llegar al Frente Republicano Guatemalteco (FRG), el partido 
de Efraín Ríos Montt, con el cual finalmente alcanzó la presidencia (Alveño Ovando 
2018, pág. 130-131). Su gobierno estuvo caracterizado por dos aspectos: la 
tradicional corrupción, que ha sido una constante gubernamental desde el inicio de 
la fase democrática, y la confrontación con el CACIF, por temas económicos y 
tributarios. Así, “permitió la importación de pollo, cemento y otros insumos” (Alveño 
Ovando 2018, pág. 133). 

Uno de los procesos que se le siguieron a Portillo lo llevó a ser extraditado (en forma 
violenta), juzgado y condenado en Estados Unidos, para posteriormente purgar una 
condena en ese país de casi seis años y a pagar una multa de más de dos millones 
y medio de dólares. Portillo “se declaró culpable de lavar dinero en bancos 
estadounidenses del soborno recibido de Taiwán a cambio de prometer que no 
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pondría fin a las relaciones diplomáticas” con ese país, 148 consigna la cadena 
noticiosa BBC.Y a continuación refiere lo expresado por el exmandatario al retornar 
en febrero de 2015 a Guatemala: "La corrupción no empezó conmigo, ni terminó 
conmigo. La corrupción es endémica en el país". 149 

El gobierno de Alfonso Portillo resulta singular en la historia democrática 
guatemalteca. Por sus escritos y línea de pensamiento, Portillo podría calificarse 
políticamente como alguien de centro-izquierda. Sin embargo, su flexibilidad para 
adherirse a distintos partidos en donde pudiera encontrar cobijo y poder lo llevó a 
aliarse con el Frente Republicano Guatemalteco, organización partidaria de 
derecha, encabezada por el General Efraín Ríos Montt. Portillo lideró al Ejecutivo, 
Ríos Montt figuró en el Congreso de la República, ante la imposibilidad de acceder 
a la presidencia por prohibición constitucional. Su gobierno entró rápidamente en 
contradicción con el CACIF y, en tanto le fue posible, trató de confrontar sus 
intereses, especialmente en lo tributario y en el proteccionismo económico a 
sectores tradicionalmente favorecidos. 

El acceso del FRG al poder con Alfonso Portillo como presidente, desde la 
perspectiva constitucional, significó hacer cumplir la prohibición para que pudiera 
llegar a la máxima magistratura Ríos Montt y la aceptación de su partido de poder 
hacerlo. En términos de la democracia, el régimen portillista posibilitó la alianza 
entre entre un líder de centro-izquierda, Portillo, con uno de extrema derecha, Ríos 
Montt. Sin embargo, la confrontación presidencial con el CACIF fue evidente y 


148 Es de señalar que también otros presidentes centroamericanos fueron sobornados por Taiwán a 
efecto de obtener el mismo apoyo diplomático, para tratar así de lograr su reconocimiento ante la 
ONU como Estado independiente de China continental. Entre ellos se encontraba el expresidente 
salvadoreño Francisco Flores, pero en este caso Estados Unidos no accionó en su contra, sino el 
propio sistema de justicia salvadoreño (ver el siguiente link, consultado el 22 de agosto de 2019 : 
https://lahora.qt/hemeroteca-lh/el-papel-de-taiwan-en-la-corrupcion/) y el expresidente costarricense 
Miguel Ángel Rodríguez, quien al momento de ser acusado ejercía el cargo de Secretario General 
de la Organización de Estados Americanos (OEA), en el cual se desempeñó por un par de semanas 
(ver el siguiente link, consultado el 22 de agosto de 2019 : 
http://news.bbc.co.uk/hi/spanish/international/newsid 3762000/3762440.stm) . 

149 La nota informativa se puede consultar en el siguiente link, el cual fue revisado el 22 de agosto 

de 2019 : 

https://www.bbc.com/mundo/ultimas noticias/2015/02/150225 ultnot quatemala portillo prisión a 


z. 
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duradera. Portillo, incluso, intentó revertir la privatización de la empresa de telefonía 
nacional y anunció que promovería la declaratoria de lesividad de la misma. 

La democracia formal prevaleció, en tanto los señalamientos de corrupción, también 
para este gobierno, continuaron siendo la constante. Desde la óptima republicana, 
a pesar de la confrontación del presidente con el poder económico y su crítica a los 
organismos internacionales, Guatemala no pudo lograr autonomía para la definición 
de su destino, pues el poder financiero y los condicionamientos económicos 
continuaron vigentes. En ese sentido, cabe recordar cómo Portillo promovió una ley 
para frenar los intereses leoninos de las tarjetas de crédito, lo cual fue impugnado 
por el presidente del Banco de Guatemala, Lisardo Sosa, no obstante que el 
presidente le nombró para el cargo. 

Las palabras de Portillo parecieron ser proféticas, pues en abril del mismo año 
comenzó a definirse y a hacerse público el caso conocido como “La Línea”: 

El 16 de abril de 2015, el MP y la CICIG presentaron ante los tribunales el 
caso de defraudación aduanera conocido como La Línea, cuya estructura 
paralela alcanzaba altas esferas del Estado. Los integrantes de esta 
estructura criminal controlaron la administración tributaria y generaron 
ganancias millonarias para todos los socios. La fase I de la investigación llevó 
a detenciones judiciales -entre ellas el anterior y vigente Superintendente de 
Administración Tributaria (SAT) y directivos de la misma- y orden de captura 
en contra del entonces secretario privado de la vicepresidenta de Guatemala 
(CICIG 2019, pág. 29). 

En mayo comenzó el derrumbe del gobierno del general Otto Pérez Molina con la 
renuncia de la vicepresldenta Ronaxa Baldetti, para más tarde hacer lo propio 
también él en septiembre, tras retirarle el Congreso de la República la inmunidad de 
que gozaba como presidente, en el escándalo por corrupción denunciado por la 
CICIG y el Ministerio Público, a través del comisionado Iván Velásquez y de la fiscal 
general Thelma Aldana. 
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A esto seguirían muchos casos más, entre los que destaca el caso Transurbano, en 
el cual fue capturado y llevado a proceso el exmandatario Alvaro Colom, junto a casi 
todo el gabinete de ministros del período 2008-2012. Pero los actos de corrupción 
en los que fueron importantes las investigaciones del MP y la CICIG alcanzaron 
también al organismo judicial y al legislativo, así como a gobiernos municipales. Se 
dieron también en el ámbito del “lavado de niños”, ejecuciones extrajudiciales para 
la limpieza social, financiamiento electoral ilícito por parte de empresarios, 
narcotráfico, etc. Las acusaciones también se dirigieron en contra del actual 
presidente de la República, Jimmy Morales 2016-2020. 

Muy probablemente, de haber contado con más tiempo y de no haber concluido el 
período de la fiscal general Thelma Aldana, las investigaciones MP-CICIG podrían 
haber llegado a otras administraciones gubernamentales, como las de Berger y 
Arzú. Sin embargo, la estrategia para la expulsión de la CICIG comenzó en 2018, 
cuando el presidente Morales anunció su decisión de no renovar el mandato de la 
comisión e impedir el retorno del comisionado Iván Velásquez al país, luego de que 
realizara un viaje a Estados Unidos. El hermano e hijo de este presidente fueron 
llevados ajuicio, por un caso de corrupción en el Registro General de la Propiedad, 
y el mismo presidente, como secretario general de su partido, acusado de reibir 
financiamiento electoral ilícito. El Congreso de la República cambió el tipo penal 
respecto al financiamiento ilícito, con lo que la figura dejó de ser delictiva en 
términos de los actos realizados en 2015 por Morales. 

Para no dejar de mencionar el gobierno de Oscar Berger (2008-2012), vale decir 
que alcanzó la presidencia con el apoyo del partido Gran Alianza Nacional (GANA), 
que él fundó al distanciarse de Alvaro Arzú. Se alió con el Partido Patriota (PP), 
recién fundado por Pérez Molina y Roxana Baldetti, y con el Partido Reformador 
(PR). Su vicepresidente fue Eduardo Stein y como secretario privado de la 
presidencia de la República Gustavo Porras Castejón, ambos antiguos miembros 
de la URNG. Su gobierno fue decididamente de corte neoliberal y fue acusado de 
promover la limpieza social con casos como Pavo Real y Gavilán, entre varios más 
(CICIG 2019, pág. 24). 
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El gobierno de Berger, desde la perspectiva democrática y política, significó el 
establecimiento del segundo gobierno encabezado por prominentes miembros del 
poder económico, adscritos ai poder oligárquico tradicional. En términos de 
independencia republicana, su adherencia a ios dictados del Consenso de 
Washinton fueron notables, en evidencia de una armonización entre el poder 
económico nacional con el poder financiero internacional. La desregulación y ia 
adhesión a iniciativas de libre comercio fueron la tónica económica de su gobierno. 

El marco constitucional de referencia se respetó, asegurando así la continuidad y 
alternabilidad en el ejercicio del poder. Sin embargo, existieron señalamientos en 
contra del gobierno de Berger en cuanto al respeto a los derechos humanos, al 
haberse documentado acciones de limpieza social en los presidios, que devendrían 
en procesos judiciales, incluso de incidencia internacional en contra de altos 
mandos del Ministerio de Gobernación, incluido el actual presidente electo de 
Guatemala. 

El gobierno de Alvaro Colom entró en contradicciones con el sector privado, trató 
de promover una reforma fiscal que fue boicoteada por el CACIF (Alveño Ovando 
2018, pág. 137). Su esposa, Sandra Torres, tuvo extrema injerencia en el gobierno, 
a pesar de que legalmente no ocupaca ningún cargo público, y utilizó el programa 
social de la “bolsa solidaria”, conformada por alimentos básicos para la población 
de escasos recursos, con el propósito de hacerse de una imagen con miras a 
postularse para la presidencia en el siguiente período. Finalmente, no fue inscrita 
por el lazo de parentesco civil con el presidente Colom, lo cual prohíbe la 
Constitución, a pesar de que se divorció meses antes para poder participar para así 
“casarse con el pueblo de Guatemala”. El argumento fue rechazado por la Corte de 
Constitucionalidad, que prohibió su inscripción. 

El triunfo del la Unión Nacional de la Esperanza trajo consigo muchas esperanzas, 
pues, dentro del espectro político, el partido se definió como socialdemócrata, con 
planteamientos sociales reformistas a impulsar en el país. El gobierno de Alvaro 
Colom fue electo democráticamente y en respeto del ordenamiento constitucional 
vigente. Las políticas sociales que se implementaron, parecían dar margen a pensar 
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en el ejercicio republicano hacia una alternativa de poíticas sociales autónomas, 
contrarias al neoliberalismo, identificadas con los logros alcanzados en países como 
Brasil, con la bolsa y los comedores solidarios. Sin embargo, estos programas 
fueron calificados de populistas por los sectores conservadores y señalados como 
fuentes de corrupción, y de ser utilizados para la promoción de la imagen 
especialmente de la entonces esposa del presidente, Sandra Torres. La crisis 
constitucional surgió cuando la ya entonces exesposa del presidente, luego de su 
divorció, intentó postularse como candidata a la presidencia, lo que hubo de ser 
conocido a nivel de la Corte de Constitucionalidad. Finalmente, la aspirante no pudo 
inscribirse por considerarse que existía fraude de ley al tratar de inscribirse ya una 
vez divorciada, pues el vínculo había existido durante la mayor parte del período de 
gobierno del presidente Colom. El pronunciamiento de la Corte fue respetado y así 
se frustró esa candidatura. 

El siguiente presidente fue el general Otto Pérez Molina, acompañado por Roxana 
Baldetti como vicepresidenta. Como se dijo, este gobierno implosionó por los altos 
niveles de corrupción descubiertos por el MP y la CICIG, al punto de que la 
exvicepresidenta, junto al exministro de Gobernación, han sido reclamados por la 
justicia norteamericana al acusárseles de narcotráfico hacia ese país. 

En medio de la crisis política generada por la renuncia de Pérez Molina, el Congreso 
de la República eligió entre una terna al personaje que terminaría el período que 
correspondía a aquél. El elegido fue un hombre de confianza para los círculos 
tradicionales de poder en Guatemala: Alejandro Maldonado Aguirre. A la sazón, 
Maldonado Aguirre se desempeñaba en la Corte de Constitucionalidad como 
magistrado titular, puesto al que renunció para aceptar fungir en la presidencia en 
los pocos meses restantes de ese período. Luego pasaría a ocupar un puesto en el 
Parlamento Centroamericano (PARLACEN), en su calidad de expresidente de 
Guatemala. A su salida de la Corte de Constitucionalidad, se le concedió una 
indemnización superior a los Q400,000.00, lo cual fue seriamente cuestionado, pues 
ocupaba un puesto de elección y no uno de servidor público. El conservadurismo 
de Maldonado Aguirre se evidenció cuando aprobó la implementación del “sueldo 
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diferenciado” en tres municipios del país, con lo cual el salario mínimo, que no 
alcanzaba a cubrir el costo de la canasta básica de alimentos, era rebajado en casi 
Q1,000.00, bajo el argumento de que era preferible contar con algún ingreso, en vez 
de ninguno. Durante su presidencia en la Corte de Constitucionalidad se trató anular 
la sentencia condenatoria en contra de Efraín Ríos Montt por genocidio, al retrotraer 
el proceso a una fase anterior, con lo cual resultaba inaplicable lo resuelto por el 
tribunal de sentencia. 

El ascenso al poder del Partido Patriota marcó una inflexión en la vida democrática 
guatemalteca, pues significó el resurgimiento de una candidatura militar, después 
de que en 1986 fuera entregado el poder por un general a un civil. En el contexto 
de la fase democrática, volvía a presentarse una candidatura militar, con la gran 
diferencia de que ahora se hacía desde los cánones de un régimen constitucional, 
republicano y democrático. La base propagandística se encaminó por la vía de la 
seguridad, la “mano dura”, la oferta de controlar la criminalidad y la delincuencia. 
Fue un momento de covergencia de tales ofertas en el subcontinente 
latinoamericano, pues en varios países se habló de proveer de tales garantías a la 
ciudadanía. 

El gobierno del General Pérez Molina, significó el acceso de un militar distinguido 
militar que había permanecido en el poder tras bambalinas desde la deposición de 
Ríos Montt, hasta que tuvo la ocasión de hacerse directamente del poder, junto a 
otros militares de amplia trayectoria, como su Ministro de Gobernación, Gustavo 
López Bonilla, connotado militar que luchó contra la insurgencia. 

La renuncia, primero, de la Vicepresidenta, Roxana Baldetti, y, posteriormente, la 
del Presidente Pérez Molina, fueron una prueba de cómo podía ser efectiva la 
institucionalidad constitucional, así como la participación democrática y republicana 
de una ciudadanía que se involucra y ejerce sus derechos. Fue, junto a la deposición 
de Serrrano Elias, uno de los momentos álgidos, aunque pasajera, de la democracia 
en Guatemala. 

Luego del corto período de Maldonado Aguirre, se realizaron las elecciones 
generales, en donde los candidatos más fuertes fueron Sandra Torres, de la Unidad 
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Nacional de la Esperanza, y Jimmy Morales, del partido Frente de Convergencia 
Nacional. Este partido, así como su presidenciable, fueron señalados de ser la 
fachada de un grupo de militares de línea dura, lo cual negó el candidato Morales. 
Éste se presentó como lo que en política se denomina en inglés un “outsider”, 
alguien fuera de la política, lo que significó en su eslogan de campaña: “Ni corrupto, 
ni ladrón”. Y, efectivamente, al no tener en su pasado político el ejercicio de servidor 
público o funcionario electo, la bandera tuvo éxito. Fue apoyado en rechazo a la 
clase política tradicional, encabezada por Sandra Torres y Manuel Baldizón, quien 
más tarde huyó del país y está siendo procesado en Estados Unidos a instancias 
del MP guatemalteco, por los actos de corrupción relacionados con la empresa 
brasileña Odebrecht (empresa que también realizó similares prácticas en otros 
países latinoamericanos, al corromper con sobornos a políticos para el logro de 
licitaciones de construcción de carreteras). 

Morales llegó a improvisar al gobierno, al no contar con la experiencia ni el equipo 
técnico necesario para gobernar. Adoptó el plan de trabajo de Pérez Molina y se 
rodeó de exmilitares. El Centro Estratégico Latinoamericano de Geopolítica, definió 
a Jimmy Morales como “el líder outsider del derechista Frente (sic.) Convergencia 
Nacional (FCN) [que], lejos de ser la renovación política para el país, representa el 
mismo sistema de poder elitista a favor de pocos y en desmedro de muchos” 
(CELAG 2015). 150 Morales es el presidente mejor pagado de Latinoamérica, con 
US$19,300 mensuales, fue señalado por aprobar un bono mensual adicional de 
Q50,000.00 por los riesgos inherentes a su cargo, junto al entonces Ministro de la 
Defensa. Debió reintegrar 0450,000.00 que recibió, al ser cuestionado por la 
Contraloría General de Cuentas. A ello se suman otros actos extravagantes: tales 
como las compras de miles de quetzales por adquisición anteojos de sol de 
reconocida marca, vestimenta para jugar tenis, etc., pagados con fondos públicos. 

La esperada renovación política que motivó la elección de un “outsider”, no ocurrió. 
Antes bien, las persecuciones penales iniciadas por la fiscal Thelma Aldana y el 


150 La reseña en cuestión se puede revisar en el siguiente link, consultado el 22 de agosto de 2019: 

https://www.celaq.org/la-economia-auatemalteca-iimmv-morales/ . 
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comisionado Iván Velásquez en contra de distintos funcionarios, incluidos el 
presidente de la República, dos miembros de su familia, magistrados de la Corte 
Suprema de Justicia, jueces, ministros, expresidentes, exministros, alcaldes, la 
Registradora de la Propiedad, empresarios, etc., más el tráfico de influencias, el 
narcotráfico, la defraudación, el financiamiento empresarial a los partidos, 
evidenciaron lo que se ha llamado la “cooptación del Estado” de Guatemala. 

El gobierno de Morales sólo es superado en críticas por el de Pérez Molina. En 
agosto de 2019, en vísperas de la segunda vuelta para la elección presidencial, el 
diario esEI País refirió lo siguiente: 

Los comicios marcarán el inicio de la salida de Jimmy Morales tras cuatro 
años de una gestión nutrida de casos de corrupción, decisiones autoritarias, 
sometimiento a Estados Unidos y estancamiento económico. Su legado más 
reciente es el ‘trágala’ impuesto por Donald Trump por la que el país se 
convertirá en ‘tercer país seguro’ que le obliga a recibir a miles de refugiados, 
principalmente hondureños y salvadoreños, mientras gestionan su estatus en 
Estados Unidos. Su herencia más dañina sin embargo, ha sido expulsar a la 
Cicig, la Comisión contra la Impunidad de Naciones Unidas que encabezaba 
Iván Velásquez, un órgano fundamental en el combate a la corrupción que 
cuenta con un 70% de apoyo popular y que ha procesado a más de 600 
empresarios, militares y políticos y a una cuarta parte de los diputados por 
corrupción. Cuando el cerco se cerraba sobre Morales, señalado de 
financiación ilícita, el mandatario anunció su salida del país (2019). 151 

La administración de Morales, en su afán de eliminar a la CICIG, ha llevado a que 
el Ejecutivo se confronte con la Corte de Constitucionalidad, al punto de llegar al 
desacato de resoluciones dictadas por ese órgano jurisdiccional. Tal el caso con el 
retorno de Iván Velásquez al país, como respecto a la aceptación en que Guatemala 
se convierta en país seguro, bajo la presión del gobierno norteamericano. La 


151 El link de esta nota es el siguiente, el cual fue consultado el 22 de agosto de 2019: 
https://elpais.com/internacional/201 9/08/1 O/america/1565399971 79081 6.html . 
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institucionalidad ha sido lesionada y representa un nefasto antecedente para el 
futuro, al poder el ejecutivo, unilateralmente, violentar el orden constitucional. 

El ascendo al poder de Morales, representó la segunda ocasión en que un partido 
sin bases de organización y participación popular logró acceder al poder, el primero 
fue el de Serrano Elias. Desde el punto de vista de la democracia, evidenció la 
posibilidad de que un partido pequeño pudiera desplazar a los principales 
contendientes, a pesar de lo que pudieran decir las encuestas y las grandes 
inversiones en propaganda. También, por segunda vez, desde el punto de vista 
constitucional, el sistema pudo recomponerse y recuperarse después de un cisma, 
a partir de la caída de un régimen que se evidenció era totalmente corrupto, al punto 
de vinculársele con el narcotráfico. Pero también, una vez más, el improvisado 
Presidente electo, a pesar de sus pocas probabilidades de hacerse del poder, según 
las encuestas, terminó dando un palmo de narices a las expectativas sociales y 
poniendo en peligro la estabilidad del sistema. 

La CICIG evidenció la cooptación del Estado, pero también la capacidad de conjugar 
fuerzas los miembros del poder económiconacional, el político y la influencia de la 
administración gubernamental norteamericana para continuar con un sistema que 
no favorece la transparencia ni la depuración del Estado. La autonomía y la 
independencia republicana, después de las movilizaciones de 2015, parecieron 
menguar y eclipsarse, al punto de alcanzar una confrontación de poderes entre 2018 
y 2019 en Guatemala. 

Tal pareciera que, desde 1986 al presente, la democracia, el constitucionalismo y el 
republicanismo, que se basa en el reconocimiento de la soberanía, han venido a 
menos, hasta llegar a apoderarse del Estado intereses espurios que no responden 
a la búsqueda del bien común, sino al oportunismo de la clase política, en 
connivencia con el poder económico e intereses extranjeros de empresas 
multinacionales. El peligro es grave para el Estado de Guatemala, y para las 
posibilidades de desarrollo social, económico y político. 
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5.4 Los resultados de la democracia 

Después de 33 años de vigencia democrática, ¿cuáles han sido los resultados para 
el país? ¿Cómo percibe el guatemalteco la calidad democrática que se ha logrado? 
¿Qué tanto se identifican los ciudadanos con la democracia actual? Todos estos 
interrogantes son importantes, pues debe tenerse presente que Guatemala, como 
Estado independiente, nunca había recorrido un trecho democrático tan amplio. La 
anterior experiencia fue la de la Revolución de 1944, frustrada por el 
intervencionismo norteamericano. 

A manera de premisa, es oportuno consignar lo señalado por PNUD 

La democracia no es solo votación sino también y -necesariamente- respeto 
por los derechos humanos; la democracia es además una cultura ciudadana, 
de suerte que los políticos de Centroamérica más bien están en el deber de 
consolidar el Estado de derecho y de educar a los votantes acerca de las 
bases y los métodos para una estrategia de genuina seguridad para todos 
(Gómez Buendía 2009, pág. 210). 

La afirmación es correcta, pero deja mucho que desear tal aserto en su 
correspondencia con la realidad. Dentro de ese escenario democrático, han surgido 
nuevos actores políticos, los cuales, según Edgar Gutiérrez, pueden ser 
caracterizados como pertenecientes a la clase media urbana o rural, los cuales se 
componen de la siguiente manera: 

Los actores políticos emergentes en este período, que corresponde al de 
vigencia de la democracia, se diferencian por tres rasgos fundamentales: a) 
por lo regular, son la primera generación de ascenso social y de poder, 
muchos provienen de las provincias y su vocación política y de negocios 
tiende hacia lo popular o populista, en un amplio rango ideológico, sin 
definiciones explícitas; b) la base de su acumulación la constituye una 
relación directa con el Estado por medio de concesiones (los llamaremos los 
«concesionarios», con creciente vocación oligopólica), sea en campos 
modernos de usufructo de frecuencias de telecomunicaciones (televisión 
abierta y de cable, telefonía y cadenas radiales); en operaciones financieras 


734 


mixtas (bancos, cooperativas y financieras); mediante contratos tradicionales 
(los denominaremos los «contratistas») y concesiones de obras públicas 
(medicinas, carreteras, puertos, aeropuerto); mediante la alteración de reglas 
comerciales (operaciones de contrabando de bienes de consumo y 
subfacturación, los nombraremos los «contrabandistas»), o abiertamente 
ilegales (narcotráfico, tráfico de armas, trata de personas, diversas 
operaciones de blanqueo de dinero, los calificaremos como los de «economía 
ilícita »), y c) una relación más directa y activa que busca incidir en la 
conformación de los poderes del Estado (Ejecutivo, Congreso y cortes de 
Justicia a través de las Comisiones de Postulación), sea financiando 
campañas, o postulándose directamente y, mediante usos clientelares, 
determinando decisiones administrativas, proyectos y programas de inversión 
pública (Núñez Vargas 2017, pág. 103). 

De lo anterior destaca que los actores políticos surgidos de la clase media urbana y 
rural han buscado, a través de su vinculación con los asuntos estatales, el logro de 
la movilidad social, es decir, el ascenso en lo económico y social, por medio de 
prácticas que les permitan la realización de negocios lícitos o ilícitos, lo cual es 
factible a través de su incursión en los diferentes poderes del Estado o de los 
gobiernos locales. Expresado brevemente, la cosa pública ha sido la vía de acceso 
para el logro del enriquecimiento personal. Lo político se torna en una forma de 
enriquecimiento, sea por cauces lícitos o no. La pérdida de institucionalidad y la 
carencia de controles estatales, han permitido esos vacíos que han servido para el 
provecho individual. 

Pareciera que la corrupción ha sido institucionalizada como la forma válida y rápida 
para el enriquecimiento. Pero también empresarios exitosos han hecho lo propio. 
Basta ver, a manera de ejemplo, el del empresario Pedro Muadi, quien fuera 
presidente del Congreso de la República, y aprovechó su posición para que 15 
agentes de seguridad, que nunca trabajaron para el Congreso sino para el 
funcionario, se simulara se les pagaba por parte de ese organismo estatal 
Q8,000.00 mensuales. De ese dinero, los agentes únicamente recibían Q2,000.00, 
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y el resto era depositado a la cuenta de una empresa de seguridad, en donde el 
presidente del Congreso era el gerente general, según lo reportado por el diario 
Prensa Libre en 2015. A lo que debe añadirse la existencia de plazas fantasma e 
incremento en el gasto del Congreso de la República en un en un 14.4% respecto 
a la presidencia anterior. 152 

En cuanto al respaldo de la ciudadanía guatemalteca a la democracia, “el apoyo a 
la democracia cayó de 62.9% en 2004 a 48.4% en 2017” y sólo “un 14.6% tiene 
confianza en los partidos políticos” (Azpuru 2018, pág. xxvii-xxviii). En 2010 el apoyo 
entre los entrevistados para que se diera un golpe de Estado en Guatemala pasó 
de 38.3 a 46 puntos (Azpuru 2010, pág. xxxi); luego, el “apoyo a los golpes 
ejecutivos en Guatemala aumentó por más de 10 puntos porcentuales en 2017 
(24.4%), la tasa más alta desde 2010” (Azpuru 2018, pág. xxviii). 

Las dos instituciones que evidenciaron mayor confianza entre los guatemaltecos 
para 2017 fueron el Ministerio Público y la CICIG, con 57.8 y 70.1%, 
respectivamente (Azpuru 2018, pág. 117 y 133). No deja de ser significativo que el 
máximo nivel de confianza institucional se dé a favor de la CICIG, cuando ésta tiene 
un carácter temporal, lo que contrasta con la poca credibilidad en las instituciones 
gubernamentales guatemaltecas. Tal pareciera que el guatemalteco, con base en 
las experiencias de más de 30 años, no cree todavía en la institucionalidad del país, 
la cual no ha sabido ganarse su confianza y ha sido seriamente golpeada por todo 
tipo de actos de corrupción a lo largo de ese tiempo. 

La falta de credibilidad en las instituciones adquiere un carácter preocupante 
respecto a los partidos políticos, pues, como se apuntó antes, la confianza que se 
les tenía por la población no llegaba tan siquiera al 15% para el año 2017. Si 
tenemos presente que estas instituciones sirven como mediadoras entre la sociedad 
civil y el Estado para hacer efectivas las aspiraciones de la población, el dato resulta 
alarmante, pues significa que la desconfianza cuestiona la representatividad y 


152 Reseña de Prensa libre del 25 de junio de 2015, consultada el 22 de agosto de 2019 en el 
siguiente llnk: https://www.prensalibre.com/quatemala/iusticia/ministerio-publico-efectua- 

allanamiento-en-el-conqreso/ . 
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legitimidad que tales instituciones puedan lograr para servir en la intermediación 
que les corresponde. Los partidos políticos son una creación de las democracias 
liberales que surgieron y se consolidaron en el siglo XIX. Representan la alternativa 
institucional moderna que vino a suplir los rangos nobiliarios y el abolengo, propios 
del feudalismo, que ha tenido por base la representatividad del “soberano” pueblo. 
Si tal soberano no cree en esas instituciones, significa que la democracia deja de 
ser operante y que la apatía gana al electorado. 

Estas aseveraciones se ven comprobadas en el reciente evento de las elecciones 
generales en Guatemala, en donde, de conformidad con los resultados publicados 
por el Tribunal Supremo Electoral (TSE), para la elección presidencial en segunda 
vuelta, es decir, en la fase definitoria, la participación no superó los tres millones y 
medio de electores (42.7%), frente a más de cuatro millones seiscientos sesenta mil 
que se abstuvieron de votar (57.3%), de un total de 8,150,221 votantes inscritos 
(Tribunal Supremo Electoral 2019). 153 

De esta cuenta, al nuevo presidente, Alejandro Giammattei, quien ha sido señalado 
de ser promovido por militares y grupos conservadores, le corresponderá ser el 
presidente menos votado dentro de lo que hasta el momento han sido las cuatro 
elecciones realizadas en el presente siglo (ver Anexo H). Esto representa un desafío 
a la gobernabilidad que pueda lograr la nueva administración, en medio de un clima 
de polarización y desconfianza ante la actual clase política. Además, la herencia del 
pasado gobierno, es decir, la del presidente Morales, representa el mayor grado de 
conflictividad gubernamental que se ha vivido en toda la era democrática iniciada 
en 1986 en Guatemala, así como un desgaste a la credibilidad de la democracia, 
salvo el autogolpe de Serrano Elias. El último año de gobierno de Morales ha sido 
el más polémico, con dos temas que le han desgastado: la no renovación del 
convenio para la continuidad de la CICIG y, más recientemente, la sumisión frente 
a las exigencias de los Estados Unidos, al aceptar que Guatemala se convierta en 
tercer país seguro, es decir, un país en el cual puedan alojarse temporalmente 


153 Resultados preliminares obtenidos de la página oficial del TSE el 23 de agosto de 2019, cuando 
ya se había procesado el 99.73% de las mesas en donde se emitieron los votos, en el siguiente link: 

https://preliminares2019.tse.orq.qt/201902/panel, html . 
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quienes pidan asilo en ese país, bajo la presión del presidente Trump a que, de no 
hacerlo, se adoptarían sanciones arancelarias y de gravación a las remesas 
familiares. Esto se ha realizado a pesar del pronunciamiento en contra de la Corte 
de Constitucionalidad respecto a que tal convenio debe ser sometido a ratificación 
ante el Congreso de la República, así como el evidente rechazo de la población. 

En términos de pobreza, resulta ilustrativo comparar la situación a nivel 
centroamericano (ver Anexo I). Para 2016, el nivel más alto de pobreza 
correspondió a Honduras, con 60.9% de la población total en situación de pobreza, 
seguido por Guatemala con 59.3%. El mejor logro a nivel regional correspondió a 
Costa Rica, con 20.5%, seguidos por Nicaragua. 24.9% y en situación intermedia El 
Salvador, 32.7%. 

En la calidad de vida y atención a las necesidades sociales, es importante la 
inversión social que realiza el gobierno en cada uno de los países. Guatemala, de 
acuerdo a información de CEPAL (2019, pág. 118), sobre la base de datos oficiales 
proporcionados por 22 países de Latinoamérica y el Caribe, es el Estado en el que 
menos invierte el gobierno en el rubro social (6.9%) como porcentaje del Producto 
Interno Bruto (PIB) (ver Anexo J). Una vez más, Costa Rica es el país que más 
recursos destina a este concepto. 

En otros indicadores, Guatemala también se encuentra en claro rezago. Así, por 
ejemplo, en el porcentaje que establece el acceso a internet, respecto a un total de 
13 países, Guatemala presenta la tasa más baja, con apenas 13.9% a nivel de 
viviendas urbanas, y menos del 10% a nivel de la república. Esto frente a un 74.4 y 
69.0%, respectivamente, en lo que se refiere a Costa Rica, y el 28.0 y 19.0% en lo 
que respecta a El Salvador (CEPAL 2019, pág. 167). 

En medio se este escenario, cabe preguntar acerca del rol del ciudadano 
guatemalteco. ¿Qué ha hecho a lo largo de 33 años de democracia, republicanismo 
y democracia? ¿Cómo se involucra en la problemática social? ¿Ha sido capaz de 
participar para el logro de una mejor calidad democrática? ¿De qué manera vive la 
Constitución? ¿Qué tan republicano es el sentir en el enfoque de la problemática 
social, política, económica y cultural? ¿Cómo se canalizan sus demandas? 
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El concepto de ciudadanía, durante mucho tiempo, pareció haber sido olvidado en 
el campo de la filosofía política. Así, como lo refieren Kymlicka y Norman, en 1978 
era posible afirmar que el concepto de ciudadano había pasado de moda entre los 
pensadores políticos (2002, pág. 2). Sin embargo, en la década de los noventa del 
siglo pasado, cobró nuevamente auge. Ese resurgimiento fue una: 

...respuesta a los grandes cambios que experimentaba el orden político 
mundial: la caída del socialismo real, el neoliberalismo como una de las 
nuevas formas de la globalización y la consiguiente reducción de los derechos 
sociales y el aumento de la desigualdad, “la tercera ola de la democracia”, las 
nuevas migraciones masivas... (Olvera 2008, pág. 9). 

Los dos componentes básicos que el concepto de ciudadanía posee, como producto 
del desarrollo de la filosofía política durante las décadas del setenta y ochenta del 
pasado siglo, son el que “parece integrar las exigencias de justicia y de pertenencia 
comunitaria” (Kymlicka y Norman 1997, pág. 2). 

También la apatía de los votantes, como una tendencia generalizada, ha motivado 
interés en el tema de la ciudadanía. Todos esos acontecimientos “han mostrado que 
el vigor y la estabilidad de una democracia moderna no dependen solamente de la 
justicia de su ‘estructura básica’ sino también de las cualidades y actitudes de sus 
ciudadanos” (Kymlicka y Norman 1997, pág. 5). La estructura básica estaría dada 
por la estructura institucional creada a partir de la Constitución, con sus 
características de que el Estado de Guatemala se reconoce democrático y 
republicano (art. 140 constitucional). Entonces, la diferencia de la calidad de la vida 
democrática, constitucional y republicana estaría dada por “las cualidades y 
actitudes de sus ciudadanos”. Cómo son o pueden ser estas cualidades y actitudes. 
Kymlicka y Norman exponen al respecto: 

Por ejemplo, su sentimiento de identidad y su percepción de las formas 
potencialmente conflictivas de identidad nacional, regional, étnica o religiosa; 
su capacidad de tolerar y trabajar conjuntamente con individuos diferentes; 
su deseo de participar en el proceso político con el propósito de promover el 
bien publico (sic.) y sostener autoridades controlables; su disposición a 
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autolimitarse y ejercer la responsabilidad personal en sus reclamos 
económicos, así como en las decisiones que afectan su salud y el medio 
ambiente. Si faltan ciudadanos que posean estas cualidades, las 
democracias se vuelven difíciles de gobernar e incluso inestables. Como 
observa Habermas, "las instituciones de la libertad constitucional no son más 
valiosas que lo que la ciudadanía haga de ellas” (1997, pág. 5-6). 

El reconocimiento de la ciudadanía, en América Latina, encierra cierta conflictividad 
desde la inicial conformación de los Estados como repúblicas. Al respecto, Konig 
comenta: 

El hecho de que los criollos del antiguo imperio hispánico construyeran sus 
Estados como repúblicas, basadas sobre el principio de igualdad de los 
ciudadanos ante la ley, no significa que realmente se hubieran formado 
naciones de ciudadanos. El poder político estaba en manos de las élites 
criollas, porque -salvo las primeras décadas revolucionarias- el ejercicio de 
los derechos cívicos, tal como el derecho de sufragio activo o pasivo, 
requerían determinadas condiciones sociales y económicas. Indios, negros y 
mestizos seguían excluidos de una participación política o socioeconómicas. 

En las distintas regiones de Iberoamérica, sólo muy lentamente se produjo un 
proceso gradual de ampliar la participación electoral y crear una universal 
ciudadanía política y democrática. Ese proceso se prolongó por todo el siglo 
XIX, muchas veces hasta la mitad del siglo XX (2005, pág. 18). 

En el caso de Guatemala, la figura legal de la ciudadanía se consagró desde los 
primeros textos constitucionales. Sin embargo, como praxis, su desarrollo ha podido 
darse hasta la segunda mitad del siglo XX, muy probablemente desde el retorno a 
la democracia en 1985. El concepto, además, se encuentra en este caso asociado 
a la construcción de la nación dentro de un Estado republicano. En ese sentido, la 
diversidad étnica y cultural, más el racismo y el clasismo, e incluso las variables de 
diferenciación entre lo urbano y lo rural, dificultan la constitución de una ciudadanía 
homogénea en Guatemala. También en ello inciden aspectos culturales que 
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caracterizan a las diferentes regiones del país, tal el caso de la región occidental y 
la oriental, con idiosincrasias y costumbres diferentes. 

A todo ello debe sumarse el pasado reciente del país en lo que se refiere al conflicto 
armado interno, que dejó secuelas psicológicas en el colectivo, con lo cual el 
guatemalteco, como medida de seguridad personal, se alejó de la política, 
considerando el tema como algo potencialmente peligroso que podía traer 
consecuencias personales y familiares. 

En el primer gobierno democrático, las movilizaciones de protesta y de reclamos por 
la tierra proliferaron en el país, al punto de que el presidente Cerezo Arévalo llegó 
a decir que las protestas eran “la música de la democracia”. Luego el movimiento 
sindical vino a ser corrompido y dejó de creerse en el liderazgo popular, por el 
descrédito alcanzado con los sindicatos blancos, es decir, vendidos al gobierno. 

No obstante, dos han sido los momentos álgidos del compromiso ciudadano, 
cuando el ejercicio y el compromiso fueron evidentes. Primero, con el autogolpe de 
Estado de Serrano Elias en 1993, y, más tarde, en 2015, con las protestas en contra 
del gobierno de Pérez Molina. Ambos movimientos, vistos en el tiempo, no 
trascendieron más allá para generar cambios significativos. Pasado el paroxismo y 
la indignación del momento, todo volvió a la normalidad. 

Dentro de los dos elementos señalados por Kymlicka y Norman como componentes 
del concepto de ciudadanía, es decir, las exigencias de justicia y de pertenencia 
comunitaria, pareciera que sí se presentan casos en Guatemala, especialmente en 
grupos que se han organizado en el interior del país, para afrontar problemas como 
el de la minería, el desvío del cauce de ríos, la contaminación de las aguas, la lucha 
contra la tala ilegal de bosques, entre otros temas. 

Desde el punto de vista institucional, la mediación que deberían realizar los partidos 
ha caído, desde el retorno a la democracia, en un desprestigio creciente, que se 
refleja en los indicados bajos niveles de credibilidad que poseen. El clientelismo 
hacia los partidos, pero también de la población en obtener granjerias mínimas, 
tales como láminas, camisetas, gorras, y hasta recibir pagos por movilizaciones 
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masivas hasta los acarreados para votar, entre otras prácticas, evidencian esos 
ejercicios perversos que se han establecido en el contexto social y degradan la 
calidad ciudadana. 

Como percepción general, pareciera que la población se encuentra sumida en la 
apatía y la indiferencia respecto a los temas de interés público. El involucramiento 
es mínimo en el ejercicio de la ciudadanía y pareciera que este se limita a una 
participación que tiende a minimizarse durante los períodos de elección. 

Muy probablemente, para que la ciudadanía guatemalteca haya asumido 
mayoritariamente esa actitud pasiva, han incidido fenómenos como la 
desideologización, aspecto característico de la posmodernidad, en donde ya no 
existe la confianza en verdades absolutas. Pero también la promoción del 
individualismo, como el repliegue acomodaticio, la zona cómoda, de cara a los 
grandes problemas sociales. Se evidencia una actitud “desclasada”, como la 
ausencia de sentido de pertenencia a un conglomerado más amplio, y la adopción 
de actitudes eminentemente individualistas para la sobrevivencia personal. 
Organizarse, participar, protestar, pronunciarse, señalar, condenar, etc., son 
actitudes mal vistas, poco convenientes, que pueden ser señaladas de sospechosas 
políticamente, especialmente cuando se puede ser calificado de populista, sino de 
socialista o comunista. 

En Guatemala, y quizá en buena parte de Latinoamérica, esos epítetos de 
descalificación y polarización continúan vigentes, como en los mejores años de la 
Guerra Fría. Así lo demuestra el discurso oficial de la existencia de la guerrilla en 
Guatemala, o bien, la acusación contra políticos que quieren convertir al país en 
una segunda Venezuela. 

5.5 El desencanto democrático, constitucional y republicano 

En este apartado final, después de casi ochocientas páginas de exposición y 
análisis, corresponde establecer cuáles son las respuestas a la hipótesis formulada 
sobre los logros alcanzados en Guatemala, después de más de 30 años de 
democracia formal. 
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Para avanzar en el tema, resulta oportuna una cita del libro de un literato y pensador 
latinoamericano, Octavio Paz, quien a principios de los años 50 escribió un ensayo 
que habría de constituirse en un clásico para la comprensión de nuestra realidad: 
El laberinto de la soledad. En la diversidad temática que aborda Paz, resalta en 
particular un párrafo que para nuestros propósitos resulta oportuno citar, cuando 
alude a los procesos de independencia, democracia, liberalismo y 
constitucionalismo en Hispanoamérica. La cita dice así: 

Cada una de las nuevas naciones tuvo, al otro día de la Independencia, una 
constitución más o menos (casi siempre menos que más) liberal y 
democrática. En Europa y en los Estados Unidos esas leyes correspondían a 
una realidad histórica: eran la expresión del ascenso de la burguesía, la 
consecuencia de la revolución industrial y de la destrucción del antiguo 
régimen. En Hispanoamérica sólo servían para vestir a la moderna las 
supervivencias del sistema colonial. La ideología liberal y democrática, lejos 
de expresar nuestra situación histórica concreta, la ocultaba. La mentira 
política se instaló en nuestros pueblos casi constitucionalmente. El daño 
moral ha sido incalculable y alcanza a zonas muy profundas de nuestro ser. 
Nos movemos en la mentira con naturalidad. Durante más de cien años 
hemos sufrido regímenes de fuerza, al servicio de las oligarquías feudales, 
pero que utilizan el lenguaje de la libertad. Esta situación se ha prolongado 
hasta nuestros días. De ahí que la lucha contra la mentira oficial y 
constitucional sea el primer paso de toda tentativa seria de reforma. Éste 
parece ser el sentido de los actuales movimientos latinoamericanos, cuyo 
objetivo común consiste en realizar de una vez por todas la Independencia. 

O sea: transformar nuestros países en sociedades realmente modernas y no 
en meras fachadas para demagogos y turistas. En esta lucha nuestros 
pueblos no sólo se enfrentan a la vieja herencia española (la Iglesia, el 
ejército y la oligarquía), sino al Dictador, al Jefe con la boca henchida de 
fórmulas legales y patrióticas, ahora aliado a un poder muy distinto al viejo 
imperialismo hispano: los grandes intereses del capitalismo extranjero. 
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El ensayo, a casi 70 años de su publicación, resulta certero en cuanto a estas 
apreciaciones. Efectivamente, tras la independencia, como vimos, nuestros 
proceres centroamericanos, que no libertadores (pues jamás tuvimos uno como 
Bolívar o San Martín), se ajustaron a las ideas más modernas de su tiempo, 
identificándose algunos con el liberalismo, el constitucionalismo, la democracia y el 
republicanismo. Sin embargo, para ser veraces, nada cambió: el colonialismo 
continuaría a pesar de erráticos esfuerzos de liberales como Francisco Morazán, de 
quien incluso se discute su verdadera adhesión al liberalismo, y Mariano Gálvez. La 
dictadura hubo de imponerse como un sino fatídico, casi de inmediato, con José 
Cecilio del Valle, cuando ni sus compañeros liberales quisieron hacer gobierno con 
él. El federalismo, en un calco malogrado, se adoptó para inmediatamente fracasar, 
al no corresponder a las estructuras coloniales heredadas. La división de facciones 
entre fiebres y cacos, más el provinsialismo y los recelos y revanchismo de antiguas 
afrentas, llevarían a la desunión, a la búsqueda de un Emperador en México, bajo 
la gestión oficiosa de “las familias” de la capitanía general, encabezadas por los 
Aycinena. 

La prestancia hacia el orden y la paz de los criollos, llevó a la desunión 
centroamericana, a la desmembración, a la pérdida territorial de importantes 
porciones. La federación, bajo el auspicio de la oligarquía colonial enquistada en las 
nacientes repúblicas, junto al conservadurismo de la Iglesia, llevaron al país a un 
régimen de treinta años de dictadura conservadora. Luego vendrían las dictaduras 
liberales, encabezadas por el dictatorial Justo Rufino Barrios, concluidas con el 
déspota Jorge Ubico, para dar paso a un respiro democrático de apenas diez años 
en Guatemala. 

En tanto, el indígena padeció la continuidad del régimen colonial, para ver agravada 
su situación a partir de 1871, cuando el cultivo del café demandaba el despojo 
territorial y Barrios crea el Registro de la Propiedad, como artilugio para que el 
Estado y sus beneficiarios se apropien de las tierras de los indígenas. Tres 
generaciones de dictarores se sucedieron en Centroamérica, hasta que en los años 
cuarenta el istmo respiró un cierto aire de libertad. 
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Pero la injerencia extranjera no permitió la consolidación democrática. Antes bien, 
hizo cuanto pudo para abortar el proceso en Guatemala, en el contexto de la 
creciente Guerra Fría. Desde 1954 en adelante, la democracia será una ficción pura 
en Guatemala, al punto de llegar a darse el movimiento insurgente, nacido dentro 
de las filas del propio ejército. La prolongada lucha fratricida de 36 años sólo trajo 
consigo muerte y destrucción. El conflicto acabó, prácticamente, por el derrumbe de 
la antigua Unión Soviética. 

Tras los primeros síntomas de la eclosión del bloque del llamado socialismo real, la 
democracia vuelve en su tercera ola, pero ahora como un requerimiento ineludible 
para una nueva política económica: la neoliberal, con su endiosamiento del mercado 
y su auto de fe en contra de todo lo proestatal, para así dar paso al aplaudido 
fenómeno de la globalización capitalista. 

Latinoamérica habría de vivir es tercera ola, en procesos democratizadores y 
constitucionalizadores estructurados en medio de un nuevo contexto económico, 
que no serían capaces de responder a las demandas sociales del subcontinente, 
desangrado por tres décadas. Las democracias así configuradas han resultado más 
electorales que reales, no responden a las demandas sociales ni económicas, no 
son efectivas para el respeto de los derechos humanos ni para el ejercicio de la 
soberanía o el nacionalismo. La democracia neoliberal sólo acepta, como máximo, 
el ejercicio del sufragio, pero de un sufragio limitado a opciones políticas oficiales y 
contestes con el proceso económico predominante. 

La democracia, así, en este contexto, fue instrumentalizada como un medio para la 
nueva política económica neoliberal, el desarrollo de la globalización y el predominio 
de los principales centros del capitalismo. 

La reducción del Estado en Latinoamérica, los ajustes estructurales, el repliegue de 
lo público para dar lugar a lo privado, todo ello, en conjunto, ha traído pobreza, 
miseria, desprotección e insatisfacción a las esperanzas cifradas en la democracia. 
Los vacíos dejados por el repliegue del Estado han sido aprovechados por poderes 
tácticos, por la partidocracia, por la clase política, para cooptar los Estados y así 
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enriquecerse insolentemente mediante actos de corrupción, que cada vez son más 
descarados y cínicos para la opinión pública. 

A casi setenta años de las palabras de Octavio Paz, Latinoamérica todavía se 
debate, en una nueva fase, por el logro de su verdadera independencia, su 
verdadera democracia, su verdadero constitucionalismo y su verdadero 
republicanismo. La historia así nos lo demuestra. 

En ese sentido, cabe preguntar: ¿cuáles son las posibilidades de consolidar la 
democracia, así como el régimen constitucional y republicano en Guatemala? A no 
dudar, puesto que las bases institucionales se encuentran establecidas 
formalmente, la responsabilidad recae en el ejercicio responsable de la ciudadanía, 
en el involucramiento activo en la dinámica social, en los diferentes ámbitos, y en 
asumir lo que a cada miembro del conglomerado político corresponde. Una vez más 
en la historia, los derechos del ciudadano deben vincularse con el compromiso de 
la virtud social y la justicia, es decir, el viejo ideal de la Antigüedad y del Medievo, 
de las luchas contra los totalitarismos del siglo XX. 

Un paso decisivo para mejorar la calidad de nuestra democracia, necesariamente 
pasa por superar la polarización que dejó el conflicto armado. Perder el recelo, sino 
el miedo, a participar en política, a asumir un activismo por los espacios públicos 
que han sido monopolizados por los partidos y la clase política. En ese sentido, 
ilustrativo resulta percatarse cómo miembros del poder económico, asociados a la 
oligarquía tradicional en Guatemala, han aprovechado los espacios para promover 
sus propios intereses, frente a la mayoritaria pasividad e indiferencia de la 
ciudadanía. 
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VI. ANEXOS 


Anexo A: Descolonización europea y creación de nuevos países 1946-1999 



Fuente: Elaboración propia con base en información de Springhall 2003, pág. xii-xiii. 
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Anexo B: Guatemala: Ingresos del Gobierno Central 1980-2018 en millones de 

quetzales 

Gráfica 2 

Guatemala: Ingresos del Gobierno central 1980-2018 
en millones de quetzales 

70,000.0 



^—TOTALES ^—TRIBUTARIOS 


Fuente: Elaboración propia con base en información del Banco de Guatemala reportada por el MFP: 
https://www.banguat.gob.gt/inc/ver.asp?id=/pim/pim18&e=115133&e=115193, consulta realizada el 
17 de junio de 2019. 

Incluye deuda del Banco de Guatemala, Gobierno Central y resto del sector público. 
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Anexo C: Guatemala: Deuda interna pública bonificada en millones de quetzales 

1980-2018 


Gráfica 3 

Guatemala: Deuda interna pública bonificada en 
millones de quetzales 1980-2018 
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Fuente: Elaboración propia con base en información del Banco de Guatemala: 
https://www.banguat.gob.gt/inc/ver.asp?id=/pim/pim17&e=115132&e=115210 
consulta realizada el 17 de junio de 2019. 
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Anexo D: Guatemala: saldo de la deuda pública externa en millones de US dólares 

1980-2008 


Gráfica 4 

Guatemala: saldo de la deuda pública externa en 
millones US dólares 1980-2008 
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Fuente: Elaboración propia con base en información del Banco de Guatemala reportada por el 
Ministerio de Finanzas Públicas: 

https://www.banquat.qob.gt/inc/ver.asp?id=/pim/pim16&e=115131 &e=115213 , consulta realizada el 
17 de junio de 2019.Incluye deuda del Banco de Guatemala, Gobierno Central y resto del sector 
público. 
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Anexo E: Guatemala: Ingresos tributarios del gobierno central y deuda interna en 

millones de quetzales 1980-2018 


GRÁFICA 5 

GUATEMALA: INGRESOS TRIBUTARIOS DEL GOBIERNO 
CENTRAL Y DEUDA INTERNA EN MILLONES DE QUETZALES 

1980-2018 


■ Tributos ■ Deuda interna 



Fuente: Elaboración propia con base en información del Banco de Guatemala y del Ministerio de 
Finanzas Públicas, consignada en gráficas 2 y 3. 
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Anexo F: América Latina (18 países) ingresos tributarios 1990 y 2015 (En 

porcentajes del PIB) 


Gráfico II4 

América Latina (18 países): ingresos tributarios, íggo y 2015 
(En porcentajes del PIB) 



Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de Organización de Cooperación y Desarrollo 
Económicos/Comisión Económica para América Latina y el Caribe/Centro Interamericano de Administraciones Tributarias/ 
Banco Interamericano de Desarrollo (OCDE/CEPAL/CIAT/BID), Estadísticas tributarias en América Latina y el Caribe 1990-2015. 
París, OECD Publishing, 2017. 

Nota: Se consideran las cifras de los 18 países seleccionados a nivel del qobierno general. 
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Anexo G: Guatemala: Ingreso de Divisas por Remesas Familiares. Años: 2010- 
2018. En miles de millones de US dólares 



Gráfica 6 

Guatemala: Ingreso de Divisas por Remesas Familiares 
Años: 2010-2018 

-En miles de millones de US dólares- 
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Fuente: Elaboración propia con base en información del Banco de Guatemala 
(Banguat 2019). 
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Anexo H: Guatemala: Porcentaje de abstencionismo en segunda vuelta para 

elección presidencial 2007-2019 


Gráfica 7 

Guatemala: Porcentaje de abstencionismo en segunda vuelta para 

elección presidencial 
2007-2019 
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Fuente: Elaboración propia con base en información de las Memorias Electorales 
del TSE. 154 


154 Información obtenida en el siguiente link del TSE, consultado el 23 de agosto de 2019: 
https://www.tse.orq.qt/index.php/comunicacion/publicaciones/memorias/42-memonas- 

electorales/224-memoria-electoral-2003. 










755 


Anexo I: Centroamérica: Tasas oficiales de pobrza en 2016 


Gráfica 8 

Centroamérica: Tasas oficiales de pobreza en 2016 
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Fuente: Elaboración propia con base en datos de CEPAL (2019, pág. 109) y, para 
Guatemala, del Banco de Guatemala (2017, pág. 16). 155 


155 La información del Banco de Guatemala se puede obtener en el siguiente link, consultado el 25 
de agosto de 2019: http://www.banauat.aob.qt/Publica/guatemala en cifras 2017.pdf . 
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Anexo J: Centroamérica: Gasto social del gobierno central en 2016 


Gráfico 9 


Centroamérica. Gasto social del gobierno central en 2016 
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Fuente: Elaboración propia con base en datos de CEPAL (2019, pág. 118). 



Vil. CONCLUSIONES 

1. La democracia en Guatemala debe dejar de limitarse a los procesos 
eleccionarios, para trascender a la búsqueda y logro de la democracia social 
y económica, que permita el efectivo cumplimiento del objetivo de la 
existencia del Estado: el bien común. 

2. La corrupción, como la alianza entre corruptores y corruptos, urge por lo que 
se ha llamado una refundación del Estado en Guatemala, que 
verdaderamente tenga un carácter democratizador, al punto que se llegue de 
la democracia representativa a la participativa, o bien, como le llama Keaton, 
una democracia monitorizada, en donde la sociedad civil y demás actores 
institucionales jueguen un rol de participación y fiscalización que rompa con 
las tradicionales prácticas informales que han permitido la cooptación del 
Estado. 

3. La fragilidad democrática también queda evidenciada en la precariedad 
constitucional, en donde el Ejecutivo recientemente ha demostrado su 
irrespeto al Estado de Derecho y a la institucionalidad en Guatemala. 

4. El proceso democratizador iniciado en Guatemala en 1986, después de 33 
años, resulta insatisfactorio, pues básicamente ha servido para la reducción 
del Estado en lo económico y social, en interés de la promoción del 
neoliberalismo y la globalización. 
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